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SENTENCIAS   DEL   TRIBUNAL   SUPREMO 
RECURSOS  Y  COMPETENCIAS 


1 

RicüBSO  DS  CASACIÓN  (l.^*  de  Jalio  de  1898).^Sa]a  primera.~-&9uU- 
cián  de  euentoB.—'Ño  ha  Ingar  al  interpuesto  por  D.  Rastel  Ferrer  y  Oliyer 
en  aatoi  con  D.  Julián  Torres  y  otros  (Audiencia  de  Palma  de  Mallorca), 
y  se  resuelve: 

Que  al  actor  en  una  reconvención  corret^ponde  probar  el  hecho  ó  los  hechoe 
en  que  la  miema  8e  funde: 

Que  dictada  sentencia  firme  condenando  á  las  partes  *á  practicar  u/na  U- 
quiaacián  aeneral  de  cuentas  con  arreglo  al  resultado  de  lasoruebas,  no  Ifi- 
frinqe  dicha  ^eeuioria  la  sentencia  dictada  en  ijecución  de  Ja  misfna  c^O' 
hondo  la  cuenta  presentada  ñor  el  demandante  con  arreglo  á  los  hechos  esta- 
bleeidospor  el  mtsmo,  si  el  demandado  no  probó  los  eonsignadosen  oposieián 
áettospor  via  de  reconvencían,  ni  impugnó  él  contenido  de  dicha  cuenta. 

En  la  villa  v  corte  de  Madrid,  á  1.*"  de  Julio  de  1898,  en  el  incidente  so- 
bre ^ecución  de  la  sentencia  dictada  en  el  pleito  sobre  rendición  de  cuen- 
tas y  pago  de  su  saldo,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Mar 
nacor,  y  en  la  Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  Palma  de  Mallorca,  por 
D.  Julián  Torres  y  Grimalt  y  D.  José  Rico  y  Bonnín,  labrador  el  primero, 
y  sin  profesión  el  segundo,  con  D.  Rafael  Ferrer  y  Oliver,  labrador,  veci- 
nos todos  de  Manacor;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  demandado  Ferrer  Oliver,  re- 
presentado por  el  Procurador  D.  Fidel  Serrano,  bajo  la  dirección  del  Le- 
trado D.  Antonio  Maura,  y  en  el  acto  de  la  vista  D.  Ricardo  Ventosa,  ha- 
biéndolo estado  la  parte  recurrida  por  el  Procurador  D.  Antonio  Bendicho, 
asistido  del  Letrado  D.  Francisco  Silvela: 

Resultando  que  D.  Julián  Ferrer  y  D.  José  Picó  dedujeron  demanda  en 
el  Juagado  de  primera  instancia  de  B£anacor,  exponiendo  sustancialmente 
que  en  1884  formaron  Compañía  por  tiempo  indeterminado  y  comisiona- 
ron á  D.  Rafael  Ferrer  para  transportar  á  Palma  y  revender  en  la  misma, 
mediante  un  salario  eventual  y  proporcionado  á  las  ganancias  del  negocio, 
los  granos  que  le  entregasen;  que  D.  Rafael  Ferrer  desempeñó  ñébnente 
su  cometido  y  le  rindió  siempre  cuenta  exacta  de  las  reventas,  hasta  que 
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en  Febrero  de  1887,  deseoeoe  los  demandantet  de  premiar  sai  baenos  ser- 
vicios, convinieron  en  qne  entrara  á  formar  parte  de  la  Compafiia  como 
socio  meramente  indostrial,  con  derecho  á  percibir  la  mitad  de  los  benefi- 
cios ó  ganancias  qne  se  obtuvieran  en  lo  saceaivo;  que  en  cumplimiento 
de  tal  convenio,  D.  Rafael  Ferrer  recibió,  transportó  y  cnidó  de  revender 
las  distintas  partidas  de  granos  qae  enamoraba,  compradas  en  aquella 
villa  de  Manacor,  por  los  precios  que  se  detallaban  en  la  nota  ó  cuenta  que 
tenían  presentada;  y  que  no  habiendo  podido  conseguir  de  Ferrer  que  les 
diera  cuenta  de  las  expresadas  operaciones  de  tráfico,  deducían  esta  de- 
manda para  que  se  declarara  qne  aquél  estaba  obligado  á  darles  cuenta 
exacta  y  justificada  de  las  operaciones  ó  reventas  mencionadas  y  abonar- 
les en  BU  caso  la  cantidad  ó  saldo  que  resaltara  á  su  favor  de  la  liquida- 
ción que  se  practicase: 

Resultando  que  D.  Rafael  Ferrer  impugnó  la  demanda  pidiendo  se  le 
absolviera  de  ella  y  se  declarase  por  vía  de  reconvención  que  no  existía 
Sociedad  civil  ni  mercantil  entre  él  y  los  demandantes,  declarando  en  caso 
contrario  que  no  estaba  todavía  disuelta;  y  en  su  defecto,  que  el  contrato 
que  tenía  celebrado  con  los  demandantes  era  el  de  mandato  retribuido, 
condenando  en  todo  caso  á  los  dichos  demandantes  á  pagarle  la  mitad  de 
las  ganancias  obtenidas  y  que  se  obtuvieran  desde  1884,  previa  su  liqui- 
dación; á  cuyo  efecto  alegó:  que  no  era  exacto  lo  que  se  decía  en  la  de- 
manda, en  cuanto  excluía  al  alegante  de  la  Sociedad  constituida  en  1884, 
si  bien  era  exacto  en  cuanto  al  convenio  de  que  participaría  de  una  retri- 
bución eventual,  pero  proporcionada  á  las  ganancias  del  negocio,  lo  cual 
equivalía  en  cierto  modo  á  darle  participación  en  lo  que  los  demandantes 
llamaban  Compafiia;  que  ya  fuese  el  encargo  que  le  dieron  bajo  el  oonoep 
to  de  socio  indastríal  ó  como  mandatario,  estipularon  una  retribución  pro 
perdonada  á  las  ganancias,  que  después  se  fijó  en  la  mitad  de  éstas;  que 
desempefió  fielmente  su  cometido,  rindiendo  cuenta  exacta  de  las  opera- 
ciones qne  practicaba,  sin  llegar  á  percibir  la  retribución  proporcional  es- 
tipulada, y  lo  mismo  verificó  con  posterioridad,  sin  que  hasta  la  fecha  hu- 
biera podido  conseguir  que  los  demandantes  le  rindieran  cuenta  da  las 
operaciones  por  ellos  practicadas  y  le  entregaran  la  mitad  de  las  ganancias 
obtenidas;  que  desde  que  se  formó  la  indicada  asociación,  se  encargó  de 
comprar  y  vender  en  aquella  villa  de  Manacor,  en  Palma  y  otros  pantos 
importantes,  partidas  de  granos,  pero  sin  saber  siquiera  de  dónde  proco - 
díui;  que  había  entregado  siempre  desde  el  afio  1884  el  dinero  obtenido 
en  las  ventas  de  granos,  rindiendo  la  cuenta  de  cada  operación,  si  caenta 
podía  llamarse  el  encargo  de  llevar  género  para  venderlo  y  entregar  su 
precio,  por  lo  qne  no  había  tenido  necesidad  de  llevar  libro  de  cuentas 
como  lo  tenían  los  demandantes,  que  en  efecto  habían  llevado  su  corres- 
pondiente libro  y  estaban,  por  tanto,  obligados  á  rendirlas;  y  que  el  hecho 
de  haberse  encargado  de  la  reventa  de  géneros  del  almacén  de  los  deman- 
dantes no  bastaba  por  sí  solo  para  calificar  el  contrato  celebrado  con  ellos 
de  Ck)mpafiía  ó  Sociedad,  pues  en  todo  caso  debería  calificarao  de  mandato 
remunerado  ó  comisión: 

Resultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites,  terminó 
por  sentencia  que  dictó  el  Jnes  en  15  de  Enero  de  1889,  y  fué  consentida, 
condenando  á  los  demandantes  y  al  demandado  á  qne  practicasen  ana  li- 
quidación general  de  cuentas  desde  la  existencia  de  la  Sociedad,  según  las 
pruebas  que  la  indicaran  y  de  los  granos  que  hubiesen  sido  objeto  de  la 
misma,  aplicando  al  industrial  las  ganancias  obtenidas,  caso  de  que  las 
hubiese,  en  cuyo  sentido  se  estimaban  la  demanda  y  la  reconvención  pro- 
puestas: 

Resultando  que.  en  ejecución  de  esta  sentencia  presentaron  los  demaa- 
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dantea  Ferrer  7  Picó  ana  cnenta  que  ae  dice  aer  de  laa  partidaa  de  granoa 
^ae  ae  llevó  Baftiel  Ferrer  y  Oliver  para  revenderlaa  en  Palma  por  encargo 
de  Julián  Ferrer  y  de  Joaé  Picó,  cnya  tercera  partida  ea  de  fecha  25  de 
Febrero  de  1887,  y  iaa  últimaa  de  6  de  Mayo  del  mismo  afio,  sumando  to 
daa  8.604  peaetaa  53  céntimos;  y  en  el  escrito  con  qae  la  acompañaron  di- 
jeron qne  era  nna  cnenta  general  de  las  compras  de  grano  que  f  nerón 
objeto  de  laa  Sociedadea  desde  aa  exiattocia,  según  las  pruebas  practica 
daa,  ó  sea  deade  el  mea  de  Febrero  de  1887  hasta  la  incoación  del  píeito; 
y  que  el  aaldo  liquido  de  dicha  cuenta  eataba  formado  tan  sólo  por  el  im- 
porte total  de  los  granos  qne  compraron  en  Manácor,  y  debía  serles  re- 
integrado por  el  demandado,  como  encargado  de  laa  reventas,  de  qae  no 
dio  cuenta  ni  rasón,  por  lo  que  habia  tenido  que  preacindirse  de  los  gaa 
toa  de  tranaporte  y  de  los  beneficios  acaao  obtenidos;  solicitando,  por  vir- 
tud de  lo  ezpneato,  que  previo  traalado  de  dicha  cuenta  al  deudor,  ae 
aprobara  en  an  dia  y  se  mandara  hacer  efectivo  en  la  forma  que  estable- 
cían los  articnloB  921  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el 
aaldo  líquido  qne  la  misma  arrojaba,  y  en  aa  defecto  el  importe  de  las 
partidaa  qae  se  estimaaen  justiñcadaa: 

Resaltando  que  deapuéa  de  desestimada  la  pretensión  que  dedujo  Don 
Ba&el  Ferrer  de  que  se  mandara,  con  arreglo  al  art.  982  de  la  ley  de  £q- 
joiciamiento  civil,  que  ambas  partes  presentaran  dentro  del  término  que 
ae  sefialaae  la  liquidación  á  que  eataban  condenadaa,  evacuó  el  traslado 
que  ae  le  confirió  de  la  cuenta  presentada  por  loa  demandantes,  pidiendo 
ae  deaeatimara  con  laa  costas,  y  alegando  para  ello  que  dicha  cnenta  era 
la  misma  qne  había  sido  objeto  de  discusión  en  el  pleito,  y  que  por  no 
haber  aido  juatificada,  tuvo  que  limitarse  el  Juzgado  á  condenar  á  ambas 
partes  á  practicar  ana  liquidación  general  de  cuentas  desde  la  formación 
de  la  Sociedad;  y  no  cabía  por  tanto  volver  sobre  lo  discutido  y  fallado,  ni 
cabía  díaeatir  en  forma  de  incidente  ana  cuestión  que  había  quedado  dis- 
entida y  fallada  por  loa  términos  de  un  juicio  ordinario;  que  de  todas  ma- 
neraa  se  oponía  á  lo  pretendido  de  contrario,  pues  desde  el  afio  1884  tuvo 
la  comielóB  retribuida  de  vender  loa  granos  que  los  demandantea  le  en- 
tregaban, y  annque  no  le  era  posible  aiquiera  fijar  el  número  de  miles  dt) 
coarteraa  que  se  llevó  y  vendió  por  encargo  de  aquéllos,  sí  podía  asegurar 
qae  taa  luego  como  lo  vendía  entregaba  la  oportuna  cuenta  y  el  producto 
obtenido;  que  porque  loa  demandantes  y  la  misma  aentencia  tenían  reco- 
nocido y  declarado  qne  le  correapondía  una  participación  en  las  ganancias 
obtenidaa,  se  mandó  en  el  fallo  que  amboa  litigantes  practicaran  una  li 
qnidación  general  de  cuentas  desde  la  existencia  de  la  Sociedad,  precepto 
qae  no  habían  cumplido  los  demandantes,  pues  la  liquidación  de  cuentas 
de  la  Sociedad  no  podía  conaistir  en  volver  á  pedir  lo  qne  ya  se  había  dia 
entido  y  negado;  y  que  para  dar  cumplimiento  á  la  ejecutoría,  era  neceaa 
rio  que  ae  preaentaaen  laa  cnentaa  deade  el  afio  de  1884  en  que  empesó  la 
8odedad,y  loa  libros  de  contabilidad  que  se  llevaban,  porque,  de  lo  con 
trarío,  no  era  poaible  qne  loa  actorea  reclamaran  aaldo  alguno  ni  que  él 
preaentarm  ao  cuenta: 

Reaultando  que  conyocadaa  laa  partes  á  comparecencia  á  los  efectos  del 
art.  940  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  celebrada  éata,  dictó  auto  el 
Jaes,  que  confirmó  con  las  costas  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia' de 
Palma  en  sentencia  de  27  de  Mayo  de  1892,  aprobando  cuanto  había  lugar 
an  derecho  la  liquidación  preaentada  por  los  demandantea  Ferrer  y  Picó, 
ascendente  á  la  cantidad  de  8.504  pesetaa  53  céntimos;  y  mandando,  en  su 
eonsecnencia,  se  estuviera  y  paaara  por  ella  y  se  hiciera  efectiva  por  los 
trimitea  de  la  ley  Procesal  en  su  particular  de  ejecución  de  sentencias: 

fiesoltando  qne  D.  Rafael  Ferrer  interpuso  recarao  de  caaación,  fon 
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dado  en  el  art.  1646  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  alegando  como^ 
infringidas  la  ley  19,  tít.  32  de  la  Partida  8>,  la  ejecutoria  de  16  de  Enero- 
de  1889,  la  doctrina  oontonida  en  multitud  de  «entonelas  de  esto  Tribunal 
Supremo,  como  las  de  26  de  Mayo  de  1860,  29  de  Octubre  de  1864, 13  de 
Julio  de  1869.  12  de  Julio  de  1881,  28  de  Diciembre  de  1883,  28  de  Abril 
de  1887  y  20  de  Septiembre  y  18  de  Noviembre  de  1890  y  otras  muchas,  y 
los  artículos  982  y  942,  párrafo  segundo,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,, 
con  arreglo  á  cuyas  disposiciones  legales  y  doctrina,  la  cosa  juzgada  ea 
inaltorable  y  lleva  consigo  tal  virtud  y  eficacia,  que  es  nulo  cnanto  se 
provea  en  contradicción  con  ella,  debiendo  respetarse  lo  ejecutoriado  y 
desaprobar  la  liquidación  que  se  hiciere  en  cumplimiento  de  la  sentoncia 
cuando  no  esté  conforme  con  las  bases  dadas  en  ella,  aun  cuando  el  deu- 
dor no  probase  la  inexactitud  de  la  cuenta,  en  el  concepto  de  que  al  apro- 
bar el  fallo  recurrido  la  liquidación  presentada  por  los  demandantes,  for- 
mada bajo  la  hipótesis  de  que  la  Sociedad  celebrada  con  el  recurrente  co- 
menzó en  Febrero  de  1887,  provee  en  contradicción  con  lo  eiecutoríado, 
que  exige  que  la  liquidación  de  cuentas  sea  general  por  todo  el  tiempo  de 
la  existoncia  de  la  Sociedad,  según  las  pruebas  que  se  hicieren,  no  pu- 
diendo  considerarse  legal  el  resolver  en  la  ejecución  de  sentencias  con  los 
mismos  elementos  de  juicio  que  se  tuvieron  presentes  en  la  ejecutoria,  lo 
contrario  de  lo  juzgado  en  ésta,  y  siendo  evidento  que  impugnada  la 
cuenta  ó  liquidación  bajo  este  fundamental  aspecto,  no  toníá  necesidad^ 
alguna  el  recurrente  de  descender  á  criticar  las  partidas  concretamente» 
habiendo  llegado  la  oposición  entre  lo  resuelto  en  la  sentoncia  recurridí^ 
y  lo  juzgado  en  1889  al  extremo  de  reputar  cierto,  por  lo  alegado  y  soste- 
nido en  el  pleito,  que  el  recnrrento  recibió  las  partidas  de  grano  consig- 
nadas en  la  cuente,  siendo  asi  que  la  ejecutoria  consideró  que  no  se  habla 
detorminado  ni  probado  con  exactitud  el  número  de  unidades  de  peso  que 
se  entregaron  y  revendió  Ferrer,  pues  sólo  consteba  genéricamente. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  González  de  la  PeUa: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  la  sentencia  firme  de  cuyo  cum- 
plimiento se  trata,  condenó  á  las  partes  litigantes  á  practicar  una  liquida- 
ción general  de  las  cuentas.de  la  Sociedad  que  entre  ellos  mediaba,  y  que 
para  determinar  la  época  en  que  la  misma  tuvo  existencia,  refirióse  á  lo 
que  indicaran  las  pruebas,  también  lo  es  que  al  hov  recurrente  como  actor, 
en  la  reconvención,  donde  atribuyó  á  la  Sociedad  mayor  duración  de  la 
reconocida  por  los  demandantes,  tocaba  probaí  este  hecho  en  beneficio 
propio: 

Considerando  que  no  habiendo  siquiera  intentado  probarlo,  ni  tampoco 
impugnado  el  contenido  de  la  cuenta  presentada  por  los  demandantes, 
comprensiva  del  periodo  en  que  segúh  ellos  duró  la  Sociedad,  es  manifiesto 
que  al  aprobar  dicha  cuenta  la  sentencia  recurrida,  y  condenar  á  las  partes 
á  estar  y  pasar  por  ella,  presta  el  debido  cumplimiento  á  lo  ejecutoriado 
y  no  lo  contraría,  cual  erróneamente  se  supone  en  el  presente  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Rafael  Ferrer  y  Oli- 
ver,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  que 
por  razón  de  depósito  ha  debido  constituir,  que  se  distribuirá,  si  viniese  á 
mejor  fortuna,  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Palma  de 
Mallorca  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento 
que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  l.o  de  Julio  de  1893,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  14  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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RsouBso  DE  CASACIÓN  (8  de  Julio  de  1893).— Sala  primera.— XljttúZa- 
€ión  de  cuefUa$,^J^o  ba  lugar  á  los  ioterpuestoa  por  D.  Carlos  Kosés  y  Don 
Silverío  Millet  en  autos  segnidos  entre  Roses  y  P.  Pedro  Pifieyrúa 
(Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Que  no  existe  iiicon^ruencia,  en  el  sentido  de  no  haberse  decidido  sobre 
todas  las  cuestiones  olijeto  del  pleito,  cuando  la  sentencia  resuelve  acerca  de 
algunos  cabremos  de  la  demanda,  y  declara  que  se  absuelve  en  otra  forma  á 
los  UtiganteSy  pue8  con  dichos  tá^minos  desestima  los  demás  de  la  demanda  y 
reconvención  que  se  hubiere  formulado: 

Que  estimando  la  sentencia  disuelta  una  Sociedad  y  mandando  proceder 
á  la  liquidacián  general  de  la  misma,  dichos  términos  no  dejan  la  meíior 
duda  de  que  la  hquidación  ha  de  comprender  todas  las  operaciones  sociales, 
practicándose  por  los  socios,^  no  señalándose  trámite  ni  reala  alguna  contra- 
fHa  á  lo  convenido  por  los  mtsmos  ó  á  lo  dispuesto  por  la  ley,  no  puede  esti- 
marse infringidos  los  articules  del  Códipo  de  Comercio  citados  por  el  recurrente: 

Que  no  se  halla  prohibido  á  los  socios  de  una  Compañia  apoderar  enferma 
á  otras  personas  para  que  les  representen  en  la  liquidación  de  la  misma: 

Que  dis%ielta  una  Sociedad,  la  entrega  ó  pago  de  cualquiera  suma  por 
alguno  de  los  ex  socios  á  otro,  nada  prejuzga,  toda  vez  que  dicho  acto  se  halla 
s  Inordinado  ó  dq^ende  de  la  liquidación  general  que  debe  realizarse. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Julio  de  1898,  en  el  pleito  pen- 
diente ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Mataró  y  en  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Pedro  Piñeyrúa,  vecino  y  del 
comercio  de  Montevideo,  representado  por  el  Procurador  D.  Ricardo  Gar- 
da Vicente  y  defendido  por  el  Licenciado  D.  Modesto  Lloréns,  con  Don 
Garloa  Roses  y  Alsina,  marino,  vecino  de  la  villa  de  Masnou,  y  en  su 
nombre  el  Procurador  D.  Manuel  de  Diego  y  liara,  bajo  la  dirección  del 
Letrado  D.  Víctor  P.  Brugada,  sobre  liquidación  de  cuentas: 

Beanltando  que  D.  Pedro  Pifieyrúa  y  D.  Garlos  Roses  y  Alsina  celebra- 
ron un  contrato  en  la  ciudad  de  Montevideo  en  25  de  Octubre  de  1878 
para  la  compra  y  explotación  del  bergantín  goleta  español  Celia,  bajo  las 
condiciones  que  consignaron  en  los  once  capítulos  siguientes:  primero, 
qne  D.  Pedro  Pifieyrúa  había  comprado  el  bergantín  goleta  espafiol  Celia^ 
de  porte  de  266  toneladas,  cuyo  coste,  con  unas  reparaciones,  velamen  y 
todo  lo  necesario  para  navegar,  importante  15.014  pesos  con  45  centavos, 
había  pagado  Pifieyrúa;  segundo,  que  éste  no  cobraría  interés  ninguno 
por  el  valor  desembolsado,  y  Roses  mandaría  el  buque  sin  gozar  de 
•neldo;  tercero,  qne  Pefieyrúa  pondría  todo  el  capital  que  necesitase  el  bu- 
que para  sa  completo  cargamento,  siempre  que  á  su  juicio  conviniese  car- 
garlo de  cuenta,  por  el  que  cobraría  el  interés  del  9  por  100  al  afio  durante 
el  tiempo  de  loa  desembolsos;  cuarta,  que  mientras  no  estuviese  cubierto 
eon  loa  beneficios  el  importe  de  15.014  pesos  45  centavos^  coste  y  repara- 
cionea  del  buque,  D.  Pedro  Pifieyrúa  no  cobraría  comisión  ninguna  de- 
entrada j  salida,  ni  el  Capitán  Roses  gozaría  de  sueldo  alguno;  quinto, 
que  una  ves  cubierto  el  capital  desembolsado  para  el  pago  del  buque, 
aegún  el  art.  1.^,  D.  Pedro  Pifieyrúa  cobraría  las  comisiones  de  entrada  y 
salida  qne  acostumbraban  á  cobrar  los  demás  buques  consignados  á  su 
cas%  j  el  Capitán  D.  Carlos  Roses  gozaría  del  sueldo  de  120  pesos  mencio- 
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nado0,  coya  cantidad  entraría  en  loa  demás  gastos  del  baque;  sexto,  qae 
de  las  utilidades  qne  pudieran  resallar,  tendría  la  mitad  D.  Garlos  Roses, 
de  los  qne  emplearía  la  mitad  en  el  casco  y  aparejo  del  bnqae  y  la  otra 
mitad  en  el  fondo,  que  sería  de  10.000  pesos  por  cada  porte,  repartiéndose 
por  dividendos  lo  qae  pudiese  resultar,  cubiertas  estas  cantidades;  sép- 
timo, qne  el  buque  se  destinaba  á  la  carrera  de  los  puertos  del  Brasil  ó 
algún  otro  que  conviniese;  octavo,  que  la  Sociedad  duraría  cuatro  aflos,  á 
partir  las  utilidades  por  mitad;  noveno,  que  concluido  el  término  del  con- 
trato, y  en  el  caso  de  no  convenirle  á  alguna  de  las  partes  continuar  por 
más  tiempo,  se  pondría  en  venta  el  buque,  teniendo  la  preferencia  por 
igual  precio  ambos  contratantes,  y  en  el  caso  de  interesarse  los  dos, 
sería  del  que  pagase  más  precio;  décimo,  que  para  la  habilitación  de  salida 
de  aquel  puerto,  así  como  para  cargar  en  cualquier  otro  mercado,  se  baria 
de  acuerdo  entre  ambas  partes,  teniendo  Pifieyrúa  como  jefe  la  dirección 
general;  y  undécimo,  qne  la  liquidación  se  haría  en  aquella  plasa  cada 
viaje  redondo  y  sería  encomendada  á  D.  Pedro  Pifieyrúa;  contrato  que  loé 
prorrogado  por  las  partes  por  otro  de  2  de  Julio  de  1884,  hasta  el  Si  de 
Julio  de  1887,  sin  variar  ninguna  de  sus  condiciones: 

Resultando  que  las  partes  se  hallan  conformes  en  que  el  bergantín 
goleta  Celia  hizo  sus  viajes  al  mando  de  D.  Garlos  Roses  y  bajo  la  dirección 
de  D.  Pedro  Pifieyrúa ,  entregando  aquél  al  retorno  de  cada  uno  loa 
fondos  resultantes  de  la  expedición  y  las  cuentas  correspondientes  para 
que  Pifieyrúa  procediese  á  practicar  la  liquidación;  y  que  en  2  de  Marso 
de  1887,  terminado  el  plazo  de  duración  de  la  Sociedad,  y  hallándose  Don 
Garlos  Roses  con  el  Celia  en  el  puerto  de  la  Habana,  mandó  el  buque  á 
Barcelona  con  cargamento  de  azúcar,  y  habiendo  tenido  noticia  de  ello 
Pifieyrúa,  le  dirigió  un  telegrama  desaprobando  resueltamente  su  proceder, 
pidiéndole  explicaciones;  recordándole  después  por  escrito  que  mediaba 
entre  ambos  un  contrato  que  determinaba  que  la  liquidación  y  arreglo  de 
cuentas  debían  hacerse  en  Montevideo,  á  lo  que  contestó  Roses  en  14  de 
Abril  de  1887,  que  el  contrato  había  finalizado  en  81  de  Diciembre  auto- 
rior,  y  por  consiguiente,  quedaba  libre  desde  aquella  fecha,  qne  debía 
mandar  al  bergantín  á  Barcelona  con  cargamento  de  azúcar  comprado  con 
fondos  propios;  que  una  enfermedad  de  la  vista,  que  desgraciadamente  le 
privaba  de  trabajar,  le  había  impulsado  la  determinadón  de  enviar  al 
Celia  á  Barcelona,  y  que  tan  pronto  hubiera  enajenado  su  carga  de  atúcar, 
le  enviase  la  cuenta  corriente  para  que  pudiera  proceder  á  la  coeata 
general,  que  esperaba  le  haría  el  obsequio  de  mandarle  después  de  for- 
mulada: 

Resultando  que  D.  Pedro  Pifieyrúa  contestó  qne  estaba  bien;  que  ena 
jenado  el  cargamento  de  azúcar,  remitiera  la  cuenta,  pero  haciéndolo  al 
propio  tiempo  del  líquido  producto  para  hacer  la  liquidación  general, 
mandando,  si  su  estado  de  salud  no  se  lo  permitía,  persona  que  le  repxe 
sentase  con  los  correspondientes  poderes: 

Resultando  que  D.  Garlos  Roses  remitió  á  Pifieyrúa  la  cuenta  de  venta 
del  azúcar,  y  asimismo  la  cuenta  corriente  con  el  buque,  arrojando  el  total 
un  saldo  á  favor  de  la  expedición  de  69.311  pesetas  con  ó  céntimos,  mani- 
festándole qne  con  aquellos  datos  formulase  la  liquidación  total  para 
saldarse  recíprocamente;  qne  Pifieyrúa  replicó  que,  en  cumplimjento  del 
contrato,  insistía  en  que  mandase  los  fondos  y  nombrase  persona  qoe  le 
representara  para  la  liquidación;  pero  que  en  vista  de  lo  que  le  manites- 
taba  de  su  mal  estado  de  salud,  accedía  á  mandarle  las  cuentas  y  qne  se 
hiciera  allí  la  liquidación,  para  lo  que  remitía  poder  bastante  á  D.  Silverio 
Millet,  á  quien  entregaría  los  fondos  del  Oetía  qae  tenía,  procediendo  da 
acuerdo  á  una  liquidación: 
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KMaltondo  qne  D.  Sil  verlo  MiUet,  aatorizado  en  efecto  con  el  poder  co- 
rrespondientey  reclainó  de  Rosea  la  entrega  de  loe  fondos  del  Celia  qne  ha- 
bía manifestado  tener  en  sn  poder  como  aaldo  líqaido  de  la  c*ienta  del  car- 
gamento de  asúcar,  para  formalizar  el  mismo  Millet  la  cuenta  del  último 
viaje,  y  Inego  la  liquidación  general,  á  lo  que  se  negó  Roses,  por  considerar 
qne,  estando  disoelta  la  Sociedad,  correspondía  practicar  desde  luego  la 
liquidación  general,  porqne  Pifieyrúa  tenía  en  su  poder  cantidades  perto 
nocientes  al  fondo  de  la  Sociedad  muy  superiores  á  la  qne  rindió  la  última 
expedición,  y  porqne  además  se  hallaba  acreditando  de  Pifieyrúa  8.584  pe 
•os  55  centavos,  ó  sean  42.922  pesetas  72  céntimos,  además  de  otras,  según 
resultaría  de  la  liquidación: 

Resultando  que  no  habiendo  sido  posible  llegar  á  un  acuerdo,  D.  Silveno 
Millet,  como  apoderado  de  D.  Pedro  Piñey  rúa,  dedujo  en  28  de  Mayo  de  1888 
la  demanda  objeto  de  estos  autos,  en  la  qne  consignando  los  hechos  que 
quedan  referidos,  y  alegando  que  era  manifiesto  el  propósito  del  Capitán 
del  Celia  de  entrar  en  la  liquidación  definitiva  sin  hacer  previa  entrega  de 
los  productos,  ya  líquidos,  de  la  última  expedición  al  Gerente  liquidador, 
lo  cual  no  podía  consentir  el  demandante,  porque  era  contrario  al  contrato 
de  explotación  del  buque  y  á  las  facultades  y  derechos  que  el  mismo  con- 
trato y  la  situación  respectiva  de  ambos  contratantes  le  atribuía  para  ha- 
cer la  liquidación  que  le  estaba  exclusivamente  encomendaba,  teniendo 
empero  antes  en  sn  poder,  como  jefe  y  director  del  negocio,  el  saldo  resol- 
tante de  dicha  última  expedición,  y  ejercitando  las  acciones  que  le  compi- 
tieran, pidió  se  condenase  á  D.  Carlos  Roses  á  entregar  á  D.  Silverio  Millet, 
como  apoderado  de  D.  Pedro  Pifieyrúa,  los  fondos  del  Celia,  qne  hoy  tenía 
el  propio  demandado  en  sn  poder,  en  cantidad  de  60.311  pesetas  5  céntimos, 
salvo  error,  saldo  á  favor  de  la  última  expedición,  según  resultaba  de  las 
cuentas  presentadas  á  dicho  Pifieyrúa  por  Roses,  y  los  intereses  legales 
desde  81  de  Mayo  de  1887,  haciendo  dicha  entrega  mediante  recibo  del 
apoderado  de  Pifieyrúa,  para  proceder  después  el  mismo  apoderado  á  prac 
ticar  la  correspondiente  liquidación,  condenándole  también  al  pago  Ue  las 
costas: 

Resaltando  qne  D.  Carlos  Roses  impugnó  la  demanda,  qne  calificó  de 
injusta  y  temeraria,  fundando  principalmente  su  oposición,  en  qae  termi- 
nado el  contrato  de  Sociedad  cuando  en  Marzo  de  1887  Roses  despachó  el 
Cdia  desde  la  Habana  para  Barcelona,  le  era  lícito  hacerlo,  por  más  que 
Pifieyrúa  desaprobase  sn  resolución ,  no  estando  obligado  á  entregarle  loa 
fondos  de  la  expedición  del  Celia,  pudiendo,  por  el  contrario,  retenerlos, 
sin  embargo  de  que  Pifieyrúa  efectuase  la  liquidación  total  del  negocio; 
pidiendo,  por  todo  ello,  que  se  le  absolviese  de  la  demanda  con  imposición 
de  costas,  y  que  por  vía  de  reconvención  se  declarase  que  desde  luego  de- 
bía prooederse  á  la  venta  del  bergantín  goleta  Celia  en  pública  subasta, 
observándose  lo  establecido  en  el  pacto  noveno  del  contrato  social  de  25 
de  Octubre  de  1878,  prorrogado  en  2  de  Julio  de  1884,  y  depositándose  su 
precio  en  el  ínterin  no  se  verificase  su  división;  que  también  desde  luego 
d^^bía  llevarse  á  efecto  en  Mataré  la  liquidación  y  división  de  la  indicada 
Sociedad,  tomándose  en  ella  en  cuenta,  al  precio  qne  se  obtuviera  de  dicha 
venta,  los  gastos  que  había  ocasionado  la  citada  embarcación  y  los  saldos 
de  las  caentas  presentadas,  conforme  resultasen  en  definitiva;  y  que  debían 
ibonarse  á  Roses  los  gastos  que  había  satisfecho  y  sus  salarios  devengados 
in  orden  al  repetido  buque,  con  los  intereses  correspondientes,  según  en 
lefinitiva  quedasen  acreditados,  á  contar  desde  20  de  Julio  de  1887  en  que 
se  cerraron  las  citadas  cuentas  de  ambas  partes,  hallándose  comprendido 
lo  anterior  á  dicho  día  en  la  de  D.  Carlos  Roses,  y  que  se  condenase  á  Don 
Pedro  Pifieyrúa,  en  primer  lagar,  á  que  si  el  precio  que  se  obtuviese  en  la 


Digitized  by  VjOOQIC 


12  JTTSXSPBüDSlJrOIA  COLTIL 

repetida  venta  del  Cklia  fuete  inferior  á  la  cantidad  de  27.0(K)  pesos,  qae 
en  carta  de  29  de  Septiembre  manifestó  Roses  á  D.  Silverio  Millet.  como 
apoderado  de  Fifieyrúa,  ofreciese  por  el  tal  baqne,  y  el  mismo  Roses  estar 
coD  forme  ó  dispuesto  á  cederlo  por  dicha  cantidad,  debiera  satisfacer  á  la 
Sociedad  la  diferencia  con  los  intereses  correspondientes;  en  segando  la- 
gar, á  qae,  con  arreglo  á  las  cuentas  presentadas  por  Roses,  pagase  á  éste 
la  mencionada  cantidad  de  8.684  pesos  faertes  64  centavos,  ó  sean  42.922 
pesetas  70  céntimos,  que  arrojaban  por  saldo  á  favor  del  mismo  Roses,  6 
aquella  otra  cantidad  que  resultase  justificada,  con  más  la  mitad  de  lo  que 
líquido  por  rasón  de  la  venta  del  Uelia  ó  por  otro  concepto  hubiera  de 
agregarse  al  activo  de  la  propia  Sociedad;  y  en  tercer  lugar,  al  pago  é  in- 
demnización de  todas  las  costas,  dafios  y  perjuicios  causados  y  que  se  cau- 
sasen á  Roses: 

Resultando  que  por  un  otrosí  consignó  la  correspondiente  protesta,  con 
relación  á  los  gastos  que  ocasionaba  y  los  peligros  y  riesgos  que  corría  el 
bergantín  goleta  Odia,  y  habiendo  pretendido  después  que  se  requiriese  al 
actor  para  que  manifestara  si  estaba  ó  no  conforme  con  que  se  vendiese  el 
buque,  formada  sobre  el  particular  pieza  separada,  se  acordó  su  venta  sin 
acrecer  ni  decrecer  los  derechos  de  las  partes,  enajenación  que  se  llevó  á 
efecto  en  pública  subasta,  depositándose  su  importe  en  la  Caja  de  Depó- 
sitos: 

Resultando  que  evacuados  por  las  partes  los  traslados  de  réplica  y 
duplica,  y  practicadas  las  pruebas  que  articularon,  sustanciado  el  jui- 
cio en  dos  instancias,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  dictó  sentencia  en  22  de  Enero  de  1892,  que  no  fué  conforme 
con  la  del  Juez  inferior,  declarando  procedente  que  D.  Pedro  Pifieyrúa  ó 
su  representante  haga  por  sí  solo,  con  vista  de  las  cuentas  presentadas  y 
demás  datos,  la  liquidación  del  último  viaje  redondo  hecho  por  D.  Carlos 
Roses  con  el  bergantín  goleta  Celia,  desde  Montevideo  A  la  Habana  y 
desd^  este  último  puerto  á  Barcelona  en  el  afio  de  1887,  consignando  en 
ella  las  69.811  pesetas  6  céntimos,  producidas  por  la  venta  del  azúcar,  sin 
exigir  previamente  la  entrega  de  esta  cantidad,  pero  debiendo  satisfocer 
el  saldo  aquel  que  resulte  deudor,  á  quien  se  condenaba  á  su  pago;  decla- 
rando asimismo  que,  una  vez  terminada  dicha  liquidación  pericial,  di- 
suelta como  estaba  la  Sociedad  y  vendido  el  bergantín  goleta,  había  lugar 
á  verificarse  entre  ambos  socios  ó  sus  representantes  su  liquidación  gene- 
ral, pndiendo  mutuamente  compelerse  á  verificarla,  procediendo  se  sumi- 
nistrasen el  uno  al  otro  los  datos  y  medios  indispensables  al  efecto,  y  de- 
biendo satisfacer  el  saldo  íntegro  al  que  resulte  acreedor  el  que  de  dicha 
liquidación  general  aparezca  deudor,  á  quien  á  su  vez  se  condena  á  pa- 
garlo, absolviendo  en  otra  forma  á  D.  Carlos  Roses  Alsina  de  la  demanda» 
y  de  la  reconvención  á  D.  Pedro  Pifieyrúa,  sin  hacer  especial  condenación 
de  costas: 

Resultando  que  á  instancia  de  D.  Carlos  Roses,  y  por  vía  de  aclara- 
ción, la  Sala,  por  auto  de  28  de  Enero  de  1892,  decjjtfó:  primero,  que  ei 
saldo  resultante  de  la  liqnidación  parcial,  ó  sea  del  último  viaje  redondo 
hecho  por  el  bergantín  goleta  Celia,  de  que  habla  la  sentencia,  ha  de  en- 
tregarlo el  deudor  al  liquidador  del  mismo  D.  Pedro  Pifieyrúa  como  parte 
y  para  los  fines  de  la  operación  á  ésta  encomendada;  y  segundo,  que  la  fa- 
cultad de  compeler  el  uno  al  otro  de  los  dos  ex  socios  al  llevar  á  cabo  di- 
cha liquidación  general  de  la  disuelta  Compaüía,  suministrándose  los  da- 
tos y  medios  mencionados,  como  sancionada  por  el  expresado  fallo,  no 
procede  someterla  á  nuevo  juicio  ó  llevarla  á  él  para  lograr  su  efectividad, 
sino  que,  á  instancia  de  cu¿quiera  de  las  partes,  ha  de  ser  ejercitada  para 
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obtener  ea  realidad  cumplida  en  las  diligencias  de  ejecución  de  la  aenten- 
cJa  recaída  en  el  presente: 

Resultando  que  D.  Garlos  Rosea  y  Alsina  ha  interpuesto  recurso  de 
casación,  alegando: 

Primero.  Que  la  sentencia  infringe  el  art.  859  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  por  no  ser  congruente  con  la  demanda  ni  con  la  recon- 
Tención,  toda  vez  que  el  demandante  solicitó  que  fuese  condenado  Don 
Carlos  Roses  al  pago  de  las  69.811  pesetas  y  6  céntimos,  á  fin  de  proceder 
luego  á  la  liquidación  general,  única  para  la  que  se  halla  autorizado  D.  811- 
verio  Millet;  y  la  sentencia,  ni  condena  al  demandado  á  entregar  esa  can- 
tidad ni  le  absnelre,  obligándole  á  pagar  un  saldo  y  ordenando  una  liqui- 
dación parcial  que  no  había  sido  solicitada,  y  en  la  reconvención  se  pre- 
tendió que  se  llevara  á  cabo  desde  luego  la  liquidación  general  de  la  So> 
ciedad,  )o  cual  ni  se  estimaba  ni  se  negaba  en  absoluto  al  declarar  que  de- 
bía practicarse  düha  liquidación  parcial: 

Segundo.  Que  infringe  también  el  párrafo  primero  del  art.  221  del  Có- 
digo de  Comercio,  pues  aunque  declara  disuelta  la  Sociedad  Pifieyrúa  y 
Roses  por  haber  espirado  el  plazo  de  su  constitución,  de  hecho  la  consi- 
deraba subsistente  al  disponer  operaciones  y  liquidaciones  que  sólo  po- 
drían efectuarse  cuando  dicha  Sociedad  no  se  hubiera  disuelto: 

Tercero.  Que  se  infringe  la  doctrina  que  se  deduce  de  dicho  artículo, 
del  228  y  de  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  6  de  Abril  de  1889, 
según  la  que,  después  de  la  disolución  de  la  Sociedad,  es  consecuencia  in- 
eludible la  liquidación  general  de  ella,  en  cuanto  entre  uno  y  otro  acto  or- 
denaba una  liquidación  que  no  era  la  de  todas  las  operaciones  pendientes 
en  la  época  de  la  disolución  de  la  Sociedad: 

Cuarto.  Que  se  infringe  el  art.  227,  en  cuanto  establece  trámites  pnra 
liquidación  de  aquélla,  no  practicados  en  el  convenio  ni  ajustados  á  lo 
que  dispone  el  Código  expresado: 

Quinto.  £1  229,  pues  hallándose  la  Sociedad  en  período  de  liquida- 
ción, confiere  á  uno  solo  de  los  administradores  facultades  para  liquidar, 
sin  el  concurso  de  otros,  ciertas  cuentas  y  operaciones  sociales: 

Sexto.  £1  286,  al  otorgar  á  uno  de  los  socios  parte  de  lo  que  pudiera 
corresponderle  en  la  división  del  haber  social,  sin  hallarse  extinguidas  to- 
das las  deudas  y  obligaciones  de  la  Compafiía  respecto  á  Roses: 

Séptimo.  £1  129,  en  cuanto,  aun  cuando  pudiera  admitirse  que  proco 
den  liquidaciones  parciales  después4e  disuelta  la  Compafiía,  se  confiere  á 
uno  de  los  socios  gestores  la  dirección  y  manejo  de  los  fondos  comunes, 
sin  haberse  limitado  en  el  contrato  social  esta  facultad,  pues  si  bien  se 
decía  que  Pifieyrúa  tendría  la  dirección  general,  esto  se  refería  á  la  facul- 
tad de  ordenar  viajes,  no  á  la  administración,  que  conforme  en  el  propio 
contrato  se  indicaba  y  había  reconocido  la  Sala  sentenciadora,  correspon- 
día á  los  dos  socios: 

Octavo.  El  art  143,  al  permitir  que  sustituya  á  Pifieyrúa  en  los  oficios 
de  la  adminstración  una  persona  completamente  extrafia  á  la  Compafiía 
sin  consentimiento  de  Roses,  porque  éste  sólo  admitió  la  intervención  del 
apoderado  Millet  para  ajustar  cuentas,  no  para  que  liquidase  por  sí  solo 
operaciones  sociales: 

Noveno.  Y  que,  por  último,  al  ordenar  la  sentencia  la  expresada  li- 
quidación parcial,  no  tiene  en  cuenta  la  regla  de  derecho  contenida  en  el 
Dig^to^  titnlo  De  regulis  juris,  que  dice:  impo9Íbilia  ntUla  obligatio,  pot 
ser  imposible  la  repetida  liquidación,  en  atención  á  estar  relacionada 
con  otros  que  le  precedieron  y  le  servían  de  base  y  antecedente  nece- 
sario: 

Resultando  que  B.  Pedro  Pifieyrúa  ha  interpuesto  también  recurso  de 
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casación,  alegando  qae  la  aenteneia  infringe  el  contrato  de  Sociedad  de  80 
de  Octubre  do  1888,  y  la  inteligencia  constante  dada  al  mismo  por  los  doa 
üaico»  BOCIOS  Roses  y  Pifieyrúa,  en  cnanto  no  imponía  á  D.  Carlos  Roses 
el  deber  de  entregar  á  Pifieyrúa  el  saldo  resnitante  de  la  liquidación  par- 
cial, ó  sea  del  último  viaje  redondo  del  bergantín  goleta  Celia,  de  que  ha- 
blaba la  sentencia,  y  qne  importaba  la  sama  de  69.311  pesetas  y  6  cénti- 
mos, antes  que  el  propio  Pifieyrúa  verificase  dicha  liqnidación,  toda  vea 
qne  si  para  la  sentencia  el  contrato  de  Sociedad  y  los  actos  posteriores  de 
los  otorgantes  había  sido  rasón  suficiente  para  declarar  á  Pifieyrúa  liqui- 
dador único  del  último  viaje  redondo  del  Oelia,  y  para  imponer  á  Roses  el 
deber  de  entregar  al  mismo  Pifieyrúa  el  saldo  que  debería  resultar  de  la 
misma  liquidación,  no  podía,  sin  contradecirse,  dejar  de  imponer  á  Rosos 
el  deber  de  entregar  la  repetida  cantidad  antes  que  Pifieyrúa  ejecutase  la 
liquidación  y  como  requisito  preciso  para  ella. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  6ull#n: 

Considerando  que  no  existe  la  incongruencia  que  se  supone  en  el  mo* 
tivo  primero  del  recurso  interpuesto  por  D.  Carlos  Roses,  toda  vez  qne  la 
sentencia,  si  bien  ordena  que  se  verifique  por  solo  D.  Pedro  de  Pifieyrúa 
la  liquidación  del  último  viaje  redondo  del  bergantín  goleta  CeUa^  y  des- 
pués por  los  dos  socios  la  liquidación  general  de  la  Compafiía  disuelta, 
desestima  claramente  en  los  demás  extremos  la  demanda  y  reconvención 
formuladas,  al  decir  que  se  absuelve  de'  ellas  en  otra  forma  á  los  litigan- 
tes; fundándose  esta  resolución  en  que  sin  practicar  la  liquidación  gene- 
ral, á  la  que  debe  preceder  la  parcial  que  se  ha  indicado  y  que  se  tendrá 
presente  en  aquélla,  no  es  posible  saber  quién  ni  por  qué  cantidad  resulta 
acreedor,  ni  quién  deudor: 

Considerando  que  en  el  caso  de  que  fuese  aplicable  á  este  pleito  el  vi- 
gente Código  de  Comercio,  y  de  que  la  cuestión  litigiosa  no  se  dedujera 
por  la  Sala  sentenciadora,  ateniéndose  á  lo  estipulado  por  los  interesados 
y  á  los  preceptos  de  la  legislación  común,  no  se  habrían  infringido  los  ar- 
tículos de  dicho  Código,  citados  en  los  motivos  segundo,  tercero,  cnarto  y 
quinto,  puesto  que  por  estimarse  en  el  fallo  que  la  Sociedad  había  que 
dado  disuelta,  se  manda  proceder  á  la  liqnidación  general,  palabras  que 
no  dejan  la  menor  duda  de  que  ha  de  comprender  todas  las  operaciones 
sociales,  practicándose  por  los  dos  socios,  sin  que  se  sefiale  trámite  ni  re- 
gla alguna  contraria  á  lo  convenido  por  los  mismos  ó  á  lo  dispuesto  por 
la  ley,  pues  la  liquidación  parcial  que  debe  verificar  Pifieyrúa  del  último 
viaje  qne  el  bergantín  hizo  por  cuenta  de  ambos  interesados,  según  tiene 
reconocido  el  recurrente,  además  de  contribuir  á  facilitar  la  liquidación 
general,  se  ajusta  estrictamente  á  la  cláusula  11  del  contrato: 

Considerando  que  tampoco  son  de  apreciar  los  motivos  sexto,  séptimo 
y  octavo,  porque  la  sentencia  no  dispone  el  pago  inmediato  de  cantidad 
alguna,  sino  del  saldo  que  arroja,  ya  la  liquidación  parcial,  ya  la  general 
por  el  que  resulte  deudor,  porque  la  entrega  en  su  día  á  Pifieyrúa  de  la 
qne  pneda  corresponderle  por  utilidades  ó  ganancias  del  último  viaje  del 
Celia  está  jasttflcada  por  las  manifestaciones  que  Roses  consignó  en  sus 
cartas,  y  no  extingue  ni  prejuzga  los  demás  derechos  y  responsabilidades 
de  los  que  fueron  socios;  y  finalmente,  porque  no  se  halla  prohibido  á  éstos 
apoderar  en  formar  á  otra  persona  para  que  les  represente  en  la  liquida- 
ción de  la  Compafiía: 

Considerando,  respecto  del  motivo  noveno,  qne  no  se  determina  ni 
existe  obstáculo  ó  dificultad  de  ninguna  clase  que  haga  imposible  tal  liqui- 
dación: 

Considerando,  en  cnanto  al  único  motivo  del  recurso  interpuesto  por 
D.  Pedro  Pifieyrúa,  qne  la  sentencia,  al  denegar  la  entrega  inmediata  del 
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«Ido  procedente  del  último  viaje  del  bergantín,  no  infringe  el  contrato 
de  20  de  Octubre  de  1878,  en  el  qae  nada  te  pactó  acerca  de  este  punto, 
ni  la  inteligencia  qne  le  ban  dado  las  partes  y  que  no  paede  tenerse  en 
cuenta  en  las  actuales  circunstancias,  porque  disuelta  la  Compañía,  como 
lo  está  mucbo  tiempo  hace,  aquella  entrega^  del  pago  de  cualquiera  suma 
por  uno  de  los  ex  socios,  se  halla  subordinada  ó  depende  del  resultado  de 
la  liquidación  general  que  debe  realizarse; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  los  re* 
cursos  de  casación  interpuestos  por  D.  Carlos  Roses  y  Alsina  y  D.  Silverio 
.  Millet,  como  apoderado  de  D.  Pedro  Pifieyrúa,  no  haciendo  declaración 
sobre  costas  en  atención  á  ser  ambas  partes  recurrentes;  y  líbrese  á  la  Au- 
diencia de  Barcelona  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del 
apuntamiento  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  S  de  Julio  de 
1898,  ó  inserta  en  la  Qciceta  de  14  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 


Bbcubso  ds  CASAaóN  (4  de  Julio  de  1808).— Sala  primera.— i\rMZi(fa¿ 
ie  un  juicio  (J€CuUvo,--No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Ramón  Casteltet 
y  Dofia  Pilar  Armengol  en  autos  con  D.  Juan  Bamés  y  otros  (Audiencia 
de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Que  cuando  una  demanda  comprende  divergaa  peticiones  y  la  sentencia 
ahtuelve  de  algunas  cd  demandado^  y  respecto  de  otras  manda  que  se  tengan 
presentes  en  liquidación  que  haya  de  practicarse  en  ejecución  de  sentencia 
ciertas  partidas  de  descargo  discutidas  en  el  pleito,  no  puede  sostenerse  que  el 
faUo  contenga  disposiciones  contradictorias  que  le  anulen,  y  es  improcedente 
el  recurso  que  se  funde  únicamente  en  esa  supuesta  contradicción. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Julio  de  1898,  en  el  pleito  seguido 
en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  de  Barcelona, 
y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territorio,  por  Don 
Joan  Bamés  y  Paxeras,  comerciante,  con  D.  Francisco  Castellet  y  Morató^ 
también  comerciante^  hoy  sus  herederos,  y  con  los  consortes  D.  Ramón 
Casteltet  y  Morató,  Médico,  y  Bofía  Pilar  Armengol  y  Manen t,  vecinos  to- 
dos de  Barcelona,  sobre  nulidad  de  todo  lo  actuado  en  unos  autos  ejecuti- 
vos y  devolución  de  los  bienes  adjudicados  en  ios  mismos;  pendiente  ante 
Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por„  infracción  de  ley,  interpuesto 
por  los  consortes  Castellet  y  Armengol,  y  en  su  defensa  y  representación 
por  el  Licenciado  D.  Francisco  Javier  Bores  y  Romero  y  el  Procurador 
D.  Luis  de  Figoerola  y  Ferreti,  habiéndolo  estado  D.  Juan  Bamés  por  el 
Letrado  D.  Julián  Gomes  Terrones  y  el  Procurador  D.  Antonio  Mingues 
de  la  Puente: 

Besul  lando  que  en  8  de  Marzo  de  1886,  D.  Joan  Barnés  y  Paxeras  en- 
tabló en  Barcelona  la  demanda  de  este  pleito,  exponiendo  sustancial- 
mente:  qne  con  fechas  29  y  80  de  Abril  de  1880  suscribió  dos  pagarés  por 
valor  de  1.662  pesetas  60  céntimos  cada  uno  y  plazo  de  dos  meses,  á  la 
orden  de  D.  Francisco  Castellet,  que  éste  le  exigió  por  un  préstamo  que 
le  biso  de  2.600  pesetas,  obligándose  en  ellos  á  abonar  á  Castellet  por  vía 
de  pena,  en  el  caso  de  qne  se  viera  obligado  á  reclamar  su  importe  judi- 
cialmente, en  primer  lugar  los  intereses  legales  de  6  por  100  hasta  el  total 
pago;  en  segundo  lugar,  en  concepto  de  multa,  ocho  pesetas  diarias  hasta 
la  total  cancelación  de  los  mismos,  y  en  tercero,  todas  las  costas  que  se 
originasen,  y  consignando  además  que  se  hallaba  domiciliado  en  aquella 
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«indad  de  Barcelona,  en  la  calle  y  casa  qne  aefialó,  y  se  obligaba  á  dar 
«viso  al  acreedor  de  todo  cambio  de  domicilio,  en  el  caso  de  aasentarse; 
•qne  antes  del  vencimiento  de  los  pagarés  trasladó  sn  domicilio  á  esta  corte, 
participándoselo  á  D.  Francisco  Oastellet,  qnien  despnós  de  esto  endosó 
los  pagarés  á  sa  hermano  D.  Ramón  y  á  la  esposa  de  éste,  Dofia  Pilar  Ar- 
mengol;  que  á  pesar  de  conocer  éstos  el  domicilio  del  demandante  en  Ma- 
drid)  como  lo  demostraban  los  hechos  qne  sefialaba,  solicitaron  del  Juz- 
gado del  distrito  de  San  Pedro  de  Barcelona  el  embargo  preventivo  de  sus 
bienes,  sefialando  para  que  se  llevara  á  efecto  el  domicilio  que  había  te- 
nido en  aqnelLa  ciudad,  en  el  que  se  practicó  la  diligencia  acordada,  tra- 
bándose sobre  las  cuatro  quinceavas  partes  que  le  correspondían  en  la 
oaatL  nám.  64  de  la  calle  del  Hospital;  que  en  el  mismo  domicilio.que  ha- 
bía  tenido  en  Barcelona  se  le  hicieron  por  cédula  las  tres  citaciones  para 
el  reconocimiento  de  la  firma  de  los  pagarés  que  solicitaron  los  suBodi- 
chos  consortes  al  fin  de  preparar  la  vía  ejecutiva,  y  declarado  confeso  en 
la  legitimidad  de  las  firmas  de  aquéllos,  se  despachó  la  ejecución  por  auto 
de  17  de  Junio  de  1881,  ratificándose  el  embargo  preventivo  practicado; 
que  seguido  dicho  juicio  en  su  rebeldía,  recayó  sentencia  de  remate,  y  al 
regresar  á  aquella  ciudad  en  Noviembre  de  1881,  hospedándose  en  la  fonda 
de  Espafia,  se  encontró  dolorosamente  sorprendido  con  un  requerimiento 
^ue  se  le  hizo  en  méritos  de  dichos  autos  ejecutivos,  para  que  en  término 
de  segundo  día  nombrara  perito  para  la  valoración  y  venta  de  ia  finca 
que  le  había  sido  embargada  sin  su  noticia,  subiendo  de  punto  su  asom- 
bro al  saber  que  la  deuda  porque  se  le  ejecutaba  era  la  procedente  de  los 
pagarés  de  D:  Francisco  Gastellet,  que  tenía  ya  solventada;  que  después 
de  haber  intentado  inútilmente  en  dichos  autos  ejecutivos  la  nulidad  de 
lo  actuado,  se  sacó  á  subasta  sin  titulación  la  parte  de  finca  embargada 
por  el  justiprecio  de  16.900  pesetas,  y  no  habiéndose  presentado  postor,  «e 
adjudicó  á  los  ejecutantes  por  auto  de  22  de  Septiembre  de  1882,  en  las  dos 
terceras  partes  de  aquella  cantidad,  ó  sean  11.938  pesetas  84  céntimos;  que 
además  de  esto  obtuvieron  los  ejecutantes  ampliación  de  embargo  sobre 
las  cuatro  quinceavas  partes  que  también  le  pertenecían  en  la  casa  nú- 
mero 71  de  la  calle  de  la  Bora  del  Rech,  con  motivo  de  cuyo  embargo  se 
había  promovido  una  demanda  de  tercería  de  dominio  por  D.  Francisco 
8erret,  que  estaba  en  sustanciacióu;  que  de  la  deuda  consignada  en  los  dos 
pagarés  susodichos,  satisfizo  400  pesetas  á-  D.  Francisco  Gastellet  por  me- 
diación de  D.  José  Moréu,  y  2.600  á  los  consortes  Gastellet  y  Armengol, 
de  cuyos  pagos  nada  dijeron  éstos  en  los  autos  ejecutivos,  aspirando  á  co- 
brar la  totalidad  del  capital,  intereses,  multas  y  costas,  tuvieran  ó  no  de- 
recho á  ello;  que  en  méritos  de  dichos  autos  ejecutivos  se  adjudicaron  á  los 
ejecutantes  las  cuatro  quinceavas  partes  de  la  casa  núm.  74  de  la  calle  del 
Hospital,  de  valor  cuando  menos,  según  tasación  pericial,  de  17.900  pese- 
tas, y  además  habían  percibido  1.238  pesetas  8  céntimos  anuales  por  la 
renta  de  dicha  participación,  embargada  desde  el  23  de  Junio  de  1881,  que 
ascendía  en  los  tres  afios  y  ocho  meses  transcurridos^  4.621  pesetas,  así 
como  613  pesetas  por  el  embargo  de  las  rentas  de  las  cuatro  quinceavas 
partes  de  la  casa  núm.  71  de  la  calle  de  la  Bora  del  Rech,  y  que  unidas  á 
todo  esto  las  2.900  pesetas  entregadas  á  cuenta  de  los  pagarés,  resultaba 
un  total  de  pesetas  26.838,  cobrado  por  los  consortes  Gastellet  Armengol 
en  pago  del  préstamo  de  2.600  hecho  al  demandante  por  el  causante  y 
hermano  de  aquéllos,  D,  Francisco  Gastellet,  y  en  virtud  de  los  fundamen- 
tos legales  que  estimó  del  caso  y  en  ejercicio  délas  acciones  que  dijo  ejer- 
citar, terminó  solisltando:  primero,  que  se  declarara  nulo  y  de  ningún  va- 
lor el  embargo  preventivo  trabado  sobre  los  bienes  del  demandante  á  ins- 
tancia de  los  consortes  Gastellet,  en  24  de  Mayo  de  1881;  segundo,  que  se 
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«•daelantran  asimiBmo  nulas  y  de  ningún  efecto  legal  todas  las  actaaciones 
practicadas  en  los  aatos  ejecutivos,  á  partir  de  la  primera  citación  pura 
xeeonodmiento  de  los  pagarés,  con  todas  los  consecaencias  legales  de  tal 
declaradón  de  nulidad;  tercero,  que  se  dejaran  sin  efecto  los  embargos  j 
adjudicación  practicados  en  méritos  de  dichos  autos,  mandando  cancelar 
las  anotaciones  é  inscripciones  á  que  hubieran  dado  lugar  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  de  modo  que  quedaran  vacuos  y  libres  los  bienes  embar- 
gados en  virtud  de  los  mismos;  y  cuarto,  que  se  condenara  á  los  demanda- 
dos D.  Francisco  Castellet  y  consortes,  Oastellet  y  Armengol,  á  desampa- 
rar las  cuatro  quinceavas  partes  de  la  casa  núm.  74  de  lá  calle  del  Hospi 
tal  adjudicadas  á  los  últimos,  con  restitución  de  todos  los  frutos  percibi- 
dos y  podidos  percibir  de  la  misma  desde  el  día  del  embargo,  asi  como 
también  de  los  que  hubieran  producido  las  cuatro  quinceavas  partes  ám\ 
dominio  de  la  casa  núm.  71  de  la  calle  de  la  Bora  del  Rech,  á  indemnisarle 
todos  los  perjuicios  que  con  la  promoción  y  seguimiento  de  los  repetidos 
autos  ejecutivos  se  le  hubieran  ocasionado,  previa  su  justificación,  y  ai 
pago  de  todas  las  costas  originadas  en  aquellos  autos  y  de  las  que  se  oca- 
sionaran en  los  presentes: 

Resultando  que  D.  Francisco  Castellet,  así  como  los  consortes  D.  Ra- 
món Oastellet  y  Dolía  Pilar  Armengol  impugnaron  la  demanda,  preten- 
diendo por  los  hechos  y  fundamentos  legales  que  alegaron  se  les  absol- 
viera de  ella  con  imposición  de  perpetuo  silencio  al  demandante;  y  sus- 
tanciado el  pleito  por  los  trámites  correspondientes  de  las  dos  instancias, 
dictó  sentencia  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona 
en  2  de  Julio  de  1892,  no  conforme  con  la  dictada  por  el  Juzgado,  absol- 
viendo á  D.  Francisco  Oastellet  Morató,  y  por  su  fallecimiento  á  sus  here- 
deros y  á  los  consortes  D.  Ramón  Oastellet  y  Dofia  Pilar  Armengol,  de  la 
demanda  interpuesta  por  Bamés,  en  cuanto  en  ella  se  solicita,  por  supues- 
tos vicios  esenciales  de  procedimiento,  la  declaración  de  nulidad  del  em- 
bargo preventivo  y  de  las  actuaciones  del  juicio  ejecutivo  con  sus  natura 
les  consecuencias  é  indemniaación  de  los  perjuicios  irrogados  al  mismo 
demandante;  y  declarando,  como  se  declaraba,  que  por  razón  de  los  paga- 
rés sólo  venia  éste  obligado  á  satisfacer  á  los  ejecutantes  las  3.126  pesetas 
de  su  importe  con  los  intereses,  á  razón  del  6  por  100  anual,  devengados 
desde  su  respectivo  vencimiento  hasta  el  24  de  Febrero  de  1883,  en  que 
se  otorgó  la  escritura  de  adjudicación  de  la  parte  de  casa  de  la  calle  del 
Hospital,  y  además  6.250  pesetas  en  concepto  de  pena  y  las  costas  origi- 
nadas en  el  juicio  ejecutivo,  con  inclusión  de  las  del  embargo  preventivo, 
luMta  obtenerse  el  cobro  de  dichas  cantidades,  deduciendo  del  importe  de 
los  intereses  las  400  pesetas  entregadas  á  cuenta  antes  de  la  incoación  del 
procedimiento;  se  dejaban  sin  efecto  las  actuaciones  posteriores  á  la  pre- 
citada escritura  de  24  de  Febrero  de  1883,  en  cuanto  habían  tendido  y 
tendían  á  hacer  efectiva  mayor  suma,  condenando  á  D.  Ramón  Oastellet 
y  Dofia  Pilar  Armengol  á  la  restitución  del  exceso,  si  resultase  de  la  liqui- 
dación que  se  practicada,  previa  tasación  de  las  costas  originadas  hasta 
el  otorgamiento  de  dicha  escritura,  incluso  los  gastos  de  ella;  teniéndose 
además  en  cuenta  en  la  liquidación  el  producto  líquido  de  las  cantidades 
cobradas  y  devengadas  por  alquileres  ó  rendimientos  de  dicha  parte  de 
finca  desde  que  se  trabó  el  embargo  hasta  que  se  adjudicó  á  los  ejecutan- 
tes, así  como  él  producto  líquido  de  las  oobrad|hs  por  alquileres  ó  rendi- 
mientos de  las  cuatro  quinceavas  partdS  de  la  casa  de  la  calle  del  Rsch, 
por  eonsecnencia,de  su  embargo,  sin  hacer  especial  condenación  de  cos- 
tas de  ninguna  de  las  dos  instancias: 

Resultando  que  D.  Ramón  Oastellet  y  Dofia  Pilar  Armengol  interpu- 
sieron recurso  de  casación,  fundado  en  el  núm*  4.®  del  artL  1692  de  la  ley^ 
sexo  74  2 
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de  EojutcUmiento  civil,  por  considerar  infringido  el  ari  369  de  dicha  ley 
proceaal  por  falta  de  precisión  y  claridad  en  la  aentencia,  por  cnanto  es  á- 
todas  laces  evidente  qne  el  absolver  primero  de  la  demanda  á  los  deman- 
dados en  absoluto  y  sin  reservas  de  ningnna  clase,  y  condenarles  despnér' 
en  el  mismo  fallo  á  estar  y  pasar  en  paita  por  las  pretensiones  de  la  mis- 
ma demanda,  es  nna  contradicción  palmaria  incompatible  con  la  claridad 
exigida  en  el  articulo  citado;  pnes  en  la  demanda  se  pretendió  y  pidió  la> 
nnlidad  de  todas  las  actnaciones  del  jnicio  ejeentivo,  y  es  claro  qne  al 
desestimar  dicha  demanda  se  expresó  implícita  y  necesariamente  el  con- 
cepto de  qne  no  debe  anularse  ninguna  de  las  actuaciones,  por  lo  que  de- 
clarar nulas  después  las  actuaciones  verificadas  desde  cierto  punto  del 
procedimiento  en  adelante,  es  un  concepto  que  contradice  el  primero  y 
una  disposición  que  está  en  abierta  oposición  con  lo  anteriormente  dis- 
puesto en  el  mismo  fallo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Garijo  Lara: 
Considerando  que  cuando  una  demanda  comprende  diversas  peticio- 
nes y  la  sentencia  absuelve  de  algunas  al  demandado  y  manda  respecto 
de  otras  que  en  la  liquidación  que  ha  de  practicarse  en  la  ejecución  de 
sentencia  se  tengan  presentes  ciertas  partidas  de  descargo  que  han  sido 
discutidas  en  el  pleito,  no  puede  sostenerse  que  el  fallo  contenga  disposi- 
ciones contradictorias  que  lo  anulen;  y  siendo  este  el  único  fundamento 
del  presente  recurso,  es  á  todas  luces  evidente  su  improcedencia; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Ramón  Gastellet  y 
Dofia  Pilar  Armengol,  á  quienes  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
del  apuntamiento  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  4  de  Julio  de 
1898,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  14  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 


Recübso  di  casación  (6  de  Julio  de  1898). — Sala  primera.— £e»v¿fultca- 
eión  de  dtettev.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  U  Archicofradía  Sacramen- 
tal de  San  Miguel,  Santa  Cruz,  Santos  Justo  y  Pastor  y  San  Millán,  ea 
autos  con  la  Junta  provincial  de  Beneficencia  de  Madrid  (Audiencia  de 
Madrid),  y  se  resuelve: 

Qu0  81  bien  la  Real  orden  de  16  de  Mayo  de  1848  exceptuó  de  Ja  desamor- 
tizactán  loe  bienes  de  la  Sacramental  de  Santa  Cruz,  no  sucede  lo  mismo  con 
aqneüos  con  que  estuvieren  dotadas  las  fundaciones  particulares  sujetas  á  su 
patronato,  sin  que  obste  á  esto  el  que  al  amparo  de  la  misma  dispo^icián  se 
haya  obtenido  alguna  declaración  en  contrario  en  expediente  de  jurisdiceión 
voluntaria,  porque  las  resoluciones  de  esta  índole  no  causan  ejecutoria: 

Que  las  disposiciones  que  regulan  el  ^eroicio  del  protectorado  que  á  la  Ad- 
ministracián  activa  tnoum^e  sobre  la»  fundaciones  de  patronato  particular  ^  no 
pueden  invocarse  útilmente  en  casadán,  porque  dicha,  materia  es  qjena  i  la 
competencia  de  los  Tribunales  de  justicia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Julio  de  1898,  en  los  autpa  de 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguidos  en  el  Juzgado  que  fué  del 
distrito  de  la  Latina,  refunaido  luego  en  el  también  suprimido  del  Oeste,, 
y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  capital,  por  la 
Junta  de  Beneficencia  de  la  provincia,  delegada  de  la  Dirección  general 
del  ramo,  con  la  Archicofradía  Sacramental  de  San  Migud,  Santa  Otíu^ 
Santos  Justo  y  Pastor  y  San  Millán,  tambléa  de  esta  capital,  sobre  restitn- 
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don  de  lot  bienes  de  cierta  fandación  y  de  loa  prodactoa  de  aqaélloa;  an- 
loa  pendiéntea  ante  Noa  en  recnrao  de  caaadón  qae  ha  interpaeato  la  ci- 
tada Archicoíradía,  y  en  bq  nombre  el  Procurador  D.  Joaó  Cirilo  Düus,  bajo 
la  dirección  del  Letrado  D.  Milea  Bea  y  López,  habiendo  aaimismo  com- 
parecido en  eate  Tribonal  8apremo  la  parte  recorrida,  repreaentada  y 
defendida  por  loa  iguabnente  Procurador  y  Letrado  D.  Joié  de  Caatro  y 
Qaeaada  y  D.  Pedro  G.  de  Garamendi: 

Beaoltando  que  D.  Manuel  Serrano  y  Montero,  por  teatamento  otorga- 
do en  eata  corte  el  11  de  Agoato  de  1699,  declaró,  entre  otras  diapoaicio* 
nea,  aer  au  yolontad:  que  deapnéa  de  fallecido  se  sacaae  de  ana  bienes  y 
hacienda  y  entregara  á  la  Gof radia  y  Teaorero  del  Santísimo  Sacramento 
de  la  igleaia  parroquial  de  Santa  Cruz,  lo  que  fuere  neoeaario  para  que 
dichoa  Teaorero  y  Cofradía  lo  pusieran,  con  noticia  del  Sr.  Cura,  en  parte 
aegora  y  fija,  para  que  de  ello  se  le  dijesen  todos  loa  afios,  por  aiempre  ja- 
mÁBy  20  miaaa  cantadaa  por  au  alma,  la  de  su  mujer  Doña  María  Escribano, 
laa  de  loa  padrea  de  ambos,  y  laa  de  aquéllos  á  quienes  tuvieren  alguna 
obligación;  y  para  ello,  después  del  dicho  su  fallecimiento,  se  había  de  ha- 
cer saber  por  sus  teatamentarioa  y  herederoa  en  el  primer  cabildo  ó  junta 
que  tuviese  la  indicada  Cofradía,  para  que  por  ella  se  pusiera  en  ejecución 
y  aentaae  en  sus  libroa  y  en  las  tablaa  de  la  Parroquia,  á  fin  de  que  el  ci- 
tado 8r.  Cura,  aaí  como  sus  sucesores,  lo  supieran,  é  igualmente  el  Visita- 
dor, aabiendo  si  se  cumplía  ó  no  en  decir  perpetuamente  las  miaaa,  sacán- 
doae  aaimiamo  de  aquéllos  lo  necesario  para  imponer,  juntamente  con  lo 
referido,  160  reales  de  vellón  de  renta  eu  cada  un  afio,  lo  cual  había  de 
percibir  la  ezpreaada  Cofradía  del  Santísimo,  en  remuneración  del  cuidado 
y  ocupación  que  había  de  tener  el  Tesorero  de  ella  en  mandar  deeir  las  20 
miaaa  cantadas  en  los  tiempos  y  altares  que  determinó;  y  que  por  au  in- 
tención y  devoción,  y  la  de  la  Dofia  María  Escribano,  ae  celebraran  en  di- 
cha igleaia  de  Santa  Cruz,  capilla  y  altar  de  Nuestra  Sefiora  de  la  Soledad» 
deapoés  del  fallecimiento  del  D.  Manuel  Serrano,  perpetuamente,  todos  loa 
afios,  descubierto  el  Santísimo  Sacramento,  en  loa  díaa  y  flestaa  de  que 
hizo  ezpreaión,  para  lo  cual  también  ae  sacaría  de  ana  bienea  por  los  tea- 
tamentarioa y  herederoa  lo  que  fneae  mesester,  para  ponerlo  á  renta  en 
parte  fija  y  aegura  ó  imponerlo  en  cualquiera  de  sus  caaaa,  con  acuerdo  de 
Ja  repetida  Congregación;  y  juntamente  se  sacara  lo  necesario  para  poner 
800  realea  máa  á  renta,  que  serían  para  el  Tesorero  de  aquélla  y  el  sacria- 
tán  de  la  iglesia,  por  el  cuidado  de  adornar  el  altar  los  díaa  que  había  de 
aatar  en  descubierto  el  Santísimo  Sacramento,  de  cuyoa  200  reales  había  de 
dar  el  Teaorero  al  aacristán  lo  que  le  parecieae;  y  también  mandó  se  diesen 
á  la  Congregación  de  Nuestra  Sefiora  de  la  Soledad  1.500  realea,  por  una 
▼es,  para  construir  una  lámpara  de  plata,  en  que  se  pondrían  su  nombre  y 
el  de  su  mujer,  y  el  mes  y  afio  en  que  se  hiciera;  y  que  si  entre  sus  pape- 
lea apareciese  alguna  memoria  formada  ó  suscrita  de  su  pufio  y  letra,  de 
fecha  posterior  á  aquel  testamento,  se  guardara  y  cumpliese  su  contenido; 
habiéndose  protocolizado  con  el  propio  testamento,  ocurrida  la  defunción 
del  D.  Manuel  Serrano,  una  memoria  de  16  de  Octubre  de  1697,  hallada 
entre  aua  papelea,  por  la  cual  disponía  se  sacara  de  au  hacienda  é  impusie- 
ra en  parte  fija  y  segura  lo  neceaario  para  alimentar  de  aceite  la  lámpara 
ya  referida,  que  había  de  arder  de  día  y  de  noche  en  el  altar  de  Nuestra 
Sefiora  de  la  Soledad  de  Santa  Cruz,  en  el  que  se  celebrará  otro  deacubier* 
to  del  Santísimo  Sacramento  el  día  del  Dulcíaimo  Nombre  de  María  de 
eada  afio,  y  200  realea  más,  que  anualmente  se  habían  de  dar  á  quien  cui; 
daae  de  au  cumplimiento;  no  cumpliéndoae  ninguna  de  tales  dispoaicioneá 
haata  que  fueae  la  voluntad  de  sa  mujer,  á  quien  instituyó  heredera,  sin 
^odaise  apremiarla  á  ello: 
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Resaltando  qae  Dofia  María  Escribano,  qae  sobreviTió  á  aa  marido, 
otorgó  por  an  parte  teatamento  de  81  de  Diciembre  de  1708,  por  el  cual,  en 
lo  relacionado  con  la  cneatión  de  aatoa,  hiio  mérito  de  laa  indicadas  dis- 
posiciones del  D.  Manael  Serrano,  y  afiadió:  qne  compliendo  la  voluntad 
de  éate,  qnerla  dejar  dotadas  las  20  misas  cantadas  y  tres  más,  en  los  dias 
que  sefialó,  los  siete  descubiertos  del  Santísimo,  á  los  qne  también  afiadió 
ano,  y  dotación  de  la  lámpara  referida,  con  otras  naeve  misas  que  igaal- 
mente  ordenó;  el  camplimiento  y  pago  de  todo  la  cual,  y  de  lo  qne  laego 
se  expresará,  había  de  ser  por  cuenta  de  la  Cofradía  del  Santísimo  Sacra- 
mento de  la  parroquia  de  Santa  Oras,  y  en  su  nombre  por  su  Tesorero, 
aplicándola  y  mandándola  en  propiedad,  posesión  y  sefiorío,  laa  casas  qne 
pertenecían  á  la  testadora,  aitas  en  la  Red  de  San  Luis  y  calles  de  Postas 
y  Mayor  de  esta  corte,  cuyos  títulos  y  pertenencias  entregarían  sus  testa- 
mentarios, laego  que  ella  falleciese,  á  la  citada  Cofradía  y  su  Tesorero, 
oon  un  efecto  de  esta  villa  de  Madrid  de  6.000  ducados  de  principal  y 
1.650  reales  de  renta  en  cada  un  afio,  que,  unida  á  las  de  las  casas,  sumaba 
la  de  1 6.798  reales^  con  lo  que  la  Cofradía,  así  que  tomara  posesión  de  ello, 
se  había  de  obligar  al  cumplimiento  de  lo  expresado;  y  juntamente  se  ha- 
bían de  dar  perpetuamente,  todos  los  afios,  á  la  Congregación  y  Cofradía 
de  San  Lorenzo,  sita  en  la  citada  iglesia,  60  ducados  de  vellón,  para  que  se 
repartieran  entre  las  26  viudas  más  pobres  de  la  parroquia  el  día  de  San 
Silverio;  otros  60  ducados  al  Convento  de  San  Cayetano,  todos  los  años,  á 
fin  de  que  los  distribuyese  en  el  regalo  de  los  pobres  enfermos  de  su  en- 
fermería; y  otros  60  ducados  al  Convento  de  San  Gil,  con  el  mismo  objeto: 

Resultando  que  dispuso,  á  más  de  ello,  la  Dofia  María  Escribano,  en  el 
precitado  testamento,  varias  pensiones  vitalicias  que  había  de  abonar  la 
Cofradía  del  Santísimo  Sacramento  á  las  personaa  que  designó,  ordenando 
la  entrega  al  Tesorero  de  la  miama  de  40  ducadoa  en  cada  afio,  oue  bahía 
de  percibir  para  sí  por  el  trabajo  de  cuidar  estuviesen  bien  reparadaa  las 
casas,  y  del  cobro  de  los  alquilerea,  siendo  asimiamo  su  voluntad  que,  con 
el  sobrante  de  la  enunciada  renta,  fundaran  sus  testamentarios  y  los  patro 
nos  que  designó,  que  fueron  el  Cura  de  la  repetida  parroquia  y  el  Teso- 
rero de  la  expresada  Cofradía,  una  capellanía  con  la  carga  de  dos  misan 
por  semana,  determinando  la  forma  en  que  ae  debía  de  hacer  el  nombra- 
miento de  Capellanes,  quienes  disfrutarían  la  renta  anual  de  8.000  reales; 
y  que  según  fueran  vacando  las  pensiones  vitalicias,  dichos  Cura  Párroco 
y  Tesorero  del  Santísimo  Sacramento  de  Santa  Cruz  repartieran  entre  las 
parientas  huérfanas  y  pobres  de  la  propia  teatadora,  á  falta  de  éstas  las  de 
su  marido,  y  en  defecto  de  todas,  entre  las  pobres  huérfanas  de  la  Parro- 
quia de  Santa  Cruz,  oon  preferencia  de  las  hijas  de  Mayordomos  del  San- 
tísimo Sacramento  ó  de  Congregantes  de  Nuestra  Sefiora  de  la  Soledad  ó 
de  Maestros  confiteros  que  hubieran  sido  de  Nuestra  Sefiora  de  la  Concep- 
ción, para  que  tomasen  estado  de  casada  ó  religiosa,  las  cantidadea  que 
expresó,  que  quedarían  aentadas  en  un  libro  que  se  había  de  hacer  al 
efecto  y  pararía  en  poder  del  Tesorero  de  la  Cofradía,  poniendo  los  Patro 
nos  edictos  en  las  puertas  de  la  iglesia  de  Santa  Cruz  de  eata  corte,  de  la 
de  Fuente  la  Encina,  de  la  de  Fuencarral,  y  otras  partes  donde  conviniere, 
para  que  llegase  á  noticia  de  las  interesadas;  y,  por  último,  declaró  asi- 
mismo ser  su  voluntad  que,  después  de  haber  recaído  en  la  Cofradía  todas 
las  indicadas  pensiones  vitalicias,  pagase  á  cada  Patrono  la  cantidad  qoe 
expresó  por  el  trabajo  que  habían  de  tener  en  los  nombramientos  de  huér- 
fanas y  Capellanes,  quedándose  aquélla  con  el  sobrante  para  el  culto  del 
Santísimo  Sacramento  y  Congregación  de  Nuestra  Sefiora  de  la  Soledad,  á 
la  que  había  de  dar,  ai  hubiese  dicho  sobrante,  160  ducados  cada  afio: 

Resultando  que  también  ordenó  en  su  testamento  Dofia  María  Escri- 
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Imuio  m  tavieie  oomó  parte  de  él  la  memoria  poeterior  á  bu  fecha  oae  se 
hallara  entre  ana  papeles,  eacrita  ó  firmada  por  aa  mano;  y  en  efecto,  fae- 
ron  encontradas  y  protocolizadas  con  aqaél,  con  las  respectlTsa  fechas  de 
16  y  38  de  Mayo  de  1710,  dos  qne  comprenden  diferentes  particnlares,  re- 
firiéndose nno  de  los  contenidos  en  la  primera  de  ellas,  á  ser  volontad  de 
la  Dolía  María  Escribano  se  sacaran  de  sns  bienes  8.000  dacados,  entre- 
gándolos á  la  Cofradía  del  Santísimo  Sacramento  para  qne  los  impusiese 
en  parte  ses:nra,  y  de  sns  réditos  abonase  el  aomento  qne  marcó  en  algu- 
nas de  las  pensiones  vitalicias  expresadas  en  el  testamento,  teniendo  dicha 
Cofradía  lo  demás  que  qnedare  de  tales  réditos,  para  qne  sirviera,  con  lo 
que  en  aquél  la  llevaba  mandado,  para  los  reparos  y  huecos  de  las  casas 
que  así  bien  la  tenía  mandadas,  á  cuyo  objeto  se  aplicaría  toda  la  referida 
renta,  según  fueran  vacando  las  indicadas  pensiones: 

Besultando  que  el  2  de  Septiembre  del  ya  citado  afio  de  1710  falleció 
Dofia  María  Escribano,  con  cuyo  motivo  en  19  de  Febrero  del  inmediato 
afio  1711,  el  Tesorero,  el  Contador  y  un  mayordomo  de  la  expresada  Co- 
fradía, como  apoderados  de  los  demás  que  la  componían,  otorgada  una  es- 
critura en  la  que,  previa  inserción  en  lo  atinente  de  las  disposiciones  rela- 
cionadas y  del  oportuno  poder,  confesando  haber  recibido  de  los  testa- 
mentarios y  herederos  de  la  Dofia  María  los  títulos  de  las  tres  casas  y  el 
efecto  contra  la  villa  de  Madrid  ya  citados,  y  los  8.000  ducados  de  vellón 
á  que  se  refería  la  última  memoria,  dándose  por  entregados  en  nombre  de 
la  Cofradía  de  todo  ello,  y  aceptando  de  nuevo  por  la  misma,  sin  embargo 
de  tenerlo  ésta  ya  hecho,  la  disposición  de  la  Dofia  Maria  con  todos  los  car- 
gos, gravámenes  y  condiciones  de  los  respectivos  testamentos  obligando  á 
la  Cofradía,  mayordomos,  oficiales,  hermanos  y  cofrades  á  tener  bien  re- 
paradas las  tres  dichas  casas  é  imponer  en  renta  cierta  los  8.000  ducados, 
estando  en  otro  caso  afectos  todos  los  bienes  y  rentaa  de  ella  á  la  seguri- 
dad del  principal  y  réditos,  como  si  fuera  aquella  escritura  de  imposición 
formal;  pues  desde  luego  la  constituían  contra  dicha  Cofradía  con  todas 
las  calidades,  condiciones,  f  nersaa  y  firmeías  en  derecho  necesarias  y  que 
para  su  validación  se  requerian;  y  asimismo  obligaban  á  la  propia  Cofra- 
día y  sus  bienes  y  rentas  á  cumplir  perpetuamente,  con  lo  que  redituasen 
Jas  tres  casas  y  efecto  contra  esta  villa  de  Madrid  y  los  8.000  ducados  de 
cai»tai,  las  misas,  descubiertos  del  Santísimo,  dotaciones  de  lámpara  y 
boérfanas,  limosnas  á  viudas  pobres  y  á  pobres  de  la  parroquia  de  Santa 
CruB.  rentaa  de  Patronos,  Tesoreros,  Cofradías  y  sacristanes,  yitalicias  y 
demás  expresado  en  los  testamentos  y  memorias  insertas,  en  la  forma  que 
prevenían,  empezando  á  correr  todo  ello  desde  el  día  8  de  Septiembre  in- 
clusive del  afio  anterior  1710,  inmediato  al  de  la  muerte  de  la  Dofia  Maria 
Sscríbano: 

Besultando  que  por  consecuencia  del  decreto  desamortizador  de  19  de 
Septiembre  de  1798,  hubo  de  incautarse  el  Estado  de  las  tres  fincas,  dota- 
don  de  las  referidas  fundaciones,  expidiendo  en  su  equivalencia  la  Real 
Caja  de  Amortización  en  favor  de  la  Archioofradía  Sacramental  de  la  pa- 
noqnia  de  Santa  Cruz  de  esta  corte,  en  l.o  de  Abril  de  1838,  una  lámina 
no  negociable  del  ft  por  100,  núm.  22.724,  de  capital  1.167.688  reales  16 
maravedises;  apareciendo  también  que  en  17  de  Mayo  de  1848  se  dirigió 
por  el  Intendente  de  la  provincia  al  apoderado  de  la  Arohieofradía  Sacra- 
■Mntal  de  San  Miguel  y  Santos  Justo  y  Pastor  de  esta  corte,  un  oficio  de- 
clarando exceptuado  de  la  aplicación  al  Estado,  en  virtud  de  Beal  orden 
de  16  de  aquellos  mes  y  afio,  los  bienes  pertenecientes  á  dicha  Corpora- 
ción, y  qne  según  otro  ofieio  fecha  28  de  Noviembre  de  1862,  expedido 
por  el  Secretario  de  Cámara  y  gobierno  del  Arzobispado  de  Toledo,  para 
«1  Hermano  Mayor  de  las  Sacramentales  unidas  de  San  Miguel,  Santos 
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Joito  y  Pastor,  San  MillAn  y  Santa  Orai  de  Madrid,  m  había  aprobada 
por  Su  Majestad  la  reanión  de  aquellas  Archicofradfas: 

Resaltando  qne  en  escrito  de  17  de  Mayo  de  18éS  acudió  é  ano  de  los 
Juzgados  de  esta  capital  D.  Juan  de  Tro  y  Ortolano,  como  Hermano  Ma- 
yor de  las  Sacramentales  expresadas,  en  representación  de  las  mismas,  se- 
gún poder  qae  presentó,  exponiendo  pertenecer  á  la  Archicofradia  la  lá- 
mina no  negociable,  ya  indicada,  la  cual  era  necesario  presentar  en  las 
oficinas  del  ramo  para  su  conversión,  á  tenor  de  los  decretos  vigentes  so- 
bre arreglo  de  la  Deuda  pública;  pero  conforme  éstos  prevenían,  debía 
primeramente  declararse  de  libre  disposición,  á  cuyo  efecto  y  además  por 
no  producir  ninguna  ntilidad  en  el  estado  que  tenía,  acompafiando  las  co- 
municaciones relativas  á  la  Beal  orden  antes  enunciada  de  16  de  Febrero 
de  1848,  y  á  haberse  aprobado  la  reanión  de  las  Sacramentales  que  repre- 
sentaba, suplicó  se  declarara  dicha  lámina  de  libre  disposición  y  se  les 
devolviese  con  el  oportuno  testimonio  para  acudir  donde  conviniera;  so- 
bre cuya  instancia  emitió  dictamen  el  Promotor  fiscal  sustituto,  en  el  sen- 
tido de  no  encontrar  inconveniente  alguno  en  que  se  accediera  á  lo  soli- 
citado; y  recayó  auto  de  11  de  Junio  del  mismo  afio  1868,  que  declaró  de 
libre  disposición  la  precitada  lámina  perteneciente  á  la  Archicofradia  Bar 
cramental  de  Im  parroquia  de  Santa  Oruz  de  Madrid,  y  mandó  se  volviese 
al  D.  Juan  de  Tro  y  Ortolano  con  los  demás  documentos  exhibidos,  pro- 
veyéndole del  testimonio  necesario  para  acreditar  aquella  declaración;  con 
cuyo  testimonio  y  otro  referente  á  que  el  Tribunal  de  la  Visita  ecleslAsti- 
oa,  teniendo  en  cuenta  adeudar  á  la  Sacramental  la  fábrica  de  la  parroquia 
de  Santa  Oras  cerca  de  8.000  ducados,  bastantes  con  exceso  para  cubrir 
las  cargas  que  la  Congregación  tenía,  había  declarado  libre  de  responsa- 
bilidad por  entonces  á  la  Archicofradia,  ínterin  no  obtuviese  algunos  in- 
gresos del  enunciado  crédito,  acudió  el  mencionado  D.  Juan  Tro  en  25  del 
también  dicho  mes  de  Junio  de  1868  á  la  Dirección  general  de  la  Deuda, 
pidiendo  se  diera  cuenta  en  Junta,  á  fin  de  que  se  aprobase  la  libertad  de 
la  lámina  y  procediese  á  la  conversión  prevenida  en  la  ley  y  reglamento 
vigentes;  petición  respecto  á  la  que  el  Fiscal  fué  de  dictamen  ser  necesa- 
rio para  que  pudiera  llevarse  á  efecto  la  conversión,  mediante  aparecer 
traía  origen  el  capital  representado  por  aquella  lámina  de  unas  memorias 
que  la  Sacramental  desfrotaba,  estando  por  ellas  obligada  á  cumplir  cier- 
tas cargas  piadosas,  que  se  acreditase  previamente  en  la  forma  debida  ha- 
berse asegurado  ante  la  Gomisión  investigadora  de  memorias  y  obras  pías 
de  la  provincia  el  cumplimiento  de  dichas  caigas  eclesiásticas,  justificán- 
dolo por  certificación  de  la  citada  Comisión;  y  la  Junta,  en  acuerdo  de  7  de 
Octubre  del  mismo  afio  68,  aatorisó  la  conversión  en  Deuda  amortizable  de 
primera  clase  de  la  lámina  de  su  referencia,  en  la  que  se  puso  la  oportuna 
nota  acreditando  haber  sido  declarada  negociable,  á  favor  de  la  Archicofra- 
dia Sacramental  de  Santa  Cruz,  por  acuerdo  de  la  propia  Junta;  por  lo  caal 
posteriormente  tuvo  efecto  tal  conversión: 

Resultando  que  habiéndose  dictado  en  expediente  ante  el  Tribunal  de 
la  Visita  eclesiástica  un  aato  del  Visitador,  en  el  que  se  aceptó  la  liquid»- 
dón  presentada  por  el  apoderado  y  Secretario  de  la  Archicofradia  Sacra- 
mental y  se  fijaron  las  cargas  que  tenía  por  diferentes  memorias,  sin  ha- 
cerse mención  de  los  fundadores  D.  Manuel  Serrano  y  Dofia  Maria  Escri- 
bano, la  Jant«  de  gobierno  de  aquélla  otoigó  escritura  de  31  de  £nero  de 
1870  obligándose  á  entregar  anualmente  en  dicha  Visita  la  cantidad  de 
2.006  reales,  como  limosna  de  884  misas  que  quedaron  de  su  cargo  á  virtud 
del  indicado  auto,  gaxantiaando  tal  entrega  con  70.000  reales  impuestos 
sobre  sus  bienes,  y  quedando  con  ello  en  libertad  de  disponer  de  la  lá- 
mina qae  oontra  el  Estado  tenía;  además  de  lo  eaal  aparee»  del  mismo  sk- 
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pediente  realiió  la  Archiooíradía  la  entrega  de  la  cantidad  á  qae  eetaba 
obligada  hasta  el  afio  de  1872: 

Beinltando  qne  aaimiamo  hnbo  de  inatraine  otro  expediente  por  el  in- 
Toetigador  de  la  Beneficencia,  en  el  qne  aparecen  las  signientee  comanica- 
dones;  nna  de  28  de  Febrero  de  1877  del  Gara  párroco  de  la  iglesia  de 
Santa  Grax,  expresiva  de  no  haberse  fijado  en  las  puertas  de  la  parroquia, 
dorante  los  veinte  afios  qne  Ueyaba  al  frente  de  ella,  edicto  alguno  lla- 
mando á  los  qne  pudieran  tener  derecho  á  las  dotes  de  la  fundación  de 
qae  se  trata,  ni  existia  ningún  documento  relativo  al  particular  en  el  ar- 
chivo parroquial;  otra,  fecha  16  de  Mayo  del  mismo  año,  en  que  el  £có- 
Donu)  de  la  parroquia  de  Nuestra  Sefiora  da  la  Asunción  de  Fuente  Enci 
nula  expresa  no  se  fijaron  edictos  en  las  puertas  de  aquélla,  ni  en  su  ar- 
chivo se  encontró  nada  referente  á  tal  fundación,  ni  las  personas  ancianas 
padieron  dar  razón  cierta  de  eliá,  ni  aparecía  hubiese  sido  agraciada  con 
dote  pariente  alguna  de  los  fundadores  en  los  diez  últimos  afios;  otra, 
de  81  del  mismo  mes  de  Mayo  del  77,  en  que  el  Hermano  Mayor  de  la 
'  €k>ngregación  de  Nuestra  Sefiora  de  la  Soledad,  establecida  en  la  parroquia 
de  Santa  Gmz  de  esta  corte,  manifiesta  no  tener  noticia  de  que  aquella 
Congregación  hubiera  intervenido  en  el  nombramiento  de  huérfanas  de 
congregantes  para  el  disfrute  de  las  dotes  dejadas  por  los  antedichos  fun- 
dadores; otra,  de  18  de  Junio,  también  del  precitado  afio,  en  que  el  Presi- 
dente de  la  Gongregaeión  de  confiteros  de  Madrid  consigna  no  aparecer 
«a  los  libros  de  Tesorería,  Contaduría  y  Secretaría  documento  alguno  que 
acreditase  haber  disfrutado  del  dote  de  la  memoria  fundada  por  D.  Manuel 
Serrano  y  Dofia  María  Escribano  las  hijas  huérfanas  de  los  congregantes; 
j  otra,  de  16  de  Julio  del  repetido  afio,  en  la  que  el  Presidente  de  la  Her- 
mandad de  pobres  vergonzantes  de  San  Lorenzo  decía  no  existir  en  su  ar- 
chivo ningún  docmnento  relativo  á  las  obras  pías  dispuestas  por  los  cón- 
yuges D.  Manuel  Serrano  y  Dofia  María  Escribano,  ni  tener  dicho  Preai- 
dente  noticia  de  ellas  z^  de  dotes  de  viudas: 

Besultando  qne  en  el  expediente  de  que  se  acaba  de  hacer  indicación 
obran  también:  una  exposición  dirigida  el  8  de  Octubre  de  1880  por  el 
Tesorero  y  apoderado  general  de  la  Archicofradía,  hoy  demandada,  y  en 
tal  concepto  patrono  de  las  tan  reiteradamente  aludidas  memorias,  al  Di- 
rector de  Beneficencia  y  Sanidad  para  qae  desde  luego  declarase  impro- 
cedente la  denuncia  deducida  contra  loa  bienes  de  las  mismas;  y  una  co- 
municación de  18  de  Diciembre  del  propio  afio  al  expresado  Director,  en 
que  el  Gura  de  Santa  Gmz  renuncia  su  cargo  de  Patrono  de  las  memo- 
rias en  onestión,  sin  prejuzgar  derechos  posteriores,  en  los  términos  am- 
parados por  la  ley;  y  recayó  Real  orden  de  24  de  Junio  de  1882  resolviendo, 
entre  otros  particulares,  que  se  autorizaba  á  la  Junta  provincial  de  Bene- 
ficencia de  Madrid  para  comparecer  ante  los  Tribunalea  reclamando  la 
•Qbsistencia  de  la  obra  pía  ó  integridad  de  los  derechos  que  le  pertene- 
cían, á  cnyo  efecto  ejercitase  las  acciones  correspondientes,  fundándose 
en  los  gravea  perjuicios  causados  á  la  Beneficencia  por  el  auto  de  11  de 
Janio  de  1868: 

Besultando  que  en  su  virtud  dicha  Junta  provincial  de  Beneficencia 
lormoló  el  26  de  Febrero  de  1884  la  demanda  del  día,  ejercitando  las  ao- 
cionea  de  nulidad  y  reivindicatoria,  y  solicitando  se  declarase  nulo  el  re- 
ferido auto  de  11  de  Junio  de  1853,  y  condenara  á  la  Archicofradía  de- 
mandada á  restituir  los  valores  y  bienes  pertenecientes  á  la  misma,  con 
loa  productos  y  reirtas  devengados  desde  8  de  Septiembre  de  17 10,  excepto 
los  que  resaltase  juatiflcada  su  üiversióa,  con  las  costea  del  juicio:  solici- 
tud qne  apoyó  en  los  antecedentea  de  que  se  hace  mérito  en  la  demanda, 
5  á  mal  de  ello:  en  ser  ley  la  voluntad  de  los  testadores  cnando  no  aa 
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oponga  á  las  prescripciones  de  la  moral  ó  del  derecho,  habiéndolo  así  san- 
cionado este  Tribanal  Sapremo  en  sentencias  de  29  de  Octnbre  y  27  de  Di- 
ciembre de  1869,  26  de  Mano  del  70  y  otras,  debiendo  de  oonsigniente 
cumplirse  las  disposiciones  testamentarias  de  D.  Manael  Serrano  y  su  es- 
posa; en  la  ley  1>,  tit.  l.o,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  en  cnanto 
la  Archicofradía  Sacramental  de  Santa  Croa  qaedó  obligada  por  el  do- 
cumento de  19  dé  Febrero  de  1711  á  «fimplir  la  voluntad  de  dichos  tes* 
tadores,  sin  que  aparezca  lo  hubiese  hecho  desde  tan  remota  fecha,  de* 
hiendo  hoy  ser  compelida  á  devolver  á  la  fundación  lo  que  la  pertenece; 
en  que  no  podía  prosperar  \A  acción  reivindicatoría  ejercitada  en  1«  de* 
manda  sin  la  declaración  de  nulidad  del  auto  de  Junio  de  1868,  invocado 
como  título  por  la  Sacramental,  según  jurisprudencia  consignada  en  sen- 
tencias de  9  de  Diciembre  de  186i  y  22  de  Junio  del  80,  para  cuyo  efecto 
se  pedía  aquella  nulidad  por  los  tícíos  que  contiene  el  indicado  anto;  pues 
la  lámina  á  cuya  conversión  se  refirió  fué  expedida  á  la  Sacramental  con 
el  carácter  de  no  negociable,  debiendo  haberse  pedido  su  conversión  en 
títulos  intransferibles,  no  al  portador,  cual  se  hiso,  y  el  apoderado  de  la 
Sacramental  alegó  falsamente  ser  aquélla  libre,  como  así  lo  acordó  el  Jua- 
gado, con  audiencia  del  Promotor  fiscal,  consistiendo  por  lo  tanto  el  pri* 
mer  vicio  en  suponerse  libre  tal  lámina  cuando  estaba  afecta  á  la  funda- 
ción; el  segundo,  en  no  haberse  dado  asdiencia  en  el  expediente  á  los  Pa- 
tronos; y  el  tercero,  en  decretar  la  libertad  de  Ha  indicada  lámina  sin 
presentarse  el  certificado  que  acreditase  bailarse  cumplidas  ó  redimidas 
todas  las  cargas,  y  en  corresponder  al  Gobierno  el  protectorado  de  todas 
las  instituciones  benéficas,  según  la  instrucción  de  27  de  Abril  de  1876^ 
y  por  ello  la  Junta  provincial  dedudf  en  obsequio  á  la  mencionada  fun- 
dación la  acción  reivindicatoría  contra  la  Archicofradía,  ostentando  como 
títulos  de  dominio  las  disposiciones  testamentarías  de  los  fundadores,  y 
•obre  todo  la  escrítura  de  19  de  Febrero  de  1711,  cual  lo  sancionan  las 
sentencias  de  16  de  Abril  de  186é  y  14  de  Enero  del  79,  para  que  se  obli- 
gue al  poseedor  á  restituir  los  valores  indicados,  con  inclusión  del  efecto 
de  villa  de  6.000  ducados  de  capital,  los  8.000  que  recibió  en  efectivo  y  los 
productos  devengados  por  los  mismos: 

Besultando  que  la  Archicofradía  impugnó  la  demanda,  de  la  que  pidió 
se  le  absolviera,  denegando  la  declaración  de  nulidad  del  anto  de  11  de 
Janio;  á  cuyo  propósito  sostuvo:  que  era  dudoso  apareciese  del  expedientsi^ 
de  investigación  se  hubiesen  dejado  de  cumplir  en  lo  posible  las  cargas 
de  la  fundación,  y  si  los  Guras  y  Mayordomos  mencionados  en  dicha  de- 
manda no  tenían  idea  de  que  existiese  la  obra  pía  de  su  referencia,  esto 
no  probaba  lo  atribuido  á  la  Sacramental;  que  la  Real  orden  de  24  de  Ju- 
nio del  82  sólo  podía  producir  el  efecto  de  compeler  á  la  Sacramental  al 
cumplimiento  de  las  cargas  piadosas  de  la  fundación  hasta  donde  los  bie- 
nes que  entraron  en  su  poder  lo  consintieran,  siendo  tan  hábil  el  título 
en  cuya  virtud  los  posee,  que  ninguna  autoridad  podía  privarla  de  él,  ni 
declarar  su  nulidad,  no  existiendo  mérito  para  restituirlos  á  quien  no  te- 
nía ninguno  á  ellos;  que  lo  dispuesto  por  D.  Manuel  Serrano  y  su  mujer' 
debía  cumplirse  en  la  forma  por  los  mismos  establecida,  aplicando  «a  cau- 
dal á  obras  pías,  siempre  que  hubiera  términos  hábiles  de  realisarlo,  y  la 
ley  desamortiaadora  se  sobrepuso  á  ello,  disponiendo  de  los  bienes  y  con» 
virtiéndolos  en  valores  sujetos  á  continuas  oscilaciones  y  depredaoi^nei; 
qae  el  Real  decreto  de  26  de  Abril  de  1876  y  la  instrucción  dictada  para 
el  ejercicio  del  protectorado  del  Gtobierno  en  la  IbeneAsencia  determinan 
han  de  ser  respetados  en  sns  derechos  los  Patronos  d^  instituciones  bené- 
ficas particulares,  concediendo  al  Ministerio,  á  la  Dirección  y  á  las  Juntas 
pioybioiales  la  inspecdón  de  si  se  complen  ó  no  les  respectivas  f  ondacio*    ^ 
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n^fl;  pero  de  ningún  modo  les  autorizan  á  llamar  á  su  dominio  loe  bienea 
á  talea  fines  destinados,  y  únicamente  en  el  caso  de  no  lograr  corregir 
eoalqnier  aboso,  debía instmirse  expediente,  con  aadlencia délos  Patronos,^ 
Jonta  provincial  y  Consejo  de  Estado,  declarando  la  suspensión  y  aun  la 
destitución  de  dichos  Patronos  si  á  ello  hubiere  Jugar;  que  según  los  Rea- 
les decretos  de  26  de  Junio  de  1868  y  9  de  Julio  del  69,  los  Promotores 
fiscales  del  fuero  ordinario  representan  al  Estado  en  todos  los  asuntos  de 
su  interés  ante  los  Jueces  de  primera  instancia;  que  con  arreglo  á  la  ley  10, 
tít  19,  Partida  6.%  cuando  las  iglesias^  fisco,  consejos  y  universidades 
sufran  dafio  por  engafio  ó  negligencia  de  otro,  pueden  pedir  restitución 
dentro  de  cuatro  afios,  desde  que  le  sufrieron,  ó  de  treinta  si  excedía  de 
la  mitad  del  precio  de  la  cosa,  y  aunque  por  culpa  de  la  Sacramental  1& 
hubiera  recibido  la  beneficencia  desde  1888  ó  1848  en  que  se  declaró  ex- 
oeptoada  la^Umina  en  cuestión,  ó  desde  1853  en  que  fué  declarada  de  li- 
bre disposición,  no  existía  acción  restitutoria;  que  es  válida  toda  provi- 
dencia dictada  con  audiencia  de  los  interesados,  sin  poderse  abrir  juicio 

.  contra  lo  en  ella  resuelto  á  no  haber  pmebas  ó  testigos  falsos,  pudiendo 
pedir  el  perjudicado  su  nulidad  por  vía  de  restitución  dentro  de  cuatra 
afios  desde  que  se  dictó,  conforme  á  las  leyes  16,  tít.  18;  13  y  19,  tít.  22^ 
y  1 «  y  2.a,  tít  26,  Partida  Z.\  y  11,  tít  19,  Partida  6.^  presumiéndose,  L 
no  mediar  las  causas  á  que  se  refiere  esta  última,  verdadera  é  irrevocable 
la  coaa  juagada  con  arreglo  á  la  citada  ley  19,  tít.  22,  Partida  S.&,  y  sen- 
tencia de  7  de  Enero  de  1871,  con  otras  más;  que  por  la  ley  de  2  de  Sep- 
tiembre de  1841  se  exceptuaron  de  l^esamortiaación,  no  siendo  conside- 
rados como  bienes  nacionales,  los  oVÜof radías  y  obras,  pías  procedentes  ■ 
de  adquisiciones  particulares,  fundándose  en  esto  el  auto  de  11  de  Junio 
del  53,  que  no  podía  referirse  á  la  ley  de  1.^  de  Mayo  del  68;  que  con  arre- 
glo á  las  leyes  18  y  21,  tít.  23,  Partida  8.^  y  sentencia  de  12  de  Marzo 
del  87,  gana  la  cosa  el  que  la  tiene  por  treinta  afios,  si  no  le  mueven  pleito 
sobre  ella;  prescribiéndose  por  el  mismo  tiempo  todas  las  acciones,  en 
conformidad  á  la  ley  5>,  tít.  8.®,  libro  11  de  la  Novísima  Becopilación,  y 
sentencia  de  16  de  Noviembre  de  1865;  que  por  las  de  24  de  Noviembre 
del  69,  28  de  igual  mes  del  70,  6  de  Enero  y  8  de  Junio  del  71,  se  ha  esta- 
blecido ser  preciso  para  el  ejeMicio  de  la  acción  reivindicatoría  acreditar 
el  dominio;  á  tenor  de  otra  sentencia  de  28  de  Diciembre  del  66,  el  uso  á^ 
dicia  acción  exige  necesariamente  la  existencia  de  un  título  cierto  sobre 
las  cosas  objeto  de  ella;  y  á  más  de  esto,  la  prueba  del  dominio  ó  título 
derto  incumbe  al  demandante,  debiendo  absolverse  al  demandado  si  no 
la  efectúa,  según  consignan  otras  sentencias  de  14  de  Mayo  de  1867  y  8 
éá  pdTQpio  mes  del  69,  de  cobformidad  con  la  ley  8.^,  tít.  2.o,  Partida  S.*,, 
coyas  doctrinas  demuestran  la  improcedencia  de  la  acción  reivindicatoría 
deducida  por  la  Junta  demandante;  y  que  aun  cuando  la  lámina  ya  men- 
cionada se  expidió  con  el  carácter  de  no  negociable,  se  practicó  su  con- 
Tmión  por  las  oficinas  del  Estado,  y  declaró  de  libre  disposición,  estando^ 

*  exSito  de  todo  vicio  el  expediente  que  se  instruyó,  sin  ser  cierto  no  se 
oyem  á  los  Patronos  de  la  fundación,  pues  el  Tesorero  de  la  Archicofradía 
ejercía  tal  capro,  y  con  respecto  á  la  beneficencia  se  oyó  á  los  Fiscales,  sua 
«mpsentantes,  no  suponiendo  tampoco  defecto  el  decretar  la  libertad  de 
Mam  lámina  sin  que  se  acreditase  el  cumplimiento  ó  redención  de  laa  car- 
as; 4  UivóCó  también  la  Archicofradía  la  Beal  orden  de  8  de  Enero  de 
869,  que  ll§claró  exceptuadas  de  las  leyes  desamortisadoras  laa  lámina» 
im  fundaciones  piados»,  y  que  su  equivalente  debía  entregarse  á  los  Pa- 
'«onos  legítimos: 
'^Resollando  que  ambas  partes  reprodujeron  en  los  escritos  de  réplica  y 
léplica  sos  respectivas  intensiones,  ampliando  lo  que  tenían  alegado;  la». 


Digitized  by  VjOOQIC 


'26  jmosPBVDBirciÁ  entro. 

-sotora  practicó  praeba  docamental  y  de  reconocimiento  de  las  comnnica* 
eionea  obrantes  en  el  expediente  de  investigación,  verificándose  sólo  el 
de  la  dirigida  por  el  Majordomo  de  la  Cofradía  de  la  Concepción,  y  no  el 
de  las  demás  por  no  poderse  averignar  el  paradero  del  qne  fné  Gara  áB 
Faente  la  Encinilla,  y  haber  fallecido  los  restantes;  y  la  demandada  la  rea- 
liso  por  medio  de  nn  testigo,  para  cayo  examen  formuló  el  interrogatorio 
qne  estimó  oportuno: 

Resaltando  qae  segoido  el  pleito  por  los  demás  trámites  de  dos  instan- 
cias, pronanció  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  esta  corta 
sentencia  de  l.o  de  Janio  de  1892  revocando  la  apelada,  declarando  la  na- 
lidad  del  anto  del  Jasgado  de  Madrid— asi  dice— de  11  de  Junio  de  186S. 
con  reposición  de  las  cosas  al  ser  y  estado  que  tenían  antes  de  recaer  tai 
resolución,  condenando  á  la  Cofradía  demandada  á'  la  restitnción  de  los 
productos  de  la  fundación,  cuya  inversión  no  resulte  debidamente  josti- 
flcada,  á  partir  desde  el  8  de  Septiembre  de  1710,  en  la  parte  que  haga  re* 
ferenda  á  las  cargas  de  la  obra  pía,  sobre  las  que  ejerce  su  protectorado 
la  Janta  provincial  de  Beneficencia  de  Madrid,  como  delegada  por  la  Diree- 
ción  general,  y  mandando  poner  tal  resolación  en  conocimiento  del  Dio- 
cesano de  esta  capital  por  lo  que  se  refiere  á  las  paramente  eclesiásticas^ 
sin  hacer  especial  condena  de  costas: 

Resultando  que  la  Archicofradía  Sacramental  de  San  Miguel,  Santa 
CruE,  Santos  Justo  y  Pastor  y  San  Millán  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción, como  comprendido  en  los  números  !.<>,  8.o,  6.o  y  7.o  del  art.  1091  do 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  fundándole  en  los  siguientes  motivos: 

Primero.  El  principio  de  jorlsprudencia  constantemente  establecido 
por  este  Tribunal  Supremo  en  sus  sentencias,  entre  ellas  las  de  29  de  Oc- 
tubre y  27  de  Diciembre  de  1869,  y  26  de  Marco  del  70,  de  que  la  voluntad 
de  lo»  testadores  es  ley  suprema,  que  debe  ser  respetada  y  cumplida  siempre 
que  á  ello  no  se  oponga  la  moral  ó  él  derecho;  principio  infringido  en  este 
caso  por  la  Sala  qne  dictó  la  sentencia  recurrida,  puesto  one  habiéndose 
ordenado  en  los  testamentos  de  11  de  Agosto  de  1696  y  81  de  Diciembre 
de  1708  y  memorias  de  16  y  28  de  Mayo  de  1710,  otorgados  el  primero 
por  D.  Manuel  Serrano  y  el  segundo  y  las  últimas  por  su  esposa  Dofia  Ma* 
ría  Escribano,  se  dedujesen  del  caudal  relicto  á  su  muerte  bienes  suficien- 
tes para  el  sostenimiento  de  las  diferentes  cargas  piadosas  que  constituían 
la  fundación,  entregándose  aquéllas  á  la  Archicofradía  y  Tesorero  de  la 
Sacramental  de  Santa  Cruz,  los  cuales,  en  unión  del  Cura  párroco  de  dichft 
iglesia,  eran  designados  como  Patronos  por  los  testadores,  se  falta  al  rea- 
peto  debido  á  esta  disposición  de  última  voluntad,  desde  el  instante  en 
que  por  un  Tribunal  se  priva  de  la  posesión  y  dominio  de  los  bienes  á  tal 
objeto  destinados  á  las  personas  señaladas  por  los  f  andadores  como  encar^ 
gadas  de  cumplir  las  diversas  cláusulas  de  la  Institución;  y  si  bien  la  ley 
4esamortisadora  facultó  al  Estado  para  incautarse  de  todos  los  bienes  do 
fundaciones  análogas  á  la  presente,  le  impuso  en  equivalencia  la  obliga- 
i3ión  de  expedir  láminas  representativas  de  valores  públicos  con  cuyo  pro- 
ducto pudiera  atenderse  á  los  fines  que  hablan  informado  su  creación;  no 
obstante  todo  lo  cual  se  ordena  en  este  caso  la  restitución  ákla  Beneficen- 
cia pública  de  los  productos  de  la  fundación  de  que  se  trata  desde  el  8  do 
Septiembre  de  1710,  despojando  á  la  Archicofradía  demandada  del  patro- 
nato con  que  fné  investida  por  los  esposos  Serrano -Escribano: 

Segundo.  Infringirse  también  por  la  Sala  sentenciadora  el  art.  2.^  del 
Real  decreto  de  27  de  Abril  de  1876,  según  cayo  tenor:  «Los  Patronos  do 
establecimientos  ó  instituciones  benéficas  particalares,  caalquiera  qne  sea 
el  origen  legal  de  su  cargo,  serán  respetados  y  protegidos  en  el-ejeroicio 
de  sus  derechos»;  precepto  ampliado  on  los  artícalos  7.<*  y  8.^  de  la  ino» 
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^racdto  qne  «oompafia  al  exprendo  Beal  decreto,  conaignando  eorreapon- 
dar  ál  Oobterno  el  protectorado  de  to^aa  las  institadones  de  benefloencia 
qne  afecten  á  colectiyidadea  indeterminadas,  j  señalando  como  fancionea 
pecaliarea  de  tal  protectorado  las  iacaltades  necesarias  para  lograr  tes 
cumplida  la  volantad  de  los  fandadores,  de  coyo  precepto  prescinde  en 
absolnto  la  sentencia  que  origina  el  recurso,  7  lejos  de  respetar  y  proteger 
i  la  Archicoíradia  Sacramental  de  Santa  Oras  en  los  derechos  qne  por  el 
patronato  adquirido  en  testamento  de  los  fundadores  la  corresponden,  la 
imposibilita  en  el  ejercicio  de  su  cargo  arranctodola  los  bienes  con  que 
atiende  á  levantar  las  cargas  piadosas  impuestas  por  los  cansantes,  j  en- 
tregándolas en  manos  de  la  Beneficencia  general,  con  lo  que  realisa  una 
transgresión  de  derecho  que  lleva  como  consecuencia  la  muerto  de  una 
institución  benéfica  perfectamente  definida  en  el  art.  3.o  de  la  instmeción 
citada  de  27  de  Abril  del  75,  qne  sanciona  su  autonomía,  y  contraría  pre- 
tensiones aducidas  en  el  pleito  respecto  á  la  subsistencia  de  la  fundación» 
^declaradas  por  conformidad  de  partos  en  el  fallo  del  Juzgado: 

Tercero.  La  ley  28,  tít  2.0  Partida  8  A,  que  textoalmente  dice:  iVo  muff 
grande  ñatee  á  lo$  tenedores  de  loe  eoeatt  quier  ¡as  tengan  eon  derecho  ó  fl(m^ 
ea  maguer  los  qtie  gelas  demandassen  dixessen  qm  eran  suyas,  si  non  ío  jm- 
ékssen  prosar  qve  les  perteneeia  el  señorío  déHas,  siempre  finca  la  tenencia  en 
aqnéUas  que  las  tienen,  maguer  non  muestren  ntft^n  derecho  que  han  para 
tenerías;  siendo  conforme  con  esta  ley,  desarrollándola  en  sus  diversos 
conceptos  para  complementarla,  la  jnrisprudencta  de  este  Tribunal  Bu* 
premo  acerca  de  la  materia,  en  sentencias  como  las  de  16  de  Abril  de  1864, 
28  óe  Diciembre  del  60, 14  de  Mayo  del  67, 8  de  igual  mes  y  24  de  Noviem^ 
bre  d^  69,  28  también  de  Noviembre  del  76  y  6  de  Enero  y  8  de  Junio 
del  71,  de  cuya  jurisprudencia  y  ley  prescinde  en  absoluto  el  fallo  recurrido 
al  ordenar  la  restitución  de  los  bienes  á  que  se  refiere,  según  lo  solicitado 
poi  la  Junta  demandante;  decisión  no  ajustada  á  derecho:  primero,  porque 
la  enunciada  Junta  carece  de  título  de  dominio  sobre  los  bienes  de  la  ínn- 
•dadón,  según  así  se  ha  reconocido  en  el  transcurso  del  pleito,  mientras  la 
Archicoíradia  tiene  á  su  favor  los  mencionados  testamentos  y  memorias 
4onde  los  fundadores  la  transmiten  todos  los  bienes  destinados  al  ol^eto 
benéfico  en  posesión,  propiedad  y  señorío,  y  sabido  es  constituir  título  legi- 
timo de  dominio  las  disposiciones  de  última  voluntad;  segundo,  porqne 
««alesquiera  sean  las  transformaciones  introducidas  por  las  leyes  des- 
amortísadoras  en  los  bienes  dótales  de  fundaciones  piadosas,  éstos  sub- 
asten, sin  embargo,  y  de  una  ú  otra  forma  la  Archicofradía  Sacramental 
de  Santa  Orui  los  viene  poseyendo  desde  tiempo  inmemorial,  sin  haber 
disfrutado  jamás  la  beneficencia  la  más  breve  posesión:  tercero,  porque 
aun  suponiendo  se  pretenda  fundar  en  la  ley  el  tftulo  de  dominio,  ya 
<|ttedaba  expuesto  en  el  anterior  motivo,  que  tanto  el  decreto  como  la  ins- 
traedón  de  27  de  Abril  del  76,  si  bien  determinan  á  favor  del  Gobierno 
«I  protectorado  sobre  todas  las  instituciones  benéficas,  no  la  atribuyea 
«1  concepto  de  duefio  de  los  bienes;  y  cuarto,  porque  el  patronato  ejer- 
citado  compete  única  y  exclusivamente  á  la  Archicofradía,  y  con  tai  ca- 
rácter, y  por  rasón  de  lo  dispuesto  en  los  enunciados  testamentos,  ea 
nefia  de  los  bienes  de  la  institución,  según  expresaron  los  fundadores;  y 
>  acción  reivindicatoría  sancionada  en  la  sentencia,  que  da  lugar  al  re- 
iirso,  ataca  precisamente  dicho  concepto  jurídico  de  dominio,  pues  el  ejer- 
icio  de  esa  acción  no  competo  más  que  al  duefio,  siéndolo  en  este  caso  Im 
urchicofradía: 

Cuarto.  Haber  infringido  el  Tribunal  sentenciador  en  segunda  instan- 
m  la  santidad  de  la  cosa  juagada,  que  se  presume  verdadera  é  irrevocable^ 
^tincipio  oonsignado  en  la  ley  10,  tít.  22  de  Is  Partida  8.*,  en  cnanto  dice: 
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^fiMá9jmáo  «Me  da  el  jmgador  enire  laiparU$  derechamente,  dequenonie 
ulee  ninguna  de  eliai  fa$ta  el  iien^  quedixeenel  titulo  de  la$  alModaehm 
maravüloeamente  gran  fuema,  y  en  varíai  gentencias,  como  laa  de  7  do 
Eoeio  de  1871  y  38  de  Junio  del  81:  toda  ves  qae  la  Beal  orden  dele  de  Fe- 
biero— debe  decir  Mayo—de  1848  declaró  ezoeptnadoe  de  ra  aplicación  al 
Eitado  y  de  libre  dispoaición  loe  bienes  de  la  Sacramental  de  Santa  Oros, 
laclvsa  la  lámina  de  la  Deuda  del  5  por  100  no  negociable,  núm.  S3.7S4^ 
equivalente  á  los  bienea  con  qae  te  habla  dotado  la  fundación  de  loe  eaoo- 
aoa  Serrano  Eacribano,  y  en  viata  de  eeta  disposición  se  promovió,  á  soli- 
citad de  los  Patronos,  el  expediente  en  el  Jusgado  de  primera  instancia 
del  distrito  del  Centro  de  esta  oorte,  el  cual  declaró,  con  audiencia  del  Mi- 
nlsterto  fiscal,  por  el  auto  de  11  de  Junio  de  1858,  de  libre  disposición  de 
la  Sacramental  la  expresada  1  Amina;  y  oreado  al  amparo  de  dicho  auto  un 
suevo  estado  de  derecho,  resulta  improcedente  la  nulidad  acordada,  mn- 
<Hbo  más  cuando  no  se  aducen  fundamentos  justificativos  de  esa  decisión^ 
Y  quinto.  Infringir  también  la  sentencia  recurrida  el  núm.  3.o  del  art  6.* 
del  mencionado  Real  decreto  de  27  de  Abril  de  1876,  que  prescribe  se  desti- 
narán á  fines  distintos  de  la  fundación  solamente  los  bienes  de  beneficen- 
cia particular  insuficientes  para  el  servicio  de  aquélla,  sobrantes  del  mismo,.. 
6  cuyo  objeto  hubiera  caducado,  ó  no  estuviese  en  armonía  con  las  actua- 
les condiciones  sociales;  pues  como  quiera  que  no  concurre  ninguna  de  es- 
tas drcunstandas  respecto  á  los  bienes  de  la  fundación,  cuyo  patronato 
ejerce  la  Archioofradia  Sacramental,  resulta  para  ella  una  lesión  de  su» 
derechos  cometida  en  el  expresado  fallo,  que  viola  la  citada  disposición: 
ordenando  la  restitución  de  los  bienes  sin  acreditar  antes  que  existe  alguno 
délos  casos  de  su  referencia,  é  implícitamente  viene  á  prejuzgar  cuestiones 
no  debatidas,  y  que  ni  aun  son  de  su  competencia,  por  estar  comprendidas 
en  los  artículos  88,  86  y  37  de  la  instrucción  de  27  de  Abril  de  1876, 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  OonsAles  de  la  Pefiai 

Considerando  que  la  Real  orden  de  16  de  Mayo  de  1848,  citada  en  apo> 
JO  del  cuarto  motivo  del  recurso,  exceptuó  de  la  desamortiaación  los  bienes. 
de  las  Archicofradías  á  que  se  refiere,  pero  no  aquellos  con  que  estuvieran 
dotadas  las  fundaciones  particulares  sujetas  á  su  patronato;  y  aunque  al 
amparo  de  esa  resolución  administrativa  se  declaró  por  auto  de  11  de  Ju 
nao  dé  1863  exceptuada  de  la  desamortiaación  una  lámina  intransferible,, 
no  obstante  que  pertenecía  á  la  institución  fundada  por  D.  Manuel  Serrano 
y  Dofia  María  Escribano  bajo  el  patronato  de  la  Archicofradía  de  Santa 
Cms,  ha  podido  anularse  dicho  auto  por  la  sentencia  recurrida  sin  cometer 
la  infracción  alegada  en  dicho  cuarto  motivo,  porque  se  dicto  en  expedien- 
.  te  de  jurisdicción  voluntaria,  y  las  resoluciones  de  esta  índole  no  causan 
ejecatoria: 

Considerando  que  en  los  motivos  primero  y  tercero  se  alegan  como  in- 
fringidas la  voluntad  del  fundador  y  la  ley  28,  tít  2.o,  Prrtida  8>,  bi^o  el 
supuesto  de  que  con  la  restitación  de  frutos  á  que  la  Archicofradía  ha  sido 
condenada,  se  priva  á  ésto  y  á  la  fundación  de  lo  que  les  pertenece,  para 
dárselo  á  la  Beneficencia  pública,  cuyo  supuesto  es  á  todas  luces  erróneo^ 
puesto  que  dicho  fallo  no  contiene  pronunciamiento  alguno  en  tal  sentido, 
infiriéndose  por  el  contrario  de  su  contexto  que  la  Hermandad  debe  resti- 
tuir á  la  fundación  y  no  á  la  Beneficencia  pública,  con  le  cual  se  resteble- 
ce  el  estedo  de  derecho  creado  por  el  fundador,  sin  despojar  á  la  misma 
Hermandad  de  lo  único  que  le  corresponde,  que  es  el  patronato: 

Considerando  que,  además  de  fundarse  los  motivos  segundo  y  quinto 
en  el  mismo  error  de  apreciación,  lo  cual  bastaría  para  rechaaarlos,  alegan- 
se  en  BU  apoyo  disposiciones  que  no  pueden  invocarse  útilmente  en  casa- 
don,  puesto  que  tienen  por  objeto  regular  el  ejercicio  del  protectorado  que? 
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^  la  AdminiítracióB  acÜTft  Incnmbe  sobre  laa  fandacioneg  de  patronato 
particular,  y  esta  materia  es  ajeria  á  la  competencia  de  los  Tribunales  dsi 
jastída; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  la  Archicofradía  Sacramental  de  San  Miga^ 
Santa  Cruz,  Sautos  Justo  y  Pastor  y  San  Millán,  á  la  que  condenamos  «a 
las  costM;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  correspoift. 
diente,  acompafiada  del  apuntamiento  y  documentos  que  ha  remitido.— 
(Sentencia  publicada  el  6  de  Julio  de  1898,  é  inserta  en  la  Gaceta  del?  de 
ÑoTÍembre  del  mismo  afio.) 


Bbcübso  db  oasaoión  (5  de  Julio  de  1898).>-Sala  pñmer9L,^Nulidait 
de  testamento.— Kñ  lugar  al  interpuesto  por  Dofia  Concepción  Ardid  y 
otros,  en  autos  con  los  herederos  de  Dofia  Cecilia  García  y  Pablo  de  la 
Justicia  (Audiencia  de  Valencia),  y  se  resuelve: 

Uue  incurre  en  error  de  hecho  la  Sala  eentenciadora  al  no  reconocer  la 
cualidad  de  parientes  á  los  aspirantes  á  una  herencia  cuando  éstos  han  demos- 
irado  suficientemente  el  parentesco  por  él  resultado  de  las  partidas  de  nadr- 
miento  y  las  de  matrimonio  de  sus  antecesores,  debidamente  cotejada»,  annqum 
se  noten  di^ereneias  en  alguna  de  ellas  al  expresar  el  apellido  de  alguna  d^ 
¡os  ascendientes,  si  de  las  mismas  partidas  aparecen  fuera  de  duda  que  ies- 
sendian  de  la  linea  de  que  proceden  los  derechos  alegados: 

(¿ue  es  inútil  plantear  en  el  recurso  cuestionesde  derecho,  bajo  él  punís  á^ 
vista  de  la  legislación  foral,  cuando  en  la  sentencia  recurrida  se  afirma  qu^ 
la  legislación  únicamente  aplicable  es  la  de  Castilla^  y  contra  dicha  aprecia- 
ción no  se  interpone  recurso  alguno: 

Que  tanto  la  legislación  anterior  al  Código  civil,  cowio  éste,  establecen  ei 
principio  riguroso  de  que  el  heredero  designado  en  testamento  debe  ser  per- 
#oiia  cierta^  deduciéndose  de  las  leyes  6.\  11  y  13  del  Ht,  3.f»  de  la  Partidee 
tf>,  que  persona  cierta  quiere  decir  tanto  como  persona  expresamente  seña- 
toda  por  el  testador,  aunoue  no  lo  haga  por  su  nombre: 

Que  por  la  ley  11  del  titulo  y  Partida  citados  se  prohibe  que  se  auhriee 
d  tercero  para  hacer  la  designación  de  heredero,  y  á  esto  equivale  el  nombrar 
d  testador  por  tal  á  las  personas  á  cuyo  favor  testara  un  tercero,  pues  aun 
cuando  aquél  pudiera  saber  á  quiénes  pensaba  éste  nombrar  her^ro^  esa 
pen»amento  está  de  toda  suerte  expuesto  á  una  mutación  de  voluntad: 

Que  cuando  se  reclama  una  herencia  contra  quien  la  posee  por  ratón  de 
un  testamento,  cuya  nulidad  se  pretende  en  todo  ó  en  parte,  son  notoriamenis' 
inapKcables  las  disposiciones  deltit,  ^.o,  libro  2P  de  la  ley  de  Enjuiciamiento' 
dvü,  porque  dicho  titulo  presupone  el  caso  de  una  herencia  yacente  sin  her*^ 
deros  conocidos,  y  sólo  tiene  el  doble  objeto  de  asegurar  los  bienes  é  inquirir 
la  persona  con  quien  hayan  de  ventilarse  las  cuestiones  pendientes  ó  que  se 
promuevan^  previa  la  declaración  de  herederos,  y  fuera  de  este  'cíuo,  sáim 
puede  ^ercüarse  en  juicio  ordinario  la  acción  para  que  se  reconosca  la  cuali- 
dad de  heredero  con  los  consiguientes  derechos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Julio  de  1893,  en  el  pleito  se> 
aido  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Serranos  y  en  la  Sala  de  lo 
vil  de  la  Audiencia  de  Valencia  por  D.  José  Vioente  Espejo  Navarro» 
[arques  de  Gonsiles  Castejón,  propietario,  vecino  de  Borja,  y  por  su  fa> 
Bcimiento  su  hija  Dofia  Fernandina  Espejo  y  Castejón,  casada  oon  Don 
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Bdoardo  Bepiao  Iríbanren,  Yednos  de  Zangosa;  Dofia  Valentina  Vieente 
Eapejo  NaTarro,  oonaorte  de  D.  Isidro  Angalo  ó  Iftigo,  propietarios,  veei- 
nos  de  Zaragoxa,  y  Dofia  Concepción  Ardid  Vicente  Eapejo,  también  pro- 
pietaria, vecina  de  Oalamocha,  con  D.  Joan  Antonio,  D.  Joan  Joaó  y  Dofia 
Oonoepción  García  Pellieer;  D.  Andrés,  D.  Jaan  y  Dofia  Cecilia  Qaicia 
fiánches,  consorte  ésta  de  D.  Lais  Vich,  y  D.  Jorge,  D.  Serafín,  D.  María- 
ao,  D.  Mannel  y  D.  Jaan  Caber  Qarcía,  empleados  y  propietarios,  veei> 
aoa  respectivamente  de  Zaragosa,  Villafranca  de  Panadea,  Madrid,  Alma- 
mía,  Ainaón  y  Salillas  de  Aragón,  aobre  nalidad  de  testamento  y  petición 
de  herencia;  pendiente  ante  Nos  en  yirtod  de  recorso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  interpuesto  por  los  demandantes,  representados  por  el 
Procarador  D.  Joan  Pascoal  García,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  An- 
tonio Maara,  y  en  el  acto  de  la  vista  D.  Joaqoín  Boitrago,  habiéndolo  es- 
tado la  parte  recurrida  por  el  Procarador  D.  Francisco  Egea,  asistido  del 
Iietarado  D.  Trinitario  Bala  Capdepón: 

Beaoltando  que  D.  Francisco  de  los  Ancos  Mofioa  falleció  en  Valencia 
en  13  de  Noviembre  de  1867,  bajo  testamento  otorgado  en  la  misma  cin- 
dad  en  80  de  Mayo  de  aqnel  mismo  afio,  dejando  consignadas,  entre  otra» 
declaraciones  y  disposiciones,  las  siguientes:  qne  se  hallaba  casado  con 
Dofia  Cecilia  García  y  Pablo  de  la  Jastioia,  de  la  qae  no  tenia  hijos,  y  lo  ha- 
bla en  primeras  nupcias  con  Dofia  María  de  la  Encamación  Manael  de 
Vlilena  y  Gnadalfajara,  con  la  que  había  tenido  tres  hijos,  D.  José,  Dofia 
Antonia  Natalia  y  Dofia  Julia,  de  los  que  habían  fallecido  los  dos  prime- 
ros y  sólo  quedaba  la  Dofia  Julia,  demente  y  soltera;  que  su  primera  sa> 
posa  no  aportó  bienea  algunos  á  su  matrimonio,  ni  en  él  hubo  ganancia- 
lee,  pues,  por  el  contrario,  tuvo  qne  vender  el  otorgante  algunas  fincas  de 
SQ  propiedad,  con  motivo  de  cierto  pleito,  por  lo  cual  todos  los  bienes 
existentes  eran  suyos;  que  en  la  división  de  la  herencia  de  Dofia  Fran- 
cisca de  Paula  Gnadalfajara,  Condesa  viuda  de  Vía  Mannel,  otorgada  en- 
Madrid  en  1862,  correspondió  á  las  dos  nietas  de  ósta  é  hijas  del  otor- 
gante, Dofia  Natalia  y  Dofia  Julia,  cierta  cantidad  en  metálico  que  él  reci- 
bió aparte  de  otros  bienes;  que  era  hacendado,  noble  hijodalgo  aragonés^ 
residente  en  Valencia,  y  al  contraer  matrimonio  con  su  actual  esposa 
Dofia  Cecilia  García,  quedó  convenido  qne  ésta  había  de  diaímtar  todas 
las  ventajas  y  derechos  que  las  leyes  de  Aragón  concedían  á  las  viudas 
de  aquel  Reino,  cayo  ofrecimiento  ratificaba  fa«jo  la  fe  de  caballero  ara- 
gonés, casado  con  aragonesa;  que  estaba  poseyendo  varios  bienes  en  Ara- 
gón y  en  Valencia,  unos  libres  y  otros  vinculados;  que  la  mitad  de  loe 
bienes  vinculados  pertenecían  á  su  herencia,  y  teniendo  presente  la  dife- 
rencia de  fueros  de  Aragón  y  Castilla,  dejaba  á  su  citada  esposa  el  nsn- 
tracto  de  todos  los  bienes  que  poseía  en  Aragón,  como  viuda  de  dicho 
país,  con  los  frutos  recolectados  y  por  recolectar,  rentas  cobrables  y  por 
eobrar,  á  su  libre  disposición  y  hasta  el  fin  de  sos  días,  y  además  todos 
loe  muebles  existentes  en  la  caaa  de  Ainsón,  y  como  gananciales  la  mitad 
da  los  existentes  á  la  muerte  del  testador  en  la  casa  de  Valencia;  qne 
siendo  legítima  de  su  liija  Dofia  Julia  las  cuatro  quintas  partes  de  lo  ra- 
dicado en  el  reino  de  Valencia,  y  cinco  sueldos  por  bienes  muebles  é- 
igoal  cantidad  por  los  raíces  de  Aragón,  dejaba  y  legaba  los  restantes 
á  sa  eaposa  Dofia  Cecilia,  de  libre  disposición,  debiendo  tomar  para 
en  pago  las  finesa  que  sefialaba;  y  si  esta  adjudicación  no  llegaba  á  cubrir 
el  quinto  de  sos  bienes,  se  completaría,  hasta  que  quedase  onbierto,  en 
ilncaa  ó  metálico,  á  elección  de  la  legataria;  nombró  después  curadores 
de  su  hija  Dofia  Julia  á  D.  Vicente  León  y  Frías  y  D.  Franco  de  Sena  Cha- 
comeli,  á  los  dos  juntos  y  á  cada  uno  de  por  sí;  instituyó  heredera  única 
j  universal  en  el  remanente  qne  quedase  de  todos  sos  bienes,  derechos  y 
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waAonem^  á  mi  diada  hija  Dofia  Julia,  y  caso  de  piemorir  al  otorgante  en> 
el  estado  de  demencia  ó  fallecer  deapnés  en  el  miamo  estado,  usando  del 
derecho  que  le  concedía  la  ley  11,  tit.  6.0,  Partida  6>,  la  sustituyó  por  su 
esposa  Dofia  Cecilia,  en  nucón  á  carecer  el  otorgante  de  ascendientes  y 
descendientes,  y  su  hija  de  descendiente  alguno,  entendiéndose  esta  sus- 
titución de  herencia  ejemplar  de  libre  disposición  en  Dofia  Cecilia,  sin 
más  limitaciones  que  la  de  no  poder  testar  á  favor  de  su  hermano  Don 
Juan  García  y  Pablo  de  la  Justicia  é  hijos  de  éste  en  el  todo  ni  en  parte 
de  la  herencia;  y  que  para  el  caso  de  fallecer  Dofia  Cecilia  antes  que  Dofia 
Julia,  quería  que  la  sustitución  de  heredero  ejemplar  se  entendiera  tam- 
bién en  las  personas  á  cuyo  favor  testase  su  referida  esposa,  encargando,, 
por  último,  las  operaciones  de  su  testamentaría,  con  prohibición  de  la  im 
lervención  judicia],  álos%iismos  curadores  que  dejaba  nombrados  ásu 
bija: 

Sesnltando  que  en  la  partición  de  bienes  de  dicho  testador,  que  se 
practicó  por  su  viuda  y  albaceas  testamentarios  en  escritura  de  10  de 
Abril  de  1858,  se  dividieron  en  primer  lugar  los  bienes  vinculados,  adju- 
dicando la  mitad  reservabie  á  Dofia  Julia  de  los  Ancos;  se  separaron  des- 
pués los  bienes  no  vinculados  que  se  consideraron  sujetos  á  la  legislación 
.  castellana  de  los  situados  en  el  Keino  de  Aragón,  sacándose  de  los  prime- 
ros el  quinto  para  la  viuda  del  testador,  Dofia  Cecilia  García,  y  adjudi- 
cando los  cuatro  quintos  restantes  á  la  hija  Dofia  Julia,  y  adjudicándose 
los  segundos  en  su  totalidad  á  la  viuda,  con  deducción  de  cinco  sueldos 
por  muebles  y  una  cantidad  igual  por  raíces,  como  única  legítima  de  la 
luja  del  testador,  y  consignándose,  por  último,  que  á  la  Dofia  Julia  corres* 
pendía  un  crédito  sobre  la  herencia  de  su  padre  de  161.681  reales  10  ma^ 
imvedises  por  herencia  de  su  abuela  materna  Dofia  Francisca  de  Paula 
Oaadalfajara,  cuya  escritura  de  partición  fué  adicionada  con  otra  de  9  de 
Julio  del  mismo  afio,  en  la  que  se  declararon  comprendidos  en  la  hijuela. 
formada  á  Dofia  Cecilia  García  dos  capitales  de  censo: 

Resultando  que  la  Dofia  Cecilia  García  y  Pablo  de  la  Justicia  otorgó 
testamento  en  14  de  Abril  del  mismo  afio  1858,  nombrando  albaceas,  ha- 
ciendo diferentes  legados,  distribuyendo  el  resto  de  sus  bienes,  en  el  con- 
cepto de  herederos,  entre  sus  cuatro  hermanos  D.  Juan,  D.  Hipólito,  Dofia 
Francisca  y  Dofia  Antonia,  en  forma  de  dejar  respetada  la  prohibición  que 
le  había  impuesto  su  difunto  marido  de  dejar  á  su  hermano  D.  Juan  bie-. 
nes  algunos  procedentes  de  su  herencia,  y  disponiendo,  por  último,  que 
para  el  caso  de  fallecer  antes  que  su  hija  política  Dofia  Julia  de  los  An- 
cos, sustituía  en  su  lugar  á  Dofia  Francisca,  D.  Hipólito  y  Dofia  Antonia 
García  y  Pablo  de  la  Justicia  y  á  los  hijos  de  éstos;  y  en  28  de  Marzo 
de  1860  otorgó  dicha  testadora  un  codicilo  modificando  en  parte  lo  que  te- 
nía dispuesto  respecto  de  los  bienes  dejados  á  su  hermano  D.  Juan  é  hijos 
del  mismo,  y  disponiendo  diferentes  legados: 

Besultando  one  Dofia  Cecilia  falleció  en  27  de  Junio  de  1863,  y  en  es- 
critura de  20  de  Marzo  de  1864  se  verificó  la  partición  de  bienes  de  su 
herencia,  consignándose  que  el  patrimonio  dejado  por  aquélla,  que  ascen- 
dió á  la  cantidad  líquida  partible  de  1.246.618  reales  88  céntimos,  proce« 
día  en  su  mayor  parte  de  los  bienes  que  se  le  adjudicaron  en  la  testamen- 
taría de  su  marido  por  los  distintos  conceptos  que  de  la  misma  constaban;, 
que  de  dicho  patrimonio  había  vendido  la  Dofia  Cecilia  los  bienes  que  se 
Bzpresaban  á  su  hijaatra  Dofia  Julia,  representada  por  sus  curadores  y 
previa  autorización  judicial,  y  por  consecuencia  de  cuya  venta  los  herede- 
ros de  Dofia  Cecilia  habían  otorgado  á  favor  de  los  curadores  de  Dofia  Ju- 
lia carta  de  pago  por  la  cantidad  de  290.180  reales  88  céntimos,  y  que  ade- 
más había  vendido  otras  varias  fincas  rústicas  y  urbanas,  dei^ués  de  cu- 
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yaa  manlfesUeionei  le  diyidió  la  sasodicha  cantidad  líquida  partíble 
entre  ana  herederos  aniveraalea  inatitaídoa  por  Dofia  Cecilia,  ana  herm»- 
noa  D.  Juan,  Dofia  Francisca,  D.  Hipólito  y  Dofia  Antonia: 

Resaltando  qne  Dofia  Jnlia  de  loa  Ancos  Manuel  de  Vitlena  falleció 
-en  26  de  Septiembre  de  1887,  y  con  loa  documentos  qne  se  han  referido  y 
diferentea  partidas  sacramentales  para  acreditar  au  parenteaco  con  aquélla, 
D.  Joaé  y  Dofia  Valentina  Vicente  Espejo  y  Navarro  y  Dofia  Ooncepción 
Ardid  y  Espejo,  dedujeron  en  Valencia,  en  14  de  Febrero  de  1888,  la  de- 
manda de  este  pleito,  con  la  aolicitnd  de  que  ae  declarara  nulo  é  ineficas 
el  teatamento  de  D.  Franciaco  de  los  Ancos,  en  cuanto  por  él  limitó  la  he- 
rencia de  au  hija  Dofia  Jnlia,  relativamente  á  loa  bienes  muebles  de  Ara- 
gón á  cinco  aneldos  por  los  muebles  y  cinco,por  ios  raíces,  dejando  todoa 
loa  demás  á  su  eapoaa  Dofia  Cecilia,  yen  lo  relativo  á  la  anstitución  ejem- 
plar diapuesta  y  efectuada  en  favor  de  los  que  Dofia  Cecilia  designase,  oon 
todaa  laa  conaecuenciaa  que  ello  prodnjo,  en  especial  la  división  qne  ae 
practicó  en  19  de  Abril  de  1868  por  muerte  de  D.  Franciaco  de  los  Ancos» 
y  la  escritura  adicional  de  9  de  Julio  de  1868,  declarando  asimismo  ñolas 
i  ineficaces  la  cláusula  del  testamento  de  Dofia  Cecilia,  en  que  nombró 
fluatitntos  á  Dofia  Julia;  la  diviaión  de  la  herencia  de  Dofia  Cecilia  de  20 
de  Marzo  de  1864,  y  todaa  laa  inscripciones  que  por  razón  de  dichos  doen- 
mentes  se  hubieran  hecho  en  los  Registros  de  U  propiedad,  declarando 
ademáa  fallecida  abintestato  á  Dofia  Julia,  y  herederos  suyos  á  los  deman- 
dantes, y  condenando  en  su  consecuencia  á  los  herederos  de  Dofia  Cecilia 
García  y  Pablo  de  la  Justicia  á  entregar  á  los  demandantes  todos  los  bie- 
nes que  pertenecieron  á  D.  Francisco  de  los  Ancos,  excepto  los  que  co- 
rrespondieran al  quinto  de  los  bienes  de  Caatilla  legado  á  Dofia  Cecilia  y 
loa  que  á  la  misma  pudieran  tocar  por  gananciales;  los  bienes  qne  á  Dofia 
Julia  pertenecieron  por  sí  y  por  sn  hermana  Dofia  Natalia  en  la  herencia 
de  su  abuela  materna  Dofia  Francisca  Gnadalfajara;  los  que  ae  le  adjudi- 
caron en  la  división  del  vínculo  de  Dofia  Lucía  Catalán;  los  que  psra  la 
misma  adquirieron  ana  curadores  y  cuanto  constituyese  la  univeraalidad 
de  su  herencia,  con  los  frutos  producidos  y  debidos  producir,  á  cuyo  efecto 
«legaron:  que  D.  Francisco  de  los  Ancos  no  pudo  disponer  de  los  bienes 
que  tenía  como  libres  de  la  manera  que  lo  hizo,  porque  no  estaba  autorl- 
aado  para  legar  á  au  consorte  todos  los  situados  en  el  Reino  de  Aragón, 
pues  el  fuero  y  la  juriaprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  limitaban  U 
elección  del  jefe  de  familia  á  los  hijos  y  descendientes,  á  quienes  no  po- 
día posponer  á  los  eztrafios  sin  cansa  justa  de  desheredación;  que  la  buhü- 
tnción  ejemplar  no  cabía  respecto  á  los  bienes  de  Aragón,  pues  su  legisla 
ción  sólo  admitía  la  sustitución  vulgar^  la  fideicomisaria  y  la  compen- 
diosa, y  en  cnanto  á  loa  de  Castilla,  era  ineficaz  la  dispuesta  por  D.  Friin- 
cisco  de  los  Ancos  en  lo  relativo  á  la  facultad  dada  á  su  esposa  para  nooa* 
brar  sustitutos;  que  por  tanto,  sólo  era  respetable,  de  lo  dispuesto  por  Don 
Franciaco  do  los  Ancos  en  su  testamento,  el  legado  del  quinto  de  los  bienea 
libres  sujetos  á  la  legislación  castellana,  correspondiendo  todo  lo  demás  á 
la  hija  del  testador,  y  como  ésta  no  había  podido  otorgar  testamento  por 
sn  estado  de  enajenación  mental,  resultaba  que  había  muerto  intestada, 
Bucediéndola  ana  herederos  legítimos,  los  demandantes,  y  que  desde  la 
muerte  de  Dofia  Julia  había  recaído  en  los  demandantes  la  acción  qoe 
ejercitaban  por  haberse  afirmado  entonces  su  derecho: 

Resultando  qne  los  demandados  impugnaron  la  demanda  alegando  6« 
cnanto  es  pertinente,  para  que  ae  desestimara  en  todos  sus  extremas,  con 
imposición  á  los  demandantes  de  perpetuo  silencio  y  pago  de  costas:  qne 
era  completamente  indiferente  aefialar  el  origen  ó  procedencia  de  loa  ble- 
nea  que  vinieron  á  conatituir  el  patrimonio  de  Dofia  Julia  de  loa  Ancoa^ 
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«BÍ.oomo  el  concepto  en  qae  le  faeron  adjadicadoa  en  dicha  diviiión,  y  á 
qae  en  feodoe  loe  sapneetoa  bebían  de  reealtar  idónticoe  é  incontraetablee 
loe  derecboe  de  loe  demandadoe;  que  el  llamamiento  de  los  eegandoe  ene- 
titntoe,  realizado  por  Dofta  Cecilia  García  en  tu  teetamento,  f  aé  hecho  di- 
recta 7  expreeamente  por  el  testador  D.  Francisco  de  los  Ancos,  puesto 
que  lejos  de  facultar  á  su  citada  consorte  para  hacer  ella  una  designación 
especial  de  los  sustitutos  ejemplares  que  debieran  reemplazarle  en  la  he- 
rencia de  Dofia  Julia,  expresó  ser  su  voluntad  que  la  auatitución  de  here- 
dera ejemplar  hecha  en  au  eapoaa  por  el  eetado  de  demencia  en  que  ae  ha- 
llaba conatituída  au  hija,  fuera  y  ae  entendiera  también  en  laa  peraonaa 
en  cuyo  favor  teatara  aquélla,  ó  lo  que  era  lo  miamo,  aefialó  como  auatítu- 
tos  aegundoa  á  loa  herederoa  inatituidoa  de  au  conaorte,  fueran  loa  que 
fueaen,  ai  bien  con  exduaión  abaoluta  y  única  de  au  hermano  D.  Juan 
García  é  hijoa  de  éate  en  el  todo  y  en  parte  de  la  herencia;  que  el  falleci- 
miento de  Dofia  Julia  é  información  teetifical  practicada  para  acreditar 
que  murió  en  eetado  de  demencia,  demoatraban  la  neoeeidad  abeoluta  de 
que  ae  llevaae  á  efecto  la  auatitución  ejemplar  diapueata  por  au  padre,  que 
no  preataba  au  aaentimiento  á  loa  documentoa  juatificativoa  de  laa  unio- 
nes y  nacimientoa  correepondientea  á  ia  línea  de  loa  demandantea,  porque 
ademáa  de  no  conatarlea  au  certeza,  ae  advertían  algunaa  diacrepanciaa  en 
loe  apellidoe  de  laa  peraonaa  que  en  elloa  figuraban;  que  además  D.  Fran- 
cisco de  loa  Ancoa  no  fué  aragonéa,  aino  valenciano,  y  no  le  era  permitido 
«cogl^rae  á  laa  diapoaicionea  de  aquel  privilegiado  paía,  sino  aometerae  en 
un  todo  á  la  legialación  de  Caatilla,  por  lo  qne  no  tenia  aplicación  alguna 
á  este  pleito  la  legialación  foral  de  Aragón;  que  en  la  demanda  se  preten- 
día únicamente  la  declaración  de  nulidad  de  ciertoa  particularea  del  tea- 
tamento  de  D.  Francisco  de  loa  Ancoa,  y  por  tanto,  no  podía  sostenerse 
^ne  an  hija  Dofia  Julia  muriera  intestada;  y  que  como  todos  los  demanda- 
do» eran  herederos  de  Doña  Cecilia  García,  y  en  su  consecuencia  dueños 
y  poseedores  por  vía  de  auatitución  ejemplar  de  loa  bienea  dimanantes  de 
D.  Francisco  de  los  Ancos,  y  se  encontraban  en  el  pleno  goce  de  todos 
sus  bienea  y  derechoa,  era  imposible  el  ejercicio  contra  elloa  de  acción  al- 
guna por  parte  de  peraona  extraña: 

Bcñultando  qne  loa  demandantea  replicaron  añadiendo  á  lo  que  tenían 
alegado  qtie  loa  demandadoa  no  podían  poner  aua  actos  en  contradicción 
con  loa  de  au  caneante  Dofia  Cecilia  García,  y  por  tanto,  ai  ésta  aceptó  la 
herencia  de  au  marido  como  inatituída  aegún  loa  fueroa  de  Aragón,  no  lee 
era  dado  á  aqnéUoa  deatmir  la  naturaleza  de  aquella  institución;  que  ai 
D.  Franciaco  de  loa  Ancoa  no  resultara  aragonés  por  el  reconocimiento  de 
su  esposa  que  sujetaba  á  los  herederos  de  ésta  al  fuero  de  Aragón,  debe- 
rían de  todos  modoa  regirae  por  éate  laa  disposiciones  testamentarías  de 
aquél,  en  cuanto  á  los  bienee  radicados  en  Aragón,  y  en  el  caso  de  enten- 
derse que  D.  Franciaco  de  loa  Ancoa  no  pudo  teatar  con  arreglo  al  f  aero 
de  Aragón,  reeultaría  intestado  respecto  á  aquelloa  bienes,  siendo  su  bija 
su  única  heredera;  que  la  ley  exige  que  el  heredero  sea  designado  cierta- 
mente por  el  testador,  prohibiendo  á  éste  facultar  á  otro  para  la  institución; 
y  qne  D.  Franciaco  de  loa  Ancos  estableció  una  doble  institución  ejemplar, 
de  la  cual  pretendían  también  la  nulidad;  y  reproduciendo  los  fandamen- 
tos  de  derecho  expuestos  en  Ja  demanda,  pidieron  se  fallara  el  pleito  en 
los  iérminoe  que  tenían  pretendido,  añadiendo  á  éstos  que  en  el  caso  de 
no  declararse  nplo  el  testamento  en  cuanto  á  los  bienes  de  Aragón  por  la 
desheredación  indebida  de  Doña  Julia,  entendiendo  qne  de  aquellos  bie- 
nea ae  debió  diaponer  con  arreglo  á  las  leyes  de  Castilla,  se  declarara 
siempre  que  los  repetidos  bienes  recayeron  en  Doña  Julia  como  heredera 
jibintestato  de  an  padre,  ó  por  ampliación  de  la  inatitución  que  el  miamo 
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testamento  contenía  en  favor  de  aquélla  respecto  á  loa  bienes  que  el  mis- 
mo testador  consideró  snjetos  al  derecho  común;  y  por  parte  de  ios  de 
mandados  se  reprodajo  en  ia  duplica  lo  expuesto  en  el  escrito  de  contes- 
tación: 

lUsnltando  que  recibido  el  pleito  á  pmeba,  se  saministraron  por  las 
partes  diferentes  jastificaciones,  entre  las  qae  se  encuentra  el  cotejo  con 
sus  respectivos  originales  de  las  partidas  sacramentales  presentadas  por 
los  demandantes  para  acreditar  su  parentesco  con  Dofia  Julia  de  los  An 
eos;  y  terminada  la  eostanciaoión  del  pleito,  dictó  sentencia  el  Jusgado 
del  distrito  del  Salvador  de  Valencia,  de  que  apelaron  los  tres  demandan- 
tes;  y  habiendo  fallecido  después  de  admitida  la  apelación  D.  Vicente  Es- 
pejo y  Navarro,  se  hiso  saber  el  estado  del  pleito  A  su  viuda  Dofia  Teresa 
Gonxálex  de  Oastejón  y  á  sus  hijos  D.  Ricardo  y  Dofia  Femandina  Espejo 
y  Oastejón,  y  compareció  tan  sólo  ia  última,  representada  por  su  marido 
D.  Eduardo  Repiso  é  Iribarren,  teniéndose  por  desierta  la  alzada  coa  las 
costas  correspondí enl  es  en  cuanto  á  aquellos  dos;  y  en  4  de  Enero  de  1892 
dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  confirman- 
do con  las  costas  la  que  había  dictado  el  Juzgado,  absolviendo  á  los  de- 
mandados de  la  demanda  contra  ellos  formulada  en  todos  sns,  extremos, 
ein  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que,  con  el  depósito  que  exige  la  ley,  Dofia  Ck>ttcepción 
Ardid  y  Espejo,  Dofia  Femandina  Vicente  Alvares  de  Espejo,  consorte  de 
D.  Eduardo  Repiso,  y  Dofia  Valentina  Vicente  de  Espejo  y  Navarro,  mujer 
de  D.  Isidro  Ángulo,  interpusieron  recurso  de  casación,  alegando  en  su 
apoyo: 

Primero.  Que  la  sentencia  recurrida,  absolviendo  á  los  demandados, 
desconoce  que  los  demandantes  sean  parientes  colaterales  en  octavo  grado 
de  Dofia  Julia  de  los  Ancos,  é  incide  en  el  error  de  hecho  previsto  en  el 
núm.  7.®  del  art  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  toda  vez  que  las 
partidas  sacramentales  presentadas  en  autos»  y  convenientemente  coteja- 
das, demuestran  la  equivocación  evidente  del  juzgador  al  apreciar  las 
pruebas  relativas  al  parentesco: 

Segundo.    Que  el  fallo  recurrido,  en  cuanto  desestimando  la  demanda 
niega  la  acción  de  los  recurrentes  y  su  derecho  á  reclamar  los  bienes  que 
D.  Francisco  de  los  Ancos  legó  indebidamente  á  Dofia  Cecilia  García  y  los 
que  se  adjudicaron  á  Dofia  Julia,  y  cuando  ésta  murió  componían  su 
herencia,  más  los  frutos,  incide  en  varios  errores  de  derecho,  comprendi- 
dos en  los  números  l.o  y  2.*  del  citado  art.  1692,  é  infringe:  la  ley  l.^ 
tít  13,  Partida  6 .«,  que  define  lo  que  es  abinteetato,  y  declara  que  tiene 
lugar  cuando  el  hombre  muere  sin  testamento  ó  lo  hace  sin  guardar  la 
forma  que  debía  ser  guardada;  los  artículos  960,  núm.  2.^,  y  979  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  con  arreglo  A  los  que  no  hay  posibilidad  de  pedir 
la  declaración  de  herederos  ablnteststo  si  existe  testamento;  la  ley  6.*  del 
mismo  título  y  Partida,  que  concede  á  los  parientes  más  cercanos,  hasta  el 
décimo  grado,  el  derecho  de  heredar,  y  por  consiguiente  de  pretender  la 
herencia  del  que  murió  intestado  por  alguna  de  las  causas  que  sefiala  la 
ley  l.ft  del  mismo  título;  los  artículos  981,  982,  988  y  997  de  la  ley  proce- 
sal, que  dejando  á  salvo  la  facultad  de  prcmover  juicio  ordinario  sobre  el 
derecho  de  suceder  abintestato,  aun  cuando  baja  herederos  declarados  por 
los  trámites  de  la  sección  2.»,  tít  9.<»,  libro  2.o,  reconocen  virtnalmente 
que  el  juicio  ordinario,  no  sólo  es  idóneo,  sino  el  más  so)emne  y  perfecto 
para  alcanzar  dicha  declaración;  y  la  ley  16.  tít.  22,  Partida  3.*  y  doctrina 
legal  consignada  en  sentencies  de  este  Tribunal  Supremo  de  3  de  Marzo 
y  14  de  Mayo  de  1878,  8  de  Mayo  de  1884,  20  de  Marzo  de  1886,  y  otras 
machas,  qne  vedan  fallar  los  pleitos  por  motivos  Ó  razones  que  las  partea 
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BO  hubieren  alegado  en  el  período  oportuno  del  jnicio,  cuyas  leyes  y  dotí- 
Irinas  legales  citadas  en  este  motivo  obligan  á  reconocer  la  acción  de  los 
parientes  de  Dofia  Julia  para  ser  declarados  herederos  abintestato  dentro 
del  pleito;  y  aun  cuando  no  alcanzasen  á  tanto,  para  reclamar  la  nulidad 
del  testamento  de  D.  Francisco  de  los  Ancos  y  pedir  la  herencia  que  debió 
pasar  á  su  hija  Dofia  Julia,  así  como  el  caudal  relicto  por  la  misma;  esta- 
bleciendo igualmente  dichas  leyes  y  doctrinas  la  imposibilidad  de  desesti- 
mar la  demanda  por  motivos  que  no  ezcepcionaron  los  demandados  en 
sasón  oportuna: 

Tercero.  Que  también  infringe  el  fallo  recurrido,  al  desestimar  la  de- 
nianda,  los  Fueros,  de  testamentis  novilium  y  cimum;  el  2.o  de  exhasredafUme 
JUiamm,  y  la  doctrina  legal  de  las  sentencias  de  8  de  Octubre  de  1877  y 
IS  de  Febrero  de  1891,  si  se  reputa  aragonés  á  D.  Francisco  de  los  Ancos, 
ó  se  entiende  que  sin  ser  aragonés  debió  ajustar  su  testamento  respecto  de 
los  bienes  de  Aragón  á  los  fueros  de  aquel  Reino;  porque  entonces,  ni 
jHido  disponer  de  los  tales  bienes  en  favor  de  Dofia  Cecilia  García,  ezi8> 
tiendo  ia  hija  Dofia  Julia  de  los  Ancos,  ni  desheredar  á  ésta,  como  de 
hecho  la  desheredó,  dejándola  tan  sólo  diez  sueldos;  pues  en  Aragón  son 
los  hijos  herederos  forzosos  en  toda  la  herencia;  que  no  debiéndose  juzgar 
el  testamento  por  el  Fuero  de  Aragón,  según  el  derecho  común,  infringe 
el  fallo  las  leyes  9.»,  tít.  6.o,  y  7 .«,  tít.  13,  libro  8  o  del  Fuero  Real,  y  su 
confirmatoria  la  S,\  tit.  20,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que 
establecen  ser  legítima  de  los  hijos  en  Castilla  los  cuatro  quintos  del 
eaadal  de  los  padres;  la  6.%  tít,  8.o,  Partida  6.^,  que  concede  á  los  hijos 
acdóB  para  reclamar  suplemento  de  legítima  cuando  no  se  les  ha  dejado 
todo  lo  qne  en  tal  concepto  les  correspondía;  las  doctrinas  legales  autor!- 
sadas  en  sentencias  de  27  de  Octubre  de  1860,  16  deEi.ero  de  18fí7,  11  de 
Junio  de  1873  y  28  de  Septiembre  de  1880,  conforme  á  las  que,  el  heredero 
del  instituido  tiene  derecho  á  pedir  la  legítima  de  éste,  y  la  acción  para 
pedir  euplemeuto,  como  do  carácter  mixto,  dura  treinta  afios,  tantos  como 
ÍBpeHíio  TtereditatiSy  de  cuya  naturaleza  participa  la  supletoria;  y  la  ley  11, 
Mi.  4.<^,  Partida  6>,  y  doctrina  legal  contenida  en  las  sentencias  de  l,^  de 
.  Diciembre  de  1863,  Ifi  de  Marzo  de  1876  y  7  de  Febrero  de  1884,  á  tenor 
de  las  cuales,  habiendo  de  quedar  libre  é  íntegra  su  legítima  á  los  hijos; 
debe  serles  entregada  con  los  frutos  que  haya  producido  desde  la  muerte 
del  cansante,  resultando  todas  estas  infracciones,^  porque  reconocida  per 
el  Tribnnal  a  quo  la  ilegalidad  del  testamento  de  D.  Francisco  de  loe 
Ancos,  las  mismas  leyes  que  evidenciaban  el  vicio  y  los  demás  preceptos 
y  doctrinas  invocados  en  este  motivo,  obligaban  á  estimar  la  demanda 
donde  se  había  ejercitado  la  acción  idónea;  observando  además  en  este 
motivo,  que  aanqne  la  Sala  sentenciadora  no  estimó  la  prescripción  de  la 
aedón  qae  eicepdonaron  los  demandados,  como  quiera  que  el  recurso  no 
Ta  contra  loe  considerandos,  convenía  advertir  que  por  tal  motivo  tampoco 
ee  podía  sustentar  ni  legitimar  el  fallo,  pues  se  infringirían  entonces  el 
FoOTO  segnndo,  de  tutoribus,  que  equipara  al  loco  con  el  menor  de  edad; 
lee  observancias  de  eontraetibue  et  privilegio  nUnorum:  los  fueros  depret- 
CF^H^mbm»,  2.e  de  depóeito  y  8.o  de  solutionibua,  que  dejan  siempre  á 
srIvo  el  derecho  de  los  menores,  y  por  lo  mismo  el  de  los  locos,  sin  que 
jHieda  perderse  por  prescripción,  ni  por  consiguiente  sea  menester  restita- 
don;  la  regla  de  derecho  4.^  t(t.  84,  Partida  7>  y  doctrina  legal  de  la 
eeotenda  de  80  de  Septiembre  de  1868,  á  tenor  de  las  que,  ni  el  demente 
poede  por  aa  estado  hacer  renuncia  ninguna  de  derecho,  ni  las  entregas 
de  bienes  qoe  verificaron  á  Dofia  Oedlia  García  los  albaceas  de  D.  Fran- 
cieco  de  loa  Ancos,  qae  eran  á  la  vez  curadores  de  su  hija,  envolvían 
venonda  de  la  legítima;  y  la  ley  2.%  tít  29,  Partida  3.%  que  no  permite  que 
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el  loco  ó  desmemoriado  pierda  ningana  oom  por  tiempo;  de  donde  reeoltA 
qae,  ora  se  atienda  al  derecho  íoral,  ora  ai  común»  la  preecripción  de  la 
acción  resulta  siempre  nna  excepción  ilegitima,  tanto  más,  cnanto  qne, 
aan  habiendo  podido  correr,  se  interrumpió  en  10  de  Noviembre  de  1887, 
antes  de  completarse  el  lapso  de  los  treinta  afios  que  fija  la  ley  63  de 
Toro; 

Y  cuarto.  Que  en  cuanto  el  fallo  desestima  la  demanda  7  niega  á  los 
actores  la  herencia  de  Dofia  Julia  de  los  Ancos,  infringe:  la  doctrina  uná- 
nimemente admitida  de  que  en  Aragón,  si  al  derecho  foral  se  debe  aten- 
der, no  está  autorizada  la  sustitución  ejemplar,  y  ei  fuero  de  rebui  vmeu- 
¡a¿Í8^  según  el  cual,  muriendo  intestado  el  hijo  ó  la  hija  después  de  tener 
veinte  afios,  no  subsiste  el  vinculo  que  se  hubiese  impuesto,  y  suceden 
los  parientes  más  cercanos  de  la  línea  de  donde  proceden  los  bienes;  y  si 
se  luí  de  juzgar  por  el  derecho  común,  las  leyes  6.*,  10  y  18,  tít.  8.^,  Par- 
tida 6.^,  en  concordancia  con  la  11,  tít.  6.0  de  la  misma  Partida,  y  la  doc- 
trina legal  de  las  decisiones  de  18  de  Junio  de  1857  y  21  de  Mayo  de  1890, 
con  arreglo  á  las  cuales  la  sustitución,  lo  mismo  que  la  institución,  paraque 
sean  válidas  y  eficaces  han  de  ser  hechas  por  el  testador  en  pro  de  perso* 
na  cierta,  bien  designándola  por  su  nombre,  bien  dándola  á  conocer  por 
sefiales  tan  claras  que  se  vea  sin  duda  alguna  quiénes  son  los  favoreci- 
dos; las  leyes  11,  tít.  8.0  de  la  Partida  6.a,  y  1  a,  2  a  y  S.a,  tit  19,  libro  10 
de  la  Novísima  Recopilación,  que  prohiben  dejar  en  albedrío  de  otro  la 
designación  de  herederos  ó  sustitutos  de  cualquier  clase,  y  en  el  caso  de 
autorizar  á  otro  para  testar,  exigen  que  el  poderdante  exprese  el  nombre 
del  heredero  ó  sustituto,  y  compelen  al  comisario  á  que  cumpla  su  encar- 
go dentro  de  cuatro  meses  90  pena  de  nulidad,  patentizando  estas  leyes  y 
doctrinas,  así  del  derecho  común  como  del  foral,  la  absoluta  ineficacia  de 
la  sustitución  ejemplar  para  Dofia  Julia  de  los  Ancos  en  el  caso,  que  fué 
efectivo,  de  sobrevivir  ésta  á  su  madrastra,  por  lo  cual  la  herencia  de  la 
incapacitada,  con  sus  frutos,  debe  ser  entregada  á  los  parientes  deman- 
dantes, como  herederos  abintestato,  según  disponen  las  leyes  1.a  y  6.a, 
tít  18,  y  11,  tít.  4.0  de  la  Partida  6.a,  y  la  doctrina  legal  sobre  los  frutos 
que  se  mencionaron  en  los  motivos  precedentes  y  que  bajo  otro  concepto  . 
están  inMugidos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Aldecoa: 
Considerando  que  los  recurrentes  formularon  su  demanda  contra  los 
herederos  de  Dofia  Cecilia  García  Pablo  de  la  Justicia  á  título  da  parien- 
tes en  octavo  grado  de  Dofia  Julia  de  los  Ancos  Manuel  de  Villena,  que 
&lleció  en  26  de  Septiembre  de  1887,  y  que  el  hecho  del  parentesco  apa- 
rece suficientemente  demostrado  por  el  resultados  de  las  partidas  debida- 
mente cotejadas  de  nacimiento  y  matrimonio  de  los  respectivos  anteceso- 
res de  dichos  demandantes  recurrentes,  no  obstante  los  diferencias  que  se 
notan  en  alguna  de  ellas  al  expresar  los  nombres  y  apellidos  del  padre  de 
D.  Tomás  y  Dofia  Rafaela  Vicente  y  Guiral,  por  no  ser  dudoso,  según  el 
contexto  de  dichas  partidas,  que  éstos  eran  hijos  legítimos  de  Dofia  Ma- 
ría Teresa  Guiral  y  nietos  de  Dofia  Francisca  de  los  Ancos,  de  cuya  línea 
proceden  los  derechos  alegados,  sin  que  tampoco  ofrezca  duda  alguna  que 
Dofia  Concepción  Ardid,  D.  José  y  Dofia  Valentina  Espejo  y  Navarro,  de 
mandantes,  eran  respectivamente  hijos  de  la  Dofia  Rafaela  y  D.  Tomás, 
por  lo  que  es  evidente  que  la  Sala  sentenciadora  ha  cometido  el  error  de 
hecho  que  en  el  primer  motivo  del  recurso  se  alega: 

Considerando  que  es  inútil  examinar  las  cuestiones  de  derecho  plan- 
teadas en  el  recurso  bajo  el  punto  de  vista  de  la  legislación  aragonesa, 
porque  en  la  sentencia  recurrida  se  afirma  que  D.  Francisco  de  los  Ancos 
no  tenía  derecho  para  acogerse  al  fuero  aragonés,  y  que  la  legislación 
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únicamente  aplicable  es  la  de  Oaatilla,  acerca  de  cnya  afirmación  y  apre- 
ciación no  se  ha  interpuesto  recurso  alguno: 

Considerando  que,  lo  mismo  nuestra  legislación  anterior  al  vigente 
Oódigo  civil  que  éste,  establecen  el  principio  riguroso  de  que  el  heredero 
desigi\ado  en  testamento  debe  ser  persona  cierta,  deduciéndose  clara- 
mente del  contexto  de  las  leyes  6.^,  11  y  is  del  tit.  8.0  de  la  Partida  6>, 
que  persona  cierta  quiere  decir  tanto  como  persona  expresamente  sefia- 
íada  por  el  testador,  aun  cuando  no  lo  haga  por  su  nombre,  hasta  el  extre- 
mo de  prohibir  terminantemente  la  expresada  ley  11  que  se  autorice  á 
tercero  para  hacer  la  designación  de  heredero,  tporque  el  establecimiento 
del  heredero  ó  de  las  mandas  non  debe  ser  puesto  en  albedrío  de  otro, 
y  en  el  caso  del  presente  recurso  D.  Francisco  de  los  Ancos  no  dijo  quién 
había  de  heredar  en  segundo  término  por  sustitución  ejemplar  á  sn  hija 
incapacitada  Dofia  Julia,  sino  que  se  limitó  á  decir  que  fuesen  herederos 
aquellas  personas  á  cuyo  favor  testara  su  referida  esposa,  que  es  lo  mismo 
que  antorisar  á  ésta  para  hacer  la  designación  del  heredero  de  su  hija,  sin 
que,  por  otra  parte,  haya  la  más  pequeña  indicación  de  que  padiera  saber 
á  quién  ó  quiénes  persona  nombrar  herederos  suyos  la  Doña  Cecilia,  pen- 
samiento de  toda  suerte  expuesto  á  las  contingencias  de  una  mutación  de 
voluntad;  y  que,  esto  supuesto,  la  Audiencia  de  Valencia  ha  cometido  las 
infracciones  que  se  indican  en  el  cuarto  motivo  del  recurso  referentes  á 
]« legislación  de  Castilla: 

Considerando  que  por  haber  fallecido  Dofia  Julia  de  los  Ancos  sin  ha- 
ber podido  testar  y  sin  que  su  padre  D.  Francisco  hubiera  hecho  válida- 
mente por  ella,  para  el  caso  de  que  premuríese,  como  premurió,  Dofia  Ce- 
eiiia  García  Pablo  de  la  Justicia,  llamada  en  primer  término,  es  indudable 
que  murió  abintestato  y  que  su  herencia  pertenece  á  sus  parientes  por  es- 
tar dentro  del  décimo  grado,  con  arreglo  á  las  leyes  1>  y  6>  del  tít.  13  de 
la  Partida  6>,  habiendo  necesidad  de  marcar  la  extensión  de  dicha  heren- 
cia con  relación  al  testamento  de  D.  Francisco  de  los  Ancos  por  la  manera 
que  tuvo  éste  de  disponer  de  sus  bienes  sitos  en  Aragón,  sobre  lo  que  se 
ha  cuestionado  en  el  pleito  y  es  objeto  del  recurso: 

Considerando  que  según  reconoce  el  mismo  Tribunal  sentenciador,  es 
nula  la  cláusula  del  expresado  testamento,  en  cuanto  por  ella  se  redujo  la 
porción  legitimaria  de  Dofia  Julia^  dejándola  reducida  indebidamente  á  lo 
ioxal  de  Aragón  respecto  de  los  bienes  allí  sitos,  y  que  esto  supuesto  no 
puede  menos  de  constituir  parte  de  su  herencia  las  cuatro  quintas  partes 
de  dichos  bienes  que  constituye  la  legítima  castellana  de  los  hijos,  porque 
la  acción  ejercitada  por  los  demandantes  es  congruente  con  el  objeto  pre- 
tendido, ya  se  atienda  á  los  términos  de  la  demanda,  ya  á  los  de  la  réplica 
donde  fueron  fijados  definitivamente  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho,  y 

Sirque  no  ha  pres<9rito  ni  aun  podido  prescribir,  bajo  cuyo  aspecto  la  Au* 
ends  de  Valencia  ha  cometido  también  las  infracciones  de  la  legislación 
da  Castilla  alegadas  en  el  tercer  motivo  del  recurso: 

Considerando,  por  último,  que  cuando  se  reclama,  como  en  el  caso  del 
presente  recurso,  una  herencia  contra  qnien  la  posee  por  razón  de  un  tes- 
tamento, cuya  nulidad  se  pretende  en  todo  ó  en  parte,  son  notoriamente 
inaplicables  las  disposiciones  contenidas  en  el  tit.  9.o,  libro  2.o  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  porque  dicho  título  presupone  el  caso  de  una  he- 
rencia yacente  sin  herederos  conocidos  y  sólo  tiene  el  doble  objeto  de  ase- 
gurar los  bienes  é  inquirir  la  persona  con  la  que  hayan  de  ventilarse  las 
cuestiones-pendientes  ó  que  en  lo  sucesivo  se  promuevan,  previa  la  corres- 
pondiente declaración,  y  porque  fuera  de  este  caso,  la  acción  encaminada 
á  oonseimir  el  reconocimiento  de  la  cualidad  de  heredero  con  los  consi- 
snlentes  derechos,  sólo  en  juicio  civil  ordinario  puede  ejercitarse,  hablen- 
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do  cometido  consigoientemente  U  Andiencia,  qae  ha  desconocido  esU  doc- 
trina, la  infracción  expuesta  en  el  segando  motivo  dei  recnrao; 

Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lagar  al  recoiso  de 
casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Dofia  Concepción  Ardid  j 
Espejo,  Dofia  Fernandina  Vicente  Alvares  de  Espejo,  consorte  de  D.  Edoar- 
do  jE^piso,  7  Dofia  Valentina  Vicente  de  Espejo  y  Navarro,  mujer  dé  Don 
Isidro  Angalo,  y  en  su  consecuencia,  casamos  y  anulamos  la  sentencia  qua 
en  4  de  Enero  de  1802  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia, 
y  devuélvase  á  los  recurrentes  el  depósito  de  1.000  pesetas  que  tienen  cons- 
tituido.—(Sentencia  publicada  el  6  de  Julio  de  189S,  é  inserta  en  la  Gaceta 
de  17  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 


RxciíBSo  DB  CASACIÓN  (6  de  Jullo  de  1893).— Sala  pvimet9i.^Ab(mo  de 
rentas.-^Hei  lugar,  en  cuanto  á  uno  de  sus  motivos,  al  interpuesto  por  Don 
Federico  Ochando  y  Chumillas  y  otros,  en  autos  con  Dofia  Ana  Teresa 
&uiz  Escobar  y  otros  (Audiencia  de  Albacete),  y  se  resuelve: 

Que  no  puede  prosperar  el  recurto  fundado  en  error  de  hecho  padecido 
por  la  Sala  sentenciadora,  cuando  ¿sta  forma  su  juicio,  apreciando  todoslos 
elementos  de  prueba  utilizados  por  las  partes  en  el  pleito,  y  los  documentos 
citados  por  los  recurrentes  en  apoyo  de  su  tesis  no  demuestran  del  modo  evi- 
dente  requerido  por  el  núm,  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil que  dicha  Sala  haya  padecido  equivocación: 

Que  si  bien  en  la  inteligencia  de  los  contratos  hay  que  atenerse  al  sentidik 
literal  de  las  cláusulas  de  los  mismos,  cuando  son  claros  y  no  dejan  duda  so 
bre  la  intención  de  los  contratantes,  por  el  contrarto,  si  ¿sta  ofrece  alguna^ 
debe  atenderse  principalmente  para  aclararla  ó  desvanecerla  á  los  actos  de  los 
mismos  inteí'esados,  anteriores,  coetáneos  ó  posteriores  al  cumplimiento: 

Que  no  es  incongruente  la  sentencia  que  defiere  aparte  de  kt» pretemtio 
nesaela  demanda,  que  estima  justas,  y  rechaza  las  que  considera  improce 
denles: 

Que  en  virtud  del  art  8  o  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856,  todo  deudor 
de  cantidad  determinada  está  obligado  á  satisfacer  intereses,  aunque  no  se 
hayan  pactado,  desde  que  se  comtttui/ó  en  mora,  en  cuya  situación  se  oohca 
el  que  no  defiere  á  la  interpelación  judicial  de  pago,  según  reiterada  juris- 
prudencia del  Tribunal  Supremo: 

Que  para  poder  estimarse  la  excepción  de  cosa  juzgada  se  requiere  que  en 
el  pleito  fenecido  y  en  el  que  después  se  promueva  exista  identidad  de  perso- 
nas, cosas  y  acciones. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Julio  de  1893,  en  el  pleito  sobre 
pago  de  cantidad,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  intancia  de  la  Roda, 
y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete,  por  D.  Pedro  Ochando 
Chumillas,  propietario,  vecino  de  Casas  Ib¿fiez,  por  sí  y  como  curador  de 
su  sobrino  D.  Román  Ochando  Valere;  Dofia  Josefa,  D.  Andrés  y  D.  Fede- 
rico Ochando  Chumillas,  la  primera  propietaria  y  vecina  de  Casas  Ibáfies, 
el  segando  Médico,  de  la  misma  vecindad,  y  el  tercero  General  de  división 
y  vecino  de  esta  corte;  D.  Juan  Antonio  Atienza  Quintana,  propietario  y 
vecino  de  Fuentealbilla,  como  marido  de  Dofia  Rosa  Ochando  Chumillas; 
D.  Andrés  Ochando  Valora,  Abogado,  vecino  también  de  Fuentealbilla,  y 
D.  Ezequiel  Losa  y  Aguado*  propietario,  vecino  de  Muñera,  y  continuado 
por  fallecimiento  de  este  último  por  D.  Antonio  Aguado Ramires,  propieta- 
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lio»  veoino  también  de  Manera,  como  oeeionario  de  la  hermana  y  heredera 
de  D.  Ezequiel,  Dofia  María  Antonia  Losa  y  Aguado,  y  por  fallecimiento  de 
D.  Pedro  Ochando  Chomillaa,  bus  exoreeados  hermanos  y  bus  dos  citado» 
sobrinos  D«  RomAn  y  Don  Andrés  Ochando  Valera^  en  el  concepto  todos 
de  cansahabientes  de  D.  Pedro  Lotos  y  Ponce,  con  Dofia  Ana  Teresa  Bnia 
Escobar,  representada  por  sn  marido  D.  Pedro  González  Ortiz,  Abogado  y 
propietario,  vecino  de  La  Roda;  Dofia  Matilde  Rodríguez  de  Vera  y  Ruiz, 
asistida  de  sn  marido  D.  Leopoldo  Cadenas  y  González,  Abogado  de  dicha 
vecindad,  y  D.  Herminio  Rodríguez  de  Vera  y  Ruiz,  propietario,  de  la 
misma  vecindad;  ambos  hermanos,  Dofia  Matilde  y  D.  Herminio,  como  he- 
rederos de  sn  madre  Dofia  Benita  Ruiz  £scobar,  y  D.  Antonio  Ruiz  Esco- 
bar, propietario,  vecino  de  Bonillo;  en  el  concepto  todos  de  herederos  de 
D.  Aquilino  Ruiz  Monsalve;  y  con  D.  Fernando,  D.  Ramón  y  Dofia  María 
Eugenia  Núfiez  Robres  y  Moreno,  representada  ésta  por  su  msrido'D.  Sal- 
vador Marín  Barnuevo,  propietarios,  vecinos  de  Chinchilla,  como  herede- 
ros de  sn  padre  D.  Diego  Núfiez  Robres;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Letrado  Don 
Antonio  Manra,  y  en  el  acto  de  la  vista  el  Licenciado  D.  Joaquín  Boitrago 
en  anión  del  Procarador  D.  Luis  Lumbreras,  en  defensa  y  representación 
de  D.  Andrés  Ochando  y  litissocios,  y  por  e)  Letiado  D.  Raimundo  Fer- 
fiindes  Viilaverde  y  el  Procurador  D.  Manuel  Brú,  en  nombre  de  los  her- 
manos Ñafies  Robres;  habiendo  estado  defendidos  y  representados  en  este 
recurso  los  herederos  de  D.  Aquilino  Ruiz  Monealve  por  el  Letrado  Don 
Octavio  Cuartero  y  el  Procurador  D.  Ildefonso  Gutiérrez: 

Resaltando  que  entre  D.  Aquilino  Ruiz  Monsalve,  en  unión  de  D.  Diego 
Náfiez  Robres,  de  una  parte,  y  de  otra  D.  Pedro  Sotos  y  Ponce,  se  otorgó 
una  escritora  pública  en  la  villa  de  Casas  Ibáfiez  en  18  de  Enero  de  1878, 
por  la  qoe  el  D.  Aquilino  Ruiz,  duefio  en  pleno  dominio  de  dos  labores 
llamadas  de  Alhama  y  de  Casa  Alta,  en  los  términos  de  Chinchilla  y  Ho 
yargonzalo,  que  reunidas  comprendían  4.423  fanegas  y  siete  celemines  de 
terrenos  panificables  y  de  montes;  seis  casas,  una  de  ellas  posada,  y  nn 
corral  separado  de  éstas  para  ganado,  con  excepción  de  determinadas  par- 
tes qoe  se  especificaron,  las  vendió  al  D.  Pedro  Sotos  por  precio  de  143.750 
I>eoetas,  que  el  vendedor  recibió  en  el  acto  del  comprador  en  monedas  de 
oro  y  plata  corrientes,  á  presencia  de  los  testigos  y  del  Notario,  de  lo  que 
éste  da  fé¡  pero  entendiéndose  que  dicha  venta  se  hacía  bsjo  las  condicio- 
nes que  á  continuación  se  insertaron,  entre  las  que  figuran  las  siguientes: 
primera,  que  si  D.  Aquilino  Ruiz  ó  sus  herederos  qaisieran  recuperar  la 
finca  qae  se  vendía,  podrían  hacerlo  devolviendo  á  D.  Pedro  Sotos  ó  á  los 
suyos  el  precio  recibido  en  cualquiera  de  los  días  que  transcurrieran  desde 
aquella  fecha  hasta  el  20  de  Julio  del  afio  inmediato  1874  inclusive;  ter- 
cera, que  habiéndose  de  quedar  el  D.  Aquilino  con  la  finca  vendida  en 
arrendamiento  por  el  término  de  la  condición  primera,  precio  y  manera 
qae  constaría  en  documento  privado  que  se  otorgaría  en  aquel  mismo  día 
por  los  interesados,  se  haría  constar;  que  así  como  el  D.  Aquilino  iba  á  ha- 
cer soyas  y  otilisarse  de  todas  las  mejoras  y  labores  actualmente  pendien- 
tes en  la  finca,  de  la  misma  manera  se  haría  duefio  Sotos  de  las  mejoras  y 
labores  de  toda  especie  que  en  ella  existieran  al  espirar  el  término  mar- 
esdo  para  el  retro,  si  no  se  hiciese  uso  de  éste,  sin  que  por  tal  concepto 
hubiera  de  mediar  del  uno  al  otro  interesado  abono  alguno;  y  que  las  con- 
tribuciones todas  que  se  repartieran  sobre  la  indicada  finca  hasta  el  venci- 
miento del  plazo  de  la  condición  primera,  serían  de  cargo  del  D.  Aquilino; 
y  sexta,  qoe  el  D.  Diego  Núfiez  Robres  se  constituía  fiador  solidario  del 
D.  Aquilino  Rois»  tanto  para  la  evicción  y  saneamiento  de  esta  venta,  como 
para  todas  las  recUauuüones  de  cualquier  clase  que  por  raaón  de  la  misma 
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toviete  qae  hacer  el  D.  Pedro  Sotoerel  cual,  por  lo  tanto^  podría  dirigir 
■as  acciooes  contra  el  D.  Aquilino  y  D.  Diego  á  la  yei,  ó  contra  cnalqaier»; 
de  elloi  solamente,  á  sn  elección  y  arbitrio,  rennnciando,  como  desde  ahora 
renunciaba  expresamente  el  D.  Diego  el  beneficio  de  orden  j  demás  esta 
blecidos  por  las  leyes  en  favor  de  los  fiadores  simples: 

ResnlUndo  qae  la  labor  Casa  Alta  figuró  amillarada  á  nombre  de  Don 
Diego  Núfles  Robres  y  después  de  sus  herederos  desde  el  afio  1878  hasta 
1884,  por  haber  sido  vendida  por  D.  Aquilino  al  D.  Diego  en  la  misma 
época  en  que  se  otorgó  la  escritura  antes  referida;  y  en  23  de  Octubre  de 
1879  se  practicó  una  liquidación  entre  D.  Diego  Núñez  Robres  y  los  here- 
deros de  D.  Aquilino  Ruis  Monsalve,  que  se  dice  ser  relativa  á  los  600.000 
reales  tomados  á  interés  de  D.  Pedro  Sotos  en  el  afio  1878,  en  la  que  se 
empieza  consignando  como  capital  tomado  á  Sotos  en  la  indicada  fecha 
600.000  reales  é  intereses  de  afio  y  medio,  ó  sea  hasta  el  18  de  Julio  de 
1874,  75.000;  se  dice  después  que  de  dicha  cantidad  total  de  675.000  rea- 
les correspondía  pagar  á  D.  Aqnilino  Ruis  la  de  229.001  reales,  á  la  que 
se  agregan  después  otras  cuatro  partidas  por  intereses  de  tres  meses  al  10 
por  100  hasta  18tle  Octubre  de  1874;  por  Jos  de  otros  seis  meses,  á  igual 
tipo,  hasta  18  de  Abril  de  1875;  por  los  de  nueve  meses,  hasta  18  de  Enero 
de  1876,  y  por  los  de  un  afio  hasta  18  de  Enero  de  1877,  arrojando  un 
total  de  291.485  reales;  se  deduce  después  como  baja  la  cantidad  de  60.000 
reales  entregada  por  D.  Aquilino  á  Sotos,  y  afiadiendo  á  la  diferencia  re- 
sultante otras  tres  partidas  por  intereses  de  otro  afio,  ó  sea  hasta  el  18  de 
Enero  de  1878,  al  mismo  típo  del  10  por  100;  por  intereses  de  un  afio  al  8 
por  100  hasta  el  18  de  Enero  de  1879-,  y  por  intereses  de  otro  afio,  ó  sea 
hasta  el  18  de  Enero  de  1880,  á  igual  interés,  se  consigna  la  cifra  de 
206.988  reales  que  hasta  el  18  de  Enero  de  1880  resultaba  estar  debiendo 
D.  Aquilino  Ruis  á  D.  Pedro  Sotos,  y  rebajando  también  18.634  reales  que 
este  último  tenía  dados  en  ganado,  una  muía  y  dinero  á  D.  Diego  Nufier 
Robres,  se  dice  que  por  esta  razón  el  total  débito  de 'D.  Aquilino,  y  en 
aquel  día  de  sus  herederos,  para  hacer  pago  á  D.  Pedro  Sotos  de  lo»; 
575.000  reales  que  representaba  la  escritura  de  1878,  con  más  todos  los 
intereses  devengados  hasta  el  18  de  Enero  de  1880^ era  la  de  278.804  rea- 
les; después  de  lo  cual  se  consigna  en  este  documento  que  todo  lo  demá» 
que  por  el  concepto  expresado  se  pudiera  adeudar  á  D.  Pedro  Sotos,  lo 
era  en  deber  D.  Diego  Nüfiez  Robres,  que  quedaba  obligado  á  realizar  sn 
crédito  para  el  día  18  de  Enero  de  1880;  que  la  obligación  de  Núfiea  Ro- 
bres á  pagar  á  Sotos  la  cantidad  de  308.215  reales,  con  más  los  intereses 
de  esta  cantidad  desde  18  de  Enero  de  1878  á  igual  día  de  1880,  procedía 
de  haberle  vendido  D.  Aquilino  la  aldea  denominada  Casa  Alta,  con  siem- 
bras, barbechos,  pajas  y  basuras  en  dicha  cantidad  y  pago  de  intereses 
en  la  forma  expresada;  y  que  era  de  advertir  que  el  pago  de  la  cantidad 
de  575.000  reales,  que  debió  verificarse  en  18  de  Julio  de  1874,  que  era 
cuando  espiraba  el  término  sefialado  en  la  escritura  otorgada  por  Don 
Aquilino  Ruiz  á  D.  Pedro  Sotos,  no  se  realizó  por  haber  obtenido  prórro 
gas  D.  Diego  Robres  de  D.  Pedro  Sotos,  siendo  la  ultima  concedida  basta 
el  18  de  Enero  próximo;  existiendo  también  en  autos  el  recibo  de  60.000 
reales,  á  que  se  alude  en  dicha  liquidación,  firmado  por  D.  Pedro  Sotos  en 
Gasas  Ibáfiez  á  16  de  Enero  de  1877,  redactado  literalmente:  cD.  Aquilino 
Ruiz  me  entregó  60.000  reales  por  cuenta  de  D.  Diego  Robres,  cantidad 
que  abonaré  al  Robres  en  su  cuenta»: 

Resultando  que  D.  Pedro  Sotos  dirigió  una  carta  á  D.  Diego  Nófiez  con 
fecha  25  de  Enero  de  1880,  manifestándole  que  en  vista  de  que  los  here- 
deros de  D.  Aquilino  Ruiz  dudaban,  al  parecer,  de  que  se  hubiera  estable- 
cido el  precio  del  arrendamiento  de  las  labores  que  le  vendió,  por  no  bar 
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befse  hecho  el  docamentaprÍYado  qae  en  la  eicritnra  ee  ananció,  á  fin  de 
hacerlo  constar,  y  puesto  qne  él  había  presenciado  lo  mismo  el  contrato 
de  Tenta  qoe  el  arrendamiento,  porque  todo  se  hizo  al  mismo  tiempo,  que- 
ría le  dijera  como  era  cierto  qae  en  aquel  mismo  acto  quedaron  conveni- 
dos en  que  el  precio  del  arrendami^ito  sería  57.500  reales  anuales  y  pago 
de  las  contribuciones,  así  como  que  á  instancia  de  D.  Aquilino  se  rebajó 
dicha  cantidad  desde  l.o  de  Junio  de  1878  á  la  de  46.000  reales;  y  con  fe- 
cha en  Chinchilla  á  2  del  siguiente  mes  de  Febrero,  D.  Diego  Núfies  Ro- 
bres contestó  á  D.  Pedro  Sotos  que,  efectivamente,  se  convino  entre  él  y 
D.  Aquilino  á  su  presencia,  que  el  precio  del  arrendamiento  sería  á  nzón 
de  67.500  reales  anuales,  pago  de  contribuciones  durante  el  afio  y  medio 
del  retro,  y  si  éste  no  se  hiciese,  seguiría  D.  Aquilino  con  preferencia  á 
otro  colono;  que  no  se  convino  en  la  escritura,  quedando  hacerlo  constar 
por  separado  en  documento  privado,  lo  que  no  llegó  á  hacerse;  y  que  era 
igualmente  cierto  que  D.  Aquilino  solicitó  posteriormente  rebaja  en  el 
pieeio  del  arrendamiento,  «y  me  consta  que  se  le  otorgó,  se  dice  á  la  letra, 
pues  V.  me  encargó  manifestase  á  D.  Aquilino  que  desde  l.<>  de  Junio 
de  1878  se  le  rebajaba  el  precio  del  arrendamiento  11.500  reales  anuales»: 

Resultando  que  en  25  del  mismo  mes  de  Enero  de  1880  D.  Pedro  So- 
tos, representado  por  D.  Ezequiel  Losa,  dedujo  demanda  de  desahucio  en 
el  Josgado  municipal  de  Casas  Ibáfies  contra  los  herederos  de  D.  Aquilino 
Ruis,  respecto  de  las  labores  de  Alhama  y  Casa  Alta,  por  falta  de  pago  del 
piwáo  del  arrend«niento  estipulado  en  la  condición  8.&  de  la  escritura  de 
▼enta  á  retro  de  dichas  fincas  de  18  de  Enero  de  1873,  cuyas  rentas  había 
venido  pagando  el  D.  Aquilino  algunos  afioe,  hasta  que  ocurrido  su  falle- 
cimiento en  ]  1  de  Marzo  de  1879,  sus  herederos  habían  suspendido  todo 
pago,  si  bien  por  un  otrosí  adicional  á  las  papeletas  de  dicha  demanda,  se 
hiao  presente  que  D.  Aquilino  no  tenía  satisfechos  por  los  arrendamientos 
vencidos  desde  el  18  de  Junio  de  1874  más  que  600.000  reales,  que  entregó 
en  1877,  sscendiendo  el  resto  de  lo  debido  desde  aquella  fecha  á  276.000^ 
reales;  y  habiéndose  promovido  por  jdichos  herederos  de  Ruiz,  demanda- 
doS|  la  inhibitoria  de  jurisdicción  ante  el  Juzgado  municipal  de  Chinchi- 
lla, se  entabló  la  competencia  entre  ambos  Juzgados,  qne  fué  resuelta  en 
favor  del  último  por  auto  de  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete 
de  8  de  Mayo  de  aquel  mismo  afio  1880,  en  atención  á  que  la  sumisión 
pactada  en  la  cláusula  7.*  de  la  escritura  de  1878  se  refería  exclusivamente 
al  contrato  de  venta  y  sos  naturales  incidencias,  pero  de  ningún  modo  á 
la  del  contrato  de  arrendamiento,  que  no  se  hallaban  consignadas  en  la^ 
misma;  y  sustanciado  después  dicho  juicio  de  desahucio,  al  que  se  llevaron 
las  cartas  antes  referidas,  fué  resuelto  por  sentencia  que  dictó  el  Juez  de 
primera  instancia  de  Chinchilla  en  80  de  Marzo  de  1888,  confirmando,  con 
las  costas,  la  que  en  8  del  mismo  mes  había  dictado  el  Juez  municipal  de 
dicho  punto,  desestimando,  con  las  costas,  la  demanda  de  desahucio  de- 
ducida por  Sotos,  mediante  á  no  haberse  justificado  la  existencia  del 
arrendamiento  en  qne  se  fundaba: 

Resultando  que  por  parte  de  los  herederos  de  D.  Aouilino  Ruiz  se  in- 
coó á  la  vez  otro  pleito  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Casas  Iba- 
fies  contra  D.  Pedro  Sotos  sobre  retroventa  de  las  labores  de  Alhama  y 
Casa  Alta,  en  el  qne  se  presentó,  entre  otros  documentos,  la  liquidación 
ya  referida  de  28  de  Octubre  de  1879,  practicada  entre  los  herederos  de 
Rois  y  D.  Diego  Núfies  Robres,  que  fué  reconocida  por  éste  como  legí- 
tima; cuyo  pleito  terminó  por  sentencia  de  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au 
diencia  de  Albacete  de  4  de  Abril  de  1882,  á  cuya  casación  se  declaró  no 
haber  lugar  en  16  de  Noviembre  del  mismo  afio,  que  resolvió  que  D.  Pe- 
ero  BoUm  venía  obligado  á  retrovender  á  los  herederos  de  D.  Aquilino  Ruiz 
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las  labores  de  Casa  Alta  y  Alhama  objeto  de  la  eaoritura  de  venta  de  1873: 
Resaltando  que  en  7  de  Abril  de  1884  se  otorgó  ana  escritora  públlc» 
en  Albacete  entre  los  bijos  y  berederos  de  D.  Diego  Kúfiec  Robres,  Don 
Fernando,  D.  Ramón  y  Dofia  María  fingeaia  Núfies  Robres  y  Moreno, 
consorte  ésta  de  D.  Salvador  Marín  Barnaevo,  de  una  parte,  y  de  otm  los 
berederos  de  D.  Aquilino  Raía  Monsalve,  en  la  qoe,  despaés  de  baoer  mój 
rito  de  la  etcritnra  de  venta  á  retro  de  1873,  cayo  precio  íaó  el  de  676.0Ú0 
reales,  especialmente  de  sos  cláasalas  6.&  y  3.»,  diciendo,  respecto  de  esta 
última,  qae  con  arreglo  á  lo  establecido  en  la  misma,  el  D.  Aquilino  Ruis 
se  constituyó  arrendatario  de  las  heredades  enajenadas  en  el  precio  y  ma- 
nera que  constaría  de  un  documento  privado  que  se  había  de  formalisar 
en  el  mismo  día  que  aquel  instrumento  público;  cuyo  documento  no  tenía 
otro  objeto  que  imponer  un  interés  anual  á  la  suma  que  representaba  el 
importe  de  las  expresadas  labores,  en  sustitución  de  la  renta  qne  como  co- 
lono debía  satisfacer  el  cultivador  de  ellas  D.  Aquilino  Ruis;  y  de  referir 
la  sentencia  dictada  en  el  pleito  seguido  por  los  berederos  de  Ruis  contra 
Sotos,  en  que  fué  condenado  éste  á  retrovender  i  favor  de  aquéllos  las  fin- 
cas objeto  de  aquella  escritura,  previa  devolución  del  precio  de  la  venta, 
que  fué  al  efecto  consignado  por  los  berederos  de  Ruis  Monsalve,  se  hizo 
constar  que,  dnefios  éstos  de  la  labor  de  Gasa  Alta,  que  se  cultivó  dorante 
el  período  de  tres  afios  y  medio  por  el  difunto  D.  Diego  Núfies  Robrea  y 
sus  herederos,  los  que  lo  eran  del  D.  Aquilino  Ruis  tenían  derecho  á  per- 
cibir el  arrendamiento  ó  utilidades  de  la  misma  finca;  qne  existiendo  di^ 
versidad  de  pareceres  respecto  de  lo  que  procedía  abonarse  por  t|ü  arrien- 
do, y  para  ultimar  todas  las  cuestiones  que  surgieran  con  motivo  de 
la  citada  escritura  de  venta  á  retro,  los  interesados,  con  intervención  de 
los  Letrados  que  respectivamente  nombraron,  habían  liquidado  las  cuen- 
tas pendientes  entre  ambas  partes,  resultando  de  esta  liquidación  qoe  loa 
herederos  de  D.  Diego  Núfiez  Robres  debían  abonar  34.000  reales  á  los  de 
D.  Aquilino  Ruis  por  ios  expresados  tres  afios  y  medio  qne  habían  culti- 
vado la  mencionada  labor  de  Gasa  Alta,  y  4.095  reales  60  céntimos  por  mi- 
tad del  valor  de  la  siembra  que  existía  en  heredad  cuando  entró  á  disfro- 
tarla;  sumando  ambas  partidas  la  total  de  68.096  reales  60  céntimos,  de  loa 
que,  deducidos  18.140  reales  que  por  contribución  de  tal  finca  habían  sa- 
tisfecho aquéllos,  correspondiendo  hacerlo  á  los  últimos,  como  duefioa  del 
predio,  resultaba  qne  sólo  procedía  pagaran  los  herederos  de  Káfiea  Ro 
brea  44.966  reales  60  céntimos,  y  que,  conformes  ambas  partes  con  dicha 
liquidación,  los  herederos  de  Núfiez  Robres,  por  conducto  del  tiermane 
mayor  D.  Fernando,  habían  entregado  en  aquel  día  á  los  de  Ruis  la  citada 
cantidad,  dejando  así  completamente  extinguidas  las  obligaciones  del  dt> 
f  unto  D.  Diego  y  de  ellos  mismos  en  cuanto  al  repetido  arriendo  de  la  la 
bor  de  Casa  Alta,  conviniendo  exprera  y  terminantemente  ambas  partea 
en  las  cláusulas  especiales  siguientes:  primera,  que  desde  este  acto  queda- 
ban definitivamente  ultimadas  todas  las  cuentas  pendientes  hasta  el  día 
habidas  entre  D.  Diego  Núfies  Robres  y  D.  Aquilino  Raíz,  ó  sea  entre  sos 
respectivos  herederos,  con  motivo  de  la  venta  á  retro  que  biso  el  último  al 
D.  Pedro  Sotos  Ponce  de  León  de  las  labores  susodichas,  pero  entendién- 
dose á  contar  desde  18  de  Enero  de  1880;  y  tercera,  para  que  oonsura,  y  á 
los  fines  procedentes,  se  consignaba  que  con  anterioridad  á  la  época  en 
que  entjró  á  cultivar  las  heredades  de  Casa  Alta  D.  Diego  Núfiez  Robres, 
las  venía  cultivando  D.  Manuel  Núfiez  Cortés,  el  cual  recibió  de  D.  Aqui- 
lino Ruiz  la  expresada  labor  con  la  barbecha,  siembra  y  rastrojera,  sin  que 
abonara  su  importe;  y  que  posteriormente,  al  entrar  en  el  cultivo  de  la 
misma  labor  Núfiez  de  Robres,  se  haliabau  también  con  barbechera»  siem- 
bra 7  rastrojera,  las  cuales  quedaron  compensadas  con  iguales  mejoras  qoe 
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tenía  la  vepetída  labor  caando  la  entregaron  loa  herederos  de  Núfiea  Ko- 
brea  á  loa  de  Bcüa: 

Resaltando  que  en  10  de  Jallo  de  1886  D.  Pedro  Sotoa  demandó  á  loa 
berederoa  de  D.  Piego  Náfiei  Robrea  en  el  Juzgado  de  primera  inatanoia 
de  Chinchilla,  con  la  pretensión  de  qoe  ae  declarase  que  eran  en  deberle 
la  cantidad  de  60.566  peaetaa  51  céntimoa  qne  an  cansante  le  adeudaba, 
por  ai  y  como  fiador  de  D.  Aquilino  Ruiz  Monaalvo,  por  concepto  de  rentas 
é  intereaea  procedentes  de  la  venta  á  retro  de  las  laboree  de  Alhama  y 
Caá»  Alta  y  an  arrendamiento  aubaigniente  deade  18  de  £nero  de  1873  á 
ignal  día  de  1880,  con  loa  intereaea  de  demora  de  laa  cantidadea  debidas 
doade  loa  reapectivoa  vencimientoa,  á  cuyo  efecto  hizo  relación  de  la  eacri 
tura  de  1878  y  de  caai  todoa  loa  antecedentea  referidoa,  examinando  prin- 
cipalmente el  reaultado  de  la  liquidación  practicada  entre  D.  Diego  Náfiez 
y  los  herederos  de  D.  Aquilino  Rniz  en  23  de  Octubre  de  1879,  despuéa  de 
consignar  qne  D.  Diego,  antea  del  otorgamiento  de  la  eacritura  de  venta  á 
retro,  había  comprado  á  D.  Aquilino  Rula  la  labor  de  Oaaa  Alta  por  la  can- 
tidad de  854.200  reales,  que  aceptó  como  obligación  de  pago  del  dinero  re- 
cibido del  demandante  Sotóa  por  la  venta  á  retro,  conviniendo  también  sin 
duda  alguna  en  que  el  D.  Diego  aatiafaría  la  parte  de  rentaa  correapondien- 
tea  al  capital  recibido: 

Resultando  que  emplazados  loa  herederos  de  Núfiez  Robres,  por  virtud 
de  esta  demanda  comparecieron  en  loa  autos,  promoviendo  nn  incidente 
do  acumulación  á  otros  que  radicaban  en  el  Juzgado  de  La  Roda,  y  ha> 
hiendo  fallecido  en  tal  eatado  el  demandante  D.  Pedro  Sotos,  comparecie 
ron  c<Hno  herederaa  del  mismo  laa  hermanas  Dofia  Dolores,  Dofia  Isabel, 
Dofia  María  de  la  Paz  y  Dofia  Gk>rgonia  Ochando  Ponce,  y  deapnéa  de  al- 
¿unaa  diligencias  motivadaa  por  la  falta  de  justificación  de  la  per8ocaUda<l 
de  dichaa  herederaa,  que  acreditaron  por  último  la  calidad  con  que  com- 
pareqían  con  teatimonio  del  auto  en  que  el  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Caaaa  Ibáflez  hizo  á  su  favor  la  ezpreaada  declaración  de  herederos , 
quedaron  paralizados  dichos  antoa  ain  qne  volviera  á  practicarse  gestión 
alguna: . 

Reanltando  que  en  el  concepto  de  donatarios  en  la  forma  que  se  expre- 
sará de  las  citadas  hermanae  Ochando  y  Ponce,  loa  hermanea  D.  Andrés», 
D.  Federico»  Dofia  Roaa,  Dofia  Josefa  y  D.  Pedro  Ochando  y  Chumillas,  el 
menor  D.  Ramón  Ochando  y  Valera,  representado  por  au  tío  y  curador  el 
D.  Pedro  Ochando  Chomillaa,  D.  Andrés  María  Ochando  y  Valera  y  Don 
Ezeqniel  Losa  y  Agnado,  dedujeron  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
La  Roda,  en  24  de  Biayo  de  1889,  la  demanda  de  este  pleito,  haciendo  re 
lación  detallada  de  la  eacritura  de  venta  á  retro  de  18  de  Enero  de  1878  y 
del  pleito  qoe  los  herederos  de  Ruiz  Monsalve  siguieron  contra  Sotoa  parn 
qne  los  retrovendiera  laa  fincaa  vendidas,  mediante  la  entrega  de  laa 
143.750  pesetas,  importe  del  precio,  y  alegando  ademáa,  en  cuanto  ea  esen 
eial,  qne  D,  Pedro  Sotos  fué  duefio  de  laa  fincaa  adquiridad  á  retro  por  la 
citada  escritura  de  18  de  Enero  de  1873  deade  eata  fecha  haata  18  de  Enero 
de  1880,  ó  sean  siete  afios;  qne  después  de  otorgada  dicha  eacritura,  en 
enya  clánanla  8>  ae  dejó  establecido  que  laa  fincas  vendidaa  habrían  de 
qnedar  en  arrendamiento  en  poder  del  vendedor  por  el  tiempo  concedido 
para  el  ejercicio  del  derecho  de  retro,  se  convino  entre  laa  partes  las  ren- 
tas qne  anualmente  habían  de  pagarse  por  aquel  arrendamiento,  fijándolas 
en  la  cantidad  de  57.600  realea,  ó  aean  14.375  pesetas,  reducida  despuéa  á 
instancia  de  D.  Aquilino,  á  partir  desde  el  día  l.o  de  Junio  de  1878,  á  la 
de  46.000  reales,  ó  aean  11.600  pesetas  anuales;  que  durante  el  plazo  del 
retro  y  período  de  tiempo,  por  tanto,  en  qne  D.  Aquilino  Ruiz  y  sus  here- 
deros tuvieron  en  arrendainiento  las  fincas,  sólo  pagaron  á  Sotoa  por  laa 
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rentas  eatipaladM  1m  15.000  peaetM  á  qae  le  refería  el  recibo  de  16  de 
Enero  de  1877;  qae  reconocido  por  la  sentencia  qae  poso  término  al  pleito 
antes  citado  el  derecho  de  los  herederos  de  Rals  Monsalve  á  retraer  las 
fincas  con  relación  ai  día  18  de  Enero  de  1880,  D.  Pedro  Botos  hiso  sayos 
los  intereses  de  la  cantidad  consignada  en  la  Caja  de  Depósitos  por  rasón 
del  retro  desde  aqaella  misma  fecha  en  qué  faé  consignado,  á  la  qae  ha- 
bría que  referirse  para  liqnidar  los  arrendamientos  comprendidos  desde  el 
día  18  de  Janio  de  1874  al  18  de  Enero  de  1880;  qae  samadas  las  anaali- 
dades  comprendidas  entre  estas  dos  fechas,  á  rasdn  de  16.876  pesetas, 
hasta  el  día  1.^  de  Janio  de  1878,  y  de  11.600  en  adelante,  hacían  nn  total 
de  76.666  pesetas,  de  las  qae,  dedacidas  las  16.000  entregadas  en  1877, 
quedaban  60.666  pesetas,  qae  era  la  cantidad  debida  al  complir  el  retro,  de 
cuyo  pago  no  se  habían  cuidado  ni  los  herederos  de  D.  Aquilino  Bais  Mon* 
salve  ni  los  de  D.  Diego  Núfies  Robres,  obligados  igualmente  qae  aquéllos 
por  raión  de  lo  consignado  en  la  cláusula  6.»  de  la  escritura  de  1876,  en  la 
que  sa  padre  D.  Diego  se  constituyó  fiador  solidfffio  de  D.  Aquilino,  tanto 
para  la  evicción  y  saneamiento  de  la  venta  como  para  todas  las  reclama- 
ciones de  cualquier  clase  que  por  raaón  de  la  misma  tuviese  que  hacer  Don 
Pedro  Sotos;  que  de  D.  Pedro  Sotos  Ponce  fueron  declaradas  here^leras  Dofia 
Dolores,  Dofia  Isabel,  Dofia  María  de  la  Pas  y  Dofia  Gorgonia  Ochando 
Ponce;  y  deseosas  de  evitar  toda  clase  de  cuestiones  judiciales,  apoderaron 
á  su  sobrino  D.  Federico  Ochando  y  Ohumillas  para  que  transigiera  en  la 
forma  que  estimase  más  conveniente  con  todos  los  que  se  creüm  con  de- 
recho á  suceder  á  Sotos;  que  en  cumplimiento  de  lo  convenido  entre  dichas 
interesados,  las  susodichas  herederas  de  Sotos  entregaron  á  cada  ano  de 
los  interesados  la  parte  de  bienes,  créditos,  derechos  y  acciones  que  fué  su 
voluntad  donarles,  distribuyéndose  el  crédito  de  las  60.600  pesetas  por 
rentas  debidas  de  las  labores  de  Alhama  y  Oasa  Alta  entre  las  cuatro  he- 
rederas susodichas  y  los  ocho  demandantes,  sumando  lo  adjudicado  á  és 
tos  la  cantidad  de  62.489  pésetes  que  se  reclamaba  en  esta  demanda;  y  que 
si  bien  en  las  escrituras  otorgadas  por  dichas  herederas  de  Sotos  tK>n  los 
demandantes  en  el  concepto  de  donatarios  de  aquéllas,  se  decía  que  el  cré- 
dito de  que  se  trataba  era  contra  los  herederos  de  D.  Diego  Núfies  Kobres, 
después,  en  escritura  posterior,  se  había  subsanado  el  error,  declarando 
que  era  contra  los  de  D.  Aquilino  Ruis  Monsalve;  invocaron  despaés  las 
disposiciones  legales  que  entendían  aplicables  al  caso,  entre  ellas  las  rela- 
tivas á  las  obligaciones  que  contrae  el  que  se  constituye  fiador  solidario  de 
un  contrato;  y  ejercitando  la  acción  personal  correspondiente,  solicitaron 
se  declarara  en  definitiva  que  los  herederos  de  D.  Aquilino  Ruis  Monsal- 
ve y  los  de  D.  Diego  Núfies  Robres  eran  en  deber  á  los  demandantes  la 
cantidad  de  62.489  pesetas,  que  sus  causantes,  bajo  los  distintos  conceptos 
expresados,  se  comprometieron  á  abonar  á  D.  Pedro  Sotos  y  Ponce  por  las 
rentas  ó  intereses  procedentes  de  la  venta  á  retro  de  las  labores  de  Alhama 
y  Gasa  Alta  y  su  arrendamiento  subsiguiente  desde  18  de  Enero  de  1868  á 
igual  día  de  1880,  con  los  intereses  de  demora  de  las  cantidades  debidas 
desde  los  respectivos  vencimientos,  condenándolos  en  sa  virtud  á  satisfa- 
cer la  expresada  suma  é  liares  en  término  de  dnoo  días,  para  que  los  de- 
mandantes pudieran  hacerlas  efectivas  del  que  de  ellos  tuviera  por  conve- 
niente y  les  fuera  más  fácil,  con  imposición  á  los  mismos  de  todas  las< 
costas: 

Resultando  que  los  tres  hijos  y  herederos  únicos  de  D.  Diego  Núfies 
Robres  contestaron  la  demanda,  alegando  para  que  se  desestimara  en 
cnanto  es  pertinente:  que  según  se  deducía  de  la  demanda  y  de  manifes- 
taciones del  mismo  Sotos,  el  documento  privado  de  arrendamiento  que  se 
anunció  en  la  cláusula  8.*  de  la  escritura  de  venta  á  retro  no  llegó  á  for 
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malisarie,  ignorándose,  por  tanto,  las  condieionee  con  qne  se  recibieron 
Ise  fincsfl  en  arrendamiento;  qne  de  laa  palabras  claras  y  terminantes  con 
^ae  aparecía  redactada  la  clánanla  6>  de  la  misma  escritora,  resoltaba  que 
D.  Diego  Núfiez  Robres  se  constitoyó  fiador  de  Ruis  Moosalve,  única- 
mente para  la  evicoión  y  saneamiento  de  la  venta,  y  de  todas  las  reclama- 
ciones de  caalqoier  clase  qoe  por  razón  de  la  mism^  tnviese  qne  hacer  el 
comprador  Sotos,  pero  de  ningbna  manera  por  cnalqaier  otro  contrato  ú 
obligación,  ni  por  el  arrendamiento  qne  se  suponía  concertado  entre  Sotos 
y  Rqiz  Monsalve;  qne  este  contrato  de  arrendamiento  no  se  había  cele- 
brado, ni  aparecía  dato  ni  antecedente  algnno  que  demostrara  cumplida- 
mente sn  celebración,  pnes,  como  se  dejaba  indicado,  en  la  escritura  de 
venta  á  retro  no  se  consignó  más  qne  la  promesa  de  celebrarlo;  y  si  Don 
Diego  Núñes  Robres  intervino  como  fiador  únicamente  en  dicha  escritura, 
no  había  podido  serlo  más  que  del  contrato  celebrado  en  la  misma  y  no 
de  otras  independientes  de  ella,  sobre  lo  cnal  se  había  dicho  la  última  pa- 
labra en  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Al- 
bacete resolviendo  la  competencia  suscitada  entre  los  Juzgados  municipa- 
les de  Casas  Ibáfiez  y  Chinchilla;  qne  el  documento  privado  que  acompa- 
ñaban, suscrito  por  D.  Diego  Núfiez  Robres  en  Casas  Ibáfiez  con  fecha  8 
de  Noviembre  de  1879,  demostraba  qoe  el  mismo  Sotos  tenía  reconocido . 
qne  aquél  no  le  adeudaba  contidad  alguna  en  aquella  fecha  por  concepto 
de  arrendamiento,  sin  embargo  de  que  en  dicha  fecha,  según  se  afirmaba 
en  la  demanda,  se  debían  varias  anualidades  de  las  rentas  de  las  labores 
de  Alhama  y  Casa  Alta;  que  aun  suponiendo  que  en  la  escritura  de  1873  se 
obligara  D.  Diego,  como  fiador  del  repetido  contrato  de  arrendamiento, 
resnltaría  qne  tal  fianza  la  contrajo  por  el  afio  y  medio  del  retro  estipu- 
lado y  no  por  el  mayor  tiempo  que  les  conviniera  estipular  á  Sotos  y  Raíz 
Monsalve;  qne  del  mismo  modo  que  los  alegantes,  como  herederos  de  su 
padre  D.  Diego,  pagaron  á  Sotos  lo  qne  aquél  le  debía  según  el  documento 
privado  de  3  de  Noviembre  de  1879,  liquidaron  y  pagaron  también  á  los 
herederos  de  Ruiz  Monsalve  lo  debido  por  el  arrendamiento  de  la  labor 
de  Casa  Alta,  otorgándose  al  efecto  la  escritura  de  7  de  Abril  de  1884;  que 
siendo  jurisprudencia  constante  del  Tribunal  Supremo  que  los  contratos  no 
poeden  ampliarse  ni  restringirse,  ni  aplicarse  á  casos  ó  cosas  ó  á  obligacio- 
nes y  derechos  que  taxativamente  no  estén  comprendidos  en  los  mismos, 
resultaba  indudable  que  la  fianza  que  D.  Diego  Núfiez  prestó  en  la  clá- 
sala  6>  de  la  escritura  de  1873  no  podía  hacerse  extensiva  al  arreoda- 
ndento  ni  á  las  reclamaciones  que  se  hicieran  con  motivo  del  mismo;  y 
qoe  por  no  constar  el  contrato  de  arrendamiento  ni  sus  condiciones,  ni  la 
merced  estipulada,  y  por  no  haber  sido  D.  Diego  Núfiez  el  arrendatario, 
■e  ignoraba  lo  que  hubiera  habido  sobre  el  particular,  los  pagos  que  se 
hubieran  hecho  ó  si  fueron  en  calidad  de  rentas  ó  de  intereses  del  capital: 
Resultando  que  en  el  documento  privado,  fechado  en  Casas  Ibáfiez  por 
D.  Diego  Núfiez  Robres  á  8  de* Noviembre  de  1879,  acompañado  con  dicho 
escrito  de  contestación,  se  dice  á  la  letra:  «declaro  por  el  presente  y  en  la 
forma  más  legal,  que  soy  en  deber  á  D.  Pedro  Sotos  Ponce,  vecino  de  Ca- 
sas Ibáfiez,  en  l.^^  de  Diciembre  del  corriente  afio,  por  este  vale,  sin  tener 
cuentas  otras,  la  cantidad  de  93.294  reales,  la  que  me  obligo  á  pagar  cnan- 
do  dicho  Sr.  Sotos  tenga  á  bien  exigirmela,  podiendo  exirgime  de  ella  el 
8  por  100  anual  desde  dicha  fecha  citada  hasta  que  verifique  el  total  pago, 
sujetándome  expresa  y  voluntariamente  á  los  tribnnales  que  dicho  señor 
Sotos  designe  en  caso  necesario  por  no  verificar  el  pago»;  existiendo  al 
dorso  de  este  documento  nn  recibo  autorizado  por  D.  Pedro  Sotos,  con  fe 
cha  en  Casas  Ibáfiez  á  29  de  Julio  de  1882,  por  la  cantidad  de  118.198  rea- 
les, formada  por  ¿  capital  reconocido  en  el  documento,  y  19.904  reales  por 
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intereses  al  8  por  100  qae  le  habian  entregado  D.  Fernando  Nuiles  Robre» 
y  D.  Salvador  Marín;  y  siendo  además  de  advertir  qne  en  autos  obranna 
carta  dirigida  por  D.  Eseqoie!  Losa  desde  Casas  Ibáfies,  con  fecha  9  de 
Mayo  de  1882,  á  D.  Pedro  Oebrián,  participándole  qae  por  aa  mediación 
debía  hacer  presente  á  la  familia  qae  el  D.  Diego  debía  algunas  cnentas» 
según  docamentos  que  así  lo  declaraban: 

Resaltando  que  los  herederos  de  D.  Aquilino  Ruis  impugnaron  tam- 
bién la  demanda,  alegando:  que  en  el  mismo  día  en  que  se  otorgó  la  es- 
critura de  venta  á  retro,  se  convino  entre  los  tres  otorgantes  Sotos,  Ruis  y 
Núfies,  que  en  atención  á  qae  la  mayor  parte  del  precio  de  la  venta  ó  can- 
tidad prestada  la  recibió  el  último,  siendo  por  ello  el  que  más  interese» 
tenía  qae  abonar,  se  encargaba  desde  luego  de  pagarlos  #8oto  en  su  tota- 
lidad, entendiéndose  con  Raiz  para  que  éste  le  abDuara  lo  á  él  correspon- 
diente, y  así  lo  demostraban  la  demanda  deducida  por  Sotos  contra  los 
herederos  de  Núfiez  en  10  de  Junio  de  1886,  la  redacción  del  recibo  de  loa 
60.000  reales  que  Ruiz  entregó  de  su  bolsillo  á  Sotos  por  enfermedad  de 
Núñez  Robres,  encargado  de  hacerlo,  y  laa  liquidaciones  practicadas  entre 
este  último  y  los  herederos  de  Ruiz  primero,  y  entre  éstos  y  loa  de  aquél 
después;  que  en  virtud  de  lo  convenido,  D.  Diego  Núfiez  Robres  se  pose- 
sionó en  34  de  Enero  de  1878  de  la  labor  Gasa  Alta  que  D.  Aquilino  Rais 
le  había  vendido  por  precio  de  308.615  reales,  y  la  amillaró  á  su  nombre 
y  pagó  su  contribución,  comprometiéndose  á  entregar  dicha  cantidad  el 
día  en  que  se  hubiese  hecho  uso  del  retro;  que  los  herederos  de  D.  Aqui- 
lino Ruiz,  en  vista  de  que  el  último  plazo  concedido  por  Sotos  para  que 
pudiera  retraer  las  fincas  espiraba  el  18  de  Enero  de  1880,  y  de  que  Don 
Diego  Núfiez  Robres  se  negaba  á  entregar  la  cantidad  que  le  correspon- 
día, consignaron  de  su  cuenta  en  la  Caja  de  Depósitos  la  soma  total  de 
675.000  reales,  entablando  después  el  pleito  contra  Sotos;  que  fallado  éste 
á  favor  de  los  alegantes,  requirieron  amistosamente  á  los  herederos  de 
D.  Diego  Núfiez  para  que  lea  entregaran  la  labor  de  Casa  Alta  ó  el  precio 
en  que  su  causante  la  compró,  y  optando  por  lo  primero,  les  hicieron  en- 
trega de  la  labor,  otorgando  al  efecto  la  escritura  de  finiquito  de  cuentas 
de  7  de  Abril  de  1884,  en  la  que  se  convino  qlie  los  Robres  pagarían  á  los 
Ruiz  la  cantidad  de  44.955  reales  50  céntimos  en  concepto  de  arrenda- 
miento por  los  tres  afios  y  medio  que  la  disfrutaron  después  de  declarado 
á  favor  de  los  Ruiz  el  derecho  á  retraerlas  de  poder  de  Sotos,  ó  sea  desde 
el  18  de  Enero  de  1880  hasta  después  de  la  recolección  de  1888;  pero  de* 
jando  subsistentes  Iss  responsabilidades  que  á  los  Núfiez  Robres  pudieran 
corresponder  desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  retro  hasta  el  18  de 
Enero  de  1880,  en  que  se  depositó  por  los  herederos  de  Roiz  el  precio 
del  retro;  que  la  liquidación  practicada  en  28  de  Octubre  de  1879  entre 
D.  Diego  Núfiez  Robres  y  los  herederos  de  Ruiz,  representaba  las  cuentas 
que  en  armonía  con  lo  convenido  llevaban  aquéllos  entre  sí  y  compren- 
dían desde  la  fecha  de  la  escritura  de  venta  á  retro  hasta  el  vencimiento 
de  éste  llevado  por  razón  de  prórrogas  al  día  18  de  Enero  de  1880;  que 
con  los  hechos  apuntados,  que  tenían  su  justificación  en  los  documentos 
-aludidos,  bastaba  para  la  defensa  de  los  alegantes,  pero  cumplía  á  su 
buena  fe  afiadir  que  por  repetidas  manifestaciones  de  D.  Diego,  así  como 
de  D.  Ezequiel  Losa,  representante  de  Sotos,  les  constaba  que  aquél  pa* 
gaba  religiosamente  los  réditos,  esto  sin  contar  con  que  los  demandantes 
no  habían  demostrado  que  estuviesen  convenidos,  á  pesar  de  ser  requisito 
indispensable  para  poder  exigirlos  que  estén  concertados  en  documento 
escrito;  que  terminadas  en  1882  todas  las  cuestiones  judiciales  que  se  ha- 
bían susf  itado  y  sus  incidencias,  pasaron  cuatro  afios  en  completa  calma, 
hasta  que  en  10  de  Junio  de  1886  dedujo  Sotos  la  demanda  ya  referida 
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«ontr»  los  herederos  de  Náfiez  Robres,  en  la  que  se  bacía  la  más  campHda 
defeDsa  de  los  alegantes;  cava  demanda  abandonó  el  mismo  Sotos,  qne 
falleció  sin  volTer  á  acordarse  de  tal  asunto,  lo  cnal  implicaba  nna  renun- 
cia tácita  del  derecho  qne  pudiera  tener;  y  que  como  resumen  esencial  de 
esta  pleito  consignaban:  que  de  los  500.000  reales  tomados  á  préstamo  de 
fiotos  el  18  de  Enero  dé  1873,  correspondía  pagar  á  D.  Diego  Núfiez  Ro- 
bres el  valor  de  la  heredad  Casa  Alta»  ó  sean  308.615  reales,  con  todos  los 
intereses  que  devengaran,  y  el  resto,  importante  191.485  reales,  á  Don 
Aqailino  Rniz;  por  lo  que  admitiendo  en  hipótesis  como  interés  del  di- 
nero el  10  por  100  durante  cinco  afios  y  medio,  y  el  8  por  otro  afio  y 
medio,  resultaba  un  total  por  capital  é  intereses,  de  que  era  responsa- 
ble D.  Aquilino  Ruiz,  de  819.770  reales  95  céntimos,  para  cuyo  pago  se 
habían  entregado  60.000  reales  á  Sotos,  según  el  recibo;  18.000  á  Náfiez 
Robres,  según  la  liquidación,  y  575.000  para  hacer  uso  del  retro;  en  toUl, 
653.000,  de  los  que  rebajados  los  308.515  reales  dé  qué  se  habían  reinte- 
grado los  alegantes  con  la  devolución  que  se  les  había  hecho  de  la  labor 
de  Casa  Alta,  resultaba  en  definitiva  entregada  por  ellos  la  cantidad  de 
344.485  reales;  y  siendo  el  débito  de  su  causante  D.  Aqailino  Ruiz,  como 
se  dejaba  dicho,  319.779  reales  95  céntimos,  era  visto  que  habían  dado 
94.705  reales  y  céntimos  de;  más,  qne  no  habían  reclamado  por  no  promo- 
ver nuevos  pleitos: 

Resultando  qne  los  demandantes  replicaron  insistiendo  en  las  preten- 
siones de  su  demanda,  añadiendo  á  lo  en  ella  alegado:  que  D.  Diego  Núfiez 
Robres  se  constituyó  ñador  solidario  de  Raiz  Moosalve,  no  solamente  para 
la  evicción  y  saneamiento  de  la  cosa  vendida,  sino  también  para  el  pago 
de  las  rentas  de  las  fincas  que  quedaron  en  su  poder,  con  cuyo  motivo  re- 
sordaba  que  en  diferentes  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  se  hallaba 
establecida  la  doctrina  de  que  cuando  las  partes  no  están  conformes  en  el 
verdadero  sentido  de  un  contrato,  deben  fijarlo  los  Tribunales,  atendién- 
dose más  especialmente  ai  objeto  ó  fin  que  se  propusieran  los  contra- 
tantes que  á  las  palabras  de  que  usaron,  desechando  aquellas  que  impidan 
qne  lo  pactado  tenga  efecto,  é  interpretando  las  dudas  contra  el  que  las 
osó;  qne  Núfiez  Robres  no  sólo  tuvo  conocimiento  de  las  prórrogas  conce- 
didas por  Sotos  para  retraer  las  fincas,  sino  qae  se  otorgaron  especial- 
mente en  so  beneficio,  continuando  obligado  de  hecho  y  de  derecho  á 
«bonar  á  Sotos  las  rentas  de  las  fincas  que  continuó  disfrutando;  que  de 
la  cantidad  entregada  por  Sotos  por  la  compra  á  retro  tomó  la  mayor 
Iffúfies  Robres,  quien  quedó  en  la  posesión  y  disfrute  de  las  fincas  vendi- 
das y  en  la  obligación  de  pagar  sus  rentas,  por  cuyas  razones,  para  resul- 
tar obligado  en  la  misma  forma  en  que'  quedó  Ruiz  Monsalve,  se  consti- 
tqyó  fiador  de  éste  en  los  términos  que  expresaba  la  escritura  de  1873;  y 
que  coando  se  suscitan  dudas  acerca  de  la  inteligencia  de  un  contrato  ó 
.  se  pretende  desconocer  so  alcance  y  verdadero  objeto,  es  indispensable, 
según  diferentes  sentencias  del  Tribunal  Supremo,  consultar  los  hechos 
anteriores  qoe  lo  hayan  preparado,  el  conjunto  de  circunstancias  que  lo 
hayan  acompafiado,  la  intención  y  propósito  de  los  otorgantes  y  los  he- 
ehos  sobsigoientes  de  los  mismos  qne  con  él  se  relacionan: 

Resaltando  qae  los  herederos  de  Ruiz  Monsalve  duplicaron,  reprodo- 
ciendo  sos  anteriores  alegaciones,  y  afiadiendo:  que  después  de  transcu- 
nidos  los  dieciocho  meses  fijados  en  la  escritura  de  retro,  Núfiez  Robres^ 
•iii  intervención  de  Rais  Monsalve,  solicitó  y  obtuvo  de  Sotos  las  prórro- 
gas de  aquel  plazo,  y  ona  vez  obtenida  la  primera  manifestó  á  D.  Aquilino- 
q«e,  habiéndose  comprometido  á  entregar  á  Sotos  ciertos  réditos  por  la 
«solidad  total  entregada,  era  preciso  que  se  comprometiera  á  su  vez  entre- 
garle á  él  lo  qae  le  correspondiese  por  so  participación  en  el  préstamo;  y 
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qae  de  acaerdo  con  lo  convenido,  D.  Aqailino  entregó  en  concepto  de  lé- 
ditofli  á  D.  Diego  Núftes  Robres  18.684  reales  en  ganado,  una  muía  j  dinero, 
y  60.000  á  Sotos  por  cuenta  del  D.  Diego;  y  por  parte  de  loa  herederos  de 
^te  se  insistió  también  en  la  duplica  en  todo  lo  alegado  en  su  contesta- 
ción, negando,  además,  que  su  padre  y  causante  obtuviera  beneficio  alguno 
con  las  prórrogas  del  placo  del  retro,  pues  antes  por  el  contrario,  salió  per- 
judicado con  ellas  por  haber  continuado  en  la  obligación  de  la  flansa  por 
la  venta  y  reclamaciones  que  de  ella  pudieran  surgir,  aunque  no  por  el 
arrendamiento,  y  añadiendo  D.  Diego  no  tomó  un  céntimo  de  la  cantidad 
entregada  por  Sotos  á  D.  Aquilino,  pues  el  débito  de  aquél  procedía  del 
valor  de  la  venta  de  la  labor  de  Gasa  Alta  con  siembra,  barbechera,  pa- 
jar, etc.,  que  pactó  con  D.  Aquilino  y  sin  intervención  alguna  de  Sotos 
después  de  la  venta  á  retro,  en  virtud  de  cuya  compra  entró  en  posesión 
de  diclia  labor,  por  la  que  había  venido  pagando  la  contribución  como 
dueño,  teniéndola  amillarada  á  su  nombre  hasta  que  entre  los  herederos  de 
D.  Aquilino  y  los  de  D.  Diego  se  dejó  sin  efecto  dicha  venta,  quedándose 
aquéllos  con  la  finca  en  la  forma  en  que  fué  entregada,  y  que  en  el  juicio 
de  desahucio  de  las  fincas  objeto  del  retro  se  declaró  por  sentencia,  que 
consintió  Sotos,  que  en  la  escritura  de  1878  no  existía  arrendamiento  al- 
guno, y  que  D.  Aquilino  era  dueño  de  las  fincas. 

Resultando  que  por  las  tres  partes  litigantes  se  suministraron  diferen- 
tes pruebas,  de  que  se  ha  hecho  mención  en  la  parte  necesaria,  y  dictada 
«entencia  por  el  Jusgado,  apelaron  de  ella  las  dos  partes  demandadas,  adhi- 
riéndose á  la  apelación  ante  la  Audiencia  la  demandante,  en  cuanto  no  se 
había  condenado  á  aquéllas  al  pago  de  los  intereses  legales  de  la  cantidad 
reclamada  desde  la  contestación  á  la  demanda  y  al  de  las  costas: 

Resultando  qae  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  dictó 
sentencia,  no  conforme  con  la  del  Juagado,  en  14  de  Marzo  de  1892,  decla- 
rando que  los  demandados  D.  Ramón,  D.  Fernando  y  Doña  María  Eugenia 
Núfiez  Robres  y  Moreno,  como  herederos  de  D.  Diego  Nófiex  Robres,  vie 
nen  obligados  á  pagar  á  los  demandantes  D.  Pedro  Ochando  Cbumiltas,  ó 
sus  representantes  legítimos  por  su  fallecimiento  y  demás  consortes,  las 
rentas  de  las  labores  de  Alhema  y  Casa  Alta  desde  el  18  de  Junio  de  1874 
á  18  de  Enero  dé  1880,  á  rasón  de  un  10  por  100,  hasta  el  18  de  Junio 
de  1878,  y  de  un  8  desde  esta  últíma  fecha  hasta  el  18  de  Enero  de  1880, 
ya  como  responsable  solidario  de  D.  Aquilino  Ruis  Monsalve  á  favor  de 
D.  Pedro  Sotos,  ya  por  haber  abonado  el  D.  Aquilino  Ruiz  Monsalve  á  Don 
Diego  Núfiez  Robres  la  suma  que  debió  satisfacer  por  tal  concepto;  y  con- 
denando en  BU  virtud  á  los  expresados  herederos  de  D.  Diego  Núfiez  Ro- 
bres á  que  paguen  en  el  término  de  quinto  día,  á  contar  desde  el  que  sea 
firme  esta  sentencia,  á  los  demandantes  D.  Pedro  Ochando  Chumillas  y  om- 
sortee  la  cantidad  de  43.838  pesetas  38  céntimos,  más  un  6  por  100  de  la 
misma  desde  el  día  6  de  Agosto  de  1890  hasta  el  en  que  la  hagan  efectiva, 
y  absolviendo,  por  último,  de  la  demanda  á  Dofta  Ana  Teresa  Raíz  Esco- 
bar y  demás  consortes,  como  herederos  de  D.  Aquilino  Raíz  Monsalve,  sin 
hacer  expresa  condenación  de  costas  de  ambas  instancias: 

Resaltando  que  D.  Federico,  Doña  Josefa,  D.  Andrés  y  Doña  Rosa 
Ochando  y  Chumillas  y  D.  Andrés  María  y  D.  Román  Ochando  y  Valora, 
interpusieron  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  alegando  en  su 
apoyo: 

Primero.  Que  al  absolver  la  sentencia  á  los  herederos  de  D.  Aquilino 
Ruiz  Monsalve,  incurre  en  el  error  de  hecho  previsto  en  el  núm.  7.o  del  ar- 
tículo 1602  de  la  ley  de  Eojaiciamiento  civil,  demostrable  por  documento 
auténtico,  en  cuanto  se  pueda  entender  que  estima  probado  que  D.  Pedro 
Sotos  Ponce,  después  de  otorgada  la  escritura  de  18  de  Enero  de  1873,  des- 
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•«.teDci»  de  8  de  Febrero  y  feMÍ?drJÍLte^de*^8flr?ÍT'l!^^^ 

»nibo«áIaveí,Biiiqae  Dingano  de  ellos  pndiera  eximirM  dT^Mr  ri 

Kmo  de  iseí  para  reclamar  de  loa  co  obligados:  "  »  ow 

Y  tercero.    Qae  al  afirmar  la  seotencia  que  Sotos  no  e&treffá  mt^tí^ 

en  canüdad  y  no  la  de  676.000  reales,  repaUndo  Ut  diferencia  entlZmZill 
«ima.  como  renU  de  los  dieciocho  m'eseS,  no  como  pSdS  la  Ma?e«       ' 
«ón,  incurra  en  nn  error  de  hecho  notorii  en  la  aprwUdón  de  la  oraeSÍ 
qae  evidencia  laescritara  de  18  de  Enero  de  187»  dum  ^te^Ari^m!^ 
ezpren  qae  el  precio  de  la  venta  j  lo  qae  habla  d¿  «^mÍ??e  t.^^ 

es,  qae  D,  Pedro  Sotos  no  desembolsó  más  qae  600.000  reales  al  oto^w» 
^T"^  "*•■'*•  «o"?P>et«»ente  erróneo  qae  el  preci^dflM  fln^T^ 
atención  al  eoat  se  gradaaba  la  renta  ó  frotos  cívíIm  con8Íatí«í^«i~ 
«mente  en  600.000  reales;  pnes  acontedó  lo  óae  «  oídi^SíTe^Jlte 
«tal  linaje  de  contratos,  ó  sea  qae  del  total  preci"  de  676  000  ret^f» 
aphcaron  76.000  á  «itisfacer  la  i«nta  de  los  dieciocho  mes- de  la  nroirfí 
manera  qae  suelen  cobrarse  anUcipadamente  los  interWen  et  s^S 
prtetamo  nn  qae  por  ello  se  le  ocurra  á  nadie  decir  qulTu  J^üdad  mW 
tada  es  el  líquido  recibido  por  el  deudor  y  no  la  soma  escrltaen  el  dom. 
r„-n;^»"""^?  ^'"^  ?"*»'  ***'»  ««•»í»°»o  «í««  hace  la  wntenci^  no  X 
Í879  «^n^'tk  H?«  v""**'*,"  '•  "q«id«ión  misma  de  »  de  Ootul^rdS 
i»7»  en  la  qne  se  dice  bien  claro  qae  la  cantidad  que.  sesún  convenioa 

!^  hÍ«¿SÍ''-  '^'"""'!?  ""-^  «»»e«yI>.Diego 864.200. que ha¿ñ un 
ÍSS  ÍÍiwV^'i*P'*'!í5?*  '>?•.  '"•  *^*"  8«»'»ri»'nos  se  com¿¿nlan  del  a 
SílvTáS»  «.li*  ^  íí*"""  *  ^**f**~'  P»~  »dvirtiendo  en  seguida  q?e 
«T.í'  ÍS?»^'*'  «»•*'"»'«»  «PÍK  porque  al  liquidar  los  Intereses  d« 
18  por  100  que  se  devengaron  desda  18  de  JuUo  de  1874,  los  regularon  mk 

lOKO  74  ^ 

Digitized  by  CjOOQIC 


40  JVBursuulVOIA  OTVIL 

bro  \09  lUcfaot  gaariamoi  de  320.800  reales  y  864.200,  viéndote  aaí  qn^ 
por  el  10  por  100  en  cnatro  afioa  se  cargan  á  D.  Aqnilino  88.730  reales,  qne^ 
es  cabalmente,  salvo  on  error  de  400  reates  qne  se  observa  en  la  liqoida- 
don,  lo  que  corresponde  en  los  coatro  afios  á  320.800  reales;  y  saoediendo 
otro  tanto  respecto  de  D.  Diego,  pnes  la  liquidación  reputa  que  ios  866.200 
reales  mencionados  son  capital,  como  que  sobre  ellos  se  gira  el  cálculo  de 
intereses,  los  141.680  rs.  que  etí  la  liquidación  se  ven  por  este  concepto,  son 
exactamente  el  10  por  100  en  cuatro  aflos  de  S54.200  n;  y  toda  la  liquidaeión 
demuestra  que  jamás  dudaron  Rniz  ni  Núffes  que  el  capital  debido  á  Sotos 
eran  675.000  r^ales,  como  se  ve  en  la  escritura,  y  no  600.000  solamente, 
como  establece  la  sentencia;  viéndose  claramente  una  vez  desvanecido  el 
error  en  que  incurre  la  sentencia  y  sentado  que  el  precio  de  la  venta,  ó  lo 
que  es  igual,  la  suma  sobre  que  hablan  de  computarse  rentas  ó  intereses» 
montaba  676.000  reales;  que  la  condena  no  ha  debido  limitarse  á  48.888 
pesetas,  sino  extenderse  á  las  62.489  pesetas  demandadas;  de  todo  lo  cnal 
resulta  que  al  apreciar  la  Sala  sentenciadora  la  prueba  relativa  á  la  canti- 
dad debida  i  Sotos  y  reclamada  por  sus  causahabientes,  fallando  -que  no 
excedía  de  la  suma  citada,  incurre  en  un  evidente  error  de  hecho,  demon- 
trable  por  documentos  y  actos  auténticos,  y  por  consiguiente,  que  circuns- 
cribiendo la  condena  á  dicha  suma,  infringe  el  contrato,  que  es  ley  para  la» 
partes,  según  el  cual  la  deuda  importaba  62.480  pesetas ,  observando,  por 
último,  que  este  motivo  se  apoyaba  en  los  números  7.o  y  l.o  del  art.  1092 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  D.  Femando,  D.  Ramón  y  Dofia  María  Eugenia  Núfies 
Robres,  asistida  esta  última  de  su  marido  D.  Salvador  Marín  Barnaevo, 
interpusieron  asimismo  recurso  de  casación,  fundado  en  los  números  l.o, 
2.0  y  7.0  del  citado  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  los  si- 
guientes motivos: 

Primero.  Porque  al  condenar  la  sentencia  á  los  herederos  de  D.  Diego 
Núñez  Robres  al  pago  de  las  rentas,  declarando  á  éste  responsable  solida- 
rio con  D.  Aquilino  Ruis  Monsalve,  en  primer  lugar  comete  error  de  hecho^ 
que  resulta  de  documentos  auténticos,  en  cnanto  extiende  los  efectos  de  la 
fiansa  prestada  por  D.  Diego  para  la  evicción  y  saneamiento  de  la  venta 
con  pacto  de  retro,  y  para  todas  las  reclamaciones  por  razón  de  la  venta» 
á  otra  reclamación  diversa  de  rentas  por  supuesto  arrendamiento  de  laa 
fincas  vendidas,  cuando  en  la  cláusula  6.<^  de  la  escritura  de  18  de  Enero 
de  1878  consta  claramente  que  dicha  fianza  se  limitó  á  la  venta  y  á  las  re- 
clamaciones por  razón  de  ella,  y  cuando  en  los  documentos  y  actos  autén« 
ticos  posteriores,  como  la  liquidación  de  28  de  Octobre  de  1879  entre  Don 
Diego  Núfiez  y  los  herederos  de  D.  Aquilino  Rniz;  la  misma  escritura  de^ 
finiquito  de  cuentas  otorgada  entre  los  herederos  de  Ruiz  y  los  de  Núfiez, 
en  7  de  Abril  de  1884;  el  recibo  de  60.000  reales  que  expidió  Sotos  á  Ruiz, 
y  la  carta  de  D.  Diego  Núfiez  Robres  á  D.  Pedro  Sotos  de  2  de  Febrero  de- 
1880,  no  consta  la  menor  declaración,  obligación  ni  compromiso  de  que 
pueda  inferirse  que  Núfiez  dio  á  su  fianza  solidaria  mayor  extensión  que 
la  que  le  asignó  la  cláusula  6.*  de  la  escritura  en  que  aparece  constituida;, 
en  segundo  lugar,  infringe  la  ley  del  contrato,  y  en  relación  con  éste  la 
ley  1.&,  tft.  l.o,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  puesto  que  la  citada 
cláusula  6.*  de  la  escritura  de  venta  con  pacto  de  retro  limita  expresamente 
la  fianza  solidaría  de  D.  Diego  Núfies  Robres  á  la  evicción  y  saneamiento 
de  aquella  venta  y  á  todas  las  reclamaciones  de  cualquier  cíase  por  rszón 
de  la  misma  que  tuviese  que  hacer  Sotos;  en  tercer  lugar,  desconoce  tam- 
bién é  infringe  la  doctrina  legal  que  define  la  fianza,  como  una  obligación 
accesoria  contraída  en  los  propios  términos  y  extensión  que  la  principal  á 
que  sirve  de  garantía,  coando  no  se  ha  limitado  y  restringido  expresa- 
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B«irta,  poes  en  esto  caso  diuramente  m  infiere  de  tal  doctrina  qae  ea  faersa 
eaiar  «i  limite  y  determinaciÓQ  qoe  ae  haya  pactado;  ballándoae  establecido 
este  principio  en  laa  aentenciaa  de  casación  de  8  de  Marso  de  1862  y  26  de 
Diciembre  de  1881,  toda  vez  que  no  apareciendo  perfeccionado  en  la  es- 
critora de  Tenta  á  retro  el  contrato  de  arrendamiento,  es  evidente  que  no 
poede  admitirse  la  obligación  accesoria  donde  falta  la  principal,  y  aonqne 
se  eonsideraae  celebrado  dicho  contrato  por  la  cláusula  8.%  la  6.»  deter- 
mina de  la  manera  más  expresa  y  clara  qne  las  únicas  obligaciones  á  que 
la  fianza  prestada  sirve  de  garantía,  son  las  de  evicción  y  saneamiento  ám 
la  venta  y  todas  las  demás  de  cualquiera  clase  qne  el  comprador  tnviese 
qoe  exigir  por  razón  de  la  misma;  en  coarto  logar,  el  art  678  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  que  determina  los  medios  de  prueba  de  qne  se  puede 
osar  en  juicio,  sin  incluir  entre  ellos  la  presunción  ni  la  inducción  y  conje- 
tora;  aal  como  la  misma  ley  8.&  del  tít.  14,  Partida  8.&,  que  aunque  admitía 
la  presunción  ó  gran  sospecha^  que  vale  tanto  en  algunas  cosas  como  apro- 
vechamiento de  prueba,  dispone  terminantemente  qne  cen  todo  pleito  non 
debe  ser  cabido  solamente  prueba  de  sefiales  ó  de  sospecha,  fuera  en  aque- 
llas cosas  que  mandan  laa  leyes  de  nuestro  libro,  porque  las  sospechas, 
mochai  negadas,  non  aciertan  con  la  verdad»;  en  quinto  lugar,  la  doctrina 
legal  de  qne  los  Tribunales  no  son  arbitros  de  calificar  de  plena  prueba  lo 
que  no  reconocen  las  leyes  como  tal,  ni  deben  formar  su  criterio  fuera  de 
las  reglas  establecidas  por  el  derecho,  ni  hacer  easo  de  conjetoras,  ni  fallar 
por  presunciones,  como  han  declarado,  entre  otras,  las  sentencias  de  26  de 
Octubre  de  1862,  20  de  Enero  de  1866  y  11  de  Febrero  de  1876;  y  en  sexto, 
la  conocida  doctrina  legal,  de  que  cuando  las  condiciones  estipuladas  en  un 
eohtrato  son  claras  en  su  tenor,  no  hay  necesidad  de  acudir  á  interpreta- 
ciones, que  sólo  autoriza  la  ley  cuando  la  oscuridad  ó  la  doda  las  bagan 
absolutamente  necesarias  para  una  joata  resolución;  doctrina  sentada  en 
aentenciaa  de  15  de  Junio  de  1868,  11  Abril  de  1866  y  8  Febrero  de  1873: 
Sei^ndo.  Porque  ai  incurrir  la  sentencia  en  el  error  y  contrasentido 
jurídico  de  condenar  á  D.  Diego  Kúñez  Robres  como  fiador,  por  estimar 
equivocadamente  que  so  fianza  se  extiende  al  arrendamiento  de  las  fiucas 
vendidas  y  al  pago  de  sus  rentas  ó  pensiones  por  D.  Aquilino  Ruiz  y  sus 
herederos,  y  no  condenar,  sin  embargo,  á  éstoa  como  deudores  principa» 
les  qoe  resoltan  ser  en  la  íupótesis  que  hace  la  sentencia,  y  en  la  opinión 
de  los  demandantes  al  dirigir  so  reclamación  en  primer  término  contra 
•1  D.  Aquilino,  infringe  las  leyes  7.^  y  9.^,  tít  12,  Partida  6.&,  que  disponen 
vsspectivamente  que  más  de  cuanto  es  el  debdor  principal  obligado  non 
ae  poede  obligar  al  fiador,  y  qne  en  el  lugar  seyendo,  aquel  que  fuese 
principal  deudor,  primeramente  á  él  deben  demandar  que  pagoe  lo  que 
debe,  é  non  á  loa  que  entraron  fiadores  por  él;  é  si  por  aventura  non 
ovieaae  el  de  qoe  lo  pagar,  deben  demandar  á  los  fiadores;  pnes  si  bien 
dentro  de  so  objeto,  ya  expuesto  en  el  motivo  anterior,  la  fianza  de  Don 
Diego  Núfies  tiene  el  carácter  de  aolidaria,  y  la  condición  de  que  el  acreor 
dor  pueda  dirigir  sos  accionea  contra  ono  y  otro  de  los  obligadoa  ó  contra 
Goalquiera  de  ellos,  esta  elección  pertenece  en  todo  caso  al  arbitrio  del 
acreedor  y  no  al  del  Tribunal;  y  habiendo  hecho  oso  aqoél  de  lo  qoe  en- 
tiende ser  su  derecho,  reclamando  en  primer  término  la  deoda  á  los  cau- 
aahabientes  de  D.  Aquilino  Ruiz,  la  aentencia  incurre  en  él  citado  error 
legal  de  excluirlos  de  la  condena,  alendo  además  incongruente  con  la  de- 
maada,  toda  vez  que  dentro  del  erróneo  supuesto,  común  á  ésta  y  al  fallo, 
qoe  conaiste  en  declarar  las  pañalones  del  arrendamiento  comprendida^ 
en  la  fianza,  no  podía  ser  congruente  con  la  demanda,  sino  condenando  á 
nooe  y  otros  demandados,  ó  absolviendo  á  todos,  como  procede  por  los  de- 
mÉm  f  andamentos  de  este  lecorso: 


I 


Digitized  by  VjOOQIC 


iS  JÜUVFBUDSVCniL  OKTZIi 

Tercero.  Porque  la  sentencia,  al  deeeatimar  la  tesM  aoatenida  por  los 
recarrentea,  de  qae  no  hnbo  obligación  alguna  por  rasón  de  arrendamiento 
«ntre  D.  Diego  Kúfies  y  D.  Pedro  Sotoe,  ni  hay,  por  tanto,  acción  pan 
qne  loe  heredero!  de  éate  reclamen  á  los  de  aqaól  rentai  ni  interósea,  eam 
en  los  eignientea  errores  é  infracciones:  primero,  en  error  de  hecho  qne  re* 
snlta  de  documento  auténtico  al  suponer  existente  el  contrato  de  arrenda- 
miento en  la  cláusula  8.*  de  la  escritora  de  venta,  cuando  esa  cláusula  so 
umita  á  anunciar  la  celebración  de  tal  contrato,  remitiéndola  á  un  doca* 
mentó  privado  que  después  no  llegó  á  otorgarse;  segundo,  en  error  tam- 
bién de  hecho,  aun  más  notorio  y  demostrado  igualmente  por  documentos 
auténticos,  al  estimar  qne  en  la  cláusula  citada  ó  en  las  referencias  qne  á 
ello  hace  la  escritura  de  finiquito  de  cuentas  de  7  de  Abril  de  1884,  ss 
crean  ó  admiten  obligaciones  directas  por  arrendamiento  ó  pago  de  pen- 
siones, rentas  ó  intereses  á  cargo  de  D.  Diego  Núfies  Bobres  y  á  favor  do 
D.  Pedro  Sotos,  cuando  de  uno  y  otro  documento  resulta  con  toda  eviden> 
ciaque  las  tales  obligaciones  ofrecidas,  celebradas  ó  consentidas,  sólo, 
aún  admitiéndolas,  pudiera  mediar  entre  D.  Pedro  Sotos  y  D.  Aquilino 
Bnis;  tercero,  en  error  de  derecho  con  infracción  de  las  leyes  que  deter- 
minan los  requisitos  esenciales  del  contrato  de  arrendamiento;  ó  sean 
la  3>,  8.»  y  4.^  tlt  8  o  de  la- Partida  6.%  entre  cuyos  requisitos  figuran  ol 
precio  ó  merced  y  el  consentimiento,  ó  bien  el  placer  é  otorgamiento  do 
tunbas  partes  é  á  acierto  tiempo  ó  para  en  su  vida  del  que  recíbela  cosa  á 
loguero  ó  del  que  la  loga;  cuarto,  en  la  infracción  del  principio  de  dere- 
cho de  qae  los  contratos  no  obligan  sino  á  las  partes  que  los  celebran,  ad- 
mitido como  doctrina  legal  en  la  sentencia,  entre  otras,  de  28  de  Novioqs* 
bre  de  1866;  y  quinto,  en  las  mismas  infracciones  alegadas  en  los  luga- 
res 4.0  5.0  y  6.0,  del  primer  motivo,  aplicables  á  la  obligación  que  atríbnye 
la  Sala  sentenciadora  á  D.  Diego  Ñafies  Robres  y  sos  herederos  por  virtud 
de  un  contrato  de  arrendamiento  que  nunca  celebró  con  D.  Pedro  Sotos» 
incurriendo  en  el  propio  error  y  en  interpretadones  igualmente  equivoca 
das  que  al  apreciar  la  extensión  del  de  fianza: 

Guarió.  Porque  al  admitir  la  Sala  como  pactada  una  aubrrogacióa  de 
D.  Diego  Núfiea  en  lugar  de  D.  Aquilino  Boii,  como  deudor  de  D.  Pedro 
Sotos,  por  las  rentas  que,  como  queda  demostrado,  no  debía  Ñafies  á  8o< 
ios,  ni  por  la  fiansa  ni  por  el  supuesto  arrendamiento  ó  préstamo  sobd- 
guíente,  deduciendo  tal  snbrrogación  del  recibo  de  los  60.000  reales  que 
Ruis  entregó  á  Sotos  por  cuenta  de  Núfiez  en  15  de  Enero  de  1877,  de  la 
liquidación  practicada  entre  D.  Diego  Núfies  y  loa  herederos  de  Rola 
en  28  de  Octubre  de  1879,  y  la  escritura  de  finiquito  de  cuentas  entre  los 
herederos  de  Ruis  y  los  de  Núfies  de  7  de  Abril  de  1884,  incurre  en  error 
de  hecho,  que  resulta  con  evidencia  de  los  citados  documentos  auténticos, 
porque  en  ellos  no  consta  semejante  pacto  ni  se  menciona  ninguna  nueva 
obligación  de  Núfies  con  Sotos,  confirmándose,  antes  bien,  como  único  ori- 
gen de  las  cuentas  entre  Ruis  y  Núfies,  el  contrato  de  venta  de  Casa  Alta 
por  aquél  á  éste,  al  que  Sotos  fué  completamente  extrafio,  y  comete  ade- 
más error  de  derecho  al  admitir  la  existencia  de  una  novación  ó  snbrroga- 
ción sin  que  aparesca  el  consentimiento  del  acreedor  ni  del  nuevo  deudor, 
ó  sean  los  dos  requisitos  esendalea  de  tal  acto,  infringiendo  la  ley  15,  tf< 
tnlo  14  de  la  Partida  6.\  en  cuanto  exige  cque  el  debdor  de  otro  debdor 
ó  mañero  en  su  lugar  á  aquel  á  quien  deviesse  la  debda  á  placer  del;  di- 
ciendo abiertamente  el  debdor  que  lo  facía  con  voluntad,  que  el  primero 
fuese  desatado  é  este  debdor  ó  mañero  que  metieron  en  su  lugar  de  nuevo 
qne  fincase  obligado  por  la  debda  ó  el  otro  quito»;  así  como  la  doctrina 
legal  establecida  en  sentencia  de  8  de  Febrero  de  1862  y  12  de  Junio 
de  1867,  que  para  la  novación  de  contrato  por  snbrrogación  de  on  nuevo 
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émiÚQt  «n  lagar  del  primero  ezlgé  el  coneentímiento  del  acreedor  j  todas 
lae  eireanatancias  determinadas  por  la  ley  de  Partida: 

Quinto.  En  cnanto  la  Sala  aentenciadora  desestima  la  excepción  de 
]wgo,  qne  supone  alegada  por  los  recnrrentes  en  el  hecho  de  haber  presen- 
tado en  esto  pleito  el  importante  docamento  privado  de  8  de  Noviembre 
de  1879  y  39  de  Jallo  de  1882,  y  que  de  haberse  interpnesto  implicaría  el 
«econocimiento  de  la  deada,  el  error  de  hecho  en  qne  por  tal  concepto  in- 
earre  y  demaestra  aqnel  mismo  docamento  privado,  y  para  este  efecto  la 
contestación  de  los  recurrentes  á  la  demanda  de  este  pleito,  pues,  según 
resolta  del  hecho  16  de  dicha  contestación,  presentaron  aquel  docamento 
ó  vale  para  jastiflcar  que  el  mismo  D.  Pedro  Sotos  reconocía  en  aquella 
lecha  que  D.  Diego  Núñez  Robres  no  tenía  con  él  otras  cuenttu  que  las  li- 
qoidadas  en  aquel  vale,  que  aceptó  y  tuvo  en  bu  poder  hasta  que  en  38  de 
Jallo  de  1882  lo  recogieron  los  herederos  de  Núfies;  es  decir,  que  no  tenía 
caentas  p«idientes  por  el  arrendamiento: 

Sexto.  Porque  no  existiendo  como  no  existió  ni  aun  entre  Ruis  y  So- 
tos el  contrato  de  arrendamiento,  y  no  podiendo  exigir  legalmento  los 
cansahabientes  de  éste  la  cantidad  qne  reclaman  á  título  de  renta  ó  pen- 
siones, tampoco  la  pueden  pedir  como  intereses;  y  por  tanto  la  sentencia^ 
al  concedérsela,  liquidando  dichos  intereses  á  rasón  de  10  por  100  anual 
desde  18  de  Junio  de  1874  al  18  de  igual  mes  de  1878,  y  de  8  por  100  hasta 
18  de  Enero  de  1880,  con  nuevos  intereses  al  6  por  100  de  la  suma  qne 
liquida  y  capitaliza  por  aquéllos  á  partir  de  la  contestación  á  la  demanda, 
infringe  el  art.  2.o  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1866,  que  declara  nulo  todo 
jMCto  de  interés  del  simple  préstamo  que.no  consta  por  escrito,  y  la  doc- 
trina legal  confirmatoria  de  ese  precepto,  qne  sientan,  entre  otras  senten- 
cias, las  de  80  de  Junio  de  1877  y  3  de  Julio  y  81  de  Diciembre  de  1878, 
pues  DO  consta  qne  D.  Pedro  Sotos  conviniese  por  escrito  el  pago  de  inte 
rases  ni  con  D.  Aquilino  Ruis,  ni  menos  con  D.  Diego  Núfies;  infringiendo 
además  el  art.  7.o  de  la  misma  ley,  según  el  cual  los  intereses  vencidos  y 
DO  pagados  do  pueden  devengar  intereses  durante  el  término  del  contrato 
Di  después,  como  no  se  capitalicen  por  las  partes  y  estipulen  éstas  nuevos 
réditos  sobre  el  aumento  del  capitel,  con  sujeción  al  art.  2.o,  es  decir,  por 
escrito;  hidlándose  confirmado  este  precepto  por  la  sentencia,  entre  otras, 
de  18  de  Enerode  1878; 

Y  séptioio.  Qae  la  sentencia  recurrida  contraviene  la  cosa  juzgada,  in- 
earriendo  en  el  motivo  de  casación  establecido  en  el  núm.  6.o  del  art  1693 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  cnanto  al  resolver  la  misma  Sala 
sentenciadora  la  inhibitoria  que  loa  herederos  de  D.  Aquilino  Ruiz  dedo^ 
jevon  en  el  jaldo  de  desahucio  qae  contra  ellos  interpaso  D.  Pedro  Sotos 
ante  el  Jasgado  monlcipal  de  Casas  Ibáfies,  por  falta  de  pago  de  la  mer- 
ced estipalada  en  la'  cláusula  8.a  de  la  escritura  de  vente  á  retro  de  18  de 
Enero  de  1878,  decidió  la  competencia  del  Juzgado  municipal  de  Chinchi- 
lla, por  no  estimar  existente  el  contrato  de  arrendamiento  en  la  citada  es- 
critora; al  fallar  después  el  Jues  mnnieipsd  de  Chinchilla  el  citado  juicio 
dadesahado  de  las  labores  Alhama  y  Cssa  Alte,  promovido  por  D.  Pedro 
Sotos,  declaró  no  haber  logar  á  él,  condenando  al  demandante  en  todas  las 
«ostsSy  por  no  haber  arrendamiento  pactedo  entre  dichas  partes,  cuya  sen 
tanda  faé  confirmada  por  el  Jaes  de  primera  instendaen  30  de  Marzo  do 
1888;  y  por  último,  en  la  sentenda  de  caaadón  de  9  de  Noviembre  de  1882 
4|«iC  poso  término'  al  pleito  que  siguieron  los  herederos  de  D.  Aquilino 
Bala  con  I>.  Pedro  Sotos,  sobre  cumplimiento  de  la  escritora  de  retrovento 
otorgada  en  18  de  Enero  ó»  1878,  eje  de  todas  las  cuestiones  entre  las 
partes,  conste  qoe  por  la  qae  dictó  la  misma  Sala  de  la  Audienda  de  Al- 
I  «I  4  de  Abril  de  aquel  mismo  año,  fué  condenado  Sotos  á  retroven- 
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der  1m  ciUdM  labores  á  los  herederos  de  Bais,  ood  arreglo  á  las  eondlck»- 
nea  de  aquel  inatramento  público,  recibiendo  el  predo  depositado  y  otor- 
gando la  correspondiente  escritara. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Salvador  Viada: 

OoDSiderandOy  en  cnanto  al  recorso  interpuesto  á  nombre  de  D.  Fede- 
rico Ochando  y  otros,  qne  la  sentencia  recurrida  no  inoorre  eta  el  error  da 
hecho  ni  eo  lai  infracciones  de  ley  y  doctrina  qne  se  InTocan  en  loa  dio- 
ti  vos  primero  y  segundo,  porque  no  desconoce  la  ley  del  contrato  nila  1&, 
tít.  14  de  la  Partida  &.&,  y  la  jurisprudencia  concordante  con  la  miama  en 
materia  de  noyaciónde  obligaciones,  sino  que  apreciando  todoa  los  ele- 
mentos de  prueba  utilizados  por  las  paites  en  el  pleito,  establece  como 
punto  de  hecho  que  entre  D.  AqniiiDO  Ruis  Monsalve  y  D.  Diego  Núfiez 
de  Robres  se  pactó  y  convino  que  el  segundo,  como  principal  intereaado 
en  el  asunto,  se  encargara  directamente  de  abonar  á  D.  Pedro  Sotos  el  pr#^ 
do  estipulado  por  el  arrendamiento  de  las  fincas,  y  que  esto  se  hiao  con 
conocimiento  y  aprobadón  del  propio  acreedor  Sotor,  dn  que  los  docu- 
mentos dtados  por  los  recurrentes  en  apoyo  de  su  tesis  demuestren  dd 
modo  evidente  que  requiere  el  núm.  7.o  del  art  1692  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  que  la  Sala  sentendadora  haya  padecido  equivoeadón  al 
estimar  como  probado  el  referido  hecho  de  la  novación,  puesto  qne  dd 
conjunto  de  todos  ellos  se  deduce  precisamente  lo  contrario,  y  particular- 
mente de  la  demanda  qne  en  1886  entabló  Sotos,  causante  de  los  recurren- 
tes, contra  los  herederos  de  Núfies  Robres,  ezolndvamente  en  reclamadón 
de  laa  misma» rentas  que  se  piden  en  este  pleito,  y  en  la  que  manifestó  que 
nada  demandaba  á  los  herederoa  de  Ruis  Monsdve,  porque  habían  pagado 
loB  Robres  la  parte  que  de  las  rentas  debían  satisfainBr,  y  del  recibo  de  16 
de  Enero  de  1877,  en  que  dicho  Sotos  hace  constar  bajo  su  fl#ma  qué  Don 
Aquilino  Ruis  le  entregaba  00.600  reales  á  nombre  de  Núfiez  de  Robres, 
cantidad  que  dejará  abonada  á  este  último  en  su  cuenta;  de  todo  lo  onal 
despréndese  lógicamente  que  la  expresada  aubrrogadón  de  un  deodor  por 
otro  se  bise  eon  pleno  conocimiento  y  aquiesoenda  del  acreedor,  cual  re- 
quiere la  ley  de  Partida,  que  no  resolta  por  lo  tanto  infringida: 

Oondderando  que  aun  dendo  derto  que  D.  Pedro  Sotos  al  adquirir  laa 
fincas  que  le  vendió  Ruis  desembolsara  aolamente  600.000  reales,  habién- 
dose expresado  categóricamente  en  la  escritura  de  18  de  Enero  de  18TS, 
qne  asi  el  precie  de  la  venta  como  el  qne  habla  do  eondi^narse  para  la  re- 
trocesión en  so  caso,  era  el  de  676.000  realea^  por  haber  convenido  los  con- 
tratantes en  que  á  la  cantidad  entrogada  se  agregaron  para  constituir  él 
precio  total  de  la  venta  los  76.000  reales  importe  del  arrondamiento  do  las 
fincas  concedido  al  propio  vendedor  Rniz  durante  d  afio  y  medio  sefialado 
como  término  del  retracto,  cuya  estipulación  ó  convenio  no  puede  menos 
de  estimarse  perfectamente  Udto  en  deredio,  y  habiendo  eatado  además 
conformes  los  mismos  deodores  en  la  liquidación  de  cuentas  de  33  de  Oc- 
tubro  de  1879,  en  qne  de  dichu  cantidad  total  de  676.000  reales  debían 
computarse  las  rentas  ó  intereses  abonables  á  Sotos,  es  evidente  qne  al  no 
estimarlo  ad  ha  incurrido  la  Sala  sentenciadora  en  error  de  hecho  resol- 
tante de  loa  documentos  auténticos  antes  mencionados: 

Oondderando,  por  lo  que  toca  al  recorso  interpuesto  por  los  herederoa 
de  D.  Diego  Kúfiea  de  Robres,  que  ante  d  texto  de  la  cláusula  3.»  de  la  ea- 
critnra  de  18  de  Enero  de  1878,  en  qne  se  hace  constar  que  hasta  d  tér- 
mino concedido  al  vendedor  Roiz  ó  sus  herederos  para  recuperar  laa  Aneas 
vendidas,  quedarían  éstas  en  so  poder  á  título  de  arrondamiento,  determi- 
nándose lo  respectivo  á  labores  y  mejoras  a2M>nables  y  lo  rdativo  A  ím 
contribndones  y  á  qoién  haMa  de  satisfacerlas,  no  «s  podble  negsr  la 
existencia  dd  referido  contrato  de  arrendamiento^  coyo  precio,  d  bien  so 
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^ijo  en  l&eterilim^ae  te  conaignaríA  en  dooomenta  privado  que  no  Il^gó 
Á  extenderflOy  eonata,  sin  embargo,  qae  hubo  de  fijarse  desde  laego  ver- 
balmente  en  67.600  realea,  y  de  rebajarse  algunos  afios  después  á  46.000, 
demostrándose  todo  ello  por  la  carta  de  D.  Pedro  Sotos,  de  Agosto  de 
1880,  7  la  contestación  de  Robres  á  la  misma  por  la  posesión  por  éste  de 
la  finca,  qne  no  se  ha  justificado  qoe  faera  en  virtud  de  otro  titulo  que  el 
de  arrendamienÍ4>  por  el  amillaramiento  de  aquélla  á  su  nombre,  y  final 
mente,  por  Ja  misma  liquidación  de  oaentas  ya  referida  de  23  de  Octubre 
de  1873,  por  lo  que  es  visto  que  al  deplarar  la  Sala  sentenciadora  la  exis- 
tencia del  expresado  contrato,  no  ha  incurrido  en  los  errores  de  hecho  ni 
cometido  las  infracciones  de  ley  qne  se  alegan  en  ^  motivo  tercero: 

Considerando  qpe  aparte  de  que  por  razón  de  la  novación  del  contrato 
y  consigniente  snbrrogación  de  Buis  Monsalve  por  Núñez  de  Robres,  como 
directamente  obligado  al  pago  de  las  pensiones  que  se  le  reclaman,  carece 
de  importancia  y  eficacia  legal  en  sí  misma  la  cuestión  que  se  suscita  en 
el  primer  motivo  del  recurso,  sobre  si  la  fianza  solidaria  de  Robres  era 
extensiva  al  pago  de  las  rentas  ó  estaba  sólo  limitada  á  la  evicción  y  sa- 
neamiento de  la  venta,  es  lo  cierto  que  al  estimar  lo  primero  la. sentencia 
recurrida  no  incorre  en  error  de  hecho  ni  comete  la  infracción  de  la  ley 
del  contrato  qne  se  sefiala  en  dicho  motivo;  toda  vez  qne  si  bien  hay  que 
atenerse  al  sentido  literal  de  las  cláusulas  de  los  contratos  cuando  sus  tér- 
minos son  daros  y  no  dejan  duda  sobre  la  intención  de  los  contratantes, 
ai  ésta  ofrece  alguna,  debe  atenderse  principalmente  para  aclararla  ó  des- 
vanecerla á  los  actos  de  los  mismos  interesados,  anteriores,  coetáneos  ó 
posteriqres  al  contrato;  y  cumpliendo  la  Sala  con  este  precepto  legal  en 
materia  de  interpretación  de  las  obligaciones,  aprecia  en  conjunto,  combi- 
nándolas entre  ai,  la  escritura  de  1873,  el  recibo  de  los  60.000  reales  en 
(regado  en  1877  á  D.  Pedro  Sotos  á  nombre  y  á  cuenta  de  Robres,  la  liqui- 
dación de  cuenta  de  23  de  Octubre  de  1879  y  los  demás  datos  y  antece 
«lentes  del  pleito  para  formar  su  juicio  sobre  dicho  oarticular,  sin  que 
baste  á  destruirlo  la  mera  refutación  del  sentido  dado  á  la  escritura  de  18 
^  Enero  de  1873,  que,  como  se  ha  dicho,  se  completa  con  los  demás  ele- 
mentos probatorios  tenidos  en  cuenta,  y  qne  no  han  sido,  cual  era  preciso 
para  qne  la  eaaación  pudiera  prosperar  acerca  de  dicho  extremo,  objetó  de 
individual  impugnación  en  este  recurso: 

Considerando  que  declarada  la  subrrogación  del  primitivo  deudor  Ruis 
por  Ñafies  de  Robres  respecto  de  la  obhgaoión  de  pago  de  las  rentas  de 
las  fincas  arrendadas,  no  hay  para  qué  ocuparse  del  cuarto  motivo  de  este 
recamo  sostancialmente  igual  al  primero  y  segundo  del  anterior;  y  qo9,  al 
no  condenar  la  sentencia  á  los  herederos  de  Ruiz,  no  ha  podido  infringir, 
por  eareeec  de  aplicación  al  presente  caso,  las  leyc»  7>  y  9.»,  tit.  12  de  la 
Partida  6.^,, qne  se  iuTocan  en  el  motivo  segundo,  ni  cabe  tampoco  tildar 
aquella  aentancia  de  incongruente,  porque  no  lo  es  indudablemente  la  qne 
difiere  á  parte  de  las  pretensiones  de  la  deuMLnda  que  estima  justas,  y  re- 
chaza las  que  considera  improcedentes: 

Considerando  que  el  error  de  hecho  en  que  se  supone  por  los  herede- 
ros de  Ndfiez  de  Robres  que  incurre  la  sentencia  reclamada,  y  que  á  su 
jnioio  demuestra  el  documento  privado  de  3  de  Noviembre  de  1879,  se 
hace  consistir  en  qne  D.  Pedro  Sotos  reconocía  én  aquella  fecha  que  Ña- 
ues de  Robres  no  tenia  con  él  otras  coentas  que  las  liquidadas  en  el  mis 
no  vale,  é  sea  pu  noteni»  cuentas. pendieniee  por  el  arrendamiento^  y  esta 
«fimaidán,  lajos  de.  demostrar  el  error  de  hecho  alegado,  viene  4  confir- 
mar la  terminante  apreciación  de  la  Sala  de  que  las  cuentas  á  que  aquel 
recibo  «e  lefieis  atan  ouentas  particnlarea  entre  Robres  y  Sotos,  qne  ve- 
.fiían  tenteidoMitoade  187a  por  préstamos  qne  le  hiciera  éste,  y  por  ende 
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eompletfimeiiteajMioi  á  los  arrendamientos  d«  la*  ñnem  ea  eoeflttón;^ 
por  cooBigniente,  quedando  en  pie  por  falta  de  impagnación  oongmente- 
la  referida  apreciación  de  la  Sala,  ea  viste  que  procede  desestimar  tAmbién» 
este  qointo  motivo  del  recurso: 

Considerando  que  al  condenar  la  sentencia  á  los  herederos  ^de  Núfies 
de  Bobres  al  pago  de  los  intereses  al  6  por  100  de  la  cantidad  total  adeu- 
dada, á  contar  desde  la  fecha  de  la  contestación  á  la  demanda,  lo  hace  en  . 
virtud  del  precepto  del  art  8.o  déla  ley  de  14  de  Marco  de  1866,  s^n  el 
enal  todo  deudor  de  cantidad  determinada  eatá  obligado  A  satisfacer  inte- 
reses aunque  no  ae  hayan  pactado,  desde  que  se  constitaye  en  mora,  en 
ouya  situación  se  coloca  el  que  no  defiere  á  la  interpelación  jadidal  de 
pago,  según  reiterada  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  por  lo 
qne  no  han  podido  ser  infringidos  los  artículos  2.®  y  7. o  de  aquella  ley, 
aplicable  á  caeos  distintos  del  de  que  aquí  se  trata: 

Considerando,  finalmente,  que  aun  siendo  cierto  que,  tanto  en  la  sen- 
tencia dictada  en  el  juicio  de  desahucio  de  los  haberes  de  Alham*  y  Casa- 
Alta,  promovido  por  D.  Pedro  Sotos  contra  los  herederos  de  D*  Aquilino 
Knis  Monsalve,  como  en  la  recaída  en  la  cuestión  de  competencia  susci- 
tada con  motivo  de  aquel  juicio,  se  consignara  por  loa  Tribunales  senten- 
ciadores, como  fundamentoa  de  aquellas  resoluciones,  que  no  existia  el 
contrato  de  arrendamiento  en  la  escritura  de  18  de  Enero  d«  1876,  e»  lo 
cierto  tambión  que  para  que  pueda  estimarse  la  excepción  de  cosa  juaga- 
da se  requiere  que  en  el  pleito  fenecido  y  en  el  que  después  ne  promueva 
exista  identidad  de  personas,  cosss  y  acciones;  y  como  en  el  caso  actual 
hay  diversidad,  no  sólo  respecto  de  la  cosa  pedida  y  de  la  acción  ejerci- 
tada, sino  tambión  respecto  de  las  personas,  puesto  que  el  desahucio  se 
siguió  sólo  contra  los  herederos  de  Ruis,  y  este  pleito  se  ha  promovido 
además  contra  los  de  Núfies  de  Bobres,  es  obvio  que  no  puede  existir 
contradicción  entre  aquellas  sentencias  y  la  dictada  en  este  juicio,  y  por 
lo  tanto,  la  recurrida  no  contraviene  la  cosa  juagada,  como  se  alega  én 
el  séptimo  y  último  motivo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de.casación  interpuesto  por  D.  Federico,  Dofta- Josefa,  D.  lAndrés  y  Dofia 
Bosa  Ochando  y  Chumillas  y  D.  Andrés  María  y  D.  Bomán  Ochando  y 
Valora,  por  el  tercer  motivo  en  que  se  funda,  y  no  haber  lugar  en  cuanto 
á  los  demás,  asi  como  tampoco  al  interpuesto  por  D.  Femando,  D.  Ramón 
y  Dofia  María  Eugenia  Núfiez  Bobres,  y  en  consecuencia,  casamos  y  anu- 
lamos la  sentencia  que  en  14  de  Mano  de  1892  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Albacete,  únicamente  en  cuanto  fija  en  43.888  peaetas  y 
83  céntimos  la  cantidad  que  por  rentas  de  las  labores  de  Alhama  y  Casa- 
Alta  desde  el  18  de  Junio  de  1874  á  18  de  Enero  de  1880  deben  abonar 
los  herederos  de  D.  Diego  Núfiez  de  Robres  á  los  de  D.  Pedro  Sotos  Pon- 
ce.-— (Sentencia  publicada  el  6  de  Julio  de  1898,  é  inserta  en  las  Gacetas 
de  17  y  18  de  Noviembre  del  mismo  afio.)  " 


BxouBSO  DS  GASAOiósr  (6  de  JuUo  de  1898).— Sala  prinienu^i>S0fani- 
«itfa  de  Aersderoa.*-Ha  lugar  al  interpuesto  por  Dofia  Luisa  de  Goiri  en 
antes  con  D.  Francisco  y  D.  Gerardo  Yandiola  (Audiencia  de  -Burgos),  y 
sa  nsnelve  .* 

HuB m  eonfmMdad  áhdi$pttmto  en  la  ley  5.^  Hi.3adeía  Pmiida  f.^, 
ÁBMwUíúftüB  del  tcitaMcnto  de^en  sar  tMtcHdidM  llúntnnenie  v  samo  ati€Wtf*j 
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ú  no  ser  que  eomie  cieriámenie  que  la  toluntad  fmeee  otra  dkHnia  de  c<mto^ 
euenan  la$  palabras  que  estuvieren  escritas: 

Que  ks  términos  de  una  elá^fsula  en  que  el  testador  disoné  que^  después 
de  ewmpHdas  todas  sus  mandas,  y  si  sobrase  algún  dinero,  repártase  en  to- 
dos sus  sobrinos,  hijos  de  sus  heruMnos,  para  que  lo  gocen  en  paz  y  con  la 
bendición  de  Dios  y  la  suya,  rectamente  entendidos  y  aplicados,  no  Henen 
ni  pueden  tener  otro  tdcanee  que  reeonocer^dereeho  en  los  nombrados  á  obtener 
H  dinero  mondado  ó  legado,  puesto  que  la  claridad  de  su  redacción  no  autoriza 
ni  permite  suponer  fuera  otra  la  intención,  y  la  palabra  dinero,  en  su  acep- 
ción gramatical  yjuridicay  significa  usualmente  moneda  corriente,  y  nunca 
sm  conjunto  ó  universalidad  de  bienes,  á  menos  que  se  justifique  que  en  el 
país  en  que  se  otorgó  y  ha  de  cumplirse  el  testamento  tenga  tal  sentido  ó  sig- 
nifieadón^ 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Julio  de  1893,  en  el  pleito  eegaida 
en  ei  Juzgado  de  primera  instancia  de  Valmaaeda  y  en  la  Sala  de  lo  civiL 
de  la  Audiencia  de  Burgos  por  Dofia  Luisa  de  Goiri  y  Yandiola,  vecina 
del  Concejo  de  Abanto,  con  D.  Joan  Francisco  y  D.  Gerardo  Yandiola  y 
Goiri,  comerciantes,  vecinos  respectivamente  del  Concejo  de  Sesteo  y  de 
Bilbao,  y  D.  Gnillermo  de  Artabe  y  Fresnedo,  comerciante,  vecino  de  Bil- 
bao, como  marido  de  Dofia  Carolina  Yandiola  y  Goiri,  sobre  declaración 
de  herederos  abintestato  en  parte  de  bienes  de  Dofia  Josefa  de  Goiri,  en 
cnyo  pleito  ha  intervenido  también  el  Ministerio  fiscal;  pendiente  ante 
üos  en  virtud  de  recurso  <le  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto 
por  la  Dofia  Luisa  de  Goiri,  y  en  su  defensa  y  representación  por  el  Li- 
cenciado D.  Augusto  Femándex  Victorio  y  el  Procurador  D.  Ignacio  de 
Santiago  y  Sánches,  y  continuado,  por  fallecimiento  de  la  Dofia  Luisa, 
por  ana  hijas  y  herederas  Dofia  María  y  Dofia  Clotilde  de  Taramona  y 
Ooirí,  en  unión  de  sus  albaceas  testamentarios  D.  Miguel  Urioste  y  Don 
José  María  de  San  Martin,  bajo  la  misma  representación  y  defensa;  no 
habiendo  comparecido  la  parte  recurrida: 

Besnltando  que  Dofia  Josefa  de  Goiri  y  Yandiola  falleció  en  el  Con- 
cejo de  Abanto  en  SO  de  Marso  dé  1891,  bajo  testamento  cerrado,  que  otor- 
gó en  21  de  Noviembre  de  1881,  en  el  que,  después  de  hacer  diferentes 
legados  á  varios  sobrinos  y  otrss  personas,  consistentes  en  metálico,  mue- 
bles, participadiófi  en  minas  y  en  algunos  inmuebles,  estableció  las  dos 
eláosolas  siguientes:  «Quiero,  y  es  mi  voluntad,  que  si  mis  sobrinos  se  ca- 
san y  no  tienen  sucesión,  que  vuelva  todo  á  mi  familia.»  «Quiero  que 
despaés  de  complidas  todas  mis  mandas,  y  si  sobra  algo  de  dinero,  que 
lo  repartan  en  todos  mis  sobrinos,  hijos  de  mis  hermanas,  para  que  lo  go- 
een  en  paa  con  la  bendición  de  Dios  y  la  mía»;  y  después  de  nombrar  al- 
baeeas,  afiadió  que  para  que. ninguna  persona  pudiera  tener  ni  pretender 
otro  ni  más  derecho  que  el  que  le  concedía  este  testamento,  la  excluía^ 
separaba  y  apartabi^de  cualquiera  otro  que  pretendiese,  con  un  palmo  de 
tierra,  una  teja  y  un  árbol,  el  niás  lejano  infructífero,  en  cuanto  á  la  raíz, 
y  oon  un  real  de  84  maravedises  por  lo  que  se  refería  al  mueble,  en  uso 
4e  la  faMiuUad  qne  le  concedía  la  ley  foral  de  aquel  señorío: 

Besnltando  que  eon  dieho  testamento  y  los  demás  dooomentos  que  es- 
timó naoesarioto,  acudió  Dofia  Luisa  de  Goiri  y  Yandiola,  heemana  de  la 
finada  Doña  Josefa,  al  Jusgado  de  primera  instancia  de  Valmaaeda,  ha- 
eieitdo  presente  que  su  citada  hermana  omitió  en  su  testamento  la  cláu- 
.anlade  instilnción  de  .heredero  respecto  á  toda  dase  de  bienes,  excepcióp 
heoba  del  dinero  metálico,  y,  por  tanto,  había  fallecido  abintestato  en 
«oantoá  los  bienes  de  que  no  disposo  expresamente;  y  solicitando,  en  sa 
R,qoe«  previa  U- información  testifical  que  ofrecía,  y  los  de* 
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mi0  trámite!  <|ae  ia  estiíaaran  oportanos,  se  Isdeolaraie  heredera  ttaüoa 
abintestato  de  so  hermana,  respecto  de  los  bienes  expresados; 

Resaltando  qne  el  Joxgado  admitió  I4  Información  ofrecida,  qae  sa 
practicarla  con  citación  flseal,  y  ordenó  la  pnbHcación  de  ediotoa,  coa 
«otras  dilig^cias;  y  después  de  practicadas  y  de  emitido  dictamen  por  al 
Ministerio  fiscal  en  el  sentido  de  que,  no  preaentándeae  dentro  del  tér- 
mino sefialado  en  los  edictos,  alguna  persona  eon  igual  ó  mejor  derecho 
qne  la  Dofia  Lnisa  de  Goiri,  procedía  deeiararia,  sin  perjnicio  de  teroero» 
heredera  abintestato  de  sn  hermana,  en  coMito  á  los  bienes  de  que  no  día 
puso  en  su  testamento,  comparecieron  los  liermanos  D.  Joan  Fraaciaoo, 
D.  Gerardo  y  Dofia  Oarolina  Yandiola  y  Goiri,  hijos  de  la  ya-dihinta  Dofia 
Eulalia  de  Goiri,  hermana  también  de  la  testadora,  pretendiendo  qoa  se 
hiciera  extensiva  á  ellos,  como  representantes  de  su  madre,  la  declaración 
de  herederos  a.bintestato  que  pretendía  su  tía  Dofia  Luisa;  observando, 
sin  embargo,  que  se  reservaban  sostener  la  integridad  de  las  disposicio- 
nes testamentarias  de  Dofia  Josefa,  pues  entendían  qne,  con  arreglo  á 
ellas,  eran  muy  pocos,  ó  aun  ningunos,  los  bienes  de  que  no  disposo: 

Resultando  que  la  representación  de  Dofia  Luisa  de  Goiri,  á  quien  ae 
dio  vista  de  los  autos,  después  de  transcurrido  el  término  de  los  segondoa 
edictos,  impugnó  la  pretensión  de  sus  sobrinos  Yandiola  y  Goiri,  pidiendo 
se  la  declarara  heredera  única  abintestato  de  su  hermana  en  la  parte  ya 
expresada,  por  cnanto  la  ley  8>,  tít.  2  i  del  Fuero  de  Vizcaya,  no  aotofi- 
zaba,  según  la  opinión  de  distinguidos  tratadistas,  el  derecho  de  represen- 
tación, y  asi  se  habla  resuelto  en  otros  casos  que  citaba,  siendo  evidente 
que,  tanto  por  la  vecindad  que  tuvo  la  finada  Dofia  Josefa,  como  por  el 
lugar  de  su  nacimiento,  que  faé  ^n  Julián  de  Musques,  se  hallaba  aoRie* 
ti  da  al  fuero  de  Vizcaya;  y  observó  además  que,  aparte  de  los  bienes  de 
que  no  dispuso  Dofia  Josefa  en  su  testamento,  habían  podido  quedar  ya- 
centes varios  de  los  comprendidos  en  los  legadosi  á  más  de  diferentes  bie- 
nes muebles: 

Resultando  que  los  hermanos  Yandiola  solicitaron  á  so  ves  que  el  Jas- 
gado  se  abstuviera  de  hacer  declaración  alguna  de  heredero  abintestato, 
por  cuanto  en  el  testamento  de  Dofia  Jeeefti  existía  institución  de  heredo^ 
ros  en  el  remanente  de  toda  su  hacienda;  y  que,  en  todo  caso,  se  hiciera 
extensiva  la  declaración  de  herederos  abintestato,  si  llegaba  á  hacerse,  á 
los  tres  alegantes  en  representación  de  su  difunta  madre;  á  cuyo  efecto 
dijeron  que  Dofia  Josefa  tuvo  voluntad  de  disponer  algo  qne  no  f oeaa 
manda,  puesto  que  el  algo  qne  dispone  había  de  tener  logar,  según  ana 
palabras,  dupuéB  de  cun^lidoB  toda»  tas  manda»;  de  donde  se  deducía  qne 
ese  algo,  distinto  de  las  mandas,'  no  podía  ser  otra  cosa  que  la  institucáte 
de  heredero  universal  en  el  remanente/  siendo  á  este  efecto  aplicable  el 
párrafo  final  del  art.  668  del  Código  civil;  que  la  expresión  usada  por  la 
testadora  de  «si  sobrase  algo  de  dinero»,  era  equivalente  á  la  de-si  sobrase 
algo  de  caudal  ó  algunos  bienes,  puesto  que  la  palabra  ünerp  podía  4o* 
marse  eomo  sinónima  >de  caudal  ó  hacienda,  siendo  como  es  el  dinero  el 
-signo  representativo  de  toda  riqueza;  que  aparte  de  esto,  era  incuestiena- 
ble  que  los  sobrinos  en  Vikcaya  tienen  derecho  á  concurrir  per  repressn* 
tación  de  sus  padres  á  la  sucesión  intestada  de  los  hermanos- de  éstos,  en 
concurrencia  con  otros  hermanos;  pues  si  bien  dentro  de  laa  presorificio- 
nes  especiales  del  fuero  de  Vizcaya  no  había  una  que  estatuyera  ni  regó 
fara  el  derecho  de  representación  en  ninguna  línea,  esto  no  quería  decir 
4ue  tal  derecho  ño  existiera  en  las  ooncesiOBes  intestada*. derViscaya» 
pues  si  así  fuese,  se  daria  el  absurdo  de  tener  qne  eacsluir  á  toé  aietoa  de 
la  sucesión  intestada  de  los  abuelos  siempre  que  éstos  tuvieran  algún  otra 
hijo  vivo;  y  que,  por  tanto,  había  qne  reoonocer  qne  la  iórmaia  par  «» 
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ftwto  y  ordm,  «mpleada  en  la  lej  8.*,  tik  21  del  Faeró»  con  ralacSén  á  «^ 
maioomén  üiímUcU,  «•(  en  linea  recta  como  en  la  colateral,  no  «xeloía  el 
derecho  de  irepreaentaeidn  en  ninguna  de  las  doa  líneas,  y  era  fénnnia 

rí  indicaba  el  orden  general  de  anceder,  aiendo  preciso  aaplirao  falla 
eapecifícaeión  coa  las  reglas  del  derecho  general  del  Beino,  como  decia 
la  1^  8>,  tít.  86  del  mismo  Inero: 

Beaoltando  qne  el  Ministerio  fiscal  emitió  dictamen  proponiendo  al 
Josgado  se  absfeQviem  de  hacer  la  declaración  de  heredera  abinteetato  so- 
lidteda  por  Dolía  Luisa  de  Goiri,  por  cnanto  en  el  testamento  de  Dolía 
Josefa  existía  institución  de  heredero,  y  en  el  caso  de  no  estimarlo  así,  ae 
dedaiara  única  heredera  abinteetato  á  la  Dofia  Luisa,  porqne  la  eocesióa 
de  qne  se  trataba  tenía  que  reguliórse  por  el  fuero  de  Viscaya,  y  la  ley  S.% 
tít  21,  no  autoriiaba  el  derecho  de  representación  en  la  línea  colateral: 

Beimltando  que  celebrada  la  junta  prevenida  en  el  art.'904  de  la  ley  da 
Enjuiciamiento  ci¥il,  dictó  sentencia  el  Juzgado,  que  fué  después  revocada 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  en  la  que  dictó  en  22  da 
Junio  de  1892,  declarando  qne  Dofia  Josefa  de  Goiri  y  Yandiola^  en  so 
testamento  cerrado  de  29  de  Noviembre  de  1881,  dispuso  de  la  totalidad 
de  sua  bienes  de  toda  especie,  instituyendo  por  sus  herederos  universalea 
en  el  remanente  que  quedase  de  ellos,  después  de  cumplidas  todas  sua 
mandas,  á  sus  sobrinos,  hijos  de  sus  hermanas,  y  que  no  halMendo  H\\9- 
cido  intestada,  por  consiguiente,  respecto  á  ninguna  parte  de  su  herencia, 
no  había  lugar  á  la  dedaradón  de  heredera  legítima  pretendida  por  sa 
hermana  Dofia  Luisa,  ni  á  tal  dedaradón  en  favor  de  ninguna  otra  per- 
sema,  ni  á  la  oontinuadón  de  este  juicio  de  abinteetato,  ain  hacer  especial 
condenación  de  las  costas  de  ambas  iostandas: 

Resultando  que  Dofia  Luisa  de  Ooiri  y  Yandiola  interpuso  recurso  de 
€ssación,^ue  por  su  fallecimiento  posterior  han  continuado  sus  testamen- 
tarioa  D.  Miguel  de  Urioste  y  D.  José  María  de  San  Martín,  en  unión  de 
sos  herederas  Dofia  María  y  Dofia  Olotilde  de  Taramona  y  Goiri,  fundado 
en  loa  casos  L^  y  7.o  del  art.  1692  de  ia  ley  de  Enjuiciamiento  dvil»  y  «le- 
gando en  su  apoyo: 

Primero.  La  infraodón  del  art.  676  del  Código  dvil,  que  inspirándose 
en  la  ley  6.^,  tlt.  83,  Partida  7.^,  y  doctrina  establedda  de  antígnopor  la 
jnrisprudeada  de  este  Tribunal  Supremo,  dice  qne  toda  dispodción  testa 
mentarla  deberá  entenderse  en  el  sentido  literal  de  sus  palabras,  á  no  ser 
qne  aparesea  elaramMite  que  fué  otra  la  voluntad  del  testador,  por  cuanto 
si  en  la  palabra  wandúy  usada  por  la  testadora  Dofia  Josefa  Qoiñ  en  cnaa- 
toa  legados  instituyó,  no  pueden  comprenderse  más  que  bienes  coneretoa 
y  defeerminadoa,  y  en  la  de  dinero  sólo  el  metálico,  pero  nunca  loe  mue- 
bles, y  jamáa  loa  inmuebles  ó  raicea,  es  lo  derto  que  no  disposo  de  loa 
muebles  y  raíces  que  no  inéndona  en  su  testamento,  ni  tampoco  de  la  parte 
qne  le  eorrBSpondia  como  condómina  de  nueve  casas  en  Sestaof  peiiene- 
dente  al  infansooiado  de  yiscaya,  ni  dé  la  mitad  de  una  cana  que  tenia  en 
flan  Pedro  Abanto,  cuyos  bienes  laíces,  por  valor  de  68.500  pesetea,  ad- 
quirió  con  posterioridad  á  la  fedia  del  testamento;  siendo  además  dete- 
ner en  cuenta  que,  hafaieodo  ialleddo  mM>  de  los  legatarios  antea  que  la 
Dofia  Josefa,  salegado,  condstmite  en  bienes  raíoes  sitos  en  OoroetÍBa, 
i  mino  también  de  Viscaya^  ha  venido  á  engroaar  elaámero  de  bieaeada 
<  le  no  dispuso  al  testar,  ya  qne  habiendo  ddo  Uamados  loe  legatarios  para 
^  e  anesdieran  en  cosas  concretas  y  determinadas,  á  titule  siifgalar,  por 
t  :ito,  eo&aeparaeióa  y  especial  dedgaaeión  de  partes,  no  existe  entre 
i  M  el  derediede  acrecer,  y  por  tanto,  aparedendo  daré  de  la  letra  y 
i  lírita  del  testamento  quela  testadora  legó  distintos  bienes  á  sus  aobri> 
1  a,  algunos  de  éatoa  hijos  de  la  Esenrrents,  ordenando  que  sólo  se  lepar- 
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Üeran  el  diiMfo  aobratite,  aln  disponer  nada  de  otroe-Menee^  ittaéblee  y 
vaieee  qoe  tenía  entonoea,  y  de  loe  que  adquirió  déipnáe,  al  interprétala* 
•n  la  eeolenola  )o  qae  no  necesita  interpretación,  para  negar  á  )a  reca- 
nreute  el  derecho  á  aer  declarada  heredera  abinteetato  de  au  hermana  e& 
Km  mnéblea  y  raíeea-  de  qne  no  diapnao,  comete  error  de  hecho  qae  ae  de- 
riva del  propio  Iteatamento,  qae  viene  á  deacónocer  con  evidente  equivo- 
«Máón,  é  infringe  loa  teztoa  y  doctrinaa  legaiea  citados:    ; 

Segando.  Qoe  infringe  también  dichoa  textoa  y  doctrinaa,  porqae  aai» 
suponiendo  qne  el  aentido  literal  de  laa  pakibraa  contauidaa  en  el  teata- 
ueuto  oírecieae  dada,  interpretando  an  contexto  con  arreglo  á  loa  máa  pa- 
roa  principioa  de  hermenéutica  legal,  ae  ve  qae  la  volantad  de  ia  testa- 
dora fné  dejar  á  sa  hermana  el  reato  de  los  bienes,  muy  principalmente 
los  raices,  excepción  hecha  del  dinero,  ó  qae  por  !o  menos  no  dtsposo  da 
todos  ellos,  tonaintiendo  qne  loa  heredara  aa  hermana  «orno  heredera  la- 
stima, poea  en  primer  término,  la  palabra  dinero,  empleada  en  el  testa- 
mento, no  tiene  ni  en  éste  ni  en  el  lenguaje  la  significación  que  le  atri^ 
boye  la  Sala  aentenciadora,  significando  caudal  sólo  cuando  ae  dice  de  no 
individno  que  ea  hombre  de  dinero,  aegún  lo  consigna  la  última  edición 
del  Diocionario  de  la  Academia  Eapafiola,  caao  diametralmente 'distinto  6 
incongruente  con  el  en  que  la  usó  Dofia  Josefa  de  Ooirí;  además  de  qne» 
al  reconocer  la  Sala  sentenciadora  que  dicha  palabra  tiene  infinidad  de 
acepciones,  y  creer  luego  qoe  la  testadora  quiso  significar  que  en  ella  com- 
prendía todos  sus  bienes,  hacienda  y  caudal,  hace  supuesto  de  la  cuestión, 
porqae  tal  vez  no  estuviese  en  el  ánimo  de  aquélla  emplearla  en  esa  acep- 
aón,  y  sí  en  la  de  moneda  corriente,  moneda  de  cobre,  qae  realmente  le 
dan  las  11  primeras  ediciones  del  Diccionario  de  la  Lengua,  sin  hacerla  si- 
nónima de  caudal  ó  hacienda;  además  de  lo  qoe,  tratándose  de  litigios,  la 
significación  jurídica  está  sobre  la  gramatical  ó  social,  y  en  los  Dicciona- 
tíos  de  derecho  y  en  las  leyes  sólo  se  da  á  la  palabra  ém^ro  el  significado 
de  moneda  ó  metal,  viéndose  en  el  Diccionario  de  Sscrich  que  sólo  se  em- 
plea como  representativa  de  moneda  corriente,  de  dar  ó  tomar  dinero  á  inte- 
rés, etc.,  y  nunca  significando  bienes  muebles,  y  mucho  menos  inmaebies; 
y  entendiéndola  del  mismo  modo  los  Códigos  penal  ojlvii  ly  vigentes,  pues 
an  loaarta.  648,  núm.  6.odel  primero,  y  1196,  lSd7, 1371,  1806, 1446,  1446, 
17M  y  1768  del  segundo,  se  menciona  la  palabra  dinero  refiriéndola  á  me- 
tal amonedado,  sin  afiadirle  ni  el  adjetivo  efectivo  ni  la  palabra  metálico, 
qoe  la  Sala  sentenciadora  entiende  con  error  que  debe  afiadírsele,  invo- 
cando la  ley  de  Enjuiciamiento,  anterior  en  fecha  al  Código  civil;  adomáa 
de  lo  qoe  observaba  para  significar  moneda  corriente  que  en  el  art.  884 
de  éste  se  eanmeran  los  bienes  inmuebles,  y  no  se  comprende  en  ellos  el 
dinero;  en  el  párrafo  segundo  del  346  se  dice:  «Caando  se  ose  tan  sólo  la. 
palabra  maebles,-no  se  entenderá  oomprendido  el* dinero»,  sin  adjetivarlo 
tampoeo  el  1170  en  su  párrafo  primero  al  hablar  d^  pago  de  las  deudas 
de  dinero,  refiriéndolo  á  ia  moneda  corriente;  y  en  el  847  se  expresa  qoe 
en  la  taansmisión  de  moebleaé  inmuebles  hechaen  ventar  donación  ó  le- 
9Mk>,  no  se  entenderá  eompsendido  el  metálico  ó  diaero,  declarando,  por 
eonaecneneia,  implícitamente  qne  cnañdo  Se  transmita  metalieo  ó  dinero 
uo  se  entenderán  comprendidos  muebles  é  inmuebles,  eon  lo  eaid  distia- 
goe  sia  GonfoadirlosE,  como  Jo  hace  la  sentencia^  el  sig^nificado,  alcance  y 
valor  de  las  .palabras  dinero,  muebles  é  inmaebies;  y  como  además  es  an 
axioma  de  faeamenéutica  legal  que  cmmdo  una  palabra  tenga  dos  ó  más 
stgniAoaciones  se  desechará  la  qm  coadusca^ai  absurdo,  y  condoce  al  ab> 
asado  suponer  que  la  palabra  dinero  signifique  mndl>les  y  raíces,  debía 
eatooderse  aquélla  como  moneda  ó  metálico,  única  signifiesdón  racional,. 
aiesMio  evidente^  dadas  tales  düexeneias,  qne  la  testadora,  al  dejar  á  sna 
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«obrinos  legatnrioe  el  dinero  qne  aobraae,  no  pudo  ni  qaiso  comprender 
ios  bienee  muebles  y  raices  que  no  menciona,  ni  los  que  adquirió  con  pos- 
tcrtoridad«  como  lo  prueba,  á  mayor  abundamiento,  el  que  emplea  luego 
la  palabra  bienes,  y  distingue  perfectamente  la  raíz  y  el  mueble  al  ezctuir 
y  apartar  al  qne  pida  más  de  aquello  á  que  tenga  derecho;  y  que  asimiemo 
fué  so  voluntad  dejar  á  la  recurrente  heredera  legítima  de  la  parto  que  no 
dispuso,  sin  que  sirva  alegar  en  contrario,  como  lo  hace  la  Sala  seutenri»^ 
dora,  que  biso  de  ella  especial  preterición,  tanto  porque  la  frase  cpara  qa# 
lo  gocen  en  paz  con  la  bendición  de  Dios  y  la  mía»,  es  usada  también  en 
las  institncáones  á  título  singular,  cuanto  porque  este  Tribunal  Supremo^ 
en  sentencia  de  34  de  Enero  de  1870,  entre  otras  cosas,  tiene  declarado 
que  la  preterición  no  consiste  en  qne  el  testador  deje  de  mencionar  á  la 
perscma  ó  personas  llamadas  por  la  ley  á  la  sucesión  intestada  del  mismo: 
además  deque  el  haber  instituido  legatario  bajo  la  palabra  «mando»,  y 
dispuesto  que  fallecidos  éstos  sin  sucesión,  volviera  todo  lo  legado  á  su 
luntlia,  esto  es,  á  so  hermana  la  recurrente,  única  persona  existenuí  do 
la  misma,  cuando  pudo  ordenar  que  lo  mueble  pasase  á  eztrafios,  derniK^s- 
tra  qne,  lejos  de  haberla  postergado,  la  tenía  presente;  por  todo  lo  qoe,  ai 
interpretar  la  sentencia  en  el  sentido  en  que  lo  hace  la  palabra  áünero,  y 
en  general  el  testamento  todo,  negando  á  la  recurrente  que  sea  heredem 
ahintestato  de  su  hermana  en  aquello  de  que  no  dispuso  expresamente, 
comete  error  de  derecho  en  la  apreciación  del  mismo  testamento,  que  eoos- 
títuye  un  medio  de  prueba,  infringiendo,  por  tal  concepto,  la  doctrina  y 
ios  textos  invocados  en  este  motivo: 

Tercero.  Que  resultaba  también  infringido  el  art.  668  del  Oódigo  clvi!, 
^ue  dice  qoe  la  sucesión  se  defiere  por  voluntad  del  hombre,  munifeatada 
en  testamento;  que  á  falta  de  éste,  por  disposición  de  la  ley,  expresando 
en  su  párrafo  tercero  qoe  la  sucesión  podrá  deferirse  en  una  parte  por  vo- 
luntad del  hombre,  y  en  otra  por  disposición  de  la  ley,  principios 
t<m>adoo  de  la  ley  1.*,  tit.  18,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  aan- 
etoaados  por  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  declarativa  de 
que  la  voluntad  del  testador  expresa  ó  presunta  es  ley  en  la  materia,  qoe 
aparecían  igualmente  infringidas,  toda  vez  que  la  Sala  sentenciadora  no 
«stinu  que  Dofia  Josefa  Goiri  depuso  en  su  testamento  de  parte  de  en 
herencia,  distribuyéndola  en  legados  entre  sus  sobrinos,  algunos  hijos  ds 
It  recurrente,  dejándoles  el  dinero  sobrante,  sin  instituir  heredero  ni  dis- 
poner nada  de  otros  bienes  muebles  y  raíces,  con  lo  cual  fué  su  voluntad 
presunta  qoe  sucediera  en  ellos  su  hermana,  heredera  legitima,  falleciendo 
tstestada  respecto  á  los  mismosc 

Coarto.  Que  por  los  conceptos  ya  expresados  en  los  motivos  anteriores^ 
la  sentencia  infringe  asimismo  los  artículos  912  y  764  del  Código  civil,  el 
primero  de  los  quo  declara  que  la  sucesión  legitima  tiene  lusar;  segnndt^ 
cuando  el  testamento  no  contiene  institución  de  heredero  en  todo  ó  en 
parte  de  los  bienes,  ó  no  dispone  de  todos  los  qoe  corresponden  al  testn- 
áor;  en  cuyo  easo  la  sucesión  legítima  tendrá  lugar  solamente  respecto  ds 
les  bienes  de  que  no  hnbiere  dispuesto;  disponiendo  el  segundo  qno  el 
testamento  seca  válido  aunque  no  contenga  institución  de  heredero  ó  ésta 
ño  comprenda  la  totalidad  de  los  bienes,  en  cuyos  casos  se  cumplirán  las 
disposidones  testamentarias  hechas  con  arreglo  á  las  leyes,  y  el  remanents 
<)e  los  bienes  posará  á  los  herederos  legítimos;  artículos  aplicables  á  ests 
pleito,  porque  no  disponiendo  nada  el  Fuero  de  Vizcaya  sobre  los  pantos 
que  resuelven;  vienen  á  llenar  esta  omisión  por  ordenarlo  así  el  ari.  12  dsl 
CMligo  eivil  supletorio  para  las  legislaciones  foraler. 

Quinto.  Que  hallándose  -informado  todo  el  Fuero  de  Vizcaya  tti  el 
I  rineii^  de  troneslidad,  hasta  tal  ponto  qoe  la  ley  10,  tít.  SI  del  i 
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dtepone  que  d«  1*  ndz  no  pueda  miiBdar  el  testador  por  sa  alma  más  qnm 
el  qainto,  y  ai  hay  maeblee  qae  mootaren  la  qainta  parte  de  ila  raía,  ni 
esto;  y  habiendo  fallecido  la  testadora  sin  descendientes  ni  ascendientes  y 
san  instítnir  herederos,  por  lo  menos  en  bienes  que,  cnal  los  muebles,  y 
•obre  todo  los  raices,  no  paeden  comprenderse  bajo  la  palabra  -dinero^  wl 
no  declarar  la  sentencia  única  heredera  ablntestato  de  Dofia  Josefa  en  la 
porción  de  inmuebles  de  que  no  dispuso  á  la  recurrente  como  pariente 
más  próx.imo  y  tronquero,  por  serlo  de  la  linea  de  donde  procedían  dichos 
bienes,  tanto  más,  cuanto  que  hasta  lo  comprado  es  troncal,  con  arreglo  4 
la  ley  16,  tit  20  del  Fuero,  infringe  notoriamente  la  14  del  mismo  títnlo 
de  dicho  Fuero,  qne  dice  que  á  falta  de  los  tales  descendientes  y  aacen> 
dientes  legítimos  pueda  disponer  de  todo  el  inmueble  á  su  yohintad,  reser- 
vando la  raía  para  los  profincos  tronqueros ,  ó  sea  para  los  pariente» 
cercanos  de  la  finca  de  donde  los  expresados  bienes  procedan,  según  la 
ley  8.A,  tít.  21  del  mismo  Fuero,  igualmente  infringida,  así  como  la  doctrina 
de  este  Tribunal  Supremo,  que  confirma  estos  principios,  establecidos,  entare 
4>tras  sentenciaa,  en  la  de  26  de  Abril  de  1868,  siendo  evidente  que  el 
Faero  de  Vizcaya  rige  respecto  á  la  cuestión  ventilada  en  el  pleito,  porqne 
el  art  12  del  Código  civil  'ha  respetado  el  derecho  íoral  de  las  provincias 
y  territorios  que  lo  tienen,  inspirándose  en  la  doctrina  establecida  por 
este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  26  de  Enero  de  1876,  y  en  otras, 
y  porque  el  último  párrafo  del  art.  10  del  mismo  Código  dispone  que  los 
viscaínos,  aunque  residan  en  las  villas,  seguirán  sometidos,  en  cnanto  A 
los  bienes  que  posean  en  la  tierra  llana,  á  la  ley  15,  tít.  20  de  aquel  Fuero,, 
que  manda  atenerse  al  mismo,  y  por  tanto,  habiendo  nacido  la  testador», 
so  territorio  de  Vizcaya,  y  estando  aitos  en  él  todos  los  bienes  imiees 
rsUdos  á  su  óbito,  no  tenía  facultad  para  disponer  de  ellos  sino  con  arre- 
glo á  su  fuero  que  la  misma  menciona  en  el  testamento,  según  lo  habift 
declarado  ya  anteriormente  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo, 
OOB  especialidad  en  la  sentencia  de  8  de  Julio  de  1874; 

Y  sexto.  Que  se  infringe,  por  último,  la  ley  8>,  tít  21  del  repetido 
Fuero  de  Viecaya,  según  la  que  en  las  sucesiones  intestadas,  á  falta  de 
descendientes  y  ascendientes,  suceden  los  parientes  más  profincos  ó  cor- 
eanos de  la  linea  de  donde  dependen  los  tales  bienes  raíces  por  su  orden 
y  grado,  coyas  últimas  palabras  demuestran  que  en  cuanto  á  lo  inmueble, 
no  existe  en  la  línea  colateral  derecho  de  representación  en  aquella  legis* 
ladón  troncal,  según  lo  reconocen  los  tratadistas  y  lo  estimó  el  Ministerio 
fiscal  en  la  primera  instancia,  habiéndose  incurrido  en  esta  infracción,  en 
cnanto  la  sentencia  prescinde  en  absoluto  de  Dofia  Luisa  de  Goiri  y  no  la 
declara  heredera  ablntestato  de  su  hermana  en  los  términos  que  debía 
haberlo  hecho,  esto  es,  de  lo  mueble,  conjuntamente  con  rius  sobrinos,  y 
¿nica  de  la  raíz. 

Viato,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Estanislao  R.  Villarejo: 
Considerando  que  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  la  ley  6.*,  tít.  8^ 
4»  la  Partida  7>,  las  palabras  del  testamento  deben  ser  entendidas  llana- 
mente y  como  aoenan,  á  no  ser  qne  conste  ciertamente  que  la  voluntad 
fsese  otra  que  no  como  suenan  las  palabras  qne  están  escritas: 

Considerando  que  la  clánaula  del  teststamento  de  Dofia  Josefa  de  Goiri 
y  Yandiola,  <qui«ro  qne  después  de  cumplidas  todas  mis  mandas,  y  si  so- 
bra algo  de  dinero,  lo  repartan  en  todos  mis  sobrinos,  hijos  de  mis  herma- 
nas, para  que  lo  gocen  en  paz  y  con  la  bendidóo  de  Dios  y  la  mía»,  recta- 
mente entendida  y  aplicada,  no  tiene  ni  puede  tener  otro  alcance  que  re- 
conocer en  los  nombrados  derecho  á  obtener  el  dinero  mandado  ó  legado, 
pnssto  que  la  claridad  de  su  redacción,  lo  mismo  que  la  de  las  anteriores 
Hássnlss  en  qne  la  testadora  hizo  varias  mandas  ó  legados,  alo  autoriza  ni 
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liermlte  mipon^r  fuera  otra  la  intención  de  aquélla»  y  la  palabra  cdinero»^ 
eo  st»  acepeión  gramatical  y  joridica,  ngnifiea  usaalmente  cmoneda  corrien- 
te» 7  nunca  un  conjunto  ó  nniTeraalidad  de  bienea,  á  menos  qaeaejasti ñ- 
^06  que  en  el  paia  en  qne  ee  otorgó  y  ha  de  cnmpliree  el  testamento  tenga 
tal  sentido  ó  significado,  lo  cnal  no  sacede  en  el  presente  caso,  en  que  no 
se  ha  demostrado  ni  intentado  siquiera  demcistrarlo;  por  tanto,  al  decla- 
rar la  Bala  sentenciadora  que  Ja  Dofia  Josefa  de  Goiri  Yandiola  dispuso  en 
sa  testamento  de  la  totalidad  de  sus  bienes,  instituyendo  por  herederos» 
universales  en  el  remanente  que  quedase  de  ellos,  después  de  cumplida» 
todas  sos  mandas,  á  sos  sobrinos,  hijos  de  sus  hermanas,  y  que  no  habien- 
do fallecido  intestada  respecto  á  ninguna  parte  de  su  herencia,  no  ha  lu- 
gar ¿  la  declaración  de  heredera  legítima  pretendida  por  su  hermana  Dofia 
Luisa,  ni  á  tal  declaración  en  favor  de  ninguna  persona,  ni  á  la  continua- 
ción del  juicio  de  abintestato,  es  evidente  que  se  han  cometido  en  la  sen- 
tencia los  errores  de  hecho  y  de  derecho  citados  en  los  motivos  primero  y 
segundo  del  recurso,  y  las  infracciones  alegadas  en  los  tercero  y  cuarto; 

Considerando,  finalmente,  que  prosperando  algunos  motivos  que  resuel- 
ven esencialmente  la  cuestión  debatida,  se  hace  innecesario  ocuparse  de 
loa  otros  expuestos  en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso  do 
casación  interpuesto  por  Dofia  Luisa  de  Goiri  y  Yandiola,  y  continuado 
por  su  fallecimiento  por  sus  testamentarios  y  herederos,  y  en  su  consecneu- 
cía  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  22  de  Junio  de  1892  dictó  la 
Bala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos.— (Sentencia  publicada  el  6  de 
Julio  de  1898,  é  inserta  en  las  Gacetaa  de  18  y  22  de  Novi^nbre  del  mis- 
mo alio.) 


8 

BXCIJBSO  DS  GABAOfÓN  EN  ASUNTO  DB  ÜLTBAMAB  (6  de  JuÜO  de  1893).. 

>-8ala  primera.  Nulidad  de  un  juicio  ejecutiw.—'S^o  ha  lugar  al  inter- 
pnesto  por  Dofia  Rosalía  Gómea  y  otro,  en  autos  con  D.  José  Fernándea  y 
Blanco  Pérez  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Queegunprmeipio  Ugal  inooncuBo  que  nadie  puede  ser  condenado  sin 
haber  sido  oído  en  el  juicio  oportuno  ó  citado  al  fnenos  con  arreglo  á  derecho; 
y  rectamente  entendido  dicho  principio,  no  puede  menos  de  reconocerse  ¿ere- 
€ho  incontrovertible  para  entablar  la  accián  de  nulidad  del  juicio  al  ejecutado 
que,  no  habiendo  sido  citado  debidamente,  compareció  en  el  juicio  cuando^por 
estar  yaenlaviade  apremio,  éste  no  podía  oponerse  al  mismo,  y  al  compare- 
cer en  dicho  estado  protestó  entablar  y  hacer  %i8odelas  acciones  que  le  corres- 
pondieran. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Julio  de  1893,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro  de  la  ciu- 
dad de  la  Habana  y  en  la  fiala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territorio, 
por  D.  José  Feniándea  Blanco  y  Ferez  con  Dofia  Rosalía  Gómez  y  Santos 
fioárea  de  Arnaud,  propietarioa,  vecinos  de  la  Habana,  sobre  nulidad  de 
on  juicio  ejeontivo;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infraccióit  de  ley,  interpuesto  por  la  demandada,  y  en  su  defensa  y  re- 
presentación por  el  Licenciado  D.  Francisco  Silvela  y  el  Procurador  Doi^ 
Celestino  Armifián;  habiéndolo  estado  la  parte  recurrida  por  el  Letrado 
D.  Francisco  Lastres  y  el  Procurador  D.  Juan  Hernández  Baura: 

Besoltaado  que  con  una  eertificadóo  expedida  por  el  Registrador  de  la 
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propiedad  de  MsUmiM,  eon  fecha  7  de  Febrero  de  1887,  expreaiTa  de 
qae  el  ingenio  de  fabricar  acucar  titulado  San  Lnia,  aUaa  Bolvia,  apaveefa 
en  loa  Hbroa  aer  de  la  propiedad  de  loe  Srea.  Chacón  y  D.  Joaé  Femándea 
Blanco,  ae  dedojo  por  Dofia  Roaalia  Gómei  y  Santos  Saárez,  repreaentada 
por  BQ  marido  D.  Leopoldo  Amand,  en  26  de  Enero  de  1888,  ante  el  Joa» 
gado  de  primera  inatancia  del  antiguo  diatrito  de  Gaadalope  de  la  Ha- 
bana, hoy  del  Centro,  demanda  ejecntiva  contra  loa  indicados  aeftorea 
Chacón  y  D.  José  Femándea  Blanco,  por  la  cantidad  de  438  pesoa  80  cen- 
tavoa  en  oro,  importe  de  loa  réditoa  debidoa  de  un  cenao  constituido  sobre 
el  citado  ingenio,  apareciendo  de  teatimonio  traido  á  eate  pleito,  durante 
el  término  de  prueba  de  diTersos  particnlarea  de  dichoa  autos  ejecntívoac 
que  no  constaba  que  con  la  demanda  ejecutiva  sq  presentara  copia  alguna 
de  ella  y  de  loa  documentos  que  se  acompafiaron;  que  la  ejecución  ae  man- 
dó despachar  por  auto  de  28  de  Febrero  de  aquel  afio  1888,  contra  loa  bie- 
nes de  todos  los  demandados,  y  habiendo  solicitado  la  parte  ejecutante 
que,  alendo  desconocido  el  domicilio  y  paradero  de  los  deudores,  procedía 
el  embargo  de  sus  bienes  sin  necesidad  de  previo  requerimiento,  en  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  los  artículoa  1442  y  1458  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  accedió  el  Juzgado  á  que  ae  practicara  el  embargo  del  ingenio  San 
Luis,  no  existiendo  en  autos  diligencia  en  que  ae  hiciera  coratar  la  prác- 
tica de  dicho  embargo,  y  diciéndose  sólo  por  nota,  que  se  habian  librado 
los  edictos  para  hacer  en  un  aolo  acto  el  requerimiento  de  pago  y  citadóa 
de  remate  á  los  deudores,  cuyos  edictos  estaban  poblicadoa  en  la  Oaeeia  y 
Boletín  oficial  de  la  Habana;  que  de  dicho  embargo  no  llegó  á  hacerse  ano- 
tación preventiva  en  el  Registro  de  la  propiedad;  que  á  instancia  de  la 
parte  ejecutante  fueron  declaradoa  los  deudores  en  rebeldía,  dictándose 
sentencia  de  remate  con  sólo  la  citación  de  aquélla  en  9  de  Julio  del  miamo 
afio  1888,  por  lo  que  ae  mandó  seguir  la  ejecución  adelante  hasta  hacer 
trance  y  remate  de  los  bienes  embargados  ¿  los  Chacón  y  Fernández  Blan- 
co, cuya  sentencia  se  publicó  en  los  periódicos  oficiales  para  notificarla  á 
los  demandados  por  estar  declarados  en  rebeldía;  que  habiéndose  recla- 
mado después  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Matanzas,  con  el  fia  de 
proceder  al  avalúo  del  ingenio  embalado,  una  certificación  de  cargaa,  ma- 
nifestó en  ella  dicho  Registrador  que  el  dominio  de  21,  18  y  12  y  medie 
avas  partes  de  dicha  finca,  ae  halla  inscrito  á  favor  de  Fernández  Blanco 
y  al  de  Dofia  Encamación  Montalvo  de  Chacón,  sin  decirse  en  dicha  cer- 
tificación á  quién  pertenecían  laa  demás  partes  del  ingenio;  que  los  perítoe 
nombrados  por  el  Juzgado  y  la  parte  ejecutante  practicaron  la  tasación 
del  ingenio  en  8  de  Mayo  de  1890,  en  la  cantidad  de  81.161  pesos  50  cen- 
tavos; y  habiéndose  recibido  en  tal  estado  un  requerimiento  de  acumula* 
eión  de  dichos  autos  ejecutivos  á  loe  de  testamentaría  de  Dofia  Catalina 
Calvo  y  Pefialver,  radicadoa  en  el  Juzgado  del  distrito  del  Este  de  Madrid, 
quedó  en  suspenso  el  procedimiento  hasta  que,  á  petición  de  ia  parte  eje- 
cutante, mandó  el  Juzgado  formar  pieza  separada  para  tratar  de  la  acu- 
mulación, y  además  que  se  ampliara  el  embargo  y  ae  liquidaran  las  cos- 
tas causadas;  que  la  tasación  de  coetaa  importó  6.218  peeoa  25  centavoa^y 
fué  aprobada  por  el  Juzgado,  disponiendo  que  los  dendorea  procedieran  á 
su  pago;  no  habiéndose  notificado  á  los  miamos  en  los  estrados  del  Jua- 
gado la  providencia  que  mandó  dar  viata  á  laa  partea  de  dicha  taaadóu, 
pero  habiéndoseles  instruido  de  ella  á  petición  del  ejecutante  por  medio 
de  edictos  que  se  publicaron  en  la  Qaoeta  y  BoUH»  oficial;  que  á  petidóa 
de  la  misma  parte  ejecutante,  que  manifeató  que  el  precio  dado  en  taaa- 
ción  al  ingenio  San  Lula  y  laa  cargaa  preferentes  que  sobre  el  mismo  pe- 
saban, hacían  neceaaria  la  mejora  del  embargo,  á  cuyo  efecto  deaignaba 
la  casa  núai.  22  de  la  calle  del  loqniaidor,  que  figuraba  inaeiita  cobu» 
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de  la  propi6d«d  de  Fernindez  Blanco,  decroió  el  Jazg^do  en  16  de  Mayo 
la  ampliación  del  embargo  solicitada,  tasándose  dicha  casa  por  el  perito 
-  qne  nombró  el  ejecatante  en  unión  del  qne  designó  el  Jnsgado,  por  razón 
de  ignorarse  el  domicilio  y  paradero  de  los  deudores,  qae  se  hallaban 
eonstitoidoa  en  rebeldía;  y  que  después  de  practicada  aquella  tasación,  se 
mandó  requerir  al  deudor  Fernández  Blanco,  por  medio  de  edictos,  para 
que  presentara  los  títulos  de  propiedad;  no  constando  que  se  notificaran  á 
loe  deudores  en  los  estrados  del  Juzgado  los  autos  y  providencias  que  re- 
cayeron, ni  que  se  les  hiciera  citación  alguna  desde  que  fueron  declarados 
en  rebeldía: 

Besultando  que  en  tal  estado  los  autos  ejecutÍYOs,  se  personó  en  ellos 
D.  José  Fernández  Blanco,  en  escrito  de  28  de  Junio  de  1891,  manifestando 
•que  se  liabla  enterado  con  sorpresa  de  su  existencia,  cuyo  origen  ó  funda- 
mento desconocía  por  completo;  y  que  parecía  que,  abusando,  como  se 
venia  haciendo  con  facilidad,  del  art.  U42  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
ae  había  supuesto  qne  no  era  conocido  su  domicilio,  á  pesar  de  que  hacía  más 
de  catorce  afios  qne  sin  interrupción  se  hallaba  domiciliado  en  la  casa  nú- 
mero 8S  de  la  calle  del  Inquisidor,  y  con  esta  falta  de  base  se  le  había  tratado 
«orno  rebelde,  prescindiendo  de  hacerle  toda  clase  de  notificaciones  y  reque- 
rimientos; y  tenido  por  parte  en  providencia  del  siguiente  día,  que  ordenó 
«demás  se  le  instruyera  de  los  autos,  fué  requerido  personalmente  el  día 
tO,  á  petición  de  la  parte  ejecutante,  para  que  presentara  en  la  Escribanía 
los  títulos  de  propiedad  de  la  casa;  en  4  del  siguiente  mes  de  Julio  ordenó 
el  Juagado,  á  petición  también  del  ejecutante,  qne  se  procediera  al  rem<ite 
de  dicha  casa,  para  cuyo  acto  señalaba  el  día  10  de  Agosto  signiente,  y  el 
día  6  propuso  D.  José  Fernández  Blanco  incidente  de  previo  y  especial 
pronunciamiento,  para  que,  sustanciándose  con  suspensión  de  la  demanda 
principal,  se  declarara  nulo  todo  lo  actuado  desde  la  interposición  de  la 
demanda,  alzándose  los  embargos  practicados  y  condenando  en  todas  las 
costas  de  este  incidente  y  de  las  actuaciones  acumuladas  á  la  parte  ejecu-. 
tante,  haciendo  además  presente  por  un  otrosí  que  para  el  caso  de  que  no 
ae  admitiera  el  incidente  que  promovía,  y  sin  perjuicio  de  ejercitar  las  ac- 
ciones qne  le  asistieran  en  la  vía  y  forma  procedentes  hasta  obtener  el 
desagravio  de  los  perjuicios  que  se  le  estaban  ocasionando,  á  fin  de  evitar 
mayores  é  irreparables  dafios,  pedía  reposición  de  la  providencia  de  16  de 
Mayo,  por  la  que  se  había  decretado  la  mejora  de  embargo,  fondada  en  las 
rasónos  que  al  efecto  expuso;  solicitando  por  un  segundo  otrosí  que  como 
no  era  el  único  demandado  en  el  procedimiento,  y  por  tanto  las  costas  cbu- 
sadas  no  debían  serle  exigidas  en  su  totalidad  sino  en  la  parte  proporcio- 
nal con  relación* al  número  de  las  personas  demandadas,  se  declarara  así  y 
se  previniera  al  ejecutante  que  en  el  término  de  tercero  día  manifestara 
categóricamente  quiénes  y  cuántos  eran  los  Chacón  contra  los  qne  segnía 
la  ejecución,  para  poder  fijar  la  parte  proporcional  qne  correspondiera  sa- 
tisfacer á  cada  uno,  y  pidiendo,  por  último,  reposición  del  auto  de  6  de 
Janio,  que  había  aprobado  la  tasación  de  costas  y  mandado  proceder  á  su 
pago  por  los  ejecutados,  puesto  qne  dicha  resolución  no  había  sido  notifi  - 
cada  á  los  demandados  en  los  estrados  del  Juzgado,  por  más  qne  se  hubie- 
ra mandado  publicar  en  los  periódicos  oficiales,  ni  se  le  había  notificado  al 
alegante  personalmente,  á  pesar  de  que  su  domicilio  era  ya  conocido  del 
«jecotante: 

Besultando  que  el  Juzgado,  en  providencia  del  signiente  día  7,  declsró 
no  haber  lugar  á  proveer  sobre  la  nulidad  y  recursos  de  reposición  esta 
blecidos  en  el  anterior  escrito,  y  pedida  reforma  por  Fernández  Blanco, 
faé  desestimada  en  auto  del  17,  que  ordenó  además  que,  en  atención  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  1629  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  admitía  en 
touo  74  6 
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xm  solo  efecto  la  «peleción  qae  contra  aquella  providencia  ae  había  inter- 
pneato  en  la  parto  qne  declaró  ein  lagar  á  proveer  sobre  loa  recnraoa  de 
reposición,  habiendo  recaído  deepnés  otro  auto  de  27  del  miamo  mea  de 
Julio,  á  nnevo  eacrito  de  Fernández  Blanco^  resolviendo  qne  laa  costas  oca> 
sionadaa  en  el  jnicio  respecto  de  las  qae  no  hubiese  habido  condenación 
eapecial,  debían  pagarse  por  mitad  entre  aquél  y  los  Chacón  como  únicoa 
demandados;  y  después  de  otras  variaa  reformaa  pedidas  por  Femándes 
Blanco,  así  de  la  providepcia  en  que  el  Juzgado  acordó  sacar  á  pública  aa- 
baata  la  casa  núm.  22  de  la  calle  del  Inquisidor,  como  de  otra  en  que  tomó 
el  mismo  acuerdo  respecto  al  ingenio  de  San  Luis  y  alguna  otra  relaciona- 
da con  los  mismos  extremos,  consignó  el  mismo  Femándes  Blanco  en  el 
Juzgado,  con  escrito  de  8  de  Agosto  de  aquel  afio  1891,  la  cantidad  de 
8,438  peaos  92  centavos  en  oro,  por  orincipal,  intereses  y  costas,  bajo  Isa 
protestas  que  tenía  establecidas  en  sus  antoriorea  eacritos,  y  que  reprodu- 
cía, de  no  aceptar  la  validez  de  lo  actuado  y  ejercitar  todas  laa  aoeionea  y 
derechos  que  las  leyes  le  concedían  haste  obtener  de  la  parto  ejecutante  el 
desagravio  de  los  perjuicios  que  le  había  ocasionado,  solicitando,  por  ra- 
zón de  la  consignación  hecha,  ae  dejara  ain  efecto  el  remate  de  la  casa  y 
del  ingenio  susodichos  y  se  alzaran  los  embargoa  practicados  en  laa  mia- 
maa  fincas,  con  lo  que  se  manifesto  conforme  la  parto  ejecútente: 

Resultando  que  con  certificación  expedida  por  el  Secretario  del  Juagado 
municipal  del  distrito  de  Belén  de  la  Habana,  en  que  se  hace  constar  que 
en  13  de  Abril  de  1882  se  promovió  un  juicio  verbal  á  nombre  de  Dofia 
Bosalía  Gómez  y  Santos  Suárez,  contra  D.  José  Fernández  Blanco,  como 
administrador  de  los  bienes  de  D.  Francisco  Chacón  y  Dofia  Catelina 
Calvo,  sobre  pago  de  réditos  de. un  capitel  de  censo  constituido  sobre  el 
ingenio  San  Luis,  diciéndose  en  la  papelete  de  demanda  que  el  deman- 
dado Fernández  Blanco  tenía  su  domicilio  en  la  casa  núm.  22  de  la  calle 
del  Inquisidor,  donde  fué  citado  para  la  celebración  del  juicio,  dedujo  el 
D.  José  Fernández  Blanco  en  20  de  Julio  de  1891  la  demanda  de  esto 
pleito,  con  la  pretensión  de  que  se  declarara  la  nulidad  de  todo  lo  actuado 
en  el  juicio  ejecutivo  que  se  ba  referido^  condenando  á  la  ejecutante  Dofia 
Rosalía  Gómez  y  á  Santos  Suárez  á  desistir  del  cobro  intontedo  contra  él 
por  principal,  intereses  y  costas,  mandadas  pagar  por  la  sentencia  de  re- 
mate dictada  en  el  mencionado  juicio,  que  trataba  de  realizar,  en  la  vía 
de  apremio,  con  el  valor  en  vente  pública  de  bienea  de  la  exclusiva  pro- 
piedad del  demandante,  y  en  el  caso  de  que  ocurriera  que  durante  la  sus* 
tenciación  de  este  demanda  se  hicieran  efectivas  por  Dofia  Rosalía  aque- 
llaa  cantidades,  se  la  condenara  á  devolverlas  al  demandante  con  los  in- 
tereses; condenándola  en  ambos  casos  al  pago  de  todas'las  costaa  de  laa 
actnacionea  anuladas,  y  dé  las  que  se  caasasen  con  motivo  de  este  pleito^ 
y  al  efecto  hizo  relación  y  examen  detallados  de  la  tramitación  observada 
en  los  autos  ejecutivos,  alegando  los  fundamentos  de  derecho,  como  de- 
mostración de  las  diferentes  causas  de  nulidad  de  que  adolecían  aquellos 
autos;  que  el  art  533  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  exige  que  se  fije 
con  claridad  y  precisión  la  persona  contra  quien  se  proponga  la  demanda^ 
y  el  1437  qne  la  ejecutiva  se  formule  en  los  términos  prevenidos  par  aquél 
para  la  ordinaria,  á  cuyos  preceptos  se  había  faltado  en  la  demanda  eje- 
cutiva, dirigiéndola  de  una  manera  vaga  é  indeterminada  con  los  Chacón; 
que  asimismo  se  había  prescindido  del  art  1487,  que  ordena  que  con  la 
demanda  ejecutiva  se  presenten  tantas  copias  de  la  misma  y  de  sus  docu- 
mentos como  personas  demandadas,  y  de  los  artículos  1440,  1441,  1442| 
1457  y  1468,  porque  siendo  conocido  el  domicilio  del  demandado  Fer- 
nández Blanco,  debió  ser  requerido  de  pago  en  el  mismo  con  el  manda- 
miento de  ejecución;  practicándose  en  su  caso  las  demás  diligencias  que 
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ordenan  dichos  artículos,  no  bastando  el  simple  dicho  del  ejecutante  de 
qne  ignora  el  paradero  del  deudor,  para  entrar  en  el  procedimiento  mar- 
esdo  en  el  art.  1442,  pnes  éste  previene  claramente  que  haya  de  tener  la- 
gar cuando  no  sea  conocido  el  domicilio  del  demandado,  y  esta  afirmación 
no  pnede  legalmente  establecerse  y  prodaeir  consecoencias  en  Jaício  en 
dafio  del  mismo  deador,  sin  practicar  previamente  diligencias  formales 
para  inqnirir  sa  domicilio;  qae  además  el  mismo  att.  1442  dispone  qne 
para  el  caso  de  no  ser  conocido  el  domicilio  del  deador,  se  proceda  al  em 
bargo  sin  hacerle  previamente  el  requerimiento  de  pago,  ó  haciéndolo  á  la 
persona  qne  se  halle  encargada  de  los  bienes,  si  la  hubiere;  y  como  la 
demanda  ejecutiva  que  perseguía  el  ingenio  San  Luis,  gravado  con  el  ca- 
pital de  censo  cuyas  pensiones  se  reclamaban,  cuyo  embargo  pidió  el  eje- 
cutante, y  se  mandó  practicar,  era  evidente  que  no  se  debió  prescindir  d# 
la  diligencia  de  requerimiento  de  pago  á  persona  encargada  de  la  finca; 
que  no  solamente  era  conocido  el  domicilio  del  demandante,  sino  que  lo 
eonoeía  perfectamente  la  misma  Dofia  Rosalía  Gomes,  como  se  acreditaba 
con  la  certificación  del  Jusgado  municipal  de  Belén,  que  acompañaba;  que 
además  el  embargo  del  ingenio  se  había  constituido  de  una  manera  vi- 
doaa,  infringiéndose  los  preceptos  legales  por  las  rasones  que  hizo  pre- 
senteSy  lo  cual  constituía  nuevo  motivo  de  nulidad  del  juicio;  que  por 
otra  parte  no  se  había  hecho  notificación  ni  citación  alguna  eu  los  estra- 
dos del  Juagado  á  los  demandados  rebeldes,  prescindiendo  así  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  de  aplicación  gene 
ral  á  todos  los  juicios,  incluso  el  ejecutivo,  constituyendo  esta  omisión  un 
nuevo  motivo  de  nulidad  de  las  actuaciones;  que  asimismo  se  había  in- 
fringido en  el  procedimiento  ejecutivo  el  art.  1446  de  la  citada  ley  proce- 
sal, al  decretarse  la  ampliación  de  embargo  sobre  la  casa  de  la  exclusiva 
propiedad  del  demandante,  puesto  que  aquel  artículo  prescribe  que  la  cosa 
hipotecada  es  la  obligada  en  primer  término  al  pago,  y  que  sólo  cuando  no 
eiistan  bienes  gravados  ó  sean  notoriamente  insuficientes,  podrán  embar- 
garse otros  del  deudor,  aumentándose  así  los  motivos  que  existían  para 
decretar  la  nulidad  demandada;  y  que  nadie  es  arbitro  de  alterar  ó  infrin- 
gir las  disposiciones  de  los  procedimientos  judiciales;  y  si  bien  la  parte 
ejecutante  pudo  omitir  el  que  se  requiriera  al  deudor  para  que  presentara 
les  títulos  de  propiedad  de  la  casa  mandada  subastar,  una  ves  que  lo  so- 
Ikitó  y  acordó  el  Juzgado,  le  estaba  vedado  prescindir  de  la  presentación 
de  dichos  títulos  y  del  término  de  seis  días  que  la  ley  concede  al  deudor 
para  presentarlos,  por  lo  que  el  señalamiento  de  día  para  el  remate,  sin 
aguardar  á  la  presentación  de  aquellos  títulos  y  al  término  que  para  ello 
señala  la  ley,  había  infringido  el  art.  1487,  en  su  núm.  2.o,  y  los  1490, 
1491, 1493  y  1494: 

Resultando  que  Dofia  Rosalía  Gómez  y  Santos  Suárez  impugnó  la  de- 
manda pidiendo  se  desestimara  en  definitiva,  con  imposición  al  deman- 
dante de  perpetuo  silencio  y  pago  de  costas,  alegando,  en  cuanto  tiene  re- 
lación con  el  recurso  interpuesto:  que,  en  primer  Ingar^  el  demandante  ca- 
recía de  acción  para  pedir  la  nulidad  del  juicio  ejecutivo  en  todo  lo  qne  se 
refiriera  á  los  Chacón;  que  dictada  la  sentencia  de  remate,  quedó  ejecuto- 
riada por  no  haberse  interpuesto  recurso  alguno  contra  la  misma;  que  si 
hubo  defectos  de  forma  en  las  diligencias  de  requerimiento,  embargo  y 
citación  de  remate,  el  deudor  pudo  pedir  la  nulidad  del  juicio,  por  no  ha- 
berse llenado  las  formalidades  prescritas  en  la  ley  dentro  del  plazo  que 
determina  el  art.  146 L  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  si  no  lo  hizo 
no  podía  hoy  subsanar  la  falta  por  medio  de  un  juicio  declarativo,  que  no 
aatorisaba  ninguna  ley;  que,  aparte  de  esto,  y  suponiendo  la  nulidad  de 
todas  las  diligencias  del  ejecutivo,  así  del  embargo  como  de  la  citación  de 
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remate,  oomo  de  la  misma  aeniencia  qae  le  paao  término,  oearría  que  Fer- 
nández Blanco  ae  habla  dado  por  enterado  del  estado  del  juicio,  ain  reda- 
mar ni  ejercitar  ninguno  de  los  recursos  que  concede  la  ley  procesal  en  el 
tit.  0.^,  libro  l.<>  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  lo  que  era  evidente 
que  su  demanda  era  extemporánea,  pues  al  personarse  en  dicho  juicio  y 
ser  tenido  por  parte  en  providencia  de  24  de  Junio  de  1891,  pudo  apelar 
de  la  sentencia  de  remate,  ó  si  no  pedir  la  nulidad  por  vía  de  reposición, 
ó  establecer  un  incidente  de  nulidad  de  actuaciones  dentro  de  loa  cinco 
días  siguientes  á  aquella  providencia,  que  es  el  plaso  más  largo  que  paim 
todo  recurso  conceden  los  artículos  877  y  881,  sin  embargo  de  lo  que 
Femándea  Blanco  no  presentó  su  primer  escrito  hasta  los  dies  díaa  hábi- 
les después  de  personado,  es  decir,  cuando  ya  laa  diligencias  todas  del 
jqicío  ejecutivo  se  hallaban  consentidas,  ejecutoriadas  y  pasadas  en  auto- 
ridad de  cosa  juagada;  que,  según  la  jurisprudencia  consignada  por  el  Tri- 
bunal Supremo  en  diferentes  sentencias,  así  en  el  juicio  declarativo  oomo 
on  el  ejecutivo,  la  sola  comparecencia  del  demandado  ó  ejecutado  en  loa 
autos,  subsana  los  defectos  de  forma  que  en  el  juicio  puedan  haberse  co- 
metido; que  no  estando  Fernández  Blanco  obligado  á  pagar  de  las  costas 
más  que  la  mitad,  se  había  consignado  la  parte  correspondiente  á  los  Oha- 
con;  no  había  sido  por  apremio  del  ejecutante,  sino  por  su  libre  y  espon- 
tánea voluntad,  no  siendo  en  este  pleito  donde  podía  reclamar  la  restíta- 
ción  de  dicha  mitad,  y  que  observaba,  por  último,  que  parte  de  las  costaa 
consignadas  por  el  mismo  demandante  se  referían  á  aquellas  en  que  el 
mismo  había  sido  condenado  en  los  incidentes  promovidos  en  los  autos 
ejecutivos: 

Resultando  que  en  loa  escritos  de  réplica  y  duplica  inaistieron  ambas 
partea  en  sus  respectivas  pretensiones,  reproduciendo  snstancialmenie 
todo  lo  alegado,  y  afiadiendo  la  parte  demandada  que  el  demandante  no 
impugnaba  la  existencia,  cuantía  y  legitimidad  de  la  deuda  por  que  la  eje- 
cución fué  despachada,  sino  que  solicitaba  la  nulidad  de  todo  lo  actuado 
en  la  ejecución  por  los  defectos  de  forma  que  en  su  sentir  se  cometieron 
en  la  misma,  á  lo  que  observaba  que  el  Tribunal  Supremo,  en  aentencia 
de  28  de  Abril  de  1876,  había  declarado  que  el  jnido  ordinario  después 
del  ejecutivo  sólo  puede  referirse  á  la  cuestión  de  fondo: 

Besultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó 
en  15  de  Julio  de  1892.  sentencia  confirmatoria,  con  las  costas,  declarando 
la  nulidad  de  todo  lo  actuado  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  Dofia  Ro-  ' 
salía  Gómez  y  Santos  Suárez  contra  los  Chacón  y  D.  José  Fernández 
Blanco  desde  la  promoción  de  la  demanda,  y  condenando  en  su  consecuen- 
da  á  la  demandada  Dofia  Rosalía  Gómez  y  Santos  Saárez  á  que  en  el  tér- 
mino de  quinto  día  pague  al  demandante  D.  José  Fernández  Blanco  la 
cantidad  de  8.483  pesos  92  centavos  en  oro,  que  pagó  en  el  juicio  ejecu- 
tivo por  principal,  intereses  y  costas,  con  más  los  intereses  de  dicha  suma 
desde  la  interpelación  judicial,  y  todas  las  costas  de  este  pleito: 

Resultando  que  con  el  depósito  de  2.600  pesetas  interpuso  Dofia  Rosa- 
lía Gómez  y  Santos  Saárez  recurso  de  casación,  por  considerar  infringidos: 
Primero.  El  art.  1477  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  Cuba, 
que  sólo  autoriza  el  juicio  declarativo  sobre  la  misma  cuestión  que  haya 
sido  objeto  del  ejecutivo,  esto  es,  sobre  la  cuestión  de  fondo,  así  como  la 
jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  reiterada  en  la  sentencia  de  6  de 
Marzo  de  1891,  y  antes  en  las  de  29  de  Mayo  de  1884, 28  de  Abril  de  1876, 
28  de  Mayo  y  7  de  Junio  de  1870, 20  de  Noviembre  de  1866  y  otras;  en  la 
que  se  fija  el  alcance  y  significación  de  dicho  artículo,  limitándolos  á  que 
en  el  declarativo  pueda  ventilarse  nuevamente,  y  con  más  amplitud,  la 
cuestión  de  deber  y  no  puedan  en  manera  alguna  ventilarse  los  defectos 
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^6  forma  y  nnlidades  del  jaido  ejecutivo,  toda  vez  qne  la  sentencia  reca- 
nida  otorga  una  demanda  en  que  no  se  trae  á  discusión,  sino  qne  se  reco- 
noce implicitamento,  la  deuda  que  motivó  el  ejecutivo,  y  se  anula  este  úl- 
timo por  supuestas  infracciones  de  forma: 

Segundo.  La  doctrina  de  esto  Tribunal  Supremo,  citada  en  el  motivo 
anterior;  la  establecida  por  el  mismo  en  sus  sentencias  de  10  de  Octubre 
de  1887  y  14  de  Abril  de  1885  sobre  subsanación  de  defectos  de  la  citación 
de  remate,  y  los  artículos  1477,  ya  citado,  y  879  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  de  Cuba,  que  disponen  que  cuando  las  citaciones  y  cmplasa- 
mientofl  sean  nulos,  si  la  persona  citada  se  hubiese  dado  por  enterada  en 
el  juicio,  surtirá  desde  entonces  efecto  la  citación  como  si  se  hubiere  he- 
<bo  conforme  á  la  ley;  por  cuanto  para  eludir  la  genuina  aplicación  de 
dicho  art  1471,  y  jurisprudencia  recaída  sobre  su  interpretación,  la  SaJa 
sentenciadora  supone  que  sólo  es  aplicable  al  que  estuvo  presente  en  el 
juicio  ejecutivo,  y  que  el  demandante  de  nulidad  Fernández  Blanco  no  10 
estavOy  siendo  así  que  se  personó  en  dicho  juicio  con  fecha  23  de  Junio  de 
1891,  se  le  tuvo  por  parte  en  34,  y  desde  esta  fecha  quedó  subsanada  toda 
falta,  si  la  hubo,  en  las  notificaciones  y  citación  de  remate;  estuvo  presento 
en  el  juicio,  pudo  promover  y  promovió  en  efecto,  aunque  tordíamente,  la 
cuestión  de  nulidad,  y  le  fué  aplicable  la  doctrina  del  artículo  citado  y  ju- 
risprudencia recaída  sobre  el  mismo,  aun  cuando  fuese  admisible  el  su- 
puesto de  la  Sala  sentenciadora  sobre  que  sólo  son  aplicables  á  los  presen- 
tes en  el  juicio: 

Tercero.  Las  doctrinas  de  este  mismo  Tribunal  Supremo,  esteblecidas 
en  sentencias  de  7  de  Mayo  de  1878,  9  de  Mayo  de  1867,  4  de  Diciembre 
de  1872,  31  de  Enero  de  1878  y  otras,  relativas  á  que  contra  las  nulida- 
des de  sustanciación  pueden  interponerse  los  recursos  ordinarios  que  las 
leyes  conceden  á  ñu  de  reparar  el  agravio  causado  por  dichas  infraccio- 
nes; á  que  para  que  se  entienda  reclamada  la  nulidad  del  procedimiento, 
no  basta  qne  se  alegue,  sino  que  es  preciso  aue  se  pida  especial  y  determi- 
nadamente, haciendo  uso  de  los  recursos  que  en  ley  procedan,  ya  que  no 
habiendo  lúado  de  estos  recursos,  no  puede  volverse  sobre  actos  consenti- 
dos y  ejecutoriados;  con  cuya  doctrina  viene  á  coincidir  la  disposición  del 
art.  407  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  citada,  también  infringido,  en 
cnanto  declara  pasada  de  derecho  en  autoridad  de  cosa  juzgada  toda  reso- 
ladón  de  que  no  se  recurre  en  termino;  toda  vez  que  la  sentencia  recurrida 
declara  una  nulidad  de  juicio  ejecutivo  á  instancia  de  quien,  tenido  por 
parto  en  aquel  juicio  en  24  de  Junio  de  1891,  alegó  la  nulidad  en  6  de  Ju- 
lio, y  desestimada  en  17  del  mismo  mes,  no  apeló  del  auto  desesümatorio, 
y  menos  interpuso  recurso  de  casación  contra  el  mismo,  que  quedó  con- 
sentido y  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada;  y  toda  vez  que  la  senten- 
da  al  ordenar  en  toda  la  cantidad  satisfecha  por  el  demandante,  condena  á 
devolver,  no  solamente  las  costas  generales  del  ejecutivo,  sino  las  especia- 
les en  que  por  su  temeridad  en  introducir  cierto  recursos  fué  condenado 
íhme  y  ejecutoriamente  1).  José  Fernández  Blanco: 

Cuarto.  El  principio  de  derecho  y  doctrina  de  este  mismo  Tribunal,  so- 
bre que  defectos  de  forma  subsanados  no  pueden  ser  estimados  como  mo- 
tivos de  nulidad  de  un  procedimiento,  y  el  de  que  la  falta  de  dtación  para 
la  sentenda  de  remate  queda  subsanada  por  la  comparecencia  del  que  de- 
bía ser  dtado,  contenidos  en  la  sentencia  de  casación  de  14  de  Abril  de 
1886, 10  de  Octubre  de  1887  y  otras,  toda  vez  que  el  fallo  recurrido  estima 
como  motivo  de  nulidad  los  defectos  en  la  citación  para  sentencia  de  re- 
mate en  el  juido  ejecutivo  de  D.  José  Fernández  Blanco,  y  éstos  quedaron 
subsanados  en  el  mismo  juido  desde  el  momento  en  que  se  personó  aquél 
•n  sus  actoadones; 
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Y  qainto.  El  principio  de  derecho  de  que  lae  oaatM  de  nnlidftd  tefe- 
rentes  á  ano  de  loe  demendantee  no  paeden  aprovecher  al  otro,  y  el  ar- 
tíoalo  502,  núm.  2.o,  déla  ley  de  Eojaiciamiento  ci^il  de  Oaba,  qoe  exige 
para  demandar  derecho  de  otro  qae  ee  acredite  la  tranamiaión  del  dereche 
6  la  repreeentación  del  que  lo  tiene,  toda  vei  qae  descartada  la  nulidad 
por  defectos  en  la  citación  de  Femándes  Blanco,  lo  qae  paeda  tener  la 
citación  de  los  Chacón,  condaefios  del  ingenio  San  Lais,8ólo  pudieron  ser 
alegados  por  estos- últimos,  y  la  sentencia  no  ha  podido  estimarloa  caando 
los  alegaba  otro  que  no  era  ni  los  Chacón  ni  su  representante  ó  dereeho- 
habiente. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Estanislao  B.  Villarejo: 

Considerando  que  la  sentencia  de  este  Tribunal  Sapremo  de  6  de  Marao 
de  1891  no  es  aplicable  al  pleito  actual,  porque  siendo  principio  legal  in 
concaso  de  que  nadie  puede  ser  condenado  sin  haber  sido  oído  en  el  jui- 
cio oportuno,  ó  citado  al  menos  con  arreglo  á  derecho,  acto  que  no  tOTe 
logar  con  D.  José  Fernández  Blanco,  quien  no  obstante  de  no  habérsele 
citado  debidamente,  compareció  por  sí,  cuando  ya  el  juicio  ejecutivo  ea 
taba  sentenciado  y  en  vía  de  apremio,  período  en  que  no  cabía,  según  el 
art.  1478  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  Cuba,  suscitar  otros  inci- 
dentes que  los  nacidos  de  cuestiones  de  competencia  ó  de  acumuladón  á 
un  juicio  universal,  es  evidente  que,  bien  entendido  el  principio  antes  in- 
dicado, no  puede  menos  de  reconocerse  en  D.  José  Femándea  Blanco,  en 
el  presente  caso,  derecho  incontrovertible  para  deducir  la  acción  qae  ha 
ejercitado,  tanto  más,  cuanto  que  al  formular  las  pretensiones  que  hiao  y 
al  consignar  la  cantidad  de  principal  y  costas  á  que  fué  condenado  con  loa 
Brea.  Chacón  por  la  sentencia  de  remate,  protestó  entablar  y  hacer  nfo  da 
las  acciones  que  le  correspondieran;  y  esto  supuesto,  es  indudable  que  la 
sentencia  recurrida,  al  dar  lugar  á  la  demanda  promovida  por  D.  José  Fer- 
nández Blanco  contra  Dofia  Rosalía  Gómez  y  Santos  Suáres,  no  ha  inca- 
rrido  ni  podido  incurrir  en  ninguna  de  las  infracciones  alegadas  en  loa 
cuatro  motivoa  primeros  del  recurso: 

Considerando  que  es  de  desestimarse  por  improcedente  el  motivo 
quinto,  toda  vez  que  habiendo  sido  demandados  los  Sres.  Chacón  y  Don 
José  Fernández  Blanco  en  el  juicio  ejecutivo  instado  por  Dofia  Rosalía 
Gómez,  y  condenados  ambos  por  la  sentencia  de  remato,  claro  es  que  no 
existen  ni  paeden  existir  razón  ni  fundamento  algunos  qae  impidan  á 
Fernández  Blanco  ejercitar  los  derechos  legítimos  que  le  son  propios  en 
la  forma  en  que  lo  ha  hecho  en  esto  pleito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Dofia  Rosalía  Gómea  y 
Santos  Snárez,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depó* 
aito  que  ha  constituido,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á 
la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  correapondiento,  con  devolación 
del  apuntemiento  que  ha  remitido. — (Sentoncia  publicada  el  6  de  Julio  de 
1898,  é  inserte  en  la  Oaceia  de  32  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 


Rbcüsso  ds  casación  (7  de  Julio  de  1898.)— Sala  primera.— ifeivín<l»> 
cación  de  &íene8.— No  ha  lugar  al  intorpuesto  por  D.  Agustín  Benito  Sa- 
grado, en  autos  con  D.  José  Rodríguez  Yagüe  (Audiencia  de  Vailadolid), 
y  se  resuelve: 

Quf  según  tiene  declarado  con  repetieián  el  Triímnai  Supremo,  Merpre- 
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(ando  loB  ley»  de  Senario,  el  no  haberte  promovido  el  ea^diente  instructivo 
etíableeido  por  diehae  leyes  para  que  jtt8t\ficaaen  Iob  que  loe  dirfrutaban  el 
earácter  territorial  ó  solariego  de  los  que  poseían  en  el  término  de  dos  meses, 
fiaáú  al  tfeeto  en  el  art  5.o  de  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1837,  de  ningún 
modo  lleva  consigo  la  pérdida  del  derecho  de  hacerlo  más  adelante  y  mientras 
no  se  haya  promovido  el  juicio  de  inoorporacián  6  reversián: 

Que  no  tnfringe  las  leyes  relativas  al  valor  de  la  prueba  documental,  ni 
imcurre  en  error  de  derecho  y  hecho  cuando,  en  vez  de  desconocer  el  vahr  que 
pu/eden  áleansar  los  UMos  presentados  en  él  pleito,  los  analiza  y  concuerda 
can  los  demás  aportados  por  anibas  partes  y  con  las  demás  pruebas  practica- 
das, formando  su  juicio  por  la  comparación  y  cof^unto  de  todo  eüo. 

En  U  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  ÍvlMo  de  1898,  en  loe  autos  de 
juicio  declaratÍTO  de  mayor  cuantía  tegnidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Salamanca  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Va* 
iladolid,  por  demanda  de  D.  José  Rodrigues  y  Yagüe,  propietario,  ve- 
cino de  Béjar,  representado  en  este  Tribunal  Supremo  por  el  Procurador 
D.  Luis  Lumbreras  y  defendido  por  el  Letrado  D.  Fermín  Hernández 
Iglesias,  cuyos  autos  penden  ante  Nos  en  recurso  de  casación  que  han  in 
terpuesto  D.  Agustín  Benito  Sagrado,  D.  Agustín  García  Corral,  por  sí  y 
como  marido  de  Rosalía  Rosado  Izquierdo;  D.  Amador  Vegas  Cordero, 
oomo  marido  de  Liberata  Alcalde;  D.  Andrés  Izquierdo  Pérez,  D.  Antonio 
Rosado  Izquierdo,  D.  Bernardo  Izquierdo  Sánchez,  D.  Cayo  Pefia  García, 
por  sí  y  como  marido  de  Agustina  García  Corral;  Dolia  Ceferina  Salgado 
Pefia,  D.  Cipriano  Martín  García,  D.  Cipriano  Rodríguez  Cruz,  D.  Deme- 
trio Salgado  Pefia,  D.  Domingo  García  Aparicio,  por  sí  y  como  padre  de 
José  María,  Manuela  y  Regula  García  Pefia;  D.  Domingo  Gutiérrez  Mar- 
tín, por  sí  y  como  marido  de  Agustina  Sagrado  Santos,  y  como  curador 
de  Millán  Sagrado  Santos;  Dofia  Dorotea  Martín  Martín,  D.  Eustaquio 
García  Delgado,  D.  Eustasio  Velázquez  García,  D.  Faustino  Sagrado 
Curto.  D.  Félix  Martín  Sánchez,  D.  Francisco  Sobrino  Anaya,  D.  Herme- 
negildo Benito  Montero,  Dofia  Isabel  Sagra  de  Tocino,  D.  José  Pefia  Sán- 
chez, D.  José  Antonio  Sánchez  Crespo,  por  sí  y  como  marido  de  Ana  Gar- 
cía Corral;  D.  José  Mofiita  Cobaleda,  D.  José  Manuel  Izquierdo  Sánchez, 
D.  José  Salgado  Santos,  D.  José  Vegas  García,  D.  Juan  Antonio  Martín 
Cruz,  D.  Juan  Antonio  Tardáquila  Carbayo,  D.  Juan  Antonio  Vegas  Mo- 
rocho, D.  Juan  José  García  Corral,  por  sí  y  como  marido  de  Teresa  Pefia 
Sagrado;  D.  Juan  Hernández  Martín,  D.  Leonardo  Fraile  Criado,  Dofia 
Luda  Sagrado  Tocino,  D.  Manuel  Ramiro  López,  Dofia  María  González 
Tostado,  D.  Manuel  Benito  Montero,  D.  Manuel  Sagrado  Tocino,  D.  Ma- 
nuel Francisco  Martín  Gómez,  Dofia  Manuela  Morocho  Pefia,  D.  Miguel 
Martín  Gómez,  D.  Pedro  Corral  García,  D.  Pedro  Izquierdo  Martín,  Don 
Pedro  Montero  Regalado,  D.  Pedro  Pefia  García,  D.  Pedro  Sagrado  To> 
dno,  D.  Ramón  Benito  Cruz,  D.  Saturnino  Saldado  Pefia,  D.  Severiano 
García  Corral,  D.  Teodoro  Vegas  Regalado,  D.  Tomás  Fraile  Martín  y 
D.  Tomás  Pérez  García,  vecinos  de  Matilla  de  los  Cafios,  excepto  alguno 
que  lo  e»  de  Cojos  de  Rolliza,  laoradores,  y  en  su  representación  y  de- 
fensa el  Procurador  D.  Juan  Pascual  García  y  los  Letrados  D.  Nicolás 
Salmerón  y  D.  Antonio  María  Ballesteros,  éste  en  el  acto  de  la  vista, 
sobre  reivindicación  de  varios  huertos  radicantes  en  el  término  de  la 
mencionada  villa  de  Matilla  de  los  Cafios: 

Resoltando  que  en  privilegio  rodado  en  28  de  Enero  de  1379,  el  Rey 
D.  Alfonso  XI  donó  á  D.  Alfonso  de  Benavides,  su  Portero  mayor  en  el 
Reino  de  León,  Mayordomo  del  Infante  D.  Pedro,  por  sus  buenos  servi- 
«cioi,  y  espeeiahnente  por  su  entrada  y  salida  de  Tarifa,  todos  los  lugares^ 
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vasallos,  heredamientos,  pueblos,  diezmos  y  demás  rentas,  pechos  y  dere> « 
chos  que  la  orden  del  Temple  tenia  en  Salamanca  y  sns  tn&mites  en  coal- 
quier  manera,  por  jaro  dé  heredad  con  el  Sefiorio,  sin  más  reservas  qa* 
la  moneda  forera,  servicios  generales  y  minas;  privilegiOi  qae  confirmó 
D.  Pedro  I  en  las  Cortes  de  Valladolid  por  otro  de  22  de  Octubre  de  1380^. 
así  como  también  D.  Juan  11,  en  nuevo  privilegio  dado  en  Burgos  á  6  de 
Octubre  de  1429,  confirmó  á  Gomes  de  Bena vides  la  jurisdicción  civil  y 
criminal,  con  mero  y  mixto  imperio  de  Valdematilla  y  otros  pueblos  que 
heredara  de  Juan  Alfonso,  que  le  había  concedido  por  anterior  privilegio 
de  26  de  Septiembre  de  1420;  otorgando  dicho  Gomes  de  Benavides,  el  10 
de  Octubre  de  1442,  testamento  en  que  mandó  á  su  hermano  Manuel  la 
casa  de  Matilla  con  su  Valle  ó  Almedilla  y  vecinos,  y  en  defecto  de  aquél 
á  su  hijo  mayor  del  mismo  nombre,  y  á  falta  de  éste  también  á  su  hjio 
mayor,  y  no  habiéndolo,  á  su  hermano  Juan,  formando  mayorazgo;  des- 
pués de  lo  cual  los  Beyes  Católicos  D.  Fernando  y  Dofia  Isabel,  á  instan- 
cia de  otro  Gomes  de  Benavides,  sobrino  del  anteriormente  citado,  por 
nuevo  privilegio  expedido  en  Burgos  á  17  de  Noviembre  de  1496,  en  que 
se  hizo  mención  del  de  D.  Alfonso  XI,  ya  expresado,  confirmó  el  del  Bey 
0.  Juan  U  y  la  fundación  testamentaria  del  primeramente  dicho  Gómez 
de  Benavides: 

Resultando  que  según  un  amillaramiento  denominado  del  Marqués  de 
de  la  Ensenada,  que  se  publicó  por  edicto  y  lando  de  11  de  Diciembre  de 
1762,  formado  por  D.  José  Miguel  Zaonero  de  Robles,  Juez  subdelegada 
del  Intendente  de  la  provincia  de  Salamanca,  el  todo  del  término  de  la 
villa  de  Matilla  consistía  en  6.768  fanegas  de  terrazgo  y  secano,  de  las- 
que 23  pertenecían  á  las  religiosas  del  convento  del  Zarzoso,  y  las  6.736 
restantes  á  la  Duquesa  de  Uceda,  con  prados  para  pastos,  montea  de  en- 
cina y  tierras  de  sembradura,  expresándose  en  el  mismo  los  nombres  de 
muchos  vecinos  de  dicha  villa,  los  ganados  que  tenían  y  las  fincas  á  di- 
chos vecinos  pertenecientes,  que  eran  sólo  casas  y  pajares,  unas  y  otros 
en  solar  de  la  misma  Duquesa;  y  habiendo  solicitado  el  Duque  de  Uceda. 
el  afio  de  1779  deslinde  y  amojonamiento  de  la  pertenencia  de  su  estada 
de  Frómista,  se  sometió  por  el  Consejo  de  Castilla  la  práctica  de  tales  di> 
ligencias  á  las  Justicias  de  los  pueblos  respectivos,  verificándose  en  1781 
el  de  Matilla  de  los  Caños,  con  intervención  de  los  interesados,  dueños  y 
poseedores  de  las  propiedades  colindantes  á  aquel  término  redondo,  Pa- 
juelas, Camillas  de  Torneros,  Corbacera,  Negrillos  y  Villalba,  £1  Tejado, , 
Cojos  y  Linejos,  siendo  aprobadas  sin  contradicción  y  no  exceptuándose 
casa,  huerto,  camino  ni  vereda  de  los  comprendidos  dentro  de  los  límites 
generales  de  la  finca: 

Resultando  que  D.  Bemardino  Fernández  de  Velasco ,  Duque  de  Frías 
y  de  Uceda,  obtuvo  el  año  1886  licencia  Real  para  vender  bienes  hasta  en 
cantidad  de  2.000.000  de  reales  de  los  mayorazgos  que  poseía,  uno  de  ellos 
el  ya  citado  de  Frómista;  y  en  26  de  Septiembre  de  1887  otorgó,  en  unión 
de  sns  inmediatos  sucesores  en  aquéllos,  escritura  por  la  que  vendieron  á  • 
D.  Francisco  Velasco  las  posesiones,  cotos  redondos  de  Matilla  de  los  Ca- 
ños, Vecinos  y  Olmedilia,  con  todas  sus  regalías,  exenciones  y  preeminen- 
cias, propiedades,  prados,  ejidos,  pastos,  montes,  caza,  abrevaderos  y  de- 
más que  había  poseído,  libres  de  todo  cargo,  adquiriendo  el  mismo  Don 
Francisco  Velasco  por  compra  al  Estado,  consignada  también  en  escritura 
pública  de  9  de  Octubre  de  1888,  la  media  yugada  de  tierra  que  en  el  ex- 
presado  término  correspondió  al  Convento  de  Religiosas  de  Zarzoso:  y  por 
fallecimiento  de  aquél  fué  adjudicado  como  heredera  á  su  madre  Doña  Dá- 
masa  María  de  la  Concepción  Gutiérrez  el  coto  y  término  redondo  de  la 
demarcación  de  Matilla  de  los  Caños,  tanto  las  tierras  de  pan  llevar  como 
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■08  pradenWj'TAlIes,  pasto*,  hierbas,  montes  de  encina,  agnas  nacientea  y 
corrientes,  eon  sa  molino  harinero  y  casa  con  paneras,  cuyos  linderos  se 
expresan,  heredándole  de  la  Dofia  Dámasa  María  de  la  Concepción  sa  hijo 
D.  José  Atanasio  Yelasco,  y  de  éste  el  sayo  D.  Manuel  Velasco  y  RipoU, 
según  escritora  de  27  de  Enero  de  1861  y  29  de  igual  mes  del  64: 

Besoltando  que  en  las  diligencias  de  toma  de  posesión  del  coto  y  tér- 
mino de  Matilla  por  p.  Francisco  Velasco  en  el  afio  1887,  aparece  que  la 
ennndada  finca  pasó  á  la  propiedad  del  nuevo  duefio  con  sus  terrenos  de 
labor,  pastos,  montes  alto  y  bajo,  tejares,  cercados,  huertos,  molino  hari- 
nero, casas,  paneras,  aguas  estantes,  salientes  y  manantes,  derechos  y  de- 
más concernientes  á  la  misma,  excepto  las  casas  de  propiedad  particular  y 
la  media  yugada  de  tierras  de  las  Monjas  del  Zarxoso,  y  se  requirió  para  la 
eniinciada  posesión  al  Ayuntamiento  y  vecinos  de  Matilla,  promoviendo 
expediente  el  propio  D.  Francisco  Velasco  ante  el  Juagado  de  primera  ins- 
tancia de  Salamanca,  con  audiencia  del  Promotor,  sobre  que  se  declarase  de 
propiedad  particular,  como  lo  era,  el  coto  y  heredamiento  predichos,  y  dis- 
pusieae  continuara  el  D.  Francisco  tranquilamente,  como  su  legitimo  com- 
prador, en  la  posesión  de  aquél,  amparándole,  caso  necesario,  en  la  que  se 
le  había  dado  y  disfrutaba  pacíficamente,  con  lo  que  estuvo  conforme  di- 
cho Promotor  y  estimó  el  Juzgado  por  auto  definitivo  de  23  de  Abril  de 
1888,  declarado  luego  en  autoridad  de  cosa  juagada,  dándose  también  po- 
sesión del  precitado  término  redondo  de  Matilla  de  los  Cafios  en  17  de  Ja- 
llo de  1864  á  D.  Manuel  Velasco  y  Ripoll,  á  virtud  de  haber  pasado  al 
mismo  su  propiedad,  según  ya  he  referido  antes: 

Resaltando  que  duefio,  como  expresado  queda,  D.  Manuel  Velasco  y 
Bipoll  de  la  enunciada  finca,  la  vendió  en  escritura  de  18  de  Febrero  de 
1880  á  D.  José  Rodrigues  Yagüe,  describiéndola  y  deslindándola  en  aná- 
logos términos  á  los  que  sobre  el  particular  aparece  de  los  antecedentes 
relacionados;  diciendo  ser  su  extensión  de  dos  y  cuarto  leguas  y  SIO  varas 
de  Norte  á  Sor  y  una  legua  y  640  varas  de  Oriente  á  Occidente,  y  aña- 
diendo existir  en  ella  y  en  el  casco  del  pueblo  una  casa  con  corral  y  pane- 
ra, calle  de  los  Alamos,  núm.  1,  que  lindaba  por  su  izquierda  con  otra  de 
D.  Manuel  Pefia;  tres  casas  contiguas,  calle  de  la  Haerta,  números  1, 3  y  5, 
lindantes  también  por  la  izquierda  con  la  de  José  Pefia;  otra  casa  destinada 
á  tejar,  calle  de  este  nombre,  núm.  19,  que  asimismo  se  deslinda;  la  era  ti- 
tulada del  Tq'ar,  con  homo,  posos  y  sitios  para  poner  carros  y  lefia,  que 
comprendía  11.218  pies  de  superficie;  una  huerta  con  su  noria  en  la  calle 
de  la  Huerta,  y  sus  corrales  pertenecientes  á  las  casos  números  1, 3  y  5,  de 
didia  ealle;  una  cortina  con  el  nombre  de  Cercado  de  Piedra,  en  la  calle 
de  la  Poente,  y  un  molino  harinero;  atravesando  dicha  posesión  el  rio  Ar- 
ganaa,  que  daba  riego  á  parte  de  ella  y  fuerza  al  molino,  y  existiendo, 
además,  dentro  del  coto  varias  eaaas  en  el  casco  del  pueblo,  cuya  edifica- 
ción corresponde  á  diversas  personas,  pero  cataban  levantadas  sobre  el 
terreno  deslindado,  además  de  todo  lo  cual  y  de  los  particulares  que  no  son 
de  referir,  se  dice  en  la  condición  quinta  de  la  propia  escritura  que  aun. 
cuando  todo  el  suelo  comprendido  en  el  coto  deslindado  correspondía  se- 
gún los  títulos  á  Velasco  y  Bipoll,  se  hacía  constar  que  los  vecinos  que 
formaban  el  pueblo  habían  construido  en  parte  de  dichos  terrenos  sus  ca- 
sas, cercados,  corrales  y  huertos  anejos  á  Iss  mismas,  sobre  cuyo  particu- 
lar no  se  obligaba  á  la  evicción  y  saneamiento;  colocando  y  subrrogando  al 
comprador  en  el  grado  y  lugar  del  vendedor  para  que  reclamase  contra 
quien  y  en  la  forma  que  le  pareciera  más  conveniente,  pero  siendo  de 
cuenta  de  aquél  los  gastos  que  esto  le  ocasionara: 

Besoltando  que  D.  Manuel  García  y  otros  vecinos  caseros  de  Matilla  y 
los  Yftínim  labradores  de  dicha  villa  siguieron,  á  mediados  del  siglo  pa- 
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aado,  pleito  sobre  aprovechamiento  de  pastee,  en  el  qne  loé  parte  el  Mi* 
Diflterio  fiscal,  recayendo  sentencias  de  yista  y  revista  dictadas  por  la 
Ohaneilleria  de  Valladolid  en  2  de  Diciembre  de  1761  y  16  de  Octubre 
4e  1762,  por  las  que  se  revocó  el  repartimiento  verificado  por  los  Alcaldes 
Begideres  y  Procarador  general  de  aqnéila  en  9  de  Noviembre  de  166f 
para  la  paga  del  arrendamiento  hecho  por  los  indicados  labradores,  y 
mandó  que  á  los  caseros,  por  las  tres  reses  qne  llamaban  de  caserfa,  sólo 
se  les  repartiese  por  cada  uno  lo  mismo  que  se  repartía  y  cargaba  á  los 
referidos  labradores  por  cada  una  de  las  soyas,  y  dos  reales  también  por 
cada  una  de  las  excedentes,  condenando  á  los  segandos  á  qoe  no  impidie- 
ran de  manera  algnna  á  los  primeros  pastaran  sos  ganados  en  los  Mrmi- 
nos  de  la  citada  villa,  pagando  lo  mandado,  ni  arrendasen  pastos  para  los 
ganados  forasteros  sino  en  caso  de  haberlos  sobrantes,  y  prefiriendo  á  los 
vecinos  caseros  por  el  tanto,  ni  les  impidieran  cortar  en  el  monte  lefia  que 
necesitasen  para  el  preciso  consamo  de  sus  casas,  haciendo  baen  corte 
oonforme  á  la  ley,  con  varios  pronunciamientos  más,  entre  ellos  el  de 
permitirse  que  unos  y  otros  vecinos  padieran  hacer  huertos  inmediatos  á 
sus  casas  para  su  utilidad  y  beneficio,  del  mismo  ancho  y  largo  y  con  las 
mismas  cercas  qne  los  qae  antes  había,  sin  perjuicio  del  derecho  del  dnefío 
de  dicha  villa: 

Resultando  que  como  quiera  que  en  el  afio  de  1878,  y  de  consigaiente 
cuando  era  duefio  de  la  finca  tantas  veces  aludida  D.  Manuel  Velasco  y 
Ripoll,  por  acaerdo  del  Ayuntamiento  de  Matilla  cortase  Remigio  Sándies 
Calvo  uno  de  los  álamos  existentes  en  la  calle  á  que  daban  título,  entabló 
el  D.  Manuel  Velasco  interdicto  de  recobrar,  que  fué  estimado  en  primera 
instancia,  de  coya  sentencia  apeló  el  demandado  promoviendo,  pendientes 
dichos  autos  en  la  Audiencia,  cuestión  de  competencia  el  Gobernador  dvil 
de  la  provincia,  y  aquel  Tribunal  sostuvo  oorresponderle  el  conocimiento 
del  asunto,  bajo  el  concepto  de  que  si  los  Ayuntamientos  tenían  atribucio- 
nes en  lo  relativo  á  los  intereses  peculiares  de  los  pueblos,  y  por  tanta  en 
lo  referente  á  policía  urbana  y  cuidado  y  conservación  de  los  árboles 
plantados  en  sus  calles  y  piases,  no  dándose  interdictos  respecto  á  los 
acuerdos  que  tomasen  en  el  particular,  para  ser  aplicable  tal  doctrina  era 
preciso  no  tuvieran  aquéllos  limitadas  sus  facultades  por  otras  disposicio- 
nes que  garantisasen  derechos  civiles,  lo  qoe  sucedía  en  el  caso  de  que  so 
trataba,  por  ser  Velasco  duefio  del  pueblo  y  de  los  árboles  plantados  de  su 
orden,  en  cuya  atención  el  precitado  Gobernador  desistió  del  requeri- 
miento de  inhibición: 

Resultando  que  el  coto  y  término  de  Matilla  estuvo  arrendado  por  sus 
duefios,  habiendo  venido  á  los  autos  escrituras  de  arrendamieúto  otoi^- 
das  por  los  apoderados  de  los  respectivos  propietarios  con  los  arrendata- 
rios que  en  cada  una  de  ellas  se  mencionan,  en  las  fechas  de  11  de  Enero 
de  1888,  22  de  Noviembre  del  43,  d  de  Abril  del  48, 17  de  Diciembre 
del  65,  6  de  Junio  del  62,  22  de  Mano  del  67,  9  de  Noviembre  del  78  y  4 
de  Enero  del  79,  titulándose  aquéllos  arrendamientos  en  sus  epfgrsfes, 
en  lo  sustancial  idénticos,  del  término,  coto  redondo  de  la  villa  de  Matilla, 
oon  todos  sus  aprovechamientos,  tierras  de  labor,  cortinas,  herrefiales, 
pastbs  y  hierbas;  y  consignándose  entre  sus  condiciones  el  pago  por  los 
arrendatarios  de  la  contribución  impuesta  al  término;  la  distribución  com- 
pleta de  ésta  entre  los  mismos;  lo  qué  quedaba  ezduído  de  ellos;  el  soota- 
miento  general  de  casa  y  pesca;  la  prohibición  de  edificar  casa,  pajar, 
huerto  ú  otro  edificio  cualquiera  en  el  término  y  casoo  de  la  villa  sin 
orden  expresa  del  propietario,  y  la  de  tomar  piedra  ó  barro  para  conservar 
los  edificios  existentes,  sin  anuencia  del  montaras,  previo  aviso  y  orden 
de  dicho  propietario;  y  entablada  por  D.  José  Rodrigues  Yagtle  ante  el 
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Juagado  de  Salsmuioft  demanda  de  desahucio  contra  Satarnino  Salgado  y 
demáa  amndatarioa,  pidieron  éatoa  en  el  acto  del  juicio  verbal  se  decía 
rase  no  haber  Ingar  i  dicho  desabndo,  paes  éste  saponía  renteros  qne  no 
dejaban  la  finca,  habiéndola  dejado  ellos,  á  lo  que  replicó  el  demandante 
qae  si  bien  no  eontinnaban  en  el  disfrute  de  la  parte  de  labor,  pasto  y 
monte,  segnian  detentando  varios  huertos  dentro  del  término,  coto 
redondo  arrendado,  por  k>  que  debía  condenárseles  á  desalojarlos;  á  lo 
cual  opusieron  nada  tenían  qne  ver  con  el  arriendo  los  huertos,  de  los  que 
no  sa  hablaba  en  la  escritura,  poseyéndolos  como  dueños  sin  ser  arrenda- 
tarios la  mayoría  de  los  vecinos  del  pueblo;  continuándose  los  autos,  en 
Um  que  recayó  sentencia  de  ti  de  Marso  de  1882,  pronunciada  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Andiaida  de  Valladolid,  qne  absolvió  á  los  indicados 
demandados  por  haber  dejado  ya  á  disposición  de  Rodrigues  YagOe 
las  tierras  y  pastos  detalladoB  «i  la  escritura  de  arriendo,  con  reserva  á 
las  partes  de  su  derecho  sobre  la  propiedad  de  los  huertos  é  imposición 
de  costas  al  precitado  demandante,  quien  interpuso  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  al  que  esta  Sala  declaró  no  haber  lugar  en  9  de  Di- 
ciembre del  mismo  afio  82: 

Besultando  que  también  entabló  D.  José  Rodrigues  Tagüe,  con  ante- 
rioridad á  lo  lUtimamente  referido  por  los  afios  de  1880  y  81,  demanda  de 
juicio  verbal  contra  los  vecinos  de  Matilla  Manuel  Gutierres,  Saturnino 
Salgado  Pefia,  Severiano  Garda  Corral,  Juan  José  García  Corral,  Antonio 
Gaspar  Rosado,  Agustína  Sánehes  Vega.  Manuel  Rosado  y  Ángel  Isquierdo, 
en  reivindicsdón  de  huertos,  recayendo  sentencias  de  conformidad  con 
las  solicitudes  de  Rodrigues  Yagüe,  cuyas  sentendas  dieron  ocasión  á  que 
se  interpusieran  recursos  de  responsabilidad  contra  los  Jueces  que  las  dic- 
taron ante  la  Audiencia  de  Valladolid,  que  fueron  desestimados  por  la 
misma  el  29  de  Noviembre  de  1882,  deduciendo  después  de  todo  elle  el 
repetido  Rodrigues  Yagae,  en  81  de  Marso  de  1884,  la  demanda  de  autos, 
á  la  que  acompafió  muchos  documentos,  en  lo  sustancial  ya  expresados 
varios  de  ellos,  consistiendo  los  demás,  de  que  es  de  hacer  mérito,  en  una 
eertlfleadón  relativa  al  amillaramiento  del  pueblo  de  Matilla,  correspon 
diente  al  afio  1800,  según  el  cual,  D.  José  Velasco  era  duefio  de  las  fincas 
rústicas  del  mismo  pueblo,  figurando  en  concepto  de  colonos  los  que  en  él 
se  eocpiessn,  y  como  propietarios  de  casas  los  de  que  también  se  hace  men- 
ción en  relaciones  correspondientes  á  los  afios  1879, 1880  y  1881,  en  que 
respectivamente  se  consignan  los  llevadores  del  arriendo  del  término  de 
Matilla,  la  cantidad  de  trigo  que  cada  uno  de  ellos  había  de  satisfacer  el 
24  de  Agosto  del  predicho  afio  80,  y  el  reparto  entre  los  mismos  llevado 
res  del  pago  del  plaso  que  vendó  el  11  de  Abril  del  81;  varias  instancias 
que  aparecen  dirigidss  por  vednos  de  Matilla  á  los  propietarios  del  tér- 
mino, pidiendo  la  condonadón  ó  rebaja  en  el  precio  del  arriendo  de  algu- 
nos afios,  por  diferentes  motivos  en  unas  de  ellas,  y  en  las  otras  licencias 
psra  construir,  para  prolongar  las  construcciones  existentes,  y  para  tomar 
materiales  con  dicho  objeto;  y  copia  simple  de  una  certificadón  que  se  tes 
timonió  luego  en  el  término  de  prueba,  expedida  el  6  de  Mayo  de  1864  por 
el  Registrador  de  la  propiedad  de  Salamanca,  relativa  á  la  adquisición  por 
D»  Francisco  Velasoo  del  coto  término  redondo  de  Matilla,  en  concepto  de 
libre,  por  compra  al  Duque  de  Frías;  á  las  transmidones  de  la  propia  finca, 
y  á  que  en  las  inscripdones  de  su  rasón  no  aparecía  se  hallase  hipotecada 
ni  afecta  á  gravamen  alguno  desde  el  establecimiento  del  Registro  hasta 
aquella  fecha: 

Resultando  qne  en  la  enundada  demanda  de  autos,  dirigida  contra  los 
rscurrantss  y  otros  muchos  más,  suplicó  D.  José  Rodríguez  Yagüe  se  de 
darara  que  los  huertos  qne  detidló  y  deslindó  en  uno  de  los  hechos  de  la 
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misnift,  forman  parte  integrante  del  término  coto  redondo  de  Matilla  de 
loa  Oafioa,  son  de  la  ezcloaiva  propiedad  del  D.  Joaé,  como  propietario  de 
toda  la  finca,  y  no  implican  el  eatabiecimiento  de  ninguna  aeryidambre  en 
la  nüama;  condenando,  en  au  conaecaencia,  á  loa  demandadoa  i  qae  dejen 
librea  y  á  diipoaición  del  actor  loa  hnertoa  que  detentan,  con  laa  renta» 
qoe  han  debido  producir  desde  que  principió  la  detentación,  y  al  pago  de 
todaa  las  coatas;  fundándose  para  ello,  con  extensa. referencia  de  antece- 
dentes,  en  ser  duefio  en  pleno  dominio  el  demandante  del  indicado  tér- 
mino coto  redondo,  según  se  hallaba  determinado  y  descrito  dentro  de  loa 
limitea  generales  que  constaban  en  los  títulos,  y  especial,  concreta  y  de- 
terminadamente de  los  huertos  enclavados  en  el  propio  término,  de  que 
hiao  detallada  relación,  así  como  de  las  personas  de  quienes  los  reclamaba» 
cuyos  huertos  no  eran  anejos  á  laa  casas,  aunque  éstos  también  se  hallar 
ban  detentados,  no  encontrándose,  de  eonsiguiente,  comprendidos  aquéllos 
en  la  excepción  de  evicción  y  saneamiento  que  contenía  la  escritura  de 
compraventa  de  1880,  limitando  la  demanda  á  los  citados  huertos  no  ane» 
jos,  por  po  renunciar  á  la  redamación  de  laa  demás  detentacionea  ni  recot 
nocer  ni  hallarse  dispuesto  á  respetar  ninguna  otra  propiedad  ajena  den- 
tro de  la  que  por  tan  claros  títulos  le  pertenecía  en  absoluto  y  perteneció 
á  cuantos  en  su  derecho  le  precedieron,  y  ai  al  fijar  los  linderos  de  lo» 
huertos  detentados  mencionaba  alguno  como  de  los  demandados,  lo  hacia 
para  acomodarse  á  los  que  éstos  les  daban  en  relaciones  oficiales,  y  evitar 
confusión;  en  justificar  los  documentos  acompafiados,-y  especialmente  la 
sentencia  de  la  Chancillería  de  Valladolid  del  afio  1762,  las  exponciones  de 
los  vecinos  de  Matilla  y  las  relaciones  de  llevadores  del  arriendo,  distri- 
bución de  la  cantidad  de  trigo  con  que  cada  uno  de  ellos  habla  de  contri- 
buir, y  reparto  de  la  paga  del  plaao  vencido  en  Abril  de  1881;  que  todos  ó 
casi  todos  los  demandados  tuvieron  constantemente  el  carácter  de  arren- 
datarios del  término,  y  cuando  no  ellos,  sQs  cauaahabientes,  ^  no  fueron 
poseedores  á  título  de  duefios  al  efecto  de  ganar  la  prescripción;  y  en  la» 
alegaciones  de  derecho  que  consignó,  invocando,  aparte  de  otras,  laa  le- 
yea  40  á  44,  tít  28,  Partida  8.a,  por  laa  que  quien  edifica  ó  siembra  ei» 
suelo  ajeno  lo  hace  para  el  duefio;  la  10,  tít.  18  de  la  misma  Partida,  con 
arreglo  á  la  cual,  al  que  probare  fué  suya  algún  tiempo  cualquier  cosa» 
debe  conceptuarse  como  tal  duefio  mientras  no  se  pruebe  lo  con  rario;  la» 
leyes  l.^  tít  29;  6.S  tít.  80  de  la  Parüda  8.*^,  y  l.«,  tít  8.o,  Ubro  11  de  la 
Novísima  Recopilación;  y  la  jurisprudencia,  en  sentencia»,  entre  otras,  de 
18  de  Abril  de  1869,  28  de  igual  mes  del  66, 16  de  Octubre  del  68  y  7  de 
Julio  del  77,  que  exige  para  la  prescripción,  aun  siendo  inmemorial,  lo» 
requisitos  de  buena  fe  y  poseer  á  título  de  duefio;  y  los  artículos  2.<',  17, 
20^  86,  281,  288,  897  y  407  de  la  ley  Hipotecaria: 

Resultando  que  los  demandados  contestaron  á  la  demanda  con  presen- 
tación  también  de  numerosos  documentos  y  la  solicitud  de  que  se  le»  ab- 
solviera de  ella,  sosteniendo  al  efecto  ser  D.  José  Rodrigues  Yagüe  duefic^ 
de  laa  tierras  y  monte  de  Matilla,  pero  esto  no  significaba  lo  fuese  de  todo 
lo  que  el  término  y  el  pueblo  abarcaban,  pues  no  lo  era  de  laa  casas,  que 
no  reclamaba,  ni  de  los  huertos  que  demandaba;  no  haciendo  al  caso,  por 
tanto,  ni  acreditando  nada  la  titulación  producida,  y  ser  los  huertos  mo- 
tivo del  pleito  legítimamente  de  sus  antiguo»  poseedores,  pues  se  vendían 
por  deudas  de  algunos,  los  compraba  el  Administrador  del  anterior  duefio 
Veiasco,  y  éste,  con  gran  cautela,,  al  enajenar  la  finca  no  se  obligó  á  la 
evicción  y  saneamiento  en  lo  tocante  al  particular,  visto  el  empefio  del 
comprador  en  hacer  geatíón  sobre  ellos,  una  ves  dispuesto,  según  lo  de- 
mostró, á  no  dejar  de  renteros  á  los  que  durante  tantos  afios  y  las  genera- 
ciones que  les  antecedieron  habían  fertilisado  la  tierra  con  el  trabajo  de 
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«00  manos  y  el  sudor  de  bq  frente;  reserrane  loa  hnertoa  dichoa  deman- 
dados en  loa  contratos  de  arriendo,  dado  aólo  se  exigía  permiso  para  aa- 
car  materiales  destinados  á  componerlos,  y  así  se  expresaba  en  la  deman- 
da; haber  sido  arrendatarios  nnos  de  los  poseedores  y  daefios  de  hnertos 
7  otros  no;  drcnnstancia  qne  nada  implicaba  ni  argala  por  lo  dicho,  y 
poseer  aqnóllos  en  virtad  de  los  títulos  de  qne  se  hace  mención  reapecto 
i  cada  nno;  qne  la  acción  reiyindicatoria  ha  de  ser  jastificada  con  el  títalo 
de  cada  ana  de  las  Atacas  demandadas,  precediendo  la  de  nnlidad  de  las 
ventas  y  titulaciones,  y  siendo  la  renta  y  la  herencia  títulos  traslativos  de 
dominio;  qne  quien  posee  con  títalo,  siquiera  sea  imperfecto  ó  tachable, 
adquiere  lo  poseído  por  la  preacripdón  ordinaria  de  diez  afios  entre  pre 
sentes,  como  en  este  caso,  por  reputarae  estarlo  el  que  vire  en  la  misma 
provincia  ó  tiene  en  ella  representación  ó  administrador,  y  veinte  entre 
ausentes— ley  7.*,  tít.  14,  Partida  6  *  y  sentencia  de  este  Tribunal  Supre- 
mo de  28  de  Junio  de  1869; — y  el  que  poaee  durante  treinta  afios,  por  más 
^e  carezca  de  título,  es  duefio  de  la  cosa  raís  aobre  que  recae  la  poseaión; 
sentencias  de  3  de  Abril  de  1868,  9  de  Julio  del  80  y  25  de  Octubre  del 
81;— que  el  vendedor  á  Yagüe  de  la  dehesa  y  término  de  Matilla  de  los 
Gsíios  salvó  su  responsabilidad  al  tratarae  de  los  huertos,  dejándola  toda 
i  cargo  del  que  qaisiera  reclamarlos,  sin  responder  de  la  evicción,  y  que 
los  huertos  no  fueron  nunca  arrendados,  deduciéndose  aaí  de  laa  eacrítu 
ras  de  arriendo: 

Resultando  qne  el  actor  en  la  réplica  vino  á  reproducir  lo  expuesto  en 
la  demanda  é  impugnó  lo  alegado  de  contrario,  negando  toda  eficacia  y 
autenticidad  legal  á  los  documentos  presentados  con  la  contestación,  y 
Adicionando  algunos  fundamentos  de  derecho,  nno  de  ellos  relativo  á  no 
hallarse  la  doctrina  de  este  Tribunal  Supremo,  referente  á  que  ha  de  pre- 
ceder á  la  acción  reivindicatoria  la  nulidad  de  las  ventaa  y  titulaciones, 
reducida  á  tan  limitados  términos  como  decían  los  demandados;  pero  aun 
dado  dicho  supuesto,  Yagtte,  en  nao  de  su  derecho,  conforme  al  art.  648 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ampliaba  sus  pretensiones,  y  á  las  accio- 
nes reivindicatoria  y  negatoria  que  había  expueato,  adicionaba  la  expresa 
dé  nulidad  de  los  títulos-  acomp«fiadoa  al  escrito  contestando,  y  suplicó 
qae  habiéndose  por  interpuestas  dichas  acciones,  se  declarase  que  loa 
huertos  objeto  de  la  demanda  forman  parte  integrante  del  término  coto 
redondo  de  Matilla  de  los  Gafios,  y  son  de  la  exclusiva  propiedad  de  Ya 
gfle,  como  propietario  único  de  toda  esta  finca;  que  son  nulos  y  de  ningún « 
valor  ni  efecto  legales  los  documentos  con  pretensiones  de  títulos  de  pro- 
piedad presentados  por  los  demandados,  é  ineficaces  también  en  derecho 
las  excepciones  por  ellos  aducidas,  y  que  los  miemos  no  habían  probado 
el  establecimiento  de  las  servidumbres,  que  el  disfrute  de  propiedades  par 
ticulares  que  detentan  implicaría  sobre  la  indiscutible  de  Yagüe;  mandando 
en  ^su  consecuencia  se  abstuvieran  del  ejercicio  de  las  indicadas  servi- 
dumbres y  dejasen  libres  y  á  disposición  del  actor  los  huertos  detentados, 
con  los  frutos  producidos  y  debidos  producir  desde  el  principio  de  la  de 
tentación  y  pago  de  las  costas: 

Besultando  que  por  su  parte  los  demandados  también  reprodujeron  lo 
expuesto,  negando  los  hechos  aducidos  por  el  actor  y  combatiendo  sus 
alegaciones  de  derecho,  y  entre  las  de  esta  clase  que  adicionaron  fué  una 
no  aotorisar  el  art.  648  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  el  cambio,  la  sus 
titucJón  ni  la  reforma  de  las  acciones  producidas  en  la  demanda,  por  todo 
lo  que  pidieron  ae  declarase  improcedente  la  utilizada  en  la  de  autos,  por 
no  haber  precedido  la  de  nulidad,  por  no  acompañar  títulos  de  cada  una 
de  las  cosas  reclamadas,  por  no  ser  posible  cambiar  la  acción  ni  deducir 
otra  nueva,  y  por  no  tratarae  de  servidumbre  que  rechazaba  el  concepto 
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de  dominio  qoe  alegaban  loe  demandadoa,  abeolviéndolea  de  dicha  de-^ 
manda  con  coatas  al  actor,  aigoiéndose  el  juicio  en  loa  reatantea  trámites 
con  período  de  prueba,  en  el  que  D.  José  Bodrígoea  Yagüe  y  los  deman-- 
dados  la  .practicaron  de  teatígos,  documentos  y  cotejos  de  los  que  hablan 
presentado,  é  igualmente  aquél  de  poaiciones,  y  recayendo  sentencia  del 
Jnes  de  primera  inatancia,  en  la  cual  declaró  que  loa  huertos  detallados  y 
precisadoa  en  la  demanda,  parte  integrante  del  término  coto  redondo  de 
Matilla  de  los  Cafios,  son  legítima  propiedad  del  susodicho  demandante, 
librea  de  todo  gravamen  y  aervidnmbre  á  ía?or  de  tercero,  y  condenó  á 
Agustín  Benito  Sagrado  y  demás  contra  quienes  se  dirigía  la  demanda,  de 
los  que  hizo  especial  mención,  á  dejar  libres  y  á  disposición  del  expresado 
demandante  los  que  les  reclamaba  y  que  ind^idamente  se  hallaban  disfru- 
tando con  ios  frutos  ó  renta  que  hubiesen  podido  producir  desde  la  con- 
testación á  la  demanda,  y  á  que  se  abstuvieran  de  todo  aprovechamiento 
sobre  dichos  huertos  y  no  perturbasen  en  adelante  la  propiedad  y  pacífica 
posesión  de  los  mismos  por  el  repetido  demándente,  sin  hacer  especial 
condena  de  costas;  cuya  sentencia  confirmó  con  las  de  la  segunda  instan- 
cia la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Vallfidolid  en  la  que  pronunció 
el  9  de  Julio  de  1892,  declarando  á  más  de  ello  no  ser  procedente  en  el  trá- 
mite en  que  se  había  formulado  la  pretensión  de  nulidad  de  los  títulos 
presentados  en  autos  por  los  demandados,  acción  que  podría  D.  José  Ro- 
dríguez Yagüe  ejercitar,  si  le  convenía,  en  el  juicio  correspondiente: 

JKesultando  que  D.  Agustín  Benito  Si^rado  y  los  otros  demandados  de 
que  se  hace  mérito  en  el  encabezamiento  de  esta  sentencia  han  interpuesto 
recurso  de  casación,  como  comprendido  en  los  números  l.o  y  7.o  del  ar- 
tículo 1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  en  apoyo  del  mis- 
mo las  siguientes  infracciones: 

l.ft  Los  artículos  l.o,  3.o,  4.o  y  6.o  de  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1837, 
según  los  cuales:  lo  dispuesto  en  el  decreto  de  las  Cortes  generales  y  ex- 
traordinarias de  6  de  Agosto  de  1811  y  en  la  ley  aclaratoria  del  mismo  de 
3  de  Mayo  de  1823,  acerca  de  la  presentación  de  los  títulos  de  adquisi- 
ción para  que  los  señoríos  territoriales  y  solariegos  se  consideren  en  la 
claae  de  propiedad  particular,  sólo  se  entiende  y  aplicará  con  respecto  á 
los  pueblos  y  territorios  en  que  los  poseedores  actuales  ó  sus  causantes 
hayan  tenido  el  sefiorío  jurisdiccional,  no  estando  obligados  los  poseedo- 
res á  presentar  dichos  títulos  de  adquisición  para  no  ser  perturbados  en  la 
posesión  de  los  predios  rústicos  y  urbanos  que,  hallándose  sitos  en  pue- 
blos y  territorios  que  fueron  de  su  sefiorío  jurisdiccional,  les  hubieran 
pertenecido  hasta  la  publicación  de  aquella  ley  como  propiedad  particu- 
lar; maa  si  ocurrieren  dudas  sobre  esto  deberían  justificar  dichos  posee- 
dores por  otra  prueba  legal,  y  en  un  juicio  breve  y  sumario,  la  cualidad 
de  propiedad  particular  independiente  del  título  de  sefiorío,  sin  estar  tam- 
poco obligados  á  presentar  los  títulos  de  adquisición  aquellos  que  hubie- 
sen ya  sufrido  el  juicio  de  incorporación  ó  el  de  reversión,  y  obtenido  sen- 
tencia favorable  ejecutoriada;  pero  si  fuesen  requeridos,  la  exhibirían  y 
sería  cumplida  y  guardada  en  todo  lo  sentenciado  y  definido  por  ella,  ex- 
cepto en  cuanto  á  los  derechos  jurisdiccionales  y  los  tributos  y  pensiones 
que  denotasen  sefiorío  ó  vasallaje^  concediéndose  á  los  sefiores  jurisdic- 
cionales respecto  á  los  otros  predios,  derechos  y  prestaciones,  cuyos  títu- 
los debían  presentarse  en  el  término  de  dos  meses,  oontado  desde  la  pro- 
mulgación de  la  ley,  para  que  los  presentaran,  y  si  no  lo  hacían  dentro 
del  referido  término,  se  procedería  al  secuestro  de  tales  predios,  promo- 
viendo en  seguida  li^parte  fiscal  la  correspondiente  demanda  de  incorpo- 
ración; y  la  doctrina  establecida  en  sentencias  de  23  de  Febrero  de  1854 
y  27  de  Junio  del  67,  entre  otras,  que  decUuran  respectivamente  que  los 
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pOBeedoTM  de  predios  rúetícos  y  urbanos,  sitos  en  los  pueblos  que  f  oeron 
de  sefiorio  Jarisdiccionsl,  necesitan  para  qae  no  se  les  perturbe  en  la  po- 
sesión de  ellos,  cuando  oeorra  dada  ó  contradicción,  jastificar  por  otra 
prueba  legal  en  el  juicio  instructiYO  establecido  en  el  art.  8.0  de  la  preci* 
tada  ley,  la  cualidad  de  propiedad  particular  independiente  del  titulo  de 
sefiorio,  y  que,  según  lo  prevenido  en  el  enunciado  art.  4.o,  no  están  obli« 
gados  i  la  presentación  de  títulos  los  que  hayan  sufrido  ya  el  juicio  de 
incorporación  ó  de  reversión,  y  obtenido  ejecutoria  favorable,  pues  tra* 
tándose  del  término  de  un  pueblo  ó  de  territorio  en  que  los  causantes  del 
actor  to vieron  señorío  jurisdiccional,  y  no  habiendo  probado  como  les  in- 
cumbía que  aquel  de  sus  causantes  que  vivía  en  los  dos  meses  siguientes 
á  la  promulgación  de  la  ley  de  86  de  Agosto  de,  1837  sufriera  juicio  de  in- 
corporación ó  de  reversión,  y  hubiese  tenido  ejecutoria  favorable,  ni  jus- 
tificado con  prueba  legal  en  el  obligado  juicio  sumario  la  cualidad  de  pro* 
IMedad  particular  independiente  del  sefiorio,  es  obvio  infringe  la  senten* 
tanda  recurrida  las  prescripciones  y  doctrinas  citadas,  por  cuanto  el  de- 
mandante carece  de  titulo  y  de  acción,  y,  sin  embargo,  se  condena  á  lo» 
recurrentes  á  restituir  los  huertos  que  legítimamente  les  corresponden, 
cuando  de  no  pertenecerles,  se  debió  proceder  al  secuestro  de  ellos  y  de 
los  demás  pMios  del  término  de  Matilla  de  los  Oafios,  transcurriendo  el 
plaao  del  predicbo  art.  6.0,  promoviendo  en  seguida  la  parte  fiscal  la  co- 
rrespondiente demanda  de  incorporación: 

2.*  Ia  doctrina  consagrada  por  las  sentencias,  á  más  de  otras,  de  30 
de  Enero  y  9  de  Diciembre  de  1864,  que  establecen:  la  primera,  que  no« 
puede  prosperar  la  demanda  reivindicatoría  coando  se  funda  en  la  nuli- 
dad de  los  títulos  de  las  fincas  redamw^,  y  sobre  no  haberse  promovido 
legalmente  esta  cuestión  en  el  pleito,  no  se  ha  obtenido  antes  la  declara- 
ción de  dicha  nulidad;  y  la  segunda,  que  la  acción  reivindicatoría  que 
compete  al  duefio  de  una  casa,  es  eficas  y  directa  contra  cualquier  posee* 
dor  que  ain  título  lo  detente,  pero  no  lo  es  ni  puede  entablarse  con  éxito 
cuando  el  poseedor  tiene  un  título  más  ó  menos  firme,  sin  que  preceda 
al  ejercicio  de  esa  misma  acción,  otra  que,  conforme  á  derecho,  sea  ade- 
cuada para  destruirlo;  puesto  que,  como  los  demandados  han  producido 
los  títulos  justificativos  de  la  propiedad  de  los  huertos  litigiosos  en  cuya 
legal  posesión  se  hallan,  y  el  actor  no  ha  solicitado  en  la  demanda  que 
previamente  se  les  declare  nulos  y  de  ningún  valor  ni  efecto,  precisa  re- 
conocer que  la  sentencia  recurrida  infringe  la  precitada  doctrina  legal,  al* 
deferir  á  ana  demanda  reivindicatoría  que,  aun  suponiendo  hubiera  te- 
nido el  actor  título  para  interponerla,  no  ha  podido  entablarla  con  éxito, 
da  la  franca  declaradón  de  nulidad  de  los  de  propiedad  presentados  por 
los  recurrentes: 

3.»  Las  leyes  27,  tít  2.^^  Partida  3.*,  que  define  la  posesión  y  de- 
termina sus  ventajas;  28,  de  los  mismos  título  y  Partida,  referentes  al  «pro 
que  viene  al  tenedor  de  la  tenencia  de  las  cosas  que  tiene»;  20,  también  de 
dichos  título  y  Partida,  que  trata  de  «qué  debe  facer  el  que  tiene  la  cosa 
por  sí  ó  en  nombre  de  otro,  quando  gela  demandaren»;  y  10,  tít  14  de  la 
dtad»  Partida,  relativa  á  «como  aquel  que  puede  en  juycio,  que  en  algún 
tiempo  fuera  sefior  ó  tenedor  de  la  cosa  sobre  que  es  la  contienda,  que  de- 
bemos sospechar  que  lo  es  aún;  que  non  se  pruebe  lo  contrario»;  y  la  doc- 
trina sandooada  en  las  sentencias  de  12  de  Diciembre  de  1869  y  26  de 
Enero,  20  de  Febrero  y  26  de  Mayo  de  1866,  cuyas  sentendas  consignan: 
que  al  poseedor  le  basta  poseer  para  ser  respetado  en  la  posesión,  mien- 
tras no  se  presente  quien  tenga  y  justifique  mejor  derecho;  que  si  el  de- 
mandante no  prueba  su  acción,  debe  ser  absuelto  el  tenedor  de  la  cosa  do- 
mandada»  aunque  la  tenga  dn  derecho,  según  dispone  la  citada  ley  28,  tí- 
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talo  9.<>,  Partida  S>;  qoe  al  demandado,  con  arreglo  á  la  ley  10,  tíC.  ti, 
Partida  8.*,  le  basta  sólo  poieer,  aiendo  obligación  del  demandante  proiar 
el  f  andamento  de  la  acción  con  qne  reclama  la  propiedad;  y  al  que  tiene  á 
ra  favor  un  derecho  reconocido,  debe  serle  respetado  manteniéndole  en  el 
goce  7  pacífica  posesión  del  mismo,  porque  si  los  recurrentes  han  jastifi- 
cado  cumplidamente  estar  en  la  quieta  y  nunca  interrumpida  posesión  de 
los  huertos,  no  sólo  con  la  prueba  documental  de  los  títulos  producidos  y 
con  el  testimonio  unánime  de  rarios  testigos,  sino  con  la  demanda  misma 
y  todas  las  manifestaciones  del  actor  afirmativas  de  que  detentaban  los 
huertos,  se  impone  como  conclusión  infringir  la  sentencia  recurrida  las 
leyes  y  doctrina  objeto  de  este  motivo  de  casación,  condenándoles  á  resti- 
tuir las  referidas  fincas,  cuando  por  virtud  de  la  posesión  en  que  se  hallan 
y  por  no  haber  probado  el  demandante  su  acción,  había  debido  absolver- 
los de  la  demanda,  aun  en  la  hipótesis  de  no  haber  tenido  los  títulos  que 
legitiman  dicha  posesión: 

4.&  La  ley  18,  tít  29,  Partida  8.^,  según  la  cual,  si  alguno  recibe  de 
otro  una  cosa  raís  por  compra,  donadío,  cambio,  manda  ó  alguna  otra  ra- 
zón derecha  y  fuese  de  buena  fe  tenedor  de  ella  dies  afios,  fseyendo  en  la 
tierra  el  sefior  della  ó  veinte  seyendo  en  otra  parte,  que  la  puede  ganar 
por  este  tiempo,-  maguer  aquel  de  quien  la  oviesse  recibido  non  fueee 
verdadero  sefior,  é  dende  adelante  non  es  tonudo  de  responder  por  ella  á 
ningún  ome»;  la  21,  de  los  mismos  títulos  y  Partida,  qne  determina:  ccómo 
por  tiempo  de  treinta  afios  ppede  ome  ganar  qual  cosa,  quier  que  tenga, 
quier  aya  buena  fe.  quier  non»;  la  doctrina  sancionada  por  la  sentenda, 
entre  otras,  de  21  de  Marso  de  1868,  de  que  poseída  una  cosa  con  buena 
fe.  justo  título  y  por  el  tiempo  marcado  en  la  ley,  se  adquiera  por  pres- 
cripción; la  establecida  en  la  de  21  de  Abril  de  1866,  respecto  á  ser  título 
legítimo  para  la  prescripción,  con  arreglo  á  la  citada  ley  21,  tít.  29,  Par- 
tida 3.*,  la  posesión  de  buena  fe  por  largo  tiempo;  la  consignada  en  la  de  6 
de  Mayo  de  1866,  según  la  qoe,  quien  posee  una  cosa  por  treinta  afios,  sea 
con  baena  ó  mala  fe,  sin  que  nadie  le  ponga  pleito  sobre  ella,  la  gana,  no 
estando  obligado  á  responder  por  la  misma;  y  la  comprendida  en  senten- 
cia dé  21  de  Abril  del  propio  afio  65,  conforme  á  la  que  la  buena  fe  se  pre- 
sume en  el  poseedor  si  no  se  prueba  lo  contrario,  por  cuanto  consta  en  au- 
tos, por  modo  evidente,  estar  los  demandados  como  estuvieron  sus  cau- 
santes desde  tiempo  inmemorial  unos,  desde  hace  más  de  treinta  afios 
otros,  y  algunos  desde  más  de  veinte  y  de  dies,  en  la  tranquila  posesión 
de  los  huertos  redamados;  y  como  aun  careciendo  de  título,  qoe  no  care- 
cen, cual  respecto  de  ▼arios  lo  reconoce  la  misma  sentencia  recurrida,  ha- 
bían adquirido  dichos  huertos  por  la  prescripción,  es  lógico  concluir  in-, 
fringe  las  enundadas  leyes  y  doctrina,  toda  vez  condena  á  los  recurrentes 
á  restituir  lo  que  legítimamente  les  pertenece  por  haberlo  adquirido  con 
justo  título,  patentizándolo  así  los  que  han  presentado  con  buena  fe,  aten- 
dido á  no  haber  probado  lo  contrarío  el  actor,  y  con  el  transcurso  del 
tiempo  necesario  para  la  prescripción;  agregándose  á  esta  infracción  la  de 
las  sentencias  ejecutorías  dictadas  oor  la  Ghancillería  de  Valladolid  en  2 
de  Diciembre  de  1761  y  16  de  Octubre  de  1762,  que  confiríó  el  derecho  de 
108  cageros  á  hacer  huertos  para  n»  utilidad  y  beneficióla;  y  la  de  la  pronun 
ciada  por  la  Audiencia  de  Valladolid  en  los  autos  de  desahucio  promovi- 
dos por  el  demandante  contra  los  arrendatarios,  cuya  sentenda,  qne  quedó 
firme,  revocó  la  del  inferior,  que  había  declarado  procedente  el  desahucio 
por  considerar  comprendidos  los  huertos  en  el  arrendamiento,  habiéndose 
en  BU  consecuencia  reconocido,  por  esta  segunda  ejecutoria,  qne  aquélloa 
no  formaban  parte  del  término  arrendado: 

6>    La  ley  114,  tít.  18,  Partida  8 >,  qne  da  plena  fuerza  probatoria  á  loa 


Digitized  by  VjOOQ IC 


tu 

^doenmestM  iiúblioM  tin  tacha  ni  vicio  legal»  cotejados  con  rae  orighialfe, 
^•egún  declara  la  aentenda  de  20  de  Febrera  de  1866,  el  art  696,  en  ana 
Búmeroe  l.o,  8.^,  4.*  y  7.o,  y  el  697,  en  ene  números  l.o,  2.0  7  4;*,  de  la 
ley  de  Enjoicíamiento  civil;  la  doctrina  de  qae  loa  Tribnnalee  deben  dar 
ú  las  escrituras  públicas  la  faena  probatoria  qne  tienen  cuando  no  han 
sido  redargüidas  civil  ni  criminalmente  de  íalsas;  sentencias  de  29  de  IH- 
eiembre  de  1864  7  16  de  Marzo  del  78;  la  de  qne  estando  prevista  y  dis- 
puesta por  las  leyes  la  fuerza  y  eficacia  probatoria  de  los  documentos»  la 
sentencia  que  prescinde  de  dicha  faersa  infringe  la  ley  de  28  de  Junio 
de  1866;  y  la  de  que  los  catastros  constituyen  un  documento  solemne,  se- 
gún el  ptoafo  tercero  del  art.  280  de  la  antigua  ley  de  Bnjoieiamiento  ci- 
vil, coarto  del  696  de  la  vigente,  sentencia  de  8  de  Diciembre  de  1866, 
todo  ello  infringido  ep  el  fallo  condenatorio  de  la  Audiencia,  que  pres^ 
einde  de  la  faersa  y  cacada  probatería  de  los  documentos  públicos  y  so 
lemnes  que  legitiman  la  propiedad  de  los  recurrentes,  quienes  han  pre- 
sentado escrituras  públicas  qne  lian  sido  cotejadas  con  sus  originales,  oer- 
üflcaciones  del  catastro  de  Matilla  de  loe  Caños,  adjudicaciones  de  heren- 
cia, sentencias  ejecutoriadas  y  otros  documentos  comprendidos  en  las 
sitadas  prescripciones  de  la  ley  Procesal: 

Y  6>  £1  art  84  de  la  ley  Hipotecaria,  por  no  poderse  considerar 
nulos,  á  los  efectos  del  88  de  la  propia  ley,  los  actos  ó  contratos  de  que 
han  sido  objeto  los  huertos  reclamados;  pero  aun  en  el  supuesto  de  qne 
lo  fueran,  no  podrían,  á  pesar  de  esto  artículo,  invalidarse  en  virtud  de  lo 
prescrito  en  el  84,  pues  fueron  ejecjatados  ú  otorgados  por  personas  que 
aparecían  con  derecho  para  ello  en  el  Registro  de  la  propiedad  ó  inscritos 
en  él;  resultando  que  la  Sala  sentenciadora,  no  aólo  ha  infringido  las  le- 
yes y  doctrina  citadas^  sino  que  ha  incurrido,  al  apreciar  las  pruebes,  en 
los  errores  de  derecho  y  de  hecho  ya  determinados  antes-,  evidenciando 
d  orror  de  hecho  los  mencionados  actos  y  documentos  auténticos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Gáceres: 

GonskleraBdo  que  la  sentencia  recurrida  no  ha  podido  infringir  la  ley 
4e  26  de  Agosto  de  1887,  ni  la  jurisprudencia  que  se  invoca  en  el  motivo 
primero,  puesto  que  es  un  hecho  comprobado  y  reconocido  por  los  mis 
mos  recurrentes  que  el  expediente  instructivo  establecido  por  las  leyes  de 
Sefiorio,  para  que  los  que  los  isfrutaban  justificasen  el  carácter  terri- 
torial ó  solariego  de  los  que  poseían  fué  promovido  y  resuelto  á  favor  de 
los  causantes  del  recurrido  por  auto  de  28  de  Abril  de  1888,  y  según 
tiene  declarado  con  repetición  este  Tribunal,  interpretando  dichas  leyep^ 
(A  no  haber  promovido  esta  clase  de  expedientes  en  el  término  de  dos 
meses  que  al  efecto  fija  ^l  art.  6.0  de  la  de  1887,  de  ningún  modo  lleva 
consigo  la  pérdida  del  derecho  de  hacerlo  más  adelante  y  mientras  no  se 
haya  promovido  el  juicio  de  incorporación  ó  reversión: 

Considerando  que  no  fundándose  el  derecho  que  ostenta  el  deman 
dante  en  la  nulidad  de  los  títulos  producidos  por  los  demandados,  es  in 
aplicable  la  doctrina  qae  se  dice  infringida  en  el  motivo  tercero: 

Considerando  que  siendo  de  puro  hecho  las  cuestiones  de  posesión,  en 
daro  que  no  ha  podido  infringir  las  leyes,  doctrinas  y  ejecutoriaa  que  se 
invocan  en  los  motivos  tercero  y  cuarto  al  dar  lugar  á  la  demanda;  toda 
vea  que  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  en  oso  de  sos  facultades  asi  la 
prueba  testifical  como  el  conjunto  de  las  practicadas,  ha  venido  á  estimar 
que  ios  recurrentes  no  han  justificado  la  posesión  continuada  de  los  huer- 
toe  en  cuestión;  que  ésta  debe  su  origen  á  haber  sido  ó  seguir  siendo  ya 
ellos,  ó  sos  causantes,  arrendatarios  ó  subarrendatarios  en  el  coto  de  que 
ae  trata;  que  no  se  han  identificado  las  iness  con  la  precisión  necesaria^  y 
qne,  por  el  e^atrario,  está  perieetamente  probado  el  dominio  y  posesión 
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qpe  de  aotigao  tenia  el  recarrido  por  ti  y  eoi  cMuantee  en  la  totalidad  d^ 
la  finca;  y  por  último,  qoe  la  ejecatoria  qae  paso  térmiao  al  pleito  de  dea- 
ahado  reservó  ezpreeamente  los  derechos  en  lo  relativo  á  la  propiedad,  y 
la  sentepcia  de  1763  hizo  constar  qne  la  facultad  de  los  caaeros  y  labrado- 
res á  recoDStmir  los  haertos  para  su  utilidad  y  beneficio  era  ttn  perjuicio- 
M  derecho  del  dueño  de  didui  vüla^  que  es  precisamente  el  ejercitado  en 
este  pleito;  apreciacionea  todas  aquellas  qne  se  contradicen  abiertamente 
en  los  referidos  motivos,  y  éstas  qne  se  ajustan  al  texto  explicito  de  las 
referidas  sentencias^  qne  por  tanto  no  han  sido  estimadas  con  el  error  de 
hecho  y  de  derecho  que  se  supone  en  los  motivos  siguientes: 

Considerando  que  la  referida  sentencia  no  incurre  en  las  infracciones 
de  ley  relativas  al  valor  de  la  prueba,  ni  en  el  error  de  hecho  que  se  sefiala 
en  los  motivos  quinto  y  sexto,  porque  lejos  de  desconocer  el  valor  que 
puedan  alcansar  los  titules  presentados  por  los  recurrentes,  los  analiza  y 
concuerda  con  los  demás  aportados  al  pleito,  asi  por  ellos  como  por  el  re- 
carrido, y  con  la  prueba  testifical  en  él  practicada  y  por  el  resultado  de  sq> 
comparación  y  conjunto,  viene  á  concloir,  como  lo  hace,  fundándose  en  loa 
defectos  de  que  adolecen  los  unos  en  la  ineficacia  de  loa  otros,  por  el  mejor 
derecho  que  demuestran  los  que  se  han  opuesto,  y,  finalmente  y  sobre 
todo,  en  que  los  demandados  que  más  titulación  han  traído,  sobre  haberla 
inscrito  á  espaldas  del  que  venia  figurando  como  duefio,  asi  en  la  Contadu- 
ría de  Hipotecas  como  en  el  nuevo  Registro  de  la  propiedad,  no  han  pro- 
bado la  correspondencia  de' dicha  titulación  con  los  huertos  que  se  les  de- 
mandan; extremo  este  decisivo,  pnesto  que  los  referidos  títulos,  sefiala- 
dos  en  dichos  motivos  sin  la  precisión  necesaria  para  la  casación,  no- 
evidencian,  como  la  ley  exige,  el  error  que  se  supone; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  D.  Agustín  Benito  Sagrado  y  demás  oo- 
rrecurrentes,  á  quienes  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  por  razón,  de 
depóaito,  si  viniesen  á  mejor  fortuna,  de  1.000  pesetas,  á  cuya  cantidad  se 
dará  en  dicho  caso  la  aplicación  prevenida  en  la  ley;  y  líbreee  á  la  Au- . 
diencia  de  Valladolid  la  certificación  correspondiente,  acompasada  del 
apuntamiento  que  remitió.— (Sentencia  publicada  el  7  de  Julio  de  189S,  é 
inaertaen  laa  Qaceta$  de  32  y  24  de  Noviembre  del  miamo  afio.) 
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AcuMULádóN  (7  de  Julio  de  1893).— Sala  tercera:— &8citt^  de  un  con- 
Cralo.— No  ha  lugar  á  acumular  á  los  autos  promovidos  ante  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Almería  por  la  Compafiía  anónima  Fives  Lille,  contra  la 
Sociedad  Cumella  y  Compafiía,  el  juicio  de  tercería  de  dominio  pendiente 
en  el  Juzgado  de  Barcelona,  seguido  por  dicha  Compafiía  contra  la  Socie- 
dad indicada,  y  se  resuelve: 

Que  8i  bien,  íegún  el  art.  161  de  la  lev  de  Enjuiciamiento  dvU,  una  de  Uu 
eamae  porque  debe  decretaree  la  aenmmacián,  e»  cuando  en  Juzgado  compe- 
tente penda  pleito  sobre  lo  miomo  que  fuere  objeto  del  promovido  daipu¿$,pr0' 
cediendo  igítalmente  la  acumulación^  n  de  eefuiree  ieparadamente  oe  di- 
vide la  continencia  de  la  cau$a,  no  nícede  lo  mumo  cuando  en  uno  de  loe  plei^ 
toe  ee extiende  la  redamadán  á  alaomáede  lopedido  enelotro,noesBÍ9tMendo. 
por  lo  tanto  entre  elloe  identidad  deperoona»  y  de  eotae. 

Sn  la  villa  y  oorte  de  Madrid,  á  7  de  Julio  de  189S,  en  el  incidente  da 
acnmnlación  pendiente  anta  Moa»  aeordada  por  el  Jaez  de  primera  inatan- 
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tfa  de  Ahnería  á  la  demanda  interpuesta  ante  él  por  la  Gompafiía  anónima 
JiTea  Ulle,  domiciliada  en  París,  contra  la  Sociedad  colectiva  Gamella  y 
Oompafita,  sobre  deTolneión  de  unos  aparatos  y  maquinarias  é  indemni- 
sacien  de  perjnicios,  del  juicio  de  tercería  de  dominio^  pendiente  en  el  Jai- 
gado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Norte  de  Barcelona,  y  promo- 
vido por  dicha  Compañía  anónima  contra  la  de  Camella  y  Compañía, 
acamalación  á  que  se  niega  este  último  Juzgado,  no  habiendo  comparecido 
•B  eate  Supremo  Tribunal  ninguna  de  las  partes: 

Beaultando  que  la  Comisión  liquidadora  de  la  Compafiía  Peninsular 
Asucarera,  por  escritura  otorgada  en  Almería  á  8  de  Noviembre  de  1800, 
Tendió  á  la  Sociedad  regular  colectiva  Comalia  y  Compafiía  una  finca  de- 
nominada Ingenio  de  Nuestra  Sefiora  de  Monserrat,  sita  en  término  muni- 
cipal de  Almería,  compuesta  de  diferentes  pisos  y  viviendas,  en  precio  de 
326.000  pesetas,  de  las  que  se  pagaron  en  el  acto  26.000,  obligándose  la 
Sociedad  compradora  á  pagar  el  resto  en  ocho  pisaos  anuales  de  26.000  pe- 
seta» cada  ano,  entendiéndose  vencidos  todos  si  no  se  abonasen  á  su  ven- 
cimiento, y  devengando  entonces  el  interés  de  6  por  100,  hipotecando  en 
garantía  del  pago  la  misma  finca  vendida  con  todo  cuanto  en  ella  había  y 
en  lo  sucesivo  hubiese,  y  según  la  ley  formase  parte  integrante  de  dicho 
inmueble  y  fuera  hipotecable,  sujetándose  para  todos  sus  efectos  y  cum- 
plimiento de  lo  convenido  al  fuero  y  jurisdicción  de  los  Juzgados  y  Tribu- 
nales  de  la  ciudad  de  Barcelona: 

Beaoltando  que  al  propio  tiempo,  por  medio  de  una  carta  contrato  de 
19  de  Noviembre  de  1890,  la  Sociedad  colectiva  Cornelia  y  Compafiía  con- 
trató con  la  Compafiía  anónima  Fives  Lille,  establecida  en  París,  la  com- 
pra de  los  aparatos  necesarios  para  elaborar  azúcar  de  remolacha  en  su  in- 
genio titulado  Nuestra  Sefiora  de  Monserrat,  con  arreglo  al  presupuesto 
provisional  que  se  formó  al  efecto,  estableciendo  que  la  tercera  parte  de 
aa  importe  se  había  de  pagar  al  recibo  de  la  carta  que  servía  de  contrato. 
la  mitad  del  saldo  después  de  terminada  la  campafia  de  1891,  y  la  mitaa 
después  de  terminada  la  de  1892;  no  debiendo  considerarse  los  aparatos 
como  vendidos  y  quedar  de  la  propiedad  de  Camella  y  Compafiía  hasta  el 
pago  íntegro  de  las  letras  que  se  les  enviarían  para  la  satisfacción  de  di- 
chos plazos,  autorizando  Cumella  y  Compafiía  á  la  Sociedad  de  Fives  Lille 
A  tomar  hipoteca,  si  lo  juzgaba  necesario,  sobre  la  fábrica  de  plomo  y  sus 
dependencias: 

Kesultando  que  fundada  la  referida  Compafiía  anónima  Fives  Lille  en 
qae  Camella  y  Compafiía  se  habían  negado  á  constituir  la  hipoteca  ofre- 
cida en  el  contrato,  por  lo  cual  había  tonido  que  entablar  demanda;  que 
hallándose  pendiente,  había  destruido,  dicha  Sociedad  colectiva  los  hornos 
y  bóvedas  de  la  fábrica  de  fundición  sobre  que  habían  de  constituir  la  hi- 
poteca, y  que  después  se  había  constituido  en  estado  de  suspensión  de  pa- 
gos, dedujo  demanda  en  27  de  Noviembre  de  1891  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Almería  contra  dicha  Sociedad,  y  en  su  nombre  contra 
•a  Gerente  D.  José  Molina  Sánchez,  y  además  contra  éste,  D.  Diego  Agui- 
lera Martín,  Dofia  Juana  Molina  Caballero,  viuda  de  D.  Femando  Came- 
lla, y  Dofia  Francisca  Vicente,  viuda  de  D.  Francisco  Cruz  Rivera,  como 
únicos  socios  colectivos  de  la  Sociedad  comanditaria  Cumella  y  Compafiía, 
para  que  en  el  término  de  tercer  día  devolvieran  á  la  Sociedad  deman- 
dante los  aparatos  y  maquinarias  que  ésta  les  entregó  para  la  fabricación 
de  azúcar  de  remolacha,  y  se  hallaban  instalados  en  el  ingenio  Nuestra 
Sefiora  de  Monserrat,  y  además  á  que  indemnizasen  los  dafios  y  perjuicios 
cansados  á  la  Sociedad  demandante,  y  las  ganancias  impedidas  pot  la  no 
Yealíaación  del  contrato,  con  las  costas: 

fieaaltando  que  conferido  traslado  de  esta  demanda  al  Gerente  de  la 
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4sited<^  Soctvdmd  Camella  y  Compafito  y  á  los  demái  expresadoc,  aqnil 
la  contestó,  y  las  demandadas  Dofia  Juana  Molina  y  Dofia  Francisoa  Vi- 
cente opasieron  excepción  dilatoria  de  falta  de  personalidad,  por  no  ser 
socios  gerentes  de  la  indicada  Compafiia;  excepción  qae  faé  estimada  en 
anto  de  9  de  Febrero  de  1892,  y  que  apeúdo  por  aquéllas,  por  no  haberse 
condenado  en  costas  á  la  Sociedad  demandante,  fué  confirmado  por  la 
Aadlencia  de  Granada  en  9  de  Diciembre  del  propio  aflo: 

Resultando  que  por  falta  de  pago  por  la  Sociedad  Cumella  y  Gompa> 
.fila  del  primero  de  los  plazos  convenidos  en  la  escritura  de  8  de  NoWem- 
bre  de  1890,  la  Comisión  liquidadora  de  la  disuelta  Sociedad  anónima, 
domiciliada  en  Barcelona,  denominada  Compafiía  Peninsular  Asncaiera, 
dedujo  demanda  ejecutiva  en  4  de  Marco  de  1892  contra  la  rasótí  social 
Cumella  y  Compafiía  para  el  pago  de  la  cantidad  de  200.000  pesetas,  ca- 

Jital  de  la  deuda,  intereses  y  costas,  y  despachada  la  ejecución  poír  él 
uea  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital,  hoy  Norte  de  aquella 
ciudad  de  Barcelona,  embargado  el  edificio  ó  ingenio  denominado  Nues- 
tra Sefiora  de  Monserrat,  y  todas  las  máquinas,  enseres  y  útiles  conteni- 
dos en  el  mismo,  sin  que  se  opusiera  á  la  ejecución  la  rasón  social  ejecn- 
iada,  dictó  el  Jues  de  primera  instancia  en  26  de  Mayo  de  1892  sentencia 
de  remate: 

Resultando  que  en  dichos  autos  la  Compafiía  anónima  denominada 
Fives  Lille  dedujo  en  11  de  Julio  de  1892  demanda  de  tercería  piara  que 
se  declarase  que  el  dominio  de  los  artefactos  y  maquinaria  descritos  en 
el  documento  que  acompafió,  correspondían  á  la  Sociedad  demandante  en 
▼irtud  del  pacto  de  la  carta  contrato  de  los  mismos  y  de  no  haber  aatiáfe* 
cho  la  Sociedad  Cumella  y  Compafiía  el  precio  de  ellos,  imponiendo  las 
.costas  del  juicio  á  cualquiera  de  las  Sociedades  demandadas,  ó  á  las  dos 
•1  se  opusieren  á  aquella  demanda;  que  conferido  traslado  á  la  Comisión 
liquidadora  de  la  Compafiía  Peninsular  Asucarera  y  á  la  Sociedad  ejecu- 
tira  Cumella  y  Compafiía,  la  primera  impugnó  la  demanda  formulando 
reconvención  para  que  se  declarase  nulo  el  pacto  de  retención  ilegítima 
del  dominio  de  las  cosas  vendidas;  habiéndose  declarado  contestada  ree 
pecto  á  la  Sociedad  Cumella  y  Compafiía  en  providencia  de  18  de  Mano 
de  1893: 

Resultando  que  continuando  la  demanda  pendiente  en  el  Juzgado  da 
Almería,  y  después  de  haberse  separado  la  Sociedad  Fives  Lille  de  la  de- 
ducida sobre  constitución  de  hipoteca,  solicitó  en  escrito  de  31  de  Enero 
de  1893,  fundada  en  el  párrafo  primero  del  art  171  de  la  ley  de  Enjuicia- 
xuiento  civil,  que  el  juicio  de  tercería  de  dominio  que  se  tramitaba  en  el 
Juzgado  del  distrito  del  Hospital  de  Barcelona  se  acumulase  al  que  radi- 
caba en  aquel  Juzgado,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo 
de  dicho  artículo,  puesto  que  se  había  entablado  en  12  de  Noviembí» 
de  1891: 

Resultando  qne  el  Juez  de  Ahnería,  por  auto  de  9  de  Febrero  de  1S98» 
fundado  en  que  tanto  en  la  demanda  de  tercería  de  dominio  entablada  en 
el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  de  Barc^ona» 
como  en  aquel  juicio  se  reclamaba  por  la  Compafiía  Fives  Lille  la  perte- 
nencia de  los  aparatos  y  maquinaria  entregados  á  la  Sociedad  colectiva 
Cumella  y  Compafiía,  é  instalados  en  el  ingenio  Nuestra  Sefiora  de  Mon- 
serrat para  la  elaboración  de  azúcar  de  remolacha;  que  de  seguirse  ambos 
pleitos  separadamente,  no  sólo  se  dividía  la  continencia  de  la  causa,  sino 
que,  teniendo  ambos  el  mismo  objeto,  pudiera  recaer  en  ellos  diferente 
sentencia,  cuyas  consecuencias  debían  evitarse,  y  que  en  tal  sentido,  j 
siendo  aquel  pleito  incoado  con  fecha  anterior  á  la  demanda  de  tercer¿ 
de  dominio  ya  referidaí  era  procedente  la  acumulación  solicitada»  la  es- 
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timó,  én  efecto,  y  acordó  remitir  la  oportona  eomanicadóii  al  Jaea  de 
primera  instancia  de  Barcelona  para  la  remisión  de  loe  expresados  antos: 

Resaltando  que  el  Jaes  de  Barcelona,  después  de  haber  oído  á  la  Oo- 
misiÓD  liqaidadora  de  la  Gompafiía  Peninsular  Asocarera,  se  negó,  en 
«uto  de  28  de  Marzo  nltimo,  á  la  acnmnlación,  por  considerar  qne  no  es 
aplicable  el  art.  164  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil,  porqne  no  existen 
loa  Inicios  ordinarios  sobre  nn  mismo  objeto,  sino  nn  Jnicio  ordinario  y 
una  teroerfa  deducida  en  méritos  de  nn  juicio  ejecutivo,  y  en  consecuen- 
cia no  et  posible  que  conosca  de  nna  tercería  el  Juez  que  no  conocía  del 
jnicio  ejecutivo,  del  cual  derivaba  la  competencia  para  resolver  todas  las 
Inéidencias  que  en  forma  de  tercería  se  promuevan  en  los  juicios  ejecuti- 
vos, las  cuales  deben  tramitarse  en  pieza  separada  por  los  trámites  del 
jnicio  declarativo,  conforme  determina  el  art.  1634  de  la  expresada  ley. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Nepomuceno  de  tTodabeytia: 

Considerando  que  si  bien  una  de  las  causas  por  que  debe  decretarse  la 
aeamnlación  de  autos,  es,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  161  de  la  ley  de  En- 
jaiciamiento civil,  cuando  en  Juzgado  competente  haya  pendiente  pleito 
•obre  lo  mftmo  que  sea  objeto  del  que  después  se  haya  promovido,  y  que 
también  procede  la  acumulación  cuando,  de  seguirse  separadamente  los 
do*  pleitos,  se  divida  la  continencia  de  la  causa,  caso  6.o  del  mismo  artículo, 
es  un  hecho  que  lo  reclamado  en  la  demanda  ordinaria  pendiente  en  el 
Juzgado  de  Almería,  además  de  la  declaración  de  dominio  de  la  maquina 
ria  y  aparatos  para  la  elaboración  de  azúcar,  se  extiende  á  pedir  indemni- 
aaeión  de  perjuicios  y  ganancias  impedidas,  no  es  lo  mismo  que  la  terce- 
ría de  dominio  pedida  exclusivamente  eb  los  autos  ejecutiTos  seguidos 
por  la  Gompafiía  Azucarera  contra  Cumella  y  Gompafiía  en  el  Juzgado  del 
Korte,  de  Barcelona,  no  existiendo,  por  tanto,  identidad  de  personas  y  de* 
eotaa  entre  los  dos  pleitos,  y  no  se  funda  en  texto  expreso  de  la  ley  la 
aeomnlación  pretendida  por  el  Juez  de  Almería; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  la  aen- 
mnlación  acordada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Almería  á  la  de- 
manda interpuesta  ante  él  por  la  Gompafiía  anónima  Fives  Lílle,  domici- 
liada en  París,  contra  la  Sociedad  colectiva  Gumella  y  Gompafiía,  del  jui- 
eio  de  tercería  de  dominio  pendiente  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
del  distrito  del  Norte,  de  Barcelona,  y  promovido  por  dicha  Gompafiía  anó- 
nima contra  la^  de  Gumella  y  Gompafiía,  y  devuélvanse  á  dichos  Jueces 
las  actuaciones  que  respeetivamente  han  remitido  para  su  continuación 
con  arreglo  á  derecho,  siendo  de  cuenta  de  laa  partes  las  costas  ocasiona- 
das en  este  incidente.— (Sentencia  publicada  el  7  de  Julio  de  1898,  é  in- 
i  en  la  Gaeeta  de  11  de  Noviembre  del  miamo  afio.) 
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BscuBBO  DE  0A8AOIÓK  (8  de  Julio  de  1898).-^8ala  tercera.— Bi^  d« 
«snMad.— No  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  D.  Ángel  Tabnyo 
en  satos  con  la  Bodedad  de  Socorros  mutuos  de  cocheros  de  Madrid  (An- 
^eods  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que,  sejfún  h  áispuegto  en  el  núm.  P.o  del  art  1729  de  la  ley  de  Enjuieiá- 
muuio  eivtl,  no  procede  el  recuno  de  easaeián  en  el  fondo  cuando  se  rffiere  á 
ia  «pr«etacidn  ae  las  pruebas,  á  no  estar 'comprendido  en  el  núm.  7*  del  sr- 
Hetio  1699  de  dkha  ley,  no  estándolo  aunque  se  funde  en  error  de  hecho,  si 
na  se  ata  documento  ó  acto  auténtico  que  demuestre  evidente  equitocadán  del 
Jusgador: 
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(¡He  no  merece  tal  concepto  ¡aprueba  de  teetigoe,  que  e$  de  Ubre  íg^rweUh 
eión  de  la  Sala. 

ResalUndo  qae  D.  Ángel  Tabnyo  y  Redondo,  en  dcananda  de  14  de 
Diciembre  de  1891,  Bolicitó  ee  condenase  al  Presidente  de  la  Sociedad  da 
Socorros  mntuoa  de  cocheros  de  Madrid,  como  representante  legal  dé  la 
misma,  á  que  ésta  revocara  los  acuerdos  de  su  Junta  directiya  de  11  da 
Janio  de  1890  y  27  de  Marco  del  citado  afio  91,  el  primero  de  los  coalea 
suspendió  de  pago  y  cobro  al  actor,  expulsándole  de  la  Sociedad  el  se- 
gundo, por  contrariar  el  reglamento,  y  en  su  consecuencia,  á  qae  volviera 
Tabuyo  á  ser  considerado  como  sodo.  con  todos  los  derechos  que  dicho 
reglamento  le  concedía,  y  al  pago  de  las  cantidades  que  le  correspondían 
por  su  jubilación  desde  1,^  de  Junio  del  expresado  afio  90,  en  qae  fué  re- 
9onocido  por  el  Médico  D.  Ignacio  Cordero  Alonso  y  declarada  crónica  é 
incurable  la  enfermedad  que  padecía;  todo  ello  con  condena  también  en 
las  costas  á  la  parte  demandada;  la  cual  contestó  la  demanda  con  la  peti- 
ción de  que  se  le  absolviese  de  ella  y  condenara  al  demandante,  por  recon- 
vención, á  restituir  á  la  Sociedad  el  importe  del  socorro  de  cinco  pesetea 
diarias  que  indebidainente  percibió  desde  18  de  Marzo  á  fin  de  Mayo  de 
1890,  y  en  las  costas: 

RiBsaltando  que  seguido  el  pleito  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
del  distrito  de  Palacio  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  ta  Aadiencia  de 
esta  corte,  la  anunciada  Sala,  por  sentencia  de  4  de  Marzo  del  corriente 
afio,  confirmó  la  de  primera  instancia  en  cuanto  absolvía  de  la  demanda  á 
la  Sociedad  demandada;  declaró  procedente  la  reconvención  propuesta 
contra  el  actor,  condenándole  en  su  virtud  á  devolver  á  aquéllas  las  canti- 
dades indebidamente  percibidas  en  el  indicado  período;  le  impaso  todas 
las  costas;  y  mandó  pasaran  los  autos  al  Fiscal  á  los  electos  en  la  miaosa 
sentencia  expresados: 

Resultando  que  D.  Ángel  Tabuyo  y  Redondo  ha  interpuesto  recorso 
de  casación,  como  comprendido  en  el  núm.  7fi  del  art.  1692  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  por  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  praeba, 
alegando  en  su  apoyo: 

Primero.  £1  hecho  contenido  en  el  resultando  13  de  la  sentencia  del 
Juzgado,  admitido  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia,  en  que  se  consigna 
que  el  socio  D.  José  Buceda  Lorencini  vieitó  como  Vocal  Visitador  de  la 
Sociedad  al  recurrente  en  los  meses  de  Marzo  y^ayo  de  1890,  el  cnal  es- 
taba enfermo  nn  poder  ealir  de  ca$a,  preeeneiando  varias  vecee  las  visitas  del 
Médico,  y  que  fué  con  él  y  otros  socios  á  la  del  Facultativo  Ck)rdero  Alonso, 
designado  por  el  Presidente  de  la  Sociedad,  á  que  reconociera  á  aquél,  y 
certificó  padecía  enfermedad  crónica: 

Y  segundo.  £1  hecho  contenido  en  el  resultando  sexto  de  la  sentenda 
referida,  aceptado  temblón  por  la  mencionada  Sala,  en  que  D.  José  Rodrí- 
guez Rulz  y  D.  José  Martínez  Maestro,  Presidente  el  primero  y  Vicepresi- 
dente el  segundo  de  dicha  Sociedad,  manifiesten  ser  cierto  fueron  juntos  A 
casa  del  socio  Tabuyo,  que  estaba  enfermo,  y  le  propusieron  fuera  reconoci- 
do por  un  Médico  que  designaría  el  primero;  pues  los  dos  enunciados  he- 
chos resulten  de  las  declaraciones  prestadas  en  los  autos  por  aquéllos,  cuya 
autenticidad  no  puede  ser  más  manifieste;  y  de  consiguiente  la  Sala  inco- 
rrió  en  error  al  acepter  el  quinto  considerando  de  la  sentencia  del  Jues  del 
distrito  de  Palacio,  en  que  se  dice  no  pudieron  los  Vocales  nombrados  pre- 
senciar las  visites  facultetivas  ni  aun  conocer  á  los  que  las  practicaron:. 

Resaltando  que  el  Ministerio  fiscal  se  ha  opuesto  á  la  admisión  del 
recurso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Daniel  Rodrigues: 
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Ckiiwiderando  que  el  recano  de  casación  en  el  fondo  no  procede,  eegún 

10  dúpnesto  en  el  núm.  9.o,  art.  1729  de  la  ley  de  Enjaiciamieato  civil, 
coando  se  refiere  á  la  apreciación  de  las  praebas,  á  no  estar  comprendido 
en  el  núm.  7.o,  art.  1692  de  la  mencionada  ley,  en  el  caal  no  se  halla  el  pre- 
eente,  no  obstante  haberse  fondado  en  error  de  hecho,  porque  no  se  cita 
documento  ó  acto  auténtico  que  demuestre  evidente  equivocación  del  jos- 
gador,  ni  merece  tai  concpto  la  prueba  de  testigos,  que  es  de  libre  apre- 
dación  de  la  Sala; 

No  ha  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ángel 
Tabuyo  y  Redondo,  al  que  se  condena  en  las  costas;  líbrese  á  la  Audiencia 
de  asta  corte  la  certificación  oorrespondiente,  acompañada  del  apunta- 
miento que  ha  remitido;  y  pnbliquese  el  presente  auto  en  la  forma  preve- 
nida por  la  ley.— (Auto  fecha  8  de  Julio  de  1898,  é  inserto  en  la  Oaeeto  de 

11  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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BccnJBBO  Ds  CASACIÓN  (11  de  Julio  de  1898).— Sala  teroeTa.->Pa^o  de 
cantidad. — No  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  Dofia  Pilar  de  la 
Oarrera  é  Ibargüen  en  autos  con  Dofia  Celedonia  y  D.  Ciriaco  Pineda 
(Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

(¡ue,  negún  dispone  á  art,  1698  de  la  Uy  de  Enjuietamiento  civil,  el  que  in- 
tente interponer  recurto  de  cacación,  debe  acreditar,  ti  no  estuviere  declarado 
pobre,  haber  constituido  el  depósito  de  LOOO  pesetas,  cuando  fuesen  conforme» 
de  toda  conformidad  las  sentencias^  de  primera  y  segunda  instancia,  sin  cuyo 
requisito  no  se  admitirá  el  recurso,  conforme  ordenan  los  artículos  1718,  en  su 
'  •.  3fi,y  1729,  en  el  núm.  2fi 


Resultando  que  seguidos  autos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  Buenavista  de  esta  corte  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  la  misma,  por  Dofia  Pilar  de  la  Oarrera  é  Ibargüen  con  Dofia 
Celedonia  y  D.  Ciriaco  Pineda  Yasto  sobre  pago  de  pesetas,  la  referida 
Sala  dictó  en  22  de  Marso  último  sentencia  confirmatoria  con  las  costas: 

Resultando  que  Dofia  Pilar  de  la  Carrera  ha  interpuesto  contra  dicha 
•entencia.de  vista  recurso  de  casación,  citando  las  leyes  á  su  juicio  infrin- 
gidas y  sin  haber  constituido  depósito. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Hernández: 

Considerando  que,  según  dispone  el  art.  1698  de  la  ley  de  £njuida- 
miento,  dvil,  el  que  intentase  interponer  recurso  de  casación,  si  no  estu- 
viese declarado  pobre,  debe  acreditar  haber  constituido  el  depósito  de 
1.000  pesetas,  cuando  fuesen  conformes  de  toda  conformidad  las  senten- 
^eias  de  primera  y  segunda  instancia,  como  sucede  en  este  caso,  sin  cuyo 
requisito  no  se  admitirá  el  recurso,  según  lo  ordenan  los  artículos  1718, 
núm.  8.0,  y  1729,  núm.  2.o,  de  la  referida  ley; 

Y  considerando  que  la  recurrente  no  ha  acreditado  haber  obtenido  por 
sentencia  firme  la  declaración  de  pobreza  para  litigar. 

Vistos  los  citados  artículos  1698,  1718,  núm.  3  o,  y  1729,  núm.  9.o,  en 
telación  con  el  1728  de  la  repetida  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Ño  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  por  infracción  de  ley  interpuesto 
pOr  Dofia  Pilar  de  la  Carrera  é  Ibargüen,  á  quien  se  condena  en  las  coa- 
tas;  puolíquese  este  auto  en  la  forma  prevenida  por  la  ley,  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  esta  corte  la  certifieación  correspondiente,  con  devoludón 
del  apuntamiento  que  ha  remitido.— (Auto  fecha  11  de  Julio  de'189S,  é  in« 
aerto  ea  la  Qoiceta  de  11  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Bkcubso  jxit  gabackSv  Bf  LA  FOBMA  (12  de  Jolio  de  1808).— 8ala  ter- 
eers. — Incidente  de  acumulaeián  de  awtot.— No  ha  lagar  al  interpoeato  por 
D.  Boqoe  Labajoa  en  aatoa  con  D.  Joaé  García  Cadiena  y  otros  (Andien* 
cia  de  Idsdrid),  y  ae  retoelve: 

Que  no  tiene  el  carácter  de  definitiva,  para  la  tfedos  de  la  eaioeión,  la 
Metiteneia  que  ge  limita  á  decretar  la  acumulación  de  unos  autos  ejecuHvoé  <t 
los  universales  de  un  concurso  de  acreedores,  sin  adoptar  resolumn  aiguna 
^ue  ponga  término  á  ninguno  de  los  pleitos  pendientes: 

tiue,  según  el  art.  106  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  salo  puede  darse 
lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  contra  las  sei^ 
ieucias  dictadas  en  las  cuestiones  de  competencia,  en  cuyo  caso  se  encuentra 
la  que  va  envuelta  en  la  acumulación,  después  de  fallado  el  pleito  en  d^nitiva. 

En  la  villa  y  cort^  de  Madrid,  á  12  de  Jallo  de  1898,  en  el  incidente  de 
acamalación  de  los  antoa  ejecotivoe  pendientea  ya  en  vía  de  apremio  en 
•1  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sor,  á  instancia  de  Don 
Boqae  Labajos,  propietario,  de  esta  vecindad,  en  concepto  de  albacea  tes- 
tamentario de  Dofia  Franciaca  Pérez  de  Miranda,  contra  D.  José  García 
Gachona  y  Jaqaete,  en  los  qae  es  también  parte  Dofia  Matilde  Alba,  de 
esta  vecindad,  como  caradora  ad  bona  de  sas  hijos  menores  D.  Edaardo 
7  D.  Miguel  García  Alba,  al  juicio  universal  de  concurso  necesario  de> 
acreedores  del  mismo  D.  José  García  Gachona,  radicado  en  el  Juzgado  d» 
primera  instancia  del  distrito  del  Oeste,  en  el  qae  son  parte  como  aíndi- 
eos  D.  Julián  Gómez  y  González  Terrones,  Abogado;  D.  Pedro  Berlín  Ca- 
saus,  empleado,  y  D.  Gabino  Martín  González,  oomerdante,  vecinos  tam- 
bién de  esta  capital;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso"  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma,  interpoeato  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio,  decretando 
la  acumulación  por  el  D.  Boque  Labajos  en  el  concepto  en  que  litiga,  y  en 
su  defensa  y  representación  el  Letrado  D.  Joaquín  Días  Gafiabate;  habien- 
do comparecido  en  este  recurso  la  Dofia  Matilde  Alba,  en  nombre  de  so» 
hijos,  representada  por  el  Procurador  D.  Femando  Flores,  bajo  la  direc- 
ción del  Letrado  D.  José  Bignote: 

Besultando  que  en  virtud  de  an  préstamo  de  42.600  pesetas  hecho  á 
D.  José  García  Cachena  y  Jaquete  por  Dofia  Francisca  Pérez  Miranda, 
con  garantía  hipotecaria  sobre  la  casa  núm.  17  de  la  calle  de  Lavapiés  de 
esta  corte,  se  entabló  una  demanda  ejecutiva,  embargándose  la  casa  hipo- 
tecada y  ana  rentas,  en  la  que  se  dictó  sentencia  de  remate  por  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital,  en  18  de  Diciembre  de 
1880,  nombrándose  después  administrador  judicial  de  la  casa  embargada 
y  sus  rentas  al  apoderado  de  la  ejeontante,  D.  Manuel  Arroita  y  Gómez,., 
que  aceptó  el  cargo  en  7  de  Enero  de  1882: 

Besultando  que  por  consecnencia  de  otra  ejecución  incoada  por  Don 
Manuel  Arroita,  y  á  petición  de  éste,  el  Jasgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  Latina  declaró  á  D.  José  García  Gachona  y  Jaquete  en  con- 
curso necesario  de  acreedores  por  auto  de  17  de  Julio  de  1882,  nombrando 
Administrador  depositario  de  los  bienes  al  miamo  Arroita,  y  decretando 
la  acumulación  á  aquel  juicio  nni versal  de  todas  iaa  ejecacionea  peot 
dientes  contra  el  concursado,  y  librado  al  Jasgado  del  distrito  del  Hospi- 
tal el  oficio  necesario  para  la  acnmnladón  al  concorso  óm  loa  autos  e|eon« 
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tiTOS  ineoadoi  por  Dofia  Franciicii  Peres  Miranda,  segó  dicho  Josgado 
por  auto  de  21  de  Septiembre  la  acomalación  pretendida,  porqne  en  aqoe- 
tta  ejecoción  aólo  ae  peraegoian  loa  bienea  hipotecadoa  ea  garantía  del 
arédito  de  la  ejecntante,  en  Tiata  de  coya  reaolución,  el  Jaex  de  la  Latina, 
en  aato  de  9  de  Agoato  aigniente,  desiatió  de  la  acamalación  de  dichoa 
anloa  ejecotivoa,  comunicándolo  al  del  Hospital  para  que  padiera  contí^ 
Doar  tramitándoloa: 

Bcsnitando  qae  ocnrrido  el  30  de  Enero  de  1887  el  fallecimiento  de 
D.  Joaé  García  Cachena  y  Díaz,  padre  del  concoraado  Cachaña  y  Jaqnete, 
bajo  diapoaición  teatamentaria  en  que  legó  el  tercio  y  quinto  de  ana  bienea 
i  ana  cinco  nietoa,  hijoa  de  dicho  deudor  y  de  su  eapoaa  Dofia  Matilde 
Alba,  ae  inató  por  D.  Manuel  Arroita  la  continuación  de  loa  aotoa  de  con- 
caiao  auaodichoa  que  habían  quedado  paralizadoa  en  Noviembre  de  1889 
por  ignorarse  el  paradero  del  concursado,  pidiendo  qne  se  procediera  al 
eoilMugo  de  toantoa  bienea  hubiera  dejado  Gachona  y  Díaz,  qne  habían 
de  pasar  á  au  hijo  único  el  deudor  concursado;  á  cuya  pretensión  ae  acce- 
di<y  por  auto  del  Jusgado.de  la  Latina  de  8  de  Marzo  de  1887;  y  habién- 
doae  requerido  por  el  Juzgado  de  primera  inatancia  del  d ¡atrito  del  Centro 
al  de  la  Latina  la  acumulación  de  loa  autoa  de  concurao  á  loa  de  teatamen- 
taria de  Cachena  y  Díaz  de  qne  venía  conociendo,  fué  resuelto  dicho  inci- 
dente por  sentencia  que  en  12  de  Marzo  de  1888  dictó  la  Sala  aegunda  de 
lo  eivil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  declarando  que  no  eran  acnmulablea 
aqnelloa  jnicioa,  pero  con  reaerya  á  loa  hijoa  de  D.  José  García  Cachena  y 
Jaquete  de  au  derecho  para  que  pidieran  en  el  Juzgado  de  la  Latina,  en- 
toneea  del  Oeate,  aaí  como  también  en  el  del  Hospital,  entonoea  del  Sur, 
ea  qne  pendía  el  juicio  ejecutivo  inatado  á  nombre  de  Dofia  Franciaca  Pe- 
res de  Miranda,  coya  acumulación  igualmente  ae  había  pretendido,  el  alza- 
mianto  inmediato  del  embargo  decretado  del  quinto  y  tercio  que  de  su  he- 
rencia lea  legó  au  abuelo,  y  entablaran  la  acción  que  creyeaen  aaiatfarles 
vaapecto  á  la  herencia  correapondiente  á  au  padre,  reaervando  aaimiamo  á 
loa  acneedorea  de  Cachena  y  Jaqnete  la  acción  que  creyeran  correaponder- 
laa  para  pedir  en  el  juicio  universal  de  testamentaría  de  Cathena  y  Díaa 
lo  que  á  su  derecho  correspondiese,  y  á  loa  síndicos  del  concurso  del  re-, 
ftttldo  Cachena  y  Jaquete,  aaí  como  también  á  la  ejecutante  Doíia  Fran- 
cisca Pérez  Miranda,  para  qne  si  se  alzaba  el  embargo  del  quinto  y  tercia 
podieaen  intervenir  laa  operadonea  de  la  repetida  testamentaría: 

Beaultando  que,  como  ya  se  ha  indicado,  por  consecuencia  del  falleci- 
miento de  Cachena  y  Díaz,  Dofia  Francisca  Pérez  Miranda  solicitó  y  ob« 
tovo  en  loa  antoa  ejecutivos  que  tenía  pendientea  contra  Cachena  Jaquete 
el  embargo  de  loa  bienea  que  ae  encontraron  correapondientes  á  la  heren- 
cia de  aquél,  por  reaultar  insuficiente  el  valor  de  la  casa  hipotecada  en  ga- 
rantia  deán  crédito,  y  una  vez  realizada  la  venta  de  ésta,  que  tuvo  logar 
ao  pública  subaata,  celebrada  el  día  18  de  Marzo  de  1890,  por  cuenta  de 
»  cuyo  precio  y  producto  de  loa  alquilerea  correapondió  á  Dofia  Franeiaca 
Pérea  Miranda  la  cantidad  de  26.864  peaetas,  que  fueron  entregadaa,  por 
liaber  ya  fallecido,  á  au  albacea  teatamentario  D.  Roque  Labajos,  con  de- 
dooción  de  una  tercera  parte  retenida  para  pago  de  laa  coataa  cauaadaa  á 
aa  inatancia  como  pobre,  pidió  dicho  albacea  en  l.o  de  Julio  de  1891  la  ven^ 
la  de  laa  partícipaeiones  que  en  un  63  y  34  céntimos  por  100  de  los  bienea 
dejadoa  por  Cachena  y  Díaz  hablan  quedado  embargados  á  laa  reaultaa  de 
aqoelioa  antoa  ejecutivoa,  por  haberse  dejado  á  diapoaición  de  loa  nietoa 
del  finado  el  tercio  y  quinto  que  lea  legó,  proponiendo  á  tal  fin  laa  diligen- 
cias qne  eatimó  oportunaa: 

Beaaltando  que  habiendo  pedido  la  misma  representación  de  D.  Boqne 
Labajos,  albacea  teatamentano  de  la  Dofia  Franciaca  Pérea  de  Miranda^ 


Digitized  by  VjOOQ IC 


90  jVBnmvDSRaui  ckvil 

despuétf  de  otras  variM  diligencias,  qae  se  requiriera  á  Icm  nietos  de  Oa- 
ohena  y  Días  para  qae  en  el  término  de  diez  días  pagaran  la  cantidad  por 
qae  se  embargaron  los  bienes  dejados  por  sa  abaelo,  en  cayo  caso  vendrüi 
el  alsamiento  de  los  embargos,  ó  hicieran  abandono  de  los  mismos,  y  en 
defecto  de  ana  y  otra  cosa,  dedujeran  y  promovieran  en  forma  ante  aqnel 
Jasgado  el  procedimiento  oportnno,  ejercitando  el  derecho  qae  la  Andien* 
cia  les  había  reservado;  con  apercibimiento  de  que  pasado  el  plaso  sefia- 
fiíüo  se  les  tendría  por  decaídos  de  tal  derecho  y  se  procedería  á  la  venta 
de  los  bienes,  entendiéndose  con  ellos  y  el  ejecutado  las  diligencias  de 
apremio,  accedió  el  Josgado  á  esta  pretensión  en  todos  sus  extremos,  en 
providencia  de  12  de  Agosto  de  1891,  y  por  consecuencia  de  la  misouk  se 
personó  en  dichos  autos  ejecutivos  Dofia  Matilde  Alba,  en  concepto  de 
caradora  de  sus  hijos  menores  D.  Miguel  y  D.  Eduardo  García  Cachona  y 
Alba,  y  por  providencia  de  5  de  Octubre  de  1891  fué  tenida  por  parte,  lül 
sólo  efecto  de  intervenir  en  las  diligencias  de  apremio  contra  las  partid- 
paciones  adjudicadas  á  dichos  menores  en  los  bienes  procedentes  de  sa 
abaelo: 

Besultando  que,  á  petición  del  ejecutante,  ordenó  el  Jusgado  del  Hos- 
pital, en  providencia  de  2  de  Diciembre  siguiente,  la  venta  en  pública  su* 
basta  de  la  mayor  parte  de  los  bienes  susodichos,  y  en  tal  estado  acudió 
Dofia  Matilde  Alba,  como  curadora  de  sus  dos  citados  hijos  menores,  á  los 
•autos  de  concurso  de  su  marido  Cachena  y  Jaquete,  solicitando  en  escrito 
de  10  de  aquel  mismo  mes  de  Diciembre  se  la  tuviera  por  parte  legítima 
en  aquellos  autos  en  la  representación  que  ostentaba  y  con  la  cualidad  de 
pobre  que  les  asistía,  y  que  teniendo  por  promovido  el  incidente  de  acá- 
mnlación  que  dejaba  expuesto  y  razonado,  se  dirianera  oficio  al  Juez  de 
primera  instancia  del  Hospital,  entonces  del  Sur,  para  que  con  suspensión 
de  todo  procedimiento  en  los  autos  ejecutivos  que  venía  instando  la  testa- 
mentaría de  Dofia  Francisca  Pérez  de  Miranda  contra  D.  José  García  Ca- 
chena y  Jaquete,  y  de  la  subasta  anunciada  de  los  bienes  en  los  mismos 
embargados  que  se  hallaban  anotados  preventivamente  en  el  Registro  de 
la  propiedad  á  las  resaltas  de  este  juicio  de  concurso,  remitiera  dichos  sa- 
ltos ejecutivos  para  su  acumulación  á  este  jaicio  universal,  y  por  auto  del 
Juzgado  de  la  Latina  de  16  del  repetido  mes  de  Diciembre  se  decretó  1* 
acumulación  solicitada: 

Resaltando  que  comunicada  esta  resolución  al  Juzgado  del  Hospital,  se 
dio  vista  al  albacea  testamentario  de  Dofia  Francisca  Pérez  de  Miranda, 
que  impugnó  la  acumulación  pretendida,  alegando  en  cuanto  tiene  rela- 
ción con  el  recurso  de  casación  de  que  se  trata,  que  la  acumulación  decre- 
tada por  el  Juzgado  de  la  Latina  en  el  juicio  de  concurso  de  García  Ca- 
chena había  sido  dictada  con  infracción  evidente  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 160  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  preceptivo  de  que  la  acoma- 
lación  de  autos  sólo  podrá  decretarse  á  instancia  de  parte  Intima,  enten- 
diendo por  tal  únicamente  á  los  que  hayan  sido  admitidos  como  litigantes  « 
en  cualquiera  de  los  pleitos  coya  acumulación  se  pretenda;  pues  el  anto 
de  acumulación  había  sido  dictado-á  instancia  de  la  esposa  del  concursado 
en  nombre  de  dos  de  sus  hijos,  y  no  se  expresaba  'por  el  Juzgado  en  qaé 
concepto  había  tenido  aquélla  entrada  en  el  concurso  de  acreedores  de  sa 
marido,  donde  sólo  podían  ser  parte  el  concursado  como  demandado,  loe 
acreedores  como  demandantes,  previa  justificación  de  su  derecho  con  el 
oportuno  documento  de  crédito,  y  los  terceros  opositores  que  pretendie- 
ran tener  derecho  sobre  algunos  de  los  bienes  sujetos  al  juicio  nuiver- 
sal;  y  por  auto  de  4  de  Enero  de  1892,  ordenó  el  Juez  del  Hospital  que 
ee  contestara  al  de  la  Latina  con  testimonio  del  escrito  de  la  parte  ejecu- 
tante y  de  aquél  aoto;  manifestándole  qne  quedaba  enterado  del  saje  d« 
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16  de  Diciembre  anterior,  y  que  tan  laego  como  á  instancia  de  liarte  legi- 
tima /  con  laa  formalidades  legales  promoyiera  la  cuestión  de  acomnla- 
eión,  se  resolyería  lo  qae  procediera  en  justicia,  y  que  en  el  ínterin  conti- 
noaran  los  aatos  su  curso: 

Resaltando  que  la  representación  de  Dofia  Matilde  de  Alba,  como  cn- 
Tradora  ésta  de  dos  de  sus  liijos,  pidió  reforma  de  dicho  auto  para  que,  inr» 
Tia  la  inmediata  suspensión  del  procedimiento  y  la  oportuna  sustand*- 
ción  del  recurso,  se  dejara  sin  efecto  aquel  auto,  reformándolo  en  el  sen- 
-tido  de  acordar  ó  denegar  la  acumulación  pedida  por  el  Juagado  de  la  la- 
tina, contestando  á  éste  en  uno  ú  otro  sentido,  y  teniendo  en  todo  caso 
por  hecha  formal  y  solemne  protesta  de  nulidad  que  ejercitaría  en  su  día, 
y  en  providencia  de  8  del  mismo  mes  de  Enero,  confirmada  por  auto  del 
11,  se  declaró  que  no  había  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  reforma 
<loe  había  deducido: 

Resultando  que  comunicado  al  Juzgado  de  la  Latina  por  testimonio  el 
«Qsodicho  auto  de  4  de  Enero,  y  dada  vista  á  las  partes,  de  conformidad 
oon  lo  interesado,  tanto  por  Dofia  Matilde  Alba  como  por  la  representa- 
ción de  los  acreedores  del  concurso,  ordenó  el  Juzgado  en  auto  de  19  del 
mismo  mes  de  Enero  que  se  dirigiera  nuevo  oficio  con  testimonio  de  los 
particulares  que  fueran  necesarios  al  Juez  de  primera  instancia  del  dio- 
trito  del  Hospital,  oon  el  fin  de  que  tramitase  y  resolviera  en  forma  el  in- 
cidente de  acumulación  que  le  había  sido  interpuesto  por  el  auto  de  aquel 
Juzgado  de  16  de  Diciembre  último,  en  el  que  insistía,  siendo  denotar  qua 
en  el  día  16  de  dicho  mes  de  Enero  se  celebró  Junta  de  acreedorea  en  di- 
cho juicio  de  concurso  para  nombramiento  de  síndicos,  no  figurando  entra 
aquéllos  la  Dofia  Matilde  de  Alba: 

Resultando  que  recibido  en  el  Juzgado  del  Hospital  el  nuevo  requerí-  - 
nÚMito  de  acumulación,  dio  vista  á  la  parte  ejecutante,  la  que  en  escrito 
de  27  del  repetido  mes  de  Enero  insistió  en  la  oposición  formulada  ante- 
riormente, reproduciendo  las  alegaciones  que  tenía  hechas  respecto  á  ca^ 
recer  Dofia  Matilde  Ajba,  como  curadora  ad  b<ma  de  sus  hijos,  de  perso- 
nalidad para  promover  el  incidente  de  acumulación,  por  no  ser  parte  la- 
stima en  los  autos,  y  el  Juzgado,  por  auto  del  30,  negó  la  acumulación 
pretendida,  y  habiendo  insistido  el  de  la  Latina  por  auto  de  24  de  Febrero 
en  su  competencia,  remitieron  ambos  las  actuaciones  á  la  Audiencia  del 
territorio,  donde  se  personaron  las  tres  partes  litigantes;  y  proveyendo  la 
Sala  al  escrito  de  comparecencia  del  Procurador  D.  Fernando  Flores,  que 
representa  á  la  Dofia  Matilde  de  Alba,  que  por  el  Relator  Secretario  se 
certificase  del  resoltado  que  ofrecieran  los  autos  acerca  de  la  personalidad 
de  aquél,  éste  hizo  constar  que  en  los  de  concurso  no  había  sido  citado  ni 
amplazado  para  ante  la  Superioridad  el  referido  Procurador  en  nombre 
de  la  Dofia  Matilde,  sin  que  en  dichos  autos,  por  más  que  presentó  eaeri- 
tos»  conste  que  haya  sido  tenido  por  parte  ni  menos  que  se  le  haya  man- 
dado defender  en  concepto  de  pobre,  no  obstante  haber  solicitado  ambas 
cosas,  dictándose  únicamente  un  auto,  acordando  la  acumulación  solici- 
tada por  dicho  Procurador,  por  lo  que  la  Sala  mandó  que  éste  acreditase 
que  Dofia  Matilde  Alba  estaba  mandada  defender  en  concepto  de  pobre, 
lo  cual  efectuó  por  medio  de  un  testimonio  expedido  por  el  Escribano 
D.  Juan  Oarcía  Inés,  en  el  que  se  dice  que  el  repetido  Procurador,  ea 
nombre  de  aquella  sefiora,  había  presentado  demanda  de  pobreza,  qoe  se 
estaba  tramitando,  en  vista  del  cual  se  le  tuvo  por  parte  en  la  forma  en 
one  comparecía,  y  previa  la  tramitación  correspondiente  en  derecho,  dict6 
aenteneia  la  Sala  primera  de  lo  civil  en  2  de  Noviembre  del  afio  último, 
iieclarando  que  los  autos  hoy  en  vía  de  apremio,  continuados  contra  bia- . 
nes  no  especialmente  hipotecados  en  garantía  del  préstamo  esoritoraiioh 
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por  DolU  Frmneitcft  Péreí  Minnda  eontni  D.  José  García  y  Oaobena,  pen- 
diBBlea  en  el  Juagado  del  Sor,  iob  teamalableo  al  Juicio  oniTenal  de  con* 
e«no  radicante  en  el  Josgado  del  Oeete;  confirmando  en  eeie  concepto  el 
auto  dictado  por  eate  último  Jugado  en  16  de  Diciembre  de  1891,  ain 
bacer  eapedal  condenación  de  coataa  de  eate  incidente,  y  mandando  re- 
mitir todoe  loa  ramos  de  aatoa  al  Joez  de  primera  inetancfa  del  distrito 
4a  la  Latina,  á  quien  hoy  correspondía  conocer  de  los  autos,  con  la  opor- 
tana  certificación  y  orden,  poniéndose  á  la  vea  esta  sentencia  en  conoci- 
Boáento  del  de  igual  clase  del  Hospital: 

Resultando  que  después  de  deitestimada  por  auto  de  dicba  Sala  de  10 
dal  miamo  mes  de  Noviembre  una  aclaración  que  de  la  anterior  sentencia 
pidió  D.  Boque  Labajos,  se  interpuso  por  éste,  en  el  concepto  en  qoe  lití- 
Saba  de  albacea  teatamentario  de  Dofia  Francisca  Peres  Miranda,  recurso 
da  caaación  por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en  el  núm.  2.o  del  ar- 
tieolo  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  no  teniendo  Dofia 
Jfatilde  de  Alba,  en  el  concepto  de  curadora  ad  bona  de  sus  hijos  D.  Ri- 
cardo y  D.  Miguel,  personalidad  alguna  en  el  concurso  de  su  marido  Don 
José  Oarda  Cachona,  no  ha  podido  solicitar  y  menos  obtener  la  acumula- 
don  de  los  autos  ejecutivos  á  aquel  juicio  universal  de  concurso,  sin  in- 
fringir el  art.  160  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  establece  que  sólo 
paite  legftima  puede  pedir  la  acumulación,  entendiéndose  por  parte  legi- 
tima en  la  misma  ley  á  los  que  hayan  iddo  admitidos  como  litigantea 
en  cualquiera  de  los  dos  pleitos  de  coya  acumulación  se  trate,  siendo  evi- 
dasite  la  falta  de  personalidad  de  dicha  parte  en  ambos  pleitos,  puesto- 
«loe  en  los  ejecutivos  sólo  la  tuvo  para  intervenir  en  las  diligencias  de 
spremio  contra  las  participaciones  que  en  las  fincas  embargadas  represen- 
taban los  menores,  y  en  los  de  concurso  fué  completa  su  ausencia,  ha- 
biendo D.  Manuel  Arroita  reclamado  oportunamente  contra  la  intervención 
de  dicha  sefiora. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Daniel  Rodrigues: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  tiene  el  carácter  de  defini- 
tiva para  los  efectos  de  la  casación  que  se  solicita,  porque  se  limita  á  de- 
cretar la  acumulación  de  unos  autos  ejecutivos  á  los  universales  de  un  con- 
curso de  acreedorea,  sin  adoptar  resolución  alguna  que  ponga  término  -k 
ninguno  de  los  pleitos  pendientes: 

Considerando  qoe  las  actuaciones  del  incidente  que  surge,  en  el  caso 
de  qne  se  prodosca  contienda  entre  los  Jueces  que  conoscan  de  los  litigios 
de  coya  acumulación  se  trata,  deben  acomodarse  á  lo  prevenido  para  las 
«sompetencias,  segán  lo  dispone  el  art.  188  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art.  106  de  la  misma 
ley,  aólo  puede  darse  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  do 
forma  contra  las  sentencias  que  dicten  las  Audiencias  en  las  cuestiones  de 
oompetencia,  y  de  este  género  es  la  que  va  envuelta  en  la  acumulación 
después  de  fallado  el  pleito  en  definitiva,  lo  que  no  ocurre  en  el  presento 


Fallamos  que  debemos  declarar  y  deolaramoa  no  haber  lugar  al  recorso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  Roque  La- 
tejos,  como  testamentario  de  Dofia  Francisca  Peres  de  Miranda,  á  quien 
oondenamoa  en  las  costas  y  al  pago  de  la  cantidad  que,  por  raaón  de  depó- 
tito,  debió  constituir,  que  se  distribuirá  en  su  caso  con  arreglo  á  la  ley;  y 
líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  de- 
volQción  de  los  autos  qoe  ha  remitido.^(Sentencia  publicada  el  13  do  Jn> 
lio  de  1898,  é  inserU  en  Isa  Gacda»  de  11  de  Noviembre  y  39  de  Diciem^ 
bre  del  mismo  afio.) 
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BKCUB80  DB  CABACIÓH  SK  ASUSTO  DB  Ultbabcab  (18  de  JttUo  de  laM). 
«-SaU  tercera.— iVenfaj»or/M»&re.— No  ha  logar  á  la  admieión  del  later- 
poeeto  por  D.  Lorenso  Delgado  en  aatos  con  D.  Alberto  Poot  y  otroe  (A«- 
dleacia  de  la  Habaoa),  y  ae  reaaelve: 

Q^e  no  ha¡f  t^iHtnot  háhiU$  para  admiHr  el  recurto  de  eoBOciámpor  errmr 
en  la  apreciarán  de  la  prueba  cmtra  la  $etUeneia  que  deniega  el  beneficio  áe 
pobreza,  en  neo  de  la/aeuUad  diserecumal  otoraada  en  el  art  17  deÍale¡fáo 
jBnjnieiamiento  civil,  juzgando  y  reeolviendo  el  particular  por  hs  signoo  exte- 
tenoree. 

Reealtando  qae  en  la  aegnnda  inatancia  de  aatos  de  tercería  dedneido» 
por  D.  Lorenzo  Delgado,  por  si  y  como  liquidador  de  L.  Delgado  y  Oomper 
flia,  con  motivo  de  loe  ejecativos  promovidos  por  D.  Alberto  Font  coBtm 
Dofia  Carmen  Villena  y  terceros  poseedores  del  ingenio  Vega  de  OaeR-m» 
entabló  el  tercerista  demandante  incidente  de  defensa  por  pobre,  que  trü- 
mitado  con  arreglo  á  derecho,  íaó  desestimado  por  sentencia  de  la  Sais  dm 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  de  28  de  Octubre  de  1891,  á  eo^á 
«úplica  declaró  la  misma  Sala  no  haber  lugar  en  auto  de  16  de  Diciembre 
siguiente: 

Resultando  que  D.  Lorenso  Delgado  interpuso  recurso  de  caaacióB,ale> 
gando  en  su  apoyo: 

Primero.  Que  en  cuanto  la  sentencia  y  auto  recurridos  declaran  no  ba 
ber  lugar  á  la  demanda  de  pobreza  porque  el  recurrente  no  jnatífloó  queee 
hallara  en  ninguno  de  los- casos  que  taxativamente  sefiala  el  art.  16  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  inciden  en  los  errores  á  que  aluden  los  neme- 
ros  l.o  y  7.*  del  art,  1600  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  Ck»l>j^ 
é  infringe  el  art.  16,  en  su  párrafo  quinto,  según  el  cual,  deben  ser  declara- 
dos pobres  los  que  tengan  embargados  todos  sus  bienee  ó  los  hayan  cedido 
judicialmente  á  sus  acreedores,  y  no  ejerzan  industria,  oficio  ó  profsefóBy 
ni  se  hallen  en  el  caso  del  art.  17,  en  el  concepto  de  que  la  misma  senten* 
da  recurrida  indica  que  el  recurrente  tiene  todos  sus  bienes  embaigadoe 
en  virtud  del  juicio  ejecutivo  que  contra  él  sigue  D.  Ángel  O.  HeroAndes^ 
y  por  tanto,  es  indudable  que  se  encuentra  comprendido  en  el  caso  6.^  re- 
ferido, habiendo  cometido  la  Bala  sentenciadora,  al  apreciar  la  prueba  eit 
este  respecto,  un  notorio  error  de  hecho,  porque  fundada  Ul  demanda  om 
estar  embargados  todos  los  bienes  del  actor,  no  se  atuvo  á  lo  que  joatífica 
el  testimonio  traído  de  loa  autos  ejecutivos,  según  cuyo  documento  antea- 
tico  el  embargo  es  indudable,  sin  que,  por  otra  parte,  se  baya  probado  nada 
en  contra  de  las  manifestaciones  categóricas  del  recnrr«ite  que  ha  dicho 
no  poseer  nlagunos  otros  bienes  que  los  trabados;  pues,  al  contrario»  laa 
liertiflcaeiones  del  Registro  de  la  propiedad  demuestran  que  en  efecto  an 
posee  más  bienes: 

Segundo.  Que  en  cnanto  la  sentencia  y  auto  recurrido,  desestiman  la 
demanda  de  pobreza  por  no  haberse  justificado  que  la  eaposa  y  loa  hijos 
del  recurrente  carezcan  también  de  bienes,  inciden  en  el  núm.  1.^  del  ar 
tienlo  1690  de  la  misma  ley  de  Enjaiciamiento  civil,  é  infringen  los  dia- 
dos artículos  18  y  28,  núm.  6.<>,  toda  vez  que  limitándose  el  art.  18  A  de- 
ds^rar  que  no  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  al  litigante  que  disfrute  ana 
renta,  que  unida  á  la  de  su  consorte  ó  al  producto  de  los  bienes  de  saa  hi- 
jos, cuyo  usufructo  le  corresponda,  constituyan  acumulados  una  aaoui 
equivalente  al  Jornal  de  tres  braceros  en  d  lugar  donde  tenga  la  familia  whl 
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lesidencia  habitual,  hay  qne  observar  que  este  artícalo  no  exige  prueba 
■obre  el  particnlar,  ni  debía  exigirla,  porque  no  son  materia  de  prueba  lo» 
hechos  negativos,  cumpliendo,  por  tanto,  el  actor  con  manifestar  en  su  de- 
manda  las  cirennstancias  exigidas  por  el  art  28,  qne  determina  el  modo 
oomo  deben  formularse  las  demandas  de  pobreza,  disponiendo  en  el  nú- 
mero  6.^  que  en  ellas  deberá  expresar  el  demandante  los  bienes  de  su  con- 
aorte  y  de  sus  hijos,  cuyo  usufructo  le  corresponda,  y  la  renta  que  produs- 
can;  manifestaciones  que  tienen  por  objeto  establecer  las  bases  del  debate, 
á  fin  de  que  los  colitigantes  puedan,  si  reputan  inexacto» aquellos  asertos, 
aducir  justificaciones  cumplidas  de  que  el  demandante  reúne  bienes  ó  ren- 
tas procedentes  del  patrimonio  de  su  mujer  ó  de  sus  hijos;  de  donde  re- 
solta qne  cuando  acerca  de  la  afirmación  de  no  poseerlos  no  se  empefia 
ciMitroversia  por  las  partes  ni  se  aducen  pruebas,  es  forzoso  admitir  como 
exacta  la  manifestación  del  actor,  á  quien  la  ley  no  obliga  á  otra  cosa  sino 
i  que  en  la  demanda  diga  la  renta  que  disfrute  por  razón  de  los  bienes  de 
•a  mujer  é  hijos: 

Tercero.  Que  en  cuanto  la  Sala  sentenciadora  ha  denegado  la  defensa 
por  pobre  y  estima  que  este  beneficio  sólo  se  concede  para  litigar  derecho» 
propios,  y  no  puede  corresponder  en  consecuencia  al  recurrente  bajo  el 
concepto  de  liquidador  de  la  Sociedad,  incide  en  los  números  1.®  y  7.<>  del 
arl  1690  de  la  ley  ó  infringe  el  art.  20  de  la  misma  y  los  artículos  1218  del 
Código  civil  y  696  y  697  de  la  ley  Procesal,  toda  vez  que  si  bien  es  cierk» 
que  dicho  art.  20  otorga  el  deneficio  de  pobreza  sólo  para  litigar  derechos 
propios,  dicho  articulo  no  es  obstáculo  á  la  demanda  del  recurrente,  por- 
que en  autos  obra  la  escritura  pública  de  80  de  Junio  de  1873,  por  la  qae^ 
quedó  disuelta  la  Sociedad  denominada  L.  Delgado  y  Compafila,  y  en  ella 
ooiMta  que  el  otro  socio  D.  Antonio  Jimeno  recibió  el  importe  de  su  co- 
mandita, y  no  existiendo  fondos  para  cubrir  el  importe  del  capital  aporta- 
do por  el  mismo  recurrente,  se  adjudicaran  á  éste  los  créditos  existentes  é 
favor  de  la  Sociedad,  entre  ellos  el  que  es  objeto  de  la  tercería  en  que  se 
ha  deducido  el  incidente  de  pobreza,  y  por  lo  tanto  el  recurrente,  en  sor 
calidad  de  liquidador  y  adjudicatario,  litiga  también  derechos  propios  que 
le  pertenecen  en  virtud  de  la  citada  escritura,  habiendo  incurrido  la  Sala 
MDtenciadora  en  error  de  derecho  al  apreciar  las  pruebas,  porque  ha  pres- 
eindido  de  este  documento  auténtico,  á  pesar  de  reunir  todos  los  requisito» 
que  previenen  los  artículos  606  y  697  para  ser  eficaz  en  juicio,  y  no  obe- 
lante el  precepto  categórico  del  art.  1218  del  Código  civil: 

Cuarto.  Qne  en  cnanto  ha  sido  denegado  el  beneficio  de  pobreza,  en- 
tendiendo no  ser  aplicable  á  quien  lo  solicita  en  la  segunda  instancia 
mientray  no  acredite  que  con  posterioridad  á  la  primera  ó  en  el  curso  de 
la  misma  ha  venido  al  estado  de  pobreza,  incide  también  en  los  errores 
de  los  números  l.o  y  7.o  del  art.  1690  de  la  ley  é  infringe  el  propio  art.  26 
por  aplicación  indebida,  en  el  concepto  de  que  constando  en  autos  que  la 
apelación  contra  la  sentencia  del  Juzgado  en  la  tercería  de  que  dimana 
este  incidente  la  interpuso  el  recurrente  en  día  10  de  Enero  de  1891,  que 
el  día  12  se  citó  y  emplazó  á  las  partes,  remitiéndose  los  autos  á  la  Au- 
diencia á  primeros  de  Febrero,  y  que  el  día  27  de  este  mismo  mes  se  prac- 
ticó el  embargo  de  los  bienes  del  recurrente,  y  pocos  días  después  dedujo 
la  demanda  incidental  de  pobreza,  resulta  evidente  que  al  aplicar  la  Sa^a 
•entenciadora  el  citado  art.  26,  lo  infringe  y  comete  al  par  un  error  de 
becho,  pnes  es  evidente  que  por  documentos  auténticos  obrantes  en  autos, 
«orno  son  la  misma  demanda  de  pobreza  y  la  diligencia  de  embargo'á  que 
w&  refiere  el  resultando  tercero  de  la  sentencia,  que  dicha  demanda  cabaU 
mente  se  funda  en  hechos  posteriores  á  la  primera  instancia  de  los  auto» 
4»  lercerfa  que  están  por  oompleto  justiflcaidios; 


Digitized  by  VjOOQ IC 


BBOVBBOi  T  OOMPünorOLáLi  95- 

T  qninto.  Qoe  en  cnanto  la  sentencia  y  anto  impngnado  deaeatíman 
1a  demanda  bajo  el  concepto  de  qoe  el  número  de  criados  y  algunos  infor- 
mes indican  qoe  el  recnrrente  no  es  pobre,  dan  Ing^u:  á  la  casación,  con- 
forme á  los  números  Ifi  j  7  o  del  art.  1690,  infringiendo  el  art.  17,  invo- 
cado por  la  Sala  sentenciadora,  toda  ves  que  ésta  funda  sn  apreciación  en 
el  número  de  sirvientes  qae  el  recurrente  tiene,  y  en  los  informes  del  Al- 
calde de  barrio  y  del  Celador  de  policía,  y  precisamente  la  prueba  sobre 
este  extremo  no  puede  ser  más  concluyen  te  en  favor  de  la  pobreía,  coma 
lo  demostraba  el  examen  que  bacía  del  resultado  de  dichas  pruebas: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opuso  á  la  admisión  del  recurso^ 
7  en  su  virtud  se  trajeron  los  autos  á  la  vista  con  las  debidas  citaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Melchor  y  Lamanetter 

Considerando  que  al  denegar  la  Audiencia  de  la  Habana  el  beneficia 
de  pobreza  al  recurrente  D.  I^órenzo  Delgado,  ha  hecho  uso  de  la  facultad 
discrecional  otorgada  en  el  art.  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  jua- 
gando y  resolviendo  el  particular  indicado  por  los  signos  exteriores,  de 
manera  que  no  se  ha  podido  infringir  precepto  alguno  concreto  y  deter» 
minado,  por  lo  que  no  hay  términos  hábiles  para  admitir  el  presente  re- 
corso, en  que  sólo  se  impugnan  apreciaciones  referentes  á  la  prueba; 

No  ha  lugar  con  las  costas  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Lorenzo  Delgado,  por  sí  y  como  liqui- 
dador de  L.  Delgado  y  Compañía;  hágase  constar  esta  resolución  por  cer- 
tificación en  los  autos  principales;  publíquese  este  auto  en  la  forma  pre- 
▼enida  en  la  ley,  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  co- 
rfespondiente.---(Auto  fecha  13  de  Julio  de  1898,  é  inserto  en  la  Gaceta  de 
n  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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OoMPSfBNCiA  (18  de  Agosto  de  1898).— Sala  tercera. — Entrega  de  bie- 
nes,—Bq  decide  en  favor  del  Juez  de  primera  instancia  dal  distrito  del 
Korte  de  Barcelona,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  del  distrito  de  San 
Bomán  de  Sevilla,  en  autos  promovidos  ante  el  primero  por  D.  Nicolás  de 
Ul  Fuente  Artifiano  contra  D.  Juan  Crisóstomo  Artiñano,  y  se  resuelve: 

Que,  iegún  la  regla  19  del  art.  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civU,  es  Juez 
eompeteiUe  para  conocer  de  las  demandas  en  que  se  ejerciten  acciones  relati- 
POS  á  la  gestión  de  la  tutela  y  cúratela,  el  del  lugar  en  que  se  hubiere  admi- 
mstrado  ia  guardaduria  en  su  parte  principal  ó  el  del  domicilio  del  menor.. 

£n  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Agosto  de  1898,  en  la  competen- 
cia pendiente  ante  Nos  por  razón  de  inhibitoria,  propuesta  por  el  Juez  de 
primera  instancia  del  distrito  de  San  Romto  de  Sevilla  al  de  igual  dase- 
del  Norte  de  Barcelona,  en  el  conocimiento  de  la  demanda  civil  ordinaria 
entablada  ante  el  último  por  D.  Nicolás  de  la  Fuente  Artifiano,  Abogado,, 
yeetno  de  Barcelona,  contra  D.  Juan  Crisóstomo  Artifiano  y  Zuricalday^ 
propietario,  vecino  de  Sevilla,  sobre  entrega  de  bienes,  no  habiendo  com- 
parecido en  este  Tribunal  Supremo  ninguna  de  las  partes: 

Resultando  que  D.  Nicolás  de  la  Fuente  y  Artifiano,  debidamente  re* 
presentado,  promovió  diligencias  en  Barcelona  en  7  de  Noviembre  de  1891, 
á  fin  de  exigir  confesión  judicial  sobre  ciertos  extremos  á  D.  Juan  Criaos- 
lomo  Artifiano  y  Zuricalday,  vecino  de  Sevilla,  que  había  sido  su  curador 
«d  bona,  y  librado  exhorto  al  Juez  decano  de  los  de  primera  instancia  de 
dicha  ciudad  por  el  del  Norte  de  Barcelona,  á  quien  correspondió  en  tumo 
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•1  oonocimiento  de  dichas  diligenciM,  comparedó  D.  Jium  Orkótiomo 
ante  el  Josgedo  del  Salvador,  deepaéa  de  citado  tercera  vei  con  el  opot • 
taño  apercibimiento,  y  manifestó  que  era  cierto  qae  habla  sido  sn  curador 
ad  bona  de  D.  Nicolás  de  la  Fuente,  hasta  que  IIegi6  á  la  mayor  edad»  hs- 
hiendo  ejercido  el  cargo  en  calidad  de  frutos  por  pensión,  y  que  no  em 
cierto  que  en  su  poder  y  de  la  procedencia  de  D.  Nicolás  existieran  las 
37.600  pesetas  que  éste  suponía  en  su  pregunta,  y  cualquiera  suma  que  ea 
su  poder  obrara,  y  cuyo  importe  no  podía  determinar  de  momento,  la  te- 
nia á  cisposición  de  D.  Nicolás,  luego  que  se  practicara  la  oportuna  liqui- 
dación de  cuentas  del  cargo  de  curador  que  había  desempefiado: 

Resultando  que  en  vista  de  lo  que  aparece  de  la  confesión  judicial  pres- 
tada  por  D.  Juan  Crisóstomo,  dedujo  D.  Nicolás  de  la  Fuente  ante  el  mismo 
Juagado  del  Norte  de  Barcelona,  en  12  de  Octubre  de  1802,  demanda  ci- 
vil ordinaria  para  que  se  condenara  al  D.  Juan  Crisóstomo  Artifiano  á 
entregar  al  demandante  sus  bienes  con  los  frutos  percibidos  y  podidos  per 
ciblr  desde  l.o  de  Mayo  de  1884,  en.  que  alcansó  la  mayor  edad,  alegando, 
entre  otros  extremos,  que  tenía  su  domicilio  en  aquella  ciudad  desde  ha- 
da más  de  quince  afios,  y  que  es  Jaez  competente  para  conocer  de  laa 
demandas  relalivas  á  la  cuestión  de  tutela  ó  cúratela  el  del  domicilio  del 
menor,  según  la  regla  19  del  art.  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  librado  nuevo  exhorto  á  Sevilla  para  la  citación  y  eos- 
plasamiento  del  demandado,  promovió  éste  en  21  de  Enero  último  la  in- 
hibitoria de  jurisdicción,  alegando  en  su  apoyo:  que  en  aquella  ciudad  de 
Sevilla,  donde  tenía  su  domicilio  y  residencia  desde  hacía  más  de  veinti- 
cinco afios,  era  donde  había  administrado  la  totalidad  de  los  bienes  del 
demandante,  durante  su  inenor  edad;  que  el  cargo  de  curador  del  demaB- 
dante  le  fué  discernido  eñ  Bilbao,  y  no  era  justo  ni  procedente  que  un 
curador  rindiera  cuentas  en  el  punto  que  más  le  agradase  á  su  pupilo;  y 
que  dados  estos  hechos,  se  resolvía  la  competencia  sin  violencia  alguna  ett 
favor  de  los  Juí*. gados  de  aquella  ciudad,  atendidos  los  terminantes  pre- 
ceptos de  las  reglas  1.^  y  12  del  art  62  de  la  ley  de  Eojniciamiento  civil, 
y  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  7  de  Abril  de  1884,  4  de  Febrero 
de  1886  y  28  de  Septiembre  de  1883,  que  justificaban  plenamente  la  pre- 
ferencia del  lugar  donde  se  hubiere  administrado  la  guardaduría: 

Resultando  que  oído  el  Ministerio  fiscal,  dictó  auto  inhibitorio  el  Joes 
de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Román,  á  quien  correspondió  ei 
conocimiento  del  asunto,  y  recibido  en  el  Juagado  de  Barcelona  el  oficio 
inhibitorio  con  el  testimonio  correspondiente,  impugnó  el  demandante  la 
inhibición,  diciendo:  que  no  era  cierto  que  se  hubiera  administrado  en 
Sevilla  su  guardaduría,  pero  que  aun  siéndolo,  y  apareciendo  por  esto 
competente  también  el  Juzgado  de  Sevilla,  á  elección  del  demandante,  no 
dejaba  de  serlo  el  de  aquella  ciudad  de  Barcelona,  ante  quien  se  había  en- 
tablado la  demanda;  que  las  dos  sentencias  de  28  de  Septiembre  de  187S 
y  4  de  Febrero  de  1885,  invocadas  por  el  demandado,  versaban  sobre  eaes- 
tiones  del  todo  extrafias  á  la  gestión  de  tutela  ó  cúratela;  y  que  la  otra 
sentencia  también  citada  de  7  de  Abril  de  1884  resolvió  lacompetandado 
<iue  entonces  se  trató  en  favor  precisamente  del  domicilio  del  menor,  que 
demandó  á  sn  curador  la  rendición  de  cuentas  de  la  caratela: 

Resultando  que  oído  el  Ministerio  fiscal,  dictó  auto  dicho  Jnsgado  do 
Barcelona  en  8  de  Febrero,  rechazando  la  inhibición,  y  hi^endo  insiatido 
el  Jnes  de  San  Román,  de  Sevilla,  en  sn  competencia  por  auto  de  ft  do 
Mayo,  lo  comunicó  así  al  del  Norte,  de  Barcelona,  y  remitieron  ambos  laa 
actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo,  sustanciándose  la  competencia  con 
arreglo  á  derecho,  habiendo  sido  oído  el  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  B&agistrado  D.  Juan  N.  de  Ondabeytia: 
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OáiMideModo  qne  1a  r«gl«  10  del  art  6a  de  la  ley  de  Snjaidamleato  ci< 
^  vil,  determina  que  en  1m  demandas  en  qae  se  ejercitaran  aodonea  relativas 
.-ú  la  gestión  de  la  látela  ó  onradbrfa,  será  Joes  competente  el  del  logar  en 

tne  se  hubiese  administrado  la  gnardadoría  en  sa  parto  principal,  ó  el  del 
omidliojel  menor: 
Considerando  qne  la  aedón  ejeroítada  es  relatiTa  á  la  gestión  de  la  en- 
ntelai  7  que  el  actor  tiene  sn  domicilio  en  Barcdona,  j  siendo  estos  los 
OBESOS,  liecbos  qne  aparecen  como  ciertos  por  conformidad  de  las  partes, 
^m  indudable  qne  el  demandante,  al  reclamar  cantidades  y  rendición  de 
eoentas  á  sn  curador,  osó  del  derecho  qne  le  concede  la  ley  entablando  so 
desaanda  en  el  logar  de  sn  domicilio; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  de 
esta  domanda  corresponde  al  Joes  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Norte,  de  Barcelona,  A  qnien  se  remitan  todas  las  actuaciones,  poniéndolo 
en  eoñodmiento  del  de  igual  clase  del  distrito  de  San  Román,  de  la  ciudad 
de  Sevilla,  siendo  de  cnenta  respectiva  de  laa  partes  las  costas  ocasiona- 
^as.^(8entencia  poblicada  el  18  de  Agosto  de  189S,  é  inserta  en  la  (Tócete 
de  14  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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Acmcui^oióN  (18  de  Agosto  de  189a).— Sala  torcera.— OmcMtw  tfoíim- 
toic  dcaereedarfif.— Se  decreta  la  acnmulaoión  al  juicio  de  quiebra  de  Don 
Gttil termo  Martines,  pendiente  en  el  Jnsgado  de  primera  instancia  de  Se- 
«ovfa^  del  de  concurso  del  mismo  promovido  en  el  del  distrito  de  Santo 
Domingo  de  Málaga,  y  se  resuelve: 

Qm  nlpre96n^  el  ari.  171  de  la  ley  de  Enjukiamknto  civil  i¡He  cuando 
jproeeda  Ul  aemnmlacián  de  auioe  corre^amderá  d  eonockmeñte  al  Juee  ó 
Tr&unal  en  que  radique  el  pleito  má$  antiguo,  no  eetabUee  que  la  antigüedad 
•Be  cuente  ó  comienoe  desde  fecha  determinada  ó  por  loe  reooluoionee  dictadae 
en  loe  autos  respectivos,  sino  que  se  refiere  ala  de  la  incoación,  sin  contraerse 
á  ressimeián  alguna  determinada,  con  cuya  doctrina  está  coftforme  la  senten- 
^  del  Trtlmníd  Supremo  de  17  de  AMl  de  1889. 

£n  la  villa  y  corto  de  Madrid,  á  18  de  Agosto  de  1898,  en  el  incidento 
de  aeomnlación  pendiente  ante  Nos,  acordado  por  el  Jues  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  de  Santo  Domingo  de  la  ciudad  de  Málaga  en  el  concurso 
voluntario  de  acreedores,  en  que  ha  sido  declarado  D.  Gnillermo  Martines 
Peres  al  joido  de  quiebra  del  mismo  interesado,  pendiente  en  el  Jnsgado 
de  primera  instsncia  de  Segovia,  y  á  que  se  ha  negado  esto  liltímo,  habien- 
do comparecido  en  este  Sapremo  Tribunal  D.  Guillermo  Martines  Peres, 
fepieseniado  por  el  Procurador  D.  José  de  Oastro  y  Qaesada,  y  defendido 
por  el  Letrado  D.  José  Garzón  Peres;  el  Banco  de  fispafia,  y  en  sn  nom- 

.bre  el  Procurador  D.  Pedro  Manget,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  Don 
Luis  Días  Oobefia,  y  el  Abogado  del  Estado: 

Besnltando  que  D.  Galliermo  Martines  y  Peres,  banquero  y  vecino  de 
^|(ovia,  inscrito  en  tal  concepto  en  el  Registro  mercantil  de  aquella  ciu- 
dad en  19  de  Noviembre  de  1876,  acudió  con  escrito  en  forma  en  4  de 
Hayo  de  1891  al  Jues  de  primera  instancia  de  la  misma,  manifestando 

-<Itie  no  podiendo  recoger  aceptaciones  de  giros  que  vencían  en  aquel  día 
por  no  haber  podido  realizar  fondos,  que  en  cantidad  considerable  debían 
Jiaberle  sido  satisfechos  antes  de  fines  de  Abril  anterior,  se  veía  en  la  im- 

^prescindible  necesidad  de  constitoirse  en  estado  de  suspensión  de  pagos, 
TOMO  74  ? 
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mgtok  el  dereeho  concedido  por  el  art  870  del  Código  de  Gomeiclo  al  co- 
merdante  que  poeeyendo  bienes  eoficientee  para  calnrir  todas  ana  dendaa 
prevea  la  impocibilidad  de  efectuarlo  á  la  fecha  de  ana  reapectivoa  Tcod- 
mientoa: 

Beaaltando  qae  por  aato  del  aigoiente  día  5  de  Mayo  ae  declaró  i  Don 
Oaillermo  Martines  en  estado  de  anspensión  de  pagos,  y  presentada  la  re- 
lación nominid  de  sos  acreedorea  y  de  sns  bienes,  el  balance  de  la  sitaa- 
ción  de  la  caaa  y  la  proposición  de  convenio,  f aé  aprobada  en  la  junta  ge- 
neral de  acreedores  qoe  tavo  logar  en  8  de  Jallo  de  dicho  afio,  y  por  aato 
qne  el  Jaes  de  primera  inatanda  dictó  en  29  del  propio  mea,  oonTinión* 
dose  en  ella  qae  dorante  los  siete  afios  de  espera  haato  qne  se  realisase  el 
ndntegro  totol  de  loo  créditos,  percibirían  los  acreedores  el  4  por  100 
anaal  de  interéa;  qne  serian  reintogradoa  del  capitel  en  dicho  plaao  en  la 
proporción  qae  se  esUbleció,  empezando  por  nn  5  por  100  y  terminando 
con  el  25;  qne  no  se  podrían  enajenar  loa  bienes  raices  ni  las  participado- 
nes  indnstriales  sin  qoe  se  aplicara  sa  producto  al  pago  de  las  obligado- 
nes,  baciéndoae  oonater  en  los  libros  del  Begistro  de  la  propiedad  y  nom- 
brándose tres  acreedores,  á  fin  de  que  sin  sa  consentimiento  no  pudiera 
el  suspenso  llevar  á  efecto  la  enajenación  de  ninguno  de  sos  bienes: 

Resaltendo  qae  fundada  la  sucursal  del  Banco  de  Eapafia  en  Segovia^ 
en  que  D.  Guillermo  Martines  y  Peres  no  había  cumplido  el  convenio  y 
había,  cesado  generalmente  d  pago  de  sns  obligaciones  vencidaa,  aoompa- 
fiando  al  efecto  once  letras  de  cambio  protestedas,  presento  escrito  en  20 
de  Didembre  de  1892,  pidiendo  se  aoordaae  la  reacidón  dd  convenio  en- 
tre d  fallido  D.  Guillermo  Martines  y  sus  acreedorea  y  la  dedaración  en 
quiebra  del  mismo  con  sos  consecuendaa  legalea,  y  en  otro  poateiior 
dd  29  que  oe  acumulasen  las  ejecudones  pendientes  en  aquel  Juagado 
contra  D.  Guillermo  Martínez,  toda  ves  que,  con  arreglo  d  art  1819  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  dvil,  debían  condderarae  como  aupletoriaa  las  dis- 
poddones  contonidaa  en  el  tlt  12  de  la  misma  ley,  relativas  d  concurso 
de  acreedorea  en  todo  lo  que  no  estuviera  previsto  y  ordenado  en  el  Có- 
digo de  Comerdo  y  en  el  tít.  18  de  aquella  referida  ley  y  sobre  d  orden 
de  proceder  en  laa^quiebras: 

Besultendo  que  acordada  la  reacidón  del  convenio  en  estado  de  quie- 
bra al  referido  D.  Guillermo  Martines  y  Pérez,  por  auto  de  81  de  dicho 
mea  de  Diciembre  de  1892  ae  ordenaron  además  las  diligendas  cond- 
gnientes,  y  entre  ellas  la  «comnladón  á  la  quiebra  de  loa  Jnidoa  ejecuti- 
vos que  se  tramiteban  en  aquel  Juzgado,  y  constitaído  el  Comisario  de 
ella,  con  adstenda  dd  repreaentente  dd  Banco,  del  DeposiUrio  y  del  ac- 
tuario, en  el  domicilio  dd  quebrado  para  proceder  á  la  ocupadón  de  sos 
bienes,  fué  requerido  D.  Ángel  García  Sánchez,  como  apoderado  gencard 
de  Martínez,  por  haber  trasladado  éate  su  domidlio  á  Málaga,  sei^  ma- 
nifestedón  de  D.  Ángel,  para  qne  pusiera  de  manifieato  cuantos  documen- 
tos, libros  y  papeles  le  pertenederan,  dedgnando  los  demás  bienes  que 
poseyera  ó  se  hallasen  en  su  domidlio.  todo  lo  cud  tuvo  efecto: 

Besultando  que  librado  exhorto  á  la  ciudad  de  Málaga  para  la  ocupa- 
dón de  los  bienes  qoe  en  ella  tuviera  el  quebrado  y  para  el  arresto  del 
mismo,  requerido  en  6  de  Enero,  manifesto  que  esteba  pronto  á  guardar 
el  arresto  en  su  caaa,  y  designó  por  fiador  á  D.  José  Antonio  Martines,  que 
presto  fianza,  que  fué  dedarada  bastante,  habiéndose  procedido  en  d  día  9 
á  la  ocupación  de  los  bienes  que  designó,  nombrándose  depodtario: 

Besultendo  que  en  28  de  dicho  mes  de  Diciembre  de  1892  presento  es- 
crito D.  Guillermo  Martines  Peres  por  medio  de  Procurador,  y  que  ad- 
miamo  firmó  en  el  Jusgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Sa^to  Do- 
mingo de  Málaga,  á  qae  tocó  por  repartimiento,  en  d  que  esposo:  qus  so 
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vtiA  en  Im  necesidad  Imperioea  de  preoentaree  en  eoncnno  voluntario  de 
acreedoree  por  las  canaaa  oonaignadas  en  la  memoria  que  aeompaflaba.  7 
para  cmuplir  ezactammito  lo  preceptuado  en  el  art.  1157  de  la  ley  de  En-  a 

jniciamrento  civil,  preaentaba  además  una  relación  de  todos  ana  bienes,  oon  i 

expresión  de  su  valor,  v  otra  de  las  deudas,  oon  la  de  su  fecha  7  proceden*  i 

eia  7  nombres  7  domicilios  de  sus  acreedores;  pidiendo,  por  todo  ello,  que  ^ 

se  le  declarase  en  concurso  voluntario  dé  acreedores,  acordándose  todas  las 
disposiciones  inherentes  á  dicha  declaración: 

Resultando  que  ratificado  en  dicho  escrito  en  29  de  Diciembre,  en  él 
mismo  día  dictó  auto  el  Juez  de  primera  instancia,  declarando  en  concurso 
voluntario  de  acreedores  á  D.  Guillermo  Martínez  Pérez,  acordando  la  acu- 
mnlaeión  de  las  ejecuciones  pendientes  7  lo  demás  consiguiente: 

Resultando  que  en  19  de  Enero  siguiente,  el  concursado  presentó  es- 
srlto  manifestando  que  al  hacerse  la  ocupación  de  sus  bienes  por  virtud 
del  exhorto  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Segovia,  se  había  enterado 
de  haber  sido  declarado  en  quiebra  por  aquel  Juzgado  con  fecha  posterior 
á  la  del  oonourso,  7  como  además  de  las  ejecuciones  que  hubiera  pendien- 
tes procedía  también  la  acumulación  de  la  quiebra  al  juicio  universal  de 
eoneniBO»  por  ser  el  primero  que  se  declaró,  pidió  que  se  decretase  dicha 
aeamalaeión,  á  cn70  efecto  se  librase  el  oportuno  exhorto  al  Juzgado  de 
Segovia: 

Resultando  que  por  auto  del  siguiente  día  90,  considerando  que  era  pro- 
esdente  la  acumulación  que  se  solicitaba,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 160, 161,  números  2.^  7  5.o;  162,  núm.  2.o,  7  171  de  la  le7  de  Enjui- 
ciamiento civil,  se  decretó  desde  luego,  7  en  su  consecuencia,  se  mandó 
qne  con  los  testimonios  oportunos  se  exhortara  al  Juzgado  de  primera  Ins- 
laadJi  de  Segovia: 

Resultando  que  librado  el  exhorto,  el  Jues  de  Segovia  07o  á  la  repre- 
sentación del  Banco  7  á  la  del  Estado  7  á  otros  interesados,  que  impugna- 
ion  la  acumulación,  pretendiendo  á  su  vez  que  se  acumulase  á  aquel  juicio 
de  quiebra  el  de  concurso  promovido  en  el  Juzgado  de  Málaga;  7  por  auto 
de  6  de  Marzo  último,  considerando  que  los  fundamentos  alegados  para 
pielsDder  la  acumulación  de  aquel  juicio  al  que  se  decía  ser  de  concurso 
Toluntario  de  acreedoras  incoado  en  Málaga,  no  eran  atendibles,  no  sólo  ^ 
porque  radicaban  en  aquel  Juzgado  de  Segovia,  que  era  el  competente, 
aqoeUos  sotos  cuando  se  promovieron  los  de  concurso  en  Málaga,  sino  que 
tratándose  de  un  comerciante,  no  era  porible  legalmente  incoar  el  de  con- 
curso, porque  se  dividiría  la  continencia  de  la  cansa  7  se  infringirían  las 
minuss  regles  2  *  7  6.*  del  art  161  de  la  107  de  Enjuiciamiento  civil  que 
se  invocan;  que  estos  autos  empesaron  por  la  suspensión  de  pagos,  que  es 
un  estado  praliminar  á  la  quiebra  que  pidió  el  mismo  D.  Guillermo  Mar- 
unes  Pérez,  7  que  no  habiendo  cumplido  lo  convenido  con  sos  acreedores 
en  la  junta  celebrada  al  efecto,  se  pidió  por  alguno  de  los  mismos  la  res- 
cisión del  convenio  7  la  declaración  de  quiebra,  7  siendo  unos  mismos  los 
antos,  no  se  podía  decir  fundadamente  que  fueran  más  antiguos  los  de  con- 
curso, cuando  aparecía  que  se  pidió  la  declaración  del  mismo  en  29  de  Di- 
ciembre del  afio  último,  sólo  porque  la  declaración  de  quiebra  hecha  por 
aquél  Juzgado  llevaba  la  fecha  de  81  del  mismo  mes,  7  por  tanto,  con- 
forme el  art  171  de  dicha  107  procesal,  procedió  denegar  la  acumulación 
pedida  7  acordar  á  su  vez  la  de  los  autos  de  concurso  á  los  de  aquella 
quiebra;  que  á  ma7or  abundamiento  demostraban  la  competencia  de  aquel 
Juagado,  la  improcedencia  de  la  acumulación  pedida  al  de  Málaga  por  Don 
Guillermo  Martínez  7  Pérez  7  la  procedencia  de  la  solicitada  por  sus  acree- 
dores á  aquel  Juzgado;  el  art  68  de  la  lev  Procesal  dvil,  porque  D.  Guiller- 
mo acudió  á  aquel  Juagado  pidiendo  se  le  declarase  en  estado  de  snspen- 
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■ion  de  pago«>  celebró  «convenio  con  eai  acroedoree  y  quedé  nijeCo  á  todo 
Boe  coDsecnenciae,  y  porque  decUreda  la  quiebra,  Iuyo  de  ella  conodmieB- 
io  en  dos  ocaeiooee  díetintae,  y  no  eóio  no  preparé  la  declinatoria,  lioo 
que  ofreció  flansa,  deticnc^ó  bienes  para  la  ocupación,  ee  personó'  en  éetoa 
para  oponerse  á  lá  quiebra,  de  cuya  oposición  desistió,  y  nada  dijo  de  la 
existencia  de  loe  autos  de  concurso;  qae  también  demostraban  la  compe- 
tencia de  aquel  Jusgado  y  la  improcedencia  y  procedencia  de  isa  reapecti- 
tas  acumulaciones  antes  indicadaa«  el  art  63  de  la  repetida  ley  en  aun  re- 
glas 8.»  y  9.%  y  los  artículos  65,  171, 1180  y  1818,  á  más  del  art.  871  del 
Código  de  Comercio,  toda  vea  que  el  domicilio  legal  del  comerciante  Mar 
tlnea  era  aquella  ciudad,  centro  de  sus  operaciones,  loa  aotos  que  allí  m 
seguían  eran  los  más  antiguos,  la  quiebra  liabía  sido  declarada  á  instancia 
de  sua  acreedores,  el  domidlio  de  la  mayoría  de  éstos  era  aquella  capital; 
esto  aparte  de  que  los  comerciantes  no  podían  ser  declarados  en  ooncnrao 
y  mucho  menos  después  de  la  suspensión  de  pagos,  que  traía  como  oonae- 
cuencia  el  conyenio  con  los  acreedores,  y  en  defecto  de  su  cumplimiento 
la  quiebra;  declaró  no  haber  lugar  á  la  acumulación  pretendida  por  el  Jué 
gado  del  distrito  de  Santo  Domingo  de  Málaga,  acordando  en  su  lugar  la 
de  los  autos  de  concurso  yoluntario  que  allí  se  decían  promovidos  por  Do» 
Guillermo  Martines  y  Pérea  á  los  de  quiebra,  á  cuyo  efecto  se  dirigiera  al 
Juzgado  el  correspondiente  oficio  con  testimonio  de  los  particulaiea  qaia 
indicó: 

Besoltando  que  el  Jues  de  Málaga  dio  viata  á  D.  Guillermo  Martínea 
Térez  del  testimonio  remitido,  é  insistiendo  éste  en  la  acumulación  preten- 
dida, acompafiando  el  duplicado  de  la  declaración  en  que  con  fecha  80  do 
jJunio  de  1891  se  dio  de  baja  en  Segovia  en  el  éj^ndcio  de  la  industria  do 
capitalista  banquero,  dicho  Jues  proveyó  auto  en  11  de  Abril  del  corriente 
afio,  por  el  que  oonñderando  que  en  la  acumulación  de  los  juicios  univer- 
sales deben  observarse  laa  reglas  generales  que  sobre  materia  de  acumulo- 
oión  de  aotos  establece  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según  la  jurispru- 
dencia de  este  Snpwmo  Tribunal,  eentada,  entre  otras,  en  sentencia  de  IT 
de  Abril  de  1889;  que  según  el  núm.  6.o  del  art  161  déla  referida  ley,  pro- 
cede la  acumulación  de  autos  cuando  de  seguirse  separadamente  los  pM- 
toa  se  divide  la  continencia  de  la  causa,  con  arreglo  al  párrafo  oegundo 
del  art.  27  L  de  la  propia  ley,  corresponde  au  conocimiento  al  Jues  ó  Tribu- 
nal en  que  radique  el  más  antiguo,  y  en  consecuencia,  que  siendo  la  de- 
claración de  concurso  voluntario  de  acreedores  de  D.  Guillermo  Maitínea 
Pérez,  hecha  por  aquel  Juzgado,  anterior  á  la  declaración  en  <|uiebra  del 
mismo  D.  Guillermo,  hecha  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Sego- 
via» correspondía  el  conocimiento  á  aquél  de  Málaga  por  radicar  en  él  el 
juicio  más  antiguo;  que  para  determinar  la  antigüedad  de  uno  y  otro  jui- 
CÍo>  ó  sea  la  del  concurso  de  la  quiebra,  la  regla  que  ha  de  tenerse  en  cuee^ 
tr  legairoente  es  la  de  las  fechas  de  las  respectivas  dedaradones  de  con^ 
curso  y  de  quiebra,  que  era  el  origen  y  fundamento  de  ambos  juidca^ 
prescindiendo  en  absoluto  del  expediente  de  suspensión  de  pagos,  que 
nuedó  teroúnado  con  el  auto  en  que  se  aprobó  el  convenio;  que  además^ 
no  siendo  comerciante  D.  Guillermo  Martínez  Pérez  cuando  aolicitó  que 
se  le  declarase  en  concurso  voluntario  de  acreedores,  pudo  y  debió  legal- 
mente  ¡declarársele  en  tal  estado,  puesto  que  con  tal  declaración  no  sé 
perjudicaba  á  ninguno  de  sus  acreedores,  que  tenían  expedito  el  derecho 
que  les  concedía  el  art.  1190  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil  para  solio) « 
tar  que  en  su  lugar  se  le  declarase  en  estado  de  quiebra  y  se  siguiese  el 
procedimiento  establecido  por  la  ley  para  las  quiebras  mercantiles,  si  en» 
tendían  y  después  justificaban  que  el  deudor  era  comerciante,  é  insístien* 
do  en  la  acumulación  decretada,,  mandó  que  para  la  decisión  correspon* 
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dieatete  nmüienuí  loiaotoa  á  este  Bapremo  TribnxMl  con  emplAtamiento 
dílfl^partMportónmBO  da  dies  diaa^  poniéndolo  en  conocimiento  del 
Joes  de  SegOYia,  el  cnal  á  aa  ves  hiao  igoai  remiaión. 

Yíato^  alendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Juan  Ignacio  de  Moralea: 

Oonaidennido  qne  al  preaeribir  en  genecal  el  art.  171  de  la  ley  de  £n^ 
Jaietnmiento  civil  qne  onando  proceda  la  acnmnlación  de  antoa,  correa- 
pondera  aa  conocimiento  al  Jues  ó  Tríbnnal  en  qne  radique  el  pleito  máa 
aatlgoo,  iM>  eatableoe  de  modo  alguno  concreto,  ni  era  neoeBarlo,  qae  la 
antigüedad  ae  cuente  ó  comience  deade  fecha  determinada,  ó  por  laa  re- 
aeioetonea  dictadaa  en  loa  antoa  reapectivoe,  aino  donde  radique  el  pleito 
máa  antiguo;  y  en  loa  pfoaentaa  juicioa  de  quiebra  y  eoncurao,  el  escrito 
de  D.  Guillermo  Martlnea  Pérea,  pidiendo  en  forma  ante  el  Jnea  de  Segó* 
▼ia,  een  el  caráeter  de  eemerciflúnte  domiciliado  en  aquella  ciudad  é  invo- 
cando el  Código  de  Oomerdo,  oue  ae  le  deelaraae  en  estado  de  anapenaién 
de  pagpa  y  el  auto  del  Juagado  acordando  lá  anapenaión,  la  preaentadto 
per  el  iniamo,  en  virtad  dé  eate  auto,  de  loa  documentoa  neeeaarioa  y  la 
propoaición  de  convenio  aprobada  por  la  Junta  de  acreedorea,  tienen  hh 
cba  muy  anterior  á  au  petición  del  concuño  voluntario  ante  el  Juzgado 
de  Málaga;  eziatiendo  ya  en  atención  á  lo  expueato  con  arreglo  á  derecho 
incoado  en  el  Juagado  de  Segovia,  ó  radicando  ya  legalmente  en  eate  Juz- 
gado el  dicho  pleito  ó  juicio: 

Gonaiderando  que  la  sentencia  de  eate  Tribunal  Supremo  de  17  de 
Abril  de  1889  ea  conforme  con  la  doctrina  ezpueata  en  el  conaiderando 
antecedente,  pnea  condgnande  en  loa  aaontoa  en  qne  procede  la  acnmula- 
dán,  eeneaponde  el  conocimiento  de  loe  miemoa  al  Juea  ó  Tribunal  en 
qa»  ladiqne  el  máa  an  igno,  ó  aea,  repitiendo  la  fraae  legal,  aparece  en  loa 
feanitandoe  que' en  ef  Juagado  del  Centro  de  eata  corte  ae  habían  incoado 
con  mucha  anterioridad,  ain  referirse  á  reaolnción  determinada,  loa  autoa 
á  inatancia  de  D.  Joaó  Escalada,  eon  D.  Felipe  Mingo,  aobre  pago  de  unaa 
obras,  en  loa  que  ae  declaró  á  éate  en  eoncurao  neceaario  al  juicio  de  tea- 
tamentaria  voluntaria  incoado  por  el  Juagado  de  Jaén  á  inatancia  de  la 
viuda  de  B.  Felipe;  y  en  loa  demáa  extremoe  de  dicha  aentencia,  siempre 
con  anjeción  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  declara  qne  deben  obaer- . 
varan  en  In  aéumuiación  laa  reglaa  generalea  eatablecidaa  en  la  misma,  y 
que  procede  cuando,  de  aeguirae  separadamente  loa  pleitea,  ae  divida  la 
oontínencia  de  la  canea,  igualmente  aplicablea  á  loa  preeentea  autoa: 

Gonaiderando  que  solicitada  por  el  citado  D.  Guillermo  Martínez  Pe- 
res la  aoqpenaión  de  pagoa  en  loa  términoa  expreaados  con  el  carácter  de 
eomeieiante,  como  banquero  inaorito  en  el  Registro  mercantil  y  domiciliado 
en  la  eindad  de  Segovia,  no  ha  podido,  para  loa  ef ectoa  del  juicio  de  qoie- 
bfa,  eonaeeoenda  en  su  caso  necesaria  en  derecho  de  la  dicha  auapensión, 
variar  de  domicilio  ain  perder  an  carácter  de  comerciante;  alendo  en  esta 
atendón  el  Juea  competente  para  conocer  de  eate  juicio  el  de  Segovia,  que 
leelamara  también  el  mayor  número  de  ana  acreedorea,  de  conformidad 
eon  lo  prevenido  en  la  regla  9.*  del  art  68  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
dvll: 

Oonaiderando  qne  indudablemente  ae  aeguirian  perjuicioa  á  los  acree- 
dores del  repetido  D.  Guillermo  por  la  auatanoiadón  ó  acumulación  de 
los  antes  de  quiebras  á  los  de  concurso  instruidos  ante  el  Juzgado  de  Santo 
Domingo  de  Malaga,  y  como  ademáa  la  mayor  parte  de  aquéllos  tienen  ao- 
lidtada  y  obtenida  ante  el  Juez  competente  la  dicha  declaración  de  quie- 
bra, no  ea  de  aplicadón,para  la  reaolnción  favorable  de  an  acumulación  al 
jnido  de  eoncurao,  el  art.  170  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil  d^do  en 
an  apoyo,  puea  qne  han  deduddo,  como  va  ezpueeto,  la  opoaidón  al  con- 
corso  solidtado  y  declarada  la  quiebra  mercaatil; 
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Y  conaiderando,  en  oiro  concepto,  que  con  aneglo  á  Um  artíevlos  66  j 
68  de  la  ley  de  Enjaidamiento  civil,  aera  Jaes  oompetonto  para  conocer 
de  loa  pleitea  á  qae  dé  origen  el  ejercicio  de  laa  aceionea  de  toda  claaa 
aqnel  á  que  loa  litigantea  ae  hablaran  aometído  expreaa  é.táeitamente,  j 
al  de  Segovia  ae  había  aometído  el  repetido  D.  GoillermOy  al  aolicitar  ae 
ledeolaraae  eneatado  deanapenaión  de  pagoa,  catado  preliminar  al  dé 
quiebra,  j  declarada  éata  no  preparó  la  declinatoria,  antea  por  el  contrario 
ofreció  la  fiania  y  deaignó  bienea»  ae  opoao  á  la  quiebra  y  nada  maniíeató 
referente  á  loa  aatoa  del  concnrao; 

FaUamoe  qae  debemoa  declarar  y  declaramoa  qae  ha  lagar  á  la  aeoma- 
ladón  al  jaldo  de  qaiebra,  pendiente  en  el  Jasgado  de  primera  Inatanda 
de  Segovia,  del  de  concarao  de  qae  conoce  el  del  diatrito  de  Santo  Do- 
mingo de  Málaga;  y  enaa  virtad  mandamoa  qae  ae  remitan  al  primero  to- 
daa  laa  actaacionea,  para  aa  contínaadón  con  arreglo  á  derecho;  ponién- 
doae  eata  reaolncióa  en  conocimiento  dd  aegando  y  alendo  de  cuenta  rea- 
pectf  va  de  laa  partea  laa  coataa  ocadonadaa.— (Sentencia  pabllcadá  d  16 
de  Agoato  de  1898,  ó  inaerta  en  la  Oeuseta  de  14  de  Septiembre  del  miamo 
afio.) 
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COMPKTKVCIA  (18  de  Agoato  de  1808).-*Sala  tercera.*— Cbaipraaiíiila.— 
Se  decide  en  favor  dd  Jaez  de  primera  inatanda  de  Bilbao  la  aoatonida 
con  d  de  igaal  claae  de  Mérida,  en  aatoa  promovidoa  ante  aqaél  por 
D.  Jaan  Lula  Schmedling  contra  la  raaón  aocial  Hijoa  de  Pedro  Maciaa,  y 
ae  reaadve: 

Que  $egún  tiene  declarado  repeüdameiUe  d  Tribunal  Supremo,  en  loe 
contratos  de  [compraventa  ei  lugar  en  que  dthe  pagarse  la  eoea  6  géneroe 
vendidos  es  aquel  en  que  ¿stos  se  reciben,  por  suponerse  de  derecho  simultánea 
la  entrega  de  Rectos  y  el  precio  de  la  misma,  á  no  mediar  ponió  en  contrario. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Agoato  de  1893,  en  la  competen- 
cia pendiente  ante  Noa,  por  raaón  de  inhibitoria  propaeate  por  el  Jaez  de 
primera  inatanda  de  Mérida^  al  de  igaal  claae  de  Bilbao,  en  el  conoci- 
miento de  la  demanda  de  menor  caantia,  dedadda  ante  el  último  por  Don 
Joan  Laia  Schmedling,  comerciante,  domiciliado  en  dicha  plaza  de  Bilbao, 
contra  la  razón  sodal  Hijoa  de  Pedro  Madaa,  del  comerdo  de  Mérida,  no 
habiendo  comparecido  ante  eate  Triband  Sapremo  ninguna  de  laa  partea: 

Resaltendo  que  la  razón  aocial  Hijoa  de  Pedro  Maciaa,  del  comerdo  de 
Mérida,  en  carta  de  28  de  Septiembre  de  1891  pidió,  á  D.  Jaan  Laia 
Schmedling,  de  Bilbao,  que  como  mneatra  le  remitiera  16  fardoe  de  baca- 
lao de  laa  claeea  qae  aefialaba,  coya  orden  atendió  Schmedling  partíd- 
pando  á  aquella  razón  aocial,  en  carte- factura  del  26  del  mismo  mea,  que 
había  remitido  por  ferrocarril  loa  géneroa  pedidoa  de  orden,  cuento  y 
riesgo  de  la  misma,  y  que  aa  importe  de  612  peaataa  60  céntimos  lo  deja- 
ba adeudando  en  cuenta: 

Resultando  que  el  vendedor  giró  una  letra  á  cargo  de  la  Sociedad  oom'  . 
pradera  por  el  importe  de  la  mercancía,  y  no  habiendo  aido  aceptada  por 
dicha  razón  aocial,  ae  procedió  á  au  proteato,  en  cuyo  acto  manifeató  ésta 
que  no  era  corriente  el  giro  por  no  estar  el  género  de  redbo,  como  tenía 
manifestado  al  librador: 

Resultando  que  con  tdea  hechoa  y  documentoa  acudió  D.  Juan  Sch- 
medling al  Juzgado  de  primera  inducía  de  Bilbao  en  20  de  Octubre  de 
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1892,  «ntablaodo  la  oportana  demanda  en  joicio  declarativo  de  menor 
cnantla  para  que  ae  condenase  á  la  razón  lodal  Hijos  de  Pedro  Hacías  á 
abonarle  la  cantidad  de  512  pesetas  5  céntimos,  importe  del  precio  de  venta 
de  la  mercancía,  oon  el  importe  de  la  resaca  y  del  rédito  le^al  de  ambsa 
eaatídadea  desde  qne  la  casa  demandada  se  habla  constituido  en  mora, 
alegando  «n  en  apoyo  <)ae,  con  arreglo  al  art.  1600  del  Oódigo  civil,  el  oom- 

Í>iador  está  obligado  á  pagar  el  precio  de  la  cosa  vendida  en  el  tiempo  y 
ngar  fijados  en  el  contrato,  y  no  habiéndose  fijado  en  el  tiempo  y  logar 
«n  qne  se  hiciera  la  entrega,  por  lo  que  tratándose  de  nna  venta  de  mer- 
4iancfas,  puestas  sobre  vagón  en  aqnella  cindad,  de  cuenta  y  riesgo  de  los 
eompradoreSy  era  evidente  que  el  contrato  quedaba  consumado  en  aquella 
villa  mediante  la  entrega  de  la  mercancía  sobre  vagón,  y  en  aquel  punto, 
por  consiguiente,  era  ezigible  desde  luego  el  precio,  y  que  segán  senten 
eias  del  Tribunal  Supremo  de  28  de  Noviembre  de  1891,  27  de  Octubre  de 
1890, 16  de  Julio  y  29  de  Agosto  de  1891,  en  Isa  cuestiones  judiciales  so- 
bie  redasBación  del  precio  de  géneros  vendidos  en  plasa  para  ser  ezpsdi- 
dos  por  ferrocarril  ó  por  mar  de  cuenta  y  riesgo  del  comprador,  es  Juea 
competente  el  del  punto  donde  se  verifique  la  expedición,  por  preaumirse 
oonsumada  en  él  la  entrega: 

Besttltando  que  admitida  la  demanda,  se  citó  y  emplaió  á  la  rasón  so- 
cial demandada,  en  virtud  de  exhorto  que  al  efecto  se  dirigió  al  Juagado 
de  primera  instancia  de  Mérida,  ante  el  cual  propuso  aquélla  en  18  de  Ko- 
viembie  la  inhibitoria  de  jurisdicción,  alegando,  en  apoyo  de  su  proceden- 
cia, entre  otras  rasones:  que  no  habiendo  resultado  la  mercancía  de  laa 
eondletones  convenidas,  sino  de  calidad  tan  mala  que  la  hada  irrealisa- 
ble,  participó  al  vendedor  qne  dejaba  á  su  disposición  dicha  remesa  y  que 
esperaba  á  su  orden  para  devolvérsela  y  reintegrarse  de  los  gastos  que  te- 
nía suplidos,  según  resultaba  de  la  copia  qne  se  aoompafiaba  de  la  carta 
que  en  21,  de  Octubre  dirigió  á  dicho  vendedor;  qne  habiéndose  hecho  im- 
posible, por  las  sefiales  de  putrefacción  de  la  mercancía,  el  tenerla  en  sos 
almacenes,  y  viendo  que  Schmedling  no  disponíá.de  ella,  á  pesar  de  loa 
repetidos  avisos  que  se  le  dirigieron,  procedió  al  depósito  legal  que  auto- 
risaba  la  ley;  que  prescindiendo  de  la  falta  de  razón  con  que  se  había  de- 
ducido la  demcnda,  y  ateniéndose  sólo  á  la  cuestión  de  competencia,  ha- 
bía que  tener  en  cuenta  que,  tratándose  de  exigir  el  cumplimiento  de  una 
obligadóti  personal  procedente  de  una  compraventa,  era  Jues  competente 
^  del  logar  donde  se  hizo  la  entrega  de  la  cosa  vendida,  y  donde,  aten- 
dida su  índole,  debía  entregarse  el  precio,  por  entenderse  ambos  actos  si- 
multáneos, según  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  6  de  Febrero  de  1884; 
que  cuando  en  una  compraventa  el  vendedor  se  obliga  á  poner  el  género 
á  disposición  del  comprador  en  pueblo  determinado,  allí  es  donde  hay  que 
pagar  y  ejercitar  la  acción  para  el  pago,  según  sentencias  de  12  de  Octu- 
bre y  9  de  Noviembre  de  1886  y  otras;  que  las  aéciones  personales,  según 
otrsa  sentendaa  del  Tribunal  Supremo,  deben  enUblarse  y  seguirse  en  el 
lugar  del  domicilio  de  la  persona  obligada;  que  cuando  en  las  letras  de 
cambio  se  expresa  el  domicilio  del  pagador,  ese  es  el  lugar  en  que  debe 
cumplirse  la  obligación,  y  el  Jues  del  mismo  es  el  competente  para  conO; 
eer  de  la  acción  personal  que  nace  de  aquélla,  según  sentencia  de  8  de 
Abril  de  1867;  que  según  otra  de  28  de  Enero  de  1862,  cuando  no  se  de- 
signa expresamente  el  logar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  debe  te- 
nerse por  tal  aquel  en  qne  se  haya  de  verificar  la  entrega  de  la  cosa  ven- 
dida al  comprador,  y  que  las  sentencias  citadas  y  otras  muchas  que  pu- 
dieran citarse,  lo  dispueesto  en  el  artículo  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  y  la  no  renuncia  del  fuero  propio,  hacían  que  la  razón  social  deman- 
dada no  pudiera  ni  debiera  someterse  á  otro  Jues  que  el  de  su  domicilio; 
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Resaltando  qoe  oído  el  Ministerio  flsosl ,  dictó  sato  inhibitorio  él" 
Joes  de  primera  instancia  de  Mórida  en  S  de  Diciembre  y  recibido  en  el. 
Joagado  de  Bilbao  el  oficio  inhibitorio  con  el  testimonio  correspondiente, 
lo  impngnó  el  demandante  Schmeding»  alegando  en  sa  oposición,  que  la. 
razón  social  demandada  apoyaba  la  inhibitoria  qne  había  dedncido  en  la 
hipótesis  completamente  gratuita  de  haber  sido  condición  de  la.Yentn  la 
de  que  la  entrega  de  la  mercancía  se  haría  en  el  almacén  del  comprador, 
pnes  en  la  carta  en  qne  el  demandante  avisó  á  la  casa  compradora  la  re- 
mesa de  sn  pedido,  le  dijo  qoe  los  géneros  habían  sido  poestos  sobre 
vagón  de  ferrocarril  para  Mérida,  de  orden,  cuenta  y  riesgo  de  ella,  y  al 
acosar  dicha  casa  el  recibo  de  aquella  carta  y  documentos,  no  hiao  la  me- 
nor observación  á  la  remesa  de  los  géneros  en  la  forma  y  condición  indi- 
cadas;  que  la  jurisprudencia  constante  del  Tribunal  Supremo  en  los  casos 
sobre  venta  de  géneros  para  ser  remitidos  de  plaza  á  plaza,  de  cuenta  y 
riesgo  del  comprador,  sanciona  de  un  modo  invariable  ¿  competenda  del 
Juzgado  del  lugar  donde  el  vendedor  hace  la  remesa  de  la  mercancía,^ 
habiendo  establecido  en  sentencias  de  31  de  Enero  de  1888  y  8  de  Octubre 
de  1889,  que  tratándose  de  venta  de  géneros  remitidos  por  ferrocarril  do 
cuenta  y  riesgo  del  comprador,  y  habiendo  mediado  el  giro  de  letras  sobre-  ^ 
el  domicilio  d«  éste  para  hacer  efectivo  el  importe  de  las  ventasi  esa  cir- 
cunstancia en  nada  alteraba  el  derecho  del  vendedor  á  demandar  al  com> 
prador  en  el  lugar  donde  se  efectuó  la  venta  como  único  competente  para, 
entender  del  asunto;  qne  la  disposioión  del  art.  827  del  Oódigo  de  Comer- 
cio, invocada  en  el  anto  inhibitorio,  en  nada  obstaba  á  la  resolución  de  In^ 
competencia,  entre  otras  razones,  porque  según  la  sentencia  de  19  de  Oo* 
tubre  de  1889,  para  resolver  Itm  contiendas  de  competencia  sólo  debe  te- 
nerse en  cuenta  la  acción  que  corresponda  ejercitar  y  no  las  ea^oepcieiie» 
que  en  el  fondo  pueda  oponer  el  demandado,  aparte  de  que  en  la  demanda 
se  había  afirmado  que  el  género  servido  fué  de  la  calidad  pedida  por  la 
razón  social  compradora,  y  que  dar  al  citado  art.  327  del  Código  de  Co- 
mercio el  alcance  que  pretendía  el  Juez  requirente,  era  destruir  de  una 
plumada  la  constante  jurisprudencia  qne  con  tanto  teaón  y  hasta  mediando 
imposición  de  costas  á  Jueces  y  litigantes  qne  habían  sostenido  tales 
competencias,  había  establecido  el  Tribunal  Supremo  en  casos  exacta- 
mente idénticos  al  presente,  no  sólo  por  las  circunstancias  de  la  venta^ 
sino  hasta  por  la  clase  de  géneros  vendidos  en  aquella  ciudad  y  por  el 
mismo  alegante,  como  podía  vene  en  la  sentencia  de  3  de  Enero  de  1886r. 
Resultando  que  oído  el  Fiscal  munidpal,  dictó  auto  el  Juez  de  primera 
instancia  de  Bilbao  en  29  de  Diciembre,  rechazando  la  inhibitoria  y  decla- 
rándose competente  para  seguir  conociendo  del  pleito,  y  habiendo  insis- 
tido el  Juez  de  Mérida  por  anto  de  4  de  Abril  en  su  competencia,  elevaron 
ambos  Juzgados  sus  respectivas  actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo  y 
se  sustanció  la  competencia  oon  arreglo  á  derecho,  oyéndose  al  Ministerio 
fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Ignacio  de  Mora'les: 
Considerando,  que  según  tiene  declarado  con  repetición  este  Tribunal 
Supremo,  en  los  contratos  de  compraventa  el  lugar  en  qne  debe  pagarse  la 
cosa  ó  géneros  vendidos  es  aquél  en  qne  éstos  se  reciben,  por  suponerse 
de  derecho  simultánea  la  entrega  de  efectos  y  el  precio  de  la  misma,  á  no 
mediar  pacto  en  contrario,  que  no  existe  en  este  caso;  pnes  la  primera 
carU  de  la  razón  social  de  Hijos  de  Pedro  Mecías,  sólo  dice  que  examinará 
la  clase  para  nuevos  encargos,  y  redbió  el  bacalao  puesto  en  vagón  á  sa 
orden,  cuenta  y  riesgo  sin  protesta,  siendo  en  esta  atención  de  resolverse 
el  presente  conflicto  oon  arreglo  á  la  doctrina  antes  expaestaj  de  confor- 
midad oon  lo  pTSserito  en  el  art  62,  regla  1>  en  sn  primera  parte»  de  la  ley 
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éb  EajaidaiBieato  civil,  que  establece  ee  Jaes  competente  con  preferencia 
par»  conocer  de  loe  jaicioe  en  qae  ee  ejercitan  acdonea  personalea  el  del 
lugar  en  <|ae  deba  cnmpUrae  la  obligación,  qae  lo  ea  la  villa  de  Bilbao,, 
donde  se  entregó  el  género;  y  á  qne  tampoco  aparece  la  aomiaión  expresa 
ó  tácita  de  la  partes  para  ante  otro  Juagado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  de 
esta  demanda  corresponde  al  J«es  de  primera  instancia  de  Bilbao,  á  qaien 
se  remitan  todas  las  actnaciones,  poniéndolo  en  conocimiento  del  de  igaal 
clase  de  Mérida,  siendo  de  coenta  respectiva  de  las  partes  las  costas  oca- 
sionadas.—(Sentencia  publicada  el  18  de  Agosto  de  1899,  é  Inserta  en  la 
Gaoeia  de  14  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 

18 

Ck>ifnmiiciA  (7  de  Septiembre  de  18981— Sala  de  lo  civil.— Pa^o  de 
rww^flrf.— Se  decide  en  favor  del  Jaes  municipal  del  distrito  de  la  Univer- 
sidad, de  Madrid,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  del  Cubo  de  la  Solana,. 
en  antoe  promovidos  ante  aquél  por  D.  &itnrnino  Gato  Fernández  contra 
D.  Desiderio  Martines  Peres,  y  se  resuelve: 

<¡i»e  $efúnjmiiprudenciae»tdbUGÍdap<>rel  Tribunal  Supremo,  mpeffeeüt 
cúu$onane»a  eon  d  ari,  62  de  ¡a  ley  de  Énjuieiamienio  ewU,  es  Juez  eomj^- 
temU  sfi  primer  iármimi  para  conocer  de  loejmcioe  eu  aue  ee  ^ercUen  aceuh 
mmpereiñalei,  el  id  h^for  em  que  áAe  cueiq^léree  la  obügación  reclamada. 

Xtt  la  vüla  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Septiembre  de  1898,  en  la  compe- 
ISBeia  pendiente  ante  Nos,  promovida  por  el  Jues  municipal  del  pueblo 
Cobo  de  la  Solana,  partido  judicial  y  provincia  de  Soria,  al  de  igual  clase 
del  distrito  de  la.üniversidad,  de  esta  corte,  sobre  conocimiento  del  Juicio 
Tsrbel  promovido  ante  éste  por  D.  Saturnino  Gato  Fernández,  contra  Don 
Desiderio  Martines  Pérez,  sobre  pago  de  pesetas,  no  habiendo  compare- 
cido ninguna  de  las  partes  en  este  Supremo  Tribunal: 

Besultando  que  en  carta  que  D.  Desiderio  Martínez  dirigió  con  fecha 
en  él  Boyo  á  7  de  Diciembre  de  1892  á  D.  Saturnino  Gato  Fernández,  de 
esta  corte,  le  manifestó  que  se  habla  visto  en  la  necesidad  de  venirse  sin 
despedirse  de  él  y  sin  abonarle  las  100  pesetas  que  le  debía;  que  si  un  pa- 
riente suyo  no  se  había  presentado  á  pagarlas,  se  lo  avisase  para  mandár- 
selas en  letra,  rogándole  al  propio  tiempo  que  le  enviase  un  décimo  de 
Navidad,  diciéndole  el  importe  de  cuantos  gastos  le  ocasionase: 

Besnítando  que  en  carta  de  16  de  dicho  mes  le  acusó  el  recibo  del  dé- 
cimo, riendo  con  gusto  que  había  girado  una  letra  por  166  pesetas,  que  abo- 
naría tan  pronto  como  se  le  presentara;  y  que  en  otra  carta  del  mismo,  fe- 
cha Sa  de  Enero  de  1898,  contestando  á  otra  de  Fernández,  le  dijo  que 
Jamás  había  proteatado  letra  alguna  y  mucho  menos  la  de  una  deuda  Justa 
contraída  con  un  amigo;  que  no  se  le  había  presentado  ninguna  letra,  y  sin 
duda  la  persona  á  quien  ise  le  endosara  no  se  había  querido  molestar  en 
pesar  avMK),  pero  como  quiera  que  fuera  Justo  pagar  lo  que  se  debía,  con 
aquella  fecha  escribía  á  un  tío  suyo  para  que,  si  tenía  fondos,  le  entregase 
las  166  pesetas: 

Besultando  que  en  7  de  Marzo  de  1898,  el  mencionado  D.  Saturnino 
Gato  Fernández  solicitó  ante  elJuez  municipal  del  distrito  de  la  Univer- 
sidad de  esta  corte,  celebrar  juicio  verbal  con  D.  Desiderio  Martínez,  ve- 
cino del  Boyo^  para  el  pago  de  la  dtada  cantidad,  intereses  y  costas,  y  se- 
ñalado para  la  e^bración  del  juicio  el  38  del  propio  mea,  fué  citado  en 
el  16  D.  Demetrio  Martínez  en  el  citado  pueblo: 
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Resaltando  qae  en  el  miemo  día  compareció  ante  el  Joei  miiaidpal  «o- 
licitando  que  se  reqoirieee  de  inhibición  al  de  Madrid,  toda  reí  qae  la 
obligación  de  qne  se  trataba  era  personal,  el  compareciente  no  haUa  re* 
nanciado  á  sa  f  aero  propio,  y  no  existia  contrato  escrito  qae  determinase 
el  lagar  donde  había  de  verificarse  sa  camplimiento,  siendo  por  tanto  el 
competente  aqael  Joxgado: 

Besoltando  qae  el  Jaes  del  Boyo,  oído  el  Fiscal  mnnidpal,  acordó  re- 
qaerir  de  inhibición  al  Joei  de  esta  corte  por  corresponder  á  aqnel  Josgado 
el  conocimiento  del  jalcio,  íandándose  en  qae  la  acción  entablada  era  per- 
sonal, y  qae  no  estando  determinado  el  lagar  donde  se  había  de  camplir^ 
debía  serlo  en  el  domicilio  del  demandado,  drcanstanda  qae  determinaba 
la  competencia  de  aqael  Jazgado: 

Resaltando  qae  el  Jaei  de  Madrid  oyó  al  demandante  qae  presentó  las 
tres  cartas  de  qae  se  ha  hecho  mérito,  y  al  Fiscal  manidpal,  y  por  aato  de 
5  de  Abril  se  negó  á  la  inhibición  solicitada,  sosteniendo  sa  competenda, 
íandada  en  qae,  con  arreglo  al  art.  1171  del  Código  dvil  vigente,  el  domi- 
dlio  del  deodor  sólo  determina  el  lagar  del  pago  cnando  no  se  hubiera 
consignado  otra  cosa;  y  qae  de  las  cartas  presentadas  por  el  actor,  resal- 
taba qae  D*  Dedderio  Martines  se  obligó  á  pagar  en  esta  corte,  y  por  tanto, 
óste  era  el  lagar  donde  debía  cnmplirse  el  contrato  y  donde  radicaba  la 
competencia  para  pedir  sa  camplimiento,  según  el  núm.  1.^  dd  art  6S  de 
la  ley  de  Enjaidamiento  civil: 

Resaltando  que  comonicada  esta  resoladón  al  Jaez  de  Boyo,  ésto  ta 
devolvió  al  de  esta  corte,  acompafiándole  además  las  diligendss  orii^na- 
les  ante  él  instroídas,  desistiendo  de  la  inhibición  qae  había  propaesto, 
porqae  D.  Desiderio  Martines  había  hecho  dimisión  del  cargo  de  Parma- 
ceático  de  aqael  partido,  y  se  había  ausentado  del  paeblo  el  36  de  Marso, 
debiendo  hallarse,  según  Iss  noticias  adquiridas,  en  el  Cobo  de  la  Solana: 

Resaltando  qoe  el  Jaez  de  esta  corte,  de  acaerdo  con  lo  pedido  por  el 
demandante,  seflaló  de  nuevo  para  la  celebración  del  Jaido  el  día  20  de 
Mayo,  librándose  para  la  citación  del  demandado  el  oficio  correspondiente 
al  Juzgado  municipal  del  Cubo  de  la  Solana,  el  cual,  después  de  haber 
oído  Si  Fiscal  municipal,  acordó  requirir  de  infaibidón  al  de  Madrid,  por 
considerar  que  no  habiéndose  sometido  expresa  ni  tádtamente  el  deman- 
dado á  otro  Jazgado,  el  de  aquel  pueblo  era  el  competente  para  conocer 
de  la  demanda,  según  disponía  el  núm.  l.o  dd  art.  62  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil; 

Y  resultando  que  recibida  por  el  Juez  de  esta  corte  la  certificación  co- 
rrespondiente, y  dada  yista  de  ella  á  la  parte  aetora,  ésta  comparado  mani- 
festando que,  aunque  era  improcedente  y  anómalo  el  procedimiento  em- 
pleado, solidtaba  que  el  Juzgado  se  negara  á  la  inhibición,  y  en  efecto, 
después  de  haber  oído  al  Fiscal  mnnidpal,  reprodujo  el  auto  denegatorio 
antes  mendonado  que  se  comunicó  al  Juez  del  Cubo  de  la  Solana,  el  cual 
insistió  en  la  inhibición,  y  en  su  virtud  uno  y  etro  han  aloyado  las  actnar 
clones  á  este  Supremo  Tribunal. 

Siendo  Ponente  d  Magistrado  D.  Federico  Melchor  y  Lamanette: 

Condderando  que,  según  jurisprudenda  establedda  por  este  Supremo 
Tribunal  en  perfecta  consonancia  con  el  precepto  contenido  en  el  art.  62  de 
la  ley  de  Enjaiciamiento  civil,  es  Juez  competente  en  primer  término  para 
conocer  de  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales,  el  del  lugar 
en  que  debe  cumplirse  la  dbligación  reclamada: 

Considerando  que  en  el  presente  caso  la  demanda  instada  á  nombre  de 
D.  Saturnino  Gato  Fernández  contra  D.  Dedderio  Martínez  Pérez,  se  refle^ 
re  al  pago  de  cantidad  adeudada  por  este  úlüoío  como  precio  de  un  billete 
de  lotería  que  tuvo  encargo  de  comprar  en  esta  corte  el  demandantei  ha* 
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bieiido  ftdemá^iaanifMtftdo  bien  clitramenle  el  deador  mi  cartai  obnuitee 
ea  Aotoe  ra  propósito  de  aboner  aqaélla  en  Madrid,  todo  lo  que  demaeatra 
qoe  es  aplieable  al  easo  la  prescripelón  del  artícaio  arriba  citado,  y  que 
corresponde^  por  tanto,  eonocer  del  asnnto  en  qae  ha  sargido  la  presente 
eontienda  de  jnrisdicción  al  Joes  manioiiml  del  distrito  de  la  Universidad 
de  Madrid; 

Fallamos  qae  debenuM  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  del 
joieio  yerbal  promoyido  por  D.  Satamino  Gato  Fernandos  corresponde  al 


miento  del  Jaes  mnnicipal  del  Oabo  de  la  Solana. -^Sentencia  pablicada 
el  7  de  Septiembre  de  1893,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  27  del  mismo  mes 
y  afio«) 
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RB09B80  DB  GáSAoióir  (S2  do  Septiembre  de  1898}.<-Sala  de  lo  civil.— 
SMpemiián  ds  jM^M.— No  ha  logar  á  la  admisión  del  interpnesto  por  Don 
Pelegrín  Pomés  (Aadiencia  de  Barcelona),  y  ee  resaelve: 

Qne  $egún  a  núm.  Ifi  dd  art.  1690  de  ¡a  ley  de  EnjuidamiefUo  eivü,  tie- 
nen él  conecto  de  definiíivas,  para  las  efectos  de  la  casación,  las  sentencias 
^,  recayendo  sobre  un  incidente  ó  articulo,  pongan  término  al  pleito  haciendo 
imposible  su  continuaeián. 

Resaltando  qoe  declarado  en  estado  de  suspensión  de  pagos  por  el  Jnsi- 
gado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Universidad  de  Barcelona  el 
comerciante  D.  Pelegrín  Pomés  y  Pomar,  presentó  proposiciones  de  con- 
venio con  sos  acreedores,  qne  íoeron  aprobadas  por  ananlmidad  de  los 
asistentes  á  la  jnntacon  tal  motivo  rennida: 

Besnltando  qoe  con  posterioridad  compareció  en  los  autos  de  sn  rasón 
D.  José  Lopes  Menéndes,  en  concepto  también  de  acreedor  de  Pomés,  por 
el  importe  de  anas  letras  giradas  en  Londres,  que  le  estaban  endosadas, 
formnlando  oposición  al  anonclado  convenio;  y  conferido  traslado  á  dicho 
Pomés  produjo  demanda  incidental  de  17  de  Marzo  de  1892,  con  la  solí- 
citod  de  qne  se  tramitara,  suspendiendo  el  curso  de  la  expresada  oposi 
don  al  convenio,  y  en  su  día  se  declarase  que  los  endosos  de  las  letras 
presentadas  por  el  D.  Federico  Lopes,  no  le  transfirieron  la  propiedad  de 
Isa  mismas;  no  habiendo  éste,  por  tanto,  justificado  el  carácter  de  acree- 
dor de  Pomés,  con  qne  oomi>arecía  en  los  autos,  y  que  no  había  lugar  á 
admitírle  como  parteen  ellos,'  ni  á  sustanciar  la  predicha  oposición,  impo- 
niéndole las  costas: 

Besnltando  que  Lopes  impugnó  la  demanda  incidental,  pidiendo  que 
sin  dar  Insar  á  nada  de  lo  en  ella  pretendido,  se  declarase  adquirió  la  pro- 
piedad délas  letras  presentadas,  y  con  ella  el  carácter  de  acreedor  dePo 
más,  á  quien  se  condenara  en  las  costas;  siguiéndose  el  incidente  en  el 
casi  recayó  el  10  de  Febrero  del  corriente  afio  sentencia  de  la  Sala  primera 
de  lo  dvil  de  la  Audienda  de  Barcelona,  conflrmaljpria  de  la  del  Juzgado, 
por  la  que  se  declaró  no  haber  lugar  al  incidente  de  previo  y  especial  pro- 
nundamiento,  ni  á  hacer  las  declaraciones  solidtadas  por  D.  Pelegrín  Po 
mes;  y  se  tuvo  á  D.  Federico  López  Menéndes  como  propietario  de  las 
mendonadas  letras,  y  en  este  concepto,  legítimo  acreedor  de  aquél  para 
lodos  los  efectos  en  derecho  procedentes: 
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Beraltaado  que  D.  Pelégrín  Poméc  y  Fonuur  haiator^SMlo,  eos  depó- 
sito de  1.000  pesetas,  recurso  de  osssción,  como  sotorisedo  en  el  ném.  1.» 
del  srt.  1692  de  la  ley  de  Bojaidamieoto  civil,  íaiidáiidoleeii  varice  moti- 
▼os,  y  el  Mioiaterio  fiscal  se  he  opuesto  á  que  se  admita  dicho  irecnree. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Franeiseo  Toda: 

Considerando  qne,  según  el  núm.  l.o  del  art  1690  de  la  ley  de  Ei^ni* 
clamiento  civil,  tienen  el  concepto  de  definitivas,  para  loe  efeetoe  de  le  ce- 
sación, las  sentencias  qae«  recayendo  sobre  un  inddento  ó  ertioalo,  pon- 
gan término  al  pleito,  haciendo  imposible  so  oontinaadón: 

Considerando  qne  la  aentenda  recorrida  no  pone  término  el  j«deio  ni 
impide  aa  contínnación,  antes  bien  lo  facilita,  dando  lagar  é  que  todos 
puedan  defender  sos  derechos  en  la  sostanciación  de  la  demande  de  opo* 
alción  formulada  al  convmio  de  acreedores,  donde  ha  nacido  el  Ineidento 
previo,  de  coya  sentencia  se  trate;  siendo  por  lo  tento  inadmisible  el  re- 
curso contra  ella  interpuesto,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  núm.  8.<^  del  ar- 
ticulo 1729  de  la  citada  ley: 

No  ha  lugar  á  admitir  el  mencionado  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Pelégrín  Pomos  y  Pomar,  á  quien  se  condena  al  pago  de  las  costas; 
devuélvase  el  depósito  constituido,  y  líbrese  á  la' Audiencia  de  Barcelona 
la  oportuna  certificación,  acompallada  d^  apuntamiento  que  ha  remitido, 
publicándose  este  auto  en  la  forma  prevenida  por  la  ley.— (Anto  f&cbm  M 
de  Septiembre  de  189S,  é  inserto  en  la  Qaeeia  de  28  de  Noviembre  del 
mismo  afio.) 
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KnoüBso  DI  GASAoiÓN  (26  do  Septiembre  de  1898).— Sala  de  lo  civil.— 
Tercería  de  ilofiitfito.— No  ha  lugar  al  interpeesto-por  Dofia  JuUa  de  Varirae» 
en  autos  con  Dofia  Inés  León  Bonilla  y  otros  (Audiencia  de  CéeereeX  y  se 
resuelve: 

Quefundándoee  la  eeniencia  recurrida  en  ¡a  qplicaMn  gae  alcaeofue  se 
diecuUtietteHlaedugpotacioñeidelaleyHip^^ 

ó  régimen  dotal»  y  de  ningúnmoda  en  loe pripiieginfe  de  la  ani^ua  legitíaeián» 
carece  de  wfiuieneia  para  decidirla  cue»iián  del  pleito,  el  qne  ía  date  ee  r^iUe 
como  entregada  ó  co^feeada,  ynoeqnde  eeíimar  loe  motivoa  del  reeure^  que 
tiendan  á  demoetrar  la  equivocadán  m  que  hubiera  podido  incurrir  la  aala 
sentenciadora  co»  motivo  de  dkha  cali/UoíBián: 

Que  no  infringe  las  leyes  23  y  SB,  tU.  13  de  la  Bttüda  5.\  y  IT,  tU.  11 
de  la  Partida  é^-,  la  sentencia  fue  no  niega  ni  desconoce  la  hipmea  general 
tácita  fue,  segúndicha  legiskunán,  corrMondia  á  la  mmerpor  rotan  de  su 
dote,  smo  que  fundándose  en  la  enajenadin  de  los  inmuAks  y  su  sustitueián^ 
for  otros,  rigiendo  ya  la  ley  Hipotecaria,  y  en  los  actos  ejeeuMÍMpor  la  mu- 
jer, entiende  gue  sólo  podía  d^ar  ésta  garantido  su  derecho  por  los  medios  y 
en  la  forma  que  la  mencionada  ley  estahleoe: 

Que  si  bien  el  art  354  de  la  ley  Hipotecaria  ordena  que  las  muf  eres  casa- 
das y  otras  personas  que  di^nUen  alguna  de  las  huecas  generales  estahlC' 
eidas  en  la  anterior  Imslacián,  nopodrán  exigir  la  eonstUucián  éinscripeián 
de  hipoteca  especial,  d  artículo  siguiente,  reformado  por  la  Ucy  de  17  de  Julio 
de  1877,  exc^túa  de  ceta  prohibición,  entre  otros  casos,  el  de  que  por  voluntad 
de  las  partes  ó  del  obligado,  se  sustituyan  las  hipUecas  tácitas  por  otras  eepe- 
dales,  yelde  que,  siendo  mayor  de  edad  la  mujer  casada  ó  los  hijos,  presten 
su  consentimiento  para  que  la  hipoteca  legal  se  eaoUnga,  redueea,  subrrogue  ó 
posponga,  en  cuyos  casos,  nopudiendo  coexistir  por  una  misma  dfUgaeiin  las 
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Que  para  tener  la  majer  catada  lapr^ereneia  eonoedidapor  Uteantiguae 
leyes,  por  loe  tqfortaeionee  de  bienes  miebüss,  ropas  y  efectos,  es  necesario,  con 
arralo  á  la  jwrisprudeneia  estahieeidayen  atención  á  la  natnraleea  de  dichos 
llenen,  que  el  Notario  diere  fe  de  que  se  entregaron  y  pasaron  á^p^oder  del 
uñando. 

'  Sn  la  yiUa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Septiembre  de  1898,  en  loe  avioa 
eegoidoe  ea  el  Juagado  de  primera  inatancia  de  Tmjillo  y  en  la  Sala  de  lo 
«ÍTÍl  de  la  Áodlenda  de  Cláoere%  por  demanda  de  Dofia  Jalia  de  Vargaa  y 
MOiiCalTO,  Tedna  de  diefaa  eiodad  de  TrujtUo,  vioda  de  D.  Migael  Núfiea 
Oaatillo,  dedicada  á  laa  laboree  propiaa  de  aa  aexo,  contra  Dona  loéa  León 
Bonilla,  propietaria,  Tecina  de  Torremocha,  y  loa  hijoa  y  herederoa  del  Don 
Mifoel^  Dofia  A.ntonia,  D.  Marcial,  D.  Vicente,  Dofia  Victoria,  Dofia  Oon- 
eepdón,  D.  JaliáByD.  Bamón,  D.  Eateban,  D.  Plácido  y  Dofia  Manuela 
Ñafies  de  Vargaa,  raepeeto  de  loa  qne  ae  ha  aegnido  el  pleito  en  rebeldía, 
aobre  tercería  de  mejor  derecho  á  bienea  embargadoa  en  Jpicio  ejecutivo 
iaatado  por  la  Dofia  Inéa  León;  autoa  peadientea  ante  Noa  en  recnrao  de 
caweión  <|ne  ha  interpuesto  el  referido  demandante,  representándole  el 
Preeorador  D.  Femando  Bamón  Luis,  siendo  su  Letrado  delehaor  el  Doo 
tor  D.  Jnan  Gonsálea  Oeampo  y  Becerra,  catando  á  au  rea  repreaentada  y 
defendida  la  Dofia  Inéa  León  Bonilla  por  loa  aaimiamo  Procurador  y  Le- 
trado D.  Lula  de  Fignerola  y.  D.  Joaquín  Pavón,  ain  que  hayan  compare- 
cido en  eate  Tribunal  Supremo  loa  herederoa  de  D.  Miguel  Núfies: 

Beanltando  que  por  fallecimiento  de  D.  Eateban  de  Vargaa  ae  procedió 
al  inyentario,  cuenta,  partición  ▼  adjudicación  de  loa  bienea  que  dejó, 
siendo  apro^daa  diohaa  operadonea  en  auto  del  Juzgado  de  primera 
inatancia  de  Trajillo,  el  19  de  Diciembre  del  afio  de  1850,  y  á  virtud  de 
ellaa  ae  expidió  eH  24  de  loa  propios  mee  y  afio  á  la  hija  de  D.  Eateban, 
Dofia  Julia  de  Vargaa,  el  correapondiente  teatimonio  de  hijuela,  de  qne  ae 
tomó  rasóñ  en  el  <&oio  de  Hipotecaa,  aegún  el  cual  aacendió  el  haber  de 
aquélla  á  158.749  reálea  97  maravediaea,  adjudicándoaele  para  au  pagó 
1.480  en  diferentes  ropaa  y  efectoa;  99  con  18  maravediaea  en  metálico,  y 
el  nato  en  variaa  fincas,  una  de  éataa  la  casa  llamada  de  la  Caatellana^ 
por  5.200,  y  consistiendo  laa  demáa  en  la  aezta  parte  de  la  caaa  aolariega, 
otra  aezta  parte  en  la  titulada  de  Torre  Aguda,  con  aua  dependenciaa,  la 
dehesa  BarraaquiUo  del  Vinagre  y  laa  cercaa  denominadaa  del  Barranqui- 
Bo,  San  Antón,  Grande  del  Poao  y  Montalvo: 

Beaultando  qne  Dofia  Julia  de  Vargaa  contrajo  matrimonio  en  18  de 
Julio  de  1857  con  D.  Miguel  Núfiea  y  Oaatílla,  quien  en  eacrítnra  de  24  de 
AjfOato  del  miamo  afio,  ante  el  Notario  D.  Pedro  Pedraza  y  Calaera,  declaró 
había  recibido  como  dote  y  caudal  de  aquélla,  laa  ropaa,  mueblea,  alhajaa 
y  fincaa  de  que  en  la  miama  eacritura  ae  hace  detallada  mención,  figurando 
entre  todo  ello  loa  Menea  comprmididoa  en  la  hijuela  paterna  de  dicha 
Dofia  Julia  ya  indicada,  y  otroa  que  la  entregó  au  madre,  cuyo  valor  en 
junto  ascendió  á  179.558  reales  27  maravediaea,  declarando  el  D.  Miguel 
ne  ios  expreaadoa  bienea  habían  aido  taaadoa  por  peraonaa  inteligeotea  y 
íe  toda  BU  cenfianaa,  aiendo  au  justo  valor  el  asegurado  á  cada  uno  de 
elloa,  ain  que  hubieee  dolo  ni  leaión,  y  loa  había  recibido  real  y  efectiva- 
mente,  aobre  qne  renunciaba  laa  leyea  de  la  entrega  y  prueba  de  au  recibo, 
otorgado  la  máa  firme  y  eficaz  carta  de  pago  en  favor  de  su  referido  ea- 
poso,  obligándose  á  devolvérseloa,  ó  au  importo,  ó  á  quien  au  cauaa  hubiere 
á  la  dlsoludóa  del  matrimonio,  sin  que  jamás  fuesen  reaponaables  á  aua 
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dendti,  empefios,  erimenM  ▼  eentoi;  y  qaeria  que  en  iodo  erento  le  hn- 
bieaen  y  tuvieran  como  vordaderoe  doUlea  j  gosaraa  do  ana  privilegior 

Resaltando  qae  en  el  afio  1862  entregó  á  la  Dofia  Jalia  an  madsa  Dofta 
María  Montalvo  1.800  peaetaa  procedentea  de  )a  herencia  do  loo  Ifoo  de  aqué- 
lla, D.  Franeiaco  y  Dofia  Botera  de  Vargaa,  cantidad  qne  con  doa  peaetaa  y 
algnnoa  céntimos  más  invirtió  en  la  compra  por  eacritara  de  8  de  Abril 
del  propio  afio  á  la  Dofia  María  Montalvo  y  A  D.  Pedro  Podraaa,  Dofia  Ja- 
cinta de  Vargaa  y  D.  José  Montalvo,  de  23  vigésimaa  cnartaa  partea  de  la 
Charca  de  Torre  Agado,  coya  Charc»,  la  deheaa  llamada  Barranqnillo  del 
Vinagre,  laa  cercas  titaladas  Barranqnillo  de  San  Antón  y  Nneva  de  &in 
Antón,  una  sexta  parte  de  la  casa  sita  en  la  calle  de  Domingo  Ramos,  y 
otra  sexta  parte  en  la  de  Campo,  conocida  por  Torre  Agnda  con  todas  sos 
dependencias,  permutó  la  repetida  Dofia  Julia  de  Vargas  igaalmente  en 
escritura  que  formalizó,  aoompafiada  de  au  ya  nombrado  marido  D.  Mignel 
Núfiea,  por  la  mitad  proindivisa  de  la  deheaa  llamada  Torrejón,  y  de  la 
suerte  del  mismo  nombre  A  ella  aneja,  propiaa  de  D.  Manuel  Maória  Grande, 
el  que  abonó  A  la  Dofia  Julia  por  la  diferencia  entre  las  reapectivaa  valoim- 
doñea  de  laa  finesa  objeto  de  la  permuta  9.000  peaetaa,  que  aquélla  entregó 
A  au  citado  eaposo,  advirtiéndola  con  tal  motivo  el  Notario  antorisante  del 
documento  el  derecho  que  la  concedía  la  ley  Hipotecaria  para  exigir  deau 
eónyuge  la  constitución  de  hipoteca  especial  por  la  entrega  de  la  referida 
cantidad,  y  aunque  contestó  no  necesitaba  de  tal  garantía,  Núfiez  expresó 
quería  cumplir  el  precepto  legal  y  llevarle  A  efecto  en  eacritora  aeparada, 
lo  cual  aceptó  Dofia  Julia,  quien  en  18  de  Mayo  de  1878,  también  con  aais- 
tencia  de  su  marido,  vendió  A  D.  Antonio  Guerra  Galapero  laa  flncaa  ad- 
quiridas por  conaecuencia  de  la  permuta  de  que  últimamente  oe  ha  hecho 
mérito,  en  precio  de  18.760  pesetas,  y  habiéndole  hecho  ol  Nectario  idéntica 
advertencia  A  la  conaignada  en  dicha  eacritnra  de  permota  reapecto  al  de- 
recho de  exigir  de  au  marido  la  hipotecaae  bienea  propios  pi|fa  responder 
de  la  enunciada  suma,  expresó  renunciaba  por  entonces  A  la  conatítndóa 
de  dicha  hipoteca,  n  bien  reaervAndose  hacer  uso  del  dtado  derecho 
enando  lo  creyere  conveniente,  después  de  todo  lo  cual,  en  nueva  eacritara 
de  28  de  Junio  de  1880  se  biso  constar  haberle  aido  adjudicado  A  Dofia  Ju- 
lia  de  Vargas,  por  herencia  de  au  madre  Dofia  María  Montalvo  laquierdo.  la 
auma  de  20.822  reales  20  céntimoa,  expresando  la  Dofia  Julia  aportaba  A  la 
sociedad  conyugal  los  bienes  qne  adquiría  en  concepto  de  dote  ineatímada. 
confiriendo  la  administradón  de  ellos  A  su  esposo,  y  renunciaba^  en  virtud 
de  ser  mayor  de  edad  y  duefia  de  au  referida  dote,  A  que  aquél  constitnyese 
hipoteca  especial  aufidente  A  garantir  el  importe  de  los  no  inmuebles: 

Resultando  qne  también  por  medio  de  eacritara  de  80  de  Julio  de  1880, . 
d  con  repetídón  dicho  marido  de  Dofia  Julia  de  Vargas,  D.  Migael  Ña- 
fies y  Castilla,  con  hipoteca  de  la  cuarta  parte  de  la  dehesa  llamada 
Cameril  de  Caaco  y  Quintillo,  que  había  adquirido  por  compra  A  au  her- 
mano, recibió  en  préstamo  de  D.  Frandsco  León  Bonilla,  como  apodeíadó 
de  au  hermana  Dofia  Inóa,  20.000  peaetaa;  y  entablado  por  la  acreedora 
contra  Kúfies  en  el  Juzgado  de  primera  inatanda  de  Tmjillo  juido  ejecu- 
tivo paia  el  cobro  de  aqud  crédito^  intereses  y  costas,  con  motivo  del  em- 
bargo de  bienes  que  en  él  se  realizó,  falleddo  Kúfies,  que  dejó  como  hijos 
y  herederos  A  DoíU  Antonia,  D.  Mardal,  D.  Vicente,  Dofia  Victoria^  Dofia 
Concepción,  D.  JuliAn,  D.  Ramón,  D.  Esteban,  D.  PlAddo  y  Dofia  Manuela 
Nófiez  de  Vargaa,  produjo  la  viuda  Dofia  Julia  el  2  de  Septiembre  de  1890 
la  demanda  del  día,  que  dirigió  contra  loa  últimoa  y  IkOm  Inés  León,  soli- 
dtando  ae  deolaraae  aer  la  demandante  acreedora  de  Ja  teatamentaría  de  au 
difunto  eapoao  por  ana  aportadonea  matrimonialea,  qne  aaeendían  A  la 
cantidad  de  214.4A0  reales  47  céntimoa,  y  tenia  dsaseho  A  aer  reintegrada 
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IX I 

4el  piodocto  de  lo«  bienes  embargadoe  de  la  mima  testamentaría,  con  pre- 
ferencia á  la  mencionada  ejecntante: 

Beeoltando  qae  dicha  parte  demandante,  para  apoyar  la  solicitud  dedu- 
«ááSi  exposo  antecedentes^  afiadlendo  aparecer  de  ellos  había  aportado  á 
•a  matrimonio  con  D.  Mignel  Núfies,  y  por  tanto  la  pertenecía  ya  como 
dotal,  ya  como  paraíemal,  la  cantidad  qae  reclamaba  con  preferencia  á  to- 
dos los  demás  acreedores  del  D.  Mignel,  inTocó  el  privilegio  sobre  el  par- 
ticular concedido  á  las  mujeres  casadas,  extensivo  también  á  las  cantida- 
des que  se  obtuvieron  por  el  mayor  precio  en  que  fueron  vendidas  ó  per- 
santadas  algnnas  de  las  üncas  que  importó  al  matrimonio,  sin  aparecer  pro- 
cediera esto  de  mejoras  hechas  en  ellas,  y  citó  Us  leyes  1.*  y  17,  tít.  11  de 
la  Ptotida  4>;  3B  y  88,  tít  18  de  la  6>,  114,  tít.  18  de  la  8>,  relativa  ésta  al 
valor  que  tienen  los  documentos  públicos,  y  la  6.%  tít.  4.o,  libro  10  de  la 
Noví^a  Recopilación,  así  como  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo 
de  8  de  Mayo  de  1858, 18  de  Abril  del  66, 11  de  Marso  y  14  y  21  de  Abril 
del  74, 10  de  Octubre  del  69  y  10  de  Junio  del  82: 

Resultando  que  Dofia  Inés  León  contestó  con  la  petición  de  que  se  de- 
ciaiaae  antilegal  la  solicitud  de  Dofia  Julia  de  Vargas  y  acordara  el  pago 
á  Dofia  Inés  con  preferencia  á  todo  acreedor  del  capital  del  préstamo,  in- 
tereses vencidos  y  no  satisfechos,  y  la  cantidad  sefialada  para  costas  y  gas- 
tos^ exponiendo  como  hechos,  á  más  de  mencionar  el  documento  en  que  se 
constituyó  el  aludido  préstamo^  que  en  la  hijuela  paterna  de  Dofia  Julia  de 
Varffas,  en  la  escritura  de  confesión  de  dote  de  26  de  Agosto  del  67  y  en 
la  relación  privada  de  entrega  de  algunos  documentos  por  Dofia  Maria 
Montálvo  á  su  yerno  D.  Miguel  Núfies  de  6  del  citado  mes  de  Agosto  de 
1867,  aparecían  las  fincas  de  que  ya  se  ha  hecho  mérito,  siendo  los  bienes 
dótales  aportados  á  su  matrimonio  por  la  Dofia  Julia,  quien  en  24  de  DI- 
dembre  de  1862  permutó  con  D.  Manuel  María  Orando  las  cercas  llamadas 
de  Motttalvo  y  Grande  del  Poso  con  las  tituladas  Nuevas  de  San  Antonio, 
y  i^ortó  además  en  concepto  de  parafernales  los  que  adquirió  asimismo 
mediante  escritura  de  8  de  Abril  del  citado  afio  62  coa  bienes  procedentes 
de  la  herencia  de  sus  tíos  Francisco  y  Sotera  de  Vargas,  las  28  vigésimas 
coartas  partes  de  la  charca  denominada  de  Torre  Aguda,  en  la  dehesa  del 
fiarranqulllo,  verificando  luego  la  permuta  de  todas  estas  fincas  en  con- 
trato de  81  de  Diciembre  de  1874  con  el  expresado  D.  Manuel  María  Gran- 
de,  el  que  abopó  por  diferencia  del  precio  entre  las  fincas  permutadas 
9.000  pésetes,  que  Dofia  Julia  entregó  á  su  marido  Núfies,  constituyendo 
ésto  en  instrumento  público  de  l.^  de  Enero  de  1876,  para  garantizar  los  bie- 
nes que  le  fueron  entregados,  hipoteca  sobre  la  vifia  de  la  Merced;  que  la 
éalca  finca  no  comprendida  en  el  contrato  de  permuta  de  81  de  Diciembre 
del  74«  por  la  razón  de  haberla  vendido  Dofia  Julia  á  D.  Vicente  Martines 
en  2  de  Octubre  del  78,  fué  la  cerca  de  la  Castellana,  entregando  á  su  ex- 
presado esposo  el  producto  de  esta  enajenación,  como  igualmente  le  en- 
tregó lo  qne  le  correspondió  en  8  de  Abril  de  1880  por  la  partición  de  bie- 
nes relictos  al  fallecimiento  de  su  madre  Dofia  María  Montálvo,  sin  que 
exigiera  hipoteca  especial  para  garantir  la  devolución  de  ello,  cual  lo  había 
«fe^toado  en  1*  de  Enero  del  76  respecto  de  la  diferencia  en  metálico  que 
resoltó  por  la  permuta  de  81  de  Diciembre  del  74;  y  que  era  evidente  que 
•I  contrato  comprendido  en  la  eecritnra  de  26  de  Agosto  de  1876— así 
die^^anto  Pedresa,  fué  de  confesión  de  dote;  por  cuanto  el  Notario  auto- 
visante  no  dio  fe  de  la  entrega  al  marido: 

Resultando  que  además  la  precitada  demandada  Dofia  Inés  afirmó  en 
oo  escrito  de  contestación  haber  engendrada  loa  importantes  hechos  ocu- 
rridos en  los  sfios.  1874  y  76  en  que  tuvieron  lugar  las  escritoras  de  per- 
juota  y  de  hipoteca  éqpedal  para  asegurar  la  diferencia  en  metálico  re- 
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112  jüBBiniüinüroLi  crfo» 

•altante  de  aquélla  7  entregada  Ál  marido,  naeroa  dére<!iiot  aomcítiáoe  á 
la  vigente  ley  Hipotecaría  dentro  de  la  enal  ee  efeetnaron;  derechos  que 
estaban  lesionados  desde  el  momento  mismo  en  qoe  se  habían  podido 
ejercitar  y  no  se  ejercitaron,  habiendo  dejado  de  existir  la  hipoteca  gene- 
ral en  cnanto  desaparecieron  los  bienes  por  ella  garantisados;  no  pódense 
apreciar  los  actos  ejecntados  al  amparo  de  nna  ley  por  otra,  ytL  anteriore» 
ya  posteriores  qne  alteren  y  varíen  lo  dispnesto  en  la  qne  el  acto  se  efiee* 
tnó;  y  habiendo  tenido  Ingar  la  vento  de  la  cerca  déla  Castellana  y  la  par- 
tición de  bienes  por  fallecimiento  de  la  madre  de  Dofia  Julia  bajo  él  régi- 
men de  la  ley  Hipotecaría,  no  tenía  aqaélla  más  derecho  qne  el  concedido 
por  el  art.  158  de  la  misma;  no  perjudicar  á  tercera  persona  antes  de  dicha 
ley  Hipotecaría  la  sola  confesión  del  marido  acerca  de  la  entrega  de  los 
bienes  dótales,  ni  después  de  segnir  esta  última,  según  el  núm.  Ifi  de  sn 
art.  854^  ni  ser  aplicables  al  caso  las  leyes,  jaríspradenoia  y  doctrina  in- 
vocada por  la  demandante;  disponer  el  art.  189  de  la  referida  ley  qae  los 
bienes  propios  del  marido  hipotecados  á  la  seguridad  de  la  dote  podrán 
enajenarse  con  arreglo  á  las  disposiciones  legales,  y  cuando  tal  hipoteps 
se  extinga,  reduzca  ó  posponga,  ha  de  ser  necesariamente  con  él  consen- 
timiento de  la  mujer,  el  que  existe  en  este  caso,  sin  embargo  de  lo  cual 
Dofia  Julia  pretende  reclamar  la  garantía  á  que  renunció;  y  autoritar  al 
marido  la  ley  6.**,  tít.  4.o  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  en  concor- 
dancia con  el  art.  1418  del  Código  civil,  para  enajenar  y  obligar  á  títalo 
oneroso^  sin  licencia  ú  otorgamiento  de  la  mujer,  los  bienes  pertenedentee 
á  la  sociedad  de  gananciales,  sociedad  á  que  correspondía  la  cuarta  parte 
de  la  dehesa  Camerii  de  Casco  y  Quintilla,  adquirida  por  D.  Miguel  Ña- 
fies, que  la  hipotecó  como  garantía  del  préstamo  hecho  al  mismo  por  Dofia 
Inés  León;  citándose  tombién  en  el  escrito  de  contestación  los  artículos 
169,  eu  sus  números  2.^  y  8.o  y  866  de  la  repetida  ley  Hipotecaria,  y  )s 
sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  14  de  Febrero  de  1878: 

Resultando  que  no  comparecidos  en  los  autos  de  tercería  los  hijos  y 
herederos  de  D.  Miguel  Núfiet,  fueron  declarados  en  rebeldía,  y  después 
de  replicar  la  demandante  y  duplicar  Dofia  Inés  León  reproduciendo  lo 
que  respectivamente  tenían  alegado,  con  adición  por  parte  de  la  última  ds 
la  cita  de  los  artículos  180  y  161  de  la  susodicha  ley  Hipotecaria,  se  reci- 
bió el  juicio  á  prueba,  practicándola  las  dos  partes  personadas  documen- 
tal, y  de  testigos  la  actora,  á  cuya  instancia  como  extremos  de  lá  que  in- 
teresó, se  pusieron  testimonios,  á  mas  de  otros  con  referencia  á  distinto 
pleito,  de  un  documento  privado  que  aparece  suscrito  por  Dofia  María 
Montalvo  dé  Vargas  en  Trujillo  á  6  de  Agosto  de  1867,  expresivo  de  los 
títulos  que  entregaba  á  su  hijo  político  D.  Miguel  Núfies,  justificativos  de 
la  propiedad  de  las  fincas  que  constituían  la  hijuela  y  dote  de  su  mu]^,  y 
nna  relación,  que  no  tiene  ninguna  firma,  de  ropas,  muebles,  efectos  y  al- 
hajas, importantes  26.812  reales,  la  cual  es  idéntica  á  la  com^rendi(]to 
en  la  escritura  de  26  de  Agosto  de  1867,  en  lo  no  concerniente  á  los 
bienes  que  formaban  la  enunciada  hijuela  paterna  de  la  Dofia  Julia  de 
Vargas: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites  con  grado  de  apela- 
ción á  virtud  de  la  que  interpuso  la  parte  demandante,  recayóel  8  de  Abril 
de  1892  sentencia  de  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  con- 
firmatoria de  la  apelada,  por  la  cual  se  denegó  la  declaración  de  preferente 
acreedora  á  favor  de  Dofia  Jalla  Vargas  y  Montalvo  en  la  forma  y  modo 
que  se  pretendía  en  la  demanda  por  sus  aportaciones  matrimoniales,  de- 
clarando por  el  contrario  tener  Dofia  Inés  León  perfecto  derecho  á  hacerse 
pago  de  la  finca  hipotecada  á  la  misma,  embargada  y  vendida  en  pública 
subasta^  procedente  de  los  bienes  relictos  al  fallecimiento  de  D.  Bfignel 
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BiQiiBfloa  T  ctaavaacíáM  SIS 

NtUles  GMtilto»  no  0ÓIO  del  capital  á  éste  entregado  en  contrato  de  mntno, 
«ino  deber  intereses  ▼encidos  7  qae  vencierao,  y  costas  causadas  7  qae  se 
eansaran  basta  sa  completo  pago»  con  condena  en  todos  los  de  la  tercería 
á  la  parte  actora: 

Beaaltando  que  D.  Jallo  Vargas  7  Montalvo  ba  interpuesto  con  depó- 
sito de  1.000  pesetas  recurso  de  casación,  como  autorizado  en  los  párrafos 
primero  7  séptimo  del  art  1993  de  la  le7  de  Enjuiciamiento  civil,  por  ba- 
berse,  á  su  entender,  infringido: 

Primero.  La  doctrina  legal  que  se  deduce  del  art.  649  de  la  citada  107 
de  Enjuiciamiento,  porque  si  conforme  al  mismo  el  silencio  ó  las  respuea> 
tas  eirasivas  del  demandado  en  la  duplica,  podrán  estimarse  en  la  senten* 
eia  confesión  de  los  becbos  á  que  se  refieran,  con  más  motivo  procede,  7 
ba  debido  apreciarse  así  el  reconocimiento  explícito  7  terminante  por 
Dofla  Inés  León  Bonilla:  primero,  al  contestar  la  demanda,  7  después  al 
reproducir  la  contestación  en  la  .duplica Me  la  existencia  de  los  bienes  que 
á  Dofia  Julia  Vargas  correspondieron  por  su  bijuela  paterna,  enumerándo- 
los detenidamente,  7  siendo  este  un  becbo  en  que  ambas  partes  se  encuen- 
tran conformes,  no  ba7  términos  bábiles  para  prescindir  de  él,  sino  que 
se  está,  por  el  contrario,  en  el  caso  de  admitirlo  como  indubitado  7  eviden- 
te, cualesquiera  que  sean  luego  las  consecuencias  que  del  mismo  se  de- 
riven: 

Segundo.  La  107  114,  tít.  18  de  la  Partida  3/  7  el  art.  697  de  la  107  de 
Enjuiciamiento  civil,  que  determinan  la  fuerza  probatoria  de  los  docu- 
mentos públicos,  puesto  que  resultando  de  los  unidos  á  los  autos  beredó 
Dofia  Julia  Vargas  de  su  padre  diferentes  bienes  7  los  entregó  á  su  ma- 
rido por  la  escritura  de  aportaciones  matrimoniales  de  1867,  otorgada  an- 
tes de  un  afio  de  baberse  ambos  casado,  entregándole  también  los  proce- 
dentes dé  su  bcrencia  materna  que  bubo  en  1880,  por  ante  el  mismo  No- 
tario autorizante  de  la  escritura  de*particiones,  7  que  lo  propio  bizo  con 
el  producto  de  los  vendidos  ó  permutados  dorante  su  matrimonio,  no 
puede  negarse  sin  infringir  aquellas  le7es,  la  certeza  de  sus  aportaciones, 
7a  en  concepto  de  dote  ó  7a  de  bienes  parafernales,  7  al  verificarlo  la  sen- 
tencia recurrida,  apreciando  7  resolviendo  no  son  ciertas  dicbas  entregas, 
incnrre  en  el  error  de  becbo  á  que  se  refiere  el  párrafo  séptimo  del  ar- 
ticulo 1692  de  la  mencionada  107  de  Enjuiciamiento,  por  cuanto  de  aque- 
llos documentos  traídos  á  los  autos  7  reconocidos  como  ciertos,  resulta 
precisamente  todo  lo  contrario  de  lo  que  afirma  la  Sala  sentenciadora: 

Tercero.  La  doctrina  legal  conaignada  por  este  Tribunal  Supremo  ea 
sentencia  de  10  de  Julio  de  1882,  conforme  á  la  cual,  aunque  la  prueba  de 
la  entrega  de  la  dote  está  sonietida  á  la  apreciación  de  la  Sala  Sentencia- 
dora, sólo  es  7  se  entiende  cuando  no  se  justifica  por  documentos  públi- 
cos, sino  que  se  pretende  probar  por  documentos  privados,  que  no  tienen 
valor  sin  el  testimonio  de  testigos,  7  babiendo  acreditado  la  mujer  sos 
aportaciones  al  matrimonio,  no  sólo  con  la  escritura  de  reconocimiento  de 
dote  becha  por  el  marido,  sino  también  por  las  de  las  particiones  de  sos 
caosantes,  en  que  consta  la  entrega  7  recepción  por  el  marido  de  los  bie- 
nes parafernales,  sin  que  á  tales  documentos  ba7a  dado  la  Sala  el  valor  7 
fuerza  legal  que  los  de  su  clase  merecen,  infringe  la  107  114,  tít.  18  de  la 
Partida  8.^^,  doctrina  cu7a  aplicación  es  tanto  más  pertinente  en  el  caso 
actual,  cuanto  que  lá  certeza  de  las  aportaciones  de  Dofia  Julia  Vargas  á 
•n  matrimonio,  7a  como  dote,  7a  como  parafernales,  resulta  probada  en 
escritoras  públicas  reconocidas  como  auténticas  por  la  parte  demandada,' 
y  hasta  ea  la  prueba  de  testigos  que  con^duce  al  mismo  resultado: 

Ooarto.    La  jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal  Sopreino  en  sen- 
^•nctas  de  36  de  Junio  de  1867,  81  de  Marso  del  79, 7  otras  varias,  según 
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U  cual,  ]a  doctrina  de  que  la  dote  confesada  no  tiene  fnersa  máa  qne  pan 
peí  judtcar  al  marido,  se  entiende  en  el  caso  de  haber  motiyo  fundado  par» 
creer  se  biso  la  confesión,  en  perjuicio  de  terceros  interesados,  por  cuanto 
aun  siendo  cierto,  como  dice  la  Sala  sentenciadora,  que  la  escritora  de  IS 
de  Agosto  de  1867  fué  de  confesión  y  no  de  entrega  de  dote,  es  evidente 
á  todas  laces  que  habiéndose  hecho  machos  afios  antes  de  la  del  erédita 
hipotecario  de  Oofia  Inés  León  Bonilla,  qae  tnyo  logar  en  1886,  no  debe 
reputarse  como  la  repota  el  fallo  recorrido  verificado  en  perjoicio  de 
acreedores  qae  entonces  no  existían  ni  han  existido  hasta  mocho  tiempo 
después,  sino  como  jostificativo  de  los  extremos  de  so  referencia,  á  loe 
cuales  no  es  oosible  en  buena  lógica  aplicar  las  disposiciones  de  la  ley 
Hipotecaría  relativas  á  la  dote  confesada,  sin  desconocer,  cual  desconoce 
di(  ho  fallo,  el  principio  elemental  de  derecho  de  que  laa  leyes  no  tienen 
efecto  retroactivo,  pues  aquellas  disposiciones  regirán  loe  hechos  á  ella» 
posteriores,  pero  no  los  ocurridos  en  18d7,  exentos  de  so  jarisdiodón 
como  anteriores  á  las  mismas: 

Quinto.  La  ley  28,  tít.  18,  Partida  5.*,  según  eoyo  tenor  los  bienes  del 
marido  fincan  obligados  á  la  majer  por  razón  de  la  dote  qoe  recibió  con 
ella;  la  88  del  mismo  títolo  y  Partida,  por  la  qoe  se  declara  ctiene  otrocf 
privilegio  lo  que  el  marido  debe  á  la  mojer  por  dote  maguer  estos  deudo- 
ra sean  postrimeros»;  y  la  17,  tit.  11  de  la  Partida  4.%  que  atribaye  el  ca* 
rácter  de  parafernales  á  los  bienes  aportados  por  la  mojer  á  so  matrimo- 
nio fuera  ó  aparte  de  la  dote,  y  les  concede  los  mismos  privilegios  que  á 
éstos  cuando  son  entregados  solemnemente  al  marido,  toda  vez  qoe  resal- 
tando justificado,  según  lo  expoesto,  entregó  Dofia  Jolia  Vargas  á  su  es- 
poso los  bienes  por  la  misma  adqoixidos  antes  y  despoés  de  catarse  y  la» 
diferencias  de  precios  de  los  permotados  y  vendidos,  é  ingresó,  por  tanto, 
todo  ello  en  la  sociedad  conyugal  formada  por  ambos  en  1867,  no  hay  tér- 
minos hábiles  en  rigor  de  derecho  para  prescindir  de  aplicar  aquellas  la^* 
yes,  y  de  declarar,  en  so  virtud,  preferente  el  de  Dofia  Jalla  á  percibir  el 
importe  de  sos  aportaciones  al  de  Dofia  Inés  León  fmra  el  cobro  de  sa  cré- 
dito hipotecario: 

Sexto.  El  art.  864  de  la  ]ñy  Hipotecaria,  qoe  prohibió  á  las  mojeree  ca- 
sadas al  tiempo  de  sa  publicación  exigiesen  de  sos  maridos  hipoteca  es- 
pecial por  las  dotes  y  parafernales  qoe  les  hobiesen  entregado,  y  el  coarto- 
de  la  ley  de  17  de  Julio  de  1877,  refandido  en  el  866  de  la  Hipotecaria, 
conforme  al  coal  las  hipotecas  expresadas  en  el  precedente,  existentes  á 
la  publicación  de  dicha  ley,  subsistirían  con  arreglo  á  la  legislación  ante- 
rior á  1.0  de  Enero  de  1868  mientras  duraran  ka  obligacione»  que  ffaranti- 
soten;  por  coanto  no  resulta  exacto,  mediante  tales  disposiciones  el  so-^ 
poesto  de  la  Sala  sentenciadora  de  qoe  Dofia  Jolia  Vargas,  casada  en  1867,. 
pudiera  haber  renanciado  á  la  hipo^ca  legal,  general  y  tácita,  sobre  todos 
los  bienes  presentes  y  f  otoros  de  so  marido,  concedida  á  la  misma  por  la 
dote  y  parafernales  entregados  á  aqoél,  exigiéndole  en  so  logar  hipoteca 
expresa,  poes  la  prohibía  dicha  ley,  sin  qoe  so  derecho  á  reintegrarse  de 
estas  aportaciones  dejase  de  sobsistir  mientra$  durara  su  mafrwiumto, 
poesto  qae  hasta  entonces  no  hábria  de  extingnirse  sino  mediante  el  com- 
plimiento  de  las  obligaciones  de  devolverlos  contraídas  por  so  enonciado 
marido  al  tiempo  de  casarse,  según  la  legislación  en  aqpella  época  vigente: 

Séptimo.  La  doctrina  sentada  confirmando  el  precepto  del  art.  866  de 
la  ley  Hipotecaria  por  la  sentencia  de  10  de  Diciembre  de  1879  y  otras 
varias,  de  qoe  siendo  indndable  la  existencia  de  la  hipoteca  tácita  y  gene- 
ral sobre  los  bienes  presentes  y  fotoros  del  marido  en  favor  de  sa  mojer  4 
la  poblicación  de  la  referida  ley,  por  no  hallarse  extinguida  entotioes  la 
i)bligación  que  aqoélia  gara&tiaalmi  es  evidente  por  lo  mismo  qoe  mion* 
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tnm  ésta  dnrej  rabtiste  dicha  hipoteca  tácita  y  general,  con  arreglo  á  la 
legislación  anterior  á  la  expresada  pablicación  con  todos  sns  efectos,  »in 
Umitaeián  á  bienes  determinados,  ó  exclosión  de  los  adquiridos  i  hipoteca- 
dtíS  por  el  marido  á  fayox  de  nn  tercero,  con  posterioridad  al  l.o  de  Enero 
de  1863,  poxqne,  segán  el  art  4.o  de  la  ley  de  17  de  Jalio  de  1877,  qne  sns- 
titaye  al  856  de  la  Hipotecaría,  qne  en  sn  párrafo  primero  contenia  igoal 
precepto,  las  hipotecas  tácitas  constitaídas  por  la  ley  en  favor  de  las  ma- 
jeres  casadas,  existentes  en  la  forma  mencionada,  subsistirán,  con  anrefl^p 
á  la  legislación  anterior  á  la  misma,  mientras  doren  las  obligaciones  qué 
garanticen;  pues  claramente  se  dedoce  de  tal  doctrina  qne  el  derecho  de 
Sofia  Jolia  Vargas,  casada  antes  de  1.^  de  Enero  de  1868,  para  percibir  el 
importe  de  sus  aportaciones  al  matrimonio,  es  preferente  al  de  Dofia  Inéi 
León  para  el  cobro  de  so  crédito,  aon  siendo  éste  hipoteearío: 

Octavo.  El  art  357  de  la  misma  ley  Hipotecaria,  conforme  al  coal,  lo 
dispaesto  en  los  anteriores  no  altera  ni  modifica  la  preferencia  concedida 
por  las  leyes  en  los  bienes  qne  no  sean  inmoebles  y  derechos  reales  im- 
paestos  sobre  los  mismos;  pnes  la  Bala  sentenciadora,  prescindiendo  de 
qne  entre  los  bienes  aportados  á  sn  matrimonio  por  Bolla  Julia  Vargns 
existen  mochos  qoe  no  tienen  el  carácter  de  inmuebles  y  sí  el  de  muebleVi 
ropas  y  efectos,  por  coy  o  valor  ó  importe  asiste  preferencia  á  la  mojer  ca- 
sada respecto  á  coalquier  otro  acreedor  sobre  todos  los  presentes  y  fotu- 
TOS  de  so  marido,  según  las  leyes  23  y  38,  tlt.  18  de  la  Partida  5.*,  no  hace 
aplicación  de  éstas;  limitándose  en  cambio  á  resolver  únicamente  la  cues- 
tión litigiosa  bajo  el  aspecto  de  la  legislación  hipotecaría,  ó  sea  de  una 
manera  incompleta;  toda  vez  que  ésta  no  puede  regir  ni  ríge  sino  para  las 
relaciones  jurídicas  sobre  bienes  inmuebles  ó  derechos  re¿es; 

Y  noveno.  El  art.  189  de  la  mencionada  ley  Hipotecaria,  que  dispone 
podrán  enajenarse,  gravarse  ó  hipotecarse  los  bienes  propios  del  marido 
hipotecados  á  la  seguridad  de  la  dote,  siempre  que  se  deje  subsistente  la 
hipoteca  legal  á  favor  de  la  mojer  casada^  cuyo  consentimiento  exige  como 
indispensable  cuándo  aquélla  ha  de  extinguirse^  reducirse,  subrrogarse  ó  pos- 
ponerse; dado  que,  teniendo  Dofia  Julia  Vargas,  casada  antes  de  1868,  hi- 
poteca tácita  general  sobre  todos  los  bienes  presentes  y  futuros  de  su  es- 
poso, no  puede  negarse  alcanzaba  á  la  parte  de  la  dehesa  €arneril  de 
Casco,  adquirida  por  aquél  é  hipotecada  por  el  mismo  á  Dofia  Inés  León 
Bonilla  en  1886;  no  obstante  lo  cual  la  Sala  sentenciadora  la  supone  pos- 
tergada á  ésta;  á  pesar  de  qoe  ni  Dofia  Julia  Vargas  concurrió  al  otorga- 
miento de  la  escritura  de  crédito  hipotecarío,  ni  en  ella,  ni  por  otro  acto 
alguno  ha  prestado  su  consentimiento  como  seria  preciso,  según  dicho  ar- 
ticulo, para  poderse  suponer  extinguido,  redncido,  subrrogado  ó  pospuesto 
sa  derecho  real,  que  sin  embargo  se  considera  insubsistente,  contravi- 
niendo el  principio  elemental  establecido  en  la  regla  13,  tit.  34  de  la  Par- 
tida 7.a,  de  que  cosa  que  es  nuestra  non  puede  pasar  á  otro  sin  nuestra  pala- 
bra ó  sin  nuestro  fecho. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 
Considerando  que  no  son  de  estimar  los  cuatro  primeros  motivos  del 
recurso  que  tienden  á  demostrar  la  equivocación  en  que  incurre  la  Sala 
sentenciadora  al  calificar  de  dote  confesada  las  aportaciones  en  bienes  in- 
muebles de  Dofia  Julia  Vargas  cuando  contrajo  matrimonio;  aportaciones 
cqya  entrega  reconoce  la  escritura  de  25  de  Agosto  de  1857,  ^  está  corro- 
borrada  por  la  hijuela  paterna  de  la  recurrente  y  por  la  inscripción  de  los 
predios  en  el  Registro  á  nombre  de  la  misma,  porque  si  el  fallo  recurrido 
subsiste  por  el  otro  poderoso  fundamento  en  que  se  apoya,  es,  á  saber: 
por  la  aplicación  que  tienen  al  caso  que  se  discute  las  disposiciones  de  la 
ley  Hipotecaria  relativas  al  nuevo  sistema  ó  régimen  dotal,  y  de  ningún 
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modo  loa  privilegiofl  de  la  antigua  legislación,  carece  de  inflaencfa  para 
decidir  la  cnestión  del  pleito  el  qae  la  dote  se  repate  como  entregada  j  no 
como  confesada: 

Considerando  qne  la  sentencia  no  infringe  las  leyee  de  Partida  citadas 
en  el  motivo  qnlnto,  toda  ves  qne  no  niega  ni  desconoce  la  hipoteca  gene- 
ral tácita  qne,  según  ella,  correspondía  á  la  recarrento  por  razón  de  bq 
doto,  sino  qae,  fandándose  en  la  enajenación  de  los  inmnebles  en  sn  sus- 
titación  por  otros,  rigiendo  ya  la  ley  Hipotecaria,  y  en  los  actos  ejecuta- 
dos ^or  la  propia  Dofia  Julia  Vargas,  entiende  qne  sólo  podía  dejar  garúa- 
tido  BU  derecho  por  los  medios  y  en  la  forma  que  la  mencionada  ley  esta- 
blece terminantemento: 

Considerando  que  tampoco  infringe  las  disposiciones  legales  y  doctrina 
invocadas  en  los  motivos  sexto  y  séptimo,  paesto  qpe  si  bien  el  art  S64 
de  la  expresada  ley  ordena  que  las  mujeres  casadas  y  otras  personas  qne 
disfruten  algunas  de  las  hipotecas  generales  establecidas  en  la  anterior  le- 
gislación, no  podrán  exigir  la  constítoción  é  inscripción  de  hipoteca  espe- 
cial, el  artículo  siguiento,  reformado  por  la  ley  de  17  de  Jalio  de  1877,  ex- 
ceptúa de  esta  prohibición,  entre  otros  casos,  el  de  qne  por  voluntad  de 
las  partes  ó  la  del  obligado  se  sustituyan  las  hipotecas  tácitas  con  otras 
especiales,  y  el  de  que  siendo  mayor  de  edad  la  mujer  casada  ó  los  hijos» 
presten  su  consentimiento  para  que  la  hipoteca  legal  se  extinga,  rednaca, 
snbrrogne  ó  posponga;  y  como  quiera  que  Dofia  Julia  de  Vargas,  voluntar 
ñámente  y  con  aquiescencia  de  su  marido,  enajenó  los  inmuebles  de  tales, 

f>ermu  tan  dolos  por  otros  y  aceptando  *por  la  cantidad  recibida  en  metálico 
a  hipoteca  especial  de  la  vifia  de  la  Merced,  que  era  completamente  inne- 
cesaria, mediante  á  que  el  antJguo  privilegio  de  la  dote  alcanzaba  á  garan- 
tir tal  cantidad,  es  indudable  que  por  la  transformación  operada  y  por  la 
imposibilidad  de  que  coexisten  respecto  de  la  misma  obligación  las  dos 
hipotecas  general  y  especial,  dejó  de  existir  la  primera,  á  cuyo  amparo  no 
puede  acogerse  hoy  la  recurrente  sin  contrariar  los  actos  por  ella  verifica- 
dos, ya  exigiendo  como  se  ha  expuesto  la  indicada  hipoteca  especial,  ya 
no  ejercitendo  en  otra  ocasión  el  derecho  que  le  asistía  para  que  se  for- 
malizase según  le  advirtió  el  Noterio: 

Considerando  que  son  improcedentes  también  los  motivos  octavo  y  no- 
veno, porque  para  que  Dofia  Julia  de  Vargas  tuviese  por  sus  aportaciones 
en  muebles,  ropas  y  efectos  la  preferencia  que  concedían  las  antiguas  leyes, 
sería  necesario,  con  arreglo  á  la  jurisprudencia  establecida  y  en  atención 
á  la  naturaleza  de  aquellos  bienes,  que  el  Notario  diese  fe  de  que  se  entre: 
garon  y  pasaron  á  poder  del  marido,  lo  cual  no  aparece,  y  porque  la  recn 
rrente,  para  sostener  qne  se  ha  infringido  el  artículo  189  de  la  ley  Hipote- 
caria, además  de  prescindir  de  que  este  artículo  se  refiere  á  la  hipoteca  le- 
gal constituida,  conforme  á  los  preceptos  de  dicha  ley,  hace  supuesto  de 
la  cuestión  litigiosa,  que  precisamente  versa  sobre  si  subsiste  ó  no  en  favor 
de  Dofia  Julia  de  Vargas  la  hipoteca  tacita  general  de  la  anterior  le- 
gislación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Pofia  Julia  de  Vargas  y  Montalvo,  á  la  qne 
condenamos  al  pago  de  las  costas  y  pérdida  del  depósito  constituido,  á  ca- 
yo importe  se  dará  la  aplicación  qne  previene  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audien- 
cia de  Cáoeres  la  oportuna  certificación,  acompafiada  del  apuntamiento  y 
documentoa  que  remitió.— (Sentencia  publicada  el  25  de  Septiembre  de 
1898,  é  inserta  en  las  Oaeetas  de  88  de  Noviembre  y  8  de  Diciembre  del 
mismo  afio.) 
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Sbcubso  db  GASAaÓN  XN  ASumTO  DS  Ultbamab  (36  de  Septiembre 
de  1898).— Sala  de  lo  civil.— D«íaAt4cto.— No  ha  lugar  á  ia  admíflión  del 
interpaeato  por  D.  Manael  Martínez  Filiberto,  en  aatoa  con  Dofia  Concop 
ci6n  Uartines  (Aadiencia  de  Manila),  y  se  reaaelve: 

Que  €9  inadmuibU  el  recurto  en  que  9e  cwnbate  la  apreciación  de  prueba 
lecha  por  la  Sala  sentenciadora  y  no  se  cita  ley  ni  doctrina  legal  relativa  al 
ualor  de  las  pruebas  en  jtñcio  que  haya  sido  infringida,  ni  documento  ó  actos 
muténticos  que  demuestren  equivocación  evidente  del  juggador,  como  exige  el 
núm,  7.0  del  art.  1694  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civU  de  FiUpinas. 

Besoltando  qne  la  Bala  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  Manila  dictó 
•n  18  de  Noviembre  del  afio  último  sentencia  revocatoria  de  la  del  Jaes  de 
primera  instancia  del  distrito  de  Binondo  de  aquella  capital,  declarando 
haber  lagar  al  desahucio  solicitado  por  Dofia  (Concepción  Martines  Gafias 
eontra  D.  Manael  Martines,  de  varios  terrenos  que  llevaba  éste  en  arren- 
damiento de  la  propiedad  de  aquélla: 

Bflsnltando  que  D.  Manuel  Martínez  ha  interpuesto  reeuiso  de  casación 
fundado  en  dnco  motivos,  alegando  en  el  primero  que  el  &llo  aplica  inde- 
bidamente é  interpreta  erróneamente  la  causa  segunda  del  art.  1669  del 
Código  civil,  congruente  con  el  1644  de  la  ley  de  £ojuiciamtento  civil, 
puea  el  primero  sólo  permite  desahuciar  id  inquilino  por  falta  de  pago  con- 
▼enidOy  y  no  i^;>arecía  por  ninguna  parte  que  el  pago  demandado  hubiera 
■ido  convenido: 

Resultando  que  en  el  segundo  motivo  se  cita  como  infringida  la  doc- 
trina de  que  la  prueba  incumbe  al  actor,  y  qne  cuando  el  actor  no  prueba 
debe  ser  absuelto  el  reo,  toda  vez  que  la  demanda  se  había  presentado  sin 
documento  alguno,  siendo  sólo  imputable  al  demandante  la  omisión  del 
requisifeo  exigido  en  el  art.  487  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  que  en 
el  tercero  se  alega  que  el  fallo  otorga*más  de  lo  pedido,  toda  vez  que  por 
la  referencia  que  se  hacía  de  ella,  se  venia  en  conocimiento  de  que  el  de- 
mandante sólo  hablaba  de  falta  de  pago  del  arrendamiento  hasta  Enero 
de  1891,  y  el  fallo  ampliaba  el  fundamento  de  la  reclamación  hasta  fina- 
lizar el  afio  agrícola  de  1892,  para  sacar  la  consecuencia  de  que  aun  siendo 
el  arriendo  de  660,  duros,  si  no  había  satisfecho  más  que  8.616  por  los 
siete  afios,  estaba  realmente  el  arrendatario  en  descubierto  del  pago  con- 
venido; que  en  el  cuarto  se  sostiene  que  la  sentencia  comete  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba  error  de  hecho  que  resulta  de  actos  auténticos,  no 
habiendo  mayor  error  de  hecho  que  decir  que  un  demandante  había  pro- 
bado su  acción  cuando  ninguna  prueba  había  aportado  al  juicio,  y  que  en 
•1  quinto  se  alega  que  se  comete  igualmente  error  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  la  supuesta  prueba  de  la  demanda,  pues  sabido  era  que  la  pre- 
«meión  estaba  á  favor  del  demandado,  y  por  eso  la  ley  imponía  al  actor 
la  obligación  de  probar. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  que  si  bien  en  el  primer  motivo  de  casación  se  citan  como 
infringidos  el  art  1669,  causa  segumla  del  Código  civil,  y  el  1644  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  Filipinas,  se  combate  la  apreciación  de 
prueba  liecha  por  la  Sala  sentenciadora,  y  no  se  cita  I97  ni  doctrina  legal 
relativa  al  valor  de  las  pruebas  en  juicio,  que  haya  sido  infringida,  ni  do- 
cninento  ó  actos  auténticos  que  demuestren  equivocación  evidente  del  j«z- 
Sador,  cnai  lo  esdge  el  núm.  7.*  del  art  1674  de  dicha  ley  procesal: 
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Oonsiderando  qae  en  los  demás  motivos  segando  al  qointo  incladve  del 
recano  tampoco  se  da  camplimiento  al  precepto  de  esta  ley  contenido  en  la 
cansa  primera  del  art.  1678  y  el  1702,  paesto  qae  no  se  cita  ley  ni  doctrina 
legal  infringidas,  ni  tampoco  los  docamentos  ó  apl^s  aaténticos  qae  de- 
maestrea  los  errores  cometidos  por  el  jaxgador  en  las  apreciaciones  de 
las  pruebas  qoe  han  servido  de  base  al  fallo  recorildo,  lo  caai  les  hacer 
inadmisibles,  como  el  primero,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  los  números  4.e^ 
9.0  y  10  del  art.  1711  de  la  repetida  ley  procesal; 

No  ha  lagar  con  las  costas  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  Inter- 
puesto por  D.  Manuel  Martines  Filibc^rto  contra  la  sentencia  que  en  8  de 
Noviembre  del  afio  último  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Ma- 
nila; á  la  qae  se  comunique  esta  resolución  con  devolución  del  apunta- 
miento remitido,  publicándose  este  auto  en  la  forma  prevenida  en  la  ley. 
— (Auto  fecha  25  de  Septiembre  de  1893,  ó  inserto  en  la  Oaeeta  de  8  de  Di- 
ciembre del  mismo  afio.) 
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CoHPKTSTfoiA  (26  de  Septiembre  de  1893).— Sala  de  lo  cM},—Dffen9€ 
por  pobre. -^"Be  decide  en  favor  det  Juzgado  de  primera  instancia  de  Pinar 
del  Río  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Torrelavega,  en  autos  segal- 
dos  ante  éste  por  Doña  Antonia  Sánchez  Obregón  con  la  Sociedad  J.  Blan- 
00  y  Oompafiía,  de  la  Habana,  y  otro,  y  se  resuelve: 

Que  eegún  el  art.  21  de  la  lev  de  Enjuiciamiento  eitü  para  la§  UloM  dé 
Oitba  V  Puerto  Rico  y  lo  acordado  reiteradamente  por  el  Trifmnal  Supremo, 
¡a  declaración  de  pobreza  ka  de  folieitarse  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  que  eo- 
noMca  ó  sea  competente  para  conocer  del  pleito  ó  negocio  en  que  bc  trate  de  uti- 
lizar dicho  beneficio,  y  será  coneiderada  como  un  incidente  del  euunto  prin- 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  i^t  de  Septiembre  de  1898,  en  la  com- 

Jetencia  pendiente  ante  Nos  por  razón  de  inhibitoria,  propuesta  por  el 
uez  de  primera  instancia  de  Pinar  del  Río  al  de  igual  clase  de  Tórrela- 
vega  en  el  conocimiento  de  la  demanda  de  pobreza  deducida  ante  el  úl- 
timo por  Dofia  Antonia  Sánchez  Obregón,  vecina  de  Helguera,  para  litigar 
con  la  Sociedad  J.  Blanco  y  Oompafiía,  del  comercio  de  la  Habana,  en  ter- 
cería de  dominio  de  diferentes  bienes  embargados  por  dicha  Sociedad  en 
ejecución  de  sentencia  á  D.  Pantaleón  Fernández,  marido  de  la  deman- 
dante; habiendo  comparecido  ante  este  Tribunal  Supremo  D.  José  Blanco 
y  Oonzález,  comerciante,  vecino  de  la  Habana,  como  subrrogadp  en  los 
derechos  de  la  mencionada  Sociedad,  representado  por  el  Procurador  Don 
José  María  Aguirre,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Faustino  Rodríguea 
San  Pedro: 

Resultando  que  en  11  de  Julio  de  1898  Dofia  Antonia  Sánchez  Obre^- 
gón,  vecina  de  Helguera,  dedujo  demanda  de  pobreza  ante  el  Juzgadb  de 

Jrimera  instancia  de  Torrelavega,  con  el  fin  de  litigar  con  la  Sociedad 
.  Blanco  y  Oompafiía,  del  comercio  de  la  Habana,  sobre  liberación  de 
ciertos  bienes  de  su  exclusiva  proplediiui,  que  la  mencionada  Sociedad  ha- 
bía embargado  en  pleito  seguido  contra  el  marido  de  la  demandante  Don 
Pantaleón  Fernández  Marcano,  domiciliado  en  la  provincia  de  Pinar  del 
Río: 

Resultando  que  librados  exhortes  á  la  Habana  y  á  Pinar  del  Río  para 
el  emplasamiento  de  los  detnandados,  y  practicada  dicha  dHigenoia  son  rv- 
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^tuiA&n  á  D.  Jofé  Blanco  Qontáles,  eomo  Gerente  de  la  Sodeded  deman- 
-dada,  en  9  de  Noviembre  promovió  en  sn  propia  repreeentación  cneatión 
^  competencia  por  inhibitoria  ante  el  Josgado  de  primera  iostancla  de 
Pinar  del  Rio,  alegando  en  0n  apoyo:  qne  ante  aqnel  Jozgado  ee  venía  eje- 
^ntando  la  sentencia  dictada  en  el  pleito  eegaido  por  la  Sociedad  J.  Blanco 
7  Cfompafiía  contra  D.  Pantaleón  Femándea,  aobre  pago  de  2.494  pesoe  71 
eentavoa  y  ana  intereeee  legales  reapectivoa,  á  cuyo  fin  ae  habían  embar- 
gado determinados  bienea,  de  algnno  de  loa  cnales  ae  consideraba  ezcin- 
aiva  doefia  la  esposa  de  D.  Pantaleón,  Dofia  Antonia  Sánchez;  que  del  do- 
cumento público  qae  acompafiaba  reenltaba  acreditado  que  la  Sociedad 
qne  había  girado  en  la  Habana  bajo  la  raaón  social  J.  Blanco  y  Compafiía, 
había  quedado  disnelta  por  motno  acuerdo  de  los  socios,  reservándose 
para  sí  el  alegante  el  crédito  contra  D.  Pantaleón  Ferdándec;  y  qne 
•  el  Jnes  qne  decreta  nn  embargo  de  bienes  es  el  único  competente  para  le- 
vantarlo en  sn  caao,  y  el  incidente  de  pobresa  ha  de  tramitarse  en  el  Jua- 
gado ó  Tribunal  qne  sea  competente  para  conocer  del  pleito  en  qne  haya 
de  utilizarse  el  beneficio: 

Resultando  que  oído  el  Fiscal  municipal  dictó  auto  inhibitorio  el  JTuea 
de  primera  instancia  de  Pinar  del  Río,  y  recibido  en  el  Jnsgado  de  Torre- 
lavega  el  requerimiento  de  inhibición,  lo  impugnó  Dofia  Antonia  Sánchea 
.'ObtegóB,  diciendo:  que  el  beneficio  de  pobresa  que  había  promovido  no 
era  un  ineidente  del  pleito  que  en  el  Juzgado  de  Pinar  del  Río  seguía  Don 
'  José  Blanco  contra  D«  Pantaleón  Fernández,  aino  que  era  una  cneatión 
nueva,  completamente  independiente  de  aquel  pleito,  aunque  consecnen- 
-da  del  mismo;  que  los  bienes  que  se  proponía  reclamar  como  de  sn  propie- 
dad, eran  muebles,  semovientes  é  inmueble,  y  todos  radicaban  en  aquel 
partido  judicial;  que  por  consecuencia,  interpretando  con  fidelidad  el  ar- 
píenlo 21  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  los  de  la  sección  segunda,  tí- 
tulo 2.^,  libro  1.0  del  mismo  texto  legal,  y  teniendo  además  presente  la  ju- 
risprudencia del  Tribunal  Supremo,  resultaba  evidente  que  aquel  Juagado 
•era  el  único  competente  para  entender  en  el  incidente  de  pobreza  propuesto 
y  en  el  pleito  que  después  promovería,  toda  vez  qne,  á  máa  de  aer  inciden- 
te de  éste  y  no  del  pleito  seguido  en  Finar  del  Río  contra  D.  Pantaleón 
Femándea,  los  bienes  que  habían  de  ser  objeto  de  su  reclamación  radica- 
í}Bn  en  aquel  término  judicial;  y  que  el  mismo  D.  José  Blanco,  al  fin  de  re- 
-elamar  la  nulidad  de  aquella  eacrituia  con  la  que  Dofia  Antonia  Sánchea 
trataba  de  acreditar  que  los  bienes  embargadoa  eran  auyos  en  virtud  de 
eompraventa,  había  deducido  el  acto  de  conciliación  ante  el  Juzgado  mu- 
nicipal de  Reocín,  perteneciente  á  aquel  partido,  lo  cual  demostraba  él  co- 
nocimiento en  que  se  hallaba  el  mismo  Blanco  de  la  competencia  de  aquel 
Juzgado;  . 

Resultando  que  evacuada  la  inatrucción  que  ae  le  confirió  al  represen- 
tante del  Estado,  y  oído  también  el  Ministerio  fiscal,  dictó  auto  el  Juez  de 
primera  instancia  de  Torrelavega  en  18  de  Enero,  rechazando  la  inhibito- 
ria y  declarándoae  competente  para  seguir  conociendo  del  asunto;  y  comu- 
nicada esta  resolución  al  Juagado  de  Pinar  del  Río,  insistió  en  sn  compe- 
tencia por  auto  de  29  de  Marzo,  remitiendo  en  su  consecuencia  amboa  Jua- 
gados sus  respectivas  actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo,  en  donde  se 
lia  Bustaneiado  la  competencia  con  arreglo  á  derecho  con  audiencia  del 
Miniaterio  público. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.- Estanislao  R.  Villarejo: 
.  Oonsiderando  oue  según  el  art  21  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
l^ra  las  islaa  de  Cuba  y  Puerto  Rico,  y  lo  acordado  reiteradamente  por 
asta  Tribunal  Bopremo,  la  declaración  de  pobresa  se  solicitará  en  el  Jus- 
tado 6  Tribunal  i|«e  oonoaoa  ó  sea  comprante  paca  conocer  del  pleito  6 
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ntgocio  en  qae  se  trsie  de  utilLiar  dicho  beaeficio,  y  ama  conridoradA^ 
como  un  incidente  del  asonto  principal; 

Oonsiderando  que  consignándose  en  loe  escritos  de  Dofia  Antonia  San- 
dies  Obregón  pidiendo  al  Jasgado  de  primera  instancia  de  Xonrelavega  se^ 
le  nombrase  Procarador  para  promover  incidente  de  pobresa,  qne  necesi- 
taba interponer  demanda  de  tercería  contra  sn  esposo  D.  Pantaleón  Fer* 
Bandea  Marcano  y  D.  José  Blanco  €ronaAles,  como  Gerente  de  la  Sociedad 
J.  Blaneo  y  Compañía;  estableciéndose  en  la  demanda  de  pobresa  incoada 
oontra  dichos  señores  que  se  interponía  en  primer  término  para  solicitar 
después  la  liberación  de  algonos  bienes  de  la  exclusiva  propiedad  y  per- 
tenencia de  la  Doña  Antonia,  embargados  por  el  Juagado  de  primera  ins* 
tanda  de  Pinar  del  Río,  en  nleito  seguido  por  la  Sociedad  mencionada 
oontra  el  D.  Pantaleón,  y  debiéndose  partir  de  tales  hechos  expuestos  por 
lapropia  Doña  Antonia  para  resolver  la  presente  contienda  jurisdiccional,, 
ea  indudable  que  dicha  demanda  de  pobresa  se  halla  comprendida  en  loa 
artículos  21  y  66  de  la  ley  citada,  y  por  tanto,  que  compete  en  oonoci- 
Bodento  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Pinar  del  Río,  que  es  á  quien 
corresponde  alsar  ó  no  el  embargo  por  el  mismo  decretado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
esta  demanda  corresponde  al  Jusgado  de  primera  instancia  de  Pinar  del 
Bío,  al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones,  poniéndolo  en  conocimiento 
del  de  igual  clase  de  Torrelavega,  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  par- 
tes las  Cüstas  ocasionadas. — (Sentencia  publicada  el  26  de  Septiembre  de 
1898,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  24  de  Noviembre  del  mismo  año.) 


23. 

BscüBSO  DS  OASAoiÓN  KN  LA  FOBHA  (26  de  Septiembre  de  1808).—Saia 
do  lo  civil.— Po^o  de  eantidad.-^No  ha  logar  al  interpuesto  por  D.  Ramón 
Noguera  en  autos  con  D.  Fernando  de  IjOón  Huerta  (Audiencia  de  Madrid), 
y  ae  resuelve: 

Que  según  el  arL  862  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  9Ólo  podrá  otor- 
gane  el  recibimiento  á  prueba  en  la  $egunda  initancia  en  Ídm  cosm  que  taxor 
imamente  determina. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Septiembre  de  1893,- en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  seguido  en  el  Jusgado  de  primera  instancia  del  distrito 
de  Bnenavista  de  esta  capital  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  la  misma,  por  D.  Fernando  de  León  Huerta  y  Salazar,  Marqués  de 
Santa  Lucía,  y  hoy  por  su  fallecimiento  por  sn  viuda  y  heredera  Doña  Ur- 
ania de  Castro  y  Benites,  propietaria,  vecina  de  esta  capital,  representada 
por  el  Procurador  D.  Hilario  Dago  y  defendida  por  el  Letrado  D.  Apolinar 
Peres  Lasso  de  la  Vega,  con  D.  Ramón  Noguera  Ballcells,  como  marido  de 
Dofia  Pilar  Masallera  y  Pinilla,  propietario,  vecino  de  Vicálvaro,  en  con- 
oepto  de  herederos  de  Dofia  Manuela  Rodrigues  Sanz  y  en  su  nombre  el 
Pcocnriulor  D.  Fernando  Ramón  Quis,  bajo  la  dirección  del  Licenciado 
D.  Pedro  López  y  López,  sobre  pago  de  pesetas: 

Resultando  que  Doña  Manuela  Rod^gnez  Sanz,  viuda,  vecina  de  Vi- 
cálvaro, recibió  en  clase  de  préstamo  por  escritura  de  10  de  Abril  de  1889 
de  D.  Fernando  de  León  Huerta  y  Salazar,  Marqués  de  Santa  Lucía,  la 
soma  de  4.600  pesetas  por  tiempo  de  un  año  forzoso  y  otro  voluntario» 
con  inteíréa  de  oa  12  por  100  anual,  aatísfeohoa  por  trimestiea  adelantado*» 
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%ne  dsTepgaríaii  el  ré<Uto  de  6  por  100  anual  si  no  faesen  aatisfeclLOa  á  00 
Tendmiento,  aatorSzando  al  acreedor  la  falta  de  pago  para  dar  por  vencida. 
la  obligación  ó  reclamar  sólo  los  intereses,  hipotecando  á  la  seguridad  de 
telea  obligaciones  y  de  1.000  pésetes  más  para  costes  y  gastos  en  su  caso,. 
dos  fijBoaa  urbanas  y  cuatro  rústicas  sites  en  Vicálvaro: 

Resultando  que  en  4.  de  Febrero,  de  1892  el  Marqués  de  Sante  Lucía 
dedujo  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  en  la  que  haciendo  mérito  de  la 
anterior  escritura  y  de  que  Dofia  Manuela  Rodríguez  no  le  había  satisfe- 
cho por  razón  de  intereses  más  que  66  pésetes,  y  que  habiendo  fallecido 
OMi  herederos  lonosos  instituidos  en>u  testamento,  éstos  instituyeron  á 
ia  deudora  así  en  sus  derechos  como  en  sus  obligaciones,  y  por  lo  mismo 
dirigía  contra  ellos  el  procedimiento  al  efecto  de  perseguir  los  bienes  hipo- 
tecados 7  los  demás  que  fueran  necesarios  al  objeto  de  realizar  la  deuda 
contraída,  suplicó  se  despachase  mandamiento  de  ejecución  contra  laa 
fiocaa  hipotecadas  por  la  cantidad  de  4.600  pesetas  de  capital,  los  intere- 
ses vencidos  del  12  por  100  y  6  por  100  al  afio  que  hasta  entonces  impor- 
teban  742  pesetas  70  céntimos,  por  los  que  vencieran  en  lo  sucesivo  por 
loe  intereses  legales  de  dichos. intereses  vencidos,  á  conter  desde  esta  re- 
clamación y  por  las  costas,  y  que  con  el  mandamiento  se  requiriese  de 
pago  á  D,  Salustiano  y  I>.  Miguel  Pinllla  y  Rodríguez,  hijos  y  herederos- 
de  ia  deudora,  y  á  D.  Ramón  Nocruera,  como  marido  de  DoHa  Pilar  Masa- 
Uera  y  Pinilla,  nieta,  y  tembién  heredera;  á  D.  Fructuoso  Pinilla  y  Rodri- 
gues, hijo  también  de  Dofia  Manuela;  á  Dofia  Tomasa  Gaicia,  como  madre 
de  los  menores  D.  Martín,  D.  Miguel,  Dofia  Tomasa  y  Doña  Consolación ,^, 
nietos  igualmente  y  herederos  de  la  finada,  y  á  Dofia  Escolástica  Rodrí- 
guesi  madre  del  menor  D.  Ignacio  Pinilla,  asimismo  nieto  y  heredero  de 
la  Dofia  Manuela,  para  que  en  el  acto  pagasen  dichas  responsabilidades,  y 
no  verificándolo,  se  procediese  al  embargo  de  bienes: 

Resultando  que  despachada  la  ejecución,  se  hicieron  los  requerimien- 
tos de  pago  á  los  herederos  de  la  deudora,  se  practicó  el  embargo  y  se  lea 
citó  de  remate,  habiéndose  personado  en  los  autos  para  oponerse  á  la  eje- 
cución D.  Ramón  Noguera,  como  marido  de  Dofia  Pilar  Masallera,  siendo 
los  demás  ejecutados  declarados  en  rebeldía  y  teniéndoseles  por  decaídos 
de  su  derecho,  para  oponerse  á  la  ejecución:    , 

Resnitendo  que  D.  Ramón  Noguera  lo  formalizó  oponiendo  las  excep- 
dones  de  falte  de  personalidad  en  el  Procurador  del  ejecutante,  porque  el 
poder  no  había  sido  declarado  bástente  por  un  Letrado,  ó  por  lo  menos  \ñ< 
copia  entregada  no  contenía  semejante  circunstencia  de  novación  de  la. 
obligación,  porque  á  virtud  del  fallecimiento  de  Dofia  Manuela  Rodríguez 
la  había  sustituido  otra  persona  distinte,  y  de  plus  petición^  porque  nunca- 
podía  ser  exigible  á  Noguera  más  cantidad  que  la  que  correspondía  recla- 
mar á  cada  uno  de  los  herederos,  terminando  con  la  pretensión  de  que  de- 
cíanse nulo  el  juicio,  por  no  tener  fuerza  ejecutiva  el  documento  en  que 
se  fundaba,  no  ser  exigible  ni  líquida  para  este  parte  la  cantidad  recla- 
mada por  no  haber  sido  los  deudores  citados  de  remate  con  las  formalida- 
des prevenidas  por  la  ley,  y  por  no  tener  el  ejecutedo  .el  carácter  ó  repre- 
senteción  de  heredero  de  Dofia  Manuela  Rodríguez  de  poseedor  de  los  bie- 
nes con  que  se  le  reclamaba: 

Resaltando  que  el  Marqués  de  Santa  Lucía  impugnó  estas  excepciones,., 
solicitando  se  dictase  sentencia  de  remate,  y  conformes  las  partes  en  eL 
recibimiento  á  pruebas,  se  dio  al  juicio  este  trámite: 

Resultando  que  el  ejecutado  D.  Ramón  Noguera  articuló  un  interroga- 
torio de  cinco  preguntes,  por  el  cual  solicito  fueran  examinados  los  tosti- 
sos  qne  figuraban  en  la  liste  que  oportunamente  presentaría  y  que  pre- 
áémó  en  efecto^  comprensiva  de  cuatro  testigos,  los  dos  primeros  vecinosc^ 
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de  esta  corte^  el  ieroero  Tedno  de  Navalcarnero,  perteneciente  al  partiéo 
jadicial  de  Alcalá  de  Henares,  y  el  cnarto,  vecino  de  Górgoles  de  Abajo, 
perteneciente  al  partido  jndlciai  de  Oifnentes: 

Resultando  que  admitida  esta  prueba  se  mandaron  librar  exhorto»  é 
los  Juzgados  de  Cifuentes  y  Navalcamero,  puesto  que  en  effte  úHinAO 
pueblo  existía  partido  judicial  y  no  pertenecía  al  de  Alcalá  de  Henares;  y 
posteriormente  se  prorrogó  el  término  de  prueba  para  el  exclusivo  objeto 
de  que  declarasen  los  dos  últimos  testigos  de  la  lista  que  no  eran  reeüKW 
de  Madrid: 

Resultando  que  el  testigo  que  había  de  declarar  en  Cifuentes  deelaró, 
en  efecto,  y  que  en  el  día  sefialado  para  la  comparecencia  de  los  testigos 
<)ue  habían  de  declarar  en  esta  corte  no  compareció  ninguno,  de  lo  cual  m& 
instruyó  á  los  Procuradores  de  las  partes,  y  librado  exhorto  á  Navalcar» 
ñero,  lo  devolvió  el  Procurador  de  Noguera  para  qne  se  dirigiera  al  de  Al- 
cala  de  Henares,  pues  la  residencia  del  testigo  tercero  de  la  lista  era  Vi- 
cáivaro.  que  pertenecía  á  aquel  partido  judicial,  acordándose  así  y  entre- 
gando á  la  parte  el  exhorto  con  dicha  reetifleación: 

Resultando  que  presentado  en  Alcalá  en  8  de  Julio,  en  el  mismo  día  m 
mandó  recibir  la  declaración  que  se  solicitaba  á  B.  Clemente  Martines^ 
vecino  de  Vicálvaro,  sefialando  para  ella  el  día  siguiente  al  en  que  fuera 
oitado,  librándose  despacho  para  su  comparecencia  al  Jues  municipal  de 
dicha  villa;  que  librado  en  efecto  y  entregado  al  portador  del  exhorto» 
compareció  éste  ante  el  Juez  en  86  de  Julio,  solicitando  se  le  devolviera 
para  remitirlo  al  Juzgado  exhortante,  en  atención  á  que  había  transcnrrído 
con  exceso  el  término  marcado  para  recibir  la  declaración  al  citado  tes- 
tigo, y  no  había  comparecido  ni  sido  devuelto  el  despacho  que  se  le  en- 
tregó para  su  citación,  y  así  se  acordó  presentándolo  en  el  Juzgado  con  la 
protesta  de  no  serle  imputable  la  causa  qne  había  impedido  la  práctica 
de  aquel  medio  de  prueba: 

Resultando  que  el  ejetcutado  pidió  asimismo  para  su  prueba,  que  se  li- 
brase suplicatorio  á  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  ik  Audiencia  de  esta  cor- 
te  y  Relatoría  Secretaría  de  D.  Bafaei  €^mez  Robledo  para  que  del  modo 
prevenido  por  las  reglas  3  a,  9  *  y  4  *  del  art.*  697  de  la  ley  de  Enjnida- 
miento  civil,  se  pusiera,  con  relación  á  la  apelación  interpuesta  por  Dolía 
Juana  Madrid  Dávila,  en  los  autos  hoy  testamentaría  de  D.  Eustasio  Pi- 
nllla  Rodríguez,  promovidos  por  Dofia  Manuela  Rodríguez,  testimonio  sa- 
flciente  para  acreditar:  primero,  si  existía  manifestación  concreta  de  qne 
Dofift  Pilar  Masallera  hubiera  aceptado  la  herencia  de  la  parte  actora;  se- 
gundó, y  cuál  fuera  la  autorización  en  forma  que  hubiera  obtenido  de 
quien  correspondiera  para  aceptar  tal  herencia,  con  expresión  de  la  férma 
en  que,  caso  afirmativo,  hubiese  tenido  efecto  la  indicada  aceptación,  y 
que  estimada  esta  pretensión  en  providencia  de  2  de  Julio  y  librado  el 
suplicatorio  que  fué  entregado  en  el  mismo  día,  y  presentado  en  la  Rela- 
toría Secretaría  á  las  cuatro  de  la  tarde  del  día  6,  por  providencia  del  día  6, 
no  siendo  posible  por  falta  de  tiempo  expedir  con  los  requisitos  que  exige 
la  ley  la  certificación  que  se  pretendía,  se  acordó  ponerlo  en  conocimiento 
del  Juez  dé  primera  instancia: 

Resultando  que  en  escrito  de  16  de  Julio,  transcurrido  ya  el  término  do 
prueba,  la  parte  ejecutada  manifestó  que  por  analogía  de  lo  dispuesto  en 
los  artículos  606  al  609  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  hallaba  en  el 
caso  de  pedir  la  práctica  de  las  diligencias  conducentes  á  que  vinieran  loa 
autos  documentos  públicos  de  fecha  posterior  á  la  alegación  de  excepcio- 
nes y  á  la  proposición  de  prueba,  documentos  cuyo  resultado  sería  la  de- 
mostración más  completa  de  la  certeza  de  los  hechos  en  que  fundaba  al- 
guna de  las  más  importantes  solicitudes,  base  de  su  oposición,  refiriéado«ft 
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-é  «naiMittcidii  héehft  en  los  atitos  de  teetamentariá  de  D.  EnstMÍo  PHiíUa 
parft  que  Dofia  Pilar  Matallera  inaBifevtara  si  aceptaba  ó  repudiaba  la  he- 
rencia de  Dofia  Mannela  Rodrigues,  providencia  que  babfa  recaído  á  esta 
pretensión,  cumplimiento  de  ella  y  ibanifMtacioDes  á  qne  habiern  dado 
ingar,  á  cajo  efecto,  se  exhortase  al  Josgado  qne  ooñoef a  de  dichos  satos; 
-que  el  Joex,  por  providencia  de  18  de  Jalio,  no  siendo  aplicables  los  ar* 
ticalos  qne  se  invocan  más  qae  en  el  caso  2.^  del  ^697  de  la  ley,  y  en  el  pe- 
ríodo qne  taxativamente  determinaba  el  art.  149>%  qne  ya  había  transciK 
rrido,  declaró  no  haber  logar  á  lo  qae  pretendía  por  no  aatorisarlo  y  sí  es* 
tar  prohibido  por  dicha  ley;  y  qae  pedida  reforma,  foé  denegada  por  aato 
4e  28  de  Jalio,  y  por  otro  de  S  de  Agosto  la  apelación  que  se  interpaso: 

Sesoltando  qae  samistrada  también  praeba  por  la  parte  eCecutante,  j 
eontinoada  pót  sns  trámites  la  snstanclación  de  los  satos,  el  Jnes  de  pri- 
mera instancia  dictó  sentencia  en  22  de  Agosto  de  1892,  por  la  qne,  deelSr 
rando  no  haber  lagar  á  admitir  nf  ngnna  de  las  excepciones  propnestas  por 
parte  de  D.  Bamón  Nogaera  y  Ballcells,  como  marido  de  Dofia  Pilar  Masa- 
Uera  y  Pinilla,  mandó  seguir  la  ejecución  adelante  por  la  cantidad  de  4.1100 
pesetas  de  capital  por  ios  intereses  estipulados  vencidos  del  12  por  100  al 
afio,  importantes  ^42  pesetas  70  céntimos,  por  los  intereses  legales  de  los 
vencidos,  á  contar  desde  que  se  hicieron  los  reqneriníiientos  de  pagO  que 
4lebían  ser  satisfechos  al  acreedor  D.  Femando  León  Haerta  y  Salasar, 
Marqués  de  Santa  Lucía,  y  hacer  trance  y  remate  en  los  bienes  embarga 
dos  hasta  el  completo  oago,  con  imposición  de  las  costas  del  incidente  al 
actor  del  mismo: 

Resultando  que  remitidos  los  sotos  á  la  Andiencia  de  esta  corte  pot 
virtod  de  la  apelación  que  D.  Ramón  Nogaera  interpaso  al  instruirse  á% 
ellos,  solicitó  que  se  recibiera  el  pleito  á  prueba  para  que  los  tres  primeros 
testigos  de  la  lista  qae  presentó  en  primera  instancia  declararan  al  tenor 
del  otrosí  de  su  escrito  de  1.^  de  Junio,  declaraciones  acordadas  en  pro* 
videnda  de  24  del  mismo  mes,  y  que  no  pudieron  llevarse  á  efecto  por 
amasas  que  no  le  eran  imputables;  que  asimismo  se  uniera  á  los  autos  det 
documento  público  que  pidió  en  lo  principal  de  su  escrito  de  Jalio,  y  so 
«oordó  en  2  del  mismo  mes,  no  podiendo  llevarse  á  efecto  por  causa  tan 
ajena  á  su  voluntad  caal  la  que  podía  apreciarse  por  lectura  de  la  comuni- 
cación del  folio  249;  que  se  uniera  á  los  autos  el  docamento  público  que 
pidió  en  lo  principal  de  su  escrito  de  16  de  Julio,  y  no  pudo  llevarse  á 
efecto  por  falta  de  tiempo  hábil^  sin 'perjuicio  de  su  derecho  de  proponer» 
como  proponía,  este  nuevo  medio  de  praeba,  conforme  todo  ello  aparecía 
de  la  providencia  de  18  de  Julio  y  del  auto  de  3  de  Agosto,  y  qne  se  expi- 
diera el  correspondiente  mandamiento  en  forma  al  Registrador  de  la  propio- 
dad  de  Alcalá  de  Henares  para  qne  librara  y  pudiera  ser  unida  á  los  autos 
certificación  en  forma  suficiente  á  acreditar  la  persona  ó  personas  á  cayo 
favor  apareciese  actualmente  inscrito  el  dominio  de  las  fincas,  cuyo  núme- 
ro, linderos,  detalle,  tomo,  folios  y  números  de  inscripción  aparecían  do 
iosaotor. 

Resaltando  que  el  Marqués  de  Santa  Lucía  impugnó  esta  pretensión,  y 
que  oído  el  Magistrado  Ponente,  la  Sala,  por  auto  de  11  de  Enero  de  1802, 
declaró  no  haber  luga^  con  las  costaa  al  recibimiento  á  prueba  pretendido 
por  la  representación  do  D.  Ramón  Noguera  Ballcells,  j^  que  sapHeado  por 
ei9t»  dicho  auto  é  impugnado  el  recurso  por  Dof|a  Úrsula  de  Castro  y  Be^ 
nítes  de  Lugo,  que  por  fallecimiento  de  su  marido  D^  Fernando  de  León 
Hoerta  y  Salasar,  Marqués  de  Santa  Lucía,  se  personó  en  los  autos  como 
lieredera  osafroctoaria  que  acreditó  ser  del  mismo,  la  Safa  primera  de  lo 
^vO  de  la  Audiencia  dé  esta  corte,  por  auto  dé  14  dp  Febrero  del  cerrlentÉ^ 
«fio,  declaró  no  haber  lugar  á  suplir  ni  enmendar  el  de  11  de  Enero: 
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RetalteadoqQeprQtettodo  «ite  «oto  por  el  ejecntiido,  reg>nrándo>» 
^eer  «00  del  recoreo  de  caeaddn  per  quebrantamiento  de  forma,  oonti- 
anada  la  sastaDciación  de  la  instancia»  la  Sala  dictó  sentencia  en  15  de 
Mano  del  corriente  afio,  conArmando  con  las  coataa  la  de  remate  apeladas 

Resultando  qae  D«  Kamón  Nogaera,  en  la  representación  indicada» 
prou&OTió  dorante  la  segonda  instancia  incidente  de  pobresa,  sobre  el  coal 
se  formó  ramo  separado»  y  por  lo  coal  dijo  se  hallaba  dispeoÚMulo  de  oons- 
kituir  depósito,  interpaso  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
locma  qoe  fondo  en  los  números  3.o  y  6.0  del  art  16fi8,  por  no  haberse 
recibido  el  pleito  á  prueba  dorante  la  segunda  instancia,  á  pesar  de  pro- 
ceder con  arreglo  á  derecho,  y  por  habérsela  denegado  lo  mismo  durante 
la  primera  como  de  la  segonda  instancia,  diligencias  de  proeba  admisi- 
bles según  las  leyes,  y  coya  falta  le  había  prodocido  indefeasióo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Estanislao  Rebollar  y  Villarejo:. 

Considerando  qoe,  según  el  arL  862  de  la  ley  de  Enjoiciamiento  civil, 
sólo  podrá  otorgarse  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda  instancia  en 
loe  casos  que  taxativamente  determina: 

Considerando  qoe  el  no  haber  sido  examinados  tres  de  los  testigo» 
designados  por  el  ejecotado  D.  Ramón  Nogaera.  f oó  por  caota  imputable 
á  éste,  toda  ves  qoe  sefialado  en  2  de  Jolio,  el  día  6,  último  del  periodo 
da  prueba,  para  qoe  declarasen  los  dos  qoe  eran  vecinos  de  Madrid,  pudo- 
el  ejecotado,  si  dichos  testigos  no  se  presentaban  volontariamente.á  con* . 
cnrrir,  otiliaar  el  derecho  qoe  concede  el  art.  643  de  la  ley  indicada,  y  res- 
pecto á  no  haber  declarado  el  otro  testigo,  vecino  de  Vicálvaro,  es  tam- 
bién impotable  á  la  parte  ejecutada,  pues  con  so  eqoivocación  si  expresar 
la  vecindad  de  aqoél,  dio  logar  á  qoe  se  librase  exhorto  al  Joagado  de 
iprimera  instancia  de  Kavalcamero  y  despoós  á  Alcalá  de  Henares  cuando 
■e  rectificó  la  equivocación  á  solicitod  del  ejecotado,  perdiéndose  de  este 
nodo  un  tiempo  soficiente  para  qoe  hobiese  podido  declarar  el  testigo: 

Conaiderando  qoe  es  igoalmente  impotable  á  la  parte  ejecotada  el  in- 
cnmplimiento  del  soplicatorio  qoe  interesó  en  el  término  de  proeba,  por- 
qoe  habiendo  sido  entregado  el  soplicatorio  al  Procorador  en  el  dia  2  de 
Julio,  no  lo  presentó  en  la  Audiencia  haata  las  cuatro  de  la  tarde  del  5,. 
dando  logar  con  ello  á  qoe  la  Sala  primera  dictase  p;rovidencia  en  el  día 
siguiente  6,  qoe  por  falta  de  tiempo  no  podía  cumplirse,  el  suplicatorio,  y 
que  sé  diera  cuenta  al  Juagado  suplicante: 

Considerando  que  es  de  desestimarse  por  improcedente  la  pretensión 
becha  en  primera  instancia  por  D.  Ramón  Noguera  en  16  de  Julio  de 
1892,  transcurrido  ya  el  término  de  prueba  para  que  de  los  autos  de  tes- 
tamentaría de  D.  Eustasio  PinilU  se  trajese  al  actoal  pleito  testimonio  del 
€9erÜo  presentado  por  algonaa  partes,  pidiendo  se  reqoiriese  á  Dofia  Pilar 
Masallera,  á  fin  de  qoe  manifeatara  si  aceptaba  ó  repodiaba  la  herencia 
de  su  aboela  Polla  Manoela  Martines,  providencia  de  4  del  mismo  Jolio, 
relativa  al  compUmiento  del  acoerdo  y  mantfeiiacUmea  de  la  requerida, 
porque  aun  de  traerse  el  testimonio  que  solicitó  Noguera  y  le  fué  denega- 
do por  el  Juea  y  después  por  la  Audiencia,  tal  diligenda  referente  á  un 
beeno  posterior  no  variaría  ni  alteraría  la  situación  que  tenían  respecti- 
yamente  el  Marqués  de  Santa  Lucía  al  promover  su  demanda  ejecutiva  y 
D.  Ramón  Noguera  al  formalixar  su  oposición  en  el  escrito  de  1.^  de  Jonio 
de  1892: 

Considerando  qoe  es  de  notoria  improcedencia  la  pretensión  de  que 
por  el  Registrador  de  la  propiedad  de  Alcalá  de  Henarea  se  ponga  certifi- 
cación de  las  personas  á  cayo  favor  se  hallen  inscritas  actoalmente  lae 
ikicas,  poesto  qoe  aparte  de  la  vagoedad  y  falta  de  expresión  con  que  se 
baya  formulada,  y  de  no  haberse  propuesto  en  la  primera  Instancia^  nunca. 
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•sería  tal  diligeoda  eaencial  y  deeisWa  en  este  pleito,  en  atención  á  qne  no 
podría  afectar  al  derecho  de  hipoteca  adquirido  por  el  Marqoée  dé  Santa 
Lacia  por  la  escritora  pública  de  10  de  Abril  de  1889,  inscrita  en  17  d% 
Hayo  signiente; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  reeora» 
de  casación  por  qaebrantamiento  de  forma  interpaesto  por  D.  Ramón  No- 
guera Balcelis,  como  marido  de  Dofia  Pilar  Mssallera,  á  quien  condenamoa 
-por  rasón  de  depósito  al  pago  de  500  pesetas,  qne  satisfará,  si  Tinieae  á 
mejor  fortana,  distribnyéndose  entonces  con  arreglo  i  la  ley,  y  en  las  eos- 
tas;  y  líbrese  á  la  Andiencia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente» 
con  devolución  de  los  autos.— (Sentencia  publicada  el  26  de  Septiembre  da 
1898,  é  inserta  en  la  Qaeeta  de  8  dó  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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RsouBflo  DB  CASACIÓN  SK  AffüKTO  DS  ÜLTBAMAB  (96  de  Septiembre 
de  1898).— Sala  délo  (Avih-^Exhibioión  de  librot  é  indemniMoeión  de  per- 
Juieioé. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Francisco  Gioero  en  autos  eoa 
la  Sociedad  Balcells  y  Oompafifa  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resnelvec 

Que  según  el  art,  47  del  Código  de  Comercio  vigente  en  ta  iila  de  (Ma^ 

^nera  de  loe  caeoe  prefijadoe  en  el  anterior,  eólo  puede  deeretaree  la  exhíhi- 

don  de  libroe  y  doeumentoe  de  loe  eomerdantee  á  instancia  departe  6  deefir 

d/o  cuando  la  persona  á  quien  pertenezcan  tenga  interés  ó  responsabilidad  en 

^OBunto  en  ^proceda  la  exhibición: 

Que  si  bien  elart,  602  de  la  ley  de  EnjuiciamienU>  civil  de  Cvha etltábloem 
-que  no  se  obligará  á  loe  que  no  litiguen  á  la  exhibición  de  deeumentoe  priv»^ 
dos  de  su  propiedad  exclusiva,  salvo  el  derecho  que  asista  al  que  los  tiecest- 
iare,  del  que  podrá  usar  en  el  juicio  correspondientCy  dicho  articulo  no  desligm 
^  la  ohligaetán  ineludible  de  justificar  el  derecho  con  que  se  pida  la  eoMbi- 
eián^  y  no  se  infringe  al  no  decretar  dicha  exhibición  cuando  no  existe  en  el 
pleito  la  justyicación  indicada, 

£n  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Septiembre  de  1898,  en  el  pleiti» 
aegaido  en  el  Jnsgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Oeste  de  la 
ciudad  de  la  Habana,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  terri- 
torio por  D.  Francisco  Cicero  y  Cabrera,  propietario,  vecino  de  dicha  ehi- 
tiad,  con  la  Sociedad  mercantil  domiciliada  también  en  la  Habana^  J.  Bal- 
cells y  Compafiía,  sobre  exhibición  de  libros  y  documentos  ó  indemnixar 
ción  en  su  caso  de  dafios  y  perjaicios,  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  demandante,  y 
en  sn  defensa  y  representación  por  el  Letrado  D.  Antonio  Sandras  y  Bo- 
tín y  el  Procurador  D.  Celestino  Armifiáo,  habiéndolo  estado  la  parte  re- 
currida por  el  Letrado  D.  Manuel  Cervino  y  el  Procurador  D.  Fidel  8e- 
rrano: 

Resultando  que  D.  Francisco  Cicero  y  Cabrera  dedujo  en  la  Habnns^ 
en  11  de  Agosto  de  1890,  la  demanda  de  este  pleito  contra  la  Sooiediul 
mercantil  del  comercio  de  aquella  plasa,  J.  Balcells  y  Compafiüs  co»  te 
pretensión  de  que  se  la  condenara  á  exhil^r  los  recibos  que  á  la  miesaa 
había  entregado  en  los  meses  de  Julio  y  Agosto  de  1898  como  Contador  y 
Pesador  del  tabaco  en'  rama  embaroaao  por  ella  para  la  Península  A  la 
consignación  del  Marqués  de  Cuaipo,  por  cuya  orden  y  cuenta  le  satiatfio 
dicha  Sociedad  aquellos  redbos,  á  fin  de  que  fueran  agregados  á  t^te 
pleito,  sino  eeteban  legajadoa,  ó  se  extendiera  copia  certiftcada  si  lo  estar 
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Imoi;  á  exhibir  igoilmcorte  mam  libros  y  lo«  soxiUiire»  «n  lo  qae  vetpeoteba 
á  lo«  anentoa  retatiyoe  á  U  coenta  particaUr  de  tabaco  y  ana  gastos  con 
•1  Marqués  de  Campo,  á  fln  de  qae  en  sn  TÍsta  se  sacara  oopia  certífiead» 
de  los  particalares  que  señalaría,  y  á  qae  en  el  caso  de  negativa  á  la  exhi- 
Iñeión  ú  ocoltación  de  los  libros  y  recibos  snsodichos,  lelndemnisara  lo» 
dafios  y  perjolcios  que  se  le  irrogaran  por  tal  motivo;  y  en  apoyo  de  tale» 
pretensiones  alegó  sustancialmente:  qae  la  Sociedad  de  banca  demandada 
loó  pagadora  del  tabaco  qae  compró  en  aqaella  isla  D.  Victoriano  López 
per  orden  y  caenta  del  Marqaós  de  Campo,  contratista  para  la  Peninsala. 
dsrante  los  allos  1888  y  84;  qae  ios  gastos  que  necesariamente  originó  1* 
compra  de  tabaco  Ineron  pagados  por  la  Sociedad  demandada,  según  eon»- 
taba  en  los  libros  de  facturas  de  embarqoe  del  tabaco  y  caenta  de  gasto» 
qae  llevaba  dicha  Sociedad,  figurando  entre  dichas  facturas  las  correspon- 
dientes á  los  meses  de  Agosto  y  Septiembre  de  1888,  de  que  acompafiaba 
eopias;  que  los  pagos  que  por  tales  conceptos  hacia  dicha  Sociedad  se  rea- 
Usaban  mediante  recibos  que  por  doplicado  otorgaban  los  interesados», 
conservando  aquélla  el  original  como  comprobante  para  sus  libros,  y  re- 
mitiendo el  doplicado  al  Marqués  de  Campo  con  la  factura  en  cada  em- 
barque; que  en  Julio  de  1888,  la  Sociedad  demandada  le  pagó  por  orden 
del  Marqués,  y  á  cuenta  de  sus  sueldos,  840  pesos  oro»  de  los  que  oto«g6- 
los  recibos  daplicados  en  la  forma  expresada,  y  en  Septiembre  del  mismo- 
mllo,  428  pesos  oro  en  los  mismos  conceptos  y  forma;  que  la  Sociedad  de- 
mandada se  había  negado  con  temeridad  á  exhibir  al  demandante  los  re- 
cibos sasodichos  y  los  asientos  de  sus  libros  relativos  á  l|i  cuenta  particu- 
lar de  tabaco  qae  llevaba  con  el  Marqués  de  Campo,  no  obstante  ser  a» 
principio  de  derecho  el  de  que  se  está  obligado  á  hacer  todo  aquello  que 
no  perjudica  y  favorece  á  otro;  que  todo  litígante  debe  ser  compelido  por 
el  Jaez  á  la  exhibición  de  los  documentos  privados  que  obran  en  su  poder 
oomo  de  su  exclusiva  propiedad,  según  el  art.  602  de  la  ley  de  Eojaicia- 
miento  civil  y  en  la  forma  determinada  en  el  601;  que  habiéndosele  h»- 
asbo  los  pagos  susodichos  por  J.  Baleells  y  Compañía  de  orden  y  cuenta 
del  Marqués  de  Campo,  y  mediante  los  recibos  duplicados  referidos,  di- 
cha Sociedad,  que  devengaba  una  comisión  de  dos  y  medio  por  100  por 
los  pagos  que  hacía,  debía  ser  compeliáa,  según  el  art.  47  del  Código  de 
CkHnercio,  puesto  que  tenia  interés  y  responsabilidad  en  el  pleito,  á  la  ex- 
hibición de  sos  libros  para  en  su  vista  sacar  testimonio  de  lo  que  el  de- 
mandante solicitare,  así  como  los  recibos  expedidos  por  el  mismo;  y  qne^ 
según  el  art  1902  del  Código  civil  y  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Sa- 
premo,  debía  la  Sociedad  demandada  indemnisarle  los  dafios  y  perjuicios 
qae  le  había  irrogado  por  su  negativa  á  exhibir  los  libros  y  recibos  á  qae 
se  contraía  esta  demanda: 

Bfssultaodo  qae  la  Sociedad  demandada  alegó  en  impugnación  de  esta 
demanda:  que  el  demandante  había  seguido  pleito  contra  el  Marqués  de 
Campo  en  reclamación  de  cierta  cantidad  oomo  empleado  ó  dependiente 
que  había  sido  del  mismo,  en  el  que  declaró  IX  Victoriano  Lopes  qae  él 
era  quien  había  tomado  oomo  dependiente  á  D.  Francisco  Cicero;  y  ha- 
biendo pedido  éste  en  el  período  de  prueba  de  dichos  autos  que  la  Socie- 
dad hoy  demandada  exhibiera  sus  libros  de  comercio  y  los  recibos,  no  se 
prestó  esta  Sociedad  á  tal  exhibición  por  ser  los  libros  de  su  aso  partieur 
lar  y  no  tener  obligación  de  exhibirlos  por  no  ejercitarse  contra  ella  ac- 
ción algnna;  además  de  haberla  inclinado  á  tal  negativa  la  consideración 
de  qae  si  Cicero  se  estiouiba  con  derecho  contra  el  Marqués  de  Campo,  á 
éste  y  no  á  una  casa  mercantil  ajena  por  completo  al  asunto  podía  pedir 
la  exhibición;  qae  al  pagar  cualquier  suma  por  on  mandante,  no  queidaban 
•obligados  á  goazdar  los  recibos  qae  habieran  satialeeho,  pues  complíaa 
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pttgiiiido  7  remitiendo  el  comprobAiite  á  sa  mandante;  y  tampoco  tenían 
Beeeaidad  ni  obligación  de  conaeivar  lae  apuntaciones  «obre  fáctnrae  de 
MDbarqae,  porque  ee  llevaban  voluntaria  y  no  forsosamente;  que  negaba 
se  hubiera  aegoido  á  Cicero  perjuicio  alguno  con  eu  negativa  á  exhibirle 
loe  libros  y  documentos  mencionados,  puesto  que  babia  podido  y  debido 
reclamarlos  en  tiempo  oportuno  del  Marqués  de  Campo;  que  los  pagos 
qoe  la  Sociedad  babia  hecho  habían  sido  por  cuenta  del  negocio  directo 
qae  D.  Victoriano  Lopes  tenia  con  el  Marqués  de  Campo,  y  negaba  la  do- 
cumentación acompañada  á  la  demanda  por  carecer  de  autorización;  que 
•egún  el  art  46  del  Código  de  Comercio,  no  puede  decretarse  á  instancia 
de  parte  la  entrega  ó  reconocimiento  de  los.  libros  y  demás  documentos 
de  los  comerciantes,  excepto  en  los  casos  de  liquidación,  sucesión  univer- 
sal á  quiebra;  fuera  de  los  cuales,  sólo  se  puede  decretar  la  exhibición  de 
los  libros  y  documentos  cuando  la  persona  á  quien  pertenezcan  tenga  in- 
terés ó  responsabilidad  en  el  asunto;  que  el  art.  602  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  establece  que  no  se  obligue  á  los  que  no  litiguen  á  la  exhibi- 
ción de  documentos  privados  de  su  propiedad,  si  bien  deja  á  salvo  el  de- 
recho del  que  los  necesitare  para  que  pueda  ejercitarlo  en  el  juicio  corres- 
pondiente, exigiendo  además  la  existencia  de  un  derecho  por  parte  del 
solicitante;  y  qoe  careciendo  el  demandante  Cicero  de  acción  y  derecho 
para  reclamar  la  exhibición  de  libros  y  documentos,  tampoco  podía  ejer- 
citar la  de  dafios  y  perjuicios: 

Resultando  que  al  replicar  afiadió  el  demandante  á  los  hechos  expues- 
tos el  resaltado  de  las  declaraciones  prestadas  en  el  pleito  que  había 
seguido  contra  el  Marqués  de  Campo,  tanto  por  éste  como  por  D.  José 
Balcelis,  oomo  Gerente  de  la  Sociedad  demandada,  alegando  en  su  conse- 
cnencia:  que  habiéndose  negado  el  Marqués  de  Campo  en  aquel  pleito  á  la 
exhibición  de  las  copias  de  facturas  de  embarque  y  cuentas  de  gastos  qne 
le  hubieran  remitido  J.  Balcelis  y  Compañía,  y  de  los  duplicados  de  los 
leeibos  otorgados  por  el  demandante  en  razón  á  qne  no  obraban  en  su 
poder  tales  documentos  que  no  le  había  remitido  la  indicada  Sociedad,  y 
encontrándose  además  en  poder  de  ésta  los  originales,  era  evidente  la 
obligación  en  que  estaba  de  exhibir  los  documentos  expresados  y  en  su 
defecto  de  indemnizar  al  demandante  dafios  y  perjaicioe;  y  por  parte  de  la 
Sociedad  demandada  se  reprodujeron  sustancialmente  en  la  duplica  las 
slegacioues  hechas  en  la  contestación: 

Kesttltando  qne  recibido  el  pleito  á  prueba  se  suministraron  por  am- 
bas partes  diferentes  justificaciones,  figurando  entre  ellas  un  testimonio 
de  particolares  obrantes  en  los  autos  seguidos  por  Cicero  contra  el  Mar- 
qués de  Campo,  en  el  qqe  consta,  que  contestando  éste  á  posiciones, 
manifestó:  que  era  cierto  que  en  el  afio  económico  de  1883  á  84  fué  con- 
tratista del  tabaco  en  rama  que  se  compraba  en  Cuba,  cuya  compra  efec- 
tuó por  su  cuenta  D.  Victoriano  López,  embarcando  el  tabaco  á  su  consig- 
nación Is  Sociedad  J.  Balcelis  y  Compañía;  que  nunca  le  hablan  sido  en- 
viadas las  facturas  de  detalle  ni  los  justificantes  de  las  cuentas,  é  ignoraba 
por  tanto  si  se  había  pagado  alguna  cantidad  como  sueldo  al  pesador  del 
tabaco;  y  qne  D.  Victoriano  Lopes,  por  mandato  suyo,  designaba  los  de- 
pendientes que  habían  de  emplearse;  que  D.  Victoriano  López  declaró  que 
siendo  D.  Francisco  Cicero  dependiente  del  Marqués  de  Campo,  se  le 
pagaron  también  algunas  sumas  por  cuenta  de  sus  sueldos;  y  que  á  los 
dependientes,  incluso  Cicero,  les  pagaba  el  mismo  ó  Balcelis  por  cuenta 
y  ordes;  y  que  D.  José  Balcelis,  como  Carente  de  J.  Balcelis  y  Compañía, 
declaró  también  manifestando  que  los  duplicados  de  los  recibos  de  los 
pagos  qne  se  hacían  por  cqenta  del  tabaco,  se  remitían  al  Marqués  de 
Campe,  de  aoaerdo  oon  sus  instraccionesi  reservándose  aquella  Sociedad 
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los  originales  como  comprobantes;  y  habiéndose  exigido  además  por  el 
demandante  confesión  jadicial  á  D.  Antonio  Baleelis  como  Gerente  de  Ui 
Sociedad  demandada,  sobre  varios  extremos,  contestó  qne  ignoraba  id 
dicha  Sociedad  faó  la  encargada  de  pagar  el  tabaco  qne  compraba  Don 
Victoriano  Lopes  por  orden  y  cuenta  del  Marqaés  en  el  afio  de  1888  á  8i, 
y  por  tanto  si  por  ello  percibió  alguna  comisión,  porqae  en  aquella  fecha 
no  era  Gerente  de  la  Sociedad;  y  sustanciado  el  pleito  por  los  demte  liá- 
mitas  y  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andien- 
cia  de  la  Habana  en  21  de  Abril  de  1892,  confirmando  con  las  costas  de  Im 
apelación  la  que  había  dictado  el  Juzgado  del  distrito  del  Oeste  de  aquella 
«iudad,  absolviendo  de  la  demanda  á  la  Sociedad  J.  Baleelis  y  Oompafifa, 
sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Francisco  Oicero  y  Cabrera  interpuso  recurso  de 
«casación  por  considerar  infringidos: 

Primero.  El  art.  47  del  Código  de  Comercio,  según  el  cual,  sólo  podrá 
decretarse  la  exhibición  de  los  libros  y  documentos  de  los  comerciantes, 
cuando  la  persona  á  quien  pertenezcan  tenga  interés  ó  responsabilidad  en 
el  asunto  en  que  proceda  la  exhibición:  en  primer  lugar,  en  el  concepto  da 
•que,  siendo  un  hecho  reconocido  por  los  demandados  que  éstos  pagabMi 
por  cuenta  y  orden  del  Marqués  de  Campo  los  gastos  ocasionados  por  el 
negocio  de  tabaco  que  el  mismo  Marqués  había  emprendido,  y  habiendo 
sido  demandados  para  que  exhibieran  ios  asientos  en  qne  consignaron  km 
pagos  que  al  recurrente  hicieron  á  cuenta  de  su  sueldo,  es  claro  que  pro> 
cedía  la  exhibición  denegada;  y  en  segundo  lugar,  por  haber  supuesto 
erróneamente  la  Sala  sentenciadora  que  J.  Baleelis  y  Compafiia  no  ienfaa 
interés  en  el  pleito  seguido  por  el  recurrente  contra  el  Marqués  de  Campo, 
para  cuya  revisión  ha  incoado  el  presente,  siendo  así  que  por  declaración 
del  Gerente  de  la  misma  Sociedad  demandada,  consta  en  autos  que  éste 
cobraba  una  comisión  del  Marqués  de  Campo: 

Y  segundo.  El  art.  602  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  Cuba,  eon 
arreglo  al  cual  no  se  obligará  á  los  que  no  litiguen  á  la  exhibición  de  do- 
cumentos privados  de  su  propiedad  exclusiva,  salvo  el  derecho  que  asista 
ni  que  los  necesitare,  del  cual  podrá  usar  en  el  juicio  correspondiente;  in- 
iracción  no  menos  cierta  que  la  anterior,  por  cuanto  habiendo  sido  parte 
en  estos  autos  la  Sociedad  J.  Baleelis  y  Compafiia,  la  aplicación  de  dicho 
artículo  resulta  hecha  indebidamente. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Estanislao  R.  Villarejo: 

Considerando  que  el  Código  de  Comercio  vigente  en  la  isla  de  Cuba 
dispone  en  su  art.  47,  que  fuera  de  los  casos  prefijados  en  el  anterior  sólo 
podrá  decretarse  la  exhibición  de  los  libros  y  documentos  de  los  comer- 
ciantes á  instancia  de  parte,  ó  de  oficio  cuando  la  persona  á  quien  pede- 
nezcan  tenga  interés  ó  responsabilidad  en  asunto  en  que  proceda  la  exhir 
bición: 

Considerando  que  no  hallándose  la  Sociedad  mercantil  J.  Baleelis  y 
Compafiia  en  ninguno  de  los  casos  expresados  en  el  citado  articulo,  por- 
que  el  que  haya  sido  pagador  del  tabaco  remitido  al  Marqués,  cobrando 
por  ello  una  comisión,  no  implica  que  dicha  Sociedad  tenga  ínteres  en  las 
reclamaciones  hechas  por  D.  Francisco  Cicero  al  Marqués,  y  nada  hay  en 
el  pleito  que  justifique  dicho  extremo;  y  porque  no  habiéndose  demoslni- 
do  que  á  la  Sociedad  mencionada  afecta  responsabilidad  alguna  para  qne 
pueda  pedirse  la  exhibición,  y  exponiéndose  por  la  representación  de  Ci- 
<íero  en  el  escrito  formalizando  el  recurso  que  el  objeto  de  la  exhibiefén: 
as  obtener  medios  con  que  utilizar  en  su  día  el  extraordinario  de  revieión 
de  la  sentencia  recaída  en  el  pleito  seguido  por  Cicero  contra  el  Marqués 
de  Campo,  claro  es  que  la  Sala  sentenciadora,  al  absolver  de  la  áemand* 
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*á  lA  Sodedad  J.  Balcetta  y  Oompcfiia,  h«  Aplicado  raetameDte  el  mencio- 
asdo  «rt  47,  y  no  ha  incarrido,  por  Canto,  en  la  infracción  alegada  en  el 
motivo  fnimero: 

Oon^desando  qae  tampoco  ha  cometido  la  que  ae  invoca  en  el  motivo 
pegando,  porqne  ai  bien  el  art  601  de  la  ley  de  Enjcriciamiento  civil  de 
Oaba  eatablece  que  no  ae  obligará  á  loa  que  litígnen  á  la  exhibición  de 
docomentoa  privadoa  de  an  propiedad  ezclnaiva,  aalvo  el  derecho  qae 
aalata  al  qne  loa  neceaitare,  del  cnal  podrá  naar  en  el  Jaiclo  correapon- 
dienta,  tal  articulo  no  dealiga  de  la  obligación  inelodible  de  jnaiificar  el 
dereche  con  qae  ae  pida  la  exhibición;  y  como  no  exista  en  el  pleito  dicha 
jaatificación,  y  aaí  lo  afirma  la  Sala  aentenciadora,  y  á  an  afirmación  ha  de 
eatarae  por  no  luiber  reclamado  contra  ella  en  forma  adecnaJa,  no  cabe 
ni  puede  obligarse  á  la  Sociedad  J.  Balcella  y  Gompafiía  á  la  exhibición 
qae  ae  pretende  por  Cicero; 

Fallamos  qne  debemoa  declarar  y  declaramos  no  haber  Inorar  al  recurso 
de  caaadón  por  infracción  do  ley  interpuesto  por  D.  Francisco  Oicero  Oa- 
bren,  á  quién  condenamos  en  las  costea  y  á  la  cantidad  que  por  rasón  de 
depósito  debió  conatitair,  que  se  distribuirá,  si  viniere  á  mejor  fortuna, 
oon  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  déla  Habana  fu  certificación 
<»neapondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitído. — 
(Sentenda  publicada  el  ae  de  Septiembre  de  1898,  é  inaerta  en  la  Gaceta 
-de  8  de  Didembre  del  miamo  afio.) 
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Bbcübbo  db  OASA.OIÓN  (26  de  Septiembre  de  1898).— Sala  de  lo  civil.— 
Sutiiad  de  un  jmcio  de  quiebra, — No  ha  logar  á  la  admisión  dnl  inter- 
puesto por  D.  Julián  Gómez  Amores  en  autos  con  la  Viuda  é  Hijos  de 
Gineatal  (Audiencia  de  Madrid),  y  ae  eatablece: 

(¡ittMeg&n  el  núm,  !•  del  art.  1690  delalejf  de  Enjuiciamimto  civil,  $álo 
tiene»  el  etmeepto  de  definüivag  para  lo$  efeeto$  de  la  caeacián  IÁ9  eenieneias 
<iue  recaigan  en  un  i$undente  ó  articulo  cuando  pongan  termina  ai  pleito,  ha- 
cendó imposible  iu  continuación,  y  loe  que  reeuelwin  loe  inHtlentee  eobre 
üprobadón  de  cuentae  de  loe  cudministradoru  de  abinteetatoe,  tentamentariae, 
y  de  loe  eindieoe  de  loe  concartái,  en  el  caco  del  art.  1245  de  dicha  ley. 

Beaultando  que  declarado  en  estado  de^iuiebra  D.  Julián  Gomes  Amo- 
rea,  del  comercio  de  Talavera  de  la  Reina,  á  inatancia  de  la  rasón  social 
Viuda  é  Hijoa  de  Gineatal,  por  auto  que  el  Juagado  de  dicha  ciudad  dictó 
en  6  de  Diciembre  de  1891,  promovió  el  quebrado  en  81  de  d¡ch«)  mee  un 
incidente  de  previo  y  espedal  pronunciamiento  sobre  nalida»!  de  actúa 
dones,  por  hallarse  pendiente  de  apelación  un  jaido  de  sustiensión  de 
psgoa  que  imposibilitaba  la  declaradón  de  quiebra  y  por  defectos  en  el 
nombramiento  de  Juez  comisario  y  de  Depoaitario,  y  otros: 

Resultando  que  impugnado  el  incidente  por  la  Viuda  é  Hijos  de  Gi* 
nastal,  y  sustanciado  en  doa  instancias,  fué  desestimado  en  to.la^  sas  par- 
tes por  la  sentencia  confirmatoria  con  laa  costas  que  en  6  de  Octubre  dictó 
la  Sala  primera  de  k>  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte: 

Beaultando  que  D.  Julián  (jhSmez  Amorea,  después  de  haberle  sido 
denegado  el  recurso  de  casadón  por  quebrantamiento  de  fonna,  que  de- 
dujo, lo  ha  interpneato  por  infracción  de  ley,  citando  las  qne  á  su  juido 
han  sido  infringidas. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Laasus: 

TOMO  7á  t 
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Considerando  que  legún  lo  prerenido  en  el  núoL  l.<>  del  art  1690  de 
la  ley  de  Enjalciamiento  civil,  sólo  tíenen  el  concepto  de  deflnitiYas  para 
loa  efectos  de  la  casación  las  sentencias  qae  recaigan  en  on  incidente  6- 
articnlo  cuando  pongan  término  al  pleito  haciendo  imposible  sa  oonti- 
nnación,  y  las  qae  resaelvan  los  incidentes  sobre  la  aprobación  de  caeA- 
tas  de  los  administradores  de  abintestatos,  testamentarías,  y  de  los  síndi- 
cos de  los  concursos,  en  el  caso  del  art.  1246  de  dicha  ley: 

Considerando  que  la  sentencia  recaída  en  el  incidente  sobre  nulidad 
de  las  jactuaciones  practicadas  desde  el  auto  que  declaró  al  recurrente 
en  estodo  de  quiebra,  no  tiene  el  carácter  de  definitiva  para  los  efectos  de 
la  casación,  conforme  al  precepto  antes  citado,  porque  además  de  que  na 
pone  término  al  juicio  universal  á  que  los  autos  se  contraen,  ni  hace  im- 
posible su  continuación,  pudiendo  las  partes  ejercitar  én  él  todos  sus  de- 
rechos, no  implica  tompoco  la  firmeza  del  auto  declarativo  de  la  quiebra, 
que  implícitamente  terminaba  el  expediente  sobre  suspensión  de  pagos» 
contra  cuyo  auto  se  interpuso  otro  recurso  y  es  objeto  de  debate  en  inci- 
dente y  piexa  separada,  siendo  por  tanto  inadmisible  el  recurso  de  casa- 
ción  interpuesto  á  tenor  de  lo  prevenido  en  el  núm.  3.o  del  art.  1729  de  la 
preciteda  ley; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  poi^  Don 
Julián  Gomes  Amores,  á  quien  se  condena  en  las  costas;  líbrese  á  la 
Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
de  los  autos;  y  publíquese  esta  resolución  en  la  forma  prevenida  por  la 
ley.— (Auto  fecha  26  de  Septiembre  de  1893,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  29 
de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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Rbcübso  db  casación  (27  de  Septiembre  de  1898).— Sala  de  lo  civil.— 
Teroeria  de  m^  dereeho.^Hñ  lugar  al  interpuesto  por  Dofia  Manuela  Os- 
tolasa  en  álitos  con  Doña  Josefa  Palacios  y  otros  (Audiencia  de  Madrid), 
y  se  resuelve: 

Que  según  tiene  deciarado  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  7  de  Ju- 
lio ae  1892,  el  usufructo  establecido  por  la  ley  á  favor  de  los  padres  en  vir- 
tud de  la  pieria  potestad  que  ^'ercen  sobre  sü^  hijos  se  halla  por  su  natura- 
leza primordialmente  afecto  al  cumplimiento  dd  ddter  de  crianza,  alimenta- 
ción y  educación  de  éstos,  oonstUuffendo  tal  obligación  un  titulo  de  los  hijos  á 
ser  atendidos  con  el  vmporie  de  dicho  us^fructo  de  m^or  derecho  sobre  d  de 
cualquier  acreedor  ordinario  por  rosón  de  deudas  que  la  sociedad  legal  ó  los 
padres  hubieren  podido  contraer. 

Que  si  bien  esto  no  obsta  para  que  el  usufructo  legal  se  halle  también 
afecto  á  las  expresadas  deudas,  cuando  después  de  cubiertas  las  obUgadones 
que  tienen  con  los  hijos  el  padre  ó  la  madre  se  beni^fidan  de  parte  de  él, 
mientras  no  conste  la  existencia  de  tales  beneficios,  se  infringirían,  no  sólo 
¡as  leyes  que  regulan  y  determinan  el  concepto  del  expresado  usufructo  apre- 
ciadas por  el  Tribunal  Supremo  en  la  sentencia  de  7  de  Julio  de  1892,  sino 
también  las  citadas  especialmente  por  el  recurrente,  si  no  se  declárate  él  me- 
jor derecho  de  los  hijos  á  ser.atendidos  según  sus  íegüimas  necedades  y  po- 
sición social  con  el  iniporte  del  us%{fructo  antes  que  los  demás  acreedores  de 
sus  padres,  aunque  no  resulte  previamente  fijada  la  extensión  y  cuantía  de  la 
obligación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Septiembre  de  1898»  en  el  pleito 
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pandiento  ante  Nos  en  Yirtnd  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Norte  de 
estA  capital  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  misma 
por  Dofia  Manuela  Ostolasa  é  Irneste,  como  representante  legal  de  sus  hi- 
jos menores  D.  Luis  y  D.  Juan  Manuel  Rivera  y  Ostolasa.  representada 
por  el  Procurador  D.  Ángel  Oalvo  y  defendida  por  el  Letraao  D.  José  Mft- 
ria  Llórente,  eon  Bofia  Josefa  Palacios  Largo,  soltera,  de  la  misma  vecin- 
dad, y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  José  Nieto  Oafiadas,  bajo  la  direc* 
'  éión  del  Letrado  D.  Ricardo  Hoyuelos,  y  con  D.  José  Navarro  y  Femándes 
de  la  Hoz,  esposo  en  segundas  nupcias  de  la  demandante^  industrial,  tam- 
Uén  vecino  de  esta  corte,  representado  por  el  Procurador  D.  José  Cirilo 
THam  y  defendido  por  el  Abogado  D.  Miles  Bea  y  Lópss,  sobre  tercería  de 
mayor  derecho: 

Resultando  que  D.  Domingo  Rivera  Vásques  falleció  en  esta  corte  en 
17  de  Abril  de  1877,  hallándose  casado  con  Dofia  Manuela  Ostolaza,  de 
cuyo  matrimonio  tuvo  tres  hijos,  llamados  D.  Domingo,  D.  Juan  Manuel 
y  D.  Luis,  á  quienes  instituyó  en  su  testamento  herederos,  habiéndose  ad- 
judicado, entre  otros  bienes,  en  la  particióá  que  se  verificó,  á  D.  Juan  Ma- 
nuel» 42  acciones  del  Banco  de  Espafia,  y  otras  42  á  D.  Luis: 

Resultando  que  posteriormente  Dofia  Manuela  Ostolaza  contrajo  se- 
gundo matrimonio  con  D.  José  Navarro  y  Fernández  de  la  Hoz,  el  cual, 
por  escritura  de  21  de  Marzo  de  1889  vendió  á  Dofia  Josefa  Palacios  y 
Largo  en  la  suma  de  1.600  pesos  tres  carruajes  de  lujo  y  dos  caballos  de 
tiio,  y  uno  para  silla,  los  cuales  dijo  Navarro  le  correspondían  en  propie- 
dad, quedando  en  su  poder  en  concepto  de  alquiler  por  el  plazo  de  seib 
meses  y  precio  de  860  pesetas,  que  satisfaría  por  trimestres  anticipados, 
obligándose  á  entregar  los  efectos  vendidos  el  día  21  de  Septiembre  si- 
guiente, en  que  vencía  el  alquilen 

Resultando  que  demandado  de  conciliación  D.  José  Navarro  para  la 
entrega  de  lo  vendido  y  abono  de  los  alquileres  devengados  y  que  se  de- 
vengasen, contestó  que  no  podía  acceder  á  la  demanda  en  los  términos  en 
que  se  halli^  formulada,  pero  que  se  comprometía  á  entregar  en  la  se- 
mana entonces  próxima  las  1.600  pesetas  de  que  fué  objeto  la  escritura, 
así  como  los  intereses  hasta  el  día  de  la  entrega,  con  lo  que  no  se  confor- 
mó el  Procurador  de  1a  demandante: 

Resultando  que  fundada  ésta  en  estar  rebelde  el  demandado  Navarro, 
solicitó  en  81  de  Marzo  de  1890  la  retención  de  todos  sus  bienes  en  canti- 
dad suficiente  para  asegurar  los  alquileres  y  costas,  y  que  formada  pieza 
separada,  se  decretó  en  16  de  Abril  siguiente  la  retención  de  los  bienes 
de  Navarro  suficientes  á  cubrir  180  pesetas,  importe  de  alquileres  de  los 
carruajes  y  caballos  en  cada  trimestre  desde  21  de  Junio  de  1889  hasta  el 
día  que  tuviese  lugar  la  entrega  de  los  efectos  dados  en  arriendo;  y  reque- 
rido Navarro,  consignó  en  24  de  dicho  mes  de  Abril  la  cantidad  de  1.600 
pesetas,  para  evitar  gastos  y  dilaciones,  sin  perjuicio  de  hacerlo  de  las 
costas  tan  pronto  como  se  supiera  su  importe,  lo  cual  aceptó  el  Procura- 
dor Nieto,  habiéndose  mandado  trasladar  dicha  cantidad  á  la  Oaja  de  la 
Deuda  pública: 

Resultando  que  en  2  de  Julio  siguiente  se  dictó  sentencia,  que  quedó 
firme,  condenando  á  Navarro  á  entregar  á  Dofia  Josefa  Palacios  los  tres 
i»rruajes  y  caballos  que  le  vendió  por  la  escritura  mencionada,  á  que  pa- 
sase él  precio  del  arriendo  al  respecto  de  180  pesetas  al  trimestre  desde  1. o 
de  Septiembre  siguiente  hasta  que  la  entrega  tuviera  lugar,  y  los  intere- 
sen Icisales  del  importe  del  referido  arriendo,  con  las  costas: 

Resultando  que  mandado  en  providencia  de  6  de  Diciembre  extraer  de 
la  Gaja  general  de  la  Deuda  las  1.600  pesetas  consignadas  y  sus  intereses, 
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oon  lo  que  le  mandafon  pagar  las  ooataa  taaadaa  y  poatoriorea, 
doae  el  reato  á  Dofia  Joaefa  Paladoa  en  pago  de  alqailaref ,  se  praetíeó  li- 
qoidacióD,  de  la  que  leaalió  quedar  para  el  pago  de  arroadaiaiento  tM 
peaetaa  14  cénUmoa,  qae  ae  entregaron  á  Dofia  Joaefa,  faltando  pata  el 
oompleto  de  lo  que  había  de  percibir  por  raión  de  arrendamientoa  haato 
el  8  de  Enero  de  1891,  698  peaetaa  96  céntimos;  qae  requerido  Navarro  ea 
10  de  Enero  de  1891,  conteató  qne  no  podía  aatiafaoerlo  por  oarecer  de 
bienee,  poea  todos  pertenecían  á  an  esposa  Doña  Manuela  Ostolaaa;  y  que 
por  auto  de  7  de  Marao  se  declararon  embargadoa  á  las  resaltas  de  aquel  * 
piooedimiento  loa  dividendoa  de  laa  acciones  del  Banco  de  Eapafta  inscri- 
tas á  nombre  de  los  menores  D.  Juan  Manuel  y  D.  Luis  Rivera  y  Ostolasa, 
y  que  uaufructuaba  su  madre  hasta  en  cantidad  snflciente  á  cubrir  las  688 
peaetaa  98  céntimos  que  habían  quedado  sin  solventar  de  loa  aneadamien* 
tos  ya  liquidados  de  los  coches,  y  1.600  pesetas  más  para  laa  posteriores; 
y  en  providencia  de  81  de  Abril  siguiente,  recaída  á  escrito  de  Dofia  Jo- 
sefa Palacios,  se  acordó  también  la  retención  de  loa  expresados  dividen- 
dos por  la  suma  de  1.600  peaetaa,  como  importo  de  dafioa  y  perjoidos  en 
que  habían  venido  á  aoatitnir  la  no  entrega  de  la  cosa  mueble,  á  cuya  de- 
volución estaba  condenado  Navarro: 

Resaltando  que  en  18  de  Mayo  de  1891  Dofia  Manuela  Ostolasa  é  Iras- 
to,  como  representante  legal  de  sus  hijos  menores  D.  Juan  Manuel  y  Don 
tfUia  Rivera  y  Ostolasa,  dedujo  la  demanda  objeto  de  estos  aotoa,  en  la 
que,  conaignando  como  hechos  los  antecedentes  qne  quedan  referidos, 
luegó  ademáa  que  las  retenciones  de  loa  dividendos  de  laa  84  acciones  del 
Banco  pertenecientes  á  los  menores,  se  habían  solicitado  y  obtenido  bajo 
el  equivocado  fundamento  de  que  aquellos  productos  pertenecían  á  la  so- 
ciedad conyugal  que  hoy  c(H»stituían  Navarro  y  Dofia  Manuela,  mediante 
á  que,  si  bien  las  acciones  eran  de  la  propiedad  de  los  hijos  menores  del 
primer  matrimonio  de  Dofia  Manuela,  á  éata  le  correspondía  el  usufructo; 
que  el  usufructo  que  el  Código  civil  concedía  al  padre  ó  á  la  madre  res- 
pecto á  los  bienes  de  sus  hijos  no  emancipadoa,  era  por  la  obligación  que 
tenía  de  alimentarlos  y  educarloa;  imponiendo  al  usufructuario  en  general 
todo  el  tiempo  de  duración  del  usufructo  «I  pago  de  las  cargas  y  contribu- 
ciones anualea,  y  el  de  laa  que  ae  considerasen  gravámenes  de  los  frutos;  que 
ai  bien  el  mismo  Oódigo  civil  eateblecía  que  el  derecho  de  usufructo  ó  de 
pensión  pertenedento  á  uno  de  los  cónyuges  formaría  parte  de  aus  bienes 
propios,  y  afiadía  que  serian  gananciales  los  frutos,  pensiones  é  intereses 
devengados  durante  el  matrimonio,  comprendiéndose  en  esta  disposición 
el  usufructo  que  tenían  los  cónyuges  en  los  bienes  de  sus  hijos,  aunque 
fueran  de  otro  matrimonio,  esto  prescripción  legal  no  podía  en  manera 
alguna  aplicarse  al  caso  de  antea,  tonto  porque  Dofia  Manuela  Ostolasa 
enviudó  y  contrajo  segundo  enlace  antes  de  que  comensara  á  regir  el  Có- 
digo, cuanto  porque  eáte  concepto  de  ganaDciaies  se  entendía,  y  así  lo  ha- 
bía declarado  repetidamento  eate  Tribunal  Supremo,  no  existía  en  la  socie- 
dad conyugal  hasto  tonto  que  ae  practicaba  la  liquidación  del  haber  comúo, 
porque  hasta  entonces  no  podía  afirmarse  la  existencia  de  un  aobrante 
que  correspondiera  por  mitad  á  los  cónyuges;  qne  la  ley  Hipotecaria  prohi- 
bía hipotecar  el  derecho  á  percibir  loe  frutos  en  el  usufructo  conuedido 
por  laa  leyes  á  los  padres  eobre  los  bienes  de  sus  hijos,  probibicióo  que 
se  f  nnduba  en  qne  los  usufructos  legales  los  establece  el  derecho  en  bene- 
ficio de  terceras  personas  que  quedarían  perjndicadas  con  la  tercera  hipo- 
teca; que  estos  usufructos  se  consideraban  como  alimenticios;  que  ei  goce 
de  loe  frutos  que  la  ley  concedía  á  los  padres  llevaba  consigo  la  obligación 
de  alimentar  á  sus  hijos;  y  que  dichos  frutos  eran  más  bien  de  los  hijos, 
porque  ia  administración  que  la  ley  concedía  á  los  padres  se  fundaba  óni 
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ctoMBto  en  qm  ht  menor  edad  de  loe  hijos  lee  impedía  admlnistnirloe  por 
•i;  dedoeiéndoee  de  todo  que  el  coneeder  1»  ley  de  Metrimonio  civil  7  re» 
dentenente^l  Oódigo  el  iieafnieto  á  loe  padree,  lo  hacia  con  el  ezclutiyo 
objeto  de  que  aümeotaeen  y  edacaaen  á  ene  hijos,  y  tanto  era  así,  qne  la 
ley  Hipoteearia,  lo  mismo  en  loe  motivos  y  fandamentos  qne  la  informaban 
en  sa  parto  dispositíTa,  establecía  qne  eee  nenfmeto  no  podía  ser  objeto 
de  hipoteea  ni  deembwrgo.  Por  todo  ello  terminó  sapHeando  qne  teniendo 
por  formolada  la  demanda  de  tercería  qne  habría  de  snstanciarfle  por  los 
farámites  del  juicio  de  menor  coantia  contra  Dofia  Joeefá  Palacios  y  Largo 
y  D.  José  Navarro  Fernández  de  la  Hos,  se  declarase  qne  loe  dividendos 
embargados  procedentes  de  las  aedones  del  Banco  pertonecientes  á  los 
Winores,  debía  percibirlos  íntegros  su  madre  Dofia  Manuela  Ostolaxa,  con 
preferencia  á  Dofia  Josefa  Palacios,  para  que  la  demandante  atienda  con 
ellos  al  sostenimiento  y  educación  de  dichoe  menoree,  y  al  cuidado,  con- 
servación y  levantamiento  de  las  cargas  de  los  dem¿s  bienes  de  sus  men- 
cionadoe  hijos;  mandando,  en  su  consecuencia,  aliar  el  embargo  de  los 
dividendos,  y  condenar  en  costas  á  Dofia  Josefa: 

Besollando  que  acordado  qne  se  sustanciara  la  demanda  por  los  trámi- 
tes del  jnido  declarativo  de  mayor  cuantía,  atendido  á  que  la  cantidad 
porque  se  habfa  embargado  el  usufructo  de  las  acciones  excedía  de  8.000 
pesetas,  la  contesto  Dofia  Josefa  Palacios,  alegando:  qne  según  el  art.  1406 
del  Código  civil,  el  derecho  de  usufructo  ó  de  pensión  perteneciente  á  uno 
de  loe  eónynges  formará  parto  de  uno  de  sus  bienes,  pero  loe  frutos,  pen- 
siones é  intereses  devengados  dorante  el  matrimonio,  son  gananciales, 
comprendiéttdose  en  esto  disposición  el  usufructo  que  tenían  loa  cónyuges 
en  los  biene^de  sus  hijos,  aunque  fueran  de  otro  matrimonio;  qne  esto 
misma  doctrina  regía  antes  de  la  publicación  del  Código,  como  lo  demos- 
traban las  ssnteneias  de  20  de  Enero  de  1877,  que  eetoblece:  c qne  los  fru- 
tos de  los  bienee  pertenecientes  á  cualquiera  de  los  cónyuges  eran  de  am* 
bes  y  habían  de  haberloa  de  consuno»,  y  de  6  de  Abril  de  1888,  que  dice: 
iqoe  los  productos  de  los  bienes  de  la  sociedad  conjrogal  son  comunee  du- 
rante el  matrimonio,  y  con  ellos  debe  atenderse  á  todas  las  cargas  de  este»; 
que  no  era  aplicable  la  doctrina  legal  citada  de  contrario,  derivada  de  va- 
rias sentencias  de  este  Supremo  Tribunal,  doctrina  que  no  iba  más  allá  de 
lo  que  expresaban  sus  palabras,  ó  sea,  que  en  tonto  se  verifique  la  liqui- 
dación de  la  sociedad  conyugal,  no  era  posible  determinar  si  había  ganan- 
dalea,  refiriéndose^  por  tanto,  al  caso  de  disolución  de  la  sociedad,  mien- 
tras que  sn  el  actual  se  tratoba  de  una  deuda  contraída  durante  el  matri- 
monio, y  qne  tenía  que  pagarse  existiendo  ésto;  que  no  era  aplicable  la  ley 
Hipotecaria,  porque  en  el  pleito  ee  tratoba  de  embargo  y  no  de  hipoteca, 
siendo  inexacto  que  no  pudieran  embargarse  los  frutos  del  usufructo  legal, 
pues  estaban  sujetos  á  embargo  deede  el  momento  en  qne  eran  ganancia- 
lee  por  virtad  de  esto  cualidad;  que  el  usufructo  que  la  ley  concedía  á  loe 
padres  sobre  los  bienes  del  peculio  adventicio  de  loe  hijoe,  no  responde  á 
la  circunstancia  de  qne  tengan  qne  alimentarloe,  ni  por  tanto,  sus  fmtos 
se  hallaban  deetinadoa  exclusiva  ó  preferentemento  al  cumplimiento  de 
tal  obli^usión,  como  lo  demostraba  la  doctrina  contenida  en  la  sentenda 
de  26  de  Enero  de  1881,  dednciéodose  de  todo  ello  que  el  embargo  de  los 
dividendos  de  las  84  acciones  propias  de  los  menores,  como  ajustado  á  la 
doctrina  inooncusa  de  gananciales  y  á  los  preceptos  del  art  1408  y  núm.  l.o 
del  1408  del  Código  civil,  era  perfectamente  legal;  qne  para  que  haya  ter- 
cería de  mejor  derecho,  según  el  art.  1682  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, era  indispensable  que  el  tercerista  fundase  el  suyo  en  un  crédito  que 
tuviera  contra  el  deudor,  y  que  lo  pusiera  en  parangón  con  otro  del  ejecu- 
tante! IMWfi  determinar  cuál  era  ü  preferente,  y  la  demandanto  no  tonía  la 
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calidad  de  tercero,  paeeto  que  loe  dividendos  embargedoe  enm  Menee  ga- 
nanciales pertenecientea  en  común  á  D.  Joaé  Navarro  y  Dofia  Manaelm 
Ostolaza;  qne  Navarro  no  debía  cantidad  alguna  á  loa  menores,  faltando  el 
crédito,  requisito  f  andamental  de  toda  tercería;  y  en  el  jaicio  actual,  en  ves 
de  preferencia  resultaba  la  exclusión  antagónica  de  aquélla;  que  segán  la 
sentencia  de  6  de  Mayo  de  1889,  la  tercería  requería  un  crédito,  no  pu- 
diendo  estimarse  como  tal  el  derecho  á  los  alimentos;  que  asimismo, segúii 
el  art.  1637  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  dvil,  necesitaba  un  tftolo,  y  el 
presentado  por  la  demandante  lo  sería  en  el  caso  de  una  tercería  de  domi- 
nio, pero  no  en  la  de  mejor  derecho,  y  por  todo  ello,  terminó  suplicando 
Dofia  Josefa  Palacios  que  se  la  absolviese  de  la  demanda,  desestimando  la 
preferencia  que  se  pr^endía,  y  se  declarase  la  valides  y  legalidad  de  loa 
embargos  de  los  dividendos  de  las  84  acciones  del  Banco  de  Espafia,  con 
imposición  de  costas  á  la  demandante: 

Resultando  que  personado  D.  José  Navarro,  transcurrió  el  término  que 
se  la  concedió  para  contestar  la  demanda,  y  en  au  virtud,  la  demandada 
replicó  añadiendo  á  los  hechos,  que  por  sentencia  del  Jues  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  del  Centro  de  28  de  Febrero  de  1881,  á  solicitud  de  Don 
José  Navarro,  había  sido  condenada  su  esposa  Dofia  Manuela  Ostolaza  á 
satisfacerle  para  alimentos  provisionales  160  pesetas  mensuales,  lasque 
venia  abonándole  desde  18  de  Mayo  anterior  fuera  de  su  compafiía,  que  el 
marido  no  quiso  aceptar; 

Resaltando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado  el 
juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
esta  corte  dictó  en  16  de  Noviembre  de  1892  sentoicia  confirmatoria  con 
las  costas,  absolviendo  á  Dofia  Josefa  Palacios  y  á  D.  José  Navarro  y  Fer- 
nández de  la  Hoz  de  la  demanda  de  torcería  de  preferencia  deducida  por 
Dofia  Manuela  Ostolaza,  como  representante  legal  desús  menores  hijos 
D.  Manuel  y  D.  Luis  Rivera  y  Ostolaza: 

Resultando  que  Dofia  Manuela  Ostoloza,  en  concepto  de  representante 
legal  de  sus  hijos  D.  Luis  y  D.  Juan  Manuel  Rivera,  ha  interpuesto  recur- 
so de  casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Primero.  El. art.  68  de  la  ley  de  Matrimonio  civil,  que  era  la  aplicable 
al  caso  de  autos,  en  que  se  dispone  que  la  mujer  podrá  sin  licencia  del  ma- 
rido ejercer  los  derechos  y  cumplir  los  deberes  que  le  correspondan  res- 
pecto á  los  hijos  legítimos  ó  naturales  reconocidos  que  hubiese  tmido  de 
otro  y  á  los  bienes  de  los  mismos,  por  cuanto  la  ley  quiso  evitar  la  posibi- 
lidad de  que  el  padrastro  dilapidara,  como  aquí  sucedía,  el  producto  de  loe 
bienes  de  los  hijastros,  dando  para  ello  á  la  madre  de  éstos  la  racional  y 
necesaria  independencia  en  el  ejercicio  de  los  derechos  y  en  el  cumpli- 
miento de  los  deberes  que  le  correspondían  respecto  á  los  citados  hijos;  y 
siendo  uno  de  dichos  deberes  la  administración  de  los  bienes,  entre  los 
cuales  se  encontraba  el  pago  de  las  contribuciones,  reparaciones  de  las 
fincas  y  satisfacción  de  todas  las  demás  cargas  á  que  se  encontrasen  afec- 
tas, lo  cual  sería  de  todo  punto  imposible,  si,  como  sucedía  en  este  caso, 
se  embargasen  los  productos  de  la  administración  en  el  equivocado  con- 
cepto de  que  eran  gananciales  para  atender  á  las  deudas  y  compromisos 
del  padrastro,  que  ninguna  relación  tenían  con  [dichos  bienes,  pudiendo 
darse  el  caso,  si  la  sentencia  prevaleciera,  de  quis  se  vendieran  las  fincas 
para  el  pago  de  contribuciones  con  notorio  y  evidente  perjuicio  del  capital 
de  los  menores: 

Segando.  £1  art.  63  de  la  ley  de  Matrimonio  civil,  en  que  se  establece 
que  los  cónyuges  están  obligados  á  eriar,  educar,  según  su  fortuna,  y  ali  - 
mentar  á  sas  hijos  y  demás  descendientes  cuando  éstos  no  tuvieran  padrea 
ú  otros  ascendientes  en  grado  más  próximo,  ó  éstos  no  pudieran  cumplir 
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Im  expmadas  obligadonei,  por  cnanto  si  el  fallo  recnrrido  prevaleciera, 
este  deber  primordial  y  sagrado  qne  tenía  la  recurrente  respecto  de  los  hi- 
jos menores  de  sn  primer  matrimonio  se  vería  desatendido  desde  el  ins- 
tante en  qne  al  padrastro  se  le  reconociera  el  absoluto  derecho,  hasta  con> 
tnurio  á  la  moral,  de  disponer  como  de  bienes  gananciales  para  atender  á 
sus  negocios  paiticulares  y  satisfacer  sus  caprichos,  del  nsnfrncto  qne  la 
ley  concedía  á  su  mujer  en  los  bienes  heredados  por  los  hijos  de  sn  primer 
marido,  siendo  más  palpable  y  evidente  la  infracción  cuando  se  había  jna- 
tificado  qne  el  contrato  que  celebró  Navarro  con  Dofia  Josefa  Palacios,  y 
-de  cnyo  complimiento  se  hacía  responsable  á  los  hijastros  del  D.  José,  no 
redundó  en  benefldo  de  la  sociedad  conyugal,  y  menos,  por  lo  tanto,  en 
pro  de  los  mencionados  hijastros: 

Tercero.  £1  art  108  de  la  ley  Hipotecaría,  en  cnyo  núm.  7.o  ae  prohibe 
expresamente  qne  se  hipoteque  el  derecho  á  percibir  los  frutos  en  el  nsn- 
ímcto  concedido  por  las  leyes  ó  fueros  especiales  á  los  padres  ó  madres 
sobre  los  bienes  de  sus  hijos,  precepto  que  había  desatendido  la  sentencia, 
sin  tener  en  cuenta  que  ios  usufructos  legales  los  establecía  el  derecho  en 
beneficio  mediato  de  terceras  personas,  que  quedarían  perjudicadas  con  la 
lüpoteca  ó  con  el  embargo  que  producía  idénticas  consecuencias;  que  éstos 
usufructos  se  consideran  como  alimenticios,  y  si  se  hipotecaran  ó  embar- 
gasen, podrían  quedar  los  alimentistas  sin  medios  de  subsistencia;  que  el 
goce  de  los  frutos  qne  la  ley  concede  al  padre,  y  en  su  defecto  á  la  madre 
respecto  de  los  bienes  de  sus  hijos  no  emancipados,  lleva  consigo  la  obli- 
gación de  alimentar,  vestir  .y  educar  á  esos  mismos  hijos  con  arreglo  á  sn 
fortuna,  y  la  de  atender  al  cuidado  y  conservación  de  los  bienes,  y  que  los 
expresados  frutos  eran  de  los  hijos  más  bien  que  del  padre  ó  de  la  madre, 
porque  la  administración  qne  la  ley  concede  á  éstos  sobre  los  mencionados 
bienes  se  funda  única  y  exclusivamente  en  que  la  menor  edad  de  los  hijos 
los  impide  forzosamente  qne  los  alimente  por  sí  y  los  aplique  á  cubrir  sus  * 
necesidades: 

Y  cuarto.  1^  doctrina  legal  sancionada  por  este  Supremo  Tribunal  en 
diferentes  sentencias,  entre  otras  la  d^  28  de  Diciembre  de  1867,  en  que 
se  establece  que  para  saber  si  ha  habido  gananciales  en  una  sociedad  con- 
yugal, es  indispensable  que  preceda  una  liquidación  de  todo  el  caudal, 
de  cuya  doctrina  se  infiere  que  sólo  cuando  el  matrimonio  se  disuelve  ó 
termina,  y  no  antes,  es  cuando  puede  conocerse  á  ciencia  cierta  si  existen 
ó  no  gananciales,  toda  vez  que  la  sentencia  considera  como  tales  y  fuera 
de  sn  destino  propio  y  natural  las  rentas  ó  productos  de  los  bienes  em 
bargados,  que  según  el  fallo  recurrido  habían  de  aplicarse  al  pago  de  deu- 
das del  padrastro  de  los  menores  á  quienes  pertenecían  los  bienes  en  ple- 
no dominio. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Aldecoa: 

Considerando  que  según  tiene  declarado  esta  Sala  en  sentencia  de  7  de 
Julio  de  1892,  el  usufructo  establecido  por  la  ley  á  favor  del  padre  ó  de 
la  madre  en  virtud  de  la  psíxin  potestad  qne  ejercen  sobre  sus  hijos,  se 
halla  por  su  naturaleza  primordialmente  afecto  al  cumplimiento  del  deber 
de  crianza,  alimentación  y  educación  de  éstos,  constituyendo  consiguíen- 
mente  tal  obligación  un  título  del  mejor  derecho  de  los  hijos  á  ser  aten- 
dido con  el  importe  de  dicho  usufructo  sobre  el  de  cnalquier  otro  acree- 
dor ordinario  por  razón  de  deudas  que  la  sociedad  legal,  ó  bien  el  padre  ó 
la  madre  hayan  podido  contraer  respectivamente: 

Considerando  que  si  esto  no  obsta  para  que  el  usufructo  legal  se  halle 
también  afecto  al  pago  de  las  expresadas  deudas,  cuando  por  razón  de  sn 
cuantía  el  padre  ó  la  madre  se  benefician  con  él  después  de  cubiertas  las 
obligaciones  que  tienen  con  relación  á  sus  hijos,  es  evidente  que  no  oona<^ 
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taiido,  eomo  no  cotMta  en  el  eaeo  del  preaente  reeono,  la  asfatoaida  á^ 
Ulea  beneficio»,  te  infriogirlaii  1m  lejee  que  regulan  y  delerraiaMi  ^  cob- 
oepto  de  dicho  usafroetOyCaalea  aon  loa  que  eata  Sala  Bptttíó  para  dictar 
la  mencionada  aentenda  de  7  de  Julio  de  1899,  y  laa  que  eapeeial  y  con- 
cretamente ae  invocan  en  loa  trea  primeroa  motivoa,  del  reearao,  al  no  ae 
declarara  el  mi*jor  derecho  de  loa  hijoa  á  aer  atendidoa,  aegún  aoa  legiti- 
maa  neceaidadoay  poaidón  aodal,  con  el  importe  del  naófrueto  legal  antea« 
qne  loa  demáa  acreedorea  de  ana  padrea^  aon  ooando  no  reanlla  piaria* 
mente  fijada  la  extenalón  y  coantía  de  la  obligación,  pnea  no  por  «ato  d^ 
deaermenoa  cierta  ó  indudable  la  eadatenda  del  crédito  y  éal  tílolo 
emanado  directamente  de  la  miama  ley: 

Conaiderando  qne  no  ae  opone  á  eata  doctrina  lo  diapneaio  ea  al  Có- 
digo civil,  ann  cnando  faeae  aplicable  al  caao  de  aatoa,  y  qne  eato  anfniea- 
lo,  coalqaiera  qae  aea  la  pertinencia  del  cuarto  motivo  del  recurao,  ae  han 
cometido  por  el  Tribunal  aentendador  laa  infracdonea  legalea  que  ae  ale- 
gan en  loa  trea  primeroa  motivoa  al  no  reconocer  el  mejor  davedio  de  la 
terceriata  Dofia  Manuela  Oatolaaa,  como  madre  y  repreaentaate  legal  da 
ana  hijoa,  á  cobrar  loa  dividendoa  embargadoa  proeedentea  da  laa  accionea* 
del  Banco,  pertenecientea  á  loa  menorea  D,  Juan  Manuel  y  D.  Lola  Rive- 
ra Oatolaaa  para  el  cumplimiento  de  la  obligadón  de  maatenerloa  y  adn- 
carloa; 

Fallamoa  que  débemoa  declarar  y  declaramoa  haber  lugar  al  recurao- 
de  caaación  interpueato  por  Dofia  Manuela  Oatolasa,  como  repreaentante 
legal  de  aoa  hijoa  D.  Lula  y  D.  Juan  Manuel  BÍTera,y  en  au  eooaaciiaiiciay. 
caaamoa  y  anulamoa  la  aentenda  qne  en  Ifi  de  Noviembre  de  1899  dictó 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audienda  de  eata  corte;  y  deroélTaae  á^ 
la  recurrente  el  depóaito  conatituido.— (Sentencia  publicada  el  97  de  Sep- 
tiembre de  i898y  é  inaerta  en  la  Gócete  de  3  de  Didembre  del  miamo  afio.) 
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Raouaso  di  oasaoión  (98  de  Septiembre  de  1898). ^Sala  de  lo  eiril. — 
BeelamaeiáH  de  un  crédUo.'BA  lagar  al  interpueato  por  la  raaón  aociai 
Gabanellaa  Hermanea  en  autoa  con  la  Sodedad  Le  Orédii  Lyonmm  (Au- 
diencia de  Madrid),  y  ae  reauelve: 

(¡ws  á  tenor  del  art.  1380  de  la  ley  de  Bnjmeiamienío  eivü,  el  iérmUM 
para  imimgnar  el  reooñoekmerUo  de  eridUo»  en  la$  páehras  e$  de  treMa 
dia$  imprikrrogaMes,  tUndo  firmee  deepnis  de  él  las  reeolnewneB  de  la  Junta 
de  acreedoree,  ó  del  Jneg  en  su  como,  se^ún  el  art  1382  en  relación  coa  el  1^2,. 
cuyos  articuloBMon  ditpceicianeB  verdaderamente  euelantivaB,  parfue  determi- 
nan la/uerga  y  vahr  de  la»  re»oluGÚme$  judieiedee  áqueee  refiiren. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Septiembre  de  1898,  en  el  pldto 
pendiente  ante  Noa  en  virtud  de  recurao  de  caaación  por  infracción  de 
ley,  aegoido  en  el  Juagado  de  primera  inatanda  derdiatrito  del  Sur  de  eata 
capital,  y  en  la  Sala  aeirunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  miama,  por 
la  Sodedad  anónima  Le  Orédit  Lyannaü^  repreaentada  por  el  Procurador 
D.  Julián  Mofioi,  y  defendida  por  el  Licenciado  D.  Juan  Rincón  y  Sana, 
con  la  raaón  aodal  Gabanellaa  Hermanea,  y  en  au  nombre  el  Procurador 
D.  Pablo  Soler  y  Soler,  bajo  la  direcdón  del  Letrado  D.  Ramón  Vinader, 
aobre  redamadón  de  un  crédito: 

R«aultando  que  pendientea  en  el  Juagado  de  primera  inatanda  dd 
dlatríto  dd  Sur  loa  autoa  de  quiebca  acumuiadoa  de  la  Sodedad  oooumdi- 
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taiia  ¿«Domintd*  Saáns  Indán  y  Oompafilft,  y  de  ra  Gerente  J>.  Laie 
Soéres  Inéíún  y  Gomales,  en  el  eatado  de  créditos  de  una  7  otra  quiebra 
aprobado  en  Jonta  de  acreedores,  faeron  incluidos  la  razón  social  Cabane- 
lias  HemiaBos  por  la  cantidad  de  107.079  pesetas  87  céntimos;  el  Banco 
de  Espalla  por  la  de  162.406  pesetas  70  céntimos;  la  rasón  social  £.  Sáinz 
é  Hnoe  por  866.S98  pesetas  76  céntimos,  y  la  Sociedad  anónima  titolada 
£c  Órédü  Z^ofutoig  por  49.084  pesetas  6  céntimos. 

Besnltando  qne  reconocidos  éstos  y  otros  créditos  como  de  legitimo 
i^Mmo,  lee  síndicos  procedieron  á  íonnar  los  estados  de  graduación, 
eompieodiendo  en  el  tercero  y  con  el  carácter  de  escriturarios  los  de  Oa- 
baaellas  Hermanos,  Banco  de  Espalla  y  £.  Sáins  é  Hijos,  y  en  el  cuarto,  ó 
sea  en  el  de  créditos  comanes,  ai  de  £0  CrédU  Lycnnaü^  y  habiéndose 
psomoYldo  incidente  sobre  ana  y  otra  gnuluadón,  por  sentencia  de  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  corte  de  27  de  Enero  de  1890,  so 
declaró  ajnstada  á  derecho  la  graduación  dada  á  los  expresados  créditos, 
habiendo  obtenido  la  misma  el  crédito  de  la  Sociedad  Le  Orédit  Ly<mnai»t 
en  yirlnd  de  sentencia  de  6  de  Octubre  de  1889,  por  estimar  tenia  carácter 
mefeaottl  escriturario: 

Resaltando  que  pagados  en  su  totalidad  los  créditos  privilegiados  y  el 
del  Banco  de  Rspafia,  y  antorisada  la  Sindicatora  para  que  reservando  el 
importe  del  crédito  reconocido  á  Cabanellas  Hermanos  y  60.000  pesetas 
para  costas  y  demás  atenciones  legitimas,  entregasen  á  Sáins  é  Hijoe 
804.697  pesetas  40  céntimos,  sin  perjuicio  de  pagarlea  el  resto  luego  que 
hnbiera  fondos  suflcienttrs  para  ello  y  quedase  determinada  la  prioridad 
ene  ^or  razón  de  fecha  pudiera  corresponderles  en  concurrencia  con  L& 
Oréáú  LyonnaiB,  se  solicitó,  á  nombre  de  yarios  acreedores,  que  no  se  Te- 
riücase  pago  alguno  sin  que  previamente  constase  suficientemente  acredi- 
tada, asi  la  personalidad  y  capacidad  legal  del  acreedor,  como  la  de  su 
representante: 

Resultando  que  oido  el  Comisario  de  las  quiebras,  se  mandó  en  28  d® 
Abril  de  1890  requerir  al  Procurador  Soler  para  que  presentase  la  primer* 
eopíñ  de  la  escritura  de  constitución  de  la  Sociedad  Cabanellas  Hermanos» 
lo  eoal  no  verificó,  á  pesar  de  las  solicitudes  deducidas  á  este  propósito  por 
'  Le  OridU  Lyannaié  y  de  los  apremios  del  Juagado: 

Resaltando  que  en  su  virtud  Le  Orédit  Lyotmai»  promovió  en  26  de 
Ionio  de  1891  la  demanda  incidental  objeto  de  estos  autos,  alegando: 
qne  la  cansa  de  no  haber  cumplido  Cabanellas  Hermanos  con  lo  acordado,. 
era,  ola  duda,  la  de  no  haberse  otorgado  la  escritura  de  Sociedad,  pueato 
qoe  no  reaultaba  inscrito  en  el  Registro  mercantil  de  ésta,  como  aparecía 
de  la  eertificadón  que  presentaba,  y  que,  por  consiguiente,  había  venido 
gestionando  y  operando  en  esta  plasa  en  negocios  bancarios,  atribuyéndose 
el  earáoter  de  tal  razón  social,  sin  haber  cumplido  con  los  requisitos  exigi- 
dos por  la  Legislación  mercantil  en  cuanto  á  la  constitución  de  Socieda- 
des, y  consignando,  como  fundamentos  legales,  que  toda  Compafiía  de  co- 
merélo,  antes  de  dar  principio  á  sus  operaciones,  debe  hacer  constar  su 
constitadén,  pactos  y  condiciones  en  escritura  pública,  que  se  presentará 
para  so  inscripción  en  el  Registro  mercantil,  castigándose  esta  omisión 
con  la  de  no  perjudicar  á  tercera  persona,  la  cual,  sin  embargo,  podía 
ntilisarla  en  lo  favorable,  suplicó  se  declarase  qué  la  Sociedad  Cabanellas 
Hermanes  no  podía  hacer  efectivo  en  perjuicio  del  Orédit  Lyonnaig  el 
crédito  qne  en  las  mencionadas  quiebras  estaba  reconocido  y  graduado,. 
mandando  en  so  virtud  que  con  ios  fondos  existentes  en  dichas  quiebras, 
se  contlttáe  el  pago  de  acieedorea  por  orden  de  su  graduación,  y  por  tanto^ 
qoe  ss  abonase  á  la  demandante  el  importe  de  su  crédito,  una  vez  que  lo 
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hubiera  fido  el  crédito  ó  parte  del  crédito  que  sobre  aqnél  tuvien  prefe* 
rencia,  condenando  á  loa  demandados  en  las  costas: 

Besnltando  qae  sastanciado  el  incidente  en  piexa  separada  qne  se  en- 
tendería con  Oabanella  Hermanos  y  los  demás  interesados  qne  qnitleran 
coadyuvar  ó  combatir  la  pretensión  deducida,  los  Sfndicos  manifestaron 
que  no  lo  yerificaban,  dejando  al  Tribunal  la  decisión  del  asunto,  y  no 
habiendo  hecho  Saina  é  Hijo  manifestación  alguna,  se  les  tuYo  por  decaf- 
dos  de  su  derecho: 

Resultando  que  Cabanellas  Hermanos  negaron  que  la  raaón  de  no  ha- 
berse presentado  al  cobro  fuera  el  de  no  estar  constituidos  en  Sociedad  en 
forma  legal,  pues  lo  estaban,  ain  que  probase  nada  en  contrario  qne  no 
constase  en  el  Registro  mercantil,  pues  nunca  hablan  dicho  que  estOTio- 
ran  constituidos  en  Sociedad  por  escritura  otorgada  en  Madrid;  qne  hastm 
que  no  hubiera  pasado  él  tiempo  que  las  leyes  sefialaban  para  -que  pras- 
cribieran  los  efectos  de  una  sentencia,  podrían,  cuando  quisieran  loa  de- 
mandados, presentarse  al  cobro  acreditando  su  personalidad,  siendo  teme- 
raria la  exigencia  de  que  lo  verificasen  en  un  tiempo  dado,  que  era  lo  que 
pretendia  el  actor;  que  Cabanellas  Hermanos  hablan  sido  dedaradoe 
acreedores  preferentes  por  una  sentencia  ejecutoría  que  no  se  podía  revo- 
car, ni  dictar  otra  que  declarase  debía  cobrar  con  preferencia  Jjt  OnáiÜ 
Lyonnais;  y  qne  de  todos  modos,  para  que  pudiera  prosperar  la  demanda, 
sería  preciso  haber  pedido  previamente  la  nulidad  de  la  sentencia  de  cali- 
ficación; pidiendo  por  todo  ello  que  se  les  absolviera  de  la  demanda  coa 
imposición  de  costas  al  actor: 

Resultando  que  recibido  el  incidente  á  prueba,  Cabanellas  Hermanos 
presentó  copia  de  una  escritura  que  decía  ser  de  constitución  de  la  Soda- 
dad^  pero  que  se  declaró  inadmisible  y  le  fué  devuelta,  y  sin  que  se  pro- 
pusiera ninguna  otra  ae  sustanció  el  incidente  en  dos  instancias,  y  la  Sala 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  por  sentencia  de  14  de 
Octubre  de  1892,  que  no  fué  conforme  con  la  del  Juez  de  primera  instan- 
cia, declaró  que  la  Sociedad  Cabanellas  Hermanos  no  puede  en  el  estado 
actual  de  los  autos  cobrar  el  crédito  que  á  su  favor  le  fué  reconocido  y 
graduado  en  la  quiebra  de  la  Sociedad  Suárez  Inclán  y  Compafiía,  por  no 
tener  capacidad  legal  para  ello,  mandando  en  su  virtud  que  siga  adelante 
el  curso  de  la  quiebra,  y  se  abone  á  la  Sociedad  Credit  Lyonnais  el  crédito 
que  asimismo  le  fué  reconocido  y  graduado  en  el  lugar  y  preferencia  que 
le  corresponde,  sin  perjuicio  de  los  derechos  y  acciones  que  como  acreedor 
de  la  referida  quiebra  pueda  hacer  valer  la  Sociedad  Cabanellas  Herma- 
nos, que  podrá  utilizar  y  deducir  en  la  forma  qne  viere  convenirle,  stn  ha- 
cer expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  qne  la  razón  social  Cabanellas  Hermanos  ha  interpuesto 
recurso  de  casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio:- 

Primero.  El  art.  1880  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  dispone 
qne  hechas  las  operaciones  que  para  la  justificación  y  examen  de  los  cré- 
ditos prescribe  el  art.  1105  del  Código  de  Comercio,  si  alguno  de  los  acree- 
dores se  tuviese  por  agraviado  de  la  resolución  de  la  junta,  podrá  usar  de 
en  derecho  ante  el  Juzgado  que  conociere  de  la  quiebra  dentro  del  tér- 
mino improrrogable  de  veinte  días,  y  el  art.  1881  de  la  misma  ley,  en  com- 
binación con  el  1262,  de  los  cuales  el  primero  dispone  que  las  demandas 
de  los  acreedores  sobre  reconocimiento  de  créditos  como  de  agravios  en  sn 
graduación  se  acomodarán  á  los  trámites  establecidos  para  el  juicio  del 
concurso;  y  el  segundo,  que  pasados  los  ocho  días  sin  qne  se  haga  impug- 
nación al  acuerdo  de  la  junta  sobre  reconocimiento  y  graduación  de  crédi- 
tos ó  de  la  determinación  del  Juez,  en  caso  de  desidencia  quedarán  fljos 
los  acuerdos  con  las  resoluciones  judiciales,  ó  no  se  dará  curso  á  nlngnaa 
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redamaddií  oOBtn  eUogy  toda  vei  qáe  la  lentencia  había  estimado  nna 
Tedamadón  hecha  fuera  de  loe  plaioé  eefialadoe  por  las  leyes  citadas,  qoe 
estaban  ocmíonnes  con  lo  que  disponía  el  antigao  Código  de  Comercio  en 
SQ  art  1107,  el  cual  prohibía,  pasado  el  término,  admitir  instancia  algnna: 

8egondo.  £1  principio  de  derecho  qae  declara  santa  é  irrevocable  la 
cosa  jnsgada,  y  el  párrafo  segando  del  art.  1161  del  Código,  qne  dice  qne 
es  Tardad  la  oosa  Jnsgada,  toda  Tes  qne  la  sentencia  que  había  hecho  la 
graduación  del  crédito  de  los  recnrrentes  había  sido  revocada  á  instancia 
del  CridU  Lyonnaü. 

Tercero.  £1  principio  de  derecho,  muchas  veces  sancionado  por  este 
Supremo  Tribunal,  según  el  que  para  obtener  un  derecho  qne  supone  la 
nulidad  de  un  documento  ó  acto  auténtico  ó  legal  anterior,  debe  primero 
pedirse  la  nulidad  de  ésta,  toda  ves  que  no  se  había  pedido  la  de  los  actos 
anteriores  legales  por  los  que  quedó  reconocido  el  lugar  y  preferencia  de 
Cabanellas  Hermanos: 

Cuarto.  Las  leyes  y  doctrinas  citadas  en  el  primero  y  segundo  grupo? 
que  se  refieren  al  placo  para  impugnar  el  reconocimiento  y  graduación,  y 
á  la  cosa  juzgadtf  y  con  ellas  el  principio  de  derecho  de  que  las  nuevas 
cuestiones  y  las  razones  nuevas  que  puede  invocar  una  de  las  partes  en 
defensa  de  su  derecho,  no  alegada  con  anterioridad  al  fallo,  y  fuera  de 
•tiempo,  no  alteran  la  santidad  y  firmeza  de  la  cosa  juzgada,  y  por  tanto  no 
puede  abrirse  pleito  por  esta  circunstancia,  toda  vez  qne  la  sentencia  esti- 
maba la  pretensión  del  Orédit  Lyonnaü,  abriendo  nuevo  joido  por  haber 
alegado  una  nueva  razón,  ó  sea  suponer  no  constituida  legalmente  la  So 
ciedad  Cabanellas  Hermanos  durante  el  Utigio,  y  la  cuestión  que  la  Au- 
diencia suponía  nueva,  aunque  con  un  fin  contrarío  al  de  la  sentencia  eje- 
cutoría, ó  sea  la  de  personalidad: 

Y  quinto,  fin  cnanto  se  suponía  en  uno  de  los  considerandos  que  Ca- 
banellas Hermanos  no  estaban  hoy  constituidos  en  forma,  deduciéndolo 
del  hecho  de  no  haber  presentado  la  escritura  de  constitución  que  el  Juz- 
gado mandó  presentasen  antes  de  cobrar,  en  caso  de  que  esto  hubiese  in- 
finido en  el  fallo,  el  principio  jurídico  de  no  prescribir  los  derechos  reco- 
nocidos en  un  ooncnrso,  y  graduados  en  la  junta  y  por  sentencia  ejecu- 
toría más  que  en  los  tiempos  sefialados  en  las  leyes  para  la  prescripción, 
y  qae  puede  el  acreedor  no  cobrar  inmediatamente  sin  perder  el  derecho, 
y  que  la  tardanza  no  lo  da  á  cobrar  antes  los  qne  tenían  que  eobrar  con 
posterioridad,  mientras  el  derecho  no  sea  prescrito. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Gamica: 
Considerando  qne  á  tenor  del  ari  1880  de  la  ley  de  £njuiciamiento 
civil,  el  término  para  impugnar  el  reconocimiento  de  los  créditos  en  las 
qnieoras  es  de  trdnta  días  improrrogables,  siendo  después  de  él  firmes  las 
resolnciones  de  la  junta  de  acreedores,  ó  del  Juez  en  su  caso,  sobre  esta 
materia,  sin  que  quepa  contra  ellas  reclamación  alguna,  segtín  confirma 
el  art.  1881  en  relación  con  el  1262,  y  que  dichos  artículos  son  disposicio- 
nes legales  verdaderamente  sustantivas,  porque  determinan  la  fuerza  y 
valor  de  las  resoluciones  judiciales  á  qne  se  refieren: 

Considemndo  que  la  Sala  sentenciadora  al  resolver  sobre  la  demanda 
llamada  incidental  del  Crédito  Lyonés,  que  la  Sociedad  Cabanellas  Her- 
manos no  paede  en  el  estado  actual  de  los  autos  cobrar  el  crédito  que  tiene 
reconocido  y  graduado,  y  que  se  abone  desde  luego  al  Crédito  Lyonés  el 
qae  le  fué  reconocido  y  graduado  para  cobrar  después  de  Cabanellas  Her- 
manos, infringe  los  mencionados  artículos  en  cuanto  á  título  de  falta  de 
capacidad,  admite  mucho  después  de  transcurrido  el  término  expresado  en 
el  considerando  anterior  una  impugnación  de  crédito,  no  sólo  reconocido, 
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^o  también  gradnado  á  favor  de  Oabaaellaa^  y  d^  alii  «léelo  las  reap- 
locionee,  qae  eran  flrmea  y  ajeealoilaa; 

Fallamoa  qae  debemoa  deelarar  y  deelaramoe  haber  lofar  al  reemao 
de  caeación  inlerpoeato  por  la  raaóo  aoeSal  Cabanellaa  Hermanoay  y  en  en 
coneecaencia  caaamoe  y  analamoa  la  aenteacia  que  en  14  de  Oeíabre  de 
1892  dictó  la  Sala  aegonda  de  lo  dyil  de  la  Andienda  deeaU  corte.-<8en' 
tencia  pablicada  el  28  de  Septiembre  de  18M,  é  ioaerta  en  ki  Qaoita  de  S 
de  Dioiembre  del  miamo  aflo.) 

28 

CoKPETXNciA.  (28  de  Septiembre  de  1898).— Sala  de  lo  cML-^Nimbrü- 
miento  de  curador  fjemplar.-Se  declara  no  haber  Ingar  á  reaolver  como 
competencia  la  saacltada  entre  loe  Jaxgadoa  de  la  Barceloneta  y  Calatayad» 
en  aatoa  aegnidoe  en  el  último  de  didioe  Josgadoe  por  DofiA  Dolorea  y 
Dofia  Carmen  Pajadaa  y  Rada,  y  ae  reaneWe: 

Q!ite  eoH  arreglo  al  art.  76  déla  ley  de  Enjmdamimto  ciM,  no  yuedem 
promovene  ni  prcponene  eueeüonee  de  competencia  en  Í09  aenntoe  jnikkiíee 
temumadoepor  amA)  6  eentencia  firme: 

Q^e  tiene  d  earáeter  de  auto  definittoo  el  en  gue  $e  acuerda  d  nombra- 
miento de  curador  fjemplar  y  diocemümento  del  cargo,  y  promioMa,por 
lo  tanto,  con  poatertoriaad  una  mh%bUoria,faUa  la  materia  para  el  coqueto 
^  Juriediocián, 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Septiembre  de  1898,  en  la  oom> 
petenda  pendiente  ante  Koa  por  raaón  de  inhibitoria  propneeta  por  el  Jua- 
gado de  primera  instancia  de  la  Barceloneta  al  de  ignal  claae  de  Galatayndy 
á  inatanda  del  Procnrador  D.  Florendo  Tomás,  en  el  concepto  de  curador 
ad  litem  del  menor  D.  Ángel  Granada  y  B.  Pnjadaa,  yedno  de  Barcelona» 
en  el  eonodmlento  de  laa  ditigendaa  incoadaa  ante  el  último  de  dichoa 
Joigadoe  por  laa  hermanaa  Dofia  Dolorea  y  Dofia  Germen  Pajadaa  y  Rada^ 
vednaa  respectivamente  de  Tadda  y  Loe  Arcoa,  para  d  nombramiento  de 
D.  Enrique  Pajadaa  y  Aleaón,  Abogado,  Tedno  de  Logrofio,  como  carador 
ejemplar  interino  de  la  incafMK^tada  Dofia  Blanca  Pajadaa  y  Garamany, 
madre  del  dtado  menor  D.  Ángel;  habiendo  compareddo  ante  eate  Tribu- 
nal Supremo  el  D.  Florendo  Tomáa,  repreaentado  por  el  Procurador  Don 
Joaé  Arana  y  Gomales,  bajo  la  diieodón  del  Letrado  D.  Juan  üfiA  y  Go- 
mes, y  las  hermanaa  Pajadaa,  en  unión  de  D.  Enrique  Pojadaa,  repreeen- 
tadoe  por  el  Procurador  D.  Felipe  Górrix  León,  con  la  direcdón  del  Letra- 
do D.  Gonatando  Lumbreraa: 

Reaaltando  que  loa  oonaortea  D.  Gedlio  de  Granada  y  2k>iaya  y  Dofia 
Blanca  de  Pujadas  y  Garamany  tuvieron  dea  hijee,  Uamadoe  D.  Ángel  y 
D.  Gedlio  (jfranada  y  de  Pujadaa,  y  en  26  de  Octubre  de  1886  fallado  el 
padre  de  éstos  en  la  villa  de  Oaldaa  de  Malabella,  donde  llevaba  un  me» 
de  reddenda,  haliándoae  domiciliado  en  Goraá: 

Reaaltando  que  en  9  de  Enero  del  corriente  afio,  d  D.  Angd  Granada 
y  de  Pajadas,  de  edad  de  diedsóis  afioa,  promovió  expediente  en  la  dudad 
de  Barcelona,  que  fué  repartido  al  Joa^^o  dd  diatrito  de  la  Barcdoneta» 
para  que  ae  le  nombrara  curador  ad  Utem  al  fin  de  aolidtar  con  au  eoncur-^ 
ao  se  proveyera  de  carador  ejemplar  á  au  madre  Dofia  Blanca  de  Pajadaa^ 
y  Garamany,  cuyo  catado  de  incapacidad  mental  le  iirpedia  en  abeoluto 
defender  ana  intereaea  y  cuidar  de  laa  peraonaa  de  ana  hijea;  deaignando 
para  curador  ad  litem^  en  uao  del  derecho  que  le  concedía  d  art.  1866  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil,  al  Procurador  de  loa  Tribunalea  de  aquella 
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«i«4ad  O.  floranoia  TomAt  y  FlgatrM,  y  hidendo  presente  que,  Mfún  la 
vef^la  18  del  srt.  6S  de  la  dtáda  ley  Proceeal,  en  el  nombramiento  y  diacer 
oimiento  de  loa  cargos  de  cnradorea  para  pleitos  es  competente  el  Jaei  del 
logar  en  qne  loa  meaorea  tengan  su  domicilio  ó  el  del  panto  en  qae  nece- 
altaren  comparecer  en  jaldo: 

Beanltando  qoe,  previa  ratíflcadón  del  menor  D.  Ángel  en  dicho  es- 
iarita,  y  aeeptadón  por  parta  de  D.  Florando  Tomás  dd  cargo  de  carador 
ad  Utem^  le  loé  dlaceraido  en  6  de  Febrero  al  objeto  de  qne  á  nombre  del 
dtodo  menor  padiera  incoar  el  expediente  sobre  córatela  ejemplar  de  sa 
oíadre,  y  en  8  del  mismo  mes  comparederon  en  dichas  diligencias  Dofia 
Carmen  y  Dofia  Dolorea  Pajadas  y  Rada,  manifestando:  qae  eran  herma- 
nam  de  D.  Joaqnln  Pojadaa  y  Pajadas,  padre  de  Dofia  Blanca  Pajadas  y 
Oanumany,  y  como  tíaa  de  éata  y  sos  parientes  más  próximos,  habían  pro- 
movido en  el  Jasgado  de  primera  inatanda  de  Calataynd  d  oportaoo  ex- 
pediente para  nombramiento  de  cnradorea  ejemplares  de  la  Dofia  Blanca, 
eoyo  cargo  hablan  obtenido  las  alegantes,  siendo  probable  qne  lo  tnvieran 
ya  diaoemido;  qae  enteradaa  de  la  íormadón  de  este  expediente,  se  habían 
aocontrado  en  el  caao  de  acadir  á  él  protestando  la  nalidad  de  todo  oaanto 
ae  intentara  por  qnien  encnbrióodose  con  la  personalidad  de  nn  menor, 
que  á  la  edad  de  diedsóls  afios  qae  alcanzaba  no  podía  comprender  la  gra- 
vedad del  acto  qne  ae  le  había  aogerido,  pretendía  ir  contra  los  derechoa 
de  aqoellos  á  qnienes  la  ley  defería  la  cúratela  ejemplar  de  la  incapadtada 
Dofia  Blaoca;  qne  toda  ves  qoe  el  nombramiento  de  carador  aá  títem  con- 
ferido á  D.  Florendo  Tomás  se  limitaba  al  aolo  efedo  de  promover  el  de 
eorador  ejemplar  de  Dofia  Blanca,  la  nalidad  de  tal  nombramiento  había 
de  reanltar  de  la  existencia  de  otras  actnadones,  en  cayos  méritos  se  había 
nombrado  ya  al  referido  carador  y  se  le  había  dircemido  el  cargo;  y  qae 
en  sn  coosecoenda  aolicitaban  qne,  con  saspensión  de  los  efectos  del  dis- 
cernimiento del  cargo  de  carador  ad  lUem  hecho  en  aqoellas  diligencias, 
se  expidiera  deade  Inego  exhorto  al  Josgado  de  Calatayad,  á  fin  de  qne  li- 
brara y  remitiera  certífleadón  de  loa  antecedentea  qae  obraban  en  el  ex- 
pediente de  córatela  ejemplar  de  Dofia  Blanca  de  Pajadas,  referentes  al 
nombramiento  de  carador  ejemplar  y  discernimiento  dd  cargo,  y  al  de 
caradores  ad  bona  de  los  menores  hijos  de  aquélla: 

Resaltando  que  el  carador  ad  lüem  del  menor  D.  Ángel,  D.  Florencio 
Tomás,  á  qaien  se  dio  vista  del  anterior  escrito,  pidió  se  desestimaran  con 
las  costas  laa  petidones  en  d  mismo  dedoddas,  alegando  para  ello:  qae 
ante  todo  no  ae  había  presentado  joatificante  algano  del  parentesco  qne 
laa  hermanas  Pojadas  y  Bada  decían  tener  con  la  incapadtada  Dofia  Blan- 
ca, ni  tampoco  de  la  existencia  del  expediente  de  córatela  ejemplar  qae 
afirmaban  tener  promovido  en  el  Juzgado  de  Oalataynd;  qne  aparte  de 
esto,  tal  expediente,  d  en  efecto  había  sido  promovido,  ningnoa  inñaen- 
da  podía  ejercer  respecto  al  nombramiento  de  curador  ad  lUem  hecho  en 
favor  del  alegante,  además  de  lo  qae  observaba  que  el  Juzgado  de  Calata- 
yad era  incompetente  para  proveer  de  carador  ejemplar  á  Dofia  Blanca, 
porque  ésta  no  tenía  an  domicilio  ni  sus  bienes  raíces  en  aquel  partido  ja- 
didal;  y  que  prescindiendo  de  que  la  reclamación  de  antecedentes  preten- 
dida por  la  representación  de  las  hermanas  Pujadas  no  se  compadecía  con 
la  índole  de  un  procedimiento  dvil,  saluba  á  la  vista  que  su  nombra- 
miento de  carador  ad  lUem  nada  prejuzgaba,  y  qne  d  utilizándolo  formu- 
laba la  petición  de  que  ae  declarase  la  incapacidad  de  la  madre  del  menor, 
laa  personaa  que  acreditaran  la  circunstancia  de  parentesco  y  el  derecho  á 
intervenir  en  los  trámites  de  aquella  declaración,  podrían  utilizar  los  va 
rioa  medios  que  en  la  ley  de  Enjuidamiento  civil  se  establecían  para  im- 
pedir qae  contínnaran  y  prosperaran  las  actnadones  que  dichos  parientes 
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«ntendierui  ser  viciosaa  y  nolatf;  y  en  16  del  miemo  mes  de  Febrero  pro- 
veyó el  Josgado  de  le  Bareeloneta  qae  no  habla  lagar  á  lo  eolicitado  por 
las  hermanan  Pojadas,  y  qae  jastificando  éstas  sa  parentenoo  con  Dolía 
Blanca,  se  acordaría  lo  qae  procediera  respecto  á  tenerlas  por  parte  en 
este  procedimiento: 

Resaltando  que  al  sigaiente  día  17,  el  repetido  D.  Florencio  Tomás,  en 
el  concepto  de  carador  ad  tíihm  del  menor  D.  Ángel  Granada,  dedojo  de- 
manda en  el  mismo  Jaagado  con  la  solicitad  de  qoe  habiendo  por  promo- 
vida la  declaración  de  incapacidad  de  Dofia  Blanca  de  Pajadas  y  de  Gara- 
many,  y  de  nombramiento  de  tator  á  la  misma  y  á  sos  hijos  los  menores 
D.  Ángel  y  D.  Oecilio,  y  disponiendo  la  anión  de  los  doeamentos  prodaei- 
dos,  se  sirviera  el  Jozgado  acordar  qae  la  mencionada  declaración  de  in- 
capacidad se  tramitara  en  forma  samaria  con  aadienda  del  Fiscal  maniei- 
pal,  al  qae  como  defensor  de  la  incapacitada  se  le  diera  traslado  de  esta 
demanda  por  término  de  seis  días,  abriendo  laego  á  praeba  el  expediente, 
y  decretando,  además  de  las  qae  propusiera  el  alegante,  las  qoe  desde 
luego  indicaba  de  acuerdo  con  las  dbsposiciones  legales;  y  que  en  méritos 
de  las  diligencias,  declarara  en  su  día  la  incapacidad  mental  de  Dofia 
Blanca  de  Pajadas  y  de  Oasamany,  y  que  en  sa  eonsecnencia  no  podía 
administrar  sus  bienes,  debiendo  proveérsele  de  tator  y  verificar  lo  propio 
respecto  de  sus  hijos  menores  no  emancipados  D.  Ángel  y  D.  Gedlio  Gra- 
nada; y  haciendo  presente  qoe  por  el  escrito  de  las  hermanas  Pajadas  y 
Rada  había  venido  en  conocimiento  de  que  en  el  Juagado  de  primera  ins- 
tancia de  Galataynd  habían  aquéllas  incoado  ano  ó  más  expedientes  sobre 
nombramiento  de  caradores  á  la  Dofia  Blanca  de  Pajadas  y  á  sos  hijos 
menores,  promovió  por  an  otrosí  la  inhibitoria  de  jurisdicción  respecto 
del  expediente  ó  expedientes  susodichos,  alegando  en  su  apoyo:  que  según 
la  regla  17  del  art  68  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil,  en  el  nombra- 
miento y  discernimiento  de  los  cargos  de  tutores  ó  curadores  para  los  bie- 
nes, es  Jues  competente  el  del  domicilio  del  padre  ó  de  la  madre  cuya 
muerte  ocasionase  el  nombramiento,  y  en  sa  defecto  el  del  domicilio  del 
menor  ó  incapacitado  ó  el  de  cualquier  lugar  en  que  taviese  bienes  in- 
muebles, y  como  ni  el  nombramiento  de  tator  ejemplar  á  Dofia  Blanca  de 
Pajadas  había  sido  ocasionado  por  la  mnerte  de  sus  padres,  sino  por  un 
hecho  distinto,  cual  era  la  incapacidad  mentad  de  aquélla,  ni  en  el  partido 
judicial  de  Calatayud  tenían  Dofia  Blanca  ni  sus  hijos  domicilio  ni  bienes 
inmuebles,  era  evidente  la  incompetencia  de  dicho  Josgado  para  entender 
en  actuaciones  algunas  relativas  al  nombramiento  de  tales  tutores  ó  cura- 
dores; que  en  cambio  la  incapacitada  Dofia  Blanca  tenía  en  aqnella  ciudad 
de  Barcelona  bienes  inmuebles,  y  sus  hijos  su  domicilio;  por  cuya  raxón 
no  cabía  dudar  de  que  aquel  Juagado  era  competente  para  dar  tutor  á 
Dofia  Blanca  y  hacer  la  declaración  previa  y  legBdmente  necesaria  de  su 
incapacidad,  así  como  para  proveer  de  curador  á  sus  hijos;  que  así  lo  ha- 
bían reconocido  Dofia  Carmen  y  Dofia  Dolores  de  Pujadas  al  pretender 
ser  parte  en  estos  autos  sin  proponer  la  declinatoria,  y  antes  por  el  con- 
trario solicitando  la  práctica  de  actuaciones,  coya  índole  exigía  competen- 
cia en  el  Juagado  que  había  de  practicarlas;  y  que  como  quiera  que  según 
el  art.  66  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  serii  Jues  competente  aquel  á 
quien  los  litigantes  se  hubiesen  sometido  expresa  ó  tácitamente,  y  que 
según  el  68,  se  entenderá  hecha  la  sumisión  tácita  por  el  demandante  en 
el  mero  hecho  de  acudir  al  Juez  interponiendo  la  demanda,  y  por  el  de- 
mandado en  el  de  hacer  después  de  personado  cnalquiera  gestión  que  no 
sea  la  de  presentar  en  forma  la  declinatoria,  era  obvio  qoe  la  competencia 
de  aquel  Juzgado  había  sido  robustecida  con  la  samisión  de  las  hermanas 
Pujadas: 
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Baialtando  que  después  de  otras  pretensiones  qne  no  son  del  caso,  y 
oído  el  Hseal  municipal,  dictó  auto  inhibitorio  el  Juex  del  distrito  de  la 
Baiüeloneta  en  30  del  mismo  mes  de  Febrero;  y  con  diferentes  documen- 
tos, debidamente  representadas  Dofia  Dolores  y  Dofia  Carmen  Pujadas  y 
Bada,  acudieron  en  80  de  Enero  próximo  pasado  al  Juagado  de  Oalatayud, 
manifestando  que  eran  hermanas  de  D.  Joaquín  Pujadas  y  Pujadas,  ve- 
cino de  Savifián,  de  aquel  partido  judicial,  que  había  fallecido  en  8  de  Di- 
ciembre anterior  dejando  una  hija  llamada  DofLa  Blanca  de  Pujadas  y  Ga* 
raoumy,  viuda  de  D.  Gecilio  Granada;  que  esta  Dofia  Blanca  padecía  desde 
hada  tiempo  de  enajenación  mental  j  se  hallaba  recluida  en  el  manicomio 
ó  asilo  de  Santa  María  de  la  Asunción,  establecido  en  8aint-Pons,  inme- 
diato á  Nisa,  imposibilitada,  por  tanto,  de  administrar  sus  bienes  y  cuidar 
de  sus  dos  hijos  menores;  que  en  tales  circunstancias,  y  debiendo  adema» 
la  Dofia  Blanca  recibir  la  herencia  de  su  padre  recientemente  fallecido,  se 
hacía  preciso  proveerla  de  curador  ejemplar;  pero  como  hasta  ahora  no 
había  sido  declarada  su  incapacidad  por  sentencia  firme,  procedía,  con 
arreglo  al  art.  1848  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  acreditarla  sumaria- 
mente en  un  antejuicio  y  nombrarla  un  curador  ejemplar  interino;  que 
se  oreian  obligadas  á  promover  este  expediente  como  tías  camales  que 
eran  de  la  incapacitada  y  sus  parientes  xnás  próximos,  y  lo  hacían  en 
aquel  Juagado  por  haber  tenido  el  padre  de  la  demente  su  vecindad  en 
SavifiAn,  y  por  radicar  en  el  mismo  partido  la  mayor  parte  de  los  bienes 
que  constituían  la  herencia  de  Dofia  Blanca;  que  promovían  este  expe- 
diente para  nombramiento  de  curador  ejemplar  interino,  porque  además 
de  no  estar  declarada  la  incapacidad  de  su  sobrina,  su  residencia  acciden- 
tal en  el  extranjero  dificultaba  la  práctica  de  las  pruebas  que  habían  de 
proponerse  para  el  nombramiento  definitivo,  y  estas  circunstancias  acon- 
sejaban un  procedimiento  breve  que  permitiera  la  vuelta  á  su  país  de  la 
incapacitada  y  la  adopción  de  aquellas  medidas  urgentes  qne  exigían  la 
conservación  de  los  bienes;  que  no  existiendo  persona  alguna  de  las  lia- 
oMdas  por  la  ley  A  ejercer  la  cúratela  ejemplar  de  que  se  trataba,  puesto 
que  los  dos  hijos  de  Dofia  Blanca  contaban,  la  edad  de  dieciséis  y  trec^ 
«fios  respectivamente,  se  estaba  en  el  caso  de  que  el  Juzgado  nombrara 
la  persona  que  estimase  más  á  propósito  para  desempefiar  la  cúratela,  te- 
niendo en  cuenta  lo  dispuesto  en  el  art.  1861  de  la  ley  de- Enjuiciamiento 
dvii;  que  si  bien  podían  haberse  propuesto  ellas  mismas  para  el  cargo  de 
cuyo  nombramiento  se  trataba,  como  parientes  más  próximos  que  eran 
de  Dofia  Blanca,  lo  delicado  ó  interesante  de  la  gestión  que  el  curador  in- 
terino estaba  llamado  á  ejercer  en  las  circunstancias  especiales  en  que  se 
hallaban  la  persona  y  bienes  de  la  incapacitada,  exigían  el  carácter  y  ap- 
titudes de  un  varón,  y  por  ello  creían  preferible  proponer  para  curador 
ejemplar  á  D.  Enrique  Pujadas  y  Alesón,  vecino  de  Logrofio,  Abogado, 
persona  acaudalada  y  primo  hermano  de  Dofia  Blanca;  y  que  con  objeta 
de  llenar  las  formalidades  que  la  ley  exigía  para  el  nombramiento  de  cu- 
rador interino,  presentaban  los  documentos  que  dejaban  enumerados  y 
acreditaban  todas  las  circunstancias  referidas,  y  á  mayor  abundamiento 
ofrecían  información  de  testigos  sobre  los  extremos  que  en  este  mismo 
escrito  proponían,  en  virtud  de  todo  lo  que  solicitaron  que,  preria  la  prác- 
tica de  la.  información  ofrecida,  se  nombrara  curador  ejemplar  interino  de 
la  incapacitada  á  D.  Enrique  Pujadas  y  Alesón,  discerniéndole  el  cargo 
con  facultad  expresa  para  repatriar  á  aquéUa  y  adoptar  cuantas  medidas 
urgentes  exigiera  el  ctddado  de  su  persona  y  el  de  sus  bienes,  todo  ello 
reservando  á  las  partes  el  derecho  que  pudiera  asistirles  para  el  juicio 
correspondiente: 

fiesultando  qne  practicada  la  información  testifical  con  citación  del 
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Minifliterlo  fltcml,  dictó  anto  el  Jnes  de  OalAtayad  en  S  de  Febveve^  to^ 
niendo  por  acreditada  aamaria  j  aafloieiiiemeBte  la  enferaiedad  d«  Dofta 
Blanca  de  Pajadaa  y  nombrando  carador  ejemplar  interino  de  le  miaou 
á  ta  pariente  oonaangaíneo  dentro  del  cuarto  grado  D.  Enriqae  Fajadaa 
7  Aleeón,  á  qnien  le  aería  diaoemido  el  cargo  en  tiempo  y  forme»  prerie 
aceptación  del  dictamen  flacal  y  preatadón  de  la  oportaoa  flense  qae  le 
aefialarfa  el  Jugado;  y  aceptado  el  cargo  por  dicho  carador  y  preeUcado 
por  el  miamo,  á  loa  eíectoa  del  art.  18«1  de  la  ley  de  Eajniciamiento  elvil, 
inTentario  de  loa  bienea  de  qoe  ae  tenía  noticia  pertenecieran  á  le  inoapa- 
dtada,  aitoa  en  loa  paebloa  de  La  Biabal,  Croiilea,  RaideUoe»  Oeldae  de 
Malabella,  Coaaá,  Nilovi;  Agoatera  y  CaMbella,  proveyó  el  Juagado  en  7 
del  miamo  mea,  fijando  en  S6.000  peaetaa  la  flanaa  qae  en  meitáiioe  había 
de  conatituir  el  auaodicho  carador  ejemplar: 

Reaaltando  qae  ana  vea  conatitaida  la  flanea,  y  oído  el  Minieteiiofiacal, 
dictó  aoto  el  miamo  Jasgado  en  IS  de  dicho  mea  de  Febrero,  eprobendo 
aqaella  flansa;  fijando  en  8  peaetaa  dlariaa  la  penatón  alimentície  de  le  ia- 
capacitada,  y  en  igaal  aama  la  deaoa  faijoa  D.  Ángel  y  D.  Cecilio  Oranede, 
ó  aean  4  pesetea  dlariaa  cada  ono,  aefialando  á  dicho  carador  el  5  por  100 
de  loa  prodoctoa  ó  ingreaoa  de  le  adminiatración  por  el  deaempefio  de  en 
cargo,  con  la  obligación  de  rendir  caentaa  anualmente,  y  mandando  qoe 
deade  loego  ae  le  diaoemiera  el  cargo,  coyo  acto  tavo  lagar  en  eqael  inio- 
modía: 

Reaaltando  qae  á  instancia  de  diolio  carador  ejemplar  interino,  D.  Ea- 
riqae  Pajadaa  Ateaón,  proveyó  el  Joagado  al  aigaiente  día  IS,  qae  ee  11 
brara  exhorto  al  Jaea  decano  de  loa  de  primera  inatanda  de  Baroelone, 
para  qoe  se  requiriera  á  D.  Joaé  de  Foxá,  apoderado  qne  se  decía  aer  de 
Dofia  Blanca  Pajadaa,  el  objeto  de  que  entregara  á  dicho  curador,  bejo 
inventarlo,  loa  bienea  de  la  pertenencia  de  aquélla;  y  en  17  del  miamo 
mea  dictó  otro  auto,  con  audiencia  del  Miniaterio  fiscal,  decretando  el  de 
pósito  de  los  menores  huérfanos  y  ebendonadoa  D.  Ángel  y  D.  Oeeilie 
Oranada,  hijna  de  la  incapacitada,  que  ae  conatituiría  en  la  peraona  de 
D.  Enrique  Pujadaa  y  Aleaón,  an  próximo  pariente  alimentiata  y  onrador 
ejemplar  interino  de  la  madro  de  los  mismos,  para  cuya  realisación  ae  li- 
brara exhorto  al  Jues  decano  de  loa  de  primera  instancia  de  Barcelona;  y 
en  tal  catado  de  eataa  diligenciaa  ae  recibió  en  dicho  Jus^o  de  Oalete- 
ynd  el  requerimiento  de  inhibición  librado  por  el  de  la  Barcelonete,  eos 
el  testimonio  correspondiente: 

Resultando  que  laa  hermanea  Dofia  Dolores  y  Dofia  Oarmen  Pajadaa, 
en  unión  de  D.  Enrique  Pujadaa  y  Aleaón,  evacuaron  el  traalado  que  ae 
lea  ooofiríó  de  la  inhibición  propueata,  acompasando  el  teatamento  de  Don 
Juan  Pajadas,  en  cuya  cláusula  6>  ae  ordenó  que  del  remanente  de  aus 
bienes  instituía  por  su  heredera  á  su  hija  Dofia  Blanca  en  laa  legitimaa 
forsosaa  que  correspondían  á  la  misma  en  las  provincias  donde  radicaban 
ana  bienes,  comprendiendo  en  Navarra  y  Aragón  loa  6  sueldos  febles  y 
jaqueses;  y  en  la  parte  libre  instituía  por  aus  herederos  fldaclarioa  á  loa 
cuatro  que  nombraba,  juntoa  y  á  cada  uno  por  aeparado,  para  que  dieran 
á  sus  bienes  el  destino  que  les  tenia  comunicado;  así  como  certificaclonea 
expedidas  por  los  Secretarios  de  los  Ayuntamientos  de  Paracuelloa  de  Gl* 
loca,  Manébrega,  Torralba  de  Ribota,  Terrer,  Maluenda  y  Calatayud,  rale 
tivas  á  Jos  bienes  con  que  fi^suraba  en  los  amiliaramientos  D.  Joaquín  Pa- 
jadas y  Pnja<ias:  y  fundadoa  en  el  resaltado  de  estos  documentos,  impug- 
naron la  inhibición,  alegando  en  apoyo  de  la  competencia  de  aquel  Jutga- 
do  para  seguir  conociendo  de  laa  diligencias:  que  para  reaolver  la  compe- 
tencia suscitada  había  que  tener  presente  lo  dispuesto  en  la  regla  17  del 
ert  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  diapone  que  en  el  nombra- 
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nrfento  é»  IM  oATgos  de  tatores  ó  earadoiea  para  los  bienes,  ea  Jnes  conh 
pétente  el  del  domicilio  del  padre  ó  de  la  madre  caya  muerte  ocaaionaae 
el  nombramiento,  y  en  an  defecto,  el  del  domicilio  del  menor  ó  incapaci- 
tado ó  el  de  caalqnier  Ingar  en  qae  tuviere  bienea  inmneblea;  que  en  el 
preeente  caso,  ai  bien  era  cierto  que  el  fallecimiento  del  padre  de  la  inca- 
pacitada no  había  motivado  directamente  el  nombramiento  de  curador, 
porque  aa  enfermedad  mental  era  anterior  á  la  defunción  de  aquél,  lo  ha- 
bía ocaaionado  de  un  modo  indirecto  p^r  haber  hecho  necesario  habili- 
tarla de  reoreaentadón  legal  para  que  recibiera  la  cuantiosa  herencia  que 
el  mismo  había  dejado;  que  aparte  de  eato,  como  el  domicilio  deja  inca- 
pacitada Dofia  Blanca  al  incoarse  estaa  diligencias  era,  aegún  constaba 
en  lea  miamas,  el  Asilo  de  Santa  María  de  la  Asunción  en  Saint Pons,  cer- 
^*a  de  Niza,  ambos  Juzgadoa  ae  hallaban  en  el  mismo  caso  con  relación  al 
domicilio  de  aquélla,  y  por  tanto,  para  la  resolución  de  la  competencia 
había  que  atender  al  último  extremo  de  la  citada  regla  17,  ó  aea  al  lagar 
donde  tuviere  bienea  inmuebles  el  menor  ó  incapacitado;  que  bajo  este 
punto  de  viata,  no  sólo  era  competente  aquel  Juagado,  puesto  que  á  Dolía 
Blanca  oorreapondían  bienea  por  herencia  de  su  padre,  sitos  en  el  mismo 
partido,  sino  que  podrían  probar,  si  fuera  necesario,  que  dichos  bienea 
constituían  la  mayor  parte  de  la  fortuna  de  la  incapacitada;  y  como  aqoel 
miamo  Juagado -había  aido  el  primero  qne  había  entendido  en  el  asunto 
del  nombramiento  de  curador  ejemplar,  no  había  razón  alguna  para  ne- 
garle la  competencia  que  la  ley  le  concedía;  qne  además,  se  trataba  de  un 
asunto  judicial  terminado  por  auto  firme,  puesto  que  le  había  sido  discer- 
nido el  cargo  á  D.  £orique  Pajadas  en  debida  forma,  inscribiéndoae  el 
discernimiento  en  el  Registro  correspondiente  del  Jnsgado;  se  hallaba  en 
poaeaión  de  dicho  cargo,  y  cataba  sometido  al  mismo  Juzgado  para  la  da- 
ción de  cuentas  y  demás  incidentes  que  pudieran  ocurrir,  y  en  tai  clase  de 
asantes  no  podían  promoverse  ni  proponerse  siquiera  cuestiones  de  com- 
petencia, según  el  art.  76  de  Ijs  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  que  respecto 
de  los  fundamentos  del  auto  inhibitorio,  tenían  que  observar  que  ni  Dofia 
Blanca  habitaba  en  l.o  de  Febrero  en  la  calle  del  Carmen,  núm.  64,  de 
Barcelona,  adonde  iba  dirigido  el  recibo  talonario  de  la  contribución  pre- 
sentado de  contrario,  aino  en  el  citado  asilo  de  Saint-Pons,  ni  sus  hijos  en 
loa  domicilios  qne  les  asignaban  en  Barcelona,  sino  en  el  colegio  de  las 
Escnelas  Pías;  y  ésto  en  cuanto  al  domicilio  material,  porque  respecto  del 
legal  los  menores  ó  incapacitados  no  tienen  otro  que  el  de  sus  guardado- 
res, aegún  el  art.  64  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  en  la  fecha  del 
auto  inhibitorio,  la  incapacitada  Dofia  Blanca  estaba  ya  sometida  á  la  có- 
ratela ejemplar  de  D.  Enrique  Pujadaa  y  ana  hijos  constituidos  en  dep6 
pósito  en  la  peraona  del  miamo  curador;  que  con  las  certificacionea  acom- 
palladas  estaba  ya  demostrado  que  era  una  afirmación  gratuita  del  cura- 
dor ad  Htem  de  D.  Ángel  Granada,  la  de  que  la  incapacitada  no  poseyera 
bienes  en  aquel  partido  judicial,  como  también  lo  era  la  de  que  el  citado 
menor  no  tenía  aacendientes,  pues  en  ocasión  oportuna  justificarían  que 
los  hijos  de  Dofia  Blanca  tenían,  por- lo  menos,  una  abuela  paterna  llama- 
da por  la  ley  á  intervenir  en  la  tutela  de  aua  nietos;  y  qne,  por  último,  era 
también  inexacto  que  las  hermanas  Pujadas  se  hubieran  sometido  á  la 
Jurisdicción  del  Juzgado  de  la  Barceloneta,  porque  ai  acudieron  á  él  fué 
predaaoMnte  para  oponerae  á  que  se  tramitara  el  expediente  de  cúratela 
ad  lümn  del  menor  D.  Ángel,  y  como  ni  aiquiera  fueron  tenidas  por  parte, 
no  pudieron  proponer  la  competencia  por  declinatoria,  y  no  podían  ale- 
garse ni  invocarse  actos  algunos  de  las  mismas  en  que  fundar  aquella  aa* 
misión,  so  pena  de  incurrir  en  una  contradicción  absurda: 

Besqltando  qne  de  confounidad  con  el  dictamen  del  Fiacal  municipal 
TOMO  74  10 
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dictó  aato  «1  Jaez  de  primen  instancia  dé  Oalatayud,  rechastndo  la  Inhi- 
bitoria y  declarándote  competente  para  conocer  del  expediente  y  ejecotar- 
loa  antoi  de  nombramiento  y  discernimiento  de!  cargo  de  carador  ejemplar* 
Interino  de  Dofia  Blanca  Fajadas  y  Caramany,  conferido  á  D.  £nriqae  Po* 
jadas  y  Alesón  con  dicho  carácter  y  mientras  se  le  proveyera  de  guardador 
definitivo;  así  como  para  conocer  y  resolver  de  )a  demanda  sobre  declara- 
don  de  incapacidad  de  la  misma  Dofia  Blanca,  instada  por  D.  Floreado 
Tomás,  carador  ad  lüem  de  D.  Ángel  Granada: 

Resaltando  qae  comunicada  esta  resolnción  al  Jnes  de  la  Barceloneta^ 
con  testimonio  de  los  particalarea  determinados  en  la  ley,  á  los  qae  ae 
agregó,  á  petición  de  la  parte  interesada,  el  de  los  docamentos  presentado* 
con  sn  escrito  y  el  de  los  aatos  de  8  y  1}  de  Febrero,  acta  de  diacernimiento 
del  cargo  de  carador  ejemplar  de  Dofia  Blanca  y  aato  de  depósito  de  so» 
hijos  en  la  persona  de  D.  Enriqne  Pajadas,  y  por  mandato  del  Jaasgado,  el 
del  documento  en  qae  consta  qae  en  6  de  Mano  de  1891  faé  llevada  Dofia 
Blanca  Pajadas  al  asilo  citado,  en  donde  continúa,  dictó  aato  el  Joes  do  la 
Barceloneta  en  26  de  Abril,  insistiendo  en  sa  competencia;  y  en  sn  virtad 
remitieron  ambos  Juzgados  las  respectivas  actuadones  á  este  Tribanal 
Supremo,  y  se  sastanció  con  arreglb  á  derecho,  habiéndose  oído  al  Minia' 
terio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Fnnciseo  Toda: 

Considerando  que  el  art.  76  de  la  ley  de  Enjuidamiento  dril  diapone 
que  no  podrán  promoverse  ni  proponerse  cnestiones  de  competencia  en  loa 
asuetos  judiciales  terminados  por  auto  ó  sentencia  firme: 

Considerando  que  presentada  la  demanda  de  incapacidad  y  nombra- 
miento de  tutor  de  Dofia  Blanca  Pojadas  en  el  Juzgado  de  la  Barceloneta 
por  el  menor  D.  Ángel  Granada  con  sa  candor  adlitem  D.  Florentino  To- 
más con  posterioridad  al  discernimiento  del  cargo  de  carador  ejemplar  da- 
la misma^  hecho  por  el  Juzgado  de  Calatayud  á  D.  Enrique  Pajadas,  y  por 
lo  tanto  anterior  éste  al  requerimiento  de  inhibidón  de  aquél,  falta  la  ma- 
teria para  el  conflicto,  ya  que,  según  la  ley  citada  y  jurísprodenda  repetida 
del  Supremo,  no  cabe  promover  competenda  en  asunto  judicial  terminado- 
por  auto  firme,  cuyo  carácter  reviste  el  dictado  por  el  Juez  de  Calatayod» 
registrado  en  el  Juzgado  y  en  cuya  ejecución  «e  éncüentn; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declanmos  no  haber  lugar  á  resolver 
como  competencia  este  conflicto  jurisdicdonal;  y  devuélvanse  las  diligen- 
das  respectivamente  á  los  Jueces  de  Barceloneta  y  Calatayud,  con  la  cer- 
tificadón  correspondiente,  á  fin  de  que  las  partes  puedan  ejercitar  en  ello» 
ana  denchos;  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  mismas  laii  costas  ocado- 
nadas.~(dentencia  publicada  el  28  de  Septiembre  de  1898,  é  inserta  en  la. 
Qüeeta  de  24  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 

29 

Rkoubso  i>v  casaotón  (29  de  Septiembro  de  1898).— Sala  de  lo  civil.— 
Defmua  por  pobre.-'^o  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  D:  San- 
tiago Martínez  Palacios  en  autos  con  D.  Ramón  Lorite  (Audienda  de  Ma- 
drid), y  se  resuelve: 

Qiftf  tegún  Hene  declarado  el  ^WdiiMil  Supremo,  no  eabe  reeUtmar  sofilra 
ia  apreeiadón  g%e  ha  hecho  la  Sala  eetUeneiaaora  de  la  prueba  en  loe  meiden- 
te§  de  pobreza,  ein  deeconocer  ku/aenUadee  que  le  atribuye  el  art.  IT  de  la  ley 
de  Bnjweiamieuto  eml. 

Baaultando  que  la  Sala  primera  da  lo  dfü  da  la  Audianeia  da 
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•ortey  por  Mnteneia  de  18  de  Marso  del  corriente  afio,  denegó  á  D.  Smntia^ 
90  Kartines  Palacios  el  beneficio  qne  ha  pretendido  para  litigar  como 
pobre  con  D.  Ramón  de  Lorite  y  Sabater,  por  no  liaber  joatificado  qoe  con 
posterioridad  á  la  primera  ¡instancia,  en  que  se  defendió  en  concepto  de 
neo,  le  haya  ocarrido  dronnstancia  ni  hecho  algono  qne  pruebe  qne  ha 
Tenido  al  estado  de  pobresa,  y  qae  en  todo  caso  los  signos  exteriores  jos» 
tificarian,  á  jnicio  del  Tribnnal,  qae  tiene  medios  superiores  al  jornal  do- 
ble de  nn  bracero  en  esta  localidad: 

Resaltando  qoe  D.  Santiago  Bfartínes  Palacios  ha  interpaesto  recnno 
de  casación,  por  haberse  infringido  á  sa  juicio: 

Primero.  Kl  art  16  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil,  por  cuanto  de  los 
hechos  consignados  en  la  sentencia  no  se  desprendía  qae  el  recurrente 
cuente  con  medios  superiores  á  los  establecidos  en  aquél; 

Y  segundo.  El  art  17  de  la  misma  ley,  porque  la  apreciación  de  qne 
•í  recurrente  tiene  para  vivir  medios  superiores  al  jornal  de  na  bracero  ^ 
constituye  un  manifiesto  error  de  derecho,  toda  ves  que  no  había  dato  s 
ni  medio  alguno  para  ella. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Qarijo  Lara; 
Considerando  que  los  fundamentos  en  que  se  apoya  este  recurso  van 
contra  la  apreciación  que  de  la  piueba  hace  el  Tribunal  sentenciador,- 
aplicando  los  artículos  16  y  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  como 
segón  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo,  no  cabe  reclamar  contra  la 
apreciación  que  hace  la  Sala  sentenciadora  en  este  punto,  sin  ^desconocer 
las  facultades  que  le  atribuye  el  citado  art.  17; 

Ko  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Santiago  Martines  Palacios,  á  quien  se  condensen  las  costas;  líbrese  á  la 
Andiwicia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
del  apuntamiento  que  ha  remitido,  y  publiquese  esta  resolución  en  la  for^ 
ma  prevenida  por  la  ley  .—(Auto  fecha  29  de  Septiembre  de  1&98,  é  inserto 
en  la  Gaceta  de  8  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 


30 
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de  Septiembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.— i^o  de  cantidad.— No  ha  lu- 
gar al  interpuesto  por  D.  Miguel  Ohiappero  en  autos  con  D.  Juan  Pedro 
Dihigo  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Que  ee  in^roeedente  el  reeweo,  fundado  en  no  habene  accedido  á  la  stfs* 
peneián  del  término  probatorio,  puesto  que  eete  motivo  no  eetá  comprendido  en 
el  orL  1691  de  la  ley  de  EnjuiciamieiÁ  eiml  de  Ouha  y  Puerto  Bko. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  29  de  Septiembre  de  1898,  en  el  pMto 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma,  seiruido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Cen- 
tro, de  la  Habana,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  misma 
dadad,  por  D.  Miguel  Chiappero  y  Bosa,  jornalero,  de  aquella  vecindad^ 
«epresentado  por  el  Procurador  D.  Fóliz  Femándea  Brihuega  y  defendido 
por  el  Letrado  D.  Andrés  Martín  Oamero,  con  D.  Juan  Pedro  Dihigo,  ha- 
eendado,  de  la  misma  vecindad»  que  no  ha  comparecido  en  este  Supremo 
Tribunal,  sobre  pago  de  pesos: 

Besoltando  que  en  \fi  de  Jnüo  de  1890  dedujo  D.  Migael  Chiappero  en 
el  Josgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro,  de  la  Habana»  la 
^iemanda  objeto  de  eatos  autos»  para  que  se  condenase  4  D.  Juan  Pedro 
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Dihigo  al  ptgo  de  la  eAotidad  de  795  peeoe  oro,  importe  de  loe  timl>e|oe 
de  recomponción  ejecaUdoe  por  el  demandante  en  el  ingenio  San  Joeé^ 
embargado  á  en  instancia  como  acreedor  de  loa  ancetorea  de  D.  Pedro 
Eloiiegní,  á  quien  aqa61  pertenecía  y  sobre  el  qae  Dihigo  había  conati- 
tnido  en  el  procedimiento  de  apremio  ana  adminittraoión,  nombrando  ad< 
ministrador  á  D.  José  María  Jiménes;  teniendo  además  para  au  régimen  j 
gobierno  á  D.  Laureano  M.  Angolo,  con  qaien  había  hacho  el  ajaale: 

Resaltando  qae  D.  Jnan  Pedro  Dihigo  impugnó  la  demanda  por  no 
constarle  la  oerteía  de  las  obraa  qae  se  decían  ejecutadaa,  por  no  aer  Don 
Laureano  M.  Ángulo  administrador  de  la  finca,  sino  D.  Joaé  María  Jimé- 
nes, de  qnien  Ai^lo  no  había  tenido  poder,  y  no  haber  dispuesto  ni  au- 
torisado  el  demandado  laa  obraa  de  reparación  que  se  decían  ejeeotadas: 

Besaltando  qae  recibido  el  juicio  á  prueba,  solicitó  el  denoandante  que 
se  recibiera  declaración  á  D.  Laureano  M.  Ángulo,  y  que,  eatimado,  no 
compareció  á  peaar  de  haber  sido  citado  trea  veces,  mandándoae  que  fuera 
conducido  por  la  policía;  y  pedida  la  auspensión  del  término  de  prueba^ 
fué  negada  por  el  Jues,  por  ser  posible  en  la  segunda  instancia  reproducir 
la  solicitud  de  prueba: 

Reaultando  que  el  Jues  de  primera  instancia  dictó  sentencia  absol- 
riendo  á  D.  Juan  Pedro  Dthigo  de  la  demanda,  condenando  al  demandante 
en  laa  costas;  y  que  remitidoa  loa  autos  á  la  Audiencia  de  la  Habana  por 
virtud  de  apelación  que  interpuso,  solicitó  en  ella  que  ae  recibiera  el  pleito 
á  prueba,  á  fin  de  que  prestara  declaración  el  testigo  D.  Laureano  M.  Án- 
gulo, que  á  pesar  de  laa  citacionea  que  se  le  habían  hecho  no  había  com- 
parecido: 

Resultando  que  recibido  el  juicio  á  prueba  por  término  de  diez  días,  al 
sólo  objeto  de  practicar  la  que  se  refería  al  testigo  D.  Laureano  M.  Anitulo, 
sefialaudo  las  dos  de  la  tarde  del  día  l.o  de  Julio  para  la  comparecencia 
de  aquél,  por  no  haber  comparecido  se  sefialó  el  día  8,  con  apercibimiento 
de  ser  conducido  por  lá  fuersa  pública  si  no  lo  efectuaba;  que  no  habién- 
dose tampoco  presentado,  á  petición  del  actor  se  sefialó  el  día  10,  ordenán- 
dose al  Jues  que  le  hiciera  conducir  por  medio  de  la  policía;  denegándose 
la  pretensión  del  mismo  actor  relativa  á  la  prórroga  del  término  de  la 
prueba  á  dies  díaa  más  por  el  corto  tiempo  que  restaba  para  la  práctica 
de  la  admitida,  por  no  estar  comprendida  dicha  pretenaión  en  el  precepto 
del  art.  706  de  la  ley  de  Enjuidamieato  civil: 

Resultando  que  no  habiendo  comparecido  tampoco  Ángulo  en  el  citado 
día  por  no  haberle  hallado  la  policía  en  su  morada,  á  pesar  de  estar  cons- 
tituida en  ella  haata  las  dies  de  la  noche,  solicitó  D.  Miguel  Ohiappero  la 
suspensión  del  término  probatorio  hasta  que  se  lograse  la  conducción  de 
Ángulo,  por  estar  comprendido  el  caso  en  el  art.  668  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil;  y  denegada  esta  pretenaión  en  providencia  del  día  1 1,  por  no 
estar  comprendida  en  dicho  artículo,  Cbiappero  pidió  reposición,  que  la 
Audiencia  negó  en  auto  de  38  de  Julio,  llamando  loa  autos  á  la  viata  en  lo 
principal: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  dvil  de  la  Audienda  de  la  Habana  dicté 
sentenda  en  6  de  Aguato  de  1891,  confirmando  con  las  costas  la  apelada; 
y  que  contra  ella  ha  interpuesto  D.  Miguel  Ghiappero  recurso  de  cssadón 
por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en  el  núm.  6.o  del  art.  1691  de  Xm 
ley  de  En jaidamiento  dvil,  porque  aunque  se  le  había  concedido  la  prueba 
del  testigo  D.  Laureano  M.  Ángulo,  había  quedado  sin  cumplirse  el  art  64S 
de  dicha  ley,  por  la  obstinada  incomparecencia  de  aquél  sin  culpa  del  re- 
currente y  sin  que  ae  huUera  empleado  el  medio  de  suspender  el  término 
de  prueba,  á  pesar  de  hal>ene  pedido,  con  cuya  suspensión  no  hubiera  te- 
nido más  remedio  que  concurrir  oondnoido. 
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¥isto,  tiendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joeé  de  Garntct: 
Contiderando  qne  el  recorto  te  funda,  no  en  la  denegación  de  nna  di- 
Ugenda  de  prueba,  poetto  que  fué  admitida  )a  propuetta  del  tettigo  An- 
galo,  y  hatta  acordado  que  éate  fuera  conducido  por  la  fuerza  pública, 
•Ino  en  no  iiaberte  accedido  á  la  tntpentión  del  término,  pnetto  que  no 
está  comprendido  en  el  art  1691  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dyil  de  Cuba 
7  Puerto  Rico; 

Fallamot  que  debemoe  declarar  y  deelaramoe  no  haber  lugar  al  recurao 
de  caeadón  por  quebrantamiento  de  forma,  interpueeto  por  D.  Migue) 
Ohiappero,  á  quien  condenamoe,  por  msón  dedepóaito,  al  pago  de  la  cantil 
dad  que  correaponda,  que  tatitfarA  ti  viniete  á  mejor  fortuna,  dittribuy.én> 
doae  entoncet  con  arreglo  á  la  ley;  no  badendo  declaradótt  tobre  cottat 
por  no  haberte  pertonado  la  otra  parte;  y  líbrete  á  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana la  certificación  corretpondiente.— (Sentenda  publicada  el  29  de  Sep- 
tiembre de  1893,  é  intertaen  la  Gaceta  de  8  de  Diciembre  del  miamo  alio.) 
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Octubre  de  1898).— Sala  de  lo  civil.— Po^o  de  cawtidad.-^Jüo  ha  lugar  al  in- 
terpueeto por  D.  Ramón  Torrea  Alvarado,  en  autoa  .Aon  D.  Pedro  Simón 
Battittini  (Audienda  de  Puerto  Rico),  y  te  retueWe: 

Que  la  cirmnBtancia  exigidapor  él  art.  1457  de  la  ley  de  Enjuiciamieniú 
€Mi,  de  que  la  citaeián  de  remate  ee  prcutique  en  d  domieüio  del  demandado, 
mmeda  cumplida  U^Hindo  á  «fecto  dkha  dihgencia  en  una  finca  de  la  propiedad 
de  éste,  donde  tuviere  m  haUtual  residencia: 

Í¡ue  aun  cuando  la  citación  de  remate  eoniuínere  algún  vicio  esencial  de 
forma,  la  presentada  por  tfirtud  de  ella  del  demandado  en  el  juicio  inter- 
poniendo tas  excepciones  que  creyera  asistirle,  y  defendiendo  por  tal  modo  su 
derecho,  convalida  dicha  diligencia,  siendo  imvrocáente  el  recurso  fundado  en 
tai  moUoo,  según  constante  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo: 

Que  fundada  la  oposición  &  una  ejecución  en  la  falta  de  personalidad  del 
Reculante,  derivada  de  la  nulidad  de  los  titules  que  sirvieron  de  base  á  la eje- 
cución, seria  preciso  para  que  pudiera  examinarse  esta  cuestión  que  se  hubiera 
reclamado  y  resuelto  dicha  nulidad  en  el  correspondiente  juido;  y  aun  asi,  esa 
fmlidad,  una  ves  declarada,  sólo  in^pHcarialafatta  de  acción  en  d  actor  y  no 
¡a  de  su  personalidad. 

En  la  vina  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  Octubre  de  1898,  en  el  pleito  pen- 
diente  ante  Noa  en  virtud  de  recurso  de  oatadón  por  qoebrantainiento  de 
forma,  seguido  en  el  Juagado  de  primera  inttanda  de  Ponce  y  en  la  Sala 
de  justicia  de  la  Audiencia  de  Puerto  Rico  por  D.  Pedro  Simón  Battistini, 
vedno  y  del  comerdo  de  aquella  ciudad,  repreaentado  por  el  Procurador 
D.  Constantino  Rodero  y  defendido  por  el  Letrado  D.  Agustín  Aleixandre, 
ooB  D.  Ramón  Torrea  Alvarado,  propietario,  de  la  misma  vedndad,  y  en  su 
nombre  el  Procurador  D.  Maurido  Gastafiares,  bajo  la  dirección  del  Liceii- 
dado  D.  Federico  laquierdo,  sobre  pago  de  pesetar. 

Resultando  qne  por  eacritura  otorga  en  la  dudad  de  Ponce  4  28  de 
Octubre  de  1886  ante  el  Notario  D.  José  Rodrigues  Gonsáles  y  los  testigos 
D.  Pedro  Simón  Battistini  y  D.  OusUvo  Rodrigues,  D.  Ramón  Torres  y 
Alvarado  declaró  que  la  Sociedad  comercial  que  bajo  la  rasón  aodal  Ramón 
Torres  é  Hijos  había  venido  girando  en  aquella  pirnta,  y  en  la  cual  estaba 
interesado  el  compaiedenti^  era  deudora  i  losSf«s.8.L.Beherensy  Com- 
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pafií»,  del  comercio  de  Handietter,  en  Ingláterim,  da  1.69S  libm  eifterll- 
nM,  10  cheltoM,  6  peoiqnM,  por  conncaend»  de  negociacioDes  merc^nü- 
toi,  y  habiendo  oonyenido  tí  compareciente  en  pagar  la*  expresada  enma 
por  la  Sociedad  dendora,  ae  tnbrrogaba  para  loa  efectoa  del  pago  en  ^  lo- 
gar de  loa  Brea.  Ramón  Torrea  é  Hijoa,  conatitayóndoae  deador  directo 
de  loa  Srea.  8.  L.  Beherena  y  Compañía,  y  obligándoae  á  pagar  dicha 
auma  en  coatro  plaaoa  igaalea  en  loa  díaa  80  del  mes  de  Jallo  de  loa  afiov 
1888,  89, 00  y  91  al  precio  qne  tnvieran  laa  libras  eaterlinaa  al  vencer  loa 
plaaoa,  oon  el  intoréa  de  6  por  100  annal,  caao  de  demora,  conatitayendo 
en  garantía  hipoteca  Tolantaria  aobre  ana  eaiancia  de  cafó,  de  qoe  era 
dnefio,  denominada  Matruilaa,  radíeada  en  el  barrio  de  Banto  Abajo,  ai- 
llo de  Matrallaa,  tórmina  municipal  de  Barcoa,  con  casa  «habitación  y 
ofna  ediflcacionea: 

Resaltando  qne  por  medio  de  acta  notarial  extendida  en  la  referida  du- 
dad de  Ponce,  á  10  de  Diciembre  de  1880,  D.  Pedro  Simón  Battístlni,  ea 
concepto  de  representante  de  los  Srea.  8.  L.  Beherens  y  Gompafiía,  cnyo 
apoderamiento  acreditó,  no  habióndole  sido  poaible  hacer  efectivo  de  Ra- 
món Torres  ó  Hijos  el  mencionado  cródito,  prestó  sn  consentimiento  y  dio 
■u  aceptación  más  camplida  y  ratificada  en  nombre  de  sns  poderdantea  & 
la  eacritnra  otorgada  por  D.  Ramón  Torres  Alvarado,  de  qne  se  ha  hecho 
mérito,  comprometióndoae  á  qne  ana  comitentes  aceptarían  aquella  obliga- 
ción hipotecaria  y  á  qne  tendrían  por  completamente  relevados  á  Ramód 
Torrea  é  Hijoa  de  la  obligación  á  que  la  miama  se  refería,  por  conaideraf 
bien  garantixado  el  pago  de  au  crédito  con  aquella  hipoteca;  habiendo  sido 
inscrito  este  docamento  eon  la  eacritnra  á  qne  el  miamo  ae  refería  ^  el 
Regiatro  de  la  propiedad: 

Resaltando  qne  por  eacritnra  otorgada  en  idioma  castellano  en  la  ola» 
dad  de  Manchester  (Inglaterra),  á  29  de  Julio  de  1889^  ante  el  Notario  pú- 
blico M.  Robert  Bills  Canliffe,  los  Sres.  Beherens  y  Oompafiía,  representa- 
doa  por  sn  Director  Administrador  y  socio  gestor  Mr.  Eduard  Henri  lAr 
sama,  cedieron  á  D.  Pedh>  Simón  Battiatini  por  valor  recibido  el  repetido 
«rédito  hipotecario,  de^lo  que  fué  notificado  D.  Ramón  Torrea  Alvarado» 
constituyéndose  éste  desde  luego  deador  de  Battiatini,  conteniendo  dicha 
escritura  á  sn  pie  en  idioma  inglés,  qne  ha  aido  traducida  por  an  Intérprete 
del  Gobierno,  lo  aíslente:  c Yo,  Roberto  Bilis  Oanliff e,  de  la  cindad  de 
Manchester»  en  el  Oondado  de  Lancáster,  en  Inglaterra,  GabaUero  Notario 
7  Racribano  público,  por  antoriaación  Real,  admitido  y  juramentado,  doy 
is  que  el  documento  arriba  eacrito  fué  debidamente  firmado  por  Bnriqoe 
Lasaras,  por  mí  bien  conocido  como  un  socio  de  la  Sociedad  conatítnída 
bajo  la  firma  de  S.  L.  Beherens  y  Compañía,  á  mi  preaencla  y  á  la  de  los 
testigos,  cuyos  nombres  aparecen  allí  ihiscritos;  en  -testimonio  de  lo  cna!» 
lo  firmo,  estampando  el  aello  oficial  de  mi  Notaría  en  dicha  dudad  de  Maa- 
ehester  en  el  día  29  de  Julio  de  1880»;  hallándose  legaliíadaesta  firma  pos 
otro  Notario,. y  extendida  la  diligencia  en  inglés^  siendo  igualmente  tra- 
éaeida: 

Resaltando  que  D.  Pedro  Simón  Battiatini,  fundado  en  los  documentos 
que  quedan  referidos,  dedujo  en  O  de  Marco  de  1890  la  demanda  objeto  do 
estos  autos,  y  expresando  que  reaultaban  vencidos  aólo  los  pisaos  de  80  de 
Julio  de  1888  y  el  de  igual  día  de  1889,  aacendiendo  ambos,  al  cambio  qoo 
resaltaba  de  la  eettificación  de  dos  comerciantes  de  aquella  plasa,  que 
aeompafió,  á  6.167  pesos  12  centavos,  solicitó  que  se  despachase  muda- 
miento de  ejecución  en  forma  contra  loa  bienes  de  D.  Ramón  Torres  Alva 
rado,  y  especialmente  contra  la  finca  hipotecada  por  cantidad  bastante  á 
onbrir  la  expresada  soma,  intereses  y  costas: 

Besohando  qae  dp^iachada  la  ejeeaeiÓBi  se  Ubró  exhorto  al  Joea  d* 
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^prim«r*  InttMieit  de  Otyay  imn  el  efecto  del  embargo,  m{  como  pera  el 
'4reqiierimieiilo  de  pago  j  citación  de  remato,  por  iiallarse  la  finca  hipóte- 
H»ida  en  el  tormino  monicipal  de  Barros,  correapondiento  á  dicho  partido 
.  jodieial;  qoe  constitoldoi  el  alguacil  y  el  actuario  en  el  barrio  de  Banto 
Abajo,  en  la  finca  nombnida  Matmlla,  donde  habitaba  D.  Ramón  Torree 
Alvarado,  con  el  fin  de  re<)Qerirle  de  pago,  maniíeató  el  mayordomo,  Klcn- 
torio  Váaqnes,  qne  el  referido  Sr.  Torree  había  salido  accidentalmente  de 
la  finca,  aanqae  esperaba  su  próximo  regreso;  y  requerido  en  el  mismo 
día  con  el  intervalo  prevenido  por  la  ley,  presente  de  nnevo  Elenterio 
Váaqnex,  mayordomo  de  la  finca,  y  qne  decía  represenUr  al  Torres  en  sa 
ansenda,  por  no  estar  .tempoco  ningún  miembro  de  Ja  familia  ni  paríento 
.  de  aqnél,  repitió  qee  Torres,  aonqne  ac^dentalmente,  se  hallaba  ausente 
de  aquella  su  casa,  y  probablemente  no  regresaría  en  todo  aquel  día  por 
la  distancia  y  estado  lluvioso  del  tiempo;  y  que  á  continuación,  y  en  vista 
del  resaludo  que  ofrecían  las  anteriores  diligencias,  se  hizo  el  requerí 
'miento  por  medio  de  cédula,  qne  se  entregó  al  referido  mayordomo,  prac- 
ticándose después  el  embargo  acordado,  y  la  citación  de  remate  en  igoal 
fornoia,  entregándose  al  expresado  mayordomo  la  cédula,  así  como  la  copia 
de  la  demanda  y  los  demás  documentos  acompañados  á  ella,  los  cuales 
ofreció  entregar  á  D.  Ramón  Torres,  disponiéndose  enviar  un  expreso  para 
tteivar  el  aviso  y  documentos: 

Resaltando  que  practicadas  eatas  diligencias  en  24  de  Marzo,  en  28  del 
mismo  mes  se  personó  por  medio  de  Procurador  D.  Ramón  Torres  y  Al- 
varado,  y  haciéndose  cargo  de  las  diligencias  antes  referidas  y  alegando 
•qne  no  se  le  habían  remitido  las  cédalas,  de  requerimiento  y  citación  de 
remate,  de  todos  modos  tenía  justas  excepciones  qne  alegar,  y  se  oponía  á 
la  ejecacióa  despachada,  pidiendo  se  le  tuviera  por  opuesto  con  lo  demás 
pvBceptoado  en  elart  1461  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resaltando  que,  formalizando  la  oposición,  solicitó  que  se  declarase  la 
nulidad  de  todo  ej^  juicio,  mandando  levantor  el  embargo  y  dejando  loe 
btenes  ár  la  libre  duposldón  del  ejecutedo,  con  imposición  de  costes  af  ac- 
tor, alegando^  en  apoyo  de  so  pretensión,  que  para  que  fuera  exígible  el 
«omplimiento  de  las  obligaciones  que  nacían  de  los  contratoa,  era  necesa- 
rio que  reconocieran  una  cansa  lícita,  faltando  la  cual,  era  nula  la  obliga- 
eión;  y  D.  Ramón  Torres  aparecía  en  la  escritura  de  28  de  Octubre  de  188ft 
«ubnogado  en  lugar  de  Ramón  Torres  é  Hijos,  para  pagar  á  los  Sres.  8.  h. 
Beberens  y  Oompafiía  1.698  libras  esterlinas,  19  chelines  y  6  peniques^ 
>eonfesande  el  recibo  de  dicha  cantidad  por  el  hecho  de  obligarse  á  pa- 
garla, lo  cual  oontradecía  su  propia  confesión,  no  quedando  obligado  por 
^ese  coaicepto;  que  en  la  escritara  de  28  de  Octubre  de  1886  no  aparecía  U 
aceptación  de  Beberens,  que  era  indispensable,  por  contener  un  contrato 
bilateral,  siendo  además  nula  la  escritura  por  haberse  otorgado  ante  un 
solo  testigo,  toda  vez  qne  el  otro  de  los  dos  que  figuraban,  D.  Pedro  Battis- 
tini{  no  podía  serlo,  como  parto  interesada  que  era  en  el  contrato;  qne  la 
«absanaoién  de  loa  defectos  ú  omisiones  que  contuvieran  las  escrituras 
públicas  debía  verificarse  por  medio  de  otrss  extendidas  con  las  formali- 
dades legales,  y  no  por  medio  de  actas  notariales,  como  lo  había  sido 
la  falta  de  aceptación  y  demás  qoe  coatenía  la  escritara  de  28  de  Ootobre 
de  1886,  porque  aquéllas  estebaa  limitadas  á  hacer  constar  hechos  qoe 
presentíabaa  los  Notarios,  siendo  además  nala  la  de  qoe  se  trateba  por  el 
defecto  de  la  falte  de  presentacióa  de  cédala,  eoi^  expresióa  de  sos  drcuns- 
táneias;  que  la  escritara  otorgada  ea  Manchester  en  29  de  JoUo  de  1889, 
deessióft  delcrédito  hipotecario  á  Battistioi,  carecía  de  la  firma  del  Nóte- 
lo, qaeee  limtteba^á  certificar  al  pie  de  ella  qoe  la  vio  firmar  á  loe  qoe  la 
siBscdhiaB,  siendo  lógipoeapeaer  qne  igaoimba  sa  contenido,  pqc^e  re- 
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«iaeUda  en  evpifiol  €Z|>reMibft  que  1*  leyó  á  loe  interoetdo«t  eeeribiendo  en^ 
ioglée  con  dietint»  letra  la  antedicha  ceftificadÓD;  qae  deepa^hada  la  eje- 
eadón  y  entregado  el  mandamiento  á  nn  algoacil  del  Josgado,  éete  debía. 
Teqoerír  al  pago  al  dendor^  y  ti  no  íaeae  hallado  deapnóe  de  buscarle  por 
dos  Teces  en  sa  domicilio  con  intervalo  de  seis  horas»  se  le  haría  el  reque- 
rimiento por  cédala,  procediendo  en  seguida  ai  embargo  ai  no  se  pagare 
en  el  acto;  y  como  el  ejecutado  no  íaé  bascado  en  sa  domicilio  para  re- 
querirle de  pago,  se  le  privó  del  derecho  de  oonsigoar  la  cantidad  reclama- 
da, sin^perjaicio  de  oponerse  á  la  ejecución  para  evitar  el  embargo;  qoe  po- 
día pedirse  qoe  se  declarase  nulo  el  jnicio  ejecntivo:  primero,  cuando  la 
obligación  ó  el  titulo  en  cuya  virtud  se  hubiese  despachado  la  ejecución 
fuesen  nulos;  serrando,  cuando  el  título  no  tuviese  fuerza  ejecutiva^  yn 
por  defectos  extrínsecos,  ya  por  no  haber  vencido  el  plazo  ó  no  ser  exigí- 
ble  la  cantidad,  ó  ser  ésta  líquida;  y  tercero,  cuando  el  deudor  no  hobieve 
Mo  citado  de  remate  con  las  formalidades  prescritas  en  la  toy;  y  como  el 
titulo  era  nulo  y  carecía  de  fueraa  ejecutiva,  y  el  deudor  no  fué  citado  de 
remate  con  las  formalidades  de  ley,  quedaba  demostrado  el  fundamento 
de  su  solicitud;  y  como  quiera  que  el  derecho  qoe  reclamaba  D.  Pedro  8i* 
món  Battistini  provenía  de  habérselo  transmitido  los  Sres.  6.  L.  Beherens 
7  Compafiía  por  la  escritura  de- cesión  otorgada  en  Manohester  en  29  de  Ju- 
lio de  1889,  siendo  como  era  nula  é  ineficaz  dicha  escritura,  carecía  de  per- 
sonalidad para  entablar  la  reclamación,  y  no  había  podido  conferirla  á  su 
Procurador: 

Resultando  que  con  este  escrito  acompafió  el  ejecutado  una  certíflca- 
fi&a  del  Alcalde  municipal  de  Ponee,  expresiva  de  constar  en  aquella  Ai- 
oaldía  D.  Ramón  Torres  como  vecino  de  aquella  ciudad,  habitante  en  la 
calle  Mayor,  núm.  26,  cuarto  4.0;  y  otra  del  Alcalde  delegado  del  pueblo  d* 
Barros,  expresiva  de  no  ser  ni  haber  sido  ndnca  D.  Ramón  Torres  Alva- 
rade  vecino  de  aquel  pueblo,  y  ai  únicamente  contribuyendo  por  tener  pro- 
l^edades  en  él; 

Resultando  que  evacuando  el  ejecutante  el  traslado  que  se  le  confirió 
oon  la  pretensión  de  que  se  dictase  á  su  tiempo  sentencia  de  remato,  sos- 
tnvo  que  no  existía  la  falsedad  del  titulo,  por  no  ser  necesaria  la  acepta- 
olón  de  la  obligación  hipotecaria,  por  mis  que  constaba  oon  la  cesión  que- 
del  mismo  crédito  hicieron  S.  L.  Beherens  y  Compafiía  á  Battistini,  siendo 
efieas  el  acta  notorial  para  relacionar  y  aceptar  dicha  obligación;  que  en 
cuanto  4  las  excepciones  de  falte  de  personalidad  en  el  ejecutante  y  su 
Procurador,  el  documento  de  cesión  hecho  por  Beherens  y  Compafiía  4 
favor  de  Battistini,  autorisado  en  Inglaterra  por  persona  capas  ante  Nota- 
rlo público,  que  daba  fe  de  la  autenticidad  de  las  firmas  de  esa  persona  y 
de  los  testigos  instruménteles,  reunía  todas  las  condiciones  necesarias- 
para  surtir  efecto  en  Espafia;  aparto  de  lo  cual  existía  el  documento  pú- 
blico de  l.<>  de  Octubre  de  1889,  en  que  D.  Ramón  Torres  reproducía  y  ra- 
tificaba ese  documento  de  cesión,  reconociendo  por  su  único  acreedor  4 
Battistini,  como  cesionario  del  crédito  hipotecario  que  conatituyó  4  favor 
de  Beherens;  y  que  en  cuanto  4  la  excepción  de  nulidad  4lel  juicio,  Don 
Ramón  Torres  Alvarado  tenía  su  residencia  habitual  cuando  se  hiso  el 
embargo  en  la  finca  hipotecada,  radicada  en  termino  municipal  de  Barros, 
antes  del  afio  1888: 

Resultando  que  con  su  escrito  acompafió  una  osrtíficación  del  Secreta- 
rio del  Ayuntamiento  d^  Ponoe,  conaignando:  qoe  según  circunstancias  y 
antecedentes  que  existían  on  él,  no  había  padrón  de  vecinos  del  término  > 
municipal;  que  en  el  Censo  de  población  verificado  en  81  de  Diciembre 
de  188T,  no  figuraba  inscrito  bajo  ningún  concepto  D.  Ramón  Torres  Al- 
ararado,  como  tampoco  en  las  listan  electorales»  provinciales  y  munirifar- 
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te;  que  al  expedirse  cédula  personal  en  sa  favor  en  4  de  Febrero  de  1890^ 
lo  ffoé  en  virtad  de  haberse  pcesentado  solicitándola  su  yerno  D.  José  Pifia, 
qne  manifestó  que  bacía  más  de  dos  afios  qae  residía  en  aquella  cindad;. 
y  qne  al  expedirse  en  26  de  Marso  on  certificado  de  vecindad  á  favor  del 
mismo  Torres,  lo  fué  sólo  en  virtad  de  instancia  acoxnpafiada  de  dicha 
oédnla: 

Resultando  qucTrecibido  el  juicio  á  prueba  con  referencia  á  la  ejecución 
segoida  por  los  Sres.  Schwann  Brothers  y  Oompafiía  contra  D.  Ramón  To- 
rrea Alvarado,  sobre  pago  de  pesos,  se  puso  certificación»  de  la  que  aparece: 
qne  en  28  de  Noviembre  de  1888  se  rejqniríó  de  pago  y  citó  de  remate  á 
Torres  en  sn  casa  habitación  en  el  barrio  de  Banto  Ahajo;  que  asimismo 
•e  testimonió  una^providencia  del  Juez  municipal  de  Juana  Días  en  l.o  de 
Noviembre  de  1886,  en  la  que  se  hace  constar  que  D.  Ramón  Torres  Al- 
varado  residía  en  la  jurisdicción  de  Barros,  en  sus  posesiones  de  Matru- 
lias,  manifestando  lo  mismo  el  alguacil  encargado  de  cierta  diligencia;  y 
constando  asimismo  de  otro  testimonio  qne  procesado  D.  Ramón  Torrea 
por  injuria  á  la  Autoridad  en  19  de  Diciembre  de  1886,  tuvieron  lugar  los 
hechos  que  dieron  origen  á  dicha  causa  en  el  barrio  de  Banto  Abajo: 

Resaltando  que  suministrada  sobre  este  mismo  hecho  prueba  de  testi- 
gos, el  Juez  de  primera  instancia,  desestimando  las  excepciones  opuestas 
por  el  ejecutado,  dictó  sentencia  de  remate,  que  fué  apelada,  y  confirmada 
eon  las  costas  por  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Paerto  Rico  en 
SO  de  Octabre  de  1890: 

Reaoltando  que  D.  Ramón  Torres  Alvarado  interpuso  recurso  de  ca- 
nción por  quebrantamiento  de  forma,  que  fundó  en  los  números  ífiy  2.o 
4ei  art.  1691  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  encontrándose  en  el  citado 
núm.  l.o,  porque  la  citación  de  remate  en  los  juicios  ejecutivos  era  eqai- 
valente  al  emplazamiento  en  los  declarativos,  y  el  no  haberse  hecho  la 
citación  de  remate  en  el  domicilio  del  demandado,  con  infracción  notoria 
de  la  ley  en  el  art.  1467,  era  lo  mismo  que  si  no  se  hubiera  verificado;  en- 
contrtodose  también  en  el  segando  número,  porque  loa  motivos  de  nali- 
dad  qoe  alegó  fueron  fundamento  para  la  excepción  de  falta  de  personali- 
dad en  el  ejecutante  y  su  Procurador,  según  se  consignó  en  el  9.o  de  loa 
fondamentos  de  derecho  del  eacrito  de  oposición;  no  habiendo  aido  objeto 
de  reclamaciones  especiales  los  dos  citados  motivos  por  haber  conatitnído 
ol  fondo  del  juicio  y  haber  versado  sobre  ellos  todas  las  alegaciones  y  laa 
pruebas,  encontrándose  por  tanto  cumplido  el  precepto  del  art  1748  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassus: 

Considerando  que  la  citación  de  remato  practicada  en  eatoa  autos  no 
contiene  el  vicio  esencial  de  forma  que  el  recurrente  le  atribuye  por  in- 
fracción notoria  de  lo  dispuesto  en  el  art  1467  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
eivil»  porque  la  circunstancia  qué  este  precepto  legal  exige  de  que  se  prac- 
tique en  el  domicilio  del  demandado,  concurrió  seguramente  en  la  expre- 
sada diligencia,  aegún  resulta  de  laa  pruebas,  toda  vea  que  la  citación  se 
hizo  en  ana  flaca  de  la  propiedad  d^  demandado  donde  tenia  su  habitual 
lealdencia: 

Considerando  que  aun  en  el  supuesto  de  que  oontnviese  un  vicio  esen- 
cial de  forma,  la  diligencia  de  citación  de  remafb,  que  en  los  autos  ejecuti- 
vos equivale  al  emplazamiento  en  los  declarativos,  no  podría  dar  tampoco 
logar  á  la  casación  en  este  caso»  toda  vez  qae  la  presentación  que  por  vir- 
tad de  ella  biso  el  demandado  en  el  juicio  interponiendo  laa  exoepdonea- 
^e  creydlo  aaistían,  y  defendiendo  por  tal  modo  su  derecho,  convalidó 
aquella  diligencia  y  hace  improeedent»  el  recurso,  conforma  á  ia  cona- 
émám  jariapnideneia  de  eate  Supremo  Tiribunal: 
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Oonflideráiido,  en  oaanto  al  wéganáó  de  1<w  motlrofl  qa«  «e  alegsa,  qvi^ 
fundada  la  falta  de  peraonalidad  qne  ee  atríbnye  al  demandante  en  la  nu- 
lidad de  loe  tílalos  en  qne  hace  ooneistir  eu  derecho,  ó  sean  iaa  escrítnraa 
pública!  j  fehadentea  qne  airvieron  de  baee  á  la  ejeonción,  aerfapn^Mao 
para  que  padiera  ezaminame  eeta  cueatión  qne  ie  hubiera  reciamado  y 
reauelto  dicha  nulidad  en  el  correspondiente  juicio,  nulidad  que  una  vea 
declarada  implicaría  sólo  la  falta  de  acción  en  el  actor,  y  no  la  de  en  per- 
aonalidad, que  había  aido  reconocida  por  el  ejecutado  en  la  eemtara  pu- 
blica de  1 .«  de  Octubre  de  1889; 

FallamoB  que  debemoa  declarar  7  declaramoano  haber  lun^  al  recnrao 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  D.  Ramón  Ta- 
rrea Alvarado,  á  quien  condenamoa  á  la  pérdida  de  la  cantidad  deposi- 
tada, que  se  distribuirá  oon  arreglo  á  la  ley,  y  en  Iaa  costas;  y  líbreae  á  la 
Audiencia  de  Puerto  Rico  la  certificación  correspondiente.— (Sentencia  pu- 
blicada el  2  de  Octubre  de  1808,  é  inaerta  en  la  Gaceta  de  8  de  Diciembre 
del  miamo  año.) 
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BaoüBse  dk  o^a^oióv  sh  li  vobicá  (2  de  Octubre  de  189S).—8alft 
de  lo  dyil'—Desahucio.—No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Juan  Antonio 
Benitos  en  antoa  con  D.  Manuel  Gonailea  (Juagado  de  primera  inatancia 
dé  San  Femando),  y  se  resuelve: 

Que  justificado  en  él  juicio  de  deeaikaeio,  eoñ  el  poder  preeenüado  por  el 
demandante,  ser  éste  admimstrador  de  los  bienes  objeto  del  desakaeio,  esté  ets 
personalidad  constada  á  los  términos  delnúm:  S.**  del  art,  4,^  de  la  ley  dm 
Er^uieiamiento  civil,  siendo  in^fertinente  el  recibimiento  á  prtteba  referenia 
al  eoUremo  de  la  personalidad  del  mimno  á  instancia  del  demandado,  y  ai 
denegarse  la  concesión  del  término  extraordinario  soUeitada  con  tal  motivo,  mo 
se  ii^ringe  por  dicha  determinación  la  forma  del  juicio  citada  por  el  recm- 
rrente. 

En  lá  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  Octubre  de  18^3,  en  el  plefU» 
pendiente  ante  Noa  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma,  seguido  en  el  Juegado  municipal  de  San  Fernando  y  en  el  de 
primera  instancia  de  la  misma  ciudad,  por  B.  Manuel  Gonsálea  y  Gutie- 
rres, que  no  ha  comparecido  en  este  Supremo  Tribunal,  con  D.  Juan  An- 
tonio Benitos  Rivera,  repreaentado  por  el  Procurador  D.  Manuel  Mon- 
tero y  Oasal  y  defendido  por  el  Letrado  D.  Femando  Mayoral,  sobre 
desahucio: 

Beaultando  qne  D.  Manuel  Feraándea  del  Hoyo,  como  apoderado  j 
Administrador  que  acreditó  ser  de  D.  Manuel  Gonsálea  Gutierres,  de- 
mandó en  18  de  Octubre  de  1892  á  B.  Juan  Antonio  Benitos  ante  el  Jnea 
municipal  de  San  Fernando,  para  que  deaalojaae  Iaa  habitaciones  qne 
ocupaba  en  la  casa  núm.  86  de  la  calle  de  San  Marcos  de  aquella 'ciudad, 
propia  de  su  poderdante,  ñor  haber  eapirado  el  plaao  concedido  con  arre- 
glo &  la  costumbre  de  la  localidad: 

Resultando  que  convocadas  Iaa  partea  á  juicio,  el  demandado  expoae 
4iie  era  pobre,  y  deseando  diafmtar  de  los  bMiefioios  de  la  ley,  aolioitó 
-que  se  suspendiese  el  acto  hasta  que  se  decidiera  aobre  so  pobiesa;  qee 
en  segundo  lugar,  dijo  que  el  demandante  no  tenia  repteaentadón  legl- 
ttma,  no  pudleado  comparecer  en  su  nombre  otra  persona  al  no  era  Proea- 
•rador,  y  que  expueato  por  el  demandante  que  nada  teniaqoei 
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0l  Ja«s  mcordó  que  m  fórmate  ramo  «eparado  aobre  la  pohnmm  y  qt»  el 
damandado  cootoatara  á  la  demanda: 

Beaaliaadó  que  el  demandado  pidió  lepoaidón  de  esta  ptOTÍdcnei% 
Interponiendo  apelación  para  el  caao  de  que  no  ae  eatimate,  y  para  no 
quedar  indeíenao,  dijo  qne  no  eran  dertoa  loa  heohoa  de  la  demanda;  y 
qoe  habiendo  insiatido  la  parle  aetora  en  io  redamación,  ae  redbió  el  jnl> 
Áo  á  prueba: 

Ronülando  que  el  demandado  la  artículo  de  teatígoa^  pidiendo  deel»> 
raaen  por  el  interrogatorio  qae  preaentó,;uno,  vecino  de  la  Habana»  o4re  es 
Oibráitar  y  doa  en  aquella  ciudad,  eaperando  que  el  Juagado  concediera 
el  término  extraordinario  de  pruelM  para  qne  fueran  examinadoa  loa 
teatígoa  que  ae  encontraban  fuera  de  la  localidad;  y  que  el  Juea  declaró 
impertinente  la  prueba  para  cuya  práctica  ae  habí»  Bolidtado  el  término 
extraordinario,  negando  la  conceden  del  miamo  y  dedarando  no  haber 
lugar  á  lo  qne  por  dicbo  demandado  ae  pretendía  al  excepcionar  la  perao- 
■alidad  de  D.  Manuel  Femándea  del  Hoyo,  en  d  concepto  de  apodetado 
4e  O.  Manuel  Gonaáles  y  Gutiérrea,  pueato  que  dicha  peraonalidad  la 
taola  acreditada  coa  la  copia  del  poder  que  obraba  en  loa  autoa: 

Bcaullando  que  el  demandado,  eatimando  perjudicar  á  au  derecho  In 
veaoludón  por  la  cual  ae  le  negaba  el  término  extraordinario  de  prueba^ 
apeló  de  ella,  déndele  admitidí  la  apdadón;  y  que  d  Juez  mnnidpal 
^Úetó  aentenda  en  8  de  Noviembre  de  1892,  dedarando  haber  lugar  al 
deaahudo  y  condenando  á  D.  Juan  Antonio  Benltez  á  deadojat  en  el  tér- 
mino de  ocho  díaa  las  habitaciones  que  ocapaba;  apercibido  de  lanaa- 
miento  d  no  lo  verificaba,  con  impodción  de  Jas  costea  del  juicio: 

Beeultando  que  admitida  la  apdadón  que  D.  Juan  Antonio  Benftea 
interpuso,  así  como  la  interpuesta  de  la  resolución  relativa  á  qne  ae  tra- 
mitan la  pobreza  á  la  vez  que  el  asunto  principal,  el  Jaez  de  primera  ina- 
'tanda,  por  sentencia  de  17  de  Didembre  de  1892,  confirmó  con  las  coates 
la  apelada  y  la  indicada  reaoludón: 

Beauitando  que  D.  Joan  Antonio  Benltez  interpuso  contra  esta  aentea- 
da  recurao  de  caaación  por  qaebrantamiento  de  forma,  alegando: 

Primero.  La  falta  de  peraonalidad  de  D.  Manuel  Fernández  dd  Hoyo 
para  repreaentar  en  jnido  á  D.  Manud  González  ain  ser  Procurador  habl- 
Utado,  existiendo  en  la  localidad  individuos  que  reunían  tan  esencial 
requisito,  faHa  comprendida  en  el  párrafo  aegundo  del  art.  1693  de  la  ley, 
habiéndoae  quebrantado  con  ello  las  formas  que  deben  obaervarae  con 
-arreglo  á  lo  diapaeeto  en  el  art.  4.^  y  en  loo  apartadoé  aegundo  y  tercero 
^1  art.  68S  de  la  repetida  ley: 

'Segundo.  Que  aun  cuando  pudiera  dedrse  por  la  parto  adora  qoe  M 
tecurrento  no  había  probado  que  aquél  no  fuera  Procurador,  ni  monos  qa» 
exiatlan  en  aqudla  dudad  individuoa  con  td  título  y  que  ae  enoontrabaa 
habililados;  eata  era  casualmente  otra  de  las  formaa  que  ae  hablan  que- 
biantado  por  ambos  Juzgados,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  pémfo 
quinto  del  indicado  art  1698  y  el  660  de  la  miama  ley,  toda  ves  qoe  la 
praeba  preaentada  por  este  parto  era  á  la  qne  se  refería  el  art  666  de  ella, 
7  ouya  práctica  fué  negada  por  d  Juea  municipal,  itceptendo  también  sa 
^eddén  en  todaa  sus  partea  d  Juzgado  de  primera  inatenda: 

Tercero.  T  de  igual  modo  exiatla  quebrantemieato  en  la  forma  dd 
jnida  deade  d  moaaento  en  que  por  el  auto  recaldo  en  primera  inatenda 
y  oonfirmad<i  por  el  Juzgado  no  ae  concedía  al  recurrente  el  térndaa 
extraordinario  de  prueba,  dando  lugar  á  que  quedara  indefenao  en  ella, 
-oatt  la  ciroDBstenda  de  no  haberse  opneeto  la  parte  contraria,  eomo  reani- 
maba de  aotoa^  y  acoeder  á  dieha  pretondón,  aegún  lea  artf cotas  4»6é  y  Mft 
4a  Ja  aaaadleha  toy  da  SnJoidaadeBtedvIL 
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Visto^  tleiido  Poottite  el  Magistnido  D.  FrandÉco  Toda: 

Ck>DSidenuido  qae  juBtificado  en  el  juicio,  con  el  poder  preaentadb  p<Mr 
•I  demandante,  aer  éate  adminiatrador  de  loa  bienea  de  D.  Manoel  Go&a4- 
k»,  propietario  de  la  caaa  de  cayo  deaahacio  ae  trata,  eatá  au  peraonalidad 
ajnatmda  á  loa  términos  del  núm.  2.o  del  art  4.o  de  la  le]r  de  Enjaid»- 
miento  civil,  que  ae  cita  como  infringido,  alendo  impertinente  la  pmelMi 
•olicitada  por  el  demandado  referente  al  extremo  de  la  peraonalidad  de 
•qnél,  y  por  eUo  improcedéntea  loa  doa  primeroa  motivoa  de  caaación  ale- 
gadoa  en  el  recnno: 

Gonaiderando  qne  redncida  la  conteatación  del  demandado  en  él  aek» 
ém\  juicio  é  la  denegación  de  loa  hechoa  de  la  demanda,  era  deade  Inego^ 
impertinente  la  prueba  por  aquél  propneata  é  improcedente  el  término 
«xtraordinario  aolicitado  para  practicarla,  no  infrio  giéndoae  con  tal  deter« 
ttinadón  la  forma  del  juicio  aellalada  en  el  tercer  motivo  del  recarao; 

Fallamoa  que  debemoa  declarar  y  declaramoa  no  haber  lugar  al  rocano 
de  caMción  por  quebrantamiento  de  forma,  interpneato  por  D.  Juan  Anto- 
nio Benitos  Rivera,  á  quien  condenamoB,por  raaón  de  depóaito,  al  pago  de 
la  cantidad  que  correaponda,  que  aatiaáurá  ai  vinieae  á  me|or  forinnai, 
diatribnyéndoae  entoncea  con  arreglo  á  la  ley;  no  hacimido  declaración 
«obre  eoataa  por  no  haberae  peraonado  la  otra  parte;  y  líbiéie  al  Juagado 
de  primera  inatancia  de  ban  Femando  la  certificación  correspondiente,  eon 
devolución  de  loa  aatoa.— (Sentencia  publicada  el  2  de  Octubre  de  1898^  .. 
é  inaerta  «n  la  Qaeeta  de  8  de  Diciembre  del  miamo  afio.) 
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Rbcübso  di  cabacióv  (2  de  Octubre  de  1898).-^Sala  de  lo  civil. — 
J}efeH$a  par  p<^é,'-'No  ba  lagar  á  la  admiaión  del  interpuesto  por  D.  Ba- 
asen  Altarriba  en  autoa  con  D.  Antonio  Villalba  (Audiencia  de  Madrid),  y 
•e  reauelve: 

Que  la  «aiieneta  que  declara  la  pobreMa  de  «« litigante,  mo  e$  d^mtiva^  ni 
tiene  ímrátíter  de  tal,  con  arreglo  al  ném,  l.o  del  art.  1690  de  la  ley  de  Enjm- 
eiammnto  dM^  porque  no  tertnina  el  jmcio  principal  ni  impide  la  contínuaeiái^ 
éelt  ' 


JBtaaultando  que  la  Sala  aegunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  eq|a 
corte,  por  aentenda  de  28  de  Noviembre  de  1882,  confinnatofia  con  laa 
jooataa  de  la  d^  Juea  de  primera  inatancia  del  distrito  del  Este  de  la  mia- 
■na»  declaró  á  D.  Antonio  Villalba  Gutierres,  pobre  en  el  aentido  legal  para 
litigar  con  D.  Ramón  Altarriba  y  Yillanueva,  Barón  de  Sangarrén: 

Beanltando  que  contra  eata  aentencia  ha  interpneato  D.  Ramón  Altanri- 
ha  recurso  de  caaación  por  infracción  de  ley,  citando  laa  que  á  au  juicio  han 
iddo  infffngldaa. 

Viato,  alendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Estanislao  Rebollar  y  Villarejo: 

Ck>naiderando  qne  la  reaoladón  recaída  no  ea  aentencia  deinitiva  ni 
BDterece  el  concepto  de  tal,  con  arreglo  al  núm.  1.®  del  art  1690  de  la  ley  de 
Sojaidamienio  civil,  pueato  que  la  declaración  de  pobresa  á  favor  de  Don 
Antonio  Yillalva  Gntíérres,  que  aquélla  contiene,  no  termina  el  juicio  prin- 
cipal, que  con  él  aigue  el  recurrente  D.  Ramón  Altarriba  y  Yillanueva,  ni 
Impide  la  eontinuación  del  miamo; 

Ko  ha  lugar  4  la  admiaión  del  recurso  de  caaación  interpneato  por  Don 
Samón  Akcrriba  y  -Villanoeva,  á  quien  ae  condena  en  laa  eoataa;  líbreaa  A 
la  Aadiencia  de  esta  corte  la  oerüflcadón  eoneapondiente,  con  devolodóa 
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del  Apuntamiento  lemitldo;  y  imblíqaeee  eeto  «ato  en  la  fonna  prevenida 
per  In  ley.— (Anto  fecha  3  de  Octnbre  da  ises,  é  inaerto  en  la  Oac«to  de  S 
de  Dicienibre  del  miamo  «fio.) 
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BB0DB80  DS  oáaAcióxr  XN  LA.  FOBMÁ  (2  de  OctQbre  de  180S).-— Sala  de 
lo  ci¥il.— iMnoet^  de  alime9Uo$.^No  ha  logar  al  ioterpoeeto  por  Dos 
Prandaeo  Se?illano  en  antoa  con  Dofia  Inée  Sana  de  Diego  (Andienda  de 
Madrid),  y  ae  reeoelve: 

4Me  e$  improcedente  el  recwreo  fundado  en  habene  denegado  una  d^ügen- 
€ia  de  prutíHi  admieWe,  cuando  dicha  dUigeneia  e$  de  iodo  punió  üt^^erH^ 


En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  Octabre  de  1893 ,  en  el  pleito  pen- 
diente anto  Noa  en  virtud  de  recarao  de  caaación  por  quebrantamiento  de 
forma,  aegoido  en  el  Juagado  de  primera  inatancia  del  diatrito  del  Hoapi- 
eio  de  eata  capital  y  en  la  Sala  aeganda  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de  In 
miama,  por  D.  Franciaco  Sevillano  Oid,  Comandante  retirado  de  lof auto- 
ría, de  eata  vecindad,  repreaentado  por  el  Procurador  D.  Manuel  Qooai- 
lea  Agoado  y  defendido  por  el  Letrado  D.  Tomáa  Revilla,  con  Dofia  Inéa 
Sana  de  Diego,  eapoaa  de  aquél,  vecina  de  Salamanca,  y  en  eu  nombre  el 
ProGorador  D.  Ruperto  de  Diego,  bajo  la  direcci6n  del  Licenciado  D.  Ma- 
nuel Duran,  aobre  reducción  de  allmentoa: 

Beeultando  que  fundada  Dofia  Inéa  Sana  de  Diego  en  loa  maloe  trata- 
miantoa  qae  recibía  de  tu  marido  D.  Francisco  Sevillano  y  Cid,  Coman- 
dante de  Ejército  en  situación  de  reemplaso,  aolioito  y  obtuvo  en  18  de 
Diciembre  de  1878  el  depósito  de  su  persona  en  compafiia  de  trea  hijea 
menoree  en  la  caaa  de  au  madre  Dofia  Isabel  de  Diego,  acordando  qoe  ea 
el  término  de  treinta  diaa  acreditaae  haber  entablado  y  aido  adnütida  de- 
manda de  divorcio: 

Beanltaodo  qoe  acreditado  dicho  extremo  y  ratificado  el  depóaito,  so- 
licito Dofia  Inés  Sana  qoe  ae  le  aefialara  por  vía  de  alimentoe  proviMona- 
lea  la  mitad  del  aneldo  líquido  menaual  de  180  pesetas  que  disfrutaba  an 
iBarido  como  Comandante  en  situación  de  remplaso,  aunque  tuviera  rete- 
nida en  virtad  de  orden  judicial  cualquiera  parto  del  mismo,  por  la  prefe- 
rencia qoe  gosaba  y  disfrutoba  por  la  ley,  y  que  por  aentencia  de  80  de 
Abril  de  1879  se  la  asignó  en  tel  concepto  la  mited  del  sueldo  que  au  ma- 
rido diafmtoba,  y  la  mitad  temblón  del  que  por  pasar  á  otra  sitoadón,  aa- 
eenao  ú  otra  causa  disfrútese  en  lo  eocesivo,  mientraa  eetuvieran  á  cargo 
de  la  mujer  loa  hijoa  del  matrimonio: 

Reanltando  que  deapnés  de  v«ri«s  diligencies  reletivas  al  abono  de  loe 
alimentoa  y  variación  del  depóaito  por  fallecimiento  de  la  depositaría,  de- 
dojo  demanda  D.  Franciaco  Sevillano  y  Cid  en  16  de  Mayo  de  1886,  para 
qne  ae  declarase  que  su  mujer  Dofia  Inéa  Sana  aólo  tenía  derecho  á  la  ter- 
cera parte  áfA  haber  que  el  demandante  disfrutoba,  pero  no  i  la  mitad 
concedida  en  la  sentencia  de  80  de  Abril  de  1879,  por  ser  aquélla  la  única 
qae  cogía  dentro  de  laa  preecripcionea  del  art.  146 1  de  la  ley  de  Enjoieia- 
miento  dvil,  y  que  impngnada  la  demanda  por  Dofia  Inés  Sana,  dictó  aen- 
tencia el  Juea  de  primera  inatancia,  absolviendo  á  Dofia  Inés  Sana  de 
Diego  de  la  demanda: 

^sanltando  que  Interpueate  apelación  por  el  demandante  y  remitidoa 
loa  antoa  á  la  Andienda  de  eate  corte,  al  ipatroirse  de  elioe»  dijo  pov  nn. 
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«trosí  q«6  fmidáiidote  «A  lo  dkpnetto  en  el  último  mpartado  del  art  8W 
ée  1»  ley  de  Eojaiciamiento  cítU,  ee  haUAbe  en  el  caeo  de  íormmliMr  lie 
pretenelonee  condacentes  pera  que  ee  trajera  á  loe  antoe  un  documento 
público  de  fecha  posterior  al  recibimiento  á  prueba  durante  la  primera 
inatancia,  conaietente  en  una  certiflcación  que  ee  libraae  por  el  Preeidente 
de  la  Junta  de  Ciaaef  paeivaa  de  loe  datoe  precleoe  para  acreditar  las  per- 
aonaa  y  laa  caotidadea  á  guienee  desde  las  mensualidadee  de  Julio  del  afio 
pasado  hasta  la  corriente  se  hubiera  hecho  entrega  de  la  parte  que  se  re- 
tuviera del  sueldo  que  disfrutaba  como  Jefe  de  Infant^a  en  situación  de 
retiro,  asi  eomo  las  sumas  que  cada  mes  le  hubieran  sido  entregadas,  pi- 
diendo por  todo  ello  que  se  dispusiera  la  remisión  de  oficio  de  la  indicada 
certiflcación: 

Resultando  que  Dofla  Inée  Sana  impugnó  esta  pretensión  por  creerla 
imieceMuria  para  el  fallo  del  pleito,  y  que  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  esta  corte,  por  auto  de  8  de  Marso  del  corriente  afio,  dedaró 
no  haber  lugar  á  lo  solicitado  por  el  apelante  en  el  otroaí  del  escrito  de 
10  de  Bnero  último,  y  que  se  trajeran  los  autos  á  la  vista,  citadas  las  par- 
tea para  sentencia: 

Reaoltando  que  declarado  en  17  de  Mano  no  haber  lugar  con  laa  cos- 
tas al  recurso  de  súplica  que  Sevillano  interpuso,  continuada  la  sustancia- 
don  de  los  autos  en  lo  principal,  la  referida  Sala  dictó  sentends  en  7  de 
Abril  último  confirmando  con  las  costas  la  apelada: 

Resultando  que  D.  Francisco  Sevillano  y  Cid  interpuso  recurso  de  ea^ 
sadón  por  quebrantamiento  de  forma,  con  protesta  de  deducir  en  su  caso^ 
el  de  infraodón  de  ley,  fundado  en  el  núm,  6  e  del  art.  1693  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  dvil,  por  habérsele  denegado  una  diligencia  de  prueba 
admidble,  según  las  leyes,  y  cuya  falta  le  produela  indefensión;  pues 
desde  el  momento  en  que  el  pleito  tenia  por  objeto  decidir  si  Dolía  Inés 
Sana  tenía  derecho  á  seguir  cobrando  la  mitad  del  haber  pasivo  del  recu- 
rrente ó  sólo  la  tercera  parte,  era  bien  patente  la  partidpación  de  la  prueba, 
propuesta. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Garijo  Lara: 

Ck>n8Íderando  que  tratándose  de  si  los  alimentos  de  Dofia  Inés  Sasi- 
de  Diego  han  de  consistir  en  la  mitad  ó  en  la  tercera  parte  del  sueldo  que 
disfruta  su  marido  D.  Frandsoo  Sevillano,  el  documento  pedido  por  éste 
eomo  parte  de  prueba  es  de  todo  punto  impertinente: 

Considerando  también  que  no  se  trataba  de  un  documento  público  de 
fecha  poaterior  al  recibimiento  á  prueba  del  pleito  en  primera  Instanda^ 
sino  de  una  diligencia  de  prueba,  porque  el  documento  no  existe  d  no  se 
constituye  por  el  auto  mandando  librar  la  certificadón  pedida; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
vano de  caaadón  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
Frandsco  Sevillano  Cid,  á  quien  condenamos,  por  rasón  de  depódto,  al 
pego  de  la  cantidad  que  corresponda,  que  satisfará  d  viniese  á  mejor  for* 
Urna,  distribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  pro- 
cédase  á  lo  que  haya  lugar  respecto  al  recurso  de  casación  prepai*da 
por  infracdón  de  ley.— (Sentencia  publicada  el  9  de  Octubre  de  1898,  ó 
inserta  en  la  Oaoeta  de  8  de  Didembre  del  ñaismo  afio.) 

86 

CoMFBTKNOiA  (8  dc  Octubro  de  1808).— Sala  de  lo  dvil.— IndcsMÍM»- 
eJén  de  éUuño»  y  perjmikioé.-^e  dedde  en  favor  del  Juagado  de  primenvins* 
lande  de  Gádia,  la  sostenida  con  el  de  igual  dase  de  la  BarcelonetSi  e» 
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ankw  06giüdo0  en  el  último  de  dichos  Josgadoa  por  D.  Ángel  Montea  con 
la  raaón  aodal.Abaraoza  y  Oompafiía,  y  ae  reaoelve: 

Que  $egún  lo  dispuso  en  el  art  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  eivUr 
J'uera  de  los  cobos  de  eumisián  eocpreea  ó  tácita,  es  Juez  competente  para  co- 
nocer de  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciona  personales  el  del  lugar  en  que^ 
deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el 
del  domiGilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato^  si  hallándose  en  él,  aun- 
fue  aeeidefüaimeiiUe,  pudiera  hacerse  el  emplasamiento. 

£d  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Octubre  de  1803,  an  la  competen- 
cia entablada  entre  Iob  Joigadoa  de  primerÍBi  instancia  de  loa  diatritoa  de 
la  Buoeloneta  de  Barcelona  y  de  Santa  Grúa  de  Cádia,  por  reqoerimienta 
de  inhibición  del  segundo  al  primero  en  el  conocimiento  de  demanda  de 
anayor  cuantía  formulada  por  D.  Ángel  Montea  y  Mora  contra  la  razón  ao- 
'  cial  Abartusa  y  Compaftía,  que  no  han  comparecido  en  eate  Tribunal  Su- 
premo,  aobre  indemnización  de  perjuioioa; 

Beaultando.  que  D.  Ángel  Montes  y  Mora  formuló  con  fecha  90  de  Sep> 
tiembre  de  1892  en  la  ciudad  de  Barcelona  demanda  de  juicio  declarativa 
da  mayor  cuantía,  expresando  que  el  14  de  Aguato  próximo  anterior  con- 
trató en  aquella  ciudad  con  la  Sociedad  Abarzuza  y  Ck)mpa£lía,  de  Cádiz» 
por  medio  de  su  agente  D.  Joaquín  García,  la  compraventa  de  80  barrilea 
de  á  ocho  arrobaa  cada  uno  de  vino  de  Jerez,  al  precio  de  pesetaa  arroba^, 
franco  á  bordo  en  Cádiz,  para  recibirlo  en  Barcelona,  mediante  el  previo 
envío  del  necesario  conocimiento,  aegún  el  opcvtuno  contrato  firmado  por 
ambaa  partes,  cuyo  original  se  acompafiaba,  y  revendió  el  vino  comprado 
en  virtud  de  aquel  contrato,  confiando  en  su  cumplimiento,  ai  precio  de  8^ 
péselas  la  arroba,  con  la  obligación  de  entregario  luego  de  recibido,  ó  sea 
el  día  28  del  citado  mes  de  Agosto,  habiendo  mediado  como  motivo  de 
compra  anterior  de  nn  barril  del  mismo  vino  de  Jerez  como  muestra,  entre 
la  caaa  Abarzuza  y  Compafiía,  su  mencionado  agente  y  el  demandante,  laa 
cartea  también  acompafladae,  y  como  ni  los  demandadoa  ni  au  predicho 
agente  hubiesen  entregado  el  vino  en  el  día  al  efecto  convenido,  y  se  hu- 
biera producido  contra  Montes,  por  los  que  se  le  tenían  á  su  vez  compra- 
do, demanda  reclamando  aquél,  ó  en  au  defecto  indemnización  de  perjul- 
eioa;  por  todo  ello,  y  los  fundamentoa  de  derecho  que  consignó,  expresan- 
do  ejereitar  las  acciones  personalea  que  le  competían,  pidió  se  condenara  á 
Abaraosa  y  Oompafiía  á  indemnizarle  loa  que  había  aufrido,  y  ae  justifica- 
rían, por  el  incumplimiento  del  expresado  contrato  de  compraventa  y  al 
pago  de  todaa  laa  coataa  del  juicio: 

Reanltando  que  á  la  enunciada  demanda  se  acompafiaron  loa  documen- 
(oa  en  la  misma  indicados,  ó  sea:  una  hoja  con  el  membrete  c  Abarzuza  y 
Oompafiía»,  fechada  en  Barcelona  el  14  de  Agosto  de  1892,  de  pedido  que 
á  dicha  caaa  hacia  D.  Ángel  Montes  para  remitirle  por  vapor,  de  su  cuenta 
y  riesgo,  pagadero  á  noventa  díaa,  80  barriles  de  á  ocho  arrobaa  de  Jerea 
aeoo  de  primera,  igual  á  la  muestra  presentada,  importante,  á  razón  de  6 
pesetas  arroba,  1.875;  vino  que  se  expresa  era  para  reembarcar,  y  por  esto* 
debía  hallarse;, en  Barcelona  el  28  de  aquel  mea  ain  falta;  consignándose 
también  que  la  residencia  del  comprador  no  infioía  para  nada  en  el  fuera 
del  negocio,  y  apareciendo  auacrita  por  D.  Joaquín  García  Mathíen  y  Don 
Ángel  Montes,  con  laa  respectivaa  antefirmas  cEl  agente»  y  cEl  compra- 
dor»; una  carta  dirigida  desde  Cádiz  el  9  del  enunciado  mea  de  Agosto  de 
189:1  al  D.  Ángel  Montes,  avisándole  la  remiaión  de  la  factura  de  un  pe- 
dido de  29  de  Julio,  cuyo  importe  de  88  peaetaa  60  céntimos  vencía  el  a 
de  Septiembre  inmediato;  por  lo  qne  medio  mea  antea  ae  pondría  en  cirou- 
ladda  un  airo  á  cargo  de  aqaél  por  dicha  oantidad,  ó  coil4a  rebaja  conrea-  « 
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pendiente  á  la  vMiJe,  ei  le  convenía  devolverla;  y  otra  carta  qveigmd- 
mente  aparece  diri^^ída  al  repetido  Montee  el  12  de  lós  propioe  mea  y  afio 
por  D.  Joaqoín  García  Mathíen,  repreeentante  de  Abarsaaa  y  Oompafila^ 
según  el  membrete  qne  ae  lee  al  margen  del  encabesamiento  de  ella,  ha- 
•ciéndole,  entre  otras,  varias  manifestaciones  referentes  al  envío  de  un  hm- 
rrilito  para  el  mismo. 

Resultando  que  repartida  la  demanda  al  Juagado  de  primera  instanei* 
del  distrito  de  la  Barceloneta,  dictó  éste  providencia  admitiéndola  y  libr6 
para  el  emplasamiento  de  la  parte  demandada  exhorto  á  Oádis,  que  á  sa 
vez  fué  repartido  al  del  distrito  de  Santa  Oros  de  la  misma  ciudad  tti  84 
de  Abril  del  corriente  afio,  por  el  que  se  le  dio  cumplimiento;  y  en  su  vir- 
tud didia  parte  demandada  produjo  escrito  solicitando  se  requiriese  de  in- 
hibición al  exhortante,  y  alegando  sustancialmente  tener  la  casa  Abarmza 
y  Oompafiía  viajantes  qae  hicieran  la  propaganda  de  sos  vinos,  pero  sin 
facultad  para  cerrar  negocios,  sino  sólo  para  transmitir  las  notas  de  pedi- 
dos, que  aquélla  se  reservaba  servir  ó  no,  según  las  referencias  comercia- 
les del  comprador;  conteniendo  tales  notas  la  expresa  declaración  de  que 
la  residencia  del  último  no  influía  para  nada  en  el  fuero  del  negocio,  lo 
^ue  constituía  una  sumisión  de  los  que  las  suscribían  al  del  vendedor; 
quien,  aun  perfeccionados  los  contratos,  expedía  la  mercancía  en  Oédia 
de  cuenta  del  comprador,  sin  que  desde  entonces  tuviese  que  ver  cada  con 
ella  ni  que  acudir  fuera  de  su  domicilio  para  las  incidencias  ó  cuestiones 
que  pudiesen  surgir,  en  cuyas  condiciones  hixo  D.  Ángel  Montes,  por  me- 
dio del  viajante  de  la  casa  D.  Joaquín  García  Mathíeu,  el  pedido  de  que  sa 
trataba,  que  no  había  tenido  aquélla  por  conveniente  aceptar;  por  lo  cual 
Montes,  bajo  supuestos  equivocados,  entablaba  su  demanda,  en  la  qne  no 
se  reclamaba  el  cumplimiento  de  un  contrato,  pues  éste  no  existía,  ni  de 
consiguiente  Instar  en  qne  se  celebrara  ni  en  que  hubiere  de  cumplirse  la 
obligación;  siendo,  por  tanto,  fuero  competente  para  la  acción  personal 
ejercitada  el  del  domicilio  del  demandado,  con  arreglo  al  art.  63,  en  sanó- 
mero  1.^,  de  la  ley  dé  Enjuiciamiento  civil,  y  aunque  se  hubiera  celebrado 
el  contrato,  sería  el  competente  para  conocer  de  la  demanda  aquel  JaxgA- 
do,  non  sujeción  al  mismo  precepto  legal,  según  la  enunciada  práctica  do 
la  casa  Abaranza,  de  expender  su  mercancía  en  Cádiz  de  cuenta  de  loo 
compradores;  á  más  de  que  la  nota  relativa  al  particular  contenida  en  ol 
pedido  podía  considerarse  como  el  caso  de  sumisión  expresa,  á  que  se  ro- 
fleren  los  artículos  66  y  67  de  la  citada  ley,  y  de  que  tratándose  tan  sólo 
de  indemnización  de  perjuicios,  nacido  de  acto  efectuado  en  Oádis  por 
Abarzuza  al  no  enviar  unoa  vinos  á  determinado  comprador,  no  había  ra- 
zón que  abonase  el  que  se  interpusiera  una  demanda  fuera  de  la  miamo 
capital: 

Reaultando  que  conforme  el  Ministerio  fiscal  con  la  procedencia  del  ro- 
querimiento  de  inhibición,  estimó  haber  lugar  al  mismo  el  antedicho  Jua- 
gado del  distrito  de  Santa  Oruz  de  Cádiz  en  auto  de  4  de  Mayo  último,  fun- 
dándose "para  ello  en  no  ofrecer  duda  que  teniendo  por  único  y  exclusivo 
objeto  la  demanda  entablada  la  indemnización  de  dafios  y  perjuióos  por 
incumplimiento  de  un  contrato  de  venta  de  vinos,  la  acción  ejenátada  ora 
personal,  calificándolo  así  expresamente  el  mismo  actor;  en  ser  un  hecho 
indiscutible  qne  la  Sociedad  demandada  tenía  au  domicilio  en  aquella  ció- 
dad,  en  la  que  fué  emplazada;  y  como  por  otra  parte  no  constaba  ni  podía 
constar  en  manera  alguna,  dado  el  estado  del  aaunto,  el  lugar  donde  doblo 
cumplirse  la  única  obligación  reclamada,  en  dicho  domicilio  debió  enta- 
blarse la  demanda,  conforme  á  lo  dispuesto  por  la  regla  1  *  del  art  6t  do 
la  ley  de  Enjuiciamiento;  en  que  en  la  expreaada  demanda  no  se  solicitaba 
el  cumplimiento  del  contrato  de  venta  á  qno  se  refería  la  nota  del  pedido^ 
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fino  la  predicha  indemnisación  por  haberse  faltado  á  lo  convenido,  y  pne« 
la  en  dada  y  negada  la  obligación  de  indemnixar,  es  perfectamente  aplica- 
ble al  caso  la  sentencia  de  este  Tribunal  Sapremo  de  29  de  Septiembre  de 
1884,  según  la  caal,  coando  se  niega  la  existencia  del  contrato  ó  acto  mo- 
tívo  de  la  acción  dedocida,  no  puede  tenerse  por  designado  expresa  ni  t&- 
dtamente  lagar  para  sa  camplimiento,  en  coya  virtud  no  queda  otro  arbi* 
^o  qne  acudir  al  Joes  del  domicilio  del  demandado;  y  en  demostrar  á  ma 
yor  abundamiento  la  nota  de  su  rasón,  consignada  en  el  documento  en  que 
se  hiao  el  pedido,  no  ser  el  Juzgado  de  la  Barceloneta,  sino  los  de  Oádix, 
donde  debió  entablarse  la  demanda  de  autos: 

Besultando  que  oído  en  el  Juzgado  de  la  Barceloneta  el  demandante 
Montes,  sostuvo  la  competencia  del  mismo,  en  cuyo  sentido  emitió  también 
dictamen  el  Ministerio  fiscal,  porque  era  el  lugar  en  que  debía  cumplirse 
la  obligación  reclamada,  acreditándolo  así  los  documentos  acompafiados  á 
la  demanda,  y  atribuía  á  aquél  tal  competencia  la  regla  1.»  del  art.  62  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento;  recayendo  el  28  de  Junio  próximo  pasado  auto 
denegatorio  de  dicha  inhibición,  á  cuyo  efecto  consideró:  lo  dispuesto  en 
•él  enunciado  precepto  legal;  que  el  documento  en  forma  de  pedido  es  un 
verdadero  contrato  de  compraventa  entre  el  actor  y  el  agente  de  la  Socie- 
dad demandada,  del  que  aparece  debía  entregarse  en  Barcelona  al  compra- 
dor el  género  de  su  referencia;  que  tanto  de  aquél  como  de  los  otros  dos, 
tambiá  adjuntos  á  la  demanda,  aparece  claramente  mantenía  el  actor  re- 
laciones mercantiles  con  la  enunciada  Sociedad,  entendiéndose  con  ella,  ya 
directamente,  ya  por  medio  de  su  agente  en  aquella  plaza,  y  por  tanto,  la 
«aestión  de  si  el  contrato  obligaba  ó  no  á  dicha  Sociedad  debía  tratarse  con 
lo  principal  del  pleito,  no  pudiendo  serlo  de  manera  alguna  en  la  de  com- 
petencia, pues  además  de  que  aparecería  involucrada  en  ésta  una  verdade- 
ra  excepción  de  falta  de  personalidad  en  la  parte  demandada,  lo  cual  no- 
permiten  los  buenos  principios  de  derecho  procesal,  hoy  por  hoy,  para  de 
terminar  la  competencia  debe  estarse  á  los  antecedentes  de  autos,  sin  per 
juicio  de  acordar  respecto  á  personalidad  en  su  día,  á  virtud  de  lo  que  se 
alegue  y  pruebe  si  acerca  de  ello  se  deduce  cuestión;  y  que  según  lo  dis 
.puesto  en  el  art.  296  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci7il,  especialmente  en  su 
párrafo  segundo,  cumplimentando  un  exhorto,  debe  el  Juez  exhortado  de 
volverlo  al  exhortante — la  devolución  tuvo  efecto  después  de  dictado  el 
«oto  que  se  refiere,— y  por  ello  no  podía  en  modo  alguno  el  del  distrito  de 
6anta  Cruz  de  Cádiz  retener,  una  vez  cumplido,  el  que  se  le  dirigió  para  el 
«aolo  y  único  objeto  del  emplazamiento  de  la  Sociedad  demandada,  y  debió 
devolverlo  sin  demora  alguna  con  las  diligencias  oportunas;  ni  menos  po- 
día en  virtud  de  tales  diligencias  admitir  una  cuestión  de  competencia  que, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  del  tít  12,  libro  l.^^  de  la  mencionada  ley, 
debió  sujetarse  á  repartimiento;  citándose  además  en  el  mismo  auto  las 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  9  de  Noviembre  de  1888,  7  de 
Marzo  del  84,  6  de  Enero  y  28  de  Abril  del  86,  4  asimismo  de  Enero  del 
86,  23  de  Febrero  y  3  de  Mayo  del  87  y  26  del  últimamente  citado  mes 
^el  88: 

Besultando  qoe  comunicada  al  Juzgado  requirente  la  resolución  de  que 
se  acaba  de  hacer  mérito,  insistió  en  la  que  tenía  dictada,  elevando  cada 
ano  de  ellos  las  actuaciones  de  su  referencia  á  este  Tribunal  Supremo,  on 
•el  qne  se  ha  oído  al  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassus: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  62  de  la  ley  de  Enjui 

•demiento  civil,  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  será  Juez 

^competente  para  conocer  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  perso- 

n^Um^  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  4 
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elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado,  ó  el  del  logar 
del  contrato,  si  bailándote  en  él,  aunque  accidentalmente,  pndiera  haceíae 
el  emplasamiento: 

Considerando  que,  ya  se  atienda  á  que  en  el  caso  de  existir  un  verda- 
dero contrato  de  venta  entre  la  Sociedad  Abarzuza  y  Oompaftia,  de  Gádis, 
y  D.  Ang<el  Montes  Mora,  del  cual  emanase  la  obligación  que  se  aupone 
contraída,  semejante  contrato  habría  de  cumplirse  en  Cádiz,  poniendo  á 
bordo  la  cosa  comprada  de  cuenta  y  riesgo  del  comprador,  bien  áque  en 
esta  ciudad  tiene  su  domicilio  la  Sociedad  demandada,  ora  á  que  tratán- 
dose de  daños  y  perjuicios  por  incumplimiento  del  contrato,  se  incurrió* 
también  en  Cádiz  en  la  omisión  originaria  de  la  acción  personal  que  se 
ejercita,  y  por  último,  á  que  la  nota  consignada  en  el  documento  ó  pedido 
presentado  con  la  demanda  expresa  que  la  residencia  del  comprador,  ó 
sea  la  de  Barcelona,  no  influye  para  nada  en  el  fuero  de  este  negocio,  lo 
cual  implica  una  renuncia  expresa  de  D.  Ángel  Montes  al  suyo  y  el  some- 
timiento al  del  contrato,  es  evidente  que  el  Juez  del  domicilio  del  deman 
dado  es  el  único  competente  para  conocer  del  juicio: 

Considerando  que  no  es  obstáculo  en  este  caso  para  que  se  decida  la 
competencia  á  favor  del  Juzgado  de  Cádiz,  único  que  ahora  existe  en 
aquella  ciudad,  el  que  no  se  hubiera  determinado  por  repartimiento  la 
relativa  entre  los  distintos  Jueces  que  ejercían  su  jurisdicción  en  Cádia^ 
toda  vez  que  se  trata  del  conocimiento  de  un  juicio  incoado  por  deman- 
da que  no  pudo  sujetarse  al  reparto  en  dicha  ciudad  y  á  que  la  cuestión 
jurisdiccional  fué  promovida  á  virtud  del  emplazamiento  hecho  al  de- 
mandado en  las  diligencias  sobre  cumplimiento  del  exhorto  del  Juzgado 
del  distrito  de  la  Barceloneta,  repartido  al  del  distrito  de  Santa  Cruz  de 
Cádiz,  como  consecuencia  del  mismo  y  por  comparecencia  del  demandado 
ante  el  Juez  de  su  domicilio  legítimamente  encargado  de  aquellas  diligen- 
cias judiciales; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
la  referida  demanda  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cá- 
diz, domicilio  de  la  Sociedad  demandada,  al  que  se  remitan  para  los  efec- 
tos de  derecho  todas  las  actuaciones  elevadas  á  este  Tribunal  Supremo, 
siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partea  las  costas  ocasionadas  con  mo- 
tivo de  la  presente  competencia;  y  póngase  esta  resolución  en  conoci- 
miento del  Juzgado  correspondiente,  mediante  la  suoresión  del  del  distri- 
to de  la  Barceloneta.de  Barcelona,  á  cuyo  fin  se  comunicará  al  Presidenta 
de  la  Audiencia  de  dicha  capital. — (Sentencia  publicada  el  3  de  Octubre 
de  1893,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  24  de  Noviembre  del  mismo  afio.> 
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Rbcubso  db  casación  (8  de  Octubre  de  189S).--Sala  de  lo  ci?il.— iAs- 
irega  de  un  legado,— ISo  ha  lugar  al  interpuesto  por  Dofia  María  Águeda 
€k)sé  en  autos  con  D.  Antonio  Mauri  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  re- 
suelve: 

Que  si  bien  d  art.  396  de  la  ley  Hipotecaria  y  el  157  del  Beglavnento  pro- 
ffieional  de  31  de  Diciembre  de  1881  para  la  (UÍministracián  y  recaudaeián 
del  impuesto  de  derechos  reales,  prohiben  la  admisián  en  los  Juzgados^  THbu- 
n€Ues,  Consejos  y  oficinas  del  Gobierno  de  documentos  ó  escrituras  de  que  no 
se  haya  tomado  razón  en^  el  Registro,  siendo  de  los  st^etos  á  inseripeióni  ni 
ie  los  q»u,  debiendo  pagar  el  expresado  impuesto,  no  conste  haberlo  saütfeoho,. 
procede,  sin  embargo,  admitir  y  debe  surtir  iodos  sm  ^eckw  en  juicio,  aum^ 
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jfMé  no  96  halle  inscrito  en  el  Registro  ni  se  haya  pagado  el  impuesto  ie  dere- 
áios  reales,  «n  testamento  de  que  traiga  causa  el  demandante,  y  que  se  pre- 
sente para  pedir  la  nulidad  de  una  inscfipcián  de  bienes  legados  por  el  mismo^ 
que  impida  verificar  la  de  dicho  documento,  puesto  que  este  caso  se  halla  ex 
osptuado  en  el  párrafo  3. o  del  art,  396  del  precepto  general  contenido  en  dicho 
articulo,  sin  que  sea  obstáculo  la  falta  del  referido  pago,  porque  haciéndose 
litigiosa  la  cuestián,  han  de  considerarse  en  suspenso,  conforme  al  art  64  del 
Reglamento  provisional,  todos  los  plazos  establecidos  en  el  mismo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Octabre  de  1893,  en  loa  autoa  de 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  segaidoa  en  el  Juzgado  de  primei» 
inatancia  de  Tremp  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  por  demanda  de  D.  Francisco  Plá  y  Nadal;  como  marido  de 
Itofia  Tereaa  Rosalía  Vi  laño  va  y  Gosé,  cuya  vecindad  y  profesión  no  cona* 
tan,  contra  Dofia  María  Agaeda  Gosé  y  Martí,  conocida  por  Buenaven- 
tura, caaada  con  D.  Antonio  Mauri,  vecino  de  Salas,  sin  que  tampoco  apa> 
reaca  su  profesión,  y  D.  Agustín  Faya,  que  ha  fallecido  durante  el  proce^ 
dimiento,  que  se  entendió  después  de  dicha  defunción  con  los  estrados, 
por  loa  herederos  de  aquél,  sobre  entrega  de  cierto  legado;  auto  pendiente 
ante  Koa  en  recurso  de  casación  que  ha  interpuesto  la  Doña  María  Águeda, 
y  en  sn  nombre  ef  Procurador  D.  Francisco  Egea,  alendo  su  Letrado  Don 
Leopoldo  Michelena,  ain  que  haya  comparecido  en  este  Tribunal  Supremo 
ningona  otra  parte: 

Beaultando  que  D.  Pabk|^  Gosé  y  Dofia  Antonia  Martí  otorgaron  en  6 
de  Mayo  de  1832  capitulacionea  para  su  matrimonio,  en  las  que  prove- 
yendo á  la  aucesión  intestada,  nombraron  heredero  á  su  primer  hijo,  pre- 
firiendo los  varones  á  las  hembras,  y  de  dicho  matrimonio  hubieron  tres 
hijos,  llamados  Francisco,  María  Águeda  y  María,  habiendo  adquirido, 
constante  aquél,  por  varios  títulos,  la  Dofia  Antonia  Martí  una  finca  ur- 
bana en  la  villa  de  Salas,  sitio  conocido  por  las  Eras,  compuesta  de  casa, 
huerto,  era  y  otraa  dependencias,  de  la  que  la  misma  Dofia  Antonia,  ha 
liándose  casada  en  segundas  nupciaa  con  D.  José  Vilanova  y  Cabeza,  en 
testamento  de  31  de  Jalio^de  1866,  bajo  que  falleció,  no  inscrito  en  el  Re- 
gistro, y  por  consecuencia''del  cual  no  aparece  se  satisficiera  el  impuesto 
•obre  transmisión  de  bienes  y  derechos,  legó  á  su  enunciada  hija  Dofia 
liaría  Gosé  Martí  una  parte  de  la  era,  á  la  izquierda,  entrando,  con  el  co- 
rral allí  existente,  y  los  derechos  de  entrar  y  salir  libremente  por  la  puerta 
principal,  levantar  y  construir  un  pajar  en  dicha  era,  y  disfrutar  y  dispo- 
ner, aólo  en  tiempo  de  feria,  de  dos  cuartos  ó  habitacionea  y  de  la  cocina- 
de  la  casa  de  lá  lUtima,  en  unión  de  sn  hermana  Dofia  Buenaventura—el 
verdadero  nombre  de  ésta  es  María  Águeda,  según  lo  ya  dicho,--legadD 
que  no  debía  tener  efecto  haata  despnés  de  fallecer  el  aegnndo  marido  de 
U  testadora,  que  murió  en  28  de  Abril  de  1878,  á  quien  dejó  el  usufructo: 

Beaultando  que  la  mencionada  Dofia  María  Águeda  Gosé  y  Martí,  cono- 
eida  por  Buenaventura,  contrajo  á  sn  vez  matrimonio  con  D.  Antonio  Mau- 
ri, y  fallecidorau  padre,  D.  Pablo  Gk>sé  y  el  hermano  de  aquélla,  D.  Fran- 
eiaco;  pero  viviendo  aún  su  madre  Dofia  Antonia  Martí,  inacribió  á  sn  favor 
en  el  Registro  de  la  propiedad  la  posesión  de  la  finca  de  que  queda  hecho 
mérito  el  18  de  Diciembre  de  1863,  en  virtud  de  información  que  á  su  ins- 
tanda  ae  practicó;  y  por  escrítnra  de  27  de  Enero  de  1882,  en  parte  dio  en 
l>ago,  y  en  parte  vendió  con  pacto  de  retro,  la  misma  finca  por  precio 
de  6.600  pesetas  á  D.  Juan  Faya,  á  quien  heredó  el  27  de  Octubre  de  1888 
BU  hijo  Agostüi,  inscribiéndola  uno  y  otro  por  los  indicadoa  títulos  en  el 
Begiatfo: 

Resoltando  que  Dofia  María  Goaé  y  Martí  casó  A  su  vez  con  D.  José 
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Vilanova  y  Bartú,  otorgando  capitalaciones  matrimonialei,  en  las  que 
ambos  contrayentea  pactaron  el  uaafrncto  de  bienes  para  el  qne  eobrevi- 
yiera,  institayendo  herederos  á  los  hijos  que  t  o  viesen;  y  sin  otra  disposi- 
ción, fallecieron  la  Doña  María  en  28  de  Agosto  de  1869  y  el  D.  José  en  4 
de  Julio  de  1Q81,  qnedando  como  única  hija  de  este  matrimonio  Dofia  Te- 
resa Rosalía  Vilanova  y  Gosé,  qoe  le  contrajo  en  4  de  Agosto  de  dicho 
año  81  con  D.  Francisco  Plá  y  Nadal: 

Resultando  que  este  último,  en  el  expresado  concepto  de  marido  de 
Dofia  Teresa  Rosalía,  entabló  en  30  de  Marzo  de  1888  ante  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Tremp  la  demanda  de  autos  contra  la  Dofia  María 
Águeda  Gosé,  conocida  por  Buenaventura,  y  el  también  anteriormente 
nombrado  D.  Agustín  Faya,  comprador  de  la  finca  urbana  en  la  villa  de 
Salas,  de  qne  queda  hecha  mención,  acompafiando  el  testamento  de  Dofia 
Antonia  Martí  de  81  de  Julio  de  1866,  y  formulando  la  pretensión  de  que 
se  condenase  á  la  Dofia  Buenaventura,  consorte  de  D.  Antonio  Mauri,  y 
al  D.  Agustín,  á  que  cumpliendo  el  precitado  testamento  la  primera  y  re- 
conociendo el  segundo  la  preferencia  del  derecho  de  la  demandante,  la  hi- 
cieran entrega  del  referido  legado,  con  los  frutos  percibidos  y  podido 
percibir  desde  la  muerte  de  la  testadora,  y  las  costas;  para  lo  que  en  la 
demanda  se  hace  relación  de  antecedentes,  y  consigna  que  Dofia  María 
Gk>sé,  madre  de  dicha  demandante,  fué  instituida  por  la  suya,  Dofia  Anto- 
nia Martí,  coheredera  con  la  demandada  Dofia  Buenaventura  Gosé— Ma- 
ría Águeda, — pero  ni  aceptó  la  herencia,  ni  se  incautó,  ni  menos  estuvo 
en  posesión  de  ninguna  clase  de  bienes  de  ella;  con  los  fundamentos  de 
derecho  que  estimaron  pertinentes: 

Resultando  que  la  expresada  demandada  contestó  con  la  solicitud  de 
que  se  desglosara  de  los  autos  el  testamento  acompañado  á  la  demanda,  y 
se  la  absolviera  de  la  misma,  condenando  en  costas  ája  parte  actora;  á  cuyo 
efecto,  entre  otras  alegaciones,  expuso  que  dicho  testamento,  base  para  la 
reclamación  del  legado,  no  estaba  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
y  por  consiguiente  no  oebía  ser  admitido  ni  era  válido  cnanto  de  aquél  se 
derivaba,  por  carecer  de  tal  requisito;  alegaciones  que  también  prodojo  el 
otro  demandado  Faya  al  contestar  por  su  parte,  igualmente  con  la  solici- 
tud de  que  se  le  absolviese  de  la  demanda  é  imj^sieran  las  costas  al  ac- 
tor; además  de  lo  cual  pidió  se  citara  de  evicción  á  su  demandada,  según 
se  estimó  y  tuvo  efecto,  manifestando  aquélla  aceptar  y  hacer  propia  toda 
responsabilidad  que  se  hubiere  originado  de  la  venta  de  su  referencia: 

Resultando  qoe  la  parte  demandante  replicó  solicitando  se  fallara  se- 
gún tenía  pedido  y  se  acordara  la  cancelación  de  la  inscripción  del  expe^ 
diente  posesorio  que  con  oportunidad  se  ha  mencionado  por  los  vicios 
sustanciales  de  que  adolecía,  adicionando  á  lo  que  había  expuesto  no  pri- 
var de  sus  efectos  legales  al  testamento  de  que  se  trataba  el  qne  no  se 
hubiese  inscrito,  lo  cual  sólo  podían  solicitarlo  la  heredera  ó  la  legataria, 
■in  que  aquélla  lo  verificase,  y  al  intentar  la  segunda  la  inscripción,  se  vio 
en  la  imposibilidad  de  que  se  llevase  á  efecto,  porque  dicha  heredera  ha- 
bía formado  el  inventario  en  méritos  del  expediente  posesorio;  duplicando 
los  dó8  demandados  con  sus  anteriores  peticiones,  y  practicando  prueba 
la  actora  y  la  demandada  María  Águeda  ó  Buenaventura  Gosé: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  los  demás  correspondientes  trá< 
mites  de  primera  instancia  y  del  grado  de  apelación,  habiendo  fallecido 
durante  su  curso  el  demandado  D.  Agustín  Faya,  la  Sala  segunda  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Barcelona  dictó  el  6  de  Diciembre  de  1892  sentencia  re- 
Tocatoria,  en  que  se  declara  nula  con  sus  naturales  consecuencias  la  inscrip- 
ción posesoria  techa  en  18  de  Diciembre  de  1863  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad de  Tremp  á  nombre  de  Dofia  María  Águeda  Gosé  y  Martí^  conocida 
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por  BaenaTentara,  eondenando  á  D.  Agiuitín  Fayft  y  Fenrer,  hoy  itts  here- 
deroa,  á  qoe  dimita  á  favor  del  demandante  D.  Francisco  Plá  Nadal,  como 
marido  de  Dofia  Teresa  Rosalía  Vilanova  y  Gosé,  la  parte  de  finca  según 
se  describe  en  el  testamento  de  antos;  y  á  Dofia  María  Agaeda  GiMé  y 
Martí,  conocida  por  Bnenaventnra,  á  qne  entregue  á  la  parte  actora  el  im- 
porte de  los  fmtos  producidos  y  debidos  producir  por  la  porción  finca  le- 
gada desde  el  28  de  Abril  de  1878,  fecha  del  fallecimiento  del  usufructúa- 
lio  José  Vilanova  y  Cabeza,  y  á  que  restituya  á  D.  Agustín  Faya,  hoy  sus 
herederos,  la  cantidad  de  6.600  pesetas,  por  la  que  enajenó  la  totalidad  de 
la  finca  mediante  la  escritura  de  27  de  Enero  de  1882,  si  éste  no  quiere 
eoBservar  el  dominio  de  la  parte  no  legada,  y  en  caso  contrario,  el  valor 
de  lo  legado  según  declaración  pericial,  indemnizándole  en  uno  y  otro 
caso  de  los  perjuicios  irrogados  por  la  evicción  á  él  y  su  causante,  y  de 
las  costas  que  se  le  hayan  ocasionado  por  razón  de  este  litigio;  sin  hacer 
especial  condena  de  las  de  segunda  instancia: 

Besnltando  qne  Dofia  María  Aguado  Gosé  y  Martí  ha  interpuesto  re- 
carao  de  casación,  alegando  en  el  único  motivo  por  el  cual  se  halla  admi* 
tido  respecto  al  que  invoca,  los  números  l.o  y  7.o  del  art.  1692  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  la  infracción  de  los  604  y  606  de  la  propia  ley, 
2.0  y  396  d»  la  Hipotecaria  de  21  de  Diciembre  de  1869,  l.o  y  2.0  de  la 
de  81  de  Diciembre  de  1881  reformando  el  impuesto  de  derechos  reales  y 
transmisión  de  bienes,  y  el  167  del  Reglamento  de  la  misma  fecha  para  la 
ejecución  de  la  últimamente  citada  ley;  que  respectivamente  preceptúan: 
el  primero  de  ellos,  se  acompafien  á  la  demanda  y  contestación  los  docu- 
mentos en  que  las  partes  funden  su  derecho;  el  segundo,  no  se  admitan 
deepués  de  los  indicados  escritos  al  actor  ni  al  demandado  otros  docu- 
mentos que  los  de  fecha  posterior,  los  anteriores  respecto  de  los  cuales 
jure  la  parte  no  haber  tenido  antes  conocimiento  de  su  existencia,  ó  los 
que  no  haya  podido  adquirir  con  anterioridad,  habiendo  designado  el  lu- 
gar donde  se  encuentran;  el  tercero,  en  sus  números  l.o,  2.o  y  3.o  estar  su- 
jetos á  inscripción  los  títulos  traslativos  del  dominio  de  inmuebles,  y 
aquellos  en  qne  se  constituyan  derechos  de  usufructo,  uso,  habitación  y 
•ervidumbres,  así  como  también  loa  actos  ó  contratos  en  cuya  virtud  se 
adjudiquen  á  alguno  biehes  inmuebles  ó  derechos  reales;  el  cuarto,  no  ser 
admisible  desde  la  publicación  de  dicha  ley  Hipotecaria,  en  los  Juzgados 
y  Tribunales  ordinarios  y  especiales,  ningún  documento  ó  escritura  de  que 
no  se  haya  tomado  razón  en  el  Registro  en  que  se  constituyesen,  transmi- 
tiesen, reconociesen,  modificasen  ó  extinguiesen  derechos  sujetos  á  ins- 
eripción,  según  la  ptopia  ley,  si  el  objeto  de  la  presentación  fuere  hacer 
electivo  en  perjuido  de  tercero  el  derecho  que  debió  ser  inscrito,  salvo  si 
el  objeto  de  la  presentación  fuera  únicamente  corroborar  otro  título  pos- 
terior que  eatuviera  inscrito,  ó  cuando  se  presente  para  pedir  la  declara- 
elÓB  de  nulidad  y  consiguiente  cancelación  de  algún  asiento  que  impida 
verificar  la  inscripción  del  documento;  el  quinto,  en  sus  tres  primeros  nú- 
meros, bailarse  sujetas  al  pago  de  impuesto  de  derechos  reales  y  transmi- 
don  de  bienea  las  traslaciones  de  dominio  de  los  inmuebles  y  de  dichos 
derechos  reales,  la  constitución,  reconocimiento,  modificación  ó  extinción 
de  los  derechos  reales  afectos  á  los  bienes  inmuebles,  y  las  transmisiones 
de  bienea  muebles  que  se  verifiquen  por  causa  de  muerte;  el  sexto,  en  su 
párrafo  quinto,  que  las  sucesiones  de  todas  clases,  ya  se  verifiquen  á  tí- 
tulo de  herencia,  de  legado,  ó  de  donación  martü  cama,  pagarán  el  im- 
puesto de  derechos  reales  y  transmisión  de  bienes,  según  el  grado  de  pa- 
rentesco entre  el  causante  ó  donante  y  el  adquirente,  con  arreglo  á  los  ti- 
poa  que  expresa;  y  el  séptimo,  que  tiene  fuerza  de  ley—como  complemen- 
tario de  ella,  según  lo  declarado  por  este  Tribunal  Supremo  en  el  último 
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considerando  de  la  sentencia  de  14  de  Noviembie  de  1891,«-qae  no  ae 
admitan  por  los  Jussados  ni  Tribunales  ordinarios»  ni  especiales,  doca- 
Diento  en  qae  no  conste  haberse  pagado  el  impuesto  de  desechos  reales  j 
transmisión  de  bienes  ó  la  nota  de  exención,  si  por  ellos  se  constituyen, 
trasmiten,  reconocen,  modifican  ó  extinguen  derechos  ó  bienes  inmuebles, 
muebles  ó  semovientes,  perpetua,  indefinida,  temporal,  revocable  ó^  irre- 
vocablemente; y  que  los  Juagados,  Tribunales,  oficinas  y  Corporaciones 
devolverán  á  los  interesados  los  documentos  que  se  presenten  como  otor- 
gados sin  los  requisitos  que  la  ley  exige,  y  no  permitirán  quede  de  ellos 
testimonio,  copia  ni  extracto  en  los  expedientes  administrativos  ó  Judicia- 
les; pero  darán  conocimiento  á  la  Administración  respectiva,  exceptuando 
el  caso  en  que  tales  documentos  se  presenten  ó  se  invoquen  por  persona 
á  quien  de  algún  modo  interesen,  pero  que  no  esté  obligada  al  pago  del 
impuesto;  preceptos  en  que  se  halla  comprendido  el  testamento  aoompar 
fiado  á  la  demanda  de  autos  por  no  constar  inscrito  en  el  Begistro  de  la 
propiedad  ni  siquiera  su  toma  de  raxón,  no  siendo  el  objeto  con  que  se 
presento  el  de  corroborar  otro  título  posterior  inscrito,  ni  el  de  pedir  la 
nulidad  y  consiguiente  cancelación  de  algún  asiento  que  impidiera  se  ins- 
'  cribiese;  pues  en  la  demanda  á  que  se  acompafió  sólo  pedía  el  cumpli- 
miento, por  parto  de  la  recurrente,  del  legado  en  aquél  establecido  y  el 
reconocimiento  por  la  de  D.  Agustín  Faya  de  la  preferencia  del  derecho 
de  la  demandante  á  la  finca  que  á  su  favor  tiene  el  último  inscrita,  y  en 
su  consecuencia  no  pudo  admitirse  con  dicha  demanda,  debiendo  enten- 
derse no  haber  esUdo  nunca  en  los  autos  del  testamento  en  qae  la  parto 
actora  funda  su  pretensión;  y  por  tanto,  cuando  en  la  réplica  se  reformó 
la  petición  de  la  demanda  con  la  solicitod  de  cancelación  del  expediento 
posesorio  á  favor  de  la  propia  recurrento  y  de  las  subsiguientes  á  favor 
de  Faya,  aunque  tal  pretensión  no  alterase  la  principal  del  pleito,  no  po- 
día tener  lugar,  toda  vez  que  al  presenterse  el  mencionado  escrito  ya  no 
estoba  de  derecho  en  los  autos  el  referido  testamento,  ni  se  puede  enten- 
der se  presento  de  nuevo  con  la  réplica,  pues  esto  lo  impide  lo  dispaesto 
en  los.citedos  artículos  504  y  606  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  cometiendo 
error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  pruébala  sentencia  de  la  Aadien- 
cia  de  Barcelona  al  fundar  su  fallo  en  tol  documento. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Garijo  Lara: 
Considerando  que  la  sentoncia  no  infringe  las  disposiciones  legales  qne 
se  citen  en  el  motivo  único  de  esto  recurso,  porque  si  bien  el  art  896  de 
la  ley  Hipotecaria,  y  el  157  del  Reglamento  provisional  de  31  de  Diciem- 
bre de  1881  para  el  cumplimiento  de  la  ley  de  la  misma  fecha  sobre  el 
impuesto  de  derechos  reales,  prohiben  que  se  admitan  en  los  Jusgados, 
Tribunales,  Consejos  y  oficinas  del  Gobierno,  documento  ó  escritura  de 
qne  no  se  haya  tomado  razón  en  el  Begistro,  siendo  de  aquellos  que  están 
sujetos  á  inscripción,  ni  documento  de  los  que,  debiendo  pagar  el  expre- 
sado impuesto  de  derechos  reales,  no  consto  que  lo  han  satisfecho,  y  el 
testemento  en  que  funda  su  derecho  la  parto  actora  y  que  presento  con  la 
demanda,  ni  está  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad,  ni  consto  que  ae 
haya  pagado  el  impuesto  del  derecho  real  que  en  el  mismo  se  transmito, 
esto  no  obstento  estuvo  bien  admitido  y  ha  debido  surtir  en  el  juicio  todos 
sus  efectos  jurídicos,  por  ser  punto  fundamental  discutido  y  resuelto  en 
esto  pleito  la  nulidad  y  consiguiente  cancelación  de  la  inscripción  de  po- 
sesión que  resulte  en  1863  á  nombre  de  Dofia  María  Águeda,  e<mocida  por 
Buenaventara,  del  inmueble  que  legara  Dofia  Antonia  Martí  á  sn  hija  Dofia 
María  Gosé  y  Martí,  de  quien  trae  causa  la  parto  actora,  cuya  asiento  im* 
pedía  verificar  la  inscripción  de  dicho  testamento,  y  esto  es  caso  expresa? 
mente  exceptuado  por  el  párrafo  tercero  del  art  806  del  precepto  generaif 
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eontenido  ea  el  mkmo,  y  mát  después  de  haber  adicionado  el  actor  en  el 
escrito  de  réplica,  y  en  nao  del  derecho  qne  otorga  el  art  648  de  la  ley  de 
£njatdaaáento,  bt  súplica  qne  fórmalo  en  la  demanda,  no  teniendo  tam- 
poco aplicación  el  art.  167  del  Reglamento  provisional  antes  citado,  por- 
•qne  habiendo  «dqniíldo  el  carácter  de  litigioso  el  legado,  qne  es  materia 
de  esto  jaicio,  han  de  considerarse,  según  se  dispone  en  el  art.  64,  en  sos- 
pensó  todos  los  plan»  establecidos  en  el  mismo  para  el  pago  del  im 
pnesto; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  recnrso 
de  casadóa  intorpaesto  por  Doña  María  Águeda  Gosé  y  Marti,  sin  hacer 
declaración  respecto  á  costas  por  haber  comparecido  sólo  en  esto  Tribanal 
Supremo  dicha  parto  recurrente;  y  líbrese  á  la  Aadiencia  de  Barcelona  la 
correspondiente  certificación,  acompafiada  deL apuntamiento  que  ha  rerai- 
itdo.-~(8entenGÍa  publicada  el  3  de  Octabre  de  189S,  é  inserto  en  la  Qaceta 
de  8  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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Rbcubbo  i>s  oasacióh  (4  de  Octobre  de  1898).-— Sala  de  lo  civil.— JSeela 
Mactdfi  de  Meses.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Dofia  Francisca  Roldáa 
«n  autos  coa  D.  Francisco  Veratón  (Audiencia  de  Zaragoaa),  y  se  resuelve: 

(¿ue  no  «e  wf  tinge  la  ley  5.^,  HL  33,  Partida  T,\  ni  el  principio  de  dere- 
cho slaiidam  est  chartes,  ni  la  juriapritdencia  relativa  á  lafwerea  que  tiene 
la  véUmkid  dd  testador,  y  cómo  deben  entenderse  eus  palabras,  cuando  la  Sala 
sentenciadora  entiende  Usa  y  llanamente  las  palabras  del  tesamente,  de  moda 
que  no  quede  la  numor  duda  de  la  voluntad  del  testador: 

Que  no  se  incurre  en  error  de  hecho  ó  de  derecho  que  autorice  él  recurso, 
estando  la  equitncadán  padecida  es  puramente  material: 

Qne  si  bien  el  recurso  de  casacián  sólo  procede  contra  ¡aparte  disposiüwi 
de  las  sentencias,  esta  doctrina  no  se  opone  á  que  las  resohueíones  judiciales  se 
expUquen  yjwtifiquenpor  les  fundamentos  en  que  m  apoyan: 

Qíte  hs  causahabientes  no  pueden  impugnar  ios  actos  de  tas  personas  ó 
jpersona  de  quien  proviene  su  derecho,  cuyos  actos  son  obUgatoríos  para  dios, 

£n  la  villa  y  corto  de  Madrid,  á  4  de  Octubre  de  1898,  en  el  pleito  pen- 
diente ante  Nos  en  virtod  de  recnrso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
seguido  «n  el  Juagado  de  primera  instoncia  de  Tarasona  y  en  la  Sala  de  lo 
éííü  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  por  D.  Francisco  Veraton  y  Mongoilén, 

Lhoy  por  su  iallecimiento,  su  viuda  y  herederos  Dofia  Florencia  Senac 
iborda,  por  ni  y  como  representante  legal  de  su  hijo  menor  D.  Francisco 
Veraton  y  Senac,  y  Dofia  Matilde  Veraton  y  Sefiac,  representados  por  el 
Plrocutador  D.  Juan  Ayras  y  García,  y  defendido  por  el  Doctor  D.  Fran- 
ciseo  Lastres,  con  Dofia  Francisea  Roldan  y  Vega,  viuda,  propieteria,  ve- 
ciña  de  Tarasona,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Pedro  (Huna  y  García, 
bs|o  la  dirección  del  Letrado  D.  Tirso  Kodrigáfiez,  sobre  reclamación  de 
bienes: 

Besnlftando  que  los  cónyuges  D.  Jerónimo  Veraton  y  Dofia  Francisca 
4e  Paula  Monguilán  otorgaron  testamento  cerrado  en  la  cindad  de  Zara- 
gosa,  en  el  que,  además  de  los  diez  sueldos  jaquéeos  de  costumbre,  dejaron 
4  cada  uno  de  sus  cuafro  hijos  D.  Ramón,  D.  Francisco,  Dofia  Carmen  y 
Dofia  Ckmoepción,  una  heredad  estimada  en  6.760  reales  la  de  su  hija  Dofia 
Osiman,  en  «.600  reales  las  de  los  demás,  con  cnyos  bienes  habían  de 
•daise  por  eontentos  y  satisfechos  de  sos  legítimas  paten»  y  matorna»  y  si 
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algono'falleeiMeantesqiieloitcMitadore»,  dejando  sneeiióii,  la  represea- 
tarían  loa  hijoa  qae  le  quedasen:  en  compensación  de  lo  recibido  por  Dofi* 
Carmen  en  concepto  de  dote  cnando  ae  casó  con  D.  Boqne  Benme^  impor- 
tante 70.000  reales,  asignaron  á  su  hija  Dofia  Concepción  en  el  miamo  con» 
cepto  los  bienes  qae  describieron,  valorados  en  61.850  reales,  aón  loa  mis- 
moa  pactos  impuestos  á  su  hija  Dofia  Carmen  al  entregarle  la  dote:  sefiala- 
ron  por  igual  concepto  á  su  hijo  D.  Francisco  40.000  reales  en  variaa  flncaiL 
y  dejaron  otros  bienes  de  gracia  especial  á  sus  cuatro  hijos,  sobre  todo  a 
Dofia  Concepción,  en  recompensa  de  haber  permanecido  siempre  en  com- 
pañía de  los  testadores:  dejaron  de  gracia  especial  á  su  nieta  Dofia  Pilar 
8enac  y  Veratón  una  heredad,  la  cual  si  aquélla  fallecía  antes  de  casarse, 
paaaria  á  su  hermana  Dofia  Carmen,  j  por  &Uta  de  Iteta  á  aqael  de  los  des- 
cendientes de  los  testadores.que  poseyera  á  la  sasón  la  Torre  de  Canee- 
liada:  de  los  demás  bienes  muebles  que  quedasen  4  su  fallecimiento,  se 
harían  cuatro  partes,  una  para  su  hija  Dofia  Carmen,  y  laa  tres  caartas 
partes  restantes  para  su  hija  Dofia  Concepción,  entendiéndose  esto  de  lo 
que  existiera  al  fallecimiento  del  sobreviviente  de  los  testadores;  porque 
era  sn  voluntad  que  pudiera  mientras  viviera  hacer  lo  que  quisiera  de  eata 
clase  de  bienes,  sin  que  los  hijos  pudieran  molestarle:  se  reserwaron  la  fa- 
cultad de  disponer  de  todoa  los  demás  bienes  no  especificados,  nombrando 
herederos  al  hijo  ó  hija  que  quisieren,  y  si  falleciere  alguno  de  los  testa- 
dores sin  hacer  tal  disposición,  el  sobreviviente  tendría  amplias  facultades 
para  nombrar  heredero;  y  si  muriese  sin  hacer  uso  de  ella  ó  adoleciese  de^ 
alguna  nulidad  el  nombramiento  que  hiciere,  desde  luego  nombraban  he- 
redera universal  á  su  hija  Dofia  Concepción;  y  ai  alguno  de  sus  hermanos 
le  pusiera  pleito  para  querer  anular  aquella  disposición,  le  privaban  de  lo- 
que le  dejaban  de  gracia  especial;  declarando,  por  último,  que  ai  después 
de  su  muerte  ó  de  la  de  alguno  de  ellos  aparecía  entre  sus  papeles  alguna 
cédula,  disposición  de  bienes  ó  aclaración  ó  modificación  de  dicho  testa- 
mento, se  estuviera  por  lo  establecido  en  aquella  cédula,  como  si  fuera  otro 
testamento,  siempre  y  cuando  principiara  con  las  palabras  cJesds,  María 
y  José»,  y  concluyera  con  sus  firmas: 

Resultando  que  Dofia  Francisca  de  Paula  Monguilán  falleció  en  30  de 
Agosto  de  dicho  afio  1866,  y  su  viudo  D.  Jerónimo  Veratón,  usando  de  la 
facultad  que  se  reservó  en  el  expresado  testamento,  otorgó  una  cédala 
testamentaria,  fechada  en  Tarazona  á  l.o  de  Abril  de  1872,  que  empieza 
con  las  iniciales  J.  M.  J.,  en  la  que  ordenó  que  el  dote  de  su  hija  Dófia 
Concepción  se  compusiera  de  otraa  fincas  diferentes  de  las  sefialadas,  re-^ 
emplasando  la  gracia  especial  hecha  á  su  hija  Dofia  Carmen  con  otros  bie- 
nes de  más  valor;  dejó  á  su  hijo  D.  Francisco  la  mitad  de  toda  la  ropa  dé 
uso  del  testador,  y  sin  efecto  la  gracia  especial  hecha  en  el  anterior  teata- 
mento,  que  reemplazó  con  aquélla;  y  la  condonación  del  metálico  qne  le 
tenía  preatado  y  resultaba  Tle  un  pagaré,  consignando  que  le  había  entre* 
gado  el  dote  sefialado  en  el  testamento  de  las  fincas  que  había  querido  ele- 
gir: dejó  sin  efecto  la  gracia  especial  hecha  á  Dofia  Concepción,  qne  auati* 
tuyo  con  otra,  así  como  la  de  D.  Ramón  y  su  nieta  Dofia  Pilar,  por  haber 
ambos  fallecido,  disponiendo  que  la  de  ésta  pasara  por  mitad  á  sn  nieta 
Dofia  Concepción  y  á  sn  hija  Dofia  Carmen:  de  todoa  los  bienes  muebles, 
frutos,  efectos  y  ropaa  que  quedasen,  se  harían  tres  partes  iguales,  una 

Sara  Dofia  Carmen,  y  las  otras  dos  para  Dofia  Concepción:  de  todos  los 
emás  bienes  sitios  que  quedasen  en  la  casa  á  su  muerte,  con  inclusión  de 
alhajas,  frutos,  créditos,  etc.,  se  harían  tres  partes,  una  para  Dofia  Carmen 
y  dos  para  Dofia  Concepción,  quedando  nula  la  distribución  que  se  hiso  en 
el  testamento  de  hermandad:  de  todos  los  demáa  bienes  sitios  que  se  en- 
eontrasen  en  la  casa  vincnlada  en  qne  vivía  nombró  heredera  nniversal  i 
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■O  bija  Boflft  CottoepeiÓD,  la  coaI  dispondría  de  ellos  ai  tomase  estado  de- 
matrimonio  y  tnyiere  saeesión,  y  si  no  en  sas  hermanos  y  también  en  sus 
sobrinos  Jerónimo  y  Concepción  Senac  y  Yeratón,  como  bien  le  pareciese, 
ó  en  qoien  de  ellos  qaisiera  dárselos,  qnedando  siempre  sajetos  dichos 
bienes  á  las  condiciones  ó  pactos  que  les  hubieran  impuesto;  y  por  último^ 
respecto  de  todo  lo  demás  que  no  se  hallase  en  oposición  con  aquella  su 
última  voluntad,  ratificaba  y  confirmaba  el  mencionado  testamento  de  her- 
mandad, con  el  que  había  állecido  su  esposa;  y  que  por  cuanto  á  sus  cua- 
tro hijos  les  dieron  su  correspondiente  dote,  que  les  pareció  justa  y  regu- 
lar, quedaba  sin  efecto  el  sefialamiento  que  les  hicieron  por  legítima  pa- 
terna y  materna;  alendo  aquélla  su  última  disposición  de  todos  sus  bienes 
y  de  los  de  su  difunta  esposa,  que  liacía  en  uso  de  las  facultades  expresa- 
das al  principio,  queriendo  que  yaliera  por  testamento,  codicüo  ó  en  cual- 
quiera otra  forma  en  que  pudiera  y  debiera  valer: 

liesaltando  que  cotejado  el  testimonio  ó  copia  de  esta  cédula  presen- 
tada en  los  autos,  de  que  se  hará  luego  mérito,  con  el  original  obrante  en 
el  protocolo  del  Notario  ante  quien  se  protocoliió,  se  advirtieron  las  ta- 
ehadnras.  interliueaduras,  borrones  y  quemado  que  se  consignan  en  la  di- 
ligencia, iiallándose  tachaídas  once  líneas  referentes  á  la  institución  de  he- 
redera de  su  hija  Dofia  Concepción  de  los  bienes  sitios  que  se  encontrasen. 
en  la  casa  principal  no  vinculada;  apareciendo  una  advertencia  ó  nota  de 
fecha  21  de  AbrU-de  1884,  en  la  que  el  Notario  declara:  que  por  haber  ob- 
servado los  borrones  y  quemado  á  que  hiio  referencia,  se  instruyó  expe- 
diente en  aquel  Juagado,  con  citación  de  todos  los  interesados  y  del  Mi- 
nisterio fiscal,  solicitando  se  librase  copia  del  codidlo  que  correspondía  al 
que  obraba  compulsado  en  los  autos  á  instancia  de  D.  Francisco  Veratón 
contra  D.  Roque  y  D.  Romualdo  fienac,  como  maridos  de  Dofia  Carmen  y 
Dofia  Concepción  Veratón,  en  cuyo  expediente  se  accedió  á  lo  solicitado, 
de  aenerdo  y  conformidad  de  todos  los  interesados  y  del  Ministerio  fiscal, 
seordando  la  protocolisación  en  aquella  Notaría,  la  que  tuvo  efecto  con  la 
expresada  fecha;  sin  que  en  lo  demás  se  observase  diferencia  entre  la  |cé- 
dula  original  y  an  copia: 

Resultando  que  D.  Jerónimo  Veratón  y  Marichalar  falleció  en  27  de  Ju- 
nio de  1872,  habiéndole  premuerto  en  22  de  Febrero  del  propio  afio  su 
hijo  ^-  Remón,  dejando  dos  hijos  de  su  matrimonio  con  Dofia  Matilde  Ca- 
sanova,  llamados  Salvador  y  José  Maria;  y  que  en  18  de  Mayo  de  1876 
D.  Frandsoo  Veratón  y  Mongnilán  dedujo  demanda,  en  la  que  haciendo 
oso  de  la  querella  de  inoficioso  testamoito,  pidió  se  declarasen  nulos  el  de 
hermandad  otorgados  por  sus  padres  en  18  de  Julio  de  1866  y  la  cédula 
testamentaria  de  su  padre  de  1. o  de  Abril  de  1872,  y  que  dichos  cónyuges 
fslleeleron  abintestato.  debiendo  suceder  por  tanto  en  sus  bienes  por  par- 
tes igoales  sus  cuatro  nijos;  pretensión  que  fundó  en  la  preterición  ó  des- 
henidadón  que  se  haUa  hecho  de  él,  no  siendo  bsstante  la  consignación 
de  los  10  sneldos  jaqueaos,  que  eran  una  verdadera  desheredación  sin  jus- 
ta cansa,  según  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  pudiendo  sólo 
reputarse  las  donaciones  y  legados  como  liberalidades  de  los  padres,  con 
los  eoales  no  podían  en  nada  gravar  la  legítima,  que  había  de  dejarse  ex- 
piesamenCe  en  proporción  á  la  fortuna  de  los  testadores: 

Resultando  que  impugnada  la  demanda  por  Dofia  Carmen  y  Dofia  Con- 
cepción Veratón  y  Mongnilán,  representadaa  por  sus  respectivos  marido» 
D.  Roque  y  D.  Romualdo  Senac  y  Laborda,  se  sustanció  el  juicio  ed  dos 
instancias;  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  dictó,  en  6  de 
noviembre  de  1878,  sentencia  confirmatoria  con  las  costas,  absolviendo  á 
los  demandados  de  la  demanda,  consignando  como  fundamentos,  que  ya 
que  D.  Arandseo  Veratón  ni  fué  preterido  ni  deaheredado,  no  podía  esti- 
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máriele  tempoco  como  tal  desheredado,  porqae  laa  caotídadea  qaa  !•  him- 
ron  tefialadaa  por  ambaa  legítimas  no  eran,  oomo  decía,  propordaoadaa  al 
caadal  de  los  testadores,  sos  padres,  toda  Tes  que  éstos  tenfan  fcooltad 
para  instítair  4  oaalqoiera  de  sos  hijos  siempre  qoe  á  les  demás  lea  de]ea 
lo  que  les  plasca;  que  si  bien  los  Faeroa  de  Aragón  no  conoeden  ni  aotorl- 
aan  la  queja  de  inoficioso  testamento  para  pedir  sa  anudad,  saacionabm, 
no  obstante,  que  los  bieees  de  los  padres  eran  legítiaaa  de  los  hijos,  con  la 
facultad  de  distribuir  su  forma  entre  todos,  dándoles  á  unos  máa,  á  otros 
menos,  con  tanto  se  les  deje  la  legítima  íoral;  que  en  el  teatamente  de  her- 
mandad de  18  de  Julio  de  1866,  además  de  la  legitima  forid,  se  manda  á 
D.  Francisco  Veratón  una  finca  de  6.600  reales  por  legitima  materna  y  pa- 
terna, reservándose  al  sobreviviente  variar  esta  dispesición  y  lo  demás 
contenido  en  el  testamento;  que  liabiendo  sobrevivido  D.  Jerónimo  Yem- 
ton  á  su  esposa,  usó  de  la  facultad  de  refoimar  el  testamento  y  k)  relórmé 
por  la  cédula  de  1.*  de  Abril  de  1872,  agraciando  á  otro  de  sus  hijos  oon  la 
finca  sefialada  á  D.  Francisco  por  legítima  paterna  y  materna,  dejando 
subástente  en  la  foral  de  10  sueldos  jaqueses;  y  por  consecuencia  el  testa- 
mento y  cédula  no  contenían  preterición  ni  exheredadón  de  D.  Fraacisoo, 
teniendo  todas  las  condiciones  legales  para  sa^vaUdación  y  «cacto  eum^- 
miento: 

Resultando  que  interpuesto  por  «1  demandante  recurao  de  casación» 
este  Supremo  Tribunal  declaró  no  liaber  lugar  á  él  en  sentencia  de  10  de 
Diciembre  de  1879,  consignando  qne  los  oónyuges  Veratón  Mongoilán 
cumplieron  con  el  Fuero  dejando  á  cada  uno  de  sos  hijos  los  tO  ^soeldoa 
jaqueaos  por  legítima  paterna  y  otros  10  por  materna,  y  por  gracia  especM 
dispusieron  en  favor  de  aquéllos  de  ciertas  fincas  cuyo  v«1or  era  aproxima- 
damente de  6.600  reales  para  cada  paortícipe;  y  q«e  el  testador  D.  Jeróni- 
mo, al  otorgar  la  memoria  testamentaria,  dejó  subsistente  el  sefialamiento 
de  legítima  foral  que  contenía  el  testamente  de  hermandad,  si  bien  modi- 
ficó algo  lo  demás,  usando  de  las  lacnltades  que  ae  reservó  mntaaasente 
con  su  esposa: 

Resultando  que  Dofia  Concepción  Veratón  fallado  en  di  de  Agosto  4a 
1881  con  testamento  que  habia  otorgado  en  unión  de  au  esposo  D.  Ro- 
mualdo Senac  en  8  de  Julio  de  dicho  afio,  iastitayéndose  el  premorienle 
al  sobreviviente  heredero  univenal  de  todos  las  bienss  habldoa  y  por  ha- 
ber para  que  dispusiera  de  ellos  á  su  arbitrio  y  violnntad: 

Resultando  que  eñ  escritura  de  84  de  Julio  de  1884,  D.  Frandaoo  y 
Dofia  Carmen  Veratón,  representada  ésta  por  «u  marido  D.  Roque  Sorae» 
pretendieron  que  se  les  declarase  herederos  abiatsstato  de  aas  padrea  an 
los  bienes  que  de  éstos  redbió  Dofia  Concepción,  sujetos  á  la  oondieiéa 
impuesta  de  tener  sucesión  y  de  no  disponer  de  los  mismos  en  sos  her- 
manos y  sobrinos  á  su  voluntad,  y  que  por  no  haberse  cumplido  eaaa  coo- 
diciones  les  correspondían  eaos  bienes,  de  los  que  s<Uo  fué  asufruotnsoia 
Dofia  Concepción;  que  D,  Romualdo  Senac  impugnó  eata  pretenden,  y  qoa 
el  Jues,  por  auto  definitivo  de  6  de  Noviembre  de  1886,  declaró  «ido  todo 
lo  actuado,  reaervando  á  las  partes  su  derecho  para  haosrk>  valer  on  el 
juicio  correspondiente;  é  interpuesta  apeladón  por  Veratón,  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audienda  de  Zaragoxa,  en  sentencia  de  28  de  Janio  de  1867^ 
declaró  no  haber  logar  á  lo  solidtado  por  d  mismo  ea  su  demanda  de  34 
de  Julio  de  1884,  reaervando  á  las  partes  su  derscfao  para  haoerio  valeren 
el  juicio  correspondiente: 

Resultando  que  D.  Romualdo  £tonac  y  Laborda  idledó  an  6  ^  Snaro 
de  1890,  con  testamento  de  21  de  Noviembre  de  1869,  en  fue  inatitoyd 
por  universal  heredera  de  todos  sus  bienes  asa  esposa  D>ofia  t^raadaca 
Roldan  y  Vega: 
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Beatútondo  que  después  de  haber  obtenido  D.  Francisco  Yeratón  y 
Monguüán  el  beneficio  de  litígar  como  pobre,  dedujo  en  2  de  Janio  de 
1890  la  demanda  objeto  de  estos  aatos,  en  la  qae,  consignando  los  hechos 
qae  qaedan  expresados»  estableció,  como  fnndamentos  de  derecho,  qne  en 
Aragón  era  válido  el  testamento  cerrado,  otorgado  y  firmado  por  los  cón- 
yuges, pudiendo  el  testador  anular  cuantos  hubiese  otorgado  anterior- 
mente aunque  toviesen  cláusula  de  irrevocabilidad;  y  que  el  testador  que 
dispusiese  que  se  tuviera  como  parte  del  testamento  el  contenido  de  una 
cédula  testamentaria,  tendría  la  misma  fuerza  y  validez  que  le  atribuyera 
el  testador,  pudiendo  imponer  condiciones  al  hijo  respecto  á  la  institución 
graciosa  que  le  hicieran  de  parte  de  la  herencia,  y  hacerse  el  nombra- 
miento de  heredero  con  condición  posible,  futura  é  incierta;  qne  muerta 
sin  hijos  Dofia  Concepción  Veratón,  y,  por  tanto,  sin  haberse  cumplido  la 
condición  impuesta  por  el  testador,  los  bienes  quedaron  sujetos  á  rever* 
sión  en  favof  de  los  hermanos  y  sobrinos  de  la  misma,  por  lo  cual  era  evi- 
dente que  hubo  disposición  en  cuanto  á  esos  bienes,  caducando  el  segun- 
do llamamiento  y  convirtiéndose  en  intestada  la  sucesión;  que  cualquiera 
podía  morir,  parte  testado  y  parte  intestado,  sucediendo  en  este  último 
caso  los  parientes  más  próximos  del  testador  en  los  bienes  de  qne  no  hu* 
biese  dispuesto;  ocurriendo  también  intestada  cuando  no  se  cumplía  la 
condición  impuesta  en  el  testomento,  y  cnando  el  testador  autorizaba  á  sa 
heredtfo  usuíructaario  para  elegir  entre  vaiias  personas  al  que  hubiera  de 
ser  heredero  pr<^etarío,  y  esto  no  se  cumplía  por  fallecimiento  del  nsn- 
fructoario;  qne  el  usufructo  foral  de  viudedad  se  constituia  sobre  los  bie* 
nes  sitios  que  pertenecieron  en  propiedad  al  que  murió;  luego  si  Dofla 
Concepción  no  tuvo  nunca  propiedad  en  esos  bienes,  y  de  ellos  dispuso 
á  fa,YOX  de  su  marido  D.  Romualdo,  éste  tampoco  pudo  gozar  ese  usufruc- 
to, Y  menos  retenerlo  á  título  de  dueño,  no  poseyendo  otros  que  los  de  que 
aquélla  podía  disponer,  pero  no  de  los  que  recibió  á  titulo  de  reversión; 
que  muerto  D.  Bomoaldo  Senac,  y  sobreviviéndole  su  heredera  de  todos 
BUS  bienes,  Dofia  Francisca  Boldán,  ésta  se  eaoontraba  en  el  mismo  caso 
que  su  consorte  respecto  á  dichos  bienes,  y  no  habiendo  tenido  Dofia 
Concepción  la  propieilad  sobre  los  mismos,  no  la  pudo  transmitir  á  su  es- 
poso D^  Romualdo,  ni  éste  á  su  heredera  Dbfia  Francisca  Roldan,  y  en 
cnanto  al  nsoCmcto,  quedaba  extinguido  á  su  muerte,  debiendo  pasar  los 
bienes  á  so  Icigítimo  duefio  D.  Francisco  Yeratén;  y  no  habiéndolos  de- 
vuelto á  tiempo  D.  Romualdo,  era  un  verdadero  detentador  de  mala  fe,  lo 
misB^o  qne  su  heredera  Dofia  Francisca  Roldan,  la  cual  venia  obligada  al 
abono  á  Yeratón  de  los  frutos  percibidos  y  debidos  percibir  desde  el  fa- 
llecimiento de  Dofia  Concepción  hasta  que  se  le  hiciera  definitiva  en- 
treiga  de  todos  los  bienes  objeto  de  la  demanda,  respondiendo  igual- 
mente de  todos  los  dafios  y  perjuicios  cansados  por  D.  Romualdo  por  la 
corta  y  utüiaación  de  árboles  y  del  pago  de  las  costas;  pidiendo,  por  todo 
elk^  qne  en  virtud  de  la  reserva  indicada  en  los  autos  últimamente  men- 
donados^  «e  declarase  áD.  Francisco  Yeratón  heredero  en  los  bienes  si- 
tios procedentes  de  sus  padres,  qne  éstos  transmitieron  á  su  difunta  hija 
Dofia  Concepción  ccm  cláusula  de  reversión,  y  cuya  herenda  comprendía 
las  fincas  consignadas  en  la  certificación  catastral  que  se  lioompafiaba,  á 
las  coales  se  contraía  la  demanda,  asi  como  también  que  por  tal  título  co- 
Trespoindísn  al  dem«adante  los  «eferidos  bienes  coa  pleno  dominio,  con- 
denando, en  su  consecuencia,  á  Dofia  Francisca  Roldan,  en  concepto  de 
heredera  de  D.  Romualdo  8enac,  no  sólo  á  que  los  dejase  inmediatamente 
á  BU  disposición  con  los  frutos  y  rentas  existentes  en  esos  bienes  al  fai- 
jarse,  abono  de  los  percibidos  y  debidos  percibir  desde  qne  falleció  Dofia 
Concepción,  y  al  pago  de  las  costas  del  pleitoy  ubcaio  de  loa  dafios  y  per^ 
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joicioi  qae  rasaltaae  hubiera  cansado  D.  Romualdo  y  ra  heredera,  ó  éeUi 
causaie  en  lo  eueesiyo  al  demandante  con  la  vidoaa  corta  y  utílizadón  de 
arbolee  en  dichaa  flncaa,  ó  con  coaieaquiera  otroe  actos  que  hubiera  ejeca* 
tado  el  primero  y  ejecutase  indebidamente  la  segunda: 

Resultando  que  Dofia  Francisca  Roldan  y  Vega  impugnó  la  demanda, 
alegando:  que  ei  testamento  de  mancomún  otorgado  por  los  cónyuges  Ye- 
ratón  Monguilán  era  válido  con  arreglo  al  fuero  de  1678,  y  para  que  el 
posterior  le  derogase,  debía  reunir  el  último  todas  las  solemnidades  de 
fuero,  aun  cuando  su  codicilo  no  invalidaría  el  anterior  si  expresamente 
no  lo  manifestara  el  testador;  que  por  consiguiente,  en  la  cédula  testamen- 
taria de  1.0  de  Abril  de  1872,  que  no  sólo  no  era  testamento  cumplido  y 
acabado,  sino  que  carecía  de  toda  solemnidad,  no  pudo  D,  Jerónimo  Vera- 
ton  revocar  en  todo  ni  en  parte  el  testamento  de  hermandad  que  otorgó 
con  su  esposa  en  17  de  Julio  de  1866;  que  en  los  codicilos  no  podía  esta- 
blecerse heredero  derechamente,  según  la  ley  2.^,  tít.  12,  Pflóiida  6.*,  y 
por  tanto  mucho  menos  podría  establecerse  herededero  en  cédula  privada 
é  informal  y  nula  como  la  de  que  se  trataba;  que  para  que  el  testamento 
hecho  con  la  cláusula  derogatoria  ó  ad  cautelam^  como  el  de  1866,  se  dero- 
frase  por  otro  anterior  testamento,  no  codicilo  ni  menos  cédula  testamen- 
taria, era  necesario  que  el  testador  dijera  en  el  último  sefialadamente  que 
revocaba  el  otro  é  que  non  hubiere  dafio  aquel  que  agora  facía  las  pala- 
bras que  dijese  en  el  primero,  según  disponía  la  ley  22,  tít.  l.o,  Partida  6.», 
y  las  sentencias  que  citó  de  este  Supremo  Tribunal,  especialmente  la  de  19 
de  Octubre  de  1861,  que  dice:  que  una  disposición  testamentaria  solemne 
con  cláusula  derogatoria  ó  ad  eautelam  queda  invalidada  por  el  testamento 
posterior  igualmente  solemne  que  la  revoca,  si  en  la  memoria  testamenta- 
ria que  forma  parte  integrante  del  mismo,  se  reproducían  literalmente  i 
este  fin  las'  palabras  de  la  cláusula  derogatoria,  lo  cual  no  ocurría  en  la  cé- 
dula de  que  se  trataba;  que  la  validez  y  eficacia  de  estas  cédulas  dependía 
esencialmente  de  que  estuvieran  insinuadas  en  un  testamento  legal,  y  apa- 
recieran ó  fueran  presentadas  con  todas  las  sefiales  que  en  el  mismo  tes- 
tamento se  hubieren  consignado  para  darlas  á  conocer;  artículos  1S98  y 
1899  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1866,  vigente  cuando  se  otorgó 
la  cédula  de  autos;  1978  y  1^76  de  li^  actual  de  1881,  y  la  jurisprudencia 
de  este  Supremo  Tribunal;  debiendo  ser  entendidas  las  palabras  del  testa- 
dor llanamente  y  como  suenan;  que  de  un  acto  nulo  por  ministerio  de  la 
ley  nó  podían  nacer  obligaciones  ni  derechos  que  dieran  por  supuesta  su 
validez,  teniendo  que  pedir  el  demandante  previamente  la  nulidad;  que  el 
poseedor  de  buena  fe  hacía  suyos  todos  los  frutos  de  la  casa  poseída,  por 
más  que  en  este  caso  la  demandada  y  sus  causantes,  no  sólo  eran  posee- 
dores de  buena  fe,  sino  dnefios  con  pleno  dominio  de  las  fincas  que  se  pe- 
dían; terminando  con  la  pretensión  de  que  se  declarase  que  la  cédula  tes 
tamentaria  de  l.o  de  Abril  de  1872  era  totalmente  nula  y  de  ningún  valor 
ni  efecto,  por  adolecer  de  los  vicios  interiores  y  extemos  indicados,  sub- 
sistiendo por  consiguiente  en  todas  sus  partes  el  testamento  de  mancomu- 
nidad de  18  de  Julio  de  1866,  y  por  consecuencia  de  semiente  nulidad  se 
declarase  no  haber  lugar  á  lo  que  solicitaba  el  demandante,  por  carecer 
éste  de  la  aod&n  que  se  ejercitaba,  absolviendo  de  la  demanda  á  la  de- 
mandada: 

Resultando  que  D.  Francisco  Veratón  replicó  alegando:  que  Dofia  Fran- 
cisca Roldan  consideraba  independientes  y  como  dos  disposidones  testa- 
mentarias distintas  el  testamento  de  mancomún  y  la  cédula  otorgada  por 
D.  Jerónimo,  cuando  no  eran  más  que  ^n  s  'lo  testamento  comenzado  por 
ambos  esposos;  testamento  poder  en  virtud  del  que  se  concedían  amplias 
facultades  para  hacer  la  institución  de  heredero  al  que  sobreviviera  de  los 
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testadoTea,  y  se  reTettian  de  caanta«  atribociones  y  íacnltadea  padieran 
0er  neceaarias  aia  limitación  de  ningún  género  y  por  todo  el  tiempo  de  «a 
vida,  y  sólo  para  el  caso  de  morir  el  aobreviviente  de  los  dos  sin  haber 
nombrado  heredero  institaían  y  nombraban  heredera  universal  á  sn  hija 
Doíia  Concepción;  que  maerta  Dofia  Francisca  Mongnilán,  su  viado  Don 
Jerónimo  continuó  el  testamento  por  medio  de  cédula  é  hizo  la  institu- 
ción de  heredera,  nombramiento  que  tenia  la  misma  fuerza  y  validez  que 
el  testador  le  atribuía;  que  el  testamento  de  mancomún  no  era  en  realidad 
así  ni  de  hermandad^  puesto  que  no  se  instituían  ambos  cónyuges,  sino  á 
sos  hijos  y  nietos  en  la  forma  que  les  place  y  con  las  condiciones  que  tie- 
nen por  conveniente,  siendo  la  tendencia  de  los  testadores  que  los  bienes 
no  salieran  de  la  familia,  habiendo  considerado  válida  la  cédula  aquella 
Audiencia  en  el  pleito  seguido  por  D.  Francisco  Veratón  con  sus  herma- 
na* Dofia  Carmen  y  Doña  Concepción,  y  confirmado  por  este  Tribunal  Su 
premo  en  10  de  Diciembre  de  1879,  al  decir  que  tampoco  infringía  la  sen 
tenda  recurrida  la  voluntad  del  testador  D.  Jerónimo  Veratón,  expresada 
en  la  memoria  testamentaria,  y  aun  cuando  introdujo  en  ésta  algunas  mo- 
dificaciones, en  nada  afectaba  á  la  legalidad  del  acto  ejecutado  por  Vera- 
tón; que  aunque  se  anulara  la  cédula  testamentaria,  no  tendría  derecho 
Dofia  Francisca  Boldán,  pues  entonces  surgiría  el  abintestato  de  D.  Jeró- 
nimo Veratón  y  sucedían  sus  hijos;  y  que  Dofia  Concepción  donó  á  su  her- 
mana parte  de  los  bienes  en  que  fué  instituida  heredera  en  la  cédula,  y 
por  tanto  asintió  á  la  validez  de  ésta,  disponiendo  de  lo  que  por  ella  re- 
cibía: 

Resultando  que  la  demandada  sostuvo  'al  duplicar  que  el  testamento 
que  juntos  otorgaron  los  cónyuges  Veratón  y  Mongnilán  era  por  sí  solo 
cumplido  y  solemne,  reunía  todos  los  requisitos  para  su  validez,  y  tenía 
por  tanto  subslstonda  propia  é  independiente  de  la  cédula  otorgada  por 
el  mismo  Veraton  en  !.<>  de  Abril  de  1872,  la  cual  no  tenía  fuerza  alguna 
ni  formaba  parto  integrante  de  aquel  testamento,  por  faltarle  las  condicio- 
nes que  al  efecto  exigieron  en  éste  los  testadores,  y  otras  varias  que  pre- 
venían las  leyes: 

Besultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado  el 
juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza 
dicto  en  26  de  Enero  de  1892  sentencia  revocatoria,  declarando  que  Don 
Franciaco  Veraton  y  Mongnilán  era,  junto  con  sn  hermana  Dofia  Carmen 
Veraton  y  Monguilán  de  Senac  y  sobrinos  D.  Salvador  y  D.  José  María 
Veraton  y  Casanova,  herederos  abintosUto  de  los  bienes  sitios  que  proce- 
dentes de  la  herencia  de  sus  padres  D.  Jerónimo  Veratón  y  Dofia  Francisca 
de  Paula  Monguilán  poseyó  durante  su  vida  Dofia  María  de  la  Concepción 
Veraton  y  Monguilán,  como  heredera  legateria  de  los  mismos,  con  la  cláu- 
sula de  reversión,  por  no  haber  dispuesto  de  dichos  bienes  en  la  forma 
ordenada;  que  en  su  consecuencia  corresponden  al  demandante,  hermana 
y  sobrinos  en  pleno  dominio  los  mencionados  bienes  con  los  frutos  pen- 
dientes y  los  producidos  y  podidos  producir  desde  la  fecha  del  emplaza- 
miento, ó  sea  desde  el  20  de  Junio  de  1890,  condenando  por  tonto  á  Dofia 
Franciaca  Roldan,  en  concepto  de  heredera  de  D.  Romualdo  Senac,  á  en- 
tregar dentro  del  termino  de  diez  días  al  expresado  D.  Francisco  Veratón 
la  tercera  parto  de  loa  referidos  bienes  con  los  frutos  existentes  y  los 
producidos  y  podidos  producir  desde  el  día  20  de  Junio  de  1890,  é  indem- 
nización de  los  dafios  y  perjuicios  causados  por  los  mismos: 

Resultando  que  Dofia  Francisca  Roldan  y  Vega  ha  interpuesto  recurso 
de  casación,  por  haberse  infringido,  á  su  juicio: 

Primero.    Que  la  sentencia  infringe  la  ley  6.^  tít.  83,  Partida  7.a,  y  el 
principio  general  de  derecho  en  Aragón  $tandmn  e$t  chartes,  según  los  que» 
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las  palabras  del  testador  deben  entenderse  llanamente  y  así  como  ellas 
saenan,  toda  vez  qae  se  determinaba  qoe  la  llamada  cédula  tenía  nn  valor 
qne  de  las  palabras  textuales  del  testomento  no  se  desprendía,  alterando 
además  totalmente  el  Hentido  y  alcance  de  éste: 

Segando.  Qae  se  ha  desconocido  la  doctrina  legal  establecida  por  la 
constante  jarisprudencia  de  este  Supremo  Tribanal,  en  armonía  con  la  ley 
y  el  principio  general  de  derecho  en  Aragón  antes  citados,  en  las  senten- 
cias de  16  de  Janio  de  1868,  6  de  Febrero  de  1866,  S4  de  Marzo  de  1863, 
27  de  Febrero  de  1866  y  otras  machas,  según  las  cuales,  la  yoluntad  del 
testador  es  la  ley  en  la  materia;  la  voluntad  del  testador  clara  y  explícita- 
mente manifestada  debe  respetarse  y  cumplirse  como  ley  inviolable  entre 
los  interesados;  debe  observarse  la  voluntad  del  testador  por  ser  ley  en  la 
materia,  procediendo  el  recnrso  de  casación  contra  la  sentencia  que  in- 
fringe dicha  voluntad  decidiendo  alguna  cosa  en  contrario: 

Tercero.  Que  la  sentencia  ha  incurrido  en  error  de  hecho  y  de  derecho 
en  la  apreciación  de  la  prueba  documental,  dando  un  valor  que  no  tenia 
y  aun  contrarío  á  su  redacción  al  considerando  cuarto  de  la  sentencia  de 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  de  6  de  Noviembre  de  1878, 
lo  cual  era  motivo  de  casación,  según  el  núm.  7.o  del  art.  1602  de  la  ley  de 
Enjaiciamiento  civil;  habiendo  error  evidente  de  hecho,  puesto  que  ni  la 
fecha  de  la  sentencia  que  acababa  de  citarse  (documento  auténtico)  estaba 
bien  citada,  ni  transcritas  literalmente  ni  en  su  recto  sentido  las  palabras 
copiadas  en  el  fallo  contra  que  se  formulaba  este  recurso,  y  había  error 
de  derecho'al  apreciar  que  tal  sentencia  pudiera  alegarse  como  excepción 
de  cosa  juzgada: 

Cuarto.  Que  se  contraviene  también  la  ley  19,  tít  22  de  la  Partida  3.*, 
cuya  decisión  sobre  lo  que  ha  de  entenderse  por  cosa  juzgada,  se  halla 
valorada  por  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  que  con  sus  de- 
cisiones ha  llevado  tan  gran  claridad  á  este  punto,  que  parece  imposible 
que  sobre  él  se  puedan  suscitar  contiendas;  siendo  interesantes  á  esle 
propósito  las  sentencias  de  este  Sapremo  Tribunal,  desconocidas  por  la 
Audiencia  de  Zaragoza,  de  27  de  Junio  de  1866,  2  de  Octubre  de  1867, 
29  de  Octubre  de  1864,  9  de  Marzo  y  6  de  Mayo  de  186$  y  3  de  Mayo 
de  1866,  según  las  cuales,  para  poder  alegar  la  excepción  de  cosa  juzgada^ 
es  necesario  que  haya  identidad  de  personas,  cosas  y  acciones,  lo  cual  no^ 
habla  sucedido  en  el  presente  pleito*  en  relación  con  el  que  fué  senteo- 
ciado  en  la  misma  Audiencia  en  6  de  Noviembre  de  1878: 

Quinto.  Y  que  de  igual  sue^  había  sido  violada  la  doctrina  legal  es- 
tablecida en  consonancia  con  la  ley  y  jurisprudencia  citadas  en  el  motivo 
anterior,  puesto  que,  segtm  la  sentencia  de  18  de  Octubre  de  1866,  la  caso* 
ción  no  tiene  lugar  sino  cuando  la  ley  ó  la  jurisprudencia  ha  sido  infrin- 
gida en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia,  y  el  recurso  de  casación  sólo 
procede  contra  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  y  no  contra  los  funda^ 
nientos  de  hecho  y  de  derecho  de  ella,  que  con  más  ó  menos  oportunidafl 
y  acierto  puedan  consignarse;  doctrina  contenida  en  sentencias  de  est«» 
Tribunal  Supremo,  entre  ellas,  las  de  2  de  Octubre  y  28  de  Diciembre  d» 
1866  y  3  de  Enero  de  1867;  deduciéndose  de  aquí  con  toda  claridad,  qae 
si  no  podía  establecerse  el  recarso  de  casación  por  la  falta  de  oportunidail 
y  acierto  con  qne  se  consignen  las  leyes  en  los  resultandos  y  consideran- 
dos de  una  sentencia,  es  porque  el  Tribunal  Supremo  estima,  de  acuerdo 
con  la  ley  19,  tít.  22,  Partida  8.«,  que  la  cosa  juagada  sólo  puede  determi- 
narse en  el  fallo  y  no  en  los  considerandos  de  las  sentencias,  como  con 
error  habla  sostenido  la  Audiencia  de  Zaragoza. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Bicsrdo  Gnllón: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  loa  preceptos  legales  y  doc- 
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tdiMi  diidos  en  loB  dos  primeros  motíyos  del  recurso,  sino  qae,  por  el 
ooa^wrio,  entiende  lisa  y  llanamente  las  palabras  del  testamento  otorgado 
1IOT  los  cónyuges  Veratón  Monguilán  en  13  de  Julio  de  1866,  las  cuales 
desvanecen  hasta  la  menor  duda  de  que  fué  su  voluntad  que  el  sobrevi- 
▼ie&ie  de  ellos  pudiera  instituir  heredero  lespecto  de  los  bienes  que  no 
espeeíficaban,  y  por  medio  de  cédula  testamentaria,  ó  en  otra  forma,  acla- 
rar y  modificar  lo  que  dejaban  ordenado,  como  lo  verificó  D.  Jerónimo 
Veratón  en  la  cédula  de  l.o  de  Abril  de  1872;  que  es  continuación  ó  adi- 
dón  del  testamento,  constituye  un  todo  con  él  y  evidencia  el  propósito 
del  D.  Jerónimo,  de  que  los  bienes  no  saliesen  de  la  familia,  y  de  que  su 
hija  Dofia  Concepción  solamente  pudiese  disponer  de  aquellos  en  que  la 
nombró  heredera,  d  contraía  matrimonio  y  tenía  sucesión,  ó  en  otro  caso, 
en  favor  de  sus  hermanos,  y  también  en  el  de  sus  sobrinos  Jerónimo  y 
Concepción  Senac,  conforme  le  pareciese,  ó  en  el  de  cualquiera  de  los 
mismos  á  quien  quisiera  dárselos: 

Considerando  que  no  existen  los  errores  de  hecho  y  de  derecho  que 
se  supone  en  el  motivo  tercero,  ni  la  infracción  de  doctrina  que  se  alega 
en  el  quinto,  ya  porque  la  equivocación  en  que  se  incurre  al  citar  la  fecha 
de  la  sentenda  de  6  de  Noviembre  de  1878  es  puramente  material,  ya  por- 
que en  el  considerando  cuarto  de  dicha  sentencia  se  condgnó  que  el  testa- 
metUo  y  cédula  tenían  toda»  las  condiciones  legales  para  su  validacián  y 
exacto  eumpUrmenio,  ya  porque  si  bien  es  cierto  que  el  recurso  de  casación 
sólo  procede  contra  la  parte  dispositiva  de  las  sentencias,  esta  doctrina  no 
se  opone  á  que  las  resoluciones  judiciales  se  expliquen  y  justifiquen  por 
los  fundamentos  en  que  se  apoyan: 

Considerando,  respecto  del  motivo  cuarto,  que  además  de  la  declara- 
ción que  acerca  de  la  vdidez  ó  nulidad  de  un  documento  recae  en  juicio, 
impide  qu»  esta  cuestión  se  suscite  de  nuevo  en  el  pleito  anteriormente 
promovido  por  D.  Francisco  Veratón  Monguilán,  que  versó  sobre  los  mis- 
mos bienes  que  posee  Dofla  Francisca  Roldan,  y  en  el  cual  se  ejercitó  una 
socíÓB  de  ignd  alcance  qne  la  ejercitada  en  este  litigio,  sostuvieron  los  en- 
tonces demandados  Dofia  Concepción  Veratón  y  su  marido  D.  Romualdo 
8enac,  en  contra  de  lo  que  ezcepciona  hoy  su  causahabiente  la  referida 
Dolía  Frandsca,  qne  eran  completamente  eficaces  el  testamento  y  la  cé- 
dala^ como  en  efecto  se  declaró;  por  lo  cual  es  visto,  no  sólo  qne  ía  senten- 
da de  6  de  Noviembre  de  1878  tiene  la  fuerza  de  cosa  juzgada,  dno  que 
la  recurrente  no  puede  en  caso  alguno  impugnarla  sin  contrariar  abierta- 
mente los  actos,  para  ella  obligatorios,  de  las  personas  ó  de  la  persona  de 
qiüen  proviene  su  derecho; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  easadón  interpuesto  por  Dofia  Francisca  Roldan  y  Vega,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Zaragoza  la  certifica- 
ción correspondiente,  con  devoludón  del  apuntamiento  y  documentos  que 
ha  remitido.— (Sentenda  publicada  el  4  de  Octubre  de  1898,  é  inserta  en  las 
Qúceta»  de  3  y  7  de  Diciembre  del  ndsmo  afio.) 


38 

Rboubso  db  casaoiów  mí  la  itosua  b»^  asioíto  dk  ültbauab  (4  de 
Octubre  de  18&»)!-— Sala  de  lo  dvil.— Po^e  de  canfídad.— No  ha  lugar  al 
interptleste  por  D.  Joaqmin  Bado  en  autos  con  D.  Joaquín  Tuero  (Audien- 
eia  de  la  Habmia),  y  se  resudve: 

Qm  m  esomté  el  qmAnmiamiento  ds  forma  señalado  en  elném,  J9.o  dd  ar- 
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4iculo  169 1  de  la  ky  de  Ei^uieiamimto  civü,  citando  la  eueitián  retitéUa  por 
la  Benie$tcia  no  se  refiere  á  la  falta  de  perBonalidad  por  carecer  el  demandamte 
de  aptitiéd  legal  para  demandar  en  el  concepto  en  aue  lo  haee,9Íno  á  snfaUñ 
de  acción  para  pedir  lo  que  es  objeto  de  la  demanda: 

^m  tiendo  competente  la  juriedicción  ordinaria  para  conocer  de  loe  reda- 
mactones  que  tengan  por  objeto  exigir  el  cumplimiento  de  una  obligaeián,  né 
invade  jurisdicción  alauna,  sino  que  ejerce  la  propia  al  resolver  lo  que  enjus- 
tieia  proceda  acerca  de  ello. 

£a  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Octubre  de  1893,  en  el  pleito  pen- 
diente ante  Not,  en  yirtad  de  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Gaanabacoa  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  por  D.  Joaquín  Bado  y  Gal* 
aadilla,  carpintero,  vecino  de  Cabezas,  representado  por  el  Procurador 
D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez  y  defendido  por  el  Letrado  D.  Emilio 
Bravo,  con  D.  Joaquín  Tuero  y  Paz,  propietario,  de  la  misma  vecindad, 
que  no  ha  comparecido  en  este  Supremo  Tribunal,  sobre  pago  de  peeetar 

Resultando  que  D.  Alonso  Bonifaz  de  Guevara,  en  su  testamento  de  i 
de  Marzo  de  1659,  ordenó  la  fundación  de  una  capellanía  de  misas  que  se 
habían  de  celebrar  por  el  Capellán  todos  los  domingos  y  días  de  fiesta  en 
la  iglesia  del  Santo  Cristo  del  Buen  Viaje,  á  las  once  del  día,  y  no  antes, 
designando  por  Capellanes  en  propiedad  á  cualquiera  de  los  hijos  de  Diego 
Díaz  Dávila,  al  que,  primero  de  ellos  tomase  estado  de  Sacerdote,  para  que 
á  título  de  ella  pudiera  ordenarse,  con  otras  condiciones  que  no  hacen 
al  caso: 

Resultando  que  establecida  la  fundación,  quedaron  cargados  y  reconoci- 
dos sobre  el  corral  Guaminar,  perteneciente  á  D.  Sebastián  Bravo,  1,000  pe- 
eos  como  parte  de  dicha  capellanía,  y  que  dejó  que  después  se  limitara 
á  800  sobre  38  y  tres  cuartas  caballerías  de  tierra  del  corral  Guaminar: 

Resultando  que  por  fallecimiento,  en  28  de  Julio  de  1824,  del  Presbí- 
tero D.  José  de  Una,  que  servía  dicha  capellanía,  se  promovieron  autos 
para  su  provisión,  y  que  por  auto  que  en  l.o  de  Diciembre  de  1866  dictó 
el  Provisor  y  Vicario  general  de  la  Habana,  se  declaró  á  D.  Joaquín  José 
Eduardo  Bado  y  CalzadiUla,  Capellán,  propietario  de  la  capellanía  de  Don 
Alonso  Bonifaz  de  Guevara,  de  7.820  pesos  de  principal,  previniéndole 
que  dentro  de  seis  meses  debía  presentarse  á  recibir  colación  y  canónica 
institución  del  beneficio,  apercibiéndole  de  que  en  su  defecto  se  declara- 
ría vacante: 

Resultando  que  por  escritura  de  16  de  Enero  de  1867,  D.  José  Valdés, 
como  apoderado  de  D.  Joaquín  Bado  y  Calsadilla,  en  concepto  de  Capellán, 
propietario  de  dicha  capellanía,  percibió  de  Dofia  Rosalía  de  Paz  de  Tuero, 
y  en  su  nombre,  de  su  hijo  D.  Joaquín  Tuero,  1.020  pesos  por  réditos  de 
dicha  capellanía  por  los  años  corridos  desde  22  de  Agosto  de  1824  hasta 
aquella  fecha: 

Resultando  que  en  7  de  Agosto  de  1891,  D.  Joaquín  Bado  Calzadilla  de- 
dujo demanda  ejecutiva  contra  D.  Joaquín  Tuero  y  Paz  para  pago  de  336  pe- 
sos 66  centavos  como  importe  de  nueve  anualidades  y  dos  tercios  más  ven- 
cidos en  2  de  Agosto  de  1890,  correspondientes  á  los  réditos  de  dicha  ca- 
pellanía, de  los  que  rebajarían  las  contribuciones,  sin  perjuicio  de  recla- 
mar en  vía  ordinaria  los  demás  que  se  le  ordenaban;  y  que  despachada  la 
ejecución,  practicado  el  embargo  de  bienes  y  hecha  la  citación  de  remate, 
el  ejecutado  D.  Joaquín  Tuero  se  opuso  alegando  que  el'ejecutante  no  en- 
taba  ordenado  de  Sacerdote  ni  había  acreditado  que  fuera  el  Capellán;  que 
era  cierto  que  cobró  los  réditos  de  la  madre  del  ejecutado,  pero  que  se  le 
pagaron  por  error;  que  en  la  iglesia  del  Cristo  no  se  decía  la  misa  dispaeata 
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^por  el  taiUdor,  y  qae  desde  el  afio  1824  no  se  cobraban  por  persona  hábil 
réditos  de  dicho  censo;  y  oponiendo  en  sa  virtad  las  excepciones  de  falta 
•de  personalidad  y  de  prescripción,  terminó  suplicando  qi^e  se  declarase  no 
haber  logar  á  pronunciar  sentencia  de  remate: 

Resaltando  qae  el  ejecutante  sostuvo  que  con  la  certificación  acompa* 
$ada  se  hallaba  acreditado  que  era  Capellán  propietario  de  la  que  fundó 
Guevara,  y  que  estaba  en  actual  ejercicio  de  dicho  cargo,  sin  hallarse  pri- 
vado de  percibir  las  rentas,  habiéndosele  conferido  por  el  único  Tribunal 
competente  para  hacerlo,  que  era  el  eclesiástico,  y  el  único  también  para 
cuidar  de  que  se  cumplieran  las  cargas  de  la  capellanía,  sin  que  en  ello 
tuviera  que  inmiscuirse  el  censatario;  que  la  excepción  de  falta  de  persor 
nalidad  era  necesario  que  se  justificase,  y  aun  en  el  caso  de  que  el  deman- 
dado pudiera  investigar  y  discutir  sobre  la  legalidad  del  nombramiento 
de  Capellán  y  el  Juzgado  fuera  competente  para  conocer  de  ello,  eso  no 
daría  lugar  á  la  excepción  de  falta  de  personalidad,  sino  quizás  al  ejercicio 
4e  una  acción: 

Besultando  que  recibido  el  juicio  á  prueba,  á  instancia  del  actor  se 
trajo  certificación  del  Tribunal  eclesiástico,  haciendo  constar  que,  como  la 
capellanía  era  de  libre  administración,  el  Capellán  propietario  estaba  fa- 
ooltado  para  percibir  las  rentas  y  emolumentos  de  dicho  beneficio;  y  que 
^  instancia  del  ejecutado  certificó  el  Cura  párroco  de  la  iglesia  del  Santo 
CSristo,  de  la  Habana,  que  en  aquella  parroquia  no  se  decía  ni  le  constaba 
se  hubiera  dicho  en  tiempos  pasados  en  loa  domingos  y  días  de  fiesta,  á 
las  once  de  la  mafiana,  misa  alguna  por  el  alma  de  D.  Alfonso  Bonifas  de 
<7aevara;  y  el  Secretario  del  Gobierno  eclesiástico,  que  en  los  libros  de  Re- 
gistro de  Sacerdotes  no  aparecía  se  hubiera  ordenado  ni  fuera  tal  Sacer- 
dote D.  Joaquín  José  Bado  y  Calzadilla: 

Besultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  declarando 
ain  lugar  la  excepción  de  prescripción  alegada,  haber  lugar  á  la  dé  falta 
de  personalidad  en  el  ejecutanto  D.  Joaquín  Bado  y  Calzadilla,  y  en  su 
consecuencia  no  haber  lugar  á  pronunciar  sentencia  de  remate,  con  las 
costas  á  cargo  del  ejecutante,  alzándose  los  embargos  decretados: 

Resultando  que  remitidos  los  autos' á  la  Audiencia  de  la  Habana  por 
virtud  de  la  apelación  que  el  ejecutanto  interpuso,  después  de  haberse  ins- 
truido una  y  otra  oarto  de  ellos  y  hallándose  en  poder  del  Magistrado  Po- 
nente, presentó  D.  Joaquín  Bado  para  que  se  uniera  á  los  mismos  unacer- 
tificadón  del  Notario  mayor  del  Tribunal  eclesiástico,  en  la  que  se  expresa 
que  sin  embargo  del  apercibimiento  que  contenía  el  auto  de  l.o  de  Diciem- 
bre de  1856,  por  el  que  se  nombró  Capellán  á  D.  Joaquín  Bado  de  la  cape- 
llanía de  D.  Alfonso  Bonifaz,  aun  continuaba  desempeñando  éste  dicha 
-capellanía,  la  cual  no  había  sido  declarada  vacante  por  no.haberse  todavía 
llevado  adelanto  el  apercibimiento  que  dicho  auto  contenía,  y  que  por  lo 
tanto  el  indicado  Bado  y  Calzadilla,  como  tal  Capellán^  estaba  facultado 
para  administrar  la  capellanía  de  su  propiedad;  pues  ni  de  la  sentoncia  en 
que  se  le  declaró  Capellán,  ni  de  los  autos  de  provisión,  resultaba  limitada 
en  modo  alguno  dicha  facultad  de  administrarla: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  ciyil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó 
sentencia  en  18  de  Junio  de  1892,  confirmando  con  las  costas  la  apelada; 

Y  resultando  que  contra  dicha  sentoncia,  y  acreditando  el  depósito  de 
la  dosava  parte  de  la  cantidad  reclamada,  interpuso  el  ejecutante  D.  Joa- 
quín Bado  y  Calzadilla  recurso  de  casación  por  «¿nebrantamieuto  de  forma, 
que  fundó  en  las  causas  segunda  y  sexta  del  art.  1691  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  toda  vez  que  invadía  una  jurisdicción  que  no  correspon- 
día á  los  Tribunales  ordinarios,  declarando  con  lugar  la  falta  de  persona- 
lidad alegada,  no  descansando  en  los  hechos  en  que  se  fundaba  el  ejeca- 
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lado  y  ti  en  usa  condición  que  contenía  el  auto  declarando  Capellán  al  re- 
currente, habiendo  dicho  el  mismo  Tríbnnal  ecleeiáatico  qne  él  no  la  ha- 
bía exigido  aun,  antf  a  al  contrario,  qne  por  dicho  motivo  Bado  no  tenfa- 
limitadas  en  modo  alguno  laa  facaltadee  de  administrar  el  beneficio,  eayo»^ 
réditos  pendientes  de  pago  se  reclamaban  en  este  juicio. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Montero  de  Espinosa: 

Considerando  que  no  habiéndose  discutido  en  el  litigio  que  dio  oca- 
rión  al  presente  recurso  la  valides  ó  nulidad  del  nombramiento  de  Cape- 
llán hecho  por  el  Tribunal  eclesiástico  en  favor  del  recurrente,  sino  su  de- 
recho á  percibir  las  cantidades  que  como  rentas  de  la  capellanía  se  cree  en 
el  caso  de  pfdir,  es  claro  que  lo  que  la  sentencia  reclamada  declara  no  hace 
relación  á  la  falta  de  personalidad,  por  carecer  de  aptitud  legal  para  el 
cargo  de  Capellán,  sino  á  su  falta  de  acción  para  pedir  la  cantidad  de- 
mandada; y  en  este  concepto  no  existe  el  quebrantamiento  de  forma  que 
sefiala  el  núm.  2.o  del  art.  1691  antes  citado: 

Considerando  que  tampoco  existe  el  comprendido  en  el  sexto,  porque 
siendo  competente  la  jurisdicción  ordinaria  para  conocer  de  las  reclama- 
ciones que  tengan  por  objeto  exigir  el  cumplimiento  de  una  obligación^ 
no  invade  jurisdicción  alguna,  sino  que  ejerce  la  propia  al  resolver  lo  que 
en  jasticia  proceda,  por  cuya  rasón  se  halla  destituido  de  todo  fundamento 
el  supuesto  de  que  el  Tribunal  sentenciador,  al  declarar  sin  acción  al  re- 
currente Bado  para  pedir  la  cantidad  por  el  mismo  reclamada  ei?  el  juicio 
ejecutivo,  haya  cometido  abuso  alguno  de  jurisdicciói^  por  razón  de  la 
materia; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  Joa- 
quín Bado  y  Calzadilla,  á  quien  condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad 
depositada,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  no  haciendo  declara- 
ción sobre  costas  por  no  haberse  personado  la  otra  parte;  y  líbrese  á  1» 
Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  correspon'dien te.— (Sentencia  pu- 
blicada el  4  de  Octubre  de  189S,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  7  de  Diciembre 
del  mismo  afio.) 
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RB0UB80  DV  OASACióir  (4  de  Octubre  de  1898).— Sala  de  lo  civil.— Ptf^ 
de  pensión.— ^o  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  F.  G.  L.  en  autos  con  Don 
J.  G.  P.  (Audiencia  de  ...),  y  se  resuelve: 

Que  no  infringe  loa  arüitUoi  70  y  71  de  la  ley  Eipotecaria^  la  émtenda 
fue  manda  convertir  en  inscripción  o^mHva  la  anotación  preventiva  de  una 
demanda  sobre  pago  de  pensión,  á  cuya  seguridad  se  hallaba  afecta  una  finca 
determinada,  dando,  por  lo  tanto,  efecto  a  la  inscripción  desde  la  fecha  de  la 
anotacióny  toda  vez  que  la  demanda  en  dicho  caso  tiene  ]9or  objeto  hacer  efec- 
,  tivo  el  derecho  real  imptiesto  sobre  dicha  finca  en  beneficio  de  la  parte  deman- 
daníe: 

Que  la  limitación  que  pone  el  art,  23  de  la  ley  Büpotecaria  en  supárrafiy 
segundo,  á  los  efectos  de  la  inscripción  de  bienes  hereditarios,  es  sólo  con 
relación  á  los  que  puedan  alegar  algún  dereáio  anterior  sobre  los  mismos: 

Qué  adquirida  por  un^ tercero  una  finca  con  una  carga  preveniivamcnie 
anotada,  á  éste  aUcantan  las  responsabilidades  del  juicio  seguido  con  ei  ven^ 
dedor,  del  cual  es  en  este  concepto  sucesor. 

En  la  villa  y  eorte  de  Madrid»  á  4  de  Octubre  de  1898,  en  el  inddenie* 
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vegQido  ante  el  Jusgado  de  primera  ÍDatancia  de  ...  y  la  Sala  de  lo  civil 
4e  la  Audiencia  de  ...,  promoTído  por  D.  F.  G.  L.»  vecino  de  ?...,  aobre 
que  te  declare  no  haber  logar  respecto  al  miemo  á  cierto  requerimiento  y 
la  nalidad  de  las  actaadonee  de  en  raaón,  en  diligencias  de  ejeención  de 
«na  sentencia  firme  pronunciada  en  antos  instados  por  Dofia  M.  O.  L. 
7  6.,  vedoa  de  ...,  casada  con  D.  £.  L.  D.,  empleado  cesante,  contra  Don 
J.  G.  P.,  del  qne  no  constan  la  vecindad  7  profesión,  %n  coya  sentencia  se 
eondenó  al  último  al  pago  á  la  Dofia  M.  de  una  pensión  vitalicia  con 
otros  pronnnciamientoB;  pendiendo  ante  Nos  el  anonciado  incidente  á  vir- 
tnd  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  dicho  D.  F.  7  en  su  nombre  el 
Procurador  D.  José  Martines  de  Carvajal,  en  escrito  firmado  por  el  Le- 
trado D.  Antonio  Soto  7  Hernández  por  su  compafiero  Lópee  Mafios;  faa< 
hiendo  representado  7  defendido  á  Dofia  M.  O.  L.  los  igualmente  Proca- 
rador 7  Letrado  D.  José  María  Cordón  7  D.  José  Lameyor,  sin  que  ha7a 
compareddo  en  este  Tribunal  Supremo  G.  P.: 

Resaltando  que  D.  J.  F.  de  L.  7  L.  falleció  en  A.  el  12  de  Noviembre 
de  1864,  bajo  testamento  otortpado  en  15  de  Febrero  próximo  anterior, 
por  el  cnal  declaró  se  hallaba  casado  con  Dofia  M.  E.  C,  teniendo  cuatro 
hijos,  llamados  D.  F.  P.,  Dofia  M.,  Dofia  F.  7  D.  L.  L.  7  C.,  de  ios  que  los 
tres  primeros  eran  naturales,  habidos  en  la  Dofia  M.  R.  antes  del  matri- 
monio, 7  el  último  legítimo;  qne  sólo  aportó  á  la  sociedad  conyugal  la  ca* 
sería  nombrada  C.  6.,  que  valdría  anos  200.000  reales,  perteneciente  á  la 
vincatadón  que  disfrutaba  en  la  mitad  reservable,  de  CU70S  bienes  debía 
SQcederle  su  mencionado  hijo  legítimo,  7  que  teniendo  en  su  casa  7  com* 
pafiía  desde  mu7  pequefia  á  M.,  hija  de  padres  desconocidos,  pero  á  la  qae 
]M>r  dicha  razón  ap>elÍidaba  L.,  por  el  afecto  que  la  profesaba,  la  dejaba  so- 
bre los  bienes  de  la  mitad  libre  de  qne  podía  disponer,  una  pensión  vitali- 
da  de  cnatro  reales  diarios,  con  cu7a  carga  había  de  llevar  gravada  su  he- 
redero la  expresada  parte  del  caudal  del  testador,  quien  instituyó  como 
tal  heredero  á  su  precitado  hijo  legítimo,  legando  el  remanente  del  quinto 
á  los  tres  naturales  también  ya  nombrados,  é  hizo  otras  mandas: 

Resultando  qne  el  predicho  hijo  legítimo  7  heredero  del  referido  testa- 
dor D.  L.  J.  R.  de  C.  7  C,  por  sí  7  como  apoderado  de  sus  hermanas  Dofia 
O.  7  Dofia  F.  en  escritura  de  13  de  Abril  de  1870  vendió  á  D.  J.  G.  P.  la 
casería  llamada  O.  S.,  expresando  era  esencial  condidón  del  contrato  que 
«1  comprador  qnedase  obligado  á  cumplir  todas  las  cláusulas  del  testa- 
mento .de  D.  J.  F.  L.,  de  quien  el  vendedor  7  sus  citadas  liermanas  hubie- 
ron aquella  finca,  como  hijos,  por  herencia  del  mismo;  si«ndo  las  cláusa- 
las  que  había  de  cumplir  el  pago  á  D.  F.  L.  O.  de  la  suma  de  260  pesos 
que  le  correspondían  de  herencia  7  satisfacer  los  legados  qne  constaban 
en  el  citado  testamento,  de  cuya  ascendenda  estaba  perfectamente  ina- 
troído  el  D.  J.  G.  P.,  que  aceptó  aquella  escritura  con  las  condiciones  im- 
poestas: 

Resultando  qne  por  demanda  formulada  ante  el  Juzgado  de  primera 
instanda  de  ...  en  IP  de  Octubre  de  1885,  solicitó  Dofia  M.  C.  L.  7  G.  se 
declarase  en  definitiva  que  D.  J.  G.  P.  estaba  obligado  á  cumplir  la  cláa- 
«nia  del  testamento  de  D.  J.  F.  L.,  por  la  qne  legó  á  la  demandante  una 
pensión  vitalicia  de  ciíatro  reales  diarios;  7  en  su  consecuencia,  se  conde- 
nase al  demandado  á  satisfacer  la  dicha  pensión  desde  el  día  siguiente  al 
del  fallecimiento  del  testador  hasta  quedar  extinguida  por  derecho,  7  á 
qoe  asegurara  el  pago  de  la  misiM  pensión  con  hipoteca  especial  sufi- 
ciente, constituida  sobre  los  bienes  de  la  herenda  del  D.  J.  F.,  qae  se  ha- 
llabaa  en  su  poder,  pidiendo  la  propia  demandante  por  un  otrosí  de  la  in- 
dicada demanda  la  adotadón  preventiva  de  ésta  en  el  Registro;  qae  fué 
«stimada  7  tovo  efecto  en  26  de  Octab're  del  predicho  afio  1885: 
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Resaltando  qne  opuesto  el  demandado,  hallándose  pendientes  loa  aa* 
tos,  vendió  aqnél  á  su  vez,  también  por  medio  de  escritura  otorgada  en  S 
de. May  o  de  1889^  la  casería  denominada  O.  S.  á  D.  F.  G.  L.,  con  cargo  do 
varios  capitales  de  censo  y  en  precio  libre  de  43.893  pesetas,  de  cuya  eo> 
Gritara  se  poso  testimonio  en  dichos  autos  á  virtud  de  lo  acordado  parm 
mejor  proveer  por  el  Jusgado;  el  que  en  30  de  Mayo  de  1890  pronunció 
sentencia  condenandb  al  demandado  G.  P.  é  satisfacer  á  Doña  M.  C.  la  pen- 
sión vitalicia  expresada  de  cuatro  reales  diarios  desde  el  día  siguiente  al 
del  fallecimiento  del  testador  en  12  de  Noviembre  de  1864,  hasta  que  se 
extinguiera  por  derecho;  adicionando  la  enunciada  sentencia  á  solicitad 
de  la  actora,  por  auto  de  7-  de  Junio  del  propio  afio  1890,  en  el  sentido  de 
condenar  asimismo  al  D.  J.  G.  P.  á  que  constituyese  hipoteca  suficiente 
para  asegurar  el  pago  de  tal  pensión  vitalicia  sobre  los  bienes  de  la  herrín* 
eia  de  D.  J.  F.  L.,  que  se  hallasen  en  su  poder: 

Resultando  que  consentida  Ja  sentencia  de  que  se.acaba  de  h&e&r  mé- 
rito, se  ordenó  en  diligencias  para  su  ejecución  librar  mandamiento  al  Re- 
gistrador de  la  propiedad  de  A.,  ó  fin  de  que  convirtiese  en  suacrición  de- 
finitiva la  anotación  del  derecho  demaniiado,  como  lo  verificó  en  16  de  Ja- 
lio  de  1891;  y  requerido  posteriormente  D,  J.  G7  P.  al  efecto  de  que  satisfi- 
ciese las  cantidades  á  cuyo  pago  estaba  condenado,  no  habiéndolo  reali- 
sado, se  mandó,  á  petición  de  la  Doña  M.  O.  L.,  en  providencia  de  28  de 
Agosto  próximo  siguiente,  requerir  á  D.  F.  G.  L.,  en  concepto  de  tercer 
poseedor  de  la  finca  hipotecada,  para  que  dentro  del  término  de  áier.  días 
pagaee  á  aquélla  las  pensiones  vencidas  desde  el  13  de  Noviembre  de  1864» 
ó  desamparara  la  indicada  finca;  bajo  apercibimiento  de  ser  responsable^ 
caso  de  no  verificar  lo  uno  ó  lo  otro,  con  sus  bienes  propios,  además  de  loe 
hipotecados,  de  las  pensiones  que  se  devengaran  desde  el  requerimiento, 
y  de  las  costas  que  se  causaren  por  su  morosidad: 

Resultando  qne  practicado  el  requerimiento  á  D.  F.  G*  L.  el  14  de  No- 
viembre del  precitado  afío  1891,  acudió  el  inmediato  día  16  solicitando  del 
Juzgado  la  reposición  de  la  providencia  de  28  de  Agosto  anterior,  y  que 
determinando  no  haber  lugar  á  requerimiento  alguno  al  D.  F.,  se  ana  la- 
sen en  lo  referente  al  mismo  las  actuaciones  practicadas  para  el  cumpli- 
miento de  la  sentencia,  y  se  declarasen  improcedentes  todas  las  reclama- 
ciones de  la  Dofia  M.  O.  contra  él  dirigidas,  declarándole  también  libre  y 
exenta  de  toda  responsabilidad  en  cuanto  al  pago  de  las  pensiones  de- 
mandadas, é  igualmente  libre  y  exenta  de  todo  gravamen  la  finca  deno- 
minada O.  8.,  que  le  pertenecía  en  pleno  dominio,  á  cuyo  efecto  sostuvo: 
no  afectarle  la  ejecutoria  de  que  se  trataba,  pues  no  había  sido  parte  en 
los  autos  en  qae  recayó;  estar  sólo  G.  P.  obligado  á  cumplir  la  cláusula 
del  testamento  relativa  al  pago  de  la  pensión  demandada  y  á  constituir 
hipoteca  para  garantizarla;  pertenecer  al  que  exponía  en  pleno  dominio 
la  casería  denominada  C.  S.,  en  mérito  á  la  escritora  de  8  de  Mayo  de 
1889,  inscrita  en  el  Registro  el  8  de  los  mismos  mes  y  afio,  en  la  cual  se 
consignó  que  estando  anotada  en  el  propio  Registro  la  demanda  de  Dofia 
M.  O.,  y  apareciendo  de  los  títulos  de  la  casera  obrantes  en  otro  pleito 
importar  únicamente  868  pesetas  50  céntimos  el  quinto  del  caudal  de  que 
pudo  disponer  el  testador  en  perjuicio  de  sus  hijos  y  herederos  forzosos, 
retendría  en  su  poder  el  comprador  tal  cantidad  hasta  terminarse  el  pleito 
7  cancelarse  dicha  anotación,  en  cuyo  acto  G.  P.  entregaría  los  títuios  j 
recibiría  aquella  suma,  no  obligándose  de  consiguiente  G.  L.  al  comprar 
la  indicada  finca  á  nada  de  lo  á  que  se  obligara  G.  P.  en  el  contrato  cele- 
brado con  los  herederos  de  D.  J.  F.  L.,  sino  sólo  á  lo  que  quedaba  expre- 
sado; no  tener  D.  F.  G.  L.  el  carácter  de  tercer  poseedor  de  cosa  hipóte» 
cada,  qne  erróneamente  te  le  atribaífti  onando  en  realidad  no  exisUa  tal 
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.hipoteca,  tino  una  anotación  preventiva,  qae  ann  convertida  en  inscrip* 
eión  no  aortia  el  efecto  de  podéraele  reclamar  el  pago  de  laa  pensiones  á 
qae  estaba  condenado  G.  P.,  toda  vez  que  no  se  trataba  de  nna  anotación 
•zigida  por  el  legatario  de  la  enanciada  pensión  en  los  bienes  de  la  he- 
rencia, ni  acordada  por  Jaez  competente  para  conocer  de  nna  testamenta- 
ría, á  quien  dicho  legatario  hubiese  acudido  al  efecto,  en  uso  de  su  dere» 
cho,  señalando  los  bienes  que  pretendía  anotar,  no  estar  comprendida  la 
finca  G.  8.  entre  los  bienes  designados  por  la  sentencia  para  constituir  la 
hipoteca  que  garantice  el  pago  de  la  pensión,  puesto  que  no  se  hallaba  en 
poder  de  G.  P.,  sino  de  G.  L.,  quien  la  compró  é  inscribió  en  el  Registro 
á  su  nombre;  y  ser  sabido  que  las  anotaciones  preventivas  de  demandas 
no  podían  considerarse,  aun  convertidas  en  inribri pelones  á  la  terminación 
del  juicio,  como  titulo  bastante  para  ser  aplicable  el  art  127  de  la  ley  Hi- 
potecaria referente  al  caso  de  tratarse  de  bienes  especial  y  previamente 
hipotecados  al  acreedor  para  el  pago  de  su  crédito,  dando  aquéllas  única- 
mente preferencia  respecto  á  las  deudas  dbntraldas  por  el  demandado  con 
posterioridad  á  la  anotación: 

Resultando  que  Dofia  M.  G.  L.  opuso  á  las  pretensiones  de  D.  F.  G.  L. 
la  de  que  se  mantuviese  la  providencia  de  28  de  Agosto  y  denegara  con 
las  costas  su  reposición,  fundándose  para  ello  en  ser  cosas  esencialmente 
distintas  la  anotación  de  un  embargo  y  la  de  nna  demanda,  porque  la  pri- 
mera garantizaba  el  cumplimiento  de  una  obligación  meramente  perso- 
nal, no  determinando  garantía  real  más  que  respecto  á  los  posteriores 
contratantes  con  el  deudor,  y  la  anotación  de  demanda  garantiza  un  de- 
recho real  litigioso  como  prevención  á  terceros  que  quisieran  contratar 
sobre  la  finca  anotada,  y  medio  eficaz  de  asegurar  la  subsistencia  de  aquel 
derecho  en  el  caso  de  reconocerle  la  sentencia;  pero  aun  atribuyendo  igua- 
Jea  efectos  á  dichas  anotaciones,  todavía  resultaría  obligado  G.  L.  al  pago 
de  las  pensiones  con  la  finca  aludida,  pues  sabía  la  carga  que  sobre  ella 
pesaba  y  debió  tener  en  cuenta  sus  posibles  consecuencias,  siendo  suya, 
Bo  del  anotante,  la  cnlpa  si  otra  cosa  hizo;  en  que  tercero,  según  lo  define 
la  ley  Hipotecaria  en  su  art.  27,  es  todo  aquel  que  no  haya  intervenido  en 
el  acto  ó  contrato  inscrito,  y  en  tal  caso  se  hallaba  G.  L.,  que  no  intervino 
•n  el  pleito  ni  en  la  anotación  de  la  demanda  origen  del  mismo;  y  en  que 
Doña  M.  G.  L.  es  uña  legataria  de  pensión  que  ha  acudido  en  forma  legal 
á  pedir  al  Juzgado  la  anotación  preventiva  de  su  derecho,  diciéndolo  así 
la  sentencia  y  los  artículos  42  y  90  de  la  ley  Hipotecaria: 

Resultando  que  en  atención  á  todo  ello  el  Juzgado  dictó  auto  de  17  de 
Diciembre  de  1891,  reponiendo  la  providencia  de  28  de  Agosto  anterior, 
que  declaró  nula  y  de  ningún  valor  ni  efecto  con  suspensión  de  todo  pro- 
cedimiento contra  la  casería  nombrada  G.  S.,  auto  que  por  apelación  de  la 
demandante  revocó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  ...,  por  el  que  á 
■n  ves  pronunció  en  6  de  Noviembre  de  1892,  en  el  cual  dejó  firme  y  sub- 
sistente la  referida  providencia  de  28  de  Agosto  de  1891,  sin  hacer  espe- 
cial condena  de  costas: 

Resultando  que  D.  F.  G.  L.  ha  interpuesto  recurso  de  casación,  como 
comprendido  en  el  núm.  1  o  del  art  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
eivil,  alegando  haberse  infringido: 

Pvmero.  £1  art.  70  de  la  ley  Hipotecaria,  en  el  sentido  de  darse  efecto 
á  la  inscripción  definitiva  de  la  demanda  interpuesta  por  Dofta  G.  L.  desde 
la  fecha  de  la  anotación  preventiva  de  la  misma,  siendo  así  que  aquel  ar- 
tfcalo  no  concede  esos  efectos  más  que  á  las  inscripciones  referentes  á  la 
anotación  preventiva  de  un  derecho,  pues  éste  y  la  demanda  son  dos  eon- 
aeptos  esencialmente  distintos:  ,   ,    ^ 

fiegondo.    £i  art  90  de  la  minna  ley,  en  el  concepto  de  haberse  dado  á 
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la  anotación  expresada  el  alcance  de  inaerípción  bipoteearis  del  derwrfie 
de  penaionista,  coando  el  indicado  artículo  exige  expreaaoiente  1«  círevii» 
tanda  dé  qae  loa  bienes  sobre  que  haya  de  recaer  la  inscripción  aabstataa 
en  poder  del  heredero  ó  adjudicatario,  ninguna  de  cuyas  doa  persoDalid»- 
des  tenia  el  demandado: 

Tercero.  El  art  71  del  propio  cuerpo  legal,  por  habérsele  eoncedide 
más  amplitud  de  la  marcada  en  la  doctrina  tantas  veces  sancionada  por 
este  Tribunal  Supremo,  en  sentencias,  entre  otras,  de  9  de  Mayo  de  187J^ 
SO  de  Marso  del  74  y  21  de  Febrero  del  77,  según  la  cual,  las  anotaeionee 
preventivas  de  una  demanda  para  garantir  las  consecuencias  de  nn  jaieio^ 
no  producen  más  efectos  que  el  de  ser  preferido  el  acreedor  qoe  las  obten» 
ga,  en  cuanto  á  los  bienes^notados  solamente,  á  los  que  tengan  contra  el 
mismo  deudor  otro  crédito  contraído  con  posterioridad  á  dichia  anotación, 
en  cuyo  caso  no  se  encuentra  Dofia  M.  G.  L.: 

Coarto.  El  art.  28,  en  cuanto  pi^sceptúa  que  la  inscripción  de  los  bie- 
nes y  derechos  reales  adqniriddk  por  herencia  ó  legado  no  perjndicará  á 
tercero,  sino  habiendo  transcurrido  cinco  afios  desde  la  fecha  de  la  miama; 
toda  vea  que  D.  F.  G.  L.  adquirió  la  finca  O.  S.  antes  de  haber  tranacorrido 
ese  plaao,  aun  considerando  retraída  la  inscripción  á  la  fecha  en  que  ae 
acordó  y  efectuó  la  anotación  preventiva: 

Quinto.  La  doctrina  legal  consagrada  por  este  Tribunal  Supremo  es 
▼arias  seLt^^ncias,  entre  éstas,  las  de  7  de  Octubre  de  1887  y  11  de  Noviena- 
bre  del  89,  en  que  se  declaran  alcanzan  sólo  á  los  litigantes  y  á  soa  herede- 
ros las  consecuencias  de  lo  ejecutoriado;  y  de  ningún  modo  á  loe  qne  ni 
Bon  sucesores  de  aquéllos  ni  han  sido  oídos  y  vencidos  en  juicio,  en  cnyae 
últimas  condi<iiones  se  halla  por  modo  evidente  D.  F.  G.  L.; 

Y  aexto.  £1  art.  114,  extensivo,  según  declaración  terminante  de  la  ex- 
posición de  motivos  de  la  ley  Hipotecauria,  á  las  personas  atrasadas  de  loe 
eensos:  en  el  concepto  de  haberse  condenado  á  D.  F.  G.  L.  al  pago  de  to- 
das las  pensiones  vencidas  desde  1864;  siendo  así  que  en  todo  oaao  no 
vendría  obligado  á  satisfacer  más  que  las  de  los  dos  últimos  afioa  y  Is 
parte  vencidia  de  la  anualidad  corriente. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Aldecoa: 
Considerando  que  la  demanda  interpuesta  por  Dofia  M.  O.  L.  y  G.  con- 
tra D.  J.  G.  P.  preventivamente  anotada  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
tuvo  el  objeto  de  que  el  demandado  reconociese  y  cumpliera  la  obligación 
que  había  contraído  al  comprar  la  casería  llamada  O.  S.  de  satisfacer  loe 
hígados  hechos  en  su  testamento  por  D.  J.  F.  L.,  entre  los  que  se  encon- 
traba el  pago  de  una  pensión  de  4  reales  que  mientras  yiviese  habían  de 
satisfacer  sus  herederos  á  la  demandante,  á  cuyo  efecto  gravó  con  dicha 
sarga  el  caudal  hereditario,  y  el  de  asegurar  el  pago  de  las  pansionee 
atrasadas;  y  que  fallado  el  pleito  condenando  á  G.  P.  al  pago  de  dicha  pen- 
sión desde  el  día  siguiente  al  del  fallecimiento  del  testador  y  á  que  cone- 
titnyese  hipoteca  suficiente  para  asegurar  el  pago,  fué  convertida  en  in» 
cripción  definitiva  la  expresada  anotación  preventiva: 

Considerando  qne  D.  F.  G.  I4.  adquirió  por  compra  de  D.  J.  G.  P.  la 
oaseria  O.  S.,  afectada  por  la  expresada  anotación  y  con  las  responsabili- 
dades consiguientes  á  la  misma,  sin  qne  la  Audiencia  de  ...  al  declararlo 
así  haya  cometido  las  infracciones  que  se  la  atribuyen  y  enumeran  ep  los 
motivos  primero  y  tercero  del  recurso,  porque  la  demanda  de  Dofia  G.  Ij. 
tavo  por  objeto,  según  lo  anteriormente  expuesto,  hacer  efectivo  el  dere- 
eho  real  qne  el  testador  D.  J.  F.  L.  impuso  sobre  los  bienes  qne  oonsti- 
tnian  su  herencia  en  beneficio  de  la  demandante;  y  eato  supuesto^  han  sido 
bien  apreciados  y  tienen  perfecta  aplicación  los  artículos  70  y  71  de 
la  ley  Hipotecaria,  sin  qne  á  ello  se  oponga  la  doctrina  Invocada  en  el  ler- 
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•eer  motilo,  porque  no  se  ba  variado  el  carieter  del  derecho  de  Doíla  O.  L. 
por  conieeaencia  de  la  anotación,  sino  que  fué  reconocido  en  la  sentencia 
-qne  poso  término  al  pleito: 

Oonsiderando  que  tampoco  se  ha  infringido  el  art  90  de  la  mencionada 
ley  Hipotecaria,  porque,  aparte  de  qne  boy  no  es  disca tibie  si  fué  bien  ó 
mal  concedida  la  anotación,  Dofia  O.  L.  pidió  la  anotación  de  sa  derecho 
por  razón  de  tal  carácter  real  qne  éste  tenia  y  en  virtud  de  la  obligación 
^ae  contrajo  D.  J.  G.  P.,  comprador  de  la  finca  hereditaria,  á  la  que  afee- 
Uba: 

Considerando  que  la  disposición  del  art.  23,  en  su  párrafo  segundo, 
que  el  recurrente  invoca  como  infringida,  no  tiene  aplicación  al  caso  del 
presente  recurso,  porque  la  limitación  qne  pone  á  los  efectos  de  la  ins- 
cripción  de  bienes  hereditarios  es  sólo  con  relación  á  los  que  puedan  ale- 
gar algún  derecho  anterior  sobre  los  mismos,  derecho  que  no  alega  Don 
F.  G.  L.,  asi  como  tampoco  es  aplicable  la  del  114,  que  también  se  supone 
infringido,  porque  este  articulo  se  refiere  á  los  efectos  generales  de  las 
hipotecas,  y  la  anotación,  convertida  en  inscripción  definitiva  obtenida 
por  Dofia  O.  L.,  lo  fué  para  asegurar  la  constitución  del  derecho  real  que 
la  legó  D.  J.  F.  L.,  y  el  pago  de  las  pensiones  atrasadas: 

Considerando,  por  último,  que  á  D.  F.  G.  L.  le  alcanzan  las  consecuen- 
cias del  juicio  seguido  entre  Dofia  G.  L.  y  D.  J.  G.  P.,  en  cuanto  afecta  á 
la  finca  6.  S.,  por  haberla  adquirido  con  la  carga  preventivamente  ano- 
tada, bajo  cuyo  aspecto  y  en  cuyo  sentido  es  sucesor  del  recurrido  G.  P., 
no  habiéndose  cometido  consiguientemente  la  infracción  alegada  ene! 
quinto  motivo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  F.  G.  L.,  á  quien  condenamos  en  las  costas; 
y  líbreee  á  la  Audiencia  de ...  la  certificación  correspondiente^  acompafiada 
del  apuntamiento  que  remitió.— (Sentencia  publicada  el  4  de  Octubre  de 
1808,  é  inserta  en  la  Qaoeta  de  7  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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BscuBSO  DK  CASACIÓN  (6  do  Octubre  de  1898).— Sala  de  lo  civil.— Po^o 
de  cantidad. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Manuel  Guinea  Bustaman- 
te  en  autos  con  D.  Andrés  Jiménez  y  otros  (Audiencia  de  Madrid),  y  se 
resuelve: 

Que  aplica  rectamente  lo8  articuloa  1257,  en  su  párrafo  1.^,  1790  y  1801 
del  Código,  la  sentencia  que,  dando  valor  y  eficacia  a  una  apuesta  habida  en- 
tre dos  personas,  obliga  a  que  se  cumpla  la  jpromesa  ó  estipulación  nacida  de 
aquel  contrato,  y  expresamente  aceptada,  de  invertir  el  importe  de  la  misma  en 
un  billete  de  la  lotería  en  beneficio  de  los  presentes,  dando  á  todos  opción  y  de- 
recho, en  la  parte  convenida^  al  premio  obtenido  por  dicho  billete  y  condenando 
al  pago  de  la  misma: 

(¿ue  no  se  infringe  la  doctrina  legal  sustentada  en  sentencia  de  27  de  Mayo 

de  1857,  referente  á  aue  no  pueden  prevalecer  en  juicio  acciones  que  no  se  ha- 

•  yan  ejercitado  en  la  forma  correspondiente^  cuando  la  acción  intentada  se 

^junda  en  los  hechos  expuestos  en  la  demanda  y  consignados  en  el  faüo  como 

resultado  de  las  pruebas  practicaéUíS, 

£n  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Octubre  de  1898,  en  el  pleito  pea. 
diente  ante  Nos  en  virtud  .de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
seguido  en  ^1  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Oeste  de  est^ 
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cupital  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  la  infama  por- 
D.  Andrés  Jiménez  San  Juan  y  Andino,  D.  José  Vindas  y  Lopes  y  D.  Ena- 
taeio  Vázquez  y  Fernández,  de  esta  vecindad  loa  dos  prímeroa,  dependien* 
tea  de  comercio,  y  de  oficio  platero  el  último,  representados  por  el  Proca* 
rador  D.  Antonio  Fernández  Campos  y  defendidos  por  el  Lietrado  D.  Julián 
Morales  y  Gutiérrez,  con  D.  Manuel  Guinea  y  Bnstamante,  vecino  y  dei 
comercio  de  esta  corte,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Julio  Mateo  Ca- 
fiat,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Marcial  González  de  la  Fuente,  eo- 
bre  pago  de  pesetas: 

Resultando  que  D.  Andrés  Jiménez  San  Juan  y  Andino,  D.  José  Viuda* 
y  López  y  I>.  Eustasio  Vázquez  y  Fernández  dedujeron  en  28  de  Marso  de 
1891  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  en  la  que  consignaron  como  hecboa 
que  el  18  de  Diciembre  de  1890  llegaron  á  casa  del  joyero  D.  Manuel  Gui- 
nea y  Bnstamante  sus  amigos  D.  Eustasio  Vázquez,  D.  José  Vindas  y  Don 
Higinio  Hernández  con  objeto  de  que  les  diera  su  opinión  acerca  del  valor 
de  un  coüar  que  D.  Eustasio  acababa  de  adquirir,  y  examinada  la  joya  á 
presencia  de  dicbos  señores,  del  dependiente  de  Guinea,  Sr.  Jiménez,  y  del 
sombrerero  sefior  de  Francisco,  manifestó  Guinea  que  las  piedras  pesaban 
17  ó  18  quilates,  y  que  por  tanto  su  valor  era  de  9  á  10.000  realeft;  que  es- 
timando Vázqut'Z,  Viudas  y  Hernández,  así  como  el  dependiente  Jiménez, 
que  el  collar  valía  más  de  lo  que  decía  Guinea,  é  insistiendo  éste  en  su 
apreciación,  dio  lugar  á  una  apuesta  entre  el  misnao  y  Hernández,  consis- 
tente en  que  si  los  doce  brillantes  de  un  remate  del  collar  pesaban  menos 
de  on  quilate,  pagaria  Hernández  una  cena  de  60  pesetas  para  los  cinco 
presentes  á  la  discusión,  que  eran  el  demandado,  los  tres  demandantes  y 
Hernández,  y  de  pesar  un  quilate  ó  más,  pagaría  Guinea  la  cena;  que  des- 
montadas y  pesadas  laa  piedras,  pesaron  más  de  un  quilate,  dándose  por 
vencido  Guinea,  que  se  obligó  á  pagar  la  cena  á  razón  da  10  pesetas  cada 
cubierto  de  los  cinco;  que  antes  de  ponerse  de  acuerdo  sobre  el  lugar  y  día 
en  que  babía  de  verificarse  la  cena,  se  le  ocurrió  á  Guinea  que  las  60  pe- 
setas se  emplearan  en  un  décimo  de  la  próxima  lotería  de  Navidad  para 
todos,  llevando  10  pesetas  cada  uno  de  participación,  cuyos  hechos  en 
parte  presenció  el  comisionista  D.  Julio  Halman;  que  conformes  todos  con 
esa  idea,  y  pronunciando  Guinea  la  frase  de  el  llanto  gpbre  el  difunto,  tomó 
dinero  de  su  propiedad  y  salió  en  busca  del  décimo;  mas  como  no  le  halla- 
se en  las  Administraciones,  adquirió  en  la  de  las  Cuatro  Galles  un  billete 
entero  de  60  pesetas  del  sorteo  de  81  de  Diciembre  do  1890,  núm.  6.668^ 
de  lo  cual  dio  conocimiento  á  los  interesados  en  el  siguiente  día,  que  apro- 
baron su  determinación;  que  el  billete  quedó  en  poder  de  Guinea,  como  de- 
poaitario  y  persona  en  quien  todos  tenían  confianza,  no  obstante  que  Váz- 
quez, duefio  del  collar  motivo  de  la  apuesta,  hubo  de  indicar  á  Guinea  la 
conveniencia  de  hacer  unos  recibos  ó  vales  en  que  constara  la  participación 
de  10  pesetas  que  cada  uno  de  los  cinco  llevaba,  indicación  que  pareció  á 
Guinea  una  inconveniencia,  pues  replicó  que  si  la  palabra  y  la  casa  de 
Guinea  no  eran  bastante  á  responder  aunque  cayera  el  premio  gordo;  dando 
esto  lugar  á  que  interviniera  el  dependiente  Jiménez,  tratando  de  discul- 
par la  insinuación  de  Vázquez,  diciendo  que  lo  propuesto  por  éste  era  una 
formalidad  acostumbrada  en  tales  casos;  explicaciones  que  dieron  por  re- 
sultado que  Guinea  quedase  con  el  billete,  limitándose  á  decir  á  su  depen-  * 
diente  que  les  facilitara  una  apuntación  del  número  en  guarismo,  con  lá- 
piz, en  pequf  fios  trozos  de  papel;  que  á  las  diez  y  media  de  la  mafiana  del 
81  de  Diciembre  se  presentó  en  el  establecimiento  de  Guinea  D.  Higinio 
Hernández,  y  dirigiéndose  á  Guinea  y  su  dependiente  Jiménez,  manifestó: 
cnos  ha  caído  la  lotería»;  y  pasando  el  Higinio  á  la  parte  de  adentro,  y 
mientras  Jiménei  despachaba  á  un  parroquiano,  entabló  en  tos  baja<K)a 
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Guinea  un  diálogo  qae  tenniíió  por  nn  abraso,  saliendo  jantOB  hacia  1» 
CtuBñ  de  la  Moneda;  qae  conocido  por  la  taírde  con  certeza  el  resultado  del 
sorteo,  7  habiendo  correspondido  al  billete  20.000  pesetas,  y  por  tanto^ 
4.000  á  cada  partícipe,  se  personaron  Vázquez  y  Viadas  en  la  tienda  de 
Guinea,  oyendo  de  labios  de  éste  con  el  consiguiente  asombro,  que  si 
creían  qne  llevaba  cada  ano  de  ellos  participación  igual  en  el  billete,  esta- 
ban en  an  error,  puesto  qae  sólo  les  correspondía  una  pequefia  participa- 
ción, qne  la  tasó  en  8.000  reales  á  cada  ano,  lo  caal  originó  nn  altercado 
entre  Guinea  y  Vázqoez,  quien  le  increpó  diciendo  si  hacía  así  aso  de  la 
confianza  en  él  depositada;  que  á  pesar  de  tal  manifestación,  teniendo  no- 
ticia de  que  ya  se  había  cobrado  el  billete,  se  presentaron  al  siguiente  día 
1.®  de  Enero,  ambos  demandantes,  acompasados  de  D.  Pablo  Yuste,  recla- 
mando á  Quinea  sus  respectivas  participaciones,  que  les  fueron  negadas 
TOtnndamente,  dando  á  entender  que  á  él  y  á  Hernández  correspondía  la 
mayor  parte,  y  ofreciendo  á  cada  uno  8.000  reales,  oferta  que  rechazaron, 
así  como  la  de  1.000  pesetas  que  después  les  hizo,  siempre  que  le  soscri- 
biesen  un  recibo  expresivo  de  haber  recibido  su  participación  íntegra,  sin 
que  en  ningún  tiempo,  pudieran  hacer  reclamaciones;  advirtiéndoles  ade- 
más, qne  si  no  lo  hacían  así,  ambos  y  Jiménez  lo  perderían  todo;  que  debía 
hacerse  constar  que  Jiménez,  al  ver  el  procedimiento  de  su  príocipal,  y  que 
el  resultado  de  las  gestiones  Úe  Viudas  y  Vázquez  era  negativo,  se  despi- 
dió de  la  tienda;  que  en  el  mismo  día  l.o,  á  cosa  de  las  cinco  de  la  tarde, 
hallándose  los  demandantes  con  D.  Pablo  Yuste  y  D.  Luis  de  Cabria  en  el 
café  Inglés,  se  presentó  Hernández  manifestando  que  el  asunto  debía  arre- 
glarse amistosamente,  y  ofreciendo  á  cada  uno  6.000  reales,  que  también 
rechazaron,  y  que  en  vista  de  la  conducta  de  Guinea,  y  agotados  los  recar- 
aos amistosos,  le  demandaron  de  conciliación,  á  cuyo  acto  no  concurrió,  y 
citando  como  fundamentos  legales  varios  artículos  del  Código  y  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  terminaron  suolicando  qne  se  condenase  á  D.  Ma- 
nuel Guinea  á  entregar  á  cada  uno  de  los  demandantes  la  cantidad  de 
4.000  pesetas  dentro  del  término  de  tercero  día,  intereses  legales  desde  que 
ae  hizo  efectiva  en  la  Administración  de  loterías  la  cantidad  de  20.000  pe- 
setas, importe  total  del  premio,  y  las  costas: 

Resaltando  que  contestando  á  la  demanda  D.  Manuel  Guinea,  negó 
exactitnd  al  primer  hecho  de  la  misma,  pues  el  que  presentó  el  collar  fué 
el  Hernández,  á  qnien  acompañaban  como  conocidos  sayos  Viudas  y  Váa- 
qaez;  que  no  conformes  Guinea  y  Hernández  en  la  apreciación  de  la  al- 
iiaja,  aquél  retó  á  éste  apostando  un  décimo*  de  la  lotería  de  Navidad,  in- 
vitando á  los  presentes  por  si  querían  comprometer  algo  á  favor  de  uno  ú 
otro;  y  como  contestasen  que  el  asunto  era  partienlar  de  ambos,  entre 
ellos  quedaba  trabada  la  apuesta,  que  nunca  consistió  en  la  supuesta  cena^ 
ni  en  ella  intervinieron  otras  personas  que  Hernández  y  Guinea,  y  menos 
el  dependiente  de  éste,  que  no  se  hubiera  permitido  hacerlo  tratándose  de 
an  asunto  particular  de  sn  jefe;  qae,  efectivamente,  perdió  Guinea  la 
apuesta;  siendo  inexacto  lo  que  se  refería  relativamente  á  la  cena  y  susti- 
tución por  nn  décimo  de  la  lotería  de  Kavidad  para  los  cinco;  siendo  lo 
qae  pasó  qne,  ana  vez  perdida  la  apuesta,  preguntaron  Vázquez  y  Viuda» 
qné  iban  ganando  ellos,  á  lo  que  Guinea  contestó,  con  la  aprobación  del 
Hernández,  que  lo  interesante  era  que  obtuviese  nn  premio,  porque  en 
tal  caso  sabrían  ser  generosos  y  galantes;  qae  tampoco  era  cierto  lo  que 
«e  refería  respecto  á  la  compra  del  billete,  pues  Guinea  no  lo  compró  hasta 
la  mafianadel  día  siguiente,  sin  dar  conocimiento  á  los  demandantes  ni 
obtener  sa  beneplácito,  porqne  nada  tenían  que  ver  con  el  asunto;  negó 
asimismo  lo  relativo  al  depósito  del  billete  y  participación  de  los  cinco 
«n  él  y  manifestaciones  del  dependiente  Jiménez,  siendo  lo  único  cierta- 
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qae  el  númiuro  del  billete  faé  el  5.668;  qne  Hernándes  enanció  á  Qnlneifr 
la  buena  naeya,  dándole  la  enhorabuena  por  interpretar  qne  el  premio  co- 
rrespondía sólo  á  Gainea,  á  lo  qne  replicó  ésto  one  si  el  premio  era  derto 
la  enhorabuena  era  para  ambos,  porque  de  los  dos  era  el  billete  premia- 
do; siendo  inexacto  lo  demás  que  sobre  esto  particular  se  refería;  que  com- 
;probada  en  la  Oasa  de  la  Moneda»  á  donde  acudieron  Guinea  y  Ilemán- 
dea,  la  eertesa  de  la  suerte,  pensaron  en  la  manera  de  celebrarlo,  haciendo 
^participes  de  su  celebración,  por  haberlo  así  ofrecido,  á  los  demandantes 
7  á  D.  Isidro  Sala,  hermano  político  y  dependiente  tombién  de  Guinea, 
que  aunque  no  estaba  presento  en  el  momento  de  la  apuesta,  s.iempre  se 
pensó  en  hacerle  partícipe  de  la  generosidad  que  se  empleara  con  los  de- 
más; y  en  efecto,  de  común  acuerdo  pensaron  ambos  separar  3,000  pese- 
tas para  repartirlas  entre  aquéllos,  quedando  altamento  sorprendidos 
«uando,  en  yes  de  escuchar,  como  creían,  frases  de  gratitud,  oyeron  á  Vas- 
quei  y  Viudas  que  rehusaban  tal  oferta  y  exigían  participación,  á  que 
ningún  derecho  tonían;  qne  también  negó  el  hecho  relativo  á  que  Guiñes 
ofreció  á  cada  uno  1.000  pesetas,  sienda  lo  cierto  que,  ana  vea  cobrado  el 
premio,  Guinea  avisó  á  Hernández,  quien  á  sn  ves  lo  hico  á  loe  deman- 
dantes, que  fueron  aoompafiados  de  D.  Pablo  Yusto,  y  reunidos  todos  eo 
la  tienda  de  Guinea,  manifestó  Hernándes  que  sus  amigos  habían  refle- 
xionado y  agradecían  el  obsequio  de  las  3.000  pesetas,  si  bien  deseaban 
que  no  participase  de  ellas  Sala,  cañado  de  Guinea,  á  lo  que  ésto  accedió, 
significando  que  gratificaría  partícularmento  á  su  cafiado;  y  en  el  mo- 
mento de  entregarles  la  cantidad,  los  demandantes  se  negaron  á  recibirla, 
^n  cuya  virtad  Guinea  puso  término  á  la  conversación,  diciendo  á  Her- 
nándes que  de  su  parto  hiciera  lo  qne  gustura,  pues  él  lo  daba  por  con* 
claído,  y  entregó  á  Hernández  sos  10.000  pesetas,  previo  recibo;  y  citando 
como  fundamento  de  derecho  los  artículos  1264  y  1266  en  cuanto  á  Guiñe» 
j  Hernández,  y  1790  y  12U  del  Código  civil,  terminó  suplicando  que  se  le 
absolviera  de  la  demanda,  con  imposición  de  perpetuo  silencio  y  costas  á  . 
los  demandantes: 

Besaltando  que  con  su  escrito  aoompafió  an  recibo,  fecha  l.o  d» 
Enero  de  1891,  suscrito  por  Higinio  Hernández,  que  dice  así:  «Heie- 
cibido  de  D.  Manuel  de  Guinea  la  cantidad  de  10.000  pesetas,  como  mitad 
-del  premio  obtonido  por  el  númcnro  6.668  en  la  Lotería  Nacional,  cayo 
sorteóse  verificó  ayer  31  de  Diciembre  de  1890;  dicho  billeto  lo  jugába- 
mos entre  dicho  Sr.  Guinea  y  el  qae  firma,  á  consecnencia  de  una  apuesta 
habida  entre  loa  dos,  que  perdió  el  Sr.  Guinea,  siendo  la  condición  de  qne 
la  soerte  que  correspondiera  sería  para  los  dos»: 

Resultando  que  los  demandantes  replicaron  negando  la  exactitad  de 
loa  hechos  referidos  de  contrario,  y  manteniendo  todos  los  alegados  por 
«líos,  con  la  rectificación  de  que  el  billeto  fué  comprado  al  siguiente  dis 
de  la  apuesta,  y  que  el  demandado  al  duplicar  rechazó  los  hechos  de  los 
demandantes  en  cuento  no  se  conformasen  con  los  expuestos  en  la  con- 
testación, que  dio  por  reproducidos: 

Resaltando  que  recibido  el  Juicio  á  prueba,  sólo  se  practicó  de  testigos 
y  posiciones  á  instancia  de  los  demandantes,  y  que  sustanciado  el  juicio 
sn  dos  instancias,  la  Sala  aegunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corto 
dicto,  en  29  de  Octubre  de  1892,  sentoncia  confirmatoria  con  las  costas,  con- 
denando á  D.  Manuel  Guinea  Bastamanto  á  qae  dentro  del  término  de  ter- 
cero día  satisfaga  á  loa  demandantes  D.  Andrés  Jiménez  San  Juan  y  An- 
dino, D.  José  Viudas  y  López  y  D.  Eostaquio  Vázquez  y  Fernández  la  soma 
de  4.000  pesetas  á  cada  ano  que  les  corresponde  por  su  participación  en  el 
billeto  núm.  6.668  de  la  Lotería  Nacional,  sorteada  el  81  de  Diciembre  do 
1890,  premiado  son  20.000  pesetas,  al  abono  de  los  intereses  oorrespon^ 


Digitized  by  VjOOQIC 


T  ocnovnDroiAa  18? 

-dtentes  á  món  de  6  por  ISa  anual  deade  la  iotierposieión  d6  la  demanda, 
X  •!  P^go  <le  ^  coataa  del  jnicio: 

Reaoltando  qne  D.  Manuel  Galnea  Bnstamante  ha  ínterpaeato  recnrao 
^la  caaadón,  alegando  en  loa  moÜToa  qne  fueron  admitídoa  por  la  Sala  ter- 
cera de  eate  Snpremo  Tríbanal: 

Primero.  Qne  ae  han  infringido  loa  articuloa  1790  y  1801  del  Código 
ciril,  pnea  aegdn  eate  ultimo  el  qne  pierde  en  nn  juego  ó  apoeata  de  loa  na 
fKrohibidoa,  qneda  obligado  ciTÍlmente;  maa  para  que  el  contrato  de  apueeta 
exiata  ea  indiapenaable,  porque  en  ello  conaiate  aa  ñatoralesa,  conforme  I» 
definiciótt  qne  de  loa  eontratoa  aleatorioa  ó  de  anerte  da  el  artículo  prime- 
ammente  citado,  qne  una  de  laa  partea  ó  ambaa  reciprocamente  ae^blignea 
é  dar  ó  hacer  alguna  coaa  en  equivalencia  de  lo  qne  la  otra  parte  ha  de  dar 
ó  hacer  para  el  caao  de  nn  acontecimiento  incierto  ó  que  ha  de  ocurrir  en 
tiempo  indeterminado;  toda  ves  que  loa  demandantea  nada  arrieagaron  en 
la  apoeata  celebrada,  aegún  au  propia  conf  catón,  ezcluaivameote  entre  Gui- 
nea y  Hemándes,  y  ain  embargo,  habían  obtenido  por  el  fallo  la  ventora  de 
.ganar,  nada  apostaron  y  ae  lea  reconocía  una  participación  en  el  reauitado 
del  contrato  en  méritos  de  haber  ejercitado  la  acción  qne  nada  da  la 
«pacata  en  que  no  intervinieron,  y  por  virtnd  de  loa  preceptoa  legalea  por 
•que  ae  regía  el  mismo  contrato  de  aaerte  en  qne  no  fueron  partea: 

Segundo.  Que  siendo  la  acción  ejercitada  la  que  nacía  del  contrato  de 
«puesta,  y  no  otorgando  el  fallo  á  los  demandantea  en  virtud  de  esa  aodóa 
flUio  por  la  que  suponía  les  asistía  como  tercerea  en  cuyo  favor  se  eatipuló 
por  Guinea  y  Hemándes,  contratantes  en  la  apueata,  ó  sea  la  de  eati  pola- 
cite,  reaulUd>a  infringida  la  doctrina  legal  conaignada  en  la  aentenda  de 
"27  de  Mano  de  1868  y  otras  varias,  segón  las  eualea  no  puede  decidirae  en 
jnicio  acerca  de  las  acciones  que  no  se  han  ejercitado  en  la  forma  correa- 
pondlente: 

Tercero.  Qne  ae  ha  infringido  el  art.  1S67,  en  an  párrafo  primero,  del 
Oódigo  civil,  según  el  cual  los  eontratoa  sólo  producen  efecto  entre  laa 
p«rtea  que  los  otorgan,  toda  ves  que  los  demandantes  no  intervinieron  em 
•1  de  apuesta  de  Godnea  y  Hemándes,  y  nada  apoataron  en  él,  ain  embargo» 
•habían  ^erdtado  la  acción  qoe  ae  derivaba  del  mismo,  y  habían  lograd» 
«ma  participación  en  el  resultado  de  la  apuesta,  pnea  si  bien  era  cierto  qne 
la  sentencia  no  había  otorgado  en  virtud  del  citado  precepto  legal,  infrin> 
g^do  por  an  inaplicación,  aino  en  méritoa  del  párrafo  segundo  del  mismo 
4wt  1267,  también  infringido  por  indebidamente  aplicado,  porque  ai  bien 
di^[M)nía  que  cnando  el  contrato  contuvieae  alguna  estipulación  en  favor 
de  on  tercero,  éate  podría  exigir  su  cumplimiento,  requería  precisamente 
•que  el  tercero  hnbieae  hecho  saber  su  aceptación  al  obligado,  antea  de  qoe 
hubiera  aido  la  eatipolación  revocada,  y  en  este  caso  no  aparecía  qne  loa  • 
«apoeatoB  tercerea  hnbleaen  hecho  saber  al  también  aupueato  obligado,  la 
«captación  de  lo  qne  en  favor  de  aqnélloa  ae  anponía  estipulado,  ni  babíaa 
^Mtentado  loa  demandantea  eae  título  de  tercerea,  ni  ejercitado  la  acción 
^ne  como  tales  pudiera  asistirles: 

Ooarto.  Qne  en  el  supuesto  de  que  existiera  la  eatipnlación  en  favor  de 
Vásqoes,  Vindaa  y  Jiménes,  se  estipuló  á  título  completamente  gratuito 
por  parte  de  éatos,  y  nada  tenían  qoe  hacer  ni  dar  á  cambio  de  lo  qne  en 
an  favor  ae  estipulaba,  es  decir  que  lo  eetipnlado  habían  de  recibirlo  en  so 
caso  por  pora  liberalidad,  cómo  ona  verdadera  donación,  y  en  este  so- 
puesto,  tratándose  de  cosa  moeble,  ai  ae  eatipoló  verbftlmente,  debió  ser 
aimnltánea  la  entrega  de  la  cosa,  ó  á  falta  de  eate  requisito,  debió  hacerse 
por  eacrito  y  constar  en  la  misma  forma  la  aceptación,  y  como  quiera  qoe 
en  eate  caso  ni  se  biso  la  donación  por  escrito,  ni  medió  la  entrega  de  la 
^cosa,  aparecía  infringido  el  art.  682  del  Oódigo  civil; 
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Y  quinto.  Qae  se  ha  infringido  el  último  párrafo  contenido  en  el  «r^ 
tfcolo  1380  del  Código  civil,  qne  previene  se  hagan  conBtar  por  eacrito, 
«onqne  aea  privado,  loa  contratoa  en  que  laa  coantíaa  de  laa  preatacionea 
de  UDO  ó  de  loa  doa  contratantea  exceda  de  1.600  peaetaa,  precepto  que 
aignificaba  la  voluntad  del  legislador  de  evitar  oonceptoa  vagoa  é  indeter- 
minadoa,  para  lo  cnal  eatableció  el  <citado  requisito,  que  no  rebuitaba 
cumplido  en  el  caso  á  que  se  contraía  la  aentencia  recurrida. 

Viato,  aiendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Mateo  de  Alcocer 

Ck>nBÍderando  que  no  ae  infringen  loa  artículos  del  Código  oítíI 
1257,  en  sua  párrafos  primero  y  aegundo,  1790  y  180i,  como  supone  &k  el 
primero  y  tercer  motivo  de  su  recurso  la  parte  deD.  Manuel  Guinea  y  Boa- 
tamante,  porque  disponiendo  el  primero  de  dicho  a  artículoa  que  loa  con- 
tratoa sólo  pKKiucen  efecto  entre  las  partea  que  loa  otorgan,  y  que  las 
eatipnlacionea  que  se  hagan  en  favor  de  un  tercero  han  de  cumplirse^ 
«iempre  que  éste  hubieae  hecho  saber  su  aceptación  al  obligado,  y  oc«k 
Dándose  los  dos  últimos  en  determinar  lo  que  son  los  contratos  aíeatorior 
ó  de  suerte,  comprendiendo  entre  éstos  á  la  apuesta  ó  juego  no  prohibido^ 
y  concediendo  acción  civil  para  au  cumplimiento  cuando  la  cantidad  que 
•e  haya  cruzado  no  sea  exceaiva,  la  Audiencia  de  esta  corte,  en  el  faUa 
contra  el  que  se  recurre,  ha  interpretado  y  aplicado  rectamente  loa  men- 
cionadoa  artículoa,  dando  valor  y  eácacia  á  la  apuesta  de  50  pesetas  qne 
medió  entre  Guinea  y  D.  Higinio  Hemándes,  y  haciendo  que  se  cumpla- 
la  promeaa  ó  eatipuladóo  que  nació  de  aquel  contrato,  y  fué  expresamen- 
te aceptada  por  los  demandantea  Jiménes,  Viudas  y  Váaques,  de  emplear 
la  expresada  suma,  no  en  nna  cena,  como  antea  se  había  proyectado^ 
aino  en  un  billete  de  loteria,  que  por  consiguiente  daba  opción  y  jderecho 
á  loa  cinco  por  iguales  partes  al  premio  qne  en  au  caso  obtaviese  dicho 
billete: 

Considerando  que  es  procedente  la  acción  intentada,  porque  ae  funda 
en  los  hechos  expuestos  en  la  demanda,  y  que,  como  resultado  de  laa 
pruebas  practicadas,  consigna  el  fallo  recurrido,  por  lo  cnal  al  eatímar  di* 
cha  demanda  no  se  infringe,  como  se  aoatiene  en  el  segundo  motivo  del 
recurso,  la  doctrina  legal  auatentada  en  la  aentencia  de  esta  Sala  de  S7  de 
Mayo  de  1857,  referente  á  que  no  pueden  prevalecer  en  juicio  acciones 
que  no  se  hayan  ejercitado  en  la  forma  correapondiente: 

Considerando  que  no  aon  de  aplicar  al  caso  presente  los  artículos  del 
mencionado  Código  civil  682  y  1280,  en  su  párrafo  último,  porque  aquél 
se  refiere  á  la  donación  de  cosa  mueble  y  al  modo  de  que  surta  efecto, 
y  éste  á  exigir  que  el  contrato  privado,  cuya  cuantía  excede  de  1.500  pe* 
aetas,  se  haga  constar  por  escrito,  y  como  la  acción  ejercitada  por  los  de- 
mandantes,  que  ha  estimado  la  Sala,  no  ha  aido  la  que  ae  origina  de  nna 
liberalidad  ó  donación,  ni  el  contrato  qne  ha  dado  margen  á  eate  pnnto 
cuando  se  celebró  sin  la  eventualidad  de  la  anorte,  excedió  de  aqueUs 
suma,  ea  inoportuna  la  cita  de  dichos  artículoa  para  auponerlos  infringi- 
dos, como  sin  rasón  se  hace  en  los  últimos  motivos  del  recurso; 

Fallamoa  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recur- 
so de  caaadón  interpueeto  por  D.  Manuel  Guinea  Bnatamante,  á  quien 
condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  qne  ae  distribuirá 
con  arreglo  á  la  ley,  y  laa  coataa;.y  líbrese  á  la  Audiencia  de  eata  corte  la. 
certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha 
remjtido.— (Sentencia  publicada  el  6  de  Octubre  de  1898,  é  inserta  en  la 
^füceta  de  7  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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Rbcubso  ds  oasaoiók  (6  de  Octabre  de  1893).— Sala  de  lo  civiL-^Ter- 
-eeria  de  dominio  y  rn^or  derecho,--H%  lagar  al  interpaeato  por  D.  Luía 
Pardo  y  otros,  en  aatot  con  Dofia  Jaana,  Dofia  Matilde  y  Dofia  Dolores 
M«dos,  y  la  Sindicatura  del  concoreo  La  Peninsular  (Audiencia  de  Madrid), 
y  me  resuelve: 

Que  el  administrador  judicial  de  una  testamentaria  ó  abintestato  es  «ot 
nuutdateurio,  cuyos  créditos,  procedentes  de  su  gestión  sobre  los  bienes  adminis- 
trados, tienen  preferencia  por  su  naturaleza,  como  los  demás  gastos  judiíMss, 
«f»  concurrencia  con  otros  acreedores  particulares,  según  se  halla  reconocido 
jpor  el  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  11  de  Mayo  de  1868  y  31  de  Márso 
de  1886,  de  acuerdo  con  preceptos  de  las  leyes  20  y  25,  tit,  12,  PartÁda  6.\  y 
Itm  artículos  1019, 1230  y  1268  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Que  cuando  se  da  lugur  á  la  casación  por  alguno  ó  algunos  de  los  motivos 
del  recurso,  es  innecesario  ocuparse  de  los  demás  expresados  en  el  mismo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Octubre  de  1893,  en  los  autos  se- 
^fi^idos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  que  fué  del  distrito  del  Norte  y 
en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  esta  capital,  por  demanda 
de  la  Sindicatura  del  concurso  de  la  Sociedad  titulada  La  Peninsular,  con 
tra  D.  Luis  Pardo  Miguel,  empleado  cesante,  y  Dofia  Manuela  Miguel  y 
Oil,  dedicada  á  las  labores  de  su  sexo,  por  si  y  en  representación  de  sos 
hijos  menores  de  edad  D.  Benigno,  D.  Antonio  y  D.  Julio  Pardo  y  Migue), 
todos  de  esta  vecindad,  en  concepto  la  Dofia  Manuela  de  viuda,  los  demás 
ÚB  herederos  de  D.  Luis  María  Pardo  Pimentel;  y  contra  Dofia  Jaana, 
I>ofia  Matilde  y  Dofia  Dolores  Madoz  y  Rojas,  cuyos  domicilios  y  profesío- 
Bes  no  constan,  en  concepto  de  herederas  de  D.  Pascual  Madoz,  sobre  ter- 
cería respecto  al  impuesto  de  varios  depósitos  procedentes  de  las  rentas  de 
anas  casas,  sitas  en  Zarauz;  autos  pendientes  ante  Nos  en  recurso  de  casa- 
ción que  han  interpuesto  el  D.  Luis  Pardo  y  Miguel  y  la  Dofia  Maauela 
Miguel  y  Gil,  por  sí  y  como  madre  del  menor  D.  Benigno  Pardo  y  Migue), 
representados  por  el  Procurador  D.  José  María  Abad  y  defendidos  por  el 
láeenciado  D.  Leonardo  Magán;  catándolo  la  Sii^dicatura  por  los  asimismo 
Procurador  y  Letrado  D.  Fidel  Serrano  y  D.  Felipe  de  Sande,  sin  que  ha- 
yan comparecido  en  este  Tribunal  Supremo  Dofia  Juana,  Dofia  Matilde  y 
DoíSa  Dolores  Madoz: 

Besnltando  que  con  motivo  del  fallecimiento  de  D.  Pascual  Madoz,  su 
▼inda  Dofia  Matilde  Rojas  acudió  al  antiguo  Juzgado  del  distrito  de  la  U  ni- 
Tersidad,  que  luego  se  refundió  en  el  del  Norte  de  esta  capital,  al  que  ea 
escrito  de  9  de  Enero  de  1871  pidió  la  prevención  del  abintestato  del  Don 
Pascual;  mandando  el  Juzgado,  por  providencia  de  13  de  Febrero  siguien- 
te, proceder  á  la  ocupación,  inventario  y  depósito  de  los  bienes,  libros  y 
papeles  que  fueron  del  finado,  como  se  verificó;  y  más  tarde  hubo  de  ha- 
eerse  en  aquellas  actuaciones  la  declaración  de  herederos,  que  manifesta- 
ron aceptar  la  herencia  á  beneficio  de  inventario;  inscribiéndose  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad  de  Azpeitia,  en  favor  de  ellos,  el  11  de  Abril  de 
1882,  á  virtud  de  información  aprobada  por  auto  de  4  de  los  mismos  mes 
y  afio,  seis  casas  sitas  en  Zarauz,  que  acreditaron  en  dicha  información 
▼enir  poseyendo  quieta  y  pacíficamente  en  tal  concepto  hacía  once  afios» 
^  sea  desde  la  defunción  del  D.  Pascual: 

Resaltando  que  en  loa  indicados  autos  fué  nombrado  el  22  de  Mayo  del 
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mllo  1880,  administrador'  jadieial  de  las  aeis  mencionadas  caaaa,  aitaa  eir 
Zaraas,  D.  Fanatino  Beraaadi,  quien  aceptó  el  cargo  en  10  de  Jnnio  «i- 
guíente  j  rindió  laa  oportunas  cuentas  de  los  productos  de  aquéllas,  ha- 
ciendo entrega  de  las  cantidades  saldo  contra  él,  que  fueron  consignán- 
dose, de  orden  del  Juagado,  en  la  Caja  general  de  Depósitos  en  siete  dis- 
tintas ocasiones;  siendo  las  fechas  de  las  cinco  últimas  consignaciones, 
cajo  importe  ascendió  en  junto  á  6.202  pesetas  84  céntimos,  el  21  de  Sep- 
tiembre de  1889, 8  de  Julio  del  84, 12  de  Septiembre  del  85,  10  de  Julio- 
del  86  j  12  de  Abril  del  89,  deeempefiando  también  el  cargo  de  adminis- 
trador de  bienes,  por  nombramiento  hecho  en  los  propios  autos  el  20  da 
Febrero  de  1871,  D.  Luis  María  Pardo  y  Pimentel,  que  cesó  el  27  de  Abril 
del  79)  y  rindió  á  su  ves  cuentas,  verificándolo  de  la  definitiva  por  fálletí- 
aiento  del  mismo,  su  viuda  Dofia  Manuela  Miguel,  por  sí,  y  á  nombre  da^ 
los  hijos  de  ambos,  aprobada  con  exclusión  de  cierta  partida,  el  26  de- 
Agosto  del  90,  que  dio  un  saldo  á  favor  de  dicha  viuda  é  hijos  del  D.  Loie,. 
importRnte  12.484  pesetas  40  céntimos;  del  cual  se  mandó  hacerles  pago 
en  provideoda  de  8  de  Septiembre  inmediato,  á  cuyo  efecto  se  ex- 
trajeron de  la  Caja  general  los  siete  enunciados  depósitos;  pero  quedó  en> 
suspenso  la  entrega  de  la  expresada  suma  á  que  ascendían  los  cinco,  en- 
yas  fechas  se  han  detallado,  por  haberse  promovido  la  tercería  hoy  pen- 
diente, de  que  luego  se  hará  más  especial  mérito; 

Resultando  que  respecto  de  las  indicadas  seis  casas  entabló  la  Sindica- 
tnra  del  concurso  de  La  Peninsular  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Hospital,  luego  del  Sur,  de  esta  corte,  demanda  de  11  de  Mar- 
so  de  1881  pidiendo  se  declarara  que  D.  Gaye  Vea  Murguía  y  los  herede- 
ros ó  cansababientes  de  D.  Pascual  Madoa  venían  obligados  mancomuna- 
da y  solidariamente  al  cumplimiento  de  un  contrato  celebrado  con  aquella 
Sociedad  en  26  de  Septiembre  de  1862,  por  el  cual  la  misma  aportó  ios 
fondos  necesarios  para  la  conatrucción  de  dichas  casas  en  terreno  de  loa 
demandados,  con  sujeción  á  las  condiciones  de  los  estatutos  y  del  regla- 
mento especial  de  construcciones  que  acompañó;  y  en  su  consecuencia  se 
les  condenara  en  definitiva  á  que  pagasen  á  la  enunciada  Sociedad  804.096 
reales  que  le  eran  en  deber  por  tal  concepto,  ó  si  no  lo  verificaban,  la  rein- 
tegraran en  la  propiedad  ó  posesión  de  las  citadas  seis  caaas  edificadas  por 
y  con  dinero  de  La  Peninsular,  anotándose  su  propiedad  y  posesión  en  fa- 
Tor  de  la  Sindicatura  en  el  Registro  del  partido,  á  reserva  en  este  último 
caso  de  solicitar  el  reintegro  de  la  diferencia  de  menos  que  pudiera  liaber 
entre  el  valor  de  aquellas  fincas  y  la  total  cuantía  del  crédito,  y  también  aa 
pidió  por  un  otrosí  de  la  misma  demanda  se  anotase  ésta  previamente  en 
el  aludido  Registro  de  la  propiedad  del  partido,  anotación  preventiva  qna 
fué  acordada  en  22  del  mencionado  mes  de  Marzo  de  1881,  y  se  verificó  el 
9  de  Diciembre  de  1882,  habiendo  ya  recaído  en  el  pleito  de  6  de  dicho 
mes  de  Diciembre  de  1882  sentencia  del  Juzgado  del  distrito  del  Hospital^ 
por  la  que  se  absolvió  á  D.  Oayo  Vea  Murguía,  y  estimó  la  demanda  en 
cnanto  á  los  herederos  de  D.  Pascual  Madoz: 

Resultando  que  consentida  la  enunciada  sentencia  y  transcurrido  el  tér^ 
mino  fijado  en  ella  sin  hacerse  el  pago  de  los  808.0h6  reales,  solicitó  la  ain- 
dicatura  el  6  de  Febrero  de  1883  en  los  autos  en  que  recayó  el  embargo 
de  las  seis  casas  sitas  en  Zaraus  con  sus  rentas,  y  que  se  r^q>ui riese  al  i^* 
ministrador  D.  Fausto  Berasadi  para  que  retuviera  los  productos  de  iaa 
mismas  á  disposición  de  aquel  Juzgado  del  distrito  del  Hospital,  el  que 
accedió  á  todo  ello,  verificándose  en  17  de  Marzo  el  embargo,  que  se  anotó 
en  el  Registro  el  26  de  los  propios  mes  y  afio,  y  el  requerimiento  á  Bera- 
sadi, quien  contestó  haber  entregado  las  rentas  percibidas  hasta  el  mes  do 
J^cbrero,  pero  las  que  cobrase  en  lo  sucesivo  las  tendría  á  disposición  de 
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dieho  Jnsgado;  y  como  aqael  reqaeriiniento  no  hobieae  snrtído  efecto,  toI- 
▼íó  á  ftcordane  en  las  miemae  actuacionee  de  cjeeación  de  tentencia  á 
niie?a  solicitad  de  la  aindicatura— eatando  ya  entablada  la  demanda  de^ 
tercería  de  qne  hoy  se  trata,  según  más  adelante  se  dirá, — requerir  otra 
▼es  al  administrador  Berasadi,  cual  se  eíectnó  en  22  de  Noviembre  de  1890» 
á  ñn  de  qne  desde  laego  cumpliera  con  la  obligación  contraída  en  17  de 
nano  del  83,  de  tener  á  disposición  del  Jaaga<ki  del  distrito  del  Sor,  an* 
tea  del  Hospital,  las  rentas  indicadas,  rindiendo  al  mismo  cuentas  trimes- 
trales y  la  general  hasta  entonces,  segundo  requerimiento  á  que  manifestó 
Barasadi  quedar  conforme  y  obligarse  á  hacerlo  en  lo  sucesÍTO;  con  la  ad- 
vertencia de  que  las  percibidas  desde  el  afio  88  hasta  el  81  de  Diciembre 
del  89  las  había  remitido  al  Juzgado  del  distrito  del  Norte,  antes  de  la 
Universidad,  qne  conocía  del  abintestato  de  Mados  y  el  motivo  de  no  ha- 
ber rendido  cuentas  al  del  distrito  del  Hospital  había  sido  porque  el  di- 
cente  las  envió  á  D.  Félix  Berbén  en  la  creencia  de  que  las  presentaría  á 
este  último; 

Besultando  que  la  tantas  veces  dicha  sindicatura,— con  motivo  de  ha- 
berse acordado  por  el  Juzgado  del  distrito  del  Norte,  en  que  pendían,  por 
supresión  del  de  la  universidad,  los  autos  incoados  á  consecuencia  de  la 
solicitud  de  prevención  del  abintestato  de  D.  Pascual  Mados,  la  entrega 
del  importe  de  los  depósitos  constituidos  con  las  rentas  de  las  casaa^de 
Zaraus,  de  qne  se  ha  hecho  anteriormente  mérito,  á  la  viuda  y  herederos 
de  D.  Luis  María  Pardo  y  Pimentel,  en  parte  del  pago  del  saldo  de  la  ad- 
ministración de  bienes  por  éste  desempefiado,~acudió  á  aquel  Juzgado  en 
los  enunciados  antes,  deduciendo  demanda  fecha  18  de  Septiembre  de  189(V 
contra  la  indicada  viuda  Dofia  Manuela  Miguel,  por  sí  y  en  representación 
de  sus  hijos  menores  de  edad,  y  el  también  hijo  mayor  de  ed)id  de  aqué- 
lla D.  Luis  Pardo  Miguel  y  contra  los  herederos  de  D.  Pascual  Madoz,  ex- 
poniendo, entre  otras  alegacicmes:  qne  los  depósitos  constituidos  en  21  do 
Septiembre  de  1883,  3  de  Julio  del  84,  12  de  Septiembre  del  85,  10  de  Ju- 
lio del  86  y  17  de  Abril  del  89,  procedentes  de  las  ya  citadas  rentas  de  laa 
casas  de  Zaranz,  administradas  por  D.  Fausto  Berasadi,  pertenecían  al 
concurso  de  La  Peninsular,  en  virtud  de  la  sentencia  de  6  de  Diciembre 
de  1882,  habiendo  impedido  á  la  Sindicatura  varias  causas  tomar  posesión 
de  dichas  casas,  las  cuales  fueron  embargadas  por  aquélla  y  hasta  manda- 
das valorar  para  salir  en  venta,  sin  que  las  cantidades  importe  de  tales 
depósitos  pudieran  aplicarse  á  satisfacer  obligaciones  del  abintestato,  por- 
que no  procedían  de  bienes  de  D.  Pascual  Madoz;  ser  principio  de  dere- 
cho que  nadie  puede  enriquecerse  con  perjuicio  de  otro;  hacer  suyas  por 
accesión,  y  como  consecuencia  del  dominio,  el  duefio  de  una  cosa,  las  ren- 
ta*, frutos  ó  productos  de  la  misma,  con  arreglo  á  la  ley  1.*,  tít.  22,  Par- 
tida 8>,  artíonlos  863,  864  y  866  del  Código  civil;  y  tener  en  todo  caso  el 
concurso  de  La  Peninsular  derecho  preferente  al  de  los  causa  hablen  tes  d& 
Pardo  para  reintegrarse  con  tales  rentas  de  su  crédito,  como  aparecía  de 
la  ejecutoria  invocada,  y  por  no  haber  aún  dichos  causahabientes  de  Parda 
anotado  ni  inscrito  en  el  Registro  el  suyo  como  directamente  afecto  á  la» 
caaes  referidas;  por  todo  lo  cnal,  diciendo  ejercitar  la  acción  real  corres- 
pondiente, suplicó  se  declarase  en  definitiva  que  las  cantidades  tantas  ve- 
ces mencionadas,  como  las  demás  que  pudieran  ser  producto  natural  d& 
las  referidas  casas,  pertenecían  al  concurso,  bien  en  exclusiva  propiedad» 
ó  ya  por  asistirle  mejor  derecho;  imponiendo  las  costas  á  la  viuda  y  here- 
deros dA  D.  Luis  María  Pardo: 

Besultando  que  las  herederas  de  D.  Pascual  Madoz  no  comparecieron  á 
eonteslar  la  demanda,  por  lo  que  fueron  declaradas  en  rebeldía,  y  la  viuda 
j  herederos  de  D.  I^nis  María  Pardo  y  Pimentel  ■olicitaroa  se  lea  absol- 
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Tie«e  de  «qnéllii,  deolarando  no  tener  1a  parte  ñctora  dominio  ni  derecho 
alguno  á  las  cantidades  que  constituían  los  depósitos  reclamados,  ni  á  las 
fincas  de  que  procedían,  y  que  pertenecían  á  D.  Pascual  Mados,  hoy  á  su 
testamentaría,  con  las  costas  á  dicha  parte  actora;  á  cuyo  efecto  sostuvíe- 
ron:  no  haber  adquirido  por  ningún  concepto  el  concurso  de  la  Peninsular 
el  dominio  de  las  casas  de  Zaraoz  y  sos  rentas  pertenecientes  i  D.  Pascual 
MadoB  y  luego  á  so  testamentaría,  por  cuyo  motivo  debían  aplicarse  á  sa- 
tisfacer obligaciozíes  de  esta  última,  tan  legítimas  y  privilegiadas  como 
la  de  la  viuda  y  herederos  de  Pardo  Pimehtel,  en  concepto  de  sucesores  de 
éste,  depositario  y  administrador  judicial,  sin  que  asistiese  tampoco  al 
mismo  concurso  mejor  derecho  para  reintegrarse  de  un  crédito  que  no 
había  sido  reconocido  por  la  testamentaría;  é  invocaron  también  los  fun- 
damentos legales  aducidos  en  la  demanda,  y  á  más  de  ellos,  la  doctrina  dts 
que  los  Tribunales  no  pueden  resolver  una  cuestión  de  mejor  defecbo 
cuando  se  dedace  demanda  de  dominio  ó  viceversa,  pues  infringirían  el 
precepto  terminante  de  la  ley,  de  la  cual  resulta  la  incompatibilidad  del 
ejercicio  de  ambas  acciones;  la  asimismo  doctrina  legal  que  establece  ha 
de  justificar  el  que  dedace  tercería  de  dominio  tenerlo  sobre  la  cosa  recia 
mada,  y  el  art.  1268  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  corridos  los  trámites  de  réplica  y  duplica  sin  más  va- 
riación sustancial  en  los  términos  de  la  cuestión  debatida  qae  la  de  adi- 
cionar la  viuda  y  herederos  de  Pardo  Pimentel  sus  solicitudes  con  la  de 
•que  se  declarase  venir  obligada  la  parte  actora,  como  acreedora  del  can- 
sante de  la  testamentaría,  á  satisfacer  los  gastos  judiciales  de  la  misma, 
y  en  su  consecuencia  á  pagar  á  aquéllos  la  cantidad  que  se  les  adeudaba 
por  tal  concepto;  practicada  por  dicha  parte  actora  prueba  de  testimonios, 
que  se  adicionaron  de  contrario,  de  antecedentes  con  referencia  á  loa 
demás  autos  relacionados  con  los  de  que  hoy  se  trata,  y  formulados  los 
escritos  de  conclusiones,  recayó  sentencia  del  Juea  de  primera  instancia 
del  distrito  del  Norte ,  de  la  cual  apelaron  los  mencionados  viuda  y 
herederos  de  Pardo,  elevándose  en  su  virtud  el  pleito  de  tercería  á  la 
Audiencia: 

Resultando  qué  mientras  en  el  citado  Juzgado  del  Norte  se  daba  la 
indicada  tramitación  á  la  tercería,  en  el  del  Sur  se  seguían  las  diligeaeiaa 
de  ejecución  del  fallo  pronunciado  en  el  pleito  de  que  en  su  oportunidad 
se  ha  hecho  mérito,  acordándose  á  petición  de  la  sindicatura  otro  requeri- 
miento más  al  administrador  de  las  casas  de  Zaranz,  Berasadi,  para  que 
en  el  preciso  término  de  ocho  días  rindiera  y  remitiese  con  los  fondoa 
existentes  las-  cuentas  trimestrales  de  su  administración,  bajo  apercibi- 
miento de  que  en  otro  caso  se  procedería  contra  él  á  lo  que  hubiere  logar 
por  desobediencia  á  los  mandatos  judiciales,  y  verificado  el  22  de  Agosto 
de  18dl,  se  dio  por  requerido  en  forma,  acudiendo  á  nombre  de  aquél  al 
mismo  Juzgado,  en  l.o  de  Septiembre  siguiente,  D.  Carlos  García  Benito, 
con  escrito  en  que  hizo  presente  estar  rendidas  las  cuentas  del  año  1890 
y  de  los  dos  trimestres  del  que  corría  al  Juzgado  del  Norte,  por  radicar 
en  éste  el  juicio  universal  db  abintestato  de  D.  Pascual  fiiadoz,  ser  el  que 
le  nombró  y  tenérselo  así  prevenido,  y  como  no  pudiese  realizarlo  igual- 
mente á  otro  Juzgado,  con  el  fin  de  no  aparecer  desobediente  hacía  aque 
Has  manifestaciones;  de  cuyo  escrito,  y  de  una  comunicación  del  Juez  del 
distrito  del  Norte,  expresiva  de  tenerle  rendidas  las  indicadas  cuentas 
Berasadi,  se  dio  vista  á  la  sindicatura,  la  cual  pretend-'ó  que,  sin  ser  lícito 
admitir  ninguna  manifestación  de  D.  Carlos  Qarcía  Benito,  quien  no  tenía 
ni  acreditaba  representación  alguna  en  aquellos  autos,  se  requiriera  nue 
vamente  á  D,  Fausto  Berasadi,  para  la  presentación,  en  el  término  de  una 
audiencia»  de  las  cuentas  y  consignación  del  saldo  que  resultase  de^  la 
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^dmitaistraeión  tan  reiteradamente  mencionada,  sin  servirle  de  excasa  el 
qae  lo  hubiera  hecho  además  á  otro  Juzgado,  debiendo  partir  aquéllas 
desde  l.o  de  Enero  de  1889,  que  eran  laa  posteriores  al  último  requeri- 
miento, y  en  caso  de  no  cumplir  el  que  se«le  hiciera,  se  extendiese  testi- 
monio de  las  diligencias  y  procediera  criminalmente  por  la  desobediencia 
de  aquél  y  las  demás  responsabilidades  en  que  hubiera  podido  incurrir 
dando  á  los  fondos  recaudados  inversión  distinta  de  la  mandada;  preten- 
alones  á  que  después  de  pedirse  informes  al  Juez  del  distrito  del  Norte 
«cerca  de  la  fecha  del  nombramiento  de  Berasadi  para  el  caxgo  de  admi- 
nistrador de  las  casas  de  Zaraua  en  los  autos  de  abintestato  de  D.  Pascual 
Madoz,  recayó  providencia  de  6  de  Noviembre  de  1891  denegándolas,  toda 
vez  que  el  enunciado  nombramiento  en  aquel  Juicio  se  verificó  en  22  de 
Mayo  de  1880,  y  el  primer  requerimiento  hecho  por  el  Juzgado  que  proveía 
tuvo  lugar  el  17  de  Marzo  de  1888;  é  igualmente  fué  desestimada  por  auto 
de  26  del  propio  mes  de  Noviembre  la  reforma  de  la  precedente  providen- 
cia, que  asimismo  solicitólo  la  sindicatura,  dejando  á  ésta  á  salvo  su  dere- 
cho para  que  lo  ejercitase  cuándo  y  en  la  forma  ^ue  viere  convenirle; 
resoluciones  de  que  apeló  aquélla,  admitiéndose  la  apelación  en  un  efecto^ 
y  siendo  en  el  Tribunal  Superior  acumulada  á  la  que  pendía  de  la  senten- 
cia recaída  en  la  teroería: 

Resultando  que  transitadas  ambas  apelaciones,  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  en  sentencia  de  7  de  Julio  de  1892,  re- 
vocó el  auto  apelado,  declarando  el  preferente  derecho  del  concurso  de  la 
Sociedad  La  Peninsular  sobre  el  de  la  viuda  y  herederos  de  D.  Luis  María 
Pardo  Pimentel,  para  hacerse  cobro  con  los  productos  obtenidos  y  que  en 
lo  sucesivo  se  obtuvieran  de  las  casas  sitas  en  Zarauz,  que  pertenecieron 
al  difunto  D.  Pascual  Madoz,  de  la  cantidad  que  la  sucesión  de  éste  deba 
abonar  á  la  mencionada  Sociedad,  hoy  su  concurso,  y  no  haber  lugar  á  la 
tercería  de  dominio  deducida  por  dicho  concurso  de  la  Peninsular;  sin 
perjuicio  de  los  derechos  de  ésta  al  cumplimiento  de  la  ejecutoria  de  6  do 
Diciembre  de  1892,  confirmando  en  loa  enunciados  términos  la  sentencia, 
también  apelada,  sin  expresa  condena  de  costas:    • 

Resultando  que  D.  Luis  Pardo  y  Miguel  y  Dofia  Manuela  Miguel  y  Gil, 
•ésta  por  sí  y  en  representación  de  su  hijo  menor  D.  Benigno  Pardo  y  Mi- 
guel^ han  interpuesto  recurso  de  casación,  como  comprendido  en  los  pá- 
rrafos primero,  segundo  y  tercero  del  art  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
«ivil,  alegando  la  infracción: 

Primero.  Del  art.  1632  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento,  el  cual  dis 
pone  que  las  tercerías  habrán  de  fundarse  en  el  dominio  de  los  bienes  em- 
bargados al  deudor,  ó  en  el  derecho  del  tercero  á  ser  reintegrado  de  ea 
crédito  con  preferencia  al  acreedor  ejecutante,  porque  no  habiéndose  fun- 
dado la  demanda,  como  se  ve  por  se  súplica,  en  el  derecho  del  tercero  á  ber 
remtegretAo  de  9U  crédito  con  preferencia  al  acreedor,  se  le  concede  la  senten- 
cia, y  en  tal  concepto  infringe  dicho  artículo;  resultando  también  infrin- 
gido por  la  misma  razón  el  869,  pues  no  es  congruente  con  la  demanda  ia 
sentencia  que  otorga  más  de  lo  pedido: 

Segundo.  La  doctrina  consignada  en  sentencias  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  2S  y  28  de  Diciembre  de  1868,  de  que  po  puede  dirigirse  de- 
manda alguna  contra  los  herederos  cuando  no  resulta  terminada  la  testa- 
mentaría, la  cual  en  rigor  de  derecho  es  la  linica  que  puede  ser  demanda- 
da; y  la  establecida  en  las  de  10  de  Junio  de  1866  y  17  de  Diciembre  del 
66,  de  ser  nulo  lo  ejecutado  por  los  Jueces  que  carecen  de  jurisdicción,  y 
no  teniéndola  los  que  sobre  ella  contienden  mientras  no  se  decida  la  com- 
petencia, se  deriva  la  ashnismo  doctrina  legal  admitida  por  la  jurispru- 
dencia de  ser  también  nulo  cnanto  se  practique;  y  extenderse  la  eompe* 
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tencia  del  Jaes  qae  conoce  de  la  testamentaría' á  todas  las  reclamadoitea'- 
que  ae  dedascan  contra  los  bienes  sujetos  á  ella;  porque  tales  juicios  son 
universales  por  su  naturalexa,  no  pudiendo  oponerse  á  la  aplicaeidn  de 
este  principio  el  hecho  de  la  sumisión,  ai  practicar  gestíones  ante  otro  Jus- 

fado,  si  su  decisión  corresponde  á  éste;  y  sin  expreso  mandato  del  Jnea 
e  la  testamentaría  no  hay  facultad  en  nadie,  ni  aun  en  la  viuda,  para  dis- 
poner de  cuanto  pueda  afectará  los  bienes  de  ella,  según  sentencias  de  (^ 
de  Ftíbrero  de  1863  j  69,  puesto  que  no  habiendo  litigado  el  concurso  d» 
La  PenÍD8Ql|ir  en  el  Juzgado  de  la  testamentaría  contra  los  herederos  de  aa 
causante  Madoss,  j  no  estando  terminada  dicha  testamentaría,  la  sentencia . 
recurrida  ha  tenido  presente  actuaciones  que  resultan  evidentemente  nu- 
las por  carecer  de  competencia  el  Juzgado  que  las  dictó: 

Tercero.  Las  leyes  20  y  25,  tít.  12,  y  la  11,  tít.  14  de  la  Partida  é.\  que 
tratan:  de  la  cosa 'que  uno  manda  facer  á  otro  á  pro  de  si  mismo;  cnáles 
despensas  puede  cobrar  aquel  que  las  fizo  por  mandato  de  otro,  é  cuáles 
non;  y  á  quienes  deve  ser  fecha  la  paga,  principalmente  en  los  bienes  del 
debdor,  quando  las  dehdas  yae  demandan  son  de  una  natura  ó  sin  pefios;. 
y  la  jurisprudencia  que  confirma  sus  preceptos,  especialmente  la  estable* 
cida  en  sentencia  de  81  de  Marzo  de  1886,  dictada  en  unxsaso  de  perfecta 
analogía  con  el  presente,  la  cual  consigna  que  el  depositario  administrador 
judicial  de  los  bienes  embargados  es  un  verdadero  mandatario  ó  apode- 
rado del  Juez  que  le  nombró,  y  sus  créditos,  por  el  resultado  de  sn  ges- 
tión oficial,  esto  es,  por  las  despensas  hechas  en  la  custodia,  conservación 
y  manejo  de  dichos  bienes,  son  de  un  orden  preferente,  como  siempre  lo- 
sen los  gastos  judiciales,  y  no  cabe  confundirlos  con  los  de  otros  acreedo- 
res particulares  que  se  hallan  en  caso  muy  distinto;  y  que  lasentenm  qae 
estima  ser  de  igual  naturaleza  los  créditos  de  particulares,  y  da  la  prefe- 
rencia al  de  un  acreedor  como  el  más  antiguo  y  por  haber  obtenido  la  de 
remate,  infringe  por  su  aplicación  indehida  la  ley  11,  tít.  14  de  la  Partida 
5.%  cuyas  disposiciones  esiablecen  la  preferencia  del  reintegro  de  los  gas- 
tos administrativos  á  los  de  los  demás  acreedores;  prescripciones  á  qne 
falta  el  fallo  recurrido  concediendo  al  concurso  de  La  Peninsular  preferente 
derecho  como  acreedor  particular  en  el  cobro  de  las  rentas  de  los  bienes 
de  la  testamentaría  al  de  los  recurrentes  como  herederos  del  depositario^ 
administrador  judicial  que  fué  de  la  misma  con  anterioridad  á  la  reclama- 
ción entablada  por  dicho  concurso  contra  los  herederos  del  cansante  de 
aquélla: 

Cuarto.  I^or  la  misma  razón  expuesta  en  el  precedente  motivo^  los  ar* 
tículos  1019  y  1268  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  dispone  podrá 
el  Juez  dejar  en  poder  del  Administrador  para  los  gastos  de  administración 
de  pleitos,  pago  de  contribuciones,  etc.,  la  suma  que  crea  necesaria,  man- 
dando sacarla  del  depósito  si  no  pudiese  cubrirla  con  los  ingresos  ordina- 
rios, dando  la  preferencia  á  los  gastos  judiciales;  y  las  sentencias  de  11  de 
Mayo  de  1868  y  28  de  Enero  del  73,  que  establecen  que  tratándose  de  la 
aprobación  de  las  cuentas  presentadas  mensnalmente  por  el  Administnidor 
de  una  testamentaría,  este  particular  es  notoriamente  de  interés  propio  de 
la  misma,  siendo  de  rigurosa  justicia  se  satisfagan  de  los  fondos  del  candal 
en  que  todos  los  litigantes  son  igualmente  interesados,  fuera  del  caso  de 
que  alguno  de  ellos  empefie  cuestión  con  temeridad  y  deba  pagar  las  cos- 
tas personalmenfe,  caso  en  que  se  encuentra  comprendida  la  Piedad  La 
Peninsular,  hoy  en  concurso; 

Y  quinto.  £1  art.  44  de  la  vigente  ley  Hipotecaria,  infringido  por  la  sen- 
tencia recurrida  al  darle  distinto  alcance  del  que  realmente  tiene,  pues  se- 
gún el  mismo,  mientras  el  concurso  de  La  Peninsular  no  adquiera  el  domi- 
nio de  las  fincas,  que  siguen  siendo  de  la  testamentarlai  no  puede  disponer 
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4e  l«i  rantM»  y  tolo  tiene  por  el  citado  art.  44  asegurado  en  derecho  contra 
otro  crédito  posterior  de  Madoz  ó  de  aa  testamentaria,  sin  que  esto  impi- 
da ni  contradiga  en  nada  el  de  la  administración  de  la  misma  testamentarla. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D,  Francisco  Toda: 

Considerando  qué  el  Administrador  judicial  de  nna  testamentaría  ó 
mhmiutato  es  un  mandatario,  cnyoB  créditos,  procedentes  de  su  gestión  so- 
bre los  bienes  qne  administra,  tienen  preferencia  ñor  sü  nataraleza,  cnal 
los  demás  gastos  judiciales,  al  concurrir  á  su  realización  ó  cobro,  con  otros 
acreedores  particulares,  según  asi  se  reconoció  por  este  Supremo  Tribunal 
en  casos  análogos,  resueltos  por  sentencias  de  11  de  Mayo  de  1668  y  31  de 
If arso  del  86,  de  acuerdo  con  preceptos  contenidos  en  lal  leyes  20  y  26, 
tít.  12,  Partida  5,^,  y  los  artículos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  re- 
gulan el  ejercido  de  ésta,  especialmente  el  1019,  concordante  con  el  1280 
y  1268  de  la  misma: 

Considerando  que  procediendo  como  procede  el  crédito  de  12.484  pese- 
tas 40  céntimos,  declarado  á  favor  de  la  viuda  y  herederos  de  D.  Luis  Ma^ 
ría  Pardo  y  Pimente),  de  la.  gestión  de  éste  como  administrador  de  los 
bienes  del  abintestato  de  D.  Pascual  Mados,  y  como  saldo  resultante  á  su 
favor  al  término  de  dicha  administración  anterior  á  la  demanda  de  La  Pe- 
ninsular y  ejecutoria  en  qne  esta  Sociedad  apoya  su  preferencia,  no  ha 
debido  ésta,  como  acreedor  particular  qne  es,  ser  declarada  con  preferente 
derecho  sobre  aquél,  y  que  al  hacerlo  así  la  sentencia  recurrida,  ha  infrin- 
icido  las  leyes  y  jurisprudencia  mencionada  en  el  apterior  considerando  y 
citadas  en  los  motivos  tercero  y  cuarto  del  recurso: 

Considerando  que  dándose  lugar  á  la  casación  de  la  sentencia  por  algu- 
no ó  algunos  de  los  motivos  del  recurso,  es  innecesario  ocuparse  de  los 
demás  que  en  el  mismo  se  expresan; 

FinUamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  menciona- 
do recurso  de  casación  interpuesto  por  B.  Luis  Pardo  y  Miguel  y  Dofia  Ma- 
nuela Miguel  y  Gil,  ésta  por  sí,  y  en  representación  de  su  hijo  menor  Don 
Benigno  Pardo  y  Miguel;  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sen- 
tencia dictada  en  estos  autos  el  7  de  Julio  de  1692  por  la  Sala  primera  da 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  en  cuanto  por  ella  se  declara  el  pre- 
ferente derecho  del  citado  concursO'Sobre  el  de  la  viuda  y  herederos  de 
D.  liuis  María  Pardo  Pimentel  al  hacerse  cobro  con  los  productos  obtenidos 
y  que  en  lo  sucesivo  se  obtuvieran  de  las  casas  sitas  en  Zaraus,  que  perte- 
necieron al  difunto  D.  Pascual  Mados,  de  la  cantidad  que  la  sucesión  de 
éste  deba  abonar  al  repetidamente  dicho  concurso.—- (Sentencia  publiea- 
d»  el  6  de  Octubre  de  1898,  é  inserta  en  las  Qacetaa  de  7  y  8  de  Diciem- 
bre del  mismo  afio.) 


42 

CoMPXTBtroiA  (7  de  Octubre  de  1898). — Sala  de  lo  civil— LiquidaeiÓH 
ié  mdedad.—SQ  decide  en  favor  del  Juagado  de  primera  instancia  de  Val- 
masedá  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Atienza,  en  autos  promovidos 
•n  el  primero  de  dichos  Juagados  por  D.  Felipe  Esparta  contra  D.  Julián  de 
IJgaldea,  y  se  resuelve: 

^  wñfwmt  á  la  regla  i.*  del  ari.  62  déla  ky  de  Enjuiciamiento  eivü, 
para  conooer  de  los  juieioB  en  que  $e'tjereiten  aeoianee  personales,  cuando  no 
existe  tifnMstán  expresa  ó  tácita  de  las  partes,  tiene  preferente  competencia  el 
JucM  del  lugar  en  que  deda  eun^Urselaohligaeián  al  dd  domicilio  del  demon- 
dado: 
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Que  entablada  una  demanda  para  el  eumpHmiento  de  una  obligación  ema- 
níida  de  un  contrato  de  iociedad,  e$  competente  para  conocer  de  ella  el  del  lu- 
gar en  que  se  celebró  dicho  contrato  y  Be  cumplieron  Umfinei  sociales  qus  ios 
contrayentes  se  propusieron  realizar. 

En  la  villa  7  corte  de  Madrid,  á  7  de  Octnbre  de  1893,  en  la  competen- 
cia pendiente  ante  Nos,  promovida  por  el  Jaez  de  primera  instancia  de  !« 
▼illa  de  Atiensa,  al  de  igual  clase  de  la  de  Val m aseda,  sobre  conocimiento 
de  la  demanda  entablada  ante  esta  última  por  D.  Felipe  Esparta  é  Ibar- 
gtten,  cartero,  vecino  de  San  Julián  de  Musques,  qne  no  ha  comparecido 
en  este  Supremo'  Tribunal,  contra  D.  Julián  de  Ugaldea  7  Alsaga,  propie- 
tario, vecino  de  Gascuefia,  representado  por  el  Procurador  D.  Pedro  Gauna 
7  defendido  por  el  Letrado  D.  Tomás  Marina  y  Bríngas,  sobre  liquidación 
de  una  Sociedad: 

Resultando  que  D«  Felipe  de  Esparta  é  Ibargüen  dedujo  demanda  en  el 
JuEgado  de  primera  instancia  de  Valmaseda  en  l.o  de  Marzo  de  1898,  ex- 
poniendo: que  el  demandante  7  D.  Manuel  Gaapix  formaron  Sociedad  civil 
para  la  construcción  de  obras  de  edificación,  siendo  el  contrato  verbal, 
pues  no  se  consignó  en  documento  alguno,  ^  estipulándose,  7  asi  se  había 
cumplido,  qne  todas  las  obras  que  cualquiera  de  ellos  contratasen  serian 
para  la  Sociedad,  percibiendo  sus  utilidades  7  sufragando  las  deudas  ñor 
iguales  partes;  que  D.  Manuel  Gaspix  se  separó  de  la  Sociedad,  7  en  28  de 
Julio  de  1885,  los  tres  que  la  componían  practicaron  la  correspondiente 
liquidación,  á  la  que  prestaron  conformidad,  según  el  documento  que  acom^- 
pafiaron  7  que  extendieron  por  triplicado,  continuando  la  Sociedad  tan  sólo 
entre  D.  Felipe  Esparta  7  D.  Esteban  Ugaldea,  que  ejecutaron  diferentes 
obras;  que  anunciada  por  la  Diputación  de  Vizca7a  la  constrncción  de  edi- 
ficios para  estaciones  del  ferrocarril  de  Triano,  Esparta  7  Ugaldea,  se  aso- 
ciaron para  contratarlas  á  D.  Dionisio  Viam,  sin  que  tampoco  se  consig- 
nará el  contrato  ni  documento  alguno,  rigiéndose  como  el  anterior  por  la 
buena  fe,  estipulándose  que  en  las  utilidades  ó  pérdidas  participaría  Es- 
parta en  un  20  por  100,  Ugaldea  en  otro  20  por  100  7  Viam,  por  tener  otros 
dos  compañeros,  en  el  60  por  100  restante;  qne  Ugaldea  contrató  la  estación 
de  Pttcheta  7  Viam  la  de  Musqnes,  habiendo  percibido '  ano  7  otro  el  im- 
porte de  las  obras  rematadas;  que  á  contar  del  28  de  Julio  de  1885  no  se 
había  practicado  liquidación  alguna  entre  los  socios  Esparta  7  Ugaldea, 
ignorando  por  ello  el  primero  el  resultado  de  la  Sociedad;  7  habiendo  fa^ 
Uecido  Ugaldea  el  12  de  Diciembre  de  1890,  Esparta  requirió  varias  veces 
á  D.  Julián  Ugaldea,  hermano  de  aquél,  7  á  quien  se  suponía  único  here- 
dero, para  practicar  la  correspondiente  liquidación;  que  no  habiendo  po- 
dido conseguirlo,  entabló  demanda  al  efecto  en  7  de  Octubre  de  1891,  7 
admitida,  7  personado  Ugaldea,  antes  de  contestarla  presentó  escrito  para 
que  se  declarase  terminado  el  curso  de  los  autos  por  haber  otorgado  en  18 
de  Noviembre  la  escritura  que  se  acompañaba,  designando  amigables  com- 
ponedores 7  obligándose  á  pasar  por  el  lando  que  pronunciasen;  7  aceptado 
por  aquéllos  su  encargo,  por  enfermedad  de  uno  de  ellos  no  pudieron  dic- 
tar el  laudo  dentro  del  plazo  sefialado;  qne  después  había  averiguado  qne 
habían  sido  declarados  herederos  abintestato  de  D.  Esteban  Ugiddea,  en 
citado  hermano  D.  Julián,  su  hermana  Doña  Felipa  Melitona  7  sus  sobria 
nos,  hijos  de  su  difunto  hermano  D.  Marcos,  7  no  habiéndose  practicado 
la  liquidación  de  cuentas  que  interesi^ba  el  demandante,  7  debiendo  ren- 
dirlas todos  los  herederos  del  obligado  á  ello,  se  veía  precisado  á  promover 
demanda  contra  todos  á  fin  de  que  se  les  compeliera  á  realizarlo,  7  deda- 
ciendo  diferentes  fundamentos  de  derecho,  consigiiando  en  el  séptimo  qne 
en  los  juicios  en  que  se  ejercitasen  acciones  personales  era  Jaez  eompe- 
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teate  el  del  lugar  en  qoe  debiera  complinie  la  obligación,  y  á  falta  de  éste, 
ú  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar 
del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  accidentalmente,  pndiera  hacér- 
sele el  emplazamiento;  que  D.  Felipe  Esparta  y  D.  Esteban  Ugaldea  tuyie« 
ron  siempre  su  residencia  en  Mnsques,  en  cuyo  concejo  celebraron  el  con- 
trato de  Sociedad,  y  por  tanto,  las  obligaciones  que  se  deriyaban  de  él  de- 
bían cumplirse  en  el  mismo,  con  arreglo  al  art.  62  de  la  ley  de  Enjnida- 
miento  civil  y  á  la  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  pidiendo,  en 
BQ  yirtad,  que  se  confiriera  traslado  con  emplazamiento  á  D.  Julián  de 
Ugaldea  y  Alzaga,  vecino  de  Gascuefia,  provincia  de  Guadalajara,  y  á  todos 
los  demás  referidos,  y  se  les  condenase  en  su  día  á  practicar  la  correspon* 
diente  liqnidación  de  la  indicada  Sociedad  en  los  términos  que  expresó: 

Besultando  que  emplazado  D.  Julián  de  Ugaldea  en  el  pueblo  de  Gas* 
cuefia,  de  donde  es  vecino,  á  su  instancia  el  Juez  de  Atienza,  á  cuyo  par< 
iido  corresponde,  después  de  haber  oído  al  Ministerio  fiscal,  se  declaró 
competente  para  conocer  de  la  referida  demanda,  y  acordó  requerir  de  in- 
hibición al  Juez  de  Valmaseda  para  que  remitiera  los  autos,  fundándose 
para  ello  en  que  se  ejecutaba  una  acción  evidentemente  personal,  como 
así  se  reconocía  y  confesaba  por  la  parte  actora,  en  armonía  sin  dnda  con 
la  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  y  con  la  propia  naturaleza  del 
contrato  de  Sociedad;  qué  cuando  no  existia  sumisión  de  las  partes  ni  la- 
gar sefialado  para  el  cumplimiento  de  una  obligación  personal  exigible^ 
como  sucedía  en  el  presente  caso,  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjui» 
ciamiento  civil  atribuía  la  competencia  al  Juez  del  domicilio  del  deman- 
dado,  y  siendo  el  de  D.  Julián  de  Ugaldea  el  pueblo  de  Gascueña,  pertene- 
ciente á  aquel  partido  judicial,  no  cabía  dnda  que  á  él  y  no  al  de  Valma- 
seda correspondía  el  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  Don 
Felipe  Esparta: 

Resultando  que  el  Juez  de  Valmaseda,  después  de  haber  oído  al  de- 
mandante y  al  Ministerio  fiscal,  se  negó  á  la  inhibición,  declarándose 
único  Juzgado  competente  para  conocer  de  los  autos,  estableciendo  como 
fundamento  de  su  resolución,  que  según  el  art.  66  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento  civil,  es  Juez  competente  aquel  á  quien  las  partes  se  hubiesen  so- 
metido expresa  ó  tácitamente,  y  que  constaba  en  los  autos  sin  contradic- 
ción qoe  D.  Julián  Ugaldea  se  había  sometido  tácitamente  á  la  jarisdic- 
dón  del  Juzgado,  personándose  en  autos  por  medio  de  Procurador  en  un 
pleito  entre  las  mismas  personas,  sobre  la  misma  cosa,  y  ejercitando  la 
misma  acción,  en  cuyo  pleito  no  propuso  la  declinatoria,  antes  bien  soli- 
citó que  quedaran  en  suspenso  los  autos,  porque  habían  acordado  las 
partes  someter  sus  diferencias  á  la  decisión  de  amigables  componedores, 
y  de  cuyo  pleito  sólo  era  reproducción  el  actual,  porque  los  arbitradores 
no  pudieron  dictar  en  tiempo  hábil  su  laudo;  que  D.  Julián  se  había  so- 
metido también  tácitamente  á  la  jurisdicción  de  aquel  Juzgado,  otorgando 
la  escritura  de  compromiso  arbitral,  pero  la  ejecudón  del  laudo  en  caso 
necesario  hubiese  competido  expresamente  á  aquel  Juzgado;  que  D.  Ju- 
lián Ugaldea  estaba  sometido  á  la  jurisdicción  del  mismo  por  ministerio 
de  la  ley,  como  heredero  de  D.  Esteban,  su  hermano,  de  quien  era  causa» 
habiente  y  en  cuyo  concepto  era  demandado;  que  según  el  art.  62  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  dvil,  era  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  debía 
enmplirse  la  obligadón,  y  que  constituida  una  Sociedad  ó  Compañía 
entre  el  actor  y  el  causante  de  los  demandados  en  San  Julián  de  Musques, 
la  liqoidación  de  la  Sociedad  debía  hacerse  en  San  Julián,  donde  tuvo  su 
eeniro  de  operaciones;  que  á  nadie  era  lícito  ir  contra  sus  propios  actos,  y 
habiendo  pladdo  á  Ugaldea  empezar  á  ejecutar  la  obligadón  contraída 
por  BUS  causantes  de  liquidar  la  Sodedad,  nombrando  arbitradores  en  la 
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demarcación  de  aqnel  Jnsgado,  este  principio  de  ejeención  de  la  obliga- 
ción  enrtía  f aero  á  favor  de  ]a  jarísdicción  de  aqnel  Juagado,  aegún  la  jo- 
rispradencia  de  este  Sapremo  Tribunal;  que  independientemente  de  lo 
ezpneato,  aqnel  Juagado  era  el  único  competente  para  conocer  de  los 
antoa,  porque  la  obligación  que  ae  perseguía  era  mancomunada  y  aolida- 
ria  de  todos  loa  demandadoe,  como  herederos  de  D.  Esteban  Ugaldea  y 
coherederos  entre  sí;  que  era  además  el  único  competente,  porque  en  todo 
rigor  la  demandada  en  estos  autos  era  la  testamentaría  de  D.  Esteban,  y 
en  su  nombre  los  demandados,  una  ves  que  la  testamentaría  no  estaba 
terminada,  y  tenía  sentado  este  Supremo  Tribunal  que  al  perseguir  una 
obligación  hereditarÍA  debe  ser  demandada  la  teatamentaría,  si  ésta  no  es- 
taba terminada;  y  que  aparte  de  estas  consideraciones  técnicas  y  legales, 
había  otra  que  decidía  la  competencia  á  favor  de  aquel  Juagado,  y  era  la 
de  radicar  ó  pender  en  él  la  testamentaría  de  D.  Eateban  ügaldea,  porque 
sería  absurdo  y  hasta  ridículo  que  aquel  Jozgado  fuera  incompetente  en 
aquel  pleito  y  fuera  competente  para  conocer  del  mismo  si  se  acumulase 
al  juicio  universal  de  teatamentaría; 

Y  reaultando  que  habiendo  insistido  el  Jues  de  Atienza  en  la  inhibito- 
ria, uno  y  otro  han  elevado  las  actuaciones  para  la  reaoludón  de  eeta  Sa- 
premo Tribuna]. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Garijo  Lara:  • 

Considerando  que  conforme  á  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  para  conocer  de  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones 
personales,  coando  no  existe  sumisión  expresa  ó  tácita  de  las  partes,  tiene 
preferente  competencia  el  Jaez  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obliga- 
ción al  del  domidlio  del  demandado: 

Considerando  que  babiéndoae  celebrado  en  el  concejo  de  Mosquea, 
partido  judicial  de  Valmaseda,  el  contrato  de  Sociedad  de  que  D.  Felipe 
Esparta  deriva  la  acción  entablada,  y  habiéndose  cumplido  allí  los  fines 
sociales  que  se  propusieron  los  contrayentes,  es  evidente  que  para  cono- 
cer de  la  demanda  deducida  por  Esparta,  y  que  tiene  por  objeto  el  cum- 
plimiento de  una  obligación  emanada  de  aquel  contrato,  el  Juzgado  da 
Valmaseda,  y  no  el  de  Atienza,  ea  el  competente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
estos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Valmaseda,  al 
que  se  remitan  todas  las  actuaciones  para  los  efectos  de  derecho,  siendo 
de  cuenta  de  laa  partes  las  costea  ocasionadas  en  este  Supremo  Tribunal; 
y  póngase  esta  resolución  en  conocimiento  del  Juez  de  primera  instancia 
de  Atienza.— (Sentencia  publicada  el  7  de  Octubre  de  1893,  é  inserta  en 
la  Cheeta  de  24  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 

43 

OoBíPSTENOiA  (7  de  Octubre  de  18^8).— Sala  de  lo  civil.— Pa^  de  can- 
tidad.—Be  decide  en  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
del  Hospital  de  Barcelona  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  del  Salvador 
de  Granada,  en  autos  seguidos  en  aquél  por  la  Sociedad  mercantU  J.  y  J. 
Bertrand  contra  la  titulada  A.  Gil  de  Tejada  y  Compafiia,  y  se  resuelve: 

QMe  conforme  al  núm.  L^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuieiamieni»  eiml,  e$ 
Jveg  competente  para  conocer  de  los  jyidoe  en  que  ee  tjereitan  aceionei  peno- 
nalei  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirte  la  obligación,  entendiéndote  como  tal 
en  loe  contratos  de  compraventa,  según  tiene  declarado  con  rep(^Món  el  2Vi* 
bunal  Supremo,  aquel  en  que  u  contrajo  la  obUgaeión  y  prinapió  á  cutnpUrm 
mediante  la  entrega  de  la  eooa  vendida: 
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Qnte  á  lú9  preoepi&i  generalei  eitadoB  no  o&ato  él  que  él  demandado  $e  haUe 
-€n  nupenMn  de  pagoe,  porque  este  estado  no  tiene  el  carácter  de  juicio  univer- 
•  Mtl  que  otorga  la  ley  al  de  concurso  y  quiebra  para  avocar  el  conocimiento  de 
todas  las  reelamaci^mes  pendientes  contra  el  quebrado  y  concursado, 

£n  ]ft  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Octabre  de  1898,  en  la  competen- 
cia entre  los  Juzgados  de  primera  instancia  de  los  distritos  del  Hospital 
de  Barcelona  j  del  Salvador  de  Granada,  entablada  por  requerimiento  de 
iohibición  del  segundo  al  primero  en  el  conocimiento  de  demanda  de  jui- 
cio declarativo  de  mayor  cuantía,  sobre  pago  de  pesetas,  deducida  en  aquél 
por  la  Sociedad  mercantil;  domiciliada  en  dicha  ciudad  de  Barcelona, 
J.  y  J.  Bertrand,  contra  la  asimismo  Sociedad  mercantil,  con  domicilio  en* 
Granada,  A.  Gil  de  Tejada  y  Ck>mpafiía,  que  han  comparecido  en  este  Tri- 
banal  Supremo,  representadas  y  defendidas  respectivamente  por  los  Pro- 
cnradores  D.  Celestino  ArmÜlán  y  D.  Manuel  Martin  Vefia,  y  los  Letrados 
D.  Nicolás  de  la  Puente  y  Artifiano  y  D.  Felipe  Sanchos  Román: 

Besnltando  que  con  fecha  24  de  Febrero  del  corriente  afio  formuló  en 
Barcelona  la  Sociedad  J.  y  J.  Bertrand,  del  comercio  de  aquella  plasa,  de- 
manda de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  exponiendo  haber  soste- 
nido relaciones  mercantiles  con  A.  Gil  de  Tejada  y  Gompafiia,  del  comer- 
cio también  de  Granada,  por  compras  de  géneros  de  la  fabricación  de  la 
Sociedad  demandante  hechas  por  la  demandada,  que  la  adeudaba  con  tal 
motivo  84.624  pesetas  con  dos  céntimos,  cuya  suma  no  la  había  satisfecho, 
no  obstante  deber  realizar  el  pago  de  las  compras  indicadas  en  aquella 
-oindad  al  contado;  por  lo  cual,  y  los  fundamentos  de  derecho  consignados 
•en  la  misma  demanda,  entre  éstos  el  de  que,  en  los  juicios  en  que  se  ejer- 
citen acciones  personales,  será  Juez  competente  el  del  lugar  del  cumpli- 
miento de  la  obligación,  según  el  núm.  Ifi  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento dvil,  solicitó  se  condenase  en  defíniva  á  los  expresados  A.  Gil 
de  Tejada  y  Gompafiia,  á  pagar  á  J.  y  J.  Bertrand  la  enunciada  suma,  con 
sus  intereses  á  razón  del  6  por  100  desde  la  UHs  eontestatio  y  las  costas,  ó 
se  dictase  la  sentencia  por  cantidad  mayor  ó  menor  que  más  conforme  á 
derecho  fuera: 

Besnltando  que  repartida  la  indicada  demanda  al  Juzgado  del  distrito 
del  Hospital  de  dicha  ciudad  de  Barcelona,  confirió  traslado  de  ella  á  la 
parte  demandada,  para  cayo  emplazamiento  libró  exhorto  á  Granada,  que 
fué  cumplimentado  por  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sa- 
^grarío,  Decano  de  los  de  la  misma  capital,  transcurriendo  el  término  del 
emplazamiento  sin  personarse  en  los  autos  aquella  parte,  y  en  su  virtud, 
se  continuó  en  rebeldía  el  curso  de  los  mismos,  hasta  llegar  al  segundo 
periodo  del  trámite  de  prueba: 

Resaltando  que  en  el  ínterin,  la  Sociedad  A.  Gil  de  Tejada  y  Gompafiia 
acodió  al  Juzgado  del  distrito  del  Salvador  de  Granada,  por  medio  de  es- 
crito, fecha  28  de  Marzo,  presentando  la  cédala  de  emplazamiento  y  co- 
pias con  la  misma  entregadas  á  su  parte;  y  además  dos  cartas  que  apare- 
cen dirigidas  en  16  de  Septiembre  y  1.®  de  Octubre  de  1892  por  J.  y  J.  Ber- 
trand á  A.  Gil  de  Tejada  y  Gompafiia,  anunciándole  ciertos  giros,  y  abo- 
narle en  cuenta  el  importe  de  lo6  mismos,  con  deducción  del  dafio,  corre- 
taje y  timbre  de  letras,  libradas  también  por  J.  y  J.  Bertrand  contra  A.  Gil 
de  Tejada  y  Gompafiia,  hechas  efecdvas  en  Granada;  ana  papeleta  de  co- 
rreos, aviso  de  recibo  de  un  certificado  dirigido  á  J.  y  J.  Bertrand,  y  que 
parece  firmada  por  el  destinatario  en  Barcelona  á  10  de  Diciembre  de  di- 
cho afio  92,  sin  que  la  fecha  ni  la  firma  se  hallen  escritas  con  claridad,  y 
un  testimonio  expedido  por  el  Escribano  Secretario  de  gobierno  de  aquel 
Juzgado,  expresivo  de  que  por  so  Escribanía  se  seguían  autos  sobre  sos- 
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pensión  de  pagos  de  la  Sociedad  A.  Gil  de  Tejada  y  Gompafiía,  en  los  qoe» 
ae  presentó  relación  de  los  acreedores  de  dicha  casa  mercantil,  aparecien- 
do en  aquella  en  segundo  lagar,  como  uno  de  tales  acreedores,  J.  y  J.  Ber- 
trand,  de  Barcelona,  por  género,  según  cuenta  corriente  que  empezó  en  11 
de  Marzo  de  1891,  por  la  cantidad  de  33.666  pesetas  68  céntimos;  y  que  en 
auto  de  16  de  Enero  del  presente  afio  se  sefialó  para  la  junta  el  28  de  Fe- 
brero inmediato,  expidiéndose  para  las  citaciones  de  los  acreedores  resi- 
dentes fuera  de  aquella  capital  las  correspondientes  circulares,  que  con  1* 
cédula  de  citación  y  copias  de  la  proposición  de  convenio  se  entregaron 
para  su  envío  á  los  destinatarios  al  Procurador  D.José  Sedeño  Fernándes, 
es  el  de  A.  Gil  de  Tejada  y  Compañía,  quien  el  día  de  la  junta  presentó- 
acuses  de  recibo  de  objetos  certificados,  figurando  entre  ellos  una  que 
ocupaba  el  folio  187  de  los  referidos  autos  á  nombre  y  suscrito  por 
J.  Bertrand: 

Resultando  que  en  el  ya  indicado  escrito  de  28  de  Marao  solicitó  la  re- 
ferida parte  de  A.  Gil  de  Tejada  y  Gompaílía  que  se  dirigiera  oficio  inhibi- 
toria al  Juez  del  distrito  del  Hospital  de  Barcelona,  á  fin  de  que  dejara  de 
conocer  de  la  ya  relacionada  demanda  y  remitiese  los  autos,  á  cuyo  efecto  - 
expuso:  tener  su  domicilio  legal  en  aquella  ciudad  la  casa  de  comercio  ex- 
presada, que  venía  sosteniendo  relaciones  comerciales  con  la  de  J.  y  J. 
Bertrand  de  Barcelona,  haciéndola  pedidos  de  géneros  directamente  ó  por 
conducto  de  sus  viajantes,  y  aceptando  y  pagando  los  giros  que  expedía, 
según  justificaban  las  letras  y  cartas  «acompañadas;  sin  ser  cierto  estuvie- 
sen obligados  á  verificar  los  pagos  en  Barcelona;  constar  al  Juzgado  que 
el  81  de  Octubre  del  afio  último  se  había  solicitado  la  declaración  de  1« 
casa  de  comercio  que  exponía  en  estado  de  suspensión  de  pagos,  lo  cual 
se  acordó  en  4  de  Noviembre  del  mismo  año;  y  seguido  el  procedimiento 
por  los  trámites  legales,  se  obtuvo  convenio  con  los  acreedores  en  la  indi- 
cada junta  de  28  de  Febrero,  para  lo  que  se  citó  á  J.  y  J.  Bertrand  las  dos 
veces  que  se  hizo  el  señalamiento,  cual  justificaban  el  testimonio  alzado- 
por  el  actuario  y  el  acuse  de  recibos  de  correos;  habiéndose  además  ooii- 
vocado  á  todos  los  acreedores,  como  constaba  en  los  autos  de  suspensión 
de  pagos,  por  medio  de  edictos  insertos  en  el  Boletín  oficial  de  aquella 
provincia  y  en  la  Gaceta;  comprender  el  libro  4.o,  tít  l.^*  del  Código  de 
Comercio  la  suspensión  de  pagos  y  la  quiebra  en  general,  á  cuyos  trámi- 
tes  se  atempera  la  primera,  por  ser  á  la  quiebra  lo  que  la  quita  y  espera  al 
concurso;  previniendo  el  art.  63,  núm.  8.o,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, que  en  dichos  concursos  y  quiebra,  cuando  fuesen  voluntarios,  será 
Juez  competente  el  del  domicilio  del  deudor;  teniendo,  con  arreglo  al  ar« 
tículo  55  de  la  misma  ley,  comoetencia  los  Jueces  y  Tribunales  que  la  ten* 
gan  para  entender  de  un  pleito  respecto  á  las  excepciones  que  en  él  se 
se  propongan  y  todas  sus  incidencias;  por  lo  que  el  Juzgado  de  Granada» . 
competente  en  los  autos  de  suspensión,  lo  era  asimismo  en  cuantas  cues* 
tiones  surgieran  entre  los  acreedores  y  la  casa  suspensa;  que  una  vez  cele- 
brado el  convenio,  dichos  acreedores  podían  sólo  utilizar,  en  el  caso  de 
haberse  opuesto  ó  no  asistir  á  la  junta,  el  derecho  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 902  del  Código  de  Comercio,  ó  sea  formular  la  correspondiente,  de- 
manda de  oposición  ante  el  Juez  qne  conozca  de  los  autos;  ejercitando  J... 
y  J.  Bertrand  otras  acciones  á  todas  luces  improcedentes,  como  se  demos- 
trarla en  su  día;  pero  fuera  de  ello  lo  que  quisiere,  era  lo  cierto  tenían, . 
nna  vez  acordada  la  suspensión,  que  centralizarse  en  el  Juzgado  todos  los 
litigios  que  promovieran  los  acreedores  con  la  casa  suspensa;  y  por  tanto» 
el  estado  de  derecho,  consecuencia  de  tal  declaración  judicial,  impedia  pu- 
diese tener  competencia  para  conocer  de  la  demanda  de  que  se  trataba 
otro  Juzgado  que  ei  en  que  radicaban  loa  autoa  principales;  y  que  aun  no 
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«xitUendo  la«  raiBone*  anteriores,  tampoco  sería  competente  en  la  enun- 
ciada demanda  el  Josgado  del  Hospital  de  Barcelona,  atendido  lo  dis* 
pneeto  en  la  regla  1.a  del  art.  62  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento,  toda 
-VI  z  los  demandantes  ejercitaban  una  acción  personal,  y  en  Granada  debía 
cumplirse  la  obligación  de  pago;  por  lo  que  el  Juez  del  Salvador  era  el 
competente  en  el  asunto,  cnal  lo  sería,  en  conformidad  al  ennnciado  ar- 
tículo, aun  cuando  se  entendiese  no  hallarse  sefialado  lugar  para  dicho 
cnmplimiento,  por  radicar  en  Granada  el  domicilio  de  la  casa  deudora: 

Resultando  que,  conforme  el  Fiscal  con  la  solicitud  de  requerimiento 
•de  inhibición,  la  estimó  el  Juzgado  del  distrito  del  Salvador  en  auto  de  18^ 
do  Abril  último,  por  idénticos  fundamentos  á  los  que  habían  aducido  en 
apoyo  de  ella  A.  Gil  de  Tejada  y  Compafiía,  haciéndose  constar  en  las  di- 
ligencias de  su  razón,  con  posterioridad  al  enunciado  auto,  á  causa  de  ha- 
blar pretendido  otro  de  los  acreedores  de  aquéllos  se  le  tuviese  como  parte 
en  las  mismas  y  admitiera  cierto  incidente  de  nulidad,  siendo  negado  todo 
ello,  igualmente  el  recurso  de  reforma  que  contra  esta  negativa  utiliza 
por  testimonio  del  actuario;  que  en  los  repetidamente  aludidos  autos  de 
suspensión  de  pagos  estaban  pendientes  dos  apelaciones  admitidas  en  ani* 
bes  efectos  á  aquella  Sociedad  en  demandas  incidentales  de  previo  y  es^ 
pecial  pronunciamiento  formuladas  en  los  mismos: 

Beaultando  que  librado  el  oficio  de  inhibición  acompañado  del  oporta- 
so  testimonio  de  particulares,  entre  los  qne  se  comprendió  el  auto  de  4 
de  Noviembre  de  1892  declarando  en  saspensión  de  pagos  á  la  Sociedad 
demandante,  el  Juez  del  distrito  del  Hospital  de  Barcelona  oyó  á  la  de- 
mandante, que  impugnó  aquélla  presentando  una  carta  qjie  aparece  diri- 
gida á  la  última  por  la  primera  en  6  de  Agosto  del  afio  1891,  acusándola 
recibo  del  aviso  de  un  giro,  y  diciendo  en  tres  de  los  párrafos  de  la  mis- 
ma: cNos  han  disgastado  mucho  estas  disposiciones  por  el  escandaloso 
cambio  á  qne  giran,  y  principalmente  porque  habiéndonos  manifestado 
esos  nuestros  representantes,  Sres.  Solé  y  Palma,  que  se  habían  ustedes 
scercado  á  ellos  solicitando  el  aplazamiento  de  las  facturas  por  que  noa 
libran,  nos  habíamos  apresurado  á  mandarles  suficientes  fondos  para  sa- 
*  tififacer  allí  su  importe. — Ahora  resulta  que  tenemos  que  hacerlo  aquí,  y 
nosotros  no  estamos  tan  sobrados  como  para  tener  ahí  y  aquí  fondos 
prevenidos  para  la  misma  obligación;  podían  ustedes  haber  dicho  á  esos 
sefiores  con  toda  franqueza  que  no  podían  esperar  ó  no  querían  ustedes 
entenderse  con  ellos,  y  hubiéramos  obrado  en  consecuencia;  pero  avenirse 
á  tomar  ahí  los  fondos  y  luego  girarlos  aquí,  la  cosa  no  resulta  muy  co- 
rrecta, porque  debían  presumir  que  esos  sefiores  obraban  de  acuerdo  con 
nosotros,  y  que  su  defección  á  lo  convenido  nos  iba  á  crear  un  conflicto, 
como  ha  sucedido,  lo  cual  sentimos  mucho  más  que  el  quebrantamiento 
en  nuestros  intereses  que  á  la  vez  nos  hai\  proporcionado.— Nos  ha  dis- 
gustado también  su  determinación,  porque  el  Sr.  Uriarte  nos  había  ofreci- 
do que  nos  girarían  ustedes  siempre  en  consideración,  y  no  por  facturas, 
si  éstas  eran  de  relativa  importancia»: 

Resaltando  que  en  oposición  al  requerimiento  inhibitorio  alegaron 
J.  y  J.  Bertrand  que,  como  lo  babían  afirmado  y  demostraba  la  carta 
adjunta  á  las.  mismas  presentadas  de  contrario,  en  las  que  aparecía  eran  de 
cuento  de  A.  Gil  de  Tejada  y  Compañía  los  gastos  de  giro  y  la  correspon- 
dencia producida  para  que  absolviesen  posiciones  los  demandados— ésta 
no  aparece  en  las  actuaciones  que  han  venido  á  este  Tribunal  Supremo,—- 
Barcelona  era  el  lugar  del  pago  de  las  ventas,  y  también  el  de  la  entrega 
de  los  géneros;  sin  importar  nada  á  la  Sociedad  demandante  la  suspensión 
de  pagos  de  la  demandada,  pues  de  tal  suspensión  no  tenía  conocimiento 
ofieial  ni  había  sido  citada  á  la  junta,  aparte  de  que  los  «creedoras  del 
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qne  se  halla  en  dicho  eatado  no  quedaban  privados  de  promoverles  plet- 
tos  para  la  declaración  de  an  crédito,  sino  sn  único  efecto  era  el  de  impe- 
dir el  procedimiento  de  apremio  mientras  está  pendiente  de  resol  ación  el 
convenio  presentado,  según  el  art  1185  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil, 
aplicable  al  caso  por  analogía;  y  bajo  otro  concepto,  la  cuestión  de  compe- 
tencia promovida  en  dichos  antos  de  suspensión  de  pagos  tenía  más  bien 
el  carácter  de  acumulación,  siendo  esto  improcedente,  conforme  al  citado 
articulo,  y  á  más  de  ello  por  hallarse  aquéllos  terminados  una  ves  logmdo 
•el  convenio,  como  se  decía  haberjo  sido;  á  todo  lo  que  afiadió  la  propia 
parte  demandante  la  doctrina  contenida  en  sentencias  de  este  Tríbnnal 
Supremo  de  20  de  Octubre  de  1884  y  11  de  Abril  del  87,  y  que,  aun  dada 
la  competencia  de  los  Jusgados  de  Granada,  sólo  podía  determinarla  éí 
repartimiento,  pero  no  otra  causa  alguna: 

Resultando  que  oído  asimismo  por  el  propio  Jusgado  del  distrito  del 
Hospital  de  Barcelona  el  Ministerio  fiscal,  que  en  su  dictamen  estimó  im- 
procedente la  inhibición,  dictó  auto  de  19  de  Mayo  próximo  pasado  decla- 
rando no  haber  lugar  á  ella;  y  al  efecto  consideró:  que  según  se  despren- 
día de  los  antecedentes  remitidos  por  el  del  Salvador,  éste  no  sostenía  sa 
competencia  para  conocer  de  la  demanda  formulada  por  J.  y  J.  Bertrand 
y  dictar  en  su  día  fallo,  sino  acumular  aquellos  autos  á  los  de  snspenaión 
de  pagos  de  A.  Gil  de  Tejada  y  Gompafiía,  al  objeto  de  que,  incluyendo 
las  cantidades  reclamadas  en  el  pasivo,  fuese  obligatorio  para  los  actores 
lo  acordado  al  aprobar  el  convenio,  confundiendo  una  acumulación  coa 
una  cuestión  de  competencia;  y  que  si  bien  el  Jusgado  que  proveía  tenía 
en  virtud  de  los  .documentos  obrantes  en  autos  la  convicción  de  competirle 
el  conocimiento  de  éstas,  estimaba  innecesario  entrar  en  el  fondo  de  la 
cuestión;  negando  toda  competencia  al  del  distrito  del  Salvador  de  Gra- 
nada por  el  solo  hecho  de  haber  conocido  de  los  de  suspensión  de  pagos 
de  la  Sociedad  demandada,  ya  terminados;  extremo  este  que  rectifica  el 
último  de  los  precitados  Jueces  al  insistir  en  el  requerimiento,  expresando 
que  al  convenio  se  han  opuesto  seis  acreedores,  por  consecuencia  de  coya 
oposición  se  promovieron  dos  incidentes,  que  se  hallaban  pendientes  de 
apelaciones  en  ambos  efectos  admitidas  á  A.  Gil  de  Tejada  y  Gompafiía  ' 
ante  la  Sala  de  lo  dvil  de  la  Audiencia  del  territorio: 

Resultando  que  venidas  á  este  Tribunal  Supremo  las  actuaciones  que 
cada  Juzgado  ha  remitido,  se  les  ha  dado  la  oportuna  tramitación,  con  ao- 
diencia  del  Ministerio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Montero  de  Espinosa: 

Gonsiderando  que  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  núm.  l.o  del  ar- 
tículo 62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  Juez  competente  para  cono- 
cer de  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales  el  del  lugar  en 
que  deba  cumplirse  la  obligación,  entendiéndose  como  tal  en  los  contra- 
tos de  compraventa,  según  con  repetición  tiene  declarado  este  Supremo 
Tribunal,  aquel  en  que  se  contrajo  la  obligación  y  principió  á  cumplirse 
mediante  la  entrega  de  la  cosa  vendida: 

Gonaiderando  que  la  acción  que  en  el  presente  caso  ejercita  J.  y  J.  Ber- 
trand es  personal,  por  dirigirse  á  reclamar  el  valor  de  los  géneros  que  ea 
su  establecimiento  de  Barcelona  vendió  y  entregó  al  demandado,  y  en 
cuyo  punto  debía  verificarse  el  pago,  según  implícitamente  reconoce  el 
mismo  demandado  al  censurar  á  la  casa  demandante  el  giro  que  le  babia 
hecho,  cuando  tenía  dispuestos  en  dicha  capital  fondos  para  solventar  la 
obligación  contraída,  todo  lo  que  paientisa  la  competencia  del  Jues  del 
distrito  del  Hospital  de  Barcelona  para  conocer  de  la  presente  demanda: 

Gonsiderando  que  á  estos  preceptos  generales  de  la  ley  no  obsta  el  que 
la  casa  demandada  se  halle  declarada  en  suspensión  de  pagos,  porque  esC» 
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^estedo  no  tiene  el  eaiicier  de  juicio  nniTeiMil  qne  oiorgA  la  ley  a!  de  con- 
cano  y  quiebra  para  avocar  el  conocimiento  de  todaalaa  reclamadonea  pea» 
dientes  contra  el  quebrado  ó  concursado; 

Fallamoe  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
la  demanda  interpuesta  por  J.  y  J.  Bertrand  contra  A.  Gil  de  Tejada  y 
Oompafiía  corresponde  al  Juagado  de  primera  instancia  del  Hospital  de 
Barcelona,  al  que  se  remitirán  todas  las  actunaciones,  poniendo  esta  reso- 
lución en  conocimiento  del  Jues  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sm- 
grario  de  Granada;  y  siendo  de  cuenta  respecÜTa  de  las  partes  las  costas 
ocasionadas  con  motiYO  de  la  presente  competencia.^  (Sentencia  publi- 
cada el  7  de  Octubre  de  1898,  é  inserU  en  las  Qaceta$  de  24  y  28  de  Noviem- 
bre del  mismo  afio.) 

44 

BsoüBSO  DS  OABAOióv  (7  de  Octubre  de  1803).— Sala  de  lo  civil.— iV«- 
mención  de  abinU9taio,^^o  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por 
Dofia  Agustina  Oebrián  en  autos  con  Dofia  Josefa  Segovia  (Audiencia 
de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  eegún  loe  arHculoe  1689  y  1690  de  la^  ley  de  Enjuiciamiento  em/,  el 
reenreo  de  caeación  eólo  procede  contra  la$  ienteneide  deñnitivaSy  cuyo  cancep  - 
to  tienen  loe  que,  recayendo  sobre  un  incidente  ó  articulo,  ponen  término  al 
pleito,  haciendo  impoiible  $u  continuación: 

Que  no  tiene  carácter  de  definitiva  la  reeolución  que,  dentina  la  petición 
deducida  en  laprevet^ián  de  un  abintestato,  en  solicitud  de  que  queden  8ujeto9 
al  miimo  determinaaos  ¡nenes,  porque  no  pone  dicha  resolueián  término  al 
Jmáú^el  eualconUnúa  abierto,  y  no  tmvide  se  ejercite  la  acción  correspondiente 
para  que  se  incluyan  en  d  inventario  los  bienes  indicados  ó  para  impugnar 
la  enajenación  que  de  ellos  se  hubiere  hecho. 

Bemltsndo  que  prevenido  por  el  Juagado  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Hospital  de  esta  corte,  en  auto  de  81  de  Diciembre  de  1891,  éí 
«bintestato  de  D.  Vicente  Vergara,  acordándose  la  ocupación  de  los  libros: 
papeles  y  correspondencia  del  finado,  y  el  inventario  de  sus  bienes,  á  so- 
licitad de  Dofia  Agustina  Oebrián,  como  acreedora  de  dicho  Vergara,  no 
pudo  llevarse  á  efecto  la  mencionada  ocupación  de  libros  y  papeles,  asi 
eomo  tampoco  el  inventario  de  bienes,  por  manifestar  la  viuda  Dofia  Jo- 
sefa Segovia  no  existir  ninguno  de  los  primeros,  y  en  cuanto  á  los  últimos 
había  vendido  los  qne  quedaron  para  atender  á  la  enfermedad  de  sn  es- 
poso, gastos  de  funeral,  luto  y  alimentación  de  sus  dos  hijos: 

Besultando  qne  después  de  varias  diligencias,  mediante  aparecer  por 
algona  de  ellas  que  la  referida  viuda  trasladó  varios  muebles  de  la  casa 
mortaoria  á  otra  habitación  de  que  era  inquilino  D.  Pedro  Abad,  á  la  que 
4UiiiéUa  mudó  su  domicilio,  y  qne  en  la  matrícnla  correspondiente  del 
Ayontamiento  figuró  el  D.  Vicente  Vergara  como  dnefio  de  10  carros  ds 
transporta  con  10  malas,  que  posteriormente,  según  parte  de  la  misma 
viuda,  habia  vendido  éste  á  D.  José  de  Andrés,  solicitó  la  Dofia  Agnstins 
Oebrián  en  escrito  de  10  de  Octubre  del  afio  último  se  declarase  toda  ello 
sojetp  el  ábintestato,  con  reserva  de  los  derechos  de  que  terceras  perso- 
nas se  eonsideraran  asistidas;  pretensión  que  el  Jozgsáo  desestimó  en 
providencia  de  26  de  los  citados  mes  y  afio,  denegando  el  mismo  Juagado 
la  leionna  pedida  de  tal  providencia  por  la  Dofia  Agustina,  en  auto  de  8 
ds  Noviembre  siguiente,  qae  confirmó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  ests 
corte,  sn  el  qse  á  sa  ves  dictó  el  21  de  Marso  próximo  pasado : 
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Besaltando  qae  en  lu  consecaéDcia  la  Dofia  Agoitina  Gebtián  y  Palo- 
mero ha  interpuesto  recurso  de  casación,  como  comprendido  en  el  núme- 
TO  1.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  EDjniciamiento  d^il. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

€k>naiderando  que  según  disponen  los  artículos  1689  y  1690  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  el  recurso  de  casación  procede  solamente  contra 
las  sentencias  definitivas,  cu  yo  concepto  tienen  las  que,  recayendo  sobr»^ 
un  inddente  ó  artículo,  ponen  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su 
eontinuación: 

Considerando  que  la  resolución  recurrida  no  merece  el  carácter  de  de- 
finitiva, porque  no  ha  puesto  término  al  juicio  de  abintestato  de  D.  Vicen- 
te Vergaryi,  que  continúa  abierto,  y  no  impide  que  la  recurrente  ejercite 
la  acción  que  la  corresponda  con  arreglo  á  la  ley  para  pedir  que  se  inclu- 
yan en  el  inventario  los  bienes  de  que  se  trata,  ó  para  impugnar  la  vali 
des  de  la  enajenación  hecha  por  la  viuda; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  mencionado  recurso  interpuesto  por 
Dofia  Agustina  Cebriáu  y  Palomero,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y 
líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  eon. 
devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido,  publicándose  el  presente- 
auto  en  la  forma  prevenida  por  la  ley.— (Auto  fecha  7  de  Octubre  de  1893,, 
é  inserto  en  la  Gaceta  de  8  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 


45 

BiOüBSO  DX  CASACIÓN  (7  de  Octubre  de  1898).— 82la  de  lo  civil.— B<> 
elamacián  de  eantidad.-^'So  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  Don 
Julián  Mufios  en  autos  con  D.  Julián  Pelegrín  y  Dofia  María  del  Oarmen 
Losano  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  reauelve: 

Que  no  tiene  el  concepto  de  sefUeneia  definitiva  la  reiolución  que  decide 
tener  por  parte  á  un  litigante  y  no  haber  lugar  á  declarar  desierta  una  ape- 
lación interpuesta  por  la  mitma,  porque  no  pone  término,  haciendo  impoiible 
MU  continuación,  eino  que,  por  el  contrario,  deja  expeditos  los  derechos  de  U^ 
üUeruados  para  que  sigan  ejercitándolos  en  á  mismo, 

Etesultando  que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Universidad  de  esta  corte,  el  Procurador  D.  Julián  Mufios  formuló  cuenta 
jurada  para  reintegrarse  de  las  cantidades  que  tenía  suplidas  en  represen- 
tación de  D.  Francisco  Pelegrín  y  Dofia  María  del  Carmen  Losano,  testa- 
mentarios, y  heredera  además  la  segunda  de  D.  Patricio  Lozano: 

Resultando  que  relnitidas  dichas  actuaciones  á  la  Audiencia  del  terri- 
torio en  virtud  de  apelación  que  dedujo  el  Procurador  D.  Luis  Soto,  en 
representación  de  los  indicados  testamentarios,  y  tramitada  la  aliad» 
basto  el  extremo  de  haberse  sefialado  para  la  visto  el  día  14  de  Noviem- 
bre de  1892,  presentó  dicho  Procurador  Soto,  en  35  de  Octubre  anterior, 
vn  acto  notoríal  justificativa  de  que  había  hecho  saber  á  sus  represento- 
dos  la  renuncia  del  mandato  que  le  tenía  conferido,  y  en  su  virtud  se  tuvo 
por  terminada  la  representoción  que  tento  en  autos: 

Resultando  que  con  suspensión  de  la  visto  sefialada  se  acordó,  á  ins- 
tancia del  Procurador  Mufiox,  se  requiriera  á  los  testomentorios  y  heredera 
de  Losano  para  que  en  término  de  ocho  días,  y  por  medio  de  Procurador 
debidamente  autorizado,  hiciera  uso  de  su  derecho,  bajo  apercibimiento 
de  dedarar  desierto  la  apelación;  y  practicado  el  indicado  requerimiento^ 
<x>mpareció  la  Dofia  Marto  del  Carmen  Lozano  á  los  dieciséis  días  útüea 
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^e  la  fecha  de  aqnella  diÜRenda,  iolicitando  el  beneficio  de  pobresa  7  el 
previo  nombramiento  de  Procurador  de  oficio: 

Keanltando  que  al  miinoo  tíetnpo  el  Procarador  Muñoz  acusó  la  rebel- 
día á  D.  Francisco  Pelegrin  y  á  Dofia  María  del  Carmen  Lozano,  pidiendo 
que  se  declarase  desierta  con  las  costas  la  apelación  pendiente;  y  dictado 
anto  por  la  Sala  primera  de  lo  civil,  en  15  de  Diciembre  último,  declarando 
qne  no  había  lugar  á  tener  por  parte  á  Doña  Carmen  Lozano,  7  que  que- 
daba desierta  con  las  costas  la  apelación  que  la  misma,  en  unión  de  Pe- 
legrin, tenían  interpuesta,  suplicó  la  Dofia  Carmen,  y  sustanciado  el  ar- 
tículo, dictó  nuevo  auto  aquella  Sala  en  30  de  Enero  supliendo  y  enmen> 
dando  el  anterior,  teniendo  por  parte  á  Dofia  Carmen  Lozano  y  declarando 
que  no  había  lugar  á  declarar  desierta  la  apelación  que  á  su  tiempo  inter- 
puso aquélla: 

Besultando  que  D.  Julián  Mufioz  interpuso  recurso  de  casación  por  in* 
fracción  de  ley,  á  cuya  admisión  se  opuso  el  Ministerio  fiscal,  y  en  sa  vir- 
tud se  trajo  á  la  vista  con  las  debidas  citaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Guitón: 

Considerando  que  contra  la  resolución  qne  se  impugna  no  procede  el 
recurso  de  casación,  porque  no  pone  término  á  la  vía  de  apremio  ó  inci- 
dente promovido,  haciendo  imposible  su  continuación,  y  por  el  contrario, 
dejando  expeditos  los  derechos  de  los  interesados  para  que  sigan  ejerci- 
tándolos en  el  mismo,  no  tiene  el  concepto  de  sentencia  definitiva,  con 
arreglo  á  lo  que  dispone  el  núm.  l.o  del  art.  1600  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil;  y  porque  tratándose,  como  se  trata,  de  un  litigante,  no  que 
baya  sido  condenado  en  rebeldía,  sino  que  fué  parte  en  ambas  instancias, 
y  con  cuyo  nuevo  Procurador  se  mandan  que  se  entiendan  las  actuadoues 
sucesivas,  es  indudable  igualmente  que  carece  de  aplicación  á  este  caso  el 
núm.  2.0  del  citado  artículo; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Julián  Muñoz,  á  quien  se  condena  en  las  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  do 
esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apanta- 
miento,  y  publíquese  este  auto  en  la  forma  prevenida  en  la  ley. — (Aoto 
fecha  7  de  Octubre  de  1893,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  8  de  Diciembre  del 
mismo  afio.) 
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Recubso  db  casación  (7  de  Octubre  de  1898).— Sala  de  lo  civil.— i^- 
fet%sa  por  pobre.^^o  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  D.  Vieento 
Llopis  en  autos  con  D.  Vicente  Miralles  (Audiencia  de  Valencia),  y  «e  re- 
•oelve: 

Que  no  9on  propiamente  definitiva»  la»  sentencia»  concediendo  ó  negand» 
ia  drfenea  por  pobre^  porque  en  cualquier  e»tado  del  pleito  pueden  la»  parte» 
promover  nuevo  incidefUe  para  la  revistan  y  revocación^  según  precepté^  el 
art,  33  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  que  aquella»  que  otorgan  dicha  da 
/enea  no  hacen  imposible  la  continuación  del  pleito  principal,  nopudiendo  «er 
tenida»,  por  lo  tanto,  como  definitiva»  bajo  este  concepto. 

Besultando  que  en  la  vía  de  apremio  de  autos  ejecativos  seguidos  ea 
'•I  Juzgado  de  primera  instancia  de  Castellón  de  la  Plana  por  D.  Vicente 
lürallea  Monfort  contra  D.  Pascual  y  D.  Vicente  Llopis  Tirado,  promovió 
dicho  ejecatante  incidente  de  defensa  por  pobre,  y  sustanciado  por  los  tiá- 
níteB  Gorreapondientea  de  laa  dos  inatanciaa,  fué  estimado  por  aenten^L 
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qae  en  36  de  Abril  último  dictó  la  Sale  de  lo  civil  de  la  Aadieocia  de  Y»- 
lencia,  confirmando  con  las  costas  Ja  dictada  por  el  Jugado: 

Rcaoltando  qae  D.  Vicente  Llopia  interpaao  recarso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  con  coya  admisión  estnvo  conforme  el  Ministerio  fiscal;  j 
oído  el  Magistrado  Ponente,  acordó  la  Sala  que  se  trajera  á  la  vista  con  la» 
citaciones  correspondientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Aldecoa: 

Considerando  qae  las  sentencias  concediendo  ó  negando  la  defoiaa  por 
pobre  no  son  propiamente  definitivas,  porqae  en  cnalquier  estado  del  plei- 
to pueden  las  partes  promover  nnevo  incidente  para  la  revisión  y  revoca- 
ción,  según  preceptúa  el  aft  88  de  la  ley  de.  Enjaiciamiento  civil,  y  qoe 
aquellas  por  virtnd  de  las  cuales  se  otorga  dicha  defensa  por  pobre,  tam- 
poco hacen  imposible  la  continuación  del  pleito  principal,  no  pudieado> 
consiguientemente  ser  tenidas  como  definitivas  bajo  este  otro  aspecto: 

G^isiderando  que,  esto  supuesto,  es  inadmisible  el  recurso  interpuesto 
por  la  representación  de  D.  Vicente  Llopis  contra  la  sentencia  que  dictó  1% 
Audiencia  de  Valencia  concediendo  la  defensa  por  pobre  á  D.  Vicente  Mi- 
ralles,  porque  la  expresada  sentencia  no  es  ninguna  de  aquellas  á  que  se 
refieren  los  arts.  1689  y  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Vicente  Llopis  Tirado,  á  quien  se  condena  en  las  costas;  líbrese  á  la  Au- 
diencia de  Valencia  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del 
apuntamiento,  y  publiquese  este  auto  en  la  forma  prevenida  en  la  ley.-^ 
(Auto  fecha  7  de  Octubre  de  1893,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  8  de  Diciem- 
bre del  mismo  afio.) 
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BsouBSO  DB  CASAOiÓN  (10  de  Octubre  de  1898).^Sa]a  de  lo  civil. — ^JVíf- 
Udad  de  un  testatnento, — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Dofia  Carlota  Gu- 
tierres en  autos  con  Dofia  María  Avalle  Delgado  (Audiencia  de  Gáceres), 
y  se  resuelve: 

Qiíe  en  la  decieión  de  ¡OB  reeunos  hay  que  partir  de  la  apreeiacián  de  km 
pruAa»  hecha  par  la  Sala  sentenciadora  OHonio  de  dicha  apreciación  no9eha 
redamado: 

Que  la  virtud,  eficacia  y  validez  de  lo$  te$tament08  nuncupativos  e(mai9- 
ten  esencialmente  en  lo  clara,  explícita  i  indudable  manifestacián  déla  vo- 
luntad del  testador  ante  competente  número  de  teetigos  y  del  Escribano, 
euando  asiste,  dando  fe  de  conocer  al  testador: 

Que  preceptuándose  en  el  art.  29  de  la  ley  del  Notariado  de  28  de  Mayo 
de  1862,  que  no  es  aplicable  á  las  disposiciones  mortis  causa  lo  diepuesto  em 
los  artículos  precedentes  respecto  de  la  forma  de  los  instrumentos,  ¡¡número  y 
cualidades  de  los  testigos  y  capacidad  de  adquirir  lo  mandado  ó  dijaéopor  A 
testador,  y  que  dichas  disposiciones  se  re^iránpor  la  ley  ó  leyes  espteiaíeo  dei 
cato,  se  deduce  sin  género  de  duda  de  dicho  precepto  que  las  leyes  esfeeiales 
á  que  se  refiere  no  pueden  ser  otras  que  las  de  la  Novíeima  BecopUaaán,  vi- 
gentes en  la  materia  hasta  lapromuígacián  dd  nuevo  Código  doU, 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  Octubre  de  1898,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley» 
seguido  en  el  Jnsgado  de  primera  instancia  de  Villanueva  de  la  Serena  y 
en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceree  por  Dofia  Carlota  Gntié- 
xrea  Mansano,  vecina  de  Ber ja»  como  representante  legal  de  su  hijo  i 
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I>.  8aWftdor  Damato,  representada  por  el  Procurador  D.  Ramón  Calabria 
7  defendida  por  el  Letrado  D.  Francisco  Sil  vela,  habiendo  sido  parte  en  el 
jaieio  la  misma  Dofia  Carlota  Gutierres  en  representación  de  su  hijo  Don 
Miguel,  y  como  heredera  de  sn  otro  hijo  D.  Joaqnin  y  Dofia  Carlota,  y  Dofia 
Victoria  Damato  y  Gatiérres,  ésta  como  consorte  de  D.  Enrique  Benet  y 
Bods,  con  Dofia  María  Avalle  y  Delgado,  y  por  su  defunción,  su  vindo 
D.  José  María  Rothenflue  y  su  hermano  y  heredero  D.  Antonio  María  Ava- 
lle y  Delgado,  vecinos  de  £1  Villar  de  Rena,  y  en  sn  nombre  el  Procurador 
D.  Cristóbal  Martín  Bsy^  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  £steban  Bar- 
quero, sobre  nulidad  de  un  testamento: 

Resaltando  qn^  D.  Francisco  Damato  Phillips,  vecino  de  Villanneva 
de  la  Serena,  otorgó  en  dicha  ciudad  testamento  nuncupativo  ante  el  No- 
tario D.  Francisco  Vaidés,  en  17  de  Abril  de  1876,  instituyendo  por  su 
úoioo  y  universal  heredero  á  su  hermano  D.  Enrique,  terminando  dicho 
insiromento  en  la  forma  signiente:  cAsi  lo  otorga  y  firmará,  siendo  testi- 
gos presenciales  D.  Fermín  García  Camacho  y  Borrallo,  D.  Alfonso  Noga- 
les Botello  y  D.  Manuel  García  y  Gomsález  Francisco,  vecinos  de  esta  ciu- 
dad y  mayores  de  toda  excepción;  y  habiendo  yo  el  Notario  leído  íntegra- 
mente este  testamento  en  alta  vos  á  elección  de  otorgante  y  testigos,  ente- 
rados de  su  derecho,  que  no  usaron,  á  leerle  por  sí,  lo  aprobaron,  afirmán- 
dose y  ratificándose  en  él  el  testador,  de  todo  lo  cual,  como  de  su  conoci- 
miento, doy  fe.— Francisco  Damato. —Signado.— Francisco  Valdés»: 

Resaltando  que  D.  Francisco  Damato  Phillips  falleció  bajo  este  testa- 
mento en  18  de  Febrero  de  1878,  bailándose  conformes  las  partes  en  que 
quedaron  como  parientes  más  próximos  del  mismo  sus  dos  únicos  herma- 
nos, el  citado  heredero  D.  Enrique  y  D.  Salvador;  que  este  último  fallecía 
en  Barcelona  el  día  6  de  Julio  de  1879,  siendo  sus  legítimos  y  únicos  he- 
rederos sus  hijos  Dofia  Carlota,  D.  Salvador,  D.  Miguel,  D.  Joaquín  y  Dofia 
Victoria  Damato  y  Gutiérrez;  que  D.  Joaquín,  uno  de  los  hijos  de  D.  Sal- 
vador, falleció  intestado  en  Madrid  el  día  28  de  Mayo  de  1880,  sncedién- 
doie  como  única  heredera  su  madre  Dofia  Carlota  Gutiérrez;  que  D.  Enri- 
qoe  Damato  falleció  en  29  de  Julio  de  1890  con  testamento,  en  que  insti- 
tuyó por  úoica  y  universal  heredera  á  Dofia  María  Avalle;  habiéndose  in- 
cantado  D.  Enrique  Damato  de  los  bienes  de  su  hermano  D.  Francisco,. 
como  heredero  del  mismo,  y  por  su  muerte  la  heredera  de  aquél,  Dofia  Ma- 
ría Avalle: 

Resultando  que  contra  ella  dedujeron,  en  24  de  Enero  de  1891,  Dofia 
Carlota  Gutierres  Manzano,  como  representante  legal  de  sus  hijos  menores 
D.  Salvador  y  D.  Miguel  Damato  Gntiérrez,  y  heredera  de  su  otro  hijo 
D.  Joaquín,  Dofia  Carlota  Damato  Gutiérrez,  y  D.  Enrique  Benet  y  Roda, 
como  marido  de  Dofia  Victoria  Damato  Gutiérrez,  la  demanda  objeto  de 
estos  autos,  para  que  se  declarase  nulo  y  sin  ningún  valor  legal  el  testa- 
mento otorgado  por  D.  Francisco  Damato  Phillips,  condenando  en  las  eos* 
tas  á  Dofia  María  Avalla;  pretensión  que  fundó  en  que  el  citado  testamen- 
to no  se  hallaba  firmado  por  los  testigos,  solemnidad  que  era  de  esencia 
en  el  mismo,  puesto  que  siendo  una  escritura  pública,  según  disponía  la 
l»y  64,  tlt.  18  de  la  Partida  S.*,  habían  de  concurrir  en  su  otorgamiento,  no 
;:ólo  las  solemnidades  externas  que  exige  la  ley  1.»,  tlt.  18,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación  para  loa  testamentos  nuncupativos,  sino  también 
cnanto  además  prescriben  las  leyes  pue  regulan  la  materia  de  instrumen- 
toe  públicos,  como  así  lo  tenía  declarado  este  Supremo  Tribunal  en  sen- 
tenoias  de  28  de  Junio  de  1876  y  31  de  Mayo  de  1887,  y  se  consignaba  en 
la  resolución  de  la  Dirección  de  los  Registros  dvil  y  del  Notariado  de  16 
de  Abril  de  1888;  que  todos  los  testigos  que  concurrían  al  otorgamiento  de 

i  eaeritnxa  pública  debían  firmarla,  sabiendo  hacerlo,  según  estaba  pre- 
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venido  en  el  art.  17  de  la  ley  del  Notariado  y  en  el  66  del  reglamento  pana 
BU  eJecuRión;  que  de  conformidad  con  lo  qne  diapoDÍa  el  núm.  8  o  del  ar- 
ticalo  27  de  la  expreaada  ley  del  Notariado,  era  nnlo  el  instrumento  públi- 
co en  que  no  aparecía  la  firma  de  loa  testigos  que  intervenían  en  el  miamOy 
con  arreglo  á  cuyo  principio  era  nula  la  escritura  de  testamento  que  otorgó 
D.  Francisco  Damato,  toda  vez  que  no  aparecía  la  firma  de  los  tres  testigos 
que  suponía  concurrieron  á  su  otorgamiento,  sin  que  á  ello  se  opusiera  la 
prescripción  del  art.  29  de  la  misma  ley,  al  disponer  que  lo  maudado  res- 
pecto á  la  forma  de  los  instrumentos,  número  y  cualidad  de  los  testigos  y 
capacidad  de  adquirir,  no  era  aplicable  á  los  testamentos  y  demás  disposi- 
cienes  morH»  catisa,  en  las  cuales  regiría  la  ley  ó  leyes  especiales  del  caso, 
porque  tal  prescripción  no  podía  interpretarse  en  el  sentido  de  relevar  á 
ios  testamentos  de  las  formalidades  dispuestas  para  los  demás  instrumen- 
tos públicos,  sino  que  obedeció  al  principio  de  que  aquéllos  debían  tener 
mayores  solemnidades  que  los  demás  actos  ó  contratoa  Ínter  vivo»;  qne  por 
esta  consideración,  el  reglamento  general  para  la  ejecución  de  la  ley  del 
Notariado  de  1874  omitió  el  art.  75  del  anterior  reglamento  de  1862,  que  se 
ocupaba  de  la  firma  de  loa  testigos  en  los  instrumentos  públicos,  si  bien 
baciendo  constar  que  sólo  se  referia  á  los  Ínter  tnf>08,  y  los  sustituyó  con  el 
art.  66,  en  que  omitiendo  ya  aquella  especialidad  y  refiriéndose  á  toda 
clase  de  instrumentos,  prescribe  de  un  modo  terminante  que  deberán  ser 
firmados  por  los  testigos;  que  en  este  punto,  el  expresado  reglamento  de 
1874,  por  el  cual  necesariamente  se  regía  el  testamento  en  cuestión,  había 
venido  á  aclarar  la  ley  notarial  y  á  rectificar  el  sentido  qne  pudiera  haber- 
le dado  al  art.  76  del  reglamento  de  1872;  qne  en  conformidad  con  lo  refe- 
rido, el  nuevo  Código  civil  había  aancionado  esta  misma  doctrina,  estable- 
ciendo en  su  art  606  que  el  testamento  abierto  ante  Notario  había  de  ser 
firmado  inmediatamente  después  de  su  otorgamiento,  y  de  leerse  en  alta 
voz  por  el  testador  y  los  testigos  que  pudieran  hacerlo;  doctrina  que  laan- 
tiga  legislación  establecía  y  era  aplicable  al  caso  de  autos;  y  que  los  here- 
deros abintcstato  del  testador  ó  sus  causahabientes  tenían  derecho  perfecto 
y  acción  adecuada  para  solicitar  la  nulidad  del  testamento  de  aquél: 

Resultando  que  Dofia  María  Avalle  y  Delgado  impugnó  la  demanda^ 
sosteniendo  que  el  art.  27  de  la  ley  del  Notariado  no  era  aplicable  á  los 
testamentos  ante  Notario,  puesto  qu^  la  disposición  del  art.  Sif  era  abso- 
luta y  no  había  sido  derogada  hasta  la  publicación  del  Oódigo  civil  por 
una  ley;  que  las  solemnidades  necesarias  para  la  validez  de  los  testamentos 
eran  únicamente  las  determinadas  en  la  ley  recopilada,  sin  que  el  Notario 
tuviera  qne  guardar  otras  precauciones  al  redactar  el  testamento  qne  aque- 
llas que  para  garantizar  la  identidad  del  testador  exigía  la  ley;  que  si  al 
ordenar  su  testamento  D.  Francisco  Damato  estuvieron  presentes  á  lo  ver 
otorgar  por  el  Notario  tres  testigos  vecinos  del  lugar  donde  se  otorgó,  y  si 
no  se  podía  dudar  de  la  identidad  del  qué  ordenó  su  testamento,  puesto 
que  dio  fe  de  conocerlo  el  Notario  que  lo  antoriió,  se  guardaron  todas  las 
solemnidades  requeridas  por  la  ley,  y  ai  se  anulase  tal  testamento,  porque 
no  lo  firmaban  los  testigos  presenciales,  se  infringiría  aquélla,  que  no  con- 
sideró de  necesidad  tal  requisito;  qne  en  la  sentencia  de  6  de  Diciembre  de 
1861  se  estableció  la  doctrina  legal  de  que  la  virtud  y  eficacia  del  testa- 
mento nunca pativo  consistían  esencialmente  en  la  manifestación  paladina 
de  la  voluntad  del  testador  ante  el  Escribano  y  conveniente  número  de 
testigos;  que  la  de  7  de  Diciembre  de  1860  declara  que  las  firmas  de  loa 
testigos  instrumentales  no  son  necesarias  para  la  valides  de  un  testamento 
otorgado  en  1850,  ni  lo  era  hoy  (1869),  sino  en  el  caso  previsto,  en  el  art»  7& 
del  reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  del  Notariado  de  28  de  Mayo  do 
1862,  ó  sea  coando  ooneorrieren  al  otorgamiento  testigos  de  conocimiento 
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"parm  el  testador,  por  no  conocerlos  el  Notario  antorisante:  qne  la  sentencia 
-áe  81  de  Diciembre  de  1878  declara  qae  la  forma  de  los  testamentos  se  rige 
por  leyes  especiales,  seitán  las  cnales  y  la  jarispradencia  que  las  comple- 
menta, la  yirtnd  y  eficacia  de  los  testamentos  nuncnpativos  consisten  esen- 
eialmente  en  la  paladina  manifestación  de  la  voluntad  del  testador  ante 
competente  número  de  testigos  y  del  Escribano  cuando  asistía  al  acto, 
dando  fe  de  conocer  á  aqaél;  y  que  en  esta  última  sentencia  se  declaró  vá- 
lido nn  testamento,  en  el  cual  no  se  habían  guardado  las  formas  preveni- 
das para  los  instrumentos  públicos  por  la  ley  y  el  reglamento  del  Notaria- 
do, suplicando  por  todo  ello  que  se  le  absolvisse  de  la  demanda,  con  impo- 
-elción  de  costas  y  perpetuo  silencio  á  la  parte  contraria: 

Besnitando  que  reproducidas  por  las  partes  sus  pretensiones  en  los  es- 
critos de  réplica  y  duplica,  y  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  hablen 
do  ocurrido  durante  la  segunda  el  fallecimiento  de  Dofia  María  Avalle  Del- 
gado, y  personándose  en  los  autos  su  viudo  D.  José  María  Rothenflue  y  su 
hermano  y  heredero  abintestato  D.  Antonio  María  Avalle  Delgado,  la  Sata 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres  dictó,  en  14  de  Julio  de  1892,  sen- 
tencia revocatoria,  declarando  válido  y  subsistente  el  testamento  otorgado 
por  D.  Francisco  Damato  Phillips  en  17  de  Abril  de  1876  ante  el  Notario 
D.  Francisco  Valdés,  absolviendo  á  Dofia  María  Avalle  y  Delgado,  y  por 
BU  defunción,  á  sus  causahabientes  D.  José  María  Rotheuflae  y  D.  Anto- 
nio María  Avalle  y  Delgado  de  la  demanda  interpuesta  por  Dofia  Carlota 
Gutiérrez  Manzano  y  consortes,  á  los  que  se  impone  perpetuo  silencio,  sin 
hacer  especial  condenación  de  costas  en  ninguna  de  las  instancias: 

Besnitando  que  Dofia  Carlota  Gatiérrez  Manzano,  como  representante 
legal  de  su  hijo  menor  D.  Salvador  Damato  Gutiérrez,  ha  interpuesto  re- 
HSQrso  de  casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Primero.  La  ley  1.%  tít.  18,  libro  10  (no  dice  más),  sobre  solemnidad  de 
testigos  en  el  testamento  abierto,  toda  vez  qne  ésta  reproducía  la  1.»  ti- 
tulo 19  del  Ordenamiento  y  se  refería  á  los  testamentos  nuncupativos  que 
ee  otorgaban  de  viva  voz,  sin  reducirlo  á  escritura  pública,  y  que  por  esta 
razón  no  podían  suscribir  los  testigos  que  los  veían  otorgar;  ley  que  sin 
embargo  se  aplicaba  á  los  testamentos  nuncupativos  otorgados  en  escrita- 
Ta  pública: 

Hegnndo.  La  1 .»,  tít.  28,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  sobre  la 
manera  en  que  los  Escribanos  han  de  llevar  sus  protocolos  y  dar  copias  de 
las  escrituras,  y  el  art.  48  de  la  ley  del  Notoriado  de  28  de  Mayo  de  1862, 
toda  vez  que  aquélla  no  se  refiere  á  la  solemnidad  y  formalidades  especia- 
les de  los  testamentos,  y  derogada  por  la  2.a  en  1862,  no  había  podido 
aplicarse  al  caso  de  un  testamento  dictado  en  1863,  como  la  Audiencia 
había  hecho: 

Tercero.  La  doctrina  de  este  Supremo  Tribunal  de  11  de  Junio  de  1864, 
^  de  Junio  de  1865  y  23  de  Mayo  de  1866,  que  distinguió,  entre  los  testa- 
mentos nuncupativos,  los  hechos  de  viva  voz  de  los  otorgados  en  escritura 
pública,  y  declaró  que  estos  últimos  estaban  sujetos,  no  solamente  á  las 
solemnidades  propias  del  testamento,  sino  también  á  las  formalidades  pro- 
pias de  la  escritura;  toda  vez  que  se  declaraba  válido  un  testamento  nuu- 
cnpativo  ante  Escribano,  que  tenía  la  solemnidad  de  testigos  de  la  ley  Re* 
copilada  bastante. para  el  testamento  de  viva  voz,  pero  no  la  formalidad 
^e  que  loe  testigos  suscriban,  prevista  por  las  leyes  de  Partida  y  Notariado: 

Cuarto,  La  doctrina  y  jurisprudencia  citadas  en  el  motivo  anterior  de 
la  ley  64,  tít.  18  de  la  Partida  8.*  y  de  la  del  Notariado  de  28  de  Mayo  de 
1862  en  su  art.  17,  toda  vez  que  distintos  unos  y  otros  testamentos  nuncu- 
pativos, y  á  falta  de  ley  especial  y  directa  qne  determinase  las  formaliJa- 
dee  de  los  otorgados  en  escritura  pública,  rigió  desde  luego  la  ley  64  de 
TOMO  74  14 
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Partida,  qae  exige  qae  los  teatigos  de  toda  carta  ó  instramento  páblico  es- 
criban  sos  nombres  en  fin  de  ella  y  antea  qae  el  Escribano;  formalidad 
qae  al  derogarse  la  ley  de  Partida  por  la  del  Notariado  sigaió  vigente  por 
el  art.  17  de  esta  última,  y  qae  después  babía  declarado  especial  y  termi- 
nantemente  el  art.  696  del  Código  civil;  toda  vez  qne  la  sentencia,  dando 
menos  importancia  al  testamento  que  á  cualquiera  escritnrilla,  al  declarar 
válido  el  de  D.  Francisco  Damato  sin  que  testigo  alguno  lo  suscribiera,, 
entendían  que  bastaban  á  éste  las  solemnidades  del  de  viva  voz,  y  no  ne- 
cesitaba la  suscripción  de  teatigos  indispensables  en  todo  instrumento 
público; 

Y  quinto.  La  ley  54,  tít  18,  Partida  3  »,  y  los  arts.  17  y  27,  en  su  caso 
8.0,  de  la  del  Notariado  de  28  de  Mayo  de  1862,  toda  vez  que  si,  conforme 
á  este  último,  sería  nulo  cualquier  instrumento  público  en  el  que  no  apa- 
reciese la  suBcrición  de  los  testigos  conforme  al  art.  17,  con  mayor  razón 
babía  debido  ser  declarado  nalo  el  testamento  otorgado  en  escritura  pú- 
blica cuya  matriz  no  suscribía  ningún  testigo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Estanislao  Rebollar  y  Villarejo: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  da  por  probado  que  D.  Fran- 
cisco Damato  falleció  en  18  de  Febrero  de  1878  bajo  el  testamento  que 
otorgó  en  17  de  Abril  de  1876  ante  el  Notario  D.  Francisco  Valdés  y  testi- 
gos rogados  D.  Fermín  García  Camacbo,  D.  Alonso  Nogales  Botello  y  Don 
Manuel  García  González,  vecinos  del  lugar  del  otorgamiento;  que  estuvie- 
ron presentes,  viendo  y  oyendo  al  testador  desde  el  principio  al  fin  del  acto; 
que  el  Notario  autorizante  gozó  siempre  de  buena  fama;  que  el  testamento 
fué  firmado  por  el  testador  y  signado  y  firmado  por  dicbo  Notario,  el  que 
tenía  la  opinión  de  que  no  babía  necesidad  legal  de  que  firmasen  los  tes- 
tigos instrumentales  en  esta  clase  de  testamentos,  por  lo  que  en  todos  ó 
en  machos  de  los  que  otorgó,  cual  sucede  en  el  que  es  objeto  de  este  litigio, 
siguió  tal  práctica,  no  recogiendo  la  firma  de  los  testigos  ni  ronsignanda 
el  por  qué  no  las  estampaba;  y  como  contra  esta  apreciación  de  la  Sala  no 
se  ba  reclamado,  de  ella  hay  que  partir  para  la  decisión  del  recorso 
presente: 

Considerando  que  la  virtud,  eficacia  y  validez  de  los  testamentos  nun- 
ca pati  vos  consisten  esencialmente  en  la  clara,  explícita  é  indudable  manl- 
featación  de  la  voluntad  del  testador  ante  competente  número  de  testigos, 
y  del  Escribano,  cuando  asiste,  dando  fe  de  conocer  al  testador: 

Considerando  que  preceptuándose  en  el  art.  29  de  la  ley  del  Notariado 
<fe  28  de  Mayo  de  1862  que  lo  dispuesto  en  los  artículos  que  preceden  re- 
lativamente á  la  forma  de  los  instrumentos  y  al  número  y  cualidades  de 
los  testigos  y  á  la  capacidad  de  adquirir  lo  dejado  ó  mandado  por  el  tes- 
tador, no  es  aplicable  á  los  testamentos  y  demás  disposiciones  mortis  causa^ 
en  las  cuales  regirá  la  ley  ó  leyes  especiales  del  caso;  deduciéndose  sin  gé- 
nero alguno  de  duda  de  dicho  art.  29  que  las  leyes  especiales  á  que  se  re- 
fería no  podían  ser  otras  que  las  de  la  Novísima  Recopilación,  vigentes  en 
la  materia  hasta  la  promulgación  del  nuevo  Código  civil;  y  ajustándose  el 
testamento  otorgado  por  D.  Francisco  Damato  Phillips  en  17  de  Abril  de 
1876  ante  el  Notario  D.  Francisco  Valdés  á  una  de  las  formas  de  la  ley  l\ 
tít.  18,  y  á  los  requisitos  exigidos  por  la  l.\  tít.  23,  ambas  del  libro  10  de 
la  jfovísims  Recopilación,  claro  es  que  al  declarar  la  Sala  sentenciadora 
válido  y  subsistente  el  mencionado  testamento  y  absolver  á  Doña  María 
Avalle  y  Delgado,  y  por  defunción  de  ésta  á  sus  causahabientes  D.  José 
Kothenfloe  y  D.  Antonio  María  Avalle,  ha  aplicado  con  el  debido  acierto 
las  leyes  indicadas  y  no  ha  incurrido  por  tanto  en  ninguna  de  las  infrac- 
ciones legales  invocadas  en  los  motivos  primero,  segando  y  quinto  del 
recano: 
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Coneiderando  que  tampoco  se  han  inf ring^do  la  doctrfoa  y  leyes  citadas 
Teapectivamente  en  los  motivos  tercero  7  cuarto,  porqae  proclamándose  en 
aquélla  quH  los  testamentos  hechos  por  escritura  pública  han  de  contener 
las  solemnidades  requeridas  por  las  leyes  especiales  por  que  se  rigen;  7 
habiéndose  acomodado  el  de  D.  Francisco  Damato  á  lo  prescrito  en  la  le7 
1.%  tít.  23,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  era  la  que  refria  cuan- 
do se  otorgó  el  repetido  testamento,  es  obvio  que  no  se  ha  cometido  ni  po- 
dido cometerse  ninguna  de  las  infracciones  alegadas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declamos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpoeato  por  Dofia  Carlota  Gutiérrez  Manzano,  como  repre- 
sentante legal  de  su  hijo  menor  D.  Salvador  Damato  Gutiérrez,  á  quien 
condenamos  en  las  costas;  7  líbrese  á  la  Audiencia  de  Cáceres  la  certifica- 
ción correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — 
(Sentencia  publicada  el  10  de  Octubre  de  1893,  é  inserta  en  la  Qaceta  de  8 
de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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BxcuBso  DB  GABAaóN  (11  de  Octubre  de  1893).— Sala  de, lo  civil.— 
Paffo  de  eanttdad.—l^o  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto'  ppr  Dofia 
Gertrudis  López  en  autos  con  D.  Felipe  Cuba  (Audiencia  de  Sevilla),  7  se 
resaelve; 

(¿ue  el  recuno  de  easacián  sólo  procede  contra  la$  resoludonee  judiciales 
que  taxativamente  señala  el  art,  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cttn¿,  no 
tiendo  admisible,  con  arreglo  al  núm,  3P  del  art.  1729^  el  que  se  interponga 
úontra  las  que  no  tengan  el  concepto  de  definitivas» 

Beeultando  que  D.  Felipe  Cuba  é  Hidalgo  dedujo  demanda  en  el  Juz- 
gado del  distrito  del  Salvador  de  Sevilla  para  que  se  condenase  á  Dofia 
Gertrudis  López  de  Zamora  al  pago  de  ciertas  cantidades  procedentes  de 
nn  crédito  lúpotecarío,  7  de  la  redención  de  un  censo;  solicitando  además 
la  anotación  de  la  demanda  en  el  Registro  de  la  propiedad  7  el  embargo 
de  las  rentas  de  la  finca  hipotecada: 

Besultando  que  estimadas  estaa  dos  últimas  pretensiones  en  providen- 
cias de  9  7  20  de  Noviembre  de  1891,  en  21  de  este  mes  se  confirió  tras- 
lado de  la  demanda,  mandando  se  acreditasen  las  enmiendas  que  ofrecía 
el  escrito  de  aquélla  7  la  incongruencia  de  la  fecha  con  la  del  bastanteo: 

Besuitando  que  Dofia  Gertrudis  López  Zamora  formuló  al  personarse 
demanda  incidental  de  previo  7  especial  pronunciamiento  para  que  se  de- 
clarase la  nulidad  de  las  reeolnciones  de  9,  20  7  21  de  Noviembre,  en 
cnanto  bastase  á  dejar  sin  efecto  la  admisión  de  la  demanda,  su  inscrip- 
ción en  el  Registro  7  los  embargos  practicados,  ya  por  vía  de  reforma,  7a 
por  el  procedimiento  de  una  incidencia  de  previo  7  especial  pronuncia- 
miento: 

Resultando  que  rechazado  en  providencia  del  día  30  el  medio  extraor- 
dinario de  la  incidencia  de  nulidad,  7  tramitada  la  reclamación  por  el 
procedimiento  de  recurso  de  reforma,  recayó  auto  en  14  de  Diciembre  es- 
timando la  reposición  en  cuanto  á  las  medidas  de  aseguramiento  7  deaea- 
timándola  respecto  á  la  admisión  de  la  demanda: 

Resultando  que  Dofia  Gertrudis  López  Zamora  pidió  reforma  de  la  re- 
solución del  día  80,  solicitando  que  se  declarase  haber  lugar  á  la  susUn- 
dación  de  un  incidente  de  nulidad;  7  que  tramitada  aquélla,  el  Jaez,  por 
ante  de  17  de  Diciembre,  declaró  no  haber  lugar  á  la  reforma  en  la  parte 
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en  que  la  reBoInciÓD  reclamada  rechazaba  el  medio  extraordinario  de  la 
nulidad  y  atemperaba  el  aegaimiento  de  las  BOlidtades  al  proce<Hmiento 
de  reforma: 

Reeultando  qae  apelado  eete  auto  y  confirmado  con  las  costas  por  el 
qne  en  7  de  Mayo  del  corriente  afio  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadieo- 
da  de  Sevilla,  ba  interpaesto  Dofia  Gertrudis  Lopes  Zamora  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  citando  las  que  á  su  juido  han  sido  infrin- 
gidas. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Montero  de  Espinosa: 

Considerando -que  sólo  proeje  el  recurso  de  casación  contra  las  reso- 
luciones judiciales  que  taxativamente  sefiala  el  art.  1690  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  no  siendo  admisible,  con  arreglo  al  nüm.  9.^  del  17*¿9, 
el  que  se  interponga  contra  las  que  no  tengan  el  concepto  de  definitivas: 

Considerando  q.ue  el  auto  recurrido,  lejos  de  haber  recaído  en  incidente 
ó  artículo  qne  haya  puesto  término  al  pleito  haciendo  imposible  su  conti- 
nuación, facilita  por  el  contrario  la  prosecudón  del  litigio  y  carece  por 
esta  razón  de  la  cualidad  de  definitiva; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Dofia  Gertrudis  López  Zamora  contra  el  auto  que  en  7  de  Mayo  último 
dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  á  la  que  se  comunique 
esta  resolución,  con  devoludón  del  apuntamiento  remitido;  no  haciendo 
declaradón  sobre  costas  por  no  haberse  personado  la  otra  parte;  y  publí- 
<uese  esta  resolución  en  la  forma  prevenida  por  la  ley. — (Auto  fecha  1 1 
de  Octubre  de  1898^  é  inserto  en  la  Oaceta  de  8  de  Diciembre  del  mismo 
afio.) 


49 

Bkcubso  de  cAflAciÓK  (11  de  Octubre  de  1898).— Sala  de  lo  civil. — 
Bendición  de  cu^n^oa.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Luis  Garda  Gó- 
mez en  autos  con  D.  Juan  García  del  Pico  (Audiencia -de  Valladoiid),  y  um 
resuelve: 

Que  e$  improcedente  el  recuno  cuando  la  dieponción  legal  citada  como  in- 
fringida, aun  en  el  cato  de  referine  á  lo  que  el  recurrente  expone,  no  puede 
icr  invocada  stn  hacer  supuesto  de  la  cuestión: 

Que  también  es  improcedente  el  recurso  si  la  doctrina  legal  ó  disposición 
en  él  alegada  como  infringida  no  afeita  á  lo  resuelto  en  la  sentencia,  y  éuía 
subsiste  por  otro  fundamento  contenido  y  alegado  en  la  misma. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  11  de  Octubre  de  1898,  en  los  autos  de 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Pefiafiel  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Vallaflo- 
lid,  entre  partes,  de  la  una  D.  Luis  García  Gómez,  Abogado,  vecino  de  di- 
cha villa  de  Pefiafiel,  y  de  la  otra  D.  Juan  García  del  Pico,  Médico,  de  la 
misma  vecindad,  como  marido  de  Dofia  Teresa  -B/^y,  en  concepto  ésta  de 
hija  y  heredera  de  D.  Bernardino  Rey,  sobre  rendición  de  cuentas;  autos 
pendientes  ante  Nos  en  recurso  de  casadón  interpuesto  por  el  D.  Luis,  y 
en  su  nombre  el  Procurador  D.  Felipe  Cano,  siendo  sus  Letrados  defenso- 
res D.  Pedro  González  y  D.  Rafael  Andrade,  éste  en  el  acto  de  la  vista,  ha- 
llándose representada  y  defendida  la  parte  recurrida  por  los  igualmente 
Procurador  y  Letrado  D.  Ricardo  Murguialday  y  D.  Sixto  Pérez  Calvo: 

Resultando  qne  con  fecha  21  de  Julio  de  1890  formuló  D.  Luis  García 
Gómez  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Pefiafiel  demanda»  A  Ja 
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q¡aé  aoompafió:  primero,  nn  recibo  fechado  el  7  de  Diciembre  de  1873,  qne 
aparece  saecrito  por  Beraardino  Bey,  segúa  el  coal,  como  apoderado  de 
D.  Lai8  García,  percibió  de  Prudencio  Arranz  90  reales,  qae  coa  20  qae  le 
condonaba  hacían  110,  importe  de  loe  honorarios  de  defensa  del  Arranz, 
en  cansa  segnida  al  mismo  por  lesiones;  y  segundo,  copia  simple  de  la  de- 
claración torcera  de  las  operaciones  de  testamentaría  practicadas  por  de- 
función de  D.  Bernardino  Rey,  cuyo  tenor  es:  que  el  difunto  había  cobrado 
y  tenía  además  que  como  Procurador  pagar  al  Abogado  D.  Luis  García  va* 
ras  partidas  ó  cantidades  de  negocios  civiles  y  causas,  entre  otras  las  de 
Juan  Benedo  Nieto,  Martín  Renedo  Nifio  y  Antonio  Renedo,  todos  de  Va- 
lencia, por  hurto  de  corderos;  Juan  Redondo  Asa  y  Juan  Redondo  Soto, 
de  Qaintanilla  de  Abajo,  por  heridas  á  Pablo  Andrés;  Basilio  Fernándes 
de  Pesquera,  sobre  varios  negocios,,  y  especialmente  el  juicio  necesario  de 
testamentaría  por  muerte  de  su  suegro  8r.  Zamora;  pero  no  se  incluyen  ni 
se  rebajan  como  deuda  del  capital  inventariado  por  el  hecho  mismo  de  ser 
el  acreedor  el  contador  testamentario,  respondiendo  así  á  la  distinción  qne 
le  otorgara  el  difunto,  facultándole  hasta  para  enajenar  bienes,  reserván- 
dose el  cuentadante  orillar  estos  créditos  y  honorarios  fuera  de  aquí: 

Resultando  que  en  la  indicada  demanda  solicitó  D.  Luis  García  Gomes 
se  declarara  en  su  día  que  D.  Juan  García,  como  marido  de  Dofia  Teodora 
Rey,  hija  y  única  heredera  del  ya  mencionado  D.  Bernardino,  venía  obli- 
gado á  rendir  al  demandante  cuenta  del  cobro  de  créditos  que  como  apo- 
derado le  hada  en  vista  aquél,  con  especialidad  desde  fines  de  1878,  así 
como  de  los  honorarios  en  asuntos  en  que  el  D.  Bernardino  intervino 
como  Procurador,  reseñados  en  el  segundo  hecho  de  la  demanda;  pues  se- 
mejante derecho  de  reclamación  se  reservó  al  D.  Luis  con  asentimiento 
del  D.  Juan  en  la  tercera  de  las  declaraciones  consignadas  en  la  Gontadn* 
ría  del  D.  Bernardino,  con  las  costas,  para  lo  cual  alegó  qne,  según  era  de 
yeft  por  el  documento  acompañado  en  el  núm.  l.o,  D.  Bernardino  Rey  fué 
en  vida  apoderado  del  D.  Luis  para  el  cobro  de  créditos,  habiendo  cobrado 
— hecho  segundo— y  teniendo  además  que  como  Procurador  pagar  al  mis- 
mo en  concepto  de  Abogado  varias  partidas  ó  cantidades  de  negocios  y 
cansas,  entre  otras,  las  expresadas  en  la  ya  referida  declaración  tercera  de 
las  operaciones  de  su  testamentaría,  que  se  transcribe,  no  incluidas  en 
aquélla  por  el  motivo  en  la  propia  declaración  expresado;  pero  reserván- 
dose, cual  en  ella  así  bien  se  consigna,  el  derecho  de  orillar  dichos  crédi- 
tos -y  honorarios  fuera  de  la  indicada  testamentaría;  reserva  que,  como 
todo  el  contenido  de  la  reiteradamente  aludida  declaración,  quedó  apro- 
bada al  aprobarse  la  Ck)ntaduría  del  D.  Bernardino;  que  el  mandato  ó 
apoderamientb  de  éste,  aparece  evidente,  hallándose  firmado  por  él  y  rati- 
ficado por  el  heredero  semejante  carácter;  que  todo  apoderado  ó  mandata- 
rio para  realizar  deudas  es  tenido  de  dar  cuenta  de  ellas,  habiendo  venido 
dándolas  Rey,  aunque  parciales  y  un  tanto  incompletas,  al  D.  Luis  hasta 
fines  del  año  1878;  y  que  muerto  el  mandatario,  incumbía  tal  obligación 
al  heredero,  según  lo  declarado  en  sentencia  de  2  de  Noviembre  de  1871: 

Resnitando  qne  D.  Juan  García  del  Pico  opuso  á  la  demanda,  al  con- 
testarla en  6  de  Octubre  del  citado  afio  90,  después  de  tramitado  nn  inci- 
dente sobre  sustaociadón  que  promovió  en  escrito  presentado  el  19  de 
Agosto  anterior,  solicitando  se  le  absolviera  de  la  misma,  no  ser  cierto 
feera  D.  Bernardino  Rey  apoderado  del  demandante  para  el  cobro  de  cré- 
ditos, ni  qne  el  redbo  sefialado  con  el  núm.  l.o  probara  lo  que  se  preten- 
día (to  contrario,  pues  tal  prueba  había  de  hacerse  por  medio  de  docu- 
mento y  no  de  papeles  como  aquél,  que  no  se  sabía  si  era  ó  no  auténtico 
y  legítimo,  teniendo  por  otra  parte  la  fecha  de  7  de  Diciembre  de  1878,  y 
de  ser  eierto  debíasaponerse  natural  y  lógicamente  entregó  D.  Bernardino 
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a!  actor  loi  00  reales  en  él  expresados»  tanto  más  cnanto  se  decía  en  la  de- 
manda le  rindió  cuentas  hasta  1878;  y  no  ser  tampoco  cierto  lo  demás  afir- 
mado en  la  misma  demanda,  respecto  á  que  Rey  háblese  cobrado  nada 
como  Procarador,  ni  tnviese  qae  pagar  cantidad  alguna  al  D.  Luis  como 
Abobado  en  los  asuntos  de  que  se  hacia  mérito,  á  más  de  qne  después  de 
los  aftofl  transcurridos  había  prescrito  su  derecho  para  reclamar  honora- 
rios, y  consignó  varias  alegaciones  más  en  idéntico  sentido: 

Resultando  que  ambas  partes  insistieron  en  lo  respectivamente  ex- 
puesto y  pedido  al  evacuar  los  traslados  para  réplica  y  duplica,  practican- 
do  prueba  la  actora,  que  como  uno  de  sus  extremos  articuló  posiciones:  la 
primera  de  ellas,  referente  á  la  autenticidad  del  recibo  presentado  con  la 
demanda,  respecto  á  la  cual  manifestaron  D.  Juan  García  no  poder  contra- 
tarla, porque  nunca  vio  firmar  á  su  padre  político,  y  Dofia  Teodora,  que 
no  recordaba  si  era  de  letra  de  su  difunto  padre;  y  relativa  la  segunda  á 
que  el  contenido  del  otro  documento  presentado  también  con  la  demanda 
era  lo  mismo  que  la  tercera  de  las  declaraciones  puestas  en  la  Ck>ntaduría 
de  D.  Bernardino  Rey,  protocolada  en  la  Notaría  de  D.  Bernardo  Delgado, 
particular  á  que  contestaron:  el  D.  Juan,  no  recordar  ai  estaba  consignada 
dicha  cláusula;,  pero  si  existía,  D.  Luis  abusó  del  cargo  que  tenía  de  Con- 
tador en  la  testamentaría;  y  la  Dofia  Teodora  ignorar  si  constaba  tal  cláa- 
sula  por  no  haberla  leído: 

Resultando  que  en  la  misma  prueba  del  demandante  se  practicó  cotejo 
de  la  letra  y  firma  del  recibo  repetidamente  mencionado  con  otias  indu- 
bitadas de  D.  Bernardino  Rey,  opinando  los  dos  peritos  qne  le  realizaron 
debía  reconocer  todo  ello  una  misma  procedencia;  además  de  lo  cual  se 
trajo  á  los  autos  testimonio  de  la  con  repetición  dicha  cláusula  tercera, 
conforme  con  la  copia  simple  de  la  misma,  que  ya  obraba  en  ellos,  y  se 
paso  otro  con  referencia  á  un  pleito  seguido  por  Basilio  Fernandos,  como 
marido  de  Ventura  Zamora,  contra  D.  Aniceto  Castafio,  en  que  se  consig- 
na: la  petición  formulada  en  el  acto  conciliatorio;  el  fallo  dictado  por  el 
Jusgado,  en  el  cual  no  biso  especial  condena  de  costas;  el  considerando  de 
la  fiSila  de  lo  civil  de  la  Audiencia,  referente  á  la  caducidad  de  la  segunda 
instancia;  y  que  por  el  Procurador  de  la  parte  demandada  se  biso  constar 
que  D.  Bernardino  Rey  representó  en  dichos  autos  al  Basilio  Fernándes, 
quien  se  defendió  en  concepto  de  pobre,  cuya  declaración  fué  solicitada 
por  el  Abogado  D.  Luis  García,  defensor  de  aquél,  en  el  otrosí  de  la  de- 
manda, y  el  Procurador  Rey  no  intervino  en  los  enunciados  autos  desde 
que  terminó  la  primera  instancia  el  81  de  Octubre  de  1878: 

Resultando  que  después  de  los  demás  trámites  correspondientes  pro- 
nunció la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Vailadolid,  en  18  de  Mayo  de 
1892,  sentencia  confirmatoria  con  las  costas  de  la  apelación  de  la  dictada 
por  el  Juagado,  declarando:  primero,  que  el  demandado  D.  Juan  García  del 
Pico,  en  representación  de  su  esposa  Dofia  Teodora  Rey,  como  heredera 
de  D.  Qernardino  Rey,  está  obligada  á  dar  cuenta  al  demandante  sólo  de 
las  operaciones  que  practícase  el  D.  Bernardino  para  cobrar  la  cantidad 
de  00  reales  expresada  en  el  documento  aefialado  con  el  núm.  l.o  de  los 
acompafiados  á  la  demanda,  y  á  entregar  dicho  demandante  tal  cantidad  si 
no  lo  había  verificado,  deduciendo  los  gastos  que  el  cobro  de  ella  hubiese 
ocasionado  á  su  enunciado  causante:  segundo,  que  no  está  obligado  el  re- 
ferido demandado,  en  la  presentación  que  ostenta  en  autos,  á  dar  cuenta 
del  cobro  de  máa  créditos  qne  el  antes  expresado  de  los  á  que  se  refiere  la 
demanda,  ni  de  los  honorarios  en  la  misma  aludidos;  y  tercero,  qne  no 
existían  méritos  para  hacer  especial  condena  de  costas  de  la  primera  ina- 
tancia  del  Juicio: 
.  Resultando  qne  D.  Luis  García  Gómei  ha  interpaesto  oon  depósito  de 
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t.OOO  pesetas  recurso  de  ossmíóq,  como  comprendido  en  los  números  1.® 
jr  7.0  del  art.  1693  de  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil,  por  haberoe  á  su  en- 
tender infringido: 

Primero.  La  doctrina  establecida  en  la  introdacción  al  tit.  18  de  la  Par- 
tida 8>,  que  manda  guardar  los  pleitos  á  las  posturas  en  la  manera  qne 
fuesen  puestas  por  las  partes;  las  leyes  1.*  y  114  de  los  mismos  títulos  y 
Partida,  en  cuanto  según  ellas  es  como  manera  de  prueba  la  escritura  que 
cada  uno  hace  con  su  propia  mano,  teniendo  valor  de  prueba  plena  las  es 
critnras  públicas;  y  la  doctrina  establecida  por  este  Sapremo  Tribunal  en 
sentencia,  entre  otras,  de  14  de  Julio  de  1887,  puesto  que  declarándose  en 
la  recurrida  cierto  y  de  D.  Bemardino  Rey  el  documento  núm.  l.o  de  los 
acompañados  á  la  demanda,  hasta  el  ponto  de  basarse  en  él  el  primer  pro* 
Dunciamienta  del  fallo,  dándole  de  consiguiente  el  carácter  de  auténtico  y 
diciendo  en  aquél  D.  Bemardino  haber  recibido  como  apoderado  de  Don 
Luis  García  Gomes  la  cantidad  de  su  referencia,  hay  la  afirmación  termi- 
nante de  que  era  tal  apoderado;  y  como  no  especifica  lo  fuera  solameote 
para  el  cobro  de  los  90  reales,  es  indudable  haber  cometido  la  Sala  senten- 
ciadora error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  que  arroja  tal  docu- 
mento, al  estimar  al  D.  Bemardino  como  apoderado  no  más  que  para  el 
cobro  de  aquella  suma  y  no  oara  el  de  créditos  en  general,  viéndose  más 
palpablemente  dicho  error  relacionando  el  documento  indicado  con  la  de- 
claración tercera  de  la  escritura  de  operaciones  de  testamentaría  de  Don 
Bemardino  Rey,  aprobadas  en  auto  de  18  de  Mayo  de  1888,  consentido 
por  el  demandado  D.  Joan  García,  como  marido  de  Dofia  Teodora  Rey, 
también  documento  auténtico,  contra  coyas  afirmaciones  y  la  aceptación 
de  su  certeza  que  envuelve  el  enunciado  consentimiento,  van  las  de  la 
Sala  sentenciadora,  fundamento  de  su  fallo,  consistentes  en  la  supuesta 
fttlta  de  justificación  de  haber  percibido  el  D.  Bemardino  cantidad  alguna 
de  honorarios  del  recurrente  y  de  qne  aquél  hubiere  intervenido  como 
Procurador  en  los  negocios  y  causas  á  que  se  contraía  la  demanda,  demos- 
trando todo  ello  el  expresado  error  de  hecho  resultante  de  uno  y  otro  do- 
cumento separados,  y  en  conjunto  ó  relacionándolos  entre  sí;  máxime 
cuando  en  ei  caso  actual  no  ha  negado  D.  Juan  García  fuese  el  primero 
de  ellos  de  su  causante  D.  Bemardino  Bey,  y  tampoco  ha  impugnado  el 
contenido  de  la  aludida  declaración  8.^;  limitándose  á  suponer  abusó  de 
-su  cargo  de  testamentario  D.  Luis  García  al  consignarla,  sin  intentar  si- 
quiera probarlo,  y  olvidando  tenía  prestada  su  aprobación  á  las  operacio- 
nes en  que  tal  declaración  está  consignada,  y  de  consiguiente  á  dicha 
cláusula,  parte  integrante  de  las  mismas: 

Segundo.  La  ley  26,  tít.  12,  Partida  5.^  en  cuanto  dispone  que  los  en- 
cargados de  cosas  de  otros  están  obligados  á  darles  cuenta  verdadera  y 
derecha  de  lo  que  hubieren  percibido; 

Y  tercero.  La  ley  9.*,  tít.  11,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  por 
aplicación  indebida,  puesto  que  la  prescripción  trienal  establecida  en  ella 
se  refiere  exclusivamente  á  las  partes  respecto  de  los  Abogados  y  Procu- 
radores, no  á  éstos  con  referencia  á  aquéllos,  como  lo  declara  la  sentencia 
de  14  de  Diciembre  ó  de  Octubre— asi  dice— de  1886,  también  por  tanto 
infringida;  no  siendo  tampoco  aplicable  al  presente  caso  aquella  ley,  ya  por 
no  haber  transcurrido  los  tres  afios  desde  el  18  de  Mayo  de  1888  eu 
que  fué  aprobada  la  Contaduría  de  D.  Bemardino  Rey,  hasta  el  18  de 
Agosto  de  1890  en  que  contestó  la  demanda  D.  Juan  García,  ya  porque  en 
la  repetidamente  invocada  declaración  8 .«  consta  había  cobrado  y  tenía 
que,  como  Procurado^,  pagar  el  D.  Bemardino  al  actor  Abogado  D.  Luis 
varias  partidas  ó  cantidades  procedentes  de  las  causas  y  negocios  en  ella 
mencionados,  no  ineiuídas  ni  rebajadas  como  deuda  del  caudal  del  Don 


Digitized  by  VjOOQIC 


216  •  J17SIflPBVPSSOIA  dTIL 

BernardÍDO,  por  coDBideraciones  del  acreedor  D.  Loia,  que  ae  reaerv<$  ti* 
orillar  fuera  de  ]a  teatamentaría  loa  créditoa  y  honorarios  en  que  aqoéllaa 
conaiatían;  de  todo  lo  cual  resulta  un  convenio  particular  entreoí  heredero 
de  D.  Bernardino  Bey,  demandado,  y  el  demandante,  que  debe  cumplirae 
y  sólo  puede  preacribir  por  el  tranacurao  del  tiempo  fijado  para  la  pres- 
cripción de  las  accionea  peraonales,  á  más  de  que  tal  preacripción  estaría 
interrompida  por  la  reclamación  que  entrafSa  dicha  tercera  declaración,  y 
el  reconocimiento  de  la  deuda  de  parte  del  demandado  que  la  misma  re- 
vela. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Bicardo  Gallón: 

Considerando  que  la  sentencia,  al  eatlmar  la  demanda  de  D.  Luis  Gar- 
cía Gomes,  excepto  en  el  extremo  relativo  al  abono  de  los  90  reales,  se 
funda  principalmente  en  el  reauUado  de  las  pruebaa  practiíjadas,  que  la 
Sala  sentenciadora  no  aprecia  con  el  error  de  hecho,  ni  con  infracción  de 
las  leyes  y  doctrina  que  ae  suponen  en  el  motivo  primero,  porque  el  docu- 
mento privado  de  7  de  Diciembre  de  1873,  que  no  tiene  el  alcance  que  el 
recurrente  le  atribuye,  demneatra  aolamente,  aegún  au  contexto,  que  Don 
Bernardino  Bey,  en  representación  de  aquél,  cobró  la  mencionada  sum*-. 
de  90  reales,  y  porque  la  declaración  8>,  consignada  en  laa  particionea  de 
la  herencia  del  difunto  Bey,  ae  refiere  áaumas  indeterminadas  que  se  dice- 
percibió  éste  como  Procurador  por  razón  de  honorarios  pertenecientes  al 
Letrado  García  Gómez,  y  tampceo  basta  para  juatífícar  que  el  uno  y  el 
otro  intervinieren  en  varios  de  los  negocios,  que  los  honorarios  se  deven- 
gasen ó  puedan  reclamarse,  que  el  Procurador  los  hiciese  efectivos,  ni  qne 
él,  hoy  BU  heredero,  esté  obligado  á  rendir  cuenta  de  ellos  y  reinte- 
grarlos: 

Considerando  que  el  fallo  recurrido  aceren  del  único  punto  qne  eatim» 
acreditado,  es  á  saber,  el  cobro  de  los  90  reales,  tiene  en  cuenta  el  precepto^ 
de  la  ley  26,  tít.  12,  Partida  6>,  que  se  cita  en  el  motivo  segando,  y  la  cual, . 
en  la  hipótesis  de  que  hablase  de  la  percepción  de  cantidades  por  el  apo- 
derado ó  mandatario,  no  podría  invocarse  sin  hacer  supuesto  de  la  cues* 
tión  respecto  de  los  demás  extremos  de  la  demanda,  que  no  ae  han  pro- 
bado, según  establece  la  Sala  sentenciadora: 

Considerando  en  cuanto  al  último  motivo,  que  aun  admitiendo  que  la  • 
doctrina  en  él  alegada  fuese  aplicable  al  caso  del  pleito,  no  afecta  á  lo  re- 
suelto en  la  sentencia,  que  subsiste  por  el  otro  fundamento  que  contiene 
y  de  que  se  hace  mención; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  caaación  interpuesto  por  D.  Luis  García  Gómez,  á  quien  oondenamo» 
al  pago  de  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  constituido,  al  que  se 
dará  la  aplicación  qne  previene  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Yalla- 
dolid  la  certificación  correspondiente,  acompafiada  del  apuntamiento  que- 
remitió.— (Sentencia  publicada  el  11  de  Octubre  de  1893,  é  inserta  en  la. 
Gaceta  de  8  de  Diciembre  del  mismo  año.) 


50 

Bbcurso  db  cásaciok  (12  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo  civil. — 
Depósito  de  per9ona9,'-'^o  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  Doña 
María  Martel  en  autos  con  D.  Felipe  Salaa  (Audiencia  de  Sevilla),  y  se  re- 
suelve: * 

Que  la  re$olueión  que  en  el  depósito  de  mujer  casada  se  dicte  sobre  la  con- 
vivencia  de  k»  k^  can  uno  úoUcq  cónyuge,  es,  según  el  art.  18S7 de  la  Uy 
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de  Enjmdamitfiio  eivÜ,  interina  hasta  qw  $e  decida  en  el  juicio  eorretpan- 
di  ente  ¡o  que  proceda: 

Que  conforme  á  los  artículos  1689  y  1690  de  la  ley  de  Efijuiciamiento  ci- 
V  tí,  es  improcedente  el  recurso  de  casación  contra  las  resoluciones  que  no  sean 
d  t^Jinüivüs,  6  sea  contra  aquellas  que  no  pongan  término  al  juicio  y  después 
d  «  las  cuales  pueda  promoverse  otro  juicio  sobre  lo  mismo. 

Reiultando  qne  promovido  por  Doña  María  Martel  y  Vidal,  coniorte 
do  D.  Felipe  Salaa  y  Zapata,  el  depósito  proviiional  de  su  periona  para 
entablar  demanda  de  divorcio,  tuvo  efecto  en  la  cata  de  Dofía  María  de^ 
Ua  Nieves  Rodríguez,  á  quien  se  hizo  entrega  de  la  depositada,  en  unión 
de  so  bija  Manuela  de  Salas  Marte!,  de  cuatro  afios  de  edad: 

Resaltando  que  pretendida  por  D.  Felipe  de  Salas  la  «ntrega  de  sa 
hija,  basta  que  en  el  juicio  correspondiente  se  resolviera  lo  procedente,  de 
conformidad  con  lo  preceptuado  en  el  art.  1887  de  la  ley,  Dofia  María 
Martel  solicitó  el  depóstio  de  la  referida  ñifla  en  su  poder  por  virtud  de 
los  malos  tratamientos  de  que  era  objeto  por  parte  de  su  padre,  que  ofreció 
justiticar,  y  que  sustanciado  en  dos  instancias  este  incidente,  la  Sala  ie  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  por  auto  de  22  de  Abril  de  18y8,  declaró  . 
no  baber  lugar  á  la  solicitud  deducida  por  Dofia  María  Martel  sobre  de- 
póaito  provisional  de  su  bija;  dejó  sin  efecto  y  anuló  todo  lo  actuado,  á  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  art.  1887  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ba- 
ciéndose  entrega  de  la  niña  Manuela  Salas  á  su  padre  D.  Felipe  Salas  Za- 
pato, sin  perjuicio  del  derecbo  de  que  la  madre  se  creyera  asistida,  y  que 
podría  acreditar  á  su  tiempo  en  la  forma  que  bubiere  lugar: 

Resultando  que  Dofia  María  Martel  y  Vidal  ba  interpuesto  contra  este 
auto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  citando  las  que  á  su  juicio 
han  sido  infringidas. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Gamica: 

Considerando  que  la  resolución  que  en  el  depósito  de  mujer  casada  se 
dicte  sobre  la  convivencia  de  los  hijos  con  uno  ú  otro  cónyuge,  es,  según 
el  art.  1887  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  interina  basta  que  en  el  jui- 
cio correspondiente  se  decida  lo  que  proceda,  y  que  de  conformidad  con- 
este  doctrina,  en  el  auto  de  que  se  recurre  se  reserva  expresamente  el  de- 
recho de  Dofia  María  Martel  á  otro  juicio: 

Considerando  que  con  arreglo  á  los  artícnloa  1689, 1690, 1694  y  1729,. 
e?  recurso  de  casación  ea  improcedente  contra  resoluciones  judiciales  que- 
no  sean  definitivas,  ó  sea  contra  aquellas  que  no  pongan  término  al  juicio 
y  después  de  las  cuales  pueda  promoverse  otro  juicio  sobre  lo  mismo; 

Ko  ha  lugar,  con  las  coatas,  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  inter- 
psesto  por  Dofia  María  Martel  y  Vidal  eontra  el  auto  que  en  22  de  Abril 
del  corriente  afio  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  á  la 
que  se  comunique  esta  resolución,  con  devolución  del  apuntamiento  remi- 
tido, y  pnblíqnese  este  auto  en  la  forma  prevenida  por  Ja  ley.— (Auto  fe- 
cha 12  de  Octubre  de  1898,  é  inserto  en  la  Qaceta de  8  de  Diciembre  del. 
mismo  afio.) 

61 

Ricuiwo  DB  OA8ACIÓ1I  (16  de  Octubro  de  1898).— Sala  délo  civil.— 
J>e9vincula€ión, — Se  admiten,  en  parte,  los  interpuestos  por  D.  Pedro  Ri- 
bosa  y  D.  Esteban  Lorenso  Herrans  en  antoa  con  Dofia  Teresa  Deldón 
(Audiencia  de  Madrid),  y  se  establece: 

ijus^eanfarmie  al  art  17M0  de  laky  de  Enjítieiamientociml,  tlrscursode 
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ca$aciáneneÍf(mdoiMce9UaquemelegGrtíoÍHterppniéHdoló  Beexpre$e,  ai€^ 
má$  de  la  ley  ó  doctrina  legal  que  se  suponga  infringida,  el  concepto  porque 

10  hubiere  sido,  porque  de  otra  manera  no  se  pueden  fijar  los  términos  del  de- 
bate y  concretar  la  resolución  al  punto  discutido,  concediendo  tanta  impoHan- 
da  á  este  requieito  la  ley  procesal,  que  le  establece  como  causa  de  inadmi$ión 
en  el  núm,  Ofi  det  art.  1729. 

Resaltando  que  dictada  sentencia  por  la  Sala  primera  de  lo  ci7il  da  la 
Aadiencia  de  esta  corte  en  80  de  Diciembre  del  afio  último,  ha  interpnesto 
D.  Esteban  Lorenzo  Herranz  y  Olaadio  recarso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  fundado  en  tres  motivos,  citando  nudamente  en  la  primera  de  las 
infracciones  qne  comprende  el  segundo  motivo,  la  ley  desvinculadora  de 

11  de  Octubre  de  1830: 

Resultando  que  Dofia  Teresa  Deldón  y  Rigait  y  D.  Buenaventura  Gra> 
ses  y  Hernández,  como  tutor  y  curador  de  Dofia  Oarmen  Deldón  y  Kigalt, 
han  interpuesto  también  recurso  de  casación,  fundado  en  cinco  motivos^ 
alegando  en  el  primero  que  la  sentencia  recurrida  ha  desatendido  la  cons- 
tante  y  uniforme  jurisprudencia  de  nuestros  Tribunales,  que  jamás  han 
reconocido  acción  á  quien  no  tiene  titulo  para  ejercitarla,  y  citando  en 
la  primera  parte  del  8.**  como  infringida  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820, 
restablecida  por  decreto  de  80  de  Agosto  de  1886; 

Y  resultando,  por  último,  que  D.  Pedro  Rlbosa  y  Guardia  ha  inter- 
puesto asimismo  recurso  de  casación,  citando  las  leyes  á  su  juicio  infrin- 
gidas. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Montero  de  Espinosa: 

Considerando  qne  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  necesita,  confof^ 
me  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1720  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  en 
el  escrito  interponiéndolo,  además  de  la  ley  ó  doctrina  legal  que  se  su- 
ponga infringida,  se  exprese  el  concepto  por  que  lo  haya  side,  porque  de 
otra  manera  no  se  pueden  fijar  los  términos  del  debate  y  concretar  la  re- 
solución al  punto  disentido,  concediendo  la  ley  Procesal  tal  importancia  á 
este  requisito,  que  lo  establece  en  el  núm.  6.^  del  art  1729  como  causa  de 
inadmisión: 

Considerando  que  á  este  precepto  legal  se  falta  en  el  recurso  inter- 
puesto por  D.  Esteban  Lorenzo  Herranz  respecto  á  la  primera  infraocióa 
del  segundo  de  los  motivos  alegados,  porque  conteniendo  varias  disposi- 
ciones la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  que  se  cita,  no  se  expresa  cuál  de 
ellas  es  la  que  á  su  juicio  ha  infringido  la  sentencia: 

Considerando  que  por  la  misma  razón  no  es  admisible  el  interpnesto 
por  Dofia  Teresa  Deldón  y  D.  Buenaventura  Grases  en  la  parte  del  tercer 
motivo  que  se  refiere  á  la  ley  de  1 1  de  Octubre  de  1820,  por  los  términos 
generales  é  indeterminados  con  que  se  cita  dicha  disposición  legal ,  no 
siendo  tampoco  admisible  en  su  totalidad  el  primero  de  sus  motivos,  por 
limitarse  en  él  á  suponer  infringida  jurisprudencia  de  los  Tribunales, 
sin  citar  sentencia  alguna  en  que  se  halle  establecida; 

Se  admite  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Ribosa  y 
Guardia;  se  admite  el  deducido  por  D.  Esteban  Lorenzo  Herranz  en  cnanto 
á  todos  los  motivos  que  contiene,  á  excepción  de  la  primera  de  las  infrac- 
-  clones  que  comprende  el  segundo,  qne  se  declara  inadmisible,  y  asimismo 
se  admite  el  propuesto  á  nombre  de  Dofia  Teresa  y  Dofia  Carmen  Deldón  y 
Rigait  en  cuanto  á  los  motivos  segundo,  segunda  parte  del  tercero,  coarto 
y  quinto;  no  habiendo  logar  á  su  admisión  en  eoanto  al  motivo  primero 
.7  primera  parte  ó  cita  del  tercero;  pubKquese  esta  resolución  en  la  forma 
prevenida  por  la  ley,  á  coyo  efecto  se  pasen  las  copias  neoesarias,  y  veri- 
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-ficftdo,  iirooédase  á  Ift  Bnstaneisción  de  los  citados  recnr80S.^AQto  fecba 
Id  de  Octabre  de  1893,  é  inaerio  ea  la  Ckuíeía  de  8  de  Diciembre  del  mia- 
■uo  afio.) 
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Bkcübso  dk  casación  (17  de  Octabre  de  1808).— Sala  de  lo  eÍTÍI.— 
Mej9r  derecho  á  ciertos  t;<nc«¿<w.— No  ba  lagar  á  la  admisión  del  Ínter- 
poesto  por  Dofia  Sinforosa  Alonao  en  aatos  con  D.  Francisco  Javier  Isaai 
(Audiencia  de  Bargos),  y  se  resuelve: 

Que  e$  inadmisible  el  recurso  eri  que  se  impugne  la  apreciación  de  la 
prueba  hecha  en  la  sentencia,  sin  que  se  invoque  el  núm,  7.^  del  art  1692  de 
la  ¡ey  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  se  citen  concretamente  las  leyes  que  se 
st^^ongan  infringidas  sobre  el  valor  de  aquélla^  ni  documento  ó  acto  auténtica 
oue  denmestren  el  error  de  derecho  ó  de  hecho  en  que  se  haya  incurrido  por  éí 
Tribunal  senUndador, 

Beaultando  que  promovido  por  Dofia  Sinforosa  Alonso  Herrán,  en 
«atoa  incoados  contra  la  misma,  por  demanda  de  D.  Francisco  Javier  Isasi 
y  Barredo  y  D.  José  Gainea  y  Guinea,  sobre  mejor  derecho  á  bienes  de 
cierto  vínculo  y  nulidad  de  la  posesión  de  tales  bienea  dada  á  aquélla, 
incidente  para  que  se  le  declarase  con  opción  al  beneficio  de  la  defensa 
en  concepto  de  pobre,  sustanciado  dicho  incidente  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Vitoria  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territo- 
rial de  Burgos,  recayó  sentencia  de  esta  última  fecha,  29  de  Abril  del 
«orriente  afio,  confirmatoria  de  la  apelada,  por  la  cual  se  declaró  no  haber 
lugar  al  otorgamiento  á  Dofia  Sinforosa  del  expresado  beneficio,  conaig- 
nándose  para  ello,  entre  otros  fundamentos,  no  haber  justificado  concurrir 
en  la  misma  la  circunstancia  exigida  por  la  ley  para  dicha  declaración; 
aparecer  de  los  documentos  compulsados  á  instancia  de  los  demandados 
en  el  incidente  que  á  virtud  de  sentencia  ejecutoria  y  de  posesión  confe- 
rida judicialmente  la  pertenecen  en  la  actualidad  los  bienes  que  consti- 
tuian  el  vinculo  de  que  en  la  misma  sentencia  se  hace  mérito,  y  como 
parte  de  ellos  varioa  censos,  cuyos  réditos  importan  8.748  reales  al  afio, 
renta  notoriamente  superior  al  jornal  de  dos  braceros;  y  que  el  hecho  de 
haber  sido  anotada  preventivamente  en  el  Reguistro  de  la  propiedad  la 
indicada  demanda  de  D.  Fracisco  Javier  Isasi  y  D.  José  de  Guinea,  no 
autoríaa  la  declaración  de  pobreza,  pues  la  anotación  preventiva,  según 
los  artículos  42,  48  y  71  de  la  ley  Hipotecaría,  sólo  produce  el  efecto  de 
asegarar  las  consecuencias  del  juicio,  evitando  que  el  poseedor  de  los 
bienes  loe  destruya,  enajene  ó  disponga  de  elloa  en  perjuicio  del  deman- 
dante, pero  no  priva  de  la  posesión  al  que  la  tiene,  ni  le  despoja  del  dere- 
cho á  percibir  sus  frutos  y  productos; 

Beaultando  que  la  Dofia  Sinforosa  Alonso  y  Herrén  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación,  fundado  en  los  números  primeros  de  los  artículos  1689, 
1891  y  1892  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  en  la  infracción: 

Primero.  Del  art.  16  de  la  misma  ley,  que  dispone  en  su  primer  párrafo 
serán  declarados  pobres  los  que  vivan  de  un  jornal  ó  salario  eventual;  j 
tan  eventual  es  el  que  disfruta  la  recurrente,  que  depende  sólo  de  un  acto 
de  caridad,  ya  sea  público  ó  privado; 

Y  segando.  Del  párrafo  quinto  del  citado  artículo,  que  manda  sean 
declarados  pobres  los  que  tengan  embargados  ó  cedidos  Judicialmente  A 
sos  aciesdorss  todos  los  bienes  y  no  ejenan  Industria,  oficio  ó  profesión^ 
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«n  Gualqaierft  de  cayos  CMOS  se  eocaentra  comprendids  Dofia  Binfofoss 
Alonso;  porque  si  tiene  bienes,  éstos  estarán  en  la  situación  determinada 
en  dicho  articnlo,  cuando  por  la  Antoridad  competente  ha  sido  declarada, 
pobre  de  solemnidad,  indicando  muy  claramente  no  ejerce  indosUria,  pro- 
fesión ni  oficio  al  tener  más  de  setenta  y  cinco  afios  de  edad: 

Besaltando  qae  el  Ministerio  fiscal  se  ha  opuesto  á  que  se  admita  el 
vecnrso. 

Visto,  sif  ndo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  que  fundado  el  recurso  en  el  núm.  l.o  del  art  1693  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  impugnándose  la  apreciación  de  la  prueba 
que  en  la  sentencia  se  hace  sin  invocar  el  núm.  7. o  de  dicho  artículo  ni 
citar  concretamente  las  leyes  que  se  suponen  intringidas  sobre  el  valor  de. 
aquélla,  ni  documento  ó  acto  auténtico  que  demuestren  el  error  de  derecho,. 
ó  de  hecho  respectivamente,  en  que  se  haya  incurrido  por  el  Tribunal 
sentenciador,  es  inadmisible  el  recurso,  á  tenor  de  lo  establecido  en  el 
núm.  9.*  del  art.  1729  de  dicha  ley; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  mencionado  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Doña  Sin  torosa  Alonso  y  Herrán,  á  la  que  se  condena  en  las 
costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de  Burgos  la  certificación  correspondiente^ 
•oompafiada  del  apuntamiento  que  ha  remitido,  y  publíquese  el  presente- 
auto  según  previene  la  ley. — (Auto  fecha  17  de  Octubre  de  1898,  é  in^ 
«orto  en  la  Gaceta  de  8  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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Rbcübso  dk  casación  en  ASimTO  DB  ÜLTBAMAB  (17  ds  Octubre  de» 
1893).— Sala  de  lo  civil.— Tercma  de  (fomtfito.— No  ha  lugar  á  la  admisión 
del  interpuesto  por  D.  Manuel  López  Armesto  en  autos  con  Dofia  Cristina 
Cajigal  y  otros  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Que  para  interponer  recurso  de  casación,  cuando  son  de  entera  conformi- 
dad las  sentencias  de  primera  y  secunda  instancia,  se  requiere  constituir  el 
depósito  ordenado  en  el  art.  1696  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  (Juba 
y  Puerto  Rico,  y  acompañar  el  resguardo  correspondiente,  según  el  núm.,3.^ 
del  art.  1716,  y  en  el  caso  de  no  hacerlo  asi,  procede  la  declaración  de  no  ha- 
ber lugar  á  la  admisión,  con  arreglo  á  los  articulos  1726  y  1727: 

Que  se  entienden  conformes  de  toda  conformidad  las  sentencias,  cuando- 
no  varien  más  que  en  lo  relatiao  á  la  condenación  de  costas. 

Resultando  que  seguidos  autos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
del  distrito  del  Este,  de  la  Habana,  por  demanda  de  D.  Manuel  Lopes  Ar- 
mero, contra  Dofia  Cristina  Cajigal  Peres  y  otros,  y  la  sucesión  del  Conde 
de  San  Ignacio,  sobre  tercería  de  dominio,  dicho  Juagado  pronunció  sen- 
tencia declarando  sin  lugar  la  enunciada  demanda,  sin  especial  condena  de 
costas: 

Resultando  que  de  la  indicada  sentencia  apeló  el  demandante  Lopes», 
fosmitándose  el  recurso  de  alsada  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
<te  Ja  Habana,  que  la  dictó  á  si\  ves  en  26  de  Agosto  del  afio  1891,  y  deelar6 
sin  lugar  la  demanda,  absolviendo  de  ella  á  Dofia  Cristina  Cajigal  y  oom^ 
partes,  y  á  la  sucesión  del  Conde  de  San  Ignacio,  con  las  costas  de  ambas 
instandas  á  cargo  del  D.  Manuel  Lopes  Armesto,  quien,  sin  constituir  de- 
pósito, ha  interpuesto  recurso  de  casación  como  comprendido  eú  el  núm.  l.<> 
^el  ark  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  «a  Cuba  y  Puerta 
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IRico,  por  loB  motivos  que  alega;  7  el  Ministerio  fiscal  se  ha  optieslo  á  m 
admisión. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Garnica: 

Considerando  que  para  interponer  recurso  de  casación,  cnando  fneseii 
conformes  de  toda  conformidad  las  sentencias  de  primera  y  de  segunda 
instancia,  se  requiere  constituir  el  depósito  que  ordena  el  art.  1696  de  la  lej 
de  E ajuiciamiento  civil  de  Cuba  y  Puerto  Rico,  y  acompafiar  el  correspon- 
diente resguardo,  á  tenor  del  núm.  S.o  del  art.  17 16,  y  cuando  asi  no  se  hñ$(fL^ 
procede  la  declaración  de  no  haber  lugar  á  la  admisión,  con  arreglo  á  loa 
artículos  1726  y  1727: 

Considerando  que  el  citado  art.  1696  expresa  que  se  entenderá  que  son 
conformes  de  toda  conformidad  las  sentencias,  cuando  no  varíen  más  qoe 
en  lo  relativo  á  la  condenación  de  costas; 

Ko  ha  lugar  á  admitir  el  mencionado  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Manuel  López  Armeito;  no  se  hace  declaración  sobre  costas  en 
cnanto  al  mismo,  pOr  no  haberse  personado  en  este  Tribunal  Supremo 
ninguna  otra  parte;  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación 
correspondiente,  acompañada  del  apuntamiento  que  ha  remitido,  y  pa- 
blftiuese  este  auto  en  la  forma  que  previene  la  ley. — (Auto  fecha  17  da 
-Octubre  de  1893,  ó  inserto  en  las  Gacelas  de  8  y  12  de  Diciembre  del 
mismo  afio.) 

54 

RscüBSO  DB  CASACIÓN  (17  de  Octubre  de  1898).— Sala  de  lo  civil. — 
Jideio  de  testamentaria.^'Ño  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Antonio  Amiamm 
en  autos  con  D.  José  Leoncio  y  D.  Francisco  Zubiilaga  y  otro  (Andiencia 
de  Pamplona),  y  se  resuelve: 

(¡ue  la  prohibición  imptiesta  por  el  testador  para  la  promoción  del  juici» 
tolHntario  de  testamentaría,  únicamente  alcanza  á  los  herederos  voluntarUm  ff 
á  los  legatarios  de  parte  alícuota,  no  pudiendo  de  ningún  modo  ser  extensiva  á 
hs  forzosos,  como  son  los  hijos  por  razón  de  su  legitima,  en  la  cual  suceden 
eonysinla  voluntad  de  los  padres,  y  la  tienen  que  percibir  libremente  sin  «isi- 
gún  gravamen,  según  el  art,  813  del  Código  cioU,  lo  cual  no  acontecería  si  se 
limitase  por  el  testador  el  ejercicio  legitimo  que  la  ley  concede  á  los  heredo'09 
forzosos  para  promover  dicho  juicio: 

Que  no  tienen  aplicación  las  citas  de  los  artinuhs  901,  910  y  911  del  CS- 
digo  civil,  cuando  lo  discutido  y  resuelto  en  el  litigio  se  reduce  únicamente  á 
si  las  facultades  conferidas  al  albacea  para  liquidar  y  dividir  el  caudal  ya- 
cente sin  intervención  de  la  Autoridad  judicial,  y  prohibiendo  la  promociói^ 
del  juicio  de  testamentaria,  impiden  ó  no  á  los  herederos  legítimos  el  ejercicio 
del  derecho  ^ue  les  concede  el  art.  1038  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  si» 
discutirse  ni  negarse  las  demás  facultades  de  los  albaceas,  ni  ¡as  causas  por- 
que termina  el  albaceazgo,  ni  quién  haya  de  cumpHr  en  este  caso  la  voluntad 
del  testador,  que  es  la  materia  de  que  tratan  los  citados  artículos: 

Que  el  derecho  que  otorga  en  general  á  los  testadores  el  art.  1057  del  Có- 
digo civil  para  encomendar  la  simple  facultad  de  hacer  la  partición  á  cual- 
quiera persona  q%te  no  sea  uno  de  los  coherederos,  en  nada  altera  ni  modifica 
el  derecho  de  los  herederos  legítimos  para  promover  el  juicio  voluntario  de 
testamentaria,  sin  que  pueda  sostenerse  que  dicho  articulo  haya  venido  á  per- 
judicar los  derechos  legitimarios,  ni  á  derogar  el  precepto  demuestro  antiguo 
derecho,  que  ha  servido  de  fundamento  á  la  eonniante  jurisprudencia  de  que 
hs  herederos  forzosos  han  de  recibir  su  legitima  libre  de  todo  gravamen  y  eot^ 
iÁmén. 
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Ea  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  Octubre  de  189S,  en  el  pleitea 
«egnido  en  el  Jazgado  de  primera  instancia  de  San  Sebastián  y  en  la  Sala 
de  Jaaticia  de  la  Audiencia  de  Pamplona  por  D.  Joaó  Leoncio  y  D.  Josó 
Francisco  Zubillaga  y  Uranga,  tablajero  el  primero,  y  sin  profesión  el 
segundo,  vecinos  de  San  Sebastián,  con  D.  Antonio  Amiama  y  Salas,  en 
el  concepto  de  albacea  testamentario  del  padre  de  aquéllos,  D.  Manuel 
Zubillaga  y  Nasabal,  sobre  promoción  del  juicio  voluntario  de  testamenm 
taria;  uendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  interpuesto  por  el  Letrado  D.  Acacio  Charrin  y  el  Procurador 
D.  Manuel  Martin  Vefia,  en  defensa  y  representación  del  albacea  Amiama,. 
liabióndolo  estado  en  este  recurso  los  hermanos  Zubillaga  pot  el  Licen- 
ciado D.  Fermín  Galbetón  y  el  Procurador  D.  José  María  Cordón: 

Resultando  que  D.  Mannel  Zubillaga  y  Naaabal  falleció  en  la  ciudad  de 
San  Sebastián  en  l.o  de  Septiembre  de  1891  bajo  testamento  otorgado  en 
6  de  Agosto  anterior,  en  que  declaró  que  tenía  dos  hijos  legítimos,  llama- 
dos D.  José  Leoncio  y  D.  José  Francisco  Zubillaga  y  üranga,  á  quienea- 
iustituía  herederos;  y  dispuso  en  su  cláusula  10  qée  nombraba  por  su  alba- 
cea  testamentario,  contador,  partidor  y  ejecutor  cumplidor  de  su  última 
voluntad  á  D.  Antonio  Amiama  y  Balas,  á  quien  facultaba  para  que,  oca* 
rrido  su  fallecimiento,  entrara  y  se  apoderara  de  sus  bienes  sin  excepción,, 
arreglara  sus  asuntos,  retirara  valorea,  cobrara  cualesquiera  créditos  é  in*- 
tereses,  pagara  deudas,  cancelara  hipotecas,  practicara  el  inventario,  tasa- 
ción, liquidación,  partición  y  adjudicación  de  los  mismos  bienes,  é  hiciera: 
lo  demás  que  fuera  necesario  hasta  la  terminación  de  su  testamentaría,  la. 
que  había  de  ser  extrajudicial;  prohibiendo  expresamente  toda  interven- 
ción judicial  en  la  misma  y  todo  ]uicio  necesario  y  prevención  del  mismo^ 
prorrogando  á  dicho  albacea  el  término  legal  del  albaceasgo  por  un  afior 

Resultando  que  en  8  de  Junio  de  1892,  los  hermanos  Zubillaga  y  Urangí^ 
acudieron  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  San  Sebastián  con  la  solici- 
tud, fundada  en  los  artículos  10S8,  1039, 1064  y  siguientes  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  de  que  tuviera  por  promovido  el  juicio  voluntario  de 
tea  tomen  taría  de  su  difunto  padre  D.  Manuel  Zubillaga,  y  mandara  proce- 
der á  la  formación  del  inventario,  dando  al  efecto  comisión  al  actuario,  y 
ordenando  al  propio  tiempo  la  convocación  á  junto  de  los  dos  alegante*,, 
únicas  personas  que  á  ella  debían  asistir,  á  los  efectos  determinados  en 
los  artículos  1068,  1070  y  1071  de  la  misma  ley  procesal;  á  cuyo  efecto» 
dijeron  que  aunque  su  padre  prohibió  en  su  testamento  toda  interven- 
ción judicial  en  la  testomentoría,  era  evidente  que,  tratándose  de  here- 
deros forzosos,  como  ellos  eran,  no  podía  tener  lugar  tal  prohibición, 
como  contraria  á  las  leyes;  qué  el  art.  901  del  Código  civil  dispone  qae 
las  facultades  de  los  albaceas  serán  las  que  designe  el  testador  en  la 
cláusula  de  su  nombramiento,  siempre  que  no  sean  contrarias  á  las  leyea, 
é  indudablemente  lo  es  el  autorizarles  para  que  se  apoderen  de  los  bienes 
de  la  herencia  habiendo  herederos  forzosos;  que  además  el  Tribunal  Su- 
premo, en  sentencia  de  8  de  Febrero  de  1892,  había  declarado  terminan- 
temente que  no  podía  sostenerse  que-  el  art.  1057  del  Código  civil  haya 
venido  en  mengua  de  los  derechos  legitimarios  á  derogar  el  precepto 
del  antiguo  derecho;  que  ha  servido  de  fundamento  á  la  constante  ja- 
ñsprndencia  del  Tribunal  Supremo,  de  que  los  herederos  forzosos  deben 
recibir  su  porción  legítima  libremente  y  sin  ningún  agravamiento  ni 
condición;  reconociéndose  también  •  por  dicha  sentencia  que  el  derecho 
del  heredero  legítimo  para  promover  el  juicio  voluntario  de  testamentaría 
no  ha  sido  alterado  ni  modificado  por  el  nuevo  Código  civil;  y  que  hablen- 
<iose  apoderado  D.  Antonio  Amiama,  como  tal  albacea,  de  todos  los  bienes 
sin  entregar  sus  frutos,  y  teniendo  además  noticia  los  alegantes  de  qne,  4 
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pesar  de  haberse  hecko  cargo  de  nna  importante  soma,  no  había  pagado 
cierta  deada  ni  alganos  legados,  se  veían  en  la  necesidad  de  promover  el 
jaicio  voluntario  de  testamentaría  de  los  bienes  relictos  por  sa  padre: 

Resultando  qne  el  Jazgado,  previa  ratificación  de  los  hermanos  Zubi* 
llaga  en  el  anterior  escrito,  dictó  providencia  en  1 1  de  aquel  mes  de  Junio, 
teniendo  por  promovido  el  juicio  voluntario  de  testamentaría,  mandando 
citar  aquellos  dos,  y  ordenando  que  por  el  Escribano  actuario  se  practi- 
cara el  inventario  de  todos  los  bienes  de  la  herencia,  guardando  el  orden 
establecido  en  los  artículos  1066  y  1067  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 
y  en  1 4  del  mismo  mes  compareció  en  autos  el  albacea  D.  Antonio  Amia- 
ma,  pidiendo  que  con  suspensión  de  toda  diligencia  se  le  diera  vista  de 
lo  actuado,  y  verificado  así,  solicitó  se  declarase  que,  á  pesar  de  lo  acor- 
dado en  la  providencia  del  11,  no  procedía  la  prevención  del  juicio  volun- 
tario de  testamentaría  de  D.  Manuel  Zubillaga,  y  que  su  albacea  tenía  el 
deber  y  el  derecho  de  practicar  extra  judicial  mente  el  inventario,  tasación, 
liquidación,  partición  y  adjudicación  de  los  bienes  relictos  dentro  del  tér- 
mino concedido  al  efecto  por  el  testador;  alegando  en  su  apo^o  que  la  pre- 
tensión de  los  hermanos  Zubillaga  pugnaba  y  se  oponía  abiertamente  á  la 
voluntad  del  testador,  ley  suprema  en  materia  de  testamentos,  que  debía 
cumplirse  en  los  términos  en  que  se  hubiera  expresado;  que  en  resolución 
de  10  de  Mayo  de  1890,  adoptada  por  la  Dirección  general  de  los  Registros 
de  la  propiedad,  se  establecía  la  doctrina  de  que  habiendo  fallecido  el  tes- 
tador con  posterioridad  á  la  promulgación  del  Código  civil,  como  ocurría 
con  Zubillaga,  el  albacea  nombrado  debía  someterse  en  el  ejercicio 'de  su 
cargo  i  las  prescripciones  del  Código,  cuyo  art.  901  declara  que  los  alba- 
ceas  tendrán  todas  las  facultades  que  les  haya  conferido  expresamente  el 
teatador  y  no  sean  contrarias  á  la»  leyes;  y  como  no  lo  eran  en  modo  al- 
guno las  conferidas  al  alegante,  era  claro  que  tenía  derecho  incuestionable 
i  practicar  por  sí  el  inventario,  división,  partición  y  adjudicación  de  los 
bienes  relictos;  que  no  había  podido  cercenar  los  derechos  de  los  herede- 
ros con  la  ocupación  de  bienes  que  había  realizado  para  el  efecto  de  las 
particiones,  y  al  practicar  éstas  tendsían  mayor  cuidado  en  no  perjudicar 
en  un  solo  céntimo  á  los  herederos  forzosos,  los  cuales  si  se  vieran  agravia- 
dps,  podrían  entonces,  pero  no  antes,  impugnar  las  operaciones  divisorias 
donde  hubiese  lugar;  que  habiendo  fallecido  Zubillaga  en  l.o  de  Septiem- 
bre de  1891,  y  habiendo  prorrogado  por  un  año  el  tiempo  del  albaceazgo, 
faltaba  cerca  de  afio  y  medio  para  la  terminación  del  plazo  en  que  debía 
cumplir  el  encargo  referido;  que  la  simple  lectura  del  testamento  de  Zubi- 
llaga comprobaba  que  el  alegante  se  hallaba  facultado  para  administrar 
libremente  el  caudal  hereditario;  que  según  el  art.  910  del  Código  civil,  el 
albaceazgo  termina  por  la  muerte,  imposibilidad,  renuncia  ó  remoción  del 
albacea  y  por  el  lapso  del  término  sefialado,  y  ninguna  de  estas  circuns- 
tancias concurría  en  el  caso  actual;  y  que  el  art.  1067  del  mismo  Código 
np  se  refiere  á  los  albaceas  testamentarios,  sino  á  meros  partidores  desig- 
nados por  actos  intervivos  ó  mortig  cama,  pero  aun  cuando  fuera  aplica- 
ble á  aquéllos,  no  contenía  su  texto  la  menor  limitación  de  las  facultades 
de  que  había  querido  investirles  el  testador  en  uso  del  derecho  que  le 
conceden  los  artículos  892  y  901  del  mismo  Código: 

'  Resultando  que  dada  vista  de  este  escrito  á  la  representación  de  los 
hermanos  Zubillaga,  evacuaron  el  traslado  insistiendo  en  lo  que  tenían 
pretendido  y  alegado,  y  solicitando  que  sin  otro  trámite,  puesto  qne  el 
punto  que  se  ventilaba  era  de  derecho  y  no  exigía  prueba  alguna,  se  dic- 
tara sentencia  desestimando  la  pretensión  formulada  por  el  albacea  y 
acordando  que  procedía  el  juicio  voluntario  de  testamentaría: 

Resaltando  qne  en  26  de  Octubre  de  1892  la  Sala  de  justicia  de  la  Aa> 
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diencia  de  Pamplona  dictó  sentencia  revocatoria^  declarando  qne  D.  José 
Francisco  y  D.  José  Leoncio  Zabillaga  y  Nasadal  tienen  derecha  á  promo- 
ver 7  eegair  el  jnicio  volontario  de  testamentaría  de  sa  padre  D.  Mannel 
Zabillaga,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Antonio  Miama  y  Salas  interpaso  recurso  de  casa- 
ción, por  considerar  infringidos: 

Primero.  La  cláusula  décima  del  testamento  de  D.  Manuel  Znbillaga, 
por  la  que  nombró  albacea  testamentario  á  D.  Antonio  Amlama,  hacién- 
dole al  mismo  tiempo  contador,  partidor  y  ejecutor  cumplidor  de  su  últi- 
ma voluntad,  y  facultándole  para  practicar  extrajudicial mente  el  inventa- 
rio, tasación,  liquidación,  partición  y  adjudicación  de  sns  bienes,  y  partí 
hacer  lo  demás  que  fuera  necesario  hasta  la  terminación  de.  la  testameit- 
taría,  la  cual  habla  de  ser  extrajudicial;  prohibiendo  expresamente  toda 
intervención  judicial  en  la  misma  y  todo  juicio  voluntario,  y  prevención 
de  ella,  porque  el  testador  no  tenia,  según  las  leyes,  más  limitación  á  sa 
voluntad  que  la  de  respetar  1»  legítima  de  sus  herederos  forzosos,  y  esas 
disposiciones  no  atentan,  ni  atacan,  ni  disminuyen  esa  legitima,  puesto 
qne  únicamente  se  refieren  á  la  ejecución  y  cumplimiento  de  la  voluntad 
del  padre,  que  en  ese  testamento  nombró  ó  instituyó  herederos  á  sus  hi- 
jos, por  lo  que  son  válidas  y  deben  cumplirse;  siendo,  por  tanto,  evidente 
que  la  sentencia  recurrida  al  declarar  que  los  hijos  de  dicho  testador  tie- 
nen derecho  á  promover  y  seguir  el  juicio  voluntario  de  testamentaria  de 
su  padre,  va  directamente  contra  la  voluntad  de  éste  y  anula  todas  las 
disposiciones  ordenadas  para  el  cumplimiento  de  esa  voluntad,  sin  que 
los  hijos  y  herederos  hayan  solicitado  la  declaración  de  nulidad  previa»  ni 
hayan  probado  que  esas  disposiciones  les  perjudiquen  en  sus  legítimas: 
Segundo.  Los  artículos  901,  910  y  911  del  Código  civil,  según  los  que, 
los  albaceas  tienen  todas  las  facultades  que  expresamente  les  haya  confo- 
rido  el  testador  y  no  sean  contrarias  á  las  leyes,  y  no  es  contraria  é  éstas 
la  facultad  conferida  por  Zubillaga  á  su  albacea,  el  recurrente,  de  hacer 
extrajudicial  mente  las  operaciones  todas  de  su  testamentaría  hasta  termi- 
narla, y  el  albaceasgo  termina  por  la  muerte,  imposibilidad,  renuncia  6 
remoción  del  albacea  y  por  el  lapso  del  tiempo  sefialado  por  el  testador  ó 
por  la  ley  en  unos  casos,  según  el  art.  911,  y  en  el  de  no  haber  aceptado  el 
albacea  el  cargo,  en  cuyo  caso  corresponderá  á  los  herederos  la  ejecución 
de  la  voluntad  del  testador;  en  el  concepto  de  que  la  sentencia  recurrida, 
por  el  sólo  hecho  de  tener  por  promovido  el  juicio  voluntario  de  testa- 
mentaría de  D.  Manuel  Zubillaga,  priva  al  albacea  recurrente  de  la  facul- 
tad que  aquél  le  confirió,  y  que  no  es  contraria  á  las  leyes,  de  hacer  parti- 
cularmente todas  las  operaciones  de  su  testamentaría;  además,  por  virtud 
de  la  prevención  del  juicio,  queda  terminado  el  albaceazgo,  sin  ser  ésta 
tina  de  las  cansas  establecidas  en  el  art.  910;  y  por  último,  prevenido  el 
juicio  voluntario  de  testamentaria  sin  haber  terminado  legalmente  el 
cargo  de  albaceazgo,  que  había  sido  aceptado  por  el  recurrente,  que  em- 
pezó á  cumplir  sus  obligaciones  con  la  conformidad  y  asentimiento  de  los 
herederos,  como,  según  el  art.  1047  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pue- 
den los  interesados  separarse  del  seguimiento  del  juicio  y  adoptar  loa 
acuerdos  que  tengan  por  conveniente,  resulta  que,  merced  á  ese. juicio,^- 
san  inevitablemente  las  facultades  conferidas  por  el  testador  al  albacea  y 
pasan  á  los  herederos;  correspondiendo  á  éstos,  en  cuanto  desistan  del 
seguimiento  de  ese  juicio,  la  ejecución  de  la  voluntad  del  testador,  contra 
lo  prevenido  en  el  art.  911  del  Código,  según  el  cual,  sólo  en  los  casos  del 
art.  910  y  en  el  de  no  haber  aceptado  el  albacea  el  cargo,  corresponde  á 
los  herederoa  esa  facultad,  atribución  y  cargo  conferidos  al  albacea: 
Tercero.    Los  artículos  1056  y  1067  del  mismo  Código  civil,  con  arregla 
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^  los  que  el  testador  pnede  hacer  por  acto  entreviv^os  ó  por  última  yolan- 
'  iad  la  partición  de  «as  bioDea,  debiendo  pasar  por  ella  los  herederos  en 
cnanto  no  perjndiqae  sa  legitima,  y  pnede  el  testador  encomendar  por 
«cto  interyÍTOS  ó  mortia  cauaa^  para  deapnés  de  sn  mnerte,  la  simple  facul- 
tad de  hacer  la  partición  á  cualquiera  persona  que  no  sea  uno  de  los  here- 
deros; debiendo  observarse  y  respetarse  esas  disposiciones,  se^ún  lo  pre- 
•ceptúa  de  una  manera  terminante  el  párrafo  segundo  del  art.  1057,  aunque 
«ntre  los  coherederos  haya  alguno  menor  de  ^ad  ó  sujeto  á  tutela;  toda 
▼ez  que  habiendo  el  testador  Zubillaga  encomendado  á  sn  albacea  el  recu- 
rrente la  facultad  de  hacer  la  partición  de  sus  bienes,  que  habría  de  prac- 
ticar particulamente  sin  intervención  judicial,  esa  disposición,  que  debe 
ser  respetada  aun  en  el  caso  de  que  alguno  de  los  herederos  fuera  menor 
de  edad,  con  mayor  motivo  debe  respetarse  si  los  herederos  son  mayores, 
pnes  la  ley  no  tiene  en  este  caso  el  mismo  interés  ni  la  misma  representa- 
ción, y  si  para  el  caso  primero  quedaba  prohibido  el  juicio  voluntario  de 
testamentaria,  que  esto  significa  la  declaración  del  párrafo  segundo  de  ese 
art.  1067,  también  lo  está  por  ese  mismo  párrafo  el  juicio  voluntario,  que 
sin  esa  prohibición  podrían  incoar  ó  prevenir  los  herederos  mayores  de 
edad: 

Cuarto.  El  art.  1058  del  repetido  Código,  cuya  disposición,  eonsecoen- 
<cia  lógica  de  los  dos  artículos  anteriores,  determina  que  cuando  el  testador 
no  hubiese  hecho  partición  ni  encomendado  á  otro  esta  facultad,  si  ios 
herederos  fuesen  mayores  y  tuviesen  la  libre  administración  de  esos  bie- 
nes, podrán  distribuir  la  herencia  de  la  manera  que  tengan  por  conve- 
niente; de  donde  resulta  que  interpretando  rectamente  este  artículo,  ann- 
4)Tie  sean  mayores  de  edad  los  herederos  y  tengan  la  libre  administración 
¿e  BUS  bienes,  si  el  testador  hubiese  hecho  la  partición  ó  hubiese  enco- 
mMidado  á  otro  esta  facultad,  no  pueden  distribuir  la  herencia  á  su  gusto, 
ó  lo  que  es  lo  mismo,  no  pueden  hacer  ellos  la  partición  si  no  han  de  res- 
petar lo  que  el  testador  hubiese  hecho  ó  lo  que  haga  la  persona  á  quien  se 
dio  por  el  testador  facultad  para  ello,  siempre  que  en  ésta  no  se  perjudi- 
que la  legítima,  pues  es  evidente  que  el  caso  de  aqtos  está  comprendido 
en  dicho  artículo,  porque  el  testador  encomendó  á  su  albacea  la  facultad 
de  hacer  la  partición  de  sus  bienes  entre  sus  hijos,  y  aunque  éstos  sean 
mayores  de  edad,  no  pueden  distribuir  como  tengan  por  conveniente  la 
herencia  de  su  padre,  sino  que  ha  de  hacer  la  partición  el  albacea,  y  aqué- 
llos han  de  respetarla;  y  no  habiendo  cumplido  aún  el  tiempo  sefialado 
por  el  testador  al  albacea  para  cumplir  el  encargo,  debieron  esperar  los 
herederos  y  no  haber  promovido  el  juicio  de  testamentaría;  y  ya  que  lo 
instaron  indebidamente,  no  ha  podido  la  sentencia  recurrida,  sin  infringir 
dicho  artículo,  declarar  un  derecho  que  hoy  no  tienen  los  hijos  de  Zubi- 
llaga, porque,  aun  mayores  de  edad  y  con  la  libre  administración  de  sos 
hlenea,  no  pueden  distribuir  libremente  y  á  su  voluntad  la  herencia  de  vá 
padre,  sino  que  habían  de  esperar  á  que  el  albacea  hiciera  la  partición,  y 
ona  vea  hecha,  conformarse  con  ella  ó  impugnarla,  según  vieran  ó  no  que 
estaba  arreglada  á  derecho  ó  les  esusaba  perjuidoa; 

Y  quinto.  Los  artículos  1038  y  1089  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
aplicados  indebidamente  al  caso  de  autos,  porque  estas  disposiciones  han 
-quedado  modificadas  y  derogadas  por  los  artículos  del  Código  civil,  cita- 
dos en  los  dos  motivos  anteriores,  y  para  los  casos  á  que  dichos  artículos 
1056  y  1057,  y  especialmente  el  1058,  se  refieren,  ha[quedado  limitada  la 
facultad  de  los  herederos  forzosos  de  promover  el  juicio  voluntario  de 
testamentaría;  y  como  se  trata  de  un  caso  comprendido  en  el  art.  1058, 
según  queda  demostrado,  la  sentencia  recnrrida,  al  declarar  ese  derecho 
•que  no  tienen  los  hijos  de  Zubillaga  de  promover  el  juicio  voluntario  de 
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tfistamentaHa,  fandándolo  preciíamente  en  los  firticalos  1038  y  1089  de  I* 
ley  de  Enjuiciamiento  cítíI,  que  do  aon  de  aplioaoión  legal,  los  infringe. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Montero  de  Espinosa: 

Considerando  qae  la  sentencia  de  la  Andiencik  de  Pamplona,  objeto 
del  presente  recnrso,  no  infringe,  como  se  supone,  en  el  primero  de  los 
motivos  alegados,  If^  cláusula  10  del  testamento  otorgado  por  D.  Manuel 
2abillaga,  porque  si  bien  puede  el  testador  prohibir  la  promoeión  dei  jai- 
cío  voluntario  de  testamentaría,  esta  prohibición  únicamente  alcansa  á  ios- 
herederos  voluntarios  y  á  los  legatarios  de  parte  alícuota,  y  de  ningún 
modo  puede  ser  extensiva  á  los  forzosos,  como  son  los  hijos  por  raión  de 
sn  legítima,  en  la  cual  suceden  con  y  sin  la  voluntad  de  los  padres,  y  la 
tienen  que  percibir  libremente  sin  ningún  gravamen  ni  condición,  como 
prescribe  el  art.  813  del  Código  civil,  lo  cual  no  acontecería  si  se  limitare 
por  el  testador  el  ejercicio  legítimo  que  la  ley  concede  á  los  herederos 
forzosos  para  promover  el  juicio  voluntario  de  testamentaria,  y  siendo, 
por  lo  tanto,  contraria  al  precepto  legal  la  prohibición  impuesta  por  el  tes- 
tador, no  puede  en  este  punto  ser  su  voluntad  la  ley  en  la  materia: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  los  artículos  901^ 
910  y  911  del  Código  civil,  citados  en  el  segundo  motivo,  porque  lo  discn- 
tido  y  resuelto  en  el  asunto  que  es  materia  de  este  litigio,  se  reduce  única- 
mente á  si  las  facultades  que  el  testador  dio  al  albacea  D.  Antonio  Amiama 
para  liquidar  y  dividir  el  caudal  yacente  sin  intervención  de  la  Autoridad 
jadicial  y  prohibiendo  la  promoción  del  juicio  de  testamentaria,  impiden 
ó  no  á  los  herederos  legítimos  el  ejercicio  del  derecho  que  les  otorga  el 
art.  1038  de  la  ley  dé  Enjuiciamiento  civil,  sin  que  se  haya  discutido  ni 
negado  las  demás  facultades  de  los  albaceas,  como  tampoco  las  cansas  por 
las  que  termina  el  albaceazgo,  ni  quién  haya  de  cumplir  en  este  caso  la  vo- 
luntad del  testador,  que  es  la  materia  de  que  tratan  los  citados  artículos 
qoe  se  suponen  infringidos: 

Considerando  que  asimismo  no  se  infringen  en  la  sentencia  los  ar- 
tículos 1056,  1067  y  1068  del  Código  civil,  como  se  supone  en  el  tercero  y 
cuarto  motivos,  porque  ni  el  1066  ni  el  1068  tienen  aplicación  á  la  cues* 
tiÓB  litigiosa,  por  no  tratarse  en  ella  de  la  partición  hecha  por  el  padre,  ni 
del  cato  en  que  el  testador  nada  hubiera  dispuesto,  y  en  cuanto  al  dere- 
cho que  otorga  en  general  á  los  testadores  el  1067  para  encomendar  por 
actos  intervivos  ó  mortia  causa  la  simple  facultad  de  hacer  la  partición 
á  cualquiera  persona  que  no  sea  uno  de  los  coherederos,  en  nada  altera  ni 
modifica  el  derecho  de  los  herederos  legítimos  para  promover  el  juicio 
voluntario  de  testamentaría  en  la  forma  que  establece  la  ley  procesal,  sin 
que  pueda  sostenerse  que  dicho  art.  1057  ha  venido  á  perjudicar  los  dere- 
chos legitimarios  ni  á  derogar  el  precepto  de  nuestro  antiguo  derecho,  que 
ha  servido  de  fundamento  á  la  constante  jurisprudencia  de  este  Tribunal 
Supremo,  de  que  los  herederos  forzosos  han  de  recibir  su  legitima  libre  de 
todo  gravamen  y  condición: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  por  indebida  aplicar 
ción,  como  se  sostiene  en  el  quinto  y  último  motivo,  los  artículos  1088 
y  1039  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  en  el  primero  se  declara 
que  es  parte  legítima  para  promover  el  juicio  voluhtario  de  testamentaria 
cualquiera  de  los  herederos  testamentarios,  carácter  que  tienen  D.  José 
Leoncio  y  D.  José  Zubillaga,  que  han  promovido  el  de  su  padre  D.  Ma- 
nuel, y  no  se  hallan  comprendidos  en  la  excepción  del  1039  por  no  ser 
herederos  voluntarios  ni  legatarios  de  parte  alícuota,  sin  que,  como  queda 
demostrado  en  el  considerando  anterior,  estos  artículos  hayan  sufrido  ma* 
dificación  alguna  por  los  preceptos  del  Código  civil; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurs!» 
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de  cuación  por  infracdón  de  ley  interpaesto  por  D.  Antonio  Amiama  y 
Salaa,  á  qaien  condenamos  en  lae  coatat;  y  líbreee  á  la  Andiencia  de 
Pamplona  Ja  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta- 
miento que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  17  de  Octubre  de  1898,  é 
injerta  en  la  Oaceta  de  12  de  Diciembre  del  miamo  afio.) 
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GouPVTiNCiA  (18  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.— Pfl^o  de 
eanHdad.—Se  decide  á  favor  del  Juez  municipal  de  Deza  la  aostenida  con 
el  de  igual  daae  de  Oervera  de  la  Cañada,  en  juicio  verbal  promovido  ante 
¿ate  por  D.  Manuel  Carrera  Alonso  contra  D.  Pedro  Alverdi,  y  se  resuelve: 

(¿ite  conforme  á  la  regla  1,^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil^ 
et  Jf«esr  competente  en  primer  término  para  el  conocimiento  de  lae  accUmee 
pereonales  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación: 

Que  cuando  ea  conocido  el  lugar  en  que  un  contrato  debe  tener  ó  haya  te- 
nido efecto  para  alguna  de  las  obligaciones  que  entrafa,  hay  que  presumir 
legalmente  que  dÍMO  lugar  es  propio  para  exigir  el  cumplimiento  de  las  en 
que  no  esté  enepresamente  determinado  dónde  se  deba  satirfacer. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Octubre  de  1893,  en  la  inhibito- 
ria de  jurisdicción  pendiente  ante  Nos,  propuesta  por  elJuez  municipal 
de  Oervera  de  la  Oafiada  al  de  igual  clase  de  Deza,  en  el  conocimiento  del 
juicio  verbal  deducido  ante  el  último  por  D.  Manuel  Carrera  Alonso,  ve- 
cino de  Deaa,  contra  D.  Pedro  Alverdi  Martínez,  carpintero,  que  lo  es  de 
Oervera  de  la  Cafiada^  sobre  pago  de  cantidad  menor  de  250  pesetas;  no 
habiendo  comparecido  ante  este  Tribunal  Supremo  ninguna  de  las  partes: 

Besaitando  que  ante  el  Juzgado  mnnicipal  de  Dezá  dedujo  D.  Ma- 
nuel Carrera  Alonso  demanda  en  juicio  verbal  contra  D.  Pedro  Al- 
verdi sobre  pago  de  cantidad  menor  de  260  pesetas,  procedente  de  sa- 
mas cobradas  por  éste  en  Deza,  y  que  pertenecen  al  demandante,*  expo- 
niendo: que  en  1886  contrató  con  D.  Francisco  Lorenzo  la  fabricación  de 
unas  cubas,  poniendo  éste  los  trabajos,  hierro  y  madera  para  las  tempanas 
y  el  demandante  el  roble  necesario  y  la  manutención  de  los  operarios 
mientras  dnrasen  los  trabajos,  partiéndose  después  entre  ambos  el  pro- 
ducto de  la  venta  de  las  cubas,  cuyo  compromiso  no  pudo  cumplir  el  Lo- 
renzo y  le  aceptó  en  todas  sus  partes  D.  Pedro  Alverdi,  quien  con  sus 
operarios  confeccionó  en  Deza  las  cubas,  donde  fueron  vendidas  á  dife- 
rentes personas;  que  cobradas  algunas  de  ellas,  qaedaron  otras  sin  reali- 
sar, pero  D.  Pedro  Alverdi  las  hizo  efectivas  sin  díar  cuenta  á  su  consocio, 
el  demandante,  y  esta  es  la  causa  de  la  demanda: 

Resaltando  que  sefialado  día  para  la  celebración  del  juicio  y  citado  al 
efecto  el  demandado,  promovió  en  el  Juzgado  de  Oervera  de  la  Cafiada, 
donde  residía,  en  escrito  de  22  de  Julio  último  la  inhibitoria  de  jurisdic- 
ción, fundado  en  qae  era  vecino  de  dicho  punto,  en  que  el  contrato  se  ye- 
^^c^  en  Oervera  y  que  el  demandante  no  podía  probar  cosa  en  contrario, 
por  lo  que  el  Joez  competente  para  conocer  del  jaicio  era  e  de  Oervera  de 
la  Callada: 

Resaltando  que  oído  el  Fiscal  mnnicipal,  dicto  el  Jaez  de  esto  último 
imnto  anto  inhibitorio  el  mismo  día  22  de  Julio,  y  recibido  en  el  Juzgado 
de  Desa  el  oficio  oon  el  testimonio  correspondiente,  mandó  aquél  que  se 
oyese  al  demandante,  el  qae  en  escrito  de  24  de  Julio  impugnó  la  inhibí- 
cióii  requerida  por  el  Joea  de  Oervera,  alegando  en  apoyo  de  la  compe. 
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tencia  del  Juzgado  de  Desa  para  aegair  conociendo  de  la  demanda  dedq- 
cida:  qne  el  contrato  primitivo  fué  otorgado  en  Desa  con  D.  Francisco  Lo- 
renzo; qae  aceptado  en  todas  ana  partea  por  Alverdi,  ae  personó  en  dicho 
pnnto  con  sns  operarios  i  llevar  á  efecto  los  trabajos;  qne  terminados,  fue- 
ron vendidas  las  cobas  en  el  mismo  pnnto;  y  qne  las  cantidades  objeto  del 
juicio,  cobradas  por  Alverdi  sin  dar  cuenta  al  demandante,  tuvieron  lagar 
en  Deza,  donde  se  hicieron  pagarés  á  los  deudores  y  se  intentaron  contra 
ellos  por  Alverdi  algunos  juicios  verbales: 

Resultando  qne  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Fiscal,  dictó  anto 
el  Juez  de  Deza  en  26  del  mismo  Jnlio,  rechazando  la  inhibición  y  decla- 
rándose competente  para  seguir  conociendo  del  juicio  entablado;  y  ha- 
biendo insistido  el  Juez  de  Oervera  por  anto  de  28  de  Julio  en  su  compe- 
tencia, comunicándolo  así  al  de  Deza,  remitieron  ambos  sns  respecttyaa 
actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo,  y  se  sustanció  la  competencia  con 
arreglo  á  derecho,  oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Garnica: 

Considerando  qne  según  la  regla  1.»  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjoicla- 
miento  civil,  es  Juez  competente  en  primer  término  para  conocimiento  de 
las  acciones  personales,  el  del  lugar  en  qne  deba  cumplirse  la  obligación: 

Considerando  que  cuando  es  conocido  el  logar  en  qne  nn  contrato  debe 
tener  ó  haya  tenido  efecto  para  alguna  de  las  obligaciones  que  entrafia, 
hay  que  presumir  legalmente  qne  dicho  lugar  es  propio  para  exigir  el 
cnm pílenlo  de  las  demás  en  que  no  esté  expresamente  determinado  dón- 
de se  dtfban  satisfacer: 

Considerando  que  habiéndose  construido  y  vendido  por  Alyerdi  en 
Deza  las  cubas  de  cuyo  precio  le  reclama  ahora  Carrera  la  parte  qne  cree 
corres ponderle,  debe,  según  lo  expuesto,  estimarse  competente  al  Juez  de 
Deza  para  entender  en  ésta  que  se  presenta  como  obligación  correlativa 
de  nn  contrato,  que  en  lo  principal  se  consumó  en  dicho  lugar; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  de 
esta  demanda  corresponde  al  Juez  municipal  de  Deza,  al  que  se  remitan 
todas  las  actuaciones,  poniéndolo  en  conocimiento  del  de  igual  clase  de 
Cervera  de  la  Cafiada,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas.— (Sen- 
tencia publicada  el  18  de  Octnbre  de  1893,  é  inserta  en  la  Ghxeeta  de  28  de 
Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Rboitbso  db  casación  (19  de  Octubre  de  1898).-*-8ala  de  lo  cfyfl. — 
Nulidad  de  ciertas  ábligaciane$.'-Jiñ  lugar  al  interpuesto  por  Dofia  Caro* 
lina  Juncosa  en  autos  con  Dofia  Carmen  Petit  (Audiencia  de  Barcelona)» 
y  se  resuelve: 

Que  según  doctrina  constantemente  sancionada  por  el  Tribunal  Supremo, 
el  contrato  es  ley  para  los  contratantes,  y  sus  cláusulas  deben  entenderse  lisa 
y  llanamente  cwmdo  sus  palabras  son  claras  y  temmantes. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  Octnbre  de  1898,  en  los  antoa 
de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  la  Universidad  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Barcelona,  á  virtud  de  demanda  interpuesta  por  Don 
Jaime  Vives  y  Ros,  por  cuya  defoncfón,  durante  el  curso  del  procedimien- 
to, comparecieron  como  herederos  del  mismo  sn  viuda  Dofia  Carolina  Jon- 
eosa  y  Mestre,  por  si  y  en  representación  de  loe  hijoe  de  ambos  menocea 
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de  edad«  Dofia  Gannen  y  D.  Ricardo,  y  la  hija  también  de  dicho  matrímo- 
nio  Dofia  Dolores  Vivee  y  Juncosa,  mayor  de  edad,  vecinos  todos  de  aque- 
lla cindad,  sin  que  conste  ejerzan  profesión  ú  oficio,  y  por  D.  Modesto, 
D.  Joan,  D.  Alfonso,  D.  Narciso  y  Dofia  Mónica  Mari  y  Smith,  casada  ésta 
con  D.  Victoriano  Smith,  yecinos  ignal mente  de  Barcelona,  excepto  el  Don 
Modesto,  qae  lo  es  de  la  villa  de  Gracia,  éste  propietario,  y  del  comercio 
los  restantes,  en  concepto  á  su  vez  de  herederos  de  D.  Andrés  Mari  y 
Yalls,  contra  Dofia  Carmen  Petit  y  Coy  y  Dofia  Claadina,  D.  Joaquín  y 
J>.  José  Roviralta  y  Petit,  vecinos  asimismo  de  Barcelona  los  tres  prime- 
roa,  también  del  comercio  el  D.  Joaquín,  residente  en  esta  corte,  y  Proca* 
rador  electo  el  D.  José,  sin  que  conste  ejerzan  profesión  ú  oficio  las  Dofia 
Carmen  y  Dofia  Claudina,  viuda  la  primera,  é  hijos  los  otros  de  D.  José 
Boviralta  y  Colomer,  sobre  nulidad  de  ciertas  obligaciones  contraídas  en 
una  escritura  pública;  cuyos  autos  penden  ante  Nos  en  recurso  de  casa* 
don  interpuesto  por  los  mencionados  demandantes,  á  quienes  representa 
el  Procurador  D.  Federico  Grases  y  defiende  el  Letrado  D.'  Clemente  Do- 
mingo Mambrillo,  habiendo  comparecido  también  en  este  Tribunal  8a- 
premo  D.  José  Roviralta  y  Petit,  representado  por  el  Procurador  D.  Anto- 
nio Bendicho,  y  defendido  por  el  Licenciado  D.  Joaquín  María  López 
Paigcerver:  • 

Resultando  que  á  fin  de  llevar  á  cabo  la  oonducción  de  aguas  á  Saba- 
dell  para  el  abastecimiento  de  aquella  población,  adquirió  D.  Andrés  Mari 
y  Valls,  por  compra  á  D.  Pablo  Irart,  consignada  en  escritura  pública  de 
20  de  Septiembre  de  1872,  60  centavas  partes  de  varios  manantiales,  de 
los  que  en  otra  escritura,  fecha  29  de  Enero  de  1878,  cedió  20  á  D.  José 
Boviralta,  é  igual  participación  á  D.  Jaime  Vives,  con  varias  condiciones, 
entre  ellas,  las  de  que  cada  uno  había  de  desembolsar  por  terceras  partes 
las  cantidades  necesariaa  para  la  realización  de  la  mencionada  Empresa^ 
teniendo  en  cambio  el  derecho  de  percibir  en  la  misma  proporción  los  ré- 
ditos, beneficios  ylproductos,  quedando  á  cargo  de  Mari  la  dirección  de  les 
trabajos  y  obras;  y  de  Roviralta  el  de  llevar  la  contabilidad  del  negocio, 
valiéndose  de  los  libros  y  documentos  conducentes;  y  Vives  se  ocuparía 
como  auxiliar  de  ambos  en  todo  lo  que  se  ofreciera,  sometiéndose  las  da- 
das ó  diferencias  que  en  cualquier  tiempo  se  sascitaren  entre  las  partes 
acerca  de  la  inteligencia  y  cumplimiento  de  aquel  contrato,  así  como  en  lo 
relativo  al  objeto  é  incidencias  del  mismo,  al  juicio  de  amigables  compo- 
ioedores;  y  diciendo  la  cláusula  4>  de  la  propia  escritura  lo  siguiente:  cEn 
el  caso  del  fallecimiento  de  D.  Andrés  Mari,  pendiente  la  construcción  de 
las  obras«  deberán  sus  sucesores  nombrar,  de  acuerdo  con  los  Sres.  Rovi- 
ralta y  Vives,  á  ana  persona  para  que  le  sustitaya  en  la  dirección  expre- 
sada bajo  las  mismas  condiciones  estipuladas.  En  dicho  caso  de  falleci- 
miento del  expresado  Sr.  Mari,  ó  bien  en  el  de  cualquiera  de  los  Sres.  Ro^ 
viralta  y  Vives  antes  de  quedar  terminadas  dichas  obras,  siempre  y 
caaado  los  sacesores  del  premuerto  ó  premuertos  quisieren  separarse  del 
negocio,  deberá  él  ó  los  que  permanecieren  en  él  reintegrar  al  saliente  ó 
salientes  el  importe  de  los  desembolsos  que  hayan  hecho  sos  respectivos 
eaosantes  con  el  producto  de  las  primeras  plumas  de  agna  que  se  vendan, 
son  preatación  del  interés  anual  del  10  por  100  hasta  que  se  haya  efee- 
toado  dicho  reintegro»: 

Resaltando  que  el  afio  de  1882  fallecieron  primero  D.  Andrés  Mari  y 
loego  D.  José  Roviralta,  hallándose  aún  pendientes  las  obras  de  la  men- 
cionada empresa  de  abastecimiento  de  aguas  á  Sabadell,  sucediendo  á 
eqaél  sns  hijos  D.  Modesto,  D.  Juan,  D.  Alfonso,  D.  Narciso  y  Dofia  Mé- 
nica Mari  y  Smith,  y  al  segundo  sn  viuda  Dofia  Carmen  Petit  y  los  hijos 
de  ambos,  D.  José,  D.  Joaquín  y  Dofia  Claadina  Roviralta  y  Petit,  con 
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eoyo  motivo,  en  91  de  Marzo  del  mitino  aflo,  D.  Jaime  Vlvee,  por  mi  pro- 
pio derecho,  y  el  D.  Juan  Mari  por  sí  y  en  calidad  de  apoderado  de  an 
hermano  D.  Modeato  y  de  an  madre  Dofia  Dolores  Smith,  representante  la 
61  tima  de  los  otros  hermanos  del  D.  Juan,  menores  de  edad,  D.  Alfonso, 
D.  Narciso  y  Dofia  Mónica,  requirieron,  por  medio  de  acta  notarial,  á  la 
viada  é  hijos  de  D.  José  Roviralta  para  qae  en  el  enunciado  concepto  de 
Sttceaores  de  óste  manifestasen,  dentro  de  segando  día,  si  en  aso  del  dere- 
cho qae  les  daba  el  pacto  4.0  de  la  escritora  de  29  de  Enero  de  18^3  optu- 
han  por  continaar  en  la  citada  Empresa  ó  preferían  separarse  de  ella  en 
la  conformidad  estipulada  en  aquel  pacto,  abonando  en  el  primer  caso 
cierta  cantidad  qae  debían  hacer  efectiva,  y  entregando  en  el  segando  to- 
dos los  libros  de  contabilidad  y  documentos  concernientes  al  negocio,  á 
reserva  del  reembolso  del  capital  en  los  términos  en  el  propio  pacto  4«o 
establecidos;  á  lo  que  los  requeridos  contestaron  el  30  del  expresado  mes 
de  Marzo,  igai|lmente  por  medio  de  acta  notarial,  haciendo  constar,  entre 
otras  manifestaciones,  tener  ya  hecha  D.  Jaime  Vives  la  de  que  optaban 
por  separarse  de  la  Sociedad,  según  el  repetido  pacto;  é  instando  al  Don 
Jaime  y  á  los  herederos  de  D.  Andrés  Mari  para  practicar  inmediatamente 
la  liquidación  del  crédito  que  debían  abonar,  contestación  en  vista  de  la 
cnal  los  primeros  requirentes,  en  nueva  acta,  Consignaron  varios  partica- 
res,  siendo  uno  de  ellos  relativo  á  aceptar  la  resolución  de  la  viada  é  hijos 
de  Roviralta  en  calidad  de  herederos  de  éste  respecto  á  separarse,  como 
les  tenían  ya  por  separados  de  la  Empresa,  no  teniendo  reparo  en  que  se 
procediera  á  la  averiguación  del  importe  de  los  desembolsos  que  hubieran 
de  ser  reintegrados: 

Resaltando  que  en  el  requerimiento  de  que  últimamente  queda  hecho 
mérito,  insistieron  Vives  y  la  viuda  é  hijos  de  D.  José  Roviralta  en  recla- 
mar la  entrega  de  los  libros  y  documentos  de  contabilidad  á  que  no  se 
avenían  los  cansahabientes  de  D.  Andrés  Mari,  y  designaron  un  amigable 
componedor  para  que,  en  unión  del  que  á  su  vez  nombrasen  Dofia  Carmen 
Petít  é  hijos,  decidiera  én  conformidad  á  la  cláusula  6.*  de  la  escritura  de 
29  de  Enero  del  73  acerca  del  particular,  y  sobre  las  demás  diferenciat 
entre  las  partes;  pero  aun  cuando  los  repetidamente  dichos  Dofia  Carmen 
Petit  é  hijos,  en  un  acta  notarial,  no  realizaron  á  su  vez  la  designación  de 
amigable  componedor,  no  llegó  el  caso  de  dictar  lando  los  nombrados,  y 
en  tal  estado  el  asunto  se  formuló  la  demanda  de  autos  por  los  predichoa 
D.  Jaime  Vives  y  D.  Modesto,  D.  Juan,  D.  Alfonso,  D.  Narciso  y  Dofia  Mó- 
nica Mari  y  Smith,  con  fecha  13  de  Agosto  de  1888,  solicitando  se  decla- 
rase que  eran  nulas  y  no  podían  producir  efecto  algnno,  por  desaparición 
de  la  causa  que  las  motivó,  las  obligaciones  contraidas  en  la  escritura  de 
convenio  de  29  de  Enero  de  1873  por  D.  José  Royiralta,  D.  Jaime  Vives  f 
D.  Andrés  Mari,  debiendo,  en  consecuencia,  cada  ano  de  los  interesados 
en  la  empresa  ó  negocio  de  explotación  de  aguas  á  que  se  refería  dicha 
escritura,  percibir  so  respectivo  capital  á  prorrata  en  el  valor  que  tuvieran 
ó  se  obtuviese  de  las  pertenencias  de  la  misma  emptesa,  sin  perjuicio  de 
repartirse  también  en  igual  forma  el  sobrante,  si  le  hubiere,  coo  condena 
en  todas  las  costas  del  juicio  á  los  demandados  Dofia  Carmen  Petit  y  Don 
Joaquín,  Dofia  Claudina  y  D.  José  Roviralta  y  Petit,  pretensiones  qae  soa- 
tancialmente  vinieron  á  fundar  en  que,  no  obstante  el  tiempo  transcurrido 
y  los  considerables  desembolsos  realizados,  se  había  hecho  imposible  re- 
mover ios  obstáculos  insuperables  qae  impedían  en  absoluto  el  alumbra- 
miento "de  aguas  en  los  sitios  en  que  habían  de  obtenerse,  y  por  coosi- 
gniente,  faltaba  la  base  de  la  empresa  que  se  trató  de  realisar,  quedando 
ésta  por  completo  malograda,  á  pesar  de  lo  cnal  los  demandados  preten- 
dían cobrar  íntegramente  las  cantidades  en  ella  invertidas  por  su  cansante^ 
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-^eoB  más  los  intereBea  del  10  f>or  100  hasta  el  4ía  del  ]>Bgo,  bíb  advertir  ha- 
bía qoedado  de  todo  ponto  ineficaa  y  nulo  el  contrato  á  qae  ae  rcrferían, 
ora  por  haber  desaparecido  la  causa  que  lo  motivó,  ora  por  no  ser  lícito  á 
nadie  enriquecerse  á  costa  ajena,  como  sucedería  si  los  herederos  de  Ro> 
TÍralta  pudieran  separarse  de  un  negocio  fracasado,  endosando  á  los  demás 
Interesados  las  graves  pérdidas  sufridas  en  el  mismo,  y  reintegrarse  de 
su  capital,  ya  sin  quebranto  alguno,  sino  hasta  en  el  lucro  de  intereses  al 
crecido  tipo  del  10  por  100:    . 

/  Resultando  que  los  demandados  contestaron  y  formularon  reconven- 
ción deduciendo  las  peticiones  de  que,  absolviéndoles  de  la  demanda,  se 
declaraaen  perfectamente  válidas  las  obligaciones  emanadas  de  ¡a  escritura 
■oeial  de  29  de  Enero  de  1873  con  dichos  demandados  contraídas  por  los 
demandantes  desde  el  momento  de  la  separación  de  aquéllos,  manifestando 
clara  y  terminantemente  en  las  contestaciones  á  los  requerimientos,  que 
en  1882  les  dirigieron  dichas  demandantes  por  haberlo  sido  en  fuerza  de 
lo  pactado  en  la  escritura  social,  y  por  causa  anterior  subsiste  todavía, 
debiendo  llevarse  á  cumplimiento  lo  previsto  en  el  pacto  cuarto  de  la  ci- 
tada escritura  para  el  caso  de  que  alguno  de  los  sucesores  de  los  que  cons- 
tituyeron la  Sociedad  se  separase  de  la  misma,  como  efectivamente  se 
habían  separado  los  referidos  demandados,  y  que  se  condenara  á  los  acto- 
ras  al  reintegro  á  los  propios  demandados,  en  cumplimiento  de  lo  conve- 
nido en  tal  pacto,  del  importe  de  los  desembolsos  hechos  por  su  causante 
D.  José  Roviralta  oon  el  producto  de  las  primeras  plumas  de  agaas  que 
hubieran  vendido  ó  vendiesen  en  lo  sucesivo,  con  prestación  del  interés 
anual  del  10  por  100  de  dicha  csntidad  desde  la  fecha  en  que  declararon 
separarse  hasta  que  se  efectuase  el  enunciado  reintegro,  todo  ello  con  las 
costas  del  pleito,  para  lo  cual  sostuvieron  en  resumen,  con  detallada  alega- 
ción de  antecedentes  y  de  las  demás  consideraciones  á  su  entender  opor- 
tunas, estaban  separados  de  la  Sociedad  desde  el  aflo  de  1882,  continuán- 
dola D.  Jaime  Vives  y  los  herederos  de  D.  Andrés  Mari,  sin  que  desde 
aquella  época  tuviesen  en  la  misma  Sociedad  intervención  alguna,  igno- 
rando.  en  su  consecuencia,  el  estado  de  los  negocios  de  ella  ni  tuviesen 
derecho  á  intervenir  en  sus  destinos  ni  averiguar  si  debía  ó  no  continuar 
su  cometido,  pero  fundado  el  que  les  asistía  en  la  escritura  social  de  29  de 
Enero  de  1873,  no  podían  consentir  se  declarasen  nulas  las  obligaciones 
de  éste  emanadas  y  contraídas  por  D.  Jaime  Vives  y  los  herederos  de  Don 
Andrés  Mari  con  los  demandados  desde  1882,  en  cuya  época,  según  elo- 
cuentemente demostraban  los  requerimientos  de  su  razón,  no  consideraban 
aquéllos  viciado  de  nulidad  el  contrato,  no  habiendo  tampoco  venido  á  vi- 
dar  ningún  hecho  posterior,  en  cuanto  era  causa  y  fundamento  de  los  de- 
rechos de  los  que  alegaban,  y  debiendo,  por  consiguiente,  Vivea  y  los  hc- 
lederos  de  D.  Andrés  Mari  abonarles,  con  arreglo  al  pacto  cuarto,  los  des- 
embolsos hechos  por  D.  José  Roviralta  con  el  interéa  del  10  por  100  tam- 
bién eatipulado: 

Reaultando  que  én  la  réplica,  loa  actorea,  viniendo  á  reproducir  los 
hechoa  y  fundamentoa  de  derecho  que  tenían  expueatoa,  y  oponiéndose  á 
la  reconvención,  pretendiendo  ae  fallara  el  pleito  de  conformidad  á  lo  ao- 
licitado  en  la  demanda,  entendiéndoae  adicionada  éata  con  la  aolicitnd 
sobsidiaria  de  que  en  el  inesperado  caso  de  no  declararse  nulas  las  obli- 
gaciones contraídas  en  la  escritura  de  29  de  Enero  de  1878,  en  el  concepto 
de  tener  la  misma  el  carácter  de  verdadera  Sociedad,  se  declarara  diaaelta 
y  en  catado  de  liquidación  dicha  Sociedad  deade  el  mea  de  Enero  de  1882, 
en  que  fallecieron  D.  Andrea  Mari  y  D.  Joaé  Roviralta,  abaol viéndoles  en 
todo  caao  de  la  reconvención  con  laa  ooataa  á  la  parte  contraria:  la  que  á 
Mú  ves  doplicando,  xepiodojo  también  sos  solicitudes  y  alegaciones^  y  adi- 
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donó  éstas  sin  modificar  suatancial  mente  a^  aentido,  practicando  ana  t* 
otra  parte  prueba  de  docnmentoa,  poBÍciones  y  tesügoa: 

Resaltando  qae  continaada  la  demás  tramitación  del  pleito  en  dos  ins- 
tancias, iiabiendo  fallecido  D.  Jaime  Vives  7  comparecido  por  ello  sos  he- 
rederos, la  Sala  seganda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  por  sen- 
tencia de  17  de  Noviembre  de  1892,  falló  que  debía  confirmar  y  confir- 
maba con  las  costas  de  aquella  instancia  la  del  Joei  de  la  Universidad,, 
absolviendo  en  au  virtnd  á  Doña  Carmen  Petit  y  Coy,  viuda  de  Roviralta, 
y  D.  Joaquín,  D.  José  y  Dofia  Claadioa  Roviralta  y  Petit,  suceeorea 
de  su  respectivo  esposo  y  padre  de  D.  José  Boviralta  y  Colomer  dé- 
la demanda  contra  ellos  formulada  por  D.  Modesto,  D.  Juan,  D.  Al- 
fonso, D.  Narciso  y  Dofia  Mónica  Mari  y  Smith,  y  pot  D.  Jaime  Vive» 
y  Ros,  declarando  que  las  obligaciones  emanadas  de  la  escritura  de  29  de 
Enero  de  1878,  que  tienen  contraídaa  los  actores  con  los  demandados  desde^ 
la  separación  de  éstos,  son  válidas  por  haber  sido  contraídas  en  f  aeraa  de 
lo  pactado  en  dicha  escritura,  debiendo  en  su  consecuencia  llevarse  á  cam- 
plimiento  lo  previsto  en  el  pacto  4.^  de  la  misma,  declarando  también  ha- 
ber lugar  á  la  reconvención  propueeta  y  condenando  á  dichos  D.  Modesto, 
D.  Juan,  P.  Alfonso,  D.  Narciso  y  Dofia  Mónica  Mari  y  8mith,  y  D.  Jaime 
Vives  y  Ros,  hoy  sus  herederos,  á  que  reintegren  á  los  propios  demanda* 
dos,  Dofia  Carmen  Petit  y  Coy  y  D.  Joaquín,  D.  José  y  Dofia  Clandina  Bo- 
viralta y  Petít,  el  importe  de  los  desembolsos  hechos  por  su  causante  Doa 
José  Roviralta  con  el  producto  de  las  primeras  plumas  de  agua  que  haya- 
vendido  ó  venda  en  lo  sucesivo,  con  prestación  del  interés  ai\uai  del  10 
por  100  de  dicha  cantidad  desde  la  fecha  en  que  los  demandados  declara- 
ron separarse  hasta  que  se  haya  verificado  dicho  reintegro,  cuya  senten- 
cia se  aclaró  por  auto  de  29  de  los  citados  mes  y  afio  en  el  sentido  de  que 
la  condena  impuesta  á  los  demandantes  de  reintegrar  á  los  demandado» 
del  importe  de  los  desembolsos  hechos  por  su  causante  D.  José  Roviralta, 
debe  entenderse  con  el  producto  de  las  primeras  plumas  de  agua  que  se 
hayan  vendido  con  posterioridad  al  otorgamiento  de  la  escritura  de  29  de 
Enero  de  1873,  ó  que  se  vendan  en  lo  aucesivo: 

Resultando  que  Dofia  Carolina  Juncosa  Mestre,  viuda  de  D.  Jaime  Vi- 
ves y  Ros,  por  si  y  en  representación  de  los  hijos  de  ambos,  menores  de 
edad,  Dofia  Carmen  y  D.  Ricardo  Vives  y  Juncosa  y  Dofia  Dolores  Vives 
y  Juncosa,  hifa  también  de  los  mencionados  Dofia  Carolina  y  D.  Jaime, 
herederos  todos  de  este  último,  y  D.  Juan,  D.  Modesto,  D.  Narciso,  D.  Al- 
fonso y  Dofia  Mónica  Mari  y  Smith,  herederos  á  su  ves  de  D.  Andrés  Mari 
y  Valls,  ha  interpuesto,  con  depósito  de  1.000  pesetas,  recurso  de  caaación, 
como  comprendido  en  el  núm.  1.®  del  art.  1692  de  ia  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  por  haberse  infringido  á  su  entender: 

Primero.  El  principio  de  derecho  yoda  sufU  servando,  y  la  doctrina 
sancionada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  SO  de  Diciembre 
de  1880,  9  de  Noviembre  del  84  y  otras,  según  las  que  el  contrato  es  ley 
para  los  contratantes  y  sus  oauaahabientes,  en  cuanto 'en  el  fallo  recurrido 
ia  Sala  sentenciadora,  ál  ordenar  se  reintegre  á  loe  menores  de  Roviralta 
el  importe  del  capital  desembolsado  por  su  causante  en  las  primeras  plu- 
mas de  agua  que  se  hubiesen  vendido  con  posterioridad  á  la  escritura  de 
29  de  Enero  de  1873,  prescinde  de  lo  convenido  clara  y  terminantemente 
en  el  pacto  4.o  de  la  misma;  á  tenor  del  cual,  dicho  reintegro  ha  de  verifi- 
carse tan  sólo  con  el  producto  de  las  primeras  plumea  de  agua  vendida» 
con  posterioridad  al  fallecimiento  de  cualquiera  de  los  tres  interesados  en 
aquélla  y  la  consiguiente  separación  del  negocio  por  sus  herederos;  época 
ó  extremo  relativo  al  tiempo  de  que  como  único  se  hace  mención  en  el 
pacto  aludido,  y  á  la  que  hay  que  referir  por  tanto  d  eoncepto  dejpristdr 
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ras  phtmai  q^fi  n  ífendan,  empleado  para  designar  loa  productos  qae  á  tai 
reintegro  han  de  deatinane: 

Segundo.  La  doclrina  sancionada  en  sentencias,  entre  otras,  de  22  de 
Abril  de  1876,  27  de  Febrero  y  26  de  Octubre  del  78,  13  de  Diciembre 
del  82, 20  de  Febrero  del  84, 21  de  Enero  del  86, 15  del  propio  mes  del  76, 
80  de  Junio  del  90  y  9  de  Marzo  del  92,  á  tenor  de  las  que  las  cláusulas- 
da  nn  contrato  han  de  interpretarse  según  su  naturaleza  y  genuino  con- 
texto, conforme  á  los  términos  del  documento  en  que  se  hallan  consigna- 
das, y  cuando  las  palabras  que  en  ellos  se  emplean  son  claras  y  terminan- 
tes, deben  entenderse  lisa  y  llanamente  como  suenan,  ain  ampliarlas  á  ca- 
aos y  cosas  que  no  se  hayan  estipulado;  puea  diciendo  el  pacto  cuarto  men- 
cionado que  se  reintegrarán  los  desembolsos  á  que  alude  con  el  producto 
de  las  plumas  de  agua  que  $e  vendan,  al  hacerlo  extensivo  la  Sala  senten- 
ciadora al  producto  de  las  plumas  de  agua  que  se  hubiesen  vendido,  pres- 
cinde del  sentido  liso  y  llano  de  las  palabras  del  citado  pacto  y  acude  á. 
interpretación  inneceaatia,  ampliando  el  alcance  del  mismo,  con  manifiesta 
infracción  de  lo  estipulado: 

Tercero.  La  jurisprudencia  establecida  en  aentencias  de  20  de  Enero 
de  1871,  8  de  Diciembre  del  76,  80  de  Junio  del  90  y  varias  más,  con  arre- 
glo á  la  cual,  los  actos  de  laa  partes  contratantes  explican  la  intención  de 
las  mismas,  y  determinan  el  valor  y  eficacia  de  las  obligaciones  contrai- 
das; porque  aplicando  definitivamente,  de  acuerdo  de  todos  los  contratan- 
tes j  el  producto  de  las  plumas  de  agua  que  se  vendieron  con  anterioridad 
al  fallecimiento  de  D.  José  Roviraita,  aparece  indudable  quedó  aquél  fuera 
del  alcance  de  lo  estipulado  en  el  referido  pacto  cuarto  por  voluntad  y  acto 
expreso  de  los  interesados;  interpretación  que  resulta  contrariada  en  el 
fallo  recurrido; 

Y  cuarto.  Las  leyes  88,  párrafo  dieciocho  y  noventa  y  nueve  im  prius 
del  Digesto  de  verbarum  obligaiionibu»;  el  axioma  de  derecho  Bempet  in  o&s- 
^«ns— así  dice— giiod  mínimum  esí  sequiiur,  sancionado  por  la  sentencia,  á 
más  de  otras,  de  28  de  Diciembre  de  1864,  según  la  que,  en  caso  de 
duda,  una  cláusula  debe  interpretarse  en  favor  del  que  ha  contraído  la 
obligación;  en  el  concepto  de  que  aun  en  el  negado  supuesto  de  haber  os- 
curidad en  la  redacción  del  repetido  pacto  cuarto  de  la  ^escritura  de  29  de 
Enero  del  78,  sería  menos  oneroso  para  los  obligados  recurrentes  referir 
el  producto  de  las  primeras  plumas  de  agua  con  que  ha  de  verificarse  el 
reintegro  á  ios  sucesores  de  Roviraita,  á  las  que  se  vendan  con  posteriori- 
dad á  la  fecha  de  la  separación  de  los  mismos  que  á  la  del  otorgamiento 
del  contrato;  habiéndolo  resuelto  de  otro  modo  la  Sala  aentenciadora. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Garnica: 
Oonsiderándo  que  el  contrato  es  ley  para  los  contratantes,  y  que  sua 
cláusulas  deben  entenderse  lisa  y  llanamente  cuando  sua  palabras  son  cla- 
ras y  terminantes;  doctrina  constantemente  sancionada  por  este  Tribunal 
y  especialmente  en  las  sentencias  invocadas  en  los  motivos  primero  y  se- 
gundo, excepto  las  citadas  con  las  fechas  de  9  de  Noviembre  de  1884,  21 
de  Enero  de  1886  y  16  de  Enero  de  1876,  que  no  existen  ó  no  son  aplica- 
bles al  caso: 

Considerando  que  las  palabras  de  la  cláusula  4.»  de  la  escritura  de  29 
de  Enero  de  1878,  €siempre  y  cuando  los  sucesores  del  premuerto  ó  pre- 
muertos  quisieren  separarse  del  negocio,  deberá  él  ó  los  que  permaoeoie- 
len  en  él  reintegrar  al  saliente  ó  salientes  el  importe  de  los  desembolsos  que 
hayan  hecho  vom  respectivos  causantes,  con  el  producto  de  las  primeras 
plnoMS  de  agua  que  se  vendan»,  excluyen  en  au  sentido  natural  la  inter- 
pretación que  les  ha  dado  la  Sala,  de  que  debe  aplicarse  á  tal  reintegro,  na 
atílo  el  producto  de  las  aguas  que  se  vendan  después  de  la  manifestación 
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de  querer  apartarse  de  la  Sociedad,  tino  el  de  las  que  ae  hallan  vendido  an- 
tea de  hacerse  y  de  haberse  podido  hacerla  expresada  manifestación: 

Oonsiderando  qne,  por  lo  expaeeto,  la  sentencia  recurrida,  al  condenar 
á  los  sucesores  de  Vives  y  Mari  á  reintegrar  ¿  los  de  Royiralta  los  desem- 
bolsos hechos  por  éste  con  los  productos  de  las  primeras  plumas  de  agua 
que  se  hayan  vendido  con  poaterioridad  al  otorgamiento  de  la  escritura  de 
"29  de  Enero  de  1878,  según  expresamente  se  consigna  en  el  auto  aclarato- 
rio,  infringe  la  doctrina  legal  invocada  en  loa  motivos  primero  y  segundo 
del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso  d» 
casación  interpuesto  por  Dofia  Carolina  Juncosa  y  Mestre  y  demás  recu- 
rrentes de  que  queda  hecho  mérito,  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anu- 
lamos la  sentencia  dictada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
territorial  de  Barcelona  en  17  de  Noviembre  de  1893,  y  el  auto  aclaratorio 
de  la  misma  de  29  de  los  propios  mes  y  afio,  en  el  extremo  á  que  se  refiere 
dicho  recurso,  ó  sea  en  cuanto  estimando  la  reconvención  se  condenara  á 
D.  Modesto,  D.  Juan,  D.  Alfonso,  D.  Narciso  y  Dofia  Mónica  Mari  y  Smiih 
y  D,  Jaime  Vives  y  Ros,  hoy  sus  herederos,  á  que  reintegren  á  Dofia  Car- 
men Petit  y  Coy  y  D.  Joaquín,  D.  José  y  Dofia,  Claudia  Roviralta  y  Petit 
el  importe  de  los  desembolsos  hechos  por  su  causante  D.  José  Roviralta 
con  el  producto  de  las  primeras  plumas  de  agua  que  se  hayan  vendido  con 
posterioridad  al  otorgamiento  de  la  escritura  de  29  de  Enero  de  1878;  y 
devuélvase  el  depósito  constituido. — (Sentencia  publicada  el  19  de  Octubre 
de  1898,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  12  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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Rboubso  dr  oasaciók  (20  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.— 
Pago  de  cantidad.— Ha,  logar  al  interpuesto  por  D.  Felipe  de  Vilches  en 
autos  con  D.  Juan  María  Iiópez  Sánchez  (Audiencia  de  Granada),  y  se  rs- 
«nelve: 

Que  en  el  contrato  de  Sociedad,  cada  uno  de  los  socios  es  deudor  á  ésfa  de 
lo  que  prometió  aportar,  y  en  el  caso  de  no  satisfacerse  su  importe  en  el  tiempo 
y  forma  establecidos  en  el  contrato,  es  exigible  dicha  obligaMn. 

Que  en  las  Sociedades  anónimas^  los  individuos  de  la  junta  directiva  han 
4e  ser  considerados  como  mandatarios  de  la  Gompttñia,  y  en  este  concepto,  y 
mientras  obran  depuro  de  las  condiciones  del  mandato,  no  están  sujetos  á  res- 
ponsabilidad alguna,  teniéndola  sólo  si  por  actos  contrarios  á  la  ley  ó  al  pacto 
social  irrogasen  perjuicios. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Octubre  de  1898,  en  el  pleito 
«eguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Almería  y  en  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Granada  por  D.  Felipe  de  Vilches  Gómez,  como 
Presidente  de  la.  Sociedad  constructora  de  la  plaza  de  toros  de  Almería, 
con  D.  Juan  María  López  Sánchez,  ambos  propietarios  y  vecinos  de  dichm 
ciudad  de  Almería,  sobre  pago  del  importe  de  unos  dividendos  pasivos, 
y  por  vía  de  reconvención  sobre  rescisión  del  contrato  de  Sociedad  y 
devolución  del  capital  entregado;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recnreo 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  la  Sociedad  demandante, 
y  en  su  nombre  su  Presidente  D.  Felipe  de  Vilches,  representado  por  el 
Procurador  D.  Manuel  Martín  Vefia,  h«jo  la  dirección  del  Letrado  Don 
Franciaco  Silvela,  habiéndolo  estado  la  parte  recurrida  por  el  Procurador 
D.  Carlos  de  Santiago  y  el  Letrado  D.  Sixto  Pérea  Cidvo: 
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Besaltando  qae  proyectada  por  varioa  la  conatítación  de  nna  Soeledad 
-por  aedonea  para  la  coDstracción  de  una  plaaa  de  toros  en  Almería,  y 
anscritaa  las  819  acciones  de  á  500  pesetas  que  habían  de  formar  sn  capi- 
tal, se  celebró  ana  Junta  de  accionistas  en  aquella  cindad  en  16  de  JuU» 
dé  1887,  en  la  qae  se  aprobó  el  proyecto  de  constitación  de  la  Sociedad 
bajo  las  sigaientes  clánsalas,  entre  otras:  primera,  qae  se  constitoía  nna 
Sociedad  civil  con  domicilio  en  Almería,  cayo  objeto  era  la  construcción 
y  explotación  ó  disfrute  de  una  plaza  de  toros  en  aquella  cindad,  con  xm 
capitial  de  159.500  pesetas,  representado  por  819  acciones  de  500  cada  ona, 
«portado  por  los  qae  se  citaban  y  en  la  proporción  qne  también  se  fijaba; 
tercera,  que  el  gobierno  y  administración  de  la  Sociedad  se  ejercería  por 
la  Jnnta  general  de  accionistas,  ana  Janta  directiva  y  una  Comisión  ejecti> 
tiva  encargada,  mientras  durasen  las  obras,  de  sn  inspección;  cnarta,  que 
las  bases  que  se  establecían  para  dicho  répimen  y  gobierno  no  podían  ser 
modificadas  ni  derogadas  sino  en  junta  general  y  por  mayoría  absoluta  de 
acciones  y  accionistas,  sin  embargo  de  lo  cual  para  variar  el  objeto  de  la 
Sociedad  Sería  necesaria  la  unanimidad,  cuyas  bases  se  proclamaban  por 
ley  ineludible  de  la  Oompafiía,  que  en  su  defecto,  y  para  casos  no  previa- 
tos,  se  regiría  por  las  leyes  civiles;  sexta,  que  los  socios  estaban  obligados 
-á  pftgar  sus  acciones  en  diea  mensualidades  de  á  60  pesetas  cada  nna,  qae 
principiarían  en  Agosto  de  aquel  afio  y  terminarían  en  Mayo  del  88, 
aiendo  exigible  el  pago  de  cada  dividendo  ejecutivamente  al  signiente 
mes  de  su  reparto,  y  pudiéndose  caducar  las  acciones  por  insolvencia  del 
deodor  ó  en  caso  de  oponerse  á  la  ejecución;  séptima,  que  todo  socio 
•quedaba  sometido  á  aquellos  estatutos  y  á  los  acuerdos  de  las  juntas  ge- 
nerales promulgadas  por  la  base  4.^,  por  lo  cual  no  podía  ir  ni  reclamar 
contra  ellos  en  ningún  tiempo  ni  caso,  ni  ser  oído  ante  los  Tribunales,  á 
no  ser  qae  hubiera  protestado  de  algúo  acuerdo  de  la  jauta  general  como 
eontrario  á  las  mencionadas  cláusulas;  décimaoctava,  que  las  juntas  gene- 
rales serían  ordinarias  y  extraordinarias,  reuniéndose  las  primeras  todoe 
los  afioa  en  los  quince  últimos  días  de  Septiembre,  y  en  ellas  se  tratarla 
de  la  aprobación  de  cuentas  que  rindiera  la  directiva,  repartos  activos  á 
los  socios  y  forma  de  aprovechamiento  ó  explotación  de  la  plaza;  elegirían 
nneve  individuos  para  componer  dicha  Junta  directiva,  y  tratarífa  y  resol- 
vería sobre  los  demás  asuntos  que  pudieran  interesar  á  la  Sociedad  pro- 
puestos por  la  directiva  ó  por  los  accionistas;  debiéndose  considerar  cons- 
tituidas las  juntas,  cualquiera  que  fuera  el  número  de  los  concurrentes,  j 
eos  acuerdos  serían  firmes  y  valederos  por  la  votación  de  la  mayoría 
de  acdones  qae  representasen  los  que  hubieran  concurrido;  décimano- 
vena,  qae  las  juntas  generales  extraordinarias  sé  celebrarían  para  an 
objeto  determinado  y  mediante  convocatoria  especial,  por  lo  que  nnncil 
podría  tratarse  en  ellas  de  otro  distinto  al  anunciado  en  la  citación,  en 
cayas  jnntks  habría  de  concurrir  la  mayoría  absoluta  de  acciones  y  ac?io- 
nistas  para  tomar  acuerdo,  y  cuaodo  no  hubiese  podido  celebrarse  por 
falta  de  concurrencia,  haciéndolo  constar  en  el  acta  si  el  asunto  merecier» 
importancia  á  juicio  de  la  directii^a,  podría  hacerse  nueva  convocatoria 
ron  intervalo  de  diez  días,  y  ya  en  ella  podría  tomarse  acuerdo  por  mayo- 
ría de  laa  acciones  que  concurrieran;  y  vigésima  primera,  que  la  Junta 
directiva  tendría  como  atribuciones:  acordar  los  dividendos  pasivos  dwtro 
del  máximun  de  50  pesetas  mensuales  por  cada  acción;  autorizar  al  Presi* 
dente  para  que  estableciera  los  procedimientos  judiciales  contra  los  moro- 
«or,  caducar  las  acciones  conforme  á  la  base  6>;  aprobar  los  presupnestoe, 
platoos  y  pliegos  de  condiciones  para  las  subastas  y  presidir  éstas  y  adju- 
dicar los  remates;  habiéodose  acordado  además  eo  esta  junta  algunas  die- 
posiciones  transitorias,  entre  ellas  qae  la  primera  junta  general  que  ae 
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«elebraie  lo  terüi  en  1a  fegonda  qaincenA  de  Septiembre  de  1S88;  qoe  lo» 
cargos  de  la  directiva  y  Comisión  «e  ejercerían  por  loa  qoe  serian  desde 
Inego  nombrados,  hasta  qae  en  dicha  primera  janta  general  se  diera  pose- 
sión á  ias  personas  que  se  eligieran  para  sostitoirles;  y  qae  se  otorgarla 
por  los  individuos  que  resaltaran  elegidos  para  la  directiva  la  corespon- 
diente  escritura  pública  que  constituiría  la  ley  de  la  Sociedad;  y  aprobado 
si  proyecto  de  Sociedad  por  todos  los  concurrentes  á  dicha  junta  bajo  las  - 
bases  consignadas,  se  procedió  en  el  mismo  acto  al  nombramiento  de  la 
directiva,  siendo  elegido  Presidente  D.  Felipe  de  Vilches;  se  hizo  constar 
que  D.  Caralampio  Ayuso,  vocal  nombrado  para  la  citada  Junta  directivas- 
ponía  desde  luego  á  disposición  de  la  empresa  gratuitamente  el  estadio  y 
proyecto  que  tenia  para  la  construcción  de  la  plaza  de  toros  que  en  otro  ^ 
tiempo  se  pensó  edificar,  acordándose  un  voto  de  gracias  á  Ayuso  por 
aqnel  acto  de  generoso  desprendimiento;  se  dio  cuenta  asimismo  de  las 
gestiones  y  cálculos  hechos  para  el  objeto  de  la  Sociedad,  informando  el 
Arquitecto,  y  se  acordó  por  unanimidad  dejar  á  la  iniciativa  de  la  Junta 
directiva  todo  cuanto  considerase  necesario  para  la  realisación,  dándola 
nn  amplio  voto  de  gracias  en  la  adquisición  del  solar,  construcción  de  la 
plasa  y  todas  las  cuestiones  no  previstas  en  las  bases  aprobadas;  y  por 
último,  se  acordó  también  por  unanimidad,  que  extendida  el  acta  de  aque- 
lla sesión  y  firmada  por  los  que  componían  la  Junta  directiva,  se  invitara 
á  todos  los  accionistas  concurrentes  ó  no  para  que  la  autoriaaran  en  justi- 
ficación de  su  adhesión  á  los  acuerdos  en  ella  tomados,  y  hecho  así,  se 
procediera  por  la  propia  Junta  directiva  al  otorgamiento  de  la  escritura  de 
constitución; 

Resultando  que  D.  Juan  María  López  Sánchez,  suscritor  de  10  acciones,, 
que  no  concorrió  á  la  junta  referida  por  hallarse  ausente,  la  autorizó  des- 
pués con  su  firma,  y  en  22  del  mismo  mes  de  Julio  de  1887,  los  indivi- 
duos que  formaban  la  Junta  directiva  otorgaron  en  dicha  ciudad  de  Alme- 
ría la  escritura  de  constitución  de  la  Sociedad,  bajo  las  mismas  cláusulas 
y  condiciones  del  proyecto  relacionado: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  fSociedad,  D.  Felipe  Vilches,  por 
circular  de  2  de  Julio  de  1888,  convocó  á  los  socios  ó  accionistas  de  la  mis- 
ma á  junta  general  extraordinaria  para  el  día  15  de  aquel  mes,  á  fin  de  - 
darles  conocimiento  del  estado  de  las  obras,  y  de  las  cantidades  invertidas 
en  ellas,  y  de  acordar  lo  que  se  estimase  necesario  é  indispensable  para  su 
completa  terminación,  puesto  que  á  la  junta  que  habíi^  debido  celebrarse 
el  día  anterior  no  había  concurrido  la  mayoría  absoluta  de  acciones  y  accio- 
nistas; en  cuya  junta  general  extraordinaria,  celebrada  en  el  día  sefialado 
eon  la  concurrencia  de  31  accionistas,  entre  los  que  no  figura  López  San- 
ehes,  hizo  presente  la  directiva  las  razones  que  había  tenido  para  haber  va- 
riado el  proyecto  regalado  por  D.  Caralampio  Ayuso,  de  una  plaza  de  mant- 
poetería  y  madera  para  6.000  espectadores,  por  la  de  hierro  y  mamposteria 
para  9.000,  que  se  había  construido,  á  cuyo  fin  no  habían  vacilado  los  in- 
dividuos de  aquella  junta  en  usar  de  la  autorización  que  les  dio  la  Socie- 
dad con  el  voto  de  confianza,  siendo  la  situación  económica  .un  déficit  de 
125.000  pesetas  anticipadas  por  los  individuos  de  la  misma  Junta  direc- 
tiva; quedando  acordado  por  unanimidad,  entre  otros  extremos,  nn  voto 
de  gracias  á  dicha  Junta  y  Arquitectos  directores  de  Iss  obrss,  por  lo  bien 
qne  habían  sabido  corresponder  á  la  misión  que  les  había  sido  confiada; 
confirmar  y  ratificar  el  amplio  voto  de  confianza  otorgado  á  la  Junta  di- 
rectiva en  la  primera  sesión  que  celebró  la  Sociedad;  y  autorizar  y  facul- 
tar á  dicha  Junta,  como  consecuencia  de  la  ratificación  del  amplio  voto  de 
oonfianaa  otorgado,  para  qoe  hiciera  cnanto  estimase  necesario  basta  la 
completa  terminación  de  Umi  obras,  y  luego  qne  se  conociera  con  precisión 
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la  verdadera  denda  de  la  Sociedad,  estudiara  y  realisara  el  medio  de  sal- 
darla en  la  forma  y  térmiooe  que  estimase  más  conveniente  y  adecaada: 

Resultando  que  en  21  de  Octubre  siguiente  se  convocó  á  los  socios  á 
junta  general  ordinaria  para  el  día  26,  á  fin  de  tratar  y  resolver  sobre  to- 
dos los  asuntos  que  interesaban  á  la  Compafiía,  poesto  que  sé  había  ter- 
minado por  los  Arquitectos  directores  de  la  obra  la  liquidación  general;  y 
en  esta  nueva  junta,  á  la  que  tampoco  concurrió  López  Sánchez,  después 
^e  precederse  á  nueva  elección  de  Junta  directiva,  siendo  elegido  de  nuevo 
Presidente  D.  Felipe  Vilches,  se  aprobaron  las  cnentas  y  liquidación  ge- 
neral de  las  obras  presentadas,  se  dio  un  voto  de  gracias  á  la  Junta  sa- 
liente por  el  desprendimiento  de  que  había  dado  tantas  pruebas,  compro- 
metiendo su  crédito  peraonal  para  la  terminación  de  las  obras,  y  se  auto- 
rizó á  la  Junta  entrante  para  que  arbitrase  los  medios  necesarios  al  rápido 
-pago  de  laa  169.872  pesetas  69  céntimos,  que  debía  la  Sociedad,  asi  como 
pare  girar  un  reparto  mensual  de  10  pesetas  por  acción  hasta  extinguir 
totalmente  la  deuda,  considerándose  los  socios  obligados  al  pago  con  la 
misma  extensión  que  marcaba  la  escritura  social: 

Kesnltando  que  en  5  de  Enero  de  1889  incoó  diligencias  el  Presidente 
de  la  Sociedad  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  aquella  dudad  do 
Almería,  con  el  fin  de  preparar  la  acción  ejecutiva  contra  López  Sánchez, 
que  no  había  satisfecho  de  sus  10  acciones  más  que  la  cantidad  de  1.000 
pesetas  por  los  dividendos  correspondientes  á  los  meses  de  Agosto  y  Sep- 
^embre  de  1887,  y  en  9  del  mismo  mes  el  susodicho  López  Sánchez  hizo 
aaber  al  Presidente  de  la  Sociedad,  por  acta  notarial,  que  conforme  le  tenía 
«  verbalmente  dicho,  así  como  á  otros  individuos  de  la  Junta  directiva,  se 
había  separado  en  absoluto  de  la  Sociedad  y  no  qneria  se  le  consideraoo 
eomo  socio,  porque  si  bien  firmó  el  acta  de  la  primera  jauta  en  que  aqué- 
lla se  constituyó,  habían  dejado  de  cumplirse  las  condiciones  bajo  las  que 
aceptó  el  contrato,  y  desde  el  mismo  instante  en  que  tuvo  noticia  de  que 
te  empezaba  á  infringir  la  ley  social,  se  separó  de  la  empresa,  dejando  do 
pagar  los  dividendos  y  no  asistiendo  á  ninguna  junta  posterior  ni  hacién- 
dose solidario  de  sus  acuerdos,  contra  los  que  había  protestado  y  proteo- 
«ba  po  r  infractores  del  contrato  que  suscribió;  y  que  en  su  virtud  preten- 
día le  devolviesen  los  4.000  reales  que  pagó  por  los  dos  primeros  repartos, 
puesto  que  no  siendo  socio  y  no  pudiendo  participar  de  sus  beneficios, 
tampoco  había  de  ser  responsable  de  sus  pérdidas: 

Resultando  que  en  26  del  repetido  mes  de  Enero  dedujo  D.  Felipo  do 
Yilches  Gómez,  en  el  concepto  indicado  de  Presidente  de  la  Sociedad  ao- 
sodicha,  la  demanda  de  este  pleito  para  que  se  condenara  á  D.  Juan  María 
López  Sánchez,  en  concepto  de  socio  y  partícipe  en  10  acciones  de  las  819 
-de  que  se  componfo  la  Sociedad,  á  que  en  el  término  de  tercero  día  pagam 
la  suma  de  4.000  pesetas  que  estaba  adeudando  por  el  importe  de  diehaa 
10  acciones,  qué  á  razón  de  600  pesetas  una,  ascendía  á  5.000  pesetas^  eoo 
los  intereses  legales  desde  que  incurrió  en  mora;  á  cuyo  efecto  alegó:  que 
loa  contratos  consensúales,  entre  los  que  figuraba  el  de  Sociedad,  no  poáiaa 
eetimarse  disneltos  por  la  sola  y  exclusiva  voluntad  de  cualquiera  de  loa 
contrayentes,  tanto  menos  si  la  renuncia  se  fundaba  en  la  mala  fe  y  pro- 
pósito de  eludir  el  cumplimiento  de  obligaciones  lícitas  y  legítimamente 
contraídas;  y  que  en  el  contrato  de  Sociedad  podían  los  socios  establecer 
laa  cláusulas  que  tuvieran  por  conveniente,  si  eran  conformes  á  la  moral  y 
4  las  leyes,  y  una  vez  estipuladas,  podía  aer  compelido  á  su  cumplimiento 
oí  que  faltase  á  ellas: 

Resultando  que  D.  Juan  María  López  Sánchez  contestó  á  la  demanda 
ooHcitando  se  le  absolviera  de  ella,  imponiendo  á  la  parte  demandante  per- 
petuo silencio  y  pago  de  costas;  y  estobleció  á  la  ves  reconvención  para. 
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que  se  le  declarara  legalmento  separado  de  toda  participación  en  la  Boci»^ 
dad  oona(ractora  de  la  Plasa  de  Tocos,  y  rescindido  el  contrato  social  ei> 
cnanto  á  él  y  á  las  10  acciones  qne  sascribtó,  condenando  á  D.  Felipe  de 
ViichtiS,  como  Presidente  de  la  Sociedad,  á  devolverle  las  hOOO  peaeta» 
qne  abonó  per  los  repartos  de  Agosto  y  Septiembre  de  1887;  y  en  apoyo 
de  estas  pretensiones  alegó:  que  segán  el  acta  de  oonstitoción  de  la  So- 
ciedad, cayas  bases  y  condiciones  se  insertaron  en  la  escritura  social,  re- 
aultaba  evidente  qne  en  objeto  f aó  construir  y  explotar  nna  Placa  de  Toros, 
con  un  capital  de  160.500  pesetas,  repartidas  en  319  acciones,  llevando  í. 
cabo  el  proyecto  de  D.  Garalampio  Ayuso  sobre  el  plano  y  modelo  qne  el 
mismo  regaló  á  la  Sociedad,  reducido  á  la  construcción  de  una  plasa 
modesta,  de  mamoosteria  y  madera,  con  cabida  para  6.000  personas,  se- 
gún resultaba  de  las  mismas  actas  de  las  juntas  celebradas,  bajo  cnyas 
condiciones  y  en  cuya  inteligencia  se  suscribieron  las  acciones  y  firmó 
las  suyas  el  alegante;  qne  para  variar  el  objeto  de  la  Sociedad  se  neee- 
•liaba  el  consentimiento,  unánime  de  los  socios,  según  lo  estipulado  en 
la  cláusula  4>  del  acta  de  su  constitución,  y  la  Junta  directiva,  sin  contar 
antes  con  dicba  unanimidad  de  los  socios,  biso  construir  una  plaza  total- 
mente diferente  de  la  presupuesta,  invirtiendo  la  cantiiiad  de  833.100  pe- 
setas; que  después  de  terminada  la  plaza,  algunos  accionistas  estuvieron 
conformes  con  lo  becho  y  otros  no,  entre  los  que  figuraba  el  alegante;  que 
desde  el  principio  de  la  infracción  social,  dejó  de  pagar  los  repartos  y  de 
utilizar  los  derecbos  de  socio,  excluyéndose  de  la  Gompafiia  y  llegando  á 
hacerlo  constar  por  todos  los  medios  y  por  el  acta  notarial  de  9  de  Enera 
de  aquel  año;  que  los  accionistas  conformes  con  los  actos  de  la  Junta  di- 
rectiva, acordaron  variar  el  capital  social  y  el  cupo  de  las  acciones^  an* 
mentándolas  en  un  doble,  y  babian  acudido  á  los  Tribunales  demandando 
á  los  otros  accionistas  por  el  exceso;  que  en  la  demanda  se  había  empe- 
ñado reclamándole  hasta  el  copo  de  las  primeras  5.000  pesetas  que  firmó 
IMira  la  plaza  de  las  159.600,  á  fin  de  aplicarlas  á  los  gastos  de  la  cons- 
truida, para  reclamarle  después,  sin  duda  alguna,  el  exceso  en  cuotas  men- 
suales de  10  pesetas  por  acción;  qne  de  todo  ello  resultaba  evidente  la  in- 
fracción por  la  Junta  directiva  y  accionistas  de  las  bases  fandamentalea 
de  la  Sociedad,  bajo  las  que  consintió  entrar  en  ella,  y  que  según  la  ley  14, 
tit  10,  Partida  6.*,  el  contrato  de  Gompafiia  se  puede  rescindir  por  un  so- 
cio antes  de  concluido  el  tiempo  ó  determinado  el  objeto  para  que  se  es- 
tableció, cuando  no  se  guardan  por  los  consocios  las  condiciones  que  se 
estipularon  y  las  bases  sobre  que  fué  establecida  la  Gompafiia: 

Resultando  que  la  parte  demandante  replicó  insistiendo  en  su  deman- 
da, y  diciendo  en  impugnación  de  la  reconvención:  que  no  era  exacto  qna 
el  objeto  para  que  se  constituyó  la  Sociedad  hubiera  sido  variado,  pues 
lejos  de  esto  habia  sido  totalmente  cumplido,  según  demostraba  el  acta 
de  la  junu  general  de  16  de  Julio  de  1887,  en  la  que  se  veia  que  el  objeto 
social  fué  construir  y  explotar  la  plaza,  utilizando  el  capíul  suscrito,  pero 
sin  precisar  la  clase  de  materiales,  cabida  ni  presupuesto,  y  otorgándose 
por  unanimidad  un  amplio  voto  de  confianza  á  la  Junta  directiva,  con  ini- 
ciativa de  cuanto  considerase  necesario  á  la  realización  del  pensamiento  y 
cuestiones  -no  previstas  en  las  bases  aprobadas,  cuyo  voto  de  confianza  se 
ratificó  y  amplió  antes  de  terminadas  las  obras  en  junta  general  extraor- 
dinaria de  15  de  Julio  de  1888,  sin  protesta  ni  reclamación  verbal  ni  es- 
crita por  parte  del  demandado;  que  por  parte  de  éste  no  se  había  hecho- 
manifestación  ni  orotesta  alguna  contra  los  acuerdos  de  la  Sociedad,  pues 
lo  único  qne  resultaba  comprobado  en  autos  era  que  muchos  meses  des- 
pués de  terminada  la  obra  de  la  plaza,  cuando  el  demandado  se  vio  com* 
pelido  y  apremiado  para  el  cumplimiento  de  so  obligación  ante  los  Tribu^ 
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nales,  concibió  la  idea  de  protestar,  haciendo  levantar  el  acta  notarial  ya 
leíerída;  que  el  aumento  de  capital  fué  debido  á  las  necesidades  de  la 
obra,  reconocidas  por  los  acuerdos  de  la  Sociedad,  obligatorios  ó  ineludi- 
bles para  los  socios,  según  la  ley  de  la  Compañía,  debiendo  quedar  con- 
signado en  oposición  á  lo  que  se  indicaba  en  la  convención;  que  la  deman- 
da se  dirigía  únicamente  á  reclamar  de  López  Sánchez  el  cumplimiento  de 
la  obligación  que  contrajo,  tal  y  como  voluntariamente  se  la  impuso  al 
suscribir  el  acta  de  16  de  Julio  de  1887;  que  asimismo  era  inexacto  que  se 
hubi^an  infringido  por  la  Junta  directiva  y  accionistas  las  bases  funda- 
mentales de  la  Sociedad,  pero  que  en  la  hipótesis  de  que  fuera  verdad,. 
como  el  demandado  no  protestó  oportunamente  contra  las  supuestas  in- 
fracciones, no  tenía  derecho  á  ser  oído  ante  los  Tribunales,  según  lo  pres- 
cribía la  cláusula  7.^  de  los  estatutos  de  la  Sociedad,  tanto  menos  cuanto 
que  los  acuerdos  de  aquélla,  representados  por  la  mayoría  de  acciones, 
eran  firmes  y  valederos  según  la  condición  18.^  de  los  mismos  estatutos; 
y  que  no  había  ley  alguna  en  el  derecho  patrio  que  autorizara  á  los  socios 
en  el  contrato  de  Compañía  para  separarse  de  ella  á  su  voluntad^  sin  ha- 
ber cumplido  las  obligaciones  que  se  impusieran  al  constituirse,  inven- 
tando ó  suponiendo  infracciones  de  los  pactos  ó  condiciones  de  la  So- 
cladad: 

Resultando  que  el  demandado  insistió  á  su  vez  al  duplicar  en  lo  pedido^ 
y  alegado  en  su  contestación  y  reconvención,  y  recibido  el  pleito  á  prueba, 
se  suministraron  por  ambas  partes  diferentes  justificaciones,  de  cuyo  re- 
soltado se  deja  hecho  mención  en  la  parte  que  parece  pertinente,  y  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  dictó  en  4  de  Julio  de  1892  sen- 
tencia confirmatoria  con  las  costas  de  la  del  Juzgado,  absolviendo  á  Don 
Juan  María  López  Sánchez  de  la  demanda  contra  él  interpuesta  por  Don 
Felipe  de  Vilches  Gómez,  como  Presidente  de  la  Junta  directiva  de  la  So- 
ciedad constructora  de  la  Plaza  de  Toros  de  aquella  ciudad,  declarando  ha> 
ber  lugar  á  la  rescisión  propuesta  por  el  demandado,  y,  por  tanto,  rescin- 
dido  el  contrato  de  la  expresada  Sociedad  con  relación  al  mismo,  y  conde- 
nando á  D.  Felipe  de  Vilches,  en  la  representación  que  ostenta,  á  que  de> 
vuelva  á  D.  Juan  María  López  las  1.000  pesetas  que  satisfizo  por  los 
repartos  de  Agosto  y  Septiembre  de  1887  y  al  pago  de  las  costas: 

Resultando  queD.  Felipe  Vilches,  en  el  concepto  en  que  ha  litigado^ 
interpuso  recurso  de  casación  con  el  depósito  de  1.000  pesetas,  citando  en 
MU  apoyo  como  infringidos: 

Primero.  El  pacto  social  contenido  en  el  acta  de  constitución  de  la  So* 
dedad  por  acciones  para  la  construcción  de  la  plaza  de  toros  en  Almería,^ 
suscrita  por  los  que  convinieron  formar  esa  Sociedad,  y  entre  ellos  por 
D.  Juan  María  López  Sánchez  en  16  de  Julio  de  1887,  y  en  la  escritura 
otorgada,  conforme  á  la  misma  acta,  en  22  del  propio  mes  y  año,  pues  es- 
tableciéndose en  esos  documentos  y  en  su  condición  ó  cláusula  primera» 
que  se  constituía  la  Sociedad  para  construir  una  plaza  de  toros  en  Almería, 
con  un  capital  de  159.600  pesetas,  que  era  el  reunido  por  acciones  al  cons- 
tituirse, consignándose  la  obligación  de  los  suscritores  de  pagar  la  totali- 
dad de  sus  acciones  suscritas  en  diez  mensualidades  iguales  desde  Agosto 
de  1887  á  Mayo  de  1888,  nombrándose  una  Junta  directiva  encargada  de 
llevar  á  término  las  obras,  sin  sujeción  á  planos  ni  presupuestos  determi- 
nados, sin  designación  de  local  y  con  las  facultades  más  amplias  que  en 
Sociedades  análogas  suelen  otorgarse  á  los  gestores,  el  fallo  recurrido  des- 
conoce y  se  aparta  del  contrato  y  ley  de  la  Sociedad,  infringiéndolo  al  su- 
poner que  el  objeto  de  la  Sociedad  era  construir  una  plaza  que  hubiera  de 
«ostar  precisamente  169.500  pesetas  y  que  hubiera  de  contener  6.000  es- 
pectadores» desconociendo  que  la  Sociedad  podía  por  las  mayorías  estable* 
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ddas  en  ana  ettetatos  modificar  las  facnltadea  é  iBfltraoeionMi  de  raa  iiiaii> 
dataríoa  y  gerentea,  y  aprobar  aa  conducta  reapecto  á  la  inveraión  de  mm- 
yorea  cantidadea  en  la  obra  de  lo  que  importaba  el  capital  aocial,  y  apli- 
cando erróneamente  la  cláasnla  cnarta,  qne  exige  la  unanimidad  para  cam- 
biar el  objeto  aocial,  puea  éate  no  era  otro  qne  la  oonatniceión  de  la  placa, 
y  no  reanltaba  cambiado  porque  ae  invirtieran  máa  fondea  en  ampliaei<^ 
nea  de  la  miama  obra,  annqne  éata  pudiera  aer  materia  de  otraa  reclama- 
cionea  ó  reaponaabilidadea  de  loa  gerentea: 

Segundo.  La  ley  del  contrato  y  de  la  Sociedad,  en  el  concepto  de  qne 
por  el  acnerd(0  adicional  adoptado  por  unanimidad,  y  anacrito  por  Lópem 
Sáncbea,  y  deapuóa  de  nombrada  la  Junta  directiva  mandataria  de  la  per- 
aonalidad  aociai  allí  creada,  ae  autorisó  á  la  Junta  para  cuanto  conaideraae 
neceaario  para  la  realisación  de  la  obra,  dándole  un  amplio  voto  de  eon- 
fianza  en  la  adquiaición  del  aolar,  construcción  de  la  plaza  y  de  todaa  laa 
oueationea  no  previataa  en  laa  baaea  aprobadaa,  entre  iaa  cualea  no  eataba 
ni  el  preaupueato  ni  loa  planea  del  edificio,  y  deaconociendo  tan  terminan - 
tea  autorizacionea,  ae  declara  por  la  aentencia  en  contra  de  ellas  que  loa 
gerentea  han  quebrantado  el  pacto,  porque  ban  conatruído  una  plaza  con 
armadnni  de  hierro  y  capaz  para  9.000  eapectadorea: 

Tercero.  La  miama  ley  aociai,  en  cuanto  la  aentencia  niega  que  laa 
Jnntaa  genaralea  celebradas  con  arreglo  á  eatatntoa  hayan  podido  aprobar 
loa  aumentos  de  obra  y  la  inversión  de  reeursoa  que  excedían  del  primitivo 
capital  auacrito,  aunque  concurrieran  al  acuerdo  todoa  4ob  aocioa  y  no  ae 
hubiere  adoptado  por  unanimidad,  una  vez  que  laa  clánaulaa  iA  y  19  dd 
Bcta  elevada  á  escritura  social  establecen  que  todas  laa  baaea  podrían  al- 
teraiae  por  la  mayoría  absoluta  de  accionea;  que  en  defecto  de  ^ataa,  y  parm 
caaoa  no  previstos,  se  regiría  por  laa  leyes  civilea,  y  que  las  jantes  extraer- 
dinariaa  podrían  tomar  acuerdos  con  la  mayoría  abaoluta  y  con  la  relativa 
en  aegnnda  convocatoria: 

Cuarto.  La  ley  14,  tít.  10  de  la  Partida  6.*,  y  la  doctrina  establecida  en 
la  aentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  7  de  Julio  de  1886,  por  errónea 
aplicación  que  de  ellas  hace  la  Sala  aentenciadora,  pnea  refiriéndose  esa 
ley  y  doctrina  á  la  manera  de  extinguirse  ó  disolverse  el  contrato  de  So- 
ciedad, no  pueden  aplicarae  á  la  aeparación  ó  apartamiento  de  un  aocio  en 
la  Gompafiía  por  acdonee,  en  la  cual  eatá  obligado  únicamente  por  la  parte 
de  capital  ofrecido,.y  reapecto  de  la  que  no  cabe  establecer  entre  el  aodo 
y  la  Junta  directiva  laa  accionea  nacidaa  de  la  Sociedad,  aino  laa  nacidas 
del  mandato; 

Y  quinto.  Los  artículos  129,  párrafo  tercero,  168, 164  y  166  del  Código 
de  Comercio,  aplicablea  á  las  Compafiíaa  anónimaa  ó  por  accionea  no  do- 
finidas  en  loa  antiguoa  Códigoa,  aegún  cuyoa  artículoa,  en  loa  que  ae  con- 
tiene la  definición  de  esa  Compañía,  el  carácter  de  mandatarioa  da  ana 
gerentea,  la  responsabilidad  de  loa  socios  por  el  capital  suscrito,  la  de  eate 
oapital  respecto  de  las  obligacionea  contraídaa  por  loa  terceroa  y  de  loa 
mandatarioa  ó  administradores  para  con  loa  socios  cuando  ae  extralimiten 
de  BUS  cargoa  y  mandato,  no  puede  un  auscritor  ó  accioniata  retirar  su  ca- 
pital por  infracciones  de  loa  eatatntoa,  porque  ese  capital  ha  dejado  de  aer 
auyo  deade  que  lo  auacribió  ó  entregó,  pertenece  á  la  entidad  aociai,  j 
reaponde  á  ana  acreedores  y  á  los  que  con  ella  hayan  contratado,  sin  per- 
juicio de  que  se  puedan  entablar  y  perseguir  laa  accionea  de  reaponaabili- 
dad  que  procedan  contra  los  adminiatradorea  ó  mandatarioa  por  haberse 
excedido  de  au  mandato,  alendo  eata  doctrina  de  derecho  fundamento  y 
baae  eaencial  de  la  Sociedad  por  accionea,  aea  mercantil,  aeá  civil  el  caiác^ 
ter  que  quiera  dársele. 

Visto,  alendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Antonio  Qarijo  Lanu 
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CoBsféeTftndo  4itie  eonstitufda  en  A1rfter(&  una  Sociedad,  por  acciones, 
««on  el  objeto  determinado  de  constrair  nna  plasa  de  toros,  loa  pactos  y 
condiciones  que  acordaron  los  socios  en  la  jnnta  qae  celebraron  en  aqne- 
Ha  ciodad  en  16  de  Jalio  de  1887,  y  elevaron  á  escritara  pública  en  22  del 
mismo  mes,  son  la  ley  del  contrato,  que  establece  la  relación  Jurídica  de 
motnos  derechos  y  oblÍMciones  entre  los  .asociados: 

Considerando  qoe  la  demanda  qae  da  ori^n  á  esté  pleito  está  reducida 
dnica  y  exclosivamente  á  hacer  efectiva  la  obligación  qne  D.  Juan  María 
Lopes  contrajo  de  pagar  el  importe  de  las  acciones  porque  se  suscribió,  y 
la  excepción  alegada  por  el  demandado,  consiste  sustancialmente  en  afir- 
mar que  la  Junta  directiva  había  infringido  lo^  acordado  y  convenido  en 
el- contrato  social,  toda  vez  que  se  había  variado  el  objeto  social,  constra- 
yendo  nna  plaza  de  mayores  dimensiones  y  mejores  materiaíe»;  ^  por 
tanto,  de  superior  valor  de  aquél  en  que  se  convino,  faltando  así  á  la  con- 
dición 4.*,  que  exige,  para  variar  el  objeto  de  la  Sociedad,  que  el  acuerdo, 
qne  aquí  no  había  precedido,  deba  tomarse  por  unanimidad,  y  que  cuando 
no  se  guardan  por  los  consocios  las  condicionas  que  se  estipularon  y  las 
bases  sobre  que  fué  establecida  la  Compnfifa,  procede,  con  arrojólo  á  lo 
que  dispone  la  ley  14,  tít.  10,  Partida  6.^,  se  pueda  separar  un  compañero 
de  los  otros  antes  de  tiempo;  y  concluyó  pidiendo  por  vía  de  reconvención 
«e  le  declarara  legalmente  separado  de  toda  participación  en  la  Sociedad 
oonstmctura  de  la  plaza  de  toros,  y  resdndi<Ío  el  contrato  social  en  cnanto 
á  él  y  á  las  10  acciones  que  suscribió,  condenando  al  actor,  en  la  persona- 
lidad con  qoe  litigaba,  á  devolverle  las  1.000  pesetas  qne  abonó  por  los' 
repartos  de  Agosto  y  Septiembre  de  1887: 

Considerando  que  en  el  contrato  de  Sociedad  cada  uno  de  los  socios  es 
<lendorá  ésta  de  lo  que  prometió  aportar,  y  en  este  concepto,  habiéndose 
suscrito  López  Sánchez  por  10  acciones  para  formar  el  capital  social  qae 
había  de  destinarse  á  la  constrncción  y  explotación  de  nna  plaza  de  toros 
en  Almería,  y  no  habiendo  satisfecho'  el  importe  de  aquéllos  en  el  tiempo 
y  forma  qnt*  se  expresan  en  la  condición  6.*  del  contrato,  la  obligación 
cuyo  cumpHniiei|tose  pide  en  la  demanda  es  exigiblé: 

Considerando  qne  en  el  contrato  que  aquí. se  discute  no  hay  pacto  al- 
guno que  determine  el  presupuesto  de  la  obra,  y  sí  sólo  el  capital  que  por 
entonces  se  constituía  la  Sociedad,  ni  las  condiciones  de  extensión  y  cons- 
trucción de  la  plaza  de  toros,  dejándose  todo  esto  por  expreso  y  unánime 
acnerdo  de  los  socios  á  la  iniciativa  de  la  Jnnta  directiva,  que  cumplió  su 
cometido  y  realizó  el  objeto  de  la  Sociedad  á  satisfacción  de  los  socios, 
eegún  resulta  de  la  junta  general  en  que  la  directiva  dio  cuenta  de  su 
gestión,  y  por  tanto,  que  no  existen  las  infracciones  del  contrato  social 
qne  sirven  de  fundamento  á  la  excepción  alegada  por  López  Sánchez,  y  á 
la  acción  que  como  derivadón  de  aquélla  deduce  por  vía  de  reconvención- 
Considerando  qae  por  el  carácter  de  Compañía  anónima  que  por  ha- 
berse formado  con  acciones  el  fondo  com6n  tiene  la  que  se  constituyó  en 
Almería,  los  individuos  de  la  Jnnta  directiva  han  de  considerarse  como 
mandatarios  de  la  Compañía;  y  en  este  concepto,  y  mientras  obran  dentro 
de  lais  condidones  del  mandato,  no  están  sujetos  á  responsabilidad  algu- 
na, teniéndola  sólo  si  por  actos  contrarios  á  la  ley  ó  al  pact<]f  social  irroga- 
sen perjuicios,  por  lo  cnal,  si  Lónez  Sánchez  se  creyó  lesionado  en  su  de- 
recho por  infracción  de  los  pactos  convenidos,  pudo  pedir  la  indemniza- 
ción de  los  perjuidos  qne  creyera  se  le  habían  inferido,  pero  nunca  eludir 
el  cumplimiento  de  la  obligadón  (fue  había  contraído  de  pagar,  en  el  tiem- 
po y  forma  qne  se  expresa  en  la  condición  6.*,  el  valor  de  liCs  acciones: 

Consi'derando,'por  último,  que  por  las  razones  expuestas  en  los  prece- 
^dentes  fundamentos,  la  sentencia  dictada  por 4a  Sala  de  lo  civil  de  la  Aa- 
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diencia  de  Granada  ha  infringick)  los  pactoa  y  condiciones  del  contrato 
qae  se  citan  en  lo»  tres  primeros  motivos  del  recurso  j  las  disposicionoe 
legales  que  se  invocan  en  el  cuarto  y  quinto; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Felipe  de  Vilches  Gó- 
mez, como  Presidente  de  la  Sociedad  constructora  de  la  Plaza  de  Toros  de 
Ahnerla,  contra  la  sentencia  que  en  4  de  Julio  de  1892  dictó  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Granada;  y  devuélvase  al  recurrente  el  depósito 
de  l.(K)0  pesetas  que  ha  constitnidoí— (Sentencia  publicada  el  20  de  Octa- 
bre  de  1898,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  12  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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Rkotbso  di  casación  (20  de  Octubre  de  189d).->Sala  de  lo  civil.— 5iit- 
penñón  de  pagos,— &e  admite  el  interpuesto  por  D.  Pedro  Herrero  en  au- 
tos con  la  razón  social  cKesler^  Laviada  y  Compafiia»,  en  cuanto  á  unos 
motivos,  y  no  ha  lugar  á  la  admisión  respecto  de  otros  (Audiencia  de 
Oviedo),  y  se  resuelve: 

Que  cuando  loa  partea  estimen  que  en  la  apreciacián  de  ¡as  pruebas  se  ha  • 
cometido  error  de  derecho  ó  de  hecho,  resultante  este  último  de  documentos  ó 
actos  auténticos  que  demuestren  la  equivocación  del  juzgador,  pueden  inter- 
poner recurso  de  casación  por  infracción  de  ley;  pero  mientras  no  aleguen 
dicho  motivo  de  casación,  es  forzoso  partir  de  los  hechos  declarados  probados 
en  la  sentencia  para  sostener  las  supuestas  violaciones^  interpretaciones  erró- 
neas ó  aplicación  indebida  de  las  leyes  adoctrinas  aplicables  al  caso  delpleiUi. 

Resultando  que  declarado  D.  Pedro  Herrero  y  Frutos,  por  sentencia 
del  Jaez  de  primera  instancia  de  Gijón,  en  estado  de  suspensión  de  pagos, 
la  razón  social  «Keslér,  Laviada  y  Compafiia»  dedujo  demanda  en  l.o  de 
Septiembre  de  1892  para  qae  se  declarase  que  Herrero^  en  su  calidad  de 
comerciante,  carecía  de  derecho  para  hacer  uso  de  la  facultad  de  presen- 
tarse en  estado  de  saspensión  de  pagos,  por  no  haberlo  verificado  dentco 
del  plazo  fijado  por  el  Código  de  Comercio,  viniendo  obligado  á  presen- 
tarse en  estado  de  quiebra: 

Resultando  que  impugnada  la  demanda  por  D.  Pe<)ro  Herrero  y  sus- 
tanciado el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Oviedo  dictó  en  28  de  Janio  del  corriente  afio  sentencia  confirmatoria 
con  las  costas,  declarando  qae  D.  Pedro  Herrero  carecía  de  derecho  para 
presentarse  en  estado  de  easpensióh  de  pagos,  y  por  lo  tanto  nula  y  de 
ningún  valor  sa  presentación  en  dicUo  estado  y  lo  actuado  en  su  virtud, 
sobreseyendo  en  tales  diligencias,  y  no  habiendo  lugar  por  ahora  á  hacer 
]as  demás  declaraciones  pretendidas: 

Resultando  que  D.  Pedro  Herrero  y  Frutos  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  tres  motivos^  citando  en  el 
primero  como  infringido  el  art.  871  del  Código  de  Comercio,  en  el  sentido 
de  que  el  término  de  las  cuarenta  y  ocho  horas  siguientes  al  vencin^iento 
de  una  obligación  que  no  haya  satisfecho  el  comerciante  que  se  presente 
en  suspensión  de  pagos,  debe  necesariamente  entenderse  cuando  el  trana* 
curso  de  dicho  término  tiene  lugar  por  falta  imputable  al  deudor,  y  no 
caando  ocurre  por  negligencia  del  acreedor  en  exigir  el  cumplimiento  de 
la  obligación  ó  por  concesiones  ó  esperas  que  hubiera  otorgado  á  aquél 
para  el  pago  de  su  crédito;  pues  probado,  como  lo  estaba,  según  se  consig- 
naba en  los  resultandos  de  Ja  sentencia  recurrida,  que  la  casa  demandante 
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hibia  concedido  e«perA  á  Herrero,  no  podi*  alegarse  el  tranacnrso  de  di' 
cho  término  como  imputable  á  éste  para  qne  pudiera  servir  de  funda- 
mento al  fallo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Aldecoa: 

Ck>nsiderando  qne  las  partes  pueden  interponer  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  cuando  estimen  qne  en  la  apreciación  de  las  pruebas 
ha  cometido  el  Tribunal  sentenciador  error  de  derecho  ó  de  hecho,  si  este 
último  resulta  de  documentos  ó  actos  auténticos  que  demuestren  la  eqni- 
Tocación  del  jusgador;  pero  mientras  no  aleguen  este  motivo  de  casación, 
es  forzoso  partir  de  los  hechos  declarados  probados  en  la  sentencia  para 
sostener  las  supuestas  violaciones,  interpretaciones  erróneas  ó  aplicación 
indebida  de  las  leyes  ó  doctrinas  legales  al  caso  del  pleito: 

Considerando  que  el  Tribunal  sentenciador,  en  uno  de  los  consideran- 
dos aceptados,  estima  que  no  se  ha  prqbado  que  la  Sociedad  cKesIe%  La- 
viada  y  Gompafiía»  hubiese  concedido  espera  alguna  á  D.  Pedro  Herrero 
por  novación  formal  de  sus  contratos,  contra  cuya  apreciación  de  prueba 
no  alega  el  recurrente  error  de  derecho  ni  error  de  Hecho  qne  se  derive 
de  documento  ó  acto  auténtico,  pues  si  bien  invoca  el  contexto  del  sexto 
jesnltando  de  la  misma  sentencia  y  el  del  segundo  considerando,  ni  en 
uno  ni  en  otro  se  hace  referencia  á  los  juicios  ejecutivos  seguidos  á  ins- 
tancia de  dicha  Sociedad,  que  la  Audiencia  de  Oviedo  aprecia  para  funda- 
mentar la  cuestión  de  derecho  resuelta,  quedando  intacto  el  fundamento 
de  la  apreciación  de  la  Sala: 

Considerando  que  es  inadmisible  consiguientemente  el  primer  motivo 
que  el  recurrente  alega  en  su  recarso,  porque  parte  de  un  supuesto  hecho 
contradictorio  del  que  la  Audiencia  de  Oviedo  aprecia,  sin  que  contra  di- 
cha apreciación  se  haya  recurrido  válidamente,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  él  caso  7.o  del  art  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Se  admite  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Herrero  y 
Frutos  contra  la  sentencia  que  en  24  de  Junio  último  dictó  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  cuanto  á  los  motivos  segundo  y  terce- 
ro qne  contiene,  y  no  ha  lugar  á  su  admisión  en  cnanto  al  primero;  pubií- 
quese  este  auto  en  la  forma  prevenida  por  la  ley,  á  cuyo  efecto  se  saquen 
Us  copias  necesarias,  y  verificado,  procédase  á  la  sustanciación  del  recur- 
so.--(Auto  fecha  20  de  Octubre  de  1893,  é  inserto  en  la  Qaceia  de  12  de 
Diciembre  del  mismo  afio.) 
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Bkcübso  dx  casación  en  la  fobka  (20  de  Octubre  de  1898).— Sala 
de  lo  civil. — Tercería  de  dominio  y  de  nu^or  derecho,— No  ha  lugar  al  inter- 
pnesto  por  la  representación  del  Estado  en  autos  con  D.  Saturnino  Fernán- 
dez y  D.  Manuel  Varona  (Audiencia  de  Burgos),  y  se  resuelve: 

Que  la  intervención  de  loa  Abogados  del  Estado  en  los  expedientes  sobre 
exaecián  de  costas,  es  una  intervención  de  carácter  Jücál,s^»esto  que  no  defien- 
den en  ellos  propiamente  al  Estado  como  persona  juridÁca,  demandante  ó  de- 
mandada, y  por  lo  tanto,  no  se  comete  infracción  por  falta  de  personalidad^ 
entendiéndose  las  actuaciones  con  los  liquidadores  dd  impuesto  de  derechos 
rendes  en  representación  de  la  Hacienda,  porque  la  delegación  hecha  en  éstos 
para  defender  á  la  misma  debe  estimarse  permanente  en  esta  clase  de  asuntos, 
según  circular  de  la  Dirección  de  lo  Contencioso  de  5  de  Junio  de  1891: 

Que  por  razón  de  la  Índole  especial  de  la  intenfención  de  los  Abogados  del 
Estado  en  esta  dase  de  expedientes,  tampoco  puede  estimarse  que  la  HaciefuUi 
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tea  direeiamente  demandante  ó  deinandada,  paru  lúa  ^eeioe  d¿  ¡a  obUgoeSém 
impuesta  átus  repretentantesdecomultarprématnenteam  la  Dmactán,  cornil 
teqnmto  esencial  de  la  citación  y  emplazamiento  que  se  les  haga. 

En  la  villA  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Octubre  de  1898,  en  loe  antee  de 
jaicio  declanativo  de  menor  cuantía,  incoados  en  el  Jazieado  de  primera  ina- 
tancia  de  Bedano  y  continaados  por  aopreBión  de  aquél  en  el  de  igual  claee 
de  Villareayo,  y  )a  Sala  de  lo  -civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  entre  partea, 
4e  la  una  D.  Saturnino  Fernández  del  Solar  y  Sáinz,  propietario,  vecino  de 
Sencillo;  de  la  otra  D.  Manuel  Varona  Fernández,  por  eí  y  como  marido  de 
Doña  Angela  Porraa  y  Sáinz,  de  la  miama*vecindad,  labradores;  de  la  otra 
Dofia  Petra  Porrea,  de  igual  vecindad,  aln  que  conste  su  profesión;  de  la 
otra  D.  Gregorio  Pefia  López,  asimismo  vecino  de  Sencillo,  y  D.  Francisco 
Kuií^Oganio,  que  lo  es  de  Alcedo  ^e  las  Pueblas,  propietarios,  y  de  la  otra 
1a  representación  del  Estado,  sobre  tercería  de  dominio  y  preferente  de- 
recho, deducida  por  el  primero,  respecto  á  bienes  embargados  á  las  Dolía 
Petra  y  Dofia  Angela  para  la  exacción  de  unas  costas,  á  cnyo  pago  fneroa 
condenadas  en  pleito  que  siguieron  contra  el  D.  Gregorio  Pefia  y  el  Don 
Francisco  Ruis  Oganio;  autos  pendientes  ante  Nos  en  recurso  de  casaeióa» 
por  quebrantamiento  de  forma,  que  ha  interpuesto  dicha  representación 
del  Estado,  sin  que  hayan  comparecido  «ante  este  Tribunal  Supremo  laa 
otraa  partes: 

Resultando  que  para  la  exacción  de  las  indicadas  costas  se  embargaron 
á  la  Dofia  Angela  y  Dofia  Petra  Porras  y  Sáinz,  un  vaca  llamada  Corza, 
30  arrobas  de  paja,  60  de  hierba,  y  el  fruto  de  varias  fincas  rústicas,  por 
el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Sedaño,  al  que  con  tai  motivo  acudió 
D.  Saturnino  Fernández  del  Solar  y  Sáinz,  solicitando  en  demanda  de  jui- 
cio de  menor  cuantía,  fecha  25  de  Abril  de  1892,  que  previa  citación  de 
D.  Manuel  Varona  Fernández,  Dofia  Petra  y  Dofia  Angela  de  Porras  Saina, 
D.  Gregorio  Pefia  López,  D.  Francisco  Ruiz  Oganio,  y  las  demás  persona- 
lidades que  se  creyera  procedentes,  se  declarara  de  la  propiedad  del  actor, 
y  entregaae  al  mismo  la  vaca  llamada  Corza,  y  se  man<kse  hacerle  pago 
de  los  créditos  que  mencionó  tener  contra  D.  Manuel  Varona  Femáadea 
7  Dofiá  Angela  Porraa  Sáinz,  con  preferencia  al  importe  de  las  indioádaa 
oostas: 

Resultando  que  formada  pieza  separada,  el  Juez  municipal  en  hincio- 
ties  del  de  primera  instancia  del  mencionado  partido  de  Sedaño  con  dic- 
tamen de  asesor,  por  providencia  de  IS  de  Junio  del  citado  afio  Oi  confi- 
rió traslado  de  la  demanda  á  los  ya  nombrados  demandados,  cy  al  Liqui,- 
dador  del  impuesto  de  derechos  reales,  á  quien — dice  la  providencia,— 
según  lo  dispuesto  por  la  Dirección  general  de  lo  Contencioso  en  4  de 
MafTo  último,  corresponde  la  representación  del  Estado  en  los  asuntea  en 
que  éste  ten|^  interés»:  todos  los  que  fueron  emplazados,  siéndolo  como 
tal  Liquidador  el  Relgistrador  de  la  propiedad  del  partido,  que  en  aquél 
concepto  formuló  escrito,  exponiendo  que,  en  vista  de  los  documentos  prs- 
sentados  por  el  demandante,  y  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  82  y  si- 
guientes de  la  ley  djB  Enjuiciamiento  civil,  procedía  á  su  jnido  la  tercerfa 
de  dominio  y  preferente  derecho  interpuesto: 

Resultando  que  en  tal  estado  del  juicio,  por  supresión  del  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Sedaño,  pasaron  los  autos  al  de  igual  clase  de  Villar* 
cayo,  que  los  continuó  en  rebeldía  de  las  demás  partes  hasta  pronunciar 
sentencia  absolutoria  de  la  demanda,  é  interpuesta  apelación  por  el  de- 
mandante,  que  fué  admitida  en  ambos  efectos,  se  elevaron  aquellos  á 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  snte  la  cual  compareció,  á 
más  del  apelante,  el  Abogado  del  Estado,  verificándolo  también  D.  Ma- 
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miAl  Varona,  por  sf  y  como  marido  de  Doíla  Angela  Porraa,  anatandándoae 
)»  seganda  ÍDatancia  y  tenido  lugar  la  correapoDdieDte  vista,  en  cayo  acto 
0Olicit6  al  prodicbo  Abogado  del  Estado  la  nulidad  de  lo  actosdo,  por  no 
haber  aido  en  la  primera  debidamentp  citada  y  emplazada  la  Hacienda,  y 
ai  á  eato  no  hubiese  lugar,  la  con  firmad  6n  de  la  sentencia  del  Juagado;  y 
la  Bala,  por  la  que  dictó  en  S  de  Mayo  último,  revocó  aquélla,  eetimando  la 
tercería  de  dominio  respecto  á  la  vaca  Corza,  y  la  de  preferente  derecho 
en  cuanto  á  uno  de  los  créditos  á  que  se  reliaría  la  demanda,  pero  no  en  lo 
relativo  al  otro;  fallo  que  apoyó  en  varios  fundamentos,  consignando  en 
uno  de  el  loa  acerca  de  la  referida  solicitud  de  nulidad  que  carecía  de  base, 
siendo  por  contifiruiente  inadmisible:  en  primer  logar,  por  deberse  enten- 
der que  en  4  de  Mayo  de  1892  la  Dirección  general  de  lo  Contencioso  de- 
legó en  el  Liquidador  de  derechos  reales  del  partido  judicial  de  Sedaño  la 
repreaentacióu  del  Estado  en  loa  juicioa  de  su  interés  que  allí  se  snstan- 
dasen,  puesto  que  el  Juez  de  aquel  partido  así  lo  afirmó  en  la  providen- 
da  de  18  de  Jonio  de  dicho  año,  y  en  ello  ae  fundó  para  conferir  traslado 
de  la  demanda  al  expresado  Liquidador  como  tal  representante  del  Esta- 
do; en  segundo  lugar,  porque  en  todo  caso  dicha  repreaentacióu  correspon- 
dería al  mismo  Liquidador,  con  arreglo  4  la  circular  de  la  citada  Dirección 
de  6.  de  Junio  de  1801,  según  la  qne  ao  delegación  en  eatoa  funcionaHoa 
debe  entenderse  permanente  para  asuntos  de  la  índole  del  actual,  en  qne 
el  Estado  no  ea  demandante  ni  demandado  directamente  sobre  cumpli- 
miento de  ninguna  obUgadón  que  aa  le  atribuya;  y  en  tercer  lugar,  porque 
en  eate  juido  incidental  de  unas  diligencias  de  ejecución  de  sentenda  en 
otro  declarativo  en  que  el  Estado  no  fué  parte  ni  tenía  interés  alguno,  no 
pnede  eatimarse  como  esencial  la  intervención  de  su  representante,  en  tér- 
minos de  qne  su  omisión,  eaao  de  haber  existido,  pudiera  afectar  á  la  va* 
lidéz  da  laa  actuadonea: 

Reaultando  que  la  representación  del  Estada  ha  interpuesto  recurso  de 
eaaación  por  quebrantamiento  de  laa  formaa  esenciales  del  juido,  á  que  ae 
refieren  los  números  l.o  y  2.o  del  art.  Í693  de  la  ley  de  Enjuiciamento  d* 
vilf  ó  sea  la  falta  de  personalidad  en  el  Liquidador  del  impuesto  sobre  de- 
rechos realea  para  llev^ar  aquella  representación,  y  la  falta  también  da 
emplaaamiepto  del  mismo  Estado,  qne  era  uno  de  loa  demandados;  po^ 
qne  según  los  artícnloa  4.o  y  b,^  del  Real  decreto  de  16  de  Mano  de  18Sa, 
la  repreaentadón  y  defensa  de  la  Hadenda  ante  loa  Tribunales  de  primera 
y  aegnnda  inatancia  corresponde  á  loa  Abogadoa  del  Estado,  y  conforme 
al  66  del  Reglamento  de  6  de  Mayo  del  propio  afio,  si  bien  dichos  Liqui- 
dadores pueden  tener  aqúell  arepreseutación  en  los  Tribunales  ordinaria 
de  las  poblaciones  que  no  sean  capitales  de  provincia,  ea  necesario  medie 
previamente  para  ello,  en  conformidad  al  citado  Reglamento,  la  autoriza- 
don  del  Ministerio  de  Hacienda,  á  propuesta  de  la  Dirección  de  lo  Con- 
landoao;  y  á  tenor  de  la  Real  orden  de  28  de  Agosto  de  1890,  la  autoríza- 
dón  igualmente  de  la  expreaada  Dirección,  á  propuesta  del  Abogado  del 
Eatado  de  la  Andienda  del  territorio,  autorización  ó  delegación  que  por  el 
eomezto  de  la  drcnlar  de  6  de  Junio  de  1891  y  otraa  disposidpnes  concón 
dantea,  debe  aer  especial  para  cada  caao  en  todos  aquellos  asuntos  en  qne 
al  Estado  tenga  que  intervenir  como  demandante  ó  demandado,  sin  qne 
la  hecha  en  términos  generales  pueda  tener  validez  más  qne  en  aquelloa 
qoe,  aun  cuando  sean  de  interéa  del  Eatado,  éste  no  es  demandante  ni  de- 
mandado, sino  defensor  tan  lólo  de  un  interés  fiscal,  á  cuya  claae  de  asun 
tos  no  corresponde  el  de  que  se  trata;  y  sin  embargo,  no  ha  existido  la  in- 
dicada autorización  ó  delegadón  eapeeial,  envolviendo  esto  la  falta  de 
personalidad  del  referido  funcionario,  qna  lleva  necesariamente  conaigo 
la  de  amplaaanáento  al  Estado;  no  habiendo  además  tal  emplazamiento» 
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por  no  haberse  elevado  á  la  Dirección  general  de  k>  Contencioso  la  eon- 
Bulta  prevenida  en  el  art.  14  del  citado  Real  decreto,  de  16  de  Marzo  de 
1886,  para  los  casos  en  qae  haya  qae  contestar  demandas  á  nombre  del 
Estado,  equivaliendo  la  falta  de  tal  consulta  á  la  de  citación  y  emplaza- 
miento para  todos  los  efectos  legales,  conforme  el  mismo  artículo  expre- 
sa, y  dando  lugar  á  la  nulidad  de  lo  actuado,  como  lo  determina  el  2.o  de 
la  ley  de  10  de  Enero  de  1877. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Garijo  Lara,  por  la  no 
asistencia  á  la  vista  de  D.  José  de  Aldecoa: 

Considerando  que  la  intervención  de  los  Abogados  del  Estado  en  loe 
expedientes  sobre  exacción  de  costas  es  una  intervención  de  carácter  fis- 
cal, puesto  que  no  defienden  en  ellos  oropiamente  al  Estado  como  persona 
jurídica  demandante  ó  demandada,  y  en  tal  supuesto  no  se  ha  cometido  la 
infracción  que  por  falta  de  personalidad  en  el  representante  de  la  Ha- 
cienda alega  el  recurrente,  porque  la  delegación  hecha  en  los  Liquidado- 
res del  impuesto  sobre  derechos  reales  para  defender  á  la  Hacienda,  debe 
estimarse  permanente  en  esta  clase  de  asuntos,  según  la  circular  de  la  Di- 
rección de  6  de  Junio  de  1891;  siendo  tanto  menos  de  apreciar  este  motivo 
del  recurso,  cuanto  que,  según  se  afirmó  en  la  sentencia  y  consta  efecti- 
vamente en  los  autosj  el  traslado  acordado  en  18  de  Junio  de  1892  para 
con  el  Registrador  de  Sedaño,  lo  fué  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  la  Di- 
rección de  lo  Contencioso  en  4  de  Mayo  del  mismo  año,  ó  sea  con  poste- 
rioridad á  la  demanda  de  tercería  á  que  se  refiere  el  presente  recurso: 

Considerando  que  por  razón  de  la  índole  especial  de  la  intervención 
de  los  Abogados  del  Estado  en  esta  clase  de  expedientes,  tampoco  puede 
estimarse  que  la  Hacienda  sea  directamente  demandante  ó  demandada 
para  los  efectos  de  la  obligación  impuesta  á  sus  representantes  de  consul- 
tar previamente  con  la  Dirección  .como  requisito  esencial  de  la  citación  y 
emplazamiento  que  se  les  haga,  por  todo  lo  que  es  evidente  que  la  Audien- 
cia de  Burgos  no  ha  cometido  ninguna  de  las  infracciones  de  forma  que 
se  le  atribuyen; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  la  representa- 
ción del  Estado;  no  hacemos  declaración  respecto  á  costas,  mediante  no 
haber  comparecido  en  este  Tribunal  Supremo  ninguna  de  las  otras  dos 
partes;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Burgos  la  oportuna  certificación,  con 
devolución  de  los  autos  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  20  de 
Octubre  de  1893,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  12  de  Diciembre  del  mismo 
afio.) 


60    • 

RiscuRSO  DB  0A8AGI0N  (23  de  Octubro  de  1893).— Sala  de  lo  civil. — . 
Nulidad  de  una  adjudicación. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Luis  Ore- 
llana  en  autos  con  D.  Joaquín  Fenollosa  (Audiencia  de  Valencia),  y  se  re- 
suelve: 

Qtt«  son  inaplicables  las  citas  hechas  por  el  recurrente,  cuando  no  se  refie- 
ren a  la  cuestión  objeto  del  litigio  ni  d  los  motivos  en  que  se  funde  la  sentencia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  Octubre  de  1893,  en  el  pleito  pen- 
diente ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Sueca  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Valencia  por  D.  Luis  Orellana  Rincón,  propietario  y  vecino 
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deeste corto,  representado  por  el  Procarador  D.  ADgel  Calvo  j  defendido 
pot  escrito  por  el  Letrado  D.  Trinitario  Raíz  Gapdepón,  con  D.  Joaquín 
Fenolloaa  y  Garbonell,  como  marido  de  Dofia  Isabel  Orellana  y  Rincón, 
propietario  y  vecino  de  Valencia,  y  en  sn  nombre  el  Procarador  D.  Joaqain 
Segado  y  Ochoa,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Francisco  Qarvi,  sobre 
nulidad  de  ana  adjadicadón: 

Resaltando  qne  en  la  partición  de  los  bienes  de  D.  Lais  Orellana  y 
Cansa  y  Dofia  Josefa  Lorento,  qae  tavo  lagar  en  2  de  Agosto  de  1854Í,  se 
adjudicaron  á  sus  nietos  D.  Luis,  D.  Pablo,  Dofia  Joaquina,  Dofia  Ana, 
D.  Manuel  y  Dofia  Isabel  Orellana  Rincón,  en  representación  de  su  padre 
D.  Luis  Orellana  y  Lorento,  entre  otras  fincas,  106  hanegadas'tres  cuarto- 
nes de  tierra,  mitad  de  on  campo  de  213  hanegadas  y  media,bajo  ciertos 
lindes,  en  término  de  Sollana,  partida  de  Fabara  ó  de  la  Punta  Seca,  sin 
otros  particolares  más  que  la  inscripción  y  aprobación  de  la  división,  y 
que  en  la  hijuela  que  se  formó  á  Dofia  Ana  Orellana  y  Rincón  en  la  divi- 
«ón  de  los  bienes  de  su  padre  se  la  adjudicaron  36  hanegadas  de  tierra, 
parte  de  las  106  antoriormento  referidas,  sin  qne  tampoco  se  hiciera  ^más 
expresión: 

Resultando  que  por  escritura  de  80  de  Julio  de  1868,  Dofia  María  de  la 
Purificación  Rincón  y  Castro,  como  caradora  de  sn  hija  Dofia  Ana  Orellana 
7  Rincón,  arrendó  á  sn  hijo  D.  Luis  Orellana,  entre  otras  tierras»  las  36  ha- 
negadas ya  mencionadas,-  sin  hacer  tampoco  ninguna  otra  expresión: 

Resultando  que  la  misma  Dofia  María  de  la  Purificación  Rincón  y  Cas- 
tro, yinda  de  D.  Luis  Orellana  y  Lorente,  otorgó  escritura  en  17  de  Mayo- 
de  1870,  en  la  qne  dijo  que  deseosa  de  dar  una  prueba  de  carifio  á  todos 
aun  hijos,  y  en  atención  de  que  con  los  bienes  que  poseía  disfrutaba  una 
renta  más  qne  suficiente  para  sus  necesidades,  había  determinado  ir  ce- 
diéndoles parte  de  ellos,  solamente  en  usufructo,  á  medida  que  fueran  con- 
trayendo matrimonio,  y  por  ello  cedió  y  entregó  á  su  hijo  D.  Luis  Orellana 
Rincón  diferentes  bienes,  de  que  biso  mérito,  y  entre  ellos  86  hanegadas 
de  tierra  arrosal,  parte  de  las  106  sitas  en  el  término  de  6oHana,  partida  de 
Fabara,  lindantes  todas  con  las  de  José  Francisco  y  Baixauli,  con  las  de 
Francisco  Badans;  por  Poniente,  con  la  acequia  de  Pinedo;  lindando  á  la 
aazóQ  las  86  hanegadas  de  que  se  tratoba:  por  Levanto,  con  otras  de  Don 
Lais  Orellana  y  Francisco  Alapont;  por  Norte,  con  la  de  Dofia  Josefa  Ore- 
llana;  por  Poniente,  con  la  acequia  Dretra;  y  por  Mediodía,  con  otra  de  la 
otorgante ;  expresándose  por  note  que  ésta  y  otras  dos  fincas  las  adquirió 
la  compareciente  por  herencia  de  sos  hijas  Dofia  Joaquina  y  Dofia  María 
Ana  Orellana  y  Rincón,  como  constaba  de  la  escritura  de  declaración,  au- 
torisada  en  7  de  Jallo  de  1864,  que  carecía  todavía  de  la  inscripción  en 
algunos  Registros,  entre  ellos  el  de  Sueca,  requisito  que  se  llenaría  oportu- 
namente; cesión  que  se  hacía  con  los  pactos,  entre  otros,  de  qne  entendía 
flólo  eíi  usufructo  durante  la  vida  de  la  compareciente,  que  se  reservaba 
la  propiedad  de  los  bienes,  los  cuales  á  su  fallecimiento  se  considerarían 
como  parte  integrante  de  su  herencia,  para  dividirse  con  arreglo  á  sn  dis- 
posicióti  testamentaria;  que»D.  Luis  Orellana  estaría  obligado  á  conservar 
-en  baen  estado  las  fincas  cedidas,  haciendo  en  ellas  las  obras  necesarias; 
pero  de  las  que  hiciere  de  esta  clase  debería  llevar  la  oportuna  cuenta  jus 
tificada,  cuyo  importe  reconocería  la  otorgante  por  medio  de  escritura  pú- 
blica, para  que,  ocurrido  el  fallecimiento  y  llegado  el  caso  de  dívrdir  su 
herencia,  del  valor  qae  entonces  tuvieran  se  dedujera  y  abonara  á  D.  Luis 
el  importe  de  dichas  obras  necesarias  como  crédito  reaccionario;  y  que  en 
el  caso  de  qae  el  cesionario  quisiera  hacer  mejoras  ú  obras  de  considera- 
ción qne  no  fueran  meramente  conservativas,  tendría  obligación  de  verifi- 
4iarlo,  con  permiso  é  intervención  de  sn  madre,  que  le  otorgaría  documento 
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recoDOcif ndo  U  cantidad  invertida  en  talea  mejoraa,  la  eoal,  al  falled- 
miento  de  la  otorgante,  se  deduciría  también  del  jaatiprecio  qoe  entonce»^ 
ae  hiciera  de  la  fíuca  ó  fincaa  mejoradas,  como  crédito  del  ceaionarío  con» 
tra  la  misma,  no  teniendo  efecto  la  cesión  hasta  qne  aa  citado  hijo  D.  Luia- 
contrajera  matrimonio: 

Resultando  que  D.  Luis  Orellana  Rincón,  por  eacritora  de  11  de  Enera 
de  1878,  dio  en  arrendamiento  á  Jaime  Jimeno,  Godofredo  Codofier  y  Joan 
Bantista  Canaall,  á  los  tres  juntos  y  á  cada  uno  de  por  sí,  nna  finca  de  130  Jm> 
negadas,  poco  m^s  ó  menos,  de  tierra  arrozal,  inclusa  una  era  grande  recién 
construida,  con  dos  barracaa  medianas  y  una  más  peqoefia,  en  término  de 
Sollana,  partida  de  la  Punta  Seca,  por  término  de  cuatro  afioa  y  precio  em 
cada.uijo  de  elloa  de  2.600  pesetas,  con  laa  condiciones,  entre  otras,  de  qoe 
laa  trea  barracaa  habíab  de  justipreciarse  por  el  valor  qne  entoncea  tuvia<^ 
ran,  bien  por  peritoa  ó  por  convenio  de  ambaa  partes,  para  á  la  conclusiótt 
del  arriendo  dejarlo  todo  en  el  mismo  eatado  ó  abonar  loa  deterioros,  qae> 
dando  el  otorgante  obligado  á  aatisfacer  las  mejoraa  qoe  acaao  impnsieaea 
aobre  dichas  barracas;  que  el  mismo  D.  Luis  Orellana  Rincón,  por  escritora 
de  23  de  Abril  de  1879,  dio  en  arrendamiento  á  D.  Godofredo  Codofier  j 
á  Bantista  Ferrandia  130  hanegadaa,  poco  máa  ó  menos,  ó  lo  que  hubiera 
de  tierra  arrozal,  inclusa  una  era  grande  recién  construida,  con  doa  barra^ 
caá  medianaa  y  una  máa  pe'quefis,  en  término  de  Soilana,  partida  de  la 
Punta  Seca,  por  término  de  cuatro  afios  y  precio  en  cada  uno  de  9.680  pe- 
setas 70  céntimos,  con  igual  condición  que  en  el  anterior  arrendamiento 
respecto  al  valor  de  laa  barracas;  y  qne  en  los  propios  términoa,  por  igual 
tiempo  de  cuatro  afios  y  en  precio  cada  uno  de  2.600  pesetas,  dio  en  arren* 
damienlo  la  misma  finca,  era  y  barracaa  á  D.  Franciaco  Guallado  y  Doa 
Vict-nte  Baixauli  por  escritura  de  24  de  Diciembre  de  1884: 

Resultando  que  Dofia  María  de  la  Purificación  Rincón  y  Castro  falleció 
en  12  de  Diciembre  de  1886  con  testamento  otorgado  en  27  de  Mayo  de  1880, 
an  coya  cláusula  18  dispuso  oue  al  practiearae  la  diviaión  de  so  herencis 
se  adjudicaran  en  propiedad  á  cada  ano  de  sua  hijoa  y  en  parte  de  pago 
de  so  legítima  los  reapectivoa  bienes  que  les  tenía  cedidos  en  usufructo  por 
el  valor  qoe  entoncea  tuvieran,  pero  descontándose  de  este  valor  el  im* 
porte  de  loa  gaatos  qne  en  mejoraa  útilea  ó  neceaariaa  acreditasen  haber 
hecho  dorante  el  usufructo: 

Resaltando  que  principiadas  las  operacionea  de  (eatamentaría,  loa  Agñ- 
mensorea  y  peritoa  taaadorea  nombrados  por  los  intereaadoa  juatiprecia- 
roD  las  finesa  inventariadas,  de  lo  cual  libraron  la  certificación  correapon- 
diente  en  6  de  Febrero  de  1886,  valorando  las  36  hanegadaa  de  tierra  arro» 
sal  en  la  partida  de  la  Punta  Seca  ó  de  Fabrara  en  260  peaetas  cada  hane- 
gada,  que  bajado  un  cenao  de  666  peaetaa  de  capital,  graduado  al  2  por  lOO 
de  la  pensión  qne  dicha  tierra  aatisfacía  al  Estado,  quedaba  redocido  aa 
valor  líquido  á  8.194  peaetas  40  céntimos;  habiendo  valorado  á  igoal  precio 
laa  24  hanegadaa  y  trea  coartonea  contigoaa  á  laa  anteriorea: 

Reaoltando  qne  por  no  haber  podido  terminarae  laa  operaciones  divi- 
aoriaa  dentro  del  afio  por  que  se  prorrogó  el  plaao  de  loa  aeia  meaea,  eata- 
blecido  por  la  ley,  se  presentó  una  liquidación  provisional  é  interina  con 
la  relación  deacriptiva  y  valorada  de  loa  bienea,  á  fin  de  que  se  practicara 
la  liquidación  proviaional  de  los  derechos  que  devengaba  la  Hacienda,  en 
la  cual  se  comprendieron  laa  35  hanegadaa  de  tierra  arrozal,  partida  de 
Punta  Seca,  por  la  valoración  indicada,  así  como  laa  24  hanegadaa,  tree 
coartones  en  la  misma  partida,  habiendo  aatisfecho  cada  njao  de  loa  inte* 
reaadoa  la  cantidad  qoe  le  correapondía  por  el  importe  de  ao  reapective 
haber: 

Beañltando  qoe  para  llevar  á  efecto  la  diviaión  da  la  herancla  oonvl- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


BX0UB808  T  OOXFSTXVOXAS  2é% 

Dieron  todo»  loa  iotereaados  en  documento  privado  qoe  firmaron  en  39  de 
Agoato  de  1887,  y  qae  eleyaron  á  eacritura  pública  en  26  de  Septiembre 
•iKoiente»  en  laa  baaea  qae  habían  de  camplir  y  guardar,  eatableciendo  en' 
ellaa  qae  ae  aceptaban  loa  jiiatiprecioa  primitivoa  de  laa  fínraa,  ó  aean  loa> 
practicadoa  por  loa  periioa  D.  Joaqoín  Lncaa^D.  Andrés  Gtlbert  y  Vicente 
Breaóy  cayoa  valorea  fijadoa  por  loa  miamoa  eran  loa  qae  figuraban  en  la 
maDÍfeatación  preaentada  á  la  Hacienda  pública  para  la  liquidación  provi- 
aíonal  del  impaeato;  y  en  81  de  Octubre  del  propio  afío  elevaron  á  eecri- 
tnra  pública  la  división,  liquidación  y  adjudicación  de  bienea  quedadoa 
al  fallecimiento  de  Dofia  María  de  la  Parifícación  Rincón,  practicada  por 
el  Letrado  D.  Antonio  Rodríguez  de  Cepeda,  á  quien  ae  la  habían  encar- 
gado, comprendiéndoae  en  el  cuerpo  general  de  bienea  con  el  núm.  89  un 
campo  de  tierra  arrozal,  en  término  de  Sollana,  partida  de  la  Punta  Seca,. 
6  de  Fabara,  con  doa  barracaa  y  una  era,  comprensivo  de  36  banegadaa, 
valorailo  en  8.194  peaetaa,  rebajado  ya  el  capital  del  censo  que  dicha  tie- 
rra aatiafacía  al  Balado;  expreaándoae  que  esta  finca,  como  otraa  á  que  ae 
referían,  eran  proceden  tea  de  laa  hijaa  de  la  teatadora  Dofia  Joaquina  y 
Dofia  Asa  Orellana  y  Rincón,  y  ae  hallaban  inacrítaa  á  nombre  de  la  misma^ 
aegún  la  escritura  de  manifestación  que  como  tal  heredero  otorgó  en  7  de 
Julio  de  1864;  habiéndoae  compirendido  en  la  hijuela  de  Dofia  Isabel  Ore- 
llana  y  Rincón,  en  pago  de  an  haher  en  usufructo,  un  campo  de  tierra  arro- 
zal, en  término  de  la  Punta  Seca  ó  de  Fabara,  con  dos  barracaa  y  una  era,, 
oomprenaivo  de  86  hanegadaa,  anotado  al  núm.  89  del  cuerpo  general  de 
bienea,  y  valorado  en  8.194  peaetaa  40  céntimoa;  consignándose  al  final  de 
U  escritura  que,  leída  por  el  Notario  en  alta  voz  á  presencia  de  los  testigos 
la  división  en  ella  copiada,  la  aceptaron  loa  comparecientea  en  todaa  sua 
partea,  prometiendo  eatar  y  paaar  en  todo  tiempo  por  lo  establecido  en  ella, 
sin  interpretación  ni  pretexto  alguno;  quedando,  por  tanto,  obligados  ma* 
tuamente  de  evicción  y  saneamiento,  con  arreglo  á  derecho,  y  dándoae  por 
poseaionadoa  de  loa  bienea  y  derechoa  que  reapectivamente  ae  lea  habían 
adjadicado;  habiéndoae  inacrito  eata  eacritura  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad de  Sueca  por  el  referente  á  la  tierra  arrozal  en  término  de  villa  Sollana^ 
partida  de  Fabara,  en  11  de  Abril  de  1888,  deacribiéndoae  únicamente  en 
el  Regíatro  por  au  cabida,  linderoa  y  valor: 

Rft-sultando  que  Dofia  Isabel  Orellana  y  Rincón  dedujo  en  9  de  Marzo 
de  1889  contra  au  hermano  D.  Luía  Orellana  Rincón  interdicto  de  reco- 
brar la  poaeaión  en  qoe  ja  demandante  ae  hallaba  de  dos  barracaa  y  una 
era  existentes  en  el  campo  de  tierra  arrozal  antea  referido,  que  el  citado 
D.  Lnia  había  dado  orden  de  que  quitaran  y  traaladaran  á  un  campo  auyo 
contiguo,  y  que  ae  había  ejecutado  por  loa  arrendatarioa  ó  jornaleros  de  ' 
aqnét,  deaapareciendo  la  eia  durante  loa  últimos  díaa  de  Diciembre  de 
1888,  y  laa  barracaa  durante  el  mea  de  Enero  de  1889;  que  aumi^iatrada 
la  información  de  teatigoa  ofrecida  aobre  loa  bechoa  alegadoa,  tuvo  lugar 
la  celebración  del  juicio  verbal,  en  el  que  no  compareció  el  demandado;  j 
articulada  prueba  por  la  demandante,  propuao  la  de  poaicionea,  que  ab- 
aolvió  D.  Luia  Orellana.  manifeatando  que  era  cierto  que  aoacribió  la  ea- 
critura de  partición  de  bienea  de  au  madre,  pero  no  que  ae  enterara  de  to- 
doa  ana  particnlarea,  tratándoae  de  una  eacritura  en  que  ae  deacribían  104 
flncaa^  habiéndoae  apercibido  deapuéa  de  que  contra  lo  convenido  ae  ha- 
bía incluido  en  el  cuerpo  general  de  bienea  una  era  y  doa  barracaa  que 
no  exiatian  en  la  liquidación;  que  era  cierto  que  exiatían  de  antiguo  y  de 
tiempo  de  loa  abueloa  del  declarante  laa  barracaa  que  ae  hallaban  en  el 
campo  de  Uerra  arrozal  citado,  pero  que  dichaa  barracaa  eran  laa  que  ae 
adiudicaron  á  Dofia  Joaefa  Orellana  Lorente,  viuda  de  Aaenai;  que  no 
ara  cierto  ^oe  hubieae  eavado  la  era  y  extraído  y  depoaitado  la  tierra 
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qne  la  constitaía  en  un  campo  de  bu  propiedad,  pnea  lo  único  que  hisa 
fué  disponer  que  ae  retirara  la  tosca  que  el  declarante  había  costeado;  j 
que  no  era  cierto  que  se  llevase  los  materiales  de  las  barracas  j  que  los 
hubiera  utilizado  en  la  construcción  de  una  casa: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  en  12  de 
Sentiembre  de  1889,  estimando  el  interdicto  y  condenando  á  D.  Luis  Ore- 
llana  á  reintegrar  á  la  demandante  en  la  posesión  de  las  barracas  y  era  de 
que  se  trataba,  reponiéndolas  al  ser  y  estado  que  tenían,  con  indemnisa- 
ción  de  daños  y  perjuicios  y  pago  de  costas,  sin  peijuicio  de  tercero,  j 
con  reserva  á  las  partes  del  derecho  qne  pudieran  tener  sobre  la  propie- 
dad  ó  sobre  la  posesión  definitiva,  que  podían  utilizar  en  el  juicio  oorrea- 
pondiente;  consignando  como  fundamentos  que  la  demandante  había  jas- 
tificado  por  suficiente  número  de  testigos  no  tachados  y  por  documento* 
públicos  y  solemnes,  hallarse  en  posesión  á  título  de  duefia,  desde  el  fa- 
llecimiento de  su  madre,  del  campo  en  cuestión,  en  el  que  existían  desde 
antiguo  las  dos  barracas  y  era  reclamadas;  que  los  arrendatarios  de  la  de- 
mandante habían  continuado  desde  1886  en  el  aprovechamiento  de  las  re- 
feridas barracas  y  era  hasta  que  fueron  arrancadas  por  D.  Luis  Orellana; 
y  que  la  demandante  no  sólo  había  acreditado  los  dos  extremos  sefialadoe 
en  el  art.  1662  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sino  que  era  poseedora 
de  buena  fe  y  con  justo  título  por  más  de  afio  y  día  de  las  repetidas  era  y 
barraca^: 

Resultando  que  ejecutada  esta  sentencia  en  todas  sus  partes  por  haber 
desistido  D.  Luis  Orellaña  de  la  apelación  Que  interpuso,  ascendiendo  á 
2.119  pesetas  y  60  céntimos  los  gastos  que  ocasionó  la  reposición,  y  á  100 
pesetas  los  perjuicios  sufridos,  dedujo  D.  Luis  Orellaña  Rincón  en  27  de 
Febrero  de  1890  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  en  la  que,  haciendo 
mérito  de  todos  los  documentos  que  se  han  refendo,  expuso:  que  en  la 
adjudicación  que  se  hizo  á  D.  Luis  Orellaña  Rincón  y  sus  hermanos  en 
representación  de  su  padre  D.  Luis  Orellaña  Llórente,  en  la  división  de 
sus  abuelos  paternos,  entre  otras  fincas,  de  106  hanegadas  y  tres  cuar- 
tones de  tierra,  mitad  de  un  campo  de  218  hanegadas  y  media  en  término 
de  Sollana  ó  de  la  Punta  Seca,  no  aparecían  era  ó  barraca  alguna,  qne  de 
haber  existido  hubieran  formado  parte  de  la  hijuela;  que  en  la  que  se 
formó  á  Dofia  Ana  Orellaña  y  Rincón  en  la  división  de  los  bienes  de  sa 
padre,  se  la  adjudicaron  86  hanegadas  de  tierra,  parte  de  las  106  referidas, 
y  tampoco  formaban  parte  de  la  hijuela  ninguna  era  y  barraca,  sin  que 
tampoco  4Be  hiciera  mención  de  ellas  al  arrendar  Doña  María  de  laPu- 
rifíoación  Rincón,  en  concepto  de  curadora  de  su  hija  Dofia  Ana  Orellaña, 
á  su  hijo  D.  Luis  la  citada  tierra,  que  hubieran  debido  formar  parte  del 
contrato  en  caso  de  existir;  que  en  la  donación  que  ñor  escritura  de  17  de 
Mayo  d^l870  hizo  Dofia  María  Rincón  á  su  hijo  D.  Luis,  además  de  otras 
fincas  de  las  86  hanegadas  que  aquélla  había  heredado  de  su  hija,  no  se 
nombraba  \^  era  y  barracas  que  ya  existían,  porque  la  donante  sabía  qne 
su  construcción  reciente  se  había  verificado  á  costa  de  su  hilo  en  concepto 
de  arrendatario,  que  lo  era  en  el  afio  de  1866;  que  semejantes  construccio- 
nes se  realizaban  por  Jornaleros,  á  quienes  no  estaba  en  uso  exigirles 
recibo,  por  lo  que  no  era  posible  acreditar  concretamente  todos  los  gastos 
de  tales  obras,  pero  que  conservaba  una  cuenta  y  tres  recibos  que  demos- 
trarían que  la  era  y  barracas  de  qUe  se  trataba  fueron  coxistruídas  á  ex- 
pensag  del  demandante,  siendo  arrendatario  de  todo  el  campo  de  que 
formaba  parte  el  srielo  sobre  que  aquéllas  se  levantaron;  que  con  posterio- 
ridad á  la  primera  construcción  de  dichas  era  y  barracas,  y  siendo  ya  usu- 
fructuario el  demandante  de  las  tierras  que  le  donó  su  madre,  se  habían 
liecho  en  ellas  diferentes  modificaciones,  entre  otras,  la  reedificadón 
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total  de  nna  dettniida  por  la  innndación  de  1884,  según  la  nota  de  jorna- 
les  qne  acompañaba;  qne  en  loa  arrendamientos  que  D.  Lnis  Orellana  hiso 
de  la  citada  tierra,  se  comprendieron  la  era  recién  construida,  dos  barracas 
medianas  y  nna  más  pequeña,  de  lo  cual  se  deducía  que  D.  Luis  babía 
estado  en  posesión  de  ellas  desde  su  construcción  basta  que  se  desbicie- 
Ton;  que  ni  en  la  valoración  de  los  bienes  de  su  madre,  ni  en  la  que  se 
presenta  á  la  Hacienda,  por  no  baberse  concluido  la  división  de  bienes, 
■R  incluyó  era  ni  barraca  alguna  en  las  36  banegadas  de  que  se  trataba,  no 
obstante  anotarse  en  otras  fincas  las  edificaciones  adberidas;  que  por 
convenio  de  los  interesados  se  aceptaron  los  justiprecios  primitivos  de  las 
fincas,  poniéndose  en  la  división,  con  respecto  á  las  35  banegadas,  8.124  pe 
setas  40  céntimos,  lo  cual  demostraba  que  dicbas  era  y  barracas  no  estaban 
comprendidas  en  el  justiprecio  de  las  tierras,  no  figurando  por  valor  algu- 
no ni  en  el  caerpo  de  bienes,  ni  en  el  pago  del  haber  de  la  demandada;  que 
á  pesar  de  lo  ordenado  por  la  madre  de  los  litigantes  en  su  testamento, 
de  que  se  adjudicaran  en  propiedad  á  cada  uno  de  sus  bijos  los  bienes  que 
les  tenía  cedidos  en  usufructo,  accedió  el  demandante  á  los  deseos  de  su 
hermana  Doña  Isabel  de  que  se  le  adjudicaran  las  35  banegadas  de  que  se 
trataba;  que  leída  la  escritura  de  división,  el  demandante  no  advirtió  que 
Be  incluían  en  el  pago  del  baber  de  la  demandada  una  era  y  dos  barracas 
fldn  valorar,  ni  mucbo  menos  pudo  presumir  que  fuesen  las  suyas,  como 
no  advirtió  tampoco  él  ni  los  demás  interesados  otros  errores  evidentes 
en  que  se  había  incurrido,  y  que  sólo  podían  notarse  en  un  examen 
detenido;  por  lo  cual  la  inclusión  de  la  era  y  barracao  en  el  cuerpo  de 
bienes  obedecía  á  un  manifiesto  error:  que  la  nulidad  del  título  ^ue  osten- 
taba la  demandada  sobre  la  era  y  barracas  babía  sido  notada  por  el  Regis- 
trador de  la  propiedad  de  Sueca,  que  no  las  incluyó  en  la  inscripción  de 
las  tierras  á  que  estaban  anejas,  sin  embUrgo  de  lo  cual  Doña  Isabel 
Orellana  arrendó  á  Bautista  Vilano  va,  que  alentado  por  el  deseo  de  dis- 
tratar  de  las  barracas  y  era  de  que  carecía,  la  ofreció  por  el  arriendo  de 
las  tierras  un  precio  bastante  superior  al  que  basta  entonces  ^abía  pagado; 
qae  ultimado  este  arriendo,  Vilanova  intimó  á  los  arrendatarios  del  de- 
mandante para  que  desaIo{aran  la  era  y  barracas  ocupadas  por  ellos  en 
virtud  del  arriendo  que  D.  Luis  1^  había  otorgado,  y  por  ello  el  deman- 
dante mandó  á  sus  arrendatarios  trasladar  la  tosca  y  entabacado  de  la  era 
y  los  materiales  de  las  barracas  á  una  parte  del  campo  del  mismo;  y  que 
aprovechando  la  demandada  la  oportunidad  de  hallarse  el  demandante  en 
Madrid,  entabló  el  interdicto  cuyo  resultado  se  ha  referido;  y  de  estos 
hechos  dedujo  como  fundamentos  legales,  que  las  obras  de  la  era  y  barra 
cas  constituían  mejoras  que  pertenecían  al  demandante  por  haberlas  cons 
traído,  y  que  las  pretensiones  de  la  demandada  estaban  en  completa  con- 
tradicción con  la  ley  de  Partida,  que  citó,  y  por  la  cláusula  del  testamento 
de  su  madre;  que  el  error  viciaba  é  invalidaba  el  consentimiento;  que  para 
qoe  procediera  el  interdicto  de  reintegro  había  de  probar  la  demandante 
la  posesión  y  el  despojo,  y  Doña  Isabel  Orellana  no  tenia  la  posesión  de 
las  barracas  y  de  la  era,  habiendo  ocasionado  sus  pretensiones  perjuicios 
á  D.  Luis,  que  era  justo  se  reparasen  debidamente;  y  ejercitando  en  su 
virtud  las  acciones  real  y  personal  acumuladas,  y  compareciendo  en  el  in- 
terdicto, pretendió  se  estimara  nula  la  adjudicación  que  se  hizo  á  la  de 
mandada  de  la  era  y  barracas,  declarando  que  no  tenía  derecho  á  la  pro- 
piedad de  ellas  por  no  haber  indemnizado  de  su  valor  al  demandante, 
quien  pudo  por  lo  tanto  detraerlas  como  mejoras  por  él  realizadas;  conde.- 
nindola  á  que  indemnizase  á  D.  Luis  Orellana  de  los  gastos,  daños  y  perjui- 
cios que  le  habían  ocasionado  sus  pretensiones  á  dicbas  obras,  y  en  es 
pecial  loa  producidos  por  el  interdicto,  é  imponiéndole  todas  las  costas: 
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Resaltando  qae  acompafiadcMi  á  esto  demanda  los  docamentos  de  que 
se  ha  hecho  mérito  y  anas  notas  y  recibos  de  gastos  ocasionados  para  1a 
cónetracción  de  una  barraca,  la  contestó  D.  Joaqnin  Fenollosa,  como  ma- 
rido de  Doña  laabel  Orellaoa,  manifestando:  qae  no  podía  admitirse  la 
dedacción  qae  el  actor  hacía  de  no  existir  al  tiempo  de  hacerse  la  par- 
tición de  los  bienes  de  los  abacios  en  el  campo  en  cuestión,  era  y  barra- 
cas, puesto  que  éstas  existían  ya  en  el  afio  de  1854;  que  el  demandante  no 
las  construyó,  y  que  la  cláusula  del  testamento  de  la  madre  'común,  ínó 
modificada  y  subordinada  por  acuerdo  de  los  hijos  y  herederos  á  las  con- 
dioíoues  del  convenio  de  29  de  Agosto  de  1887;  que  si  á  la  demandada 
se  le  adjudicó  alguna  de  las  fincas  justipreciadas  por  cantidad  menor  á  la 
.debida  ^n  pago  de  su  haber,  desde  el  momento  que  fué  aceptado  por  to- 
dos los  interesados,  se  perdió  todo  derecho  á  rectamar,  por  la  doctrina  que 
de  cualquiera  manera  que  el  hombre  manifieste  querer  obligarse,  queda 
obligado;  que  la  era  y  las  barracas  se  incluyeron  en  el  cnerpo  general  de ' 
bien»'a  y  se  adjudicaron  á  uno  de  los  partícipes  en  la  herenda,  porque  en 
todos  los  supuestos  debían  formar  parte  del  caudal;  que  la  posesión  y  el 
despojo  resultaba  manifiesto  por  la  resultancia,  y  confesado  por  el  deman- 
dante y  documentos  presentados  por  la  demandada;  y  qne  los  perjuicior 
de  que  se  lamentaba  fueron  obra  suya,  pu^s  á  nadie  le  era  lícito  tomarse 
la  justicia  por  su  nropis  mano;  terminando  por  todo  con  la  petición  de  que 
se  absolviera  de  la  demanda  á  la  demandada*  con  imposición  al  deman- 
dante de  perpetuo  silencio  y  todas  las  costas: 

Resultando  que  renunciado  el  trámite  de  réplica,  y  practicada  la  prueba 
que  las  partes  articularon,  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sale 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  dictó  en  14  de  Mayo  de  1892  aen- 
tencia  confirmatoria  con  las  costas,  absolviendo  á  Dofia  Isabel  Orellana 
Rincón,  representada  por  su  marido  D.  Joaquín  FenoUosa  y  Carbonell,  de 
la  demanda  interpuesta  por  D.  Luis  Orellana  Rincón,  sin  hacer  condensa 
ción  de  las  costas  de  primera  instancia: 

Resultando  que  D.  Luis  Orellana  Rincón  ha  interpnesto  recniao  de  ca- 
sación, alegando: 

Primero.  Que  la  ley  114,  tít.  18,  Partida  8.*,  la  doctrina  legal  qne  par- 
tiendo de  ella  sancionan  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  29  dst 
Diciembre  de  1864,  18  de  Marco  de  1866  y  20  de  Febrero  de  1866,  dan 
fuerxa  probatoria  á  los  documentos  públicos  sin^tacha  ni  vicio  legal,  de- 
clarando expreaamente  que  cuando  una  sentencia  no  da  la  indicada  eácar 
cia  legal,  infringe  dicha  ley  y  doctrina,  y  que  portante,  no  refiriéndose  en 
la  división  de  los  abuelos  paternus  de  los  litigantes  en  la  hijaela  formada 
á  Dofia  Ana  Orellana  y  escritura  de  8(Xde  Julio  de  1868,  que  existieran  en 
las  86  Lanegadas  adjudicadas  á  Dofta  Isabel  Orellana  la  era  y  barracas  de 
que  se  trataba,  había  que  reconocer  que,  ó  nada  probaban  eaaa  escritnraa» 
ó  que  la  ley  y  doctrina  legal  citadas  (concedían  completo  foersa  probateria^ 
ó  que  éstas  habían  sido  infringidas,  puesto  qae  la  sentencia  prescindía  de 
dichos  documentos: 

Segundo.  Que  se  infringen  además  en  la  sentencia  las  citadas  ley  y 
doctrina,  dejando  de  apreciar  el  valor  de  las  escritoras  de  1870^  1873, 187d. 
y  1884,  puesto  que  si  por  las  citadas  en  el  número  anterior  se  veía  que  la 
era  y  barracas  no  formaban  parte  de  los  bienes  qne  pertenecieran  á  Dofia 
María  de  la  Purificación  Rincón,  por  éstas  se  observa  que  esa  era  y  esaf 
barracas  fueron  construidas  por  el  recurrento,  á  quien  se  facalto  para  ha- 
cer obras  y  mejoras  en  las  tierras  en  cuestión  por  la  propietaria  de  ellae 
Dofia  María  de  la  Purificación  Rincón: 

Tercero.  Que  citada  de  nuevo  como  infringidas  la  referida  ley  y  doo- 
trina,  porque  en  la  diviaión  de  la  herencia  de  Dofia  Puiificscióa  Rtoqón 
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■e  jttfltipreeiarDn  lás  85  hanegadás  y  se  adjadicaben  á  Dofía  Isabel  Ora- 
llana,  pero  no  se  apreciaron  la  era  y  barracas  de  qae  se  trataba,  por  la  sen- 
eillfsima  razón  de  que  no  pertenecían  á  dicha  hei-encia  y  tampoco  se  com- 
prendieron en  la  manifestación  suscrita  por  todos  los  interesados  para  ét 
pai^o  de  los  derechos  reales  qae  devengaba  la  transmisión  de  bienes;  ma> 
fiiíeatación  qae  oonstitoía  otro  docnmento  fehaciente  reconocido  por  to- 
•dos,  resaltando,  por  tanto,  no  sólo  la  infracción  antes  citada,  sino  también 
la  de  la  ley  119,  tít.  18,  Partida  3.\  y  la  de  las  sentencias  de  este  Supremo 
^ribanal  de  18  de  Marzo  de  1866  y  20  de  Febrero  de  1866: 

Coarto.  Qae  de  lo  anterior  aparecía  qae  la  sentencia,  al  absolver  de  la 
demanda,  había  infringido  la  citada  h»y  119,  tít.  18,  Partida  S>,  y  la  doc- 
trina legal  qae  sobre  docamentos  privados  reconocidos  les  concedía  á  ta- 
les docaroentos  enmplida  fuerza  probatoria;  siendo  preciso  reconocer 
qoe  resaltando  de  numerosos  documentos  públicos  que  la  era  y  barracas 
expresadas  no  pertenecían  á  la  herencia  de  Dofia  Purificación,  no  pudie- 
ron Ser  incluidas  en  la  partición  de  la  misma  como  si  fueran  de  aquella 
•efiora,  hallándose  por  tanto  probada  contra  la  escritura  particional  la 
existencia  de  nn  defecto,  qqe,  aAn  cuando  no  afectase  á  su  vrlidtiz,  des- 
truía su  eficacia  probatoria  respecto  al  particular  defectuoso;  no  fijándose 
el  fallo  en  que  ese  error  resultaba  de  los  documentos  fehacientes  referidos, 
motivando  la  no  inscripción  de  lo  que  constitufa  el  error  en  el  Registro  de 
la  propiedad;  y  qoe  lo  que  el  Registrador  dijo  espontáneamente  én  des- 
carfl:o  de  su  deber,  era  procedente  que  se  hiciera  mediante  la  justificada 
reclamación  del  recurrente: 

Qainto.  Qoe  en  su  consecuencia  se  ha  infringido  la  ley  21,  tít.  6.^  de 
la  Partida  6.%  la  doctrina  legal  de  que  un  error  de  hecho  no  puede  perju- 
dicar al  aparecer  descubierto,  y  Dofia  Isabel  de  Orel  lana  viniera  á  enri- 
quecerse torticeramentA  con  dafio  del  recurrente,  infringiéndose  así  la  re- 
gla de  derecho  17,  tít.  84,  Partida  ?.&,  y  además,  por  este  motivo,  una  cosa 
que  era  de  éste  había  pasado  á  ser  de  aquélla,  sin  la  voluntad  y  sin  el 
hecho  consciente  de  D.  Luis  Oretlana,  apareciemlo  igualmente  infringida 
la  regla  de  derecho  8>,  tít.  84,  Partida  7  *: 

Sexto.  Que  resaltando  claramente  por  los  documentos  relacionados  qae 
hnbo  una  inexactitud  en  la  escritura  particional  al  no  estimar  las  conse- 
«Hencias  legales  de  aquélla  y  absolver  de  la  demanda,  se  infringe  la  doc- 
trina legal  de  que  el  error  yicra  y  anata  el  consentimiento,  sancionada  por 
laa  sentencias,  entre  otras,  de  16  de  Marzo  dé  1871,  21  de  Mayo  de  1874, 
14  de  Marzo  y  13  de  Junio  de  1885  y  1 L  de  Junio  de  1889: 

Séptimo.  Que  no  reconociendo  la  sentencia  el  derecho  del  recurrente 
para  reintegrarse  del  valor  de  las  obras  y  mejoras  hechas  por  el  mismo 
como  arrendatario  de  las  tierras  en  que  construyó  la  era  y  barracas,  in- 
fringe la  ley  24,  tít.  8.o,  Partida  6.^,  que  ho  exige  que  los  arrendatarios 
necesiten  autorización  para  hacer  esas  mejoras: 

Octavo.  Que  al  no  estimar  esos  derechos  del  recurrente  por  suponer 
qae  los  perdió  por  no. reclamarlos  al  terminar  el  arrendamiento,  cuando 
aparecía  que  las  tierras  arrendadas  fueron  ya  en  1870  donadas  en  usa- 
frncto  á  D.  Luis  Orellana,  se  infringe  la  ley  6,\  tít.  8.<>,  libro  11  de  la  No- 
TÍsima  Recopilación,  63  de  Toro,  relativa  á  la  prescripción  de  acciones, 

Sueslo  que  se  desconocía  que  el  recurreute  había  podido  y  podía,  afios 
espnés  de  terminado  el  arrendamiento,  intentar  la  acción  que  había  de- 
ducido y  que  no  hubiera  podido  proponer  mientras  poseía  en  usufructo 
las  tierras  en  que  construyó  la  era  y.bárracas  en  cuestión: 

Noveno.  Y  que,  por  último,  no  habiendo  podido  poseer  ni  poseído. 
Dofia  Isabel  Orellana  la  era  y  barracas  referidas,  habiéndose  inscrito  á  so 
nombre  la  finca  en  qae  estaban  enclavadas,  pero  nd  aquéllas;  y  declaran* 
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doBe  por  800  teatigOB  qae  el  despojo  se  realizó  respecto  á  la  era  en  DI- 
ciembre  de  1888,  y  á  las  barracas  en  Enero  de  1889;  esto  es,  ambos  despo- 
jos bastante  antes  de  que  dicha  sefiora  poseyera  on  afio,  ni  las  tierras  qae 
se  le  adjudicaron  ni  menos  la  era  y  barracas,  que  nunca  poseyó,  resnltabs 
infringida  la  ley  8.»,  tít.  8.o,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  aun 
aceptándola  como  medida  general  y  aun  suponiendo  lo  que  aquí  no  podía 
alegarse  por  Doña  Isabel  Orellana,  que  era  la  buena  fe  y  el  justo  título. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gnllón: 

Considerando  que  no  OKiaten  en  la  apreciación  de  las  pruebas  el  error 
é  infracciones  legales  que  se  suponen  en  los  motivos  primero,  segando  y 
cuarto,  porque  ni  los  documentos  á  que  éstos  se  refieren,  y  cuya  eficacia  no 
desconoce  la  sentencia,  demuestran  en  manera  alguna  qne  las  barracas  y 
era  pertenezcan  al  recurrente,  ni  del  silencio  que  respecto  de  ellas  guarda 
la  partición  de  los  bienes  del  matrimonio  Orellana  Lorente,  ni  de  la  men- 
ción que  de  las  mismas  se  hace  en  las  escrituras  de  1870, 1873, 1879  y  1884, 
las  cuales  sólo  acred  tan  que  D.  Luis  Orellana  fué  arrendatario  en  un  prin- 
cipio y  usufructuario  después,  pero  nunca  duefio  de  4a  finca,  puede  funda- 
damente inferirse  que  realizase  tales  edificaciones  y  mieras  y  que  tenga 
derecho  hoy  para  reclamarlas: 

Considerando  que  tampoco  es  de  estimar  el  motivo  tercero,  toda  yes 
que  la  consecuencia  que  se  pretende  deducir  de  que  en  las  operaciones  de 
la  testamentaría  de  Dofia  María  de  la  Pnrificación  Rincón  no  aparezcan 
valoradas  especial  ó  separadamente  la  era  y  barracas,  pugna  con  el  hecho 
indubitable  de  que  se  comprendieron  nominalmente  en  el  caerpD  general 
de  bienes  y  se  adjudicaron  como  anejas  al  inmueble,  con  asentimiento  ex- 
preso de  todos  los  interesados,  á  la  ex  heredera  Dofia  Isabel  Orellana: 

Considerando  que  son  inaplicables  y  no  han  podido  infringirse  las  leyes 
y  doctrinas  relativas  á  la  venta  de  una  cosa  por  otra,  al  enriquecimiento 
torticero  con  perjuicio  de  tercero,  al  error  que  anula  el  contrato,  al  derecho 
del  arrendatario  para  reintegrarse  de  las  mejoras  hechas  en  el  predio,  á  la 
duración  de  esta  acción  y  á  los  afectos  de  la  posesión  de  an  afio  y  un  .día 
que  se  invocan  en  los  cinco  últimos  motivos,  puesto  que  en  la  demanda  se 
pidió  la  declaración  de  nulidad  de  la  adjudicación  de  las  barracas  y  de  la 
era,  que  se  hizo  á  favor  de  Dofia  Isabel  Orellana;  y  la  sentencia  recurrida, 
que  desestima  dicha  solicitud,  se  funda,  entre  otras  razones,  en  que  con- 
sentida por  el  recurrente  con  perfecto  conocimiento  de  causa  y  plena  capa- 
cidad para  ello  la  indicada  adjudicación,  no  puede  impagnarla  sin  contrariar 
sus  propios  actos,  cuando,  como  en  este  caso  sucede,  no  se  ha  probado  que 
el  consentimiento  se  prestase  por. error,  ni  qne  el  contrato  adolezca  de  nin- 
gún otro  vicio  esencial  que  lo  invalide; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recorso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Luis  Orellana  Rincón,  á  quien  condenamos 
á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la 
ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Valencia  la  certificación 
correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  y  documentos  que  ha 
remitido.— (Sentencia  publicada  el  28  de  Octabfe  de  1898,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  12  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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CoMPBTKKCiA  (24  de  Octubre  de  1^93).— Sala  de  lo  dvih^Pago  de  can- 
tidad,—Se  decide  en  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Daroca  la 
sostenida  con  el  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Audiencia  de  esta  corte, 
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«1  antos  de  menor  cuantía  promovidos  ante  aqaél  por  D.  Mannel  Ostalé 
contra  B.  Jnan  Valero  de  Tomos,  y  se  resaelye: 

Que  es  Juez  competente^  en  primer  término j  para  conocer  de  los  juicios  en 
que  se  ejerciten  acciones  personales  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obli- 
gacián,  según  la  regla  i.&  del  ari,  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  con- 
forme tiene  declarado  repeiidaimente  d  Tribunal  Supremo,  los  actos  realizados 
por  las  partes  pueden  demostrar,  á  falta  de  consignación  escpresa,  cuál  haya 
sido  n»  voluntad  é  intención  re^»ecto  de  dicho  extremo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  Octubre  de  1893 ,  en  la  inhibito- 
toria  de  garisdicción  pendiente  ante  Nos,  propuesta  por  el  Juez  de  primem 
instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de  ^ta  misma  corte  al  de  igual  clase 
de  Daroca,  en  el  conocimiento  de  la  demanda  de  menor  cuantía,  deducida 
ante  el  último  por  P.  Mannel  Ostaló  Rodríguez,  Presbítero,  vecino  de  Cari- 
fiena,  contra  D.  Juan  Valero  de  Tornos j  que  lo  es  de  esta  corte,  sobre  pago 
de  831  pesetas  85  céntimos;  no  habiendo  comparecido  ante  este  Tribunal 
Supremo  ninguna  de  las  partes: 

Resultando  que  en  26  de  Mayo  último  dedujo  D.  Manuel  Ostalé  Rodrí- 
guez en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Daroca  demanda  de  menor 
cuantía  contra  D.  Juan  Valero  de  Tornos,  exponiendo  en  ella  sustancial- 
mente  los  hechos  siguientes:  que  en  Marzo  de  1892  D.  Joan  Valero  de  Tor- 
nos se  presentó  al  demandante  en  la  casa  que  habita  en  Cariñena,  y  entre- 
gándole una  carta  de  recomendación  de  una  persona  respetabilísima,  le 
expuso  el  objeto  de  su  visita,  que  no  era  otro  que  recoger  datos  históricos 
de  aquella  villa  para  una  obra  que  se  proponía  publicar;  que  el  deman- 
dante dispensó  al  Valero  de  Tornos  la  natural  acogida  entre  gente  biep 
educada  y  le  presentó  á  sus  relaciones,  entre  las  que  se  contaba  el  repre- 
sentante de  la  CompiUiía  Arrendataria  de  Tabacos  D.  Antonio  Navarro; 
que  el  último  día  de  los  pocos  que  Valero  de  Tornos  estuvo  en  Cariñena, 
el  25  de  Marzo,  manifestó  al  Navarro  la  gran  contrariedad  que  sufría  por- 
tener  que  marchar  á  Zaragoza,  donde  la  premura  del  tiempo  le  impedía 
negociar  unas  letras,  por  lo  Que  le  suplicaba  le  anticipase  1.000  pesetas 
que  sin  demora  la  devolvería  en  la  villa  de  Cariñena,  pretensión  que  apoyó 
el  demandante,  constituyéndose  en  fiador  de  Valero,  por  lo  que  el  Navaro 
la  entregó  las  1.000  pesetas  expresadas;  que  sin  duda  para  afirmar  más  la 
confianza  demostrada  por  Ostalé  y  Navarro,  endosó  á  éste  Valero  de  Tor- 
nos una  letra  de  cambio  presentada  con. la  demanda  por  valor  de  1.500  pe^ 
setos,  suscritas  por  un  S.  Martín,  á  la  orden  de  aquél,  contra  D.  José  JlI 
Martínez,  de  3arcelona,  al  objeto  de  que  Navarro  la  cobrase,  se  reintegrara 
de  las  1.000  pesetas  prestadas  y  le  devolviera  el  exceso,  letra  que  no  fuó 
aceptada  á  su  presentación  ni  pagada;  y  que  al  protestarla,  se  manifestó 
por  la  persona  con  quien  se  entendió  el  requerimiento,  que  ni  siquiera  co- 
nocía al  librado  en  ella;  que  Navarro  trató  de  inquirir  en  Bilbao  el  lugar 
del  libramiento  de  la  letra,  quién  fuera  el  librador  S.  Martín,  no  logrando 
averignarlo,  pues  ni  aun  la  policía  pudo  dar  noticia  de  él;  que  recogida  pot 
Kavarro  la  letra  y  cuenta  de  resaca,  importante  1.055  pesetas  35  céntimos. 
y  obtenida  la  conformidad  con  esta  suma  de  Valero  de  Tornos,  giró  aquél 
contra  éste  una  letra,  la  que  fué  aceptada,  pero  no  pagada,  ascendiendo  los 
(gastos  hechos  á  la  cantidad  de  1.081  pesetas  45  céntimos,  que  reclamó  Na- 
'V4irro  y  cobró  del  fiador  D.  Manuel  Ostalé,  y  que  el  demandante  se  avistó 
en  Madrid  con  Valero  de  Tornos  para  que  le  pagase  la  mencionada  snma^ 
lo  que  no  pudo  conseguir,  y  sí  sólo  la  promesa  de  que  le  pagaría  en  plazos 
mensuales  de  400  pesetas,  lo  que  no  cumplió,  puesto  que  sólo  remitió  al 
denumdante  y  una  sola  yes,  la  cantidad  de  250  pesetas,  quedando  adeu- 
dándole, por  consiguiente ,  la  cantidad  de  831  pesetas  35  céntimos,  que  ea 
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ia  reclamada;  é  invocando  loB  artícafos  449,  458,  467,  11<M),  1109,  itlS^ 
1753  y  1889  del  Código  civil,  sentencia  de  eate  Tiibonal  de  5  de  Abiil 
de  1862,  ley  8 .»,  tlt.  22,  Partida  8.*,  y  Obaerrancia  8  »  De  fidejussoribu9,  y 
15  De  priuUcgiis  iotws  regni  Aragone,  terminó  solicitando  ae  condenara  á 
D.  Juan  Valero  de  Tornos  á  pagarle  la  anma  de  831  pesetas  85  céntimoa^ 
intereses  legales  desde  el  vencimiento  de  laobliíjpacíón  y  las  costas: 

Resaltando  qne  citado  y  emplazado  D.  Juan  Vateró  de  Tomos  en  virtnd 
lie  exhorto  qne  al  efecto  se  dlrí^tó  al  Jaez  Decano  de  los  de  esta  cort», 
dedajo  en  escrito  de  16  de  Janio  último  la  inhibitoria  de  jurisdicción,  ale- 
gando en  su  apoyo:  qne  encontrándose  en  Garifiena  y  necesitando  realizar 
fondos  para  msrcbar  á  otros  pantos,  obtuvo  de  D.  Antonio  Navai'ro  le  fa- 
dlitase  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  entregándole  nna  letra  de  1.500  con- 
tra D.  José  A.  Martínez,  de  Barcelona,  al  fin  de  que  se  reintegrase  y  le  de- 
volviera el  resto;  letra  que  no  fué  satisfecha,  por  lo  qne  el  Navarro  giró 
contra  Vatero  por  el  importe  de  las  1.000  y  gastos  de  protesto,  cuyo  giro 
fué  aceptado  en  Madrid  por  éste,  pero  no  satisfecho,  obligándose  más 
tarde  á  satisfacer  la  deuda  én  Madrid  y  su  domicilio,  en  plazos  de  250  pe- 
setas; que  cumpliendo  esta  obligación,  satistizoáD.  Manael  Óslale,  que  sa 
había  hecho  cargo  de  la  deuda,  uno  de  los  plazos  que  recibió  por  medio 
de  la  casa  de  Banca  de  esta  corte  JSl  Credit  Lyonnnü;  qne  á  pesar  de  esto, 
el  Ostalé  le  ha  demandado  en  Daroca,  prescindiendo  de  la  competencia  de 
los  Juzgados  de  esta  corte,  donde  Valero  tiene  sa  domicilio  hace  cnarenta 
afios,  y  lugar  donde  debe  cumplirse  la  obligación,  caso  de  ser  procedente, 
y  que  habiéndosele  girado  y  aceptado  el  giro  en  esta  corte,  y  en  ella  ratia- 
fizo  ano  de  los  plazos  convenidos,  el  demandante  no  ha  presentado  jostlfiea- 
ción  qne  acredite  que  Valero  se  obligó  á  pagar  en  Daroca: 

Resultando  que  oído  el  Fiscal  municipal,  dictó  en  13  de  Julio  último 
mato  inhibitorio  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia 
de  enta  corte,  á  quien  por  reparto  correspondió,  faé  impugnado  por  el  de- 
mandante D.  Manuel  Ostalé  en  escrito  de  24  del  mismo  mes,  alegando  en 
apoyo  de  la  competencia  del  Juzgado  de  Daroca  para  conocer  de  la  de- 
manda qne  tenía  deducida:  que  segán  aparece  de  la  letra  de  cambio  endo- 
sada por  Valero  á  D.  Antonio  Navarro  para  que  éste  se  hiciera  cobro  de  la 
cantidad  qUe  á  aquél  prestaba,  el  endoso  se  hizo  en  Carifiefta,  punto  donde 
debía  reintegrarse  de  la  suma  preatads;  qué  segt&n  aparece  de  una  carta 
que  el  demandante  presentó  con  este  escrito,  suscrita  por  Valero  y  dirigida 
á  Ostalé  después  de  promovida  esta  competencia,  aquél  ofreció  á  éste  re- 
mitirle 300  pesetas  más  sobre  las  250  remitidas,  si  el  den^andante  acep- 
taba nna  determinada  transación;  que  la  obligación  se  contrajo  en  Cari 
fiena;  en  este  punto  se  endosó  la  letra  para  reintegro  de  la  cantidad  pres- 
tada; en  el  mismo  el  fiador  pagó  al  acreedor;  igualmente  á  Oarifiena  remi- 
tió el  deudor  250  pesetas,  y  á  éste  punto  ofrecO  remitir  300  pesetas  más  en 
la  carta  ya  referida;  por  lo  qne  ae  trata  de  an  caso  que  puede  resolverse 
teniendo  en  cuenta  el  decidido  por  este  Tribanal  Supremo  en  sentencia 
de  4  de  Junio  de  1892;  qne  el  haber,  girado  Navarro  á  Madrid  contra  Va- 
lero no  obsta  para  que  el  Juzgado  competente  sea  Daroca,  paes  este  hecho 
sólo  implica  una  consideración  ó  deferencia  inmerecida  tenida  con  Valero; 
y  por  último,  que  al  entregar  Navarro  aa  dinero  grataitamente  á  Valero, 
le  hizo  un  indiscutible  favor,  le  prestó  an  servicio  pecuniario,  y  si  en  lo 
relativo  á  servicios  personalea  la  competencia  radica  en  el  Juez  del  lugar 
donde  fueron  prestados,  con  mayor  razón  debe  tenerla  en  el  caso  que  se 
disente,  según  lo  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo  en  sns  fallos  die 
28  de  Septiembre  de  1885  y  7  de  Marzo  de  1802: 

Resultando  qué.  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Ministerio  fiscal, 
dictó  auto  el  Jaez  de  primera  instancia  de  Daroca  en  8  de  Agosto  racha- 
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^iModo  la  inhibitoria  propuesta  y  declarándose  competente  para  segair  co- 
nociendo de  la  demanda;  y  habiendo  ineiatido  el  Jaes  de  primera  insum- 
ía del  distrito  de  la  Aadiencia  de  esta  corte  en  su  competencia,  por  anto 
de  13  de  Agosto  ultimo  le  comunicó  al  de  Daroca,  remitieron  ambos  sus 
respectÍTas  actaaciones  á  este  Tribanal  Supremo  y  se  sustanció  la  compe- 
tencia con  arreglo  á  derecho,  oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Aldecoa: 

Considerando  que  es  Jaes  competente,  en  primer  término,  para  conocer 
de  los  Inicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  el  del  lugar  en  qué 
deba  cumplirse  Ja  obligación,  según  la  regla  1>  del  art.  62  de  ia  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  según  tiene  declarado  repetidamente  este  Tribunal| 
los  actos  realixados  por  las  partas  pueden  demostrar,  á  falta  de  consigna- 
ción expresa,  cuál  haya  sido  su  voluntad  é  intención  respecto  á  dicho  ex- 
tremo: 

Considerando  que  en  el  caso  presente  el  origen^  naturaleza  y  razón  ó 
cansa  de  la  obligación  contraída  por  D.  Juan  Valero  de  Tornos,  en  Cari- 
fiena,  asi  como  el  hecho  de  entregar  éste  á  su  acreedor  D.  Antonio  Nava 
no  en  el  mismo  punto  una  letra  para  que  con  ella  se  hiciese  pago,  letra 
-que  luego  fué  protestada  por  falta  de  aceptación,  constituyen  elementos 
suficientes  de  convicción  de  que  la  intención  de  los  contwtantps  fué  la  de 
•que  al  acreedor  se  le  reintegrase  de  la  cantidad  que  D.  Antonio  Navarro  le 
prestó  gratuitamente  por  mediación  de  D.  Manuel  Oatalé,  en  Carifiena,  y 
que,  esto  supuesto,  es  al  Juez  de  Daroca  á  quien  corresponde  conqfter  de 
la  demanda  interpuesta  por  el  expresado  D.  Manuel  Cataté,  que  hoy  re- 
presenta los  derechos  de  aquél; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
«sta  demanda  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Daroca,  á  quien 
me  remitan  todas  las  actuaciones,  poniéndolo  en  conocimiento  del  de  igual 
clase  del  distrito  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  siendo  de  cuenta  respec- 
tiva  de  las  partes  las  costas  ocasionadas. — (Sentencia  publicada  el  24  de 
Octubre  de  1893,  é  inserta  en  la  GaeHa  de  24  de  Noviembre  del  mismo 
afio.) 
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'  Kscnnso  ds  oasaoión  (25  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo  dvil.«- 
lAquidaGián  de  Sociedad  y  otro$  eodremoB — ^No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
Dofia  Leonor  Albert  en  autos  con  D.  Pedro  Casciaro  Lobato  (Audiencia 
de  Madrid),  y  se  resuelve:  ' 

Que  la  sentencia  qúñ  condena  al  demandado  á  menos  de  lo  pedido  por  el 
aeior  y  le  absuelve  de  los  demás  extremos  que  la  demanda  contienei  no  incn- 
rte  en  el  defecto  de  incongruencia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  Cctubrs  de  1898,  en  los  pleitos 
«cumulados  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Norte  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  esta  misma  corte, 
entre  Ó.  Pedro  Casciaro  y  Lobato,  proptetarioy  vecino  de  CartaKeDa,y  Dofia 
Leonor  Albert  Lanca,  vecina  de  esta  corte,  como  administradora  del  abin- 
testato  de  so  marido  D.  Miguel  Albelda,  y  en  reprentación  de  sus  hijos 
menores  D.  Miguel,  D.  José,  Dofia  Carmen,  Dofia  Mercedes  y  D.  Ángel 
Albelda,  sobre  liquidación  de  Sociedad,  pasro  de  cantidades,  entrega  de 
documentos  y  otros  extremos,  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  la  demandada,  y  en  su 
TOMO  74  17 
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defenfa  y  repraMotodóQ  por  el  Letrado  D.  Camilo  üoeda  j  el  Froeorador 
D.  Laís  Montiel,  habiéndolo  eatado  la  parte  recurrida  por  el  Letrado  Don 
Francinco  Sil  vela  y  el  Procarador  D.  Ignacio  Santiago  y  Sáoches: 

Bt'saltaDdo  <|ne  con  fecha  en  esta  corte  á  18  de  Junio  de  1886,  D.  Pe- 
dro Caeciaro  y  Lobato  y  D.  Miguel  Albelda  y  Bellver  aoscrihieron  nn  con- 
trato privado,  manifeatando  qne  habían  convenido  emprender  varios  ne- 
gocios, entre  ellos  el  de  cereales  y  paja,  con  más  la  explotación  de  la  can- 
tera de  la  propiedad  de  Albelda,  que  radicaba  en  la  linea  del  ferrocarril 
de  Zaragosa,  entre  los  kilómetros  30  y  31  y  demás  industrias  qpeen  la 
misma  fueran  susceptibles;  y  qne  con  tai  motivo,  y  careciendo  Albelda 
de  fondos,  se  babia  asociado  á  Gasciaro  á  fin  de  poder  llevar  á  efecto  loa 
expresados  negocios  con  el  capital  de  este  último,  qnien  desde  luego  acep- 
taba la  explotación  de  los^mismos;  y  en  su 'consecuencia,  por  el  presente 
contrato  provisional,  formaban  una  Sociedad  de  carácter  civil,  con  arregla 
al  derecho  común,  bajo  las  bases  y  condiciones  que  á  continuación  inser- 
taban, entre  las  que  figuran  las  siguientes:  Cuarta,  que  Albelda  ae  obli- 
gabaá  gestionar  y  hacer  las  ventas  y  suministros  de  los  mencionados  ar- 
tículos de  cereales  y  paja,  al  por  mayor  y  menor,  y  á  ingresar  en  la  caja 
de  Casciaro  ó  la  casa  ó  persona  qne  éste  designase,  todas  las  cantidadea 
qne  realixara  por  efecto  de  dichas  ventas  y  suministros;  qpinta,  que  tam- 
bién se  obligaba  Albelda  á  endosar  á  Casciaro  ó  á  qnien  éste  designase, 
todos  los  cargaremes,  libramientos  ó  cualquiera  otra  clase.de  docomentoe 
qne  aquél  obtuviera  á  su  nombre  para  el  cobro  del  importe  de  las  ventas 
y  suifainistros  de  los  mencionados  artículos,  á  fin  dequcfel  mismo  Cas- 
ciaro, Dor  ai  ó  por  medio  de  la  persona  que  deaignase,  percibiera  las  can- 
tidades que  los  expresados  documentos  representasen,  los  cuales  lutbían 
de  considerarse  siempre  y  serian  de  la  exclusiva  propiedad  de  Casciaro; 
décimaséptima,  qne  la  duración  del  presente  contrato  sería  de  nn  año,  á 
contar  desde  1.*  de  Julio  próximo,  considerándose  prorrogado  de  afio  en 
afio  indefinidamente  por  la  tácita  conformidad  de  ambos  otorgantes,  etc.; 
décimaoctava,  que  si  por  causas  ajenas  á  la  voluntad  de  los  otorgantes» 
antes  de  fiaalisar  el  afio,  que  será  forsoso  como  duración  de  eete  contrato, 
fuese  precisa  la  separación  y  consiguiente  terminación  de  los  negotúos,  y 
también  cuando  transcnrrído  el  afio  y  del  modo  previsto  en  la  cláusula 
precedente,  se  diese  pot  terminado  el  plazo  de  duración  de  la  Sociedad,  se 
practicaría  entre  los  otorgantes  una  liquidación  definitiva,  saldando,  en 
primer  término,  todas  las  obligaciones  pendientes  de  la  Sociedad;  y  en  se* 
gundo  término,  retirando  Casciaro  el  capital  que  tuviese  suplido  á  aqué- 
lla, realixadas  qne  fueran  las  existencias  que  hubiera  en  depósito  y  demás 
efectos  que  pertenecieran  á  la  Sociedad,  dividiéndose  entre  los  socios  por 
mitad  é  iguales  partes  las  utilidades  ó  pérdidas  que  resultasen;  y  vigésima 
primera,  que  las  cuestiones  que  sóbrela  inteligenoía  y  buen  cumplimiento 
del  presente  contrato  pudieran  surgir  éntrelos  otorgantes,  se  obllgaba^i  és- 
tos á  sometet  las  á  la  decisión  de  amigables  componedores  y  nn  tercero  para 
caso  de  discordia,  comprometiéndose  á  estar  y  pasar  por  el  laudo  qne  dic- 
.tasen,  á  no  ejercer  contra  él  ningún  recurso,  y  muy  especialmente  á  no 
acudir  por  motivo  alguno  á  los  Tribunales  de  justicis: 

Bfsultando  que  D.  Miguel  Albelda  falleció  en  11  de  Enero  de  1887,  y 
•n  17  de  Febrero  de  1888,  Q.  Pedro  Casciaro  .y  Lobato  dirigió  una  caru  á 
la  viuda  de  Albelda,  Dofia  Leonor  Albert,que  le  entregó  por  ante  Notario, 
participándola:  que  ál  informarse  como  único  socio  de  los  libros  de  conta- 
bilidad correspondientes  á  la  Sociedad  que  llevaba  con  su  difunto  marido 
en  virtud  del  contrato  privado  de  13  de  Julio  de  1886,  le  había  ofrecido 
que  para  el  dia  16  de  aquel  mes  quedaría  practicada  la  liquidación  defini- 
tiva del  negocio  á  qne  se  contraían  dichos  libros  y  contrato,  y  aaí  lo  había 
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enmpIMo,  pnetto  ^ne  realisado  todo  lo  qae  ella  le  manifestó  qnedaba 
existente  en  el  negocio,  á  excepción  de  las  deadas  del  mismo,  y  habién- 
dose hecho  cargo  de  sa  importe  con  aplicación  á  sn  cuenta  de  capital,  ha- 
bía podido  practicar  en  definitiva  dicha  liquidación,  encargándose  de  li- 
anidar  todo  lo  demás  pendiente  referente  á  dicha  Sociedad,  resultando  sa 
difunto  marido  debiendo  á  la  misma,  después  de  abonarle  la  parte  de  nti- 
Kdades  qne  le  habían  correspondido,  todo  con  sujeción  estricta  al  expre- 
sado contrato,  la  respetable  suma  de  89.260  pesetas  t  céntimos;  que,  por 
tanto,  procedía  que  como  representante  legal  de  sns  hijos,  nombrara  una 
persona  de  su  conñanaa  y  competente  en  contabilidad  para  que  se  enten- 
diera con  él,  examinara  dicha  liquidación  con  los  libros  á  la  vjsta,  y  pu- 
diera prestar,  de  acuerdo  con  ella,  su  conformidad  ó  reparos;  y  que  ha- 
biendo quedado  como  único  socio  para  la- liquidación,  le  rogaba  se  8Ír* 
viera  remitirle  sin  demora,  y  para  la  debida  formalidad,  los  libros  copia- 
dores de  cartas  de  la  Sociedad,  la  correspondenda  con  la  misma  y  demás 
documentos  pertenecientes  á  ella,  qne  todavía  obraban  en  su  poder;  á  coya 
carta,  entregada  como  se  ha  dicho  por  ante  Notario  á  Dofia  Leonor  Alberii 
contestó  ésta  en  el  mismo  acto  que  nada  podía  hacer  en  el  asunto  de  que 
se  trataba,  pOr  hallarse  intervenido  judicialmente  en  el  abintestato  de  so 
marido,  de  que  conocía  el  Juzgado  del  Norte:  ^ 

Resultando  que  con  los  documentos  relacionados  y  otros  muchos,  de- 
dujo D.  Pedro  Ouiciaro  y  Lobato,  en  11  de  Mayo  del  mismo  afio  1888  lá 
demanda  de  este  pleito,  haciendo  mérito,  entre  los  numerosos  hechos  que 
en  ella  expaso,  de  que  fallecido  Albelda  en  U  de  Enero  de  1887,  su  viuda 
Dofia  Leonor  Álbert  le  entregó,  bajo  inventario,  los  libros  de  la  Sociedad; 
y  ai  fin  de  practicar  la  liquidación,  realizó  lo  que  había  en  almacenes,  har 
ciéndose  cargo  de  su  importe,  y  formó  después,  por  el  resultado  de  loe 
libros  hasu  81  de  Diciembre  de  1887,  el  balance  del  folio  l,^  del  cuaderno 
diario  que  acompafiaba;  y  que  del  balance  definitivo  del  folio  10  del  dia- 
rio resultaba  que,  á  excepción  de  un  acreedor  á  quien  el  negocio  debía  so- 
lamente 941  pesetas  83  céntimos,  el  demandante  era  el  únioo  acree*ior  del 
misnao  negocio  por  93.125  pesetas  83  céntimos  que  le  faltaba  percibir  por 
su  capital,  y  por  26.813  20  céntimos  por  sn  parte  de  utilidades  obtenidas 
en  el  mismo,  que  en  junto  hacían  11)«.938  con  33  céntimos;  y  en  cambio 
Albelda  debía  al'  negocio  89.260  pesetas  6  cenamos,  después  de  desconta- 
das las  ganancias  que  le  habían  correspondido  y  de  cargarle  88.046  pese- 
tas 10  céntimos  del  desfalco  qne  resultaba  en  caja;  y  después  de  alegar  los 
fundamentos  de  derecho  qne  estimó  oportunos,  solicitó  se  ordenara  en  de- 
finitiva á  Dofia  Leonor  Albert,  en  el  doble  concepto  de  representante  de 
sus  hijos  nienores  y  de  administradora  del  abintestato  de  so  marido:  ^pri- 
mero, aprobar  la  liquidación  de  la  Sociedad  qne  se  acompafiaba  y  habla 
formado  el  demandante,  nombrando,  si  lo  juzgaba  necesario,  persona  in- 
teligente para  el  examen  de  la  misma,  y  en  caso  de  no  estar  conforme,  es- 
pecificará de  un  modo  claro  en  qué  consistían  las  diferencias;  segundo,  á 
que  entregara  endosados  á  la  orden  del  demandante  todos  los  documentos 
de  crédito  correspondientes  á  la  Sociedad  que  obrasen  en  su  poder,  y  las 
cantidades  que,  correspondientes  á  la  misma  Sociedad  háblese  percibido, 
considerando  á  este  efecto  de  endosar  los  documentos  y  devolver  las  ean- 
tidades  percibidas,  las  referentes  tamben  á  la  tienda;  tercero,  á  que  en  el 
caso  de  no  conformarse  con  la  liquidación  y  expresar  las  diferencias  que 
en  ella  encontrase,  nombrara  un  amigable  componedor  qne,  en  unión  del 
que  designase  el  demandante,  dictaraí  el  lando  en  el  término  que  el  Juz- 
gado sefialase,  otorgando  al  efecto  la  correspondiente  escritura;  cuarto,  á 
qne  si  existia  discordia  se  pusiera  de  acuerdo  oon  el  demandante  para.el 
aombnuñjento  de  on  tercero;  quinto,  á  pagarle  la  cantidad  de  89 J60 
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peaetas  6  céntimos,  ó  la  mayor  ó  menor  que  de  la  liquidación  refnltMi, 
considerándole  por  esta  suma  como  acreedor  al  abintestato  de  Albelda, 
con  los  intereses  qne  con  arreglo  al  contrato  devengase  deede  l.o  de  Enero 
de  1888  hasta  el  efectivo  pago;  sexto,  á  entregarle  también  las  existencias 
de  piedra  balastro  qne  á  la  maerte  de  Albelda  se  bailaban  apiladas  en  la 
cantera,  y  si  indebidamente  después  de  ese  día  se  hubiese  dispuesto  da 
esas  existencias,  al  reintegro  de  su  valor;  y  séptimo,  á  la  entrega  de  todui 
los  libros,  correspondencia  y  documentos  de  cualquier  especie  de  la  pro- 
piedad de  la  Sociedad  referida: 

Besultando  que  después  de  acumulada  esta  demanda  al  juicio  de  ab- 
intestato de  D.  Miguel  Albelda,  y  de  desestimados  dos  incidentes  qne  for- 
muló Dufia  Leonor  Albert,  uim  para  que  se  declarase  que  sólo  debía  ser 
demandada  como  administradora  del  abintestato,  y  en  el  otro  que  no  ds- 
bía  contestar  la  demanda  mientras  que  Casciaro  no  presentase  los  libros 
de  laSociedad  qne  tenía  en  su  poder,  evacuó  el  traslado  de  contestación 
pidiendo  que  se  le  absolviera  de  la  demanda  deducida,  oon  imposición  de 
costas  al  demandante,  alegando  para  ello  en  cuanto  es  pertinente:  que  te* 
nlendo  noticia  de  las  relaciones  industriales  que  mediaban  entre  su  marido 
y  Casoiaro,  aunque  ignorando  su  alcance  y  transcendencia,  tan  pronto 
como  falleció  MBél  lo  comunicó  á  Casciaro,  con  quien  se  puso  de  acuerdo 
para  adoptar  laá  resoluciones  oportunas  en  evitación  de  perjuicios,  acor- 
dándose entre  ambos  vender  los  géneros  y  efectos  que  existían  en  el  al- 
macén, y  realizar  sus  créditos  para  atender  con  todo  ello  á  las  deudas  do 
Albelda;  que  como  consecuencia  de  esto,  se  enaj'^nó  toda  la  cebada  exis- 
tente, que  realisó  Casciaro  en  la  cantidad  de  14.008  pesetas,  asi  como  la 
casi  totalidad  de  los  enseres  y  efectos  que  quedaban  en  el  almacén,  por 
cuenta  de  los  cuales  se  biso  entrega  á  Casciaro  de  8.186  pesetas,  sumando 
ambas  partidas  la  de  22.194  pesetas  95  céntimos;  y  además  se  hizo  cargo 
Casciaro,  mediante  recibo,  de  los  libros  y  documentos  referentes  al  alma- 
cén; qne  no  reconoció  como  verdadera  la  liquidación,  presentada  oon  la 
demanda,  pues  aparte  de  su  ineficacia  por  no  haber  intervenido  ella  en  sa 
confección,  no  podía  prestarla  su  anuencia  ni  concretar  sus  deficiencias, 
por  estar  privada  de  los  libros  de  contabilidad;  qne  era  inexacto  que  hu- 
biera concedido  ni  reconocido  á  Casciaro  derecho  alguno  para  practicar  la 
liquidación  de  la  Sociedad  CaaciaroAlbelda,  aunque  era  cierta  la  existen- 
cia de  la  carta  de  17  de  Febrero  de  1888,  en  que  el  demandante  la  había 
Invitado  á  examinar  la  liquidación  con  los  libros  á  la  vista,  negándole  des- 
pués esto  mismo  en  el  terreno  judicial;  que  promovió  el  abintestato  de  en 
marido  para  evitar  las  responsabilidades  que  le  hubieran  podido  sobreve- 
nir, en  vista  de  que  Casciaro,  para  extinguir  lo  que  decía  ser  su  deuda,  se 
aplicaba  las  cantidades  obtenidas  por  la  venta  de  géneros  y  efectos  del  al- 
macén, prescindiendo  de  los  demás  acreedores  qne  la  venían  instigando 
con  todo  género  de  reclamaciones  y  anunciándola  graves  perjuicios;  que 
el  mismo  demandante  reconocía  que  la  liquidación  debía  hacerse  por  él 
en  nnión  de  los  herederos  de  Albelda;  que  con  arreglo  á  la  ley  8.%  tít.  10, 
Partida  b.\  la  liquidación  debía  hacerse  por  las  personas  y  en  la  forma 
establecidas  en  la  cláusula  18  del  contrato;  que  aun  siendo  procedente  <d 
nombramiento  de  amigables  componedores  partf  liquidar  la  Sociedad,  se- 
ría preciso  hacer  su  designación,  que  no  surtiría  efecto  sin  .llenar  los  re- 
quisitos prevenidos  en  la  Sección  2>,  tít.  6.o,  libro  2.o  de  la  ley  de  Kojai- 
ciamieuto  civil;  y  que  la  demandada  quería,  lo  mismo  que  el  demandante^ 
el  cumplimiento  de  la  cláusula  31  del  contrato,  ó  sea  que,  practicada  la  li- 
quida(*iófi,  se  sometieran  las  diferencias  á  la  resolución  de  amigables  com- 
ponedores: 

Resultando  que  en  la  réplica  manifestó  el  demandante  que,  puesto  qos 
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U  derntadada  ioatenfa  qae  la  cláasnla  21  del  contrato  no  ae  refería  á  \9^ 
liqoidación  de  la  Sociedad,  j  que  además  era  ineñcas  por  no  ajustarse  á 
loa  reqnisitoa  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  prestaba  sn  asentimiento 
á  tetirar  de  la  súplica  de  la  demanda  las  pretensiones  relativas  al  nom- 
bramiento de  amigables  componedores,  siempre  que  la  parte  contraría  in- 
sistiera en  tal  punto  de  vista  ó  el  Jusgado  entendiera  que  una  vez  pres- 
tada conformidad  por  ambas  partes  no  qtíedaba  sometida  esta  cuestión  á 
•a -decisión  y  fallo;  reproduciendo  en  todo  lo  demás  las  alegaciones  y  peti- 
ciones de  su  demanda;  y  evacuado  por  Dofia  Leonor  Albert  el  trámite  de 
déplica,  limitándose  á  reproducir  el  de  contestación,  se  recibió  el  pleito  á 
praeba,  suministrándose  por  ambas  partes  extensas  justificaciones: 

Resultando  que  con  posterioridad  á  la  demanda  de  D.  Pedro  Gasciaro, 
ó  sea  en  30  de  Setiembre  del  mismo  afio  1888,  la  Dofia  Leonor  Albert,  en 
el  concepto  de  administradora  judicial  de  los  bienes  del  abintestato  de  sa 
marido,  dedujo  otra  demanda  para  que  se  condenase  á  D.  Pedro  Casciaro 
á  qne  en  el  término  de  quinto  día  le  entregara,  en  su  carácter  de  tal  admi- 
nistradora, las  22.194  pesetas  96  céntimos,  importe  de  los  bienes  del  abin- 
testato vendidos  por  el  mismo,  de  que  se  incautó  en  la  forma  ya  referida, 
con  los  intereses  legales  de  dicha  cantidad  desde  la  fecha  de  esta  demanda; 
y  á  que  entregara  ó  devolviera  en  el  mismo  término  Ips  libros  y  docn- 
mantos  de  que  se  hizo  cargo,  según  recibo^  á  reserva  de  los  derechos  de 
qne  se  creyera  asistido,  que  podría  ejercitar  en  la  forma  y  manera  conve- 
niente^ cuya  demanda  fué  impugnadía  por  Caaciaro,  alegando  suétancial- 
mente,  para  que  se  desestimara,  que  el  contrato  de  Sociedad  daba  naci- 
zttiento  á  ana  persona  jurídica  distinta  de  la  de  los  socios  con  su  haber  pe- 
callar,  que  no  ae  debía  confundir  con  la  fortuna  particular  de  cada  socio^ 
DO  significando  otra  cosa  la  disolución  de  la  Sociedad  qne  la  muerte  de 
••a  persona,  y  constituyendo  la  liquidación  su  testamentaría;  y  que  esta 
liquidación  de  la  Sociedad  debe  hacerse  en  la  forma  convenida  por  los  so- 
cios, distribuyéndose  las  pérdidas  y  ganancias  con  arreglo  al  contrato;  es- 
tableciendo las  leyes  civiles  y  mercantiles,  que  cuando  una  Sociedad  está 
en  liquidación,  los  administradores  de  la  misma  son  los  encargados  de 
practicarla: 

Resultando  qne  evacuados  en  este  segundo  pleito  los  trámites  de  ré- 
plica y  duplica,  se  suministraron  también  por  vías  dos  partes  diferentes 
pmebas,  y  después  de  evacuado  el  trámite  de  conclusiones,  fué  acumulado 
si  anterior,  y  en  81  de  Enero  de  1891,  el  Juez  de  primera  instancia  del 
Forte  dictó  sentencii^  desestimando  las  dos  demandas  dedncidaé  en  ambo! 
acnmnlados: 

Resaltando  qne  de  esta  sentencia  apeló  tan  sólo  D.  Pedro  Caaciaro,  y 
tramitada  la  alzada  con  arreglo  á  derecho,  dictó  sentencia  la  Sala  segundA 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  en  7  de  Julio  de  1892,  revocato- 
rim  de  la  del  Juzgado  en  la  parte  qne  había  sido  apelada,  ó  sea  en  la  rela- 
tiva á  la  demanda  de  D.  Pedro  Caaciaro  contra  Dofia  Leonor  Albert,  de- 
clarando qne  ésta  se  halla  obligada  en  su  carácter  de  administradora  del 
abintestato  de  D.  Mignel  Albelda  y  repreaentante  de  sus  menores  hijos 
D.  Mignel,  D.  José,  Dofia  Carmen,  Dofia  Mercedes  y  D.  Ángel  Albelda,  i 
ear^minar  y  censnrar  ó  aprobar  la  liquidación  Casciaro  Albelda,  presen- 
tada por  el  demandante,  abonándose  el  saldo  que  resulte  por  el  que  apa-' 
resea  deador;  á  entregar  igualmente  á  D.  Pedro  Caaciaro  todas  las  canti- 
dades qoe  procedentes  de  dicha  Sociedad  hubiese  percibido,  y  á  endosar  . 
A  favor  del  mismo  todos  los  documentos  de  crédito  de  igual  procedencia; 
aclarando  también  qne  éñ  la.  liquidación  definitiva  han  de  comprendenTe 
laa  operaciones  relatlvaa  á  la  cantera  propia  de  D.  lliguel  Albelda,  y  que 
pertenecen  A  la  Sociedad  todos  los  materiales  procedentes  de  1*  ezplofa- 
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don;  y  por  último,  que  ambM  parteo  oitán  obligadao  á  exhlUrao  ni6tiia- 
meate  todoo  loo  libros,  correopondencia.y  demáo  dooomeotoa  de  la  Socie- 
dad siempre  que  los  reclameo.  quedando  á  disposicióo  de  D.  Pedro  Gas- 
claro  loego  qae  sea  uUiíbada  la  liquidación,  y  condenando  en  sn  conse- 
cnenda  á  Dofia  Leonor  AllMrt  á  estar  y  pasar  por  lo  dispuesto  en  las  an- 
teriores declaraciones,  absol  riéndola  en  cnanto  á  los  demás  extremos 
de  la  demanda,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas  de  ambas  ins- 
tandas: 

Resultando  qne  Dofia  Leonor  Albert,  en  el  concepto  de  admtnistradoni 
del  abintestato  de  su  marido  D,  Miguel  Albelda,  y  en  representadón  de  sa 
hijo  menor  de  edad  D.  Ángel  Albelda,  interpuso  recurso  de  cesación,  fua- 
daido  en  los  números  !.•  y  3.e  del  art  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  d- 
▼il,  por  eondderar  inírigidos: 

Piimero.  Bl  principio  de  derecho  de  que  el  hombre  es  tonudo  ám 
oamplir  aquello  á  que  se  obligó,  y  de  que  ^das  las  condiciones  qne  se  es- 
tipulan en  los  contratos  deben  cumplirse  si  no  son  contrarias  á  las  leyes  y 
á  las  buenas  costumbres;  en  cuanto  la  sentencia  recorrida  declara  que  la 
recurrento,  en  el  doble  concepto  porque  figura  emplasada,  debe  censurar, 
examinar  ó  aprobar  la  liquidación  practicada  por  D.  Pedro  Casciaro, 
abonándose  el  saldo  por  el  que  aparesca  deudor,  etc.,  á  pesar  de  qne  en  la 
oonfecdón  de  esa  liquidación  no  han  intenrenido  para  nada  los  cansaha- 
bientes  ó  herederos  de  D.  Miguel  Albelda,-á  los  que,  según  to  pactado  en 
U  cláusula  dédmaoctaya  del  documento  privado  de  18  de  Junio  de  ISSC, 
sólo  puede  comprometérseles  á  que  practiquen,  en  unión  con  el  socio 
sobreviviente^  la  liquidación  de  la  Sodedad,  como  igualmente  por  sn  parto 
tienen  acción  y  derecho  para  pedir  y  recabar  de  los  Tribunales  que  las 
eondidones  del  convenio  se  complan  7  ejecuten  en  cuanto  no  se  opongaa 
á  la  moral  ni  á  las  leyes,  como  sucede  con  respecto  á  la  forma  en  que  ha 
de  liquidarse  la  Sociedad  Casciaro  Albelda: 

Segundo.  En  el  mismo  concepto,  el  principio  también  de  derecho  san- 
doniuio  por  la  jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal  Snpremo,  de  qne 
tratándose  del  cumplimiento  de  un  contrato,  lo  estipulado  en  él  es  la  pri- 
mera ley  que  debe  respetarse  y  á  la  que  las  partes  necesariamente  se  ha- 
brán de  atener,  toda  ves  que  si  bien  D.  Pedro  Casciaro  al  interponer  su 
demanda  no  tnvo  ni  ha  tenido  otro  propósito  qne  el  de  obtener  el  debido 
CttmpUmiento  del  contrato  de  13  de  Junio  de  1886,  con  respecto  á  la  liqni- 
.  dación  de  la  Sodedad  que  quedó  disuelta  oor  un  acto  contrario  á  la  volnn- 
tad  de  los  inteiesados,  cual  fué  la  muerte  de  D.  Miguel  Albdda,  es  lo  cierto 
que  olvidando  por  completo  la  condición  décimaoctava  de  aquel  contrato, 
ya  por  sn  carácter  de  socio  sobreviviente,  ya  por  titularse  capitalista,  se 
atríbnyó  facultades  de  que  carecía,  como  la  de  proceder  por  sí  propio  á  la 
liquidadón  de  la  Sodedad  y  querer  obligar  á  la  recurrente  á  estar  y  passr 
por  ella,  exigiéndola  además  el  abono  del  saldo  que  arroja  aquella  liquida- 
don;  poes  independientemente  de  que  la  liquidación  practicada  por  Oas* 
daro  esté  ó  no  ajustada  al  contrato,  no  puede  en  manera  alguna  recono- 
cénele  valor  ni  eficacia,  por  haber  sido  confeccionada  por  uno  solo  de  los 
aodos  sin  la  representación  legal  del  otro: 

Tercero.  La  ley  8.%  tít  10,  Partida  6  *  invocada  por  el  mismo  Oasdaro 
entre  los  fundamentos  de  su  demanda,  que  dispone  que  la  de  liquidación 
de  la  Sodedad  deberá  hacerle  en  la  forma  convenida  por  los  sodos, 
distribuyéndose  las  -pérdidas  y  ganancias  con  arreglo  al  contrato;  pues  es 
•vidente,  por  lo  ya  expuesto,  qne  para  que  la  demanda  de  Oasdaro  encon- 
trara amparo  en  dicha  disposición  legal,  tenía  que  haber  comensado  por 
respetar  la  citada  cláusula  dédmaoctava  del  contrato,  que  determina  la 
forma  en  que  debe  practicarse  la  liqnidadón: 
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Oa«rto.  La  ley  l.<,  tft  1.^  libro  10  d«  1»  Novítima  Recopilación  y  la 
jnriiipradenda  de  eate  Tríbanal  Sapremo  establecida  en  senteoHas  de  27 
de  Octobre,  9  y  28  de  Nonembre  de  1860,  24  de  Octobre  de  1871,  28  de 
Febrero  de  1874,  y  en  otras  macbaa.  que  sientan  como  precepto  general  en 
materia  de  obligaciones  el  de  qne  de  cnalqniera  manera  qoe  aparesca  que 
uno  qniso  obligarse,  qoeda  obligado,  sin  qne  qne  pneda  evadirse  el  cnm- 
pUmiento  de  lo  convenido  sin  Infringir  esta  ley  y  doctrina;  en  el  concepto 
úe  qoe,  al  entablar  Gaaeiaro  el  litigio,  practicando  por  sf  solo  la  liqnida- 
eión  de  la  Sociedad  é  interesando  de  los  herederos  de  Albelda  sn  aproba- 
ción y  examen»  cnando  ningnna  intervención  se  les  había  reconocido  en 
ella,  y  ai  decidir  la  sentencia  recorrida,  de  conformidad  con  las  pretensio- 
nes de  aqnél,  obligando  á  los  menores  hijos  de  Albelda  á  pasar  por  on 
compromiso  qne  &te  no  adquirió,  se  comete  nna  trasgresión  del  contrato, 
y  y  por  lo  tanto,  de  la  ley  y  jurisprndencia  invocadas: 

Quinto.  La  doctrina  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias 
de  16  de  Febrero  de  1870,  20  de  Enero  y  29  de  Febrero  de  1871,  y  en  otras 
Tsrias,  según  las  que  los  contratos  deben  cumplirse  en  los  términos  en 
qne  se  hayan  redactado,  sin  ampliarlos  á  cosas  ni  á  casqs  que  no  se  hayan 
^  estipulado  especialmente,  y  ateniéndose,  según  una  de  las  reglas  de  buena 
interpretación  de  las  leyes,  á  los  hechos  anteriores  que  lo  hayan  motivado, 
al  conjunto  de  circnnstancias  qne  lo  hubieran  preparado,  á  la  intención  y 
propósito  de  los  litigantes  y  á  los  hechos  subsiguientes  de  estos  mismos 
qne  con  él  se  relacionan,  sin  olvidar  qne  deben  aplicarse  unas  cláosulas 
con  otras,  por  cuanto  habiéndose  propuesto.  D.  Pedro  Casciaro  cumplir 
qn  contrato  de  sociedad,  ó  sea  de  los  bilaterales  que  producen,  al  mismo 
tiempo  que  derechos,  obligaciones  recíprocas,  en  ninguna  de  cnyas  cláusu- 
las se  le  concede  autorisación  para  practicar  por  AÍ  propio  la  liquidación 
de  la  misma  Sociedad,  resulta*evidente  que  el  fallo  recurrido,  al  condenar 
á  la  recurrente  en  el  doble  concepto  en  qne  litiga  á  estar  y  pasar  por  las 
declaraciones  qne  el  mismo  contiene,  como  son  las  de  examinar,  censurar 
y  aprobar  la  liquidación  de  la  Sociedad  Casciaro  Albelda,  abonándose  el 
saldo  qne  resulte  por  el  que  aparesca  deudor,  infringe  la  doctrina  dtada, 
porque  disponiendo  la  clánsnla  18  del  contrato  qne  la  liquidación  deberían 
hacerla  ambos  otorgantes,  no  se  procura  sn  cumplimiento  en  los  términos 
en  qne  se  ha  redactado,  aino  qne  se  amplía  á  casos  y  cosas  no  estipuladas; 

Y  sexto.  £1  art  859  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  qoe  dispone  qne 
las  sentencies  deben  ser  claras,  precisas  y  congruentes  con  la  demanda  y 
con  las  demás  pretensiones  deducidas  en  el  pleito,  haciendo  las  declara- 
ciones que  estas  exijan,  condenando  ó  absolviendo  al  demandado  y  deci- 
diendo todos  los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto  del  debate,  ha- 
ciendo, cuando  estos  hayan  sido  varios,  el  pronnnciamieúto  correspon- 
diente á  cada  uno  de  ellos,  con  la  debida  separación,  y  en  relación  con 
este  precepto,  la  doctrina  legal  que  lo  robustece,  establecida  en  las  sen- 
tencias de  casación  de  4  de  Abril  de  1868,  11  de  Biarso  y  8  de  Agosto  de 
1884  y  en  otras;  pues  aparte  de  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  hecho  con 
la  debida  separación  el  pronunciamiento,  correspondiente  á  cada  uno  de 
los  siete  extremos  contenidos  en  la  súplica  de  la  demanda,  única^manera 
de  qne  á  la  simple  vista  se  viese  la  incongruencia  de  que  el  fallo  adolece, 
■in  embargo,  examinando  el  conjunto  de  declaraciones  qne  en  globo  con- 
tiene el  falla  y  poniéndolo  en  parangón  con  los  particnlares  recíprocos  de 
1»  demanda,  se  nota  qoe  mientras  D.  Pedro  Casciaro  pretendió  se  conde- 
nase á  la  recurrente  á  que  aprobara  la  liquidación,  nombrando,  si  lo  jua- 
gaba oportuno,  persona  inteligente  para  su  examen  ó  especificara  de  un 
modo  claro  en  qué  consistían  laa  diferencias  á  qne  entregase  endosados 
loe  documentos  de  crédito  pertenecientes  á  la  Sociedad  y  las  cantidades 
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de  ella  percibidae  al  pago  de  89.2^0  peaetae  6  oéntmibe,  ealdo  de  la  liqei^ 
dación  ó  la  mayor  ó  menor  que  reanltaee,  considerando  i  Gasciaro  com<^ 
acreedor  por  eata  anma  del  abinteetato,  con  más  los  intereses  y  á  la  en- 
trega de  las  existencias  de  j>iedra  de  la  cantora  y  de  los  libros  y  docamen- 
toade  la  Oom(>alUa,  la  sentencia  recorrida  lo  que  resael\re  es  qae  1* 
recurrente  debe  qaedar  obligada,  á  examinar,  censurar  ó  aprobar  la  liqui- 
dación de  la  Sociedad  Gasciaro  Albelda  presentada  por  el  demandante, 
abonándose  el  saldo  por  el  que  resolte  deador,  entregando  igoalmente  á 
Gasciaro  Isa  cantidades  que  procedentes  de  dicba  Sociedad  bnbiese  perci- 
bido y  endosando  á  su  favor  los  documentos  de  crédito;  entendióndoee- 
que  en  la  liquidación  definitiva  habrían  de  comprenderse  las  operacionee  . 
relativas  á  la  cantera,  como  también  todos  los  materiales  procedentes  de 
la  explotación;  y  por  último»  que  ambos  interesados  deberían  exhibirá» 
mútoamente  todos  los  libros,  correspondencia  y  demás  documentos  de  la 
Sociedad,  siempre  que  se  los  reclamasen,  quedando  á  disposición  de  Gas- 
ciaso  tan  pronto  como  la  liquidación  se  termine,  ao  explicándose  incon- 
gruencias tan  notorias  entre  lo  solicitado  por  el  actor  y  lo  concedido  por 
Ía  sentencia  sino  por  raxonamientos  ^  Inverosímiles  como  los  del  se- 
gundo de  los  considerandos  de  la  miama  sentencia  'recurrida,  en  que  se 
llega  á  asegucar  que  Gasciaro  no  se  proposo  la  aprobación  de  su  Uqoíd*- 
don. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassus: 

Goosiderando  que  al  declarar  la  sentencia  recurrida  que  Dofia  Leonor 
Albert,  en  la  representación  que  ostenta,  se  halla  obligada  á  examinar  y 
á  censurar  ó  aprobar  la  liquidación  de  la  Sociedad  Qisciaro  y  Gompafiía, 
presentada  por  el  denwmdante,  abonándose  el  saldo  que  resulte  por  el  que 
aparezca  deudor,  que  en  la  liquidación  de^pitiva  han  de  comprenderse  laa 
operaciones  relativas  á  la  cantera,  y  que  ambsa  partes  están  obligabas  4 
exhibirse  mutuamente  todos  los  libros  y  documentos  de  la  Sociedad  siem- 
pre que  los  reclamen,  quedando  éstos  á  disposición  del  Gasciaro  luego  que 
sea  ultimada  la  liquidación,  reconoce  clara  y  esplícitamente  la  necesidad 
de  que  ésta  se  practique  con  la  intervención  directa  de  los  dos  contratan- 
tes, conforme  á  lo  estipulado  en  la  condición  18  del  contrato  de  Sociedad,,, 
dando  á  la  liquidación  presentada  con  la  demanda  el  carácter  de  un  pro* 
yecto  que  ha  de  servir  de  base  á  la  discusión  Amo  medio  máa  fácil  y  ex- 
pedito 4|B  llegar  á  la.  liquidación  definitiva,  y  no  infringe,  por  consiguiente, 
la  ley  del  contrato  ni  las  demás  disposiciones  y  doctrina  legal  que  se  citan 
en  los  cinco  primeros  motivos  del  recurso; 

Gonsiderando  que  la  sentencia  que  condena  al  demandado  á  menos  de 
lo  pedido  por  el  actor  y  le  absuelve  de  los  demás  extremos  que  la  demande 
contiene,  no  incurre  en  el  delito  de  incongruencia  que  el  recurrente  atri- 
buye por  esta  causa  á  lo  qne  es  objeto  del  recurso  en  el  sexto  y  último  de 
los  motivos  que  para  la  casación  invoca; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Dofia  I^nor  Albert|. 
como  administradora  del  abintestato  de  su  marido  D.  Miguel  Albelda,  y 
en  repre^ntación  de  su  hijo  menor  de  edad  D.  Ángel  Albelda,  á  quien 
condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certifi- 
cación correspondiente,  con  devolución  del  apuntamento  que  ha  remitido. 
—(Sentencia  publicada  el  26  de  Gctubie  de  1898,  é  inserta  en  la  Qúceta  de 
12  de  Diciembre  del  mismo  afio.)    ^ 
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fivcuxso  D«  CASACIÓN  (26  de  Octubre  de  1893).~Sala  de  lo  civil. — 
BeBcináH  de  c(mírato  de  obra». — No  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto 
por  D.  Joaquín  Gonzáleí  y  Gutierres  en  autos  con  la  Compafiia  del  ferro- 
carril de  Mérida  á  Sevilla  (Audiencia  de  Sevilla),  7  se  resuelve: 

Qwe^  según  el  art  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  para  que  pueda 
admiHr$e  el  recurso  de  casacián  contra  sentencia  que  recaba  en  incidente  ó- 
articHlOj  esprheiso  que  ponga  término  éU  pleito,  haciendo  imposible  su  conti- 


Besnltsndo  que  seguido  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  por  de- 
manda de  D.  Joaquín  Gonsálea  y  Gutiérrez  contra  la  Comf>afiía  del  ferro- 
carril de  Mérida  á  Sevilla,  recayó  sentencia  del  Juiftado  de  primera  ins* 
tenciA  del  distrito  de  San  Román  de  esta  última  ciudad,  por  la  que  se  de- 
claró rescindido  cierto  contrato  de  obra  y  su  ampliación,  condenando  á 
D.  Maaael  Calvo  Alosagarre,  como  representante  general  y  liquidador  de 
la  referida  Compañía,  al  pago  de  603.279  reales  76  céntimos  ár  dicho  Don 
Joaquín  por  las  obras  ejecutadas  y  no  satisfechas,  los  intereses  legales 
desde  la  mora  é  indemniaaeión  de  daños  y  perjuicios,  con  las  costas: 

Resultando  que  mediante  haber  quedado  consentida  la  indicada  sen- 
tencia y  no  hallarse  bienes  de  la  Compañía  demandada,  se  dirigieron  los 
procedimientos  para  la  ejecución  de  aquélla  contra  la  de  los  ferrocarriles 
de  Madrid  á  Zaragosay  Alicante,  como  poseedora  actual  de  la  predicha 
línea  férrea  de  Mérida  á  Sevilla,  por  lo  que,  á  más  de  deducir  diferentes 
reclamaciones  en  dichos  procedimientos,  produjo  en  13  de  Julio  de  1892 
demanda  también  de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  de  que  conoce 
el  Juagado  del  distrito  del  Salvador  de  la  expresada  ciudad,  formulapdo 
varias  pretensiones  relativas,  entre  otras  particulares,  á  que  se  declare  la 
nolidad  de  ciertas  «notaciones  en  el  Registro  de  la  propiedad,  obtenidas-, 
por  el  D.  Joaquín;  que  las  mismas  no  hablan  podido  constituir  un  grava* 
men  sobre  la  linea  férrea  de  Mérida  á  Xocina,  no  ser  responsable  la  Com- 
paiQís  demandante  bajo  concepto  alguno  del  crédito  origen  dé  tales  ano- 
taciones y  ser  nulas  cuantas  diligencias  se  practicaron  bajo  la  base  de 
constituir  aquéllas  una  hipoteca,  condenando  á  D.  Joaquín  Oonaález  á  que 
en  el  término  de  tercero  día  cancelase  las  mencionadas  anotaciones  é  in- 
demnisara  los  peijuicios  causados  á  la  Compafiia  actora,  con  pago  do 


Resultando  que,  además,  en  otrosíes  de  la  propia  demanda,  se  formu- 
laron algunas  solicitudes  con  motivo  del  precitado  procedimiento  para  la 
ejecución  del  fallo  indicado,  dando  esto  ocasión  á  una  apelación  admitida 
en  OH  efecto,  en  la  cual,  por  auto  de  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
del  territorio,  fecha  28  de  Marsp  del  corriente  año,  se  declaró  no  haber 
lugar  á  reponer  una  providencia  de  20  de  JuHo  de  1892,  en  cuanto  deses- 
timó tas  pretensiones  de  la  Compañía  de  los  ferrocarriles  de  Madrid  á  Za* 
ragosa  y  Alicante,  referentes  á  la  suspensión  de  aquellos  procedimientos 
y  á  cierta  consignadóki,  reponiéndose  la  misma  providencia  en  cuanto  no 
acordó  un  depósito  como  medida  de  aseguramiento,  en  el  sentido  <ie  que 
bsjo  la  responsabilidad  de  la  propia  Compañía  demandante,  y  previa  obli- 
gación que  otorgaria  de  indemnisar  .los  daños  y  perjuicios  que  podierao 
originarse  al  demandado,  prestara  éste  fiansa,  á  satítíacción  del  Jusgado,. 
bastasts  á  rsspcmder  ds  la  santidad  reclamada  al  toroer  "poseedor  á  las^ 
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retoltat  del  pleito  sobre  nulidad  de  qae  procedía  la  apelación;  y  no  verifl- 
cándolo,  se  depcaitase  al  mí  amo  fio  eo  el  día  en  qoe  el  pago  ae  realiaara, 
7  en  el  eatableclmíento  público  eorreapondiente,  la  sama  qae  aqnéi  hobie- 
ae  de  recibir  en  dicbo  concepto,  para  cayo  extremo  te  dirigiera  en  sh 
eaao  oportancmente  oficio  al  Jaes  de  primera  instancia  del  distrito  de  8an 
BomAn: 

'    Besnltando  qae  D.  Joaqaín  GonsAles  y  Gntiérrez  ba  interpnesto  recur- 
so de  caaación,  como  comprendido  en  los  números  l.<*,  2  o  y  4.0  del  ar.-' 
tícalo  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  por  los  motivos  que  alega,  y 
el  Ministerio  fiscal  se  ba  opuesto  A  la  admisión  de  dicbo  recurso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Garí  jo  Lara: 

Considerando  que,  según  el  art.  1690  de  la  ley  de  En joiciamiento  civil, 
para  que  pueda  admitirse  el  recurso  de  casación  contra  la  sentencia  que 
recaiga  en  un  incidente  ó  artículo,  es  preciso  que  ésta  ponga  término  al 
pleito,  haciendo  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  el  auto  contra  el  que  se  recurre  no  termina  el  juicio 
ni  hace  imposible  su  continuación,  y  antes  por  el  contrario,  tiende  á  ase- 
gurar en  todo  caso  la  efectividad  de  la  sentencia  que  en  el  mismo  pueda 
recaer, 

No  ba  lugar  á  admitir  el  mencionado  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Joaqaín  Gonsáles  y  Gutierres,  á  quien  se  condena  *en  las  costas; 
líbrese  á  la  Audiencia  de  Sevilla  la  oportuna  certificación,  aoom paitada 
del  apuntamiento  qae  ha  remitido,  y  publiqoeae  esté  auto  sesrún  previene 
la  ley.— (Auto  fecha  26  de  Octubre  de  1898,  é  inserto  en  la  Oaeeta  de  12 
de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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de  Octubre  de  189H).— Sala  de  lo  civil.— Pd^o  de  cantidad, — No  ha  lugar 
al  interpuesto  por  D.  Vicente  Pedreira,  en  autos  con  D.  Sebastián  Remires 
(Audiencia  de  la  Habaaa),  y  se  resuelve: 

Qite  la  infracción  de  úm  artictUos  281  y  283  de  la  Uv  de  Enjuidamientú 
civil  de  la  i$ta  -de  Cuba  no  puede  servir  de  fundamento  a  un  recurso,  por  no 
ecnstiiuir  dichas  faltas  el  quebrantamiento  de  ninguna  de  las  formas  essneia- 
les  del  juicio,  taxoHoamente  determinadas  en  el  art.  1691, 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  A  26  de  O&tubre  de  1893,  en  el  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  pendiente  ante  Nos,  interpnesto 
por  D.  Nicaaio  Vicente  Pedreira  y  Liciana,  Vecino  y  del  comercio  de  la 
Habana,  á  qaien  representa  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras  y  defiende 
el  Letrado  D.  Marcelo  Cervino,  en  autos  ejecutivos  sobre  pago  de  cierta 
cantidad,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Eaté 
y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquella  ciudad  contra  dicho  re- 
currente y  D.  Miguel  HernAndes  Marfn,  que  ha  fallecido,  por  demanda  de 
D.  Sebastián  Remires  de  Estenór,  no  comparecido  en  este  Tribunal  Su- 
premo: 

Resultando  que  en  28  de  Enero  del  afio  1886  otorgaron  escritura  en  la 
Habana* Dofia  Mercedes  Marín,  viuda  de  D.  Tomáa  Hemáñdea,  como  tu* 
•  tura  de  sus  hijos  menores  fie  edad  D.  Tomás  Fi^ncisco,  D.  Cristóbal,  0ofia 
Úrsula  María,  D.  Ángel  y  D.  Agustín  Hernándes  y  Marín,  el  curador  ad^ 
UtenfáB  éstos  D.  Pablo  López  Quinftana,  D.  Miguel  Hernándes  y  Marín  y 
J>.  Nicaaio  Lopes  Quintana,  por  lo  que  se  adjudicó  al  D.  Miguel  Hernán- 
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xiei  en  pago  de  en  legitima  paterna,  á  más  de  otra  finca,  el  potrero  Knestm 
'6ellora  de  la  Los  qne  eetaba  arrendado  á  D.  Narciso  L6pea  .Quintana,  qoien 
renanció  á  diciio  arriendo,  obligándose  el  D.  Migoel  Hernáodes  A  pagar  á 
D.  Nareiao,  como  indemniaación  de  perjuicios  por  tal  rennacia  la  cántl** 
dad  de  3.500  pesos  oro  el  1.*  de  Mayo  de  1888,  hipotecando  al  efecto  refe- 
rido potrero,  el  cual  vendií)  Hernándes  á  D.  Nicasio  Vicente  Pedreira  por 
otra  escritnra  de  11  de  Noviembre  de  1886,  con  pacto  de  retro  liaste  el  ISt 
de  Abril  de  1888,  entendiéndose  definitiva  la  venta  pasados  qne  fnesen 
tree  días  desde, la  citada  fecha  sin  que  el  vendedor  hubiese  hecho  nao  de 
tal  pacto,  expresándose  en  la  misma  escritora  afectan  á  aquella  finca  di- 
ferentes responsabilidades  que  se  detallan,  entre  ellas  la  del  pago  de  los 
3.600  pesos  á  D.  Narciso  Lopes  Quintana,  y  obligándose  el  comprador  á 
abonar  tales  gravámenes  luego  que  se  consolidase  el  dominio  en  el  mismo, 
■in  que  por  aquella  enajjanación  se  entendieran  perjudicados  los  respeeti- 
«voc  acreedores: 

Besultando  que  á  sn  vez  D.  Narciso  Lopes  Quintana  cedió  á  D.  Sebas- 
tian Remires  de  Estenor  el  expresado  crédito  de  2.600  pesos  oro  con  hi- 
poteca del  potrero  Nuestra  Señora  de  la  Luz,  asimismo,  por  escritura  de  6 
<ie  Mayo  de  1888,  con  primera  copia,  de  la  cual  y  dos  certifiraciones  del 
Hegistrador  dé  la  propiedad  de  Jaruco,  relativa  la  una  á  la  inscripción  (>or 
-el  D.  Narciso  Lopes  de  la  citada  hipoteca  y  referente  la  otra  á  la  inscrip- 
ción á  favor  de  IT.  Nicasio  Vicente  Pedreira  del  dominio  del  potrero  pre- 
dioho,  mediante  haber  vencido  el  término  del  pacto  de  retro,  formuló  el 
D.  Sebastian  Remires  demanda  en  18  de  Mayo  de  1888,  solicitando  se  dea- 
pAchase  ejecución  contra  D.  Miguel  Fernández  y  Marín,  y  el  potrero  Nues- 
tra Señora  de  la  Lus  por  la  cantidad  de  los  2.600  pesos  en  oro,  intereses 
legales  y  costas  hasta  el  efectivo  pago,  pidiendo  además,  por  uno  de  los 
otrosíes  de  la  misma  demanda,  que  en  virtud  de  lo  prevenido  en  los  ar- 
-tíoolos  141, 142  y  148  de  la  ley  Hipotecaria,  se  dispusiera  qne  si  el  deudor 
no  pagaba  en  el  acto  del  requerimiento  se  requiese  al  tercer  poseedor  Don 
Nicasio  Vicente  Pedreira,  y  si  tampoco  verificaba  el  pago  de  principal  é 
intereses,  ni  desamparaba  la  «finca  hipotecada,  se  embargase  esta? 

Besultando  que  despachada  la  ejecución,  se  requirió  de  pago,  sin  efecto» 
•1  deudor  Hernández  y  al  poseedor  del  potrero  Pedreira,  y  embargó  dicha 
ftnca,  citándoles  de  remate,  oponiéndose  ambos  á  la  demanda  con  las  res- 
pectivas solicitudes  de  qne  se  declarase  no  haber  lugar  á  pronunciar  sen- 
tencia de  Remate:  el  primero,  que  alegó  la  excepción  de  falsedad  civil  del 
titnlo  ejecutivo;  y  el  segundo,  de  que  se  declarara  nulo  el  juicio  por  no  te* 
aer  fuerza  ejecutiva  el  indicado  título,  peticiones  que  vinieron  a  apoyar» 
conformes  en  io  esencial,  en  la  nulidad  de  la  escritura  de  adjudicación  de 
^S  de  Enero' de  1888,  acerca  de  cuya  nulidad  existía  pleito  pendiente;  res- 
pecto á  lo  cual  sostuvo  el  actor,  impugnando  los  escritos  de  oposición,  que 
el  aludido  pleito  no  obstaba  á  la  ejecución,  pues  la  hipoteca  subsistía  mien- 
tras no  se  cancelase  con  todos  ros  efectos  legales,  según  lo  preceptuado  en 
^  art.  186  de  la  ley  Hipotecaria,  sin  que  en  aquel  juicio  ejecutivo  pudiera 
declararse  semejante  nulidad;  refiriéndose  en  el  núm.  Z,^  del  art.  1471  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  á  las  consistentes  en  defectos  de  forma  ó  sea  vi- 
cioe  en  el  procedimiento;  nunpa  á  los  que  tuviesen  origen  en  el  fondo  de 
la  cnestión  ó  derecho  ventilado: 

Resultando  que  continuado  el  juicio  en  primera  instancia,  recayó  sen» 
tesela  que  estimó  la  excepción  propuesta  por  el  demandado  Hemándes, 
7. declaró  no  haber  Ingiñr  á  dictar  la  de  remate,  con  las  costas  á  Remires, 
«quien  interpuso  apel¿ión,  en  la  que  comparecieron  ante  la  Sala  de  lo  ci* 
vil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  el  referido  apelante  7  D.  Miguel  Her- 
nández Marín,  representado  éste  por  el  Procurador  D.  Nicolás  Sterlini;» 
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«1  qaa  en  escrito  de  l.<»  de  Janio  de  1891  expreeó  haber  fallecido  ao  poder- 
dante, aegÚQ  lo  maoiféatakM  el  Letiiado  del  miaino,  y  por  la  premora  del 
tteinpo  no  te  había  aido  poaible  traer  á  loa  aatoa  la  partida  de  defanción 
que  lo  acreditase;  pero  tomó  habfa  llegado  el  caao  previa^  por  la  ley  de 
Sojuiciamiento  civil  de  cesar  el  Procorador  en  aa  repreaeoción,  auplieabe 
qne,  en  mérito  de  lo  ezpoeato,  ae  auapendieae  la  viata  aefiatada  para  el 
dfa  3  de  aqnel  mea;  á  cnyo  eaaríto  recayó  sentencia  del  aegundo— obrante- 
al  folio  22  vnelto  del  rollo  de  au  raaóñ,-  por  la  qae  no  habiendo  aoompe* 
liado  el  Procarador  Sterling  la  justificación  del  fallecimiento  de  so  poder- 
dante, aegün  lo  prevenido  en  el  art  9  o,  caso  7.^  de  le  citada  ley,  ae  acoi^ 
dó  no  haber  logar  á  tener  por  céaada  so  'representación  en  el  joicio,  ni  á 
laaaapeosión  de  vista  solicitada,  la  que  tnvo  logar,  pronunciando  la  míe- 
me Sala  sentencia  de  6  del  enunciado  mea  de  Junio  de  1891,  que  con  re* 
▼oeación  de  la  apelada  mandó  seguir  la  ejecoción  adelante  por  la  cantidad 
4e  loa  2.600  pesoa  ó  iotereiea  de  demora  deade  la  interpoaición  de  la  de- 
manda, y  condenó  por  mitad  en  láa  eostaa  á  los  ejecutados: 

Resultando  que  con  nuevo  eacrito  de  fecha  de  12  del  expresado  me» 
de  Junio,  el  ya  dicho  Procurador  D.  Nicoláa  Sterling,  preaentó  certifica- 
ción comprensiva  de  la  inscripción  del  fallecimiento  de  D.  Miguel  Her- 
nándes,  ocurrido,  aegón  ella,  el  9  de  Mayo  del  repetidamente  citado  alia 
91,  alendo  aoltero  y  ain  que  hubiera  otorgado  teatamento,  en  cuya  ateodón^ 
Buplicó  aquél  ae  dieae  por  terminada  au  repreaentacióp  bn  el  pleito,  dis- 
poniendo ae  librara  carta-orden  al  Joex  de  primera  inatancia  para  que  in- 
quirieae  quiénes  eran  loa  herederoa  legitimoa  del  que  fué  su  representado 
7  la  devolviera  cumplimentada,  resolviéndola  Sala  en  au  viatalo  qu» 
fneae  de  justicia;  y  en  provideneia  del  siguiente  día  18  ae  hubo  por  ceaada 
)a  representación  del  precitado  Procurador  y  ordenó  librar  la  carta  orden 
pedida,  como  aal  tuvo  efecto,  mandándola  guardar  y  cumplir  el  Juzgado 
del  Este;  uno  de  cuyos  actuarios  consignó  en  8  de  Julio  inmediato  haberse 
eonstituido  en  el  Colegio  de  Procuradores  de  aquella  ciudad;  y  preaentó 
D.  Francisco  del  Barrio  que  repreaentaba  en  tal  concepto  al  ejecutante^ 
le  requirió  manifestase  si  sabía  quiénes  componían  la  sucesión  de  D.  Mi- 
guel Hernández,  requerimiento  á  que  contestó  ser  aa  heredera  au  madre 
Dofia  Mercedes  Marín: 

Resultando  que  devuelta  á  la  Audiencia  dicha  orden  con  laa  dillgen- 
eiaa  de  au  cumplimiento,  recayó  nueva  providencia  de  4  de  Agoato,  titm- 
bien  del  afio  91,  acordando  ae  librase  otra  al  expresado  Juea,  á  ^d  de  qoe* 
hiciera  aaber  á  Dofia  Mercedea  Marín  que  dentro  de  veinte  díaa  constítn- 
yese  representación  en  aquella  Superioridad  y .  autos  dichoa  como  here- 
dera del  D.  Miguel,  apercibida  de  lo  que  hubieae  Jugar;  notificación  e» 
yirtud  de  la  cual  acudió  la  Dofia  Mercedea  á  la  Sala  con  eacrito  de  19  de 
Diciembre  siguiente^  manifestando  haber  fallecido  el  D.  Miguel  sin  otor- 
gar teatamento;  que  no  ae  habían  promovido  diligencias,  ó  al  menos  no  la 
constaba  existiesen  para  hacer  la  declaración  de  herederoa  abinteatalo; 
y  que  ni  aceptaba  ni  había  aceptado  nunca  la  herencia,  y,  por  el  contra- 
rio, la  repudiaba  en  absoluto,  por  tener  derechos  y  acciones  que  ejercitar 
contra  au  citado  hijo,  algunaa  de  ellaa  ya  promovidas,  y  dado  su  carácter 
de  acreedora  no  podía  permitir  ee  la  convirtieae  en  deudora  de  loa  acree- 
dorea  de  aquél;  manifestacionea  que  hacía  para  que  el  requerimiento  ae 
entendiera  con  loa  que  tuvieaen  el  carácter  que  el  ejecutante  la  hébU 

Saerído  atribuir,  eomo  aaí  suplicó  se  mandaae;  y  la  Sala  en  18  de  Febrero 
e  1889,  llevando  á  efecto  el  apercibimiento  contenido  en  provideneia 
de  4  de  Agoato  anterior,  declaró  baatantea  loa  eatradOiT  del  Tribuna^  á 
2>ofia  Mercedea  Marín,  con  qnien  ae  entenderían  loa  demáa  trámitee  del 
jvicio: 
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•  Besnltando  que  hallándoaa  en  tal  estado  el  procedimiento  referido^ 
compareció  ante  la  enunciada  Sala  por  medio  de  escrito  de  26  del  antedi* 
eho  mea  de  Febrero  de  1892,  con  representación  de  Procarador,  D.  Nicado 
Vicente  Pedreira,  pidiendo  en  lo  principal  se  le  tuviese  por  personado,  j 
formulando  en  nn  otrosí  inciclente  de  preWo  y  especial  pronunciamiento 
fN>bre  nulidad  de  actuaciones,  el  que  solicitó  se  sustanciara  con  arreislo  á 
4erecbo,  estimándolo  en  definitiva  y  declarando  nulas  las  practicadas  dea- 
de  el  folio  22,->en  cuyo  folio,  como  oportunamente  se  dijo,  aparece  U 
providencia  de  2  de  Junio,  denegatoria  de  la  suspensión  de  vista  pedida 
por  el  Procurador  Sterling,  con  motivo  de  baber  fallecido  su  representado 
D.  Miguel  Hernándes,~para  lo  cual  invocó  los  artículos  740,  711,  748, 744 
7  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  refirió  lo  que  queda  reía- 
•donado  a^rca  de  lo  ocurrido  con  posterioridad  á  la  defuación  de  IX  Ml- 
l^el  Hernández,  afiadieñdo  que,  dada  la  declaración  de  Dofia  Mercedes 
Marín,  aún  no  estaba  notificada  en  el  juicio  la  entidad  representante  del 
•carácter  de  heredero  de  D.  Miguel  Hernández,  no  habiendo  tampoco  sido 
BOtiflcado  Pedreira  en  la  forma  ordenada  por  el  art.  283  de  la  predicha 
ley;  que  desde  el  momento  en  qué  el  Procurador  Sterling  manifestó  á  Im 
Sala  la  defunción  de  su  representado,  cesó  en  su  personalidad,  siendo  nv^ 
las  las  actuaciones  judiciales  posteriormente  practicadas;  que  las  del  Juz- 
gado de  primera  instancia  á  virtud  de  la  primera  carta  orden  librada  no 
ae  habían  evacuado  como  dispone  la  ley,  pues  se  realizaron  con  el  Procn- 
dor  de  Ja  parte  contraría;  que  en  virtud  de  lo  manifestado  por  Dofia  Mer- 
cedes, no  podía  ser  declarado  rebelde  el  heredero  de  D.  Miguel,  puesto 
que  no  constaba  quién  fuera;  y  que  eran  nulas  las  notificaciones  á  dicho 
heredero,  no  realizadas  en  los  términos  prevenidos  en  los  artículos  281  j 
«iguientes  y  la  hecha  en  forma  indebida  á  D.  Nicasio  Vicente  Pedreira: 

Resultando  que  tenido  por  parte  Pedreira  y  mandada  dar  cuenta  per 
Relator,  produjo  D.  Sebastián  Remires  escrito  exponiendo  haberse  ente- 
rado de  que  aquél  fqrmulaba  kicidente,  que  no  proceJía  admitir,  y  tenki 
«ólo  el  objeto  de  entorpecer  el  procedimiento  y  dilatar  el  pago  de  lo  debido 
é  Remires,  mucho  más  ocurriendo  el  hecho,  desconocido  por  la  Sala,  pero 
no  por  Pedreira,  de  que  los  herederos  de  Hernández  Marín  no  tenían  qott 
Tor  ya  nada  con  la  ejecución,  porque  el  único  responsable  en  el  día  era 
dicho  Pedreira,  mediante  haber  quedado  consumada  la  venta  hecha  á  éste 
€on  pacta  de  retro,  y  ser  el  mismo,  por  lo  tanto,  único  responsable  del  cré- 
dito y  de  las  consecuencias  del  juicio  ejecutivo,  como  duefio  absoluto  del 
inmueble  afecto  á  la  responsabilidad  reclamada;  evidenciando  la  improce- 
.  dencia  del  enunciado  incidente,  á  más  de  lo  dispuesto  en  el  art.  842  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil:  primero,  que  para  poder  prosperar  aquél  era 
necesario  hubiese  gestionado  Pedreira  contra  las  resoluciones  que-estíma- 
ba  causantes  de  nulidades,  interponiendo  los  recursos  ordinarios  proce- 
dentes antes  de  recurrir  á  los  extraordinarios;  segundo,  que  de  estimar  lo 
i^legado  por  Pedreira,  seria  preciso  retroceder  en  el  procedimiento  hasta 
la  época  en  oue  creía  observar  las  nulidades,  reponiendo  las  cosas  al  ser 
j  estado  que  tenían;  tercero,  que  dictada  sentencia  por  la  Sala,  sólo  cabía 
atilizar  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  y  no  reca^ 
«os  de  nulidad,  que  holgaban  por  completo;  y  cuarto,  no  tener  ya  nada 
que  hacer  en  el  juicio  la  sucesión  de  Hernández  Marín,  según  lo  anterior- 
mente expuesto;  además  de  lo  cual,  en  un  otrosí  del  escrito  que  se  está  re> 
firiendo,  manifestó  Remires  separarse  desde  la  fecha  en  que  se  dictó  la 
sentencia  por  aquella  Superioridad,  de  ^las  acciones  deducidas  contra  los 
Hernández  Mario;  pues  en  la  indicada  fecha  tuvo  conocimiento  de  haberse 
eonsolidado  en  Pedreira  el  dominio  pleno  de  la  finca  embargada,  caie- 
dendo,  por  consigniente,  do  objeto  Im  acciones  que  se  dirigiesen  contrik 
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kM  Mmrfn;  coya  manifestación  folidló  Remíreí  ae  hobieae  por  conalguid» 
á  fin  de  qae  eartiera  sos  efectos: 

Reealuodo  qoe  á  los  doa  eacritoa  últimamente  relacionadoa  recayó  ra- 
to de  24  de  Marso  de  1892^  declarando  no  iiaber  lugar  á  admitir  ni  anatan- 
ciar  el  iDcidenté  de  nulidad  propuesto  por  parte  de  Pedreira,  así  como  tam- 
poco á  las  pretenaiotoea  contenidas  en  el  otrosí  del  escrito  de  Remires,  que 
también  ee  ha  expresado: 

Resultando  que  en  su  rirtud  D.  Nicssio  Vicente  Pedreira  y  Lidana  In- 
terpuso con  el  correspondiente  depósito,  y  le  fué  admitido,  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma  contra  la  mencionada  sentencia  de 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  dé  la  Habana,  fundándole  en  el  núm.  9.^ 
del  art  1691  de  la  ley  de  Procedimiento,  por  la  falta  de  pereonalidad  en  el 
Procurador  qoe  ha  representado— asi  dice —  y  por  haberse  infringido  los 
artículos  281  y  283  de  la  dtada  ley. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

Considerando  que  aun  en  el  caso  de  que  D.  Nicasio  Vicente  Pedrelr% 
que  no  compareció  durante  la  tramitación  de  la  segunda  inatanda,  ni  ee 
litigante,  á  quien  repreaentaba  el  Procurador  Sterling,  que  lo  era  de  D.  l£i- 
gael  Ht^rnández  Marín,  pudiese  reclamar  con  motivo  de  la  supuesta  falta- 
de  personalidad  en  el  citado  Procurador,  no  exiate  diclia  falta«  porque  coan- 
do  Sterling  pidió  la  suspensión  de  la  vista  aefialada,  no  juatificó  en  manei» 
alguna  el  hecho  de  haber  falleddo  su  poderdante,  cuya  partida  de  defn»> 
ción  no  preaento  hasta  el  12  de  Junio,  ó  sea  aiete  días  después  de  dictada 
la  aentencia: 

Considerando  que  la  infracción  de  los  artículos  281  y  283  de  la  ley  de 
£n jniciamiento  civil  de  la  isla  de  Coba,  eü  la  hipóteaia  de  que  se  hubiese 
cometido,  no  podría  servir  de  fundamento  al  recurso,  que  la  Sala  aenten- 
cíadora  ha  estimado  interpuesto  en  tiempo,  por  no  constituir  semejantes 
faltas  el  quebrantamiento  de  ninguna  de  laa  formas  esenciales  del  Jnido^ 
que  taxaiivamentente  determina  el  art  1601; 

Fallamoa  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  men- 
cionado recorso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por 
D.  Kicasio  Vicente  Ped reirá  y  Liciana,  al  qoe  condenamos  á  la  pérdida  del 
depóaito  constituido,  á  cuyo  importe  se  dará  la  aplicación  que  previene  la 
ley;  no  hacemos  declaración  sobre  costas,  mediante  haber  únicamente  com- 
parecido en  este  -Trihupal  Supremo  dich9  recurrente;  y  líbrese  A  la  Audien* 
cia  de  la  Hi|,^ana  la  oportuna  certificación.^ (Sentencia  publicada  el  26  de 
Octubre  de  1898,  é  inserta  en  las  Gacetas  de  12  y  13  de  Didembre  del  mis* 
mo  afio.) 

65 

Bbcubso  db  oasACiÓH  (28  de  Octubre  de  1893).-  Sala  de  lo  dvil,— 
Fago  de  eantidad,-^^o  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Emilio  Cadsnaa,  en 
pleito  con  la  Duquesa  de  Sanlúcar  y  otros  (Audiencia  de  Madrid),  y  ae  re- 
aoeJve: 

Que  la  sentencia  pte  guarda  conformidad  can  lo  pedido  y  disetUido  en  d 
pleito,  no  puede  decirse  que  falta  á  la  congruencia  que  preceptúan  el  art,  3S9 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  lev  16,  tit.  22  de  la  Partida  3.\  aunaw 
no  se  ajaste  literalmente  á  los  términos  de  la  súplica  de  la  demanda,  lo  cual  ni 
en  su  letra  ni  en  su  espíritu  exigen  las  citadas  leyes: 

Que  los  artículos  15  y  18  de  la  ley  de  8  de  Febrero  de  1851  sobre  cotUra- 
iaeión  de  efectos  públicos,  no  se  oponen  á  que  dkhos  valores  puedan  ser  objeta 
del  contrato  ciífU  privado  de  depósito. 
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Ea  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Octabre  de  1893,  en  el  pleito  ae- 
guido  eo  el  Juzgado  de  primera  inatancia  del  distrito  del  Norte,  hoy  del 
Hoapido,  y  en  la  Sala  aeguoda  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  eeta  misma 
corte  por  Oofia  María  Cristina  Osorío  de  Moscoso  y  Carvajal,  Duqaesa  de 
Saolúcar  la  Mayor,  y  D.  José  María  O'Shea  y  Oaorio  de  Moscoao,  Conde  de 
Arzarcóllar,  y  Dofia  Josefa  Osorío  de  Moscoso  y  Carvajal,  propietarios,  con 
D.  Emilio  Cadenas  y  Elias,  por  sí  y  como  representante  legal  de  sa  hijo 
D.  José  Cadenas  y  Elias  y  D.  Juan  de  Meer  y  Ramean ,  Conde  de  Graa, 
como  representante  legal  do  la  menor  Dofia  Teresa  Acost^  y  Osorio  de  Mos- 
coso, los  tres  en  el  concepto  qae  también  tienen  los  demandantes  de  here* 
deros  de  D.  José  Cadenas  y  Elias,  y  con  D.  Juan  Mannel  de  Urqaijo  y  ürra- 
tia.  Mizques  de  Urqoijo,  y  D.  Francisco  Cabás,  Marqués  de  Cubas,  coma 
marido  de  Dofia  Biatilde  Erico  y  Urquijo,  ambos  herederos  de  D.  Estanis- 
lao de  Urqoijo  y  Landalnce,  todos  de  esta  vecindad,  sobre  pago  de  canti- 
dad;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recnrso  de  casación  por  infracción 
de  ley  interpuesto  por  los  demandados  D.  Emilio  y  D.  José  Cadenas,  diri- 
gidos y  representador  por  el  Licenciado  D.  Vicente  Romero  Oirón  y  el  Pro- 
curador D.  Lnis  Montiel,  habiéndolo  estado  los  recorridos  Duqaesa  de  San- 
lúcar  la  Mayor  y  Conde  de  Arzarcóllar  por  el  Licenciado  D.  Julio  Seguí  y 
el  Procurador  D.  Carlos  de  Santiago,  y  no  habiendo  comparecido  en  este 
Tribunal  Supremo  ninguna  de  las  otras  partes: 

Resultando  que  el  Conde  de  Altamira  en  su  testamento  otorgado  en  7 
de  Aeosto  de  1861,  bajo  el  qne  falleció,  instituyó  herederos  á  sus  hijo» 
Dofia  María  Cristina,  Duquesa  de  Sanlúcar  la  Mayor,  y  los  Duqnes  de 
Sesa,  Medina  de  las  Torres  y  Baena,  y  entre  otros  legados  hiao  uno  de 
600.000  reales  á  sus  nietos  José  y  Pepita,  hijos  de  su  hija  Cristina: 

Resultando  que  por  escritura  pt^blica  en  12  de  Febrero  de  1861,  laDc- 
quesa  de  Sanlúcar  la  Mayor  confirió  poder  á  D.  José  Cadenas,  para  que  á 
nombre  suyo  se  hiciera  cargo  de  cuantos  bienes  la  pertenecieían  ó  pudiera 
adquir,  administrándolos  en  la  forma  que  creyera  más  útil  y  beneficiosa, 
arrendándolos  y  formalizando  los  contratos  conducentes  para  que  recla- 
mara y  percibiera  cuantas  cantidades  en  dinero,  granos  ó  efectos  se  le 
Adeudasen  por  el  Estado*  Corporaciones  ó  particulares,  dando  loa  resguar- 
dos oportunos  para  qne  pidiera,  tomara  y  liquidara  cuentas  y  para  todoa 
los  actoa  propios  de  la  reclamación  y  administración  de  bienes,  asi  como 
para  comparecer  en  juicio  con  facultad  de  sustitución,  pero  sin  que  en  di- 
cho poder  se  consignara  que  le  otorgaba  facultad  para  enajenar  ni  para 
gravar:^ 

Reaultando  qué  D.  José  Cadenas  entró  á  desemp^ar  su  cargo  en  el  hiisma 
día  del  otorgamiento  de  ese  poder,  y  en  6  de  Enero  de  1874  suscribió  un  do- 
cumento declarando  que  La  Duquesa  de  Sanlúcar  la  Mayor  tenía  entregado 
en  calidad  de  depósito  y  á  su  disposición  la  cantidad  de  6. -727.000  reales 
nominales  de*  títulos  de  la  Deuda  del  personal,  de  coya  sutaia  correspondía 
1.600.000  reales  á  cada  nno  de  sus  hijos  menores  D.  José  y  Dofia  Josefa, 
en  equivalencia  del  legado  que  les  dejó  su  abuelo  el  Conde  de  Altamira, 
importante  600.000  reales  efectivos  y  sus  intereses  hasta  fin  de  Diciembre; 
y  para  que  constara  y  la  Duquesa  pudiera  acreditar  en  todo  tiempo  qna 
quedaba  depositaría  de  los  mencionados  valores  públicos  y  también  ana 
citados  hijos,  á  los  que  se  les  entregaría,  si  aquélla  falleciera,  firmaba  dicho 
resguardo,  que  tendría  la  propia  fuerza  que  una  escríturá  de  depósito: 

Resultando  que  en  5  de  Marzo  del  mismo  afio  de  1874,  D.  José  Cadenas 
f  D.  Estanislao  de  ürquijo,  Marqués  de  ürquijo ,  otorgaron  escritora  en 
que,  de  mutuo  acuerdo,  dijeron  que,  según  documento  privado  de  la  misma 
fecha.  Cadenas  era  dendor  al  Marqués  de  1.037.462  pesetas  20  céntimos,, 
qae  estaba  obligado  á  satisfacerle  con  el  interés  de  9  por  100  anual,  pagado 
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por  mensaftlfdades  vencidae,  para  el  81  de  Diciembre  de  18Y8,  térafaio 
prorrogable  hasta  igual  dia  de  187B;  y  como  podía  saoeder  qne  no  loe  eft- 
tieficieae,  habían  eatipolado  que  desde  laego,  y  para  en  tal  caso,  cedfa  al 
parqués  en  lo  qne  bastaba  á  cobrir  ese  crédito  ó  lo  qne  de  él  no  «olvea- 
tara,  dos  cargas  de  justicia,  números  48  y  814,  de  los  presapuestoft  genera- 
les del  Estado,  de  reata  íntegra,  la  primera  de  69.886  pesetas  y  16  oéotímosi, 
y  de  6.428  con  89  la  segunda,  y  de  1.481.760  pMetas  nominales  en  títulos 
de  la  Deoda  del  personal,  qne  el  Marqués  tenía  ya  en' so  poder;  eetípn- 
lando  por  otras  eláasnlas  la  forma  de  intervenir t)adenas  en  la  venta,  con- 
versión ó  amortisación  de  los  expresaflos  valores;  y  en  28  de  Febrero  an- 
terior, en  que  se  efectuó  la  subasta  más  inmediata  de  esos  valorea,  ae  hiao 
proposición  al  49  con  80  céntimos  por  100,  según  la  Gaceta  de  I.o  dB  Marco: 

Resultando  qne  en  la  administración  de  la  Duquesa  de  Sanlúcar  ae  lle- 
vaban cuentas  originales  acompañadas  de  sus  comprobantes,  las  eualeBae 
trasladaban  luego  á  libros  generales,  estando  éstos  completamente  confor- 
mes con  aquéllas,  llevando  además  el  administrador  Cadenas  uno  particn- 
lar,  en  el  cual  había  notas  relativas  á  la  existencia  del  depósito  de  6  de 
Enero  de  1874,  extendidas  en  sn  mayoría  las  unas  á  continaación  de  laa 
otras,  sin  asientos  intermedios,  notándose  en  la  qne  aparecía  de  80  de  Di* 
ciembre  de  1874,  que  se  había  enmendado  la  palabra  treinta,  despaéa  de 
la  que  se  veía  tachada  la  de  Enero,  y  entre  líneas  escrita  la  de  Diciembre; 
todos  loa  cuales  libros  estaban  sin  foliar  y  sin  legalisar  por  autoridad  al- 
guna, no  apareciendo  de  los  primeros  ni  de  las  cuentas  conformea  coa 
ellos,  qne  en  los  afios  de  1874  y  76  ingresara  cantidad  alguna  por  venta  ni 
pignoración  de  Deuda  del  personal,  ni  tampoco  que  existieran  valorea  de 
esta  clase  dados  en  administración  á  Oadenas  ni  á  otra  persona  alguna,  y 
que  en  Abril  de  1877  existía  á  favor  de  Oadenas  un  saldo  de  2.186.410  rea- 
les, sin  constar  qne  fueran  ó  no  pagados  á  la  Duquesa: 

Resultando  que  D.  José  Cadenas  fué  agente  de  Bolsa  en  el  afio  de  1879, 
y  tuvo  depositados  en  garantía  del  ejercicio  de  descargo  en  22  de  Jnlio  de 
1876,  entre  otros  títulos  de  la  Deuda  del  personal,  tres  de  la  serie  O,  y  en 
8  de  Mayo  de  1879  dos  de  la  serie  D,  y  con  so  mediación  como  tal  agente, 
el  Banco  de  España  hizo  en  29  de  Julio  de  1872  un  préstamo  á  D.  Manoel 
Francisco  Alvares,  con  garantía  de  431  títulos  de  Isa  series  ii  y  D  de  dicha 
deuda;  en  20  de  Enero  de  1877  vendió  D.  Hipólito  García  á  D.  Pranetseo 
Jaime  20  títulos  de  la  serie  A;  en  4  de  Septiembre  de  1880,  el  Banco  Hipo- 
tecario de  España  prestó  á  D.  Francisco  Jaime  16.000  pesetas  con  garantía 
de  sei^  títulos  de  la  serie  D;  y  en  16  del  mismo  mes  y  afio  prestó  también 
á  D.  Joaquín  López  Hijosa  otras  16.000  pesetas  con  garantía  de  otroa  cinco 
títulos  de  la  expresada  serie: 

Resultando  que  en  8  de  Enero' de  1882,  loa  Sres.  ürqnijo  Hermanea 
entregaron  bajo  carpeta  núm.  226  en  la  Dirección  general  de  la  Deuda  pú- 
blica 186  títulos  de  la  del  personal,  de  ellos  128  de  la  serie  C  para  an  con- 
versión, conforme  á  la  ley  de  9  de  Diciembre  anterior  eii  títulos  del  4  por 
100  amortizables  al  tipo  del  80  por  100  de  su  valor  nominal: 

Resultando  que  D.  José  Cadenas  falleció  en  Mazarrón  en  22  de  Sep^ 
tiembre  de  1886,  bajo  testamento  en  que  legó  el  quinto  de  sos  bienes  á 
D.  José  O'Shea,  Conde  de  Arzarcóllar,  y  nombró  herederos  á  la  Duquesa 
de  Sanlúcar  la  Mayor,  al  mismo  Conde  de  Arzarcóllar,  á  D.  Emilio  de  Oa- 
denas y  Elias,  su  hermano,  á  D.  José  de  Cadenas  y  Elias,  hijo  de  éste,  y  á 
D.  Carlos  y  á  Doña  Teresa  Acosta,  hijos  de  D.  Miguel  Acosta  y  Doña  Jo- 
aefa  Oaorio  de  Moscoso,  los  cuales,  y  por  los  menores,  sus  mencionados 
padres  nombraron  contadores  partidores  á  D.  José  Carvajal  y  D.  Pedro 
Díaz  Cassou,  quienes  en  anión  de  todos  los  interesados  y  de  D.  Jacobo  Pé- 
rez  Hernández,  que  concurrió  como  acreedor  para  prestar  conformidad. 
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otorgaroD  en  39  de  Junio  de  1887  eecrítnra  formalizando  lai  operacfonea 
4e  inyentario,  división,  cuenta  y  partición  de  loa  bienes  dejados  por  el 
D.  José  Cadenas,  que  íaeron  aprobadas  por  auto  de  30  de  Jallo  signiente 
del  extinguido  Jasgado  de  primera  instancia  del  Qeste,  de  esta  corte,  apa- 
reciendo de  ellas  que  el  importe  de  los  bienes  inventariados,  consistentes 
en  metálico,  altíajas,  muebles,  inmuebles  y  sus  frutos,  acciones  de  mina  y 
■ns  dividendos  y  derechos  y  créditos,  ascendieron  á  633.7»!  pesetas  84  cén- 
timos, de  las  que  se  adjudicaron  al  Oonde  de  Arzarcóllar  por  su  hijuela 
144.772  pesetas  66  céntimos,  y  para  pago  de  deudas  124.867  con  86  cénti- 
mos, y  á  cada  nno  de  los  herederos  66.167  pesetas  86  céntimos;  que  el  su- 
puesto séptimo  de  dichas  operaciones,  que  llevaba  por  epígrafe:  cDe  los  - 
convenios  de  los  herederos  entre  si»,  decía  literalmente:  cTodos  ó  casi 
todos  los  herederos  tenían  ó  creían  tener  derecho  contra  la  testamentarla, 
y  todos  han  renunciado  á  ellos  de  la  manera  más  formal,  solemne  é  irre- 
Tocable;  así,  la  Ezcma.  8ra.  Duquesa  de  Sanlúcar  renuncia  á  toda  acción 
y  derecho  á  pedir  cuentas  y  entrega  de  saldos,  suponiendo  que  existiera 
dicha  acción  á  la  testamentaría  del  Excmo.  Sr.  D.  José  de  Cadenas  y  Ellas 
por  el  tiempo  que  éste  fué  apoderado  suyo,  y  en  virtud  de  dicho  podec  ó 
«n  cualquiera  otro  concepto,  gestionó  en  asuntos  de  la  expresada  señora; 
el  Sr.  Conde  de  ArzcarcóUar  renuncia  y  se  aparta  de  la  acción  que  tiene 
intentada  y  demanda  que  como  albacea  ha  interpuesto  contra  el  Sr.  Don 
Emilio  Cadenas^  sobre  propiedad  del  arrendamiento  de  la  mitad  del  par- 
tído  de  la  mina  Fuensanta;  el  mismo  Sr.  Conde,  la  Sra.  Dofia  Josefa  de 
Osorio  de  Acosta,  autorizada  por  su  marido,  y  este  último,  ó  i^a  D.  Miguel 
Acosta,  por  si  y  á  nombre  de  sus  hijos,  hacen  suyas  las  renuncias  de  la 
Sra.  Duquesa,  y  esta  sefiora,  como  todos  los  demás,  se  obligan  á  que  ni  por 
los  mismos,  ni  por  derechohabientes  snyos,  ni  con  su  cooperación  se  sus- 
cite reclamación  judicial  alguna  contra  el  Sr.  D.  Emilio  de  Cadenas  y  Ellas, 
sobre  bienes  de  esta  herencia  ó  sobre  propiedad  del  arrendamiento  de  la 
mina  Fuensanta,  con  la  única  salvedad  en  favor  del  Sr.  Conde  de  Arcar- 
collar,  de  la  reclamación  de  éste  relativa  á  su  10  por  100  de  interés  en  los 
denuncios  de  Rodalquilar,  de  que  habla  el  supuesto  siguiente,  y  sin  que 
la  salvedad  signifique  reconocimiento,  denegación  ni  perjuicio  alguno;  el 
Sr.  D.  Emilio  de  Cadenas,  por  su  parte,  y  á  más  de  otras  concesiones  á  sus 
coherederos,  que  por  no  ser  pertinente  en  este  acto  constarán  y  se  forma- 
liaarán  fuera  de  la  testamentaría,  renuncia  á  cualquier  acción  ó  derecho, 
dado  caso  de  que  pudiera  tenerle,  de  cualquier  naturaleza  que  sea,  bien 
por  si  ó  como  hijo  y  heredero  de  su  sefiora  madre  Dofia  Carmen  E.las  de 
Oadenas»,  y  que  entre  varias  declaraciones  finales  de  la  misma  partición, 
la  segunda  era  del  tenor  siguiente:  «Cualquier  defecto  que  estas  operacio- 
nes contengan,  no  previsto  hasta  ahora  por  los  otorgantes  por  la  precipi- 
tación con  que  estos  trabajos  han  tenido  que  hacerse,  se  compromften  y 
obligan  á  subsanarlo,  siempre  que  sólo,  afecte  á  la  forma  del  contrato, 

Snesto  que  en  el  fondo,  ó  sea  en  el  presnltado  del  inventario  valorado,  su 
ivisión,  liquidación,  adjudicación  y  comprobación  de  bienes,  nó  cabe  al- 
teración alguna,  por  estar  ajustadas  estas  operaciones,  tanto  en  la  ver- 
dad de  los  hechos  consignados  en  los  presupuestos,  como  al  derecho  de 
cada  uno  de  los  partícipes  en  el  caudal  del  indicado  finado  Excmo.  Sr.  Don 
José  de  Cadenas  y  Elias»: 

Resultando  que  por  otra  escritura  de  la  misma  fecha  y  ante  el  mism  o 
17otario,  otorgada  por  D.  Emilio  de  Cadenas  y  Ellas  y  D.  Pedro  Díaz  Cas  - 
aon,  en  representación  éste  de  D.  Ernesto  Greif,  á  favor  de  la  Duquesa  de 
Sanlúcar,  del  Conde  de  Arzarcóllar,  de  Dofia  Josefa  Casorio  de  Moscoso  y 
de  D.  Miguel  Acosta,  como  padre  de  la  menor  Dofia  Teresa,  después  de 
haeer  constar  'docamentalmente  la  Daquesa  l^ae  estaba  autoriaada  amplia- 
Toko  74  18 
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mente  por  sos  doi  maridos,  D.  Gaillermo  MoDtgmoésy  7  D.  Gaitlerma 
O'ábea,  para  disooner  de  ana  bienes  y  derechos  libremeote,  por  la  cláao 
sola  8.*  det'laró  D.  Emilfo  de  Oadenaa  qne  del  precio  del  arrendamiento 
de  ia  mitad  de  ta  mina  Fnen$anta,  hecha  á  favor  del  Greif  en  8  de  Febrero 
de  aqnel  afio,  cedía  á  la  Doqnesa,  al  Ckinde,  A  Dofia  Josefa  y  á  la  menor* 
Dofta  Teresa,  on  40  por  100,  ó  inese  nn  4  por  lÓO  de  la  mitad  de  los  pro- 
ductos qoe  correspondían  al  partido  con  arreglo  y  sujeción  á  dertas  con- 
diciones; y  después  de  expresarse  también,  á  nombre  de  Greif,  cuál  era  la 
participación  de  cada  uno,  se  consignó  en  la  cláusula  1-1,  que  á  estas  solu- 
ciones definitivas  se  había  llegado  por  la  mediación  do  Carvajal  y  Días 
Oassou,  resolviendo  de  una  vez  y  para  siempre  todas  las  dificultades  y 
desavenencias  de  los  unos  con  los  otros,  y  en  relación  también  con  la  tes- 
tamentaría de  Cadenas,  cuyos  herederos  y  en  el  concepto  de  tales  y  en  el 
de  particulares,  habían  renunciado  y  renunciaban  á  cualquiera  acción  y 
derecho  qne  por  cualquier  concepto  pudieran  ejercitarse  contra  la  heren- 
cia, cuyos  acreedores  habían  hecho  reducciones  y  aplaxamientos  en  el  co- 
bro de  sns  créditos: 

Resultando  que  de  causa  criminal  incoada  contra  D.  Emilio  de  Cade- 
nas por  I <il8e<iad  y  estafa,  se  sacó  A  virtud  de  denuncia  de  la  Duquesa  y 
del  Conde  tanto  de  culpa  para  proceder  á  lo  que  hubiera  lugar,  por  la  des- 
aparición de  6.727.000  reales  nominales  en  títulos  de  la  Deuda  del  perso- 
nal, que  la  Duquesa  en  6  de  Enero  de  1874,  y  durante  la  menor  edad  de 
sus  hijos,  había  confiado  en  depósito,  bajo  resguardo,  á  D.  José  de  Cade- 
nas; y  en  eseiBumario,  A  más  de  aportarse  algunos  datos  y  documentos 
antes  referidos,  se  llevó  y  practicó,  según  nn  testimonio  presentado  con 
la  demanda  de  este  pleito,  lo  siguiente,  aparte  de  otras  cosas  qne  en  nada 
tienen  relación  con  el  recurso:  qne  en  el  libro  registro  del  Agente  de  Cam- 
bio y  Boina,  Cadenas,  aparecía  que  desde  10  de  Julio  á  6  de  Noviembre 
de  1872,  Urqnijo  y  Areozana  habían  comprado  por  su  mediación  2.467.180 
reales  y  6  céntimos  nominales  de  Deuda  del  personal;  la  Duquesa  de  8an- 
lúcar  había  también  comprado  en  27  de  Julio  del  miamo  año  200.000  reales 
nominales  de  ignales  títulos;  en  12  de  Septiembre  había  vendido  27  residuos 
de  la  misma  Deuda,  por  valor  de  13.066  pesetas  60  céntimos  ár  Urqnijo  y 
Arenzana,  y  en  27  de  Enero  de  1874  había  negociado  seis  letras  del  Tesoro,, 
por  valor  de  204.586  pesetas, '  apareciendo  asimismo  de  dicho  libro  otros 
asientos  de  negociaciones  de  letras  contra  el  Tesoro  y  de  otros  valores 
por  diferentes  personas,  entre  ellas  D.  Francisco  Jaime,  D.  Ramón  García, 
D.  Pedro  López  y  D.  Emilio  Cadenas,  dependientes  los  tres  primeros  de  la 
Duqnesa,  y  el  último  hermano  del  D.  José  yrecurrente;  que  ocho  testigos 
reconocieron  como  de  D.  José  Cadenas  la  letra  con  que  estaba  escrito  y  la 
firma  que  antorisaba  el  resguardo  de  6  de  Enero  de  1874,  que  fechado  el 
primer»  en  12  de  Marzo  de  1864  y  el  último  en  80  de  Noviembre  de  1876, 
y  suscritos  unos  c Estanislao  Urqnijo»,  y  otros  cEl  Marqués  de  Urquijo», 
obraban  en  dicha  causa  84  recibos  de  intereses  mensuales  del  préstamo 
comprendido  en  la  escritura  de  6  de  Marzo  de  1874;  que  enel  libro  de  ad- 
ministración llevado  por  Cadenas,  y  en  el  cual  el  primer  asiente  era  de  12^. 
de  Febrero  tie  18ii  y  se  refería  á  ia  entrega  de  81.000  reales,  hecha  por  la 
Duqnesa,  las  cuentas  estaban  presentadas  en  globo  por  semestres,  firma- 
das por  D.  José  de  Cadenas  y  aprobadas  por  la  Duquesa,  encontrándose 
en  él  en  distintas  páginas  diez  notas  de  letra  de  aquél,  al  parecer,  en  la 
primera  de  las  cuales,  fechada  en  81  de  Enero  de  1874,  declaraba  tener 
recibidos  de  la  Duquesa  en  calidad  de  depósito  6.727.000  reales  nominales 
en  títulos  de  la  Deuda  del  personal,  de  los  que,  según  manifestsción  de  la 
misms,  T>ertenecían  1.600.000  reales  á  cada  uno  de  bus  menores  hijos,  Don 
José  y  Dofta  Josefa,  como  másipor  menor  constaba  en  eÜ  resguardo  de  ^ 
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ée  tqtiel  m^t;  manifeiitaclón  qne  reprodujo  en  la  tercera  nota  de  81  de  Di^ 
eieiubre  de  1876,  agregando  deber  advertir  qné  loa  tltoloa  importantea 
eaa  cantidad  eataban  por  conaecoéDcia  del  Comité  en  poder  de  D.  Eata- 
nialao'  de  Urqnijo,  el  coal  tenía  también  la  demás  Denda  del  persona),  qne 
•ra  de  so  propiedad  y  nada  tenía  que  ver  con  la  de  la  Ltuqaesa,  según  ae 
Jostificaba  por  loa  resgnardos  que  separadamente  la  tenía  entregados;  en 
Ja  de  I.®  de  Jnlio  de  1881,  que  había  recibido  de  la  Daqnesa  la  cantidad 
de  6.600  000  reales  electivos,  de  los  coalea  se  hacía  cargo  en  la  cnenta  ge-  ^ 
neral  de  aqoel  mes  y  procedía  del  prodocto  de  la  venta  qne  el  día  ante- 
rior había  hecho  de  9  millones  de  títolos  de  la  Denda  consolidada,  al  cam- 
bio de  23  y  90  céntimos  por  100,  y  de  9  millones  de  Denda  amortiaable  al 
2  por  100,  al  cambio  de  43  y  95,  habiendo  importado  la  primera  nn  efec- 
tivo de  2.I61J0OO  reales,  y  la  segonda,  8.966.600,  en  Jonto  6.106.600,  canti> 
dad  qoe  era  de  la  pertenencia  de  aqaella  á  qoien  había  entregado  606.600 
reales  efectivos,  los  cnalea,  con  los  referidos  6.600,000  reales  de  qne  se  ha- 
cía cargo  en  la  cuenta  general  de  dicho  ínes,  componían  6.106.600  reales, 
importe  de  ambas  clases  de  valores;  y  en  otra  nota  de  1.*  de*  Enero  de 
188*2  volvió  á  declarar  qne  con  ti  o  naba  teniendo  recibidoa  de  la  Doquesa 
á'ó  S^niúcar,  en  calidad  de  depósito  y  á  so  disposición,  aonqne  en  poder 
del  Marqués  de  Urqoijo,  como  Presidente  del  Comité  de  Tenedores  de  la 
Deuda  del  personal,  y  del  cual  no  tenía  resgoardo  algono,  los  6.727.000 
rea}«*s  nominales  de  lá  repetida  Deoda,  á  qne  se  refería  el  resguardo  de  6 
de  Enero  de  1874;  debiendo  advertir  qoe  estos  valorea,  pcftenecientea  á 
la  Duquesa  y  á  sus  hijos,  no  tenían  nada  que  ver  con  los  de  igual  clase 
qne  tenía  suyos  dicho  Marqués,  y  sobre  los  cuales  le  tuvo  prestada  ona 
respetable  soma,  qne  le  pagó  con  bonos  del  Tesoro  cuando  convirtió  las 
cargas  de  justicia;  y  qne  otra  cantidad  qoe  posteriormente  le  había  pres- 
tado sobré  los  8.800.000  reales  nominales  á  que  ascendía  la  Deoda  del  per- 
sonal qne  tenía  suya  en  el  Comité,  se  la  había  satisfecho  en  6  de  Jolio  d^ 
1881,  entregándole  en  efectivo  2  860.000  realea  del  dinero  qne  le  había 
pagado  la  Duquesa  en  1.®  de  dicho  mes,  resoltando,  por  consiguiente,  qoe 
•1  Marqoés  de  Urqoijo,  como  Presidente  del  Comité  de  los  Personalistas, 
tenía  en  sn  poder  6.727.000  real^'S  nominalea  de  la  Doqnesa,  y  suyos 
8.800.000  reales,  en  jonto  9.727.000  reajes  nominales,  qne  no  podría  llevar 
á  las  subastas  mensoalea  hasta  que  pudieran  amortizarse  á  la  par,  segt!^n 
lo  qoe  tenían  convenido,  ni  tampoco  podría  el  Marqoés  llevar  el  soyo,  sin 
qne  el  importe  de  dicha  sobasta  fuera  páralos  dos  á  los  cambios  antes 
expresados: 

Resultando  qne  segdn  el  mismo  testimonio,  los  peritos  Archi veros- 
Bibliotecarios  D.  Darío  Cordero,  D.  B^ldomero  Lópea  y  D.  Alejandro  Vidal, 
designados  al  efecto,  cotejaron  con  la  firma  de  D.  José  Cadenas  puesta  en 
la  escritora  de  6  de  Marzo  de  1874  la  letra  y  firma  del  resguardo  de  6  de 
Enero  del  mismo  afio  y  las  de  las  notas  del  libro  de  cargo  antes  tranacri- 
tas,  y  declararon  qne  á  au  juicio  estaban  hechas  y  trazadas  por  la  misma 
mano;  así  como  también  se  consignaba  en  dicho  testimonio  qne  además 
del  libro  antes  expresado,  Cadenas  llevaba  al  parecer  por  separado  de  la 
a  iuiiuifitrarión  de  los  bienes  de  la  Duquesa,  otro  cuyo  primer  asiento  era 
de  1.0  de  Enero  de  1879,  relativo  á  la  exiatencia  de  1.002.000  reales  de 
bonos  del  Tesoro;  700.000  reales  de  Denda  interior;  2  781.266  reales  nomi- 
nales de  títolos  de  la  Deoda  del  personal,  y  6.662.672  realea  de  Deuda 
amortisable,  no  pndiendo  dedncírse  por  la  redacción  de  loa  asientos  si  esos 
valores  pertenecían  á  Cadenas  ó  á  la  Duquesa,  pero  sí  qne  fueron  pigno- 
rados socesivamente  mochas  vec««  en  el  Biinco  de  Espafia,  Bancp  Hipote- 
cario y  casas  de  Urqoijo  y  de  Snáre a  lucláo,  siendo  la  mayor  existenda 
en  29  de  Mayo  de  1879,  qne  se  elevaba  á  11.100  realea  da  cupones  de  bo- 


Digitized  by  VjOOQIC 


870  JUBISFBÜOIirOIA  CTflL 

nof;  4.061.265  reales  de  Deada  del  personal;  6.014.672  reales  de  Deoda 
amortizable,  y  976.120  reales  en  metálico,  valores,  al  menos  los  de  ii^ 
Deuda  del  personal,  que  debian  pertenecer  todavía  á  Cadenas  ó  á  la 
Duquesa  al  cerrarse  el  libro  en  l.o  de  Diciembre  de  1881,  pues  las  pignora- 
dones  aparecían  sucesivamente  renovadas,  y  por  tanto  no  tuvieron  que 
venderse;  siendo  dato  importantísimo  que  todas  ellas,  sobre  todo  las  ds 
Deuda  del  personal,  se  hicieron  según  los  asientos,  no  á  nombre  de  Don 
José  de  Cadenas  sino  al  de  D.  Francisco  Jaime,  D.  Joaquín  López  Hijosa 
y  D.  Ramón  Matas,  dependientes  los  tres  de  la  Duquesa,  de  lor  cuales  los 
dos  primeros  declararon  que  hacían  esas  operaciones  por  encargo  de  Don 
José  Cadenas;  igualmente  se  comprendían  en  dicho  testimonio  varias 
comunicaciones  de  la  Dirección  general  de  la  Deuda,  según  lae  cuales  los 
títulos  emitidos  de  la  Deuda  del  personal,  eran  de  cuatro  series,  señaladas 
con  las  letras  A  B  ¿7  y  D,  del  valor  nominal  respectivamente  de  1.000, 
5.000,  10.000  y  20.000  reales,  y  por  la  ley  de  9  de  Diciembre  de  1881  fue- 
ron llamados  á  convertirse,  aunque  voluntariamente,  al  80  por  100  de  su 
valor  nominal  en  la  del  4  por  100  amortisable;  que  en  14  de  Marzo  de  1874, 
D.  Estanislao  de  ürqoijo  constituyó  en  la  Caja  general  tres  depósitos 
voluntarios  transferibles  de  títulos  de  la  Deuda  del  personal,  uno  de  160 
de  la  serie  C,  cuya  numeración  expresaba,  importantes  400.000  pesetas 
nominales;  otro  de  810.000  nominales  en  162  títulos,  serie  D.,  y  otro  de 
221.750  pesetas  en  dos  títulos  de  la  serie  A.  y  177  de  la  B.y  que  fueron 
devueltos  por  endosos  el  tercero  y  el  primero  á  D.  Ramón  Aznoriaga  en 
24  de  Marzo  y^O  de  Julio  de  1876,  y  el  segundo  á  D.  Cándido  ürquijo  en 
11  de  Mayo  de  1878,  los  cuales  declararon  no  recordar  el  hecho,  pero  que, 
caso  de  ser  cierto,  recibirían  dichos  valores  como  cobradores  de  las  razo- 
nes sociales  Urquijo  y  Arenzana  y  Urquijo  Hermanos;  que  desde  el  26  de 
Mayo  de  1876  á  9  de  Mayo  de  1884,  se  presentaron  á  la  conversión  ó 
amortización  casi  todos  los  títulos  comprendidos  en  los  tres  referidos  de- 
pósitos por  diferentes  personas,  entre  ellas  Urquijo  Hermanos;  que  en  22 
de  Enero  de  1882  presentaron  100  de  los  de  serie  C  dos  dependientes 
suyos  y  tres  de  la  Duquesa,  los  cuales  declararon  no  haber  sido  nnnca 
dueños  de  los  títulos  que  por  ellos  se  decían  presentados,  y  tal  ves  firma^ 
rían  las  facturas  por  orden  del*  administrador  D.  José  Cadenas;  y  según 
el  repetido  testimonio,  el  Juzgado,  en  auto  de  27  de  Enero  de  1890,  entre 
otras  resoluciones,  declaró  terminado  el  sumario  y  mandó  remitirlo  á  la 
Audiencia,  reservando  á  la  Duquesa,  al  Conde  y  á  Doña  Josfifa  Casorio  de 
Hoscoso  las  acciones  civiles  que  como  perjudicados  por  el  delito  les  con- 
eedían  los  artículos  18, 19  y  125  del  Código  penal  contra  las  personas  en 
cuyo  poder  se  encontraran  los  bienes  relictos  por  D.  José  de  Cadenas  para 
que  los  ejercitaran  cuando  lo  estimaren  oportuno  en  la  vía  y  forma  mar- 
cada en  el  art.  115  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  de  lo  que,  como 
único  recurso  legarposible,  protestó  el  Procurador  de  los  acusadores  en 
escrito  de  81  del  mismo  mes  de  Enero,  exponiendo,  entre  otras  cosas,  que 
se  cerraba  el  camino  á  toda  reclamación  contra  los  Sres.  ürquijo,  cuyas 
responsabilidades  civiles,  ó  nacían  del  delito  ó  no  existían;  y  que  la 
Audiencia,  por  auto  de  20  de  Mayo  del  mismo  de  1890,  declaró  extinguida 
la  acción  penal  que  pudiera  ejercitarse  contra  D.  José  Cadenas  y  D.  Esta- 
nislao de  Urquijo,  por  haber  éste  fallecido: 

Resultando  que  la  Duquesa  de  Sanlúcar,  el  Conde  de  Azarcóllar  y 
Doña  Josefa  Osorio  de  Moscoso  presentaron  demanda  en  9  de  Octubre  d» 
1890,  solicitando  se  condenara:  primero,  á  D.  Emilio  Cadenas  y  Elias,  por 
sí  y  como  representante  de  su  hijo  menor  D.  José,  á  que  pagara  á  los  de- 
mandantes en  término  de  diez  días  la  cantidad  de  1.512.640  reales,  que 
era  proporcionalmente  lo  que  les  correspondía  por  el  82  por  100  de  tom 
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4.727.000  reftles  de  Deuda  del  personal,  toda  vez  qae  en  la  partición  de 
bienes  relictos  por  D.  José  Cadenas  se  les  adjudicó  á  cada  uno  de  ellos  el 
16  por  100  de  dichio  caudal,  ó  en  otro  caso  devolvieran  en  el  mismo  ter- 
mino 7  sin  más  gravámenes  que  los  existentes  cuando  el  D.  José  falleció, 
todos  los  bienes  que  se  le  adjudicaron;  segundo,  á  D.  Juan  de  Mier  y  Ra- 
mean, Conde  de  Graa,  como  defensor  y  representante  legal  de  la  menor 
Dofia  María  Teresa  Acosta,  á  que  en  el  mismo  término  de  diea  días  satis- 
flciera  á  sus  representantes  la  cantidad  de  761.320  'reales,  importe  del  16 
por  100  de  los  4.727.000  reales  de  la  Deuda  del  personaren  razón  á  habér- 
sela adjudicado  el  16  por  100  del  caudal  relicto  por  D.  José  Cadenas,  ó  en 
-otro  caso  devolviera  en  el  mismo  plazo,  y  sin  más  gravámenes  que  los 
existentes  cuando  el  D.  José  falleció,  todos  los  bienes  que  se  adjudicaron; 
tercero,  á  la  Duquesa  de  Sanlúcar  á  que*  en  término  de  diez  días  satisñ- 
dera  la  cantidad  de  761.820  reales,  importe  del  16  por  100  de  los  4.727.000 
reales  de  Deuda  del  persona],  en  razón  á  habérsele  adjudicado  el  16  por 
100  del  caudal  relicto  por  D.  José  Cadenas,  ó  en  otro  caso  devolviera  en 
el  mismo  plazo  y  sin  más  gravámenes  que  los  existentes  cuando  D.  José 
falleció,  todos  los  bienes  que  se  adjudicaron;  cuarto,  al  Conde  de  Azareó- 
'  llar,  á  que  en  término  de  diez  días  pagara  la  cantidad  de  1.701.720  reales, 
importe  de  86  por  100  de  los  4.727.000  reales  de  Deuda  del  personal,  por 
habérsele  adjudicado  el  36  por  100  del  caudal  relicto  por  D.  José  Cadenas, 
ó  en  otro  caso  devolviera  en  el  mismo  plazo  y  sin  más  gravámenes  que 
los  existentes  cuando  el  D.  José  falleció,  todos  los  bienes  que  se  le  adju- 
dicaron; quinto,  á  D.  Juan  Manuel  de  Urquíjo  y  TJrrutia,  Marqués  de  Ur- 
quijo,  á  que  en  término  de  diez  días  entregara  á  los  demandantes  600.000 
reales  nominales  de  títulos  de  la  Deuda  amortizable  interior  al  4  por  100, 
oon  cupón  corriente  é  intereses  devengados,  ó  sean  cupones  cobrados  á 
razón  del  4  por  100  anual,  desde  Enero  de  1882  en  que  se  efectuó  la  con- 
Tersión;  sexto,  á  Dofia  Matilde  de  Erice  y  Urquijo,  Marquesa  de  Cubas, 
de  la  que  era  representante  legal  su  marido  D.  Francisco  Cobas,  á  que  en 
término  de  diez  días  les  entregara  600.000  reales  nominales  de  títulos  de 
la  Deuda  amortizable  interior  del  4  por  100,  con  cupón  corriente  é  intere 
ses  devengados,  ó  fuesen  cupones  cobrados  á  razón  del  4  por  100  anual, 
desde  Enero  de  1882  en  que  se  efectuó  la  conversión;  séptimo,  y  en  el  caso 
de  que  todos  ó  algunos  de  los  demandantes  se  opusieran  á  la  demanda,  en 
las  costas  del  juicio  á  los  que  hicieran  la  oposición,  alegando  para  ello,  á 
más  de  otros  hechos  ya  referidos:  que  en  la  partición  de  bienes  del  Conde 
de  Altamira  se  entregó  á  la  Duquesa  su  legítima,  importante  28.46d.107 
reales  y  20  céntimos  en  dinero,  alhajas,  muebles,  efectos  públicos,  dere- 
.chos  reales  y  sefioriales  ó  feudales,  y  principalmente  en  bienes  inmuebles 
y  cargas  de  justicia  por  las  alcabalas  de  los  Estados  de  Altamira,  que  as- 
cendían á  6.626.306  reales  76  céntimos  de  valor  reconocido,  recibiendo 
también,  como  representante  legal  dé  sus  hi]08,ias  160.000  pesetas  en  me- 
tálico del  legado  de  los  mismos,  al  cual  se  dieron  varias  inversiones,  obte- 
lüéndose  los  productos  consiguientes  que  se  fueron  acumulando  al  capital, 
toda  vez  que  la  Duquesa  no  podía  ni  necesitaba  disponer  de  ese  dinero,  que 
últimamente  invirtió,  así  como  otras  considerables  cantidades  de  su  pro- 
piedad, en  títulos  de  la  Deuda  del  personal  por  valor  de  mas  de  7  millones 
de  reales  nominales,  pertenecientes  tres  de  ellos  á  sus  hijos  por  haberse  ad- 
quirido al  tipo  de  cotización  entonces  poco  elevado,  con  las  160.000  pese- 
tas del  legado  y  sus  productos,  valores  que  tuvo  durante  algún  tiempo  en 
su  poder,  mas  comprendiendo  los  inconvenientes  de  conservarlos  en  la 
•aja  de  la  casa,  á  propuesta  de  su  apoderado  general  D.  José  Cadenas,  que 
distintas  veces  le  hizo  observar  la  responsabilidad  y  cuidados  que  le  origi- 
Dy  decidió  se  llevaran  á  un  establecimiento  público,  y  como  lo  indicase 
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también  qne  paní  eviUtrle  1a«  molestias  de  tener  qne  gestionar  ella  perso- 
nalmente tas  operaciones  sacesivas  qne  con  aquéllos  habSeran  de  hacerse^ 
seria  lo  mejor  qne  se  los  confiai'a  á  él  en  depósito,  á  reserva  de  llev^arlos  en 
el  mismo  concepto,  y  bajo  su  responsabilidad,  donde  más  garantiaa  se  eor 
oontrarán,  accedió  la  Dqqnesa  á  tales  proposiciones  por  la  abaoluta  con- 
fiansa  qne  Cadenas  la  merecía;  en  6*de  Eoeirade  1874  le  confió  en  depósito 
6.727.000  reales  nominales  de  la  mencionada  Denda  del  personal,  entregáa- 
dole  Cadenas  para  sa  resguardo  y  garantía  el  documento  privado  eztea- 
dido  en  aquella  fecha  en  papel  sellado,  no  porque  la  Duquesa  desconfiara 
de  él,  sino  por  pertenecer  el  depósito  en  gran  parte  á  sus  hijos,  por  lo  qne  ae 
lo  exigió  para  qne  en  todo  tiempo  constase  la  entrega,  dando  poco  después 
cuenta  de  haberlos  llevado  en  depósito  á  la  casa  de  Urquijo,  ocultando 
maliciosamente  qne  había  disphesto  de  ellos,  aplicándolos  á  operaciones 
.  snyas;  y  como  la  Duquesa  creyera  que  estaban  seguros  y  no  tenía  propó- 
sito de  disponer  de  ellos,  pnes  sólo  esperaba  beneficiarlos  con  el  trans* 
corso  del  tiempo,  se  limitó  á  exigir  de  Cadenas  qne  hiciese  constar  el  cargo 
en  el  libro  correspondiente  de  administración,  si  bien  con  mayor  forma- 
lidad que  la  de  otros  asientos,  como  cosa  distinta  y  de  índole  diversa,  y 
así  lo  verificó,  estampando  en  el  libro  de  cargo  por  semestres  hasta  el  afio 
1882  las  correspondientes  notas  escritas  de  su  pufio  y  letra  y  por  él  mismo 
firmadas,  en  las  que  hacía  constar^  tanto  la  existencia  de  los  títulos  como 
la  subsistencia  del  depósito,  y  confinda  en  absoluto  en  la  honradez  y  leal- 
tad de  Cadenas,  no  se  preocupó  de  la  seguridad  de  los  valorea,  creyendo 
siempre  con  la  mayor  buena  fe  que  los  tenía  á  su  disposición,  y  sólo  bas- 
tante después  de  morir  Cadenas  pudo  cerciorarse  de  qne  había  sido  vícti- 
ma del  más  inicuo  engafio  durante  mucho  tiempo,  por  haber  diapneato  de 
tan  sagrado  depósito  su  apoderado,  quien  remordiéndole  segaramente  la 
conciencia,  pretendió  resarcir  en  nna.pequefia  é  insignificante  pártelos 
gravísimos  perjuicios  que  había  causado,  instituyendo  por  quintas  partas 
en  el  usufructo  de  los  bienes  que  aparecían  como  suyos  á  sus  representa- 
dos; y  en  virtud  de  su  testamento,  y  haciéndose  caso  omiso  de  la  desapa- 
rición de  los  títulos  de  la  Deuda  del  personal,  aun  no  descubierta,  se  pro- 
cedió á  formalisar  la  testamentaría  practicando  los  contadores  la  parti- 
ción, y  como  laa  deudas  de  Cadenas  por  todos  conceptos  eran  considera- 
bles, aplicaron  á  su  pago  gran  parte  de  los  bienes  relictos,  creyendo  qns 
le  pertenecían  lícitamente,  pagándose  en  efecto  á  onos  acreedores  inme- 
diatamente, y  á  otros,  como  D.  Jacobo  Peres,  por  medio  de  obligaciones 
de  los  herederos,  encaminadas  á  extinguir  en  plazos  más  ó  menos  breves 
las  deudas,  garantisándolas  con  los  bienes  hereditarios,  y  á  pesar  de  los 
enormes  perjuicios  que  les  había  causado  la  administración  de  Cadenas, 
da  lo  amafiadas  y  absurdas  que  resultaban  sus  cuenta  y  de  las  falsedades 
consignadas  en  ellas  para  encubrir  con  una  data  ficticia  los  abusos  qne 
cometió,  deseando  evitar  cuestiones  con  sus  parientes  y  acreedores,  é  in- 
ducido por  el  contador  D.  José  Carvajal,  aprobaron  los  actof  qne  realifó 
como  ailministrador  de  la  Duquesa,  renunciando  á  toda  reclamación  es 
tal  concepto  por  la  cláusula  7>  de  la  escritura  particional;  mas  aparte  de 
que  el  resguardo  de  8  de  Enero  de  1874  expresaba  terminantemente  qns 
la  entrega  fué  como  depósito,  contrato  en  absoluto  distinto  del  de  man- ' 
dato,  debía  dejar  sentado  que  aquellos  valores  nunca  estuvieron  en  admi- 
nistración por  no  ser  susceptible  de  ella,  toda  ves  que  no  produciendo 
renta  ni  interés  alguno,  sólo  servían  para  conservarlos,  enajenarlos  ó^rra- 
varlos,  operaciones  estaa  dos  qne  nunca  pudo  hacer  lícitamente  D.  José  Ca- 
denas, que  carecía  para  ello  de  poder  de  la  Duquesa  y  de  la  aotorlaaciós 
jadioiciai  necesaria,  por  tratarse  de  bienes  que  pertenecían  á  menores  á0 
edad  en  aquella  fecha,  y  porqne  tampoco  los  había  recibido  por  consecasa- 
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«cfft  de.ta  cargo,  paet  U»  entregta  hechu  en  tal  concepto  se  acreditaban  en 
distinta  forma,  ó  faeae  por  aaiontoa  en  loa  libros  y  cargaremea  en  ladcaentaa 
que  después  ae  presentaba  al  examen  y  aprobación,  ai  era  precedente,  de  la 
Dimaesa,  como  aparecía  de  los  mismos  libros  y  cnentas  de  la  Admi- 
nístradóo;  qne  denaaciada  en  la  cansa  contra  D.  ETmí lio  d^  Cadenas  2a 
desaparición  del  depósito,  y  sacado  el  tanto  de  culpa  al  tramitarse  la  nue- 
va canaa  y  proceder  á  averiguar  la  cortesa  de  loa  asientos  del  adn^nistra- 
dor  Cadenas  y  el  paradero  de  loa  títulos,  se  acreditó  qué  aquél  por  la  es- 
critura de  6  de  Marao  de  1874  los  había  transmitido  al  Marqués  de  Vr- 
qnijo,  y  además  anas  cargas' de  justicia  que  también  le  habla  confiado  la 
Duquesa  para  liquidarlas  con  la  Hacienda,  derechos  que  procedían  de  su 
herencia  paterna,  y  por  au  índole  nadie  podía  ignorar  su  procedencia,  y  que 
•ecedían  en  pagodeobligacioneaqoela  escritura  no  precisaba  ni  constaban 
en  ninguna  parte,  y  parecía  haber  sido  modificada  por  otras  escritoras  y 
contratos;  que  ni  en  el  afio  1874  ni  en  los  posteriores  hubo  ingreso  alguno 
en  la  caaa  de  ia  Duquesa  por  veutas  ni  pignoraciones  de  la  Deuda  del  per- 
'  «onal,  y  por  consiguiente,  el  depositario  se  aprovechó  del  valor  íntegro 
que  obtuvo  con  la  malversación  del  depósito;  que  la  preesistencia,  detalles 
de  numeración  y  series  de  los  títulos  aparecía  justificada  por  el  resguardo 
del  depósito,  por  los  asientos  de  pufio  y  letra  de  Cadenas  existentes  en  el 
libro  de  cargo,  por  cartas  del  Marqués  de  Urquijo  unidas  á  la  causa,  por 
la  estancia  de  Tos  valores  en  la  Caja  general  de  Depósitos,  por  los  aaiontcs 
de  los  libros  oficiales  de  esta  oficina  y  por  la  escritura  pdblica  de  6  de 
Marao  de  1874,  y  la  legitimidad  del  resguardo  y  demás  documentos  sus- 
critos por  Cadenas  la  habían  comprobado  las  declaraciones  de  gran  nú 
mero  de  personas,  inclus<t  el  hermano  de  éste,  que  baju  juramento  decla- 
raron estar  escritos  y  firmados  por  el  mismo,  y  además  el  cotejo  con  letras 
y  firmas  indubitadas  practicado  por  tres  peritos  calígrafos  que  afirmaron 
■er  dicho  resguardo  y  asientos  de  pitfio  y  letra  del  repeii<lo  D.  José:  qne 
por  las  investigaciones  hechas  para  buscar  los  títulos  estafados  se  averi 
gnó  que  éstos  eran  dos  de  la  serie  A,  importantes  2.000  reales  nominaleí»; 
177  de  la  B,  dé  valor  nominal.de  886.000'  reales;  160  de  la  serie  C,  impor 
tantea  1.600.000  reales,  y  162  de  la  serie  D,  importantes  3.240.000  reales, 
también  nominales,  expresando  los  números  de  todos  ellos;  qne  dos  meses 
despaé0  de  cederlos  Cadenas  á  Urquijo,  éste  los  había  constituido  en  tres 
depósitos  en  la  Caja  general,  siendo  devueltos  mediante  endosos  de  aquél 
á  Cobradores  de  la  casa  Urquijo  Hermanos;  refirieron  los  antecedentes  sa- 
ministrados  por  la  Dirección  general  de  la  Deuda  respecto  á  lá  conreraión 
y  amortisación  de  dichos  títulos,  marcando  que  100  de  ellos  de  la  serie  C, 
importante  1.000.000  nominal  de  chales,  fueron  prensentados  á  la  conver- 
sión en  22  de  Enero  de  1882  por  Urquijo  Hermanos  canjeados  al  tipo  de 
80  por  100  por  títulos  de  la  Deuda  amortiza  ble  interior;  que  otros  40  de 
la  misma  serie,'  dos  de  la  D  y  otros  dies  de  esta  misma  serie,  fueron  amor- 
tlif^os  á  nombre  de  D.  Jaime  Matas  y  Ortis,  dependiente  de  la  Duquesa, 
-  por  orden  y  cuenta  de  D.  José  Cadenas;  que  Galindes  y  Meléndea,  depen 
dientes  de  Urquijo,  amortizaron  también  otras  muctias  y  di  versea  perso 
Das  el  resto,  operaciones  qne  se  llevaron  á  cabo  deade  el  26  de  Mayo 
de  1876  á  9  de  Agosto  de  1884,  sip  que  ya  existiera  en  circulación  ninguno 
de  los  títulos  estafados;  continuaron-  exponiendo  otroa  hechos  de  los  qne 
van  relacionados,  expresando  que  habiendo  sido  la  cotización  oficial  de  la 
Deuda  del  personal  en  la  fecha  más  próxima  al  6  de  Marzo  de  1874  la  de 
49  y  86  céntimos  por  100,  los  títulos  valían  en  aquella  fecha  2.827.420  ite 
les  efectivos;  y  como  al  verificarse  la  conversión  general  de  la  Deuda,  en- 
traron en  ^laal  tipo  de  80  por  100  á  Deuda  amortizable  interior  del  4 
por  100,  debieron  canjearse  por  4.926.220  reales  de  esta  última;  que 
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lo9  intereses  devengado!  deide  la  conversión  sería  la  cantidad  efectiva 
que  hoy  tendrían  los  demandantes  sin  la  estata  de  que  habían  Sido  victi- 
mae;  y  eeto  aceptando  la  conversión,  lo  cnal  era  potestativo,  pnes  de  otra 
suerte  prseerían  los  títulos  de  la  Deuda  del  personal,  que  ahora  se  cotiza- 
ban al  94  por  160;  datos  que  servirían  de  base  para  liquidar  el  resarcimieii- 
to  y  la  indt*Tnnización,  ya  que  la  restitución  era  imposible;  y  por  últfmo, 
que  declarada  extinguida  la  acción  penal  por  resolución  firme,  y  no  quedan- 
do á  los  demandantes  para  obtener  el  resarcimiento  otro  recurso  que  el 
ejercicio  de  la  acción  civil,  habían  intentado  el  acto  de  conciliación  coa 
los  herederos  de  los  dos  acusados  que  únicamente  se  habían  considerada 
culpables,  y  no  había  dado  resultado  por  la  temeridad  de  éstos: 

Besultando  que  el  Conde  de  Graá,  como  padre  de  la  menor  Dofia  Ma- 
ría Teresa  Acosté,  presentó  escrito  manifestando  que  no  podía  menos  d» 
reconocer  'a  justicia  que  asistía  á  los  demandantes,  y  en  este  concepto  ae 
allanaba  á  la  demanda: 

Resultando  que  el  Marqués  de  Urquijo  y  el  de  Cubas,  en  la  represen- 
tación éste  en  que  se  le  demandaba,  contestaron  solicitando  se  les  absol- 
viera de  todos  los  extremos  que  con  relación  á  ellos  contenía  la  demanda,, 
imponiendo  á  los  actores  perpetuo  silencio  y  condenándoles  al  pago  áe 
todas  las  costas;  y  al  efecto  expusieron,  entre  otras  cosas,  que  si  bien  I>on 
José  Cadenas,  apoderado  general  de  la  Duquesa  de  Sanlúcar,  410  tenía  £a- 
cultades  para  gravar  ni  enajenar  los  bienes  de  su  poderdante,  era  un  hecho 
notorio  de  fácil  comprobación  que  había  enajenado  y  gravado  distinto* 
bienes  de  aquélla  con  explícito  Iwentimiento  de  la  misma,  lo  cual  no  era 
cierto  y  lo  negaba  rotundamente  que  adquiriera,  como  los  demandante* 
suponían,  7.000.000  de  reales  nominales  en  títtilos  de  la  Deuda  del  perso- 
nal, y  la  declaración  hecha  por  D.  José  de  Cadenas  en  un  documento  pri- 
vado desnudo  de  toda  formalidad  legal,  de  que  tenía  recibidos  en  6  de 
Enero  de  1874  de  manos  de  la  Duquesa,  y  en  calid.ad  de  depósito,  6.727.000 
de  reales  nominales  en  títulos  de  la  Deuda  del  personal,  no  podía  servir 
para  acreditar  el  dominio  de  esa  cantidad  de  títulos,  ni  aun  sobre  deter- 
minado número  de  ellos,  por  no  haberse  consignado  la  selle  y  numeración 
de  los  miamos,  ni  tendría  nunca  eficacia  de  título  reivindicatorío  por  falta 
de  las  formalidades  taxativamente  exigidas  respecto  de  los  efectos  públi- 
cos, no  siendo  tampoco  exacto  que  la  Duquesa  hubiese  depositado  eso» 
títulos  en  poder  de  Cadenas  y  creyera  que  éste  los  conservaba  al  morir, 
pues  en  vida  del  mismo  la  Duquesa  había  empefiado  en  el  Monte  de  Pie- 
dad la  mayor  parte  de  sus  joyas  para  atender  con  el  importe  del  préstamo 
á  las  más  apremiantes  necesidades  de  la  vida,  y  era  inverosímil  que  en 
circunstancias  tan  angustiosas  no  se^  le  ocurriera  diaponer  en  ninguna 
forma  del  citado  depósito,  tanto  más  cnanto  que  decretadla  en  1881  la 
conversión  de  la  Deuda  del  personal,  se  habían  presentado  los  títulos  á 
ella  y  se  había  hecho  constar  la  constitución  del  nuevo  depósito,  y  por  el 
contrario,  cuando  desde  1874  se  venía  renovando  casi  anualmente  no 
existía  rastro  alguno  de  él  desde  l.o  de  Marzo  de  1882,  fecha  en  que  de- 
bieron consumirse  los  últimos  restos  del  patrimonio  de  la  Duquesa,  que 
pocos  años  después  tenía  que  decidirse  á  hacer  el  referido  empefio,  que  no 
terminó  hasta  1887,  gracias  al  anticipo  hecho  por  D.  Pedro  Días  Oassofl; 
que  también  era  inverosímil  que  Cadenas  deposi^ra  en  poder  del  Mar- 
qués de  Urqnijo,  como  Presidente  del  Sindicato  de  Tenedores  de  la  Deuda 
del  personal  9.000.000  de  reales  nominales  en  títulos  de  esa  clase  sin  obte- 
ner recibo  alguno,  aparte  de  que  en  esos  sindicatos  no  se  entregan  loa  tí- 
tulos, sino  los  'resguardos  acreditativos  de  su  posesión;  que  era  muy  de 
notar  la  circunstancia  de  que  en  el  inventario  de  los  bienes  de  Cadenas 
no  se  comprendiera  título  alguno  de  aquella  Deuda,  no  obstante  lo  cual,. 
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la  DoqneM,  qae,  como  herede»  suya,  interyino  en  1m  operaciones  de  ]ft 
teetamentaria,  no  hizo  reclamación  judicial  ni  extrajadicial  sobre  tan  im- 
portante extremo,  y  tampoco  consignó  entre  las  deodas  del  finado  los 
6.727.000  reales  noníinales  qae  Inego  ha  pretendido  reivindicar^  partida 
qne  de  existir  en  el  pasivo  no  hubieran  bastado  á  cubrirla,  sino  en  una 
pequeña  parte  las  120.242  pesetas  87  céntimos  de  los  bienes  libres  de  Ca- 
denas, y  «ni  la  Duquesa  ni  sus  hijos,  por  no  sufragar  tan  enorme  descu- 
bierto, no  habían  aceptado  la  herencia  que  aceptaron  sin  hacer  la  menor 
indicación  en  la  escritora  de  29  de  Junio  de  1867  respecto  de  los  derechos 
para  reclamar  el  depósito,  haciendo  además  en  ella  la  Duquesa  una  rentan- 
cia  que  no  se  referia  solamente  á  los  actos  de  administración  ejecutados 
por  Cadenas,  como  pretendían  los  demandantes,  sino  á  las  gestiones  de 
aquel  en  cualquier  concepto,  como  decía  la  escritura  de  partición  y  la  Du- 
quesa había  reconocido,  que  nada  le  debía  Cadanas,  con  palabras  termi- 
nantes y  más  explícitamente  con  sus  actos;  qfte  la  rutinaria  reserva  hecha 
en  el  auto  de  sobreseimiento  de  la  causa,  no  equivalía  al  reconocimiento 
de  ningún  derecho;  y  que  como  en  la  escritura  de  6  de  Marzo  de  1874  en* 
tre  el  MaJrqués  de  Urquijo  y  D.  José  Cadenas  no  constaba  la  numeración 
de  loe  títulos,  se  depositaron  éstos  en<  la  Caja  general,  y  renovada  la  ope- 
ración en  1887,  se  convino  en  que  Cadenas  iría  entregando  cantidades  á 
cuenta  del  préstamo  y  á  cambio  de  la  garantía,  y  así  se  hizo,  quedó  me- 
diante  esas  entregas  cumplimentado  totalmente  el  contrato  en  6  de  Enero 
de  1882,  por  lo  cual  pudo  Cadenas  llevar  en  1877  y  1879  parte  de  esos 
títulos  á  su  fianza  de  Agente  de  Bolsa  y  sus  dependientes  pignorar  en  ese 
ultimo  afio  y  en  1880  en  el  Banco  liipotecario  otras  partidas  de  esos  valo- 
res, y  en  1881,  82,  83  y  84,  los  mismos  dependientes  de  Cadenas,  ú  otras 
personas  completamente  extrañas  al  Marqués  de  ürquijo  y  feus  herederos,. 
presentar  á  la  conversión  ó  á  la  amortización  el  resto  de  los  títulos  que 
habían  constituido  la  garantía  del  préstamo: 

Resultando  que  D.  Emilio  Cadenas,  en  el  doble  concepto  en  que  fué 
emplazado,  contestó  también  la  demanda,  solicitando  que  en  definitiva  se 
le  absolviera  de  ella  reservándole  su  derecho  para  que  como  heredero  d& 
D.  José  lo  ejercitara  como  viere  convenirle  contra  quienes  sin  razón  ofen- 
dían su  memoria,  y  condenando  á  los  actores  en  las  costas  del  pleito,  para 
lo  que,  entre  otros  fundamentos,  consignó:  que  según  noticias,  la  Duquesa 
no  recibió  la  suma  que  decía  como  legítima  paterna,  ni  en  metálico  el  le- 
gado de  160.000  pesetas  de  sus  hijos,  siendo  pura  invención  cnanto  refeda 
acerca  de  su  inversión,  beneficios  obtenidos,  adquisición  de  los  6.727.000 
reales  nominales  de  Deuda  del  personal  y  su  entrega  como  depósito  á  Don 
José  Cadenas,  pues  en  ninguno  de  los  actos  de  la  figurada  administración 
de  éste  aparecían  tales  operaciones,  y  tampoco  la  Duquesa  podría  acredi- 
tar haberlas  hecho  por  sí,  pues  fastuosa  sin  medida,  dio  fin  pronto  á  su 
fortuna  y  á  la  de  sus  hijos;  siendo  un  hecho  por  ella  reconocido  en  sus 
cartas  que  D.  José  Cadenas  había  venido  sufragando  todos  sus  gastos  y 
aun  los  del  Conde  de  Arzarcóllar,  lo  cual  hizo  que  ella  contrajera  grande» 
deudas  y  las  hiciera  contraer  también  á  D.  José  Cadenas,  qne  tenifi  qoo 
arbitear  medidas  para  librarla  de  sus  acreedores,  y  para  librarse  él  de  aná- 
logas persecuciones  aparecía  deudor  de  gruesas  sumas  á  diversas  personas 
y  aun  á  la  Duquesa  misma,  siendo  él  quien  custodiaba  y  guardaba  los  do- 
cumentos para  que  de  ellps  no  se  pudiera  hacer  uso,  y  no  entregó  el  res- 
gaardo  de  6  de  Enero  de  1874,  cuyp  contenido  negaba,  por  ser  imposible 
qoe-lo  entregase,  pues  para  ello  era  ante  todo  necesario  que  la  Duquesa 
hobiera  tenido  semejantes  títulos;  que  las  apreciaciones  de  que  D.  José 
<Iadenas  testara  por  remordimiento  en  favor  de  la  Duquesa  y  sus  hijos», 
caía  por  tienta  eon  las  cartas  que  acompañaba,  en  las  qpe  se  veía  que  Doír 
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Joaé  CadeiiAi  ■nfragaba  todos  loi  gastos  de  la  Daquesa,  la  cnal  se  erefa 
obligada  á  tendirle  cuentas,  y  pagaba  al  Oonde  1.000  peselaa  mensoales 
sufragando  además  gastos  extraordinarios  del  mismo;  que  la  Dnqneta  y 
«as  hijos  sabían  perfectamente  qae  bo  tonían  depósito  alguno  en  poder  de 
D.  JiSé  Cadenas,  y  adolecían  de  inezactitnd  volantaria  y  calculada  lo  qoe 
decían  respecto  á  los  móviles  por  qae  prestaron  sa  aprobación  á  la  parti- 
ción de  bienes  de  D.  José  Cadenas,  habiéndolo  hecho  pOr  saber  perfecta- 
mente que  nada  podían  reclamar,  pues  no  era  creíble  que  ae  olvidara  ni 
pasara  por  alto  an  depósito  de  cerca  de  seis  millones  por  quienes  andaban 
tan  faltos  de  recursos  que  ni  podían  desempeñar  unas  alhajas,  teniendo 
que  suplir  los  fondos  para  ello  uno  de  los  contadores,  ni  los  acreedores 
por  depósito  qne  abarcaría  toda  la  herencia,  cederían  la  mitad  de  los  pro- 
ductos en  ben«-flcio  de  un  acreedor  no  preferente,  ni  mucho  menos  rennn- 
ciaran  de  la  manera  categórica  y  absoluta  que  constaba  de  la  partición 
quienes  sabían,  puesto  qne^ino  al  menos  contrato  el  depósito,  que  tenían 
seis  millones  propios  á  reclamar  contra  un  capitel  de  600.000  pesetas  pró- 
ximamente, no  siendo  sólo  la  Duquesa  quien  tenía  conocimiento  del  su- 
puesto depósito  y  no  lo  reclamaba  á  la  testementería,  sí  que  también  el 
Conde  de  Arzarcóllar,  que  enterado  de  todo,  hacía  responsable  ásn  madrs 
en  escritura  que  ambos  otorgaron  apenas  hecha  y  aprobada  la  partición  da 
Cadenas  en  la  misma  Notoria;  qne  Cadenas,  como  indiñdno  que  faé  del 
Bindirato  de  tenedores  de  la  Deuda  del  personal,  compró  grandes  cantida- 
des de  ésta,  y  la  Duqaesa  no  aparecía  que  las  hubiese  comprado  ni  depo- 
sitedo:  que  dada  la  vida  desordenada  de  la  Duqaesa  y  de  Cadenas,  cabía 
muy  bien  que  se  hubiesen  consumido  todos  los  recursos  de  ella;  y  así  se 
veía  en  los  últimos  libros,  en  los  que  resolteba  deudora  de  Cadenas  por 
sumas  considerables  y  en  la  necesidad  que  aquél  tenía  de  defender  so  pa- 
pel numerosos  acreedores,  se  explicaba  bien  que  otorgara  documentos  pri- 
vados é  hiciera  asientoa  en  los  libros  reconociéndose  deudor  á  la  Diiqnesa, 
y  á  la  demanda  que  encontraba  simulaciones  y  falsedades  en  el  libro  qne 
-como  Agente  de  Bolsa  llevaba  Cadenas,  no  podAí  rechaear  qne  hubiera 
simulación  de  un  depósito  y  falsedades  en  libros  y  ,papeles  entre  Cadenas 
y  la  Duquesa,  y  que  algunos  otros  hechos  de  la  denianda  que  adolecían  de 
notorias  inexactitudes  habían  sido  ya  corregidos  por  los  otros  demanda- 
dos, por  lo  que  se  limitaba  á  rechasarlos: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  en  dos  instencias,  la  Sala  segunda  ds 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dicto  en  28  de  Noviembre  de  1 891 
sentencia  confirmatoria  y  en  parte  revocatoria,  declarando  qne  los  here- 
deros de  D.  José  Cadenas  y  Elias  esteban  en  tel  concepto  obligados  á  en- 
tregar á  Dofta  María  Cristina  Osorio  de  Moscoso,  Duquesa  de  Sanlúcsr  la 
Mayor,  á  D.  José  María  0*3hea  Osorio  de  Moscoso,  Conde'  de  Arsaroollar, 
y  á  Dofia  Josefa  Osorio  de  Moscoso  la  ca^ntidad  de  4.717.000  reales  nomi- 
nales de  Deuda  del  personal,  ó  su  equivalencia  en  Deuda  del  Estado  del 
4  por  100  interior  amortiaable  al  tipo  de  conversión,  y  condenando  en  su 
virtud  á  los  expresados  herederos  á  que  en  el  termino  de  un  mes  veri0* 
cara»  dicha  entrega  en  la  proporción  en  qae  cada  uno  se  adjudicó  la  he- 
rencia de  su  causante,  ó  en  otro  caso  devolviera  sin  más  gravámenes  qne 
los  existentes  cuando  falleció  D.  José  Cadenas  todos  los  bienes  qae  se  le 
adjudicaron  de  la  herencia,  según  se  solicito  en  la  demanda;  sirviendo  á 
los  tres  demandantes  de  abono  para  satisfacer  y  percibir  la  parte  <^ue  les 
correspondiera  la  porción  de  bienes  qoe  ya  habían  recibido  como  tales 
herederos,  y  obsolviendo  de  la  demanda  á  D.  Juan  Msnuel  de  Urqnijo  y 
Ürrutia,  Marqués  de  Urquijo,  y  á  D.  Francisco  Cubas,  Marqués  de  Cubas, 
como  representante  legat  de  su  esposa  Dofia  Matilde  de  Erice,  sin  hacat' 
espedal  condenadón  m  oostaa  de  primera  ni  de  segunda  iostaasia: 
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Bemiltando  que  D.  Emilio  Oi^nas,  por  sí-y  como  reBresenUnte  de  sa 
Ujo  J>.  Jote,  interpuflo  reeano  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de 
4ocirína  legal,  exponiendo  loe  aiguientee  motiTos: 

Primero.  Én  cnanto  la  demanda  pide  expresa  y  concretamente  qae 
loe  recurrentes  sean  condenados  á  pagar  1.612.640  reales  en  el  término  de 
dies  días,  sin  m^  expresión,  y  la  sentencia'  declara  qae  los  herederos  de 
B.  José  Cadenas  están  obligados  en  tal  concepto  á  entregar  á  los  actores 
1»  cantidad  de  4.727.000  reales  nominales  de  la  Denda  del  personal  ó  sa 
eqnivaiencia  en  4  por  100  amortisable  interior  al  tipo  de  conversión,  in- 
fringe por  falta  de  congruencia  la  ley  lH,.tít.  22,  Partida  8.«,  el  art.  369  de 
la  ley  de  Enjaidamiento  civil,  y  la  jurisprudencia  consignada  en  senten- 
cias de  12  de  Octubre  de  1869,  26  de  Mano  y  27  de  Noviembre  de  1860, 
18  de  Enero  de  1862,  26  de  Octubre  de  1863,  80  de  Junio  de  1866,  y  30  de 
Jniiio  de  1882  y  otras,  en  relación  además  con  ia  ley  2.«,  tít.  8.o,  Parti- 
da 5.*,  que  determina  el  modo  y  farma  de  devofVer  el  depósito;  esto  en  el 
sapaesto  no  concedido  de  que  en  el  caso  de  autos  hubiera  depósito,  y  ha- 
biéndolo, resultara  demostrado: 

Segundo.  £a  cuanto  ia  sentencia  condena  á  los  recurrentes  á  hacer 
diniiaión  de  los  bienes  heredados  de  D.  José  Cadenas,  caso  de  que  no  de* 
▼ueivan  la  cosa  que  se  supone  depositada  ó  su  equivalencia,  infringe  la 
ley  i,\  tit.  3.0,  Partida 6.a,  las  leyes  l.«  y  3.%  tít  14  de  la  misma  Partida» 
referentes  á  la  solución  ó  pago  de  las  obligaciones,  y  la  9.*,  tít.  3,o,  de 
igual  Partida,  que  si  bien  rtscooece  la  preferencia  del  depositario  á  ser 
reintegrado  de  ia  cosa  que  dio  en  depósito,  se  entiende  que  ha  de  serlo,  6 
con  la  entrega  de  la  misma  cosa,  ó  pagado  su  valor  justamente  estimado, 
lo  enal  no  resulta  tampoco  de  la  sentencia  que  condena  al  pago  de  la  can- 
tidad líquida: 

Tercero.  Error  de  derecho  en  que  la  sentencia  incurre  al  estimar  de- 
mostrada la  autenticidad  del  documento  que  se  dice  depósito  y  se  consi- 
dera procedente  de  D.  José  Cadenas,  por  prueba  periciaji  y  testifical  dima- 
nada de  la  certificación  del  Secretario  del  Juagado  de  instrucción  del  Este» 
eon  infracción  del  art  670  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  prescribe 
la  forma  de  practicarla  prueba  de  todos  los  artículos  601,  606,  607,  609, 
^610  y  siguientes  hasta  el  6  ¿9,  en  los  cuales  se  exponen  las  reglas  indis- 
pensables á  que  debe  sujetarse  la  prueba  referente  á  documentos  priva- 
don  para  que  sea  prueba  y  pueda  estimarse  como  tal;  de  los  637  al  668  so- 
i>re  prueba  testifical,  que  tampoco  se  ha  practicadp,  sin  que  sea  posible 
dar  valor  y  estimar  encausa  civil  á  las  diligencias  de  investigación  prac- 
ticadas concretamente  en  un  sumario  que,  á  mayor  abundamiento,  tam- 
poco constituyen  prueba  en  materia  criminal,  como  no  se  reproduscan  y 
raUflqnen  en  el  período  deí  juicio,  y  de  la  ley  119,  tít.  18,  Partida. ».a,  re 
latí  va  á  ia  eficacia  de  los  documentos  privados;  incurriendo  en  otro  error 
"de  derecho  y  conjuntamente  de  hecho  al  deducir  por  conjetura  ó  deduc- 
.  ei6tt  de  la  escritura  de  6  de  Mario  de  1874  entre  Cadenas  y  Urqnijo,  que 
por  ella  se  acredita  la  existencia  del  depósito,  y  al  dar  valor  probatorio  á 
las  notas  qne  se  dicen  puestas  por  Cadenas  en  el  libro  de  cargo,  notas 
enya  antenticida«l  resulta  probada  para  la  Sala  por  los  mismos  medios 
•qna  la  referente  al  supuesto  documento  de  depósito,  por  donde  incurre 
en  las  mismas  infracciones  que  se  señalaban  en  el  párrafo  anterior,  y 
además  en  la  de  la  doctrina  que  establece  la  sentencia  de  11  4^)  líarao 
de  1863: 

Cuarto.  Porque  la  sentencia  al  condenar  á  D.  Emilio  Cadenas  y  sn 
liijo^  como  herederos  qué  son  de  D.  José,  A  entregar  una  cantidad  indeter- 
minÍMia,  aunque  proporcional,  ó  en  otro  easo  á  la  dimisión  de  bienes  qne 
adquiriacea  por  virtud  del  testamento  de  sn  cansante  y  se  distribuyeron  t 
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entregan)!!  á  ▼irtnd  de  la  eacritnra  de  Jaoio  de  187Y,  en  la  qne  todo*  lo» 
herederos  liquidaron  cuentas  por  todos  conceptos,  transigieron  diferen- 
eias  y  establecieron  renuncias  expresas,  ratificadas  y  nueyamente  expre- 
sadas en  otra  escritura  pública  del  mismo  día,  incurre  en  error  de  heeho 
y  viola  al  propio  tiempo  ia  ley  del  contrato,  ó  sea  la  doctrina  sustentada 
en  multitud  de  sentencias  de  éste  Tribunal  Supremo,  entre  otras,  la  de  13^ 
de  Mayo  de  1862, 17  de  Marso  de  1863,  81  de  Diciembre  de  1867,  98  de 
Marzo  de  1861  y  19  de  Enero  de  1866;  y  también  la  ley  2.«  tít.  23,  Par- 
tida 7.^  y  en  relación  con  ella  la  doctrina  consagrada  por  las  sentendaa, 
entre  otras,  de  16  de  Enero  ^e  1866,  8  de  Junio  del  mismo  afio,  20  de 
Enero  de  1871, 14  de  Diciembre  de  1876,  y  en  los  artículos  1281  y  1282  del 
Oódigo  civil,  que  como  ley  en  este  punto  concreto  puramente  interpreta* 
tiya  tiene  efecto  retroactivo  de  que  las  cláusulas  de  un  contrato  han  de 
entenderse  lisa  y  llanamente  como  ellas  suenan,  y  caso  de  sujetarse  á  in- 
terpretación, se  ha  de  estSblecer  ésta  según  se  deduzca  de  la  intención  de 
las  partes,  atendiendo  para  ello  á  actos  coetáneos  y  posteriores  de  loe 
contratantes,  y  además,  ora  se  considere  como  transacción  lo  convenido 
en  la  escritura  particional  y  la  que  ratifica  alguna  de  sus  cláusulas,  ora 
como  renuncia  de  derechos,  también  por  este  concepto  la  sentencia  yiola 
la  ley  del  contrato,  y  con  ella  la  doctrina  consignada  en  la  sentencia  de  80 
de  Junio  de  1874,  y  en  las  de  6  de  Octubre  de  1867,  80  de  Abril  de  1864, 
12  de  Noviembre  de  1868  y  21  de  Noviembre  de  1871: 

Y  quinto.  Porque  la  sentencia  infringe  las  leyes  1.*  y  2.',  tít  S.o^  Par> 
tida  6.%  que  exigen  como  requisito  esencial  para  qiie  exista  el  contrato  de 
depósito,  la  cosa  que  el  depositante  da  al  depositario;  y  los  artículos  16  y 
18  del  Real  decreto  de  8  de  Febrero  de  1854  sobre  contratación  de  efeetoa 
públicos,  aplicable  por  tratarse  en  su  caso  de  contratos  ultimados  oon 
anterioridad  al  vigente  Código  de  Comercio,  porque  consta  que  los  acto- 
res reclaman,  haciendo  uso  á  la  vez  de  la  acción  real  y  de  la  personal,  ea- 
tribando  la  base  de  su  demanda  en  la  supuesta  existencia  de  un  depósito 
de  valores  públicos  de  clase  determinada,  lo  cual  se  consigna  claramente 
en  la  sentencia,  no  ya  sólo  en  sus  razonamientos,  sino  lo  que  es  esen- 
cial, en  su  parte  dispositiva  que,  partiendo  de  tal  base  y  de  la  existencia 
del  depósito,  declara  la  obligación  de  entregar  la  cosa  depositada,  condena, 
á  ello  ó  á  pagar  la  equivalencia,  y  en  el  supuesto  de  que  el  documento 
llamado  de  depósito  existiera,  falta  la  base  misma  del  contrato,  que  es  de 
naturaleza  real,  ó  sea  la  cosa  objeto  del  depósito,  cuya  existencia  no 
consta  por  modo  alguno,  fué  negada  por  esta  parte  y  no  se  ha  producido 
prueba  alguna  para  destruir  tal  negativa. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Garijo  Lara: 
Considerando  que  no  es  de  estimar  el  motivo  primero,  porque  la  sen- 
tencia resuelve  clara  y  determinadamente  1q  que  ha  sido  objeto  del  debate; 
es,  á  saber:  la  existencia  del  contrato  de  depósito  y  la  electividad  de  la 
obligación  derivada  del  mismo,  en  la  proporción  en  que  el  recurrente  y 
su  hijo,  á  quien  representa  en  este  pleito,  fueron  herederos  de  su  her- 
mano y  tío  respectivamente;  y  la  sentencia  que  guarda  conformidad  con 
lo  pedido  y  discutido  en  el  pleito,  no  puede  decirse  que  falta  á  la  congruen- 
cia que  preceptúan  el  art  369  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  ley  16, 
tít.  22  de  la  Partida  3.af  aunque  no  se  ajuste  literalmente  á  los  términos 
de  la  súplica  de  la  demanda,  lo  cual  ni  en  su  letra  ni  en  su  espirita  exi- 
gen las  citadas  leyes: 

Considerando  que  la  sentencia,  al  condenar  á  los  recurrentes  á  hacer 
aumisión  de  los  bienes  heredados  de  D.  José  Cadenas,  en  caso  de  que  no 
devuelvan  en  la  parte  qne  les  es  respectiva  de  4.727.000  reales  nominales 
en  papel  de  la  Deuda  del  personal  ó  sa  equivalencia  en  Deuda  del  Estado 
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4él  4  por  100  interior  amortizable  al  tipo  de  oonvereión,  no  infringe  las 
leyes  qne  se  citan  en  el  ee^ndo  motivo,  porqne  en  todo  caso,  este  último 
extremo  de  la  sentencia,  al  cual  refiere  el  recnrrente  las  infracciones  (llega- 
das, no  tiene  otra  significación  y  alcance  que  la  de  expresar  qae  los  bienes 
hereditarios  responden  en  primer  término,  como  dispone  la  ley  9>,  tít.  3.» 
de  la  Partida  6.^,  de  la  devolnción  del  depósito;  y  por  más  que  en  el  caso 
da  autos  la  importancia  de  la  herencia  es  inferior  á  la  cpantia  del  depósito, 
ha  de  entenderse  la  devolución  de  dichos  bienes  hereditarios  en  cnanto 
basten  á  onbrir  aquella  responsabilidad  qne,  según  los  términos  de  la  sen- 
tencia, consiste  en  nna  cantidad  liquida,  toda  vez  (^e  el  fallo  expresa  que 
eondena  al  recnrrente,  en  la  doble  personalidad  que  tiene  en  el  pleito,  á 
pagar  la  parte  del  depósito  correspondiente  á  su  participación  en  la  heren- 
cia del  depositario:     - 

Considerando  que  es  hecho  consentido  por  el  recnrrente,  según  la  sen- 
tencia, que  el  documento  de  depósito  está  escrito  y  autorizado  por  él  de- 
positario D.  José  Oadenas,  si  bien  niega  el  valor  y  eficacia  del  mismo,  ale- 
gando hechos  y. circunstancias  que  habían  obligado  al  supuesto  depositario 
á  simular  créditos  contra  él  y  contra  la  Duquesa  para  defenderse  de  los 
mcreedores,  siendo  éste  el  motivo  determinante  del  documento  que  da  ori- 
gen á  este  pleito,  lo  qne  equivale  á  afirmar  que,  siendo  cierto  el  documento, 
no  existía  el  contrito  en  el  contenido,  por  ser  sólo  simulado: 

Considerando  qne,  habiendo  apreciado  la  Sala  sentenciadora  por  una 
parte  el  reconocimiento  del  demandado,  hoy  recnrrente,  del  documento  de 
depósito,  y  por  otra  la  falta  de  prneba  de  los  hechos  que,  á  juicio  de  aquél, 
determinaban  la  simulación  del  contrato,  haciéndolo  ineficaz,  la  sentencia 
no  ha  incurrido  en  el  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  las 
pruebas  qne  se  alegan  en  el  motivo  tercero,  sea  cualquiera  el  valor  jurídico 
que  con  más  ó  menos  acierto  haya  dado  á  otros  elementos  de  prueba  que 
aprecia  la  misma: 

Considerando  qne  tampoco  es  de  estimar  el  motivo  cuarto,  porqne  en 
cnanto  hace  relación  á  la  inteligencia  de  los  contratos,  sólo  puede  prospe- 
rar el  recurso  de  casación  cuando  la  qne  le  dé  la  sentencia  sea  notoriamen- 
te contraria  al  texto  de  los  miamos,  lo  cnal  no  sucede  aquí,  porque  en  los 
términos  generales  en  qae  por  la  escritnra  particular  de  29  de  Junio  de 
1877,  ratificada  por  otra  de  la  misma  fecha,  la  Duquesa  de  Sanlúcar  y  ana 
hijos  hicieron  renuncia  de  los  derechos  y  acciones  qne  pndieran  tener  con- 
tra D.  Emilio  Cadenas,  nacidos  de  la  testamentaría  de  D.  José  Cadenas  y 
del  apoderamiento  qne  éste  tuvo  de  la  Duquesa,  no  hay  tal  claridad  de  con- 
cepto qne  pueda  afirmarse  con  evidencia  qne  en  aquellos  términos  genera- 
les se  comprendieron  también  lop  derechos  y  acciones  derivados  del  con- 
trato de  depósito  que  por  su  importancia  parece  que  exigen  mención  expre 
•a,  si  la  voluntad  de  las  partes  hubiera  sido  la  que  sostiene  el  recnrso: 

Considerando  qne  la  sentencia  no  infringe  las  leyes  1.*  y  2.^,  tít.  3.^, 
Partida  5, a,  que  se  invocan  en  el  quinto  y  último  motivo,  porque  en  f  Ate 
pleito  se  ha  disentido  el  valor  y  eficacia  del  contrato,  pero  no  su  calificación, 
en  la  qne  las  partes  han  estado  conformes,  ni  menos  se  hanegado  qne  ios 
valores  públicos  puedan  darse  en  depósito,  no  habiéndose  infringido  tam- 
poco los  arts.  1 6  y  18  de  la  ley  de  8  de  Febrero  de  1854  sobre  contratación 
de  efectos  públicos,  porque  estos  artículos  nó  se  oponen  á  que  dichos  valo- 
res puedan  ser  objeto  del  contrato  civil  privado  de  depósito; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  decjaramos  no  haber  lugar  al  recnrso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Emilio  Cadenas,  por 
si  y  como  representante  de  sn  hijo  D.  José,  á  quien  condenamos  en  las  eos- 
tss;  y  líbrese  la  Audiencia  de  esta  corte  la  eertificación  correspondiente  con 
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BvGuaao  di  oASAcióif  kn  AsinKio  vm  ültbamab  ( 8  de  NoTiembre 
de  1893}.~Sala  de  lo  civil.— Juteío  de  eoneiirto.—No  ha  logar  á  la  adaii* 
aióD  del  ÍDterptteato  por  D.  Joan  d«  Dioa  Ordófies  en  antos  con  Bofia 
Criatiua  del  Janeo  (Aadiencia  de  la  Habana),  y  ae  reanelvf^: 

Que  procede  el  recurw  de  catación  contra  eentenciag  dtfinitwoM  y  eanira 
aquellas  á  que  $e  refiere  el  núm.  Í.o  del  art  1688  de  la  ¡ey  de  Eftjukiammto^ 
civil  de  Cuba  y  Puerto  Mioo. 

Beaaltando  qae  en  loe  autos  de  concnreo  neceeario  de  D.  Jacinto  y  Don 
Joan  de  Dios  Ordófiex,  radicados  en  el  Juzgado  de  primera  inatancia  de 
Gienfuegos,  se  acordó  la  ocapación  de  los  bienes  y  conotitoción  de  ana 
administración  hasta  qae  se  nombrasen  los  sÍDdicos,  siendo  embargados 
loa  productos  y  rentas  del  ingenio  denominado  Rioja: 

Resultando  que  Dofia  Cristina  del  Janeo,  fundada  en  aer  doefia  de  Isa 
dos  terceras  partea  de  dicha  finca,  pidió  reposición  de  aqaella  providencia^ 
y  que  impugnada  por  D.  Jaan  de  Dios  Ordófies,  se  repaso  por  auto  de  ii 
de  Febrero  de  1891,ordenándolea  el  levantamiento  de  loaprodnctoa  deles 
bienes  del  concurso: 

Resaltando  qae  intorpnesta  'apelación  por  D.  Joan  de  Dioa  Ordófies  y 
admitida  en  un  efecto,  facilitado  al  apelante  el  testimonio  .correspondiente,, 
solicitó  y  declaró  la  Aadiencia  admitida  la  apelación  en  ambos  efectos^ 
dirigiendo  carta  orden  al  Jues  de  primera  instancia  para  ^ae  remitiera 
ain  dilación  los  antos  originales: 

Resaltando  que  recibida  la  orden  en  11  de  Junio  de  dicho  afio,  Ord<^ 
fies  solicitó  y  el  Jues  estimó  en  16  de  dicho  mes  dirigir  cart as-órdenes  i 
los  Jueces  municipales  de  Las  Ornees  y  Oamarioes,  para  que  reatituyertn 
las  cosaa  en  el  estado  que  tenían  antes  de  dictarse  el  proveído  de  24  de 
Febreroi  y  qne  dirigidas  las  cartaa-órdenes,  pidieron  reposición  de  dieba 
providencia  Dofia  Cristina  del  Junco,  Dofiá  Leopoldina  Cabrera  y  Don 
Félix  Gutierres,  porque  admitida  ana  apelación  en  amboa  efectos,  el  Jnea 
apelado  no  tenia  ya  jurisdicción  en  el  juicio: 

Kesultondo  que  negada  por  el  Jues  la  reposición  en  anto  de  10  de  Jallo» 
intorpnesta  de  él  apelación,  la  8sla  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
baña  revocó  en  28  de  Febrero  del  corriente  afio  1893  el  auto  apelado,  dejó 
ain  efecto  las  diligencias  practicadas  desde  1  e  de  Julio  de  dicho  Bño  Í89íy 
reponiendo  las  cosaa  al  estado  que  entonces  tenían,  y  mandó  que  remitida 
certificación  de  esta  reaolución  al  Juez  con  loa  anteeedentea  oportunos,  se 
diera  cuente  á  la  Sala  para  proveer  lo  demás  que  correspondiera: 

Reanltando  que  D.  Juan  de  Dioa  Ordófies  ha  interpaeato  contra  este 
anto  recurao  de  casación  por  infracción  de  ley,  citendo  las  one  á  so  juicio 
han  aido  infringidaa. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Mateo  de  Aleocer. 

Considerando  que  procede  el  recurso  de  casacié||i  contra  sentencis» 
definitivas  y  contra  aquéllas  á  que  se  refiere  el  núm.  l.o  del  art.  1688  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  Cuba  y  Puerto  Rico: 

Considerando  que  la  resolución  contra  la  qoe  recnrre  D.  Joan  de  Dioa 
Ordófies  no  tiene  ni  uno  ni  otro  carActer,  pnesto  qae  la  Bata  de  lo  cifü  ^ 
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la  Aadiencia  de  ]a  Habaoa  ae  limita  á  acordar  la  repcMidón  de  nna  dUi<  ' 
gencia  en  cierto  estado,  sin  perjuicio  del  ulterior  coreo  del  procedimiento, 
Jo  que  demuestra  con  evidencia  qae  nada  se  decide  definitivamente, 
ni  en  la  resolación  recorrida  se  pone  obstácolo  al  seguimiento  del  juicio; 
No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  ioterpuesto  por  Don 
Juan  de  Dios  Ordófiex,  á  quien  se  condena  en  las  costas;  líbrese  á  la  Au- 
diencia  de  la  Habana  la  certificación  correspondieote,  con  devolución  del 
apoDtaroiento  remitido,  y  pübiiquese  este  auto  en  la  forma  prt^ venida  por 
la  ley.— (Aoto.fecha  2  de  Noviembre  de  189i»,  é  inserto  en  la  Gaceta  da  It 
de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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CoMPSTXVCiA  (3  de  Noviembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.— Po^e  de 
eantidad.'^HQ  decide  en  favor  del  Joex  municipal  de  Alicante  la  sostenida 
con  el  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Universidad  de  Madrid,  en  juicio 
verbal,  deducido  ante  aquél  por  la  raaón  social  A.  Carratalá  y  Dessio,  con- 
tra D.  Ibo  Esparza,  y  se  resuelve: 

Que,  copforme  á  lo  dÍ9jme$to  en  el  art,  62  déla  ley  de  Eftjuieiamiento  ct* 
vil,  el  lugar  donde  debe  cumplirse  la  obligación  determina  preferentemente  la 
competencia  del  Jues  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales: 

'  (¿ue  en  el  caso  de  reclamarse  el  reintegro  de  los  gastos  ocasionados  con  mo- 
tivo de  una  comisión  mercantil,  á  la  cual,  por  su  analogia  con  el  mandato,  son 
aplicables  los  principios  que  rigen  acerca  del  mismo,  y  habiéndose  declarado 
con  repetición  por  el  Tribunal  Supremo  que  los  servicios  personales  deben  ser 
retribuidos  en  el  lugar  en  que  se  prestan,  es  evideme  la  competencia  del  Juz- 
gado en  que  se  llevó  á  efecto  dicha  comisión  para  conocer  de  la/trevlamadón  en 
el  citado  caso,  sin  que  obste  á  tilo  el  hecho  de  que  en  otras  orasioties  para  co- 
brar lo  {adeudado  por  igual  concepto  el  comisionista  hubiese  librado  letrae  de 
eatkbio. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Noviembre  de  1803,  en  la  inhibi- 
toria de  jurisdicción  pendiente  ante  Nos,  propuesta  por  el  Juez  municipal 
del  distrito  de  la  Universidad,  de  esta  corte,  al  de  igual  clase  de  Alicante^ 
en  el  conocimiento  del  juicio  verbal  deducido  ante  el  último  por  la  razón 
social  Sucesor  de  A.  Carratalá  y  Dessio,  contra  D.  Ibo  Esparza,  del  comer- 
cio, vecino  de  esta  corte,  sobre  pago  de  186  pesetas  40  céui irnos,  no  ha- ' 
biendo  comparecido  ante  este  Tribunal  Supremo  ninguna  de  las  partes: 

Resultando  que  con  fecha  6  de  Julio  del  corriente  afio  dedujo  en  Ali- 
cante la  razón  serial.  Sucesor  de  A.  Oarratalá  y  Deslio,  demanda  en  juicio 
verbal  contra  D.  Ibo  Esparza,  en  reclamación  de  186  pesettis  40  céntimos, 
por  suplidos,  gastos  y  derechos  de  connsión  en  el  despacho  y  remisión  á 
Madrid  de  tres  bultos  de  asientos  de  maderas  para  sillas,  letras,  protestos 
y  eoenta  de  resaca: 

Resultando  que  sefialado  día  para  la  celebración  del  juicio  y  citado  al 
efecto  el  demandado  en  virtud  de  oficio  que  se  dirigió  al  Juez  municipal 
del  distrito  de  la  Universidad,  de  esta  corte,  en  cuya  demarcación  residía, 
promovió  en  escritura  de  22  de  Julio  próximo  pasado,  al  que  acompañó 
cuatro  letras  giradas  por  el  deman<lañte  al  demandado,  y  s«ti0fecha8  por 
éste,  sin  que  ninguna  de  ellas  se  refiera  á  este  asunto,  la  inhibitoria  de  ju- 
risdicción, fondado  en  que,  tratándose  de  nn  juicio  en  el  que  se  *  jercitaba 
Qoa  acción  personal,  y  por  consiguiente  comprendido  en  el  núui.  \fi  del 
art.  S2  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil»  cayo  articulo  oomprende  tres  la- 
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^«re«  diferentes:  primero,  el  en  qae  debe  cumplirse  la  oblifcación,  M»  in- 
dodablemente  lo  es  en  esta  eorte,  paes  el  mismo  Remandante  lo  habia 
comprobado  al  girar  sobre  esta  plaza  para  cobrar  sa  deada;  de  forma  qns 
por  más  qne  en  el  citado  contrato  nsida  se  estipuló  respecto  al  Ingsr  en 
i}ae  la  citada  obligación  habla  de  campUrse,  resultaba  qne  tácitamente  lo 
tenía  reeonocido  el  acreedor;  y  respesto  á  los  otros  dos  lugares  que  sefiala 
el  citado  articulo,  se  desprende  claramente  que  el  lugar  del  contrato  es 
esta  corte,  porque  de  ella  partió  la  orden  objeto  del  juicio,  y  aun  en  el  caso 
de  que  se  pudiera  interpretar  que  el  contrato  se  llevó  á  cabo  al  presentar 
la  mercancía  en  la  Aduana  de  Alicante,  sería  necesario  el  requisito  deque 
se  encontrara  el  demandado  accidentalmente  en  dicho  punto  y  hubiera 
podido  ser  allí  citado;  hay  pues  que  recurrir  al  último  lugar,  ó  sea  el  del 
domicilio  del  demandado,  bajo  cuyo  concepto  el  Jues  de  Madrid  era.  el 
.  úc^ico  competente  para  conocer  de  este  asunto: 

*  Resultando  que  oído  el  Fiscal  municipal  dictó  el  Juez  del  distrito  de  la 
universidad,  de  esta  corte,  auto  inhibitorio  en  l.o  de  Agosto  del  corriente 
año,  y  recibido  en  el  Juzgado  Alicante  el  oficio  con  el  testimonio  corres- 
pondiente, mandó  aquél  que  se  oyese  á  la  parte  demandante  por  término 
de  tres  días,  la  que  en  escrito  de  12  del  mismo  Agosto  impugnó  la  inhibid 
ción  requerida  por  el  Juez  de^ Madrid,  alegando  en  apoyo  de  la  competen- 
cia del  de  Alicante  para  seguir  conociendo  de  la  demanda  deducida,  que 
se  trataba  de  ua  contrato  de  comisión  mercantil,  que  era  derivación  del 
contrato  de  mandato,  en  el  que  no  hay  para  qué  pactarse  de  manera  ex- 
presa y  tácita  el  punto  donde  debe  cqinpUrse  la  obligación,  pues  la  nato- ' 
raleza  de  este  contrato,  su  índole  especialísima  y  hasta  el  propio  sentido 
común,  aparte  de  preceptos  claros  y  terminantes,  dan  á  entender  que  el 
comitente  ó  mandante  debe  cumplir  la  obligación  de  abonar  al  comisio- 
nista ó  mandatario  el  importe  de  los  desembolsos  y  gastos  qne  la  comi- 
sión lleva  consfli^o  donde  estos  últimos  desempeñaron  su  cometido,  sin  qae 
sirva  alegar  que  el  abono  de  los  desembolsos,  suplidos  por  la  casa  deman- 
dante, tenían  que  ser  pagados  por  el  demandado  mediante  letra,  pues  eate 
argumento  cae  por  su  base  desde  el  momento  en  que  aquélla  no  interpaso 
su  demanda  para  que  se  la  pagase  el  importe  de  la  letra  girada,  sino  para 
hacerse  cobro  del  importe  de  los  suplidos  en  la  comisión  mercantil  llevada 
á  cabo,  por  lo  que  tenía  perfecta  aplicación  la  regla  1.a  del  art  62,  en  la 
cual  se  establece  que  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  persona* 
les  será  Juez  compétente  el  del  lugar  donde  deba  cumplirse  la  obligación, 
doctrina  robustecida  por  el  art.  1728  del  Código  civil,  en  el  que  se  dispone 
que  el  mandante  debe  anticipar  al  mandatario,  si  éste  )o  impide,  las  canti- 
dades necesarias  para  la  ejecución  del  mandato,  afiadiéndose,  cy  si  el  man- 
datario la  hubiere  anticipado,  debe  reembolsarlas  al  mandante,  aunqas  el 
negocio  no  haya  salido  bien,  con  tal  que  esté  exento  de  culpa  el  mandata- 
rio»; precepto  del  que  se  desprende  que  el  mandante  es  el  que  tiene  el  de 
ber  ífnelndible  de  pagar  estos  gastos,  no  en  su  propio  domicilio,  sino  en  el 
punto  donde  resida  el  mandatario,  y  donde  la  comisión  se  practicó,  cuya 
doctrina  se  halla  confirmada  por  los  artículos  277  y  278  del  Código  de  Co- 
mercio, y  por  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  23  de  Noviem- 
bre de  1891, 6  y  9  de  Abril  y  14  de  Noviembre  de  1892,  por  lo  que  de  todo 
lo  expuesto  se  deducía  que  el  Juez  competente  para  conocer  de  este  asunto 
era  el  municipal  de  Alicante: 

Resultando  que  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Fiscal,  dictó  apto 
el  Juez  de  Alicante  en  19  de  Agosto  próximo  pasado,  rechazando  lainbibi- 
ción  y  declarándose  competente  para  seguir  conociendo  del  juicio  entabla- 
do, y  habiendo  insistido  el  Juez  municipal  del  distrito  de  la  Uoiversidaa 
de  esta  corte,  por  aoto  de  25  de  Septiembre,  en  sa  competencia,  cownxáe^' 
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•dolo  ad  al  de  AHcaote,  remitieron  ambos  sna  reapectívaa  actaadoDoa  á  eate 
Tribanal  Supremo  y  te  sustanció  la  competencia  con  arreglo  á  derecho, 
oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gallón: 

Gonaiderando  qne  conforme  á  lo  diapoesto  en  el  art.  62  de  la  ley  de  En- 
jnieiamiento  civil,  el  logar  donde  debe  camplirse  la  obligación  determina 
preferentemente  la  competencia  del  Jaez  en  loa  juicios  en  que  se  ejercitan 
acciones  personales: 

Considerando  qne  tratándose  en  el  presente  caso  del  reintegro  de  los 
gastos  ocasionados  con  motivo  de  una  comisión  mercantil,  á  la  cual,  por  su 
analogía  con  el  mandato,  son  aplicables  los  principios  qne  rigen  acerca  del 
mismo,  y  habiéndose  declarado  con  repetición  por  este  Tribunal  Supremo 
qae  los  servicios  personales  deben  retribuirse  en  el  lagar  en  que  se  prestan, 
es  evidente  la  competencia  del  Juzgado  municipal  de  Alicante  para  cono- 
cer de  la* reclamación  formulada  por  el  Sucesor  de  A.  Carratalá  y  Dessio^ 
•sin  qae  obste  para  ello  el  hecho  de  qne  en  la  actual  y  en  anteriores  ocasio- 
nea  dicha  razón  social,  á  fin  de  cobrar  lo  qne  por  el  indicado  concepto  le 
.  adeudaba  D.  Ibo  Esparza,  libraae  letras  de  cambio,  puea  precisamente  en 
▼irtnd  de  tales  giros,  cuando  se  hacían  efectivos,  percibía  el  comisionista 
en  Alicante  donde  había  abonado  loa  gastos,  lo  que  el  comitente  pagaba 
deapoés  en  esta  corte; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
de  esta  demanda  corresponde  al  Juez  municipal  de  Alicante,  á  quien  se 
remitan  todas  las  actuaciones,  poniéndolo  en  conocimiento  del  de  igual  cla- 
se del  distrito  de  la  Universidad  de  esta  corte,  sin  haber  expresa  condena- 
ciófi  de  costas.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Noviembre  de  1893,  é  inserta 
en  la  Oaoeta  de  28  del  miamo  mes  y  afio.)    . 
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Racimo  db  CABAoióir  bn  la  pobma  ^8  de  Noviembre  de  1898).— 
Sala  de  lo  cMí,-- Nulidad  de  actuaciones, —'So  ha  lagar  al  interpuesto  por 
la  representación  del  £ttado  en  aotoa  con^  Dofia  Dolores  Burgos  (Audien- 
cia de  Sevilla),  y  se  resuelve: 

<¡ue  el  procedimiento  para  la  interpoHeión,  admisión  ó  sustnnciación  del 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  es  el  establecido  taxativa- 
mente en  la  sección  6.\  tít,  21  del  libro  2.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  eioil. 

Que  no  concurriendo  todas  las  circunstancias  expresadas  en  el  art,  1752  de 
dicha  ley,  la  Sala  sentenciadora  ha  de  dictar  auto  declarando,  según  el 
art,  1754,  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso,  y  que  se  entregue  copia 
certtfiiuuía  del  escrito  y  dd  auto  á  la  parte  que  se  suponga  agraviada,  si  lo 
pidiere. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Noviembre  de  1893,  en  el  incidente 
formulado  por  la  representación  del  Estado  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Andiencia  de  Sevilla,  sobre  nulidad  de  actaaciones  en  cierta  apelación  en 
un  efecto,  procedente  de  un  jnicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  seguido 
€n  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Vicente  de  aquella 
ciudad,  por  demanda  de  la  misma  representación,  relativo  á  que  se  declare 
nolo  un  auto  que  ordenó  la  cancelación  de  cierta  hipoteca,  cuyo  iocidente 
pende  ante  Nos  en  recurso  de  casacnón  por  quebrantamiento  de  forma,  qae 
hu.  interpuesto  dicha  representación  del  Estado,  habiendo  comparecido 
«también  en  este  Tribunal  Supremo  Dofia  Dolores  Sargos  Mofiinos,  como 
TOMO  74  19 


Digitized  by  VjOOQIC 


S90  JI7BISPBVDXHGIA.  CíTIL 

madre  de  U  menor  Dofia  Josefa  Ponce  de  León  y  Burgos,  Dofia  Terew  y . 
Dofia  Doloreí  Ponce  de  León  y  Burgos,  Tecinas  de  la  mencionada  eiudad 
de  Sevilla^  dedicadas  á  sus  labores,  como  herederas  las  tres  últimas  de  su 
padre  D.  José  Ponce  de  León,*á  quienes  representa  el  Procnrador  D.  Ludo 
Álvarez,  siendo  su  Letrado  defensor  el  Licenciado  D.  Eduardo  €k>bián: 

Resultando  q*ue  por  escritura  de  27  de  Octubre  de  1832,  D.  Juan  Ponce 
de  León  hipotecó  hasta  la  cantidad  de  li)2.000  reales  á  la  responsabilidad 
del  cargo  dé  Administrador  Tesorero  de  Orusada,  en  la  diócesis  de  Sevilla, 
que  desempeñaba,  dos  casas,  sitas  en  aquella  ciudad,  cuya  hipoteca  solicitó 
D.  Francisco  Bravo  y  de  Lifián,  como  apoderado  de  su  niadr»  Dofia  Dolo- 
res de  Lifián,  en  escrito  de  20  de  Agosto  de  1884,  prodacida  ante  el  Jas- 
gado  del  distrito  de  San  Vicente,  que  se  cancelase  por  haber  prescrito  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  63  de  Toro;  6.^,  tít  8.o,  libro  11  de  la  No- 
vísima Recopilación,  solicitud  á  que  accedió  dicho  Juagado  en  auto  de  l^ 
de  Septiembre  de  1884,  y  comparecido  en  las  enundadaa  actuaciones  el 
Ministerio  fiscal,  en  representación  del  Estado,  pidió,  por  escrito  de  16  de 
Febrero  de  1880,  se  dejase  sin  efecto  el  indicado  auto;  pretensión  de  qne 
se  confirió  traslado  á  la  Doña  Dolores  Lifián,  manifestando  á  nombre  de  la 
misma  D.  FranciscoT  Bravo  y  Lifián  que  las  fincas  enunciadas  se  las  había 
dejado  por  encargo  de  conflanxa  el  hermano  de  aquélla,  D.  José,  y  como 
quiera  que  por  escritura  había  declarado  la  voluntad  del  mismo  y  entre- 
gado tales  bienes  á  los  herederos  de  D.  Juan  Ponce  de  León,  no  podía 
ostentar  representación  ninguna  en  el  expediente  qué  debería  entenderse 
con  aquéllas: 

Resultando  que  unida  á  las  actuaciones  copia  de  la  últimamente  citada 
escritura  de  fecha  11  de  Manto  de  1886,  por  la  cual  la  Dofia  Dolores  de 
Lifián  transfirió  á  D.  José,  Dofia  Teresa  y  D.  Juan  Ponce  de  León  y  Lifián, 
el  dominio  de  las  casas  hipotecadas  que  las  dltimas  aceptaron;  la  represen- 
tación del  Letrado  dedujo  en  9  de  Junio  del  expresado  afio  86,  demanda 
de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  sobre  nulidad  del  ya  indicado 
auto,  fecha  19  de  Septiembre  de  1884,  que  compareció  á  contestar  Don 
José  Ponce  de  León,  quien  además  de  formular  incidente  para  que  se  le 
defendiese  en  concepto  de  pobre,  pretendió  se  declarara  no  haber  lugar  á 
la  nulidad  solicitada  por  la  parte  actora,  á  la  cual  se  condenase  en  las 
costas;  y  corridos  los  trámites  de  réplica  y  duplica,  se  abrió  el  período  dé 
prueba,  durante  el  que  se  interpuso  y  sustanció  una  apelación  admitida 
en  ambos  efectos  á  la  representación  del  Estado,  con  motivo  de  presentar 
la  misma  varios  documentos,  lo  que  dio  lugar  á  la  suspensión  de  dicho 
período  de  prueba,  personándose  en  los  autos  mientras  sá' tramitaba  tal 
apelación  ante  la  Sala  de*  lo  civil  de  la  AudienjDia  del  territorio,  á  virtad 
de  haberse  declarado  la  incapacidad  del  D.  José  Ponce  de  León,  su  mujer 
Dofia  María  de  los  Dolores  Burgos,  como  curadora  ejemplar  del  mismo, 
cuyo  cargo  se  la  había  discernido,  según  testimonio  que  acompafió  y 
designó  al  ratificarse  en  el  escrito  de  comparecencia  para  representarla 
como  pobre  y  en  el  concepto  de  curadora  que  ostentaba,  al  Procurador  Don 
Emilio  Ochoa,  que  aceptó  la  designación: 

Resultando  qne  resuelta  la  enunciada  apelación  se  devolvieron  los 
autos  al  Juzgado  originario,  en  el  que  también  compareció  el  Procarador 
D.  Emilio  Ochoa,  á  nombre  de  la  Dofia  María  de  los  Dolores  Burgos,  como 
curadora  ejemplar  de  su  marido  D.  José  Ponce  de  León,  y  tenido  por 
parte  presentó  con  tal  representación  escrito  de  fecha  ^9  de  Noviembre 
de  1889,  al  que  con  juramento  de  no  haber  tenido  conocimiento  de  ella 
antes  de  la  contestación  á  la  demanda,  acompafió  una  certificación  que 
aparece  expedida  en  18  dé  Septiembre  de  1826  por  D.  Mateo  Rodrigues 
Marso,  Interventor  principal  del  Ejército  de  Andalucía,  referente  á  las 
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cantídadM  ingresadas  en  la  Tesorería  de  aqael  Ejército  desde  el  afio  1819 
á  fin  de  Diciembre  de  1823  por  rentas  de  Balas,  entre  cnyas  cantidades  se 
expresan  varías  que  lo  fueron  por  D.  Juan  Ponce  de  León,  Adminietrador 
Tesorero  de  Cruzada  en  Sevilla,  pidiendo  se  alzara  la  suspensión  del  tér- 
mino de  prueba  y  tuviera  por  presentado,  mandándose  unir  á  los  autos 
el  enunciado  documento,  según  así  se  estimó  en  providencia  de  11  de  Di- 
ciembre próximo  siguiente;  y  espirado  el  término  probatorio  se  entregaron 
loe  autos  al  Abogado  del  Estado  para  que  formulase  el  escrito  de  conclu- 
siones, pero  en  vez  de  realizarlo  produjo  uno  de  10  de  Abril  de  1890, 
pretendiendo  se  le  entregase  testimonio  de  la  certificación  de  que  se  ha 
hecho  mérito  para  acompañarla  á  la  consulta  que  procedía  elevar  á  la 
Dirección  general  de  lo  Contencioso  acerca  de  la  validez  y  eficacia  de  tal 
documento,  y  se  acordase  la  suspensión  del  término  para  evacuar  el  tras- 
lado pendiente:  á  todo  Ío  que  accedió  el  Juez  de  primera  instancia  en  pro- 
videncia de  1.0  de  Mayo  del  mismo  afio  90;  de  la  cual  solicito  repoeición 
el  Procurador  Ochoa  por  medio  de  escrito  de  6  de  los  propios  mes  y  afio, 
que  encabezó  á  nombre  de  Dofia  María  de  los  Dolmres  Burgos,  sin  mencio- 
nar el  concepto  de  curadora  de  su  marido,  con  que  litigaba,  siendo  dene- 
gada dicha  reposición,  que  impugnó  el  Abogado  del  Estado  por  auto  de  17 
también  de  Mayo  de  1890,  fiel  que  apeló  el  Procurador  Ochoa  por  medio 
de  nuevo  escrito  encabezado  igualmente  sólo  á  nombre  de  la  Dofia  María 
de  los  Dolores  Burgos: 

Besnltando  que  admitida  en  su  efecto  la  últimamente  dicha  apelación , 
Be  expidió  al  repetido  Procurador  D.  Emilio  Ochoa  el  oportuno  testimonio, 
€on  el  cual  acudió  en  nombre  asimismo  de  la  Dofia  Dolores  Burgos  á  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  que  le  hubo  por  parte  por  pro- 
videncia de  21  de  Enero  de  1891,  no  notificada  al  Abogado  del  Estado, 
tramitándose  la  apelación  con  los  respectivos  traslados  de  instrucción,  que 
evacuaron  el  Procurador  Ochoa  en  la  expresada  representeción,  y  dicho 
Abogado  del  Estado  prestando  conformidad  al  apuntamiento,  y  citados 
para  la  vista  en  25  de  Mayo  de  1892,  se  sefialó  día  á  fin  de  que  la  misma 
tuviera  lugar: 

Besnltando  que  en  tal  estado  de  la  predicha  apelación,  el  mencionado 
Procurador  Ochoa  acudió  <por  Dofia  Dolores  Burgos,  curadora  que  fué  de 
«Q  marido  D.  José  Ponce  de  León»,  con  fecha  4  de  Junio,  exponiendo  que 
al  pedir  instrucciones  para  la  vista  le  informaban  haber  fallecido  el  D.  José 
Ponce,  y  con  el  objeto  de  evitar  nulidades  para  lo  sucesivo  suplicó  se  man- 
dará suspender  aquélla,  y  proveyese  lo  correspondiente  en  justicia;  susf^en- 
eión  que  acordó  la  Sala,  así  como  también  posteriormente  que  se  librara 
orden  al  Juzgado,  reclamándole  la  certificación  del  acta  del  fallecimiento 
del  D.  José,  que  en  su  virtud  remitió,  habiendo  ocurrido  aquél  en  Sevilla 
el  23  de  Diciembre  de  1889;  en  mérito  á  lo  cual  recayó  nueva  providencia 
de  4  de  Julio  de  1892,  mandando  librar  otra  orden  al  Juez  para  que  hiciera 
Baber  á  los  herederos  del  D.  José  Ponce  de  León,  se  personaran  en  los  au- 
tos en  debida  forma  en  el  término  de  ocho  días,  cesando  desde  luego  el 
Procurador  Ochoa  en  la  representación  que  ostentaba: 

Besnltando  que  verificada  la  notificación  á  la  viuda  Dofia  Dolores  Bur- 
gos y  su  hija  Dofia  Teresa  en  18  de  Julio,  y  el  29  á  Dofia  María  Josefa  y 
Pofia  Dolores  Ponce  de  León,  hijas  también  de  la  primera  y  del  D.  José, 
como  no  se  presentaran  en  los  autos,  dicto  la  Sala  en  9  dé  Agosto  siguiente 
otra  providencia  mandando  librar  nueva  orden  para  que  se  hiciera  saber 
á  los  prediohoa  herederos  que  en  el  termino  da  seis  días  comparecieran  en 
ellos  en  debida  forma,  apercibidos  que  no  verificándolo  se  tendría  por 
jibandonado  el  recurso;  segunda  orden  que  el  Juzgado  acordó  se  cumpliese 
en  10  del  citado  mes  de  Agosto  de  1892,  acreditando  el  actuario  el  17  de 
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Ir  Diciembre  no  haber  podido  practicar  las  notificaciones  interesadas  porig^ 

notar  el  domicilio  de  tales  herederos,  pero  se  ocnpaba  en  averiguarlo;  y  el 
19  hizo  contar  haberse  presentado  el  Procarador  D.  Emilio  Oohoa  diciendo 
I  qne  enterado  de  qne  se  había  de  notificar  una  orden  de  la  Superioridad  á 

[  Doña  Dolores  Burgos  y  á  sos  hijas,  y  no  se  hacía  por  no  saberse  su  domi- 

dlio,  manifestaba  ser  éste  Jimónes  Eociso,  7,  en  cayo  domicilio  ae  yerifloé 
la  notificación  él  inmediato  día  20  á  Dofia  Dolores  Burgos,  como  madre  j 
representante  legal  de  la  Doña  María  Josefa  Ponce  de  León  j  Burgoa,  me- 
nor de  edad,  y  á  Dofia  Teresa  y  Dofia  Dolores  Ponce  de  León  y  Burgos, 
deydl viéndose  la  orden  diligenciada  á  la  Audiencia  con  comonicación  ds 
fecha  97  de  iguales  mes  y  afio:  . 

Resultando  qne  antes  de  tener  lugar  dicha  devolución,  ó  sea  el  96  del 
del  citado  mes  de  Diciembre  de  1892,  presentó  en  la  referida  Audiencia  el 
Procurador  D.  Emilio  Ochoa  un  escrito  fechado  el  23  á  nombre  de  Dofia 
Dolores  Ponce  de  León,  cuya  representaci<3^  expresó  aceptaba  en  concepto 
aquélla  de  heredera  de  D.  José  Punce  de  León,  carácter  qae  justificaba  el 
testimonio  adjunto  á  dicho  escrito,  exponiendo  personarse  á  sostener,  á 
nombre  de  quien  comparecía,  la  apelación  pendiente,  y  suplicando  qas 
previa  ratificación  de  la  expresada  Dofia  Dolores  en  el  nombramiento  que 
hacía  á  favor  de  aquél  para  que  la  representara,  en  prueba  de  lo  cnal  sus- 
cribía el  escrito,  se  le  tuvieseif  por  parte  y  entendiera  con  el  mismo  \9M 
actuaciones  según  su  estado,  apareciendo  del  docomento  anunciado  en  el 
propio  escrito  que  por  auto  del  Jues  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Salvador  de  Sevilla,  dictado  en  15  de  aquellos  mes  y  afio  en  diligenciss 
promovidas  por  Dofia  Dolores  Ponce  de  León,  representada  por  el  mismo 
Procurador  Ochoa,  se  declaró  á  la  Dofia  Dolores  y  sus  hermanas  Dofia  Te- 
resa y  Dofia  Maria  Josefa  únicas  y  universales  herederas  de  su  mencio- 
nado padre,  mandando  se  las  facilitasen  los  testimonios  que  reclamaran  y 
se  procediera  al  curso  del  incidente  de  pobreza  que  se  encontraba  sus- 
penso: 

Besaltando  que  ratificada  la  que  expresdr  ser  y  llamarse  Dofia  Dolores 
Ponce  de  León  y  Burgos,  á  la  que  presentó  el  tantas  veces  anunciado  Pro- 
curador Ochoa  ante  la  Sala  qne  entendía  de  la  apelación  el  31  del  también 
reiteradamente  aludido  mes  de  Diciembre  de  1892  en  el  escrito  ref«*rído, 
se  tuvo  el  mismo  día  por  parte  á  aquél  en  los  autos  á  nombre  de  la  Dofia 
Dolores  Ponce  de  León,  mandándose  entendiesen  con  él  las  actuaciones 
sucesivas  y  quedaran  á  la  vista  para  sefialamiento  de  día  en  qne  tuviese 
efecto,  el  que  luego  se  biso  para  el  16  de  ^nero  del  corriente  afio,  y  el  14 
devuelta  y  unida  ya  al  rollo  la  orden  referente  á  las  notificaciones  relacio- 
nadas, acudió  á  la  misma  Sala  el  Procurador  Ochoa,  á  nombre  de  Dofia 
Teresa  Ponce  de  León  y  Burgos  y  Dofia  Dolores  Burgos  y  Mnfiinos,  ésta 
como  representante  de  su  hija  menor  Dofia  María  Josefa,  quienes  también 
suscribían  el  escrito  de  su  razón,  personándose  á  virtud  de  la  designación 
que  le  hacían  y  pidiendo  se  le  tuviese  por  parte,  según  así  se  acordó  en 
providencia  del  16,  previa  diligencia  también  de  ratificación  de  Jos  qse 
manifestaron  ser  y  llamarse  como  queda  dicho,  á  quienes  igualmente  ha- 
bía representado  ante  la  Sala  aquel  Procurador,  cuya  providencia  se  le 
notificó  el  mismo  día,  notificándose  á  la  vez  al  Abogado  del  Estado: 

Besultando  que  también  el  16  de  Enero  del  corriente  afio,  tuvo  logar 
la  vista  de  la  apelación  pendiente,  pidiendo  en  aquel  acto  el  Abotrsdo  del 
Estado  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  por  haber  fallecido  D.  José  Ponce  de 
León  y  no  haberse  personado  sus  herederos,  y  subsidiariamente  <)°®  "^ 
hiciera  saber  á  Dofia  Dolores  Ponce  que  acreditara  ser  adjndicataria  de 
los  bienes  constitutivos  de  la  fianza,  recayendo  auto  de  26  del  propio  mes 
de  Enero  revocatorio  del  dictado  el  17  de  Mayo  de  1890  por  el  Jues  ds 


Digitized  by  VjOOQ IC 


BBOusaod  T  counmaaUíB  293 

primcór»  inatanofa  del  diatrito  de  San  Vicente,  qae  denegó  la  repoaición 
de  )«  providencia  de  1,^  del  miamo  mea,  entendiéndose  ésta  repuesta  en 
cuanto  por  ello  ae  acordó  la  auspenaión  de  laa  actaacionee,  mandando  la 
Sala  continuar  la  aastandación  del  pleito,  ain  perjuicio  de  que  el  Abogado 
del  Estado  evacnaae  la  consulta  de  que  se  trataba,  para  lo  cual  consignó,  á 
máa  de  otroa  f nndamentoa  en  loa  dos  primeroa  considerandos,  que  cuales- 
quiera fueaen  loa  defectoa  de  que  hubiesen  podido  adolecer  laa  actuacio- 
nes después  del  fallecimiento  de  D.  José  Ponce  de  León  por  no  haberse 
personado  eua  heredero*,  desde  el  momento  en  que  lo  verificaron  el  día  16 
de  aquel  mes  antee  de  la  celebración  de  la  vista,  quedaron  subsanados  di- 
ehoa  defectoa,  pnea  al  comparecer  ain  formular  protesta  ni  reclamación 
alguna,  dieron  por  válido  y  eficaz  cuanto  en  au  auaencia  ae  había  actua- 
do, y  el  Abogado  del  Eatado  no  tenia,  por  tanto,  nada  que  temer  de 
la  validez  del  procedimiento,  no  siendo  bajo  otro  concepto  á  él  á  quien 
eorresponderia  el  derecho  de  proponer  la  demanda  de  nulidad,  y  aun 
cuando  por  la  razón  expresada  no  tuviese  que  desestimarse  au  aolidtnd 
de  nulidad  y  la  aubaidiaria  que  formuló  en  el  acto  de  la  viata,  tendría  que 
aejrlo  por  intempeativa,  y  por  no  haberse  sujetado  á  la  forma  eatablecida 
en  el  tít*  8.o,  libro  2.o  de.  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puea  ni  ea  lícito 
promover  deapnés  de  citadas  laa  partes  para  la  viata  incidente  de  ningún 
género  que  alterando  de  improviao  loa  términos  del  debate  judicial  venga 
á  aorprender  á  la  parte  contraria,  ni  pueden  ventilarae  en  forma  oral  y  dn 
laa  garantías  de  ritualidad  que  en  dicho  título  ae  eatablecen  los  incidentes 
que  tienen  por  objeto  reclamar  la  declaración  de  nulidad  de  actuacionea, 
ni  ningún  otro  de  loa  previstos  en  el  art.  746  de  la  expresada  ley: 

Beaultando  que  como  quiera  que  el  Abogado  del  Estada  aolicitaae  que 
mediaote  no  reaolver  la  Sala  nada  en  la  parte  diapositiva  del  auto  que  ae 
acaba  de  relacionar,  acerca  de  laa  aolicitndes  consignadaa  en  el  acto  de  la 
viata,  ae  aupliera  tal  omisión,  proveyó  aquélla  en  80  de  Enero  último  que 
habiendoae  conaignado  claramente  en  loa  cónsiderandoa  lo  intempestivo 
del  incidente  de  nulidad  promovido  en  el  citado  acto,  y  no  dándose  recnr- 
ao  de  aclaración  máa  que  contra  laa  sentencias  de  los  Jueces  y  Tribunales, 
no  había  lugar  á  lo  aolicitado  por  la  repreaentaclón  del  Eatado,  la  que  en 
aa  virtud,  por  medio  de  eacríto  del  aigniente  día  81,  presentado  el  8  de 
Febrero,  promovió  incidente  de  previo  y  especial  pronunciamiento,  á  fin 
de  que  con  suspensión  del  curso  del  procedimiento  se  declararan  nulas, 
de  ningún  valor  ni  efecto,  todaa  laa  actuacionea,  antoa  y  providencias  que 
constabaií  de  la  tramitación  á  que  aquel  rollo  ae  refería,  mandando  que 
la  miama  ae  repuaiera  al  aer  y  estado  que  tenía  en  28  de  Diciembre  de 
1880,  devolviéndoae  al  Juzgado  de  San  Vicente  para  que  procediese  con 
arreglóla  derecho,  teniendo  en  cuenta  el  núm.  7.o  del  art  9.o  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento,  y  condenando  en  las  coataa  del  incidente  á  quien  se  opu- 
siera al  mismo  sin  razón  derecha,  ain  perjuicio  de  lo  que  la  Sala  acordaae 
en  ejercicio  de  au  juriadicción  díaciplinaria,  aolidtudeaque  apoyó  en  ex- 
tenaaa  alegacionea: 

Beaultando  que  en  el  miamo  eacrito  que  se  acaba  de  mencionar,  con- 
aignó  la  repreaentaclón  del  Estado  por  medio  de  otrosíes:  primero,  que 
para  el  caso  de  estimarse  válidas  laa  actuacionea  cuya  nulidad  pretendía 
en  lo  principal,  inttreaaba  de  la  Sala  ae  supliera  y  enmendara  por  las  dis- 
posiciones citadas  como  infringidaa  laa  providencias  de  31  de  Didembre  y 
16  y  80  de  Enero,  y  el  auto  de  26  del  propio  mes,  por  cuanto  éate  contenía 
implídtamente  la  deaestimadón  de  lo  pedido  en  el  acto  de  la  viata,  y  de- 
claraae  en  au  lugar  abandonado  el  recurso  de  apelación  y  firme  el  auto  del 
Juez  de  San  Vicente,  de  17  de  Mayo  de  1890,  con  expreaa  condena  de  coa- 
taa á  Dofia  Polorea»  Dofia  Tereaa  y  Dofia  Joaefa  Fonce  de  León,  que  no 
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corrospondieron  en  tiempo  y  forma  ftl  reqaerimlento  que  les  faé  hecho  en 
20  de  Diciembre  anterior,  cnyo  recnmo  aatorisaba  el  art.  402  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  y  ee  interponía  en  tiempo  para  en  su  caso;  segando,  que 
aquella'  repreflentación  se  oponia  á  la  defensa  como  pobres  ante-ia  Audien- 
cia de  las  mencionadas  Doña  Dolores,  Dofia  Teresa  y  Dofia  Josefa,  sin  pre- 
sentar en  forma  la  demanda  correspondiente;  y  tercero,  que  solicitaba  el 
recibimiento  á  prueba  del  incidente  promovido  en  lo  principal: 

Resultando  que  al  referido  escrito  recayó  el  6  del  mismo  mes  de  Fe- 
brero próxima  pasado  providencia  de  que  no  siendo  admisibles  los  inci- 
dentes de  previo  y  especial  pronunciamiento  después  de  resuelta  por  anto 
definitivo  la  cuestión  principal  sometida  á  la  decisión  de  la  Sala^  en  virtud 
de  apelación  ante  ella  entablada,  no  había  lugar  á  admitir  y  sustanciar  el 
promovido  por  el  Abogado  del  Estado  en  lo  principal  de  dicho  escrito;  al 
primer  otrosí,  que  tampoco  había  lugar  por  idéntica  razón;  al  segundo,  que 
se  hiciera  saber  al  Procurador  D.  Emilio  Ochoa  acreditase  en  debida  forma 
si  sus  representados  estaban  autorisados  para  utilizar  la  defensa  por  pobre; 
y  al  tercero,  que  no  había  lugar  toda  vez  no  había  de  sustanciarse  el  inci- 
dente'promovido  en  lo  principal: 

Resaltando  que  notificada  la  últimamente  dicha  providencia,  presentó 
el  Procurador  Ochoa  en  II  del  mismo  mes  de  Febrero  un  testimonio  expe- 
dido con  fecha  de  8  de  aquel  mes  por  el  Secretario  (ie\  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Salvador  de  Sevilla,  según  el  cual,  en  los  autos  in- 
coados por  Dofia  Dolores  Ponce  de  León,  sobre  justificación  del  fallecimien- 
to abintestato  de  D.  José  Ponce  de  León,  y  que  se  declarase  quiénes  eran 
sus  herederos,  se  dictó  en  29  del  anterior  mes  de  Diciembre  providencia 
eonfiriendo  á  Dofia  Teresa  y  Dofia  María  Josefa  Ponce  de  León  y  al  Abo- 
gado del  Estado  traslado  de  la  demanda  incidental  sobre  habilitación  á 
Dofia  Dolores  Burgos  para  litigar  como  pobre,  á  lo  que  se  habla  opuesto 
dicho  Abogado  del  Estado: 

Resultando  que  á  su  vez  la  enunciada  representación  del  Estado  su- 
plicó de  la  providencia  de  6  de  Febrero,  excepto  en  cuanto  al  extremo  de 
ella  relativo  al  segando  otrosí  del  escrito  á  qne  recayó,  pidiendo  se  tra- 
mitara el  incidente  de  nulidad  promovido  en  lo  principal  de  aquél,  ya  re- 
lacionado, y  se  tuviese  por  interpuesto  en  tiempo  y  forma  para  en  su  caso 
el  recurso  de  súplica  determinado  en  el  primer  otrosí,  y  por  consignada 
para  su  día  la  solicitud  del  tercero,  y  la  Sala  declaró,  por  auto  de  28  del  tan 
repetidamente  citado  mes  de  Febrero  último,  no  haber  lugar  á  suplir  ni  en- 
mendáis dicha  providencia,  con  condena  en  las  costas  ala  misma tepresen- 
eión  del  Estado,  la  cual  interpuso  contra  el  referido  auto  de  28  de  Febrero 
recurso  de  casación  por  qaebrantamiento  de  forma,  bajo  protesta  del  de 
infracción  de  ley,  fundándole: 

En  el  caso  l.o  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  no 
haber  sido  emplazados  para  ante  la  Audiencia  de  Sevilla  las  tres  únicas 
herederas  de  D.  José  Ponce,  que  falleció  en  23  de  Diciembre  de  1889,  re- 
sultando hecho  el  emplazamiento  al  Procurador  D.  Emilio  Ochoa  en  6  de 
Enero  de  189-1^  cuando  no  ostentaba  la  representación  de  aquellas  here- 
deras: 

En  el  caso  2.o  del  citado  artículo,  pot  cuanto  no  constaba  de  manera 
auténtica  que  los  comparecientes  ante  aquella  Sala  fuesen  las  mismas  per- 
sonas que  sucedieron  mortis  causa  á  D.  José  Ponce,  y  porque  el  Procura- 
dor Ochoa  no  presentó  poder  notarial  bastante  de  las  que  decía  repreeen- 
tar;  y  en  la  hipótesis  no  concedida  de  que  dichas  herederas  estuvieran  re- 
levadas de  otorgar  tal  poder,  como  ninguna  de  ellas  habia  presentado  en  au- 
tos demanda  de  pobreza,  tampoco  tendrían  derecho  ó  utiliiar  desde  luego 
.   este  beneficio;  pues  lo  que  acreditaba  el  testimonio  expedido  por  el  Secre- 
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'  tario  del  Jaigado  del  distrito  del  Salvador  era  que  Dofia  Dolores  Ponce  de 
liCÓn  y  Bargos,  tolamente  ella  presentó  demanda  de  pobreza  ante  aquel 
Rasgado,  no  llamado  á  oonocer  de  las  actaaeiones  motivo  del  prosente  re- 
curso, máxime  constando  estimada  por  la  misma  Sala  la  oposición  hecha 
por  el  Abogado  del  Estado  á  los  fines  del  art.  86  de  la  ley  de  Enjaida- 
miento: 

En  el  caso  4.o  del  mencionado  art.  1693,  puesto  que  si  la  Sala  no  tuvo 
por  parte  á  las  tres  herederas  de  Ponce  hasta  el  31  de  Diciembre  de  1892 
á  una,  y  el  16  de  Enero  del  93  á  las  restantes,  evidentemente  la  citación 
para  la  vista,  que  tuvo  lugar  en  25  de  Mayo  de  1892,  se  biso  á  persona 
ilegítima,  cuya  representación  se  mandó  posteriormente  cesar  desde  luego: 

Y  en  el  caso  6.o  del  repetidamente  dicho  artículo,  por  entender  la  Sala 
«n  un  recurso  de  apelación  abandonado,  por  no  concurrir  en  tiempo  y  for- 
ma á  mantenerlo  los  interesados  en  él,  á  pesar  del  apercibimiento  que 
dispaso  la  propia  Sala  en  9  de  Agosto  de  1892: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  dicha  Audiencia  de  Sevilla  adml.- 
^ó  el  recurso  de  casación  fundado  en  quebrantamiento  de  forma,  por  con- 
siderar haberlo  interpuesto  el  Abogado  del  Estado  llenando  los  requisitos 
que  establece  el  art  1752  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento,  y  se  ha  tra- 
mitado en  este  Tribunal  Supremo  con  arreglo  á  la  misma  ley. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Estanislao  Rebollar  Villarejo: 

Considerando  que  el  procedimiento  para  la  interposición,  admisión  ó 
snstanciadón  del  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  es  el 
establecido  taxativamente  en  la  Sección  6.^,  tít  21  del  libro  2.^  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que,  según  el  art.  1754,  no  concurriendo  todas  las  cir- 
-cunstancias  expresadas  en  el  art  1752,  la  Sala  sentenciadora  dictará  auto 
declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso,  y  que  se  entregue 
copia  certificada  del  escrito  y  del  auto  á  la  parte  que  se  suponga  agravia- 
da, si  lo  pidiere: 

Considerando  que  la  primera  circunstancia  exigida  por  el  art.  1752  es 
que  la  sentencia  sea.  definitiva  ó  merezca  el  concepto  de  tal,  con  arreglo 
«1  art.  1690,  y  éste  determina  en  su  núm.  l«p  que  tendrán  el  concepto  de 
definitiva,  para  los  efectos  del  art.  1689,  entre  otras,  las  que  recayendo  so- 
bre un  incidente  ó  artículo  pongan  término  al  pleito,  haciendo  imposible 
su  continuación: 

Considerando  que  aparte  de  no  haberse  recurrido  contra  el  auto  de  26 
de  Enero  que  decidió  la  apelación  interpuesta,  en  cuyo  incidente  en  su 
caso  se  habrían  cometido  las  infracciones  alegadas,  y  no  en  el  incidente 
actual,  es  lo  cierto  que  el  auto  de  28  de  Febrero  último  declarando  no  ha- 
ber lugar  á  suplir  ni  enmendar  la  providencia  de  6  del  mismo  mes,  que 
denegó  la  admisión  y  sustanciación  del  incidente  de  previo  y  especial  pro- 
nunciamiento promovido  por  el  Abogado  del  Estado  pidiendo  la  nulidad 
ie  las  actuaciones,  autos  y  providencias  que  constan  en  la  tramitación,  y 
la  reposición  de  ésta  al  estado  que  se  encontraba  en  28  de  Diciembre  de 
1889,  no  tiene  ni  puede  tener  el  carácter  de  sentencia  definitiva,  toda  vei 
que  sólo  se  refiere  á  cuestión  de  procedimiento,  y  lejos  de  poner  término 
al  pleito,  de  que  deriva  el  incidente  objeto  del  presente  recurso,  facilita  la 
prosecución  de  dicho  pleito;  y  esto  supuesto,  la  Audiencia  no  debió  admi- 
tir un  recurso  que  contiene  defecto  tan  esencial,  y  que  es  por  lo  mismo 
improcedente  y  debe  desestimarse; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuestp  por  la  representa- 
ción del  Estado,  á  la  que  condénateos  al  pago  de  las  costas;  y  precédase  á 
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rastaoclar  el  iniciado  por  iofracción  de  ley.— (Sentencia  pablicttda  el  S  de- 
MoTiembre  de  1893,  é  inserta  en  las  OacetoM  de  18  y  16  de  Diciembre  dat 
mismo  afio.) 
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Bbcubso  DX  CASAOióir  (4  de  Noviembre  de  1893}.— Sala  de  lo  civil. — 
Fago  de  cantidad,— 1^0  ha  Ingár  á  la  admisión  del  interpoesto  por  la  Gom- 
paftia  de  ios  ferrocarriles  de  Madrid  á  Zuragosa  y  Alicaote  en  autos  con 
D.  SaturniDO  Martines  (Audiencia  de  Sevilla),  y  se  resaelve: 

Que,  según  el  ttitm.  l.o  delwL  1690  de  la  úy  de  Enjuiciamiento  eivü,  tie- 
nen el  concepto  de  definitivae^  para  los  efectoe  de  la  cagación,  Uu  gentendae  que 
recayendo  sobre  un  incidente  ó  articulo  pongan  término  al  pleito,  haciendo 
imposible  su  continuación. 

Resaltando  que  en  jaicio  declarativo  de  mayor  cuantía  aegaláo  á  vir- 
tud de  demanda  de  D.  Saturnino  Martines  y  Martines  por  sentencia  de  19 
de  Febrero  de  1886,  que  dictó  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis* 
trito  de  San  Román  de  Sevilla,  y  fué  declarada  firme,  se  condenó  á  Don 
Manuel  Pastor,  como  concesionario  de  la  Compañía  del  ferrocarril  de  Ma- 
rida á  Sevilla,  y  en  representación  de  é«ta,  por  fallecimiento  de  aquél,  al 
liquidador  nombrado  por  la  misma  D.  Easebio  Hemándes,  á  pagar  al  Don 
Saturnino  1.696.223  reales  27  céntimos,  con  más  los  intereses  legales  co- 
rrespondientes á  razón  del  6  por  100  desde  el  día  de  la  interposición  de 
la  demanda  basta  la  fecha  en  que  se  hiciera  efectivo  el  pago,  y  en  las  cos- 
tas del  juicio: 

Resultando  que  dirigidos  los  procedimientos  para  la  ejecución  de  lá 
mencionada  sentencia  contra  la  Compañía  de  los  ferrocarriles  de  Madrid 
á  Zaragosa  y  Alicante,  como  poseedora  de  la  línea  á  que  afectaba  el  cré- 
dito reclamado,  se  biso  entrega  al  D.  Saturnino  Martínez  de  cierta  canti- 
dad consignada  en  la  Caja  de  Depósitos,  no  obstante  la  oposición  de  squé* 
lia,  mandándose  practicar  un  nuevo  requerimiento  á  su  Director  para  la 
de  otra,  por  lo  cual  la  misma  Compañía  produjo  en  30  de  Jnlio  de  1892 
demanda  igualmente  de  juicio  de  mayor  cuantía,  solicitando  se  delarase 
que  eran  nulas  unas  anotaciones  en  los  Registros  de  la  propiedad  de  Mé* 
rida  y  Sevilla  obtenidas  por  el  D.  Saturnino;  que  tales  anotaciones  no  ha- 
bían constituido  ni  podía  constituir  un  gravamen  que  Itfectara  al  dominio 
de  la  línea  férrea  de  Mérida  á  Tocina;  que  la  Compafiía  de  Madrid  á  Zara- 
gosa y  Alicante  no  era  responsable  en  concepto  alguno  del  crédito  origen 
de  laa  indicadas  anotaciones,  y  que  eran  nulas  las  diligencias  practicadas 
bajo  la  base  de  constituir  las  repetidamente  dichas  anotaciones,  hipoteca 
de  que  debía  responder  la  Compañía  demandante  á  título  de  tercer  po; 
seedor;  condenando  al  demandado  D.  Saturnino  Martínez  á  cancelar  en 
el  término  de  tercero  día  las  aludidas  anotaciones,  al  reintegro  á  la  pro- 
pia Compañía  demandante»de  las  668.324  pesetas  73  céntimos  que  indebi* 
da*nente  había  retirado  de  la  Caja  general  de  Depósitos,  con  sus  intereses- 
legales  hasta  la  fecha  del  reintegro,  á  la  indemnización  de  peí  juicios  y  si 
pago  de  costas: 

Resultando  que  además  en  un  otrosí  de  la  demanda  de  que  se  scaba 
de  hacer  mérito  se  pidió  que  se  librase  exhorto  á  esta  corte  para  que  se 
suspendiese  el  apremio  seguido  contra  la  antedicha  Sociedad  demandante 
para  el  cobro  de  68.868  pesetas  89  céntimos,  previo  depósito  de  esta  can- 
tidad en  la  Caja  general  hasta  la  resolución  del  pleito,  y  se  hidera  ssber 
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%\  D.  Satarnlno  Martínea  que  devolviese  á  le  miema  Caja  las  653.924  pe- 
setas 78  céatimos  con  anterioridad  mencionadas,  con  los  intereses  respecti- 
vos desde  la  lecha  de  la  extracción  hasta  la  de  la  nueva  entrega,  quedando 
nna  y  otra  soma  á  disposición  del  Juzgado  á  las  resaltas  del  pleito,  cojaa» 
pretensiones  f nerón  desestimadas  por  providencia  de  10  de  Agosto  del  ex- 
presado afio  1892,  como  también  en  auto  de  28  de  los  propios  mes  y  afio 
la  reforma  de  la  enunciada  providencia: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  la  referida  Gompáfiía,  la  Sala 
dé  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  confirmó  en  3  de  Mayo  próximo 
pasado  el  últimamente  dicho  auto,  habiendo  aquélla  entablado,  en  su  con- 
secuencia, recurso  de  casación  como  comprendido  en  el  núm,  l.o  del  ar- 
tículo 1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  fundándole  en  varios  mo- 
tivos: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  ha  opuesto  á  la  admisión  del  ro- 
cano. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  que  tienen  el  concepto  de  definitivas  para  los  efectos  do 
la  casación,  segón  el  núm.  l.o  del  art.  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, las  sentencias  que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  articulo  pongan  tér- 
mino  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  en  el  caso  presente  la  denegación  de  las  peticiones 
incidentales  hechas  en  la  demanda,  relativas  á  la  suspensión  del  procedi- 
miento ejecutivo  y  depósito  déla  cantidad  percibida  por  el  demandado 
Mariínea,  no  pone  término  ni  impide  la  continuación  del  juicio  principal,  en 
el  cual  t!ene  expedita  la  acción  el  recurrente  para  ejercitar  sus  derechos, 
ain  que  tal  negativa  prejuague  nada  respecto  del  fondo  del  pleito,  lo  cual 
hace  inadmisible  el  recurso,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  núm.  8.o  del  ar- 
ticulo 1729  de  la  citada  ley; 

Ko  ha  lugar  á  sdmitir  el  predicho  recurso  interpuesto  por  la  Compa- 
fiia  de  los  ferrocarriles  de  Madrid  á  Zaragosa  y  Alicante,  á  la  que  se  con- 
dena en  las  costas;  devuélvase  el  depósito  constituido;  líbrese  á  la  Audien- 
cia de  Sevilla  la  certificación  correspondiente,  acompafiada  del  apunta- 
miento que  ha  remitido,  y  publiqnese  este  auto  según  previene  la  ley. — 
(Auto  fecha  4  de  Noviembre  de  1893,  é  inserto  en  la  Oaeeta  de  16  de  Di- 
^ciembre  del  diiamo  afio.) 
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RxcuBSO  Di(  OASACSÓv  SK  LA  fobka  (4  de  Noviembre  de  1898).— Sala 
de  lo  dvil.— ii/tmsfi^oi.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  C.  S.  y  M.» 
en  autos  con  Dofia  M.  T.  y  B.  (Audiencia  de  ...),  y  se  resuelve: 

Que,  tegún  el  núm.  3.o  del  oW.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civü,  ha 
lugar  al  recuno  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  si  $e  deniega  el' 
reeilnmiento  á  prueba  en  alguna  de  las  instancias  cuando  proceda  con  arre- 
glo á  derecho,  y  conforme  a  igual  número  del  art,  862,  procede  dicho  recibi- 
miento en  la  segunda  instancia  cuando  hubiere  osurrido  algún  hecho  nuevo^ 
de  influencia  en  la  decisión  del  pleito,  con  posterioridad  al  término  concedida 
para  proponer  la  prueba  en  primera  instancia, 

£rt  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Noviembre  de  1893,  en  los  autos 
de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
insunda  del  distrito  de  la  L.  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia 
de ...,  entr^  partes,  de  la  una  Dofia  M.  T.  y  B.,  sin  profesión,  de  aquella  ve- 
cindad, como  curadora  ad  litem  del  menor  J.  B.  M.,  y  de  la  otra  Dofia 
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o.  8.  y  M.,  propietaria,  de  la  miima  vecindad,  sobre  qne  se  declare  al  ^- 
presado  menor  hijo  nataral  de  D.  A.  S.  y  M.  y  ae  condene  á  la  Dofia  G., 
en  concepto  de  heredera  del  D.  A.,  á  Buminiatrar  alimentoa  á  aqnél;  cayos 
autos  penden  ante  Nos  *en  recurso  de  casación  per  qaebrantamiento  de 
forma,  que  ha  interpuesto  la  Dofia  G.,  representada  por  el  Procurador  Don 
Luis  Lumbreras,  y  defendida  por  el  Letrado  D.  Ricardo  Ventosa;  repre- 
sentando y  defendiendo  á  su  vez  á  la  parte  recurrida  los  asin4smo  Froed- 
rador  y  Letrado  D.  Antonio  Bendicho  y  D.  Francisco  Silvela: 

Resultando  que  Dofia  M.  T.  y  B.,  después  de  haber  sido  nombrada  ea- 
radora  ad  litem  de  su  hijo  natural  J.  B.  M.,  discerniéndosela  tal  cargo  y 
de  obtener  la  declaración  de  pobrera  para  litigar,  previas  varias  diligen- 
cias preliminares,  formuló  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis- 
trito de  la  L.,  demanda  fecha  10  de  Junio  de  1887,  con  la  pretensión  de 
que  se  declarase  ser  el  nifio  J.  B.  M.  hijo  natural  de  D.  A.  8.  y  H.,  conde- 
nando á  su  heredera  testamentaria  Dofia  G.  8.  y  M.  á  snminiílrarle  los  co- 
rrespondientes alimentos,  según  á  ello  venía  obligada  por  la  ley,  en  la 
cantidad  que  el  Juzgado  determinase  y  fuera  proporcionada  al  pingüe  caá- 

Sal  que  dejó  el  D.  A.,  por  mesadas  anticipadas;  imponiendo  á  la  d^nan- 
ada  las  costas  del  pleito,  para  lo  cual  alegó  los  fundamentos  de  hecho  y 
de  derecho  que  estimó  conducentes,  entre  ellos  que  mientras  el  nifio 
J.  B.  M.  perecía  de  necesidad  sin  más  auxilios  que  los  que  podía  propor- 
cionarle el  trabajo  manual  de  su  madre,  Dofia  G.  8.  vivía  en  la  mayor  opu- 
lencia disfrutando  la  herencia  de  su  hermano  D.  A.,  que  constitoüi  un  ca- 
pital de  mucho  más  de  250.000  duros,  ó  sea  1.260.000  pesetas: 

Resultando  que  la  demandada  Dofia  G.  contestó  con  la  ioüeitud  de  que 
«e  la  absolviese  de  la  demanda  é  impusieran  las  costas  á  la  actora,  expo- 
niendo al  efecto  cuanto  entendió  pertinente  en  el  sentido  de  no  ser  el  me- 
nor mencionado  hijo  natural  de  D.  A.  8.,  ni  el  caudal  de  la  herencia  del 
D.  A.  de  la  sofiada  cuantía  en  que  le  fijaba  la  demandante,  pues  en  defini- 
tiva no  pasaba  de  la  categoría  de  modesto: 

Resultando, que  corridos  los  traslados  de  réplica  y  duplicase  recibió  el 
pleito  á  prueba,  la  que  practicaron  ambas  partes,  refiriéndose  varios  de 
los  extremos  de  la  realizada  por  la  actora  á  la  cuantía  del  caudal  del  repe- 
tidamente dicho  D.  A.,  y  apareciendo  entre  lo  concerniente  á  tal  particular 
testimonio  de  una  escritura  otorgada  en  30  de  Julio  de  1886,  por  la  cual 
D.  J.  F.  y  8.  se  obligó  á  pagar  á  Dofia  G.  8.,  como  heredera  de  su  hermano 
D.  A.,  dentro  del  plazo  de  seis  afios,  la  cantidad  de  76  844  pesetas,  que 
devengaría  desde  aquella  fecha  el  interés  de  8  por  100  anual  por  la  parti- 
cipación que  tenía  el  último  en  un  negocio  para  fabricar,  vender  y  expor- 
tar calzado,  en  cuyo  negocio  no  convenía  á  dicha  Dofia  G*  seguir  intere- 
sada; y  el  Juzgado,  después  de  los  demás  trámites  legales,  pronundó  sen- 
tencia en  que  declaró:  primero,  ser  el  menor  J.  B.  M.,  nacido  en  19  de 
Agosto  de  1877,  hijo  natural  de  D.  A.  6.  y  M.  y  Dofia  M.  T.  B.;  segundo, 
venir  obligada  Dofia  G.  8.  y  M.,  bajo  al  concepto  de  heredera  de  su  her- 
^nano,  á  contribuir  al  menor  hijo  de  éste  con  los  alimentos  correspondles- 
tes;  y  tercero,  que  éstos  deben  ser  en  cantidad  de  4.000  pesetas  anuales, 
descontando  de  tal  suma  la  que  percibiese  por  razón  de  rédito  de  un  le- 
gado de  20.000  pesetas,  ó  por  cualquiera  otro  concepto  que  trajera  origen 
ó  proviniese  de  su  padre  natural,  las  que  pagaría  por  mensualidades  anti- 
cipadas la  referida  demandada  Dofia  G.;  fallo  que  se  apoya  en  varios  fun- 
damentos, de  los  cuales  es  uno  acreditar  las  pruebas  -suministradas  en 
cuanto  á  la  importancia  de  los  bienes,  que  los  dejados  por  8.  excedían  de 
medio  millón  de  pesetas;  cuyos  productos,  graduados  prudencialmente  con 
las  oportunas  deducciones,  formaban  la  base  equitativa  de  la  cuantía  de 
los  elementos: 
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ttesnltando  qne  de  la  indicada  sentencia  apeló  Dofia  O.  S.,  y  en  un  otroeí 
del  escrito  evacaandp  ante  la  Sala  de  justicia  de  la  Andiencia  de...  el  tras- 
lado de  instraoclón,  expuso  hablan  ocurrido  con  posterioridad  al  término 
concedido  para  proponer  la  prueba  en  primera  instancia  hechos  nuevos  de 
influencia  en  la  decisión  del  pleito,  que  la  convenía*  justificar,  relativos  á  la 
disminución  de  la  fortuna  que  aparentemente  tenía  la  Dofia  C,  como  he- 
redera de  su  hermano,  sobre  lo  cual  habían  versado  muchas  de  las  pruebas 
producidas  por  la  actora  en  dicha  instancia,  entre  las  qua.  se  trajo  á  los 
autos  copia  de  la  escritura  de  80  de  Julio  de  1886,  obligándose  F.  á  entre- 
^r  á  la  repetida  Dofia  O.  la  importante  suma  de  75.844  pesetas;  crédito 
que  debía  reputarse  como  nominal,  piies  con  posterioridad  al  expresado 
término  había  venido  á  disminuir  tan  considerablemente  la  fortuna  del 
deadoT  F.,  que  podía  decirse  se  hallaba  en  la  insolencia;  habiendo  resul- 
tado de  imposible  cobro  otros  créditos  de  mucba  importancia,  también  por 
hechos  ocurridos  después  de  la  enunciada  fecha,  según  procuraría  y  espe- 
raba dejar  acreditado;  y  por  ello,  invocando  el  núm.  8.o  del  art.  862  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  suplicó  se  recibiese  el  pleito  á  dicho  trámite 
de  prueba  en  aquella  segunda  instancia  para  justificar  los  hechos  alu- 
didos; '  *  ^ 

Besultando  que  opuesta  Dofia  M/T.  al  recibimiento  á  prueba  solicitado 
de  contrario,  le  denegó  la  Sala  en-  auto  de  9  de  Enero  próximo  pasado, 
por  considerar  que  no  citando  Dofia  O.  8.  de  un  modo  concreto  los  hechos 
en  virtud  de  los  cuales  hablan  venido  á  ser  incobrables  los  créditos  á  que 
se  refería,  no  había  términos  hábiles  para  iuzgar  sobre  la  pertinencia  y 
relación  de  los  mismos  con  la  cuestión  debanda  en  el  pleito,  ni  sobre  si 
ocurrieron  con  fecha  posterior  al  término  concedido  para  proponer  la 

Í>meba  en  primera  instancia,  como  prescribe  el  núm.  8.o  del  art.  862  de  la 
ey  de  Enjuiciamiento  en  que  se  apoyaba  tal  petición;  de  cuyo  auto  suplicó 
la  misma  parte  apelante,  impugnando  la  contraria  la  súplica,  que  desestimó 
la  Sala  en  otro  de  30  del  citado  mes  de  Enero  último,  dictando  después  de 
la  oportuna  vista,  con  fecha  24  de  Febrero,  sentencia  confirmatoria  de  la 
apehida: 

Resultando  que  Dofia  O.  S.  M.,  con  previo  depósito  y  protesta  para  el 
de  infracción  de  ley,  ha  Interpuesto  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  fondado  en  el  caso  3.o  del  art.  1608  de  la  citada  ley  de 
Enjuiciamiento,  por  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda  instancia^ 
siendo  procedente  con  arreglo  á  dei^echo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  que,  según  el  núm.  8.o  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjni- 
eiamiento  civil,  ha  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  si  se  deniega  el  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  instancias, 
cuando  proceda  con  arreglo  á  derecho,  y  que  prescribe  igual  número  del 
862,  que  procede,  cuando  hubiese  ocurrido  algún  hecho  nuevo  de  influen- . 
da  en  la  decisión  del  pleito,  con  posterioridad  al  término  concedido  para 
proponer  la  prueba  en  primera  ii^stancia: 

Considerando  que,  en  el  caso  presente,  la  pretensión  del  recibimiento  á 
prueba  en  segunda  instancia  no  expresa  causa  bastante  que  la  justifique, 
toda  ves  que  no  se  concretan  los  hechos'que  motiven  el  ser  ya  incobrable 
el  crédito  de  F.  ni  los  demás  que  vagamente  se  indican,  no  pudiendo,  por 
tanto,  apreciar  la  Sala  si  tuvieron  ó  no  lugar  antes  ó  después  del  término 
de  prueba  de  primera  instancia,  ni  si  pueden  ó  no  ser  de  influencia  deci- 
siva en  el  pleito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Dofia  C.  S.  M.» 
á  la  que  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad 
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4ep08it»d«,  qne  ee  diitribnirá  con  arreglo  á  1«  ley;  y  i»roe6dafle  á  k  rntan^ 
ciaciÓD  del  recareo  iniciado  por  iofraceión  de  ley.— (Sealeneia  pnbliead» 
el  4  de  Noviembre  de  1898,  é  ineerU  en  la  Gaceta  da  16  de  Dieiembre  del 
miimoafio.) 
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CoHPSUKKCiA  (4  de  Noviembre  de  189S).— Sala  de  lo  dvIL— Pooo  €Ír 
eantidad^—S^  decide  eo  favor  del  Juagado  maaidpal  del  dietriio  de  1» 
Magdalena  de  Sevilla,  la  eostenida  con  el  de  igoal  claie  de  Gáoeree,  od  jal- 
do verbal  deducido  ante  aquél  por  D<  Almendro  Vallejo  conim  D.  Ale- 
jandro Lásaro  y  D. .  Antonio  Galeano,  y  te  re^nleve: 

Oue,  conforme  á  la  r^la  Ifi  del  arl,  62  de  la  ley  de  EnjuidatmenU  d- 
vil,  fuera  de  loa  caeoe  de  eumieión  exfreea  y  tácita,  e$  en  primer  Urmmo^ 
JueM  competente  para  conocer  de  loe  jiáieioe  en  oue  $e  fjereiten  acciones  per- 
conalee,  el  del  lugar  en  que  deba  cumpUree  la  cbUgación: 

Que  tratándoee  de  reclamar  el  precio  de  géneros  vendidos  en  un  estMeGÍ- 
miento  mercantil,  en  éste  debe  pagarse  dicho  precio  y  cumplirse  la  obtígadám 
del  comprador^  á  no  existir  pacto  expreso  en  contrario,  no  bastando  á  determi- 
nar la  existeima  de  ente  el  ñecho  de  haber  librado  d  vendedor  al  comprador 
una  letra  de  cambio,  porque  tal  operación  se  dirige  únicamente  á  facilitar  el 
pago  y  recibir  el  primero  el  precio  de  la  venta. 

En  la  villa  y  corte  de  MadVid,  á  4  de  Noviembre  de  1808,  en  la  compe- 
tencia entre  los  Juzgados  mnnidpalee  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Se- 
villa y  de  Cáoeres,  por  requerimiento  de  inhibición  del  segando  al  primero 
en  el  conocimiento  del  juicio  verbal  promovido  ante  aquél  por  D.  Alejan- 
dro Vallejo  y  Mateos,  como  apoderado  de  la  casa  de  comercio  Sáncbes  y 
Compañía,  establecida  en  dicha  dudad  de  Sevilla,  contra  D.  Alejandro 
Lázaro  y  Vela,  dependiente  de  comerdo,  y  D.  Antonio  Gaicano  y  Pomí- 
gordo,  propietario,  vedaos  de  Gáceree,  como  únicos  socios  de  la  rasóa 
mercantil  disuelta  A.  Lázaro  y  Gompafiía;  ninguna  de  cuyas  partea  ha  com- 
parecido en  este  Tribunal  Supremo,  sobre  pago  de  260  pesetas: 

Resultando  que  en  10  de  Agosto  del  Cf*rriento  afio  acudió  al  Jnigado 
municipal  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla  D.  Alejandro  Vallejo -en 
el  concepto  ya  expresado,  demandando  á  D.  Alejandro  Láaaro  y  D.  Anto- 
nio Gaicano,  vecinos  de  Cáceres,  como*  únicos  socios  de  la  extinguida  ra- 
sen mercantil  que  había  girado  ^  esta  última  ciudad'  bajo  el  titulo  de 
A.  Lázaro  y  Compafiía,  para  el  pago  de  260  pesetas,  á  coya  soma  dejaba 
reducido  la  parte  demandante  el  crédito  de  la  misma  contra  la  expresada 
Sodedad,  procedente  de  géneros  al  fiado,  que  tomó  para  surtir  sn  estable- 
cimiento: 

Besoltando  que  citados  en  OAceres  dichos  demandados,  eomparederon 
ante  el  Juzgado  municipal  de  aquella  dudad  pidiendo  requiriese  de  inhi- 
bidón  al  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla,  como  lo  estimó  también 
procedente  el  Ministerio  fiscal,  y  fué  acordado  en  auto  de  26  del  enon- 
dado  mes  de  Agosto,  bajo  los  fundamentos  de  que  debe  conocer  en  pri- 
mer término  de  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales,  el  Jues 
del  Ingar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  y  de  que  debe  cumplirse  la 
exigida  á  los  demandados  en  .Cáceres  por  medio  de  giro  del  actor,  según 
costumbre  general  de  hacerse  efectivos  los  créditos  comerdales,  y  por  lo 
tanto  aquel  Juzgado  es  el  único  que  tiene  competencia  para  conocer  de  la 
reclamación  dedudda,  citando  adtmás  la  regla  1.*  del  art  62  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  dvil: 


Digitized  by  VjOOQIC 


mXOÜBflOS  T  COMPSmfCIAS  Wí 

Resaltando  qiie  el  demandante  y  el  Ministerio  fiscal  impugnaron  ante 
«1  Juagado  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla  el  requerimiento,  con 
mención  el  último  de  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  3  de 
£oero  de  1888  y  92  de  Febrero  del  84,  recayendo  auto  de  dicho  Juzgado, 
lecha  6  de  Septiembre  próximo  pasado,  declaratorio  de  no  haber  lugar  á 
la  inhibición;  para  lo  cnal  consideró  queTla  acción  ejercitada  por  Sanchas 
y  Compafifa  es  personal,  nacida  del  contrato  de  compraventa  de  géneros 
•de  su  eatablecimiento  en  aquella  ciudad;  que  según  lo  repetidamente  de- 
clarado por  este  Tribunal  Supremo,  á  falta  de  pacto  expreso  en  contrarío, 
la  obligación  de  pagar  el  precio  de  géneros  de  comercio  debe  cumplirse 
«n  el  mismo  lugar  donde  se  halle  el  establecimiento  ó  tienda  en  que  se 
compraren;  qne  xsonfonne  á  decisión  también  de  este  Tribunal,  fecha  8  de 
Octubre  de  1889,  el  libramiento  de  una  letra  por  el  vendedor  al  compra- 
dor no  es  bastante  para  deducir  deba  hacerse  el  pago  de  los  géneros  obje- 
to de  la  compraventa  en  el  domicilio  del  segundo;  pues  tal  operación  se  di- 
rige á  facilitar  dicho  pago  y  recibir  el  primero  el  precio  en  su  domicilio; 
y  que  á  falta  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  ek  en  primer  término  compe- 
tente para  conocer  de  los  juicios  en  qne  se  ejerciten  acciones  personales, 
«1  Jaez  del  lugar  donde  deba  cumplirse  la  obligación,  cual  lo  dispone  el 
«rt  62,  en  su  legla  l.%  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

BMultando  que  á  sn  vez  el  Juzgado  de  Gáceres  mantuvo  el  requerí- 
miento  inhibitorio,  habiendo  en  sn  consecuencia  elevado  cada  uno  de  ellos 
lo  ante  el  mismo  actuado  á  este  Tribunal  Supremo,  en  el  que  el  Ministerio 
fiscal  ha  emitido  dictamen  proponiendo  se  resuelva  la  competencia  á  fa- 
Tor  del  Juzgado  municipal  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassus: 

Considerando  que,  fuera  de  los  casos  de  sumisión  ezpress  ó  tácita,  es 
en  primer  término  Juez  competente  para  conocer  de  los  juicios  en  que  se 
ejerciten  acciones  personales,  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obli- 
gación, conforme  á  lo  preceptuado  en  la  regla  1>  del  art.  62  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  la  acción  ejercitada  por  Sánchez  y  Gompafíía  ante  el 
Juez  municipal  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla  es  personal  y  pro- 
cedente de  géneros  vendidos  en  su  establecimiento  mercantil,  donde  de- 
bió pagarse  el  precio  y  cumplirse  por  consiguiente  la  obligación  del  com- 
prador, no  existiendo,  como  no  consta  que  exista  en  este  caso,  pacto  ex- 
preso en  contrario,  sin  que  sea  baatante  á  determinar  la  existencia  de  éste 
el  hecho  de  haber  librado  el  vendedor  al  comprador  una  letra  de  cambio, 
porque  tal  operación  se  dirigía  á  |acilitar  el  pagó  y  recibir  el  primero  el 
precio  de  la  venta; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  del 
juicio  verbal  motivo  de  la  presente  competencia  corresponde  al  Juzgado 
municipal  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla,  al  que  mandamos  se  re- 
mitan, á  los  efectos  procedentes,  las  actuaciones  elevadas  á  este  Tribunal 
Bupremo;  no  hacemos  especial  impoaición  de  costas,  las  que  serán  de 
cuenta  respectiva  de  las  partes;  y  pónjfaseesta  resolución  en  conocimiento 
del  Juzgado  mnnicip'al  de  Cáceres.— (Sentencia  publicada  el  4  de  Noviem- 
bre de  1898,  é  inserta  en  la  Qaeeta  de  28  del  mismo  mes  y  afio.) 
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BscüBSO  DV  OASÁOióir  (8  de  Noviembre  de  1893)«— Sala  de  lo  civil. —  * 
iMpugnación  de  operaeione9  tesimnentarias.—Uñ  lugar  al  interpuesto  por 
D.  Bw  y  D.  C.  en  autos  con  D.  A  y  otros  (Audiencia  de...),  y  se  resuelve: 
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Que  iepún  la»  leye$  4,^  y  9.\  Ht.  15  de  la  Partida  4.\  loe  kijúe  Ugümadom 
por  autonzaeión  ó  reecHpto .  real  adquieren  (a  plenitud  de  lo»  derwko»  de  la 
legüimacíán,  y  entre  eüo»,  el  de  gozar  en  la  »uce»ión  de  eu»  padre»  cuando  f%0 
concurrieren  con  otro»  de^aendiente»  legítmo»  de  h»  tmemo»  derecho»  de  e»to9, 
cual  si  hubiesen  sido  habido»  de  legitimo  matritnonio: 

Que  para  el  ^erddode  e»to»  derecho»  noob»ta^  en  el  caso  de  haheree  abierto 
la  Éucesión  bajo  el  régimen  legal  eetablecido  por  el  Código  civil,  lo  dúpueoto  en 
Jo»  articulo»  844  y  837  del  expreeado  Código,  »egún  lo»  que  e»tán  equiparado» 
á  lo»  hijo»  naturale»^  en  cuanto  á  »u  legitima,  lo»  legiHmado» por  antorisacián 
real,  »eñalándo»e  al  cónyuge  viudo,  en  concurrencia  con  eüo»,  una  cuota  «tu- 
fructuaria  de  la  unidad  de  la  herencia,  »i  la  legitimaeión  »e  üevó  á  efecto  an- 
te» de  la  publicación  de  dicho  Código^  porque  la  apUcadón  de  eeasprcecr^da- 
ne»  derogatoria»  de  la  antigua  legielación  respecto  al  derecho  hereditario  d^ 
t(Ue»  hijo»,  implicaria  el  deeconodmiento  de  la  condición  y  capacidad  juridiea 
que  le  correspondería  con  arreglo  á  la»  leye»  de  Partida  ante»  citada»,  y  no 
pueden  tener  virtualidad  y  efecto  retroactivo,  conforme  á  la»  regla»  1>  y  4.^ 
de  la»  diaposiciones  transitorias  del  Código^  toda  ve»  que  él  hecho  generador  del 
derecho  se  reaUza  con  la  legitimacián,  y  por  lo  tanto,  su  derecho  a  la  condidóm 
de  hijos  legitimes  arranca  en  el  caso  citado  de  la  legislación  precedente  al  Códi- 
go, y  los  que  esté  declara  por  primera  vez  á  favor  del  cónyuge  superviviente  «it 
concurrencia  con  lo»  hijo»  naturale»^  legitimado»  ó  legituno»,  »ólo  »on  eotuna- 
ble»  en  cuanto  no  perjttdiquen  otro  derecho  legUimamente  adquirido  por  leye» 
anteriore»: 

Que  no  e»  dado  preocindir  de  la  apreciación  de  lo»  hecho»  llevada  á  efecto 
por  la  Sala  eentenctadora,  en  u»o  de  su  eoDcluaiva  competencia,  n  no  te  impuma 
dicha  apredacián  en  la  forma  eepecial  que  exige  el  núm.  7.^  dd  art.  1692  de  la  - 
ley  de  Enjuiciamiento  dvH'  • 

Que  lo»  ¿obrepredo»  ó  prima»  de  la»  accione»  de  Banco  aportada»  al  ma- 
trimonio y  lo»  beneficio»  por  ella»  obtenido»,  »on  producto»  y  ganancia»  reali- 
zado» por  la  sociedad  conyugal  que  a  la  misma  corre^onden,  nopudiendo  ser 
considerados  como  incremento  ó  accesión  de  la»  accione»  qntigujg»;  nno  ^[ue 
pertenecen  á  la  clase  de  gananciales,  según  terminantemente  se  haua  declarado 
por  el  Tribunal  Supremo, 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Noviembre  de  1898,  en  el  jaido 
declarativo  de  mayor  cuantía  Begaido  en  el  Jozgado  del  distarito  del  ...  y 
en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  ...  por  D.  A.,  propietario, 
con  D.  B.,  Abogado  y  D.  C,  Procarador,  en  concepto  de  albaceas  testamen- 
tarios contadores,  partidores  del  caudal  relicto  por  Dofia  D.  y  con  D.  £., 
empleado,  como  marido  de  Dofia  J.,  todos  de  esta  vecindad,  sobre  impng- 
nación  al  proyecto  de  operaciones  divisorias  de  dicho  candal,  presentado 
por  los  mencionados  albaceas;  x>endiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  los  expresados  albaceas  di- 
rigidos por  el  Licenciado  D.  José  Canalejas  y  Méndez,  y  representados  por 
el  Procurador  D.  Joaquín  Segado,  habiéndolo  estado  la  recurrida  A.  por  el 
Letrado  D.  Sixto  Pérez  Calvo  y  el  Procurador  D.  Fidel  Serrano;  y  no  ha- 
biendo comparecido  en  este  Tribunal  Supremo  la  parte  de  E.: 

Resaltando  que  Dofia  D.  tuvo  de  D.  H.  dos  hijas  naturales,  nombradas 
Dofia  F.  y  Dofia  G.,  conocida  ésta  con  el  nombre  de  K.,  las  cuales  fueron  le> 
gitimadas  por  concesión  Real  en  28  de  Enero  de  1884,  expresándose  en  el 
Real  despacho  á  favor  de  la  segunda,  único  que  obra  en  autos,  que  el  Rey 
\a  legitimaba  para  que  con  sujeción  á  las  leyes  pudiese  heredar  todos  los 
'bienes,  derechos  y  acciones  que  le  pertenecieran  como  si  fuese  hija  habida 
y  procreada  en  legítimo  matrimonio. 

Resaltando  que  el  D.  H.  falleció  en  4  de  Junio  de  1870  bajo  testamento 
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otorgado  en  22  de  Marso  del  miemo  año,  y  en  el  cnal,  entre  otras  disposí* 
Clones,  legó  á  Dofia  D.  en  nsafructo  durante  los  días  de  su  yida,  cierto  ca- 
s^o  ó  hMÍenda  y  160  acciones  del  Banco  de  España  para  que  percibiera 
los  dividendos  y  pudiese  también  disponer  del  capital  á  su  fallecimiento^. 
ó  en  el  caso  de  que  contrajera  matrimonio,  cuando  los  hijos  que  de  éste  tu- 
viera llegasen  á  la  mayor  edad,  y  para  que  pudiera  disponer  libremente  la 
legó  30  obligaciones  por  subyenciones  de  ferrocarriles,  4.000  escudos  en 
metálico  y  la  mitad  de  los  muebles  y  ropa  de  toda  clase  de  su  casa  y  de  la 
plata  labrada;  y  á  la  hija  Dofia  F.  38.678  escudos;  y  practicada  en  81  de 
Julio  del  mismo  la  partición  de  los  bienes  dejados  por  dicho  testador,  se 
«^judicaron  á  la  Doña  D.  en  pago  de  su  haber,  ascendente  á  52.231  escu- 
dos, como  primera  partida,  10.000  escudos  en  metálico: 

Resultando  que  por  oficio  del  Subgobemador  del  Banco  de  Espafia 
consta  que  desde  26  de  Noviembre  de  1870  hasta  27  de  Febrero  de  1883  la 
Dofia  D.  tuvo  en  cuatro  depósitos,  constituidos  en  aquella  primera  íecha^ 
en  13  de  Febrero  de  .1871  y  19  de  Abril  y  8  de  Octubre  de  1873,  obligacio- 
nes del  Estado  por  subvenciones  de  ferrocarriles  de  valor  nominal  de 
63.600  pesetas  desde  28  de  Mayo  de  1878  á  11  de  Marzo  de  1886,  obliga- 
ciones de  Aduanas  y  títulos  del  i  por  100  interior  por  valor  de  96.000  pe- 
oetas  nominales;  en  12  de  Febrero  de  1874  tenía  inscritas  en  el  citado  Es- 
tablecimiento 160  acciones  procedentes  de  la  sucesión  de  H.  y  cinco  máa 
en  propiedad,  adquiridas  en  1873  de  D.;  habiendo  correspondido  á  aquellas 
160  en  el  aumento  de  capital  hecho  por  el  Banco  en  1876.  15  que  fueron 
inscritas  en  13  de  Febrero  de  dicha  afio  á  favor  de  la  misma  como  usu- 
fructuaria, no  correspondiendo  ninguna  á  las  cinco  de  libre  disposición 
porque  el  reparto  se  efectuó  á  razón  de  una  por  cada  10;  y  en  el  aumento 
do.  capital  de  1883  se  inscribieron  á  favor  suyo  41  accionjBS,  que  en  pago 
del  segundo  dividendo  correspondieron  en  papel  á  las  166  del  usufructo, 
otra  que  tocó  en  pago  del  mismo  dividendo  á  las  cinco  de  su  propiedad,  y 
41  más  que  suscribió  como  correspondientes  á  las  referidas  166;  registrán- 
dose las  42  primeras  como  de  libre  disposición  y  las  41  restantes  como  in- 
alienables; habiendo  vendido  á  diferentes  personas  las  47  libres  en  21  y  28 
de  Febrero  de  1883  y  23  y  24  de  Junio  de  1884,  y  habiendo  sido  el  tipo  de 
emisión  de  todas  las  acciones  dadas  por  el  Banco,  ya  como  aumento  de  ca- 
pital ó  ya  por  pago  de  dijridendo,  el  de  660  pesetas  por  acción,  equivalen- 
tes fd  precio  de  la  par,  más  el  10  por  100  para  cabrir  el  fondo  de  reserva, 
y  en  cuanto  al  movimiento  de  fondos  de  la  cuenta  corriente  de  la  Dofia  D*, 
consta  que  entregó  en  tres  partidas,  en  11  de  Febrero,  17  de  Julio  de  1874 
y  12  de  Febrero  de  1876, 13.600  pesetas,  que  le  fueron  devueltas;  1.975  en 
9  de  Diciembre  de  1874«  8.260  en  13  de  Febrero  de  1876,  2.000  en  24  de 
Jnnio  de  1878,  y  1.276  en  27  de  Febrero  de  1883: 

Resultando  que  en  25  de  Junio  de  1884,  Dofia  D.,  asistida  de  su  ma- 
rido D.  A.,  con  quien  había  contraído  matrimonio  en  12  de  Febrero 
de  1874,  la  hija  de  aquélla,  Dofia  G.,  conocida  por  K.,  y  D.  O.  otorgaron 
capitulaciones  con  motivo  del  matrimonio  de  éstos,  que  se  celebró  6128, 
y  en  la  que  la  Dofia  D.  entregó  de  su  propio  peculio  al  futuro  esposo^  en 
ooncepto  de  dote  inestimada,  14.349  pesetas  en  muebles,  ropas  y  efectos 
y  5.000  pesetas  más  en  metálico,  ó  sea  en  junto  19.349  pesetas,  constitu- 
yendo además  á  favor  de  su  hija,  y  á  cuenta  de  la  legítima  materna,  dote 
estimada  en  un  capital  de  50.000  pesetas  que  quedaron  en  poder  de  la 
madre,  quien  se  obligó  *á  entregar  á  la  hija  una  renta  anual  de  3.000  pese- 
tas, pagadas  por  semestres  anticipados  desde  aquel  día  hasta  el  en  qu^  le 
entregara  el  expresado  capital,  lo  que  tendría  lugar  dentro  de  los  diez  si- 
gnientes  á  aquel  en  el  cual  quedasen  puestas  á  nombre  y  á  disposición 
de  D.  A,  las  56  acciones  del  Banco  de  España  que  se  detallaban,  perci- 
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biendo  O.  dichos  interesM  oonvenidot,  inctato  los  del  Mgando  «eiiiMtr» 
de  1889,  que  recibió  el  l.<>  de  Jiiüo  de  dicho  nfto;  y  llegado  el  37  de  No 
Tiembre  del  miemo,  como  neceaitara  fondoe,  rogó  á  A.  que  le  adelaotaae 
]ae  1.600  pesetas  del  primer  semestre  de  1890,  teniendo  así  efecto»  y  sus- 
cribiendo el  correspondiente  recibo: 

Resaltando  qae  fallecida  en  esta  corte  en  1886  Dofia  J.,  so  hermano 
D.  A,  solicitó  y  obtuvo,  en  unión  de  otra  hermana,  Ja  declaración  de  here- 
-deros  abintestato  de  aquélla,  cuyo  caudal  consistía  en  6.866  pesetas  87  cén- 
timos, consignadas  en  la  Caja  de  Ahorros,  que  ésta  les  entregó  en  Mayo 
de  dicho  afio,  correspondiendo,  por  tanto,  al  D.  A.  por  esa  herencia  9.442 
pesetas  93  céntimos:    . 

Resultando  que  en  36  de  Diciembre  de  1889  falleció  Dofla  D.  bajo  tes- 
tamento Otorgado  en  16  de  Diciembre  de  1887,  en  cuya  cláusula  1.*  de- 
-eUíTÓ  no  tener  sucesión  de  su  matrimonio;  y.  en  otras  cláusulas,  después 
de  hacer  mención  de  sus  dos  hijas  y  de  la  legitimación  de  las  mismas, 
hizo  varios  legados,  y  entre  ellos  uqo  á  Dofia  G.  de  todas  las  ropas  y  al* 
bajas  de  la  testadora;  por  otra  cláusula  legó  el  quinto  de  todos  sos  bienes 
á  su  esposo  el  D,  A.  durante  la  vida  d^  éste;  por  otra  mejoró  á  su  menoio 
nada  hija  Dofia  G.,  conocida  con  el  nombre  de  K,  en  el  tercio  y  remanente 
del  quinto  de  todos  sus  bienes,  bajo  las  condiciones  de  que  la  mejora  del 
quinto  serla  en  nuda  propiedad  mientras  existiera  el  esposo  de  la  testa- 
dora, á  quien  había  legado  el  usufructo  vitalicio  del  mismo  quinto,  y  des- 
pués del  fallecimiento  del  D.  A.  los  bienes  de  este  legado  pasarían  á  la 
mejorada,  y  tanto  esta  mejora  como  la  del  tercio,  se  entenderían  hechas 
en  usufructo  durante  la  vida  de  aquélla,  quien,  no  obstante,  podría  dis- 
poner por  testamento  libremente  y  en  pleno  dominio  de  los  bienes  de  di- 
chos tercio  y  quinto:  que  ambas  mejoras  se  entenderían  no  hechas  y  que- 
darían sin  efecto,  si  la  mejorada  ó  su  marido  O.  impugnaran  el  testamento 
del  finado  H^  por  otra  cláusula  mandó  que  dichas  mejoras  se  pagaran  á 
Dofia  G.  con  acciones  del  Banco  de  Espafia,  en  cuya  transferencia  ee  con- 
signaran las  expresadas  condicione»;  por  otra  instituyó  por  sus  únicas  y 
nniversales  herederas  á  sus  precitadas  hijas;  y,  finalmente,  nombró  alba- 
ceas  testamentarios,  contadores  y  partidores  de  su  herepcia  á  su  esposo 
el  D.  A*,  á  D.  L.,  á  D.  C.  y  á  D.,  á  todos  mancomunadamente,  confiriendo 
les  amplias  facultades^ara  desempefiar  su  cometido  y  prorrogándoUiS  el 
tiempo  legal  de  su  albaceazgo  por  todo  el  que  necesitaran: 

Resultando  que  Dofia  G.,  y  en  su  nombre  su  marido  D.  O.,  presentó  de- 
manda én  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  .*..,  solicitando 
se  le  asignaran  alimentos  provisionales  como  heredera  de  la  Dofia  D.,  los 
cuales  le  fueron  concedidos  en  cantidad  de  9.000  pesetas  anuales  por  sen 
tencia  de  9  de  Julio  de  1890,  que  quedó  consentida;  Dofia  F.  hiso  igual 
pretensión,  asignándose  6.000  pesetas  por  sentencia  del  Juagado  de  31  de 
Diciembre  del  miemó  afio  1890,  confirmada  por  la  Audiencia  en  37  de 
Abril  de  1891,  y  D.  A.  dedujo  análoga  solicitud,  consignando  en  el  punto 
segundo  de  hecho  de  su  demanda  que  Dofia  D« -aportó  al  matrimonio  di 
ferentes  bienes,  importantes  62.3. ti  escudos  con  100  milésima»,  eonslando 
la  exactitud  de  esa  aportación  de  la  hijuela  formada  á  Dofia  D./en  la  par- 
tición de  bienes  de  D.  H.,  documento  que  obraba  en  noder  de  D.  B.  y  que 
luego  fué  presentado  en  aquellas  actuaciones,  apareciendo  de  teatimosio 
de  las  mismas  que  formaron  parte  de  la  adjudicación  y  pago  hechos  en  di- 
cha liijnela,  4.000  escudos  que  comprendía  la  partida  l.'^del  inventarío 
de  |os  bienes  dejados  por  el  D.  H.,  y  por  sentencia  del  Juagado  de  19  de 
Agosto  de  18^0,  confirmada  por  la  Audiencia  en  14  de  Mayo  de.  1891,  se 
le  asignaron  al  D.  A.  en  el  expresado  concepto  de  alimentos  provisionales 
^.000  pesetas  en  cada  afio: 
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Batnlttmdo  que  en  18  de  Abril  de  1890  loe  caatro  albeceae  nombrados 
por  DoílA  D.  practicaron  privadamente  el  inyei^tarío  y  avalúo  de  los  bie- 
nes qne  había  dejado,  documento  con  el  cual  estavo  conforme  D.  £.,  ma- 
rido de  la  tostadora,  y  en  el  que  se  comprendieron  diferentes  muebles, 
ropas,  alhajas,  libros,  valores  públicos,  efectos  varios  y  de  cochera,  semo- 
vientes, inmuebles  y  créditos,  todo  lo  coal  ascendió  á  la  snma  de  676.661 
pesetas  60  céntimos,  que  con  él  aumento  de  1 9.849,  importe  de  la  dote  en- 
tregada á  Dofia  G.,  se  elevó  á  la  snma  de  694.900  pesetas  y  60  céntimos: 

Besultando  que  muerto  D.  L.,  y  habiendo  surgido  diferencias  entre 
D.  A.  y  los  otros  dos  albácéas  respecto  al  modo  y  forma  de  apreciar  di- 
versas cuestiones  Jurídicas  que  como  supuestos  hablan  de  servir  de  base 
á  la  liquidación  de  la  extinguida  sociedad  conyugal,  determinación  del 
eaudal  hereditario  de  Dofia  D.,  y  su  división  entre  el  viudo  y  sus  hijas  y 
heiréderas,  sin  qne  lograran  llegar  á  un  acuerdo,  los  dos  últimos  atbaceas, 
B.  y  O.,  formalizaron  un  proyecto  de  operaciones  divisorias,  en  las  cuales 
■e  establecía,  entre  otros  sopuestos/qoe  las  19.849  pesetas  de  la  dote  de 
Dofia  F.  era  la  única  cantidad  que  dicha  heredera  había  de  traer  á  cola- 
ción, y  que,  como  aumento  del  inventario,  lo  elevaba  á  la  suma  de  694.900 
Kietas  con  60  céntimos;  que  aun  cuando  al  verificarse  el  matrimonio  de 
fia  D.  con  D.  A.  no  se  otorgaron  capitulaciones  matrimoniales  de  la 
hijuela  formada  á  aquélla  al  fallecimiento  de  D.  H.,  de  las  manifestació 
nes  hechas  por  el  cónyuge  viudo,  y  de  los  antecedentes  suministrados 
por  el  Banco  de  Espafia,  aparecía  que  Dofia  D.  aportó  á  dicho  matrimo- 
nio, entre  otras  cosas,  los  siguientes:  en  metálico  adjudicado  en  aquella 
hijuela,  10.000  pesetas;  otras  600  depositadas  én  cuenta  corriente  en  aquel 
Eetabledmiento;  810.812  pesetas  60  céntimos  en  160  acciones  del  Banco  de 
Espafia,  procedentes  del  legado  de  H.;  cinco  acciones  del  mismo  Banco 
fueron  vendidas  en  27  de  Febrero  de  1883,  prodnciendo  8.300  pesetas 
efectivas;  que  en  virtud  de  la  bonificación  que  en  1876  biso  el  Banco  á 
sns  accionistas,  corresp(mdiéron  á  prorrata  á  Dofia  D.  por  las  160  acciones 
qne  poseía,  16  títulos  inalienables  que  aparecían  inventeriados,  y  como 
éstos  no  tenían  en  el  acto  de  la  adjudicación  más  desembolsos  para  la  so- 
ledad conyugal  que  el  110  por  100,  en  cuyo  pago  admitía  el  Banco  los 
intereses  ó  dividendos  activos  por  las  acciones  poseídas,  y  según  estos 
dividendos  el  costo  de  dichas  acciones  fué  8.260  pesetas,  la  diferencia 
e0tre  esta  suma,  que  por  proceder  de  intereses  tenía  el  carácter  de  ganan- 
cial, y  la  de  31.312  pesetas  60  céntimos,  valor  efectivo  de  esos  títulos  al 
tipo  de  su  ootisación  al  fallecer  Dofia  D.,  diferencia  que  ascendía  á  22.871 
pesetas  60  céntimos,  no  podía  menos  de  considerarse  como  aportación  al 
matximonio,  y  en  el  mismo  caso  se  encontraban  41  acciones  del  propio 
Banco,  procedentes  de  la  suscripción  que  por  aumento  de  capital  abrió 
aquel  Establecimiento  en  28  de  Febrero  de  1883,  ascendiendo  la  diferen- 
cda  á  62.268  pesetas  75'Céntimos;  que  en  1888,  por  virtud  de  la  bonifica- 
ción que  el  Banco  hiso  á  sus  accionistas,  correspondieron  á  Dofia  D.  41 
acciones,  que  fueron  vendidas  durante  el  matrimonio  con  un  beneficio  de 
84.646  pesetas,  las  cuales  constituían  temblón  una  adquisición  á  título  lu- 
crativo, que  debía  ir  al  capítulo  de  aportaciones,  hallándose  en  igual  caso 
otra  acción  del  Banco,  enajenada  con  una  diferencia  de  880  pesetas  entre 
el  valor  de  adquisición  y  el  de  venta,  cantidad  que  había  de  apreciarse 
asimismo  como  aportación  al  matrimonio;  que  ¿  verificarse  éste,  Dofia 
D.  tenía  constitoída  á  Sta  nombre  en  el  Banco  cuatro  depósitos 'de  obliga- 
dones  del  Estado  por  subvenciones  de  ferrocarriles,  que  ascendían  á 
16.000  pesetas,  las  cuales  fueron  canceladas  en  27  de  Febrero  de  1883  por 
haberse  convertido  dichos  títulos  en  Deuda  consolidada  del  4  por  100  in» 
'terior,  que  representaban  66.600  pesetas  nominales,  más  un  residuo  en 
MMO  74  20 
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metálico  de  62  p^iotit  dO  céntimos,  habiéndose  veodido  de  dichos  títatos». 
en  18  de  Hayo  de  1384,  80.000  pesetas,  qae  prodajeron  un  valor  elootíie 
de  18.430  pesetas,  y  en  11  de  Mano  de  1886  otras  35  nosftinales  qoa  pr»- 
dojeron  16.621»  efectivas;  de  soerte  qae,  aon  aceptando  al  efecto  <ii  deter- 
minar la  cnantía  de  la  aportación  por  este  concepto,  el  valor  .en  venta  eo 
cnanto  á  los  títulos  enajenados,  el  de  cotisación  á  la  fecha  del  falleci- 
miento de  la  cansante  respecto  al  título  de  600  pesetas  qi^e  se  oonaenrabn 
y  estaba  inventariado,  y  el  importe  del  residuo  á  metálico  obtenido  en  la. 
conversión,  ascendía  en  junto  dicha  cuantía  á  84.886  pesetas  y  60  cénti- 
mos; que,  por  tanto,  las  aportaciones  de  Dofia  D.,  en  todos  (conceptos,  su- 
mabím  601.674  pesetas  S6  céntimos,  cuya  partida  había  de  ser  baja  en 
primer  término  del  caudal  inventariado,  debiendo  serlo  además  12.109 
pesetea  87  céntimos  á  que  ascendían  las  deudas  contra  la  testamentaria 
y  los  gastos  por  ésta  ocaaionados  hasta  entonces,  importantes  1.204  pese- 
tas 26  céntímoB,  ó  fuese  en  junto  13.818  pesetas  68  céntimos,  quedando 
un  remanente  de  79.922  pesetas  62  céntimos,  qué  había  de  dlstribniíee 
por  mitad  entre  los  cónyuges,  correspondiendo,  por  16  tanto,  á  cada  una 
89.961  peaetas  31  céntimos,  que  conforme  á  los  preceptos  del  nuevo  Có- 
digo, y  teniendo  en  cuenta  que  Dofla  D.  mejoró  á  su  hija  Dofia  G.  en  el 
tercio  de  sus  bienes,  era  indudable  que  la  legítima  de  las  dos  hijas  y  he- 
rederas la  constituía  una  tercera  parte  de  la  herencia,  y  dividida  aqnéUi^ 
en  dos  partes  iguales,  correspondía  á  cada  una  90.270  pesetas  92  céntimos 
en  plena  propiedad,  haber  que  cada  una  acrecentaría  en  29.640  pesefeas  87 
céntimos  al  fallecimiento  del  cónyuge  viudo  usufructuario,  y  además  co* 
rrespondía  á  Dofia  G.  en  concepto  de  mejora  180.641  pesetas  86  céntimos^ 
por  el  legado  del  quinto,  107.122  pesetas  61  céntimos,  y  por  el  de  ropas  y 
alhajas,  6.886  pesetea,  sumando,  por  tanto,  su  haber  414.861  peset«a>7& 
céntimos,  y  el  de  la  otra  heredera  Dofia'  F.  119.811  pesetas  30  céntimos; 
que  el  haber  del  viudo  D.  A.  lo  constituía  su  mitad  de  gananciales  as- 
cendente á  pesetas  89.961  81  céntimos;  que  de  aceptar,  como  los  albaceae 
aceptaban,  la  compatibilidad  de  la  legitima  usufructuaria  que  por  minisr 
terio  de  la  ley  correspondía  al  viudo  con  el  legado  que  también  en  nsor 
fructo  le  biso  su  esposa,  era  forzoso  computar  tanto  el  uno  como  la  otE%. 
id  último  tercio  de  la  herencia  de  libre  disposición,  ya.  porque  los  hijosi 
herederos  no  eran  habidos  del  cónyuge  sobreviviente,  ya  porque  de  im- 
putar al  tercio  destinado  á  mejora  la  legítima  usufructuaría  de  aquél  se 
perjudicarían  notablemente  los  intereses  de  la  mejorada;  y  como  dednd» 
dos  de  dicho  último  tercio  de  la  herencia  el  legado  espedfico  de  ropas  f 
alhajas,  otros  de  carácter  preferente  y  los  gastos  de  funeral  y  entierro,  na 
quedaba  remanente  bastante  á  cubrir  la  legítima  usufructuaria  íntegra  del 
viudo  y  el  legado  del  quinto,  era  forsoso  hacer  la  necesaria  reducción  en 
uno  de  los  dos  conceptos,  siendo  preferible  que  tuviese  lugar  en  la  legí- 
tima usufructuaria,  por  coya  razón  no  podía  ésta  exceder  de  69.080  pessr 
tas,  y  ascendía,  pues,  el  haber  del  viudo  á  206.164  pesetas  66  céntimos, 
pero  bien  entendido  que  de  dicho  haber  solamente  le  correspondían  en 
propiedad  las  89.961  pesetas  31  céntimos  á  que  sscendían  los  gananeia- 
les,  y  tan  sólo  en  usufructo  las  107.122  pesetss  61  céntimos,  Icipado  del 
quinto  que  correspondía  en  propiedad  á  la  heredera  Dofia  G.,  y  las  69*080 
pesetas  74  céntimos  de  la  legítima  usufructuaria  reducida  del  viudo,  la 
cual  á  su  fallecimiento  pertenecía  en  propiedad  á  las  dos  herederas  y  se 
había  de  dividir  por  mitad  entre  ellas,  bigo  cuyos  sopuestos  praotioaron 
la  liquidación  y  adjudicación  de  bienes  á  los  tres  interesados: 

Reraltaudo  que  los  menoionadoa  albaeeas  presentaron  esas  operasie- 
nes  con  escrito  en  que  explicaron  los.  fundamentos  legales  de  aquellos  su» 
puestos  al  Juagado  del ...,  en  donde  radioabaa  las  referidas  demandas  aor 
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bre  aumentos  provisionales;  j  fonnada  piesa  separada  y  puestas  de  mani- 
fiesto las  operaciones,  previos  los  otros  trámites  de  ley,  el  D.  A.  formuló 
9LgrAvio§  y  sefialó  las  omisiones  de  que  en  su  sentir  adolecían,  solicitando 
sé  convocara  á  los  interesados  y  á  los  albaceas  B.  y  C.  á  la  correspondiente 
junta,  celebrada  la  cual  sin  resultado,  se  acordó  dar  al  asunto  la  tramita- 
ción del  Juicio  Ordinario  de  menor  cuantía,  mandando  al  D.  A.  que  formn- 
lai^a  la  correspondiente  demanda,  la  que  presentó  en  17  de  Noviembre  de 
1890,  solicitando  se  declarara:  primero,  que  Dofia  G.,  y  en  su  nombre 
D.  O.,  debía  á  la  masa  hereditaria  las  1.600  pesetas  que  como  renta  de  la 
dote  recibió  en  27  de  Noviembre  de  1889,  coya  suma  se  había  de  conside- 
rar como  aumento  del  caudal  partible;  segundo,  que  las  16.500  pesetas 
qcie  C.  había  percibido  como  frutos  ó  intereses  de  la  dote  de  su  mujer,  co- 
rrespondientes á  los  semestres  de  l.o  de  Julio  de  1884  á  81  de  Diciembre 
de  1889,  eran  imputables  al  caudal  propio  de  Dofia  D.,  y  por  tanto,  debían 
deducirse  de  las  aportaciones  de  aquélla;  tercero,  que  pertenecían  al  cau- 
dal privativo  del  D.  A.  las  2.442  pesetas  98  céntimos  que  heredó  de  su 
hermana  Dofia  J.,  las  cuales  debían  ser  baja  del  caudal  inventariado; 
cuarto,  que  Dofia  D.  no  aportó  al  matrimonio  las  10.000  pesetas  en  metá- 
Ueo  que  como  primera  partida  se  incluían  en  el  quinto  supuesto,  y  no  po 
día,  por  tanto,  considerarse  dicha  suma  como  caudal  privativo  de  aquélla 
ni  bajarse  del  inventariado;  quinto,  que  las  acciones  del  Banco  de  Espafiír 
adquiridas  durante  el  matrimonio  tenían  el  carácter  de  gananciales  v  no 
podían  coneiderarse  en  todo  ni  en  parte  como  privativas  de  la  testadora, 
ni  por  tal  concepto  podía  hacerse  baja  alguna  en  el  caudal  inventariado; 
sexto,  que  el  cónyuge  viudo  tenía  derecho  á  la  mitad  de  la  herencia  en 
usufructo;  y  séptimo,  qne  la  herencia,  de  Dofia  D.  debía  adjudicarse  y  re- 
partirse con  arreglo  al  Código,  y  por  consiguiente,  una  vez  pagada  la  legí- 
tima del  viudo  y  de  las  hijas,  el  remanente  habría  de  distribuirse  propor- 
donalmente  entre  los  legatarios,  y  que  por  el  mérito  de  tales  declaracio- 
nes se  condenara  á  los  contadores  á  que  reformaran  con  arreglo  á  ellas  di- 
chas operÍMsipnes,  y  á  los  herederos  á  estar  y  pasar  por  la  reforma  que  de 
ellas  se  acordara,  con  expresa  imposición  de  costas,  alegando  como  hechos, 
después  de  reconocer  otros  relacionados  anteriormente,  que  en  la  parti- 
ción de  D.  H.  se  adjudicaron  á  Dofia  D.,  62.281  escudos  100  milésimas,  en- 
tre ellos|4.000  en  metálico;  que  desde  81  de  Julio  de  18''0  á  12  de  Febrero 
do  1874,  Dofia  D.,  además  de  sufragar  los  gastos  de  sti  casa,  que  eran  im- 
portantes por  vivir  con  lujo,  compró  107  títulos  de  obligaciones  de  ferro- 
caniles,  y  siguió  dos  pleitos,  para  todos  los  cuales  gastos  no  contaba  con 
otras  rentas  que  la  de  los  bienes  antes  expresados  y  cinco  acciones  del 
Banco  de  Espafia  de  su  exclusivo  patrimonio;  que  el  día  12  de  Febrero 
de  1874  contrajo  matrimonio  con  el  demandante,  y  aunque  ni  antes  ni 
después  otorgaron  capitulaciones  matrimoniales,  era  lo  cierto  que  ella  ha- 
bía aportado  á  la  sociedad  conyugal  600  pesetas;  que  en  ese  día  tenía  en 
sa  cuenta  corriente  con  el  Banco  de  Espafia  las  160  acciones  de  este  Esta- 
blecimiento, que  H.  le  había  legado  en  usufructo,  como  otras  cinco  de  su 
propiedad,  127  obligaciones  del  Estado  por  subTenciones  de  ferrocarriles, 
alhajas  y  plata  labrada  por  valor  de  2.483  pesetas;  muebles,  efectos  y  li- 
liros,  importantes  4.000  pesetas  con  26  céntimos,  y  1.167  en  ropas,  de  to- 
das clases,  y  como*  era  natural  él  aportó  algunas  ropas,  aun  cuando  en 
las  operaciones  divisorias  no  se  le  reconociera  por  tal  concepto  ni  una 
sola  camisa;  y  como  fundamentos  de  derecho  también,  entre  otros,  in- 
vocó la  ley  4 .»,  tít,  4.o,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y  el  art.  1407 
del  Código  dvil,  segi&n  los  cuales  deben  reputarse  gananciales  todos  los 
bienes  del  matrimonio  mientras  no  se  pruebe  qne  pertenecen  privada- 
mente al  marido  ó  á  la  mujer,  en  cuyo  caso  se  encontraban  las  10.000  pe- 
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■etM  en  metálico  que  se  decüi  haber  aportado  al  matrimonio  la  fíoadaí  de 
lo  cual  no  hay  comprobante,  y  el  en  las  particiones  de  H.  practicadas  ea 
1870  se  le  adjudicaron,  de  esto  no  se  podía  inferir  qne  las  conservara  «n 
12  dé  Febrero  de  1874,  siendo  por  el  contrario  nn  hecho  inconcaso  que  en 
ese  periodo  de  tiempo  compró  107  obligaciones  de  ferrocarriles,  qne  anii 
suponiendo  las  adquiriera  al  50  por  100,  le  costaron  107.000  reales,  y  ade- 
m£i  los  dos  pleitos  que  por  aquella  fecha  sostuvo,  necesariamente  le  oca- 
sionaron gastos  de  importancia,  que  agregados  á  las  sumas  fonsosamenta 
empleadas  en  el  sostenimiento  de  la  casa,  coche  y  demás  gastos  domésti- 
cos, que  no  bastaban  á  sufragar  las  rentas  del  capital  legado  por  H.,  ha- 
cían comprender  que  Dofia  D.  tuyo  que  invertir  las  10.000  pesetas,  siendo 
la  prueba  más  concluyente  de  que  no  las  aportó  al  matrimonio  el  hecho 
por  todos  aceptado  de  que  el  día  en  qne  se  celebró  aquél  tenía  en  su  cuenta 
corriente  con  el  Banco  600  pesetas,  y  no  habiendo  aportado  las  10.000  en 
cuestión,  no  podían  considerarse  caudal  privativo  suyo,  ni  bajarse,  por 
tanto,  del  inventariado;  que  según  la  ley  1.%  tít.  4.<>,  libro  10  de  la  Noví- 
sima Recopilación  y  el  art.  1041  del  Código  civil,  las  acciones  del  Banco 
que  existían  debían  considerarse  como  ganaciales,  sin  que  se  pudiera  de- 
dr  qne  Dofia  D.  las  adquirió  á  título  lucrativo  y  merced  al  carácter  do 
accionista  que  ella  peculiarmente  tenía,  pues  en  el  primer  lugar  nada 
importaba  que  la  adquisición  se  hiciera  á  su  nombre,  pues  que  la  ley  pre- 
vé el  caso,  y  lo  que  exige  es  que  la  adquisición  se  haga  por  título  oneroso, 
cosa  que  aquí  no  sucedió,  porque  la  sociedad  conyugal  en  unas  ocssiones 
dejó  de  percibir  los  dividendos  y  en  otras  desembolsó  el  precio,  sin  qoe 
tampoco  el  carácter  de  accionista  de  Dof(a  D.  influyera  para  determinar 
el  concepto  jurídico  de  las  acciones,  problema  por  otra  parte  ya  resuelto 
en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  4  de  Junio  de  1881,  y  como 
en  las  operaciones  se  adoptaba  el  criterio  contrario,  procedía  reformarlas 
en  el  sentido  de  considerar  gananciales  esas  acciones;  que  con  sujeción  «1 
art.'8S7  del  Código  civil,  no  habiendo  dejado  Dofia  D.  ascendientes  ni  des- 
cendientes legítimos,  correspondía  al  viudo  la  mitad  de  una  herenda  en 
usufructo,  por  cuanto  el  derecho  que  las  herederas  pretendían  tener  á  los 
bienes  de  su  madre  no  había  nacido  cuando  se  promulgó  el  Código  civil, 
determinándose  por  tanto  su  derecho  y  el  del  viudo  por  las  disposiciones 
de  aquel  cuerpo  legal,  como  lo  ordena  el  mismo  en  la  duodécima  de  sus 
transitorias,  y  según  aquéllas,  las  hijas  legitimadas  por  concesión  real  no 
tienen  derecho  más  que  á  la  tercera  parte  de  la  herencia;  y  era  por  tanto 
legalmente  necesario  reformar  las  operaciones,  asignando  al  viudo  en  con- 
cepto de  legítima  la  mitad  de  la  herencia  en  usufructo,  y  limitando  el  ha- 
ber de  las  herederas  al  tercio  del  caudal  líquido;  y  que  conforme  á  la  ci- 
tada regla  12  de  las  transitorias,  como  pagando  al  viudo  y  á  las  hijas  la 
legítima  en  la  cuantía  indicada  no  bastaba  el  remanente  para  satisfacer  la 
mejora  y  los  legados,  se  debía  distribuir  propofcionalmente  entre  la  mejo- 
rada y  los  legatarios: 

Besultando  que  los  mencionados  albaceas  B.  y  C.  contestaron  la  de- 
manda pidiendo  se  les  absolviera  de  ella,  declarando  no  haber  lugar  á  es- 
timar los  agravios  en  que  se  fundaba,  imponiendo  las  costas  al  actor  y 
aprobando  el  proyecto  de  operaciones  divisorias,  y  para  el  caso  de  que 
prosperara  alguno  de  los  agravios  y  se  hubiese,  por  tanto,'de  reformar  la  li- 
quidación, se  considerara  como  aportación  de  Dofia  D.  las  6.000  pesetas  que 
en  metálico  recibió  constante  matrimonio,  como  herencia;  alegando  para 
olio,  aparte  de  otros  hechos  que  antes  quedan  expuestos,  que  no  podía 
asentir  á  la  afirmación  de  que  Dofia  D.  adquirió  desde  81  de  Julio  de  1870 
á  12  de  Febrero  de  1874  107  títulos  ú  obligaciones  por  subvenciones  de  fe- 
rrocarriles, pues  no  se  había  encontrado  papel  ni  antecedente  ninguno  qne 
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demofliran  la  fecha  de  adquisición,  tanto  de  eaoa  valorea  como  de  otroa 
propioa  de  Dofia  D.,  cnalea  eran  11  acciones  del  Banco  de  Espafia  qne  tam- 
bién tenia  en  dicha  fecha,  7  aquellos  107  títulos,  según  los  datos  suminis- 
trados por  el  mismo  Banco  á  los  albaceas,  aparecían  depositados  por  ella 
en  15  de  Enero  de  1871.  es  decir,  á  los  cinco  meses  de  entregársele  el  le- 

Sado  de  H.,  circunstancia  que  eyidenciaba  la  inexactitud  del  hecho  de  la 
emanda,  por  cuanto  en  él  se  deda  que  Dofia  D.  no  contaba  para  atender 
á  ana  neceaidades,  gastos  de  pleitos  y  adquisición  de  efectos  públicos  con 
otros  recursos  que  las  rentas  de  los  bienes  legados,  pues  como  ella  no  re- 
cibió en  metálico  más  que  10.000  pesetas  en  la  partición  de  H.  y  las  107 
oblf|(aciones,  y  las  11  acciones  del  Banco  representaban  un  valor  cinco  ó 
seis  veces  mayor  que  dicha  suma,  era  evidente  que,  ó  los  había  adquirido 
antes  de  morir  H.,  ó  si  después,  había  sido  con  recursos  propios  indepen- 
dientes de  los  que  le  fueron  legados,  los  cuales  permanecieron  íntegros, 
como  inalienables;  y  en  cuanto  á  sus  rentas,  era  claro  que  á  los  cinco  me- 
ses escaso  ó  ningún  producto  podía  haber  obtenido  de  ellos;  negando  tam- 
bién que  Dofia  D'.  tuviera  en  aquella  época  grandes  gastos,  pues  los  de  los 
pleitos,  aun  siendo  ciertos,  fueron  coitos  y  duraron  poco,  y  siendo  com- 
pletamente sola,  sus  necesidades,  aun  cubriéndolas  con  holgura,  la  permi- 
tían hacer  abonas;  que  no  era  exacto  que  Dofia  D.  aportara  únicamente 
las  500  pesetas  que  tenía  en  cuenta  corriente  en  el  Banco  y  lo  demás  que 
se  decía,  sino  que  también  aportó  sus  acciones  libres  del  mismo  Banco,  el 
caserío  de  Marrucoena  y  las  10.000  pesetas  legadas  porH.,  aportación  que 
el  demandante  admitió  como  hecho  indiscutible  al  consignar  en  el  segundo 
de  los  de  la  demanda  de  alimentos  provisionales,  que  Dofia  D.  aportó  en 
diferentes  bienes  52.V81  escudos  que  le  fueron  adjudicados,  siendo,  por 
tanto,  inexacto  que  no  haya  comprobante  de  ella;  qne  efectivamente  D.  A. 
faé  al  matarimonio  modestamente  vestido,  pero  de  tales  efectos  se  podía 
considerar  sobradamente  pagado  con  las  ropas,  alhajaa  y  otras  cosas  qtíe 
no  habían  incluido  en  el  inventkrio;  que  á  consecuencia  de  lo  acordado 
en  decreto  de  19  de  Marzo  de  1874,  el  Banco  resolvió  en  los  primeros  me- 
ses de  1875  aumentar  su  capital,  emitiendo  al  efecto  cierto  número  de  ac- 
ciones que  habían  de  ser  suscritas  únicamente  por  sus  accionistas,  y  por 
tanto  Dofia  D.,  y  no  la  sociedad  conyugal,  fué  quien  adquirió,  con  desem- 
bolso de  8.250  pesetas,  15  acciones  en  consideración  á  las  150  que  con  el 
carácter  de  inauenables  había  heredado;  que  en  Febrero  de  1888  decidió 
el  Baneo  hacer  una  nueva  emisión  de  acciones,  la  mitad  de  las  cuales  se 
habían  de  entregar  por  cuenta  de  los  dividendos  del  segundo  semestre 
de  1883,  y  la  otra  mitad  por  suscrición  á  prorrata  entre  los  accionistas,  co- 
rrespondiendo á  Dofia  D.  por  dichos  dividendos  de  las  165  inalienables,  41, 
que  se  suscribieron  como  libres,  y  por  suscrición  otras  41,  que  se  inscri- 
bieron como  inalienables,  y  además  le  correspondió  otra  por  las  cinco  li- 
bres de  su  exclusiva  propiedad,  habiendo  vendido  las  41  primeras  en  28  de 
Juiüo  de  1884,  y  subsistiendo  hoy  las  otras  41;  que  en  27  de  Febrero  de  1883 
vendió  también  cinco  de  las  que  de  su  exclusiva  propiedad  aportó  al  ma- 
trimonio, y  á  los  pocos  días  otra  de  la  misma  procedencia;  que  según  re» 
sultaba  de  las  capitulaciones  matrimoniales  de  Dofia  G.,  el  D.  A.  había  pro- 
curado por  todos  los  medios  que  se  pusieran  á  su  nombre  como  libres  las 
acciones  del  Banco  que,  procedentes  de  aumentos  de  capital,  estaban  ins- 
critss  á  nombre  de  su  esposa  con  el  carácter  de  analienables;  que  durante 
el  matrimonio  de  Dofia  D.  ocurrió  en  1882  el  fallecimiento  de  su  madre,  la 
cual  dejó,  además  de  muebles  y  ropas  por  valor  de  500  pesetas,  otras  4.500 
en  metálico,  que  le  fueron  entregadas,  con  intervención  de  su  marido,  el 
demandante,  por  el  pariente  D.  M.,  hecho  de  que  los  albaceas  prescindie- 
ron, porqne  habiendo  desechado  por  falta  de  prueba  otra  supuesta  aporta- 
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ción  de  18.000  realas  del  demandante,  no  qoiaieron  ^ne  ae  lea  podiecs 
creer  máa  benéyoloa  en  la  Jnitificación  de  partidaa  pertenecientes  á  Dofia 
D.,  j  prefirieron,  qne  desechando  ambaa  aportacionea,  qnedaaen  oompen- 
aadaa;  pero  ahora  qne  D,  A.  consignaba  como  agravio  el  no  haberse  Ja- 
clnldo  laa  8.442  pesetas  qne  decía  habérsele adjndieado  por  hemncia  deán 
hermana,  los  albaceas  hacían  valer  aqnella  aportación  de  Dolía  D.,  y  qne 
tifa  cierto  qne  con  intervención  de  los  herederos  íormalixaron  el  inveaCa- 
rio,  pero  no  qne  aa  importe  ascendiera  á  la  snma  que  decía  el  demandante; 
y  respecto  al  semestre  anticipado  dé  los  intereses  de  la  dote  de  Dofia  G., 
nada  se  dijo  al  albacea  B.  qne  redactó  el  proyecto  de  partición,  pne«  el  re- 
cibo qne  acreditaba  eae  hecho  le  conservó  como  todos  D.  A.,  y  como  fon- 
damentoa  de  derecho  expusieron,  entre  otros,  qne  los  testamentarios  en 
laa  adquisiciones  de  laa  acciones  d^  Banco  habían  distinguido  la  parte 
correspondiente  á  la  sociedad  conyugal,  y  qne  tenía  el  carácter  de  bienes 
gananciales,  de  la  qne  por  ser  una  prima  ó  donación  á  título  gratuito  he- 
cha á  la  aocioniata  Dofia  D.,  conatitnía  una  aportación  al  matrimonio,  qne 
se  había  de  tomar  en  cuenta  para  determinar  el  caudal  privativo  de  aqué- 
lla; y  que  por  virtud  de  la  le^timación,  Dofia  F.  y  Dofia  G.  hablan  adqnl 
rido  la  condición  de  legítimas,  estaban  en  posesión  de  todos  los  derechos 
inherentes  á  ella,  y  habían  oonqnistado  la  capacidad  jurídica  necesaria  qne 
habían  de  ostentar  en  su  día  en  la  sucesión  hereditaria  de  su  madre,  sin 
que  el  Código  las  hubiera  despojado  de  eaos  derechos,  qne  antes  bien  han 
quedado  subsistentes,  según  sus  disposiciones: 

Besultando  qne  D.  £.,  como  marido  de  Dofia  F.,  conteató  también  la 
demanda,  pidiendo  ae  declarara:  primero,  que  Dofia  G.,  y  á  sn  nombre  su 
marido,  debía  á  la  masa  hereditaria  las  1.500  pesetea  que  recibió  en  27  de 
Noviembre  de  1890,  cuya  cantidad  ae  conaiderara  aumento  del  caudal 
partible;  segundo,  qne  luego  que  se  probara  pertenecer  al  caudal  propio 
del  D.  A.  las  3.442  pesetea  92  céntimos  que  heredó  de  su  hermana,  debían 
bajarse  del  caudal  inventariado;  tercer(^  qne  la  legítima  oaufmctuaria  del 
oónyoge  supérstite  se  había  de  sacar  de  la  tercera  parte  de  bienes  destina- 
dos á  mejora  de  bus  hijos,  corrigiendo  en  sn  virtud  el  error  de  hecho  qne 
resultaba  por  no  haberlo  efectuado  aaí  en  la  partición;  cuarto,  qne  se 
dedujeran  del  tercio  de  libre  disposición  los  legadoa  y  el  quinto,  y  paga- 
dos que  fueran,  ae  distribuyera  el  resto  por  iguales  partes  en  plena  pno- 
piedad  entre  las  dos  hijas  de  Dofia  D.,  corrigiendo  así  los  errores  de  hecho 
.que  resultaban  de  la  proyectada  división,  con  arreglo  á  laa  espeeifieaeio 
nes  que  hacía  en  uno  de  aua  fondamentoSi  preria  la  rectificación  de  la 
auma  total  del  caudal  partible  qne  reaultara  de  la  adición  y  deducción  á 
qne  se  referían  otros  de  dichos  fundamentos;  y  quinto,  que  ae  absolviera 
'  4  la  testamentaría  de  todos  los  demás  extremos  de  la  demanda,  aeordando 
qne  los  contadorea  procedieran  á  la  rectificación  de  laa  particiones  en  los 
términos  expuestos: 

Besultando  que  ios  albaceas  al  duplicar  adicionaron  las  pretensiones 
de  su  contestación  i  la  demanda,  con  la  de  qne  se  declarara  qne  la  here- 
dera Dofia  J.  tenía  prestada  conformidad  al  proyecto  de  operacionea  divi- 
sorias, y  no  había,  por  tanto,  lugar  á  estimar  ninguna  de  laa  peüdonee  qne 
hacía  en  su  escrito  de  contestación;  agregando  también  á  los  fundamentos 
de  derecho  la  doctrina  declarada  en  variaa  aentencias,  de  que  nadie  pn^e 
ir  contra  actos  propios  solemnemente  reconocidos,  ni  menos  impugnar  lo 
acordado  y  resuelto  por  providenciaa  judiciales  firmes  y  eonsttitidas: 

Resultando  que  ep  el  trámite  de  pruebas,  entre  otraa  variaa  practicadas 
4  instancia  del  demandante  y  de  los  testamentarios,  á  la  de  éatos  reconodó 
D.  M.  la  firma  de  una  carta  que  fechada  en  Moadragóa  á  30  de  liarso 
de  1890  había  dirigido  á  D.  O.,  diciéndole  que  la  cantidad  qne  ae  encontró 
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rwk  nao  de  lo*  banleí  de  U  finada  tfi,  eetendo  preeentee  á  ea  apertura 
D.  K.  A.  7  el  D.  M.,  no  podía  preciaaTla,  siendo  lo  único  qne  podía  decir 
•<qae  fneron  nnos  18,500  realee  á  19.600  en  oro  y  plata,  de  enya  cantidad  se 
hizo  cargo  K.,  y  qne  aon  cuando  podía  muy  bien  haber  tenido  nna  rela- 
dón  de  los  efectoe  que,  de  procedencia  de  la  tía,  se  entregaron  al  hospital, 
no  la  conservaba  y  no  podía  dar  el  valor  aproximado,  y  lo  único  qne  podía 
•decir  era  qne,  á  en  jnieio  y  al  de  sa  eeposa  y  sn  cufiada  O.,  podrían  valer 
de  2.000  á  2.200  reales;  declarando  también  aquéllas  afirmativamente 
acerca  de  los  extremos  die  haber  recibido  Dofia  D.  al  fallecimiento  de  sa 
-madre  18.600  á  19.600  reales,  y  además  varias  ropas  de  valor  próxima 
mente  de  600  pesetas,  y  de  estar  presente  al  hacerse  cargo  de  ellas  su  es 
poso  el  D.  A.: 

Besnltando  qne  los  albaceas,  después  de  contestar  la  demanda,  presen- 
taron escrito  pidiendo  se  les  proveyera  de  fondos  para  atender  á  los  gastos 
del  juicio,  y  formada  sobre  ello  pieza  separada,  se  accedió  por  el  Juzgado 
á  la  solicitud,  imponiéndoles  la  obligación  de  rendir  cada  tras  meses 
cuenta  justíficada  de  la  inversión,  habiéndole  sido  entregadas  con  este 
ol^eto  ai  Procurador  J>.  Joaquín  Segado  9.000  pesetas  en  tres  partidafi 
ignales,  habiendo  rendido  cuentas  jnstificadav  de  la  inversión  de  las  dos 
primeras^  que  obtuvieron  la  aprobación  del*  Juzgado: 

BesuÚando  que  éste  pronunció  sentencia  en  el  pldto,  declarando: 
primero,  qne  debían  adicionarse  al  inventario  las  1.600  pesetas  del  semes- 
tre adelantado  de  intereses  de  la  dote  que  D.  O.  percibió  en  27  de  Noviem- 
bre de  1389;  segundo,  que  eran  de  abono  á  D.  A.,  como  aportación  hecha 
al  matrimonio,  las  3.442  pesetas  93  céntimos  qne  hubo  por  herenda  de 
su  sobrina  Dofia  P.;  tercero,  que  en  igual  concepto  debían  ser  de  abono  á 
Dofia  D.,  hoy  á  sus  herederos,  las  5.000  pesetas  aportadas  como  herencia 
;ffeei^ida  de  su  madre  Dofia  K.;  cuarto,  qne  eran  baja  del  caudal  inventa 
nado  los  gastos  legítimos  hechos  por  los  albaceas,  tanto  en  este  Juicio 
como  en  sus  incidentes;  quinto,  qne  debían  tenerse  presente  al  liquidar  los 
frutos  de  dicho  caudal  las  cantidades  que  hubieran  percibido  los  interesa- 
dos en  concepto  de  alimentos;  y  sexto,  que  en  todo  lo  demás  <}ebía  apro 
bar  y  aprobaba  las  operaciones  divisorias  de  los  bienes  relictos  al  falleei- 
miento  de  Dofia  D.,  formuladas  por  D.  B.  y  D.  O.  con  el  carácter  de  alba- 
ceas,  contadores  y  partidores  instituidos  por  aquélla  en  su  testdonento, 
suyas  operaciones  se  protocolizarán  oportunamente,  hechas  que  fuesen  en 
ellas  las  rectificaciones  que  quedaban  acordadas;  y  apelada  esta  sentencia 
por  el  demandante  y  tramitada  la  segunda  instancia,  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  ...  dictó  en  11  de  Junio  de  1892  sentencia,  decla- 
rando: primero,  que  debían  adicionarse  al  inventario  las  1.600  pesetas  del 
semestre  anticipado  de  intereses  de  la  dote  que  percibió  D.  C.  en  27  de 
Noviembre  de  1889;  segundo^  que  eran  de  abono  á  D.  A.,  como  aportación 
hecha  al  matrimonio,  las  3.442  pesetas  98  céntimos  que  hubo  por  herencia 
de  sn  sobrina  Dofia  P.;  tercero,  qne  Dofia  D.  no  aportó  al  matrimonio  las 
10.000  pesetas  en  metálico  que  como  quinta  partida  se  incluía  en  el  quinto 
«upuesto  de  las  particiones;  cuarto,  que  todas  las  acciones  del  Banco  de 
Espafia  adquiridas  durante  el  matrimonio  tenían  el  carácter  de  ganancia- 
les; quinto,  que  el  actor  tenía  derecho  á  la  mitad  de  la  herencia  de  su 
consorte  en  usufructo;  sexto,  que  la  herencia  de  Dofia  D.  debía  adjudicarse 
7  repartirse  con  arreglo  al  Oóidigo  civil;  y  condenando,  en  su  consecuen- 
cia, á  los  albaceas  D.  B.  y  D.  O.  á  que  en  et  término  de  treinta  días  refor- 
maran las  operaciones  particionales  de  los  bienes  dejados  por  Dofia  D., 
•con  sujeción  á  las  declaraciones  precedentes,  teniendo  en  cuenta  al  liqui- 
•dar  los  frutos  dsl  caudal,  las  cantidades  entregadas  á  los  partfolpes  por 
'Vía  de  alimentos,  y  una  ves  pagadas  las  legítimas  del  viudo  é  hijas,  pioce- 
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dieran  á  ditfcribair  proporoionalmente  el  renienente  entie  hm  legetarioe,. 
ajottáodoee  á  lo  preecrito  en  loe  ertícalos  938  y  aignlentee  de  le  ley  de 
Enjaiciamiento  civil;  condenando  igoalmente  á  laa  herederaa  <|e  Doña  D. 
á  eetar  y  pasar  por  laa  operadonea  aai  reformadae;  y  ahaolviendo  á  loe 
demandadoa  de  laa  demáe  preteneionee  oontenidaa  en  la  demanda,  ein 
hacer  eapeciai  condena  de  coataa  de  ningana  de  ambas  insianciae,  y  coa- 
firmando la  sentencia  apelada  en  lo  qae  con  ésta  ae  hallare  conforme,  y  en 
lo  que  no,  revocándola: 

Reealtando  que  loa  mendonadadoe  albaceea,  contadores  y  partidores 
D.  B.  y  D.  O.,  interposieron  recurso  de  caaación,  invocando  los  números 
1.0, 8.0  y  7.0  del  art  692  de  la  ley  de  £n]aiciamiento  civil,  por  los  motivos 
siguientes. 

Primero.  En  cuanto  la  sentencia  dando  efecto  retroactivo  á  lo  ártica* 
los  837  y  844  del  Código  civil,  ordena  que  se  repute  á  Dofia  F.  y  Dofia  Q^. 
como  hijas  simplemente  naturales  de  Dofia  D.,  y  se  lee  «signe  como  legí- 
tima, no  loa  dos  tercios  de  la  herencia,  B:no  solamente  la  mitad,  y  la  otm 
mitad  se  asigne  al  cónyuge  viudo,  infringe,  por  no  aplicarlas  al  caao  de 
antoe,  la  ley  4.^,  tít.  16,  Partida  4.^^,  que  dice:  c  Piden  merced  los  omes  á 
Jos  Emperadores  é  á  los  Beyee  en  cuyo  Sefiorio  binen,  que  les  fagan  sus 
fijoa,  que  han  de  barraganas,- legíUmoe.  E  si  caben  su  ruego  ó  los  legiti- 
man, son  dende  adelante  legítimos,  é  han  todas  Jas  honraa  é  los  proce 
que  han  los  fijos  que  nascen  de  caaamiento  derecho»;  la  9>  de  los  mis- 
mos títulos  y  Partida,  según  la  cual:  cA  los  legítimos  nasce  de  la  legiti- 
mación que  se  les  face  muy  grand  pro;  ca  deapués  que  lo  son  por  coal- 
quier  de  las  maneras  sobredichas,  fueras  en  las  que  face  el  Papa,  según 
dise  en  la  VI  ley  ante  deata,  pueden  ser  herederoe  de  todos  los  bienes  de 
BU  padre,  si  los  padres  fijos  legítimos  non  ooiessen»;  el  art.  808  del  G^ 
digo  civil,  que  casigna  como  legitima  á  los  hijos  legítiníos  las  dos  teros- 
ras  partes  de  la  herencia»;  la  disposición  general  de  las  tcansitorias  del 
mismo  Código,  que  ordena  que  das  variaciones  introducidas  por  el  mis- 
mo qne  peijndiquen  derechos  adquiridos,  según  la  legislación  civil  ante- 
rior, no  tendrán  efecto  retroactivo»;  la  reg!a  1.^  de  las  mismas,  conforme  i 
la  que  cae  regirán  por  la  legislación  anterior  al  Código  los  dereehos  na- 
fddos,  según  ella,  de  hechos  realizados  bajo  su  régimen,  awn^ii^  el  Códigú 
lo»  regyU  de  ctro  fnodo  ó  no  los  reconozca»;  y  la  regla  4>  de  las  mismas,, 
que  previene  qne  cías  acciones  y  derechos  nacidos  y  no  ejercitados  antes 
(le  regir  el  Código,  subsistirán  con  la  extensión  y  en  los  términos  qne  les 
reconociera  la  legislación  precedente»;  porque  conaiguiente  á  lo  qne  las 
citadas  leyes  de  Partida  preveían,  al  otorgarse  en  el  afio  1884  á  Dofia  J.  y 
Dofia  G.  la  gracia  de  la  legitimación,  se  les  decía  en  el  Real  despacho:  «Por 
tanto,  he  resuelto  expedir  el  presente  despacho,  poi  el  cual  os  legitimo  y 
08  haqo  legitima^  hábil  y  capas  para  que,  con  sujeción  á  laa  leyes,  podáie 
heredar  y  heredéis  todos  los  bienes,  derechos  y  acciones  que  os  pertenea- 
can  y  puedan  pertenecer  como  iifneraU  hija  halnda  y  prooreada  e»  legiH- 
mo  matrimonio;  pues  para  ello,  usando  de  mi  Real  Autoridíad,  os  alao  y 
quito  todo  defecto  que  por  rasón  de  vuestro  nacimiento  os  pudiera  ser 
puesto  en  cualquiera  manera,  ati  enjuicio  como  fuera  deél^  y  os  instituyo 
en  todos  los  derechos,  franqniciaa  y  prerrogativas  que  pueden  y  deben 
gozar,  según  las  leyes  del  Eeino,  los  hilos  legitimados  por  rescripto  Re- 
gio, cuya  legitimación  mando  sea  guardada  en  todo  y  p<Mr  todos,  no  ob»- 
tante  eualeequiera  ¡cye$  en  contrario»;  y  era,  por  tanto,  evidente  que  por 
virtud  de  tal  título,  y  con  arreglo  á  las  leyes  citadas  en  qne  se  fundó  la 
gracia,  Jas  deshijas  de  Dofia  D.  habían  adquirido  la  condición  de  legítimas, 
estaban  en  posesión  de  todos  los  derechos  inherentes  á  ella,  y  borrado  el 
defecto  de  sa  nacimiento,  habían  oonqoistado  la  capacidad  jorídtca  nece> 
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sarift  que  deUan  ottenter  «n  ni  día  «n  la  racMióii  hereditatia  de  ni  ma- 
dre» aUi  qne  en  eato  le  confunda  los  derechoe  adquiridos  con  loa  íptaros» 
oomo  en  algnnoa  de  loa  íandaraentoa  del  fallo  ae  argnye,  exponiendo  qae 
loa  derechos  snceaorios  se  causan  por  el  fallecimiento,  y  el  de  Dofia  D. 
ocurrió  cuando  ya  estoba  en  vigor  el  Código  eivil,  y,  por  tonto,  con  arre- 
glo á  sus  dispoaieiones  debe  detorminarae  la  legilima  de  snif  hijas;  pues  ni 
en  el  proyecto  de  partición  se  aaigna  á  las  herederaa  en  concepto  de  legí- 
tima porción  hereditaria  mayor  que  la  estoblecida  en  el  art.  808  del  Có- 
dig0|  ni  loa  eontadorss  partidores  niegan  que  los  derechos  hereditarios  ñas- 
can  ó  ae  causen  por  el  hecho  del  fallecimiento,  sino  que  solamente  hacen 
la  distinción  natural  entre  dos  oonoeptos  completamente  diversos*  aunque 
correlativos,  pues  una  ooaa  es  el  derecho  hereditario,  y  otra  bien  distinto 
y  anterior  en  su  generación  jurídica  la  capacidad  del  heredero,  ain  la  cual 
aquel  derecho  no  pnede  hacerse  efectivo;  y  sai  Doito  J.  y  Dofia  G.  no  po- 
dían heredar  á  an  madre  ni  discutir  siquiera  la  importoncia  y  cuantía  de- 
ana  derechos  hereditorios  hasto  que  aquélla  fallecienL  pero  tenían  adqui- 
rida de  antemano  la  condición,  Incapacidad  jurídica  de  hijaa  legítimas,  y 
como  consecuencia  lógica  de  dicha  capacidad,  adquirido  también  el  dere- 
cho Á  heredarla  como  tales  hijaa  legítimas,  siempre  que  no  concurrieran 
hijos  legítimos  á  la  snoesión,  sin  que  esto  capacidad  y  estado  jurídico 
hava  aido  modificado  ni  ellaa  despojadaa  de  loa  derechos  que  en  virtud  de 
la  kigitimacióQ  adquirieron  por  la  publicación  del  Código  civil,  el  cual  ha 
establecido  el  principio  legal,  sancionado  y  reconocido  en  todos  los  Códi* 
>  goa  antiguos  y  modernos,  de  la  no  retroactividad,  y  las  citodas  reglaa  tran- 
sitoriaa,  las  onalea  no  dejan  lugar  á  dudaa  reapecto  á  que  el  Código  no  ha 
deapoiado  á  iaa  hijaa  de  Dofia  D.  de  loa  derechos  y  consideraciones  de  hi- 
jaa iegítimaa  qae  ostentaban  en  la  sucesión  de  su  madre,  y  qoe  forzosa- 
mente habían  debido  servir  para  determinar  la  cuantía  de  su  legítima; 
estando  consignado  por  la  Oomiaión  de  Códigos  al  explicar  é  interpretar 
por  modo  autentico  en  la  exposición  que  precede  á  la  edición  oficial  Iaa 
diaposiciones  del  derecho  en  la  parte  relativa  á  la  aubsistenda  de  loa  ad- 
quiridos, que  la  falta  de  aquel  hecho  generador  del  derecho,  que  puede 
aer  anterior  ó  poaterior  á  la  promulgación  del  Código,  es  la  que  debe  de- 
terminar la  legislación  qoe  ha  de  aplicarse  al  nacido  de  aquel  hecho: 

Segundo.  En  cuanto  en  el  mencionado  fallo  se  dispone  que  el  actor 
D.  A.  tiene  derecho,  oomo  cónyuge  aupérstito,  á  la  mitod  de  la  herencia  en 
oanfructo  de  su  finada  consorte,  infringe,  por  falto  de  aplicación,,  el  ar- 
tículo 884  del  Código  dvil,  según  el  cual,  <el  cónyuge  viudo  sólo  tiene  de- 
recho á  una  cnoto  en  uanfracto  isoal  á  la  que  por  legítima  corresponda  á 
los  descendientes  le^tímos  no  mejorados;  y  por  indebida  aplicación,. 
el  887,  motivo  ésto  íntimamento  relacionado  con  el  precedento,  pues  si 
las  hijaa  de  Dofia  D.  deben  heredar  á  an  madre  como  hijaa  legítimas,  tie- 
0en  derecho  en  tal  supuesto  á  los  dos  tercios  de  la  herencia  oomo  legítima,, 
y-  es  de  todo  punto  imposible  que  al  cónyuge  sobreviviento  se  le  reconoaca 
el  deiecho  á  la  mitad  en  asnfmcto;  de  soerto,  que  de  prevalecer  la  sana 
doctrina  oonaignada  en  el  motivo  anterior,  se  impone  la  aplicación  del 
art  884;  y  oomo  loa  despendientes  de  Dofia  D.  son  dos,  y  una  de  ellas  esta 
mejorada  en  el  tercio  de  la  herencia  de  que  con  tal  objeto  pudo  diaponer 
la  teatadora,  ea  evidente  que  la  cnoto  legitimaria  que  á  cada  una  de  aqué- 
llas corresponde  es  la  sexto  parto  de  la  herencia,  ó  sea  la  mitad  del  tercio 
qne  conatituye  la  legítima  diminuta,  y  por  consecuencia,  otra  st* xto  parto 
en  la  cnoto  que  en  usufructo  corresponde  al  cónyuge  viudo,  que  ea  la  que 
t«B  el  proyecto  de  operacionea  divisoriaa  le  han  asignado  los  partidores,, 
detrayéndola  ó  imputándola  al  último  toido  de  libre  disposición,  con  arre- 
glo al  art.  889  del  Código»  aefialamiento  acerca  del  cual  eatán  conf  ormea  las 
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«entonolM  de  primerm  y  «egniidft  io«teD«l«,  7  V^  tattto,  eanoe  de  k^da 
foerBA  7  es  ademái  «la  taanifleeta  inezaotítad  el  argntaeBte  eonteflAáo  en 
ana  de  laa  cosaideraeidDea  del  faUe,  de  qae  fallecida  DoBa  D.  ba|o  el  im 
perio  del  Código  oítíI,  oen  sajeeióii  á  éale  debe  deddiive  mbve  la  paite 
qae  en  el  preaeate  caso  tíene  el  oÓDyogeaapóratite  eft  la  aooealÓB,  iAñ  qnm 
obste  la  fecba  anterior  de  la  legltlaiaoídB,  paea  en  nada  se  ataca  por  eUo 
al  catado  civil  creado  por  la  misma»,  porqne  es  visto  y  probado  que  loa 
contadores,  al  determinar  en  la  forma  que  lo  hacen  la  eaotananfrnctiuiclA 
del  yiado,  se  han  atenido  estrictamente  al  art  8t4  del  06digo;  y  en  cnanto 
si  al  hacer  aplicación  del  8S7  se  ataca  ó  no  al  estado  dvil  creado  por  la  le< 
gitimación  y  los  derechos  del  mismo  inherentes,  conf  oime  A  la  legislaeite 
anterior,  la  afirmativa  ea  indudable,  toda  tcb  qne  al  reconoce  al  vindo  el 
derecho  al  nsafmcto  de  la  mitad  de  la  herencia,  te  priva  á  laa  hijaa  qne^ 
conforme  al  estado  civil  y  derechos  adquiridos  al  amparo  de  la  legialaei^ii 
precedente,  son  llamadaa  á  la  snoesión  de  •«  madre  como  legitímos  de  loa 
•dos  tercios  qae  con  arreglo  al  Código  oonstltayen  sn  legftinia;  y  ann  en  le 
hipótesis  de  qae  en  esta  lacha  de  opaestoa  intereses  resaltara  verdadero 
antagonismo  entre  los  derechos  de  las  hi}as  y  los  del  cónyuge  viudo 
(lo  cual  no  acontece  aplicando  el  art.  8S4),  la  única  sotooión  es  ciara  y  aeii* 
cilla  si  se  atiende  al  espirita  del  derecho  transitorio  consignado  por  la  Oo> 
misión  de  Códigos  en  la  mencionada  exposición,  en  que,  después  de  aen- 
tar  en  absoluto  el  principio  de  que  no  se  podrá  hacer  novediMl  en  el  ea- 
tado  legal  creado  por  la  legislación  anterior,  y  de  poner,  entre  otros  eiem- 
plos,  el  hijo  adoptado  antes  de  la  promulgación  del  Código,  el  cual,  según 
la  Comisión,  no  pierde  el  derecho  de  heredar  ablntestato  al  padre  adop- 
tante, aunque  el  Código  no  reconosa  tal  derecho  á  lee  adopladoa  deapuée, 
dice:  cPero  si  se  trata  de  un  derecho  nuevo  declarado  por  primera  vea  en 
^1  Código  y  no  reconocido  por  la  legislación  anterior,  deberá  regirse  por 
el  mismo  Código,  aunque  el  hecho  que  le  origine  hubieía  tenido  luger 
bajo  aquella  legislación,  á  mmo$  ^m  perjniiquñ  óírirú  áicre^  ñdpMd^ 
bajo  la  mitma,  porque  en  este  caso  es  más  digno  de  respeto  el  que  va  á  aa- 
frir  el  dafio  que  el  que  va  á  reotbk  un  beneficie  gratuito»;  y  aquí,  como  el 
derecho  nuevo  es  el  d^  cónyuge  viudo,  y  en  la  iorma  que  la  sentencia  re- 
currida dispone  perjudica  notoriamente  los  derechos  adquiridos  al  anoi- 
paro  de  la  legislación  anterior  por  las  hijas  de  la  finada,  de  aer  tenidas 
•como  legitimas,  y  de  en  tal  concepto  percibir  como  legítima,  ségón  el  ar- 
ticulo 808  del  Código,  los  dos  tercios  de  la  herencia  de  su  madre,  el  dere- 
cho nuevo  del  viudo  debe  ceder  en  benefisio  del  antiguo  de  laa  hijaa,  A  fin 
•de  evitar  á  éstas  el  perjuicio  consiguiente;  criterio  estrictamente  lef^l,  el 
qae  se  han  ajustado  los  contadores  en  el  proyecto  de  operaolonea  diviso- 
rias, y  que  es  también  el  que  máa  se  acomoda  á  los  prindpioa  de  moral, 
jastida  y  equidad,  pues  sería  inmoral,  injusto  y  nada  equitativo  que,  tra- 
tándose de  una  herencia  procedente  en  eaai  su  totalidad  del  padre  de  laa 
hijas  y  herederas,  y  de  la  que  era  puramente  usofraetuaria  por  el  teate- 
mento  de  aquél  la  finada,  viniera  el  cónyuge  «upérstlte  (que  resulta  harto 
beneficiado  con  los  ganandales  obtenidos  mediante  los  pingftea  pvoductoe 
del  capital  aportado  por  la  mujer,  con  la  legíüma  usufructuaria  que  el  Có- 
digo le  concede  y  con  el  legado  del  quinto  que  le  ha  hecho  au  esposa),  á 
ebsorber  la  totalidad  de  la  herenda  en  perjuio  de  las  hijaa,  á  laa  cuales 
niogán  vínculo  de  afecto  ni  de  parenteacole  une: 

Tercero.  Ea  cuanto  én  la  eentenoia  se  declara  no  haber  lugar  á  esti- 
mar como  aportaciones  de  Dofia  D.  á  so  matrimonio  con  D.  A.  las  10.800 
pesetas  en  metálico  que  en  tal  concepto  figuran  en  el  proyecto  de  opera- 
ciones divisorias  como  parte  de  la  hijuela  que  ee  le  formó  á  la  muerte  de 
D.  H.,  y  las  6.000  que  noás  tarde  y  constante  matrimonio  hubo  po»  heiee- 
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•iíid0««  madn^M  hm  immtrido  por  la  Sala  ■entenefadora  en  la  «preda- 
cWo  de  ka  pmebaa,  ea  egrror  de  heobo  y  de  derecha,  con  infracción  de 
leu  leyea  1.»  y  4A  tft.  IS;  8.»,  tít  14;  1>,  tít  16,  y  1.»,  tít  18,  todaa  de  la 
Piarada  SAUni  artícoloa  12U,  ISIS,  13S2  y  1244  del  Código  dril,  y  la 
dactrina  eetebledda  en  repetídaa  aentendaa  por  el  Tribanal  Sapremo,  de 
q«e  «adíe  puede  if  válidamente  contra  aotoa  propio*  solemnemente  re- 
conoddoas  p«ea  en  cnanto  á  laa  lO.OOO  peaetas,  k»  contadores  partidores 
las  fignraien  en  el  grape  de  i^rtacionas  hechas  al  matrimonio  por 
]>o0a  D.,  en  rasón  á  qne  así  consta  por  la  hijuela  qne,  como  heredera  de 
Doita  H.,  se  le  lormó  en  la  partidón  de  bienea  de  éste;  hecho  qne  les  con- 
firmó explidtamente  el  muMBO  D.  A.,  ei  cnal  también  lo  confesó  en  el 
primer  pnnto  de  hecho  de  su  demanda,  qne  sn  esposa  aportó  «integro  al 
matrimoi^o  todo  el  haber  qne  ae  le  adjudicó  al  fallecimiento  de  D.  H.,  y 
del  onal  forma  parte  la  referida  cantidad  en  metálico;  y  además,  como 
consentido  por  Us  partes,  quedó  ^ecntoriado  y  pasado  en  autoridad  de 
cosa  juzgada  en  la  sentencia  que  en  los  autos  sobre  alimentos  dictó  el  Jua- 
gado y  confirmó  la  Audiencia,  siendo  arbitraría  y  caprichosa  la  aprecia 
«ióB  hecha  de  .estas  pruebas  oondnyentes  por  la  Sala  sentendadora,  que 
piepdnde  en  absoluto  de  ellas  para  fundarse  en  un  artificio  de  presuncio- 
nes ó  inexactitudes  inadmidbles,  con  arreglo  al  art.  1249  del  Código  dvil, 
«uando  el  hecho  está  eempletunente  acreditado,  no  déndo  ademáa  io- 
Teros&mil  qu^  Dofia  D.,  dnefia  de  una  pingüe  fortuna,  y  con  los  escasos 
gastes  de  au  sda  persona,  tuviera  10.000  pesetas  en  metálico,  y  por  el 
oentrario,  lo  inverosímil  es  que  quien  contaba  eon  tales  recursos  no  tu 
viera  disponible  una  cantidad  de  corta  importancia  relativa,  y  menos  es 
de  piesumir  que  fonosamente  sirviera  aquella  cantidad  paia  adquirir 
otros  eieetos  públicos,  cuando  no  consta  que  se  compraran  en  aquella  £b- 
^ehs^  está  probado  que  Dofia  D.  tenía  fortuna  propia  independiente  de  la 
úp  D*  SL»  y  ka  rentas  de  sus  bienea  le  permitían,  aun  viviendo  desahoga- 
damente, haeer  mayorea  ahorros,  toda  ves  qoe  eon  el  mismo  capital  en  la 
época  de  aa  matdmonio,  neoesayiamente  con  mayerea  gastos,  había  eoo- 
nomisado  más  de  100^000  peaetas,  que  figuran  como  gananciales,  y  por 
tanto  nada  tiene  que  ver  la  aportadón  de  laa  10.000  en  metálico  con  las 
obUgadonee  de  lerrocanrilea  que  también  se  le  adjudicaron  en  la  parti- 
dón de  IX  H.V  y  no  ae  trata  de  figwar  por  doe  conceptos  una  misma  can- 
tidad, como  dice  la  Sala  sentenckdora;  y  respecto  á  las  6.000  pesetas  que 
Dofia  D.  vecU>ió  constante  matrimonio  por  harenda  de  sn  madre,  oonsta 
el  hseho,  no  por  un  solo  testigo,  como  expresa  la  misma  Sala,  «no  por 
Jas  explidtas  y  eonteates  manifestadones  dki  tres  (de  mayor  excepdón  en 
este  eaao,  pues  predsamente  por  aer  allegados  á  la  familia  intervinieron 
en  aquel  aeto),  y  loa  cuales,  adenoáa  de  afirmar  qoe  Dofia  D.  redbió  laa 
1^.000  pesetas  al  fallecer  aa  madre,  detallan  la  dase  de  monedas  y  efectos 
«n  que  eonsistian,  y  dan  también  fe  de  que  dicha  entrega  se  verificó  á 
preáenda  de  D.  A^  quien  por  su  parte  no  ha  aduddo  prueba  en  oontiario; 
no  siendo  de  apreciar  las  eoBdderadones  de  la  sentencia  acerca  de  que 
los  albaoeaa  no  han  formnlado  reeonvendón  de  que  en  eae  punto  quedó 
firme  la  aentenda  apelada,  por  no  haberse  adherido  á  la  apeladón  Dofia  J., 
ni  de  que  los  mismos  dbaeeas  no  estimaron  dicha  aportadón  coando  no 
la  induyeroa  como  tal  en  el  proyecto  de  operadones  divisorias,  pues  res- 
pecto de  la  reeonvendón,  los  albaeeas  no  tenían  que  formularla  contra  el 
desBaodante,  que  no  es  el  llamado  á  deterininar  laa  aportadones  de 
Dofia  D.;  pero  en  cambio,  eomo  contadorea  partídorea,  no  ya  al  contestar 
la  deeaan<U,  sino  mucho  antes  de  promoverse  este  juido,  al  presentar  al 
Jqagado  dichas  operadones^  coidaron  de  condgnar  en  el  escrito  á  que  las 
aoontpafiaban  que  tenían  noticia  de  tal  aportadón,  y  que  d  no  la  figura- 
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ban  del  mifioo  modo  que  pmciiidíaii  do  Im  do  8.413  pooeteo  qiio  oo  dacfa 
hecha  on  igaol  coBceplo  por- el  edoyoge  ▼iadOy.or»  povqiie  no  oetaboaplo* 
sámente  jnetíficadas,  pero  deede  Á  momento  en  qoe  D.  A.  pretendte  ha- 
cer valer  la  legenda,  elloa  hadan  manifeataelón  de  U  primen  para  evi- 
tar perjaioios  á  loe  herederoa  y  en  deeoargo  de  an  reepoBMbiUoad  eomo 
tale»  contadorea  partidoree;  j  ee  riato  que  deede  aquel  momento  el  eati- 
marla  ó  no,  depende  de  laa  proebaa  practicadaa,  j  md  como  oe  ha  man- 
dado Indair  la  pretendida  por  D.  A.,  por  habeiee  joatlfloado  en  eziatenela^ 
no  hay  raaón  para  dejar  de  hacer  lo  propio  con  la  Dofia  D.,  coya  certeM 
eetá  probada  por  el  dicho  de  teatigoe,  oomo  qaeda  expreaado,  donde,  por 
último,  de  eztrafiar  la  palmaria  contradiedón  en  qne  en  eeto  ineone  la 
Sala  aentendadora,  qne  dice  qoe  en  eete  ponto  la  eentencia  de  primera 
instancia  ea  firme  por  no  haberae  adherido  nadie  á  la  apeladón,  y  como 
esa  sentenda  reconoce  á  favor  de  la  Dofia  D.  la  repelida  aportación  de  laa 
6.Ó00  pesetas,  de  aqni  qne,  á  ser  lógicoe,  no  ee  puede  rechaiar  ea  U  ae- 
llanda  instancia: 

Onarto.  Al  disponer  qne  el  totd  valor  de  laa  aecionea  dd  Banco  de 
Espafia  adquiridas  por  Dofia  D«,  constante  matrimonio,  á  virtod  de  la  bo- 
nificadón  de  aumentar  su  capitd,  hecha  por  aquel  Eatabledmienfio  á  eos 
acdoniataa,  debe  reputarse  oomobienea  isanandalea  correspondientea  de 
por  mitad  á  ambos  cónyuges,  la  sentencia  recunida  infringe  la  ley  1.*  tí- 
tulo 4.<»,  libro  10  de  la  Novísima  Becopiladón,  que  eetablooec  cToda  cosa 
que  el  marido  y  la  mugar  ganaren  catando  de  ooneano,  háyanlo  amboe  por 
medio;  y  d  fuere  donadlo  de  Bej  ó  de  otri  y  lo  diere  á  amboe  háyanío 
marido  y  muger;  y  tilo  diere  aluno,  káyalo  ooioaqudé  ^mm  lo  ütre»;  la 
ley  6>  de  los  mismos  título,  libro  y  Oódigo,  que  dice:  «...  mando  y  ordeno 
qne  todos  y  cualeaquiera  bienee  caatreneee  y  oflcioe  de  Bery  y  donadlos 
de  loa  qne  fueron  ganados  y  mejoradoa  y  habidos  dorante  el  matrimonio 
entre  marido  y  mugw,por  el  uno  de  dloe,  f  ue  $ean  y  finquen  de  a^uel  que 
loe  hvíbo  ganado,  em  que  el  otro  haya  parte  de  ettoi»;  y  la  regla  2.»  (luego 
dice  8.*)  del  art.  1896  dd  Oódigo  dvil,  que  declara  bienee  parafémalea  loa 
que  el  cónyuge  adquiere  por  derecho  de  retracto;  toda  vea  que  acordado 
por  el  Banco  de  Espafia  que  la  suacrídón  de  laa  nuevaa  acdonea  no  fuera 
pública  Bino  limitada  á  loa  tenedores  de  las  antiguas,  y  habiendo  sefldado 
un  predo  de  adquisidón  de  110  ñor  100,  muy  inferior  d  de  800  ó  máa  que 
era  d  efectivo  de  las  miomas  en  Ja  plan,  para  contener  en  eierloe  Ifmitea 
la  baja  y  ademáa  compenaar,  según  era  jnato,  á  aus  acdoniataa  de  la  pér- 
dida que  sufrían,  como  aclámente  loa  acdoniataa  habían  podido  optar  á 
los  beneficios  de  la  operación,  y  la  donadón  de  éatoa  ae  había  efectoado 
en  el  momento  miamo  de  haceíae  la  emidón,  loa  dbaceaa  diatinguieron 
en  el  vdor  de  dichaa  aecionea  doa  coaaa,  A  au  Juicio  perfectamente  diatin- 
taa  por  au  origen  y  por  bus  efectos  en  la  eodedad  conyugal:  la  una  el  cos- 
te, predo  ó  vdor  de  desembolao,  aaoendente  al  110  por  100  que  Dofia  D, 
tomó  del  acervo  común,  y  cuya  reatítudón  debe  hacer  á  la  aodedad  coa- 
yugal  para  lo  cual  tiene  el  carácter  de  bienee  ganandalee,  y  como  tal  lo 
estimaron  en  la  partidón;  y  otra  coaa  la  prima,  bonificación  ó  aumento 
qne  el  Banco  hiao  á  Dofia  D.  por  su  calidad  de  acdoniata,  y  qne  conatitnyó 
una  verdadera  aooedón,  incremento  ó  mejora  de  laa  primena  acdonea  qoe 
como  usufructuaría  poBOÍa,  por  cuanto  la  opción  A  partídpar  dd  aumoito 
de  capital,  con  todaa  ana  oonaecuendaa,  fué  un  derecho  peraonalíaimo,  un 
atributo  propio  del  dominio  de  laa  primitivaB  acdonea,  por  lo  cual  eaa  ad- 
quidción  á  título  puramente  gratuito  no  puede  menoa  de  reptítarae  como 
aportadón  matrimonial  de  Dofia  D.,  comprobAudoae  que  fué  pereonaliamo 
el  derecho  de  adquirir  eaaa  acdonea,  por  d  hecho  de  que  d  Banco  laa  ins* 
críbió  á  nombre  de  aquélla  con  d  mismo  oarActer  de  inalienablea  que  te- 
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nían  \bm  aatigOM  de  que  era  nsiif  raetaaria,  y  corrobor&ndolo  también  la 
condición  impoitantítima  detonninada  por  ei  mismo  Banco  en  otras  emi- 
•iones,  de  qne  si  algún  aodoídsta  no  se  soscríbía  ó  interesaba  en  la  opera- 
ción, las  acciones  correspondientes  al  mismo  se  sabastarían,  y  de  sn  pro- 
docto  el  Banco  s61o  percibida  el  110  por  100,  tipo  de  la  emisión,  y  el  so- 
brante ó  sobrepredo  serla  adjudicado  al  accionista,  cesión  qne  no  íaé  obra 
áel  capricho  de  la  especulación,  sino  qne,  cemo  va  indicado,  se  subordinó 
á  la  raaón  suprema,  que  el  Banco  por  su  propio  interés  no  podía  desaten- 
der, de  indemniaar  á  sos  accionistas  de  la  pérdida  cierta  y  positiya  que  la 
emisión  de  las  nueras  acciones  producía  á  las  antiguas;  factor  éste  tan 
importante  para  jusgar  de  la  naturaleza  y.  efectos  de  la  adquisición  hecha 
por  la  accionista  Dolía  D.,  que  aun  prescindiendo  del  aspecto  puramente 
legal,  en  el  que  no  ofrecen  duda  la  inteligencia  y  aplicación  de  las  dispo- 
siciones citadas  como  infringidas,  y  atendiendo  únicamente  á  los  más  ele- 
mentales principios  de  josticia  y  equidad,  se  resuelve  la  cuestión  en  idén 
tieo  sentido,  porque  si  id  poco  tiempo  de  verificarse  aquella  operación  hu- 
biera fallecido  Dolía  D.  7  se  hubiera  hecho  necesaria  la  liquidación  de  la 
«odedad  conyugal,  en  el  supuesto  de  tener  el  carácter  de  gananciales  la 
bonificadón  obtenida  por  las  nuevas  acdones,  resultaría  que  el  cónyuge 
sobreviviente  se  habría  enriqueddo  á  expensas  de  la  pérdida  cierta  y  po- 
sitiva experimentada  por  so  consorte  en  su  capital  representado  por  las 
antiguas  acdones,  lo  cual  sería  absurdo,  irritante  é  injusto,  dn  que  quepa 
argttir,  como  lo  hace  en  uno  de  sus  fundamentos  la  Sala  sentenciadora, 
para  dar  el  carácter  de  frutos  industriales  á  esos  beneficios  obtenidos  en 
las  acdones  nuevas,  que  fueron  eventuales  y  dependientes  de  las  oscila- 
ciones del  mercado,  ni  tampoco  que  los  dueftos  en  nuda  propiedad  de  las 
acdones  usufructuadas  por  Dofia  D.  pudieron  hacer  suyos  esos  benefidos, 
interesándose  la  operación;  porque  en  cuanto  á  lo  primero,  es  completa- 
mente inexacto  que  la  bonificación  dependiera  de  eventualidades  y  osci- 
laciones en  que  influyesen  la  oferta  y  la  demanda,  pues  que  se  realizó  en 
momento  mismo  de  la  emidón,  y  por  tanto  antes  á^  ser  laucadas  al  mer- 
cado las  acdones;  y  en  cnanto  á  lo  segundo,  como  una  de  las  propietarias 
de  las  acdones  usufructuadas  por  Dofia  D.  es  su  hija  Dofia  G.,  que  á  la 
sacón  menor  de  edad  no  tMila  personalidad  para  ejecutar  actos  de  esa  na- 
toraleza,  al  realizarlo  sn  madre,  representante  legítima  de  sus  derechos  y 
acdones,  lo  hizo  en  interés  exclusivo  de  sus  hijos;  por  todo  lo  cual,  y  no 
habiendo  en  el  Código  civil  precepto  expreso  para  el  caso,  los  albaceas. 
atendiendo  al  espíritu  de  aquél  y  encontrando  grande  semejansa  entre  el 
derecho  exdudvo  y  personalídmo  del  acdonista  i  recabar  para  sí  las  nue- 
vas acdones,  y  el  correspondiente  al  que  puede  retraer  una  finca,  puesto 
que  ambos  son  una  preferencia  para  adquirir  determinados  bienes  por  ra- 
aón de  un  título  anterior,  hicieron  aplicación  de  la  regla  8.^  del  art.  1896 
de  dicho  Oódigo,  y  estimaron  aportación  de  la  Dofia  D.  al  matrimonio  la 
bonificación  que  el  Banco  le  hizo,  como  habria  sucedido  si  teniendo  uno 
de  los  cónyuges  derecho  á  retraer  una  finca  y  por  carecer  de  recursos  pro- 
pios la  hubiese  adquirido  eon  los  de  la  sociedad  conyugal,  en  cuyo  caso 
no  podría  caber  duda  de  que  el  cónyuge  que  hubiera  ejercitado  el  retracto 
habría  ddo  el  duefio  de  la  finca,  reintegrando  á  la  sodedad  conyugal  del 
antidpo  que  le  hubiese  hecho,  pero  cediendo  en  beneficio  suyo  exclusivo 
el  mayor  valor  de  aquélla;  y  aunque  es  cierto  que  de  las  82  acciones  nue- 
vas adquiridas  por  Dofia  D»,  la  mitad  solamente  lo  fueron  por  susoridón, 
y  las  otras  41  en  pago  de  dividendos,  la  diferencia  por  esta  circunstancia 
es  más  aparente  que  real,  porque  los  dividendos  ó  intereses  de  las  accio- 
nes no  consistieron  en  ana:  cantidad  indeterminada  é  incierta,  dno  líquida 
7  conocida,  poes  el  Banco,.oomo  hacen  todas  las  Sodedades  de  su  clase» 
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al  eonoow  por  el  resaltado  de  su  baluiee  lat  iitilktedes  obtenidM  en  él 
«fio,  acordó  repartir  Qn  dividendo  de  60  peeeCae  por  aedóii,  y  eomo  para 
pagarlo  entregó  laa  nnevaa  aceionee  qne  íuerott  neoeeaiiaa,  per  el  tipo  de 
lio  por  100,  mnj  inferior  á  su  Talor  efeetivo,  el  acdonlita  percibid  ana 
cantidad  macho  mayor  qae  la  que  á  títalo  y  en  concepto  de  intereaea  de- 
bió percibir,  aamento  qoe  obtayo  como  bonificación  ó  eeeión  A  títalo  gra- 
cioso, del  propio  modo  qae  en  el  otro  gmpo,  y  ha  de  ceder  por  tanto  en 
beneficio  ezdosivo  del  accionista  y  no  de  la  sociedad  conyagal,  A  qae  taxar 
tivamente  correspondieron  los  Intereses  ó  dividendos,  como  íratos  de  laa 
acciones,  siendo  inaplicables  las  sentencias  de  4  de  Junio  de  1881  y  9  de 
Noviraabre  de  1891,  citadas  en  la  sentencia  reoarrida;  la  primera,  porque 
sa  caso  no  tiene  analogía  con  el  de  aatos;  y  la  ssgahda,  porqae  aunqae  éí 
eoyo  tiene  algana,  se  refiere  á  disposiciones  hoy  derogadas  por  el  nuevo 
Código  civil,  cuyas  prescripciones,  en  cuanto  al  concepto  de  gaDaD<ñaIea 
qae  se  debate,  son  más  amplias  y  terminantes,  y  no  paeden  ser  interpre- 
tadas por  la  doctrina  sentada  en  ese  fallo,  que  ademas,  por  ser  único,  no 
constitaye  jurisprudencia;  padióndosele  oponer  en  todo  caso  la  doctrina 
consignada  eñ  la  sentencia  de  18  de  Octubre  de  1890,  que  es  la  misma  que 
vienen  sosteniendo  los  recurrentes: 

Y  qainto.  Al  revocar  la  sentencia  recunida  la  de  primera  instancie  en 
todo  lo  que  no  estuviere  conforme  con  ella,  y  por  tanto  implícitamente  en 
el  extremo  de  qae  los  gastos  y  costas  ocasionados  en  este  litigio,  oome 
cansados  en  interés  común  de  la  herencia  deben  aer  baja  del  caudal  faere- 
ditario,  incurre  en  el  motivo  de  casación  seltalado  con  el  núm.  8.^  en  el 
art  1692  de  la  ley  de  £njuieiamiento  civil,  infringiendo  el  att.  869  de  la 
misma  ley,  que  prescribe  que  las  sentencias  ha»  de  ssr  congraenteo,  no 
sólo  con  las  demandas,  sino  también  con  laa  demás  prelenslonea  dedoei- 
das  oportunamente  en  el  pleito,  y  han  de  haesr  ias  dedaradones  qoe  las 
cuestiones  ó  pantos  litigiosos  exigen;  y  el  art  1004  del  Código  dvil,  que 
declara  deben  ser  baja  del  caudal  heiéditario  los  gastos  hechos  en  interés 
común,  toda  ves  qne  demandados  por  d  viado  D.  A.,  los  albaceas  conta- 
dores entendieron  que  al  obrar  en  repiesentadón  de  la  testamentwia  y 
como  mandatarios,  los  gastos  que  en  el  litigio  se  ocadonaran  lo  eran  en  in- 
terés común  de  aqaélla  y  habían  de  constitair  en  su  día  una  baja  del  caudal 
hereditario,  con  arreglo  d  dtado  articulo  dd  Código  dvil,  y  luego  que 
por  la  contestación  á  la  demanda  quedó  formdiíada  la  litis,  pidieron,  no 
en  demanda  incidental,  dno  en  los  aatos  prindpdes.  aunque  para  no  in- 
voiacrar  cuestiones  se  formó  pieza  separada,  que  se  las  proveyera  de  los 
fondos  indispensables  para  los  gastos  del  juido,  y  d  Jusgado  ad  lo  acor- 
dó, rindiendo  aquéllos  cuenta,  que  fué  aprobada  sin  reparo,  y  d  fallar  d 
pldto  prindpal  del  que  constituye  un  ramo  la  piesa  de  providón  de  fon- 
dos, el  Jusgado,  comprendiendo  que  td  cuestión  era  inherente,  accesoria 
y  esendalísima  para  qne  los  contadores  paitidores  pudieran  rectificar  la 
partidón  sin  obstáculos  ni  entorpedmientos,  declaró  en  la  sesteada  que 
debían  ser  baja  del  caudal  hereditario  los  gastos  legítimos  hechos  por  los 
albaoeas,  tanto  en  d  juido  prindpd  como  en  sos  incidencias;  pronuncia- 
miento que  implícitamente  revoca  la  sentenda  rsourrida,  fundada  en  que 
no  se  puede  resolver  en  cnanto  á  esos  gastos  de  infringir  el  art.  359,  por- 
qae la  pretendón  á  ellos  referente  no  se  dedujo  oportunamente,  caando 
no  siendo  dicha  cuestión  anterior  á  la  demanda  sino  posterior,  derivada 
del  pleito  mismo,  no  pudo  comprenderse  en  aquélli^  ni  aun  sargir  hasta 
que  con  la  oontestadón  quedó  fosmalixada  la'  litis,  y  estando  íntimamente 
ligada  A  los  prindpdes  por  tratarse  de  gastos  hechos  en  d  pleito,  debió  la 
sentenda  resdverla,  y  d  no  hacerlo,  no  sólo  infringe  el  art  869  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  dvü,  dno  qne  hace  impodble  d  eumpttmiento  dd  fdlo, 
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poniae  «1 9I  importe  dt  moi  gastos  no  se  poede  exigir  al  demandante  qne 
DO  ha  «ido  condenado  en  coata%  ni  á  Dofia  J.  por  idéntica  razón,  ni  á 
DofiaG.,  que  no  te  ha  personado  ni  sido  parte,  en  los  antos,  y  tampoco 
han  de  pagarlos  de  sa  bolsillo,  los  albaceas  á  quienes  personalmente  no 
afecta  el  litigio»  en  al  qne  se  han  yisto  comprometidos  como  demandados, 
y  que,  por  el  contrario,  tienen^  según  el  art.  908  del  Código  civil,  el  dere- 
cho de  cobrar  lo  que  les  corresponda  por  los  trabajos  de  partición  ú  otros 
íácnltativos,  como  esos  ^tos  han  disminuido  el  caudal  inventariado,  no 
poeden  los  contadores,  sm  hacer  la  oportuna  baja,  determinar  el  caudal 
real  y  efectivo,  ni  por  tanto  la  participación  que  en  él  corresponde  á  cada 
heredero,  ni  menos  adjudicar  bienes  que  ya  no  existen;  siendo  tanto  máa 
extrafio  que  la  Sala  sentenciadora  haya  apreciado  como  incongruencia  el 
qne  en  la  sentencia  del  Juagado  se  hiciera  una  declaración  que  exigen  de 
consuno  la  índole  del  pleito  y  el  carácter  y  representación  qne  los  deman- 
dados ostentan,  cuando  no  sólo  no  ha  juzgado  de  idéntica  manera,  sino 
que,  por  el  contrario,  ha  confirmado  la  declaración  del  fallo  de  primera 
instancia  relativa  al  prorrateo  ó  liquidación  de  los  frutos  de  la  herencia 
en  relación  con  los  alimentos  entregados  á  los  herederos,  no  obstante  que 
tal  cuestión  no  se  planteó  en  la  demanda  ni  se  ha  discutido  en  el  pleito  y 
además  estaba  resuelta,  ni  los  incidentes  que  por  separado  é  independien- 
temente de  la  demanda  principal  se  promovieron  con  tal  objeto,  y,  por 
tanto,  no  ya  de  incongruente  si  que  también  de  totalmente  innecesaria 
podría  caUfioaxae  esa  declaración  que  los  albaceas^  sin  embargo,  acatan  y 
entienden  ser  tan  procedente  como  la  del  Juzgado  respecto  de  los  gastos 
del  pleito,  y  como  todas  cuantas  conduzcan  á  facilitar  el  cumplimiento  de 
sn  misión  de  rectificar  las  operaciones  divisorias,  sin  que,  por  último, 
quepa  objetar  que  al  resolver  del  modo  que  lo  ha  hecho  la  Sala  sentencia- 
doia,  no  se  prejuzga  la  cuestión  de  esos  gastos,  ni  por  consiguiente  se  in- 
fringe el  artícnlo  del  Código  citado,  pues  se  crea  la  necesidad  de  nn  nuevo 
pleito  qne  los  litigantes  y  también  los  Tribunales  tienen  el  deber  de  evi- 
tar, y.  se  evita  oon  la  declaración  hedía  por  el  Juzgado,  sin  la  cual  ha  de 
venir  forzosamente,  porque  los  albaceas  contadores  no  pueden  realizar  la 
partición  sin  que  previamente  se  declare  aquella  baja,  y  ante  tal  evento 
declinan  toda  responsabilidad,  por  cuanto  por  medio  de  este  recurso  utili- 
san  el  único  qne  tienen  para  evitarlo. 

Viato,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassus: 
Considerando,  en  cuanto  á  los  dos  primeros  motivos  del  recurso,  qne 
legitimadas  en  1884  las  hijas  de  Dofia  D.,  Dofia  J.  y  Dofia  G.  por  autoriza- 
ción ó  rescripto  Real,  adquirieran,  según  las  leyes  4.*  y  9.a,  tit.  16  de  la 
Partida  4.^  la  plenitud  de  los  derechos  de  la  legitimación^  y  entre  ellos  el 
de  gozar  en  la  sucesión  de  sn  madre,  cuando  no  concurrieran  con  otroa 
descendientes  legítimos,  de  los  mismos  derechos  qne  éstos,  <;nal  si  hubie- 
ran sidos  habidos  de  legítimo  matrimonio,  cuyos  derechos  se  desconocen 
en  la  sentencia  recurrida  al  repotar  á  las  hijas  como  simplemente  naturales 
para  los  efectos  de  la  sucesión,  confundiendo  erróneamente  los  derechos 
hereditarios  que  en  relación  ala  cuantía  de  la  herencia  nacieron  con  la 
muerte  de  la  testadora  ocurrida  bajo  el  régimen  legal  establecido  por  el 
Código  civil,  con  la  coadidón  y  capacidad  jurídicas  que  en  orden  á  la  fa- 
milia y  por  virtud  de  la  legitimadón  habían  adquirido  en  toda  su  inte- 
gridad al  amparo  de  ana  legisladón  preexistente: 

Conskierando  que  para  el  ejerdcio  de  tales  derechos  no  obstan  en  el 
presente  caso  las  prescripdones  contenidas  en  los  artículos  844  y  887  del 
expresado  Código  dvil,  según  los  cuales  los  hijos  legitimados  por  autori- 
aación  Beal  están  equiparados,  en  cuanto  á  su  legítima,  á  los  hijos  natura- 
les» i|efialaado  al  cónyuge  viudo  cuando  concurre  con  ellos  á  la  sucesión 
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una  cnota  nfliifrtictaaria  de  la  mitad  de  la  hereficia  del  edufage  premver- 
to;  paes  aparte  de  qne  la  aplicación  de  estas  disposiciones  derogatorias 
de  la  antigua  legislación  respecto  al  derecho  hereditario  de  los  hijos  legi- 
timados, implicarían  el  desconocimiento  de  la  condición  7  capacidad  Jurí- 
dicas que  tenían  las  hijas  de  Dofia  D.  para  suoederle  como  si  fueran 
habidas  de  legítimo  matrimonio,  según  lo  dispuesto  en  las  leyes  de  Para- 
da antes  citadas,  no  podían  tener  para  este  objeto  yirtualidad  7  efecto 
retroactivo,  conforme  á  la  regla  general,  7  las  primera  7  cuarta  de  las  dis- 
posiciones transitorias  del  mencionado  cuerpo  legal,  porque  el  hecho  ge- 
nerador del  derecho  que  aquellas  herederas  ostentan  se  realisó  con  la  le- 
gitimación que  su  derecho  á  la  condición  de  hijos  legítimos  aiiranea  de  ta 
legislación  precedente  al  Código  novísimo  7  los  queéste  declara  por  primera 
vez  á  favor  del  cónyuge  superviviente  en  concurrencia  á  la  sucesión  eon 
los  hijos  naturalss,  legitimados  ó  legítimos,  sólo  son  estimables  en  cnaa- 
to  no  perjudican  otro  derecho  iegítimam«ite  adquirido  por  le7es  ante- 
riores: 

Considerando  que  por  tales  fundamentos,  al  declarar  la  sentencia  re- 
clamada que  D.  A.  tiene  derecho  como  cón7uge  sunérstite  al  usufructo  de 
la  mitad  de  la  herencia  de  su  finada  consorte,  cuando  concurre  á  la  soce- 
sión  con  las  hijas  de  ésta  que  tenía  adquirida  anteriormente  la  capacidad 
jurídica  7  la  condición  de  hijas  legítimas,  infringe  por  aplicación  indebi- 
da los  artículos  837  7  844  del  Código  civil,  y  por  no  haberlos  aplicado, 
los  artículos  808,  884  7  839  del  mismo  cuerpo  legal,  las  reglas  1>  7  4>  de 
sus  disposiciones  transitorias,  7  las  le7es  4>  7  9>,  tít.  15,  de  la  Par- 
tida 4>: 

Considerando,  respecto  al  tercer  motivo  del  recurso,  que  la  Sala  sen- 
tenciadora incurrió  también  en  error  de  hecho  7  de  derecho  en  la  apreckt- 
eión  de  las  pruebas,  declarando  que  no  había  lugar  á  estimar  oomo  apor- 
tación de  Dofia  D.  á  su  matrimonio  con  D.  A.  las  10.000  pesetas  en  metá- 
lico que  figuran  como  parte  de  la  hijuela  que  se  le  formó  á  la  muerte  de 
D.  H.,  porque  si  bien  el  documento  público  en  que  tal  adjudicación  oons 
ta  no  con8titu7e  prueba  eficaz  de  que  aquella  suma  existiese  7a  en  poder 
de  Dofia  D.  cuando  algunos  afios  después  realizó  su  matrimonio,  es  un  he- 
cho consignado  por  D.  H.  en  su  demanda  de  alimentos,  que  al  realizar  di- 
cho enlace  aportó  aquélla  los  bienes  que  le  habían  sido  adjudicados,  7  por 
consiguiente  las  10.000  pesetas  en  metálico,  CU70  hecho,  consignado  en 
actuaciones  judiciales,  ha  sido  desconocido  en  la  sentencia  recurrida,  con 
infracción  manifiesta  de  la  doctrina  repetidamente  declarada  por  este 
Supremo  Tribunal,  de  que  nadie  puede  ir  válidamente  contra  aquello  que 
de  un  modo  solemne  tiene  consentido,  7  de  las  le7es  que  se  citan  al  fun- 
dar este  motivo  del  recurso: 

Considerando  qué  no  se  halla  en  igual  caso  la  declaración  que  contiene 
la  sentencia  reclamada  de  que  no  son  de  estimar  como  aportación  de 
Dofia  D.  las  6.000  pesetas  que  durante  au  matrimonio  7  como  bienes  para- 
fernales se  sostiene  que  obtuvo  por  herencia  de  su  madre,  porque  de  este 
hecho  sólo  existe  prueba  testifical  que  la  Sala  apreció  en  uso  de  su  exclu- 
siva competencia,  7  no  es  dado  prescindir  de  tal  apreciación  de  hecho  si  no 
■e  impugna  en  la  forma  especial  que  exige  el  núm.  7.^  del  art  1692  de  la 
107  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  al  declarar  la  sentencia  que  tienen  el  carácter  de 
bienes  gananciales  el  total  valor  de  las  acciones  del  Banco  de  Espafia 
adquiridas  por  Dofia  D.  durante  su  matrimonio,  7a  en  pago  de  dividendos 
que  debían  ingresar  como  frutos  de  la  sociedad  con7ugaI,  7a  con  fondos 
que  á  la  misma  sociedad  pertenecían,  no  infringe  las  leves  que  se  citan  eu 
el  cuarto  motivo,  porque  tales  adquisiciones'  no'se  hisieron  en  virtud  del 
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-derecho  de  reimeto  ni  por  algún  otro  de  loe  medios  taxatíramente  eefiala* 
doe  en  el  art  1806  del  Oédigo  eitil,  qne  declara  loa  blenea  qae  deben  re* 
pniarte  como  privativos  de  cada  ano  de  loa  oónyoges,  y  loa  Bobrepredoe  ó 
primas  de  las  acciones  y  los  beneficios  por  ellas  obtenidos  son  prodactos 
y  ganancias  realisados  por  la  sociedad  oonyagal  y  qne  á  la  miem»*corres- 
ponden,  los  cnales  no  pneden  considerarse  como  incremento  ó  accesión  á 
Jas  antignas  acciones  qne  la  Dofia  D.  poseía,  sino  qae  pertenecen  á  la  clase 
de  gananciales,  según  terminantemente  está  ya  declarado  por  este  Sapremo 
Tribanal: 

Oonsiderando  qae  es  infundado  el  motívo  quinto  y  último  del  recurso, 
porque  lejos  de  infringir  la  Sala  sentenciadora  el  art  368  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  se  ajuatd  estrictamente  á  lo  que  en  él  ae  previene  al 
estimar  que  nada  podía  resolverse  respecto  á  los  gastos  hechos  por  la  tes- 
tamentaría en  el  preaente  litigio  y  sus  incidencias,  porque  semejante  extre- 
mo no  estaba  comprendido  entre  las  pretensiones  deducidas  oportuna* 
mente  en  el  pleito,  con  las  cuales  debe  ser  congruente  la  sentencia,  ni 
tampoco  infringe  el  art  1064  del  Código  civil,  que  declara  á  cargo  de  la 
herencia  y  que  deben  deducirse  de  la  miama  los  gastos  de  partición  hechos 
en  interés  común  de  todos  los  coherederos,  porque  semejante  declaración 
de  la  Sala  no  priva  á  los  testamentarios  de  la  facultad  de  incluir  como 
más  baja  del  caudal  hereditario  los  gastos  que  hubiesen  hecho  con  el  ca- 
rácter de  comunes  ó  de  incluirlos  en  la  liquidación  de  loa  frutos,  ni  del 
qne  á  las  partes  asista  para  impugnarloa; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso  dé 
casación  interpuesto  por  D.  B.  y  D.  O.  eomo  albaceas  testamentarios,  con- 
tadores y  partidores  de  Dofia  D.,  reapecto  á  los  dos  primeros  motivos,  y  al 
tercero  en  cuanto  hace  relación  á  la  cantidad  de  10.000  pesetas  aportadas 
por  ésta  á  an  matrimonio;  y  que  no  ha  lugar  á  la  casación  por  el  segundo 
de  los  extremos  que  comprende  dicho  tercer  motivo  ni  por  los  demás  que 
«e  invocan  en  el  recurso;  y  en  su  consecuencia,  casamos  y  anulamos  la  sen- 
tencia que  en  1 1  de  Junio  de  189)  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia áe  ...,  únicamente  en  cuanto  reauelve  en  la  tercera  de  sus  declara- 
dones  que  Dofia  D.  no  aportó  al  matrimonio  las  10.000  pesetas  en  metálico 
que  como  quinta  partida  se  incluía  en  el  quinto  supuesto  de  las  particio- 
nes, y  en  la  quinta  que  el  actor  tenía  derecho  á  la  mitad  de  la  herencia 
de  su  consorte  en  usufructo,  y  en  cuanto  al  hacer  eata  última  declaración 
7  decir  en  la  sexta  que  la  herencia  de  Dofia  D.  debía  adjudicarse  y  repar- 
tirse con  arreglo  al  Código  civil,  parte  de  la  base  consignada  en  uno  de 
sos  fundamentos,  de  que  las  hijas  de  Dofia  D.,  para  los  efectos  necesarios, 
DO  son  descendientes  legítimos.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Noviembre 
de  1898,  é  inserta  en  las  Oacetoi  de  6  y  10  de  Enero  de  1894.) 

78 

GoKPKTEifoiA  (9  de  Noviembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.— jLt^iil^fa- 
eián  de  cuentas.--^  decide  en  favor  del  Juagado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  Audiencia,  de  Madrid,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de 
Jaca,  en  autos  promovidos  ante  éate  por  D.  Juan  Sanchos  Gastón  contra 
D.  Juan  Alarcón  y  Villanneva,  y  se  resuelve: 

Queeonforme  á  h  duptíeiíoen  la$  aríiculat  66  y5T  de  la  ¡ey  de  Enjuicia^ 
mentó  civil  y  áh  declarado  con  repetícián  por  d  Tribunal  Supremo,  e§  Jueu 
competente  para  conocer  de  he  pleiioB  á  que  diere  origen  el  ejercicio  de  loe 
aedonee  de  toda»  daoce,  aquel  á  quien  loe  UHyamtee  te  hubieren  tometido  ex» 
¡preoa  6  táciiamaUe, 
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Eo  U  villa  7  ooite  de  Madrid,  á  9  de  Noviembre  de  18M,  en  la  eoB¿j!ia- 
teocia  pendiente  ante  Nos,  promovida  por  el  Jaei  de  primera  ínetandadel 
diatrito  de  la  Audiencia  de  eaU  corte  al  de  igual  claae  de  la  ciudad  d» 
Jaca,  eobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  ante  éate  por  D.  Joaa 
Sánchei  Gastón,  que  ha  comparecido  en  eate  8apremo  Tribunal,  repreeea* 
tado  por  el  Procurador  D.  Juan  Antonio  Aaensio,  y  defendido  por  el  Le- 
trado D.  Toméa  Cnriel  y  Ariaa,  contra  D.  Joaó  Alaírcón  y  Villanoeva,  qa» 
ae  ha  pereonado  por  medio  del  Procurador  D.  Manuel  de  Diego,  bajo  la> 
dirección  del  Letrado  D.  Pablo  Ayueo,  sobre  liquidación  de  cuentea: 

BesulUndo  que  con  lecha,  en  eata  corte,  á  2i  de  Noviembre  de  1889,  y 
con  dos  testigos,  armaron  un  documento  privado  D.  Antonio  Graciano 
Baso,  vecino  de  Martos,  en  la  provincia  de  Jaén,  y  D.  José  Alarcón  Villa- 
nueva,  vecino  de  Albacete,  por  el  que  formaron  Sociedad  civil  para  1a 
construcción  de  viaa  y  obraa  públicaa  por  tiempo  ilimitado,  alendo  Gra- 
ciano socio  capitalista  y  Alarcón  aocio  industria],  y  distribuyóndoae  la» 
ganancias  por  partes  iguales;  que  teniendo  pendiente  la  construcción  del 
primer  troao  de  la  cuarta  sección  en  la  línea  de  Cuenca  á  Francia  por  Can* 
íranc,  adjudicada  á  Alarcón,  ae  habían  constituido  como  garantía  26.402 
pesetaa  86  cóntimoa  en  títulos  de  la  Deuda  exterior  con  loa  intereaes  de- 
vengados y  que  devengasen,  propios  dichos  títulos  de  Graciano,  y  cuyo» 
intereses  liquidarían  ambos;  declarando  Alarcón  tener  recibidas  de  Gra- 
ciano hasta  aquel  día  para  la  ejecución  de  las  obraa  la  anma  de  10.728  pe- 
setas; que  aquel  contrato  se  elevaría  á  escritura  pública  tan  pronto  como 
7o  solicitara  alguno  de  loa  contratantes,  conviniendo,  por  último,  en  la 
base  7.^  que  para  todas  las  diligencias  judiciales  ó  eztrajudicialea  á  que- 
el  contrato  pudiera  dar  lugar,  ambos  socios  sefialaban  la  villa  de  Madrid 
como  su  domicilio  y  se  sometían  ezpreaamente  á  loa  Tribunales  ordina- 
rios de  la  miama: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  Jaca  á  8  de  Noviembre  de 
1890  entre  D.  José  Alarcón  y  Villanneva,  D.  Joan  Sánches  Gastón  y  Do» 
Antonio  Graciano  Baso,  consignando  que  D.  Joaé  Alarcón  era  contratíata 
del  primer  trozo  de  la  cuarta  sección  del  ferrocarril  en  construc ción  da 
Huesca  á  Francia,  por  Ganlranc;  que  entre  éate  y  Graciano  existía  un  con- 
venio ó  Sociedad,  aunque  sin  formalidad  de  documento  para  explotar  Ja 
conatrucción  de  dicho  troiso,  y  que  por  conveniencia  mutua  habían  re- 
Buelto  hacer  ceaión  á  D.  Jnan  Sánches  Gastón  de  los  derechoa  y  obliga- 
ciones de  Graciano,  estableciendo  que  D.  Antonio  Graciano,  con  la  con- 
formidad ele  D.  José  Alarcón,  traspasaba  á  D.  Juan  Sánchea  Gaatón  loa 
derechos  y  laa  obligiipionea  que  tenía  en  la  indicada  Sociedad  privada  de 
que  se  había  hecho  mérito,  subrrogándole  y  quedando  así  eliminado  de 
ella;  y  que,  en  au  consecuencia,  Sánches  Gastón,  aceptando  tal  ceaión  y 
aubrrogación,  se  obligaba  á  suministrar  los  fondos  necesarios  haata  la  con- 
clusión de  la  obra,  con  opción  á  percibir  el  60  por  100  de  loa  beneficios 
que  resultasen,  cubiertos  que  fueran  los  gaatos,  y  con  derecho  á  todaa  laa 
acciones  inherentes  á  todo  socio  capitalista: 

Resultando  que  D,  Juan  Sánchea  Gaatón,  propietario  y  del  comeroio  de 
Jaca,  dedujo  demanda  en  16  de  Junio  del  corriente  afio  ante  el  Juez  de 
primera  instancia  de  aquella  ciudad  contra  D.  José  Alarcón  Villanneva, 
contratista  de  obras,  domiciliado  en  Orna,  y  con  reaidencia  en  Albacete, 
sobre  cumplimiento  y  liquidación  del  contrato  referido;  consignando  en 
uno  de  los  fundamentos  de  derecho,  que  la  obligación  de  que  ae  trataba 
correspondía  cumplirla  en  aquel  partido,  tanto  porque  dentro  de  él  bahía 
facilitado  el  demandante  los  fondos,  cuanto  porque  en  el  miamo  se  había 
desarrollado  el  negocio  induatrial  entre  Sánches  y  Alarcón,  quien  paralo» 
efectos  legales  teoia  au  domicilio  en  Orna,  siendo  por  lo  tanto  competente 
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squel  Jaigado  para  el  conodmfento  de  la  demanda  y  vom  incidencias,  con- 
firme á  loa  articuloa  62,  regla  1>,  65  y  66  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
YÍI;  «opticando  por  todo  ello  qne  ee  declarase  qae  D.  José  Alarcón  venia 
obligado  en  «o  calidad  de  socio  director  de  las  obras  ejecutadas  del  primea 
trozo  de  la  coarta  sección  del  ferrocarril  de  Haesca  á  Francia^  por  Oan* 
franc,  á  rendir  una  liquidación  justificada  de  las  entregas  hechas  por  Don 
Joan  Sánchea  y  pagos  verificados  por  concepto  de  aquellas  obras,  conde- 
nándole á  que  lo  verificase  dentro  de  breve  plazo,  bajo  las  bases  que  con- 
signa: 

Resaltando  oae  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  José  Alarcón, 
acordando  para  emplazarle  librar  exhorto  al  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Albacete  por  residir  en  dicha  ciudad,  verificado  el  emplazamiento  en  22 
de  Junio,  presentó  escrito  D.  José  Alarcón  en  4  de  Julio  al  Juez  de  primera 
instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de  esta  corto,  al  que  correspondió  en 
turno,  haciéndolo  por  sf,  aunque  con  firma  de  Letrado,  sin  representación 
de  Procurador,  asi  por  la  urgencia,  como  porque  la  ley,  para  proponer  la 
inhibitoria,  no  establecía  más  que  lo  fuera  por  escrito  y  con  firma  de  Le- 
trado, lo  cual  significaba  que  no  consideraba  necesaria  la  del  Procurador, 
pidiendo  que  se  requiriese  de  inhibitoria  al  Juez  de  Jaca,  toda  vez  que  en 
et  contrato  de  Sociedadad  se  hablan  sometido  los  socios  expresamente  á 
los  Juzgados  de  esta  corto,  y  en  las  escrituras  de  traspaso  se  habían  cedido 
al  demandado  todos  los  derechos  y  accionas  que  tenia  Graciano  en  la  con- 
trata de  referencia;  y  además,  Gastón  ejercitaba  una  acción  personal  y  sa- 
bia perfectamente  qne  eV  domicilio  del  demandado  no  era  Jaca,  ni  ningún 
otro  punto  de  su  partido  judicial,  ui  era  siquiera  Albaceto  adonde  el  Juz- 
frsio  de  Jaca  había  dirigido  la  cédula  de  emplazamiento,  sino  que  era  en 
Madrid  donde  por  su  profesión  de  contratista  de  obras,  tenía  necesidad 
absoluta  de  trasladar  su  residencia  y  domicilio  y  le  reclamaban  las  aten<^ 
•iones  de  sus  negocios: 

Resaltando  que  ratificado  en  esto  escrito  D.  Joqé  Alarcón  y  oído  el  FiS'^ 
cal  municipal,  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de 
esta  corto,  en  auto  de  8  de  Julio  se  declaró  competente  para  conocer  de  la 
demanda  interpuesta  en  el  Juzgado  de  Jaca,  y  acordó  requerir  á  éste  de 
inhibición,  fundándose  para  ello  en  que,  según  lo  determinado  en  los  ar- 
tículos 66  y  ST  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  Juez  competente  aquél' 
á  quien  se  someten  de  una  manera  expresa  los  litigantes,  cpn  exclusión* 
de  otro  fuero,  caso  en  que  estaba  comprendido  el  recurrente,  por  una  de 
las  cláusulas  del  documento  que  acompañaba  á  aüquellas  actuaciones,  nó' 
habiéndose  desvirtuado  tal  éu misión  por  la  escritura*  de  snbrrogación  que 
también  se  acompañaba,  siendo,  por  lo  tonto,  competente  aquel  Juzgado 
para  conocer  de  las  incidencias  á  que  diera  lugar  el  repetido  contrato;  que- 
ni  de  los  documentos  presentados  ni  de  la  demanda  resultaba  que  los  so- 
cios se  hubieran  obligado  á  sustanciar  las  cuestiones  á  que  diera  logar  el 
cumplimiento  del  contrato  en  el  Juzgado  de  Jaca,  por  cuya  razón,  y  tratan-- 
dose  del  ejercido  de  una  acción  personal,  era  evidente  que  el  Juzgado 
competente  lo  era  el  del  domicilio  del  demandado,  qne  en  el  presente  caso 
lo  era  el  del  requií^nte  por  constar  que  en  esta  corte  esteba  domiciliada 
Alarcón,  siendo  accidental  su  estencia  fuera  de  ella  y  justificada  por  razón 
de  su  oficio,  de  conformidad  con  lo  preceptuado  en  el  Oódigo  civil,  regia  1> 
del  art.  62,  cuyo  precepto  se  encontraba  reiterado  por  la  jurisprudencia  de 
este  Supremo  Tribunal: 

Resultondo  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Jaca,  después  de  ha- 
ber oído  al  demandante  y  al  Ministerio  fiscal^  se  negó  á  la  inhibición  en 
aaio  de  2  de  Agosto,  por  considerar  para  ello  que  demandado  Alarcón  y 
emplazado  en  torma  para  dentro  de  catorce  días  improrrogables  se  pertih* 
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tome  en  los  aoto*  ¡Mura  oontettar  á  la  demanda,  oaó  de  nn  lesftf  mo  dereeto 
recurriendo  i  ano  de  loe  Jasgadoa  de  primera  instancia  de  Madrid  paim 
qae  requiriese  de  inhibición  al  de  Jaca;  y  cayo  Jnsgado»  á  instandaa  ém 
parte  iefcitima,  toda  vea  qne  protestó  no  haber  hecho  oso  de  la  declinato- 
ria, tenia  competencia  para  aceptar  lo  que  se  le  atribniat  por  más  one  no 
íneran  de  estimar  los  fundamentos  en  qne  apoyaba  so  exclasira  jnrísdiC' 
don  en  este  negocio,  que  bo  alcansaba  trámite  qne  lo  impidiera  por  hm- 
liarse  en  el  de  emplasamiento,  dentro  del  cual  se  promovió  en  tó'rmino  el 
incidente  de  incompetencia;  que  no  podia  ni  debía  aceptarse  el  reoo- 
nocimiento  principal  qne  bacía  Alarcón  y  tomaba  como  fondamento  de 
sa  competencia  el  Jnsgado  déla  Audiencia  de  Madrid,  ó  sea  la  sumisión 
expresa  de  D.  José  Alarcón  y  D.  Antonio  Graciano  á  los  Tribunales  ordi- 
narios de  la  villa  y  corte,  porque  así  se  decía  constar  y  constaba  en  la^cláo- 
sula  7>  del  contrato  privado  de  21  de  Noviembre  de  1889»  y  Sánches  apa- 
recía subrrogado  en  los  derechos  y  obligaciones  de  Graciano  en  la  eláosola 
1.*  de  la  escritura  social  de  8  de  Noviembre  de  1890,  ello  en  virtud  á  que^ 
según  el  art.  1227  del  Código  civil  y  su  concordante  el  26  del  Oódigo  do 
Comercio,  la  fecha  de  un  documento  privado- no  se  contaba  respecto  á  ter- 
cero sino  desde  el  día  en  que  hubiese  sido  incorporado  ó  inscrito  en  oa 
registro  público,  circonstanciaa  que  no  concurrían  en  el  de  21  de  Noviem- 
bre de  1889;  antea  bien,  en  la  mencionada  escritura  de  8  de  Noviembre 
de  1890  no  se  hacía  mérito  de  él,  y  sí  en  cambio  se  decía  que  entre  loe 
Brea.  Alarcón  y  Graciano  existía  Sociedad,  aunque  ain  formalidad  de  do- 
cumento, lo  cual  implicaba  que  el  documento  aducido  por  Alarcón  debía 
ser  posterior,  y  en  tal  concepto  no  hacía  verdadera  referencia  al  negocio 
de  autos,  y  tanto  por  lo  uno  como  por  lo  otro,  no  aparecía  Sánches  some- 
tido  expresamente  á  los  Tribunales  ordinarios  de  Madrid,  y  por  ello  no 
tenía  aplicación  el  art  66  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  invocada  por 
el  Juzgado  reqnirente,  ni  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  8  de 
Julio  de  1878,  pues  que  no  se  subrrogó  Sánches  ni  podía  ser  sobrrogado  en 
el  convenio  citado,  por  la  sencilla  rasón  de  qne  de  él  no  ae  hiso  mérito  en 
la  escritura  de  Sociedad;  que  aparte  de  lo  expuesto,  tampoco  era  de  acce- 
der á  la  inhibición,  porque  no  existiendo  sumisión  expresa,  se  estaba  en 
el  caso  del  núm.  1.*  del  art.  66  de  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil,  ó  aeaqne 
en  los  juicios  donde  se  ejerciten  acciones  personales,  será  Jnes  competente 
el  del  lugar  donde  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  ésta,  á  elec- 
ción del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del 
contrato,  si  hallándose  en  él,  aunqne  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el 
emplasamiento;  y  como  quiera  qne  á  no  dudar  Sánchea  Gastón  ejerdtabe 
ana  acción  personal  que  pudiera  denominarse  prosocio,  era  incuestiona- 
ble la  competencia  de  aquel  Juagado,  porque  si  bien  no  se  señalaba  el  la- 
gar  en  qne  la  obligación  había  de  camplirse,  precisp  era  convenir  que  no 
podía  aer  otro  qne  aquel  en  que  las  obraa  se  habían  de  ejecutar  y  ejecate- 
ron,  aquel  donde  Sánches  entregaba  y  Alarcón  liabla  de  recibir,  y  se  decía 
recibió,  el  dinero  para  los  páceos;  doctrina  que  se  ajustaba  á  lo  decidido 
por  este  Supremo  Tribunal  en  sus  sentencias  de  20  de  Diciembre  de  1878, 
8  de  Enero  de  1879  y  26  de  Febrero  y  12  de  Mayo  de  1884;  y  aun  en  el  su- 
puesto  de  que  así  no  se  entendiera,  aiempre  Sánches  pudo  interponer  ante 
aqael  Juzgado  por  aer  el  domicilio  del  demandado;  que  en  la  escritoxm 
de  1890  se  decía  ser  vecino  de  aquella  ciudad  y  no  lo  impugnaba,  antes 
bien,  en  su  escrito  de  inhibición  confesaba  estuvo  domiciliado  dentro  de 
aquel  partido  judicial,  y  en  cambio  sin  prueba  ni  demostración  algona 
sostenía  ahora  qne  estaba  domiciliado  en  Madrid,  aserto  por  el  cual  no 
podía  ni  debía  pasarse,  porgue  según  de  todo  lo  actuado  se  desprendía» 
no  hacia  mucho  se  terminaron  las  obraa  y  sus  incidencias;  siendo  también 
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Mpedosa  la  raxón  de  qoe  lai  estaviese  liquidando  con  la  Ck>mpafiía  del 
l^orte  qae  era  la  cooBtrnctora,  toda  ves  que  ei  Alarcón  tenia  tratados  pen- 
dientes con  ella,  Bánches  no  aparecía  con  la  misma  en  relación  algana; 
qne  tratándose  de  nna  Sociedad  particular,  sin  entrar  á  calificarla  de  mer- 
cantil ó  civil,  á  los  efectos  de  competencia,  en  cnanto  al  domicilio,  debía 
estarse  á  lo  qne  preceptuaba  el  art  66  de  la  repetida  ley,  á  saber:  qoe  el 
domicilio  de  las  Gompafilas  civiles  j  mercantiles  serla  el  pueblo  que  como 
tal  estuviera  señalado  en  la  escritura  de  Sociedad  6  en  los  estatutos  por 
que  se  rigieran,  y  no  constando  esta  circunstancia,  se  estaba  á  lo  estable- 
cido respecto  á  los  comerciantes;  y  expuesto  ya  que  no  habla  sumisión 
por  i^rte  de  Sánchez  y  que  no  constaba  en  la  escritura  social  el  domicilio, 
era  de  perfecta  aplicación  el  art.  41  del  Código  civil,  como  interpretativo 
del  antea  citado,  y  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  28  de  Mayo 
de  188S,  esto  es,  que  el  domicilio  legal  de  la  Sociedad  creada  entre  los  hoy 
contendientes  radicaba  en  aquel  partido  judicial,  porque  dentro  de  él  es- 
taban  las  obras  en  construcción  y  el  pago  á  loa  obreros;  en  una  palabra, 
el  centro  de  sus  operaciones,  requisito  establecido  en  el  art.  66  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  para  los  comerciantes  que,  como  Sánchez,  tenían 
establecimiento  primario  en  aquella  ciudad;  asi  que,  bajo  tal  supuesto,  tam- 
poco cabla  acceder  á  la  inhibición,  como  asi  se  manifestarla  al  Juzgado 
leqnirente: 

Y  resultando  que  habiendo  insistido  en  la  inhibición  el  Juez  de  corte, 
uno  y  otro  han  elevado  las  actuaciones  á  este  Supremo  Tribunal  para  tu 
recolución. 

Viato,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Estanislao  Rebollar  y  ^• 
Uarejo: 

Considerando  que,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  66  y  67  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  lo  qne  con  repetición  ha  declarado  este 
Ttíbunal  Supremo,  será  Juez  competente  para  conocer  de  loa  pleitos  á  que 
dé  origen  el  ejercicio  de  las  acciones  de  toda  clase,  aquel  á  quien  los  liti- 
gantea  se  hubieran  sometido  expresa  ó  tácitamente: 

Considerando  que  sometidos  D.  José  Alarcón  Villanueva  y  D.  Antonio 
Graciano  Bazo  voluntaria  y  expresamente  á  los  Tribunales  ordinarios  de 
Madrid  para  todas  las  diligencias  extrajudiciales  ó  judiciales  á  qne  pueda 
dar  logar  el  contrato  privado  de  21  de  Noviembre  de  1889,  por  el  que  cons- 
titnyeron  Sociedad  civil  para  la  construcción  de  obras  públicas,  no  cons- 
tando en  autos  otro  hecho  que  justifique  la  constítución  de  tal  Sociedad,  y 
habiéndose  sobrrogado  D.  Joan  Sánchez  Qaatón  á  virtud  de  la  escritura 
pública  de  8  de  Noviemore  de  1890  en  los  derechos  y  obligaciones  que  en 
la  Sociedad  tenia  Graciano  Bazo,  sin  que  en  dicha  escritura  se  modificara 
ni  alterase  la  sumisión  hecha  y  consignada  en  el  documento  de  1889,  claro 
ca  qne  quedó  subsistente  la  sumisión  y  venia  obligado  á  ella  D.  Joan  San- 
ches,  no  tercero  y  al  causahabiente  por  la  subrrogación  de  Graciano  Bazo, 
y  eato  supuesto,  es  evidente  que  la  presente  contienda  jurisdiccional  ha 
de  resolverse  por  los  artículos  y  doctrina  citados  anteriormente,  y  no  por 
las  dlaposicionea  y  doctrina  legal  invocadaa  por  Sánchez  Gastón,  que  son 
Inaplicables  en  la  cuestión  debatida; 

Fallamos  qne  debemoa  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  de 
catoa  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  inatancla  del  distrito  de  la 
Audiencia  de  esta  corte,  al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones  para  los 
efectos  de  derecho;  póngase  esta  resolución  en  conocimiento  del  de  igual 
daae  de  la  dudad  de  Jaca,  y  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partes  las 
coatas  ocadonadaa  en  este  Supremo  Tribunal.— (Sentenda  publicada  el  O 
de  Noviembre  da  1898,  é  Inaerta  en  la  Qaetta  de  28  del  miamo  mes 
jallo.) 
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BsoüBSO  DS  oiJ9ioi6ir  (9  da  Noviembre  de  1808).  —  8aU  de  lo  dvíL^ 
Dtfenaa  por  po6re.— No  ha  lugar  á  la  admiaióa  del  ÍQtorpaeeto  por  D.  Ma- 
teo Laaheras  y  Oampofl  (Andiencia  de  Zaragoza),  y  te  reeoelve: 

Qtte  es  tnadmUible  el  recurgo  de  eagaeión  por  tn/raceián  de  ley  cwmdo  m 
n^fier^t  aunque  indirectamente,  á  combatir  la  apreoiaoián  de  Uu  pridHU,  heeka 
por  la  Sala  sentenciadora  en  u»o  de  iu  exclusiva  competencia,  á  nose^end 
cato  previsto  en  el  núm,  7fi  del  art,  1692  de  la  ley  de  Ef^uieiamiento  cwíl: 

Que  subordinado  el  art,  15  de  dicha  ley  alo  prevenido  en  ü  17,  y  fundán- 
dose la  Sala  sentenciadora  para  denegar  el  beneficio  de  pobresa  en  lafaeulta4 
discrecional,  y  no  tasada,  que  U  atribuye  éste  articulo,  sobre  cuyo  efereieio  no 
se  da  recurso  de  casación,  según  la  constante  jurisprudencia  del  Tribuna  Su- 
premo, es  de  todo  punto  inadmisible  el  que  contra  dicha  sentmeia  se  interpu- 
siera. 

Beaoltando  que  aegnldo  incidente  sobre  defenaa  en  ooneepto  de  pobr« 
de  D.  Mateo  Laaherae  y  Campos  en  cíertoB  autoe  entablados  por  conse- 
cuencia de  una  demanda  de  D 'Miguel  Moya  contra  aquél  y  otros,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en  sentencia  de  7  de  Octubre  de 
1802,  conflrmó  la  dictada  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
de  San  Pablo  de  la  misma  ciudad,  que  declaró  no  haber  logar  á  la  expre- 
sada solicitud,  entre  otros  fundamentos,  porque  tanto  por  los  signos  ex- 
teriores de  Lasheras,  como  por  su  pertenencia  á  la  Sociedad  Cámara  de 
Comercio  y  Centro  Mercantil,  con  el  pago  de  cuotas  corres pondienles,  y 
además  con  la  entrega  graciosa  á  dicho  Centro  de  10  pesetas  para  fines 
del  afio  1891,  y  otras. pruebas  practicadas,  se  formaba  el  convencimiento 
de  no  hallarse  dicho  Lasheras  en  condiciones  de  disfrutar  de  los  benefletoe 
que  las  leyes  conceden  á  los  declarados  pobres: 

Besultando  que  el  D.  Mateo  Lasheras  interpuso  recurso  de  casación  por 

Suebrantamiento  de  forma,  y  desestimado,  le  ha  deducido  por  infracción 
e  ley,  alegando  como  único  motivo  del  mismo  la  del  núm.  6.<^  del  art.  li 
de  la  de  Enjuiciamiento  einl,  que  concede  el  beneficio  de  pobreza  al  que 
tiene  embargados  todos  sus  bienes: 

Besultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opone  en  su  dictamen  á  la  admi- 
sión de  dicho  recurso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassus: 

Considerando  que  es  inadmisible  el  recurso  de  casación  por  infraecióa 
de  ley  cuando  se  refiere,  aunque  indirectamente,  á  combatir  la  apredaciós 
de  las  pruebaf  que,  en  uso  de  su  exclusiva  competencia,  hubiera  hecho  le 
Sala  sentenciadora,  á  no  ser  en  el  caso  previsto  en  el  núm.  7.o  del  art  1699 
de  la  ley  de  Eoj^ician^iento  civil: 

Considerando  que  subordinado  el  art.  16  de  diclia  ley  á  lo  prevenido 
en  d  17,  y  fundándose  la  Sala  sentenciadora  para  denegar  la  defensa  por 
pobre  que  solicitó  D.  Mateo  Lasheras  en  la  facultad  discrecional  y  no  ta- 
sada que  le  atribpye  el  último  de  los  artículos  antes  citados,  sobre  cuyo 
ejercicio  no  se  da  recurso  de  casación,  según  la  constante  jurisprudencia 
de  este  Supremo  Tribuna^  es  evidente  que  el  deducido  contra  dicha  sen- 
tencia es  de  todo  punto  inadmiaible; 

No  ha  lugar  á  admitir  el  mencionado  recurso  de  casadón  por  inf  raccióa 
de  ley  que  ha  internuesto  D.  Mateo  Lasheras  y  Campos,  á  quien  se  eoo- 
dena  en  las  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de  Zaragoza  la  certificación  ce- 
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BaouBso  DX  okñAOiés  (ft  de  Noviembre  de  1898).^8ala  de  lo  dvil.—- 
BewmiUmeián  de  Menes.— Ha  Ingar,  en  parte,  al  interpoeeto  por  D.  Ga- 
«lertindo  Gonzáles  y  Domíngaes  en  aatoa  oon  D.  Diego  Lorenco  Martines 
•<AQdienoía  de  la  Corafia),  y  ee  reenelve: 

Que  el  poseedor  de  buefut  fe  haee,8wyo9  ¡oafrutoe  percibidoe  haeta  la  con- 
ieeUüián  á  la  dewutnda,  y  tiene  tal  cualidad  el  que  pone  en  virtud  de  junto 
titulo  emanado  de  autoridad  judieiedy  infrmgiéndoee  la  ley  39,  tit.  ^  de  la 
Fartiéa  3,\  al  eondenaree  al  pago  de  loe  fruteo  producidos  ó  debidos  produ- 
<ñr  al  que  tn  dichas  circunstancias  se  hallaré: 

Que  no  se  infringe  la  ley  16,  tU.  22  de  la  Partida  S.\  cuando  la  senten- 
cia tM  otorga  ni  ^  demandante  recibe  más  de  lo  pedido. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Noviembre  de  1898,  en  el  pleito 
«egaido  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Orenee  y  en  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  la  Oorafia,  por  D.  Diego  Lorenzo  Martines,  labra- 
dor, vecino  de  Oarbalieira,  con  D.  Joaé  Femándes  Martines,  Cara  párroco 
de  la  misma  población;  D.  Gamereindo  Gonsáles  y  Domíngues,  D.  José 
Fernández  y  Garrido,  labradores,  vecinos  de  Vilanova;  D.  José  Feijpo  y 
Qointillán,  como  marido  de  Dofia  María  Manuela  Represas,  también  la- 
bradores, vecinos  de  Almoríe;  D.  Bernardo  Oaorio  y  fek>to  y  D.  Santiago 
Boto  y  Novoa,  igualmente  labrádores  y  vecinos,  el  uno  de  Baruje  y  el  otro 
de  Carballeira,  sobre  m^or  derecho  á  un  víncalo  y  reivindicación  de  ios 
bienes  de  la  mitad  reservable;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  los  demandados,  á  ex- 
cepción de  D.  José  Femándes  Martines,  dirigidos  por  el  Letrado  D.  Luis 
Btopada,  y  representados  primero  por  el  Procurador  D.  Federico  Gonsáles 
4lel  Rivero  y  luego  por  su  compaftero  D.  Gabriel  Talavera,  habiéndolo  es- 
tado el  recurrido  por  el  Doctor  D.  Salvador  Raventos  y  el  Procurador  Don 
Luis  de  Figuerola  y  Ferrety: 

Resultando  que  por  escritura  de  8  de  Diciembre  de  1770,  D.  Diego  Pa- 
rada y  su  mujer  Dofia  Mariana  Gonsáles  fundaron  una  vinculación»  que 
dotaron  con  28  ñncas  descritas  en  la  misma  escritura,  designando  como 
sucesores  á  Dofia  María  Francisca  Gonzáles,  mujer  de  D.  Francisco  Lo- 
renso,  para  que  ambos  la  disfrutaran,  y  después  de  ellos,  el  hijo  ó  hija 
-que  eligieran;  y  no  eligiendo,  sucedería  el  hijo  ó  hija  mayor,  pero  prefi- 
riendo el  varón  á  la  hembra,  y  rigiendo  his  mismas  reglas  para  las  demás 
•acesiones;  cuya  escritura  fué  anotada  en  el  Registro  de  la  propiedad  de 
Orense  en  26  de  Mayo  de  1864  é  inscrita  definitivamente  en  6  de  Agosto 
de  1866: 

Resultando  que  Dofia  María  Gons^Oes,  viuda  de  D.  Francisco  Lorenso» 
emescrituia  de  4  de  Febrero  de  1794,  que  no  lia  podido  ser  cotejada  con 
•u  matris  por  no  hallarse  «1  protocolo  de  aquel  afio  del  Escribano  que  la 
autorizó,  llamó  á  disfrutar  el  vinculo  á  su  hijo  D.  Diego  Lorenzo  y  Gonsá- 
les, quien  á  su  ves,  en  testamento  verbal  otorgado  ante  ocho  testigos  el 
día  36  de  Marzo  de  1884,  eligió  snoesor  á  su  h^o  D.  Francisco  Lorenco  y 
ftodrígoes,  que  falleció  en  80  de  Julio  de  1876,  dejando  tres  hijos,  Dcfln 
Jlaría  Manuela,  casad»  con  D.  ham  Gomes  y  Fernáodes;  D.  Disgo,  nacido 
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«n  6  de  Mario  de  188S,  y  Serafina,  qaienea  fueron  declarado*  ana  herede» 
roa,  y  mát  tarde  renandaron  en  hemnoia  libre,  tenióndoae  por  repadiada^ 
por  el  D.  Diego  en  anto  de  27  de  Enero  de  1887: 

Reaa liando  qne  D.  Diego  Lorenzo  y  Gonaáiex,  en  eecrítnra  de  18  de 
Mano  de  1816,  permutó  con  D.  Tomáa  Sánches  por  otraa  coatro  fincaa^ 
propiaa  de  éste,  dnco  de  laa  qne  formaban  la  dotación  del  vinculo,  en  do- 
comento  privado  anacrito  ante  teatígoa  en  6  de  Junio  de  1827,  transi- 
giendo con  D.  Benito  Rodrigues  una  cuestión  de  propiedad,  le  cedió  una 
finca  en  cambio  de  otra,  y  en  20  de  Noviembre  de  1828,  por  otro  4locn- 
mento  igual,  permntó  también  con  D.  Lnia  Alvares  una  finca  por  otnu 

Keaultando  qne  por  documento  privado  ante  testigos  de  fecha  24  de 
Octubre  de  1869,  regiatrado  en  la  antigoa  Contaduría  de  hipotecaa  en  la 
de  Noviembre  siguiente,  D.  Juan  del  Villar  vendió  á  D.  Gumersindo  Gon- 
salea  un  ferrado  y  trea  cópelos  de  simiente  de  tierra  al  aitio  del  Naranjo, 
término  de  Vilanova,  cuyoa  linderos  se  describían,  y  la  cual  se  había  ad- 
judicado al  vendedor  en  pago  de  deuda  qne  D.  Frandaco  Lorenso  tenía 
con  la  casa  de  la  Seara  del  Río: 

Resultando  que  por  escritura  pública  otorgada  en  24  de  Noviembre 
de  1864,  el  Juea  de  Orenae,  á  nombre  de  D.  Frandaco  Lorenso,  vendió  á 
D.  José  Fernández  Garrido  una  finca  denominada  de  Santa  Juata,  com- 
pueata  de  prado  y  labradío,  de  regadío,  con  trea  castafios,  la  cual  el  mismo 
Jnes,  á  nombre  del  Fernández  Garrido,  vendió  á  D.  Bernardo  Oaorio  Soto 
por  otra  eacritnra  de  l.<>  de  Abril  de  1882,  que  fué  inacrita  en  el  Registro- 
de  la  propiedad  en  13  de  Mayo  siguiente: 

Resultando  qne  por  otra  escritura  de  6  de  Mayo  de  1865,  D.  Gomer- 
aindo  Gonzáles  Domíngoes  compró  á  D.  Claudio  Arias  Mosquera  un  te- 
rreno denominado  Naranjo,  compuesto  de  dos  ferrados  y  10  copeloa  de  ai- 
miente  á  labradío  y  vifiedo,  el  cnid  cataba  comprendido  en  el  foral  tito- 
lado  Vilanova,  de  qne  era  dneño  el  vendedor: 

Reaultando  qne  en  cumplimiento  de  aentenda  dictada  en  23  de  Di- 
dembre  de  1866  por  la  Audienda  de  la  Corufia,  declarando  haber  logar  á 
nna  demanda  de  retracto  interpuesta  por  D.  Luis  Gómez  Fernandos  y  Don 
Diego  Lorenso  y  Martínez  contra  D.  José  Fernández  Garrido,  otorgó  éste 
á  favor  de  aquéllos,  en  27  de  Julio  de  1866,  eteritura  de  venta  de  cuatro 
fincas,  que  se  deacribieron,  y  laa  cualea  había  comprado  el  vendedor  en 
remate  público: 

Resultando  qne  el  D.  Francisco  Lorenzo  y  an  hijo  político  D.  Lnia  Gó- 
mez habían  sido  declaradoa  en  concurso  necesario  de  acreedores  por  aen- 
tencia  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Orenae  de  10  de*  Agosto  de  1865,. 
en  la  que,  entre  lo  demáa  conaíguiente,  se  mandó  embargar  los  bienes  de 
los  concoraadoa,  embargándoae  en  efecto  en  26  de  Febrero  de  1866  10  fin- 
oaa  como  del  D.  Frandaco,  por  lo  que  an  hijo  D.  Diego  dedujo  en  28  de 
Mayo  del  mismo  año  1866  demanda  de  tercería  para  que  se  excluyeran  del 
embargo,  como  pertenecientes  al  vínculo,  11  deiaa  fincas  existentes,  y 
ae  declarara  sn  preferenda  á  rdntegrarae  en  cnanto  á  laa  otraa  12  qne 
completaban  laa  23  vinculadas  y  hablan  aido  laa  onaa  vendidaa  y  laa  otraa 
permutadas: 

Resaltando  que  trea  acreedorea  del  D.  Frandaco  y  el  D.  Lnia,  únicoa 
qne  qnedaban  por  pagar,  preaentaron  con  fecha  16  de  Noviembre  del  ci- 
tado afio  1866,  en  unión  de  dichoa  concuraadoa,  de  Dofia  Roaa  Martínez, 
mujer  del  D.  Frandaco,  y  de  sn  hijo  D.  Diego,  escrito  manifeatando  ha- 
ber transigido,. bajo  laa  baaea,  entre  otraa,  deaer  garantía  todos  loa  bienea 
Goncnrsadoa  y  aecueatradoa,  incluaoa.  los  recientemente  retractadoa,  de 
que  en  el  término  de  ocho  díaa  aigoientea  á  la  aprobación  jndidal  de  esta 
tranaacdón  ae  habla  de  otorgar  eacritnra,  condgnándola  con  todoa  loa  de- 
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«croedores  j  de  otra  loe  doa  oonconadot,  la  Dofia  Ro«a,  majer  del  Don 
Francisco,  y  tu  hijo  D.  Diego,  que  con  la  herencia  paterna  obtenida,  que- 
daba apartado  de  la  tercería  qne  había  interpuesto,  y  de  que  las  costas 
de  esta  transacción,  las  que  se  adeadaran  y  nuevamente  se  ocasionaran» . 
serian^  además  de  los  cargos  contenidos  en  otros  capítulos,  de  la  inmedia- 
ta xesponsabüidad  de  los  concursados,  spbre  todos  los  bienes  referidos; 
convenio  que,  previa  ratificación  de  los  interesados,  aprobó  el  Juzgado 
por  auto  de  25  del  mismo  mes  de  Noviembre  de  1866: 

Besaltando  que  practicada  tasación  de  costas  del  concurso  y  mandado 
hacer  efectivo  su  importe  por  la  vía  de  apremio  en  bienes  de  los  deudores,, 
■a  embargaron  á  D.  Francisco  Lorenso  en  6  de  Manso  de  1867,  ocho  fin- 
cas, cuatro  de  las  cuales  eran  de  las  embargadas  en  26  de  Febrero  de  1866» 
y  apreciadas  y  subastadas  las  ocho  en  29  de  Mayo  de  1867;  por  consecuen- 
cia del  remate,  el  Jnes  otorgó  en  28  de  Diciembre  del  mismo  afio  en  favor 
de  D.  José  GoDsáles  Domínguez  dos  escrituras  de  venta:  la  una  de  una 
casa  de  alto  y  bajo  en  Carballeira  y  un  terreno  al  sitio  de  Santa  Justa,  que 
foé  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  28  de  Enero  de  1868,  en 
cuanto  á  la  casa,  suspendiéndose  la  inscripción  del  terrene  por  defecto 
snbsanable,  y  la  otra  escritura  de  un  prado  con  castaños,  de  18  áreaa 
j  3  oentiáreas,  al  sitio  de  la  Puerta,  finca  que  el  D.  José  Gonzáles  cedió  á 
liaría  Manuela  Represas  de  la  Torre,  por  escritura  de  22  de  Octubre 
de  1872,  que  fué  inscrita,  así  como  la  anterior,  en  el  Registro  en  12  de  Abril 
de  1873;  y  el  mismo  Jues,  en  19  de  Enero  de  1869,  otorgó  á  favor  de  Don 
José  Fernándes  Garrido  otra  escritura  de  venta  de  otras  tres  fincas,  que 
dicho  comprador  inscribió  en  l.o  de  Marso  del  mismo  afio: 

Resultando  que  en  6  de  Octubre  de  1873,  D.  Diego  Lorenzo -dedujo  de- 
manda sobre  nulidad  de  la  transacción  y  de  las  demás  actuaciones  del 
concurso,  terminando  el  incidente  por  sentencia  de  17  de  Febrero  de  1879^ 
de  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Corufia,  que  confirmando  la  del 
Juagado,  declaró  no  haber  lagar  á  resolver  sobre  dicha  demanda,  con  im- 
posición al  demandante  de  las  costas  causadas  desde  que  la  presentó,  sin 
perjnido  del  derecho  que  pudiera  asistirle  para  que  en  el  juicio  correspon- 
diente ejercitase  igual  reclamación,  si  viere  convenirle: 

Resultando  que  hecha  nueva  tasación  y  liquidación  de  costas,  aprobada, 
que  fué  y  requeridos  á  su  pago  los  tres  hijos  de  D.  Francisco  Lorenzo^  se 
personó  en  los  autos  á  nombre  de  D.  Diego  un  Procurador  soUcitahdo  vista 
de  aquéllos,  que  le  fué  conferida,  y  en  26  de  Abril  de  1880  presentó  es- 
crito firmado  de  Letrado,  manifestando  que  según  el  criterio  de  éste,  for- 
mado por  el  estudio  de  las  actuaciones,  no  era  sostenible  el  derecho  que 
el  D.  Diego  quería  hacer  valer,  pues  pretendía  solicitar  que  se  declarase 
nula  la  transacción,  prevalido  de  la  reserva  que  (e  hacía  la  sentencia» 
de  17  de  Febrero  de  1879,  á  lo  que  se  oponía  la  cosa  juzgada;  y  después  de 
otras  diligencias,  en  21  de  Junio  del  mismo  afio  de  1880  compareció  ante 
el  Josgado  dicho  D.  Diego,  y  bajo  juramento  dijo  que  se  separaba  de  hacer 
oposición  al  pago  de  costas  objeto  de  las  actuaciones,  sin  perjuicio  y  á 
reserva  del  derecho  que  pudiera  asistirle  contra  los  acreedores  que  inter- 
vinieron en  la  transacción  por  su  falta  de  cumplimiento;  y  en  providencia 
del  siguiente  dia  22  se  le  hubo  por  apartado  de  toda  oposición  al  pago  de 
las  costas,  y  mediante  que  él,  sus  hermanas  y  hermano  político  habían 
sido  ya  requeridos  al  pago  y  no  lo  habían  efectuado,  se  mandó  hacer  efec- 
tivo el  importe  de  las  expresadas  costas  por  la  vía  de  apremio,  como  es- 
taba ordenado  en  20  de  Enero,  v  para  ello  que  se  retasarán  las  cinco  fin- 
esa DO  vendidas  de  las  embargadas  en  6  de  Marso  de  1867,  á  excepción  da 
isa  ISireae  y  8  centiáreas  antes  vendidas  á  D.  Josó.Gonsáles»  del  conjunta 
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de  60  cayRdaráB  de  la  finca  denominada  de  la  Paerta;  y  efíeetaado  aaí  y 
veriflcado  el  remate  en  80  de  Agoeto  del  repetído  afio  1 W,  ee  adjudif**- 
ron  á  D.  Gomertindo  González  Domíng:ne8,  D.  Santiago  Soto  NoToa  y  Don 
Jenaro  Marcos  Fernándes,  ana  finca  á  cada  enal,  cediendo  el  último  ana 
derechos  á  D.  José  Femándea  y  D.  Santiago  Soto  Novoa,  en  escrito  de  9  de 
Septiembre  sigaiente^  siendo  inscritas  en  el  Registro  de  la  propiedad  ea- 
tas  adquisiciones  en  SI  de  Jalio  de  1883,  á  virtnd  de  información  poseso- 
ria instada  por  D.  José  Femándes  Martínez: 

Resaltando  que  acordado  también  remate  de  fincas  para  pago  de  oos* 
tas  impuestas  á  Francisco  Lorenzo,  en  incidente  de  pobreza  promovido  en 
el  afio  de  1869  para  Iiti(?ar  con  sas  acreedores,  tuvo  lagar  en  el  mismo  dfa 
80  de  Agosto  de  1880,  adjadicándose  á  José  Fernández  Garrido  ana  finca, 
dos  á  Perfecto  Fernández  Martínez,  y  caatro  á  Jenaro  Marcos  Fernandos; 
cediendo  este  último  sn  derecho  á  favor  de  D.  José  Fernández  Martines  y 
D.  Santiago  Sqto  Novoa,  qnienes  presentaron  escrito  ofreciendo  las  dos 
terceras  partes  de  la  tasación  por  otras  caatro  fincas  á  qne  no  había  habido 
lidtadores,  proposición  qne  faé  aceptada  en  providencia  de  17  de  Octnbre 
de  1882;  continaando  en  depósito  las  fincas  restantes: 

Resaltando  qae  en  dicho  afio  1880,  D.  Diego  Lorenzo  promovió  nna 
eegnnda  tercería  contra  D.  Lais  Gómez,  D.  José  Fernández  Martínez,  Don 
Santiago  Soto  Novoa,  D.  Gamersindo  González,  D.  José  Fernández  Garri- 
do, D.  Perfecto  Fernández,  D.  Jenaro  Marcos  y  otros,  para  qne  se  de- 
clarara de  sa  pertenencia  la  mitad  de  los  bienes  memorial  izados,  se  alaara 
el  embargo  de  éstos  y  se  le  entregaran  con  sas  fratos  y  rentas  vencidas 
desde  el  fallecimiento  de  sa  padre,  siéndole  denegado  el  corso  de  esta 
demanda,  excepto  en  cnanto  á  dos  de  las  23  partidas  relacionadas  como 
vinculares,  en  anto  confirmatorio  de  la  Andiencia,  de  29  de  Septiembre 
de  1881;  declarándose  también  en  providencia 'consentida  de  11  de  Agosto 
de  1887  la  caducidad  de  la  instancia  respecto  de  dichas  dos  fincas;  y  pro- 
movida por  el  mismo  D.  Piego  otra  terceria  contra  los  rematantes  Don 
José  Fernández  Martínez,  D.  Santiago  Soto,  D.  Gamersindo  González,  Don 
José  Fernández  Garrido,  D.  José  Feijóo,  D.  Perfecto  Fernández  y  el  Mi- 
nisterio fiscal,  sobre  que  se  declararan  vinculares  y  de  sú  pertenencia  las 
2H  fincas  embargadas  y  mandadas  sabastar  en  parte  por  virtnd  del  con- 
curso y  pago  de  costas  de  éste  y  del  incidente  de  pobreza,  en  escrito  ds 
80  de  Julio  de  1888  se  apartó  de  la  continuación  de  esa  demanda;  tenién- 
dosele por  desistido  en  anto  consentido  de  2  de  Agosto  siguiente: 

Resultando  qne  en' 29  de  Julio  de  1887  había  promovido  el  D.  Diego 
Lorenzo  expediente  para  que  se  le  declarara  heredero  y  sncesor  en  la 
mitad  de  la  vinculación,  con  cuyo  fin  describió  los  bienes  de  ella  y  los  qne 
fueron  permutados  por  otros,  con  Toiúás  Sánchez,  y  recibida  información 
^  testifical  para  acreditar  la  vinculación,  sus  bienes  y  quién  fuera  el  último 
poseedor,  se  dictó  por  el  Juzgado  auto  en  27  de  Septiembre  del  mismo 
afio  1887,  declarando  al  D.  Diego  sucesor  en  la  mitad  reservable;  expe- 
diente que  presentó  en  el  Registro  de  la  propiedad  para  sn  inscripción,  )ñ 
cual  le  fué  denegada  en  28  de  Agosto  de  1888: 

Resaltando  que  por  demanda  de  16  de  Septiembre  de  este  último  afio» 
inicial  del  presente  pleito,  pidió  el  propio  D.  Lorenzo  se  declarara:  primero, 
que  era  el  inmediato  sucesor  del  víncalo  fundado  en  S  de  Diciembre 
de  1770  por  Diego  Parada  y  su  mnjer  Mariana  Gonzátos;  segundo,  qne  los 
bienes  vinculares  eran  los  qne  ilegítimamente  poseían  D.  José  Femándes 
Martínez,  D.  Santiago  Soto  Novoa,  D.  Gumersindo  González  Domíngae% 
D.  José  Fernández  Garrido,  D.  José  Feijóo  Quintillán,  como  marido  ds 
Dofia  María  Manuela  Represas,  y  D.  Bernardo  Osorio  y  Soto,  y  otros  bie- 
nes, todos  los  cuales  describía;  tercero,  qne  eran  nnios  los  remates,  ad]«- 
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-IfiOttdoDe*  7  traonnitfone»  Te^fioadM  en  el  eoncarao  de  acreederee  de  ea 
«nteoeior  D.  Francisco  Lorenzo,  en  cnanto  hacía  relación  á  )a  mitad  reeer* 
Table  de  dicl»  Tincalaeión,  y  como  oonaecaeneia  de  todo  eé  condenara  á 
loe  referidoa  demandados  á  que  le  restítayeran  y  entregaran  )a  expresad» 
mitad  Tincnlar;  6.000  pesetas  por  la  mitad  de  loe  fmtos  prodocidos  y 
debidee  producir,  la  mitad  de  loa  qne  se  produjeran  basta  la  total  entrega 
de  los  qne  le  pertenecieran,  con  imposición  de  costas  á  los  miemos  deman- 
dAdos^  prooedióndoae  al  efecto  y  desde  laego  á  la  formal  tasación  y  divl- 
eión  de  loa  bienes  vincnlares;  y  después  de  declararse  ñolas  las  inscripcio- 
nea  hechas  en  el  Registro  de  la  propiedad  á  virtud  de  información  poseso* 
ria  con  posterioridad  al  36  de  Mayo  de  1864,  en  que  fué  inscrita  la  escri^ 
tara  vincular  y  á  las  que  se  referli^  la  nota  del  Registrador  de  28  de  Agosto 
de  18B8,  se  mandara  cancelar  aquellas  inscripciones  y  se  inscribiera  la 
mitad  reservable  que  le  correspondía,  reservando  á  los  demandados  el 
derecho  que  pudiera  correspondertes  sobre  la  otra  mitad  libre,  si  quedaba, 
de  los  bienes  vinculares,  para  lo  cual,  entre  otras  cosas  anteriormente  re- 
ladonadaa,  dijo  que  su  abuelo  D.  Diego,  á  más  de  permutar  vendió  flncaa 
de  la  vinculación,  por  lo  que  á  su  fallecimiento  se  adjudicaron  á  su  padre 
D.  Francisco  en  compensación  dos  fincas  qne,  como  las  permutadae,  ad- 
quirieron el  carácter  de  vincular^  con  el  que  se  tuvieron  y  seguían  tenién* ' 
dcee,  y  además  su  mismo  padre  construyó  una  casa  en  el  terreno  adqniHdo 
en  6  de  Junio  de  1827;  qne  al  construirse  la  carretera  de  Orense  á  Mon- 
forte»  se  dividió  una  finca,  percibiéndose  indemnización  por  una  parte  de 
ella,  y  esto  lo  que  valiera  una  denominada  Naranjo,  enajenada  judicial- 
mente á  D.  Gumersindo  Oonsáles,  y  sos  frutos,  importantes  8.000  pesetas, 
se  habían  de  tener  en  cuenta  al  haow  la  tasación  y  división  para  entre- 
garle íntegra  la  mitad  reservable  de  la  vinculación;  qne  además  de  estar 
ésta  y  sus  bienes  probados  documentalmente,  había  posesión  de  más  de 
enarenta  affos  con  esta  cualidad;  que  no  obstante  todo  ello,  se  habían  em- 
bargado los  bienes  en  el  concurso  de  su  padre,  enajenándose  á  los  deman- 
dados loa  que  determinaba  con  referencia  á  la  descripción  hecha,  expre- 
sando los  hnderoe  antiguos  y  de  actualidad  en  el  expediente  para  que  se 
le  declarara  inmediato  sucesor,  marcando  también  las  fincas  que,  sin 
haberlas  comprado,  detentaban  algunos  demandados,  y  hacien<k>  notar 
asimismo  que  José  Femándes  Garrido,  después  de  retraída  de  él  una  ¿nca, 
▼c^vió  á  rematarla;  que  el  Registrador  debió  inscribir  el  expediente  á  sn 
favor,  puesto  que  la  esoritura  vincular  estaba  inscrita  desde  1864,  y  las 
informaciones  posesorias,  iobre  ser  poeteriores,  eran  nulas,  pues  todo  el 
concurso  y  el  procedimiento  de  apremio  en  él  y  en  la  pobreaa^  se  tramita- 
ron sin  la  intervención  áeA  inmediato  suoesor  y  sin  que  antes  de  embargar 
y  sacar  á  subasta  los  bienes  vinculares  se  hiciese  la  formal  tasación  y  divi- 
sión que  la  ley  preceptúa: 

Resultando  que  los  demandados,  á  excepción  de  Bernardo  Osorio,  con- 
testaron la  demanda  redarguyendo  de  civilmente  falsa  la  escritora  de  fun- 
daetóD,  y  haciendo  notar  que  el  testamento  verbal  de  D.  Diego  Loreoao 
Rodrigues  estaba  por  corroborar,  exponiendo  después  lo  que  del  concurso 
resnluba  acerca  de  la  transacción  de  16  de  Noviembre  de  1866,  y  de  lo  de- 
más relacionado  en  los  antecedentes  respecto  á  las  enajenaciones  de  las 
fincas  y  de  su  inscripción^  acerca  de  la  que  expresaron  qne  la  información 
posesoria  se  biso  necesaria  por  no  haber  entregado  el  demandante  loe  tí- 
tulos de  la  finca,  á  pesar  de  ser  requerido  al  efecto,  y  exponiendo  también 
lo  que  resultaba  del  incidente  de  nulidad  y  de  las  tercerías  deducidas  por 
el  D.  Diego: 

Besoltaado  que  recibidos  los  aotos  á  prueba,  entre  las  varias  practica- 
das por  aasbss  partas,  á  instancia  del  demandante  un  perito  agrimensor,  y 
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teMdor  de  tierrat,  nombrado  al  electo  de  idenüficer  lee  fineas  objeto  del 
pleito,  declaró  qne  éetas  eran  laa  oomprendidae  en  la  fondacióti,  y  que  toe 
fnitoa  que  debieron  prodoeir  deede  el  afio  de  1876  al  de  1890  incloaiTe» 
eran  2.846  peaetas  80  céntimoa;  y  á  pregontaa  de  loa  demandadoa,  conteetó 
que  tom6  como  datoa  para  evacoar  an  informe  la  doeementadóB  exíatente 
en  el  pleito  de  que  aaoó  nota  en  la  £acribanla  y  laa  inatmccioiiee  que  so* 
bre  laa  fincaa  le  dio  el  demandante,  único  que  aaiatió  á  la  operación,  aan- 
qne  el  acto  loé  público,  aoponiendo  la  identidad  por  loa  nombrea,  demsr> 
cacionea  y  aproximación  de  la  aoperfieie,  que  en  parte  coincidían  con  lae- 
qne  obraban  en  aotoa,  ain  qne  él  conociera  loa  términoa  en  qae  radicaban 
laa  fincaa  de  loa  demandadoa: 

Reanltando  que  continuada  la  tramitación  en  doa  inatandae,  la  Sala  de 
lo  ciril  de  la  Audiencia  de  la  Corufia  dictó  en  18  de  Snero  del  oorriente 
alio  aentencia  revocatoria,  declarando:  primero,  qne  era  inmediato  aoceeor 
de  Ida  bienea  reaervablcs  del  víncnlo  de  la  Carballeira,  fondado  en  8  de 
Diciembre  de  1770  por  D.  Die|^>  Parada  y  aa  mujer  Dofia  Mariana  Gonaá- 
les,  ó  inacrito  en  el  Begiatro  de  la  propiedad  á  favor  de  D.  Fiandeco  Lo- 
renso,  an  bijo  legitimo  varón  y  mayor  de  edad  entre  loa  demáa  qne 
bnbo,  el  demandante  D.  Diego  Lorenso  Martines,  á  quien  correapondia  sa* 
ceder,  dado  el  carácter  regular  ú  ordinario  de  la  fundación,  á  falta  de  elec- 
ción becba  por  an  último  poaeedor;  aegundo,  qne  loa  bienea  procedentee 
del  víncnlo,  nnoa  como  originarioa  y  otroa  como  permntadoa,  eran  loa  qne 
aparecía  ballarae  identifl<¿doa  en  la  declaración  pericial  del  folio  IbO 
vnelto  de  loa  autoa;  tercero,  que  eran  nnioa  loa  rematea  hechoa  en  el  con- 
eniao  del  D.  Franciaco  Loreoao,  en  cuanto  afectaban  á  loa  bienea  anyoe 
qne  fueron  vincnlarea;  y  en  an  virtud,  nnlaa  laa  inacripcionea  de  talea  bie- 
nea enajenadoa  en  dicbo  concnrao  y  no  otraa,  mandando  en  au  conaecnen* 
cía  cancelar  laa  referidaa  inacripcionea  en  orden  á  loa  indieadoa  bienea,  y- 
qoe  ae  procediera  á  la  formal  diviaión  y  taaa  de  loa  bienea  que  babían  te- 
nido el  carácter  de  vincnlarea,  para  determinar  cuálea  de  loa  qne  babian 
cooatitnído  el  víncnlo  eran  loe  correapondientea  á  la  mitad  reaervable  qne 
debería  aer  entregada  á  D.  Diego  Lorenso  con  loa  frutea  por  la  miama  pro- 
docidoa  y  debidoa  producir  deade  el  fallecimiento  de  au  padre  y  loa  que 
produjera  baata  la  total  entrega  de  loa  bienea  que  le  perterocieran,  todo  á 
Joatá  determinación  de  peritos;  y  condenando  en  aa  virtud  á  loa  demandar 
doa  D.  Gumersindo  Gonsáles  Domíngoes,  D.  José  Fernandos  Garrido,  Don 
Joeé  Feijóo  Qniotillán,  como  marido  de  Dofia  María  Manuela  Bepreaaa; 
D.  Bernardo  Osorio  Soto,  D.  Santiago  Soto  Novoa  y  D.  Joaé  Eemándes 
Martines,  á  que  realisaran  dicha  entrega,  reaervándolea  el  derecho  qne  pn* 
diera  correaponderlea  aobre  la  otra  mitad  de  loa  bienea  qne  reaultmn  li> 
brea  y  el  ejercicio  de  laa  accionea  qne  lea  pudieran  competer  contra  qoie- 
nea  hubiere  lugar,  sin  hacer  expreaa  condenación  de  coataa  de  ambaa  ina- 
tanoiaa: 

Resultando  qne  D.  Gumersindo  Gonsáles  Domlngues,  D.  Joaé  Fenián- 
des  Garrido,  D.  José  Feijóo  Qaintillán,  en  representación  de  au  eapoae 
Dofia  María  Manuela  Bepreaaa;  D.  Bernardo  Oaorio  Soto  y  D.  Santiago  Sote- 
Kovoa  interpusieron  recurao  de  caaación  por  infracción  de  ley  y  de  doctri- 
na legal,  citando  loa  números  l.o,  8.«y  7.o  del  art.  1692  de  la  ley  deEnjni- 
ciamiento  civil,  por  loa  aiguientea  motivoa: 

Primero.  Porque  al  anular  loa  rematea,  preaeindiendo  del  eonaenti- 
miento  que  á  ellos  prestó  D.  Diego  Loranso,  la  aentencia  infringe:  la  ley  1.*,. 
tit  LO,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  qne  da  valor  á  laa  eatipnla* 
cionea,  cualquiera  que  aea  la  forma  en  qne  se  contraigan;  el  principio  de 
derecho  P^ic^o  9unt  iervania;  la  ley  84,  tát.  14,  Partida  6.«,  que  máa  eoacre- 
lamente  se  refiere  á  laa  tranaaccionaB)  declarando:  coomo  lo  qne  eme  qoit» 
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ú  ni  contender  por  enojo  de  no  eegoir  pleito,  non  le  puede  deepnee  denuB- 
der»,  7  Im  doetrioa  consignada  por  este  Tribanal  Sapremo,  entre  otraa  biii* 
chaa  eentenciaa,  en  las  de  6  de  Ootnbre  de  1867,  8  de  Abril  de  1864,  91  de 
Ifoviemóre  de  1871  y  9  de  Febrero  de  1877,  aegán  laa  caalet  las  tranaae- 
eionea  convenidaa  librea  j  eapontáneamente  deben  reapetane  y  aon  obli- 
eatoriaa,  teniendo  faena  de  coaa  jQsgada  entre  laa  partea,  toda  vea  qne 
D.  Diego  Lorenao  oononrrid  á  la  tranaacción  libre  y  eapontáneamente  co»- 
irenida  entre  acreedorea  y  concnraadoa;  consintió  qne  ae  aplicaran  al  pago 
de  coatae  loa  bienea  embargadoa  á  loa  padrea;  ae  apartó  de  la  tercería;  ae 
vatífioó  en  la  tranaacción  qne  faé  aprobada  judicialmente;  y  en  fin,  en  1830 
oonaintió  de  nnevo  ante  el  Juagado  qne  ae  hiciera  el  pago  de  laa  coataa  con 
dichoa  bienea,  ain  que  contra  eato  qoepa  decir,  como  lo  hace  la  Sala  aea- 
ténciadora,  qne  el  demandante  no  podía  renunciar  ao  derecho  á  loa  bienea 
reaerrablea  por  no  haber  nacido  aa  acción  para  ejercitarlo  hasta  que  por  la 
mnerte  de  an  padre  fué  llamado  á  aucederle,  pues  expresa  y  concretamente 
loa  decretoa  de  19  de  Mayo  y  28  de  Junio  de  1821,  llaman  al  inmediato  an- 
ceaor  á  consentir  en  la  enajenación  de  la  mitad  de  loa  bienea  vincnlareaen 
-vida  del  anterior  poaeedor,  ain  que  tampoco  quepa  decir,  como  también  lo 
hace  la  Sala  aentenciadora,  que  ni  el  concurao  ni  laa  terceríaa  eran  ocaaionee 
adecoadaa  para  peraegnir  bienea  yinculados,  puea  D.  Diego  Lorenao  no  se 
IMíopuao  otra  coaa  en  laa  demandaa  de  tercería;  ni  menoa  puede  obsemiiee 
qne  la  transacción  no  ea  válida  por  no  haberae  probado  que  al  verificarae 
eetoviera  emancipado  el  demandante  de  la  patria  poteatad,  porqae  fai 
prueba  incumbe  al  actor  y  al  que  impugna  la  yalides  de  un  acto  ó  contrato^ 
y  ademáa  lo  qne  cenata  en  autoa  ea  que  D.  Diego  Lorenao  era  á  la  aazón 
znayor  de  edad,  y  por  eao  pudo  comparecer  ante  el  Juagado  sin  necesidad 
de  nombramiento  de  curador,  y  entablar  la  demanda  de  tercería  y  ana- 
cribir  el  escrito  de  tranaacción,  ain  que  contra  an  personalidad  ▼  capacidad 
Jurídica  ae  alegara  entonces  ni  después  cosa  alguna;  y  aun  concediendo 
qoe  entoncea  no  íueae  peraona  stit  jnrig,  ea  de  tener  preaente  que  en  1880» 
cuando  muerto  ya  au  padre  le  habla  auoedido  en  todoa  ana  derechos,  rati- 
ficó por  un  acto  realisado  ante  el  Juagado  la  transacción  de  1866,  en  cnanto 
al  pago  de  laa  coataa,  al  que  declaró  no  oponerse,  si  bien  se  reservó  su  de- 
lecho  contra  loa  acreedorea  por  no  haber  cumplido  la  tranaacción ,  alende 
deapuéa  de  todo  preciso,  para  acordar  la  nulidad  de  la  transacción,  que  se 
pidiera  previa,  concreta  y  directamente  en  la  demanda,  fundándoae  en  al* 
guno  de  loa  motivos  de  la  citada  ley  84,  tít.  16,  Partida  6>,  como  eate  Tri- 
bunal Supremo  lo  tiene  declarado  en  laa  aentondaa  de  80  de  Abril  de  186i 
y  80  de  Biarso  de  1871: 

Segundo.  Por  indebida  aplicación  del  art.  8.^  de  la  1^  de  11  de  Octn- 
bre  de  1820  y  errónea  interpretación  del  art  l.o  del  decreto -ley  de  28  de 
Junio  de  1821,  que  reformando  el  anterior  y  dando  facultedea  para  la  enaje> 
nación  de  la  mitad  libre  de  loa  suprimidos  mayoraagoa,  la  autorisó  ain  pre» 
▼ia  taaación  y  con  solo  el  consentimiento  del  siguiente  llamado  en  orden; 
oon  k)  qne  eatá  conforme  la  doctrina  de  la  aentencia  de  eate  Tribunal  Su- 
premo de  8  de  Biayo  de  1877,  y  la  aun  más  explícite  y  acomodada  á  la 
cueatión  de  autoe,  contenida  en  la  de  16  de  Octubre  de  1860,  que  declara» 
que  ai  la  enajenación  ae  verifica,  no  por  la  volunted  del  poaeedor  actoal. 
Bino  judicialmente  y  en  anbaate  pública,  á  inatencia  de  un  acreedor  y  ain 
opoaición  del  anceaor  inmediato,  aera  válida  aunque  no  haya  mediado  el 
eonsentimiento  expreso  de  éste,  con  tol  que  el  valor  de  lo  enajenado  no 
exceda  de  la  mited  íntegra  de  la  vinculación,  puea  eato  exactemente  ea  lo 
qoe  con  todaa  ana  drcnaatanciaa  ocurre  en  el  preaente  pleito,  en  qne  no  ae 
ba  probado  que  los  bienea  rematadoa  excedan  de  la  mitad  íntegra  de  la  vin- 
ealaeión,  y  ai  hay  alguna  diferencia  ea  qne  aquí  el  oonaentido  ae  ha  piee- 
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fado  7  ratiflcftdo:  prímeroy  eii  la  transaoción  de  ld66,  y  devpnéa,  en  el  apsr- 
tamieato  de  1880,  y  qae  además  los  bieoea  ee  han  Ycndido  fMra  aatisfieer 
en  parte  laa  coataa  caaaadaa  por  el  mismo  aaceaor  inmediato,  qae  hoy  va- 
clama: 

Tereero.  Por  infracoión  del  art.  24  de  la  ley  Hipotecaria,  toda  ves  qoe^ 
teniendo  los  recurrentes  inscritas  en  el  Registro  las  eacrituras  de  compra^ 
tienen  preferencia  aan  contra  acreedores  singaUrmente  privilegiados;  sin 
que  valga  decir  que  existía  anterior  inscripción  de  la  vinculación,  pnes  no 
lUy  identidad  en  las  fincas  ni  en  la  descripción  de  sos  linderos,  y  precisa- 
mente por  no  hallarse  alguna  de  ellas  inscrita  á  nombre  de  D.  Francisca 
Lorenzo,  y  por  negarse  el  D.  Diego  á  entregar  la  tituladón,  hubo  qne  ape> 
lar  A  informaciones  posesorias: 

Cuarto.  Porque  al  condenar  á  los  demandados  á  la  entrega  de  los  froto» 
Iffodocidos  y  debidos  producir,  la  Bala  sentenciadora  desconoce  el  carácter 
qne  en  todo  caso  tendrían  de  poseedores  de  buena  fe,  con  justo  título  y  ea 
virtud  de  decreto  del  Juzgado,  é  infringe  la  ley  19,  tít  28,  Partida  8>,  y 
aplica  errónieamente  á  bienes  desvinculados  doctrinas  que  por  excepción 
regían  para  los  vinculares: 

Quinto.  Porque  la  sentencia  infringe  la  la  ley  16,  tít  22  de  la  Partidla 
8.*  al  otorgar  más  de  lo  pedido,  pues  en  la  demanda  se  pidió  la  nulidad  de 
los  remates  y  adjudicaciones  sólo  en  cuanto  hace  relación  á  las  mitades  re- 
servables,  y  el  fallo  recurrido  concede  esa  nulidad  para  la  totalidad  de  los 
bienea  que  fueron  vinculares: 

Y  sexto.  Por  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebos,  consis* 
lente  en  estimar  demostrada  la  existencia  y  legal  constitución  de  la  funda- 
ción vincular,  contra  lo  preceptuado  en  la  ley  41  de  Toro;  en  eonsiderar 
acreditado  el  carácter  de  inmediato  sucesor  del  título  en  D.  Diego  Loren- 
xo,  cuando  el  testamento  nuncupativo  de  su  abuelo,  llamado  también  Die- 
go Lorenzo,  no  obtuvo  la  corroboración  necesaria  para  hacer  fe,  conforme' 
á  la  ley  4 A,  tít.  2. o,  Partida  6.*,  ni  su  declaración  de  heredero  hecha  en  ex- 
pediente de  jurisdicción  voluntaria  puede  utilizarse  en  perjuicio  dé  terce- 
ro, según  proclama  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  confirma  la  juríspruden* 
cia;  y  por  fin,  en  que  á  pesar  del  principio  de  derecho  de  que  los  bienes  se 
reputan  libres  en  defecto  de  prueba  en  contrario,  y  contraviniendo  la  doc^ 
trina  de  las  sentencias  de  28  de  Junio  de  1861  y  7  de  Febrero  de  1872,  de 
que  los  demandantes  tienen  que  justificar  concreta  y  esoecialmente  el  ca- 
rácter vincular  de  los  bienes  que  reclaman,  se  declara  que  los  bienes  rema- 
tados por  los  recurrentes  son  los  mencionados  en  la  fundación  vincular; 
dando  al  efecto  valor  á  no  más  que  el  dicho  de  un  perito,  que  por  basarse, 
según  el  apuntamiento,  en  los  informes  y  datos,  desde  luego  sospechosos  y 
tachables  del  propio  demandante,  no  puede  aceptarse  conforme  á  las  reglas 
de  la  sana  crítica. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Montero  de  Espinosa: 
Considerando  que  el  derecho  á  suceder  en  el  vinculo  fundado  por  D.  Dle* 
go  Parada  y  su  mujer  Mariana  González,  dependía,  según  el  orden  de  llama* 
mientoa  establecido  en  la  fundación,  de  la  elección  que  entre  sus  hi jos^  sin 
distinción  de  varón  ó  hembra,  hiciera  el  poseedor,  y  sólo  en  el  caso  de  fa- 
llecer sin  hacer  la  designación  del  inmediato,  es  cuando  sucedería  el  varón 
con  preferencia  á  la  hembra;  y  por  consiguiente,  habiendo  muerto  D.  Fran* 
cisco  Lorenzo,  último  poseedor  del  vinculo,  en  80  de  Julio  de  1876,  sin 
elegir  sucesor,  hasta  ese  día  no  nació  el  derecho  de  D.  Diego  Lorenzo  por 
la  preferencia  que  sobre  sus  hermanos  le  daba  su  cualidad  de  varón: 

Considerando  que  en  este  concepto,  al  verificarse  en  1866  la  transacción 
que  puso  tórmino  al  concurso  de  D.  Francisco  Lorenzo,  ningún  derecho 
pudo  transigir  su  hijo  Diego  en  concepto  de  inmediato  sucesor,  por  carecer 
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estonces  de  eeta  cualidad  no  adquirida  sino  aflea  deapnée  al  fallecer  su 
padre  sin  hacer  nao  del  derecho  de  elección  qne  la  fundación  le  daba,  y 
carecía  adem^  de  capacidad  legal  por  hailarae  á  la  sazón  bajo  la  patria  po< 
testad,  demostrándose  qne  estaba  en  esta  condición  y  no  emancipado  por 
la  autorización  que  le  dio  el  padre  para  que  pudiera  separarse  de  la  torce- 
tia  que  contra  los  bienes  concursados  tenia  pendiente: 

Considerando  que  el  hecho  de  separarse  D.  Diego  Lorenzo  en  1880,  sien- 
do ya  inmediato  sucesor  al  Vinculo  por  haber  fallecido  su  padre,  de  toda  opo- 
sición al  pago  de  las  costas  objeto  del  concurso,  no  signiñca  que  renuncia- 
ra aus  derechos  á  la  mitad  reservable  del  vinculo,  no  teniendo  otro  alcan- 
ce y  extensión  tal  separación  que  el  de  reconocer  como  deuda  de  su  padre 
las  costas  del  concurso  y  permitir  .que  se  vendieran  bienes  para  pagarlas^ 
pero  bienes  hereditarios  y  no  aquellos  privativos  suyos  en  concepto  de  in- 
mediato sucesor  al  vínculo,  del  cual,  como  no  estaba  hecha  la  división,  no 
se  podia  saber  si  era  insuficiente  la  mitad  libre  para  satisfacerlas,  no  ha- 
biéndose, por  tanto,  incurrido  en  la  sentencia  en  las  infracciones  que  se  su* 
ponen  en  el  primer  motivo  del  recurso: 

Ck)nsiderando  que  no  se  infringe  en  la  sentencia  por  indebida  aplica- 
ción el  art.  3.o  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  ni  tampoco  se  ha  inter- 
pretado erróneamente  por  la  Sala  el  art.  Ifi  del  decreto  ley  de  28  de  Junio  ' 
de  1821,  como  se  supone  en  el  segundo  motivo,  porque  desconocido  como 
era  el  inmediato  sucesor  cuando  tuvo  lugar  la  transacción  en  1866,  y  tra- 
tándose en  ella  de  enajenar  bienes  vinculados,  es  claro  que  debió  hacerso 
la  división  previa  de  aquél  en  la  forma  que  dispone  el  art.  8.<>  de  dicha  ley 
para  el  caso  en  que  el  inmediato  sea  desconocido  ó  se  Halle  bajo  la  patria, 
potestad  del  poseedor,  declarando  nulos  la  misma  ley  los  contratos  de  ena- 
jonación  que  sin  tales  requisitos  se  celebren,  disposición  que  no  ha  modi- 
ficado el  art.  l.o  del  decreto  ley  de  28  de  Junio  de  1821  al  autorizar  sin 
previa  tasación  las  ventas  de  lo  equivalente  á  la  mitad  ó  menos  del  valor 
de  los  bienes  vinculados,  puesto  que  aun  así  requiere  el  consentimjlento 
del  inmediato  ó  del  que  en  su  caso  le  represente,  sin  que  tenga  apUcaciói» 
el  art  d.o  de  dicho  decreto-ley,  por  referirse  al  caso  de  oposición  á  la  venta 
por  parte  del  inmediato  ó  de  su  legítimo  representante;  por  lo  cual  tam- 
poco ha  infringido  la  sentencia  la  doctrina  consignada  en  la  de  16  de  Oc- 
tubre de  1860,  aplicable  cuando  lo  vendido  no  excede  de  la  mitad  reserva- 
ble  al  inmediato: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  el  art.  2i  de  la  ley 
Hipotecaria,  como  se  afirma  en  el  tercer  motivo,  porque  además  de  esta- 
blecer la  ley  en  su  art.  83  que  la  inscripción  no  convalida  los  actos  ó  con- 
tratos nulos  con  arreglo  á  la  ley,  en  el  presente  caso  las  escrituras  de  venta 
judicial  se  inscribieron  por  el  medio  supletorio,  á  falta  de  título  inscrito, 
de  informaciones  posesorias  que,  sobre  no  producir  el  mismo  efecto  que 
la  de  un  título  traslativo  de  dominio,  fueron  hechas  con  posterioridad  á 
la  insoripoión  definitiva  de  la  escritura  de  fundación,  sin  que  pueda  obje- 
tarse qne  Iss  fincas  á  que  dicha  escritora  hace  referencia  son  distintas  4 
las  vendidas,  y  por  ello  negó  el  Registrador  inscribir  el  expediente  que 
declaraba  á  D.  Diego  Lorenzo  inmediato  sucesor,  porque  además  de  no  ser 
ésta  la  causa  de  la  negativa  y  sí -la  de  no  estar  hecha  con  arreglo  á  la  ley 
la  declaración  de  inmediato  sucesor,  resulta  afirmado  por  el  juicio  que  de 
las  pruebas  ha  formado  la  Sala  sentenciadora,  que  los  bienes  inscritos  co- 
rresponden al  vinculo  que  fundó  Parada  y  so  mujer: 

Considerando  que  el  poseedor  de  buena  fe  hace  suyos  los  frutos  per- 
cibidos hasta  la  contestación  á  la  demanda,  y  tiene  tal  cualidad  el  que 
posee  en  virtud  de  justo  título  emanado  de  autoridad  .judicial,  y  por  lo 
tanto,  al  condenar  la  sentencia  á  los  recurrentes  ai  pago  de  los  frutos  pro- 
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docidofl  ó  debidoi  prodaefr  desde  el  fallecimiento  deD.  Fnmelseo  Lomno^ 
infringe  la  ley  89,  tít  28,  Partida  8>,  y  no  la  19  del  mismo  títolo  j  Par* 
tida  qae  por  error  material  se  cita  como  infringida  en  el  caarto  motiyo 
del  recorso: 

Gonsiderando  qoe  pidiéndose  en  la  demanda  la  tnitad  de  los  bienes 
reservables  y  consigaiente  anolación  de  las  escritnras  de  venta  á  «lios 
correspondientes,  como  también  de  sus  inscripciones  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  no  puede  decirse  que  se  haya  infringido  la  ley  16,  t(t.  23  de  la 
Partida  8>,  coando  la  sentencia  no  otorga,  ni  el  demandante  recibe  más 
de  lo  pedido,  y  si  bien  en  ella  se  declaran  nalas  todas  las  eacritaras  de  Um 
bienes  yincalados,  esto  ha  de  entenderse  como  el  procedimiento  qoe  la 
6ala  creyó  necesario  para  la  división  de  los  bienes,  sin  qne  paeda  afectar 
á  la  validez  de  las  escrtiaras,  más  qne  á  las  de  aqnellos  bienes  qne  des- 
pnés  de  hecha  la  división  de  todos,  así  enajenados  como  no  enajenados, 
correspondan  á  la  mitad  reservable  del  víncalo,  coya  inteligencia  se  des- 
prende de  la  misma  sentencia,  qne  deja  á  salvo  el  derecho  de  los  adqni- 
rentes  á  la  mitad  de  los  bienes  de  libre  disposición: 

Considerando  que  la  sentencia,  al  apreciar  las  pruebas,  no  incurre  en 
error  de  derecho  ni  infringe  por  consiguiente  las  leyes  y  doctrina  legal 
<}ne  se  citan  en  el  sexto  y  último  motivo  del  recurso,  porque  la  Sala  sen- 
tenciadora, apreciando  los  diferentes  documentos  traídos  á  los  autos,  la 
declaración  pericial  y  demás  elementos  de  prueba,  comparándolas  y  com- 
binándolas entre  sf,  estimó  probada  la  fundación,  la  cualidad  de  inme- 
diato sucesor  en  el  demandante,  así  como  que  los  bienes  enajenados  pe^ 
tenecían  á  la  vinculación,  sin  que  al  hacer  la  apreciación  infrinja  ningnaa 
ley  ni  doctrina  lega); 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Gumersindo  González  Domínguez,  D.  José 
Fernández  Garrido,  D.  José  Feijóo  Qaintillán  en  representación  de  so  es- 
posa Dofia  Maria  Manuela  Represas;  D.  Bernardo  Osorio  Soto  y  D.  San- 
tiago Soto  Novoa,  en  cuanto  al  cuarto  motivo  del  mismo,  y  no  haber  logar 
á  dicho  recurso  respecto  á  los  demás;  y  en  su  consecuencia,  casamos  y 
anulamos  la  sentencia  qne  en  18  de  Enero  último  dictó  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  la  Corufia,  únicamente  en  cuanto  por  la  misma  se  con- 
dena á  los  recurrentes  á  la  entrega  á  D.  Diego  Lorenzo  Martínez  de  los  fru- 
tos percibidos  desde  el  fallecimiento  de  su  padre  D.  Francisco  Lorenzo.^ 
(Sentencia  publicada  el  9  de  Noviembre  de  1893,  é  inserta  en  la  Oaeda  de 
15  de  Diciembre  del  mismo  afio). 
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Rbcubso  dk  casacióh  (18  de  Noviembre  de  1898).--Sala  de  le  dvil. 
-^Desahucio, — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Joaquín  Ribo  en  autos 
con  Dofia  Eulalia  Ribo  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Que  existiendo  falta  de  eumplimiento  de  las  cmdicumes  estipuladas  en 
fin  contrato  de  subarriendo,  el  juicio  de  desahucio  y  la  sentencia  que  deeUura 
haber  lugar  á  él,  se  ajustan  perfectamente  á  lo  dispuesto  en  el  art,  1590^  en 
relación  con  los  1562  y  156S  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  eivü. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  Noviembre  de  1898,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtnd  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital 
de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Aodieneia  de  la  i  ' 
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por  Dofia  Eulalia  Ríbó  y  Paig^  soltera,  de  aquella  recindad,  repreaentada 
por  el  Procurador  D.  Luis  de  Figuerola  y  defendida  por  el  Letrado  Don 
Joaé  Felía  y  Codina,  coa  D.  Joaquín  Ribo  y  Pnig,  tablajero,  de  la  misma 
vecindad,  y  eu  sn  nombre  el  Procurador  D.  Antonio.  Beudicho,  bajo  la  di- 
rección del  Iletrado  D.  José  Canalejas  y  Méndez,  sobre  desahucio: 

Resultando  de  los  hechos  consignados  en  la  demanda,  única  forma 
en  que  consta,  que  los  hermanos  Dofia  £ulaUa  y  D.  Joaqu(u  Rit>ó  y  Puig 
firmaron  un  documento  privado  en  l.o  de  Enero  de  1888,  por  el  cual,  en- 
contrándoee  Dofia  Eulalia  tener  abierta  y  poseer  en  la  calle  Baja  de  San 
Pedro  de  Barcelona,  nám.  77,  tienda,  de  que  era  inqnilino,  además  de  un 
entresuelo  para  habitación,  un  establecimiento  destinado  desde  hacía  ma- 
-chos  afios  á  la  ezpendición  de  carne  de  carnero  y  buey  y  de  otros  comes- 
tibles, subarrendó  á  D.  Joaquín  dicha  tienda  y  entresuelo,  junto  con  el 
establecimiento  referido,  incluyendo  en  el  subarriendo  todos  los  utensi- 
lios y  enseres  existentes  en  el  mismo,  propios  de  la  indicada  industria, 
pactándose  que  la  duración  del  subarriendo  sería  de  cinco  años,  á  contar 
desde  aquella  fecha,  y  su  precio  170  pesetas  mensuales,  que  habría  de  pa- 
gar D.  Joaquín  á  la  subarrendataria  por  mensualidades  vencidas,  obligán- 
dose además  á  pagar  la  contribución  que  á  la  sazón  satisfacía,  así  como 
las  que  en  lo  sucesivo  se  impusieran  por  razón  del  mismo: 

Resultando  que  Doña  Eulalia  Ribo  dedujo  en  19  de  Abril  de  1892  la 
demanda  objeto  de  estos  autos,  en  la  que  haciendo  mérito  del  citado  con- 
venio, expuso  que,  á  pesar  de  lo  estipulado  en  él,  su  hermano  D.  Joaquín 
iiacía  más  de  dos  meses  que  tenía  cerrada  la  expresada  tienda,  sin  qne 
por  lo  tanto  se  vendiera  en  ella  ni  la  destinara  al  objeto  para  que  había 
sido  arrendada,  mientras  que  á  poca  distancia  había  abierto  otra  tienda 
dedicada  á  la  venta  de  los  mismos  artículos  que  la  anterior;  v  que  asimis- 
mo, infringiendo  el  propio  convenio,  estaba  adeudando  el  demandado  el 
alquiler  convenido  desde  la  última  mensualidad  vencida  en  Marzo,  y  de- 
duciendo como  fundamentos  de  derecho  que  el  subarrendador  podrá  des- 
ahuciar al  subarrendatario  por  falta  de  pago  del  precio,  por  infracción  de 
las  condiciones  del  contrato  y  por  destinar  la  casa  á  servicios  no  pactados 
<)ne  las  hicieran  desmerecer,  ó  no  sujetarse  en  su  caso  á  lo  que  se  orde- 
naba en  el  núm.  2,^  del  art.  1666  del  Código;  ejercitando  la  aeción  corres* 
pondieate,  pidió  que  se  declarase  haber  lugar  al  desahucio,  apercibiendo 
de  lanzamiento  al  demandado  si  no  desalojaba  la  finca  dentro  del  tér^ 
mino  de  la*ley^  y  condenándole  al  pago  de  las  costas: 

Resultando  que  el  demandado  D.  Joaquín  Ribo  y  Puig  contestó  á  la 
demanda  exponiendo  que,  aparte  de  no  haber  acreditluio'  ni  siquiera  in- 
tentado justificar  la  demandante  ser  arrendataria  de  los  locales  con  facul- 
tad de  subarrendarlos,  ni  existía  infracción  alguna  de  lo  convenido  por  al 
demandado,  ni  la  pretendida  falta  de  pago;  que  á  últimos  de  1891,  deseosa 
al' parecer  la  demandante  de  reincorporarse  de  los  locales,  importándole 
poco  les  perjuicios  que  por  ello  pudiera  causar,  procuró  buscar  la  forma 
de  que  el  demandado  cesase  en  el  arriendo,  é  interviniendo  personas  in- 
fluyentes  para  ambos,  convinieron  en  que  dejaría  los  lócale^  para  fin  de 
afio,  me<tíacrte  el  abono  del  importe  de  las  oleras  realizadas  en  ellos;  que 
la  demandante  no  quiso  luego  estar  á  lo  convenido,  buscando  siempre 
pretexto  para  lucrarse  de  las  obras  realizadas  por  el  demandado,  quien 
fijó  entonces  la  atención  en  el  recibo  que  se  le  entregó  y  que  acompafiaba, 
y  observando  que  aunque  figuraba  firmado  con  el  nombre  de  la  actora,  no 
era  ai  parecer  la  letra  propia  de  aquélla,  cieyó  del  caso  que  en  el  pago  in- 
tervinieran personas  que  pudieran  justificarlo,  acordándose  que  su  Procu- 
rador satisfaría  todos  los  meses  al  de  la  demandante  el  importe  dé  los  re- 
«ibosi  á  du  presentación;  qu^  asi  se  biso  en  dos  meosualidadeSi  pero  en  la 
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tercera  íné  reiteradamente  ofrecida  y  no  se  recoinó;  que  el  demandado  hmr 
bia  hecbo  de  lo  arrendado  el  neo  que  podía  y  debía  hacer,  sin  qae  jmjDAm 
se  le  hubiesen  impuesto  trabas  en  el  aso  de  sa  derecho,  no  siendo  cierta 
qae  hubiera  faltado  en  nada  á  lo  pactado;  y  consis^nando,  no  sólo  el  im- 
porte de  la  mensaalidad  de  que  se  hablaba  en  la  demanda,  sino  también 
la  sigaiente  vencida  desde  su  interposición,  pidió  se  denegase,  con  las  cos- 
tas, el  desahucio: 

Resultando  qoe  la  demandante  insistió,  al  replicar,  en  su  demanda^ 
afiadiendo  que  en  el  documento  acompafiado  por  ella,  firmado  por  el  de- 
mandado, se  le  reconocía  la  facultad  de  subarrendar,  ó  implícitamente  se^ 
le  reconocía  también  en  tbda  la  contestación,  insistiendo  aeimismo  en  que 
no  había  realisado  á  su  debido  tiempo  el  alquiler  y  en  que  no  había  dado 
á  la  casa  arrendada  el  uso  debido: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sastanciado  el 
juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de^ 
Barcelona  dictó,  en  24  de  Octubre  de  1892,  sentencia  confirmatoria  con 
las  costas,  declarando  no  haber  lugar  al  desahucio  por  falta  de  pago  de  los 
locales  subarrendados  por  Dofia  Eulalia  Ribo  á  su  hermano  D.  Joaquín 
Ribo,  y  haberlo  por  la  otra  causa  en  que  se  fundaba  la  demanda,  man- 
dando, en  BU  consecuencia,  al  segundo,  que  dentro  del  término  de  quince 
días  desalojase  la  tienda  y  entresuelo  de  la  casa  núm.  77  de  la  calle  Baja 
de  San  Pedro,  de  aquella i^iudad;  bajo  apercibimiento  de  ser  lansado  de 
ellos,  condenándole  al  pago  de  las  costas  del  juicio: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Ribo  y  Puig  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación, alegando:  primero,  que  al  declarar  la  sentencia  que  procede  el 
desahucio  por  haber  abierto  el  recurrente  otra  tienda  de  expendición  de 
carnes  próxima  á  la  subarrendada  por  su  hermana  Dofia  Eulalia  Ribo,  se 
infringe  la  ley  del  contrato  de  l.o  de  Enero  de  1888,  celebrado  entre  di- 
chos hermanos,  que  debía  ser  la  base  del  pleito,  sancionada  por  el  derecha 
foral  de  Catalufia,  por  el  derecho  común  de  Castilla,  supletorio  de  aquél, 
por  el  vigente  Código  civil  en  su  art.  1091,  y  por  la  jurisprudencia  de  este 
Supremo  Tribunal,  consignada,  entre  otras  sentencias,  en  las  de  81  de 
Enero  de  1890  y  9  de  Octubre  y  28  de  Noviembre  de  1889;  toda  vez  qae 
en  el  citado  contrato  no  se  decía  que  el  recurrente  no  podía  abrir  otra» 
tiendas  destinadas  á  la  expendición  de  carnes  frescas  y  de  otros  comesti- 
bles, ni  tampoco  que  no  dejase  de  vender  ni  on  solo  día  en  la  tienda  sub- 
arrendada por  Dofia  Eulalia  Ribo;  segundo,  que  siendo  el  contrato  en 
cnestión  anterior  á  la  promulgación  del  Código  civil  vigente,  y  no  tenien- 
do, por  tanto,  aplicación  al  caso  de  autos,  se  habían  infringido,  por  so 
inaplicación,  la  regla  1.a  de  las  disposiciones  transitorias,  y  por  su  inde- 
bida aplicación,  la  regla  4>  del  art.  1669,  y  demás  citados  en  la  sentencia, 
del  Código  civil;  tercero,  que  determinándose  en  ios  artículos  1690,  en  re- 
lación con  el  1662  y  1668  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  las  causas  poi- 
las  que  se  podía  proceder  al  desahucio,  consistiendo  la  cuarta  en  la  infrac- 
ción de  cualquiera  de  las  condiciones  estipuladas  en  el  contrato  de  arren- 
damiento, y  siendo  ésta  la  en  que  se  fundaba  el  fallo,  no  siendo  posible 
hallar  en  el  contrato  la  condición  que  se  suponía  infringida,  era  evidente 
que,  ad^emás  de  infrigirse  aquél,  se  infringía  también  por  su  olvido  los  ar- 
tículos dé  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  aunque  de  procedi- 
miento para  los  juicios  de  desahucio,  tienen  el  carácter  de  ley  positiva;  j 
coarto,  que  se  comete  error  de  hecho,  apareciendo  dará  la  equivocación 
del  Tribunal  sentenciador,  pues  no  estipulando  el  contrato  de  subarriendo 
prohibición  de  cerrar  la  tienda  subarrendada  ni  de  abrir  otras,  al  acce- 
derse  por  el  fallo  al  desahacio  por  haber  abierto  el  recurrente  otra  tienda^ 
era  evidente  el  error  de  hecho,  puesto  qoe  se  contradecía  eon  el  coninlo 
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de  iBnb«rri«ndo,  que  no  ptohibía  tal  hecho;  cometíéndose  ignalmente  error 
en  dicho  fallo  al  apreciar  qoe  de  laa  praebas  se  había  demostrado  qoe  la 
tienda  subarrendada  se  destinaba  á  otros  nsos,  cosa  qae  ni  se  habla  pro- 
bado ni  el  contrato  de  snbarriendo  estipnlaba  tal  prohibición. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Mateo  de  Alcocer: 

Considerando  que  la  sentencia  recorrida  no  infringe  la  ley  del  contrato, 
la  jurisprudencia  de  esta  Sala  ni  las  demás  disposiciones  legales  qae  se 
citan  en  el  primero  y  principal  fundamento  del  recurso,  porque  no  por  ha- 
ber establecido  á  corta  distancia  y  con  el  mismo  objeto  otra  tienda,  sino 
por  el  hecho  que  se  consigna  de  no  tener  el  recurrente  D.  Joaquín  Ribo  y 
Paig,  por  el  tiempo  estipulado,  abierta  y  destinada  á  la  venta  de  carnes  la 
qae  á  este  fin,  con  1(^  útiles  y  enseres  existentes  en  ella,  le  subarrendó  su 
hermana  Dofia  Eulalia  Ribo,  dió  motivo  al  desahucio,  toda  vez  que  faltó 
al  convenio  en  que  se  obligó  á  continuar  y  seguir  con  aquella  industria 
que  poseía  esta  última  y  tenía  establecida  en  la  tienda  subarrendada: 

Considerando  que  el  segundo  motivo  de  dicho  recurso  no  puede  surtir 
efecto  jurídico,  porque  aunque  en  la  sentencia  recurrida  no  debió  citarse 
como  aplicable  el  art.  1660,  en  su  regla  4>,  del  Código  civil,  va  que  no  re- 
gía cuando  se  celebró  el  contrato  entre  los  hermanos  Ribo,  la  interpreta- 
ción de  éste  y  las  obligaciones  que  nacen  del  mismo  están  previstas  y  re- 
guladas de  igual  modo  que  lo  hace  aquel  cuerpo  legal  en  la  legfislación  fo* 
ral  de  Cataluña  y  en  la  supletoria  de  Castilla,  aiflicables  á  dicho  contrato: 

Considerando  que  reconocida  la  falta  de  cumplimiento  de  las  condicio* 
nes  estipuladas  en  el  subarriendo,  el  juicio  seguido  y  la  sentencia  que  se 
ha  dictado  se  ajustan  perfectamente  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1690,  en  rela- 
ción con  el  1662  y  1663  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  como  al  apre- 
ciar las  pruebas  y  formar  aquel  concepto  no  se  ha  cometido  error  de  hecho 
que  resulte  de  documento  ó  acto  auténtico  demostrativo  de  equivocación, 
son  igualmente  infundados  los  motivos  tercero  y  cuarto  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Joaquín  Ribo  y  Puig,  á  quien  condenamos 
á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que  sé  distribuirá  con  arreglo  á  la 
ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación 
correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido.— 
(Sentencia  publicada  el  13  de  Noviembre  de  1893,  é  inserta  en  las  GaeetoB 
de  16  y  17  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 


77 

Recüsso  ds  oA8á.ciÓH  (13  de  Noviembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.— 
Declaracián  de patemid^d.^l^o  híL  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto 
por  Dofia  Juana  Moracho  en  autos  con  D.  Francisco  Alonso  Pulido  (Au- 
diencia de  Madrid),  y  se  resuelve: 

(¡ue  es  inadmi9ible,  cpn  arreglo  al  núm.  9fi  del  art.  1729  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  el  recurso  de  casaeién  en  que  se  combate  la  apreciaeián  de 
la  yrueba  hecha  por  la  Sala  sentenciadora,  sin  ^  se  cite  ley  infringida  reía- 
tipa  al  valor  y  eficacia  de  aquélla  enjuicio,  m  dos^mento  ó  acto  auténtico 
qtte  demuestre  el  error  de  hecho  cometido  en  didki  apredacián,  como  lo  exige 
el  núm,  7P  del  art  1692  de  dicha  ley. 

m 

Resultando  que  Dofia' Juana  Moracho  y  Glemefte  entabló  demanda  en 
15  de  Diciembre  de  1891,  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito 
de  Buensívkta  de  esta  oorte,  para  qoe  aé  declarase  que  so  hijo  Franciieo 
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Moracho  lo  era  oatarBl  de  D.  Franeiaco  Alonso  Pálido,  y  00  condenara  4 
éate  á  reconocerle  como  tal,  mandando  hacer  laa  debidas  anotacionea  en 
loe  libros  del  Registro  civil: 

Resultando  qne  D.  Francisco  Alonso  Pulido  impugnó  la  demanda,  y 
snstanciado  el  pleito  por  los  trámites  correspondientes  de  las  dos  insun- 
cias,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  .de  esta  corte  dictó  sen- 
tencia revocatoria  en  12  de  Abril  próximo  pasado,  absolviendo  á  Alonso 
Pálido  de  la  demanda  contra  ól  deducida  por  Dofia  Juana  Moracho  Oie- 
mente: 

Resultando  que  á  nombre  de  ésta  se  interpuso  recurso  de.  casación, 
fondado  en  los  números  1.^  y  7.o  delart.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  por  considerar  infringidos: 

Primero.  El  art.  186  del  Oódigo  civil,  en  su  núm.  2.o,  por  lo  mismo 
qne  según  esta  ley  el  padre  está  obligado  á  reconocer  al  hijo  natural  cuan- 
do se  hatle  en  posesión  continua  del  estado  de  hijo  del  padre  demandado, 
justificada  por  actos  directos  del  mismo  padre;  toda  ves  qne  en  el  caso  de 
antOB  concurren  estos  requisitos,  porqueel  nifio  Francisco  Moracho  se  halla 
en  la  posesión  continua  del  estado  de  hijo  natural  de  D.  Francisco  Alonso 
y  éste  ha  justificado  esa  misma  posesión  por  actos  tan  directos  como  so 
propia  confesión; 

Y  segundo.  £1  art.  119  del  mismo  Código,,  que  dispone  que  son  hijos 
naturales  los  habidos  de  faraones  que  al  tiempo  de  la  concepción  podinn 
casarse,  en  cuanto  la  sentencia  recurrida  no  estima  qne  el  nifio  Francisco 
es  hijo  natural  también  de  Alonso  Pulido: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opuso  á  la  admisión  del  recnrso^ 
y  en  su  virtud  se  trajeron  los  autos  á  la  vista  con  las  debidas  citaeionea. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Coosidersndo  que  en  el  recurso  se  combate  la  apreciación  que  de  la 
prueba  hace  la  Sala  sentenciadora,  sin  que  se  cito  ley  infringida  relativa 
al  valor  y  eficacia  de  aquélla  en  juicio,  ni  documento  ó  acto  auténtico  qne 
demuestre  el  error  de  hecho  cometido  en  dicha  apreciación,  cual  lo  exige 
el  núm.  7.o  del  art  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  siéndole  por 
ello  aplicable  el  núm.  9.o  del  art  1729  de  Ja  misma; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Dofia  Juana  Moracho,  á  quien  se  condena  en  las  costas;  líbrese  á  la  Aa- 
diencia de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del 
apuDlamiento  remitido,  y  pnblíquese  este  auto  en  la  forma  prevenida  en 
la  ley.— (Auto  fecha  18  de  Noviembre  de  1893,  é  inserto  en  la  Gaceta  de 
17  de  Dlcieolbre  del  mismo  afio.) 
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Rrgübso  db  ciasaoióv  (14  de  Noviembre  de  189S).^Sala  de  lo  civiL 
-^Defensa  por  pobre.^1ío  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  Don 
Baltasar  Marqués  y  D.  Francisco  Santos,  en  autos  con  D.  José  de  Mata  Ro- 
drigues (Audiencia  de  Valladolid),  y  se  resuelve: 

Qi«e  conforme  al  núm  9  o  del  art,  1729  de  la  Uy  de  Enjuiciamiento  dwü, 
90  e§  admúible  el  reeuroo  de  •assct^  que  $e  refiere  á  la  apreeiarión  de  loo 
pruebas,  cuando  no  $e  cita  para  autortMarlo  el  núm,  7,^  del  art,  1692, 

« 

Resultando  que  segifldo  el  oportuno  incidente  en  el  Jnsgado  de  pri- 
mera instancia  de  La  Bafiesa  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Va- 
lladolid, recayó  sentencia  oonfinnaieria,  dictada  por  asta  última  en  27  do 
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lf»yo  de!  corriente  afio,  declarando  que  D.  Baltasar  Marqaéa  Domíognes 
y  D.  Francisco  Santos  Peres  no  tienen  derecho  á  qne  se  les  defienda  como 
pobres,  y  por  tanto  no  ha  lograr  á  hacer  á  so  favor  la  declaración  de  po- 
breza solicitada  en  la  demanda  para  litigar  con  D.  José  de  Mata  y  Rodri- 
gnes,  imponiéndoles  las  costas  del  incidente,  con  el  reintegro  del  papel 
de  oficio  empleado  en  él: 

Besnltando  qoe  dichos  D.  Baltasar  Marqués  Domingoex  y  D.  Francisco 
Santos  Peres  han  interpuesto  recurso  de  casación,  alegando,  como  motivo 
del  mismo,  infringir  la  enunciada  sentencia  los  artículos  13,  14,  16,  20,  21 
y  demis  concordantes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al  no  declaw  po- 
bres en  sentido  legal  á  los  recurrontes,  cuando  de  los  resultandos  delqué- 
11a  aparece  de  modo  evidente  son  de  ningún  valor  los  bienes  que  poseen, 
y  por  tantOy  las  rentas  que  producen,  inferiores  al  jornal  de  dos  braceros, 
máxime  teniendo  en  cuenta  que  hay  que  deducir  los  gastos  llamados  de 
producción,  cuyas  infracciones  sirven  de  justo  fundamento  al  recurso,  á 
tenor  del  caso  l.o  del  art  16^2  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento: 

Besultando  que  el  Ministerio  fiscal  estima  improcedente  la  admisión 
del  recurso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Maeistrado  D.  Diego  Montero  de  Espinosa: 

Considerando  que  no  es  admisible  el  recurso  de  casación  que  se  refiere 
á  la  apreciación  de  las  pruebas,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  núro.  9.o,  ar- 
tículo 1729  de  la  ley  de  Enjuiciami^ito  civil,  cuando  no  se  cita  para  auto- 
rizarlo el  núm.  7.o  del  1692: 

Considerando  que  fundadas  las  infracciones  de  los  artículos  de  la  ley 
procesal  que  se  citan  en  el  recurso  interpuesto  por  D.  Baltasar  Marqués  y 
D.  Francisco  Santos,  en  el  supuesto  de  haber  justificado  sean  pobres  en  el 
concepto  legal,  cuya  afirmación  contradice  el  juicio  que  de  la  apreciación 
de  las  pruebas  ha  formado  la  Sala  sentenciadora,  no  tiene  aplicación  al 
presente  caso  el  nt&mero  l.o  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, qoe  se  cita^  para  apoyar  el  recurso,  y  lo  hace  por  este  defecto  inadmi- 
sible; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  expresado  recurso,  interpuesto  por  Don 
Baltasar  Marqués  y  D.  Francisco  Santos,  á  quienes  condenamos  en  las 
costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de  Valladolid  la  certificación  correspondiente, 
acompasada  del  apuntamiento  que  ha  remitido,  y  publíqnese  este  auto  se- 
gún previene  la  ley .^  (Auto  fecha  14  de  Noviembre  de  1893,  é  inserto  en 
I»  Qíaetta  de  17  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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Broüsbo  dv  gasactón  en  asunto  de  Ultramab  (14  de  Noviembre 
de  1893).— Sala  de  lo  civil.— Jjperfura  de  t^stomento.— No  ha  lugar  á  la  ad- 
misión del  interpuesto  por  D.  Manuel  Freto  Morales  en  autos  sobre  exhi- 
bición y  apertura  de  un  testamento  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  re- 
suelve: 

Que  ¡a  regla  general  e&tábJeeiáa  m  el  art.  1821  ie  Ja  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  de  Cuba  y  Fnerto  Rico,  al  dieponer  ^  procede  el  recurso  de  ea- 
éación  contra  lae  stnlsmnas  dictados  en  adoe  de  juriedieción  voluntaria,  ettá 
limitada  por  el  nám^áfi  del  1688  á  he  caooB  en  que  la  ley  lo  determine.  - 

Resultando  que  incoadas  en  el  Josurado  de  ijrimera  Instancia  de  Trini- 
dad, isla  de  Cuba,  á  solicitud  de  D.  Manuel  Freto  y  Morales,  actuaciones 
de  JorisdiceiÓD  voluntaria  para  la  exhibición  y  apertura  de  nn  testamento 


Digitized  by  VjOOQIC 


S43  jxjKBFBxn>vxciéL  onm 

de  D.  Cándido  Maria  y  Cftocio,  dicho  Juzgado  acordó  por  anto  de  80  Am 
Noviembre  de  1891  aobreaeer  en  aquellas  diligenciaa,  y  qoe  D.  Manoel 
Freto  ejercitara  las  accionea  que  pudieran  asistirle  en  la  Tía  y  forma  qoe 
fnesen  procedentes,  cnyo  aoto  confirmó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andiencua 
de  la  Habana  en  sentencia  de  6  de  Septiembre  de  1802: 

Resaltando  que  D.  Manuel  Freto  y  Morales  ha  interpaesto  recnrso  de 
casación,  y  en  sns  motivos  alega  la  infracción  de  los  artícalos  1965, 1956 
y  1821  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  aquella  isla»  según  el 
último  de  los  cuales,  contra  las  sentencias  qne  dictasen  las  Audiencias 
en  los  actos  de  jurisdicción  voluntaría,  se  da  lugar  al  mismo,  afiadiendo 
auArisar  además  el  que  interpone  I09  artículos  1960,  núm.  I.0,  y  1718  de 
la  propia  ley: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  en  so  dictamen  se  opone  á  la  adnii- 
slón  del  enunciado  recurso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Montero  de  Espinosa: 

Oonéiderando  que  la  regla  general  establecida  en  el  art.  1821  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  de  Cuba  y  Puerto  Rico,  al  disponer  que  procede  el 
recurso  de  casación  contra  las  sentencias  dictadas  en  actos  de  jurisdicción 
voluntaria,  está  limitada  por  el  núm.  4.*  del  art  1688  á  los  casos  en  qae 
la  ley  lo  determine,  y  como  para  los  casos  semejantes  al  de  que  se  trata,  la 
ley  no  lo  determina,  faltando  á  la  sentencia  recorrida  el  carácter  de  defi- 
nitiva, puesto  que  no  obsta  para  qoe  D.  Manuel  Freto  pueda  ejercitar  soii 
derechos,  asi  civiles  como  en  el  procedimiento  criminal,  en  la  forma  qae 
crea  conveniente,  todo  ello  hace  que  el  recnrso  sea  inadmisible; 

No  ha  lugar  á  admitir  dicho  recnrso  de  casación  por  infracción  de  \ey, 
que  ha  interpuesto  D.  Manuel  Freto  y  Morales;  no  se  hace  imposición  de 
costas,  mediante  haber  comparecido  en  este  Tribunal  tan  sólo  dicho  reoa- 
rrente;  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  oportuna  certificacióiiy 
acompañada  del  apuntamiento  que  ha  remitido,  y  publíqnese  este  anto  se- 
gún previene  la  ley.— (Auto  fecha  14  de  Noviembre  de  1898,  é  inserto  ea 
la  Gaceta  de  17  de  Diciembre  del  mismo  año.) 
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Reoubso  db  oasación  (16  de  Noviembre  de  1898).-— Sala  de  lo  cItíI.— 
Pago  de  obrat. — No  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  D.  Pascnal 
Colmenero  en  autos  con  D.  León  y  D.  Eugenio  Roesset  (Andiencia  de  Ma- 
drid), y  se  resuelve: 

Que  8an  inadmmbUi  los  recursos  de  casación  por  iitfracción  de  ley  ó  de 
doctrina  legal,  cuando,  faltando  á  lo  prescrito  en  el  núm,  4.^  del  art.  1729, 
en  relación  con  el  1720  de  la  ley  de  EnJuiciamietUo  eivU,  no  $e  citan  e<m  pre- 
cisión y  claridad  las  leyes  que  se  tupongan  infringidas  y  el  eanc^o  en  ^ne 
lo  hayan  9Ído. 

Resultando  qne  D.  Pascnal  Colmenero  y  Martínez  dedujo  demanda 
en  12  de  Septiembre  de  1890,  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  Sor 
de  esta  corte,  en  la  que,  partiendo  del  hecho  de  qoe  desde  primeros  de 
Octubre  de  1889  hasta  16  de  Mayo  de  1890  ejecutó  las  obras  qne  deta- 
llaba en  la  sección  de  la  línea  férrea  de  Madrid  £  Villa  del  Prado,  com- 
prendida entre  esta  corte  y  Navalcarnero,  solicitó  se  condenara  á  Don 
León  y  D.  Eugenio  ftoeefeet,  en  concepto  de  Gerentes  de  la  Sociedad  Boea- 
set  Hermanos,  ó  por  su  propio  derecho  si  tal  Sociedad  no  estuviera  legal- 
mente  constituida  ó  no  se  estimara  obligada  á  pacaria  la  suma  de  S1.761 
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xperatAfl  60  eéntímoff,  y  en  caso  de  que  no  se  considerara  procedente  esta 
«antidady  á  qae,  previa  liqaidación,  medición  y  valoración  de  las  obras 
realizada^  por  el  mismo  demandante,  le  pagaran  la  cantidad  total  qae  por 
>  tal  concepto  le  debieran»  con  abono  en  todo  caso  de  ios  intereses  legales 
de  demora: 

Besnltando  que  los  hermanos  Boesset  impugnaron  la  demanda,  invo- 
cando en  primer  lagar  la  excepción  de  falta  de  personalidad  en  la  Socie- 
dad por'ellos  formada,  por  no  tener  en  absoluto  nada  que  ver  con  Itf  coas- 
ir  ucción  del  ferrocarril  de  Madrid  á  Villa  del  Prado;  alegando  para  el  coso 
de  que  no  se  estimara  tal  eiLcepción,  laque  apoyada  en  el  mismo  funda- 
mento legal  proponía,  una  vez  que,  independientemente  de  tal  Sociedad,  el 
demandante  D.  Eugenio  en^  el  constructor  general  de  la  línea  férrea,  que 
tenia  á  su  vez  como  apoderado  en  forma  legal  á  su  hermano  D.  León,  de 
donde  se  deducía  que  éste  no  tenía  en  dicha  Empresa  otra  representación 
que  la  de  simple  apoderado;  y  pidiendo,  por  último,  que  en  todo  caso  se 
lee  absolviera  á  ambos  hermanos  de  la  demanda,  condenando  al  deman- 
-dante  al  pago  de  las  costas  y  á  indemnizar  á  la  Empresa  constructora  de 
los  dafios  y  perjuicios  que  le  había  ocasionado  con  su  reclamación;  y  en 
apoyo  de  tales  pretensiones  alegaron,  entre  otros  hechos,  que  si  el  deman- 
dante ejecutó  algunas  obras  en  la  vía  férrea,  no  pudo  ser  en  otro  con- 
cepto que  á  nombre  y  por  virtud  de  órdenes  que  recibiera  del  contratista 
D.  Venancio  Jordán,  por  lo  que  les  era  indiferente  que  probara  en  su  día 
que  hubiese  ejecutado  las  obras  que  detallaba,  porque  siempre  resultaría 
que  no  las  ejecutó  como  contratista  de  la  Empresa,  sino  en  concepto  de 
empleado  ó  encargado  de  Jordán,  pues  todas  ellas  se  hallaban  compren- 
didas en  el  trozo  á  que  se  refería  el  contrato  de  construcción  celebrado 
con  Jordán: 

Besnltando  que  sustanciado  el  pleito  por  todos  sus  trámites  y  en  dos 
instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dictó  senten- 
cia confirmatoria  en  6  de  Abril  de  1892,  absolviendo  á  D.  Eugenio  y  Don 
León  Boesset  de  la  demanda  contra  ellos  deducida  en  los  conceptos  que 
lo  había  sido  por  B.  Pascual  Colmenero  y  Martínez,  y  á  éste  de  la  indem- 
nización de  perjuicios  solicitada  por  aquéllos,  reservando  al  demandante 
el  derecho  de  que  se  creyera  asistido,  para  que  el  importe  de  las  obras 
que  ejecutó  en  el  ferrocarril  de  Madrid  á  Navalcarnero  y  Villa  del  Prado, 
«i  no  le  hubiera  sido  aún  satisfecho,  lo  reclame  á  quien  y  como  corres- 
ponda: 

Besnltando  que  D.  Pascual  Colmenero  y  Martínez  interpuso  recurso 
de  casación,  presentándolo  comprendido  en  los  párrafos  primero  y  sépti- 
mo del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  después  que 
consideraba  infringidos  por  el  Tribunal  a  qwK  primero,  los  artículos  1088, 
1089,  1091,  1100,  1101,  1106,  1108,1264,  1256,  1267,  1258,  1261,  1262, 
1271, 1274, 1278,  1683,  1688, 1692, 1696  y  1699,  del  Código  civil,  en  cuanto 
si  primero  de  los  motivos  que  tenía  para  recurrir;  y  segundo,  los  artículos 
578^602,  604,  606  y  669  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  1226,  1227, 
1244, 1246  y  1248  del  Código  civil,  en  cuanto  á  los  dos  últimos  motivos 
por  loa  que  formalizaba  este  recurso;  y  diciendo,  por  último,  bajo  el  epí- 
grafe de  €  fundamentos  del  recurso  y  concepto  de  las  infracciones  que  su- 
ponía»: 

Primero.  Que  en  el  segundo  considerando  de  la  sentencia  recurrida  se 
eonsigoaba  que,  á  tenor  de  los  artículos  1264  y  1266  del  Códivo  civil,  ale- 
ISados  por  el  recurrente  entre  los  fundamentos  de  dere^:ho  de  su  demanda, 
na  había  contrato  en  el  caso  de  autos,  porque  el  demandante  no  había 
JQStiflcado  que  contratase  cosa  alguna  con  D.  Bogenio  ni  D.  León  Boes- 
set, por  lo  que  no  habiendo  el  consentimiento  de  éstos  ni  ninguno  de  los 
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demás  reqaísítof  qae  enumeraba  el  art.  1261  del  Código  ei vil,  era  visto 
que  no  Labia  contrato;  y,  sin  embargo,  en  aatot  existían:  al  folio  3.*,  ana 
tarjeta;  eecrita  de  pafio  y  letra  de  D.  León  Roeaaet,  completamente  igaal 
ala  que  para  comunicarse  con  los  contratistas  empleaba  la  Empresa  cons- 
tructora, autorizando  al  recurrente  para  que  fuera  á  ver  el  perfil  de  Ma- 
drid á  Navalcarnero;  ai  folio  7.%  una  carta  en  que  Llórente,  representante 
de  la  Empresa,  manifestó  al  recurrente  Colmenero  que,  teniendo  conoci- 
miento de  que  en  el  hormigón  de  la  obra  de  la  Princesa  estaba  empleando 
la  piedra  menuda  rodada,  asi  como  la  gruesa  sin  machacar  y  cal  de  la  Al< 
carria,  todo  lo  cual  estaba  fuera  de  lo  estipulado,  se  veía  en  la  obligación 
de  Recordarle  sus  compromisos;  á  los  folios  96  al  100,  unos  planos  ó  perfi- 
les coa  la  nota  de  vale  para  la  elecnción^  que  se  hallaban  en  poder  del  re- 
currente y  cuya  autenticidad  había  reconocido  la  parte  contraria  en  dili- 
gencias que  obraban  á  los  folios  167  y  169  vuelto;  yá  los  folios  221  al  296, 
las  declaraciones  explícitas  de  los  cuatro  testigos  que  nombraba,  que  ha- 
bían afirmado  unánimemente  queal  frente  de  las  obras  de  dicha  línea  férrea 
no  conocieron  nunca  á  otra  persona  que  al  recurrente,  y  que  éste  recibió- 
y  les  pagó  los  materiales  que  en  distintas  ocasiones  suministraron;  á  todo 
lo  cual,  que  demostraba  evidentemente  la  existencia  del  contrato  invocado 
en  la  demanda,  había  que  afiadir  el  hecho  de  que,  cuando  la  Empresa 
constructora  tuvo  por  conveniente  separar  al  recurrente  de  las  obras^ 
aprovechándose  de  una  ausencia  suya,  mandó  se  entregaran  las  herra- 
mientas y  demás  titiles  de  trabajo  á  la  esposa  del  mismo  recurrente: 

Segundo.  Que  en  contestación  á  lo  sostenido  durante  todo  el  pleito  por 
los  hermanos  Uoesset,  de  que  el  recurrente  realizó  las  obras  como  depen- 
diente y  mero  empleado  de  D.  Venancio  Jordán,  á  pesar  de  lo  que  en  la 
sentencia  recurrida  pudiera  decirse,  afirmaba  que  no  fué  jamás  empleado 
de  Jordán,  como  demostraría  en  los  ntímeros  siguientes,  y  por  tanto,  que 
no  habiendo  ejecutado  las  obras  bajo  la  dependencia  y  por  encargo  de  di- 
cho Jordán,  tuvo  forzosamente  que  existir  algtin  pacto  entre  loa  demanda- 
dos y  el  recurrente,  pues  de  lo  contrario  no  se  concebía  que  durante  más 
de  medio  año  hubiera  estado  ejecutando  obras  considerables  por  valor  de 
más  de  7.000  duros  sin  haberlas  previamente  convenido  con  alguien,  dan- 
dose  en  este  pleito  el  caso  sumamente  curioso  de  que  se  niegue  la  existen» 
cia  de  toda  obligación  entre  los  Roesset  y  el  recurrente  en  liltimo  resul- 
tado, por  úo  haberae  presentado  el  contrato  escrito,  y  sin  embargo  se  ad- 
mitan y  den  por  probadas  relacionea  de  la  misma  índole  entre  Jordán  y  el 
recurrente,  á  pesar  de  la  carencia  absoluta  de  documentos  que  aaí  lo  justi- 
fiquen, y  no  obstante  resultar  de  los  autos  lo  contrario;  y  que  era  necesa- 
rio reconocer  que  las  relaciones  directas  constantemente  sostenidas  por  la 
Empresa  constructora  con  Colmenero,  no  ée  conciben  entre  los  represen- 
tantes. Gerentes  ó  Directores  de  una  Empresa  ferroviaria  y  el  empleado 
de  un  contratista;  que  de  no  haber  habido  pendiente  una  obligación, 
formalizado  un  contrato  ó  por  lo  menos  contraído  un  compromiso  entre 
los  Roesset  y  el  recurrente,  aquéllos  no  hubieran  tenido  para  qué  autori- 
sar  á  éste  á  que  viese  el  perfil  de  Madrid  á  Navalcarnero,  y  tampoco  Lló- 
rente habría  tenido  necesidad  de  recordarle  sus  compromisos  ni  de  ha- 
blarle de  lo  estipulado;  y  portante,  que  todas  esas  diligencias  y  otras  ma- 
chas se  hubieran  entendido  únicamente  con  Jordán  y  en  ningún  caso  con 
los  subordinados  de  éste: 

Tercero.  Que  el  mismo  Jordán  había  declarado  en  este  piel 'o  á  los  fo- 
lios 280,  259  y  262,  que  no  tuvo  relaciones  de  ninguna  clase  con  Colmene- 
ro, que  no  contrató  con  él  y  que  ni  siquiera  pagó  al  mismo  jornal,  sueldo  ^6 
salario  de  ninirnna  clase;' que  además  de  esto,  en  el  contrato  privado  cele- 
brado por  D.  Eugenio  Roesset  con  D.  Vicente  Jordán  en  10  de  Seption- 
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bre  cl«  188^,  «e  hallaba  etüpalado  en  la  condición  9.*  qae  el  contratista  no 
podría  d«»atajar  ana  obraa  ain  el  oonaentímiento  de  Rneaaet,  dado  por  es- 
crito, bfijo  pena  de  reaciatón  del  contrato;  y  qne  por  tanto,  ai  el  recorrente 
ejecutó  laa  obraa  siendo  Jordán  el  único  contratista  de  laa  misQias,  íaé  sin 
dada  alguna  porqne  Jordán  laa  destajó,  en  cnyo  caao  constará  en  alguna 
parte  la  neceaaría  aotoriaacldn  por  eai  rito  de  Roeaaet;  sin  embargo  de  lo 
coal,  no  aolamente  no  han  traído  loa  demandados  á  los  autos  tlocamento 
alguno  qne  lo  jaatifiqne,  sino  qne  ni  siquiera  hablan  intentado  acredi- 
tarlo: 

Cuarto.  Que  como  conaecnencia  de  cuanto  llevaba  rf  ferído,  resultaba 
que  celebró  con  la  Empreaa  un  contrato  perfectamente  v^álido,  á  tenor  del 
art.  1378  del  Código  civil,  puesto  qne  en  él  concurrieron  los  tres  requisito» 
ennmeradoa  por  el  1261  del  miamo  Código,  y  por  tanto  que  el  Tribunal 
sentenciador,  al  declarar  qne  no  hubo  contrato,  había  infringido  los  ar- 
tículos 1364,  1266,  1268,  1261,  1262,  1271,  )274,  1278,  1688,  1692  y  1699  de* 
la  misma'  ley,  que  dan  validez  á  tal  contrato  y  eficacia  jurídica  á  laa  obii- 
eacionea  de  él  provenientea  para  ambaa  partes: 

Quinto.  Que  en  eate  punto  recordaba  que  desde  un  principio  procuró 
la  parte  contraria  por  todos  los  medios  posibles  oscurecer  la  cuestión, 
poniendo  tenaz  empeño  en  eludirla  por  medio  de  evasivas,  como  la  de  de- 
cir unas  veces  que  la  Sociedad  Boesset  Hermanos  nada  tenía  qne  ver  con 
la  construcción  de  la  vía  férrea,  y  otras  que  el  contratista  general  lo  era 
D,  Eugenio,  no  teniendo  D.  León  más  intervención  que  la  de  ser  apode- 
rado de  aquél,  subterfugios  en  los  que  se  revelaba  la  intención  deliberada 
de  escapar  por  la  tangente,  y  de  laa  que  eata  parte  recurrente  hizo  muy 
poco  caso,  porque  desde  su  primer  escrito  haata  el  presente,  en  todo» 
se  dice  con  gran  claridad  que  litiga  aontra  D.  León  y  D.  Engenio  Roesset, 
ya  como  Gerentea  de  la  Sociedad  Boesset  Hermanos,  ya  por  an  propio  res- 
pectivo derecho;  debiendo  hacer  conatar,  por  tanto,  para  prevenir  diva- 
gaciones, que  contra  D.  Engenio  Boesset,  como  contratista  general,  y  con- 
tra D.  León,  como  apoderado  del  primero,  se  dirigió  el  recurrente,  y  que- 
ai  no  entabló  reclamíación  alguna  contra  Jordán,  fué  porque  nada  tenía  que 
yer  oon  éate: 

Sexto.  Que  por  lo  expuesto,  no  se  limitaba  el  recurso  á  suponer  la  in- 
fracción de  loa  preceptoa  citados  del  Código  civil,  sino  que  en  previsión 
del  caso  en  que  pudiera  eatimarae  qoe  ana  afirmaciones  se  basaban  en  la 
contradicción  de  la  apreciación  de  la  prueba  hecha  por  el  Tribunal  aenten- 
ciador,  afirmaba  qoe  se  habría  incurrido  en  el  error  de  derecho  de  infrin- 
gir el  precepto  del  art.  1214  del  Código  civil,  auponiendo  que  la  prueba  de 
la  excepción  opueata  á  la  acción  que  al  demandar  había  ejercitado,  no  in- 
cumbía á  los  Boesset; 

Y  séptimo.  Qne  para  el  caao  de  que  pudiera  impedir  el  éxito  de  este 
recorso  la  circunstancia  de  poderse  estimar  qne  la  Sala  aentenciadora 
apreció  qne  no  se  había  demoatrado  la  certeza  de  loa  hechos,  baae  de  la 
demanda,  alegaba  también  que  bajo  tal  supuesto  habría  cometido  el  fallo 
recurrido  error  de  hecho,  resultante  de  loa  actoa  y  documentos  auténticos 
expuestos  en  los  párrafos  primero  y  tercero,  que  revelaban  la  equivocación 
evidente  del  Tribunal  eentenciador,  sirviendo  de  baae  á  la  infracción  que 
también  aaponla  de  los  artículos  678,  602,  604,  606  y  669  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  y  de  los  artíooios  1226,  1227,  1244, 1246  y  1248  del 
Código  civil,  que  son  los  que  conceden  valor  probatorio  á  los  indicados 
medios: 

Resoltando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opnso  á  la  admisión  del  recurso^ 
y  en  sn  virtud  se  trajeron  los  autoa  á  la  viata  con  laa  debidas  citaciones.. 
Visto,  viendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Maleo  de  Alcocen 
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Oonsidenindo  qae  son  inadmiaíbles  loa  recimoi  de  OMaeiéti  por  in- 
fracoión  de  ley  ó  de  doctrina  legal,  enando  faltando  á  lo  preacrito  en  el  nú- 
mero 4.0  del  art  1729,  en  relación  con  lo  qne4liapone  el  art  1720  de  la  legr 
de  Enjuiciamiento  civil,  no  se  citan  con  precisión  y  claridad  l&s  leyes  qoo 
•e  supongan  infringidas  y  el  concepto  en  qae  lo  hayan  sido: 

Considerando  qne  de  este  ineludible  precepto  prescinde  en  sa  recnrso» 
haciéndole  inadmisible,  la  representación  de  D.  Pascnal  Oolmenero,  por- 
que si  bien  cita  en  el  párrafo  segundo  del  escrito  y  aun  en  otras  páginas 
del  mismo  un  número  grande  de  artículos  del  Código  civil  y  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  qne  supone  infringidos,  no  lo  hace  con  la  separación  de> 
bida,  ni  determina  concreta  y  claramente  el  concepto  en  que  lo  han  sido: 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infraccito  de  ley 
interpuesto  por  D.  Pascual  Colmenero  contra  la  sentencia  qne  en  6  de 
Abril  de  1892  dictó  la  Bala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  á  quien 
se  condena  al  pago  de  las  cost^;  líbrese  á  dicha  Audiencia  la  certificaeiótt 
correspondiente,  con  devolución  de  los  autos,  y  publíquese  esta  resolución 
en  la  forma  prevenida  en  la  iey.— ^Auto  fecha  16  do  Noviembre  de  1898, 
é  inserto  en  la  Gaceta  de  17  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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Rboubso  db  oasílción  (16  de  Noviembre  de  1893).--Sa1a  de  lo  civil. — 
Bendicián  de  cuerUae.—Jio  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José  B£artaim 
Nocetty  en  autos  con  Dofia  Rafaela  de  la  Torre  y  Mecía  (Audiencia  de  Se* 
villa),  y  seresuelví^: 

Que  no  te  infringen  la$  dispeeioionei  y  doctrinas  eUadoB  par  el  rgtettrrento 
4x1  condenar  la  Sala  sentenciadora  á  un  albacea  adminietradior  á  rendir  ene»- 
toMdesu  cargo  á  lo»  herederos,  cuando  en  el  testamento  no  hay  disposieián 
ftfn^Ma  que  impida  á  los  mismos  el  derecho  de  pedirlas,  no  bastando  para 
eüoque  el  testador  hubiere  prohibido  toia  intervención  judicial  en  su  tests^ 
mento^pues  no  tratándose  de  promover  un  juicio  voluntario  de  testamenta- 
ría, no  puede  tener  apUcacián  dicha  prohibición. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  1$  de  Noviembre  de  1893,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos,  en  virtud  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Anto- 
nio de  Cádis,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  por  Dofia 
Bafaela  la  Torre  y  Mecía,  vecina  del  Puerto  de  Santa  María,  como  totora 
de  sus  nietos  los  menores  D.  Pedro,  Dofia  Florentina  y  D.  Ricardo  Ba- 
dolph  y  Lacassaigne,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Luis  de  Figuerola, 
bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Frandsco  Silvela,  con  D.  José  Mariano 
Nocetty  y  Arjona,  vecino  y  del  comerdo  de  Cádis,  representado  por  el 
Procurador  D.  Luis  Lumbreras,  y  defendido  por  el  Letrado  D.  Raimando 
Fernández  Villaverde,  sobre  rendición  de  cuentas: 

Resultando  qne  D.  Carlos  Federico  Rudolph  y  Roversi,  vecino  y  del 
comercio  de  Cádis,  falleció  en  dicha  ciudad  el  día  7  de  Octubre  de  1886» 
con  testamento  otorgadoen  ella  en  20  de  Septiembre  anterior,  en  el  que  de* 
claró  que  era  soltero  y  no  tenía  asc^idientes  ni  descendientes,  ordenando 
en  la  cláusula  6>  que  para  cumplir  cuanto  dejaba  dispuesto  nombralm  por 
sus  únicos albaceas  ásu  dependiente  de  escritorio  D.  Francisco  Mufios  y 
Alvares  y  á  su  capataz  de  bodega  D.  Francisco  Rodrigues  Dodero,  en  unión 
<:on  D.  José  Mariano  Nocetty  y  Arjona,  á  los  tres  juntos,  y  á  cada  uno  de 
por  si  in  wUdumy  para  que  después  de  su  fallecimiento  entrasen  y  se  apo- 


Digitized  by  VjOOQIC 


BSCOBflOI  T  OOMFSXXXrOIAf  8é7 

aerasen  de  ras  bienes  y  de  los  de  mejor  y  máe  proDtá  salida,  si  no  hubiese 
metálÍGO,  vendieran  los  precisos,  ykcon  sos  productos  lo  camplíeran  y  pa- 
garan todoi  nombrando  á  los  mismos  de  la  manera  más  amplia  por  conta- 
dores liquidadores  y  administradores  de  en  caudal  y  bienes,  con  facultad 
de  cobrar  y  pagar  los  créditos  que  ya  en  pro  ya  en  contra  de  la  casa  ex  ia- 
tíeran  legalmente^  á  cuyo  fin  los  autorizaba  tamben  para  otorgar  poderes 
á  favor  de  Procuradores  al  efecto,  así  como  las  escrituras  de  carta  de  pago, 
caneelación  y  venta  de  inmuebles  que  fueren  precisas;  entablasen  y  con- 
testasen las  demandadas  que  de  todas  clases  pudieran  necesitar  ó  enta- 
blar en  defensa  de  la  dependencia,  solicitando  la  inscripción  de  los  bienes 
raices  en  el  Registro  de  la  propiedad  correspondiente  á  su  favor,  si  para 
Uevar  á  efecto  la  venta  de  1m  fincas  se  iiiciere  preciso,  para  lo  cual  lea 
«onfería  el  término  legal  y  demás  tiempo  que  necesitasen,  pues  se  lo  pro- 
n^ogabl^  previniéndoles  que  todas  las  operaciones  y  bajo  la  direcció»  é  in- 
tervención precisa  del  Notario  de  su  casa,  que  era  el  autoriaante  de  aquel 
documento,  las  practicasen  eztrajudicial  y  amistosamente,  pues  prohibía 
expresamente  toda  intervención  judicial  en  ellas,  las  cuales  se  protocoli- 
aaiían  en  el  registro  del  referido  Notario;  más  como  el  estado  ó  índole  de 
los  asuntos  comerciales  á  que  su  casa  se  dedicaba  pudieran  dar  y  darían 
motivo  á  que  la  liquidación  de  su  testamentaría  reclamara  algún  tiempo 
•extraordinario,  á  fin  de  evitar  los  perjuicios  inmensos  que  la  rá[)ida  ó  ins- 
tantánea paralización  de  los  negocios  de  importación  de  vinos  y  otros  i»n 
productivos  pudiera  ocasionar  en  sus  intereses,,  encargaba  á  sus  expresa- 
dos albaceas  liquidadores  y  administradores  de  su  caudal  que  siempre  que 
ú  su  j[uicio  lo  considerasen  conveniente,  y  con  la  aquiescencia,  aprobación 
y  beneplácito  de  los  acreedores  que  resultasen  por  cualquier  concepto 
•contra  la  dependencia,  continuasen  por  el  tiempo  que  jusgasen  prudente 
loe  negocios  de  la  misma,  especialmente  el  á%  exportaciones  de  frutos  y 
^inos  para  los  puertos  de  Méjico  y  Estados  Unidos  de  América,  donde  la 
marca  Rodolph  tenia  extraordinaria  aceptación,  hasta  el  extremo  de  que 
el  corresponsal  Sr.  Richard,  de  New  York,  la  apreciaba  en  20.000  pesoe, 
«oenteciendo  lo  mismo  en  los  ducados  de  Méjico  y  otros  puntos  de  Amé- 
rica, por  lo  que  se  atrevía  á  rogar  muy  de  veras  á  sus  acreedores  y  alba- 
^ceas  accedieran  á  sus  deseos,  por  considerar  un  grandísimo  perjuicio  para 
«US  intereses  cortar  las  relaciones  comercial^  arraigadas  de-  tantos  y  tan- 
toe  aftos,  y  sostenidas  con  tanta  aceptación  y  resultado  satisfactorio;  y  en 
1a  séptima  de  las  cláusulas,  que  del  remanente  que  quedase  de  todos  sos  bie* 
nem  después  de  satisfecho  y  pagado  cuanto  resultase  deber  su  testamen- 
taría, instituye  por  sus  únicos  y  universales  herederos,  por  iguales  partes, 
á  D.  Pedro,  Dofia  Florentina,  D.  Ricardo,  D.  Garlos  y  D.  Guillermo  Ro- 
dolph y  Lacassaigne,  hijos  legítimos  de  sus  sobrinos  D.  Federico  Carlos 
y  Dofia  María  Antonia,  y  á  todos  los  demás  hijes  que  dicho  matrimonio 
pudiera  procrear  en  lo  sucesivo,  para  que  lo  que  fuese  é  importase  lo  hu- 
bieran, gosaran  y  heredaran  en  propiedad  y  pleno  dominio  desde  elidía 
de  su  fallecimiento  en  adelante,  y  si  alguno  ó  algunos  de  los  nombradee 
herederos  falleciesen  antes  de  entrar  en  posesión  de'la  parte  de  herenda 
4iae  les  correspondiera,  era  su  voluntad  que  su  porción  acreciera  á  los  de- 
más herederos  sus  hermanos;  haciendo  tal  institución  bajo  la  condición 
precisa  de  que  la  mencionada  herencia  no  había  de  pasar  á  dichos  here- 
deros hasta  tanto  que  no  contrajeran  matrimonio  ó  salieran  de  la  menor 
^edad,  pues  hasta  qíie  esto  no  sucediera,  la  cantidad  que  importase  seria 
administrada,  regida  y  gobernada  por  sus  tres  nombrados  albaceas,  cuyos 
productos  cuidarían  acrecentar  en  beneficio  de  los  citados  herederos  y  aa- 
•mento  de  so  capital;  y  si  los  expresados  albaceas  por  muerte,  ausencia,  en- 
lenaedad  ú  otra  cansa  coalquiera  no  pudiesen  desempefiar  este  encardo» 
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«ntraría  á  ejercerlo  con  amplias  facnitadea  aa  madre  y  aobrlna  del  otor- 
gante, la  referida  Dofia  María  Antonia  Lacaaaaigne,  eapoaa  de  aa  sobrino 
D.  Federico  Carlos  "Hudolph,  al  qae  rogaba  y  aaplicaba  que  concediera  aa 
permiso  y  consentimiento  al  efecto,  y  caso  de  qoe  no  llegsse  á  desempe- 
fiar  la  administración  indicada  la  Bofia  María  Antonia  por  cualquiera 
eansa,  entrara  á  ejercer  dicha  administración  la  persona  llamada  por  la 
ley  para  ejercerla;  rogando  también  á  aus  albaceaa  administradores  nom- 
brados de  su  catidal  y  bienes,  que  por  tal  servicio  no  exigieran  mém  can- 
tidad que  la  del  6  por  100  por  derechos  de  albaceasgo  y  administración , 
los  cuales  desde  luego  ee  los  aaignaba  y  sefialaba: 

Resultando  que  el  albacea  contador  liquidador  D.  José  Mariano  Nooetty 
practicó  el  inventario,  partición  y  liquidación  de  bienes  del  finado  D.  Gar- 
los Federico  Rudolpb,  expresando  en  la  base  7>,  que  ocurrido  el  falleci- 
mieato  de  squél,  sus  albaceas  D.  Francisco  Mofioa  y  D.  Francisco  Rodri- 
gues renuni'iaron  el  cargo,  según  se  hizo  constar  en  escritora  de  7  de  Oc- 
tubre de  1887,  procediendo  Nocetty,  único  albacea  contador  y  liquidador 
que  aceptó  los  referidos  cargos,  á  formar  un  balance  que  puaiera  de  mani- 
fiesto el  estado  de  loa  negocioa  del  finado,  valorándoae  sus  bienes  por  pe- 
ritos; pero  siendo,  por  desgracia,  tan  poco  aatisfatorio,  hasta  el  ponto  qne 
el  importe  de  ios  créditos  superaba  al  caudal,  y  como  por  otra  parte  tenía 
muy  recomendado  el  testador  la  continuación  de  los  negocios  de  sa  easa 
con  el  beneplácito  y  aprobación  de  sos  acreedoies,  obtenido  éste,  eali 
mando  que  la  falta  de  capital  había  de  aer  una  remora  para  el  deaarrollo 
y  consecución  de  aquellos  fines,  lo  consiguió  asociándose  á  D.  Femando 
Abarzusa,  y  le  biso  partícipe  de  los  negocios  en  la  fonnaque  resaltaba  d& 
la  escritura  otorgada  en  18  de  Julio  de  1887: 

Resultando  que  preaentada  en  23  de  Mano  de  1888  á  la  aprobación 
judicial  por  D.  José  Mari|no  Nocetty  y  Arjona,  como  albacea  teatamenta- 
rio  de  D.  Carlos  Federico  Rudolph,  y  por  D.  Federico  Rodolph  y  Garda,., 
como  repreaentante  legal  de  sus  hijos  menores,  herederos  de  squél,  la  li- 
quidación de  los  bienes  relictos  por  el  mismo,  fué  aprobada  por  autos  qae 
en  el  siguiente  día  24  dictó  el  Jues  de  primera  inatancia  del  distrita  de 
8an  Antonio,  de  Cádiz,  mandándoae  protocolizar  en  los  registros  del  No- 
tario D.  Franciaco  Hernández  y  Fernández: 

Reaoltando  que  loa  herederos  i).  Guillermo  y  D.  Carlos  Rndolph  y  La- 
caasaigne  fallecieron,  uno  con  anterioridad  al  teatador  y  otro  posterior- 
mente, y  formada  por  fallecimiento  de  ana  padres  D.  Federico  Carlos  Bu- 
dolph  y  Dofia  María  Antonia  Larassaigue  el  consejo  de  familia,  fué  nom- 
brada tutora  de  ios  menores  D.  Pedro,  Dofia  Florentina  y  D.  Ricardo,  su 
abuela  materna  Dofia  Rafaela  de  la  Torre  y  Mecía: 

Resultando  que  con  este  carácter  y  en  nombre  de  sns  cltadoa  nietos 
dedujo  Dofia  Rafaela  de  la  Torre  y  Mecía  en  28  de  Jonio  de  1890  la  de- 
manda objeto  de  estos  autos,  que  fué  repartida  al  Juzgado  de  primera  ins- 
taift!Ía  del  diatrito  de  San  Antonio,  de  Cádiz,  solicitando  qoe  se  condenase 
á  D.  José  Mariano  I<]ocetty,  en  concepto  de  albacea  y  adminiatrador  de  la 
testamentaría  de  D.  Carlos  Federico  Rndolph  y  Roverse,  á  hacer  rennnda 
del  albaceasgo  ó  adminiatración  de  sn  cargo,  con  expresa  imposición  de 
costas;  alegando  como  hechoa,  deapués  de  hacer  mérito  de  loa  anteceden- 
tes qne  quedan  referidos,  que  los  menores  demandantes  no  tenían  noticia 
alguna  del  estado  de  la  testamentaría  de  D.  Carlos  Federico  Rndolph,  cnyo 
albacea  ó  adminiatrador  no  atendía  en  modo  alguno  á  la  subsistenda  y 
educación  de  los  mismos;  que  la  demandante  entendía  qoe  para  el  ejerci- 
do legitimo  de  su  misión  necedtaba  en  primer  término  conocer  con  exac 
titud  cnanto  se  reladonaba  con  aquella  testamentaría,  exigiendo  que  se  la 
notificara  cnanto  se  había  practicado  deade  el  fállecindento  del  testador. 
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«1 90  babte  liquidado;  ai  ae  acordó  la  continaación  del  Degfooio  qae  tanto 
Tecomendó  aquél;  al  ae  había  coostitoído  ana  Sociedad  mercaDtil  7  en  qué 
térmÍDoa;  ai  tenía  en  ella  ínteréa  el  albacea,  que  parecía  incompatible;  y 
previniendo  cualquiera  eventualidad  se  reservaba  pedir  la  adopción  de  laa 
medidas  convenientes;  qne  en  cumplimiento  de  lo  acordado  en  q]  conaefo 
de  familia  hacía  expresa  manifestación  de  qae  los  menores  aceptaban  la 
herencia  de  If-ai  Oarloa  Federico  Rodoiph  á  beneficio  de  inventario,  igno- 
rando ai  eata  manifestación  fué  eonaígnada  oportunamente  por  laa  perao- 
naa  á  quienes  correapondía;  y  que  loa  menorea  habían  sido  demandadon 
por  Dofia  Dolores  Romero  y  Garracin  para  que  como  herederoa  de  D.  Car- 
loa  Federico  Rudolph  abonaaen  la  suma  de  20.000  pesetas  é  intereses  anuos 
-91  7  por  100,  y  coatas,  ignorando  la  exactitud  de  aemejante  pretenaión,  pnea 
aanque  ae  habían  peraonado,^  aguardaban  las  instrucciones  y  noticiaa  que 
el  albacea  debía  facilitarlea;  que  como  fundamento  de  derecho  dedujo  que 
el  ejercicio  del  cargo  de  albacea  llevaba  consigo  la  obligación  de  dar?!uen- 
taa  del  deaempefio  del  albaceaago;  qne  el  ejercicio  de  la  acción  consiguiento 
á  esa  obligación  competía  á  los  herederos  legítimos  ó  Voluntarios  y  á  todo 
aquel  que  directa  ó  indirectatnente  tuviera  interéa  en  el  testamento;  qno 
tcÑda  disposición  testamentaria  contraria  á  la  obligación  de  dar  cuenta  por 
loa  albaceaa  era  nula  y  debía  tenerae  por  no  pueata;  que  tratáodoae  da  bie- 
nea  de  menores,  el  albacea  no  podía  disponer  en  modo  alguno,  aunque  pam 
ello  hubiera  aido  autorísado  por  el  teatamento,  ain  que  justificara  la  neco> 
flidad  ó  utilidad,  y  ain  que  interviniera  el  guardador,  previa  autoriaación; 
y  que  el  litigante  temerario  debía  aer  condenado  en  costas: 

Rfaultando  qne  D.  José  Mariano  Nocetty,  en  concepto  de  albaoea  y 
mdminiatrador  de  ios  bienes  relictos  por  el  finado  D.  Carica  Federico  Ba- 
dolph,  conteató  á  la  demanda  con  la  pretenaión  de  qne,  no  o^>stante  tenerlo 
por  conforme  en  producir  laa  explieacionea,  caen  taa  y  noticiaa  qoe  enten* 
diera  el  Juagado  procediera  dar  cuando  se  les  Melera  en  forma  y  por  pev- 
•ona  legítima,  ae  le  absolviera  de  la  citada  demanda,  con  «-xoresa  condena 
de  eoataa  á  la  actora,  alegando  al  efecto  que  había  cumplido  haáta  dondo 
había  aido  poaible  la  voluntad  del  teatjidor,  atendiendo  al  pago  de  aua  dea- 
daa  con  loa  recoraoa  qne  exiatian,  y  que  para  continuar  los  negocios  de  la 
eaaa  mercantil  de  Rudolph  conatituyó  en  efecto  una  Sociedad  con  perao- 
naa  acandaladaa,  y  aportando  también  á  ella  bienea  propios;  que  ni  Dofia 
Rafaela  la  Torre,  ni  ninguna  peraona  en  au  nombre,  había  pedido  á  Noco- 
tty  datoa  que  ae  hubiera  negado  á  facilitar,  y  qne  la  demanda  da  Dof  a 
I^olorea  Romero  ae  había  dirigido  contra  los  que  fueran  herederoa  do  Den 
Oniflermo  Rudolph;  que  la  liquidación  del  caudal  relicto  por  éate  ae  había 
hecho  con  intervención  y  aquiescencia  del  padre  y  representante  legal  de 
dichos  herederos,  habiendo  aido  aprobada  judicialmente;  qne  D.  Mariato 
Kooetty,  oponiéndeae  á  la  demanda,  se  limitaba  á  cumplir  la  voluntad  y 
loa  deaeoa  del  testador,  por  más  que  ningún  interés  personal  tenía  en, 
rehuir  la  dación  de  cuentaa,  y  acataría  en  todo  caao  loa  mu nd atoa  judi  ta- 
les; qne  la  voluntad  Mel  teatador  era  ley  aoprema  en  materia  de  te.«ia- 
menio,  aiempre  qne  no  hubieae  tranagredido  loa  preceptúa  legales;  que  loa 
•Ibaceaa  tenían  el  deber  de  cumplir  exactamente  con  la  voluntad  del  tea- 
tadoE,  entendiendo  é  interpretando  llanamente  laa  palabras  por  él  usadas; 
qoe  tratándose  de  herederos  voluntarios,  tenían  qne  respetar  y  aufrir 
«nantaa  reatricoionea  y  mandatoa  ordenaae  el  teataitor,  no  alendo  contra- 
rios á  laa  leyea  ó  laa  buenaa  coatnmbrea;  qoe  la  obligación  de  dar  cuenta 
loa  albaceaa  ó  administrádorea  de  nn  caudal  teatamentario,  aólo  aurgía 
provocando  el  juicio  de  testamentaría  y  haciendo  apuración  del  ari  109t 
da  la  ley  de  Eojuidamianto  eivil  y  de  laa  reglaa  marcadna  en  laaección4,\ 
tft.  9.*  libro  9.^  da  la  propia  ley,  á  menoa  que  el  teatador  lo  hubiese  íacol- 
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tido;  pero  cnando,  por  el  contrarío,  efe  testador  prohibió  terminantemente' 
toda  intervención  judicial  en  la  herencia,  los  herederos  volnntarios  no  po- 
dían ni  provocar  aquel  juicio  ni  tampoco  compeler  á  los  albaceas  á  la  da- 
ción de  cuentas;  7  que 'en  materia  de  administración  de  la  herencia  yaciente 
hasta  80  entrega  á  los  herederos  se  había  de  oamplir  ante  todo  lo  dispoeato 
por  el  testador  acerca  del  caso: 

Resultando  que  la  parte  actora  replicó  reproduciendo  la  pretensite  de 
su  demanda,  y  que  además  se  declarase  que  D.  José  Mariano  Nocetty  no 
había  podido  ejercer  el  cargo  de  administrador  de  los  bienes  quedado» 
por  fallecimiento  de  D.  Carlos  Federico  Rndolph,  en  el  que  debía  eessir 
inmediatamente  rindiendo  las  cuentas  oportunas;  fundando  esta  parte  de 
su  pretensión  en  que  los  administradores  nombrados  en  el  testamento  de 
aquél  para  despuá  de  la  liquidación  testamentaria  no  lo  fueron  solidarie- 
ment^  y  por  tanto  todos  tres  habían  debido  entrar  juntamente  con  Noce- 
tty en  el  desempefio  del  cargo,  pretensión  que  impugnó  el  demandado  al 
duplicar,  porque  alteraba  la  formulada  como  objeto  principal  del  pleito», 
lo  cual  no  era  posible  legalmente: 

Resnltando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado  el 
juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla 
dictó  sentencia  en  11  de  Junio  de  1892,  que  no  fué  conforme  con  la  del 
Juez  de  primera  instancia,  condenando  á  D.  José  'Mariano  Nocetty  y  Ar- 
joña,  albacea  administrador  de  la  testamentaría  de  D.  Garlos  Federico  Ra- 
dolph,  á  rendir  cuenta  de  su  cargo  á  la  representación  legal  de  loa  here- 
deros, absolviendo  al  D.  José  Mariano  Nocetty  de  la  pretensión  dedneida 
por  Dofia  Rafaela  de  la  Torre  y  Mecía  de  que  aquél  cese  en  la  administra- 
ción de  la  herencia,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas  en  ningona 
•de  las  instancias: 

Resultando  que  D.  José  Mariano  Nocetty  ha  interpuesto  recurso  de 
casación,  alegando:  ^ 

Primero.  Que  al  condenarle  la  sentencia  á  qne  no  obstante  no  haber 
terminado  todavía  su  encargo,  rinda  cuentas  d¿l  mismo  á  la  representa- 
ción legal  de  los  herederos,  infringe  lo  establecido  por  D.  Garlos  Federico 
Rudolph  en  su  testamento,  que  constituye  la  ley  especial  del  caso,  como 
asimismo  la  6>,  tít.  33  de  la  Partida  7>,  qne  determinan  cómo  se  debe  de 
clarar  la  duda  cuando  acaece  en  las  palabras  del  facedor  del  testamento; 
y  la  doctrina  sancionada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  ti 
de  Mayo  de  1863  y  23  de  Septiembre  de  1866,  al  decir  quo  no  deben  apre 
ciarse  aisladamente  las  diferentes  disposiciones  de  cada  una  de  las  dáo* 
aulas  dei  testamento,  sino  compararse  entre  sí  fijando  la  verdadera  inteli- 
gencia de  una  manera  que  tenga  exacto  cumplimiento  la  voluntad  del  tes- 
tador; infracciones  qne  se  cometían  en  el  sentido  de  suponer  al  mencio- 
nado albacea  obligado  á  rendir  cuentas  porque  el  testador  no  le  relevó  ex- 
presamente de  este  deber,  cuando  del  examen  de  la  cláusula  de  su  nom- 
bramiento y  de  las  facultades  extraordinarias  que  en  ella  se  le  conferían^ 
se  desprendía  implícita  y  lógicamente  dicha  revelabión  mientras  dorase 
el  ejercicio  del  albaceazgo;  infringiéndose  también  en  ese  mismo  acuerdo 
de  la  sentencia  recurrida  y  por  la  aplicación  indebida  qne  de  él  se  hada» 
el  art  907  del  Gódigo  civil  en  el  sentido  de  entender  que  imponía  á  loa 
albaceas  la  obligación  de  dar  cuenta  de  sus  actos  mientras  estoyíeran 
desempefiando  su  comisión,  siendo  así  que  únicamente  prescribía  que  de 
herían  dar  cuenta  de  su  encargo  á  los  herederos,  lo  cual  implicaba  natnral 
y  necesariamente  que  había  de  ser  cuando  la  hobiera  cumplido: 

Y  segundo.  Qne  bajo  otro  punto  de  vista,  la  sentencia  que  condenaba 
al  recurrente  á  rendir  las  cuentas  reclamadas  por  la  representación  de  loa 
inenorea  herederos,  infringe  la  dispoaidón  testamentaria  qne  prohibe 


Digitized  by  VjOOQIC 


361 

toda  intervendóii  judicial  en  loa  actoa  y  operadonea  de  loa  albaceaa,  y  el 
aurt.  1089  de  la  ley  de  EsjaidaiQiento  dvil  qae  niega  á  íoa  herederos  volnn- 
taríoa  el  derecho  de  promover  el  jálelo  voluntario  de  teatamentai-ia  cuando 
lo  baya  prohibido  el  testador,  porque  aquél  acuerdo,  no  sólo  consideraba 
procedente  la  cneatión  judicial  para  intervenir  de  un  modo  directo  en  el 
albaceaago,  sino  que  debiendo  cumplirse  por  los  Tribunales  hacía  inexcu- 
sable que  éatoa  mediasen  en  cuantoa  inddentes  pudieran  suscitarse  con 
motivo  de  la  presentación  de  cuentas  mientraa  durase  la  administradón 
del  albacea,  creando  un  verdadero  juicio  de  testamentaría  para  loa  eíectoa 
de  la  administración  del  caudal  beata  que  llegaae  el  día  en  que  se  entre- 
gase á  los  herederos,  y  en  ese  sentido  se  infringían  la  prohibición  del  tes> 
tedor  y  el  artículo  de  la  ley  procesal,  que  quedaban  citados. 

Visto,  siendo  Ponento  el  Magistrado  D.  Antonio  Qarijo  Lara: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infríngela  ley  6.%tít.  33,  Partida  7.^, 
si  la  doctrina  que  en  su  apoyo  se  expone  en  el  primer  motivo;  porque  de- 
las  cláusulas  del  testamento  de  D.  Garlos  Federico  Rndolph,  ni  apredadaa 
aialadamento,  ni  comparadaa  entre  ai,  se  deduce  que  fuera  la  voluntad  del 
testador  relevar  al  admioistrador  ó  adminiatradores  de  la  herenda  que  en 
absoluto  dejaba  á  sus  sobrinos,  de  la  obligación  de  rendir  cuentas  duranto 
el  tiempo  de  su  adminiatración;  al  contrario,  atendidas  las  previsiones  del 
testador,  en  lo  que  á  la  administración  de  la  herencia  se  refieren,  más  re- 
Bultan  inspiradaa  por  el  deseo  de  asegurar  que  sus  sobrinos  redbieran  la 
herencia  y  sus  frutos  cuando  por  ai  pudieran  administrarlas  y  disfrutar- 
los, que  por  el  propósito  de  que  fuera  ignorado  el  detalle  y  resultado  de 
la  administración  de  los  mismos;  no  infringiendo  tampoco  la  sentonda, 
por  indebida  aplicación,  el  art.  907  del  Gódigo  civil,  que  consigna  el  pre-  - 
cepto  general  de  que  el  albacea  está  obligado  á  dar  cuenta  de  su  encargo 
al  heredero,  porque  con  el  carácter  de  albacea  por  haber  terminado  las 
operadones  particionales  y  en  su  personalidad  de  adminiatrador  de  loa 
bienes  hereditaríoa  que  hayan  correspondido  á  los  herederos,  está  D.  José 
Mariano  Nocetty  en  la  obhgación  de  dar  cuenta  de  su  encargo: 

Considerando  que  tempoco  es  de  estimar  el  segundo  motivo^  porque 
no  hay  disposición  alguna  en  el  testamento  de  D.  Carlos  Federico  Rudolph 
que  impida  el  derecho  que  ejercite  la  repreaenteción  de  los  menores  here- 
deros de  pedir  que  dé  cuente  de  su  encargo  y  gestión  el  albacea  adminia- 
trador; y  porque  no  tratándose  aquí  de  promover  el  juicio  volunterío  de- 
t4*atementería,  no  tiene  aplicación,  y  por  tento  no  ha  podido  infring^rse- 
el  art.  1039  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  existo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  P.  José  Mariano  Nocetty,  á  quien  condena- 
mos en  laa  costas;  y  líbrese  á  la  Audienda  de  Sevilla  la  certificación  co- 
rrespondiente, con  devolución  del  apuntamiento  y  docunientos  que  ha  re- 
mitido.—(Sentencia  publicada  el  15  de  Noviembre  de  1603,  é  inserta  en  la 
Oúeetaáe  17  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 

82 

Rvcimso  Da  oasaoión  (16  de  Noviembre  de  1893).~-Sala  de  lo  eivil— 
I*ago  de  cantidad.^No  ha  lugar  al  interpueato  por  Dofia  Antonia  Tenorio 
«a  autoa  eon  D.  Ángel  de  las  Poaaa  y  otioa  (Audiencia  de  Madrid),  y  se 
xesuelve: 

Qmc  no  puede  proepei'ar  un  recurto  por  imfraceián  de  ley  cuando  la  Sala 
Éentenciadora  no  comete  ninguna  de  la»  ittfracckme$  cUwlae  oomofiimdamenio 
delí 


Digitized  by  VjOOQIC 


«S2  jUBnPBtrpnrcDUL  oivil 

£q  la  villa  y  cort^  de  Madrid,  á  19  de  Noviembre  de  IMS,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Noe  en  virtad  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  legp, 
aegnido  en  el  Jasgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Oeste  de  esta 
capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  la  misma  por 
Dofia  Antonia  Tenorio  y  Argrabé,  de  esta  vecindad,  representada  por  el 
Procarador  D.  Ricardo  de  Marguiaiday  y  defendida  por  el  Licenciado 
D.  Mariano  Santos  Pinela,  con  D.  Ángel  de  las  Posas  y  VaUe,  D.  Fran- 
cisco de  las  Posas  y  Goterón,  D.  Gustavo  Morales,  por  s(  y  en  represeate- 
ción  de  Dofia  Leonor  de  las  Pozas  y  Rivas;  D.  Ángel  de  Isa  Posss  y  de  la 
Torriente,  Doña  Sinforiana  de  las  Posas  y  Goterón  y  Dofia  Joaoa  de  la 
Tórnente  y  Hernández,  por  sí  y  como  madre  de  los  menores  Dofia  Isabol 
y  Dofia  Enriqueta  de  las  Posas  y  de  la  Torriente,  propietarios,  de  esta  ve- 
cindad, y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Julián  Merinero,  bajo  la  direo- 
ción  del  Letrado  D.  Francisco  Silvela,  y  con  D.  Isaac  de  las  Posas  y  Do&a 
Juana  de  las  Pozas  y  de  la  Torriente,  que  no  han  comparecido  en  este  fia- 
premo  Tribunal,  sobre  pago  de  pesetas: 

Resultando  que  asociados  D.  José  María  Fivaller,  D.  Eugenio  Me^, 
D.  Pedro  Nolasco  Mansi,  D.  Miguel  Tenorio  y  D.  Luis  Escriba  de  Romsxii, 
con  objeto  de  solicitar  obtener  la  concesión  definitiva  del  ferrocarril  de 
Madrid  á  Mal  partida  de  Plasencia,  convinieron  en  acta  privada,  que  ez- 
tendieron  en  8  de  Diciembre  de  1878,  que  la  concesión  se  solidtase  por 
las  personas  que  designarían  en  acuerdo  eapecial;  que  Fivaller,  Escriba  y 
Metge  harían  el  depósito  del  8  por  100  del  presupuesto  al  tiempo  de  pre- 
sentar la  escritura  de  concesión;  que  siendo  preciso  hacer  gastos  de  coa- 
sideración  para  completar  y  arreglar  los  planos  antes  de  hacerse  la  aoliei* 
tud  de  concesión,  D.  Miguel  Tenorio  satisfaría  la  mitad  del  coste  y  Mansi 
y  Metge  la  otra  mitad,  distribuyéndose  los  beneficios  y  ventsjas  qne  pu- 
dieran obtenerse,  ya  construyendo  el  camino,  ya  enajenándolo  ó  de  cnal- 
-qniera  otra  manera,  el  26  por  100  para  Fivaller  y  Escriba,  25  por  100  para 
Mansi,  25  por  100  para  Tenorio  y  et  restante  para  Metge;  qne  en  el  caao 
de  enajenar  los  planos,  bien  á  una  persona  extrafia  ó  á  la  Sociedad  que 
pudiera  formarse,  su  valor  se  distribuiría  entre  los  que  contribuían  á  aa 
formación  y  complemento  por  partes  iguales,  á  excepción  deTenorío,  que 
recibiría  ó  representaría  dos  partes;  que  cuantas  resoluciones  pudieran 
adoptarse  para  terminar  el  negocio,  serían  discutidas  y  vota<la8  por  los 
concurrentes  á  dicho  acto,  y  caso  de  empate,  se  decidiría  por  el  Presi- 
dente, qne  lo  sería  Fivaller,  pu«iiendo,  cuando  alguno  se  ausentase,  aato- 
rísar  á  una  persona  que  lo  representara  y  elevase  á  petición  de  caalqai«a 
y  á  sn  costa  aquel  contrato  á  escritura  pública: 

Resultando  que  en  sesión  que  dicha  Sociedad  celebró  en  13  de  dicho 
mes  de  Diciembre,  se  aprobaron  las  cesiones  que  biso  Mansi  de  dos  quin- 
tas partes,  ó  sea  el  10  por  100  de  su  participación  á  favor  de  D.  Alejandro 
Olivan  y  D.  Miguel  Tenorio,  de  cuatro  quintas  partes  de  las  suyas  á  favor 
de  D.  Trinidad  Gutiérrez,  quedando  admitidos  como  socios,  y  en  otia  se- 
sión celebrada  ei^  20  del  mismo  mes,  se  aprobó  la  cesión  que  D.  Luis  Es* 
criba  de  Romaní  dijo  haber  hecho  de  una  parte  de  su  participación  á  fa^ 
vor  de  D.  Sebastián  González;  acordándose,  como  regla  general,  que  en  lo 
sucesivo  no  se  admitiián  más  socios  sin  que  precediera  acuerdo  formal 
anánime  de  los  entonces  existentes,  por  más  que  alguno  de  ellos  cediéae 
parte  de  sn  derecho: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  S  de  Marzo  da  1865,  despnéa  ém 
aprobados  los  estudios  y  planos,  y  aceptado  los  peticionarios  el  corree- 
pendiente  pliego  de  condiciones,  se  otorgó  á  D.  Luis  EsCribá  de  Romaní 
y  consoHos  la  concesión  del  expresado  ferrocarril  de  Madrid  á  Mal^- 
tida  de  Piaseneia,  por  el  término  de  ochenta  y  siete  afios  y  dos  matea  á 
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<«qae  htbiatt  redneido  en  «n  propoAición  de  17  de  Febrero  anterior  el  plaio 
fijado  por  el  art.  8.0  de  la  citada  ley  de  O  de  Jalio  de  1856: 

Resultando  que  practicadas  geetionea  para  obtener  medios  para  la 
'eoDatmcción  del  camino,  y  en  sa  defecto  para  la  cesión  ó  traspaso  de  la 
•concesión,  habiéndose  inaoi^arado  las  obraa  dentro  del  término  legal  y  ce- 
letnrado  algnnos  contratos  qae  más  tarde  íneron  resoindidos,  en  lo  cual  se 
hallan  conformea  las  partes,  se  otorgó  escritara  en  29  de  Enero  de  1870^ 
en  la  qae  comparecieron,  de  una  parte  D.  Luis  Escriba  de  Remaní,  Don 
Trinidad  Gntiérrex  y  de  la  Onesta,  D.  Ángel  Mansi  y  Bonilla  y  D.  Rafael 
Tamarít  de  la  Placa,  por  sí  y  en  representación  de  los  concesionarios  y  co- 
partícipes del  camino  de  hierro  de  la  línea  de  Madrid  á  Mal  partida  de  Pla> 
•sencia;  y  de  la  otra,  D.  Ange)  de  laa  Posas  y  Oabarga,  por  sí  y  en  repre- 
sentación de  la  Compafiia  de  construcción  del  mismo  camino;  y  los  sefio- 
res  D.  Ángel  de  las  Pozas  y  Cabarga  é  Hijo,  D.  Gregorio  de  las  Posas  y 
Ooterón  y  Compañía,  que  se  habían  asociado  por  escritura  pública  otor- 
gada en  aquel  día  para  coastruir  la  línea  férrea  de  Madrifi  á  Malpartida 
de  Piasencia,  se  obligaron  á  ejecutar  la  indicada  línea  y  adquirir  el  mate- 
rial fijo  y  móvil  de  la  misma  dentro  del  plaso  mareado  en  la  concesión» 
por  la  cantidad  de  717.760  reales  cada  kilómetro  terminado;  estipulándose 
qoklas  obligaciones  que  los  constructores  contraían  eran  correlativas  de 
la^ue  tendría  la  Sociedad , anónima  qne  en  su  día  había  de  constituirse» 
de  aatiaíacerle  en  la  forma  y  términos  qne  en  la  escritura  ae  mencionan» 
el  importe  de  las  obras  que  se  hubieran  ejecutado  y  materiales  que  acre- 
ditasen haber  adquirido,  obligándose  asimismo  los  concesionarios  á  ceder 
la  concesión  del  ferrocarril  á  la  Sociedad  anónima  por  accionea  que  había 
de  formarse,  con  todos  los  derechos  qne  de  la  misma  concesión  se  deriva- 
sen, siendo  obligatorio  para  aquélla  el  aceptar  el  contrato  de  construcción 
de  toda  la  línea,  verificado  á  favor  de  D.  Ángel  de  las  Posas  y  Cabarga, 
Hijo  y  Compañía,  y  respetar  los  derechos  y  deberes  qne  contraían  ambas 
partes  contratantes;  que  el  importe  de  las  obras  que  fueran  constrnyendo 
Posas  y  Compañía,  lo  abonaría  la  Sociedad  anónima  después  de  constitui- 
da, del  modo  siguiente:  Las  obras  de  explanación,  por  kilómetros  termi- 
nados, previas  las  correspondientes  medición,  liquidación  y  certificación 
de  los  Ligenieros  del  Grobierno;  y  las  de  fábrica  ó  arte,  por  décimas  partea» 
haciéndose  los  pagos  á  los  Sres.  Posas,  Hijo  y  Compañía,  entregándo^ea 
el' 69  por  100  de  sn  importe  en  metálico»  y  abonándoles  en  cuenta  el  31 
por  100  como  pago  de  las  28.638  acciones  que  se  obligaban  á  tomar  á  )a 
Sociedad  anónima,  las  cuales  se  depositarían  en  la  Caja  de  la  Sociedad» 
entregándoles  el  oportuno  resguardo  de  las  mismas;  podiendo  sólo  n^i- 
birlaa  Posas,  Hijo  y  Compa&ía  por  terceras  partes,  en  la  forma  siguiente: 
1^.646  al  terminar  la  explanación;  otras  9.646  concluidas  que  sean  las  obraa 
de  fábrica,  y  las  9.646  restantes  al  verificarse  la  recepción  de  la  línea;  ha- 
déndoae  constar  las  referidas  percepciones  en  el  resguardo  qne  se  hubiese 
4ado  á  loa  Sres.  Pozas,  el  cual  se  cancelaría  y  recogería  por  la  Sociedad 
anónima  al  hacer  la  última  entrega  de  laa  acciones.  Y  por  último,  ae  creó 
una  junta  provincial  compuesta  de  tres  representantes  de  la  provincia  de 
Cáccnres,  tres  de  la  de  Toledo,  dos  de  los  actuales  concesionarios  y  Don 
Rafael  Tamarít  de  la  Plasa,  en  consideración  á  sns  buenos  eervicioa,  todos 
loa  enalea  deaempefiarían  el  cargo  de  Consejeros  hasta  tanto  que  con  arre- 
glo á  las  leyes  y  á  la  autorísación  del  Gobierno  se  estableciera  la  Sociedad 
anónima  por  acciones  con  el  carácter  de  definitiva,  quedando  elegidos  por 
parte  de  los  concesionarios  los  Sres.  D.  Luis  Escriba  de  Romaoí  y  D.  Ca 
milo  C.  Danelle,  y  por  la  Sociedad  oonstraotora»  á  sn  Director  general  de 
co&stnioción.  Ingeniero  D.  Antonio  Arrióte  y  al  Abogado  Consultor  y 
Oonaejero  de  la  misma,  D.  José  Roía  de  Qoevedo,  quienea  reunidos  de 
TOMO  74  23 
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■ignarian  lof  repreientantes  de  laa  iodicadu  proyincías,  eligiendo,  aef 
formada,  la  junta,  de  entre  los  mismos  individaos  de  su  seno  nn  Director 
Presidente  y  nn  Secretario,  coya  junta,  ein  perjuicio  de  lo  que  se  determi- 
nase en  ei  reglamento  que  debería  formarse,  tendría  á  su  cargo  la  gestión 
de  cuanto  fuera  necesario  y  conveniente  para  asegurar  la  construcción  d» 
la  línea  y  para  que  en  el  más  breve  plaso  posible  se  constituyera  la  Socie- 
dad anónima,  ocupándose  al  efecto  con  la  mayor  aaiduidad  de  la  coloca- 
ción de  acciones,  y  muy  especialmente  de  que  se  cumplieran  por  los  con- 
tratantes las  obligaciones  que  se  babían  impuesto  en  aquella  escritura: 

Resultando  que  en  el  mismo  día  29  de  Enero  de  1870,  y  á  continnacló» 
de  la  escritura  anteriormente  referida,  otorgaron  otra  D.  Ángel  de  las  Po- 
tas y  Cabarga,  por  sí  y  como  apoderado  de  su  hijo  D.  Qregorío  de  las  Po- 
aap  y  Goterón,  y  D.  Ángel  y  D.  Domingo  de  las  Posas  y  Valle,  que  com- 
ponían la  Sociedad  constructora  del  ferrocarril  de  Madrid  á  Mal  partida  de 
Plasencia,  con  la  rasón  social  Poaas  y  Cabarga,  Hijo  y  Compafi¿E^  D.  Lnie 
Escriba  de  Romaní,  como  concesionario  y  en  representación  de  otros  co- 
partícipes de  la  misma  línea  férrea;  D.  Trinidad  Gutiérrez  de  la  Cuesta^ 
eomo  copartícipe  y  en  representación  de  otros  en  la  concesión  de  la  pro- 
pia línea;  D.  Ángel  Mansi  y  Bonilla,  como  apoderado  de  su  padre  D.  Pedro 
Nolasco,  uno  de  los  concesionarios  de  la  misma,  y  if  Rafael  Tamarit  áe  la 
Plaaa,  en  la  que  haciendo  mérito  déla  escritura  antes  referida  y  de  la  ciáa- 
snla  en  que  se  determinaba  la  forma  de  los  pagos,  declararon  como  adi- 
ción ó  aclaración  de  la  misma,  que  las  28.638  acciones  que  Pozas  y  Cabar- 
ga, Hijo  y  Compañía,  se  obligaban  á  tomar  á  la  Sociedad  anónima  que  ae 
constituyera  con  objeto  de  constrair  y  explotar  la  línea  de  Madrid  á  Mal- 
partida  de  Plasencia,  se  distribuirían  y  aplicarían  en  la  siguiente  propor- 
ción: á  los  Sres.  Pozas  y  Cabarga^  Hijo  y  Compañía,  ei  40  por  100  de  ellas; 
á  D.  Rafael  Tamarit  de  Plaza,  otro  40  por  100  de  las  mismas;  y  el  20  por 
100  restante  á  ios  actuales  concesionarios  de  la  línea  y  copartícipes  en  la 
concesión,  entre  loe  cuales  se  verificaría  la  correspondiente  división,  con- 
forme al  derecho  legítimo  que  respectivamente  acreditaran;  que  con  laa 
precedentes  aplicaciones  y  adjudicaciones  quedaban  compensados  los  ser- 
vicios que  tanto  el  Sr.  Tamarit  de  la  Plaza  como  los  concesionarios  y  los> 
partícipes  en  la  concesión  habían  hecho  personalmente,  el  primero  en 
sus  viajes,  gastos  y  tiempo  invertido,  y  los  segundos  en  los  desembolsos 
extraordinarios  y  justa  recompensa  del  tiempo  que  también  habían  inver- 
tido; que  á  la  manera  que  se  depositasen  en  la  caja  de  la  Sociedad  anóni- 
ma las  acciones,  según  se  establecía  en  la  anterior  escritora,  loa  Sres.  Po- 
zas y  Cabarga,  Hijo  y  Compañía,  entregarían  á  D.  Rafael  Tamarit  de  la 
Plaza  y  á  los  concesionarios  y  á  loa  partícipes  en  la  concesión  el  oportnno- 
resgnardo,  en  el  cual  se  consignarían  las  respectivas  acciones  de  entrega 
en  Caja  para  que  los  dichos  Tamarit  de  la  Plaza  y  concesionarios  pudieran 
acreditar  la  propiedad  que  tenían  aobre  laa  mismas;  podiendo  asimismo 
transmitir  ó  ceder  el  todo  ó  parte  del  derecho  que  adquirían  sobre  laa  re- 
petidaa  acciones,  el  cual  en  todo  tiempo  sería  reconocido  por  quien  corres 
pendía;  y  que  en  laa  épocaa  en  que  la  Sociedad  anónima  debía  hacer  en- 
trega á  los  Sres.  Pozas  y  Cabarga,  Hijo  y  Compañía  de  laa  referidaa  accio- 
nes, según  determinaba  la  anterior  escritura,  ó  ai  antes  de  esas  épocaa  ae 
hiciere,  loa  Sres.  Pozas  harían  entrega  también  de  laa  referidas  participa- 
doñea  á  los  Sres.  Tamarit  de  la  Plaza  y  copartícipea  en  la  oonceaión,  ai 
bien  en  interés  recíproco  todos  ellos  procurarían  hacer  el  mejor  uso  de  laa 
repetidas  acciones,  á  fin  de  que  no  sufrieran  depreciación  en  el  mercado: 
Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  eata  corte,  á  8  de  Mayo  de 
1870,  y  con  arreglo  á  laa  preacripcionea  que,  establecía  la  ley  de  11^  de  Oc- 
tubre de  1869,  ae  fundó  una  Sociedad  anónima  por  acdonea  oompoeata 
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de  todos 'loB  poseedores  de  las  qne  emitieran  para  la  constmcción  y  ex- 
plotación del  üamino  de  hierro  de  Madrid  á  Mal  partida  de  Plasencia,  cnya 
Sociedad  se  denominaría  Ferrocarril  del  Tajo,  y  se  regiría  por  los  citados  , 
reglamentos  qne  se  consignan  en  la  escritura,  estableciéndose  en  el  art.  5.o 
qne  sa  dnración  se  fijaba  en  ochenta  y  cinco  años,  contados  desde  el  día 
¿p  sn  constitución  definitiva;  en  el  8.0,  qne  el  capital  social  se  fijaba  en 
121.600.000  reales  qne  podría  aumentarse  por  simple  acuerdo  del  Consejo 
de  administración  hasta  204.612.200  reales  á  que  ascendía  el  presupuesto 
aprobado  por  el  Gobierno;  en  el  9.o  que  el  número  de  acciones  para  cons- 
titoir  el  capital  social  sería  de  64.000  de  á  1.900  reales,  ó  600  francos,  ó  20 
libras  esterlinas  cada  nna;  emitiéncíose  sólo  por  entonces  82.000,  y  perma- 
neciendo las  82.000  restantes  en  cartera  para  qne  el  Consejo  de  adminis- 
tración pudiera  emitirlas  sucesivamente  y  á  la  manera  que  lo  reclamasen 
las  atenciones  de  la  Sociedad;  en  el  11,  que  las  acciones  serían  al  portador 
luego  <^ue  apareciera  del  título  ó  títulos  de  su  inscripción  por  haberse  ve- 
ri filiado  el  pago  del  80  por  100  de  su  total  importe;  en  el  48,  que  el  Consejo 
de  administración  estaba  revestido  de  las  facultades  más  amplias  para  los 
negocios  de  la  Sociedad,  y  tenía  además  la  potestad  de  sustituir  el  todo  ó 
parte  de  las  mismms,  correspondiéndole,  por  lo  tanto,  párrafo  noveno,  so- 
meter á  la  junta  general  las  proposiciones  sobre  prolongación  de  la  línea 
ó  construcción  de  ramales,  sobre  fusión  ó  convenio  con  otras  Compañías, 
sobre  prórroga  ó  renovación  de  la  concesión,  sobre  enajenación  ó  arren- 
damiento del  ferrocarril,  terrenos  y  edificios  concedidos,  sobre  modifica- 
ción ó  adiciones  en  sus  estatutos,  y  especialmente  sobre  el  aumento  del 
capital  social  y  prolongación  de  la  Sociedad;  y  en  el  78,  que  cuando  la 
junta  hubiera  de  convocarse  para  resolver  y  deliberar  acerca  de  lo  que  se 
establecía  en  el  párrafo  noveno  del  art.  43,  no  podrá  acordarse  sino  en  una 
junta  de  accionistas  que,  poseedores  cada  uno  de  60  ó  más  acciones,  ó  por 
representación,  se  reuniera  por  lo  menos  la  mitad  del  capital  social,  y  sin 
que  pudiera  tomar  resolución  alguna  sino  por  mayoría  de  las  dos  terceras 
partes  de  votos  de  los  miembros  presentados  ó  representados: 

Resultando  que  por  escritura  de  2  de  Febrero  de  1871,  los  concesiona- 
rios D.  Luis  Escriba  de  Romaní  y  consocios,  cumpliendo  lo  convenido  en 
la  escritura  de  29  de  Enero  de  1870,  y  autorisados  por  el  acta  de  10  del 
mismo  mes,  cedieron  y  transfirieron  á  la  Sociedad  anónima  titulada  Ferro- 
carril del  Tajo  la  concesión  del  ferrocarril  de  Madrid  á  Mal  partida  de  Pla- 
flenda,  hecha  por  Beal  orden  de  6  de  Octubre  de  1866  á  D.  Luis  Escriba 
de  Romaní  y  consocios,  con  todos  los  derechos  y  obligaciones,  cesión  qne 
fué  aceptada  por  los  representantes  de  la  Sociedad  con  las  bases  estable- 
cidas en  cnanto  respectivamente  les  incumbían,  habiendo  sido  aprobada 
la  cesión  de  la  concesión  por  Beal  orden  de  26  de  Febrero  de  1876: 

Resultando  qne  D.  Vicente  Morales  Díaz,  D.  Rafael  Tamarit  de  la  Plaia 
y  D.  José  Ruiz  de  Quevedo,  en  representación  de  la  Sociedad  anónima 
Ferrocarril  del  Tajo  y  del  Consejo  de  administración,  y  D.  Francisco  de 
las  Pozas  y  Coterón,  como  apoderado  de  su  hermano  D.  Gregorio,  Presi- 
dente y  Gerente  de  la  Sociedad  constructora  de  dicho  ferrocarril,  otorga- 
ron escritura  en  24  de  Septiembre  de  1878,  en  la  que,  después  de  hacer 
mérito  de  los  contratos  celebrados  con  anterioridad,  expusieron:  qne  por 
dificultades  económicas  de  todos  conocidas,  1»  Sociedad  anónima  no  ha- 
bla tenido  recursos  sufidentes  para  el  pago  puntual  de  las  obras  en  metá- 
lico, resultando  por  tanto  un  crédito  considerable  á  favor  de  la  Sociedad 
constructora,  importando  las  cantidades  devengadas,  tanto  en  metálico 
como  en  acdpnes  hasta  1.^  de  Julio  de  aquel  año,  86.860.847  reales  17 
céntimos  por  el  69  por  100  en  metálico,  y  88.670.446  reales  88  céntimos 
'por  el^l  por  100  en  acdones;  y  qae  ascendiendo  las  cantidades  satisíe- 
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chat  en  metálico  á  la  Empresa  constraotora  á  ooenla  de  en  erédilo  de  igaal 
naturaleza  á  69.628.800  reales,  resaltaba  en  l.o  de  JoUo  de  aquel  afio  sn 
crédito  refaccionario  á  satisfacer  en  metálico  á  D.  QreiKorio  de  las  Posas  y 
Goterón,  como  Gerente  de  dicha  Empresa  constructora,  de  26.227.147  rea- 
les  17  céntimos,  cuyas  samas  recooocían  los  tres  otorgaates  á  nombre  y 
representación  de  la  Sociedad  del  Ferrocarril  del  Tajo,  oomo  tal  crédito 
reíaccionario  á  favor  de  la  misma  Gompafiia  oonstrootora,  constituyendo 
á  su  aeguridad  la  más  formal  y  solemne  garantía  hipotecaría  sobre  las 
obras  de  dicha  linea  férrea,  material  y  productos,  describiendo  todas  aqaé^ 
lias  para  que  pudiera  ser  inscrita  la  hipoteca  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad; consignando,  por  último,  que  la  expresada  linea  férrea  no  se  haliabs 
afecta  á  otra  carga  real  que  al  crédito  refaccionario  que  quedaba  recono- 
cido é  impuesto  sobre  ella  por  las  obras  de  construcción  no  pagadas;  y 
que  en  cuanto  á  la  cantidad  de  38.570.445  reales  83  céntimos  por  el  31  por 
100  en  acciones  devengada  por  la  Empresa  constructora,  no  se  había  to- 
mado en  cuenta  para  la  liquidación  del  crédito  refaccionario,  por  no  for- 
mar parte  del  mismo  y  constituir  el  capital  social  de  la  Gompafiia: 

Resultando  que  en  la  Memoria  del  Gonsejo  de  administración  de  la 
Gompafiia  del  Ferrocarril  del  Tajo,  leída  y  aprobada  en  la  junta  general 
de  accionistas  de  28  de  Mayo  de  1871,  después  de  hscer  la  historia  de  la 
línea  y  contratos  celebrados  con  la  Sociedad  constructora,  se  expresó  que 
la  Sociedad  contaba  entonces  con  34.000  acciones  suscritas,  de  1.800  reateo 
cada  una,  que  representaban  64.600.000  reales,  sobre  las  que  se  había  im- 
puesto ya  un  dividendo  pasivo  de  10  por  100;  que  en  la  que  se  leyó  y 
aprobó  en  la  junta  de  6  de  Julio  de  1876  se  hito  constar  que  en  80  de 
Abril  de  aquel  afio  el  activo  de  la  Gompafiia  ascendía  á  198.601.530  reales 
77  céntimos,  de  los  cuales  88.539.184  reales  62  céntimos  representaban  los 
accionistas;  y  en  la  Memoria  que  se  leyó  y  aprobó  en  la  junta  general  de 
7  de  Julio  de  1878,  se  dijo  que  entre  el  activo  de  la  Gompafiia  figuraban 
los  accionistas  con  79.963.260  reales  98  céntimos:  . 

Resultando  que  por  escritura  de  8  de  Octubre  de  1879,  D.  Vicente  Mo- 
rales Díaz,  D.  Rafael  Tamarit  de  la  Plaza  y  D.  José  de  Ecbegaray,  que  cons- 
tituían el  Gomité  directivo  delegado  del  Gonsejo  de  administración  de  la 
Gompafiia  del  Ferrocarril  del  Tajo,  de  una  parte,  y  de  otra  D.  Eduardo 
Gutiérrez  Galleja,  como  Director  Gerente  de  la  Empresa  construcfeoiSy 
después  de  hacer  mérito  de  la  escritura  de  24  de  Septiembre  de  1878,  en 
que  fué  reconocida  y  garantizada  la  cantidad  dé  26.227.147  reales  17  oéa- 
timos,  á  que  entonces  ascendía  el  saldo,  ascendiendo  en  aquella  fecha  á 
15.643.715  reales  58  céntimos  más,  los  tres  primeros  otorgantes  constita- 
yeron  á  favor  del  último  una  segunda  hipoteca  especial  sobre  el  ferroca- 
rril de  que  se  trataba  y  de  sus  pertenencias;  declarando  que  en  cuanto  á 
la  cantidad  de  44.578.911  reales  25  céntimos  por  el  31  por  100  en  acdoneo 
devengadas  por  la  Empresa  constructora,  no  se  había  tomado  en  cuenta 
para  la  liquidación  del  crédito  refaccionarlo,  por  no  ser  parte  del  mismo, 
sino  que,  por  el  contrario,  constituía  parte  del  capital  social: 

Resultando  que  D.  Joaquín  de  la  Gándara  y  Navarro,  por  sí  y  los  qoo 
representase,  y  D.  Eduardo  Gutiérrez  Galleja  y  D.  Agustín  Días  Agero,  en 
representación  déla  Gompafiia  del  Ferrocarril  del  Tajo,  debidamente  anto- 
rizados  por  medio  de  poder  general  otorgado  á  su  favor  por  D.  Vicente  Mo- 
rales Díaz  y  D.  José  Ruiz  de  Qnevedo,  en  nombre  del  Gonsejo  de  adminis- 
tración de  la  mencionada  Sociedad,  celebraron  por  duplicado,  en  Nisa,  á  28 
de  Abril  de  1880,  un  contrato  provisional  con  el  carácter  de  documento 
privado,  por  el  que  pactaron  que  la  Gompafiia  del^  Ferrocarril  del  Tajo 
rendía  á  D.  Joaquín  de  la  Gándara  el  camino  de  hierro  de  que  era  oonco- 
sionado  en  el  estado  en  que  se  encontraba  por  el  prooio  da  95J00J00O 
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véales  rellófi,  retenrándose  Gándara  el  derecho  de  opdón  á  esta  compra 
hasta  el  día  l.«  de  JaliO  de  aqtiel  afio,  descontándose,  en  caso  de  realizarse 
la  opción,  los  60  millones  de  reales  valor  de  las  26.000  obligaciones  colo- 
cadas en  los  pueblos,  y  de  coyo  servicio  qaedaría  en  adelante  especial- 
mente obligado  j  resjponsable  el  comprador,  siendo  pagado  el  resto  en  la 
tenoa  qne  expresaron;  comprometíóndose  la  Oompafifa  á  hacer  liberación 
de  todas  las  cargas  qne  sobre  ella  pesasen  hasta  el  día  en  qne  ae  verificase 
la  opdón,  j  qnedando  obligada  á  cnbrir  con  la  sama  de  46.600.000  reales 
la  totalidad  del  crádito  refaccionario,  el  valor  de  la  transferencia  de  la 
primitiva  concesión,  fijado  en  on  millón  de  reales,  los  haberes  devengados 
en  metálico  por  los  individuos  del  €k>n8ejo  de  administración,  y  todo  lo 
qne  á  la  fecha  de  la  opción,  constitayese  sa  pasivo,  á  excepción  de  las 
86.000  obligaciones  de  S.OÓO  reales  cada  nna,  ya  mencionadas,  ónica 
hipoteca  qoe  qnedaba  sobre  el  camino,  debiendo  proceder  inmediatamente 
la  expresada  Compafiia  á  so  disolnción  y  Hqnidación,  con  arreglo  á  estata- 
toa,  haciendo  precisamente  la  entrega  del  camino  al  comprador,  qne  toma- 
ría posesión  de  él  aceptando  sn  pliego  de  condiciones: 

Besaltando  qne  en  carta  qne  D.  Joaqnín  de  la  Gándara  dirigió  desde 
París  en  20  de  Jnlio  de  1880  á  los  6res.  Gutierres  Calleja  y  Días  Agero, 
aelaratoria  del  contrato,  usando  del  derecho  de  opción  que  se  reaervó  en 
el  citado  coriVenio,  aceptó  la  compra  del  camino  de  hierro  de  Madrid  á 
Malpartida  de  Plasencia  para  la  Sociedad  de  los  ferrocarriles  de  Cáceres  á 
Kalpartida  y  á  la  frontera  portuguesa,  de  la  que  era  Presidente,  y  por  la 
cual  se  hallaba  debidamente  autorizado;  estableciendo,  entre  otras  cosas 
que  no  son  del  caso,  que  una  vez  firmada  la  escritura,  las  82.000  acciones, 
total  de  las  que  constituían  la  Oompafiía  del  Tajo,  según  su  declaración, 
quedarían  acumuladas,  y  la  Oompafiía  se  comprometía  á  entregar  á  los 
compradores  el  número  mayor  de  acciones  que  le  fuera  posible,  y  por  lo 
menos  24.600;  es  decir,  600  más  de  los  i  del  total,  quedando  convenido  que 
el  dtado  contrato  y  estas  aclaraciones  se  presentarían  á  la  aprobación  de 
la  junta  general  de  la  Oompafiía  del  Tajo: 

Resultando  que  celebrada,  en  efecto,  en  28  de  Junio  de  dicho  afio, 
bajo  la  presidencia  de  D«  Vicente  Morales  Días  y  con  asistencia  de  más 
de  las  dos  terceras  partes  de  las  acciones,  el  Director  Gerente  leyó  una 
Memoria  espedal  detallada  de  las  diversas  gestiones  hechas  para  vencer 
las  dificultades  económicas  con  que  luchaba  la  Sociedad,  y  los  fundamen- 
tos que  existían  para  que  el  Oonsejo  considerara  de  absoluta  necesidad 
la  enajenación  del  camino  de  Madrid  á  Malpartida,  siendo  aprobada  uná- 
nimemente la  oonolusión  de  dicho  documento,  acordando  un  voto  de  gra- 
das al  8r.  Echegaray,  y  que  se  imprimiera  y  publicara  la  Memoria  para 
qne  constara  siempre  el  proceder  honrado  de  la  Administración  de  la 
Oompafiía^  el  dednterés  de  ^os  acdonistas  y  la  necesidad  de  la  venta  del 
camino;  nendo  también  aprobado  unánimemente  dicho  convenio  de  28  de 
Abril  y  las  aclaraciones  contenidas  en  la  carta  de  20  de  Junio,  acordando 
á  la  ves  autorizar  á  D.  Eduardo  Gutiérrez  Calleja  y  D.  Agustín  Díaz  Agero 
caía  ultimar  y  formalisar  el  contrato  de  venta  del  ferrocarril  de  Madrid  á 
Malpartida,  revistiéndoles  al  efecto  de  cuantas  facultades  les  fueran  nece-- 
aarias  para  ello. 

Sesnltando  que  á  su  vez  la  Sociedad  de  los  ferrocarriles  de  Cáceres  á 
Malpartida  de  Plasenda  á  la  frontera  p(»tugnesa  celebró  también  junta 
Saneral  extraordinaria  de  acdonistas  én  la  villa  de  París,  aprobando  los 
convenios  providonales  ya  referidos,  confiriendo  amplios  poderes  á  Don 
Luis  de  Cuadra,  Marqués  de  Guadalmina,  para  que  hidera  aportación  de 
lea  derechos  que  resultaban  de  ésas  estipulaciones  á  la  nueva  Sociedad, 
que  haUa  da  formarse  pata  la  adquidción,  conclusión  y  explotadón  de 
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Io0  íenrocatrilef  de  Madrid  á  OáeenB  y  Portagal,  con  «otoriiaeióii  eom- 
plida,  asi  p&ra  formalisar  el  contrato  de  la  noera  Sociedad,  como  para  in- 
toryenir  y  llevar  á  cabo  loa  demAs  oontratoa  y  eacritoraa  neoeaaríaa  pam 
la  defioitiva  adquisición  del  camino  de  hierro  de  Madrid  *álialpartída  óm 
Plaaencia,  y  en  su  virtod,  loa  repreaentaotea  de  ana  y  otra  Sociedad  otor- 
garon eacritnra  en  81  de  Diciembre  de  1880,  por  ia  qae  llevaron  á  efecto 
la  enajenación  del  citado  camino  de  hierro  en  loa  términoa  oonvMiídoe: 

Besnltando  qne  Dofia  Antonia  Tenorio  y  Argrabe,  como  representante 
de  los  derechos  y  acciones  de  sa  abaelo  D.  Miguel  Tenorio,  en  lo  relativo 
al  derecho  que  éate  pudiera  tener  á  reclamar  de  los  Sres.  Pozas  las  aedoneo 
que  le  correspondían  en  el  citado  ferrocarril,  dedajo-en  28  de  Septiembre 
de  1889  la  demanda  actual,  en  la  que,  consignando  como  hechos  las  antece- 
dMites  que  quedan  referidos,  dedujo  de  ellos  como  fundamentos  de  dere- 
cho, que,  según  doctrina  legal  de  jurisprudencia,  el  contrato  de  Sociedad 
debía  cumplirse  tal  y  como  se  hubiera  celebrado,  reconociendo  y  entregan- 
do á  cada  socio  aquella  parto  del  capital  ó  de  gananciaa  que  se  le  hubiera 
reconocido  por  la  Sociedad;  que  según  doctrina  admitida  por  los  Tribuna- 
les, la  acción  qne  nacía  del  contrato  de  Sociedad  pertoneda  individual  y 
colectivamente  á  todos  los  asociados  cuando  la  representación  no  se  había 
concedido  especialmento  á  alguno  de  ellos  para  p¿dir  el  cumplimiento  de 
las  obligaciones  constitoídas  á  su  favor,  que  según  la  ley  del  Contrato  y  la 
1>,  tít.  l.o,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  de  cualquiera  manera  que 
aparecían  establecidas  las  obligaciones  licitamento  contraídas,  eran  válidas 
y  debían  cumplirse  por  quien  las  adquiría,  aegún  y  como  aparecían  consig- 
nadas en  el  contrato;  y  apareciendo  que  D.  Ángel  de  las  Posas  y  Cabarga  y 
la  razón  social  Posas  y  Cabarga,  Hijo  y  Compañía  se  obligaron  por  el  con- 
trato de  conatrucción  del  ferrocarril  de  Madrid  á  Malpartida  á  tomar  de  la 
Compañía  anónima  que  ae  crease  28.638  acciones  y  á  entregar  el  20  por  lOO 
de  ellas  á  los  primitivos  conoesonarios  Tenorio,  Escriba  y  consocios,  á  cada 
uno  la  parte  correapondiento,  según  su  derecho,  estaba  fuera  de  duda  que 
dichos  Pozas  yOabarga  y  los  Sres.  Pozas  y  Cabarga,  Hijo  y  Compañía  que- 
daron y  venían  obligados  á  cumplir  aquel  compromiso,  debiendo  entregar 
á  la  accesión  de  Tenorio  el  valor  del  6  por  100  del  ezpreaado  20  por  100 
de  las  28.638  acciones;  y  que  el  heredero  era  la  continuación  de  la  perso- 
nalidad jurídica  del  finado,  adquiriendo  oon  las  las  obligacionea  de  ésto 
todos  los  derechos  y  acciones  correspondientes  al  mismo,  porque  el  qne 
contrata  lo  hace  para  sí  y  sus  herederos;  terminó  suplicando  que  se  conde- 
ra  á  los  demandados  D.  Ángel  de  las  Posas  y  Valle,  como  socio  de  la  Com- 
pañía formada  para  la  construcción  del  ferrocarril  de  Madrid  á  Malpartida, 
bajo  la  razón  de  Pozas  Cabarga,  Hijo  y  Compañía;  á  D.  Francisco  de  las 
Posas  y  Cotorón  y  á  su  hermana  Doña  Sinforiana,  en  concepto  de  hijos  y 
herederos  de  0.  Ángel  de  Isa  Pozas  y  Cabarga,  por  sí  y  como  uno  de  los  so- 
cios de  la  referida  Compañía;  á  D.  Gustavo  Morales  y  Bodriguez  en  el  do- 
ble concepto  de  esposo  de  Doña  Leonor  de  las  Pozas  y  Bivas  y  de  padre  y 
legal  representante  de  los  menores  D.  Ángel,  Dofia  Carmen  y  Doña  Leonor, 
habidos  en  su  anterior  matrimonio  con  Dofia  Andrea  de  las  Pozas  y  Rlvaa, 
hijas  y  herederas  ésta  y  la  Doña  Leonor  de  D.  Ángel  de  las  Posas  y  Cabar- 
ga; á  Doña  Juana  de  la  Torriente  y  Hernández,  como  madre  y  representan- 
te legítima  de  los  menores  D.  Ángel,  Dofia  laabel,  Dona  Juana  y  Dofia  Ma- 
ría de  las  Posas  y  Torriente,  hijos  y  herederos  de  D'.  Gregorio  de  las  Posaa 
y  Goterón,  aodo  que  fué  de  la  mencionada  Compafiía;  y  á  D.  Isaac  de  las 
Posas  Langre,  como  hijo  y  heredero  de  D.  Domingo  de  laa  Posaa  y  Valle, 
individuo  éste  de  la  repetida  Sociedad,  á  entregar  en  el  término  de  dos 
díaa  á  la  demandante  Dofia  Antonia  Tenorio,  doefia  y  poseedora  actual  de 
los  derechos  que  D.  Miguel  Tenorio  adquirió  eomo  ano  de  iosooBceaiona- 
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tím  de  la  línea  férrea  de  Madrid  á  Malpartida  de  Plaeenda,  la  aama  de 
ISe.OaO  pesetas  y  60  céntimoa,  importe  ó  valor  de  286  accioneB  y  38  centa- 
TToa  qoe  correspondían  á  Tenorio  en  las  28.688  acciones  que  los  menciona^ 
•dos  D.  Ángel  de  las  Posas  y  Cabarga  y  la  razón  social  Posas  y  Cabarga, 
Hijo  y  Compañía  se  obligaron  á  tomar  de  la  Sociedad  anónima  ó  Compañía 
del  ferrocarril  del  Tajo,  intereses  legales  del  6  por  100  anual  correspondien- 
tes á  dicha  suma,  y  las  costas  cansadas  y  que  se  causasen: 

¿esaltando  que  los  demandados,  á  excepción  de  D.  Isaac  y  Doña  Jnana 
de  las  Pozas,  respecto  de  los  cnales  se  han  entendido  las  actuaciones  con 
los  estrados  del  Tribunal,  contestaron  á  la  demanda  alegando,  después  de 
hacer  mérito  de  las  escrituras  otorgadas  con  motivo  de  la  construcción  del 
camino:  que  si  la  Sociedad  titulada  Ferrocarril  del  Tajo  hubiera  seguido 
adelante,  era  inconcnso  que  cumpliendo  el  compromiso  que  había  adqui- 
rido con  la  rasón  social  Pozas,  Cabarga,  Hijo  y  Compañía,  y  entregando 
al  efecto  las  accionea  que  se  habían  consignado  en  la  escritura  de  Enero 
de  1870,  las  cosaé  hubieran  marchado  de  muy  distinto  modo,  y  la  Compa- 
ñía constructora,  al  recibir  de  la  anónima  sus  acciones,  las  habría  trasla- 
dado en  su  parte  proporcional  á  los  primitivos  concesionarios;  pero  que 
lejos  de  esto,  la  Sociedad  anónima  se  disolvió  y  liquidó  antes  de  verifi- 
carse la  explanación  de  la  línea,  y  como  la  primera  entrega  de  acciones  á 
la  Compañía  debía  hacerse,  según  la  escritura  de  1870,  al  terminársela  ci- 
tada explanación,  burlados  Pozas,  Cabarga,  Hijo  y  Compañía,  no  adquirie- 
ron ni  nna  sola  de  las  acciones  en  cuestión,  que  no  lleg^aron  por  ello  á  te- 
ner nunca  nn  valor  efectivo;  que  los  primitivos  concesionarios  no  podían 
alegar  ignorancia  de  estos  hechos  ni  protestar  de  sus  consecuencias  na- 
turales, porque  desde  la  creación  de  la  Sociedad 'del  Tajo,  pertenecieron 
siempre  á  la  comisión  y  administración  de  los  Sres.  Bomaní  y  Danelle, 
que  fueron  los  elegidos  por  los  primitivos  concesionarios  para  que  re- 
presentaran sus  intereses  y  derechos;  y  el  mismo  Remaní,  la  persona  de 
mayor  significación  y  autoridad  entre  todos  los  primitivos  concesionarios, 
apreciando  por  sí  mismo  las  dificultades  económicas  surgidas  para  rea- 
lizar las  obras  y  la  neceaidad  absoluta  de  enajenar  la  linea  férrea  d^  Ma- 
drid á  Malpartida  de  Piasencia,  contribuyó  con  su  voto  á  la  disolución 
de  la  Sociedad  anónima  del  Tajo,  formando  parte  de  su  comisión  liqui- 
dadora, y  reconociendo  explícitamente  que  no  existía  sobrante  alguno 
^ne  repartir  á  las  acciones;  que  lo  que  llegó  á  reconocerse  con  anterioridad 
á  lo  expuesto  fué  un  crédito  de  un  millón  de  reales  á  favor  de  los  conce- 
sionarios, el  cual  se  pagó  en  metálico,  y  relativo  á  los  desembolsos  y  ges 
tiones  que  habían  hecho  aquéllos  para  los  preliminares  del  proyecto,  pero 
nna  vez  satisfecho  no  quedó  á  ninguno  de  los  primitivos  concesionarios 
nada  que  reclamar  y  mucho  menos  de  la  razón  social  Ángel  de  las  Posas, 
Cabaí^,  Hijo  y  Compañía,  quienes,  por  el  contrario,  se  considerarían  en 
caso  necesario  con  derecho  á  exigir  de  los  accionistas  del  Ferrocarril  del 
Tajo  el  pago  de  lo  que  por  falta  de  recursos  dejó  de  abonarse  del  crédito 
en  metálico  que  se  tenía  reconocido  á  sus  causahabientes;  que  ni  Tenorio 
ni  ninguno  de  sus  asociados,  los  primitivos  concesionarios  del  ferrocarril 
de  Madrid  á  Malpartida  de  Plasenda,  podían  reclamar  absolutamente  nada 
de  los  caosahabientes  de  la  razón  social  Ángel  Posas,  Cabarga,  Hijo  y  Com- 
pañía por  reducirse  el  derecho  de  aquéllos  á  percibir  unas  acciones  de  la 
Compañía,  constructora  que  Posas  no  llegó  á  recibir,  porque  antes  de  cnm- 
plirae  so  compromiso,  fué  disaelta  la  Sociedad  anónima;  hicieron  mérito 
después  de  la  enajenación  de  la  línea,  negando  el  hecho  de  que  la  Compa- 
ñía constructora  percibiera  y  dejara  de  distribuir  las  28.638  acciones,  y 
dedujeron  como  fundamentos  legales,  que  ni  los  demandados  ni  sus  can- 
aantea  habían  sido  socios  de  la  demandante  ó  de  los  suyos,  por  lo  cual  ca- 
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neím  de  aplicación  á  la  alegación  contraria  de  qoe  el  oontrato  de  Sociedad 
obligaba  á  los  qne  componían  aqnélla  y  podía  cnalqaier  tocio  ejercitar  la» 
a<;cioDee  qne  del  mismo  pacto  se  derivaban,  puesto  que  en  el  caao  deanto»- 
D.  Miguel  Tenorio  jamás  formó  parte  de  la  Compafiia  constractora;  estando 
de  mes  invocar  la  ley  del  contrato  relativo  á  la  distribución  de  accione» 
por  la  Compafiia  Posas,  puesto  que  mal  podo  hacerla,  en  atención  á  qne, 
como  dejaban  consignado,  no  llegó  á  percibir  tales  acciones  por  haberse 
disuelto  la  Sociedad  anónima  antes  de  qne  llegara  el  día  de  la  entrega,  y 
porque  además  fueron  anuladas  antes  de  dicho  día,  no  pudiendo,  por  todo 
ello,  suceder  la  demandante  en  los  derechos- que  D.  Miguel  Tenorio  no 
llegó  á  adquirir;  que  conforme  á  la  ley  12,  tít  11  de  la  Partida  5>,  y  á  Ia 
doctrina  de  este  Supremo  Tribunal,  la  designación  de  día  incierto  en  el 
cual  debía  cumplirse  un  contrato,  le  hacía  condicional  y  no  se  consideraba., 
cumplidera  la  obligación  hasta  que  llegaba  aquel  día,  porque  el  oompli- 
miento  de  los  contratos  condicionales  dependía  de  la  realisadón  de  las 
condiciones,  y  en  el  caso  actual,  no  habiendo  llegado  los  días  en  que  las 
acciones  debían  entregarse,  era  evidente  qne  por  la  obligación  contraída 
por  los  constructores  de  la  línea  no  estaban  obligados  á  distribuir  lo  que 
no  habían  recibido;  qne  cuando  el  cumplimiento  de  la  condición  no  depen- 
día de  la  voluntad  del  obligado,  sino  de  la  de  un  tercero,  el  deudor  cum- 
plía con  hacer  lo  que  pudiere,  y  nada  pudo  hacer  en  este  caso  la  Sodedad  • 
constructora  Posas,  porque  no  podía  reclamar  las  acciones  para  distribuir- 
las antes  de  las  fe<;has  marcadas  para  su  entrega,  ni  pudo  impedir  tampoco- 
que  los  mismos  accionistas  en  junta  general  anulasen  las  acciones  emiti- 
das, ni  que  las  feches  de  las  entregas  no  llegasen  por  haber  vendido  el  fe- 
rrocarril la  Compafiia  concesionaria,  y  por  lo  cual,  antes  de  que  Ja  entrega 
de  acciones  pudiera  tener  logar,  ya  no  existían  aquéllas  ni  quien  las  entre- 
gara; y  que  era  de  aplicar  á  la  parte  actora  el  precepto  de  la  ley  8>,  tít.  21 
de  la  Partida  S>,  por  su  temeridad  al  reclamar  á  la  Compafiia  Posas  nnas 
acciones  qoe  ésta  no  recibió,  y  mocho  más  unos  miles  de  duros  como  va- 
lor de  dichas  acciones,  que  nunca  le  tuvieron  efectivo;  terminando,  por  todo 
ello,  ^n  la  pretensión  de  que  se  les  absolviera  de  la  demanda,  con  imposi- 
ción de  perpetuo  silencio  á  la  parte  at^tora,  y  del  pago  de  costas: 

Resultando  que  la  demandante  replicó  sosteniendo  qoe  Posas  y  Ca- 
barga, Hijo  y  Compafiia,  no  obstante  las  muchas  gestiones  practicadas  por 
loa  concesionarios,  no  sólo  no  llegaron  á  entregarles  las  acciones,  sino  que 
ni  siquiera  les  dieron  el  resguardo  ofrecido  por  la  condición  tercera  de  la 
escritura  aclaratoria  para  que  pudieran  acreditar  y  enajenar  si  les  conve- 
nía la  propiedad  de  las  acciones,  las  cuales  fueron  representadas  en  lodo 
tiempo  por  dichos  Sres.  Posas,  á  quienes  fueron  reconocidss  en  cuantas 
liquidaciones  se  practicaron  y  ellos  las  facilitaron  para  que  se  entregaran 
á  la  Compafiia  de  los  ferrocarriles  de  Madrid  á  Cácerea  y  Fortugal;  siendo 
tan  cierto  que  las  acciones  existían  y  que  tenía  valor,  que  se  celebraron 
juntas  de  accionistas;  que  en  las  Memorias  que  en  ellas  se  leyeron  por  el 
Consejo  de  administración,  se  habló  de  acciones,  de  accionistas,  del  capi- 
tal que  aquéllas  representaban  y  de  los  dividendos  repartidos  á  Isa  mis- 
mas; y  por  último,  en  la  escritura  de  liquidación  de  obras  y  oonstltndón 
de  créditos  refaccionarios  otorgados  en  los  afios  1878  y  1879,  se  hiso  cons- 
tar la  cantidad  á  que  ascendía  el  valor  de  las  acciones  pertenecientes  á  la 
Compafiia  constructora  y  pagados  por  la  misma  oon  el  31  por  100  del  pre- 
cio de  la  construcción,  haciéndose  constar  en  la  de  1879  qne  esas  acciones 
importaban  44.673.911  reaales  26  céntimos,  y  que  esta  soma  no  se  incluía 
en  el  crédito  refaccionario  porque  formaba  todo  ó  parte  del  capital  socialr 

Resultando  que  los  demandados  afiadieron  al  duplicar  que  las  oblÍK»- 
dones  resultantes  de  la  escritura  de  29  de  Enero  de  1870  fueron  modiíi- 
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cftdiui  ea  ptrta  j  «AuUidM  en  otra  may  principal,  que  era  la  que  se  referla^ 
á  eaie  pleito;  que  bot>Oy  en  efectO)  accione»,  pero  qne  podían  llamarse  idea- 
ka,  poea  aanqne  a^  expidiercm  unos  reconocí mientoa  del  derecho  á  obte- 
nerlaa,  no  se  llegó  á  expedirlas  y  fueron  annladaa  antee  de  que  llegara  el 
plaso  de  aa  entrega;  qne  no  negaban  que  se  bablaae  de  acciones  en  docn- 
mentos,  de  loa  coales  la  misma  r^reeentación  demandada  babia  presenta- 
do  algunos,  pero  ai  que  llegara  el  plaso  y  se  hubiera  cumplido  la  condición 
en  qne.  debían  ser  entregadas  á  los  demandados,  afirmando  que  antes  de 
esa  oportunidad  fueron  anuiadaa  laa  acciones,  cuyos  títulos  definitivos  no 
llegaron  á  espedirse;  que  era  regla  axiomática  la  de  que  cuando  la  acción. 
que  ae  ejercita  ae  fonda  en  la  nulidad  de  un  acto  ú  obligación,  hay  que  pe- 
dir, previamente  la  declaración  de  dicha  nulidad,  y  que  en  el  caso  actual, 
para  dar  laa  acciones  que  se  pedían,  era  necesario  ñor  lo  menos  que  no  lea 
anulara  la  Sociedad,  ó  que  se  declarara  aliora  nulo  el  acuerdo  de  anulación, 
y  esto  último  había  debido  pedirse  previamente: 

Reaultaodo  qne  auminiatrada  por  las  partea  prueba  de  documentos,  de 
la  cual  ae  ha  hecho  la  relación  neceaaría,  sustanciado  el  juicio  en  dos  ina* 
tancias,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dictó  en 
IJ>  de  Marso  de  1892  sentencia  confirmatoria  con  las  costea,  absolviendo  á 
D.  Ángel  de  laa  Pozaa  y  Valle,  D.  Francisco  tle  laa  Poaaa  y  Goterón,  Don 
Gustavo  Morales,  por  sí  y  en  representación  de  Dofia  Leonor  de  las  Fosas 
y  Rivas;  D.  Ángel  de  laa  Pozas  y  de  la  Torriente,  Dofia  Sinforiana  de  laa 
Pozaa  y  Goterón,  Dofia  Juana  de  la  Torriente  y  Hernándes,  por  sí  y  como 
madre  de  los  ooenores  Dofia  Isabel  y  Dofia  Enriqueta  de  laa  Posas;  Don 
Isaac  de  los  Posas  y  Langre  y  Dofia  Juana  de  laa  Posas  y  de  la  Torriente, 
de  la  demanda  entablada  por  Dofia  Antonia  Tenorio  y  Argrabe: 

Beanltando  que  Dofia  Antonia  Tenorio  y  Argrabe  ha  interpu^to  contra^ 
esta  sentencia  recurao  de  casación,  alegando: 

Primero.  Que  infringe  la  ley  1.^,  tít.  1.^,  libro  10  de  la  Novírima  Keco- 
pilación,  según  la  qne  laa  obligaciones  lícitamente  contraídas  son  válidas 
y  deben  cumplirse  de  cualquier  modo  que  aparescan  constitnídaa;  por 
cnanto  estando  acreditado  por  la  escritura  segunda  de  29  de  Enero  de 
1870  que  D.  Ángel  de  laa  Posas  y  Gabarga,  Hijo  y  Gompafiía,  por  sí  y  en 
representación  de  la  Sociedad  Posea  y  Gabarga,  Hijo  y  Gompafiía,  se  obligó 
á  entregar  á  los  primitivos  concesionarios  del  ferrocarril  de  que  se  trata  el 
20  por  loo  de  28.638  acciones  de  laa  que  debían  tomar  de  la  Sociedad  del 
ferrocarril  del  Tajo,  debiéndose  hacer  entrega  desde  luego  de  los  resguar- 
dos correapondientes  á  dicha  partícipadón,  según  á  ellos  se  les  fueran  re- 
oonociendo  en  las  liquidaciones  de  c^ras  que  ejecutaron  por  el  21  por  100 
del  precio  de  las  mismas  acciones,  que  diciéndoies  anuladas  debían  esti- 
maiae  por  su  valor  de  emisión  como  fueron  valoradaa  en  las  liquidaciones, 
infringiéndose  además  de  dicha  ley  la  jurisprudencia  qne  con  respecto  á 
la  misma  tenía  establecida  este  Supremo  Tribunal: 

Segnndo.  Que  se  infringe  eí  axioma  juridico  pacia  mmt  servanda  y  la 
lay  del  contrato,  por  cuanto,  según  las  raaones  expueataa  en  el  anterior 
fundamento,  la  sentencia  al  absolver  de  la  demanda  resolvía  contra  lo  ea- 
tableddo  y  pactado  entre  los  Sres.  Ángel  de  las  Posas  y  Posas  y  Gabarga, 
Hijo  y  Gompafiía,  de  una  parte,  y  los  primitivos  concesionarios  del  ferro- 
canril  de  Madrid  á  Malpartida  de  Plaaenda  de  otra,  en  la  segunda  escri- 
tora da  29  de  Enero  de  1870: 

Tercero.  Que  sa  infringe  asimismo  la  doctrina  legal  establecida  por 
este  Tribunal  Supremo  en  sentenciaa  como  laa  de  28  de  Junio  de  1866, 81 
de  Diciembre  de  1867  y  16  de  Mayo  de  1869*y  otvaa,  según  la  cual,  lo  con- 
veuido  es  ley  para  los  contratantes,  y  coando  en  una  sentencia  ae  infringe 
ia  velnntad'de  loa  mismos,  interpretando  mal  ó  violando  el  contrato  ookl. 
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inexactos  f andamentos,  procede  el  recorto  de  casación  por  cnanto  el  fallo, 
al  absolver  á  los  demandados,  no  sólo  interpretaba  mal  el  contrato  cqto 
cumplimiento  se  pedia  en  la  demanda,  sino  qne  lo  violaba  clara  y  eviden- 
temente: 

Cuarto.  Que  del  mismo  modo  se  ha  infringido  la  regla  18  del  derecho, 
tít.  34  de  la  Partida  7>,  según  la  cnal  la  calpa  de  nno  non  debe  empecer 
á  otro  que  non  haya  parte,  por  cnanto  habiendo  intervenido  los  sefiores 
Poias,  como  no  podían  menos  de  intervenir,  como  accionistas  «i  los 
acuerdos  y  deliberaciones  de  la  Sociedad  del  ferrocarril  del  Tajo,  en  los 
qne  no  intervinieron  ni  podían  intervenir  los  primitivos  concesionarios 
por  las  acciones  qne  debían  entregarles  dichos  Sres.  Posas  y  Cabarga, 
Hijo  y  Oompafiía,  habiendo  éstos  intervenido  en  los  acnerdos  relativoe  4 
la  analación  de  acciones  y  venta  del  ferrocarril  y  facilitado  sos  acciones, 
entre  las  qne  se  encontraban  las  qne  debían  entregar  á  los  primitivos 
concesionarios,  facilitando  así  las  ventas,  era  evidente- que  asimismo 
debían  imputarse  la  culpa  que  de  aquellos  hechos  dimanaba  y  sufrir  las 
consecuencias  de  la  misma,  pues  éstas  no  afectaban  ni  podían  afectar  á 
los  primitivos  concesionarios,  que  como  tales  no  intervinieron  ni  tenían 
derecho  á  intervenir  en  aquellos  actos,  pues  no  se  les  llegaron  á  entregar 
las  acciones  ni  los  resguardos  representativos  de  las  mismas: 

Y  quinto.  Que  en  la  apreciación  de  las  pruebas  había  incurrido  la  Sala 
en  error  de  hecho  que  resultaba  de  documentos  auténticos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Aldecoa: 

Considerando  qne  según  el  contexto  de  la  escritura  de  29  de  Enero  de 
1870,  otorgada  por  D.  Ángel  Posas,  por  sí  y  en  representación  de  los  qne 
componían  la  Empresa  constructora  del  ferrocarril  de  Madrid  á  Malpar- 
tida  de  Plasencia  y  los  concesionarios  de  éste,  es  evidente  qne  la  obliga- 
ción contraída  por  la  expresada  Empresa  constructora  de  dar  á  \<m  con- 
cesionarios el  20  por  100  de  las  acciones  que  tenía  que  recibir  á  su  tiempo 
á  cuenta  de  las  obras  de  construcción,  no  fué  una  obligación  desligada  de 
la  existencia  y  porvenir  de  la  Sociedad  anónima,  formada  con  el  objeto  de 
hacer  y  explotar  el  ferrocarril,  sino  que  consistió  pura  y  exclusivamente 
en  darles  en  la  Sociedad  la  participación  representada  por  las  acciones, 
quedando  consiguientemente  sujetos  á  las  eventualidades  de  la  misma  y 
i  la  suerte  que  en  ella  pudiera  caber  á  los  demás  socios: 

Considerando  que  foirmada  la  Sociedad  anónima  con  el  nombre  de 
Ferrocarril  del  Tajo,  por  vicisitudes  de  la  Empresa  tuvo  que  vender  1& 
línea  en  81  de  Diciembre  de  1880  á  la  Sociedad  del  ferrocarril  de  Cacares 
á  Malpartida;  y  acordada  la  liquidación  de  aquélla,  así  como  la  annlación 
■de  sus  acciones,  ningún  derecho  quedó  á  los  accionistas  para  reclamarlas, 
ni  á  los  cansahabientes  de  D.  Miguel  Tenorio  para  pedir  á  los  de  la  Em- 
presa constructora  las  que  ésta  debiera  haberles  entregado  si  hubiese  con- 
tinuado  la  Sociedad,  puesto  que  todas  las  acciones  corrieron  la  misma 
suerte,  y  que,  según  afirma  el  Tribunal  sentenciador,  ni  los  demandados 
ni  sus  causantes  llegaron  á  poseer  acciones  de  dicho  ferrocarril,  ni  valores 
algunos  en  su  equivalencia: 

Considerando  que  la  Audiencia  de  esta  corto  no  ha  cometido  oonsi- 
guientemento  ninguna  de  las  infracciones  de  ley  y  de  doctrina  qne  se 
alegan  en  los  cuatro  primeros  motivos  del  recurso,  porque  la  Empresa 
constructora  sólo  se  obligó  á  transferir  á  los  concesion«rios  el  20  por  100 
de  las  accionea  que  habían  de  serle  entregadas  en  psgo  de  laa  obras  de 
construcción  cuando  á  su  vez  las  recibieron,  para  lo  que  habían  de  cum- 
plirse ciertas  condiciones,  porque  ningún  hecho  se  declara  probado  que 
permita  atribuir  á  culpa  ó  negligencia  de  la  Empresa  el  no  haberlas  reci- 
bido, porque  antes  de  llegar  esto  caso  quedó  disaeita  la  Sociedad  y  ana- 
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ladM  1»  «cefoneB,  sin  que  nada  se  haya  Intentado  contra  la  valides  del 
acnerdo  de  la  Goxnpafiia  qne  aatorisó  la  venta,  y  porqae  á  las  vicisitndea 
de  la  Sociedad,  no  impatables  á  la  Eoapreea  constractora,  se  debió  el  qne 
ni  ésta  recibiera  las  acciones  qne  hubieran  debido  entregrársele,  ni  qne 
pudiera,  por  lo  tanto,  transferirlas  á  los  concesionarios: 

Considerando  qne  tampoco  ha  cometido  el  Tribunal  sentenciador  error 
algano  de  hecho  en  la  interpretación  del  contrato  por  virtud  del  qne  con- 
trajo la  Empresa  constructora  la  antedicha  obligación,  pues  sus  términos 
^explícitos  no  permiten  atribuirle  otra  inteligencia  que  la  expuesta  en  lo» 
anteriores  considerandos; 

fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Dofia  Antonia  Tenorio  y  Argrave,  á  quien 
condenamos  por  rasón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  •  1.000  pese- 
tas, que  satisfará,  si  viniere  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  entonces 
<H>n  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte 
la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  y  do- 
camentos  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  18  de  Noviembre  de 
ÍS9S  é  inserta  en  las  OoQetaa  de  17  y  21  de  Diciembre  del  mismo  alio.) 
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BaofJBSo  DS  oiiSAOfóif  (16  de  Noviembre  de  1893).-~-Sa1a  de  lo  civil.— 
<jMmplimiento  de  un  contrato.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Diego  de 
Bahamonde  en  autos  con  Dofia  Antonia  Oabafias  (Audiencia  de  Madrid), 
-y  se  resuelve: 

Qite  no  9e  infringe  la  l^  L\  tU,  Í.o  libro  ÍO  de  la  Novisima  Beeopüa- 
'Ciám,  fii  la  doctrina  establecida  de  acuerdo  con  ella,  referente  á  la  validez  de 
■los  obHgaekmes  cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  se  celebren,  asi  como  el 
nám.  i.o  del  art.  9  o  de  la  ley  Hipotecaria  cuando  la  sentencia  no  niega  la  eji- 
cada  de  lo  convenido  por  los  titeantes,  ni  desconoce  ó  prescinde  de  lo  precep- 
tuado en  ducha  úüima  digpotidón,  ni  estos  extremos  constituyen  la  cuestión 
^ídpMo: 

que  tampoco  se  infringe  la  ley  2 A,  Ht,  33  de  la  Partida  7.\  ni  la  doctrina 
reUmoa  á  la  interpretación  de  los  contratos,  cuando  al  hacerlo  la  Sala  ser»- 
ieneutdora,  lejos  de  infringir  lo  pactado,  se  atiene  á  la  intención  de  los 
aov^ratantes,  recelada  por  sus  actos  coetáneos  y  posteriores: 

%ue  oon  improcedentes  los  motivos  de  un  recurso  que  se  dirigen  contra  al- 
guiío  de  los  fundamentos  de  la  sentencia  recurridií  y  no  contra  la  parte  dis^ 


Que  la  imposición  de  las  costas  por  consecuencia  de  la  malicia  ó  temeridad 
de  un  litigante^  corresponde  á  las  facultades  exclusivas  de  la  Sala  sentencia  -  • 
dora,  según  se  ha  declarado  reiteradamente. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Noviembre  de  1898,  en  el  pleito 
eegoido  en  elJuagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro  y  en  la 
tíaln  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  esta  misma  corte 
por  Dofia  Antonia  Oabafias  y  Sanz,  costarera,  de  esta  vecindad,  como  ma- 
dre de  los  menores  D.  Enrique  y  D.  Alfredo  Jaime  Cabanas,  herederos  de 
MU  difunto  padre  D.  Enrique  Jaime  y  Bosque,  con  D.  Diego  de  Bahamonde 
y  Saos,  Marqués  de  Zafra,  Abollado  y  propietario,  también  de  esta  ve- 
cindad, sobre  eomplimiento  de  un  contrato;  pendimite  ante  Nos  en  virtud 
de  reearso  de  cassción  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  demandado» 
diifíKlde  por  sí  propio  y  lepresentado  por  el  Praonrador  D.  Félix  Fernán- 
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dies  y  Brihaega,  babiéodolo  ettedo  1»  denuuidMite  y  reonmda  por  él  Li- 
cencUdo  P.  Máximo  Orifol  y  «1  Procarador  D.  Francisoo  Mondos  y^ 
Sánches: 

Resultando  qae  D.  Bartolomé  Gago  y  Saotoa,  curador  ad  ¡nma  de  Boa- 
Enrique  y  Dofia  Josefa  Jaime  y  Boaque,  tutor  de  D.  Marooa  Hoeial  y  Bor 
que,  y  testamentario  de  Dofia  Justa  Boaqoe  y  Días,  madre  de  loa  trea  men- 
cionadoa  menores,  incoó  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distiito 
ds  la  Latina  expediente  de  jurisdicción  voluntaria  para  la  vMita  en  pdblica 
subasta  de  un  solar,  en  su  mayor  parte  edificado,  sito  en  esta  corte  en  las 
afueraa  de  la  Puerta  de  Alcalá,  calle  de  Dofia  Berengoela^  con  vuelta  é  la 
del  Toatado,  de  76.390  pies  cuadrados  de  superficie»  que  fué  justipreciada 
en  29  de  Mayo  de  1877  por  los  Arquitectos  designados  por  éí  Juagado, 
I).  Anastaaio  Menéndez  y  D.  Joaó  Asensio,  del  modo  siguiente:  en  18i^7fr 
pesetea  los  53.400  pies  de  terreno  ocupados  por  las  construcciones;  ésta» 
en  36.800,  y  la  zona  de  servicio  de  la  finca,  que  comprendía  21.900  pies  de  , 
terreno  sin  edificar,  en  38.431  pesetas,  ó  fuese  en  junto  207«806  pesetss: 

Resultando  que  verificada  una  subasta  sin  que  hubiera  licítadons,  el 
D.  Bartolomé  Gago«  en  escrito  de  26  de  Octubre  de  1881,  aoliciló  que  «e 
acordara  la  celebración  de  una  nueva  subasta  con  rebaja  del  20  por  100 
del  tipo  del  aprecio,  bajo  las  condiciones  que  expresó  y  el  Juzgado  aprobó» 
y  fueron  entre  otras  las  siguientes:  A,  La  finca  se  dará  libre  de  todo  grs' 
▼amen;  si  al  otorgarse  la  escritura  no  resultase  la  finca  libre,  aegún  C6rti> 
ficación  del  Registrador  de  la  propiedad,  se  rebajará  del  precio  ei  importa 
de  las  responsabilidades  que  aparezcan  contra  ella:  B,  6e  verificará  al  con- 
tado el  pago  del  precio  de  los  63.400  pies  de  terreno  inscritos  en  el  Begis' 
tro  de  la  propiedad  y  el  de  laa  contribuciones  sobre  ellos  existentes;  y  el 
precio  del  terreno  que  comprende  el  servicio  de  la  finca  que  no  se  halla 
todavía  inscrito  en  el  Reg^tro  de  la  propiedad,  será  satisfecho  dentro  d» 
los  quince  días  siguientes  á  la  rectificación  de  la  medición  de  dicha  soiía^ 
que  habrá  de  practicarae  conforme  á  la  condición  letra  Dj  C.  El  compra- 
dor, como  doefio  de  la  totalidad  de  la  finca,  queda  facultado  para  practiesEr 
extrajudicial  ó  judicialmente  el  dealinde  de  la  miama,  aaí  como  para  haeer 
cnanto  aea  preciso  hasta  obtener  la  rectificación  de  la  actual  inacripct&D 
de  la  finca  en  el  Registro  áé  la  propiedad;  también  podrá  verificar  la  libe- 
ración y  obtener  la  cancelación  en  el  Regiatro  de  cuantas  cargas  apares- 
ean  gravitando  sobre  laa  fincas;  serán  de  cuenta  de  los  vendedores  eoan- 
toa  gastos  y  costas  se  originen  para  todo  cuanto  se  deja  dicho  y  por  raaos 
de  cualquier  otra  reaponsabilidad  que  con  relación  á  la  finca  resulte;  el 
importe  de  todos  los  expresadoa  gaatoa,  costas  y  responsabilidades,  serA 
de  abono  al  comprador  al  Satisfiuser  éste  el  precio  del  terreno  que  oooa- 
prende  la  zona  de  servicio  de  las  edificaciones  que  aun  no  se  halla  inserte; 
considerando  desde  luego  los  pagoa  que  el  comprador  haga  como  adelaa- 
4os  á  cuenta  del  precio  del^reno  que  constituye  dicha  sena:  i>.  Lnsgo 
que  se  haya  practicado  el  deslinde  de  la  finca  y  éste  se  halle  inscrito  en^ 
Registro  de  la  propiedad,  se  rectificará  la  medición  de  la  zona  de  servicio 
de  las  actuales  oonstoucciones  por  medio  de  peritos  nombrados  por  la  re- 
pieaentaeión  de  los  vendedores,  que  satisfarán  todos  los  gastos  que  con  e»» 
tas  operacionea  se  originen,  y  por  el  comprador,  determinándose  el  número 
de  pies  que  resulte  tener  aquella  sona  y  la  cantidad  exacta  que  por  didia. 
aona  deba  abonarse,  en  la  misma  proporción  que  en  la  taaadón  hecha, 
existe  entre  los  21.960  pies  que  alli  se  atribuyen  á  dicha  zona  y  las  88.431 
peaetasen  que  aquel  número  de  pies  fué  valuado,  teniendo  presente  la 
rebaja  de  20  por  100  con  que,  á  condidón  de  que  existan,  se  aattada  esta, 
segunda  subaata  de  aquel  número  de  pies  ó  la  cantidad  en  que  qoeden. 
lematadoa,  ai  fuese  mayor  que  la  del  tipo  de  la  snbaata:  M*  Ls  eacritara 
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«e  otorgará  dentro  de  los  qoince  días  aignientea  al  remate,  siendo  de 
«nenUt  de  los  vendedores  todos  loa  gaatos  y  derechos  hasta  el  otorgamien- 
to ineioaive,  y  de  cargo  del  rematante  todos  ios  demás: 

Resaltando  que  anunciada  segunda  subasta  bajo  estas  condicione*» 
ttivo  logar  en  10  de  Diciembre  de  1881,  adjudicándose  la  finca  á  D.  XMej^ 
de  Bahamonde,  Marqués  de  Zafra,  por  la  caútidad  de  202.300  pesetas,  j 
practicada,  á  virtud  de  providencia,  liquidación  de  lo  que  había  de  entre- 
gar aquél  en  el  acto  por  los  6S.4I0  jpies  inscritos  en  el  Registro,  y  de  lo 
que  debía  quedar  en  su  poder  por  rasón  de  la  zona  de  servicio  que  en  la 
tassción  se  decía  medir  21.960  pies,  hasta  que  se  deslindaran,  arrojó  el  re- 
soltado de  corresponder  en  proporción  del  remato  á  dichos  21.960  pies  de 
la  sona  de  servicio  87.412  pesetas  26  céntimos,  y  á  los  6S.480  pies  y  á  las 
construociones  164.887  pesetas  74  céntimos,  que  el  Marqués  debía  entre- 
gar en  el  acto;  pero  habiendo  de  deducirte  de  esta  suma  en  primer  lugar 
121.947  pesetas  98  céntimos  que  al  mismo  Marqués  se  adeudaba  por  prin- 
-dpal,  intereses  y  costas  de  un  préstamo,  y  en  segundó  lugar  17.000  pese- 
tas, que  consignó  para  tomar  parto  en  la  subasta,  de  modo  que  sólo  debía 
«otregar  en  el  acto  26.989  pesetas  81  céntimos;  y  las  87.412  pesetas  26  cén- 
timos á  rectificar  por  la  sona  de  servicio,  las  debería  entregar  quince  días 
después  de  la  rectificación,  según  la  condición  letra  B;  siendo  aprobados 
el  remato  y  esta  liquidación  por  providencia  de  27  de  Diciembre  de  1881, 
y  entregándose  al  comprador  un  plano  que  había  presentado  el  Arquitecto 
J>.  Anastasio  Menéndez: 

Resultando  que  en  81  del  mismo  mes  de  Diciembre  de  1881  otorgaron 
la  correspondiento  escritura  de  venta  anto  el  Notario  D.  Luis  GonzáKi  y 
Martínez,  de  una  parto  D.  Enrique  y  Doña  Josefa  Jaime  y  Bosque,  asistí* 
dos  de  su  curador  el  D.  Bartolomé  de  Gago,  que  además  compareció  en  las 
•dos  representaciones  antos  expresadas,  y  de  otra  el  Marqués  de  Zafra,  re- 
cibiendo en  el  acto  aquéllos  28.980  pesetas  81  céntimos,  que  según  esl:)ba 
prevenido  por  el  Juzgado,  entregaron  al  actuario,  dando  por  rec.bidas  coa 
cancelación  de  la.  hipoteca  constituida  á  favor  del  Marqués  en  80  de  No- 
viembre de  1880  las  121.947  pesetas  98  céntimos  de  principal  é  intereses 
de  dicho  préstamo  y  costas  por  razón  del  mismo  causadas,  y  las  17.000  pe- 
setas consignadas  para  lomar  parto  en  la  subasta;  quedando  obligad^  el 
Marqués  á  abonar  únicamento  las  37.412  pesetas  á  rectificar,  ó  fuese  el 
importo  proporcional  de  los  pies  de  torreno  que  resultasen  de  la  rectifica- 
eióo  de  la  medición  de  la  zona  de  seríelo  de  las  edificaciones,  consignán- 
dose, entre  otras  condiciones,  como  2.*  y  8.*,  las  sefialadas  con  las  letras 
(7  y  í>  en  el  pliego  para  la  subasto: 

Resultando  que  en  escrito  presentado  dos  días  antes  del  otorgamiento 
de  la  escritora,  pidió  el  Marqués  al  Juzgado  que,  toniendo  por  formall* 
xada  la  demanda  de  deslinde,  se  mandara  formar  pieza  separada  para  irsp 
mitar  todo  lo  relativo  á  éste,  á  fin  de  que  se  pusieran  los  hitos  que  se  es- 
timaran convenientes,  además  de  los  que  entonces  determinaban  el  perí- 
metro de  la  finca,  y  se  com plétora  el  plano  ya  hecho  con  los  detollea  y 
acojtaciones  necesarias,  para  que  en  todo  tiempo  apareciese  con  la  mayor 
posible  claridad  ei  resultado  del  deslinde;  manifestando  al  efecto  <|ne  eran 
doeflos  de  los  predios  colindantes  D.  Antonio  Aguirre,  D.  Francisco  Rivas 
j  su  mujer  Dofia  Juliana  Agoirre,  D.  José  Oarmona,  el  Alcalde  Presid«nte 
del  Ayuntamiento  de  Madrid,  D.  Tomás  Lamarca,  D.  Ramón  Morales,  Don 
Bdoardo  Gómez  Zubiria,  D.  Manuel  López  Quiroga  y  los  herederos  da 
D.  Ramón  López  Quiroga,  y  que  sefialara  día  y  hora  para  dar  princij^o  al 
acto,  citándose  á  todos  los  interesados;  y  en  otro  escrito  de  9  de  Enero 
de  1882  pidió  fuese  también  citada  para  el  deslinde  la  representación  át 
loa  ntonores  y  de  la  testamentaría  de  Dolía  Jnsta  Bosque,  qne  hiso  daeij^ 
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nación  de  va  perito;  á  todo  lo  cual  accedió  el  Josgado  en  providencias  de  T 

Ír  11  del  citado  mee,  aefialando  en  U  primera  para  )a  diligeDcia  de  des- 
inde  el  dia  25  de  aqnei  mea,  en  el  cual  tnvo  logar,  quedando  fijado»  UMkom 
linderos  y  ain  determinar  otroa,  ya  por  expresa  oposición,  ya  por  falta  de 
citación  de  los  dueños  de  los  predios  colindantes;  mandándose  en  provi- 
dencia de  22  de  Julio  de  aquel  afio  protooolisar  el  acta,  y  la  declancióa 
que  con  presencia  de  ella  había  dado  el  Arquitecto  nombnMlo: 

Resultando  que  solicitado  por  el  Marqués  en  escrito  de  l.o  del  ei- 
guíente  mes  de  Agosto  que  se  requiriera  á  los  vendedores  para  que  nuu&i- 
íestaran  quiénes  eran  los  duefios  de  los  terrenos  colindantes  por  doe  la- 
dos de  la  ñuca,  á  fin  de  que  pudiera  tener  logar  el  deslinde  y  que  se  ene- 
pendiera  la  orotocolización  del  acta  hasta  que  pudiera  hacerse  de  onn  ves 
la  general,  manifestó  el  curador  de  los  menores  no  ver  inoonvenienle  en 
que  se  accediera  á  lo  pedido,  y  que  no  había  podido  adquirir  cerüdom- 
bre  de  quiénes  fuesen  los  verdaderos  dnefioa  de  los  terrenos  colindantes; 
haciendo  también  presente  que  la  menor  Dofia  Josefa  había  contraído 
matrimonio  con  D.  Valentín  Ramón,  por  lo  que  en  providencia  de  ñ  de 
Diciembre  de  1882  se  mandó  comunicar  el  expediente  al  curador  del  Don 
Valentín,  heredero  testamentario  de  aquélla,  quien  con  el  curador  de  loa 
menorea  pretendió  en  escrito  de  8  de  Octubre  de  1886  que,  con  objeto  de 
poder  cumplir  las  obligaciones  de  la  subasta  y  obtener  la  inscripción  en 
el  Registro,  se  citara  para  el  deslinde  del  modo  prevenido  en  el  párrafo 
segundo  del  art.  2062  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  á  D.  Manuel  Gomes  Zn- 
biria,  cuyo  domicilio  se  ignoraba»  y  se  ordenara  además  cuanto  disponían 
los  artículos  subsiguientes  de  dicha  ley;  en  cuyo  escrito  se  ratificaron  los 
que  lo  suscribían;  quedando  en  tal  estado  los  aotoa  hasta  que  en  escrito 
de  9  de  Abril  de  1886  Dofia  Antonia  Cabattas,  como  madre  de  los  meno- 
res D.  Enrique  y  Dofia  Josefa  Jaime,  herederos  abintestato  de  so  padre 
D.  Enrique  Jaime  y  Bosque,  manifestó  su  conformidad  con  lo  solicitado 
en  el  escrito  antes  referido,  y  pidió  se  citara  para  el  deslinde  al  Arqui- 
tecto D.  Anastasio  Menóndez: 

Resultando  que  acordado  así  y  sefialado  día  para  la  diligencia,  tnvo 
efecto,  quedando  deslindados  los  terrenos  por  la  parte  confinante  oon  los 
de  D.  Manuel  Caviggioli,  manifestando  el  Marqués  no  podía  practicarse 
aquélla  respecto  de  los  de  D.  Eduardo  Qómes  Zabiria,  ora  porque  no  per- 
tenecían á  éste,  ora  por  las  rasones  que  expondría,  y  que  efectivamente 
expuso  en  comparecencia  de  21  de  Enero  de  1888,  y  en  6  de  Mayo 
siguiente  Dofia  Antonia  Oabafias  solicitó  y  obtuvo  la  entrega  del  expe 
diente,  que  devolvió  sin  instar  nada,  manifestando  en  7  de  Octubre 
de  1889,  al  evacuar  vista  de  una  pretensión  del  Marqués,  haber  entablado 
la  demanda  de  este  pleito: 

Resultando  que  con  fecha  28  de  Febrero  de  1889,  y  ante  el  Joigado 
del  Centro,  á  quien  tocó  por  repartimiento,  había  presentado  en  efecto 
Dofia  Antonia  Cabafias,  con  el  carácter  expresado  de  madre  y  representante 
legal  de  los  menores  D.  Enrique  y  D.  Alfredo  Jaime  y  Oabafias,  demanda 
solicitando  se  condenara  á  D.  Diego  de  Bahamonde,  Marqués  de  Zafra: 
primen^  á  que  en  el  placo  de  tres  meses  llevara  á  término  el  deslinde 
total  de  la  finca,  que  le  fué  vendida  por  la  escritura  de  31  de  Diciembre 
de  1881,  así  como  cuanto  fuera  preciso  para  inscribirlo  en  el  Registro  de 
la  propiedad;  segando,  á  que  una  ves  inscrito  nombrara  perito  que  practi- 
cara por  su  parte  la  medición  de  la  lona  de  servido  de  la  expresada  finca; 
y  tercero,  á  que  quince  días  después  de  hecha  esa  rectifi(;ación  satisficiera 
á  los  vendedores  de  la  finca  ó  á  sus  caosahabientes  legítimos,  consigaáD- 
dolo  á  disposición  del  Josgado,  el  precio  correspondiente  al  terreno  qas 
icomprendía  la  mencionada  sona  de  servicio  de  la  finca,  en  la  misma  pror 
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pordéB  que  existís  entre  loa  21.960  pies  de  terreno  qne  se  le  atribuyeron^ 
y  lae  84.412  peeetae  26  céntimos  qne  fué  el  valor  fijado  en  la  liquidación 
que,  mediante  la  conformidad  de  las  partes,  aprobó  el  Juzgado  por  provi- 
dencia de  27  de  Diciembre  de  1681»  y  con  deducción  de  loa  gastos  legíti- 
mos que  justificara  haber  hecho,  y  fueren  de  abono,  según  las  condiciones 
con  qne  se  remató  la  finca,  debiendo  pagar  el  demandado  los  dafios  y  per- 
juicios ocasionados  por  su  negligencia,  y  las  costas;  para  lo  cual  expuso  lo* 
qne  se  deja  relacionado  del  expediente  de  subasta  basta  que  se  mandó 
otorgar  la  escritura,  y  también  ésta,  agregando  que  habían  transcurrido 
más  de  siete  afios,  y  el  Marqués  de  Zafra  no  había  practicado  judicial  ni 
extrajudicialmente  el  deslinde  de  la  aona  de  servicio  de  la  .finca,  y  su 
inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad  á  que  aludía  la  condición, 
letra  ¿7  de  la  subasta,  ni  tampoco  había  invitado  á  los  vendedores  áque 
designaran  perito  que  con  el  del  comprador  midiese  la  verdadera  extensión 
de  dicha  aona,  ni  mucho  menos  había  abonado  el  precio  del  número 
exacto  de  pies  que  aquélla  tuviera,  cuyo  precio  se  fijó  en  liquidación,  con 
la  cual  se  conformaron  vendedores  y  comprador,  y  aprobó  el  Juzgada  por 
providencia  de  27  de  Diciembre  de  1881,  en  37.412  pesetas  26  céntimos, 
los  21.960  pies  de  terreno,  ó  fuera  muy  aproximadamente  en  una  peseta 
704  milésimas  cada  pie,  y  citando  como  fundamentos  de  derecho  las 
leyes  l.^  tít  1.%  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación;  88,  tít  6.o,  y  18  y  85, 
tlt  11,  Partida  6.^  y  8.a,  tít.  82,  Partida  8.» 

Resultando  que  el  demandado  contestó  pidiendo  se  le  absolviera  de  la 
demanda  y  se  declarara  que  la  facultad  ó  .derecho  potestativo  que  le  asís* 
tía  por  las  estipulaciones  2.*  y  8.^  de  la  escritura  de  31  de  Diciembre 
de  1881,  no-constituía  obligación  de  su  parte  para  hacer  lo  que  dichaa 
cláusulas  expresaban,  pudiendo  hacerlo  ó  no.  según  su  criterio,  y  qne 
dichas  cláusulas  no  privaron  á  los  hermanos  Bosque  del  derecho  que  k» 
SMistia  á  pedir  por  sí  todo  lo  que  aquéllas  decían,  puesto  que  les  intere- 
saba, y  ninguna  limitación  y  prohibición  contenían  las  expresadas  cláusu- 
las para  el  libre  ejercicio  de  tal  derecho,  utilizado  por  la  misma  Doña 
Antonia  Gabafias  en  1886  al  comparecer  en  los  autos  de  deslinde  con  la 
«quiescencia  del  Marqués  de  Zafra  y  la  aprobación  del  Juzgado  de  la  La- 
tina, instándolos  como  estimó  oportuno,  todo  con  imposición  á  la  parte 
demandante  de  las  costas  cansadas  y  que  se  causaran,  y  para  ello  alegó 
que  ía  demandante  partía  del  supuesto  falso  de  que  él  contrajo  la  obliga- 
ción de  llevar  á  efecto  el  deslinde  y  cancelación  de  cargas  de  la  finca  que 
compró,  cuando  laucón diciones  2.^  y  3.a  de  la  escritura  se  limitaban  á. 
-decir  que  «Babamonde  estará  facultado  para  practicar  el  deslinde.  También, 
podrá  verificar  la  liberaciónj...^  términos  que  le  otorgaba  la  facultad  y  de- 
xecho  meramente  potestativos  de  hacer  lo  uno  y  lo  otro: 

Resultando  que  renunciada  la  réplica  por  el  demandante  y  recibidos 
.  los  autos  á  prueba,  se  practicaron  las  que  propuso  la  misma,  que  absol- 
viendo posiciones  formuladas  por  el  demandado,  contestó  no  ser  cierto 
que  el  Marqués  le  pasara  las  cuentas  del  pleito  que  el  mismo  interpuso 
contra  D.  Tomás  Lamarca,  y  de  los  autos  de  deslinde,  ignorando  si  las 
enviaría  á  Valentín  Ramón,  ni  la  de  lo  gastado  en  la  tercería  de  dominio 
deducida  en  los  autos  ejecutivos  incoados  por  D.  Cayetano  Gomes  Mar- 
tín; que  el  Marqués  le  biso  saber  que  el  estado  de  la  zona  exterior  de  la 
finca,  por  la  falta  total  de  deslinde  y  la  indecisión  áe  las  cuestione» 
surgidas,  le  está  causando  perjuicios,  y  lo  que  necesitaba  y  exigía  era  que 
se  ventilaran  y  resolvieran  las  cuestiones  que  habían  impedido  el  total 
deslinde;  á  ló  que  le  manifestó  la  declarante  que  también  deseaba  se  ulti- 
mara ésta,  y  además  le  hizo  saber  Babamonde  que  exigiendo  dicha» 
caestioncfl  la  ccmtinaciÓB  de  varios  pleitos»  cuyo  resultado  no  se  sabia 
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CDál  podría  Mr  y  «eeroa  de  loo  etu\m  no  opinaba  lo  ndtmo  que  loa  cati- 
aahabientea  de  loe  Tondedorea,  pleitoa  qq«  habrían  de  aer  ooatoaoa  y  á 
jaioio  del  Marqoéa  exigían  iraneacción,  como  la  realisada  en  la  diligeneÍA 
de  26  de  Enero  con  D.  Antonio  Agaírre,  y  que  él  no  podia  reaiiaar  por  al, 
no  qoeriendo,  ademáa  de  trabajar  para  íaa  geationea  privadaa  que  no  me 
pagaban,  exponerae  á  impagnacionea  de  cuenta  oomo  la  ya  anunciada 
respecto  de  lae  del  pleito  contra  Lamarca  y  de  la  tercería  interpaeata  en 
la  ejecución  de  Gómea  Martín,  quería  mejor  para  todo  y  por  an  parte  de- 
aeaba  no  utilizar,  mientraa  en  adelante  no  lo  creyera  conveniente  la  faeal- 
tad  ó  derecho  poteatatativo  que,  ain  perjuicio  de  la  acción  de  loa  yeode- 
dorea  para  el  miamo  efecto,  le  otorgó  la  condición  2>  de  la  eacrítors  do 
venta,  y  que  loa  causahabientea  de  loa  vendedorea  aiguieaen  por  ai  dichos 
pleitoa: 

Reaultando  qne  oontinnado  el  juicio  por  loa  demáa  trámitea  en  do« 
inatanciaa,  la  Sala  primera  de  lo  dyil  de  la  Audiencia  de  eata  corte  di^ 
en  16  de  Octubre  de  189S  aentencia  revocatoria,  mandando  que  D.  Wego 
de  Bahamonde,  Marquéa  de  Zafra,  en  el  plaao  de  un  afio  llevara  á  tórml  - 
no  el  deslinde  total  de  la  finca  que  le  .fué  vendida  por  la  eacritnra  de  91 
de  Diciembre  de  1881,  así  como  cuanto  fuera  preciso  para  inaeribirla  em. 
el  Registro  de  la  propiedad;  y  qne  una  vez  inscrita,  nombrara  perito  que 
practicase  por  su  parte  la  medición  de  la  zona  de  aervicio  de  la  expreaáda 
finca;  á  que  quince  días  después  de  hecha  eaa  rectificación  pagara  á  loa 
Tondedorea  de  la  finca  ó  á  sus  causahabientea  legítimoa,  conaignándolo  4 
disposición  del  Juzgado,  el  precio  correspondiente  al  terreno  que  eom- 
prendiera  la  mencionada  zona  de  servicio  de  la  finca,  en  la  misma  pto- 
porción  que  existía  edtre  los  21.990  pies  de  terreno  que  se  le  atribuyeron, 
y  las  87.412  pesetas  25  céntimos,  que  fué  el  valor  debido  fijado  en  la  li- 
quidación, que  mediante  la  conformidad  de  laa  partea  aprobó  el  Juagado 
por  providencia  de  27  de  Diciembre  de  1881,  y  con  deducción  de  los  gas- 
toa  legítimos  que  justificara  haber  hecho  y  fuesen  de  abono  según  las 
condiciones  con  que  se  remató  la  finca,  y  sin  hacer  eapecial  condenacíéa 
de  costas: 

Resultando  qne  D.  Diego  de  Bahamonde,  Marqués  de  Zafra,  interposo 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal,  citando  los 
números  l.o,  8.o  y  4.o  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por 
los  aignientea  motivos: 

Primero.  Al  no  reconocer  el  derecho  de  loa  vMidedorea,  á  pedir  y  ha* 
cer  lo  conducente  al  cumplimiento  del  contrato,  y  po^y^onsecoencia  el  des- 
linde, la  medición  y  la  inscripción  del  terreno,  con  mayor  libertad  aun  qam 
la  que  el  recurrente  tenía,  y  al  suponer  oue  sólo  éste  podría  hacer  lo  pro- 
ciao  para  que  viniese  el  día  del  pago,  suposición  gratnita  qne  era  fnsda- 
mentó  esencial,  por  qne  ae  le  consideraba  obligado  á  ultimar  el  dealindf», 
la  sentencia  recurrida  violaba,  interpretaba  erróneamente  y  aplicaba  ais. 
aer  debido  la  ley  del  contrato;  la  1.»  tít.  l.«,  libro  10  de  la  Novísima  Re> 
copilación;  el  art.  6.0  de  la  Hipotecaria,  en  sus  párrafos  primero  y  aegna- 
do;  y  la  jurisprudencia  de  eate  Tribunal  Supremo  en  infinitas  aentendas. 
entre  ellas  la  terminantísima  de  19  de  Abril  de  1869,  pueacon  arreglo  á  la 
primera  de  esaa  leyes,  los  pactos  oontenidoa  en  laa  cláoanlas  2.»  y  2.^  de  la 
escritura  de  1 881 ,  constituían  ley  para  los  contratantes,  debiendo  cumplirse 
tal  como  estaban  escritos,  puesto  que  no  podían  aer  máa  daros,  y  ain 
suponer,  como  se  hacía  en  uno  de  los  fundamentoa  del  fallo,  que  dlclKis 
pactos  aprobados  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Latina,  cerno 
condicionea  de  la  aubaata  de  la  finca,  fueran  redactados  en  términos  tea- 
propios  á  la  Intención  de  loa  contratantes,  y  debían  entenderse  al  revés  de 
su  daríaima  letra  y  de  su  mamfieato  eapírita;  paes  en  esas  condidOBSS^ 
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«1  comprador,  ni  el  Juzgado  ni  nadie  qnitó  ni  pensó  siquiera  qaitar  á  di* 
«hos  Tendedores  el  déreeho  notorio  que  tenían  y  no  podían  dejar  de  tenet 
cá  solicitar  cnanto  creyeran  conducente  al  cumplimiento  del  mismo  con- 
trato, y  por  consecuencia,  á  1&  más  pronta  realización  dé  las  operaciones 
de  deslinde,  medición,  fijación  del  precio  é  inscripción  de  la  parte  de  te- 
Treno  que  ee  hallaba  por  deslindar,  medir,  valorar  exactamente  é  inscribir 
«n  el  Registro  de  la  propiedad;  ya  que  de  la  ejecución  de  todo  esto,  que 
«ra  lo  natural  se  diese  hecho  por  los  vendedores  al  comprador,  depen- 
día que  llegase  para  aquéllos  el  día  del  cobro;  y  que  además,  aun  despttés 
de  hecha  la  venta^  el  art.  6.^  de  la  ley  Hipotecaria  les  autorizaba  para  ins- 
cribir los  títulos  de  propiedad  en  el  Registro,  y  por  tanto,  para  lograr  su 
inscripción  de  igual  %iodo  que  el  comprador,  y  si  en  esas  condiciones  se 
expresó  que  el  comprador  etUirá  facultado  para  practicar  él  deslinde,..  Tam- 
-bián  podrá  verificar  la  Hberaeión,.,,  siéndole  de.  abono  por  los  vendedores 
cuantos  gastos  y  costas  se  ocasionasen  para  todo  ello,  fué  manifiestamente 
porque  lo  único  que  podía  ofrecer  duda  era  que  el  comprador  pudiera  sin 
pacto  expreso  ejercitar  tales  facultades  ó  tener  esos  derechos,  que  ante 
todo  correspondían  á  los  vendedores,  porque  de  su  ejercicio  pendía  el  co- 
bro del  predo  áü  terreno  no  inscrito,  y  porque  ellos  habían  de  pagar 
amanto  hasta  la  inscripción  inclusive  fuera  preciso;  y  así,  pues,  desconocer 
4e  hecho  (ya  que  no  se  había  resuelto  sobre  este  punto  como  había  saHci- 
tado)  el  derecho  de  los  vendedores,  eonyertir  en  obligación  del  recurrente 
la  facultad,  el  derecho  meramente  potestativo,  coexistente  con  el  idéntico 
de  los  vendedores  qye  dichas  cláusulas  le  otorgaban  sin  obligarle  á  cosa 
silguna,  suponer  para  todo  esto  qae  ni  el  tutor  ni  el  curador  ad  litem,  ni  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Latina  supieron  redactar  las  expresa- 
das cláusulas  en  términos  propios  de  la  voluntad  de  los  contratantes,  negar 
al  recurrente  que  las  aceptó  como  eran  la  capacidad  para  entenderlas  lla- 
ziAoiente,  y  darles  aplicación  diametralmente  contraria  á  su  texto,  consti- 
tuía infracción  manifiesta  de  las  leyes  citadas,  tanto  más  inexcusable 
y  digna  de  reparación,  cuanto  lo  eran  de  respeto  los  elevados  y  desintere- 
sados móviles  de  la  conducta  d^  Marqués  de  Zafra,  confesados  por  Dofia 
Antonia  Oabafias: 

Segundo.  Por  infracción  de  la  ley  2>,  tít.  88,  Partida  7>,  según  la  qiál, 
sú  en  los  contratos  hubiese  alguna  oscuridad  ó  duda,  habrá  que  interpre 
tarla  contra  aquél  que  dijo  la  palabra  ó  el  pleito  oscuramente,  á  dafio  dél 
é  á  pro  de  la  otra  parte;  y  de  la  jurisprudencia  establecida  en  sentencias 
de  28  de  Noviembre  de  1862,  80  de  Junio  de  1868, 29  de  Octubre  de  1864, 
4  de  Enero,  11  y  24  de  Febrero,  5  de  MarSo,  11  de  Abril,  15  de  Septiem- 
bre y  11  de  Diciembre  de  1865  y  16  de  Octubre  de  1866,  según  todo  lo 
cual,  que  hoy  constituye  el  art  1281  del  Código  civil,  cenando  la  redacción 
de  los  contratos  es  clara,  es  innecesario  recurrir  á  las  reglas  de  interpreta- 
ción, pues  la  ley  sólo  la  autoriza  cuando  la  oseurídad  ó  duda  de  aquéllos 
lo  haúen  absolutamente  necesaria  para  una  resolución  justa,  siendo  siem- 
pre improcedente  la  interpretación  extensiva  de  los  contratos,  que  debían 
-entendeíae  en  sentido  literal  y  estricto;  no  siendo  en  consecuencia  legal- 
mente  posible  interpietar  las  condiciones  de  la  escritura  de  1881,  que  esta- 
ban claras;  y  además,  la  citada  sentencia  de  80  de  Junio  de  1868,  entre 
otras,  establece:  cque  para  fijar  la  extensión  y  límites  de  las  obligaciones 
de  los  contratantes,  consignadas  en  una  escritura,  ha  de  entenderse  ante 
todo  al  tenor  de  sus  cláusulas  y  condiciones»;  y  la  de  4  de  Enero  de  1866 
4tflade:  cque  para  la  inteligencia  de  los  contratos  debe  estarse  á  los  términos 
•en  qae  se  iiailen  redactadas,  sin  extenderlas  á  cosas  y  casos  que  no  se  ha- 
jan  estipulado  expresamente!;  dootrinas^  manifiestamente  infringidas  al 
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declarar  obligación  lo  qno  aegún  la  escritora  eia  sólo  facaltad'ó  meio  de^ 
recho  potestativo,  y  aun  en  el  caso  negado  de  qae  en  Iss  condiciones  de- 
aquélla  hubiese  algana  oscnrídad  ó  dada,  habría  aoe  interpretarla^  según  la 
citada  ley  2.^,  contra  los  Tendedores  qne  con  aprobación  del  Jasgado  de  la. 
Latina  fijaron  Wde  la  subasta  éá  pro  del  recurrente  que  se  limitó  asen- 
tarlas: 

Tercero.  Por  infracción  de  la  doctrina  legal  consignada  en  las  senten- 
cias del  Tribojial  Supremo  de  6  de  Julio  de  1868  y  14  de  Junio  de  1870, 
entre  otras  muchas;  y  en  la  regla  2>  del  art  849  del  Código  de  Comercio 
de  1829  (refundidas  en  el  art  1282  del  Código  civil),  según  la  cual,  cuando 
ocurren-  dudas  sobre  la  inteligencia  de  un  contrato  por  los  términos  bre- 
ves ó  confusos  en  que  se  redactó  la  escritura  á  él  relativa,  nada  puede  ex- 
presar mejor  su  objeto,  condiciones  y  límites  que  l<ft  actos  posteriores  de 
los  mismos  otorgantes,  referentes  á  lo  convenido,  cpues  por  más  que  en 
el  presente  caso  ninguna  duda  era  posible  sobre  la  inteligencia  de  las  clau- 
sulas 2.^  y  3.&  de  la  escritura  de  compraventa,  cuyos  términos  no  eran 
breves  y  confusos,  sino  explícitos  y  clarísimos,  los  actos  de  los  otorgante» 
y  del  Juzgado  qne  dirigió  la  subasta  y  el  otorgamiento  de  la  escritura» 
posteriores  á  ésta,  demostraban:  primero,  qne  al  solicitar  el  recurrente  el 
deslinde  en  acto  de  jurisdicción  voluntaría  y  al  interponer  después  las  dos 
demandas  declarativas  contra  D.  Tomás  Lamarea  y  contra  D.  Eduardo  Go- 
mes Zabiria  y  D.  Cayetano  Gomes  Martín,  no  se  reconoció  con  obligación 
al  efecto,  cual  se  decía  en  uno  de  los  fundamentos  del  fallo,  sino  que  por 
natural  interés  creyó  oportuno  usar  de  la  facultad  ó  derecho  potestativo 
que  la  escritura  le  otorgaba,  y  aun  esto  con  la  limitación  de  pedir  al  Jua- 
gado que  lo  acordó,  que  se  citara  para  el  deslinde  á  los  vendedores,  cuya 
representación  concurrió  al  acto  y  fué  la  que  como  interesada  en  tercer 
término  se  entendió  principalmente  con  los  otros  interesados,  verificando 
con  uno  de  ellos  en  el  acto  mismo  la  transacción  que  estimó  oportuna;  y 
segando,  que  por  el  contrario,  los  vendedores  y  el  Jnsgado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  la  Latina,  que  respectivamente  formularon  y 
aprobaron  las  condiciones  de  la  subasta  incluidas  en  la  escritura,  habían 
reconocido  constantemente,  de  igual  modo  que  el  Marqués  de  Zafra,  por 
más  que  no  se  apreciara  en  los  fundamentos  de  la  sentencia  recurrids!,  que 
los^ vendedores  tenían  el  mismo  derecho  que  él  á  pedir  cuanto  condujera 
al  cumplimiento  de  las  cláosuias  2/  y  S.^  de  la  escritura,  de  que  como  él 
mismo  eran  otorgantes,  en  virtud  de  lo  cual  asistieran  á  la  diligencia  de 
deslinde  de  25  de  Eaero  de  1882,  obrando  activamente  en  ella;  solicitaron 
y  el  Jazgado  estimó,  á  instancia  exclusivamente  de  los  vendedores,  la 
continuación  de  la  diligencia  de  deslinde  en  1888,  y  luego  en  1886;  y  pi- 
dieron y  el  Juzgado  les  mandó  entregar  en  1888  los  autos  de  deslinde 
para  instar  su  continuación;  por  todo  lo  cual  era  manifiesto  que  los  ven- 
dedores no  tenían  derecho  á  demandar  al  recuri^nte  para  que  hiciera  lo 
que*éIlo8  podían  hscer  aún  con  mayor  libertad,  y  á  ellos  interesalML  en 
primer  término;  y  que  el  fallo  que  estimaba  tal  demanda,  no  sólo  infringía 
el  contrato,  sino  que  se  oponía  á  la  aplicación  auténtica  del  mismo,  hecha 
por  los  propios  demandantes  y  por  el  Juagado  de  la  Latina,  siempre  con 
aquiescencia  del  recurrente,  que  la  estimó  recta  y  legítima: 

Cuarto.  Por  infracción  de  los  artículos  2062  y  2070  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  porque  en  la  diligencia  de  deslinde,  comenaada  en  26  de 
Enero  de  1882,  resultó  que  algunos  dueños  colindantes  se  opusieron  al 
deslinde  en  acto  de  jnrisdición  voluntaría,  y  que  no  habían  sido  citados 
otros  que  extrajudicialmente  habían  negado  ya  el  dominio  de  los  vende- 
dores, y  cuyos  domicilios  eran  conocidos,  por  lo  cual  el  recurrente  estimó 
no  poder  aceptar,  por  oreerlo  ona  superchería,  que  se  les  dtara  en  la  lor- 
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ña  del  trt.  2062,  cómo  pedían  los  vendedores,  7  qne  mediando  la  oposi- 
ción de  aqnelloB  otros,  no  había  más  medios  legales  de  oltimar  el  deslinde 
que  obtener  convenio  ó  sentencia  firme  en  juicio  declarativo,  respecto  de 
todos  ó  cada  nno  de  los  predios  colindantes  cayos  dnefios  habían  formu- 
lado la  expresada  Oposición;  y  la  sentencia  recurrida,  estimando  ilegales 
estaa  oposiciones  del  recurrente,  porque,  según  uno  de  los  fundamentos 
de  aquélla,  al  oponerse  el  Marqués  á  que  se  realizara  el  deslinde  por  me- 
dio de  la  jurisdicción  voluntaria,  solicitando  en  su  lugar  que  las  partes 
ejercitaran  sus  derechos  en  el  juicio  declarativo  correspondiente,  lo  cual 
■óio  pidió  con  relación  á  los  que  expresamente  se  habían  opuesto  al  dea- 
linde,  irrogaba  perjuicios  evidentes  á  las  personas  que  debían  recibir  la 
cantidad  referida  (el  precio  líquido  del  terreno  sin  inscribir,  que  en  virtud 
del  deslinde  resultase  propio  de  los  vendedores),  porque  veían  prolongar 
el  pago  por  tiempo  ilimitado,  condenaba  al  Marqués  de  Zafra  á  llevar  á 
término  en  el  plazo  de  un  afio  el  deslinde  total  del  \erreno,  su  medición, 
BU  valoración,  su  inscripción  y  su  pago,  siendo  claro,  por  más  que  el  fallo 
no  expresara  la  forma,  que  esto  había  de  hacerse  en  el  mismo  acto  de  ju- 
risdicción voluntaría  iniciado  por  él  en  1881,  ora  porque  en  el  fundamento 
aludido  se  calificaba  de  ilegítimo  y  de  irrogador  de  evidentes  perjuicios  el 
acudir  al  juicio  declarativo,  respecto  de  los  propietarios  opuestos  al  d^- 
linde,  ora  porque  al  decir  el  fallo  que  ese  llevara  á  término  el  deslinde 
totaU,  no  podía  referirse  á  juicio^  declarativos  no  comenzados,  sino  al 
deslinde  total  ya  iniciado,  ora  igualmente,  porqqe  si  se  hubiera  «de  iniciar 
nn  solo  juicio  declarativo  para  ejecutar  el  deslinde,  sería  ridículo,  y  esto  ' 
no  cabía,  que  la  Audiencia  hubiera  fijado  el  plazo  de  un  afio,  aunque  den- 
tro de  él  no  hubiese  de  practicarse,  además  del  deslinde,  la  medición,  la 
valoración,  la  inscripción  y  el  pago  del  precio  líquido  del  terreno  resul- 
tante; sentado  lo  cual,  era  manifiesto  el  absurdo  de  condenar  al  recurrente 
(aunque  hubiera  contraído  la  obligación  negada  de  ultimar  el  deslinde)  á  ^ 
que  llevara  á  término  en  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  respecto  de  los ' 
propietarios  colindantes  qne  en  el  mismo  se  habían  opuesto,  un  deslinde 
que  el  Juzgado,  en  cuanto  á  dichos  propietarios  opositores,  declaró  ya  so- 
breseído, creservando  á  las  partes  su  derecho  para  que  lo  ejercitaran  en  el 
joicio  declarativo  que  correspondiera»,  según  el  terminante  precepto  del 
art.  20.70  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  siendo  lo  más  extrafio  del  caso 
que,  para  dictar  un  fallo  tan  manifiestamente  contrario  á  la  ley,  la  Audien- 
cia hubiese  revocado  la  sentencia  del  Juez,  que,  á  pesar  de  considerarle 
equivocadamente  obligado  al  deslinde,  absolvía  al  Marqués  de  Zafra,  fun- 
dándose para  ello  en  qué  las  cláusulas  2.»  y  8.»  de  la  escritura  no  fijaron 
plazo,  porque  no  era  posible  fijarlo  para  un  deslinde  en  que  podían  susci- 
tarse dificultades  más  ó  menos  insuperables,  en  que  había  necesidad  de 
sostener  varios  litigios  para  llegar  al  término  del  deslinde,  y  en  que  la 
parte  actora  no  justificaba  la  posibilidad  del  deslinde  y  de  lo  demás  con- 
venido en  el  modo  y  tiempo  que  lo  solicitaba: 

Quinto.  Por  indebida  aplicación  de  la  ley  13,  tít.  11,  Partida  4>,  que 
establece:  cObUgándose  un  orne  á  otro...  en  la  primera  de  las  tres  maneras 
que  dijimos  en  la  ley  antes  descrita,  que  es  llamada  promissión  pura..., 
dene  el  Juez  sefialar  nn  día  cierto  á  que  faga  lo  que  prometió  el  que  tanto 
tiempo  es  ya  pasado  de  que  fizo  la  promissión,  que  la  pudiera  haber  cum- 
plido si  quisiese»;  y  en  el  negado  caso  de  haber  contraído  D.  Diego  de  Baha- 
monde  la  obligación  de  instar  el  deslinde  hasta  su  término,  de  la  ley  11  de 
loe  mismos  título  y  Partida,  que  establece:  cFecho  ajeno  no  puede  ningún 
orne  prometer  á  otro...,  ca  tal  promissión  como  esta  non  es  valedera»;  por- 
que la  Audiencia  en  su  fallo  señalaba  al  recurrente  un  término  para  el 
cumplimiento  de  la  obligación  sin  plazo,  qne  suponía  contraída  por  él,  en 
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Ub  cláainlai  a>  y  8>  de  la  eacritora  de  1881,  fandándoie  ptra  #Uo  en  que 
no  habiéndote  fijado  en  la  eacrítara  de  venta  placo  para  el  cnmplimieDtD 
de  esta  obligación,  debía  prospeiar  la  demanda  qae  se  ajostaba  á  las  pres- 
cripciones de  la  ley  18,  tit  11,  Partida  6  *,  revocando  por  esto  la  sentencia 
del  Jaez,  que  aun  partiendo  erróneamente  de  la  obligación  qne  sapaso  en 
el  Marqnés  de  instar  él  exdosivamente  y  Iiasta  la  completa  Secación  todo 
lo  expresado  en  Iss  clánsalas  2  •  y  2.^  de  la  escritura,  le  absolvió  de  la  ds- 
.  manda  en  cnanto  pedía  qne  fijase  plazo,  porque  cía  obligación  de  haeer  en 
que  aquí  estaba  constituido,  no  dependía  de  su  voluntad,  sino  principal- 
mente de  la  de  terceras  personas»  con,  las  cuales  se  veía  obligado  á  soste- 
ner litigios  de  duración  incierta»;  y  dado  este  antecedente,  apenas  se  podíja 
tampoco  concebir  cómo  la  Audiencia  había  hecho  aplicación  de  la  ley  13, 
tít.  11,  Partida  6.*,  puesto  que  su  inaplicabilidad,  inútilmente  demostrada 
por  el  Juzgado,  no  podía  ser  más  manifiesta;  y  porque  la  ley  13,  tít  11, 
Partida  6.»,  sólo  era  aplicable  á  las  obligaciones  puras  y  áe  ningún  modo 
á  las  condicionales,  como,  en  el  negado  caso  de  que  existiera,  no  podría 
menos  de  ser  la  que  resultara  de  las  cláusulas  2.^  y  3.^  de  la  escritnrs, 
según  las  cuales,  el  recurrente  sólo  tendría  que  pagar  el  ¡fredo  líqui- 
do del  terreno  no  inscrito  que  los  vendedores  dijeron  suyo,  si  resul- 
tara que,  en  efecto,  eran  duefios  de  una  superficie  cuyo  precio  excediera 
al  de  los  gastos  que  ocasionaran  su  deslinde,  medición,  valoración  é  ins- 
cripción: 

Sexto.  ^  Por  infracción  de  la  ley  del  contrato,  de  la  1.»,  tít.  l.o,  libro  10 
de  la  Novísima  Becópilaóión,  y  de  la  constante  jurisprudencia  de  esteTri- 
bnnal  Supremo,  sentada,  entre  otras  muchas  séntendas,  por  las  citadas  en 
el  primer  motivo  del  presente  recurso,  porque  según  todos  estos  fundamen- 
tos, las  cláusulas  2.*  y  8.a  de  la  escritura  de  compraventa  debían  cumplirse 
tal  como  estaban  escritas,  y  sin  embargo,  la  sentencia  recurrida  ordenaba 
qae  dentro  de  un  afio  había  de  ser  llevada  á  término  por  el  recurrente,  ó  bigo 
su  exclusiva  responsabilidad,  la  rectificación  de  la  medición  y  la  fijación  de 
cantidad,  que  forzosamente  habían  de  preceder  á  la  inscripción,  á  pesar  de 
que  la  cláusula  8.*  de  la  escritura  encomendaba  exclusivamente  esas  ope- 
raciones á  los  peritos  de  los  vendedores  y  del  comprador,  sin  fijarles  plsao 
y  menos  plazo  angustiosa,  que  bajo  ningún  concepto  podría  séflalarles  en 
la  persona  del  recurrente,  cuyo  derecho  se  reducía  al  nombramiento  de  uno 
de  esos  peritos;  que  no  cabía  sefialar  con  arreglo  al  contrato,  y  menos  wi 
cupiese  ahora,  puesto  que  no  había  llegado  el  momento  de  que  las  partes 
nombrasen  esos  peritos;  y  alteraba  también  la  sentencia  la  proporción  que 
en  la  cláusula  9  A  de  la  escritura  se  establecía  para  la  fijación  de  la  cantidad 
abonable,  dado  que,  diciéndose  en  aquélla  que  era  la  21.960  (pies  de  terreno 
que  se  suponían  existentes,  á  88.431  pesetas  en  que  fueron  valorados),  la 
sentenda  establecía  la  de  21.960  (pies)  á  37.412  pesetas  con  26  céntimos 
(que  llamaba  valor  debido,  cuando  nada  se  debía  entonces  ni  ahora  fijado 
en  la  liquidación);  asimismo  introducía  la  sentenda  la  frase  de  gastos  legf- 
ti^o^  que  el  recurrente  justificara  haber  hecho  y  fueren  de  abono,  orde- 
nando desconfiadamente  que  sólo  esos  gastos  legítimos  se  dedujeran 
cuando  el  recurrente,  por  lo  ofensiva  que  le  parecía  esa  desconfianza  en 
los  vendedores,  aunque  le  importaba  mucho  menos,  suspendió  todo  g«eto, 
y  además  lo  qne  deda  la  escritura  y  no  había  legalmente  por  qué  variar  ni 
adidonar,  era  que  cserían  de  cuenta  de  los  vendedores  cuantos  gastos  y 
costas  se  originaran  para  todo  cnanto  se  dejaba  dicho,  y  por  cualquier  otra 
responsabilidad  que. con  relación  á  la  finca  resultase;  y  que  el  importa,  da 
todos  los  expresados  gastos,  costas  y  responsabilidades  serian  de  abono  al 
comprador,  al  satisfacer  éste  el  precio  del  terreno  que  comprendía  la  zona 
de  servido  de  las  actuales  edificadones»;  todas laa  cuales  infraodones  dala 
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ley  del  eontrato  le  oometían  en  la  leDiencia,  sin  qtie  en  bub  fnndámentoe 
•e  hideía  lá  más  Ugera  indicación  del  por  qoé: 

Séptimo.  Por  la  infracción  de  la  ley  16,  tít.  32,  Partida  S.\  de  loa  ar> 
tíealoa  940  y  S61  de  la  ley  de  Enjniciamiento  cinl,  y  dé  la  constante  ja- 
riaprodencia  de  eate  Tribunal  Snpremo,  sentada,  entre  otras  muchas  sen- 
tencias, por  las  de  7  de  Octubre  de  1882  y  27  de  Jonio  de  1891,  según  las 
cuales  cías  sentencias  deben  ser  claras,  precisas  y  congruentes...  con  las  pre> 
tensiones  oportunamente  deducidas  en  el  pleito,  haciendo  las  declaraciones 
qoe¡éstaaezigatt...  y  decidiendo  todos  loa  puntos  litigiosos  que  hayan  sido 
objeto  del  debate»;  no  pudiéndolos  Jueces  y  Tribunales,  «bajo  ningún  pre- 
texto, aplasar,  dilatar  nljnegar  la  resolución  de  las  cuestiones  que  hayan 
sido  discutidas  «n  el  pleito»;  toda  ves  que  el  recurrente,  no  sólo  pidió  en 
la  contestación  que  se  lé  absolviera  de  la  demanda,  en  atención  á  que  la 
iacoltad  ó  derecho  potestativo  que  le  asistía  por  las  estipulaciones  2.»  y  8.» 
de  la  escritura  de  81  de  Diciembre  de  1881,  no  constituía  obligación 
suya  para  hacer  lo  que  las  cláusulas  expresaban,  sino  que  con  absol&ta 
separación  de  esto,  pidió  se  declarara  que  «dichas  cláusulas  nd  privaron 
á  los  hermanos  Bosque  del  derecho  que  les  asistía  para  pedir  por  sí  todo 
lo  que  aquellas  cláusulas  decían,  puesto  que  les  interesaba,  y  ninguna  pro- 
hibidón  ó  limitación  contenían  para  el  libre  ejercicio  de  tal  derecho,  utí- 
Usado  por  la  misma  Dofia  Antonia  Gabafias  en  1886  en  los  autos  de  des- 
linde, instándolos  como  estimó  oportuno,  con  la  aquiescencia  de  mi  prin- 
dpai  y  la  aprobación  del  Juagado  de  la  Latina,»  y  la  sentencia  no  hacía 
en  el  fallo  declaración  sobre  este  punto,  ni  en  los  f undamentoa  la  más  pe- 
qnefia  referencia  al  mismo,  que  sin  duda  pasó  desapercibido  para  el  Tri- 
bunal aenteociador: 

Octavo.  Las  leyes  8.»  y  16,  tít  22  de  la  Partida  8.*,  la  doctrina  estable- 
cida en  su  virtud  por  la  sentencia  de  22  de  Febrero  de  1892  y  otras  mu- 
chas, y  el  art  9.o  de  la  ley  Hipotecaria,  según  el  cual,  toda  inscripción  que 
se  haga  en  el  Registro,  expresará  las  circunstancias  siguientes:  primera, 
natnralexa,  situación  y  linderos  de  los  inmuebles,  objeto  de  la  inscripción 
y  su  medida  superflciai...,  dado  que  la  sentencia  ordenaba  que  después  de 
inscrito  el  terreno  en  el  Registro,  se  hidera  su  medidón;  lo  cual  no  sólo 
eim  eontradictorlo  en  sí,  puesto  que  si  se  había  de  cumplir  la  previa  ins- 
erípdón  sin  medida,  no  se  llegaría  jamás  á  ésta,  sino  abiertamente  opuesto 
al  citado  art.  e.o  de  la  ley  Hipotecaria; 

Y  noveno.  En  cuanto  no  se  había  condenado  á  la  demandante  &1  pago 
de  las  costas  de  primera  instanda,  la  sentencia  infringía  la  ley  8.»,  tít.  22, 
Partida  8.^  toda  ves  que  la  parte  contraria  biso  su  demanda  malicioea- 
mente^  sabiendo  que  no  tenía  derecho  á  lo  que  exigía  el  Marqués,  y  ella 
podía  hacer  directamente,  como  lo  tiene  reiteradamente  reconocido  con 
aprobadón  del  Juagado  de  la  Latina,  y  sólo  porque  así  creyó  que  podría 
excasar  los  pleitos  que  la  oposición  de  la  mayoría  de  los  dueflos  de  los 
predios  colindantes  vino  á  hacer  preciso  para  el  dealinde,  siendo  de  ad- 
vertir que  la  temeridad  había  llegado  en  la  demanda  al  extremo  de  afir- 
mar que  el  recurrente  cpodía  en  el  acto  de  jurisdicdón  voluntaria  terminar 
fácilmente  el  asunto,  aviniéndose  con  los  colindantes,  avenenda  para  la 
que  no  le  autoriaaba  la  escritura  de  1881,  y  contra  la  cual  no  habían  de- 
jado de  reclamar  por  pobre  los  causahabientes  de  los  vendedores  en  todo 
aquello  que  no  fuese  un  manifiesto  abandono  de  la  propiedad  adquirida»; 
fiase  que,  por  su  elastiddad,  á  nada  comprometía;  que  el  recurrente  en- 
contraba cómodo  y  conveniente  á  sus  intereses  el  poseer  una  finca  que 
valia  202.800  pesetas,  dn  haber  pagado  por  ella  más  que  las  26.989  que 
abonó  al  otorgarse  la  escritura,  «á  pesar  de  que  la  escritura  probaba  indis- 
cutiblemente  que  el  Marqués  pagó  por  completo  d  predo  de  cuanto  loa 
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yendedoiei  ienfan  inscrito  en  el  Begistro»;  y  qoe  «aon  catnéo  faeni  pve* 
cÍ8o  hacer  el  deslinde  en  juicio  declarativo,  tiempo  lobraba  {laca  haber  ob- 
tenido sentencia  definitiva  en  nn  juicio  ordinario  seguido  contra  todos  los 
colindantes»,  jaicio  qae  sin  dada  no  siguió  Dofia  Antonia  Gabafias  per  ser 
distintas  las  personas  demandadas,  (Üstintos  loa  trozos  de  terreno  recia- 
mables,  distintos  los  títulos  que  ostentaran  los  duefios  colindantes,  dis- 
tintas las  acciones  que  se  habrían  de  ejercitar  por  la  diferente  sitaaeión  le- 
gal de  cada  trozo,  y  resultaría  forzosamente  el  todo  un  enorme  lio  de  es- 
critos y  de  copias  imposible  de  seguir,  y  más  costoso  que  los  pleitos  se- 
parados. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Bicardo  Gallón: 

Considerando,  respecto  al  motivo  L®  del  recorso,  que  son  inaplica- 
bles y  no  han  podido  infringirse,  así  la  ley  1.%  tít.  1.*,  libro  10  de  la  No- 
vísima Recopilación  y  doctrina  establecida  de  acuerdo  con  ella,  que  se  re- 
fieren á  la  validez  de  las  obligaciones,  cualquiera  que  sea  la  forma  en  que 
se  celebren,  como  el  núm.  l.o  del  art.  9.o  de  la  ley  Hipotecaria,  que  exige 
la  determinación  de  la  naturaleza,  situación,  linderos  y  medida  superficisl 
de  los  inmuebles  que  hayan  de  inscribirse,  porque  la  sentencia  no  niega 
la  eficacia  de  lo  convenido  por  los  litigantes,  ni  desconoce  ó  prescinde  de 
lo  preceptuado  en  la  ley  Hipotecaría,  ni  estos  extremos  constituyen  la 
cuestión  del  pleito,  que  versa  sobre  la  inteligencia  y  alcance  de  ciertas 
cláusulas  de  la  escritura  de  31  de  Diciembre  de  1881: 

OoDSiderando  que  la  sentencia,  al  interpretar  en  los  términos  en  que  lo 
hace  las  cláusulas  2.»  y  8.»  de  aquel  instrumento  público,  lejos  de  infringir 
lo  pactado,  como  se  supone  en  el  motivo  ifi,  y  las  leyes  y  doctrina  citadas 
en  el  2.0  y  3  o,  se  atiene  á  la  intención  de  los  interesados  al  contratar,  re- 
velada por  sus  actos  coetáneos  y  posteriores,  pues  si  bien  es  cierto  que  en 
la  cláusula  2>  se^faculta  al  comprador  para  practicar  extrajudicial  ó  judi- 
cialmente el  deslinde  del  predio,  pudiendo  también  verificar  la  liberacióa 
y  cancelación  de  las  cargas,  no  lo  es  menos  que  el  carácter  de  duefio  de  la 
totalidad  del  inmueble  que  expresamente  se  le  reconoce,  la  circunstancia 
de  que  la  parte  del  solar  en  que  hay  edificaciones  y  aquélla  en  que  no  exis- 
ten, que  es  la  menor,  aunque  han  sido  tassdas  por  separado,  componen 
una  sola  finca,  llamáiidose  á  la  segunda  zona  de  férvido  de  la  primera,  el 
hecho  de  que  el  Marqués  de  Zafra,  antes  de  que  se  otorgase  la  escritura, 
pidió  que  se  tuviese  por  formulada  la  demanda  de  deslinde,  el  de  que  ha 
gestionado  con  repetición  para  que  se  realizara  hasta  que  últimamente  se 
opuso  á  que  se  llevase  á  cabo  como  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  y  el  de 
que  no  viene  obligado  á  pagar  el  precio  de  la  indicada  zona  sino  cuando 
ésta  se  halle  deslindada  é  inscrita  en  el  Registro,  rebajando  de  aquél  el 
importe  de  todos  los  gastos  que  se  ocasionen,  demuestran  cumplidamente 
que  no  se  trata  de  un  derecho  de  que  el  recurrente  pueda  usar  ó  no,  según 
le  convenga,  y  que  el  propósito  de  los  contratantes  fué  que  el  comprador 
se  subrrogase  en  el  lugar  de  los  vendedores  al  electo  de  esdsrecer  y  definir 
el  estado  legal  del  inmueble,  sin  que  por  eso  no  deban  sus  antiguos  pro- 
pietarios contribuir  con  los  datos  y  elementos  posibles  para  llegar  á  tal  si- 
tuación: 

Considerando  que  de  cualquiera  otra  interpretación  de  las  mencionat 
k  das  cláusulas  se  desprendería  la  consecuencia  inadmisible  de  que  al  arbi- 
trío  del  recurrente,  que  hoy  es  el  duefio  de  la  finca  y  el  que  se  utilisa  de 
ella,  quedaría  dilatar  indefinidamente  la  entrega  del  precio  estipulada: 

Considerando,  acerca  del  motivo  4.o,  que  además  de  dirígirse  contra 
uno  de  los  fundamentos  y  no  contra  la  parte  dispositiva  de  la  senteneia, 
no  ordena  ésta  qne  el  deslinde  se  practique  como  acto  de  jurisdicción  to- 
lontaria;  y  al  hablar  de  los  perjuicios  causados  á  los  vendedores,  aejrefters 
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islartmente  á  loa  q«e  ae  les  Irrogan  por  la  aetftad  pasiya  ó  de  inacdón  en 
<|ae  el  Marqaéa  de  Zafra  ae  ha  «oloeado: 

Coniiderando  que  limitándose  la  Sala  aentenciadora,  atendidos  los  tér- 
minos de  la  obligación  contraída  por  el  recarrente,  á  señalar  prndencial- 
mente  el  plaso  de  on  afio  para  compHrla,  en  el  cnal  no  pnede  entenderse 
^ae  han  de  qasdar  altimados  los  pleitos  qne  sea  necesario  promover;  ate- 
niéndose también  dicha  8ala^  al  fijar  la  (áintidad  de  87.462  pesetas  26  cén- 
tímos,  á  lo  que  arroja  la  liqnidación  qne,  previa  la  conformidad  de  las  par- 
tes» aprobó  el  Jasgado  en  providencia  de  27  de  Diciembre  de  1881,  y  no 
procediendo  el  abono  de  otros  gastos  que  los  legítimos,  es  indndable  qne 
el  fallo  recurrido  aplica  rectamente  la  ley  13,  tit.  11,  Partida  6 >,  que  se  cita 
en  el  qointo  motivo,  y  no  infringe  las  disposiciones  legales  y  doctrina  in- 
Tocadas  en  éí  sexto: 

Considerando  que  no  son  de.  estimar  el  séptimo  y  octavo,  toda  ves  que 
la  pretensión  fonnnlada  por  el  demandado,  hoy  recurrente,  e«tá  resuelta 
en  las  declaraciones  que  hace  la  sentencia^  la  cual  se  atempera  en  ellas  á 
lo  qne  literalmente  pactaron  los  interesados,  sin  qne  pueda  inferirse,  ni 
sea  permitido  á  éstos,  al  llenar  los  requisitos  y  circunstancias  indispensa- 
bles para  la  inscripción  de  bienes  en  el  Begistro,  prescindir  de  ninguno 
de  los  que  establece  la  ley: 

CSonsiderando  que  es  improcedente  asimismo  jbI  motivo  noveno,  ya 
porque  el  recurrente  consintió  la  sentencia  de  primera  instancia,  en  que  no 
se  hiso  expresa  condenación  de  costas,  ya  porque  la  imposición  de  éstas, 
por  consecuencia  de  la  malicia  ó  temeridad  de  un  litigante,  corresponde  á 
las  facultades  exclusivas  de  la  Sala  sentenciadora,  se^n  se  ha  declarado 
reiteradamente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Diego  de  Bahamonde,  Marqués  de  Zafra,  á 
quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la 
certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  le- 
nñtido.-^-^Sentencia  publicada  el  16  de  Noviembre  de  1893,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  21  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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BxcuBSo  Dx  CASAoióv  (16  de  Noviembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil. — 
Fropiedad  min^a.— Ha  lugar  al  interpuesto  por  la  Sociedad  especial  mi- 
nera La  Concordia,  en  autos  oon  D.  Pedro  Alcósar  y  D.  Enrique  Gtoniáles 
Zurbano  (Audiencia  de  li(adrid),  y  se  resuelve: 

Que  la  acetan  reivindicataria  dd  dominio  de  una  eo$a  Mo  puede  proepe- 
rar  aereditándoee  eumpUdamenie  dicho  dominio,  y  noca  valedera  para  haeer 
rfectivoB  otroB  derechoe  de  naturalesa  distinta: 

Que  según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  eentencia  de  22  de 
Marzo  de  1877,  la  pertonalidad  jurídica  que  se  orea  al  conetituiree  una  So- 
ciedad minera  anónima,  e$  peffectamente  distinta  de  la  de  cada  unodelot 
eocios,  4m  cuales  tienen  la  representación  y  titulo  de  su  derecho  en  las  accio- 
nes que  se  les  adjudican,  con  perfecta  independencia  unas  de  otras,  de  manera 
que  la  propiedad  de  la  mina  fiólo  á  aquélla  pertenece  y  en  su  favor  puede 
wueribirse,  mientras  fue  los  socios  tienen  la  de  sus  acciones,  representativem 
de  laparte  que  les  corresponde  en  las  ganancias,  pérdidas  y  gastos,  y  sobré 
las  que  únicametUe  pueden  contratar  con  el  carácter  de  bienes  muebles  «•# 
inscribibles  en  el  JSegittro,  al  tenor  de  lo  di^^uesto  en  el  art  4,^  y  núm.  é.o 
del  108  de  la  ley  Hipotecaria^  segúnel concito  legal  de  esta  dase  de  soeiedor 
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des  y  el  e^eial  Í0  ¡ápr&pkdád  mkmra,  quep^ragán  de  9»  vidiíMbtíidúd' 
9Ólo  creando  laé  saciedades  per  acdotus  puedsn  paH&se  asi  hs  retpoioaMiw 
dades  tomo  ¡as  ganemeia». 

En  U  villa  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  NoTiembre  de  1893,  en  el  pleito^ 
pendiente  ante  Noe  en  Tirtnd  de  reenreo  de  oaeadón  por  infrmodóa  de 
ley,  legaido  en  el  Jnxgado  de  primera  inatancia  de  Totana  y  en  la  Sala  de 
lo  cítíI  de  )a  Audiencia  de  Albacete  por  D.  Pedro  Alcáaar  Soriano,  pro- 
pietario y  vecino  de  Lorca,  coadyuvado  deade  la  segunda  inatancia  por 
D.  Enrique  Gonsáles  Zorbano,  Coronel  retiíado,  vecino  de  Madrid,  repre- 
■entadoe  por  el  Procnrador  D.  Joan  Paacnal  García,  y  defendidos  por  el 
Letrado  D.  Trinitario  Bnis  Yalarino,  con  la  Sociedad  especial  minera  titu- 
lada La  Concordia,  antes  La  Patria,  domiciliada  en  Murcia,  y  en  aa  nom- 
bre el  Procurador  D.  Luis  Montiel,  bajo  la  direcdón  del  Doctor  D.  Anto- 
nio Rentero  y  Villoto,  sobre  pro|rfedad  de  una  parte  de  mina. 

Resultando  que  Andrés  Romero  García,  natoral  y  vedno  de  la  villa  de- 
Masairón,  y  de  ejercido  traficante,  acudió  al  Inspector  de  minas  del  dia- 
trito  en  21  de  Enero  de  1848,  manifestando  que  en  el  término  de  aqnella 
viUa  se  encontraba  una  mina  abandonada,  que,  según  le  habían  infor- 
mado, en  dos  años  no  habían  empleado  sus  duefios  más  que  ocho  peona- 
das por  Septiembre  último,  cuyos  poseedores  no  había  sido  posible  des* 
cubrir  para  expresarla;  que  estaba  situada  en  el  Poniente  del  Caben)  de 
San  Cristóbal,  á  los  lincea  por  Levante  la  dma  del  mismo  Cabeso,  Po- 
niente la  mina  Trapisonda  y  el  Canoal  de  la  viuda  de  Juan  Zamora; 
Mediodía  la  mina  iS!imta  Amü  y  Norte  la  Chiripa;  y  habiendo  tratado  de 
laborarla  en  unión  con  otraa  personas  con  el  nombre  de  Nuestra  Senara- 
da  la  Fuensanta,  suplicó  se  drviera  declararla  por  denunciada  con  arreglo 
á  las  leyes  y  órdenes  vigentes: 

Resultando  que  admitido  el  denundo,  en  escrito  del  día  dguiente  lo- 
adaró  manifestando  que  se  hacía  por  hallarse  abandonada  la  mina  mie- 
do cuatro  meses  continuos;  que  la  mina  se  llamaba  ürsídina,  y  que  su  úl- 
timo dueño  era  D.  Benito  Perier,  vedno  de  Lorca,  y  que  con  escrito  de 
81  del  propio  mes  acompañó  una  información  de  testigos  recibida  por  el 
Alcalde  de  Maaarrón  en  justificación  del  abandono: 

Resultando  que  continuado  después  el  expediente  y  practicada  la  de- 
marcadón  de  la  mina  por  el  Ingeniero,  se  fijaron  carteles  en  los  paraje» 
acostumbrados,  presentándose  escrito  por  D.  José  María  Lario,  en  nom-- 
bie  de  D.  Benito  Perier  y  Bros,  vecino  y  del  comercio  de  Lorca,  oponién- 
dose al  denundo,  por  ser  dueño  y  poseedor  de  la  expresada  mina  deoun- 
dada  por  él  en  18  de  Noviembre  de  1848,  y  tener  cubiertas  todas  las  obli- 
gadones  que  le  imponía  Ja  ley: 

Resultando  que  admitida  la  oposidón,  se  dtó  á  las  partes  por  d  Ins- 
pector de  minas  á  juido  de  avenencia,  que  tuvo  lugar  sin  resultado  en  16- 
de  Junio  de  1848,  y  deducida  en  dicho  expediente  formal  demanda  por 
Andrés  Romero,  conferido  traslado  de  ella,  presentaron  las  partes  una  e»; 
critora  otorgada  en  6  de  Noviembre  del  mismo  año,  en  la  villa  de  Águi- 
las, por  Andrés  Romero  Garda  y  D.  Benito  Perier  Bros,  en  la  que  ha- 
ciendo mérito  del  expediente  de  denuncio  referido  y  oposición  hecha  por 
Perier,  atendiendo  á  los  disgustos  que  ocasionaban  semejantes  litigios, 
declararon  haber  transigido  y  convenido  en  la  forma  y  modo  siguiente*, 
que  el  denuncio  hecho  con  el  nombre  de  Nuestra  Señora  de  la  S^Üensania 
quedase  válido  y  subsistente,  siguiendo  su  curso  el  expediente  gubema- 
tiro  hasta  obtener  la  demarcación  y  posedón  formal  en  nombre  de  8.  M.;: 
que  D.  Benito  Perier  se  considerase  sodo  de  la  Empresa  que  formarla 
Andrés  Romero  Garda,  con  la  partidiMidón  de  10  acciones  de  40  de  qu» 
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«e  habfo  de  componer  dicb»  EmpieíR,  ó  sea  la  coarta  parto  de  la  mina  en 
eneaUto,  y  qoe  como  tai  tocio  te  había  de  sajetar  á  las  diapoaicionea  de 
la  Janta  directiva  qne  exiatieae  y  en  lo  aaceaivo  ce  nombrara,  teniendo 
«B  representante  cerca  de  la  misma  para  qoe  se  entendiera  en  los  pagos- 
q«e  debiera  hacer  y  recibiera  los  dividendos  qne  le  correspondieran 
ooando  los  hnbiese;  qoe  lo  gastado  en  el  pleito  hasta  el  día  quedase,  como 
había  sacedi4o,  qne  cada  cnal  pagase  lo  «oyó,  y  por  mitad  ambos  otorgan- 
tea  los  derechos  de  aqnella  escritora,  copia  y  cuantos  demás  gastos  ocu- 
rrieran hasta  dar  principio  al  seguimiento  del  expediento  gubernativo;  en 
^ya  forma  manifestaron  liaberse  convenido  en  el  citado  litis,  obligándose- 
á  complir  cuanto  quedaba  relacionado  y  á  no  ir  en  manera  alguna  contra 
m  tenor: 

Besoltando  que  el  Asesor  de  la  inspección,  en  ausencia  del  Inspector 
del  distrito,  en  resolución  de  9  de  Noviembre  de  1848  tuvo  por  avenida» 
á  las  partes  en  los  términos  que  de  la  escritura  resaltaban,  declaró  por 
eoocloida  la  litis,  llevando  copia  de  la  escritura  al  expediento  gubernativa 
de  denuncia  de  Ñnuntra  Señora  de  ¡a  Fuen$a»Ua  para  qne  siguiera  ésto  su 
enrso  según  su  estado  hasta  la  terminación  del  mismo,  con  arreglo  á  la  le- 
gislación vigente  del  ramo,  y  que  terminado  en  efecto,  se  proveyó  auto 
en  6  de  Diciembre  de  1849  por  él  Jefe  superior  político  de  la  provincia, 
adjudicando  á  Andrés  Romero,  vecino  de  Maxarrón,  la  mina  que  tenía  de- 
nunciada bajo  el  nombre  de  Nwitra  Señora  de  ¡a  Fuemanta,  sita  en  tér- 
ufaio  de  dicha  villa^  precediéndose  por  uno  de  loa  Ingenieros  del  distrito, 
y  con  citación  de  los  colindantes,  al  reconocimiento  de  la  labor  habilitada 
y  á  demarcar  la  pertenencia,  observándose  para  ello  cuantas  formalidadea 
eatnvieran  prevenidas,  y  por  aquel  Gobierno  ae  daria  al  interesado  ó  so 
representante  la  competente  posesión,  remitiendo  después  el  expedienta 
con  las  muestras  de  mineral  al  Ministro  de  Oomercio,  Instrucción  y  Obraa- 
publicas  por  si  merecía  au  aprobación: 

Beeultando  que  practicada  la  diligencia  de  reconocimiento  en  6  de  Fe- 
brero de  1860  se  presentaron  varice  colindantes,  alegando  que  se  les  des- 
pegaba de  parto  de  au  terreno,  y  suspendida  la  diligei^oia,  declarando  el 
logeniero  que  se  hacía  necesario  un  plano  general  de  todas  laa  minas,. 
oonauHado  con  eate  motivo  el  Ministro  de  Comercio,  Instrucción  y  Obra» 
públicas  acerca  de  lassuperposieioneB  que  resultaban  de  unaa  minas  con 
otnn  de  las  situadas  en  el  Oabeso  de  San  Oristóbal,  se  resolvió  por  Beal 
orden  de  20  de  Septiembre  de  1850  que  se  procediera  á  la  rectificación  con. 
anjeeión  al  plano  que  primeramente  levantó  el  Ingeniero  D.  Anselmo  Ti- 
rado, de  todas  las  minas  existentes  en  el  Oabeso  de  San  Cristóbal,  opera 
eión  qoe  debería  ejecutarse  por  el  mismo  Ingeniero;  y  que  en  su  virtud,. 
por  auto  qoe  dicto  el  Vicepresidente  del  Consejo  provincial.  Gobernador 
accidental  de  la  provincia,  en  29  de  Noviembre  de  dicho  año  1860,  ha 
hiendo  aido  aprobado  por  dicha  Real  orden  el  plano  formado  de  laa  mina» 
•iftoaáas  en  el  Cabeso  de  San  Cristóbal,  término  de  Masarrón,  en  el  que 
estaba  comprendida  la  titulada  Nuestra  Señora  de  la  Fuenganta^  antes  Ür- 
mima,  se  ratificó  la  adjudicación  hecha  de  dicha  mina  en  6  de  Diciembre 
del  affo  anterior  en  favor  de  la  Sociedad  titulada  La  Patria,  dando  comi- 
aióa  para  la  demarcación  y  posesión  al  Oficial  primero  de  aquel  Gtobiemo:. 

Resultando  que  practicado  el  reconocimiento  de  la  labor  y  hecha  la 
demarcación  en  3  de  Diciembre  siguiente,  en  el  mismo  día  se  dio  á  An- 
drés Romero,  como  representante  que  había  hecho  oonstar  ser  de  la  £m- 
]>resa  minera  titulada  iVuettra  deñora  de  la  Fuensanta^  la  poeeaión'real,, 
personal  vel  eiUMt,ein  perjuicio  de  tercero,  de  la  mina^que  quedaba  des- 
lindada y  demarcada  bajo  el  indicado  nombre  de  la  FuemmUa;  que  por 
JKaal  oiden  de  16  de  Mano  de  1860  fueron  aprobadae  las  diligencias  prae- 
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tioadaí,  mandindoie  registrar  en  la  biieodón  de  Agricalhira,  Indaetrla  jr 
«Gomeroio,  y  devolver  al  Gobierno  de  la  provinda,  fiara  que  tomándoee  m* 
z6n%n  la  Intervención  del  miemo,  ee  mandara  librar  el  opottano  testimo- 
nio que  sirviera  de  título  de  propiedad  al  interesado;  y  qae  registrada  eo 
dicha  Dirección  en  7  de  Abril  de  1857  y  comunicado  al  Administrador  de 
Hacienda  pública  en  2  de  Junio  siguiente  para  que  se  verificara  en  las 
oficinas  de  su  cargo  la  toma  de  rasón  mandada,  fué  inscrita  la  certifica- 
ción librada  á  instancia  de  Andrés  Romero  Qareia,  como  título  de  propie- 
dad, el  cual  hizo  cesión  de  la  misma  á  la  Sociedad  La  Patria,  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad  de  Totana,  en  20  de  Julio  de  1874|  tomo  42  d^  Ayun^ 
tamiento  de  Mazarrón,  inscripción  1>: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  Murcia,  á  8  de  Enero  de 
1849,  Andrés  Romero  García  hizo  cesión,  renuncia  y  traspaso  de  la  ex- 
presada mina  denominada  de  la  Fuensanta,  antes  ürnUinuL^  con  todas  las 
acciones  reales  y  personales  que  le  pudieran  competir,  sin  reserva  alguna, 
á  iavor  de  U  Sociedad  denominada  La  Patria,  formada  en  la  ciudad  ds 
Murcia,  y  en  su  hombre  á  la  4°Q^  directiva  que  la  representaba,  JontA 
compuesta  de  las  personas  que  se  expresan,  quienes  en  la  representación 
dicha  aceptaron  la  cesión,  en  la  que  no  medió  precio  ni  entrega  de  canti- 
dad alguna,  obligándose  á  la  explotación  de  la  mina  cedida,  A  oostear  sos 
trabajos,  y  á  abonar  los  derechos  que  se  causasen;  escritura  de  que  setomd 
razón  en  el  expediente  de  denuncio  en  24  de  Abril  de  18fi0: 

Resultando  que  seguido  dicho  expediente,  y  después  de  haber  §Aá» 
aprobado,  se  procedió  á  la  formadón  y  constitución  de  la  Sociedad,  siendo 
nombrados  tres  individuos  de  ella  para  que  otorgasen  la  escritura,  que  otor- 
garon, en  efecto,  en  6  de  Diciembre  de  1869,  constituyéndose  en  Sociedad 
especial  minera  bajo  el  nombre  de  La  Patria  para  la  exploración  y  explo- 
tación de  la  mina  Nuestra  Señora  de  la  Fuensanta,  antes  ürtuHna,  la  cual 
se  componía  de  SI  acciones,  de  las  que  80  eran  de  pago  y  una  de  gratis,  y 
se  hallaban  subdivididos  en  cuartos,  y  expedidas  las  correspondientes  lá- 
minas que  habían  de  seguir  siendo  valederas  con  la  reserva  de  ocho  accio- 
nes que  quedaban  á  disposición  de  la  Sociedad  para  las  eventualidades 
que  pudieran  ocurrir,  estando  divididas  diphas  acciones  en  la  forma  y  pro- 
porción que  expresaron,  consignando  que  D.  Benito  Perier  era  poseedor 
de  la  acción  costeada  núm.  81,  y  D.  Andrés  Romero  García  de  cuatro  accio- 
nes y  tres  cuartos;  estableciéndose  diferentes  bases  par»  el  régimen  y  go- 
bierno de  la  Sociedad,  la  cual  fué  declarada  formalmente  constituida  con 
arreglo  á  la  ley  de  6  de  Julio  de  1869  al  verificarse  la  aprobación  de  la  es- 
critura de  su  constitución  en  18  de  Enero  de  1860,  según  nota  puesta  á 
continuación  de  su  copia  firmada  por  el  Gobernador  interino  de  la  provin- 
cia; y  presentada  para  la  inscripción  á  favor  de  la  Sociedad  con  los  docn- 
mentes  mencionados  el  día  18  de  Julio  de  1874,  fué  inscrita  en  7  de  Agosto 
siguiente  con  el  nóm.  2.o  la  escritura  de  constitución  de  Is  Bociedad  La 
Patria,  y  á  favor  de  ésta  la.  propiedad  de  la  mina  Nuestra  Señara  de  ¡a 
Fueneanta: 

Resultando  que  verificada  la  rectificación  y  demarcación  de  la  mina 
con  expresión  de  sus  linderos,  puntos  de  partida  y  líneas  de  demascación 
de  que  no  se  hizo  mérito  en  la  inscripción  primera  hecha  en  el  Registro, 
el  Gobernador  civil  de  la  provincia  expidió  el  correspondiente  titulo  de 
propiedad  de  la  mina  en  28  de  Julio.de  1877  á  la  Sociedad  La  Patria,  por 
tiempo  ilimitado,  para  que  pudiera  explotarla,  aprovechar  sus  productos 
y  disponer  libremente  de  ellos  eon  el  disfrute  de  todos  los  derechos  y  be- 
neficios que  se  otorgaron  á  los  concesionarios  y  la  obligación  de  cumplir 
las  condiciones  que  se  consignan,  y  que  presentados  todos  estos  dodunen» 
tos  en  el  Registro  de  la  propiedad  el  día  10  de  Octubre  de  1867,  toé  ins- 
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«ñta-en  18  del  mismo  mei,  sefialando  con  el  núm.  4  la  propiedad  de  la  ci- 
tada mina  Nuestra  Sefíora  de  ¡a  Fuenaania  á  favor  de  la  Sociedad  La  Pa* 
tría,  oonsignándose  qne  del  título  presentado  y  de  los  antecedentes  del 
Registro,  no  se  le  identificaba  conocidamente  carga  algnna: 

Beaaltando  qne  la  misma  Sociedad  hiso  nn  denuncio  de  demasia  para 
la  BÚntk' Muestra  Señora  de  la  FueiMamta,  obteniendo  el  tifcnlo  de  ella,  qne 
también  se  inscribió  en  el  Registro;  y  qne  por  el  Presidente  de  dicha  8o» 
ciedad,  aatoiizado  competentemente,  se  otorgó  escritora  adicionando  la  de 
constitución  de  la  misma  para  qne  se  tuviera  como  paite  integrante  de  ella 
j  se  ezi^otase  por  la  Sociedad,  siendo  aprobada  dicha  escritura  por  el  Go* 
biemo  civil  de  laiprovincia: 

Resultando  que  aumentadas  las  acciones  liasta  46  y  media  en  virtud  de 
acuerdos  de  la  Sociedad,  á  fin  de  consolidarlos  y  ratificarlos,  por  la  casi 
totalidad  de  socios  y  de  acciones  se  acordó  por  unanimidad  la  reconstita- 
ción  de  la  Sociedad  La  Patria,  con  el  nombre  de  La  Ck>ncordia,  coa  arreglo 
4  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1869,  y  elegida  la  Junta  ejecutiva  de  gobierno, 
llamada  asi  en  el  nuevo  reglamento,  y  nombrados  además  tres  socios  para 
el  otorgamiento  de  la  correspondiente  escritura  y  acta  notarial  de  consti- 
tución de  la  Sociedad,  la  otorgaron  en  18  de  Junio  de  1882,  insertándose 
en  ella  el  Reglamento  aprobado  y  consignando  que  en  lo  sucesivo  consta* 
ría  la  Sociedad  de  190  acciones,  quedando  convertidas  en  acciones  cada 
una  de  los  cuartos  de  acción  de  las  46  y  dos  cuartos  de  qne  basta^entonces 
había  constado  la  Sociedad  La  Patria,  viniendo  por  esta  conversión  á  ser 
dnefio  cada  uno  de  los  actuales  socios  de  tantas  acciones  como  cuartea 
antes  tenía  y  quedando  cuatro  acciones  en  cartera,  que  todas  componían 
las  190  expresadas,  insertándose  los  nombres  de  los  socios  y  las  accio- 
nes que  les  correspondían,  hallándose  entre  ellos  D.  Andrés  Romero  Gar- 
cía con  las  acciones  104  y  105  por  los  cuartos  primeros  de  las  acciones  Vf 
y  19;  habiendo  quedado  definitivamente  constituida  la  Sociedad  por  acta 
notarial  levantada  en  dicho  día;  y  que  presentados  todos  estos  documen- 
toa  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  28  del  referido  mes  de  Junio,  fne> 
ron  inscritos  con  el  núm.  6  el  día  26,  consignándose  que  la  descripción  da 
la  mina  apvecía  en  la  inscripción  primera,  á  la  cual  se  refería  el -Regia- 
trador,  por  ser  conforme  con  la  contenida  en  la  escritura  de  reconstitneióa' 
de  la  Sociedad  presentada,  en  la  cual  no  se  expresaba  si  tenía  ó  no  car- 
gas, pero  de  los  antecedentes  del  Registro  resultaba  que  se  hallaba  consti- 
tuido sobre  ella  un  contrato  de  arrendamiento  á  favor  de  D.  Antonio  Ló- 
pea  Megías,  en  los  términos  que  constaban  de  la  inscripción  tercera  da 
aqnel  número;  inscribiendo  dicho  título  de  reconstitución  de  la  Sociedad 
en  los  términos  y  con  las  condiciones  que  quedabui  mencionadas,  y  com- 
prendiéndose en  el  mismo  título  de  que  se  tomaba  aquella  inscripción  otra 
finca  más,  qne  era  la  demasía  de  aquel  númMO,  la  cual  se  hallaba  regis- 
trada al  tomo,  folio  y  número  qne  se  expresaba  en  la  nota  marginal  ad- 
junta, siendo,  esta  inscripción  rectificada  en  el  mismo  día  por  hallarse  eqni-^ 
Tocadas  y  antepuestas  unas  palabraa  y  omitidas  otraa  que  no  tenían  im- 
portancia: 

Resultando  que  D.  Benito  Perier  falleció  en  12  de  Enero  de  1868  eon 
testamento  en  que  inafcituyó  herederas  á  sus  hijas  Dofia  Teresa,  Dofia  Je- 
rónima,  Dofia  Ascensión  y  Dofia  Elisa  Perier  y  á  su  esposa  del  s^^ndo 
matrimonio  Dofia  María  Antonia  Lopes,  la  cual  y  Dofia  Asunción  y  Dolía 
Elisa  Perier  vendieron  á  D.  Pedro  Alcásar  Soriano,  por  documento  privado 
de  81  de  Didembra  de  1879,  que  se  elevó  á  escritura  pública  en  4  de  Fe- 
brero de  1869,  los  derechos  y  acdones  que  bajo  todos  conceptos  y  como 
heredan»  de  D.  Benito  les  correspondían  en  la  mina  Fuermiiita;  cmsig- 
nando  en  dicho  documente  privado  que  D.  Benito  Perier  era  dnefio  por 
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inwUm  7  legitimos  títolos  de  1a  coarta  parte  de  la  mina  F^tmtaiOot^  wj^ 
dotnink)  conataba  inscrito  en  la  inacripeidii  primera  que  de  dicba  mina  ae 
habia  hecho  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Totaaa  en  20  de  Jalio  de* 
1874;  qae  las  drcnostandas  eapedales  que  rodeaban  á  las  contratante» 
laa  imposibilitaba  gestionar  privada  ni  judicialmente  para  obtener  de  la 
Sociedad  titnlada  La  Patria,  explotadora  de  dicha  mina,  qoe  detentaba 
injostamente  la  participación  qne  las  oorrei^ondla,  el  reconodniiento  do 
ella  y  el  abono  de  las  cantidades  qne  las  correspondían  en  parte  alíeoota. 
por  los  capitales  extraídos  de  Ul  mina,  haciéndoseles  más  imposible  obt» 
nev  ese  fin  legitimo  la  circunstancia  de  radicar  el  domieüio  social  «n  la 
cindad  de  Almería,  por  lo  coal,  y  dado  sn  estado  de  escasea,  habían  deci- 
dido yender  á  D.  Pedro  Aloáaar  Sorjano  todos  los  derechos  y  acciones  qne 
Isa  correspondían  como  herederas  del  citado  D.  Benito  Perier,  en  precio 
de  6.000  pesetas  Dofia  Ascensión  y  10.600  I>ofia  María  Antonia  y  Doñ^ 
Sliaa,  que  recibieron  en  el  acto  de  otorgar  el  doonmento  privado: 

Besnltando  qne  D.  José  de  Cárdenas  y  Elias,  como  Director  Presidente 
de  Uk  Sociedad  minera  titulada  La  Concordia,  antes  la  Patria,  dedujo  de- 
manda en  28  de  Agosto  de  1883  en  el  Juagado  de  primera  instand»  de 
Totana^  ezp<miendo:  qne  la  referida  Sodedad  La  Concordia  era  dnefla  y 
poseedora  única  de  la  mina  Nuestra  Señara  de  la  FnensatUa,  por  virtud  de^ 
ía  cesión  que  la  biso  el  denunciador  en  ella  D.  Andrea  Bomeio  Oarda; 
que  á  solicitud  de  Dofia  Jerónima  Perier  se  interpuso  en  1879  un  inter- 
dicto de  adquirir  la  cuarta  parte  de  dicba  mina,  que  aquélla  perdió,  eoi^ 
las  costas;  que  Andrés  Romero  Grarcía  litigó  con  la  Sodedad  los  dere- 
chos que  pudieran  pertenecerle  sobre  las  tres  cuartas  partes  de  la  mina,, 
loa  que  vendió  después  á  D.  Carlos  Huelín  Serrano  en  escritura  de  20  de 
Hayo  de  1882,  documento  qne  fué  negado  posteriormente  por  Romero;  y 
promovido  pleito  entre  ambos,  ae  dio  éste  por  venddo  apartándose  de  él 
y  reeonociendo  qne  no  tenia  rasón  para  sostenerle,  toda  vea  que  la  mina 
pertenecía  legítimamente  á  Ja  repetida  Sociedad  La  Concordia  deade  que- 
la  denunció  en  1848;  que  aegún  el  testimonio  qoe  acompasaba,  loa  here> 
deroa  de  D.  Benito  Perier,  afirmando  públicamente  que  eran  duefios  de  la 
mina  expresada,  habían  otorgado  con  D.  Carlos  Huelín  y  D.  Carlos  Sedano^ 
ana  escritura  de  Sodedad  para  explotarla,  alegando  ccnno  título  Dofia  Je- 
rónima Perier  la  cesión  que  hizo  Andrés  Romero  á  D.  Benito  Perier,  pa- 
dre de  aquélla,  de  10  acdones  de  las  40  de  que  se  componía  la  Sodedad^ 
y  D.  Carlea  Huelín  la  compra  que  había  hecho  al  mismo  Romero,  en  oon- 
aecuenoia  de  lo  cual  y  de  las  afirmadones  hechas  por  los  demandados  «e 
perjudicaba  grandemente  el  crédito  de  la  Sociedad  y  se  dificultaba  la  venta 
de  loa  minerales,  poniendo  en  duda  ios  legítimos  derechos  con  qoe  expío- 
talMi  y  beneficiaba  la  mina;  aolioitando  por  todo  que  se  condenase  á  lo» 
demandados  á  proponer  en  un  término  breve  la  demanda  eorrespondiente 
para  probar  ana  manifestaciones,  ó  de  lo  contrario  se  desdijeran  judicial- 
mente de  ellas,  dando  á  eata  parte  las  satisfacdones  correspondientes,  y 
en  caso  de  rebeldía,  se  les  impusiera  perpetuo  silendo  paia  qoe  en  lo  su- 
oeaivo  fuera  desechada  cualquiera  otra  demanda  que  por  el  miamo  asunto 
]»opaaiesen: 

Resultando  que  conteatándola  Dofia  Jerónima  Perier  y  Sanchas,  con- 
sorte de  D.  Juan  Muro  y  Sánchea  SidÜa,  única  qne  se  personó,  liabite- 
doae  mandado  entender  laa  diligencias  oon  los  estrados  respecto  á  lo  de- 
más, negó  la  exactitud  de  los  hechos  en  que  se  apoyaba,  sosteniendo  qne 
no  venía  formulada  con  arreglo  á  derecho,  y  pidiendo  por  ello  que  fnera 
desestimada;  y  que  suministrada  prueba  de  testigos  y  documentos,  lo  fue- 
ron  entre  ellos  varias  cartea  de  D.  Benito  Perier  dirigidaa  á  D.  Antonio^ 
Sixto  de  Quirós,  en  que  ie'deoKNitraba  el  deseo  de  ceder  las  nueve  aeck>~ 
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JM0  que  da  la  miiM  J^temuUa  le  qoedaban,  y  un  oftdo  al  Preridento  da 
la  Sociedad  minera  La  Patria,  ea  28  de  Febrero  de  1^49,  renondando  á 
lavor  de  la  precitada  Sociedad  las  ÍDdicadaa  nueve  acdonec,  rmioncia  qn» 
fnó  admitida;  habiendo  aido  cotejadas  laa  firmas  de  estos  docnmentoa  por 
otras  indubitadas  por  peritos  calígrafos,  qoe  aseguraron  qae  todas  eian 
idénticas  y  escritas  por  una  misma  mano: 

fiesnltando  que  el  Juzgado  de  primera  instancia  dictó  sentencia  en  6 
de  Abril  de  1884,  por  la  que,  fundado  en  que  la  Sociedad  había  probado 
ffu  acción  documental  y  testificalmente,  y  que  la  demandada  Dofia  Jeró- 
nima  Perier,  única  que  habla' comparecido,  nada  habla  hecho  para  probar 
ao»  excepciones,  habiendo  consentido  sin  oposición  alguna  la  prueba  tea> 
tifical  que  demostraba  paladinamente  que  el  derecho  perfecto  de  la  Socie- 
dad Ooncordia  á  la  mina  Nueiíra  Señora  de  la  Fuensanta,  se  vela  per- 
judicado por  las  manifestaciones  contrarias  al  crédito  que  toda  Socíck 
dad,  y  más  singularmente  las  mineras^  necesitaban  para  su  vida,  condenó 
á  Dofia  Teresa,  Dofia  Jerónima  y  Dofia  Asunción  Perier  y  Gtonaáleí,  Dofia 
Felisa  Perier  y  López,  D.  Garlos  Huello  y  D.  Garlos  Sedaño,  á  que  en  el 
término  de  cuarenta  días  propusieran  la  oportuna  demanda,  ejercitando 
las  acciones  que  creyeran  corresponderles  contra  la  sociedad  especial  Bki- 
neva  titulada  La  Gonoordia,  ó  en  otro  caso,  se  desdijeran  jodicialmente  de 
las  manifestaciones  jactanciosas  que  hablan  dado  lagar  al  pleito,  y  á  que 
«n  caso  de  rebeldía  ó  contumacia  en  la  presentación  de  dicha  demanda»  aa 
lea  impusiera  perpetuo  silencio,  para  que  en  lo  sucesivo  fuera  desechada 
cualquiera  otra  que  por  el  mismo  asunto  propusiera,  sin  hacer  expresa  con- 
denación de  costas;  y  que  consentida  esta  sentencia  y  hecho  saber  ra  eje- 
cneión  de  la  misma  á  Dofia  Jerónima  Perier  que  en  el  término  de  cinco 
días  compareciera  á  desdecirse  de  las  manifestaciones  jaetanciocas  origen 
del  pleito,  pidió  reposición  de  la  providencia,  fundada  en  haber  celebrado 
«cto  de  conciliación  con  el  Vicepresidente  de  la  Sociedad,  para  qae  reco- 
nociera el  dominio  que  la  testamentaría  de  Perier  tenia  en  La  cuarta  parte 
de  la  mina;  y  negada  la  reposición  y  admitida  la  apelación  que  interpuso, 
«e  declaró  desierta  por  no  haberse  personado  en  la  Superioridad,  lieván- 
doae  á  efecto  el  requerimiento  acordado: 

Resultando  que  en  10  de  Abril  de  1890  dedujo  D.  Pedro  Alcéaar  6o- 
Tíano  contra  la  Sociedad  minera  La  Goncordia,  antes  La  Patria,  la  de- 
manda objeto  de  estos  autos,  en  la  que  consignó  como  hechos  algunos  de 
loa  antecedentes  referidos,  expresando  en  el  último  que,  según  la  liquida- 
ción judicial  practicada  en  el  afio  1880,  la  mina  habla  producido  hasta 
«qnella  fecha,  en  la  proporción  correspondiente  á  la  cuarla  parte  de  D.  Be- 
nito Perier,  la  cantidad  de  4.900  pesetas,  correspondioido,  según  el  testa- 
mento de  éste,  el  terdo  de  sos  bienes  á  an  hija  Dofia  Elisa,  el  quinto  á  sn 
Tiuda  Dofia  María  Lopes,  y  el  sexto,  divisible  por  igual  entre  todos  ana 
herederos^  que  eran  cinco,  lesultaba  que  la  participación  del  cesionario 
D.  Pedro  Alcázar  era  la  de  ocho  partes  94  centavoa  de  las  diea  representa- 
tivas del  derecho  dominical  inscrito  á  favor  de  D.  Benito  Perier,  con  más 
la  parte  alícuota  de  lo  producido  hasta  1880,  que  ascendía  á  4.224.400  pe- 
setas, además  de  la  cuarta  parte  de  productos  que  se  liquidasen  deade  «1 
afio  1880  en  adelante  hasta  el  definitivo  pago  y  entrega  de  bienea;  y  d- 
tando  como  fundamentos  legalea  la  ley  del  contrato  contenido  en  la  tran- 
«aeción  celebrada  entre  Perier  y  Romero  García,  por  cuanto  existía  un 
acto  eonaamado  y  perfectamente  legal  que  tenía  fuerza  de  cosa  jasgada 
eotre  laa  partes,  contra  el  cual  no  se  podía  ir  aía  presentar  la  prueba  ea- 
pedalísima  de  que  la  transacción  se  hizo  con  engafio  para  hacer  perder 
al  demandante  laa  cartea  ó  embargarle,  los  teatígos  con  que  pudiera  pro- 
bar an  demanda;  que  la  escritnra  de  80  de  Baero  de  184%  de  la  cual  podía 
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dedodrse  qoé  Homero  Gsrcía  vendió  la  caarto  parte  de  la  mina  _ 
cíente  á  Perier,  no  reonia  loa  reqniíitofl  qne  exigía  la  ley  de  Pütida,  y 
por  lo  tanto,  no  podía  perjndicar  á  éate  en  ana  dereohos;  qne  la  eacrítora  de 
eonatitnclón  contravenía  4  lo  diapneato  en  la  ley  de  6  de  Jnlio  de  1859  eo- 
bre  formación  de  Sociedadea  eapecialea  mineraa,  por  no  aparecer  copiado 
íntegro  el  tito  lo  de  propiedad,  ni  el  permiao  para  la  inveatígación,  ni  el  tí- 
tulo anpneato  de  adqniaidón  de  aqaeiloa  dereehoa  eventaalee  á  qne  se  re- 
fería el  documento  de  3  de  Enero  de  1849,  conteniendo  nn  ainnümero  de 
nnlldadea  el  repetido  documento,  en  el  cual  ae  deeconocía  la  regla  de  de- 
recho de  que  nadie  da  lo  que  no  tiene,  ae  falaeaba  la  verdad  eaencial  det 
contrato,  porque  ae  auponía  la  concesión  total  de  la  ooaa,  cuando  Boraero 
Ckircía  eólo  cedió  lo  que  podía  ceder,  eiendo  defectoa  máa  gravea  la  caren> 
eia  abaoluta  de  fe  pública  y  demáa  requisitos  eaencialee  que  originaban  la 
nulidad  de  uno  y  otro  documento,  puesto  que  la  escritura  de  8  de  Enero 
de  1849  carecía  de  signo,  firma  y  rúbrica  del  Escribano;  qne  laa  inscrip- 
eiones  de  bienea  y  derechos  reales  debían  contener  todas  las  condidone» 
determinadas  en  el  art  9.o  de  la  ley  Hipotecaria,  y  loa  Begiatradores^  an- 
tea de  proceder  á  verificarlas,  deben  practicar  el  examen  de  loa  libros  del 
Registro,  con  arreglo  al  art.  20  del  Reglamento,  á  fin  de  ver  n  la  persona 
que  transmitía  tenía  inscrito  el  dominio  de  la  coaa  objeto  de  la  transmi- 
aión,  y  si  el  de  los  inmuebles  y  derechos  realea  k>  tuviera  á  favor  de  otrm 
persona,  denegará  la  inacripeión;  diaponiendo  d  art.  29  qne  el  dominio  ó 
cualquiera  otro  derecho  real  que  se  mencione  expresamente  en  laa  ins- 
cripciones ó  anotaciones  preventívaa,  aunque  no  eaté  condgnado  en  él 
Registro  por  medio  de  una  inacripeión  aeparada  y  eapecial,  surtirá  efecto 
contra  tercero  desde  la  fecha  de  la  preaentación;  y  reaultando  que  en  la 
inacripeión  primera  de  la  mina  ae  hacía  constar  el  derecho  de  D.  Boiito 
Perier  en  la  cuarta  parte  de  ella,  era  evidente  que  surtió  efecto  en  sn  fa- 
vor desde  su  fecha  sin  que  la  segunda  inscrípdón,  cualquiera  qne  fueran 
ana  términos,  revocaae  ni  anulaae  todos  los  que  llevaba  condgo,  tanto 
más,  cuanto  por  deacuido  ó  mala  fe  de  loe  Regiatradores,  sus  actos  no 
eran  decisivos  para  despojar  á  su  voluntad  los  derechos  de  tercero;  que  se- 
gún el  art.  33  de  la  ley  Hipotecaria,  la  inscripción  noconvalida  los  actos  y 
contratos  que  sean  nulos  con  arreglo  á  las  leyes;  y  el  de  3  de  Enero  de  1849^ 
por  el  cual  vendió-Romero  Garda  la  mina  Fuensanta,  era  nulo  en  cuanto 
á  la  forma  y  al  fondo,  y  además  tampoco  podía  aer  válido  el  acto  en  que 
se  disponía  de  lo  ajeno  ain  la  voluntad  de  au  duefio;  que  el  art  34  de  la 
miama  ley  confirmaba  máa  el  derecho  de  eata  parte  al  decir  que,  no  oba- 
tante  lo  declarado  en  el  articulo  aiiterior,  loe  actos  ó  contratos  que  se  eje- 
enten  ú  otorguen  por  persona  qne  en  el  Registro  apareda  con  derecho 
para  ello,  una  vez  inscritos  no  se  invalidarían  en  cuanto  á  tercero;  é  ins- 
crito el  dominio  déla  cuarta  parte  de  la  mina  deque  se  trata  por  el 
amento  de  20  de  Julio  de  1874  á  favor  de  D.  Benito  Perier,  conjuntamente 
con  el  de  laa  otraa  tres  cuartas  partea  á  nombre  de  D..  Andrés  Romero 
García,  no  pudo  éate  transmitir  los  derechos  de  aquél;  que  era  un  prind- 
pió  inconcuso  de  derecho  que  el  duefio  de  una  cosa  pueda  desprenderse 
de  ella,  fundado  én  la  libertad  individual,  atemperándoae  á  laa  leyes;  y 
de  igual  modo  loa  hombree  pueden  obligarse  recíprocamente  á  dar  ó  ha- 
cer aobre  coaae  que  eatén  en  el  comercio  y  hechoa  lícitos  no  reprobadoa 
por  la  moral  ó  el  derecho;  y  de  conformidad  con  eataa  doctrinas,  el  con- 
trato de  .transacción  verificado  entre  P.  Benito  Perier  y  I>.  Andrea  Bo- 
mero  era  válido,  así  como  la  enajenadón  que  de  sos  derechos  habím  he- 
cho los  herederos  de  aquél  ál  demandante,  puea  aaí  lo  determinaba  la  ley 
del  Ordenamiento  de  Alcalá,  que  daba  validez  á  los  vínculos  de  derecho 
de  cualquier  modo  que  los  hombres  lo  organicen,  por  lo  que  con  mayor 
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iiuxtiiro  tenían  yalor  loa  aetos  de  tranimisión  de  derechos  á  qneae  refería» 
.  oonaignadoa  solemnemente  y  con  todas  las  formalidades  de  derecho  en 
las  escrítnias  publicas  ya  repetidas,  terminó  por  todo  ello  suplicando  qne 
se  declarase:  primero,  qne  el  contrato  de  transacción  celebrado  entre  Don 
Benito  Perier  y  D.  Andrés  Homero  García,  consignado  en  la  escritura  de  & 
de  Noviembre  de  1848,  era  válido  y  se  hallaba  subsistente,  lo  mismo  que 
1«  inscripción  de  20  de  Jallo  de  1874,  en  la  cual  constaba  el  dominio  de  la 
coarta  parte  de  lá  mina  Fuensanta,  inscrito  á  favor  de  D.  Benito  Perier; 
segando,  que  eran  nnlas  y  de  ningún  valor  ni  efecto  las  escrituras  de  3 
de  Enero.de  1849,  28  de  Diciembre  de  1869  y  18  de  Junio  de  1872,  en 
cnanto  desconocen  y  se  oponen  al  dominio  de  D.  Benito  Perier  y  sus  su- 
cesores á  dicha  coarta  parte  de  la  mina;  tercero,  que  en  su  consecuencia 
es  nula  la  inscripción  de  7  de  Agosto  de  1874,  por  la  cual  se  inscribió  el 
dominio  de  la  totalidad  de  la  repetida  finca  á  favor  de  la  Sociedad  La  Pa- 
tria; cuarto,  que  la  Sociedad  Concordia,  antea  llamada  La  Patria,  sólo  pudo 
«dquirir  en  todo  caso  tres  cuartas  partes  de  la  expresada  mina,  y  que  de 
la  otra  cuarta  parte  correspondían  en  pleno  dominio  al  demandante  por 
compra  que  hiao  á  los  herederos  de  D.  Benito  Perier  Bros,  ocho  octavos 
94  centavos,  con  m¿s  los  productos  obtenidos  hasta  el  afío  1880,  que  se 
valuaban  á  reserva  de  liquidación,  si  no  admitiera  la  cifra  la  parte  contra- 
ria, en  pesetas  4.224.400,  más  lo  que  hubiera  producido  desde  dicho  año 
hasta  la  fecha  y  produjera  hasta  que  se  verifícase  el  pago;  quinto,  que  la 
Sociedad  Concordia  estaba  obligada,  en  el  término  que  señalase  el  Jua- 
gado, á  practicar  liquidación  de  dichos  productos  desde  el  año  1880,  ó  de 
todos  si  no  se  conformase  con  la  liquidación  judicial  que  en  dicho  afio  se 
practicó,  y  en  su  consecuencia  condenaría  en  definitiva  á  que  pagase  18» 
cantidades  que  resultare  deber  por  los  productos  de  las  ocho  partes  94  cen- 
tavos de  la  cuarta  parte  dé  la  repetida  mina,  y  al  reconocimiento  de  los 
derechos  al  demandante,  como  partícipe  y  socio  de  La  Concordia,  expi- 
diendo ésta  los  títulos  de  las  acciones  qne  pudieran  corresponderle  como 
doefio  en  la  participación  expresada,  y  en  las  costas  causadas  y  qne  se 
causasen  en  este  juicio  hasta  el  total  reintegro  de  lo  qne  legítimamente  se 
pedía,  con  las  costas: 

Resaltando  que  declarada  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Totana  la  competencia  que  el  del  distrito  de  la  Catedral  de  Murcia  pro- 
movió á  instancia  de  la  Sociedad  La  Concordia,  contestó  ésta  á  la  deman* 
da,  alegando:  que  al  amparo  del  art.  &.<>  ael  Real  decreto  de  4  de  Julio  de 
182$,  Andrés  Romero  García  denunció  la  mina  Ursulina  y  pidió  la  conce- 
sión para  la  que  se  tituló  Nuestra  Señora  de  la  Fuensanta,  y  desde  el  mo- 
mento en  qne  el  poseedor  de  aquella  mina  se  allanó  á  considerarla  en  el 
caso  de  ser  denunciada  y  á  que  siguiera  su  curso  el  nuevo  denuncio,  Ro- 
mero fué  duefio  exclusivo  de  los  derechos  concedidos  por  la  ley,  aun  cuan- 
do quedara  obligado  con  el  antiguo  poseedor  á  cumplir  lo  que  le  había 
prometido;  que  el  art.  13  de  dicho  Real  decreto  disponía  que  la  demarca- 
ción que  formaba'  una  mina  ó  pertenencia  no  podría  partirse  en  ningún 
caso  entre  diferentes  sujetos,  con  arreglo  á  cuya  disposición,  aun  cuando 
Romero  García  hubiera  querido,  que  no  quiso,  ni  resultaba  de  las  palabras 
usadas  en  la  escritura  donde  se  consignó  el  compromiso,  dividir  la  perte- 
nencia en  dos  partes,  una  consistente  en  la  cuarta  para  D.  Benito  Perier, 
7  las  restantes  para  él,  no  hubiera  podido  tener  efecto  el  cumplimiento  de 
lo  ofrecido  por  ser  contrario  á  la  ley,  aparte  de  que  en  la  fecha  de  la  es- 
critura de  5  de  Noviembre  de  1848  el  denunciador  no  era  dueño  de  la  cosa; 
qne  siendo  ana  cualidad  esencial  de  toda  propiedad  la  facultad  de  dispo- 
ner de  la  cosa  el  qne  era  duefio  de  ella,  Andrés  Romero  y  García  pudo  ce- 
der y  cedió  á  la  Sociedad  La  Patria  cuantos  derechos  tenía  á  la  concesión 
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de  1a  mioA  Nuet^a  Sefíorú.  de  la  FuetieatUa,  oeítf6»  que  qn^dó  perfeoeto- 
nada  por  el  consentimiento  de  Um  partee,  único  neeeaario  para  su  validéis 
«por  máe  que  f  aé  consignado  en  escritora  páblica  de  8  de  B«iero  de  1840, 
«coya  valides  y  eficacia  había  sido  declarada  por  sentencia  de  este  Sapreino 
Tribunal  de  25  de  Enero  de  18S9;  qae  era  efecto  natural  y  legal  de  loda 
cesión  qne  el  cesionario  quedaba  sobrrogado  en  todos  Jos  derechos  del  oe- 
dente,  y  en  su  virtud  á  la  Sociedad  La  Patria  se  le  dio  la  posesión  de  la 
mina,  y  después  de  aprobado  el  expediente,  por  Beal  orden  de  16  de  Mano 
de  185S,  el  testimonio  de  las  diligencias  que  le  fueron  entregadas  sirvió  de 
título  á  dicha  Sociedad  para  el  disfrute  de  la  mina,  en  confonqiclad  al  ar- 
tículo 9.0  del  referido  Real  decreto,  inscribiendo  en  el  Registro  de  la  pso- 
piedad  la  concesión  que  se  le  liabía  otorgado;  que  la  Sociedad  La  Patriase 
constituyó  en  especial  minera  en  el  término  fijado  por  la  ley  y  cumpliendo 
con  todos  los  requisitos  establecidos,  por  lo  cual  mereció  la  aprobadón  del 
Gobernador  de  la  provincia,  obteniendo  título  de  propiedad,  que  fué  ins 
crito  en  el  Registro  de  Totana,  habiéndose  constituido  después  en  nueva 
Sociedad  titulada  La  Concordia,  en  cuya  constitución  se  habían  gnardado 
las  formalidades  exigidas  por  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1869;  que  de- 
biendo entenderse  los  contratos  tal  como  resultaban  de  sos  palabras  y  de 
su  naturalesa  propia,  no  había  nadie  que  afirmsse  que  por  el  contrato  ó 
transacción  de  1849  traspasara  Andrés  Romero  á  D.  Benito  Perier  el  do> 
minio  de  la  cuarta  parte  de  la  mina  Nuestra  Señara  de  ¡a  Fítemanta;  j  m 
por  el  mal  uso  ó  empleo  de  algunas  palabras  pudiera  haber  dudas,  éstas 
desaparecerían,  atendiendo  á  los  actos  subsiguientes  de  Perier,  figurando 
en  la  Sociedad  Patria  con  una  participación  de  diea  acciones  de  40  de  que 
se  componía,  cediendo  luego  una  de  ellas  y  renunciando  después  las  nueve 
restantes;  que  para  el  caso  no  concedido,  sino  negado  en  absoluto,  de  ha- 
berse transmitido  á  D.  Benito  Perier  el  dominio  de  la  cuarta  parte  de  la 
mina,  se  invocaba,  además  de  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  4 
de  Octubre  de  1861,  la  ley  60,  tít.  6.o,  Partida  8  *,  que  se  refiere  á  la  doble 
venta  de  una  cosa,  según  la  cual  ésta  pertenecía  á  quien  había  tomada  pri- 
mero posesión  de  ella,  era  un  hecho  que  no  negaría  el  actor  que  la  pose- 
sión de  toda  la  mina  se  dio  á  la  Sociedad  La  Patria  rin  protesta  ni  opon- 
ción  de  nadie;  que  bajo  igual  concepto  se  invocaban  las  leyes  de  Partida 
qne  tratan  de  la  prescripción  ordinaria  aplicables  á  este  caso,  en  qoe  ooii- 
onrrían  todos  los  requisitos  exigidos  por  las  mismas,  así  como  igualmente 
la  ley  qne  trataba  de  la  prescripción  extraordinaria;  qué  era  también  per- 
tinente la  excepción  de  cosa  juagada  que  dafiaba,  no  sólo  á  los  litígañtss^ 
sino  también  á  todos  sus  herederos  y  á  quienes  pasaba  directamente  el  do- 
minio de  la  cosa,  y  cuando  eA.  demandado  por  jactancia  había  sido  conde- 
nado y  declarado  rebelde  y  no  quisiese  hacer  su  demanda  después  que  el 
Jues  lo  mandase,  se  debía  dar  por  quito  al  otro  para  siempre,  de  manen 
que  aquél  ni  otro  por  él  no  le  pudiera  demandar  sobre  talrasón  comaesta; 
y  sin  que  se  entendieren  aceptados  los  hechos  de  la  demanda  ni  los  fnn- 
damentos  de  derecho,  por  ser  inexactos  los  primeros  é  impertinentes  los 
segundos». oponiendo  á  la  acción  relvindioatoida  laa  excepctones  de  falta 
de  acción  eine  actíane  agi»;  la  de  prescripción,  cosa  juagada,  emidÁit»  ex 
lege,  y  la  de  falta  de  jurisdicción  para  conocer  respecto  de  algunos  de  ios 
extremos  propuestos,  terminó  solicitando  que  se  absolvieía  á  la  Sociedad 
demandada  de  la  demanda,  imponiendo  perpetao  silsncio  y  las  costas 
al  actor  por  la  temeridad  y  mala  fe  con  que  había  deducido  su  reela- 
mscíón: 

Resultando  que  el  demandante  replicó  solicitando  se  desestimaran  las 
excepciones  opuestas  por  la  Sociedad  demandada,  diotundo  el  biUo  en  los 
términos  indicados  en  la  demanda,  haciendo  eonstsr  que  la  nodón  reÍTin- 
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diefttoria  entablada  se  dirigía  á  recuperar  ocho  partes  94  centaTOs  de  otra 
>de  las  dies  que  componían  la  coarta  parte,  considerada  dividida  la  mina 
en  40,  que  fué  lo  convenido  entre  Perier  y  Romero  en  la  escritora  de  tran- 
sacción de  6  de  Noviembre  de  1848,  alegando:  qne  los  artículos  13,  18,  21, 
dO  y  76  de  la  ley  Hipotecaria  eran  el  complemento  de  las  teorías  que  sus- 
tentaba, y  por  ello  era  nula  la  inscripción  de  7  de  Agosto,  qne  impugnaba; 
<|ue  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  destruían  la  excepción  de  cosa 
jQSgada  que  alegaba  el  demandado,  por  no  concurrir  la  identidad  de  per- 
sonas, de  cosas  y  de  acciones;  que  eran  imprescriptibles  los  bienes  que  se 
poseen  en  común,  y  como  las  minas,  según  la  ley  que  las  regía,  sólo  po- 
dían ser  poseídas  en  común,  no  podía  alegarse  prescripción  sobre  ellas 
por  los  copropietarios;  que  tampoco  podia  admitirse  la  prescripción  extra- 
ordinaria por  la  posesión  de  treinta  afios,  cuando  ésta  había  sido  int^• 
rrumpida  por  pleitos,  ni  invocarse  útilmente  tratándose  de  bienes  impres- 
criptibles; que  las  leyes  de  Partida  establecen  el  precepto  de  que  nadie 
puede  obligar  á  otro  á  demandar,  á  no  ser  en  los  tres  casos  de  excepción 
^ue  determinaban,  y  por  lo  tanto,  la  demanda  de  jactancia  que  no  se  fun- 
dase en  ellos,  carecía  de  todo  valor  legal: 

Resultando  que  evacuado  por  la  Sociedad  el  traslado  de  duplica,  y  prac- 
ticadas las  pruebas  que  las  partes  propusieron,  sustanciado  el  juicio  en 
dos  instancias,  habiéndose  personado  en  la  segunda  D.  Enrique  Gronzález 
Zurbantí,  en  virtud  de  haber  adquirido  de  D.  Pedro  Alcáear  Soriano  el  44 
y  21  céntimos  por  100  de  su  participación  en  la  mina  FuemaiUa,  tanto  de 
la  propiedad  que  en  ella  le  correspondiera  como  en  los  derechos  de  rein- 
tegro de  productos  y  demás  que  se  litigaban,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Albacete  dictó  sentencia  en  6  de  Diciembre  de  1892,  que  no  fué 
conforme  de  toda  conformidad  con  la  del  Juez  de  primera  instancia,  decla- 
rando: que  el  contrato  de  transacción  celebrado  entre  D.  Benito  Perier  y 
'Bros  y  Andrés  Romero  García,  consignado  en  la  escritura  de  5  de  Noviem- 
bre de  1848,  y  la  inscripción  primera  de  la  mina  Nuestra  Sefíora  de  la  Fuen- 
Manta,  efectuada  en  20  de  Julio  de  1874  en  el  Registro  de  la  propiedad  de 
Totana,  son  válidas;  que  la  escritura  de  3  de  Enero  de  1849  de  cesión  de 
esta  mina  en  favor  de  la  Sociedad  especial  minera  La  Patria,  hoy  La  Con- 
cordia, y  la  de  23  de  Diciembre  de  1859  de  reeonstitación  de  esta  Sociedad, 
así  como  todas  las  demás  escrituras  referentes  al  dominio,  títulos  é  ins- 
eripdones  en  el  Registro  de  la  propiedad,  deben  quedar  y  quedan  sin  efeeto 
•oUmente  en  cuanta  desconocen  ó  se  oponen  á  los  derechos  de  D.  Benito 
Feriery  Bros;  que  la  Sociedad  Concordia  sólo  pudo,  adquirir  tres  cuartas 
partes  de  la  expresada  mina,  por  corresponder  á  Perier  la  otra  cuarta  parte; 
que  hoy  corresponden  á  D.  Pedro  Alcázar  Soriano  y  á  su  coadyuvante  Don 
Enrique  González  de  2Surbauo  en  la  proporción  respectiva,  como  adquiren- 
tes  de  los  derechos  de  aquél,  ocho  décimas  partes,  66  céntimos  y  dos  ter- 
cios de  otara  en  la  euarta  parte  de  la  mina  con  todos  los  productos  obteni- 
dos correspondientes  á  esta  participación,  condenimdo,  en  su  virtud,  á  la 
Sociedad  especial  minera  La  Concordia  á  que  pague  á  D.  Pedro  Alcázar 
Soriano  y  á  I).  Enrique  González  de  Zurbano  las  cantídades  á  que  ascien- 
dan los  mencionados  productos,  pudiendo  entregar  á  cuenta  los  que  hoy 
•existan^  previa  liquidación  que  formará  aquélla  en  el  término  de  cuarenta 
días,  luego  que  sea  firme  esta  sentencia,  tomando  por.  base,  si  así  lo  estima, 
la  liquidación  judtoial  ane  se  dice  practicada  el  afio  de  1880,  y  á  que  recq- 
nosca  á  ka.  dos  expresados  como  socios  de  la  citada  Empresa,  expidiéndo- 
les los  títulos  de  laa  acciones  <)ue  deban  correspcmderles,  nn  líacer  expresa 
condenación  de  las  costas  del  juicio: 

Resultando  que  la  Sociedad  especial  minera  La  Concordia  ha  ínter- 
jfinestp  recurso  de  casación,  alegando: 

TOMO  74  25    . 
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Primero.  Qae  la  lentenda  infringe  la  ley  del  Contrato,  que  es  «nprema 
entre  las  partes  contratantes  ó  sns  causahabientes,  dando  ana  interpreta- 
ción completamente  errónea  á  la  escritora  de  transacción  de  5  de  Noyienb* 
bre  de  1848.  pnes  supone  qae  D.  Benito  Perier  se  reservó  ana  parte  del 
dominio  de  la  mina  ürnUíVM,  hoy  Fuentania,  cediendo  el  resto  á  D.  Andr6a 
Romero,  siendo  asi  qae  d^  su  texto  resaltaba,  por  el  contrario,  qae  la  mina 
ürnüina  desapareció,  perdiendo  sa  existencia  legal  por  renancia  expreea 
del  daefio  D.  Benito  Perier,  y  con  su  desaparición  se  extingai^ron  cnanto* 
derechos  tenia  Perier  en  la  mina,  sin  qae  se  reservara  ningano;  quedó  sob- 
sistonto  y  válido  el  registro  donando  Nuestra  Señ/ora  de  la  Fuemanta^  cayo 
derecho  absoluto  radicó  desde  la  fecha  de  la  transacción  en  D.  Andrés  Ro- 
mero García,  según  el  mismo  texto,  habiendo  también  error  en  la  interpre- 
tación de  dicha  escritura,  en  cuanto  la  sentencia  se  basaba  en  el  sapaesto 
falso  de  que  Perier  cedió  á  la  Sodedad  ropresentada  por  Romero  tres  coar- 
tas partes  de  la  mina,  reservándose  la  otra,  siendo  así  qoe  Romero  Agoraba 
en  la  escritura  por  su  propio  derecho,  y  adquirió,  no  el  dominio,  sino  el 
derecho  al  denuncio,  contrayendo  una  obligadón  personal  que  luego  trans- 
mitió á  la  Sociedad  La  Patria,  hoy  Concordia,  y  que  ésta  cumplió  como 
creyó  conveniente,  siendo  este  infracdón  tonto  de  la  ley  del  Contrato  coma 
error  de  hecho  en  la  lectura  y  aplicación  del  documento  en  que  se  apoya- 
ban la  demanda  y  la  sentenda: 

Segundo.  Que  se  infringe  también  la  doctrina  inconcusa  de  deredio  de 
que  del  contrato,  por  si  sólo,  nace  solamente  una  acdón  real,  que  era  la 
que  se  ejercitó  en  la  demanda,  y  la  que  servía  de  base  á  la  declaradón  de 
la  sentencia;  acdón  real  reivindicatoria  que  se  decía  nacida  de  la  escritora 
de  6  de  Noviembre  de  1884,  que  sólo  contenía  un  contrato  de  transaedón 
en  que  no  se  transmitieron  ni  se  pudieron  transmitir  derechos  de  propié^ 
dad  que  no  tenia  al  de  Romero,  porque  aún  no  los  había  adquirido,  ni  Don. 
Benito  Perier  porque  los  renunciaba  en  aquel  acto  como  base  de  la  tran- 
sacción, naciendo  sólo  de  esto  pacto  una  acdón  personal  contra  Andrés 
Romero,  contratante,  y  contra  los  que  como  él  se  obligaron  después  á  so 
cumplimiento,  pero  nunca  una  acdón  real  que  necesiteba  para  nacer  y 
fundarse  la  existonda  de  on  dominio  que  se  declaraba  inexistente  en  la 
misma  escritura,  y  la  tradidón  de  la  cosa  que  no  se  verificó,  esteblecién- 
dose  por  el  contrario  en  la  sentencia  el  hecho  de  que  Andrés  Romero  tomó 
posesión  de  la  mina  Nuestra  Señora  de  la  Fuensanta,  en  nombre  de  la  So- 
dedad La  Patria,  y  nunca  Perier,  que  sólo  tovo  primero  la  promesa  de  ac- 
ciones estipulada  por  su  contrátente  Romero,  y  después  las  aodones  mis- 
mas concedidas  por  la  Sodedad  La  Patria: 

Tercero.  Que  del  error  de  derecho  constitoido  por  la  anterior  infrac- 
ción nacía  la  involncración  que  se  observaba  en  la  sentencia  de  llamarse 
unas  veces  al  derecho  sopoesto  de  Perier  dominio  y  otras  derecho  á  aceto- 
nesquele  representen,  para  concluir  que  éste  era  consecuencia  de  aquél;, 
error  notorio  y  nueva  infracción  de  doctrina  legal  inconcusa  y  de  ley  ex- 
presa, infrin^éndose  con  relación  á  la  época  en  qoe  la  mina  foé  denon- 
ciada,  el  art  18  del  Real  decreto  de  4  de  Jolio  de  1825,  qoe  establece  qoe 
nna  mina  no  poede  partirse  entre  varios  partícipes,  y  hace,  por  tanto, 
imposible  la  reivindicadón  de  los  que  sin  haber  sido  nunca  condoefios  en 
ia  acepción  jorídica  de  la  palabra,  sólo  tovieron  partidpaciones  pardales 
en  la  entidad  jurídica  explotadora;  así  que  la  mina  había  sido  posiaída  por 
la  Sodedad  La  Patria  y  no  por  los  sodos,  qoe  podrían!pedir  por  la  acdón 
personal  qoe  se  les  reconodera  so  derecho  en  la  Sodedad,  pero  no  qoe  se 
les  declarase  el  derecho  de  propiedad  sobre  ona  parte  de  la  mina  qoe  sólo 
la  Sodedad  poseía;  siendo  imposibles  el  derecho  exdosivo  de  dominio 
eo  parte  alienóte  de  ona  mina  que  suponía  posesión  y  propiedad  y  dere* 
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cho  coetáneo  de  propiedad  de  varías  acdonea  en  la  Sociedad  qne  la  explo- 
taba, naciendo  de  este  enor  el  de  decir,  como  se  decía  en  la  parte  diapo- 
sitiva de  la  sentencia,  qae  las  acciones  y  láminas  representativas  de  ellas 
eran  consecnencia  de  la  propiedad  de  la  parte  correspondiente  de  la  mina, 
naciendo  tanto  nno  como  otro  error  del  desconocimiento  de  la  índole  es- 
pecial de  la  propiedad  minera  y  de  la  infracción  clara  de  aqnel  precepto 
legal  qne  la  determinó  en  1825,  deduciéndose  del  contexto  de  esta  demos- 
tración qne  se  han  infringido  el  citado  art.  13  y  la  regla  12,  tit.  84  de  la 
Partida  7>,  según  la  cnal,  el  hombre  no  pnede  dar  lo  qne  no  tiene,  en 
cnanto  se  suponía  que  Perier  pudo  transmitir  á  sus  herederos  y  éstos  á 
Alcázar  lo  que  no  tenían:  ^ 

Cuarto.  Que  se  infringe  en  la  sentencia  la  doctrina  establecida  por  nu- 
merosos fallos  de  este  Tribunal,  y  entre  otros  los  de  14  de  Marco,  12  de 
Abril  y  9  y  23  de  Mayo  de  1862, 6  de  Febrero  y  17  de  Septiembre  de  1863, 
4  de  Febrero  de  1865,  20  de  Junio  de  1872,  y  muy  especialmente  la 
de  3  de  Julio  del  mismo  año,  conforme  con  las  leyes  2.ft  y  S.^,  tít.  19^  Par- 
tida 3.^,  también  infringidas^  de  que  la  acción  reivindicatoría  nace  del 
dominio  y  exige  la  representación  del  título  que  lo  justifique;  y  siendo 
así  que  el  presentado  por  la  causahabiente  de  Períer  no  era  título  de  do- 
minio en  la  mina  ni  en  las  acciones,  sino  título  de  acción  personal  contra 
Andrés  Homero,  que  ofreció  reservar  á  Períer  10  acciones  de  40  en  la  So- 
ciedad qne  Romero  había  de  formar;  y  siendo  así  que  en  esta  escritura 
se  fundaba  la  demanda  y  las  declaraciones  de  la  sentencia,  la  doctrina  es- 
taba claramente  infringida,  habiéndose  hecho  las  declaraciones  de  la  sen- 
tencia con  evidente  error  de  derecho: 

Quinto.  Qne  suponiendo  la  s^itencia  que  la  Sociedad  La  Patria  al  cum- 
plir el  convenio  de  1848  cambió  sus  efectos  jurídicos,  haciendo  á  Períer 
dnefio  de  10  acciones  de  la  Sociedad  en  vea  de  hacerlo  dueño  de  la  cuarta 
parte  de  la  mina,  y  que  la  Sociedad  sólo  pudo  adquirir  las  tres  cuartas' 
partes  restantes,  se  fallaba  contra  lo  convenido  por  las  partes,  infringién- 
dose nuevamente  la  ley  del  Contrato,  puesto  que  Períer,  contratante,  que 
debió  saber  cuál  era  su  derecho,  tuvo  por  cumplido  el  convenio  con  la  en- 
trega de  las  acciones,  y  puesto  qne  en  el  contrato  mismo,  aunque  con  error 
jurídico  evidente  dijo  que  se  le  reservarían  10  acciones  de  40  de  la  So- 
eiedad  que  se  formase,  ó  sea  la  cuarta  parte  de  la  misma,  teniendo  por 
igual  lo  nno  ó  lo  otro  para  su  derecho;  siendo  por  tanto  falso  que  La  Pa- 
tria cambiase  el  efecto  jurídico  del  convenio,  haciendo  de  las  dbs  cosas 
pactadas  como  idénticas  la  única  qne  podía  realizarse  legalmente: 

Sexto.  Que  los  diferentes  extremos  del  fallo  eran  entre  sí  contradicto- 
rios hasta  el  punto  de  hacer  imposible  ó  absurda  y  contradictoria  á  «a 
mismo  espíritu  su  ejecución,  lo  cual  constituía  un  error  de  derecho  é  in- 
fracción palmaria  del  art  859  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  de  la 
doctrina  inconcusa  de  que  la  sentencia  no  debe  ser  contradictoria  en  sus 
términos,  y  que  es  motivo  de  casación  conforme  al  núm.  4.o  del  art.  1693 
de  dicha  ley,  pues  al  ejecutar  la  última  parte  de  la  sentenda  tendría 
la  Sociedad  que  reconocer  á  Alcázar  como  socio  y  expedirle  las  láminas 
de  las  acciones  correspondientes  de  no  sabía  qué;  y  como  la  Sociedad  ya 
no  sería  duefia  más  que  de  tres  cuartas  partes  de  la  mina,  y  éste  sería  sn 
•haber  social,  las  acciones  expedidas  sólo  representarían  el  derecho  á  los 
productos  líquidos  de  esas  tres  cuartas  partes  en  qne  ningún  derecho  po- 
día tenei:  Alcázar,  pues  la  otra  cuarta  parte  ó  las  ocho  décimas  de  ella  se- 
rian propiedad  del  demandante  y  estarían  inscritas  á  sn  nombre;  que  esto 
ent  k)  qne  había  didho  la  sentencia,  y  si  lo  qne  había  querido  decir  era 
qne  las  acciones  qne  se  habían  de  dar  eran  las  eorresponoientes  á  las  ocho 
décimas  de  la  cuarta  parte  de  Perier,  él  absurdo  era  mayor,  porque  se 
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obligaría  á  la  Sociedad  á  expedir  láminaa  repreBentatíyají  de  nn  deveeho 
qne  no  era  sayo  y  qae  estaba  inscrito  á  nombre  de  un  eztrafio;  qae  si  te 
qnería  decir  qne  esa  cuarta  parte  formaba  ana  parte  del  haber  social  y  n 
expidieran  acciones  que  las  representasen,  todavía  resultaría  más  gi«iid« 
el  absurdo,  porqne  la  propiedad  declarada  en  la  sentencia  no  podía  inscfi- 
birse,  so  pena  de  que  la  Sociedad  expidiera  acciones  relatiyas  á  nna  pro* 
piedad  que  no  era  suya;  siendo  para  ello  preciso  qae  D.  Pedro  Alcánr 
aportara  á  la  Sociedad  la  propiedad  de  la  parte  de  mina  qae  la  sentenda 
declaraba  ser  suya,  y  que  obligara  á  los  socios  de  La  Ck)ncordia  á  foimar 
Sociedad  con  él,  lo  cual  era  imposible  en  derecho,  conteniendo  en  este 
caso  la  sentencia  implícitamente  la  condena  á  La  Ooncordia  á  que  admi- 
tiera en  su  seno  á  un  individuo  que,  sin  ser  socio,  porqae  en  el  pleito  no 
lo  había  pretendido,  aportaba  una  propiedad  de  haber  social,  y  ni  estoen 
serio  en  derecho  ni  lo  había  dicho  ni  podido  decir  la  sentencia;  naciendo 
esta  contradicción  entre  esoa  dos  extremos  del  fallo  del  error  inicial  de 
considerar  que  la  promesa  de  acciones  de  una  Sociedad  es  titulo  de  pro- 
piedad de  una  parte  de  minas  que  explota;  pues  propiedad  de  partes  de 
una  mina  es?cu'ando  no  se  explotaba  en  Sociedad,  ó  cuando  se  disolvíala 
Sociedad  que  la  explotaba: 

Séptimo.  Que  servían  de  base  al  fallo  una  porción  de  errores  de  hecho 
qne  constituían  un  conjunto  de  falsedades,  cuales  eran  establecer  qoe  en  el 
expediente  de  convenio  de  la  mina  Ursulina  y  registro  áe  Nuestra  Señara 
de  la  Fuensanta  se  instó  demanda  por  Perier  contra  Romero  paraqaese  de^ 
clarase  que  la  primera  no  había  caducado;  hecho  que  no  era  cierto  y  resol- , 
taba  desmentido  por  el  expediente  íntegro  de  denuncio  del  Begistro, 
y  siendo  consecuencia  de  este  error  el  considerar  que  el  supuesto  deman- 
dante se  reservó  un  dereoho  de  propiedad,  y  que  Itomero  sólo  tuvo  tres 
cuartas  partes  de  la  mina  que  en  totalidad  adquirió  después  para  La  Pa- 
tria, y  de  que  se  le  dio  posesión  en  nombre  de  esta  Sociedad;  que  aanqoe 
se  decia  en  la  sentencia  que  se  dio  posesión  de  la  mina  Fuensanta  en  8  de 
Diciembre  de  1869,  era  lo  cierto  que  ni  ía  mina  se  llamaba  i^Wnsonto  ni  e« 
llamó  así  hasta  1877,  sino  Nuestra  Señora  de  la  Fuensanta,  ni  aquella  po- 
sesión tuvo  efecto  legal,  sino  que  por  cuestiones  con  los  colindantes  se 
dejó  sin  efecto  y  se  dio  de  la  mina  definitivamente  demarcada  en  di  aflo 
1863;  que  se  establecía  que  el  titalo  primitivo  de  la  mina  en  cuestión  no  se 
expidió  hasta  28  de  Junio  de  1877,  hecho  qae  no  era  cierto,  pues  con  arre- 
glo á  la  legislación  de  Minas  de  1848,  el  título  de  las  concesiones  minens 
era  un  certificado  del  expediente  de  concesión,  siendo  este  el  título  de 
propiedad  de  la  mina  Nuestra  Señora  de  la  Fuensanta,  que  tuvo  la  Socie- 
dad La  Patria  desde  1868,  y  que  se  inscribió  en  el  Registro  de  la  propiedad 
de  Totana  en  20  de  Julio  de  1874;  inscripción  que  fué  la  primera  de  la 
mina  á  favor  de  la  Sociedad,  que  se  hieo,  como  todas,  en  virtud  de  nolí- 
tulo  preexistente,  y  éste  no  pudo  ser  el  de  1877,  y  que  aan  existía  y  M 
de  la  mina  Fuensanta;  siendo  extraño  este  error  hallándose  en  los  autoría 
inscripción,  el  título  de  1868  y  el  de  1877,  qae  lo  desmentían;  qae  se  do- 
cía  que  Andrés  Romero  denunció  la  mina  que  se  llamó  en  su  origen  Ur- 
sulina, y  que  era  trabajada  por  D.  Benito  Perier  bajo  el  nombre  de  nues- 
tra Señora  de  la  Fuensanta;  y  según  lo  expresaba  el  testimonio  del  expe- 
diente que  obraba  en  autos,  la  mina  trabajada  por  Perier  se  llamó  Ursu- 
lina, la  denunciada  y  registrada  por  Romero  en  virtud  de  la  caducidad  de 
la  Ursulina,  se  bautisó  con  el  nombre  de  Nuestra  Señora  de  la  Fusmanta, 
ésta  fué  la  cedida  4  la  Sociedad  La  Patria  y  poseída  por  ella  y  nunca  traba- 
jada por  Perier,  siendo  también  errores  de  hecho,  segón  actos  aotént««os 
y  de  los  autos,  snponer  que  D.  José  Oadenas  gestionara  tcansaoción' con 
D.  Juan  Maso,  como  Presidente  de  la  Sociedad  La  Patria,  paes  en  la  época 
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á  que  esa  alegación  ae  refería,  lejos  de  ser  Cadenas  Presidente  de  la  Socie- 
dad, litigaba  contra  ella;  y  lo  era  también  suponer  qae  D.  Antonio  Gasea- 
les  se  negó  á  acadir  al  Juzgado,  cuando  lo  que  constaba  era  que  se  negó  á 
absolver  posiciones  por  no  representúr  á  la  Sociedad  demandada: 

Octavo.  Que  se  infrinore  la  ley  16,  tit.  22,  Partida  3.%  el  art.  359  de  la 
de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  jurisprudencia  establecida  en  la  sentencia 
de  26  de  Abril  de  1861  y  otras  de  este  Supremo  Tribunal,  que  exigen  que 
los  fallos  sean  congruentes  con  las  demandas  y  con  sus  motivos;  pues  en 
la  demanda  se  pedia  la  declaración  de  propiedad  de  una  parte  de  )a  mina 
jt^uensüntOy  y  en  la  sentencia  se  otorgaba  una  parte  de  la  mina  de  Nuestra 
SeUora  de  ¡a  Ftéemanta^  que  ya  no  existía:  en  la  demanda  se  pedía  termi- 
nantemente que  se  declarasen,  nulas  y  de  ningún  valor  las  escrituras 
dé  1849,  1869  y  1882,  en  cuanto  desconocían  y  se  oponían  al  dominio  de 
D.  Benito  Perier  sobre  la  cuarta  parte  de  la  mina  Fuensanta,  y  nula  la 
inscripción  de  7  de  Agosto  de  1874,  por  la  que  se  inscribió  el  dominio  de 
la  totalidad  de  dicha  finca  á  favor  de  la  Sociedad  La  Patria,  y  la  sentencia 
declaraba  no  nulas,  eomo  se  pedía,  sino  que  quedaban  sin  efecto  las  dos 
primeras  escrituras  y  todas  las  demás  referentes  al  dominio,  títulos  é  ins- 
cripciones en  el  Registro  de  la  mina  Nuestra  Señora  de  la  Fttensanta,  lo 
cual  era  mucho  más  de  lo  pedido,  pues* si  en  la  última  frase  estaba  conte- 
nido el  título  de  1877  y  la  inscripción  del  mismo  afio,  había  incongruencia 
entre  la  declaración  de  la  sentencia  y  la  petición  de  la  demanda,  y  si  no 
estaba  contenida  la  escritura  de  insciipcióu,  no  había  podido  declararse  la 
propiedad  sin  la  declaración  previa  de  nulidad  del  último  título  que  abo- 
naba el  derecho  de  la  Socidad  demandada  sobre  la  misma,  cosa  en  que  se 
iba  á  declarar  á  favor  de  un  tercero: 

INoveno.  Que  se  infringen  las  leyes  13  y  19,  tít.  22  de  la  Partida  3.&,  la 
jurisprudencia  que  las  ha  aplicado  en  las  sentencias  de  l.o  de  Diciembre 
de  1867,  8  de  Octubre  de  1869,  18  de  Marzo  de  1861,  3  de  Octubre  de  18^6, 
y  otras;  y  las  leyes  20  y  21  del  título  y  Partida  citadas,  y  la  46,  tít.  2.o  de 
la  Partida  S.ft,  al  declarar  en  la  sentencia,  por  los  fundamentos  de  los  con- 
siderandos 15  y  16,  la  excepción  de  cosa  juzgada  alegada  en  la  contesta- 
ción, y  dar  á  D,  Pedro  Alcázar,  causahabiente  de  los  herederos  de  Don 
Benito  Perier,  derechos  que  por  ejecutoria  se  declaró  que  éstos  no  tenían> 
imponiéndoles  sobre  ellos  perpetuo  silencio;  diciéndose  con  nuevo  y  noto- 
rio error  en  el  15  considerando,  que  conforme  se  gestionó  por  la  Sociedad 
Concordia  para  que  en  el  incidente  de  ejecución  de  la  sentencia  del  pleito 
sobre  jactancia  se  impusiera  perpetuo  silencio  á  Perier,  debió  hacerlo  y 
no  lo  £dso  respecto  de  los  condenados  en  rebeldía,  y  no  habiéndolo  hecho, 
no'  habían  éstos  perdido  sn  derecho: 

Désimo.  -  Que  también  se  infringe  en  la  sentencia  la  ley  114,  tít.  18 
de  la  Partida  3.^,  que  exige  el  otorgamiento  de  escritura  pública  para  la 
enajenación  de  bienes  inmuebles  y  derechos  reales,  y  el  art.  3.o  de  la  ley 
Hipotecaria,  que  la  confirma  en  el  hecho  de  dar  valor  á  la  escritura  que  «e 
SQponía  ser  de  cesión  de  derechos  reales  de  4  de  Febrero  de  1889,  y  dár- 
selos desde  la  fecha  del  documento  privado  sospechoso  que  en  ella  se 
insertó  para  que  obstase  á  la  efectividad  de  la  sentencia  de  jactancia, 
siendo  así  que  el  documento  privado  no  pudo  surtir  efectos  algunos  legales 
basta  que  se  eonvirtió  en  público  por  la  citada  tardía  escritura: 

Undécimo.  Que  asimismo  se  infringe  el  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria 
por  el  error  de  hecho  desmentido  por  docomento  anténtico  que  obraba 
en  autos,  por  suponer  que  el  derecho  reservado  á  Perier  en  la  escritura 
de  5  de  Noviembie  de  1848  se  inseríbió  en  el  Registro  de  la  propiedad  de 
TTotana,  convirtiéndose  en  real  por  la  inscripeión  primera  de  la  mina 
Nuetíra  Señora  de  la  Fueneawta,  hecha  en  16  de  Julio  de  1874;  pues  la 
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lectora  de  la  escritora  de  1848  demostraba  que  no  era  inaeribible  por  aer 
nn  contrato  de  transacción  de  derechos  reales  sobre  aquella  mina  qae  no 
existía  todavía,  y  mal  podía  su  único  dneffo  posible,  qae  era  Andnte  Ro  - 
mero,  modificarlos  y  transmitirlos,  cuando  no  los  había  adquirido  todavía; 
y  suponer  inscrito  incidentalmento  un  títolo  que  no  era  inscríbible,  con 
arreglo  al  art.  2fi  de  la  ley  Hipotecaria,  era  infringir  notoriamente  esta 
disposición  legal;  habiendo  además  del  error  de  hecho  un  error  de  lectora 
que  ni  siquiera  era  de  interpretación,  pues  en  el  expediento  cuyo  testimo- 
nio sirvió  de  títolo  de  la  mina,  y  que  se  presento  al  Registro  para  la  ins 
cripción,  resultaba  concedida  la  mina  La  Patria  y  dada  la  posesión  á  An- 
drés Romero  en  representación  de  ella,  de  modo  que  el  título  de  la  conoe 
sión  de  la  mina  era  lo  que  se  inscribía;  y  si  la  escritura  de  18i0  hubiera 
sido  inscribible,  hubiera  habido  que  presentar  dicha  escritora  para  que  se 
inscribiera  el  supuesto  derecho  de  Perier,  porque  lo  que  se  inscribía  eran 
los  títulos;  suponiendo  la  Sala  que  quedó  inscrito  el  derecho  supuesto  de 
Perier  con  la  referencia  que  se  hacía  del  expediento  de  concesión  en  que 
se  hacía  mérito  de  la  escritora  de  transferencia;  y  este  inscripción  de  un 
hecho  legal  imposible  estoba  desmentida  por  la  misma  sentencia,  que  en 
el  mismo  considerando  T."*  decía  que  se  presento  el  título  para  inscribir  el 
dominio  de  la  mina  á  favor  de  La  Pktria;  estándolo  también  con  los  docu- 
mentos de  cesión  á  Alcáaar  presentados  por  él,  en  los  que  se  veía  que  el 
mismo  derecho  que  se  suponía  en  1874  al  ser  cedido  pagó  el  impuesto 
como  cosa  mueble,  y  por  lo  tanto  no  inscribible: 

Duodécimo.  Que  en  el  supuesto,  nunca  concedido,  de  que  hubiera  eods  - 
tido  lúgnua  ves  un  derecho  de  propiedad  en  D,  Benito  Perier  sobre  la 
mina  Nuestra  Señara  de  la  Fuensanta^  se  habían  infringido  las  leyes  18» 
19,  20  y  21,  tít.  29,  Partida  3.a,  y  la  2.a,  tít.  8.o,  libro  11  de  la  Novísima 
Recopilación,  pues  en  efecto,  constaba  acreditedo  en  autos,  y  lo  confirmaba 
la  sentencia,  que  la  Sociedad  La  Patria,  hoy  Concordia,  venía  en  posesión 
continuada  y  no  interrumpida  de  la  mina  Nuestra  Señora  de  la  Fuemanta 
hasta  el  día,  y  por  tanto  poseía  la  mina  á  la  fecha  del  emplazamiento  por 
espacio  de  treinta  y  siete  afios,  sin  que  durante  ellos  le  hubiera  hecho  re* 
clamación  alguna  de  ninguna  parte  de  la  propiedad  de  ella  por  Perier  ni 
por  sus  herederos  ó  causahabientes,  sin  que  nada  tuviera  que  ver  que  Pe- 
rier poseyera  un  afio  más  acciones,  si  no  poseyó  la  parte  de  mina  que  hoy 
se  trataba  de  reivindicar,  aviniéndose  mal  con  la  posesión  de  Perier  el 
hecho  de  pedir  los  productos  sin  limitación  de  tiempo,  lo  cual  implicaba 
que  había  sido  nn  duefio  que  nunca  había  poseído^  y  contra  esta  rara  clase 
de  dueños  se  daba  siempre  la  prescripción;  que  alosándose  también  contra 
ella  la  ley  2.a,  tít.  8.®  de  la  Novísima  Recopilación,  al  aplicarla  á  este  eaao 
se  desnaturalizaba  y  se  infringía  su  texto;  pues  entre  los  que  poseían  de 
mancomún  y  proindiviso  no  cabía  prescripciones  á  favor  del  tonedor  de  la 
cosa,  pero  el  caso  presento  no  era  el  de  la  ley,  y  para  violentarla  aplicán- 
dola había  tenido  la  sentencia  que  hacer  supuesto  de  la  cuestión,  pues  Pe- 
rier nunca  había  poseído  ni  de  mancomún  ni  proindiviso,  porque  los  so- 
cios no  poseían,  y  sí  sólo  la  entidad  jurídica  Sociedad  que  había  poseído 
sola  y  sin  mancomunidad  de  nadie,  y  precisamente  con  exclusión  de  Pe- 
rier desde  1849,  la  mina  Nuestra  Señara  de  la  Fuensant€L' 

Decimotercero.  Que,  por  último,  se  infringe  en  la  sentencia  recurrida 
la  ley  9.a,  tít.  19,  Partida  8.*,  que  establece  que  el  dominio  de  las  cosas 
muebles  se  prescribe  por  tres  afios  con  buena  fe  y  derecha  rasón;  ley  que 
se  hubiera  aplicado  si  en  este  juicio  se  hubiera  tratado  de  relvindióudón 
de  acciones  de  la  Sociedad  pactadas  á  favor  de  Perier  en  1848,  pero  si  no 
era  aplicable  hoy  á  las  acciones  que  no  se  discutían,  lo  era  á  los  productos 
de  la  mina  que  eran  objeto  de  la  aentoncia  y  que  se  mandaban  entregar 
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«fu  limitación  de  tiempo,  lo  caal  era  raro  defecto  de  la  oentencia  misma, 
porque  tratándose  de  pródactos  qne  en  el  concepto  del  fallo  habían  de 
Uqaidarse»  merecía  la  pena  decir  desde  cnándo  se  habían  de  liquidar;  que 
so  era  dudoso  qne  no  se  trataba  de  frutos,  porque  no  lo  eran  de  las  mi- 
nas, sino  parte  de  su  sustancia  los  minerales  que  de  ella  se  extraían;  los 
minerales  extraídos,  y  entregados  al  comercio  eran  ya  cosa  mueble,  y  si 
no  eran  frutos  y  sí  eran  cosas  muebles  y  la  Sociedad  los  poseyó  desde  bu 
extracción,  y  después  los  habían  poseído  sus  causc^bientes  y  los  socios, 
■u  valor,  que  también  era  mueble,  y  todo  esto  con  justo  título  y  buena  fe  s 
por  espacio  de  mucho  más  de  los  tres  afios  legales,  infringe  la  ley  citada 
la  sentencia  qne  manda  devolver  esos' bienes  poseídos  antes  de  1887,  ó  sea 
más  de  tres  afios  antes  de  la  demanda  en  que  se  pedían. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Aldeeoa: 

Considerando  que  la  acción  reivindicatoría  del  dominio  de  una  cosa, 
flólo  puede  prosperar  acreditándose  cumplidamente  dicho  dominio,  y  no 
«8  valedera  para  hacer  efectivos  otros  derechos  de  naturaleza  distinta: 

Considerando  que  el  único  fundamento  de  la  reivindicación  de  parte 
^e  una  mina  pretendida  en  su  demanda  por  D.  Pedro  Alcázar  Soríano, 
consiste  en  el  aocumento  que  Andrés  Romero  y  D.  Benito  Perier  otorga- 
ron en  5  de  líoviembre  de  1848,  según  el  que  Períer,  concesionario  de  la 
mina  UrBuUna,  consiente  en  que  el  denuncio  hecho  por  Homero  quedara 
válido  y  subsistente,  siguiendo  su  curso  el  expediente  gubernativo  hasta 
obtener  la  demarcación  y  posesión  formal  de  la  mina  Nuettra  Señara  de 
la  Fuensanta,  debiendo  considerarse  á  D,  Benito  Perier  socio  de  la  £m 
presa  que  Romero  formase,  con  la  participación  de  10  acciones,  de  40  de 
que  se  habrá  de  componer,  ó'  sea  la  cuarta  parte  de  la  mina: 

Considerando  que,  según  tiene  ya  declarado  esta  Sala  en  sentencia  de 
32  de  Marzo  de  1877,  la  personalidad  Jurídica  que  se  crea  al  constituirse 
una  Sodedad  minera  anónima,  es  perfectamente  distinta  de  la  de  cada 
tmo  de  los  socios,  los  cuales  tienen  la  representación  y  tituló  de  su  dere- 
cho en  las  acciones  que  se  les  adjudican,  con  perfecta  independencia  unas 
de  otras,  de  manera  que  la  propiedad  de  la  mina  sólo  á  aquella  pertenece 
y  en  su  favor  puede  inscribirse,  mientras  que  los  socios  tienen  la  de  sus 
:aoeiones  representativas  de  la  parte  que  les  corresponde  en  las  ganancias, 
pérdidas  y  gastos,  y  sobre  las  que  únicamente  pueden  contratar  con  e( 
4»rácter  de  bienes  muebles  no  inscribibles  en  el  Registro,  al  tenor  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  4.o,  y  núm.  4.o  del  108  de  la  ley  Hipotecaria,  según  el 
concepto  legal  de  esta  clase  de  Sociedades,  y  el  especial  de  la  Propiedad 
minera  que  por  razón  de  su,  indivisibilidad  sólo  creando  las  Sociedades 
por  acciones,  pueden  partirse  así  las  responsabilidades  como  las  ganan- 
cias: 

Considerando  que  el  nuevo  derecho  á  ser  socio  en  una  Sociedad  con 
determinada  participación,  que  Perier  se  reservo  en  el  contrato,  convenio 
ó  transacción  de  6  de  Noviembre  de  1848,  por  virtud  del  que  Romero 
contrajo  la  obligación  de  dar   á  aquél  participación   de  la    Empresa 

3ae  había  de  formar  para  la  explotación  de  la  mina  Nvyestra  Señora 
e  la  Fuensanta^  á  cambio  del  /desistimiento  de  Períer  á  su  oposición 
•1  denuncio  de  la  mina  UrsiUina^  es  esencialmente  personal  por  haber 
nacido  pura  y  exclusivamente  de  dicho  convenio  y  no  de  derecho  al- 
guno in  re  sobre  la  mina  que  había  de  ser  objeto  de  la  explotación,  pues 
la  mina  abandonada  se  pierde  para  el  que  da  lugar  al  abandono,  según  la 
legislación  vigente,  en  la  época  en  que  Romero  instó  el  expediente  de  de- 
nuncio, y  revierte  íntegramente  al. Estado  su  propiedad,  lo  qne  constituye 
un  obstáculo  insuperable  para  suponer  y  admitir,  como  supone  y  admite 
la  Audiencia  de  Albacete,  que  fué  Perier  quien  transmitió  á  Romero  las 
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tres  cuartas  partea  de  la  naera  mina,  reaervindoae  el  dominio  de  la  otnií 
cuarta,  alendo  así  qae  al  consentir  Perier  en  el  abandono  qne  implicaba 
el  denuncio,  ninguna  reserva  podía  hacer  sobre  la  mina  ürsvlnuff  qoe 
desaparecía,  y  menos  sobre  la  de  Nuestra  Sefíora  de  la  Fuensantáy  qae 
nunca  le  había  pertenecido,  no  significando  consiguientemente  el  referido 
contrato  de  6  de  Noviembre  de  1848,  cuya  validez  no  se  ha  pneste  en 
duda,  más  que  una  recompensa  pactada  con  Perier  por  el  acto  de  so  desis- 
timiento de  oposición  al  expediente  de  denuncio: 

Considerando  qne,  tanto  por  lo  expuesto  como  por  la  distinción  antes 
indicada,  que  es  forzoso  hacer  entre  los  derechos  de  la  personalidad  jurí- 
dica Sociedad  y  los  de  los  socios,  es  evidente  que  sólo  á  -la  Sociedad  mine- 
ra La  Patria,  hoy  Concordia,  pertenece  la  propiedad  íntegra  do  lamina  en 
parte  reclamada,  porque  á  ella  fué  adjudicada  por  el  Estado  en  29  de  No- 
viembre de  1860,  dando  la  correspondiente  posesión  á  su  representante 
Andrés  Romero  en  3  de  Diciembre  del  mismo  afio,  y  á  favor  de  la  misma 
se  expidió  el  respectivo  título  que  por  primera  vez  fué  inscrito  en  el  He- 
gistro  de  la  propiedad  de  Totana  en  20  de  Julio  de  1874: 

Considerando  que  no  tiene  importancia  legal  alguna  para  los  efecto» 
ifela  acción  ejercitada  la  circunstancia  deque  en  dicha  inscripción  se  con* 
signe  el  convenio  celebrado  entre  Perier  y  Romero,  pues  aparte  de  qne  tal 
consignación  no  tiene  otro  carácter  que  el  de  una  mera  relación  de  ante- 
cedentes, como  se  hace  de  otros  varios,  para  que  pudiera  tener  la  aplica- 
ción que  se  pretende  al  art.  29  de  la  ley  Hipotecaria,  sería  menester  que 
dicho  convenio  afectase  á  un  derecho-  real,  y  ni  le  afecta,  según  qneda 
demostrado,  ni  es  consiguientemente  inscribible: 

Considerando,  á  mayor  abundamiento,  que  si  la  Sociedad  La  Patria  ad* 
i;titió  á  Perier  como  sodo,  dándole  la  participación  de  10  acciones  en  vir- 
tud de  lo  convenido  entre  él  y  Romero  y  luego  le  desposeyó  de  ellas, 
como  afirma  la  Audiencia  de  Albacete,  la  acción  qne  competiría  á  Perier 
y  sus  causahabientes  nace,  no  ya  propiamente  del  convenio,  sino  del  acto 
ilegal  posterior  atribnido  á  la  Sociedad,  cuyo  objeto  no  puede  ser  otro 
que  el  de  recobrar  las  acciones  distraídas  y  reclamar  la  indenteisadóii 
de  dafios,  lo  cual  nada  tiene  qne  ver  con  la  reivindicación  de  la  mina: 

Considerando,  por  lo  tanto,  qne  la  Audienda  de  Albacete  ha  incurrido 
en  las  infracciones  de  ley  y  de  doctrina  alegada  en  los  cuatro  primeros 
motivos  del  recurso,  así  como  en  el  undécimo,  por  atribuir  al  contrato  de 
é  de  Noviembre  de  1848  el  carácter  de  titulo  de  dobiinlo  de  la  parte  de 
mina  que  se  reivindica,  desconociendo  el  que  realmente  tiene  de  obliga- 
ción meramente  personal,  y  haber  consiguientemente  dado  lugar  á  la 
acción  reivindicatoría  ejercitada  sin  títnlo  bastante  para  ello,  atribny«ado 
además  á  la  inscripción  de  20  de  Julio  de  1874  una  transcendencia  qae 
no  reviste  por  razón  de  la.  referénda  qne  se  hace  de  dicho  contrato;  j 
qne,  esto  supuesto,  no  hay  absolutamente  necesidad  legal  ninguna  de  ha- 
cerse cargo  de  los  demás  motivos  del  recurso: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  Ingar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  la  Sodedad  especial  minera  La  Concordia;  j 
en  su  consecuenda,  casamos  y  anulamos  la  sentenda  que  en  6  de  Diciem- 
bre dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete.— (Sentenda  pu- 
blicada el  16  de  Noviembre  de  1898,  ó  inserta  ea  las  Qaeet(u  de  10  y  18. 
de  Enero  de  1894.) 
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BxcuBSO  DB  OAflAOito  (17  de  Noviembre  de  1893).— Sala  de  lo  civiL--^ 
Ttreería  de  domcmo.— No  ha  lugar  á  los  interpaeetos  por  Dofia  Matilde  Be- 
naTÍdes  y  Dofia  Oonsaelo  Sierra  en  antoa  con  D.  Antonio  García  Francéa 
(Andiencia  de  Madrid)|  7  se  resuelve: 

Que  e9  m^proeedente  el  recurso  de  eaaación  en  que  se  cUan  eomo  infringi- 
doM  ámpoeieioneB  legalee  inaplicablea  al  caso. 

En  la  villa  7  corteado  Madrid,  á  17  de  Noviembre  de  1898,  en  el  juicio 
declarativo  de  mayor  cuantía  segnido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
del  distrito  del  Este,  y  en  la  Sala  segnnda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
esta  corte  por  D.  Antonio  García  Francés,  industrial,  de  esta  vecindad,  con 
Doña  Matilde  Benavides  y  Soto  y  Dofia  Consuelo  Sierra  y  Cidrón,  y  en  el 
que  también  ha  sido  parte  Dofia  Isabel  Benayas  y  Benayas,  las  tres  dedi- 
cadas á  sns  labores,  y  también  de  esta  vecindad,  sobre  tercería  de  domi- 
nio; pleito  pendiente  ante  Nos  á  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  interpuesto  por  la  Dofia  Matilde  Benavides  y  por  la  Dofia  Con- 
suelo Sierra^  dirigidas  y  representadas,  la  primera  por  el  Licenciado  Don 
José  Vifia^y  el  Procurador  D.  Julián  Merinero,  y  la  segnnda  por  el  Licen- 
ciado D.  Luis  Ortiz  de  la  Torre  y  el  Procurador  D.  Fernando  Flores;  ha- 
biendo dirigido  y  representado  ai  recorrido  el  Licenciado  D.  José  Mestanza 
y  Posuelo  y  el  Procurador  D.  Gabriel  de  Talavera: 

Besnltando  que  Dofia  Consuelo  Sierra  y  Cidrón  firmó  en  2  de  Junio  de 
1887  un  documento  privado,  extendido  en  cuatro  ejemplares  impresos  de 
contratos  de  alquiler  y  venta  de  muebles  del  almacén  situado  en  la  calle 
de  la  Paz,  núm.  15,  y  por  virtud  del  cuál,  D.  Antonio  García  Francés,  como 
dnefio  del  citado  estableeimiento,  le  dio  en  alquiler,  por  precio  de  2.000 
reales  mensuales  7  bajo  diferentes  rendiciones  que  al  margen  se  detalla- 
ban y  son  ajenas  á  la  cuestión  aotoal,  los  muebles  especificados  en  dichos 
cuatro  impresos: 

Besnltando  que  por  escritora  pública  otorgada  en  26  de  Octubre  del 
mismo  afio  1887  ante  el  Notario  de  esta  corte  D.  José  Miguel  de  Rubias,  la 
Dofia  Consuelo  Sierra,  como  doefia  en  plena  propiedad  y  dominio  de  lo» 
muebles  enamorados  *en  el  referido  documento  privado,  los  vendió  por 
precio  de  4.000  pesetas  y  eon  pacto  de  retro  por  término  de  tres  meses, 
vencederos  en  26  de  Enero  de  1888,  á  D.  Eduardo  Alejandro  Marín,  coma 
mandatario  de  Dofia  Isabel  Benayas  y  Benayas: 

Besoltando  qoe  con  presentación  de  un  pagaré  de  6.322  pesetas,  proce- 
dentes de  on  préstamo  qoe  á  so  favor  suscribió  Dofia  Consuelo  Sierra,  y 
que  vendó  en  16  de  Abril  de  1888,  solicitó  y  obtuvo  en  27  de  Mayo  si- 
guiente Dofia  Matilde  Benavides  embargo  preventivo,  llevado  á  efecto  en 
los  repetídoe  muebles,  de  que  se  constituyó  depositaría  la  deudora,  siendo 
ratificado  el  embargo  mediante  la  presentación  de  la  correspondiente  de^ 
manda  ejecutiva^  recayendo  después  sentencia  de  remate;  y  siendo  más 
tarde  nombrado  d^Msitario,  á  solicitod  de  la  ejecutante,  D.  Antonio  Gar- 
cía  Fianoés,  qoé  aoeptó  el  cargo,  sin  protestar  ni  manifestar  que  se  creía 
con  derecho  sobre  dicho»  muebles,  y  estuvo  desempefiándolo  hasta  ser  re- 
levada del  mismo  por  auto  de  6  de  Diciembre  de  1889,  posterior  á  la  incoa* 
cite  de  este  tercería,  y  cuya  revocación  solicitó,  ofreciendo  al  par  fianza 
para  lespcmder  de  la  conservación  y  custodia  de  aquéllos: 

Basiútando  qoe,  á  pesar  de  haberse  dictado  la  expresada  sentencia  de 


Digitized  by  VjOOQIC 


^94  JITSI8FBÜDXVCI1.  OIVIL 

remate,  no  ee  llevó  á  efecto  por  haber  dedQcido  Doña  Isabel  Benayas,  fun* 
dada  en  la  escritura  de  26  de  Octubre  de  1887,  tercería  de  dominio»  á  la 
qae  se  dio  lagar  por  sentencia  confirmatoria,  dictada  en  22  de  Abril  de 
1890  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  Corto,  decla- 
rando que  á  la  mencionada  Dofia  Isabel  correspondían  en  propiedad  loa 
bienes  embargados  á  la  Dofia  Consuelo  Sierra  á  ilistancia  de  Dofia  Matilde 
Benavides,  habiéndose  interpuesto  contra  esa  sentencia  recurso  de  casa- 
ciónj  que  no  consta  en  estos  autos  cómo  se  resolviera: 

Resultando  que  en  16  de  Enero  de  1889  dedujo  D.  Antonio  Gaieia 
Francés  la  demanda  inicial  de  esto  pleito,  solicitando  que  c^  suspensión, 
en  cnanto  á  los  precitados  muebles,  del  procedimimito  de  apremio  en  loa 
mencionados  ejecutivos  instados  por  la  Dofia  Matilde  Benavides,  y  con 
emplazamiento  de  ésta,  de  Doíia  Consuelo  Sierra  y  de  Dofia  Isabel  Bena 
yas,  se  declarara  en  definitiva  que  los  repetidos  muebles  embargados,  y 
que  80  detallaban  ea  el  contrato  de  alquiler  que  presentaba,  le  pertenecen 
en  pleno  y  exclusivo  dominio,  imponiendo  las  costas  á  las  demandadas; 
para  lo  cual  hizo  relación  del  expresado  contrato  privado  de  2  de  Junio  de 
1887,  manifestando  ser  de  alquiler  y  haberse  obligado  la  Dofia  Consuelo  á 
pagar  los  2.000  reales,  ó  sean  600  pesetss  mensuales,  ñor  el  arrendamiento, 
de  los  autos  ejecutivos,  de  su  aceptación  del  depósito,  de  la  intorposidóa 
por  la  Dofia  Isabel  Benayas  de  la  demanda  de  torcería,  y  de  que  admitida 
ésta,  había  creído  ser  llegado  el  momento  de  acudir  al  Juagado  para  que 
se  aclarara  ese  complicado  problema  de  la  propiedad  de  los  muebles  de 
que  se  trataba: 

Besultando  que  Dofia  Matilde  Benavides  contesto  la  demanda,  negando 
que  D.  Antonio  García  Francés  hubiese  alquilado  á  Dofia  Consuelo  Siena 
los  muebles  comprendidos  en  los  contratos  que  aquél  había  presentado, 
pues  se  los  había  vendido  libremente  y  á  pagar  el  importo  total  en  plaaos 
de  600  pesetas  mensuales^  según  acreditaban  las  listas  de  precios  y  reci- 
bos parciales  obrantes  en  poder  de  la  Dofia  Consuelo,  afiadiendo  que  Gar- 
cía Francés  había  manifestado  que  todos  los  contratos,  tanto  de  alquiler 
como  de  venta,  los  hacía  lo  mismo,  por  tenerlos  impresos,  lo  cual  indnda 
á  creer  que  no  procedía  de  buena  le,  sino  con  el  propósito  de  percibir  los 
plazos  que  le  conviniera,  y  luego  en  cualquier  tiempo  volvieran  á  su  po- 
der los  muebles  vendidos,  negó  por  impertinentes  los  demás  hechos  déla 
demanda,  por  no  tener  que  ver  nada  esta  torcería  con  la  deducida  por 
Dofia  Isabel  Benayas,  aceptando  únicamente  la  confesión  de  García  Fnn 
cés,  de  haberse  hecho  cargo  de  todos  los  muebles  como  depositario,  por- 
que venía  á  justificar  de  un  modo  indudable  la  sinrazón  de  su  demande; 
agregando  que  aquél  no  formuló  en  tal  momento  protesta,  escrito,  ni  qu^a 
de  ningún  género,  á  pesar  de  conocer  perfeetamento  la  ejecución  que  ^la 
seguía,  la  reclamación  de  la  Benavides  y  la  existoncta  de  más  aoreediMces 
de  la  Dofia  Consuelo,  sin  que  tampoco  se  le  ocurriera  deducir  su  tercería 
hasta  que  los  muebles  estuvieron  en  su  poder  y  no  se  hallaba  en  Madrid 
la  Dofia  Consuelo,  que  efecto  de  las  situaciones  difíciles  que  atravesaba. 
<le  lo  que  menos  se  había  acordado  era  de  recoger  esos  contratos  que  ex- 
liibía  el  tercerista: 

Besultando  que  Dofia  Consuelo  Sierra  contestó  también  la  demanda, 
«legando  que  compró  á  D.  Antonio  García  Francés  todos  los  muebles  ex- 
presados en  los  cuatro  ejemplares  presentados  por  aquél  en  precio  de 
24.000  reales,  á  pagar  en  plazos  mensuales  de  600  pesetas  cada  uno,  ha- 
biendo satisfecho  6.819  pesetss:  consignó  también  que  García  Francés  se 
hizo  cargo,  en  concepto  de  depositario,  de  todas  los  muebles,  entre  loa  que 
estaban  los  embargados,  obligándose  á  firmar  en  ios  autos,  cuando  se  le 
requiriera,  la  diligencia  de  entrega,  y  que  todos  los  muebles  que  tanáai  en- 
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tre  ellos  los  compradoa  al  García  Francés,  los  habla  asegurado  por  la  can- 
tidad de  82.000  pesetas: 

Besnltando  qne  declarada  en  rebeldía  la  Dofia  Isabel  Benayas,  replicó 
García  Francés,  adicionando  á  los  hechos  de  la  demanda  que  los  cnatro 
ejemplares  del  contrato  de  alquiler  eran  nn  doemnento,  que  por  su  mncha 
extensión  no  podo  comprenderse  en  uno  solo  de  aquéllos;  que  la  Dofia  Con- 
euelo  y  él  pactaron  el  alquiler  en  2.000  reales  mensuales,  del  mismo  modo 
que  podían  haber  estipulado  mayor  eanüdad,  la  cual  no  debía  parecer 
exagerada,  tratándose  de  muebles  que  aquélla  había  asegurado  en  32.000 
pesetas: 

Resultando  qne  las  demandadas  duplicaron,  exponiendo  la  Dofia  Ma- 
tilde Benayides  que  los  nuevos  hechos  aducidos  en  la  réplica  debían  ser 
considerados  como  una  confesión  de  la  veracidad  de  los  asertos  conteni- 
dos en  su  eáorito  de  contestación,  toda  vez  que  se  consignaban  razona- 
mientos que  destruían  lo  dicho  en  la  demanda;  y  recibido  el  pleito  á  prue- 
ba, entre  otras  diversas  practicadas  á  instancia  de  las  partes,  inclusa  la  de 
Dofia  Isabel  Benayas,  que  compareció  en  este  período  de  los  autos,  á  pro- 
puesta de  la  misma,  manifestó  García  Francés  ser  cierto  que  al  hacerse 
cargo  de  los  muebles  nada  expuso  acerca  de  que  se  creyera  con  derecho 
sobre  ellos;  y  requerida  la  Dofia  Consuelo  Sierra,  presentó  16  recibos  sus- 
critos por  D.  José  García,  qne  al  reconocerlos  manifestó  ser  hijo  de  D.  An- 
tonio García  Francés  y  uno  de  los  duefios  del  almacén  de  muebles,  de  cu- 
yos recibos,  fechados  el  primero  en  2  de  Junio  de  1887,  y  los  últimos  en 
2  de  Marzo  de  1888,  é  importantes  en  junto  6.149  pesetas,  aparecía  haber 
satisfecho  aquellas  sumas  la  Dofia  Consuelo  Sierra  en  concepto  de  alqui- 
ler de  muebles  y  efectos,  según  el  contrato  que  obraba  eñ  poder  del  Gar- 
cía Francés: 

Besultando  que  continuado  el  pleito  por  los  demás  trámites  de  dos  ins- 
tancias, la  Sala  segunda  dé  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  esta 
corte  dictó  en  6  de  Diciembre  de  1891  sentencia  revocatoria  declarando 
con  lugar  la  tercería  de  dominio  interpuesta  por  D.  Antonio  García  Fran- 
cés, y  por  lo  tanto,  que  eran  de  su  propiedad  y  pertenencia  los  muebles 
embargados  y  á  que  se  refería  el  contrato  de  2  de  Junio  de  1887,  los  cua- 
les se  dejarían  á  su  libre  disposición,  sin  hacer  especial  condenación  de 
costas  de  ninguna  de  las  dos  instancias  y  denegando  la  saca  de  testimonio 
para  proceder  contra  cierto  testigo: 

Resultando  qne  Dofia  Matilde  Benavides  interpuso  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal,  citando  como  infringidos: 

Primero.  Las  leyes  2.»  y  8.^^  del  tít  19,  Partida  3.»,  y  la  jurisprudencia 
en  su  conformidad  establecida  en  las  sentencias  de  18  de  Mayo  de 
18^56, 1.0  de  Marzo  de  18S7  y  17  de  Agosto  de  1868,  toda  vez  que  D.  Anto- 
nio García  Francés  había  ejercitado  en  su  demanda  la  acción  reivindica 
toria.  para  lo  cual  son  requisitos  indispensables  ser  duefio  de  la  cosa  y  di- 
rigiría contra  quien  la  posee  injustamente;  y  él  había  perdido  el  dominio 
de  los  muebles  en  el  momento  de  venderlos,  y  con  posterioridad  á  la 
venta  había  entrado  materialmente  en  posesión  de  los  mismos  en  virtud 
del  cargo  de  depositario,  por  lo  que  no  podía  invocar  dominio,  puesto  que 
no  solamente  lo  bábía  pcórdido  en  virtud  del  contrato  de  compraventa, 
sino  que  abusando  de  dicho  cargo  de  depositario,  pretendía  hacerse  duefio 
de  la  eosa  vendida  por  él  mismo,  no  pudiendo  ejercitar  la  expresada  ac- 
ción real,  ni  invocar  ip  derecho  que  por  sí^y  ante  sí  había  perdido;  y  ca- 
so de  iiacerlo,  sería  en  su  propia  contra,  pues  siendo  él  quien  poseía  los 
muebles,  habría  debido  demandarse  á  sí  mismo: 

Y  segundo.  Las  leyes  28  y  29,  tít.  2.%  Partida  8.%  y  las  sentencias  de 
14  de  Mayo  y  18  de  Octubre  de  1867,  infringidas  por  la  Sala  sentenciadora 
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al  dar  preferencia  al  docnmento  privado  presentado  por  García  Franoót  so- 
bre la  escritura  pública  de  Doña  Isabel  Benayas,  y  dedr  que  la  sentencia 
recaída  en  favor  de  ésta  no  era  inconveniente  para  qae  existiera  el  dominio 
que  aquél  sn ponía  tener: 

Resultando  que  Doña  Consuelo  Sierra  interpuso  también  recurso  de  ca- 
sación, citando  como  infringidos: 

Primero.  La  ley  28,  tít.  6.0,  Partida  5.%  con  arreglo  á  la  ooal  A  Tribunal 
debía  mantener  á  dicha  recurrente,  como  compradora,  en  la  posesión  de  loa 
muebles,  por  haber  adquirido  su  dominio,  y  si  aignna  cantidad  faltaba  pasa 
cpmpletar  eí  pago  del  precio  estipulado  de  24.000  reales,  debió  reservar  al 
vendedor  el  derecho  de  reclamar  esa  cantidad,  ejercitando  una  de  las  aeeio* 
nes  que  por  la  venta  le  correspondían; 

Y  segundo.  La  ley  9.^,  tít.  6.0,  Partida  5>,  según  la  cual  existiendo  nn 
precio  cierto  y  determinado,  vale  la  venta;  y  las  sentencias  del  Tribunal 
Supremo  de  14  de  Enero  de  1886,  24  de  Diciembre  de  1886  y  otras,  confor- 
me á  las  cuales  es  regla  de  interpretación  de  los  convenios  la  intención  de 
los  contratantes,  que  se  demuestra  por  el  conjunto  de  las  estipulaciones  y 
la  serie  de  actos  que  hayan  ejecutado  al  celebrar  el  contrato,  ó  despuéa 
para  darle  su  debida  interpretación,  al  prescindir  de  los  cuales  se  infringía 
de  igual  modo  el  principio  de  derecho  poda  swA  servanda. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Gamica: 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  motivo  del  recurso  interpuesto  por 
Dofia  Matilde  Benavides,  que  las  leyes  2.^  y  3.^,  tít.  19,  Partida  3.^,  carecen 
de  aplicación  al  caso,  por  ser  exclusivamente  orgánicas  del  oficio  de  Escri- 
bano; que  la  sentencia  que  se  cita  de  17  de  Adusto  de  1863,  no  es  conocida 
con  tal  fecha;  y  que  la  Sala  no  infringe  la  doctrina  de  las  de  18  de  Mayo 
de  1886  y  1.0  de  Marzo  de  1867,  de  que  para  ejercitar  útilmente  la  acción 
reivindicatQria  es  preciso  acreditar  el  dominio  de  la  cosa,  puesto  que  por 
estimarlo  probado  en  García  Francés,  y  afirmando  que  no  se  ha  justificado 
que  el  contrato  celebrado  por  éste  con  Dofia  Consuelo  Sierra  con  forma  de 
arrendamiento  sea  en  realidad  de  venta  como  pretende  la  recurrente,  ea 
por  lo  que  da  efecto  á  dicha  acción: 

Considerando  que  aun  cuando  se  hubiesen  citado  en  este  motivo  las  le- 
yes 28  y  29  del  tít.  2.o,  Partida  3.&,  que  aparecen  involucradas  en  el  siguien- 
te, tampoco  podría  estimarse  su  infracción,  por  que  la  sentencia  resuelve 
la  cuestión  á  favor  del  que  ha  probado  el  dominio  dirigiéndose  contra  él  ó 
los  que  se  atribuyen  legalmente  la  posesión  de  la  cosa,  que  son  Dofia  Con- 
suelo Sierra  y  Dofia  Isabel  Benayas,  y  por  lo  tanto  se  ajusta  á  dichas  leyes» 
sin  que  obste  á  ello  que  el  demandante  tenga  en  su  poder  materialmente 
la  cosa  á  título  de  depositario  judicial,  y  en  representación  por  consignien- 
te  de  aquéllas: 

Considerando,  en  cuanto  al  segando  motivo  del  mismo  recorto,  qae  laa 
leyes  28  y  29,  tít.  2.o,  Partida  3.&,  no  tiene  relación  alguena  con  el  concep- 
to en  que  se  alegan;  y  que  aun  cuando  se  entendieran  dtsidaa  en  sa  lagar 
las  2.»  y  8.»  del  tít.  19,  Partida  8.^,  que  lo  han  sido  en  el  motivo  anterior, 
no  podría  estimarse  esa  infracción,  ni  la  de  la  doctrina  de  las  sentencias  de 
14  de  Mayo  y  18  de  Octubre  de  1867,  de  que  ees  nula  la  sentencia  qne,  dic- 
tada para  el  cumplimiento  de  otra  anterior,  la  contraria  ó  extiende  sos  dis- 
posiciones á  wéM  de  lo  que  comprende  sa  parte  dispositiva,  y  de  que  la  sen- 
tencia que  pone  término  á  un  juicio  es  ejecutoria  para  los  qae  en  él  haa 
litigado  y  sus  eaosahabientest;  porque  ni  el  carácter  probatorio  de  la  escri- 
tura de  venta  con  pacto  de. retro  á  favor  de  Dofia  Isabel  Banayaa,  ni  el  va- 
lor de  la  sentencia  obtenida  por  ésta  contra  Dofia  Matilde  Benavides  y 
Dofia  Cansuelo  Sierra,  obstan  para  que  en  virtud  de  nn  título  diveiso  se 


Digitized  by  VjOOQIC 


BBCÜS808  Y  COMPSUBHGIA8  397 

declare  el  dominio  á  íayor  de  Oarcis  Francés^  qne  no  fué  parte  en  el  pleito 
anterior: 

Oonsiderando,  en  cnanto  al  recnrao  de  Dofia  Gonsnelo  Sierra,  que  la  in- 
fracción de  laa  l^ea  9.^  y  28  del  tít  6.0,  Partida  5>,  se  apoya  en  el  sapneato 
contrario  á  la  apreciación  de  la  Sala,  de  que  el  contrato  paaado  entre  Don 
Antonio  García  Francéi  y  Dofia  Consuelo  Sierra  fué  de  venta  y  no  de 
arrendamiento,  y  de  que  las  cantidades  mensuales  debidas  y  en  parte  sa- 
tisfechas por  la  segunda  fueron  precio  y  no  alquiler,  y  qne  en  dicha  apre- 
ciación no  se  demuestra  que  se  haya  contravenido  á  la  intención  de  los 
contratantes,  revelada  en  el  conjunto  de  sus  estipulaciones  y  en  sus  actos, 
7  por  consigniente  el  pacto  mismo,  cual  sin  justificarlo  alega  la  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  los  re- 
corsos de  casación  interpuestos  por  Dofia  Matilde  Benavides  y  Dofia  Con- 
suelo Sierra,  á  las  que  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia 
de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta- 
miento que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  17  de  Noviembre  de  1893, 
é  inserta  en  la  Oaeeta  de  18  de  Enero  de  1894.) 
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CoHPXTXKGiA  (18  de  Noviembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.— Pa^ro  de 
can¿«ía(i.— Se  decide  en  fayor  del  Juez  municipal  del  distrito  de  la  Magda- 
lena de  Sevilla,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Antequera,  en  juicio 
verbal  deducido  en  el  primero  de  dichos  Juzgados  por  los  Sres.  Entram- 
basaguas  y  Compafiía  contra  D.  José  Aviles  López,  y  se  resuelve: 

Qii6  conforme  á  la  regla  1,^  del  art  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
"fuera  de  loe  caeos  de  eunmián  expresa  ó  tácita,  es  Juez  competente  para  co 
nacer  del  pleito  en  que  se  ejereite  ttna  acción  personal  el  del  lugar  en  que  deba 
cumplirse  la  obligciián» 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Noviembre  de  189S,  en  la  inhibí- 
tona  de  jurisdicción  pendiente  ante  Nos,  propuesta  por  el  Juez  municipal 
de  Antequera  al  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla,  en 
el  conocimiento  del  juicio  verbal  entablado  por  los  Sres.  Entrambasagoas 
7  Compafiía,  del  comercio,  contra  D.  José  Aviles  López,  Abogado,  vecino 
de  Antequera,  sobre  pago  de  146  pesetas  35  céntimos;  no  habiendo  com- 
parecido ante  este  Tribunal  Supremo  ninguna  de  las  partes: 

Besnltando  que  en  18  de  Agosto  último,  dedujeron  los  Sres.  Entram- 
basagoas y  Compafiía  en  el  Juzgado  municipal  del  distrito  de  la  Magda- 
lena de  Sevilla  demanda  en  juicio  yerbal  contra  D.  José  Aviles  López,  en 
reclamación  de  146  pesetas  25  céntimos,  importe  de  géneros  sacados  al 
fiado  por  éste  del  establecimiento  comercial  que  en  dicho  punto  tienen  los 
demandantes: 

fieaoltando  que  sefialado  día  para  la  celebración  del  juicio  y  citado  al 
electo  el  demandado  en  virtud  de  oficio  que  se  dirigió  al  Juez  municipal 
de  Antequera,  donde  residí*,  promovió  en  escrito  de  23  del  mismo  mes  de 
Agosto  la  inhibitoria  de  jurisdicción,  fundado  en  que  no  habiendo  contra- 
tsdo  la  cosa  objeto  del  juicio  con  la  casa  demandante,  sino  con  un  depen- 
diente de  la  misma,  el  que  celebró  el  contrato  con  el  demandado  en  Ante 
quera^  adonde  se  remitieron  maestras  de  géneros,  pues  se  trataba  de  la 
confección  de  ropa  de  pafio,  y  condición  del  mismo  contrato  que  el  género 
había  de  entregarse  en  Antequera,  en  cuyo  punto  abonó  el  demandado  al 
depeodiente  de  los  Sres.  Entrambasagoas  el  importe  de  la  cuenta^  y  que 
no  habiendo  renunciado  el  fuero  de  su  domicilio  7  en  él  había  que  com- 
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plir  la  obligación,  claro  era  qae  el  Jaes  de  Anteqnera  era  el  único  compe- 
tente para  conocer  del  jnicio: 

Beanltando  qne  oído  el  Fiscal  municipal,  dictó  el  Jaei  de  Anteqnera 
én  28  de  Agosto  último  auto  inhibitorio,  j  recibido  en  el  Jai(gado  de  la 
Magdalena  de  Sevilla  el  oficio  con  el  testimonio  correspondiente,  mandó 
aqnél  qne  se  oyese  á  la  parte  demandante  por  término  de  tres  días,  la  qae 
en  comparecencia  de  3  de  Septiembre  impugnó  la  inhibición  requerida 
por  el  Juez  municipal  de  Antequera,  alegando  en  apoyo  de  la  competencia 
del  Juzgado  de  la  Magdalena  de  Sevilla  para  seguir  conociendo  de  la  de- 
manda deducida,  qne  el  demandante  pidió  muestras  para  un  traje  á  Don 
José  Vegas,  dependiente  de  los  Sres.  Entrambaaaguas;  el^da  la  tela,  dio 
encargo  á  la  casa  demandante,  por  conducto  de  dicho  dependiente,  para 
que  un  sastre  de  Sevilla  le  confeccionase  el  traje,  le  abonase  la  hecfanra, 
y  se  le  remitiese  á  Antequera,  lo  cual  realizaron  los  demandantes;  siendo 
de  extrafiar  que  Aviles  alegase  que  el  contrato  de  compraventa  se  perlee- 
cionó  en  este  último  punto,  por  la  razón  de  haberle  sido  remitidas  las  mues- 
tras para  el  traje,  así  como  éste,  después  de  confeccionado,  por  lo  que  este 
argumento  se  volvía  en  contra  del  demandado,  porque  el  domicilio  legal 
de  los  comerciantes  es  aquel  donde  tienen  el  centro  de  sus  operaciones 
mercantiles  en  todo  lo  que  concierne  á  actos  y  contratos  de  esta  índole, 
según  prescribe  el  art.  66  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  relación 
con  la  regla  1>  del  62,  que  determina  que  cuando  se  ejerciten  acdonea 
personales,  es  Juez  competente  el  del  lugar  donde  deba  cumplirse  la  obli- 
gación; es  decir,  allí  donde  se  sacaron  los  géneros  debe  satisfacerse  el  pre- 
cio, según  lo  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  4  de 
Junio  de  1889,  27  de  Octubre  de  1890  y  18  de  Enero  de  1891,  por  cuyas 
razones  era  evidente  la  competencia  del  Juzgado  de  Sevilla: 

Resultando  que.  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Fiscal  municipal» 
dictó  auto  el  Juez  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla  en  7  de  Septiem- 
bre, rechazando  la  inhibición  y  declarándose  competente  para  seguir  co- 
nociendo del  juicio  entablado;  y  habiendo  insistido  el  Juez  de  Antequera, 
por  auto  de  16  de  Septiembre,  en  su  competencia,  comunicAndolo  así  al  de 
la  Magdalena  de  Sevilla,  remitieron  ambos  sus  respectivas  actuaciones  á 
este  Tribunal  Supremo,  y  se  sustanció  la  competencia  con  arreglo  á  dere- 
cho, oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Mateo  de  Alcocer 

Considerando  que,  conforme  á  la  regla  l.«  del  art  62  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civilr  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  es  Joes 
competente  para  conocer  del  pleito  en  qne  se  ejbrcite  una  acción  personal 
el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación: 

Considerando  que,  según  este  precepto,  á  quien  compete  conocer  de  la 
demanda  interpuesta  por  Entrambasaguas  y  Oompafiía  es  al  Juez  munici- 
pal del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla,  porque  si  es  cierto  qne  el  de- 
mandado Aviles  eligió  en  Anteqnera  una  de  las  muestras  de  pafio  que  al 
efecto  y  por  medio  de  un  dependiente  le  mandó  aquella  casa  de  comercio, 
también  lo  es  qne  á  ésta  dio  el  encargo  de  que  con  la  tela  elegida,  y  por 
un  sastre  de  Sevilla,  se  le  hiciera  un  traje  qne  se  le  remitiera  á  Anteqnera, 
lo  cual  demuestra  de  una  manera  indiscutible  que  en  aquella  ciudad,  y  no 
en  ésta,  debe  cumplirse  el  contrato  del  que  ha  nacido  la  acción  intenteda; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  oonocimiento  de 
esta  demanda  corresponde  al  Juez  municipal  del  distrito  de  la  Magdalena 
de  Sevilla,  al  que  se  remitan  todas  las  actnadones,  poniéndolo  en  conoci- 
miento del  de  igual  clase  de  Antequera,  sin  hacer  expresa  condenación  de 
costas.— (Sentencia  publicada  el  18  de  Noviembre  de  189S,  é  inserta  en  la 
Oaeeta  de  28  del  mismo  mes  y  afio.) 
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Rbcübbo  db  OASAcnÓH  (18  de  Koviembre  de  1898).— Sala  de  lo  cítíL— 
I>tfeHiaporpobre.--NQ  ha  lagar  á  la  admiflión  del  interpueeto  por  D.  Pe- 
dio Herrero  Frutos,  en  aatos  con  la  Sociedad  Keater  Lariada  y  Oompafiía 
(Aodiencia  de  Oviedo),  y  ae  resaelye: 

Que  e»  inaámi^ble  él  recurso  en  que,  impugnándote  la  apreciación  de  la 
prueba,  no  te  cita  la  ley  ó  docMna  leaal  infringida  por  la  Sala  eentenciadora,^ 
ni  el  acto  ó  documento  auténtico  ^«m  demueatre  la  equivocación  evidente  en  que 
hubiere  incurrido  con  motivo  de  dicha  apreciacián. 

Beanltando  qne  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  Oviedo,  por  sen- 
tencia de  16  de  Junio  último,  denegó  á  D.  Pedro  Herrero  y  Frutos  el  bene- 
ficio de  litigar  como  pobre  en  el  juicio  promovido  por  el  mismo  sobre  sus- 
pensión de  pagos  en  el  incidente  suscitado  en  el  mismo  por  la  Sociedad 
Kester  Laviada  y  Compafiia: 

Besultando  que  D.  Pedro  Herrero  y  Frutos  ha  interpuesto  recurso  de 
eaáación,  fundado  en  los  números  Ifi  y  7.o  del  art  1692  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  citando  como  infringidos: 

Primero.  £1  núm.  4.^  del  art.  15  de  dicha  ley,  por  aplicación  indebida; 
pues  si  bien  de  la  certificación  presentada  apareda  el  recurrente  con  una 
contribución  superior  á  la  sefiaíada,  se  hallaba  desvirtuada  por  la  prueba 
testifical,  y  además  la  ley  se  refería  á  la  fecha  de  la  demanda,  y  no  á  otra 
anterior,  como  sucedía  en  este  caso: 

Segundo.  El  núm.  5.o  del  mismo  articulo,  por  indebida  aplicación,  toda 
▼es  que  se  había  probado  qne  los  bienes  del  actor  se  hallaban  embargados: 

Tercero.  El  núm.  l.o  dcd  propio  artículo,  qne  no  ha  sido  aplicado,  de- 
biendo serlo; 

Y  cuarto.  El  art.  661^  de  la  misma  ley,  por  no  haberse  apreciado  debi- 
damente el  valor  probatorio  de  las  declaraciones  de  los  testigos,  con  reía- 
don  á  lo  dispuesto  en  el  mismo. 

Visto,  siendo  Ponente  él  Magistrado  D.  Ricardo  GuUón: 
Gonsiderando  qne  en  el  recurso,  si  bien  se  invoca  lo  dispuesto  en  los  nú- 
meros 1.0  y  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  se  deter- 
jODdnala  ley  ó  doctrina  infringida  por  la  Sala  sentenciadora,  ni  el  documento 
ó  acto  auténtico  que  demuestre  ]a  equivocación  evidente  en  qne  haya  in- 
carrido  al  estimar  la  certíficaeión  del  Ayuntamiento  de  Garrefio,  que  cons- 
tituye el  fundamento  principal  del  fallo,  limitándose  el  recurrente  á  negar 
la  eficacia  de  dicha  oertiApadón,  por  suponer  qne  se  halla  desvirtuada  por 
la  prueba  testifical  y  por  ser  de  fecha  anterior  á  la  demanda: 

Ocmsiderando  qn&  a\  impugnar  la  aprobación  de  la  fnena  probatoria 
de  las  declaraciones  de  los  testigos  que  hace  la  Sala  sentenciadora,  tam- 
poco ae  dta  regla  alguna  de  sana  cráica  que  haya  sido  infringida ; 

Ko  ha  lugar,  con  las  costas,'  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Pedro  Herrero  y  Frutos  contra  la  sentencia  que  en  16  de  Ju- 
nio último  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  á  la  que  se 
comunique  esta  resolnoión,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remi- 
tido; y  pnblíquese  este  auto  en  la  forma  prevenida  por  la  ley.— (Auto  fecha 
IB  de  Noviembre  de  1893,  ó  inserto  en  la  Oaceta  de  18  de  Enero  de  1894.) 


Digitized  by  VjOOQ IC 


400  JUSIBPBirDXirOIA  qiYJL 


88 


BscüBSO  DB  OABiLCióK  (18  do  NoYÍ6mbre  de  189S).— .Sala  do  lo  civil. — 
JDefenaa  per  pobre,— ^o  ha  lagar  á  la  admkiÓQ  del  interpaeato  por  DofiJi 
Vicenta  Sabata  (Audiencia  de  Barcelona),  y  ae  resuelve: 

Que  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  debe  interpot^eree,  eegÁn 
«Z  art  1713  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  euando  $e  hMere  nombrado 
Abogado  y  Frocurador  al  recurrente,  dentro  del  término  de  veinte  diae^  con- 
tados desde  el  siguiente  al  de  la  notificación  de  la  protfidemeia  en  que  $e  le 
manden  entregar  los  autos: 

Que  este  plazo  no  se  interrumpe,  según  él  art.  17 lé  de  dicha  ley,  cuando 
el  Letrado  queda  obligado  á  interponerle  por  haber  manifestado  áág^uée  de 
transeurridos  tres  dios  que  no  considera  procedente  el  recurso, 

Reaultando  que  la  Audiencia  de  Barcelona  ha  remitido  oertifioaciÓD 
del  auto  dictado  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  misma  en  IS  de  Jn* 
nio  último,  confirmatorio  del  proveído  por  éí  Jaex  de  primera  instancia 
de  Berga,  á  fin  de  que  Dofia  Vicenta  Sabate  y  Fornell,  que  se  defiende 
como  pobre,  pueda  interponer  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley: 

Besultando  que  nombrados  Procurador  y  Abogado  de  oñdo  á  la  reea- 
rrente,  se  mando  en  providencia  de  25  de  Septiembre  último,  nolifioada 
en  el  mismo  día,  entregar  los  autos  al  Procurador  por  el  término  y  á  loa 
efectos  prevenidos  en  la  ley;  que  en  el  29  los  devolvió,  manifestando  el 
Letrado  que  no  encontraba  méritos  para  la  interposición  del  recnrso,  y 
que  en  el  80  se  mandó,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  pártalo  segundo 
del  art  1714  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  se  volvieran  á  entce- 
gar  los  autos  al  Procurador  para  que,  bajo  la  dirección  de  Letrado  desig- 
nado de  oficio,  interpusiera  el  recurso  dentro  del  término  legal; 

Y  resultando  que  en  28  de  Octubre  presentó  escrito  interponióndole. 
Siendo  Ponente  el  Magistrado  B.  Enrique  Lassus: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  porin&aecióndeley  debe  inter- 
ponerse, según  dispone  el  art.  1718  de  laley  deEnjniciamieQto  civil,  cuan- 
do, coíno  en  este  caso,  se  hubiere  nombrado  Abogado  .y  Froenvador  al  re- 
cúrrente,  dentro  del  término  de  veinte  días,  que  sacuentaií  desde  el  si- 
guiente al  de  la  notificación  de  la  providencia  en  que  se  le  mandan  entre- 
gar  los  autos  para  dicho  objeto: 

Considerando  que  este  plaio  no  se  intecmmpe,  «egún  of  dena  el  ar- 
tículo 1714,  cuando  el  luetrado  queda  obligado  á  interponerle  por  haber 
manifestado  después  de  transcurridos  tres  días  que  nO  ooaaidera  proce 
dente  el  recurso; 

Y  considerando  que  éste  ha  sido  presentado  después  de  tüanacurrido 
dicho  término; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpaesto  por 
Dofia  Vicenta  Sabata  y  Fornell  contra  el  auto  que  en  18  de  JnniO  último 
dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona;  no  Ita- 
ciéndose  declaración  sobre  costas  por  no  habénie  personado  la  otra  parte; 
líbrese  á  dicha  Audiencia  la  certificacito  eorrespcnidiente,  oOn  devolnoióa 
del  apuntamiento  remitido,  y  publíquese  este  auto  en  la  forma  prsfvenida 
por  la  ley.-^(Auto  fecha  19  de  Noviembre  de  1808,  ó  inserto  en  la  GaeetáL 
de  13  de  Enero  de  1894.) 
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RSOÜB80  DK  0A8ACIÓN  (18  de  Noviembre  de  1893).— Sala  de  lo  ciyil.— 
Beclamaoián  de  6tenea.— No  ha  lagar  al  interpuesto  por  Dofia  Dolores  Co- 
doi  en  aatos  con  D.  Francisco  Javier  de  Travy  y  otros  (Aadiencia  de  Bar- 
celona), y  se  resoelve: 

Que  cualquiera  que  sea  el  cmeept»  jurídico  que  merezcan  loa  llatnamien- 
t08  de  heredero9  y  euetitutos  hechoé  en  un  testamento,  no  se  incurre  en 
error  de  derecho  al  absolver  á  hs  demandados  de  una  demanda  fundada  en  d 
hecho  de  tener  preferente  derecho  á  los  6iene«  de  la  sucaión  el  causahabiente 
dcla  parte  demandante  por  su  cualidad  de  varán  y  primogénito^  aun  cuando 
se  supongan  que  los  bienes  de  la  misma  fueren  de  naturaleza  vincular  por  ra- 
zón de  los  llamamientos  hechos,  si  no  eadste  cláusula  alguna  que  establezca  tal 
orden  de  preferencia,  y  si,  por  el  contrario,  se  dispone  que,  premuertos  los  ins- 
tituidos, hereden  sus  hijos  y  descendientes,  ó  aquel  ó  aquellos  que  éstos  hubie^ 
sen  instituido  herederos,  lo  cual  excluye  en  absoluto  ü  supuesto  de  laprefe- 
renda  de  los  varones  primogénitos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Noviembre  de  1893,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Universidad 
de  Barcelona,  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  di- 
cha ciudad,  por  Dofia  Dolores  de  Codol  y  Tomás,  vecina  de  Gracia, 
obrando  por  sí,  sin  intervención  ni  licencia  de  su  marido  D.  Jaime  Marti, 
en  virtud  de  sentencia  de  divorcio  perpetuo,  representada  por  el  Procura- 
dor D.  Luis  de  Figuerola  y  defendida  por  el  Letrado  D.  Joaquín  Díaz  Ga- 
fiábate,  con  D.  Francisco  Javier  de  Travy  y  Codol,  propietario,  vecino  del 
pueblo  de  Llivia;  D.  Luis  de  Travy  y  de  Codol,  Abogado  y  Notario,  vecino 
de  Ripoll;  D.  Ramón  de  Travy  y  de  Codol,  dependiente  de  comercio,  ve- 
cino de  Barcelona,  y  Dofla  Pilar  de  Travy  y  de  Codol,  asistida  de  su  ma- 
ride D.  José  del  Pozo  y  Mata,  Teniente  Coronel  de  Artillería  y  vecino  de 
Figueras,  representados  por  el  Procurador  D.  Antonio  Bendicho  y  defen- 
didos por  el  Letrado  D.  Manuel  Planas  y  Casáis,  sobre  reclamación  de 
bienes: 

Besultando  que  D.  Francisco  de  Tord  y  de  Tord  otorgó  testamento  en 
la  villa  de  Berga,  de  donde  era  vecino,  á  20  de  Septiembre  de  1705,  en  el 
que  nombró  á  su  esposa  Dofia  María  Tord  y  de  Tord  usufructuaria  de  to- 
dos sus  bienes  dorante  su  vida,  permaneciendo  viuda,  con  ciertas  cargas 
y  obligaciones;  y  después  de  otras  disposiciones  que  no  son  del  caso,  de 
todos  otros  bienes  habidos  y  por  haber  que  le  pertenecieran,  instituyó  he- 
redero universal  á  su  hijo  D.  Francisco  Tord  y  de  Tord,  si  viviese  y  qui 
siese  ser  su  heredero;  pero  si  no  viviera  ó  no  quisiera  ser  su  heredero,  ó 
siendo,  muriera  sin  hijos  legítimos,  ó  con  tales  ninguno  de  los  cuales  lle- 
gara á  edad  de  hacer  testamento,  en  dichos  casos  y  en  cada  uno  de  ellos 
la  sustituyó  é  instituyó  heredera  á  sn  hija  Dofia  Teresa  Codol  y  de  Tord, 
esposa  de  D.  Ascano  Codol  y  de  Roset,  y  ella  premuerta,  á  sus  descen- 
dientes en  igual  forma,  con  Tos  mismos  pactos  y  condiciones  impuestas  á 
su  hijo  D.  Francisco;  sustituyendo  é  instituyendo  sucesivamente  en  los 
propios  términos  á  sus  hijas  Dofia  María  Tord  y  de  Tord,  y  Dofia  Mariana 
Tord  y  Tord,  y  muriendo  esta  última,  en  la  forma  y  casos  expresados, 
sustituyó  é  instituyó  en  heredero  suyo  al  que  de  derecho  y  en  justicia  per- 
teneciera, segAn  la  disposiddn  hecha  por  Dofia  Mariana  Tord  y  Tord,  ma- 
TOMO  74  se 
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dre  del  testador,  en  «u  último  y  válido  testamento,  al  caal  se  refería;  qne^ 
riendo  y  ordenando  que  en  el  caso  ae  que  sn  hija  Dofia  Teresa  Codol  y 
de  Tord,  sus  hijos  y  descendientes  fueran  herederos,  se  dieran  á  Dol&a 
María  y  Doña  Mariana  Tord  y  de  Tord,  sus  hijas,  1.000  libras  á  cada  una. 
en  contemplación  á  sn  matrimonio  ó  ingreso  en  religión,  además  de  las 
1.000  que  les  había  legado  en  aquel  testamento: 

Resultando  que  poseyendo  la  herencia  y  bienes  de  D.  Francisco  Tord 
y  Tord,  D.  Ramón  de  Tord  y  Pedrolo,  nieto  del  primer  llamado  por  dicho 
testador,  D.  Francisco  Tord  falleció  sin  sucesión  con  testamento,  en  que 
nombró  heredera  usufructuaría  á  su  esposa  Dofia  Francisca  Rocafignera 
y  herederos  de  confiansa  al  Doctoral,  Magistral  y  Deán  de  aquella  santa 
iglesia,  y  Cura  Párroco  de  la  iglesia  parroquial  de  Berga: 

Resultando  que  en  22  de  Abril  de  1868,  Dofia  María  de  la  Concepción 
de  Travy  y  de  Codol  y  D.  Francisco  Pío  de  Codol,  terceros  nietos  de  la 
segunda  llamada  por  el  testador  D.  Francisco  de  Tord  y  Tord;  Dofia 
Teresa  Tord  y  de  Codol  dedujeron  demanda  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  San  Pedro  de  Barcelona  contra  Dofia  Francisca 
de  Rocafíguera,  viuda  y  usufructuaría  nombrada  por  su  marído  D.  Ranzón 
de  Tord  y  de  Pedrolo,  en  reclamación  de  la  universal  herencia  y  bienes 
que  poseía  el  día  de  su  muerte  D.  Francisco  Tord  y  de  Tord,  segundo 
abuelo  paterno  del  expresado  D.  Ramón  y  tercer  abuelo  materno  de  Don 
Francisco  Tomás  de  Codol,  padre  de  ios  demandantes,  cuyos  bienes  cons- 
tituían el  patrimonio  que  había  dejado  á  su  muerte  el  mencionado  D.  Ra- 
món de  Tord,  los  cuales  se  les  adjudicasen,  condenando  á  la  expresada 
Dofia  Francisca  Rocafiguera  á  sn  entrega  con  los  frutos  desde  el  falleci- 
miento de  su  marído: 

Resultando  que  Dofia  Francisca  Rocafiguera  impugnó  la  demanda,  pi- 
diendo al  propio  tiempo  que  por  el  interés  que  en  ella  tenían  fueran  cita- 
dos los  herederos  de  confianza  nombrados  por  su  marído,  lo  cual  se  esti- 
mó; habiendo  otorgado  en  6  de  Noviembre  de  dicho  afio  1862  una  escri- 
tura los  hermanos  Dofia  Concepción  y  D.  Francisco  Pío  de  Codol  y  Dofia 
Francisca  de  Rocafiguera,  por  la  que  deseando  aquéllos  no  causar  á  ésta 
molestia  alguna  en  la  calidad  de  usufructuaria  de  los  bienes  dejados  por 
su  esposo  para  el  caso  de  declararse  en  juicio  que  les  pertenecían  dichos 
bienes,  daban  y  cedían  á  dicha  Dofia  Francisca  cualesquiera  derechos  y 
acciones  que  pudieran  corres ponderles  sobre  el  usufructo  de  los  mismos, 
queriendo  que  aquélla  los  usufructase  durante  su  vida  y  tuviese  los  mis- 
mos derechos  que  el  testamento  de  su  esposo  le  confería,  prometiendo 
además  indemnizarla  de  cuantos  gastos  se  la  ocasionasen  con  aquel  mo- 
tivo; cesión  y  donación  que  aceptó  la  mencionada  Dofia  Francisca,  sin  en- 
tender perjudicarse  en  sus  derechos  y  reconocer  lo  que  decían  los  herma- 
nos Codol  contra  las  disposiciones  de  su  esposo: 

Resultando  que  dichos  hermanos  fundaron  su  demanda  en  qae  Don 
Francisco  Tord  y  de  Tord  en  su  testamento  ordenó  un  vínculo  ó  fideico- 
miso entre  sus  hijos  y  los  descendientes  de  cada  uno  de  ellos,  siguiendo 
el  orden  de  su  llamamiento,  con  la  prevención  de  que  faltando  todos  sin 
sucesión,  pasase  su  herencia  al  que  de  derecho  correspondiera,  según  la 
disposición  testaní^ntaria  otorgada  por  sn  madre  Dofia  Mariana  Tord  y 
de  Tord  en  20  de  Octubre  de  1686,  en  la  que  por  falta  de  todos  los  llama- 
dos sustituyó  al  que  de  derecho  y  justicia  tocasen  sus  bienes;  que  por  elio^ 
y  extinguida  la  línea  varonil  y  primogenial  del  vinculador  D.  Francisca 
Tord  y  de  Tord  por  la  muerte  sin  sucesión  del  último  heredero  D.  Ramón 
de  Tord  y  de  Pedrolo,  la  herencia  fideicomisaria  debió,  recorriendo  los 
grados  de  saceaióa  marcados  por  el  vinculador,  parificarse  en  la  peisona 
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de  D.  Francisco  Tomás  de  Codol  y  de  Viret,  descendiente  único  directo  y 
legitimo  de  su  tercer  abuelo  materno  D.  Francisco  Tord  y  de  Tord,  por  las 
intermedias  personas  de  Bofia  Teresa  de  Codol  y  de  Tord,  hija  y  primera 
sostitnta  de  aqnól,  de  D.  Francisco  de  Codol  y  de  Tord,  su  nieto,  y  de  Don. 
Tomás  de  Codol  y  de  Migoella,  sn  bisnieto,  padre  del  dicho  D.  Francisco 
Tomás  de  Codol  y  de  Vi?et,  pretendían  los  hijos  de  este  último  ser  expe- 
dito sn  derecho  y  acción  para  qae  en  ínersa  de  la  demanda  yindicativa 
qne  llevaban  propuesta  se  adjudicase  á  su  favor  con  plenitud  de  derechos, 
la  universal  herencia  y  bienes  de  su  cuarto  abuelo  el  repetido  D.  Francisoo 
Tord  y  de  Tord: 

Resultando  que  los  herederos  de  confianza  de  B.  Ramón  de  Tord  opu- 
sieron la  excepción  de  inexistencia  del  fideicomiso,, pues  si  podía  deducir- 
se la  voluntad  del  testador  de  qne  sus  bienee  pasaran  á  los  sustitutos  que 
nombró  y  á  los  descendientes  de  éstos,  el  llamamiento  de  dichos  sustitu- 
tos y  de  sus  descendientes  sólo  podía  tener  lugar  en  el  caso  desfallecer  el 
instituido  sin  hijos  oue  llegasen  á  la  edad  de  testar;  y  qne  en  todo  cuanto 
de  dicho  testamento  sólo  resoltaría  un  vinculo  ó  fideicomiso  conjetural, 
inefícas  ó  insuficiente  en  el  día,  para  coartar  ni  impedir  la  libre  disposi- 
ción que  le  atribuyó  y  de  que  usó  D.  Ramón  de  Tord  y  de  Pedrolo: 

Resultando  que  los  demandantes  insistieron  en  la  inexistencia  del 
fideicomiso,  aduciendo  como  pruebas  de  él  la  aquiescencia  ó  inteligencia 
que  la  vinda  y  el  heredero  instituido  por  D.  Francisco  Tord  y  de  Tord 
dieron  á  la  voluntad  de  su  esposo  y  padre,  previendo  el  caso  en  que  lo0' 
descendientes  de  Dofia  Teresa  debían  entrar  en  el  goce  y  propiedad  del 
patrimonio  de  Tord  por  la  extinción  de  la  línea  primogenial;  inteligencia, 
tradicional  en  la  familia,  y  que  se  desprendía  del  testamento  que  en  IS  de 
Mayo  de  1786  otorgó  D.  Antonio  de  Tord  y  de  Prat,  padre  de  B.  Ramón 
de  Tord  y  Pedrolo,  que  no  atribuía  á  su  hijo  la  libertad  de  disponer  sino 
en  el  caso  de  morir  con  hijos  legítimos,  gravando,  para  el  de  fallecer  sin 
sucesión  el  expresado  D.  Ramón,  al  sucesor  de  patrimonio  con  ciertas 
obligaciones;  de  lo  cual  se  derivaba  un  llamamiento  tácito  á  favor  del  di- 
cho sucesor  gravado,  que  atendido  el  parentesco  y  la  sustitución  ordenada 
á  favor  de  los  descendientes  de  Doña  Teresa  de  Codol  y  de  Tord,  no  podía 
ser  otro  que  D.  Francisco  Tomás  de  Codol;  por  cuyos  motivos  y  por  la  na- 
turaleza especial  de  las  disposiciones  de  D.  Ramón  de  Tord  y  de  Pedrolo, 
dedujeron  los  hermanos  Codol  que  eran  del  todo  ineficaces  é  insostenibles 
las  dichas  disposiciones,  y  que  la  herencia  y  bienes  que  constituían  el  pa- 
trimonio de  Tord,  y  qne  al  morir  dejó  el  dicho  D.  Ramón  de  Tord  y  de 
Pedrolo,  purificada  civilmente  desde  la  muerte  de  éste  en  D.  Francisco 
Tomás  de  Codol  y  de  Vivet,  debía  serles  adjudicada  con  plenitud  de  de- 
rechos: 

Resultando  que,  en  vista  de  estas  pretensiones,  consultados  los  precep- 
tos legales  por  unos  y  otros  interesados  con  personas  de  inteligencia,  pro- 
bidad y  conciencia,  siendo  de  unánime  parecer  de  que  atendida  la  grave- 
dad, importancia  y  dificultad  que  ofrecían  las  resoluciones  de  las  cuestio- 
nes consultadas,  procedía,  á  fin  de  no  aventurar  el  todo  de  sus  respectivos 
derechos,  terminase  el  litigio  de  la  manera  más  justa,  equitativa  y  razona- 
ble, procedieron  ál  otorgamiento  de  una  escritura  primada  comprensiva  de 
las  bases  de  transacción;  y  en  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  la  base  4.^, 
las  partes  concordantes,  después  de  haber  consultado  y  meditado  por  es- 
pacio de  más  de  dos  años  los  puntos  objeto  de  la  transacción,  habían  ve- 
nido en  poner  fin  al  pleito,  á  todas  las  pretensiones  en  él  deducidas  y  de- 
más \)ue  pudieran  en  el  mismo  ó  en  otros  proponerse,  fijando  irrevocable- 
mente y  para  siempre  el  derecho  que  al  difunto  D.  Fraxicisco  Tomás  de^ 
Codol  competía,  y  qne  en  sn  representación  correspondida  sn  hija  y  here- 
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dera  Bofla  Concepción  de  Travj  y  de  Oodol  sobre  la  anlrersal  herenela  / 
bienea  qoe  al  morir  dejó  D.  Ramón  de  Tord  y  de  Pedrolo: 

Resultando  que,  en  sn  virtud,  en  39  de  Junio  de  1855  otorgaron  eeeri- 
tara  en  la  ciudad  de  Soleona  Dofia  María  de  la  Concepción  de  Travy  y  de 
Codol,  con  autorización  y  consmitimiento  de  eu  marido  D.  Francieoo  de 
'  Travy,  representada  por  D.  Jaime  Ría  y  Rivera,  con  poder  al  efecto;  Doa 
Francisco  Pío  de  Codol  y  de  Gracia,  representado  por  el  mismo  D.  Jaime 
Bíu,  al  efecto  de  autorizar,  confirmar  y  aprobar  la  transacción  y  concordia 
acordada  ya,  y  los  herederos  de  confianza  de  D.  Ramón  de  Tord  y  de 
Púdrelo,  debidamente  autorizados,  por  la  que,  después  de  consignar  lo* 
hechos  qoe  quedan  referidos,  declararon  que  prescindían  absolntamenfce 
del  usufructo  legado  por  D.  Ramón  de  Tord  y  de  Pedrolo  á  su  viuda,  de 
la  herencia  y  bienes  sobre  que  recaía  la  transacción,  sin  que  por  ello  se 
entendiera  reconocer  mayor  fuerza  y,  valor  que  el  que  realmente  pudiera 
tener  el  mencionado  usufructo,  atendida  la  naturaleza  de  la  disposiciÓB 
en  que  fué  legado  y  las  condiciones  á  que  se  sníetó;  que  Dofia  Concepción 
de  Travy  y  de  Codol  prometía  satisfacer  á  los  herederos  de  conflansa  de 
D.  Ramón  25.000  libras  catalanas  en  los  plazos  y  forma  que  expresaron; 
promesa  qoe  aceptaron  dichos  herederos,  declarando  por  totalmente  com- 
plida  y  desempeñada  la  voluntad  y  confianza  del  testador;  cediendo,  re- 
nunciando y  transfiriendo  por  su  parte  á  Doña  Concepción  de  Travy  y  de 
Oodol  la  universal  herencia  y  bienes  que  á  título  y  nombre  de  oónfianaa 
les  dejó  D.  Ramón  de  Tord  y  de  Pedrolo,  para  después  de  finido  el  usa* 
fructo  de  su  esposo,  como  si  en  el*  día  la  tuviesen  y  poseyesen;  cesión  y 
renuncia  que  hacían  sin  más  gravámenes  ni  cargos  que  los  que  radicaban 
sobre  la  herencia  cedida  antes  de  otorgar  D.  Ramón  de  Tord  y  de  Pedrolo 
su  testamento;  Dofia  Concepción  de  Travy  y  de  Codol  aceptó  con  todos 
les  efectos  de  derecho  la  renuncia,  transmisión  y  traslación  de  dominio, 
propiedad,  derechos  y  acciones  referidos;  y  D.  Jaime  Ríu,  en  calidad  da 
apoderado  de  *D.  Francisco  Pío  de  Codol  y  de  Gracia,hermano  de  la  otor- 
gante Dofia  Concepción,  aprobó,  ratificó  y  confirmó  todos  y  cada  nno  de 
los  pactos  precedentes,  prometiendo  no  ir  contra  ellos  en  tiempo  ni  por 
razón  alguna,  antes  bien  tenerlos  siempre  por  firmes  y  válidos,  bajo 
obligación  de  todos  los  bienes  y  derechos  de  su  principal,  y  en  unión  con 
los  demás  concordantes  renunciaba  el  pleito  mencionado,  sus  méritos  y 
prosecución,  en  términos  de  que  no  pudieran  en  adelante  favorecer  ni 
dañar  á  ninguna  de  las  partes  concordantes  en  cuanto  á  los  fines  y  objetoa 
terminados  con  aquella  concordia: 

Resultando  que  Dofia  Francisca  de  Rocafignera  falleció  en  2  de  Marso 
de  1866,  con  testamento  en  que  nombró  heredera  universal  á  su  sobrina 
Dofia  Cristina  de  Rocafíguera,  la  cual  reclamó  por  varios  conceptos  del 
patrimonio  y  bienes  de  Tord  10.S6S  libras  y  6  sueldos;  y  habiéndose 
opuesto  los  consortes  Travy,  quedó  fijada  en  8.000  libras,  otorgando  nna 
escritora  en  8  de  Junio  de  1867,  en  la  que  intervinieron  los  herederos  de 
confianza  de  D.  Ramón  Tord,  por  la  que  se  obligó  Dofia  Concepción  Tord 
á  satisfacer  en  cinco  plazos  y  afios  la  citada  cantidad,  á  razón  de  1.600 
libras  en  cada  uno;  y  los  herederos  de  confianza,  deseando  contribuir  al 
sacrificio  común  hecljo  por  las  partes,  cedían  1.500  libras  á  favor  de  Dofia 
Concepción,  las  cuales  rebajarían  de  las  16.000  que  ésta  les  debía  entre- 
gar aún: 

Resultando  que  titulándose  Dofia  María  de  la  Concepción  de  Oodcl 
düefia  de  los  bienes  cedidos  por  los  herederos  de  confianza  referidos^  en 
unión  de  su  marido  D.  Francisco  de  Travy,  vendió  parte  de  dichoe  bienes 
á  D.  Antonio,  D.  Ramón  y  D.  Agustín  Rasal,  por  el  precio  de  80.561 
libras,  6  sueldos  y  O  dineros,  que  se  retuvieron  los  compradoiee  para 
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«zÜDgQir  obügaciones  ó  aatísíacer  deudas  partioalares  de  Dofia  Oonoep- 
eióa,  á  Bxcepción  de  S.200  esondos  qae  adeudaba  D.  Francisco  Pío  de 
Oodol  á  D.  José  María  Rainis,  y  14.500  libras  que  se  obligaron  á  satisfacer 
á  los  herederos  de  D.  Ramón  de  Tord: 

Kesoltando  que  D.  Francisco  Pío  de  Oodol  falleció  en  O  de  Agosto  de 
1867,  dejando  en  su  roalrimonio  con  Doña  Eusebia  Tomás  nna  hija,  Dofia 
Dolores  de  Oodol  y  Tomás»  la  cnal  por  si,  por  hallarse  separada  de  su  ma- 
rido, D.  José  Martí»  por  sentencia  de  divoxdo,  dedujo  en  8  de  Septiembre 
.  de  1890  la  demanda  objeto  de  estos  antos,  en  la  que  haciendo  mérito  del 
testamento  de  D.  Francisco  Tord  y  de  Tord,  y  de  la  escritura  de  transac- 
ción del  pleito  promovido  por  su  padre  D.  Francisco  Pío  de  Oodol  y  por 
la  hermana  de  éste  Dofia  Ooncepción,  expuso:  que  dicho  pleito  se  fundaba 
-en  el  carácter  de  vinculador  que  tenían  los  bienes  que  poseía  Dofia  Fran- 
cisca de  Rocafiguera,  viuda  de  D.  Bamón  de  Tord,  en  términos  que  los 
demandantes  afirmaban  que  el  vínculo  correspondía  á  su  padre  D.  Fran- 
daoo  Tomás  de  Oodol,  y  en  su  representación  á  su  hija  y  heredera  Dofia 
Concepción  de  Oodol,  consorte  de  D.  Francisco  de  Travy,  porque  su  her- 
mano D.  Francisco  Pío  se  hallaba  en  estado  de  soltería  cuando  ella  había 
eon traído  matrimonio,  del  cual  tenía  ya  sucesión;  que  los  derechos  que  se 
atribuía  Dofia  Ooncepción  de  Oodol  á  los  bienes  vinculados  que  había 
poseído  D.  Ramón  de  Tord,  competían  á  D.  Francisco  Pío  de  Oodol,  por 
ser  hijo  varón,  en  virtud  de  los  llamamientos  vinculares,  y  porque  dicho 
D.  Francisco  Pío  contrajo  matrimonio  con  Dofia  Eusebia  Tomás,  del  cual 
había  sido  procreada  la  demandante;  que  los  expresados  bienes  vincula- 
dos de  la  familia  Tord  el  día  que  se  celebró  la  concordia  referida  pertene* 
cían  á  D.  Francisco  Pío  de  Oodol  en  cuanto  á  una  mitad,  y  la  otra  mitad 
debía  reservarla  para  el  inmediato  sucesor,  que  había  sido  y  era  la  deman- 
dante con  arreg^  á  las  leyes  desvinculadoras;  que  reconocido  y  afirmado 
por  Dofia  Ooncepción  de  Oodol  el  carácter  de  vinculados  de  los  referidos 
bienes,  resaltaba  que  la  mitad  correspondía  á  la  actora  por  derecho  pro- 
pio, y  la  otra  mitad  como  heredera  de  su  difunto  padre  D.  Francisco  Pío 
de  Oodol,  instituida  en  su  testamento  de  6  de  Agosto  de  1867;  que  el  pre- 
cio de  la  venta  que^  salvas  las  deducciones  legítimas,  cobró  indebidamente 
Dofia  Ooncepción  de  Oodol,  fué  de  214.883  peseta^,  de  las  coales  debían 
rei>ajarse  66.000  pesetas  por  saldo  de  una  deuda  que  D.  Francisco  Pío  te- 
nía con  D.  José  María  Ramis^  siendo  la  cantidad  aplicada  al  pago  de  den- 
das  propias  en  el  matrimonio  Oodol  Travy  de  148.868  pesetas,  de  las  qne 
correspondían  á  la  actora  la  mitad,  como  inmediata  sucesora  del  vínculo,  y 
la  otra  mitad  como  heredera  testamentaria  de  su  padre;  que  Dofia  Oon- 
cepción de  Oodol  sostuvo  que  los  bienes  que  había  poseído  D.  Bamón  de 
Tord  procedían  de  un  vínculo  cuya  posesión  civil  se  había  transmitido  á 
.su  padre  D.  Francisco  Tomás  de  Oodol  y  de  Vivet,  y  como  éste  falleció  en 
1828»  época  en  que  no  estaban  en  vigor  las  leyes  desvinculadoras,  la  pose- 
sión se  transmitió  á  D.  Francisco  Pío  de  Oodol,  que  falleció  en  1857,  po- 
diendo como  poseedor  disponer  de  la  mitad,  y  debiendo  necesariffmente 
jreservar  la  otra  mitad  para  la  inmediata  sucesora,  que  fué  la  demandante, 
sin  qne,  dada  la  existencia  del  vínculo,  reconocida,  aceptada  y  sostenida 
por  D.  Francisco  Pío  y  Dofia  Ooncepción  de  Oodol,  pudieran  hacerse  ce- 
siones y  renuncias  que  modificasen  ó  perjudicasen*  el  derecho  de  la  inme- 
diata ancesora,  nacida  dos  afios  y  medio  después  de  la  concordia  cele- 
brada con  ios  herederos  de  confianza  de  D.  Bamón  de  Tord,  último  posee- 
dor real  de  los  bienes  vinculados;  que  habiéndose  apropiado  Dofia  Oon- 
cepción el  precio  délos  bienes  que  no  le  pertenecían,  debía  abonar  los 
frotes  percibidos  y  podidos  percibir  de  los  mismos  desde  6  de  Agosto  de 
1867»  en  que  UUecjió  D.  Francisco  Pío,  hasta  17  de  Junio  de  1870,  en  que 
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l(Hi  vendió  á  lo6  hermanos  Basal,  descontándole  los  intereses  de  las  csatf- 
dades  qae  se  satisficieran  á  los  herederos  de  oonflansa  de  D.  Ramón  de 
Tord;  debiendo  abonar  el  interés  legal  de  la  cantidad  de  148.868  pesetas^ 
enya  devoladón  se  reclamaba,  por  haberse  aplicado  indebidamente  sí 
pago  de  deadas  de  los  esposos  Oodol  Tra^y,  como  constaba  en  el  preám- 
bulo  de  la  escritora  de  venta  ya  referida;  y  ejercitando  en  sa  virtnd  las 
acciones  personales  derivadas  de  los  hechos  alegados,  pidieron  se  conde- 
nase á  D.  Ramón,  B.  Francisco,  D.  Lois  y  Dofia  Pilar  de  Travy  y  de  Oo- 
dol, ésta  consorte  de  D.  José  del  Pozo,  á  qué  en  la  calidad  de  herederos 
de  sa  madre  Dofia  Ooncepción  de  Oodol  y  de  Gracia,  pagaran  á  lá  deman- 
dante Dofia  Dolores  de  Oodol  y  Tomás  la  cantidad  de  148.868  pesetas, 
precio  líqoido  de  la  venta  de  los  bienes  Tincalados\)ae  poseyó  D.  Ramón 
de  Tord  y  de  Pedrolo,  otorgada  á  favor  de  los  hermanos  D.  Antonio,  Don 
Ramón  y  D.  Agustín  Rasal  en  17  de  Jnnio  de  1870,  con  los  tatos  de  di- 
chos bienes  desde  6  de  Agosto  de  1867  y  los  intereses  legales  desde  esln 
fecha  hasta  el  día  del  pago,  dedodéndose  del  importe  de  los  frutos  el  in- 
terés de  las  9.000  libras  que  satisfizo  Dofia  Concepción  de  Oodol  á  los  he- 
rederos de  confianza  de  D.  Ramón  de  Tord,  imponiendo  á  las  demandadas 
el  pago  de  las  costas  del  Juicio: 

Resultando  que  D.  Ramón  de  Travy  y  de  Oodol  y  hermanos  conteste- 
ron  á  la  demanda,  alegando:  que  con  la  que  interpusieron  Dofia  Ooneep- 
eión  y  D.  Francisco  Píq  no  acompafiaron  el  inventario  que  debió  tomar  el 
pretendido  inmediato  sucesor  de  los  bienes  que  se  decía  fídeicomitidos  ni 
-ningún  otro  de  los  demás  que  con  posterioridad  se  cedieran  al  patrimonio 
de  Tord,  ni  muchas  partidas  de  óbito  que  dijeron  no  haberles  sido  dablo 
obtener  y  que  en  su  lugar  y  caso  justificarían;  hicieron  mérito  detallado 
áe  la  escritura  de  transacdón  y  de  las  raiones  que  se  tuvieron  presentes 
para  otorgarla,  así  como  de  los  poderes  que  confirieron  íos  hermanos 
Oodol  á  D.  Jaime  Ría  para  intervenir  á  su  nombre  en  la  escritura,  dedu- 
ciendo del  otorgado  por  D.  Francisco  Pío  que  quiso  que  sirviera  como  ex- 
plícita, expresa  y  voluntaría  deolaradón  de  que  pudiera,  si  era  menester» 
ratificar  la  expresada  concordia  á  nombre  del  otorgante  y  prohijarla  ésto 
eomo  suya  propia,  pudiendo  á  mayor  seguridad  y  al  entero  cumplioiiento 
y  observancia  de  lo  transigido  y  concordado,  así  como  de  aquella  aotorl- 
sadón,  declaración  y  aprobadón  y  prohijamiento,  obligar  todos  los 
bienes,  derechos  y  acciones  del  otorgante;  que  D.  Francisco  Pío  no  vino 
en  Contra  de  la  escritura  de  transacción  ni  de  los  poderes  ya  referidos,  es- 
timando, por  el  contrarío,  á  Dofia  Concepción  en  la  quieta  y  padfiea  pose- 
sión de  los  bienes  qne  se  la  adjudicaron  en  la  referida  concordia,  habiendo 
transcurrido  desde  su  otorgamiento  treinta  y  seis  afios;  y  h)iciendo  mérito 
también  de  la  escritura  de  7  de  Junio  de  1867,  otorgada  con  motivo  del 
fallecimiento  de  Dofia  Francisca  de  Rocaflguera,  oponiendo  por  ello  á  la 
demanda  la  excepdón  de  fine  actione  agís  por  su  absoluta  falta  de  base,  y 
la  de  prescripción  de  toda  y  cualquiera  acción  que  en  razón  á  sus  propó- 
sitos hubiera  podido  deducirse  contra  los  hermanos  Travy  en  razón  á  los 
bienes  objeto  de  dicha  demanda,  terminaron  suplicando  que  se  les  absol- 
viese de  ella  en  todas  sus  partes,  con  impoaidón  á  la  demandante  de  todas 
las  costas: 

Resultando  qne  D&fia  Dolores  de  Oodol  replicó  que,  reconoddo  por 
Dofia  Oonoepción  de  Oodol  que  los  bienes  de  Tord  eran  vinculados,  y  qne 
á  su  hermano  le  correspondían,  en  términos  que  los  dos  los  reclamaron, 
sus  herederos  no  podían  impugnar  aquellos  reconodmientos;  que  la  con* 
formidad  que  D.  Francisco  Pío  prestó  á  la  escritura  de  transacción  pro- 
baba el  perfecto  derecho  que  á  ello  le  asistía,  queriendo  dar  nna  muestra 
de  aprecio  á  Dofiia  Frandsca  de  Rocafigoera,  pnes  quien  no  esperaba  unos 
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'bienes,  ó  creía  no  tener  derecho  eobre  ellot,  no  cedía  á  nn  tercero  el  usa- 
fracto  de  los  mismos;  qae  D.  Francisco  Pío  no  cedió  nada,  aprobando  y 
ratificando  lo  hecho  por  sn  hermana,  por  ser  necesaria  sn  intervención,  lo 
cnal  probaba  más  el  carácter  de  heredero  de  dichos  bienes;  y  si  el  poder 
envolTiese  una  renuncia  ó  donación  de  los  derechos  que  le  correspondie- 
sen á  la  mitad  de  los  bienes,  debiera  haberse  insinuado,  lo  cual  no  se  biso, 
y  si  hubiera  sido  cesión  ó  traspaao,  se  habría  expresado  la  causa  y  el  ob- 
jeto; que  D.  Francisco  Pío  no  debió  impugnar  la  transacción,  porque  nada 
cedió,  no  siendo  cierto  que  Doña  Concepción  hubiera  poseído  por  esoacio 
de  treinta  y  seis  afios,  pues  no  habían  transcurrido  más  que  treinta  y  cin- 
co y  seis  meses,  y  que  tampoco  los  poseyó  durante  el  tiempo  necesario 
para  prescribirlos,  pues  Dofia  Francisca  de  Rocañguera  estuvo  en  posesión 
de  ellos  hasta  el  día  2  de  Marzo  de  1866,  en  que  falleció,  y  el  título  de  po- 
sesión fué  el  de  usufructo  que  le  otorgó  la  escritura  de  6  de  Noviembre 
de  1852,  no  habiendo,  por  tanto,  poseído  más  que  veintidós  afios,  puesto 
que  falleció  en  11  de  Abril  de  1888;  que  no  habiendo  sido  Dofia  Concep- 
ción fa  inmediata  sucesora  de  D.  Francisco  Pío,  pues  lo  era  la  demandan- 
te, no  podía  disponer  de  dicho  precio,  que  la  pertenecía  como  heredera  de 
su  padre;  y  que  debía  rectificar  la  petición  de  frutos,  pues  debía  limitarse 
desde  2  de  Marzo  de  1866,  en  que  falleció  la  usufructuaria  Dofia  Francisca 
de  fiocafiguera,  hasta  17  de  Junio  de  1870,  en  que  Dofia  Concepción  ven- 
dió los  bienes  á  los  hermanos  Rasal: 

Besultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado  el 
juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  dictó  en  20  de  Abril  de  1892  sentencia  revocatoria,  absolviendo 
á  los  hermanos  D.  Francisco  Javier,  D.  Ramón,  D.  Luis  y  Dofia  Pilar  de 
l^ravy  y  de  Codol  de  la  demanda  deducida  por  Dofia  Dolores  de  Codol  y 
Tomás,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  Dofia  Dolores  de  Codol  y  Tomás  ha  interpuesto  recurso 
de  casación,  alegando  que  la  sentencia  descansa  por  completo  en  la  apre- 
ciación hecha  de  la  falta  de  prueba  del  derecho  preferente  de  D.  Francisco 
Pío  de  Codol  al  de  su  hermana  Dofia  María  de  la  Concepción  sobre  el  fidei- 
comiso que  se  reconocía  afectar  á  los  bienes  dejados  por  D.  Ramón  de 
Tord  y  de  Pedrolo,  y  que  con  dicha  apreciación  se  había  incurrido  en  error 
de  hecho,  que  resultaba  de  documentos  auténticos  que  demostraban  la 
equivocación  evidente  del  Tribunal  sentenciador,  pues  no  cabía  duda  de 
que  en  la  escritura  de  concordia  se  contenían  las  siguientes  afirmaciones 
hechas  por  Dofia  Concepción  de  Codol,  causante  de  los  demandados:  pri- 
mero, que  el  testamento  de  1706  contenía  un  vínculo  fideicomiso  familiar 
entre  los  hijos  del  testador,  llamados  D.  Francisco,  heredero  en  primer 
lugar,  nombrados  Dofia  Teresa,  Doña  María  y  Dofia  Mariana,  primera,  se- 
gunda y  tercera  sustltutas;  segundo,  que  dicho  vínculo  fideicomiso  fué  es- 
tablecido á  favor  de  los  descendientes  de  sos  propios  hijos  por  orden  de 
los  llamamientos  de  éstos;  tercero,  que  así  los  descendientes  del  primer 
heredero  fueron  llamados  por  el  testador,  no  sólo  con  preferencia  á  los  des- 
cendientes de  las  sustltutas,  sino  que  los  mismos  descendientes  entre  sí 
fueron  llamados  en  primer  lugar  el  primogénito  y  sus  descendientes;  cuarto, 
que  el  vínculo  fideicomiso  fué  ordenado  en  primer  lugar  á  favor  de  los  va- 
rones primogénitos;  quinto,  que  así  porque  se  extinguió  con  el  fallecí* 
miento  sin  hijos  de  D.  Ramón  Tord  y  Pedrolo  la  línea  primogenital  y  va- 
rottil,  llamada  en  primer  lugar  á  la  sucesión,  la  herencia  fídeicomitida  ó 
vincular  hubo  de  recorrer  los  grados  de  sucesión  marcados  por  el  testador, 
y  por  esta  causa,  en  razón  al  orden  establecido  en  los  llamamientos,  hubo 
de  principiarse  en  la  persona  de  D.  Tomás  de  Codol  y  de  Vivet,  deseen- 
•diente  único  varón  de  Dofia  Teresai  primera  snstituta;  sexto,  que  por  esto. 
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en  fuerza  del  orden  de  loa  llamamientos  establecidoa  por  el  testador  co&: 
respecto  al  fideicomiso  ó  vínculo,  por  ser  éste  familiar,  prlxpoKenial  y  va- 
ronil. Doña  Concepción  de  Codoí,  cansante  de  los  demandados,  promovía 
y  sostuvo  el  pleito  qne  terminó  la  concordia,  con  lo  cual  y  con  recordar 
qné  D.  Francisco  Pío  de  Codol,  padre  de  la  demandante,  era  el  hijo  varón 
primogénito  de  D.  Francisco  Tomás  de  Oodol  y  de  Vivet,  ó  sea  del  descen- 
diente único  varón  de  Doña  Teresa,  primera  suslituta,  se  echaba  de  ver 
cómo  de  docomento  auténtico  obrante  en  autos  resultaba  justidcado  el  re- 
conocimiento hecho  explícitamente  por  Doña  Concepción,  madre  y  cau- 
sante de  los  demandados;  de  que  dada  la  existencia  del  víncnlo  ó  fideico- 
miso en  el  testamento  de  D.  Francisco  Tord,  el  derecho  á  él  correspondió» 
al  fallecimiento  de  D.  Ramón  de  Tord  y  de  Pedrelo,  al  propio  D.  Francisca 
Pío;  y  si  la  sentencia  daba  por  probada  la  existencia  de  fideicomiso  por 
haberlo  sos  enido  Doña  Concepción,  madre  y  causante  de  los  demanda- 
dos, no  podía  sin  error  de  hecho  justificado  por  el  mismo  decnmento  de^ 
qne  se  derivaba  aquella  prueba,  dejar  de  dar  por  probado  el  carácter  de 
familiar,  primogenial  y  varonil  del  fideicomiso  ó  vínculo  qne  en  el  propio 
documento  reconocía  la  repetida  Doña  Concepción,  y  por  consiguiente  d^ 
clarar  improcedente  la  demanda  de  la  recurrente  y  revocar  la  sentencia 
del  inferior,  en  razón  á  no  haberse  justificado  la  prelación  del  derecho  de 
D.  Francisco  Pío  sobre  el  de  su  hermana,  por  el  sexo,  la  edad  ó  cualquier 
motivo;  y  aunque  la  sentencia  añadía  que  en  la  escritura  de  concordia,  con 
asentimiento  y  aprobación  del  apoderado  de  D.  Francisco  Pío  de  Codol  7 
de  Gracia,  padre  y  causante  de  la  recurrente  y  hermano  de  Doña  Concep-- 
dón,  que  lo  era  de  los  demandados,  se  reconoció  y  declaró  á  favor  de  ella 
el  derecho  á  los  bienes  del  fideicomiso  ó  vínculo,  este  hecho,  aun  siendo 
cierto,  nada  probaría  contra  la  recurrente,  toda  vez  qne,  reconocida  y  sos- 
tenida por  Doña  Concepción  la  existoncia  del  vínculo  ó  fideiromiso  con 
los  caracteres  indicados  de  familiar,  primogenial  y  varonil,  cualquiera  acto 
qne  en  la  escritura  de  concordia  se  efectuase  á  favor  de  Doña  Concepción 
no  podía  redundar  en  perjuicio  de  la  persona  que  en  lo  sucesivo  viniese 
llamada  al  fideicomiso  ó  vínculo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Aldecoa; 
Considerando  que  cualquiera  que  sea  el  concepto  jurídico  qne  merezcan 
los  llamamientos  de  herederos  y  sustitutos  hechos  por  D.  Francisco  Tord 
y  de  Tord  en  su  testamento  otorgado  en  20  de  Septiembre  de  1705,  asi 
como  la  transcendencia  legal  de  la  conformidad. prestada  por  D.  Francisco 
Pío  de  Codol  y  Gracia  á  la  concordia  celebrada  en  29  de  Junio  da  1866, 
por  virtud  de  la  que  fueron  adjudicados  á  Doña  María  de  la  Concepción 
de  Travy  y  de  Codol,  hermana  del  D.  Francisco,  la  universal  herencia  y 
bienes  qne  dejó  D.  Ramón  de  Tord  y  de  Pedrolo,  procedente  del  D.  Fran- 
dsco  Tord  á  titulo  de  hija  y  heredera  de  D,  Francisco  Tomás  de  Codol,  es 
indudable  qne  al  absolver  la  Audiencia  de  Barcelona  á  los  demandados,, 
fnndándose  para  ello  en  que  Doña  Dolores  de  Codol  y  de  Tomás,  hija  de 
D,  Francisco  Pío,  no  había  justificado  el  preferente  derecho  de  su  padre  á 
la  sucesión,  no  ha  incurrido  en  el  error  de  hecho  derivado  de  documento 
auténtico  que  se  le  atribuye  en  el  recurso;  porque  aun  suponiendo  que  ta- 
les bienes  fuesen  de  naturaleza  vincular  por  razón  de  los  llamamientos- 
hechos  en  el  expresado  testamento  de  1706,  no  sólo  no  existo  en  él  cláusula 
alguna  que  establezca  un  orden  de  preferencia  á  favor  de  los  varones  pri- 
mogénitos en  sustitución  del  llamado  en  primer  lugar,  sino  que  en  los  lla- 
mamientos sucesivos,  al  tratar  de  las  descendencias  de  Doña  Teresa,  Doña 
María  y  Doña  Mariana  de  Tord,  se  consigna  y  repite  la  cláusula  de  que 
ellas  premnertas  hereden  sus  hijos  y  descendientes,  ó  aquel  ó  aqtiellos  gue 
ellas  hubiesen  instituido  herederos,  lo  cual  exclnye  en  absoluto  el  supnesto 
de  la  preferencia  de  los  varones  primofl^énitos: 
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Considerando  qne  tampoco  en  ]a  escritura  de  concordia  antes  referida 
•e  ha  reconocido  en  parte  alguna  de  la  misma  semejante  preferencia,  y  Don 
Francisco  Pío  antoriza  y  consiente,  por  el  contrario,  en  ella  qae  se  adjudi- 
qnen  á  su  hermana  Dpfia  María  Concepción,  á  titulo  de  heredera  del  padre 
ie  amboBj  los  bienes  de  la  herencia  de  D.  Francisco  Tord  y  de  Tord,  lo  que 
sstá  en  consonancia  con  la  libertad  otorgada  por  éste  á  Dofia  Teresa,  para 
designar  al  hijo  ó  hijos  que  hubiesen  de  heredarlas,  sin  que  se  indique 
prtferencia  alguna  por  razón  de  edad  ó  sexo; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Dofia  Dolores  de  Codol  y  Tomás,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certifica- 
ción correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  y  documentos  qne 
hñ  remitido.— (Sentencia  publicada  el  18  de  Noviembre  de  1893,  é  inserta 
en  la  Qaeeta  de  18  de  Enero  de  1894.) 

90 

BxcuBSO  Ds  CASACIÓN  (20  de  Noviembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.— 
Terceria  de  d<minio,—lSo  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  Don 
Andrés  Perelló  en  autos  seguidos  con  D.  Sebastián  Carreras  y  D.  Mauri- 
cio Vilumara  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

(¡ue  no  puede  tener  el  concepto  de  sentencia  definitiva^  para  loa  efectos  del 
recurso  de  casacióny  conforme  al  núm.  1.^  del  art  1690  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento dvil,  la  resolución  que  se  limita  á  admitir  una  demanda  de  terce- 
ria sin  prejuzgar  cuestión  alguna  ni  lastimar  ningún  derecho. 

Resultando  que  hallándose  en  la  vía  de  apremio  el  juicio  ejecutivo  se- 
goido  por  D.  Sebastián  Carreras  y  Hoppe  y  D.  Mauricio  Vilumara  contra 
D.  Andrés  Perelló,  dedujo  D.  Joaquín  de  Dalmases  y  de  Olivárt  demanda 
de  tercería  de  dominio  de  mejor  derecho  á  un  crédito  que  se  mandó  sacar 
á  snbasta  y  que  el  ejecutado  tenía  contra  la  Sociedad  del  ferrocarril  de 
Oervera  á  Pons: 

Resultando  que  dene¿ada  la  admisión  de  la  demanda  por  no  caber  en 
lo0  dos  conceptos  en  que  se  interponía,  deducida  apelación  por  el  deman- 
dante, la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  revocó  en 
31  de  Mayo  último  el  auto  apelado,  admitió  la  demanda  de  D.  Joaquín  de 
Dalmases,  y  mandó  devolver  las  actuaciones  al  Juzgado  para  que  la  tra- 
mitase y  acordase  todo  lo  demás  que  procediera; 

Y  resultando  que  el  ejecutado  D.  Andrés  Perelló  ha  interpuesto  contra 
este  auto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  citando  la  que  á  sa 
jcicio  ha  sido  infringida. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassus:    ^ 

Considerando  que  limitándose  la  resolución  de  la  Audiencia  á  admitir 
una  demanda  de  tercería,  sin  prejuzgar  cuestión  alguna  ni  lastimar  ningún 
derecho,  no  puede  tener  el  concepto  de  sentencia  definitiva,  para  los  efec- 
tos del  recurso  de  casación,  conforme  á  lo' prevenido  en  el  núm.  1.^  del 
art.  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Andrés  Perelló  contra  el  auto  que  en  81  de  Mayo  último  dictó  la  Sala  se- 
gunda de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  á  la  que  se  coinunique 
esta  resolución,  con  devolución  del  apuntamiento  remitido,  no  haciéndose 
declaración  sobre  costas  por  no  haberse  personado  la  otra  parte;  y  publí- 
qnese  este  auto  en  la  forma  prevenida  *por  Ift  ley.— (Auto  fecha  20  de  No- 
viembre de  1898,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  18  de  Enero  de  1894.) 
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RsoüBSO  DK  CASACiÓK  (21  de  Noyiembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.^ 
Desahucio,— }^o  ba  lagar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  D.  Enriqae  Za- 
malloa  en  aatos  con  la  Condesa  de  Bornos  (Audiencia  de  Madrid)»  y  se 
resuelve: 

Que^  según  tiene  declarado  repetidamente  el  Tribunal  Supremo,  e$  impro- 
cedente el  recurso  de  casación  contra  las  jtrovidenciaM  dictadas  en  diligencias 
para  el  cumplimiento  de  una  tíjecutoria^  á  no  ser  que  ésta  se  contrarié  por  d 
nuevo  fallo  ó  se  resueltHi  alguna  cuestión  distinta  á  la  decidida  en  ciquéUa: 

Que  es  improcedente  el  recurso  por  it^racción  de  ley  en  que  no  se  concreta 
el  número  del  art.  1692  en  que  estuviere  comprendida  la  cuestión  propuesta^ 
ni  se  dta  la  ley  ó  doctrina  legal  infringidas,  por  ser  estas  condiciones  esoi- 
i^ialespara  la  admisión  del  mismo. 

Resultando  que  en  autos  seguidos  á  instancia  de  Doña  María  de  la 
Asunción  Ramírez  de  Haro,  Condesa  de  Bornos,  contra  D.  Enrique  Zama- 
lloa  y  Santa  Cruz,  sobre  desabucio  de  un  soiar,  núm.  28  de  la  calle  de  Je- 
«ús  y  María,  la  Sala  segunda  de  lo  ci7il  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dic- 
tó, en  11  de  Febrero  de  1892,  sentencia  en  que  declaró  baber  lugar  «1 
desabucio,  mandando  bacer  saber  á  Zamalloa  que  en  el  término  de  veinte 
días  desalojara  dicbo  solar,  apercibido  de  lanzamiento: 

Resultando  que  la  misma  Sala  volvió  á  conocer  de  los  enunciados  au- 
tos en  grado  de  apelación  y  diligencias  de  cumplimiento  de  la  expresada 
sentencia,  dictando  uno  de  12  de  -Mayo  del  corriente  afio,  por  el  cual  or- 
denó se  procediese  desde  luego  al  lanzamiento  á  su  costa  de  todos  cuan- 
tos ocupasen  el  solar  objeto  de  aquella  sentencia,  sin  perjuicio  del  dere- 
cbo  que  correspondiera  á  los  subarrendatarios,  que  podrían  utilizar  en  ia 
forma  que  creyesen  procedente: 

Resultando  que  D.  Enrique  Zamalloa  ba  inierpuesto  recurso  de  casa- 
ción, en  el  que,  á  más  de  citar,  entre  otros  artículos  de  la  ley.de  Enjuida- 
miento.  el  1692,  pero  sin  expresar  el  párrafo  de  éste  en  que  se  baile  com- 
prendido, expone  ser  el  motivo  del  mismo  lo  prescrito  en  la  última  parta 
del  1696  de  la  propia  ley,  ó  sea  baberse  resuelto  puntos  sustanciales  no 
controvertidos  en  el  pleito  ni  decididos  en  lá  sentencia  que  se  viene  eje- 
cutando; porque  en  el  aludido  pleito  no  aparece  se  con  tro  vertiera  el  dere- 
cbo  de  los  inquilinos  que  además  de  Zamalloa  ocupan  la  finca,  ni  tam- 
poco aparece  de  modo  claro  tengan  tales  inquilinos  del  solar,  que  en  él  po- 
seen instalaciones,  contratos  directos  con  el  recurrente,  y,  por  tanto,  al 
afirmar  la  Sala  sentenciadora  como  fundamento  de  su  resolución  que  nin- 
guna relación  jurídica  bay  entre  la  dueña  del  solar  y  los  subarrendatarios, 
incurre  en  el  motivo  de  infracción  citado: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  estima  improcedente  la  admisión 
del  recurso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Garijo  Lara: 

Considerando  que,  según  tiene  dicbo  con  repetición  este  Tribunal  Supre- 
mo, es  improcedente  el  recurso  de  casación  contra  las  providencias  dicta- 
das en  las  diligencias  para  el  cumplimiento  de  una  ejecutoria,  salvo  el  caso 
en  que  ésta  se  contraríe  por  el  nuevo  fallo  ó  se  resuelva  alguna  cuestióa 
distinta  á  la  resuelta  en  aquélla,  la  cual  no  sucede  aquí,  porque  el  auto  re- 
currido está  en  perfecta  armonfa  con  lo  mandado  en  la  sentencia  que  se 
trata  de  cumplir 
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Ckmsiderando,  además,  qne  ni  el  recurrente  concreta  el  número  del  ar- 
tiento  1092,  dentro  del  cnal  eatá  comprendida  la  cneetión  propoeata,  ni 
elta  la  ley  ó  doctrina  legal  infringidas,  j  como  éstas  son  condiciones  eeen- 
^aies  para  la  admisión  del  recurso,  es  vista  la  improcedencia  del  pro* 
paesto  por  dicho  recarrente; 

No  ha  lu^ar  á  admitir  el  predlcho  recnrso  de  casación  interpuesto  por 
D.  finriqne  Zamalloa,  al  qne  se  condena  en  las  costas;  líbrese  á  la  Aa- 
diencia  de  esta  corte  la  oportuna  certificación,  acompañada  del  apunta- 
miento qne  ha  remitido;  y  publfquese  el  presente  auto  según  previene  la 
ley.— (Auto  fecha  21  de  Noviembre  de  1898,  ó  inserto  en  la  Gaceta  de  21 
•de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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Bkoubso  de  casaciók  (28  de  Noviembre  de  1898).— Sala  de  lo  civn. — 
Dtfenga p&r pobre.-^íífohA  lugar  alinterpuesto  por  D.  Ildefonso  Gutierres 
niana,  como  síndico  del  concurso  de  D.  Jesús  Gracia  en  autos  con  Dofia 
Eloísa  Minuesa  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  86  invocan  inoportunamente  como  infringidos  los  artículos  13, 14  y  15 
de  la  ky  de  Enjuiciamtento  civil,  cuando  el  fundamento  del  fallo  en  la  sen- 
tencia que  deniega  el  beneficio  de  pobreza  al  sindico  de  un  concurso,  no  es  que 
9e  haya  priado  ó  no  la  cualidad  de  pobreza  del  sindico  ó  del  concurso,  sino 
el  que  solicitándose  tal  beneficio  por  aquél  en  la  personalidad  de  sindico,  ha 
deSido  demostrarse  para  que  pudiera  prosperar  el  incidente  que  son  pobres 
en  concepto  legal  todos  y  cada  uno  de  los  acreedores  en  cuyo  interés  y  repre- 
teniaeión  obra  la  sindicatura. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  Noviembre  de  1898,  en  el  inci- 
dente de  pobreza  seguido  en  elJuzgado  de  primera  instancia  del  Oeste  de 
-esta  misma  corte  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  te* 
iritorío,  por  el  Procurador  D.  Ildefonso  Gutiérrez  Illana,  en  el  concepto 
•de  síndico  del  concurso  voluntario  de  acreedor^  de  D.  Jesús  Gracia  y 
Andrade,  para  htigar  con  Dofia  Eloísa  Minuesa  y  Picazo,  consorte  de  Gra- 
cia, vecina  de  ésta  corte,  en  los  autos  promovidos  contra  la  misma  por 
su  marido  sobre  ingreso  en  la  sociedad  conyugal  del  producto  de  sus  bie- 
nes parafernales;  en  cayo  incidente  ha  sido  también  parte  la  representa- 
láón  del  Estado;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recnrso  de  casación  por 
infracción  de  ley  interpuesto  por  el  síndico  del  concurso  de  Gracia,  bajo 
su  propia  representación  como  Procurador,  con  la  dirección  del  Letrado 
D.  Luis  Martorell,  habiéndolo  estado  la  parte  recorrida  por  el  Procura- 
dor D.  Francisco  Sánchez  Morayta  y  el  Letrado  D.  Ricardo  F.  Pérez  de 
•Soto: 

Resultando  que  D.  Jesús  Grada  y  Andrade  entabló  demanda  civil  or- 
dinaria en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  Oeste  contra  su  esposa 
Dbfia  Eloísa  Minuesa  y  Picazo,  para  qne  ésta  ingresara  en  la  sociedad  con- 
yugal el  producto  de  sus  bienes  parafernales,  y  habiendo  sido  declarado 
D.  Jesús  Gracia  en  estado  de  concurso  voluntario  de  acreedores,  fué  soa- 
titQfdo  en  aquel  pleito  por  el  síndico  del  concurso  el  Procurador  D.  Ilde- 
fonso Gutiérrez  Illana,  quien  en  2  de  Noviembre  de  1889  dedujo  el  inci- 
dente oportuno  para  que  se  declarase  á  la  sindicatura  pobre  en  sentido 
legal,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  art.  89  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil;  diciendo  al  efecto  qne  D.  Jesús  Gracia  tenía  pedido  el  bene- 
ílcio  de  pobreza  en  todos  los  pleitos  pendientes  por  carecer  de  toda  clase 
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de  bienei;  que  en  la  actaalidad  yivía  en  la  Honda  del  Conde  Doqne,  nú- 
mero  6,  caarto  2.0;  qoe  el  concarso  de  Grada  carecía  por  tanto  de  bienea 
j  rentas  de  toda  clase,  por  lo  cual  sa  síndico  no  percibía  on  solo  céntimo 
por  ningún  concepto;  y  que  por  ignal  razón  le  babía  sido  imposible  adqui- 
rir las  certificaciones  relativas  á  la  contriboción  y  derecbo  electoral  del 
concursado  y  de  la  sindicatora: 

Besnltando  qne  formada  pieza  separada  para  la  snstanciación  debata 
demanda  de  pobreza,  la  impugnó  Dofia  Eloísa  Minuesa,  alegando:  que  m 
Marzo  de  1886  solicitó  D.  Jesús  Gracia  la  declaración  de  concorso  volun- 
tu  rio,  en  cayos  autos  constaba  que  no  se  le  babía  dirigido  otra  reclama- 
ción que  una  de  626  pesetas,  importando  el  activo  86.668  pesetas  y  el  pa- 
sivo 28.822;  que  las  personas  inclnídas  en  la  relación  de  acreedores  eran 
todas  ricas,  y  que  el  activo  se  hallaba  íntegro,  y  en  diferentes  librerías  de 
esta  corte  se  seguían  vendiendo  obras  editadas  por  Gracia;  que  Gatiérres 
Illana  babía  solicitado  la  defensa  por  pobre,  no  para  litigar  derechos  pro- 
pios, sino  como  síndico  del  concurso,  con  arreglo  i  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 1218  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  que  aparte  de  esto  era  per- 
sona pudiente  y  desempeñaba  el  cargo  de  Procurador,  pagando  la  contri- 
bución debida;  y  que  por  razón  de  lo  dispuesto  en  el  art.  20  de  la  misma 
ley  Procesal  y  en  diferentes  sentencias  de  este  Tribonal  Supremo,  loa  sín- 
dicos de  concurso  no  tienen  derecho  al  beneficio  de  pobreza,  á  no  ser  que 
justifiquen  que  todos  y  cada  uno  de  los  acreedores  tienen  derecbo  á  ser 
individualmente  defendidos  como  pobres,  é  impugnada  también  la  de- 
manda por  la  representación  del  Estado,  por  no  constarle  la  certeza  de  los- 
hechos  en  que  se  fundaba  mientras  no  se  justificasen  debidamente,  ae  re- 
cibió el  incidente  á  prueba,  y  además  de  la  de  posiciones  y  testifical,  uti- 
lizó la  parte  demandante  la  documental,  trayendo  á  los  autos  con  la  debida 
citación  contraría  un  testimonio  referente  á  los  autos  de  concurso,  en  el 
que  se  hace  constar  qoe  la  sindicatura  se  defendía  como  pobre,  aunque  no 
constaba  autorizada  para  ello,  y  que  no  aparecía  tampoco  que  se  hubiera, 
aefialado  al  síndico  remuneración  alguna,  ni  que  fe  hubieran  entregado 
cantidades  por  ningún  concepto  á  nadie;  y  otro  testimonio  relativo  á  otro 
Incidente  de  pobreza  entablado  por  Gracia  para  litigar  con  su  esposa  en 
reclamación  de  alimentos,  en  el  que  consta  que  la  pretonaión  de  pobreza  se 
había  fundado  en  que  Gracia  no  percibía  los  productos  de  los  bienes  de 
la  sociedad  conyugal  y  estaba  declarado  en  concurao: 

Resultando  que  en  26  de  Enero  de  1892  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  esta  corte  sentencia  confirmatoria  con  laa  costas» 
denegando  el  bcBefício  de  pobreza  solicitado  por  D.  Ildefonso  Gutierres  • 
Illana,  como  síndico  del  concorso  voluntario  de  acreedores  de  D.  Jesú» 
Gracia  Andrade,  con  imposición  de  todas  las  costas: 

Besultando  que  D.  Ildefonso  Gutierres  Illana,  en  el  concepto  indicada 
de  síndico  del  concurso  de  Gracia,  interpuso  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  fundado  en  los  casos  l.o  y  7.o  del  art  1692  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  por  los  siguientes  motivos: 

Primero.  Porque  la  sentencia  viola  las  leyes  aplicables  al  caso  del 
pleito,  infringiendo  lo  dispuesto  por  los  artículos  13, 14  y  16,  casos  l.o  y 
6,0,  de  la  ley  de  Eojoiciamiento  civil,  en  cuanto  ha  denegado  la  adminis- 
tración gratuita  de  la  justicia  y  de  los  beneficios  consiguientes  á  la  decla- 
ración de  pobreza  á  la  representación  de  un  concurso  que  no  üeae  me- 
dios fijos  algunos  con  que  atender  á  sus  necesidades  qde  tiene  todos  aas 
bienes  afectos  á  la  resultancia  del  mismo  juicio  universal,  y  que  jepre- 
■enta,  entre  otros,  los  intereses  del  concursado,  que  no  tiene  mis  medioa 
para  vivir  que  el  jornal  eventual  que  gana  con  su  trabajo  personal  cnando* 
io  encuentra: 
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Segando.  Porque  la  eenteneia  aplica  además  indebidamente  el  pre- 
cepto del  art.  20  de  la  misma  ley  de  Enjuiciamiento  ci7il,  cuya  disposidón 
no  puede  referirse  á  casos  como  el  actual,  por  estar  sólo  relacionada  con 
«quellas  personas  que  reclaman  derechos  como  cesionarios,  como  gesto- 
res y  como  representantes  de  terceras  personas;  toda  Tes  que  desde  el 
momento  en  que  el  recurrente  litigaba  como  síndico,  y  con\o  síndico  pe- 
día la  defensa  por  pobre,  era  claro  que  la  pedía  para  defender  derechos 
de  la  sindicatura,  y  que  por  lo  mismo  podía  serle  concedida,  sin  que  pu- 
diera alegarse  en  contrario  el  citado  precepto  legal,  sólo  admisible,  dado 
el  supuesto  de  que  partía,  si  se  pidiera  la  defensa  por  pobre  de  la  sindi- 
catura para  sostener  derechos  que  no  guardaban  relación  con  ella; 

T  tercero.  Porque  al  apreciar  la  Sala  sentenciadora  que  de  las  pruebas 
practicadas  no  resultaba  demostrado  que  la  sindicatura  viniera  compren- 
dida dentro  de  ninguno  de  los  casos  del  art.  16  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  había  cometido  error  de  derecho,  infringiendo  lo  dispuesto 
por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  sus  artículos  678,  caso  2.o,  696,  últi- 
mo apartado,  y  697,  reglas  2 .»,  8.»  y  4>,  y  lo  preceptuado  por  el  Código 
-civil  en  sus  artículos  1216  y  1218,  todos  ellos  referentes  á  la  eficacia  de 
los  medios  probatorios,  siendo  el  concepto  de  esta  infracción  el  de  que  la 
Sala  sentenciadora,  al  hacer  tal  apreciación,  no  había  concedido  eficacia 
alguna  á  los  documentos  públicos  consistentes  en  testimonio  de  actuacio- 
nes judiciales. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  i^ntonio  Garijo  Lara: 
Considerando  que  se  invocan  inoportunamente  en  el  presente  caso 
^Gomo  infringidos  los  artículos  18,  14  y  16  de  la  ley  de  Enjuiciamienlo 
«i vil,  porque  el  fundamento  del  fallo  no  es  que  haya  ó  no  acreditado  el 
recurrente  ó  el  concurso  su  cualidad  de  pobre  para  litigar,  sino  el  de  que 
solicitando  tal  beneficio  en  su  personalidad  de  síndico  del  concurso  de 
D.  Jesús  Gracia,  ha  debido  demostrarse,  para  que  pudiera  prosperar  di- 
cho incidente,  que  son  pobres  en  concepto  legal  todos  y  cada  uno  de  los 
acreedores  en  cuyo  interés  y  representación  obra  el  síndico;  y  en  este 
concepto  el  fallo  recurrido,  al  denearar  á  D.  Ildefonso  Gutiérrez  Illana  la 
defensa  por  pobre  en  su  personalidad  de  síndico  del  concurso  de  D.  Jesús 
-Gracia,  ni  infringe  los  artículos  citados  en  el  primer  motivo,  ni  el  20  de 
la  misma  ley,  que  se  invoca  en  el  segundo,  por  aplicación  indebida,  ni 
-mucho  menos  se  ha  cometido  por  la  Sala  sentenciadora  error  de  derecho 
en  la  apreciación  de  las  pruebas,  como  se  sostiene  en  el  motivo  tercero; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recur 
so  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Ildefonso  Gutié 
rrez  luana,  como  síndico  del  concurso  tle  D.  Jesús  Gracia,  á  quien  condn- 
namos  en  las  costas,  y  al  pago  de  la  cantidad  que  por  razón  de  depósito 
debió  constituir,  que  se  diatribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
de  los  autos  remitidos.— (Sentencia  publicada  el  ¿8  de  Noviembre  de  1823, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  13  de  Enero  de  1894.) 
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RictfBBO  x>s  CASACió!r  BV  A8V1ITO  D«  ÜLTSáHAB  (28  do  Noviombre 
de  1893).— Sala  de  lo  cVtW.^Pago  de  cantiddd.^'So  ha  lugar  al  interpuesto 
por  la  Sociedad  Calixto  López  y  Compafiía  en  autos  con  D.  Antonio  Ho~ 
dríguez  Lorenzo  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Que  no  u  infringen  la$  dispoikiones  legaUi  citadas  par  si  recwnrtnU 


Digitized  by  VjOOQ IC 


414  jüBzsPBüDXKCiiL  cms* 

cuando^  apreeiadéi  por  h  Sala  sentenciadora  en  conjunto  Uu  prudtaM,  < 
puettoB  ébtat  de  divenoa  elementos,  no  se  demuestra  que  se  naya  Gometídth 
error  de  hecho  ó  de  derecho  en  dicha  apreciación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Noviembre  de  1898,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Noa  en  virtud  de  recnrso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
■egnido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro  de  lá 
Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquella  ciudad  por 
D.  Antonio  Rodrigues  Lorenzo,  labrador  y  vecino  de  8an  Juan  y  Martí- 
nez,  representado  por  el  Procurador  D.  Fidel  Serrano  y  Peres  y  defendida 
por  el  Doctor  D.  Joaquín  Buitrago,  con  la  razón  social  de  aquella  plaza^ 
B.  Calixto  López  y  Compañía,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Armando 
BancéSy  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Manuel  Pedregal,  sobre  pago  de 
pesos: 

Resultando  que  con  fecha  en  San  Juan  y  Martínez,  á  27  de  Jnlio^ 
de  1891,  firmó  D.  Baldomcro  Quintana  una  carta  libranza  que  se  ha  pre- 
sentado con  la  demanda,  y  que  dice  así:  cSres.  D.  Calixto  López  y  <¿m* 
pafiía.— Habana.— Muy  sefiores  míos:  Por  la  presente,  y  á  veinticuatro  día» 
vista,  se  servirán  VV.  mandar  pagar  á  D.  Antonio  Rodríguez  Lorenzo,  6 
á  su  orden,  la  cantidad  de  4.862  pesos  en  oro  por  saldo  de  su  cosecha  de 
tabaco,  compuesta  de  68  tercios  completos  de  todas  clases,  que  he  marcado 
con  el  DÚm.  20  é  iniciales  L.  Bros,  cuya  suma  cargarán  VV.  á  mercancías. 
—Sin  más  particular/ordenen  como  gusten  á  su  afectísimo  y  8.  S.>;  y  qne 
endosada  esta  libranza  á  D.  José  María  Fernández,  y  por  éste  á  los  sefio- 
res Gamba  y  Compañía,  presentada  á  la  aceptación,  la  razón  social  D.  Ca- 
lixto López  y  Compañía  manifestó  que  no  la  aceptaba,  porque  el  veguero 
D.  Antonio  Rodríguez  Lorenzo  no  biabía  cumplido  lo  estipulado  en  la  ope- 
ración de  compra,  y  no  estando  en  estado  de  recibirse  la  mercancía  com- 
prada, que  había  sido  rechazada  en  absoluto,  y  que  se  había  dejado  á  dls- 
poaición  del  veguero,  no  existía  el  débito  que  motivaba  el  giro;  y,  por  coa- 
siguiente,  no  debía  pagarse  el  importe  de  la  libranza;  la  cual,  por  lo  tanto^ 
fué  protestada,  volviendo  á  poder  de  D.  Antonio  Itodríguez  Lorenzo: 

Resultando  que  en  carta  que  con  la  misma  fecha  27  de  Julio  de  1891 
dirigió  D.  Bal  Jomero  Quintana  á  D.  Calixto  López  y  Compañía,  manifestó^ 
entre  otras  cosas,  que  por  el  próximo  vapor  les  remitiría  49  tercios  de  ta- 
baco con  la  marca  L.  Bros  y  núm.  83,  que  les  agradecería  se  los  vendieran 
lo  antes  posible,  y  si  les  convenía  quedarse  con  ellos,  los  apreciasen  en  la 
forma  que  estimaren  más  justo;  y  haciendo  mérito  después  de  las  condi- 
ciones en  que  había  ajustaido  con  Rodríguez  la.  escogida  de  los  68  tercios 
núm.  20,  se  afía^Ie  que  con  aquella  fecha  había  dado  una  libranza  contra 
ellos  á  D.  Antonio  Rodríguez  Lorenzo,  á  veinticuatro  días  vista,  por  pesos ' 
4.862  oro,  habiéndole  entregado  102  pesos,  que  hacían  un  total  de  4.964, 
sin  incluir  fletes;  que  le  hicieran  el  favor  de  registrarlos,  pues  no  había 
podido  hacerlo  allí,  y  si  lo  encontraban  de  conformidad  con  las  condlcio* 
nes  ajustadas,  pagasen  la  libranza  y  cargasen  su  importe  á  su  cuenta  de 
mercaderías;  y  si  sucediera  lo  contrario,  podían  avisar  al  veguero  que  él 
iría  á  la  Habana: 

Resultando  que  en  carta  que  con  fecha  l.o  de  Agosto  de  1891  dirigie- 
ron desde  la  Habana  á  D.  José  Rodríguez,  D.  Calixto  López  y  Compañía, 
que  la  han  reconocido  como  cierta  y  legítima,  le  dijeron  que  con  senti- 
miento que  al  llegar  sa  vega  csn  el  núm.  20,  de  58  tercios,  había  sido  exa- 
minada por  ellos  y  no  haÚan  encontrado  el  cumplimiento  en  la  escogida 
que  se  había  ajustado,  y  expresando  los  defectos  del  tabaco,  le  dijeroa 
que  quedaba  á  disposición  de  Rodríguez: 

Resultando  que  D.  Antonio  Rodríguez  y  Lorenzo  dedujo  en  17  de  íSep- 
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tiembre  de  1891  la  demanda  objeto  de  estoa  aatos»  exponiendo  qne  Doá 
Baldomero  Qaintana,  comisionista  de  la  razón  social  Calixto  López  y 
Gompafiía  para  comprar  tabaco  en  rama  en  Vaelta  de  Abajo,  compró  para 
dicha  Sociedad  al  demandante  toda  sn  cosecha  del  último  año,  compuesta 
de  68  tercios  de  tabaco  de  todas  clases,  qne  recibió  Qointana,  marcado» 
con  el  Dúm.  20  é  iniciales  L.  Bros,  y  remitió  en  26  de  Jallo  á  sas  comiten*^ 
tes  Calixto  Lopes  y  Compañía,  que  la  recogieron  y  llevaron  á  sus  alma- 
cenes de  la  calle  de  Zalueta,  n.ú meros  48  y  60;  qne  para  pagar  Quintana 
al  demandante  el  saldo  del  pitecio  de  sn  cosecha  de  tabaco  comprado  para> 
Calixto  López  y  Compañía,  y  habiendo  recibido  ya  alguna  cantidad  i- 
cuenta,  le  dio  la  libranza  que  se  acompañaba  por  la  cantidad  de  4.862  pe- 
sos oro,  á  la  orden  del  demandante  y  cargo  de  Calixto  López  y  Compa* 
nía,  quienes  no  la  aceptaron,  por  decir  que  el  veguero  no  había  cumplido 
lo  estipulado  en  la  operación  de  compra,  por  lo  cual  hablan  rechazado  la 
mercancía;  que  el  demandante  vendió  á  D.  Baldomero  Quintana  para  loa 
Sres.  Calixto  López  y  Compañía,  siendo  inexacto  quo  éstos  no  hubieran 
recibido  los  68  tercios  de  tabaco  completos  de  todas  clases  que  formaban 
la  cosecha  del  actor,  puesto  que  fueron  marcados  por  su  comisionista  con 
el  número  ó  iniciales  referidos,  y  remitidos  á  aquéllos,  qne  los  recibieron 
del  ferrocarril;  y  que  era  también  inexacto  que  la  cosecha  recibida  y  ven* 
dida  por  D.  Calixto  López  hubiera  sido  rechazada  y  dejada  á  disposición 
del  vendedor;  y  citando  como  fundamentos  de  derecho  lo  dispuesto  en 
loa  artículos  1146,  1460,  1462,1600,  1100  y  1601  del  Código  civil,  y  lo  pre- 
ceptuado  en  los  artículos  244  y  263  del  de  Comercio,  terminó  suplicando 
que  se  condenase  á  la  razón  social  Calixto  López  y  Compañía  á  dar  y  pa- 
gar al  demandante  la  cantidad  de  4.862  pesos  en  oro,  sus  intereses  légale» 
por  razón  de  demora  desde  la  interpelación  judicial  y  todas  las  costas: 

Resultando  que  contestando  á  la  demanda  la  indicada  razón  social, 
opuso  la  excepción  perentoria  de  falta  de  acción,  pidiendo  se  declarase  sin 
lugar  la  pretensión  del  demandante,  con  imposición  de  costas,  á  reserva  de 
reclamar  la  indemnización  de  perjuicios,  alegando  para  ello  que  D.  Baldo- 
mero Quintana,  particularmente,  por  su  propia  cuenta  y  no  como  comisio- 
nista de  D.  Calixto  López  y  Compañía,  compró  á  D.  Antonio  Rodríguez 
Lorenzo  68  tercios  de  tabaco,  que  recibió  del  vendedor  y  remitió  á  la  Ha- 
bana, siendo  recogidos  por  los  demandados,  que  los  recibieron  en  sus  al- 
macenes, lo  mismo  que  otras  partidas  de  tabacos  enviadas  por  Quintana, 
como  lo  demostraba  la  carta  de  éste  que  se  acompañaba;  que  D.  Calixto 
López  y  Compañía  recibieron  los  68  tercios  de  tabaco,  lo  mismo  que  reci- 
bieron los  49  ya  citados,  y  lo  mismo  qne  recibían  con  frecuencia  mercan- 
cías que  les  remitían  otras  personas;  1^  registraron  teniendo  á  la  vista  las 
instrucciones  de  Quintana,  y  entendieron,  como  entendían  ahors,  que  laa 
condiciones  pactadas  no  se  habían  cumplido  por  parte  del  vendedor,  supo- 
niéndolos ó  presumiéndolos  pactados  en  la  forma  concreta  á  que  la  carta 
se  contraía,  y  ciñéndose  estrictamente  á  las  instrucciones  recibidas,  se  ne- 
garon á  satisfacer  la  libranza;  que  la  manifestación  que  hicieron  en  el  acto 
del  protesto  no  fué  más  amplia,  porque  nada  podían  interesar  al  tenedor 
de  la  libranza  F.  Gamba  y  Compañía  las  relaciones  existentes  entre  Quin* 
tana  y  D.  Calixto  López  y  Compañía,  ni  era  aquel  momento  el  más  opor- 
tuno para  historiar  antecedentes  ni  para  dar  explicaciones,  que  quizá  pudo 
y  debió  dar  Rodríguez  al  efecto  de  evitar  el  protesto  y  la  alarma  qne  en  los 
primeros  momentos  pudo  causar;  que  los  tercios  de  tabaco  estaban  en  loa- 
almacenes  de  D.  Calixto  López  y  Compañía  á  disposición  de  D.  Baldomeía 
Quintana,  no  debiendo  importar  nada  al  demandante  saber  si  los  deman- 
dados cobraron  ó  no  almacenaje  á  aquél;  que  D.  Baldomero  Quintana  no 
había  comprado  como  comisionista  de  D.  Calixto  López  y  Compañía  los  ter- 
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«ios  de  tabaco,  ni  éstos  los  hsbian  comprado  á  Rodrígaes,  sino  que  haWna 
recibido  de  D.  Baldomero  Quintana  nn  encargo  en  los  términos  expresados^ 
encargo  de  que  sólo  debían  dar  cnenta  á  D.  Baldomero  Quintana: 

Resaltando  qae  el  demandante  reprodujo  al  replicar  los  hechos  de  sa 
demanda,  negando  los  de  la  contestación,  é  insistiendo  en  que  D.  Calixto 
Lopes  y  Compafifa  había  reconocido  de  distintas  maneras  las  existendas 
del  contrato  de  compraventa  llevado  á  cabo  por  cuenta  de  los  mismos  por 
su  comisionista  comprador  en  Vuelta  Abajo,  D.  Baldomero  Quintana;  qne 
los  documentos  privados  no  eran  eficaces  en  perjuicio  de  tercero,  sino  desde 
la  fecha  en  que  sucediera  comprobarse  su  autenticidad,  7  que  sólo  hacían 
prueba  contra  el  que  los  había  escrito: 

Resultando  que  reproducidos  también  por  la  Sociedad  demandada  en 
el  trámite  de  duplica  los  hechos  de  la  contestación,  se  recibió  el  juicio  á 
prueba,  practicándose  testifical  por  una  y  otra  parte;  y  habiéndose  presen- 
tado por  el  demandante  la  carta  de  l.o  de  Agosto  de  1891  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  y  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  ti- 
Til  de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó  en  17  de  Agosto  de  1892  sentenda 
revocatoria,  declarando  con  lugar  la  demanda,  y  condenando,  en  su  conse- 
cuencia, á  la  Sociedad  Calixto  López  y  Oompafiía  á  dar  y  pagpar  dentro  de 
quinto  día  al  demandante  D.  Antonio  Rodríguez  Lorenzo  la  cantidad  de 
4.862  pesos  en  oro,  y  los  intereses  legales  por  razón  de  demora  desde  la 
interpelación  judicial,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Calixto  López  y  Albueme,  como  Gerente  de  la  So- 
ciedad Calixto  López  y  Compañía,  ha  interpuesto  recurso  de  casación,  por 
haberse  infringido  á  su  juicio: 

Primero.  El  art.  244  del  Código  de  Comercio,  por  su  indebida  aplica- 
ción, y  el  art.  326,  caso  2.0,  del  mismo  Código,  porque  se  reputa  comisite 
mercantil  el  mandato  que  se  suponía  otorgado  por  D.  Calixto  López  y  Com- 
píifífa  á  D.  Baldomero  Quintana,  y  mercantil  asimismo  la  venta  que  del 
producto  de  BU  cosecha  hizo  D.  Antonio  Rodríguez  á  favor  del  expresado 
Quintana;  pues  para  que  un  mandato  sea  reputado  comisión  mercantil  em 
necesario  tenga  por  objeto  un  acto  ú  operación  de  comercio,  según  disp<me 
el  citado  art.  244,  y  como  el  contrato  celebrado  por  D.  Baldomero  Quintana 
con  Rodríguez  consistió  en  la  venta  que  éste  hizo  del  fruto  ó  producto  de 
su  cosecha  de  tabaco,  no  se  podía  reputar  mercantil  dicho  contrato,  porque 
á  ello  obstaba  la  disposición  expresa  y  terminante  del  referido  art  816, 
easo  2.0: 

Segundo.  £1  art.  1282  del  Código  civil,  incurriendo  en  error  de  hecho 
en  la  apreciación  de  las  pruebas,  porque  absolviendo  D.  Antonio  Rodrí- 
guez Lores zo  las  posiciones  formulabas  por  la  Sociedad  demandada,  oo&r 
fesó  ser  cierto  oue  D.  Baldomero  Quintana  le  compró  los  58  tercios  de 
tabaco  para  Calixto  López  y  Compañía;  pues  desde  el  momento  que  hiao 
esta  confesión  judicial  el  demandante,  que  constituía  prueba  plena  contra 
él,  no  se  había  podido  poner  en  duda  el  hecho  de  la  celebración  del  coa- 
trato  entre  Quintana  y  Rodrigues,  y  se  había  debido  tomar  por  base  única 
^  hecho  de  la  confesión  para  determinar  cuáles  fueron  los  límites  dul 
mandato  y  hasta  qué  punto  quedaba  obligada  la  Sociedad  demsndada  á 
cumplir  las  obligaciones  contraídas  por  el  supuesto  nundatario  ó  comí 
sionista: 

Tercero.  Y,  por  último,  el  art.  171?  del  Código  civil;  y  en  el  caso  de 
qne  D.  Baldomero  Quintana  hubiera  celebrado  el  contrato  con  el  carácter 
de  comisionista,  se  había  infringido  el  art.  246  del  Código  de  Comercio» 
concordante  con  el  citado  art.  1717  dd  Código  civil,  porque  de  la  confesión 
hecha  por  el  demandante  resultaba  que  D.  Baldomero  Quintana  contrató- 
eh  nombre  propio,  aun  cuando  hiciera  la  compra  de  tabaco  para  la  Socie- 
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<<d«d  GftHxto  Lopes  y  Ooxap^&iñ;  retaltando  por  tentó  que  el  demtoidaate 
^oareeía  de  «oción  contra  1»  Sodedad  demandada,  y  qae  había  debido  y 
podía  ejercitar  la  acción  que  le  correspondía  contta  el  acreedor  D.  Baldo- 
mero  Quintana. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  qae  declarado  como  probado  en  la  sentencia  recorrida 
•que  Quintana,  con  el  carácter  de  mandatario  ó  comisionista,  compró  para 
la  Sociedad  mercantil  Calixto  Lopes  y  Compafiía  la  cosecha  de  tabaco  de 
D.  Antonio  Rodrigues  de  qae  se  hace  mérito  en  los  resultandos,  y  no  com* 
batida  esta  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  en  la  forma  ineludible  que 
la  ley  determina,  evidente  es  que  no  se  ha  infringido  el  art  244  del  Código 
de  Comercio  que  se  cita  en  el  primer  motivo  del  recurso,  cita  que  de  todioa 
modos  es  ineficaz,  puesto  que  lo  resuelto  por  el  fallo  lo  está  también  de 
acuerdo  con  prescripciones  del  Código  civil  que  se  invocan  en  la  demanda 
y  que  á  la  vez  apoyan  aquél,  y  doble  aspecto  que  igualmente  hace  inapli- 
cable el  caso  2.0  del  art.  826  del  de  Comercio,  suponiéndole  infringido  y  de 
indudable  ineficacia  por  el  mismo  fundamento: 

Considerando  que  apreciadas  las  pruebas  en  conjunto  y  compuestas  de 
elementos  diversos,  cuales  son  posiciones,  testigos  y  documentos,  segi^n 
-consta  en  el  considerando  8.*  de  dicha  sentencia,  no  se  demuestra  qae  se 
iiaya  cometido  error  de  hecho  al  apreciar  lo  declarado  por  el  demandante 
en  sus  posiciones  con  relación  á  lo  manifestado  en  la  demanda,  ni  con  lo 
sentado  en  los  fundamentos  legales  del  fallo  recurrido,  conteniéndose  en 
iodo  ello  el  sentido  de  que  QuinClina  contrató  como  mandatario  ó  comisionis- 
ta para  dicha  Sociedad;  no  habiéndose  por  tanto  infringido  el  art  1233  del 
'Código  civil,  ni  el  1717  del  mismo,  concordante  con  el  246  del  Código  de 
Comercio,  que  se  citan  en  ios  motivos  segundo  y  tercero  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  reeorao 
de  casación  interpuesto  por  la  Sociedad  Calixto  López  y  Compafiís,  á 
<|aien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la 
certificaeión  correspondiente,  con  devolación  del  apuntamiento  que  ha 
remitido.— (Sentencia  publicada  el  28  de  Noviembre  de  1898,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  18  de  Enero  de  1894.) 
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BactTBSO  Ds  OASJkOióN  BV  LA  FOBMA  (28  de  Noviembre  de  1898).—- 
Baladelooivil.— Pago  de  pesemos. —No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Dolía 
Carmen  Lozano  Martín  en  autos  con  D.  Manuel  Martín  de  Oliva  (Audien- 
eia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  con  arreglo  al  caso  2fi  del  art.  662  de  la  ley  ie  EnjMciamiento  einü, 
íUo  procede  y  puede  otorgaree  el  recibirntento  á  prueba  en  segunda  inttaneia 
cuando  por  eausaa  no  imputablee  al  que  la  so/tcito,  no  hubiera  podido»  haeeree^ 
en  la  primera  toda  ó  parte  de  la  prueba  propuesta,  no  procediendo  dicho  red 
bimiento  aprueba,  ni  quebrantándose  por  su  negativa  las  formas  esenciales 
del  juicio,  si  la  causa  de  no  haberse  practicado  es  imputable  al  que  solicila  di- 
cho trámite  por  no  haber  prestado  ía  necesaria  dUigenoia  en  primera  instan- 
cia para  que  oportunamente  se  hubiere  llevado  á  tfecto  d  particular  de  prueba 
que  solicita. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  Noviembre  de  1898,  en  el  pl^to 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Con- 
TOMO  74  27 
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graso  de  etts  capitel  y  en  la  Bala  primera  de  lo  cMl  de  la  Andieoda  de  la» 
misma  por  1).  Manael  Martín  de  Oliva  y  Bomero,  Marqués  de  Nerva  y  de 
Oliva,  propietario,  de  este  vecindad,  representado  por  el  Procurador  D.  Lni» 
Lumbreras  y  defendido  por  el  Letrado  D.  Ignacio  Soárez  García,  con  Dofia 
Carmen  Lozano  y  Martín,  propietaria,  vedna  de  Usoal,  y  en  sn  nombre 
el  Procurador  D.  Manuel  González  Agnado,  bajo  la  dirección  del  Licen- 
dado  D.  Tomás  Revilla,  sobre  pago  de  pesetas: 

Resultando  que  con  la  firma  de  Patrido  Lozano,  y  la  fecha  en  Madrid 
á  80  de  Diciembre  de  1890,  se  extendió  nn  pagaré  en  este  corto  para  ^  día. 
31  de  Marzo  de  1891,  á  la  orden  de  D.  José  Oyangaren  y  Hoyuela,  por  la 
cantidad  de  40.000  pesetas,  recibidas  en  aquel  acto  del  mismo,  pagaré  que 
por  SB  capitel  é  intereses  haste  que  fuese  satisfecho  fué  endosado  4  la  or- 
den de  D.  Manuel  Martín  de  Oliva,  Marqués  de  Nerva  y  Oliva,  valor  reci*^ 
bido  del  mismo: 

Besoltendo  que  en  26  de  dicho  mes  de  Noviembre  de  1891  dedujo  de- 
manda D.  Manuel  Martin  de  Oii^  contra  Dofia  Carmen  Lozano,  como 
única  heredera  de  D.  Patricio  Lozano,  para  eí  pago  de  la  cantidad  de 
40.000  pesetas,  importo  del  pagaré,  intereses  al  8  por  100  anual  desde  80^ 
de  Diciembre  de  1890  haate  elcompleto  pago  del  principal  y  todas  las  cos- 
tas, y  que  Dofia  Carmen  Lozano,  alegando  que  D.  Patricio  Lozano  no  re- 
cibió las  40.000  pesetas  que  se  decían  entregadas,  que  no  era  comerciante, 
y  que  por  tento  el  pagaré,  revistiendo  forma  mercantil,  era  un  documento 
faleo,  porque  acreditaba  un  préstamo  que  no  se  había  hecho,  y  llamando 
además  la  atonden  sobre  la  diférenda  entre  la  tinte  de  la  firma  y  lo  de- 
más del  documento,  y  nna  mancha  debida  á  uno  de  los  cuatro  dobleces  del 
mismo,  contesto  á  la  demanda  solicitando  que,  previa  la  declaración  de 
nulidad  de  dicho  documento  y  del  contrato  que  por  el  mismo  pretendía 
acrediterse,  se  la  absolviera,  condenando  al  demandante  al  pago  en  toda» 
las  costes: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  pmeba,  la  donandada  Dofia  Carmeit 
Lozano  solicito  por  el  segundo  otrosí  del  escrito  en  que  articuló  an  prue- 
ba, que  tres  peritos  calígrafos  con  el  titulo  de  Archiveros,  Bibliotecarios  y 
Anticuarios,  después  de  examinar  el  pagaré  y  los  tres  documentos  otor- 
gados por  D.  Patricio  Lozano  de  que  hizo  mérito^  declarasen  si  la  letra 
del  cuerpo  del  pagaré  había  sido  escrito  por  D.  Patricio  Lozano,  ai  toJo  él 
lo  había  sido  en  un  mismo  acto  y  con  la  misma  tinte  y  mano,  con  otros 
varios  particulares;  y  que  la  parto  contraria,  á  quien  se  oyó  sobre  esta  pre- 
tensión, manifestó  que  precisamento  tenía  pedida  la  misma  prueba,  no 
estando  conforme  con  alguno  de  los  particulares  por  inútiles: 

Resultando  que  admitida  como  pertinente,  dtendo  á  las  partes  para 
una  comparecenda,  no  habiéndoae  puesto  de  acuerdo  en  d  nombramiento 
de  los  peritos,  se  mandó  proceder  á  la  insaculadón  ordenada  por  la  ley; 
que* remitidos  por  el  Jefe  superior  del  Cuerpo  de  Archiveros  y  Bibliote- 
carios los  nombres  y  domicilios  de  nueve  revisores  de  letras,  se  sefialó  el 
día  4  de-B|ayo  de  1892  para  practicar  la  diligenda  de  insaculadón,  pero 
que  pedido  por  la  demanda  que  se  expidiera  nuevo  oficio  al  Jefe  dd 
Cuerpo  de  Archiveros  para  que  vinieran  los  nombres  de  dnoo  peritos  ca- 
lígrafos que  pudieran  sustituir  á  cinco  de  los  nombrados,  porque  doe  de 
elioB  figuraban  ya  como  peritos  en  la  pmeba  ofredda  por  la  otra  parte, 
otros  dos  deberían  ser  recusados  por  ser  predsamento  los  á  que  no  habte 
prestado  conformidad  en  la  prueba  del  Marqués  de  Oliva,  y  el  otro  tenía 
la  seguridad  de  que  no  aceptaría,  se  estimó  en  providencia  de  3  de  Mayo 
lo  que  se  pretendía: 

Resultando  que  verificada  en  4  de  Mayo  la  diligenda  de  insaculadón^ 
resultaron  eiegidoa  por  la  suerte  D.  Vicente  Hignán,  D.  Cayo  Ortega  y  Doo 
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Gabriel  Alareón,  7  en  el  ligoiente  día  5  se  lea  mandó  hacer  aaber  el  nom- 
bramiento, para  qne  maniíeataran  ai  aceptaban  el  cargo: 

fiesnltando  qne  en  6  de  Mayo  presentó  eecrito  Defia  Carmen  Losano, 
solicitando  qne  ae  habilitarán  las  horas  de  la  noche  para  qae  tuviera  efecto 
la  prnéi»  pericial  acordad»  á  sn  instancia,  7  por  nn  otrosí,  qne  para  cA 
caso  de  qne  no  constasen  aún  en  los  antoa  los  domicilios  de  los  peritos» 
para  hacerles  saber  si  aceptaban  el  cargo,  se  constituyera  el  actaario  en 
el  local  del  Jefe  del  Gaerpo  de  Archiveros  y  Bibliotecarios,  reqniríéndole 
pmra  qne  en  el  acto  manifestara  el  domicilio  de  aqnéUos;  y  qne  por  provi- 
dencia del  mismo  día  6  de  Mayo  se  habilitaron  las  horas  de  la  noche  hasta 
las  doce  de  la  misma  para  la  práctica  de  las  diligencias  pedidas;  y  en 
cnanto  al  otrosí,  se  mandó  hacer  como  se  pretendía: 

Resultando  que  el  actuario  puso  diligencias  en  el  mismo  día  6,  en  las 
que  hizo  constar  que  se  había  constituido  en  la  Escuela,  de  Diplomática  v 
en  la  Biblioteca  de  la  Universidad,  y  no  había  podido  notificar  á  los  peri- 
tos, por  no  hallarse  en  dichos  puntos;  y  qae  en  10  de  Mayo  presentó  es- 
crito Dofia  Carmen  Losano,  consignando  la  oportuna  protesta  por  no  ha- 
ber podido  practicarse  la  prueba  pericial  que  solicitó  en  tiempo  oportuno 
y  haber  espirado  el  segundo  de  los  períodos  de  prueba: 

Resultando  <)ae  asimismo  presentó  en  pliego  cerrado  unas  posicio- 
nes, <|[oe  no  pudieron  ser  evacuadas  por  haberse  acreditado  que  el  Marqués 
de  Oliva  se  hallaba  enfermo  el  día  último  del  término  de  prueba  aefialado 
al  efecto: 

Resultando  que  á  su  tiempo  el  Juea  de  primera  instancia  dictó  senten- 
cia condenando  á  Dofia  Carmen  Lozano  y  Martín,  como  heredera  de  D.  Pa* 
tricio  Lozano  y  £steban,  á  pagar  á  D.  Manuel  Martín  de  Oliva  la  cantidad 
de  40.000  pesetas,  con  el  interés  de  6  por  100  anual  desde  la  interposidóli 
de  la  demanda,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  la  demandada  interpuso  y  re- 
mitidos los  autos  á  la  Audiencia  de  esta  corte,  al  instruirse  de  ellos  soli- 
citó', uñando  de  la  facultad  que  le  concedía  el  art.«860  de  la  ley  de  EInjui- 
damiento  civil,  que  se  recibieran  á  prueba  al  objeto  de  que  tuvieran  lu- 
gar el  dictamen  pericial  y  la  confesión  en  juicia  que  había  pretendido^ 
ninguna  de  cuyas  diligencias  pudo  practicarse  por  causas  que  no  le  eran 
imputables  en  modo  alguno;  y  que  el  Marqués  de  Oliva  se  opuso  al  redbi- 
miento  á  prueba,  porque  la  calpa  ostensible  de  na  haber  tenido  lugar  los 
dos  medios  de  prueba  era  evidente: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audienda  de  esta 
CN>rte,  pfOr  auto  de  6  de  Diciembre  de  1892,  declaró  no  haber  lugar  al  reci- 
bimiento de  los  autos  á  prueba  soHdtado  por  Dofia  Carmen  Lozano,  y  que 
se  dtara  á  D.  Manuel  Martín  de  Oliva  y  Romero  para  que  el  día  10  de 
aquel  mes  compareciera  á  absolver  las  posiciones  contenidas  en  el  pliego 
cerrado  presentado  en  el  Juzgado,  previa  declaración  de  su  pertenencia; 
y  qne  suplicado  este  auto  por  Dofia  Carmen  Lozano,  se  declaró  en'  17  del 
mismo  mes  no  haber  lugar  á  suplirlo  ni  enmendarlo: 

Resultando  que  continuada  la  sustanciación  de  la  instanda,  dictó  sen- 
tenda  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audienda  de  esta  corte  en  17  de 
Mayo  del  corriente  afio,  declarando  no  haber  lugar  á  la  suspensión  del 
fallo  pretendida  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Letrado  de  Dofia  Carmen  Lo- 
sano  y  confirmando,  con  las  costas,  la  sentenda  apelada: 

Resultando  que  Dofia  Carmen  Lozano  y  Martín  interpuso  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fondado  en  el  núm.  8.0  del  ar* 
tfcolo  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  sea  en  la  falta  de  recibi- 
miento del  pleito  á  prueba  durante  la  segunda  instanda,  á  pesar  de  ser 
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procedente  en  derecho;  y  que  por  an  otroii  protoetó  interponer  en  ea  co6 
y  lof^r  el  recorto  de  CMadón  por  infracción  de  ley. 

Viato,  siendo  Ponente  el  Magietrado  D.  Enriqae  Laeeae; 

Considerando  qae  conforme  al  caso  2.^  del  lirt  862  de  la  lej  de  Sdjiií> 
ciamiento  civil,  sólo  procede  y  podrá  otorgarse  el  recibimiento  á  praelw  «a 
l|k  segunda  instoncia  cuando  por  causas  no  impntobles  al  que  la  aoliclto  no 
hnbiera  podido  hacerse  en  la  primera  instoncia  todo  ó  parte  de  la  pmeba 
que  hubiera  propuesto: 

Considerando  que  conocido  por  el  recurrente  el  contenido  de  la  coma- 
nicación  que  ocupa  el  folio  288  de  la  segunda  piesa  de  loa  autos,  desde  el 
dia  29  de  Abril  de  1892  en  que  se  mandó  unir  á  ella,  tuvo  ttempo  bástenle 
para  que  se  supliera  ia  omisión  en  que  se  habla  incurrido,  y  averiguar  el 
domicilio  de  los  peritos  que  hubieran  de  insacularse  el  día  4  del  inmediato 
mes  de  Mayo,  á  fin  de  que  se  hubiera  podido  practicar  la  prueba  pericial 
que  solicitó  y  le  fué  admitida;  y  no  habiendo  prestedo  toda  la  necesaria 
diligencia  para  que  asi  se  verificase,  le  es  principalmente  impnteble  la 
falta,  y  por  consiguiente,  no  procedía  otorgar  para  el  mismo  objeto  el  re- 
cibimiento á  prueba  en  la  segunda  instancia,  ni  la  Sala  al  denegarlo  que- 
brantó las  formas  esenciales  del  juicio  que  dan  lugar  á  la  casación,  segán 
el  núm.  2.o  del  art  1691  y  núm.  S.o  del  1693  de  la  ley  procesal  vigente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  recurso 
de  casación  por  quebrantemiento  de  forma  interpuesto  por  Dofia  Cannen 
Lozano  Martín,  á  quien  condenamos,  por  razón  de  depósito,  al  pago  de  la 
cantidad  de  600  pésetes,  que  satisfará  si  viniese  á  mejor  fortuna,  distribn 
yéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costes;  y  precédase  á  lo  que 
corresponda  respecto  al  recorso  de  casación  preparado  por  infraoeión  da 
l6y.— (Sentencia  publicada  el  28  de  Noviembre  de  1898,  é  inserto  en  la 
Gfaceta  de  18  de  Enero  de  1894.) 
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Diciembre  de  1898).— Sala  de  lo  dvil-^i^^osicián  á  una  «/eeucíds.— No  ha 
lugar  al  interpuesto  por  D.  Juan  Maaóh  en  antos  con  D.  José  ]>ocio  (A.a- 
dienda  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Que  lo$  actos  dejados  sin  efecto  se  consideran  como  si  no  se  hubieran  rea- 
ligado,  y  en  su  virtud  no  procede  la  nulidad,  fundada  en  estar  declarado  en 
quiebra  el  deudor,  si  cuando  se  despacha  la  Recudan  contra  éste  ya  s$  hahía 
dejado  atn  rfecto  el  auto  de  declaración  de  quiera  por  desistmienÉo  del 
acreedor  y  la  conformidad  de  los  sítutíeos,  y  tenido  por  terminadú  dicho  jítir 
do  y  sus  incidencioM. 

£n  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  Diciembre  de  1898,  en  el  jaido  «je* 
cutivo  seguido  en  el  Juagado  de  primera  instencla  del  distrito  del  Oeste  de 
la  dudad  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audienda  de  su  terri- 
torio, por  D.  José  Dooio  Valdés,  propietario,  con  D.  Juan  Masón  y  Fer> 
nándes,  comerciante,  vecinos  ambos  de  la  Habana,  pendiente  ante  Nos  ea 
virtud  de  recurso- de  casación  por  quebrantemiento  de  forma,  interpuesto 
por  el  demandado  y  sostenido  en  su  defensa  y  representación  por  el  Le- 
trado D.  Rafael  María  de  Labra  y  el  Procurador  D.  Ildefonso  Gutierres 
lUana,  no  habiendo  comparecido  la  parto  recurrida: 

Besultendo  que  con  el  fin  de  preparar  la  acción  ejecntiva  contra  Don 
José  H.  Fernándea  y  D.  Juan  Masón,  acudió  D.  José  Dodo  Valdés  al  Jos* 
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gado  de  primera  ioetancia  del  distrito  del  Oeste  de  la  Habana,  pretendien- 
do, en  eaerito  de  16  de  Febrero  de  1888,  reconocimiento  por  aqtiélioa  de 
un  pagaré  de  2.000  pesos  oro,  expedido  por  Fernández  á  favor  de  Doeio, 
ton  fecha  3  de  Junio  de  1887  y  vencimiento  al  3  de  Diciembre  sígaiente^ 
afianzado  por  Masón  con  el  carácter  de  principal  pagador;  y  no  habiendo 
eom pallado  ninguno  de  los  dos,  á  pesar  de  las  tres  citaciones  qae  perso- 
nalmente se  les  hicieron,  bajo  apercibimiento  la  última  de  tenerles  por 
oonfesoa  en  la  legitimidad  de  firmas  si  no  comparecían  ni  alegaban  jnsta 
cansa  que  se  lo  impidiera,  se  biso  efectivo  el  apercibimiento  en  auto  de  8 
de  Mano  de  dicho  afio  de  1888,  declarándoles  confesos  en  la  legitimidad 
deslis  flrmaa: 

Resultando  que  á  instancia  de  D.  Luciano  Dela^se,  acreedor  del  mismo 
Masón,  fué  declarado  éste  en  quiebra  por  auto  del  Juzgado  de  primera 
Instancia  del  distrito  del  Oerro  de  aquella  ciudad,  de  28  de  Febrero  del  re- 
petido afio  1888,  figurando  entre  los  acreedores  el  D.  José  Docio  por  el  ci- 
tado pagaré  de  2.000  pesos;  y  habiéndose  entendido  con  el  mismo  la  cita- 
ción para  noknbramiento  de  sindicos  y  todas  las  demás  diligencias  que  se 
pradicaron,  hasta  que  por  auto  de  8  de  Agosto  siguiente  se  tuvo  á  Delaese 
por  desistido  y  separado  de  su  petición  de  declaraciónr  de  quiebra,  y  en 
atención  también  á  haberse  manifestado  por  los  síndicos  que  no  tenían  in- 
conveniente á  que  se  accediera  á  aquella  separación,  se  declaró  ademá)i 
en  dicho  auto  terminada  la  quiebra  y  sus  incidencias,  ordenando  que  se 
poáiera  en  posesión  de  sus  bienes  á  Masón  y  se  alzaran  todas  las  preven- 
ciones hechas  al  declararle  en  quiebra: 

Resultando  que  D.  José  Docio  dedujo  en  18  de  Septiembre  siguiente, 
en  las  diligencias  preparatorias  de  ejecudóo  que  tenía  incoadas  en  el  Juz- 
gado del  Oeste,  la  demanda  ejecutiva  correspondiente  contra  D.  Juan  Ma- 
són, que  fué  despachada  por  dicho  Juzgado,  y  á  la  que  el  éjecatado  opuso 
dentro  del  término  legal  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción  y 
la  de  falta  de  fuerza  ejecutiva  del  título  que  se  había  utilizado  por  los  de- 
lecloa  extrínsecos  de  que  adolecía,  fundando  la  primera  en  que,  habiendo 
ñdo  declarado  en  quiebra  por  auto  del  Juez  del  Oerro  de  28  de  Febrero 
último,  había  qnedaido-dicho  Juzgado  como  único  competente  para  cono- 
cer de  cuanto  se  relacionara  con  su  persona,  bienes,  derechos,  acciones  y 
obligaciones;  y  el  ejecutante  Docio,  que  no  se  opuso  al  nombramiento  de 
■índico  para  que  fué  citado,  ni  á  ninguna  de  las  demás  diligencias  que  se 
practicaron,  quedó  comprendido  en  dicho  juicio  y  ligado  y  sometido  á  los 
actos  de  los  síndicos,  que  asumieron  por  completo  su  personalidad: 

Resultando  que  D.  José  Docio  impugnó  dicha  oposición,  alegando,  en 
cuanto  á  la  excepciÓQ  de  incompetencia,  el  hecho  de  haberse  dejado  sin 
efecto  la  declaratoria  de  quiebra  por  auto  de  8  de  Agosto,  y  repuesto  y 
leintegrado  Masón  en  todos  sus  bienes  y  derechos;  que  aunque  no  hubiera 
terminado  aún  dicho  juicio  de  quiebra,  sus  efectos  atractivos  no  llegaban 
liasta  jnstífiear  de  oficio  la  acumulación,  porque  no  bastaba  para  realizar 
ésta  la  existencia  de  un  juicio  universal,  pues  sólo  á  instancia  de  parte 
legítima  podría  decretarse;  y  que  no  habiendo  hecho  Mazón  gestión  alguna 
en  el  joido  de  quiebra  para  obtener  la  acumulación  susodicha,  y  habién- 
dose dejado  en  libertad  á  aquel  Juagado  al  practicar  las  diligencias  de  pre- 
paración de  la  ejecución,  no  podía  dcMconocer  hoy  su  competencia: 

Resultando  que,  recibido  el  juicio  á  prueba,  se  trajeron  á  los  autos 
testimonios  de  varios  particulares  del  juicio  de  quiebra,  de  cuyo  resultado 
ce  deja  hecha  mención  en  la  parte  necesaria;  y  por  sentencia  que  en  22  de 
Septiembre  de  1890  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  laHabana, 
loé  confirmada,  con  las  cortas,  la  de  remate,  dictada  por  el  Juzgado  en  24 
ém  Bosro  de  1889^  contra  la  que  D.  Manuel  Masón  y  Fernández  interpuso 
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recnrao  de  caiftd6ii  por  quebrantamiento  de  forma»  fondado  en  la  cavhi 
•esta  del  art  1691  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cítü  vigente  en  Cnlw  j 
Paerto  Eico,  por  razón  de  la  incompetencia  de  jnriadieeión  con  qoe  habki 
conocido  de  eate  jaicio  el  Jaigado  del  Oeate,  leclamada  por  el  lecommte 
deade  la  primera  inatancia. 

Visto,  aiendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Antonio  Garijo  Lara:  ^ 
Oonaiderando  que  la  incompetencia  qoe  el  reoor rente  atribaye  al  Jnes 
de  primera  inatancia  del  Oeste  de  la  Habana,  y  qoe  alega  como  motivo  d» 
nulidad,  ae  refiere  al  hecho  de  estar  declarado  en  qoiebra  el  dendor  Don 
Joan  Masón  por  el  Josgado  del  distrito  del  Oerro  de  aqodla  capital;  pero 
como  caando  se  despachó  la  ejecoción  contra  éste,  por  desistimiento  del 
acreedor  y  conformidad  de  sus  sindioos  se  habla  dejado  ya  sin  efecto  el 
aoto  declarando  la  qoiebra,  y  ae  tuvo  ésta  y  bus  incidencias  por  teiraiaft- 
daa,  y  como  loa  actos  dejados  sin  efecto  se  consideran  cerno  ai  no  ae  hubie- 
ran realisado,  y  teniendo  en  cuenta  también  qoe  las  dtUg^icías  preparato- 
rias de  ejecoción  no  foeron  acomoladas  al  juicio  de  qoiebra; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  recarao 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpoesto  por  D.  Joan  Maaón 
y  Fernández,  á  qoien  condenamos  en  las  costea,  y  al  pajB^>,  si  viniere  á 
mejor  fortona,  de  la  cantidad  que  por  razón  de  depósito  debió  constituir, 
que  se  distriboirá  entonces  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbreae  á  la  Aodiencia 
de  la  Habana  la  certificación  correspondiente.— (Sentencia  poblicada  ^  2 
de  Diciembre  de  1898,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  Enero  de  189i.) 


96 

Rkcübso  di  CA8A0IÓK  Bv  LA  FOBMA  (2  de  Diciembre  de  1898).  — Sala 
de  lo  civil x^oito  de  perionalidad.'^No  na  lugar  al  interpoeato  por  Don 
Francisco  Flores  Soazo,  en  aotos  con  D.  Juan  Antonio  de  Miguel  y  otros 
(Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  el  recurso  de  CMocián  par  quebrantamiento  de  las  formas  esenMeg 
del  juicio,  sólo  puede  tener  lugar  en  los  casia  señalados  en  el  art,  1693  de  ¡a 
ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  Diciembre  de  1893»  en  el  juicio 
declarativo  de  mayor  cuantía  promovido  en  el  Juzgado  de  primera  instan- 
cía  del  distrito  del  Oeste  de  esta  capital  por  D.  Juan  Antonio  de  Miguel 
Cano,  Conde  de  Miguel,  Dofia  Ana  Joaquina  y  Dofia  María  de  los  Dolores 
de  Miguel  y  Cano,  ésta  representada  por  so  marido  D.  Enriqoe  del  Álamo 
y  Collado,  todos  propietarioa  y  vecinos  de  Cuevas,  contra  la  Sociedad  mi- 
nera denominada  Hada  protectora  de  la  buena  fe,  por  la  que  se  ha  perao- 
nado  en  aotoa  en  concepto  de  su  Director  gerente  D.  Francisco  Flores 
Saazo,  Abogado,  vecino  de  Jaén,  y  contra  D.  Antonio  de  Flores  Suaao,  Abo^ 
gado,  vecino  de  esta  corte,  sobre  qoe  se  reconozca  á  los  demandantes  la 
propiedad  de  varias  acciones  de  la  mina  antes  nombrada,  Nueitra  Señora 
de  las  Angustias  y  ahora  Virtud  de  San  José,  y  sobre  otros  extremos;  hoy 
incidente  seguido  en  dicho  Juzgado  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  d^l  territorio  por  los  mencionados  demandantes  para  qoe  se 
deolare  la  falta  de  personalidad  del  D.  Francisce  en  el  concepto  en  qoe 
ooippareció  en  los  aotos,  y  se  deje  sin  efecto  la  providencia  en  qoe  se 
mandó  tenerle  por  parte;  incidente  qoe  ante  Nos  pende  á  virtud  de  recorso 
,de  casación  por  qoebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  Francisco 
Flores  Buazo,  dirigido  por  sn  citado  hermano  D»  Ajatonio,  y  lepreseolado 
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por  el  Procnrador  D.  Mtanel  de  Diego  y  Lmra;  habiéndolo  eetsdo  loe  le- 
«urridoB  hermanos  de  Migoel  por  el  Licenciado  D.  Joeé  María  Camila  y 
-ei  Procnrador  D.  Mannel  Martín  Vefia: 

Beenltando  qne  por  eeoritora  qne  otorgaron  en  Vera,  á  11  de  Mayo  de 
1888,  D.  Antonio  Florea  Soaso  y  ana  hermanas  Dofia  Beatrís,  Dofia  Isabel, 
]>ofia  Andrea  y  Dofia  María,  convinieron  en  conatitair,  bajo  la  denomina- 
<a6tl  de  Rada  protectora  de  ¡a  buena  fe,  nna  Sociedad  para  la  explotación 
de  la  mina,  de  qne  el  D.  Antonio  había  obtenido  lítalo  de  propiedad,  de 
nominada  primeramente  Nuekra  Señora  de  loa  Anguetias  y  inego  Vit-tud 
^  San  Joeé,  y  sita  en  la  loma  de  las  Herrerías,  término  de  Cnevas,  pac 
tando,  entre  otras  condiciones,  en  la  8.»,  qne  la  Sociedad  sería  regida  y 
gobernada  por  un  Director  gerente,  que  asnmiría  todas  las  atribacionea 
económicas  de  administración  y  facnltativas,  así  como  las  de  defensa  de 
loe  intereses  sociales,  bien  ante  los  Tribunales  del  fnero  común,  como  ante 
los  Tribnnales  especiales  y  Antoridades  administrativas,  para  lo  onal  se 
daban  al  referido  Director  gerente  las  íacoltades  más  amplias  qne  en  de- 
secho se  requiriesen,  y  asimismo  se  le  daba  facultad  y  poder  para  nominar 
y  remover  de  su  cargo  á  un  Subdirector  gerente,  que  en  ausencias  y  en- 
fermedades del  Director  gerente  ejeiciera  las  funciones  de  éste,  ó  las  que 
por  delegación  expresamente  le  confiriera;  en  la  4>,  qne  el  cargo  de  Direc- 
tor gerente  no  estaría  sujeto  á  la  elección  de  la  Junta  general,  ni  de  Tribu- 
nales, ni  d^  Autoridad  alguna,  y  lo  sería  el  que  por  las  condiciones  signien- 
tea  se  determinaba;  y  cuando  por  muerte  ó  renuncia  del  Director  gerente 
quedara  vacante  el  cargo,  entcaría  á  desempefiarlo  en  propiedad  el  6ub 
director  gerente,  siendo  entonces  provisto  el  de  éste  en  la  forma  ene  la 
condición  8.»  determinaba;  en  la  6>,  qne  para  el  cargo  de  Director  gerente 
se  nombraba  al  concesionario  de  la  mina  D.  Antonio  Flores  Suaso;  y  en  la 
16,  que  el  domicilio  social  se  fijaba  en  esta  villa  y  corte,  pero  quedaba  al 
arbitrio  del  Director  gerente  variarlo  cuanda  lo  estimara  oportuno,  anun- 
ciándolo siempre  cfon  ocho  días  de  anticipación  en  la  Gaceta  de  Madrid: 

Besnltando  que  dicha  Sociedad  quedó  constituida  por  acta  notarial,  le- 
vantada en  Cuevas  en  16  del  mismo  mes  de  Mayo  de  1888,  en  la  qne  tam 
bien,  entre  otras  cláusulas,  se  consignó  en  la  8>,  que  mientras  la  Junta  no 
redactara  y  aprobara  un  reglamento  sobre  el  régimen  y  gobierno  de  la  So- 
ciedad, se  tendrían  como  estatutos  de  la  misma  las  condiciones  estableci- 
das en  la  escritura  social;  y  al  reconstituirse  la  Sociedad  por  otra  acta  le- 
vantada en  Madrid  á  22  de  Junio  del  propio  afio  de  1888,  se  reprodujo  con 
«1  núm.  4.0  la  condición  acabada  de  referir,  haciéndola  extensiva  á  lasque 
-en  esta  otra  acta  se  consignaban,  entre  las  cuales  se  comprendía  con  el  nú- 
.  mero  7.o  la  de  que  las  13, 18  y  14  déla  escritura  social  quedarían  constituí- 
cias  por  las  de  que  cel  Director  gerente  convocaría  á  Junta  general,  y  ésta 
se  celebraría  una  ves  al  menos  en  cada  afio,  finnnciándolo  con  quince  días 
de  anticipación  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia;  que  se  reuniría  además 
la  Junta  general  siempre  que  el  Director  gerente  lo  juagara  neceaarío  ó  lo 
solicitaran  los  poseedores  de  25  acciones,  anunciándose  en  todo  caao  con 
la  antieipación  expresada;  y  que  dicha  Junta  general  se  celebraría  aiempre 
en -el  dosnidlio  de  la  Sociedad»: 

Resultando  que  D.  Pedro  Antonio  de  Alarcón,  D.  Manuel  Sanz  Zornoaa 
y  D.  £milio  Cánovas  del  Castillo,  poseedores  de  26  acciones,  solicitaron 
del  Director  gerente  D.  Antonio  Flores  Suazo  la  convocación  de  Junta  ge- 
neral, y  desoués  de  varias  oomunieaoiones  respecto  de  \oá  puntos  que  ha- 
bían de  ser  objeto  de  deliberación,  el  mencionado  Director  gerente  publicó 
sn  m\  BoMn  oficial  de  esta  provincia  de  28  de  Junio  de  1886  un  annncio 
lechado  en  26  del  mismo  mes,  convocando  la  Junta  general  por  aquéllos 
s<4ÍKatsda«  aefialando  para  qoe  tuviese  lugar  el  día  80  de  Julio  siguiente  y 
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hoim  de  Im  doce  de  ta  mtfiana,  en  la  calle  de  Gafilsaree  de  eata  corte,  d4- 
mero  4,  coarto  tercero  de  la  derecha: 

Resultando  que  el  día  antea  de  qne  ae  poblicara  eae  anoiioio,  ó- 
•ea  en  27  del  citado  mea  de  Junio,  D.  Antonio  de  Florea  Soaao,  qne  habí», 
pasado  á  an  hermano  D.  Franciaoo,  vecino  de  Jaén,  an  ofido  lechada 
en  SI  del  anterior  mea  de  Mayo,  participándole  que  como  Director  gerente,. 
j  en  nao  de  lae  facultades  qne  le  concedía  la  cláusula  S>  de  la  escrítiir« 
social,  había  dispueato  nombrarle  Subdirector  gerente;  publicó  en  la  Qa^ 
eeto  de  Madrid  otro  anuncio,  fechado  en  96  del  propio  mes  de  Junio,  ex- 
presivo de  que  como  Director  gerente,  y  en  virtud  de  las  facultades  que  le 
concedía  la  condición  16  de  la  escritora  social,  había  dispuesto  trssladar 
á  Jaén  el  domicilio  de  la  Sociedad;  publicó  también  en  el  BoleUn  ojiéuil  de 
esta  provincia  otro  anuncio,  fechado  en  80  del  repetido  mes  de  Junio,  de- 
jando ain  efecto  la  convocación  para  la  Junta  general  que  había  de  cele- 
brarse el  80  de  Julio  siguiente,  previniendo  á  los  que  la  habían  solicitado 
que  acudieran  á  usar  de  su  derecho  en  el  nuevo  domicilio  social;  y  en. 
aquel  mismo  día  80  de  Junio  pasó  otro  oficio  á  su  hermano  D.  Francisoo, 
didéndole  que  por  no  convenir  á  su  salud  é  intereses  continuar  desempe- 
llando el  cargo  de  Director  gerente,  lo  renundaba,  y  que  al  comunicárselo, 
para  que  como  Subdirector  gerente  entrara  á  desempefiar  en  propiedad, 
según  disponían  los  estatutoa,  el  cargo  de  Director,  debía  hacerle  presente 
que  con  aquella  misma  fecha,  y  antee  de  presentar  esta  renunda,  habüi  • 
firmado  el  referido  anuncio  dejando  sin  efecto  la  oonvocadón  de  la  Junta, 
general;  y  á  su  vez  el  D.  Francisco,  como  tal  Director  gerente,  solicitó  y 
obtuvo  del  Gobernador  civil  de  Jaén,  por  decreto  de  6  de  Julio,  inserte 
en  el  Boletín  oficial  de  aquella  provinda  de  80  del  mismo  mes,  que  se  de- 
datara  domiciliada  allí  á  la  Sodedad: 

Resultando  que  el  día  3  del  mismo  mes  de  Julio  de  1886,  D.  Pedro  An- 
tonio de  Alarcón,  D.  Emilio  Cánovas  del  Castillo  y  D.  Manuel  Saos  Zor- 
nosa,  presentaron  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  Congreso,, 
luego  del  Este,  de  esta  corte,  demanda  pidiendo  se  declarara  que  la  Junta.  * 
general  extraordinaria  de  accionistas  podía  deliberar  acerca  de  las  refor- 
ocas  de  los  estatutos  y  de  la  aprobación  de  su  reglamento  definitivo,  ain 
limitación  alguna  por  lo  que  se  refería  á  disponciones  de  las  actuales  es- 
crituras y  estatutos,  y  dentro  de  lo  que  las  leyes  generales  del  país  permi- 
tían; y  que  no  se  podía  entender  cambiado  el  domicilio  social  hasta  tanto 
que  la  Junta  general  extraordinaria,  convocada  por  iniciativa  de  los  acdo- 
nistas  poseedores  de  26  aodones,  se  celebrara;  que,  por  tanto,  debía  decla- 
rarse nula  la  convocatoria  inserta  en  el  BoleUn  de  88  de  Junio  entonces- 
último,  por  los  términos  en  que  aparecía  hecha,  y  el  anuncio  sobre  cambio 
de  domicilio  social  inserto  en  la  Cktceta  del  27,  y  hacerse  convocatoria  en 
forma  para  el  domidlio  sodal,  á  fin  de  que  sin  limitadón  alguna  ae  pro- 
cediera á  redactar  y  acordar  los  estatutos  que  la  Junta  determinara: 

Resultando  qne  emplazado  para  contestar  esa  demanda  D.  Antonio  de 
Flores  Snazo,  comparado,  proponiendo  las  excepdones  dilatorias  de  in- 
competencia del  Juzgado,  por  estar  la  Sociedad  y  él  domidliadoa  en  Jaén; 
y  de  su  falta  de  personalidad  en  el  concepto  de  Director  gerente  de  aqué- 
lla con  que  se  le  había  demandado,  por  cuanto  no  tenía  tal  carácter  ni 
desempefiaba  dicho  cargo  desde  81  de  Junio  de  aquel  afio,  aegún  acredi- 
taba con  certíficadón  expedida  por  quien  de  dmrecbo  lo  ejerda  con  arre- 
glo á  la  condición  4/  de  la  escritura  social,  invocando  en  su  apoyo  el  ar» 
ticolo  2.0  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil: 

Resultando  que  al  impugnar  esas  excepdones  los  mendonados  demaa- 
dantos  en  aquel  pleito,  expusieron  respecto  de  la  falta  de  personalidad 
4el  D.  Antonio  de  Flores  Soaso,  deq>ués  de  recordar  los  beclkos  ai  eleot» 
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eonTemBDtíM:  qne  al  demandarle  no  habían  dicho  qne  lo  hicieran  en  et 
«onoepto  de  Director  gerente  de  la  Sociedad,  7  por  tanto,  aunque  te  hn- 
biera  despojado  de  ese  cargo,  mientras  siguiera  siendo  D.  Antonio  de  Flo- 
res Snaao  tenia  qne  responder  7  no  podía  rehair  el  pleito,  tanto  más,. 
cnanto  qne  no  se  le  demandaba  por  razón  de  actos  ejecutados  como  Direc- 
tor gerente,  en  oso  de  facaltades  reconocidas  por  los  que  le  demandaban^ 
sino  por  abaso  de  esas  facnltades  al  cambiar,  ó  pretender  cambiar  el  do- 
midlio  social,  y  al  dejar  sin  efecto  una  convocatoria  á  Jnnta  general- 7 
mnnncfar  otra,  actos  cn7a  nulidad  se  pedía  en  la  demanda;  7  era  claro  qne 
por  esos  actos  abusivos  sólo  podía  responder,  defenderse  7  ser  demandado* 
el  Director  gerente  qne  los  ejecntó,  7  no  ningún  otro,  qne  podía  estar  ó  no 
eonforme  eon  ellos;  7  ann  cuando  era  cierto  que,  aparte  de  las  declaracio- 
nes que  afectaban  al  D.  Antonio,  se  solicitaban  otras  que  afectaban  á  la- 
Sociedad,  7  parecía  que  éstas,  por  efecto  de  la  dimisión  del  D.  Antonio» 
iban  á  discutirse  en  un  pleito  en  que  la  Sociedad  no  estaba  represen tada^ 
tal  razón  no  era  bastante  para  influir  en  la  decisión  de  la  dilatoria,  pues 
1a  demanda  estaba  bien  dirigida  al  serlo  contra  D.  Antonio  de  Flores 
Soaso,  sin  determinar  concento  7  abarcando  así  los  dos  que  reunía,  porque 
eon  él,  como  tal  D.  Antonio  de  Flores  Soaso,  iban  á  litigar  sobre  sus  abu- 
000,  7  como  Director  gerente,  que  se  le  suponía,  sobre  cuestiones  regla- 
Boentarias,  7  todo  el  efecto  de  su  renuncia  del  cargo  quedaría  limitado  á 
qoe,  de  sier  cierta,  los  demandantes  pusieran  en  practica  los  medios  opor- 
tonos  nara  que  fuese  al  pleito  el  nuevo  Director  gerente,  lo  que  por  inte- 
rés de  ellos  mismos  procurarían  apenas  se  fallara  el  artículo: 

Resultando  qne  la  Audiencia  lo  resolvió  en  auto  de  11  de  Ma7o  de  1887» 
confirmando  el  del  Juzgado  que  mandó  á  D.  Antonio  de  Flores  contestar 
á  la  demanda,  por  referirse  á  actos  sn70S  ejecutados  en  el  tiempo  qne  fué 
Director  gerente  de  la  Sociedad  7  con  tal  carácter,  7  D.  Antonio  de  Flores 
oonteetó,  en  efecto,  aquella  demanda  presentando  con  su  escrito  testimo- 
nio de  un  acta  notorial  levantada  en  Jaén  en  17  de  Abril  de  dicho  afio 
1887,  7  en  la  que  por  el  Notario  autorizante  se  hizo  constar  que,  requerido 
por  D.  Fnmcisco  de  Flores  Suazo  para  consignar  por  esa  acta  los  acuerdos. 
qoe  se  tomaran  en  la  Junta  qoe  iba  á  celebrar  la  Sociedad,  se  constituyó 
en  la  casa,  calle  de  las  Escuelas,  núm.  8,  adonde  concurrieron  á  la  hora. 
designada  en  el  anuncio  inserto  en  el  Boletín  oficial  de  aquella  provincia. 
del  disL  2  del  mismo  mes,  el  D.  Francisco  de  Flores,  como  Director  ge- 
rente, D.  Antonio  de  Flores  Siíazo  7  otros  sujetos  que  enuiñeró,  7  después 
de  deliberar  sobre  las  manifestedones  que  hizo  el  D.  Antonio  de  Flores, 
se  tomaron  los  siguientes  acuerdos:  primero,  aprobar  los  actos  ejecutados 
por  el  D.  Antonio  como  Director  gerente  hasta  el  80  de  Junio  de  1886;. 
segnndo,  declarar  qne  el  domicilio  de  la  Sociedad  era  desde  el  6  de  Julio 
último  aquella  ciudad;  tercero,  que  la  facultad  concedida  en  la  condición 
16  de  la  escritura  al  Director  gerente  para  variar  el  domicilio  social,  no 
estaba  limitada  por  el  djercicio  de  los  derechos  que  correspondían  á  los 
oooidi;  7  cuarto,  que  los  pactos  7  convenios  establecidcs  en  la  escritura 
sodal  de  11  de  Ma70  de  1888,  no  podían  ser  alterados  ni  modificados  sino 
per  medio  de  escritura  pública  7  la  unánime  voluntad  de  todos  los  asocia- 
dos, sin  que  el  reglamento  para  el  régimen  7  gobierno  de  la  Sociedad  pu- 
diera alterar  ni  modificar  aquellos  convenios  establecidos  en  la  escritura 
social: 

Besultando  que  en  el  indicado  escrito  de  contestación  á  la  demanda  de 
«qoel  pleito,  D.  Antonio  de  Flores,  entre  otras  excepciones,  reprodujo 
como  perentorias  las  de  incompetencia  de  jurisdicción  en  el  Juzgado  7 
Mto  de  personalidad  su7a  eomo  Director  icerente  de  la  Sociedad,  por  no 
'  tal  carácter  ni  desempefiar  dicho  cargo  desde  80  de  Junio  de  1888: 
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Reíaltftndo  qne  al  replicar  en  el  repetido  pleito  loe  demandantes  Alar- 
■cóD,  Cánovas  y  Sanz,  pidieron  al  Jugado  declararas  primero,  qne  la  mina 
titulada  Nuutra  StHora  de  ku  AnguBÜaB,  hoy  Virtud  de  San  Joéé,  perteBO- 
eía  en  plena  propiedad  y  dominio  á  loe  poaeedorea  de  aeciooea  de  la  8^ 
ciedad  Hada  protectora  de  la  ¡mena  fe,  en  la  proporción  de  nna  parte  de 
200  por  cada  acción,  y  qpe  á  nombre  de  ellos  y  no  de  D.  Antonio  de  Flo> 
res  8aazo  debía  constar  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad;  segando, 
qne  las  16  condiciones  establecidas  en  la  escritara  de  formadón  de  ia  So- 
ciedad sólo  podían  regir  como  estatotos  mientras  la  Jnnta  general  rodae- 
tara  y  aprolmra  el  reglamento  por  el  onal  se  había  de  regir  y  gobemareaa 
Sociedad;  qne  la  Janta. general  tenia  facultad  ilimitada  paraanolar  aque- 
llas 16  condiciones,  sostituyéndolas  con  el  reglamento  indicado,  y  qne  «mi 
Junta  general  debió  ser  convocada  inmediatamente  después  de  haberlo 
pedido  loB  demandantes;  tercero,  que  el  dividendo  de  10  pesetas  por  acdóOy 
la  declaración  de  caducidad  de  acciones,  la  Junta  general  que  se  decía  ce- 
lebrada en  Jaén  en  17  de  Abril  de  aquel  afio,  todos  los  acuerdos  en  tila 
edoptados  y  cuantos  actos  hubiera  ejecutado  D.  Francisco  de  Flbres  con 
el  carácter  de  Director  gerente  de  la  Sociedad,  eran  nulos  y  carecían  de 
todo  valor  y  eficacia,  como  asimismo  todos  los  que  la  Sociedad  ejeentant 
sin  qne  precediera  la  celebración  en  Madrid  de  la  Jnnta  general  solicitede 
por  los  demandantes;  y  cuarto,  qne  la  condición  16  de  la  escritura  de  for- 
mación de  la  Sociedad  constituía  un  pacto  reprobado  que  no  debía  ser 
guardado  ni  podría  nnnca  tener  aplicación  al  caso  aquél,  por  no  referirse 
•su  demanda  á  lo  que  en  la  condición  se  expresaba;  y  que  por  virtud  de 
estas  declaraciones  se  condenara  en  definitiva  á  D.  Antonio  de  Floree  á 
otorgar  á  favor  de  los  poseedojes  de  acciones  de  la  Sociedad  Haáapr^ 
teetora  de  la  buena  fe  que  así  lo  exigieran,  y  al  de  los  demandantes  par 
las  49  que  habían  presentado  y  por  todas  las  demás  que  poseían  los  m- 
.  dispensables  documentos  públicos  inscribibles  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad; y  á  que  hiciese  inmediatamente  la  convoéatoría  necesaria  para 
que  en  un  plazo  que  no  excediera  de  veinte  días  se  celebrara  en  Madrid 
Junta  general,  en  que  sin  limitación  algnna  se  redactase  y  aprobase  éí 
reglamento  que  la  misma  Junta  determinase  para  el  régimen  interior  de 
la  Sociedad: 

Resultando  qne  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  te- 
rritorio falló  aquel  pleito  en  16  de  Febrero  de  1690,  declarando:  qne  la 
Junta  general'  extraordinaria  de  accionistas  de  la  Sociedad  Hada  pntee- 
tora  de  la  buena  fe  podía  deliberar  acerca  de  las  reformas  de  los  estatutos 
y  aprobación  de  su  reglamento  definitivo  sin  limitación  alguna,  por  le 
4]ue  se  refería  á  las  dispoaiciones  de  las  escrituras  y  actas  de  su  constita> 
«ion  y  dentro  de  lo  qne  las  leyes  generales  d^  país  permitieran;  que  ee 
podía  entenderse  cambiado  el  domicilio  social  hasta  que  se  celebrara  di- 
cha Jnnta  general,  y  por  lo  tanto  era  nulo  el  anuncio  inserto  en  la  Omeeta 
de  27  de  Junio  de  1886,  y  nula  la  convocatoria  de  26  del  mismo  mee  y 
afiO,  publicada  el  28  en  el  Boletín  oficial  de  est^  provincia,  por  los  tomi- 
nes en  que  aparecía  hecha;  condenando  á  D.  Antonio  de  Flores,  en  el  con- 
cepto  en  que  había  sido  demandado,  á  que  en  el  término  de  veinte  días, 
á  contar  desde  que  en  aquel  pleito  hubiera  sentencia  firme,  eonvoeara  á 
dicha  Jnnta  general  extraordinaria  en  sn  domicilio  en  esta  corte,  parn  de- 
liberar acerca  de  la  reforma  de  sus  estatutos  y  aprobación  de  sn  regie- 
mento  con  la  am(>litiid  antes  expresada;  absolviendo  á  los  demaedenies 
Alarcón,  Cánovas  y  Sanz  de  la  reconvención  t>ropoesta  por  D.  Antonio  de 
Flores  para  que  se  declarase  qne  aquéllos  habían  perdido,  por  promover 
el  referido  pleito,  su  participación  é  intereses  en  la  Sociedad;  dedaraiido 
no  haber  logar  á  resolver  en  aquel  fallo  sob»  las  pretensión 
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p^  l08  demandantoa  en  «1  «scríto  de  réplica  y  en  el  de  adheddn  á  la  ape- 
ladón,  en  cnanto  no  eetnvieran  comprendidos  iOn  loe  anteriores  pronnn- 
•ciamieatos;  y  haciendo  además  otros  qne  no  importan  para  la  cnesüótt 
aetoal; 

Besnltando  que  contra  ese  fallo  interpaso  D.  Antonio  de  Flores  rscono 
de  casadón  por  quebrantamiento  de  forma,  fondado  en  el  núm.  2  o  del 
«rt  1693  de  la  ley  de  Eojaiciamiento  civil,  y  diciendo  en  so  apoyo:  pri- 
mero, que  en  cnanto  la  sentencia  le  obligaba  á  seguir  el  pleito  para,  en 
vista  de  sas  alegaciones,  hacer  declaraciones  qne  afectaban  á  una  Socie- 
dad y  á  su  gerente  mandatario,  además  de  venir  á  condenar  á  qaien  no 
«ra  parte  en  el  pleito,  contra  el  principio  inconcuso  de  derecho  procesal, 
-segün  el  cual  nadie  puede  ser  condenado  sin  ser  antes  citado,  oido  y  ven- 
cido en  Juicio,  infringía  el  párrafo  tercero  del  art.  2.o  de  la  ley  de  £o}BÍcia- 
mlento  civil,  qne  dispone  que  por  las  Corporaciones,  Sociedades  y  demás 
entidades  jurídicas  comparezcan  en  juicio  las  personas  que  legítimamente 
las  representen,  toda  ves  que,  con  arreglo  á  loe  estatutos  de  la  Sociedad 
Mada  protectora  de  la  buena  /?,  por  consecuencia  de  la  renuncia  que  ét 
hiso  del  cargo  de  Director  gerente,  entró  á  ocuparlo  en  virtud  de  un  dere- 
-eho  perfecto  el  que  á  la  sasón  lo  desempefiaba,  y  mientras  no  se  declarara 
previa,  expresa  y  directamente  la  nulidad  de  esos  actos,  había  qne  esti-* 
merlos  válidos  y  producían  todos  sus  efectos  legales  en  el  pleito,  pues  no 
bastaba  tratar  la  nulidad  por  incidencia,  ni  tampoco  suponerla;  habién- 
doee  infringido  también  por  igual  concepto  la  ley  del  contrato  social,  qne 
«n  la  condición  8.»  de  la  escritura  de  11  de  Mayo  de  1888  atribuía  oomo 
facultad  exclusiva  al  Director  gerente  la  de  defender  en  juicio  los  intere- 
ses sociales,  y  el  núm.  éfi  del  art  688  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  oívil» 
«Bgán  el  cual  es  admisible  como  excepción  dilatoria  la  falta  de  peison»^ 
lidad  en  el  demandado,  por  no  tener  el  carácter  de  representante  eos  qoe 
•M»  le  demanda;  y  segundo,  que  los  demandantes,  al  contestar  á  la  exeep- 
vite  dilatoria  de  falta  de  personalidad,  habían  reconocido  que  el  D.  Anto- 
nio carecía  de  esa  personalidad  para  responder  á  los  extremos  de  la  de- 
manda referentes  á  la  Sociedad,  y  sólo  pretendían  que  se  les  declarara 
-tal  penalidad  para  responder  de  ios  otros  extremos  de  la  demanda,  que  se 
referían  á  actos  ejecutados  por  él,  per  lo  cual  la  sentencia  le  concedía  más 
^rsonalidad  de  la  pretendida  por  los  actores;  y  como  además,  aun  res- 
pecto de  los  actos  ejecutados  por  él  como  ge»|ínte,  la  sentencia  hacia  de- 
claraciones y  condenaba  en  vista  de  sus  alegaciones,  infringía  la  doctrina 
legal  de  qne  el  apoderado  obliga  á  su  poderdante  por  loe  actos  que  ejecuta 
en  virtud  de  poder,  y  no  se  obliga  á  sí  propio,  cesando  la  personalidad 
para  responder  ds  esos  actos  desde  el  momento  en  que  cesa  el  mandato 
por  cualquiera  de  los  medios  establecidos  en  derecho,  uno  de  los  cuales 
es  la  renuncia  del  poder;  no  dándose  lugar  al  recurso  por  la  suprimida 
Sala  tercera  de  este  Supremo  Tribunal,  en  sentencia  de  38  de  Diciembre 
de  1890,  en  atención  á  no  existir  en  este  caso  el  quebrantamiento  de  forma 
á  qoe  se  refiere  el  núm.  S.o  del  art  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
Alegado  por  D.  Antoiño  de  Flores,  pnes  cuando  se  le  citó  á  conciliación 
como  Director  gerente,  con  cuyo  carácter  fué  emplaxado,  sin  negar  su  cua- 
lidad de  tal  en  aouel  acto  ni  haber  hecho  la  renuncia  de  su  cargo  con  las 
solemnidades  y  requÍBitos  que  la  ley  exige,  tenía  personalidad  como  ve- 
presentante  de  la  Sociedad,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  párrafo  terceto 
del  art  8.<>  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  cual,  por  tanto,  no  se  iia- 
bia  inflingido;  no  dándose  tampoco  lugar  por  la  Sala  primera  de  este  Tri> 
bunal  Supremo  en  19  de  Diciembre  de  1891  al  recurso  de  casación  por  in- 
icaodión  de  ley  y  de  doctrina  legal  que  contra  dicha  sentencia  interpoeo 
ioego  el  D.  Antonio  de  Flooes:  , 
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BMolteido  qa«  poco  despaéi  de  deflestimañe  el  leeano  de  cMed^ 
por  qaebmntaiDiento  de  forma  que  ee  acaba  de  relacionar»  y  antee  deqae 
también  lo  f aeee  el  de  infracción  de  ley  aeimiemo  indicado,  aonqae  y^ 
después  de  interpuesto  éste,  D.  Antonio  de  Floree  Suaao  presentó  con  fe- 
rha  10  de  Marso  de  1891,  en  el  Jnsgado  de  primera  instancia  de  Jaén,  de- 
manda, solicitando  se  declarara  que  la  renuncia  por  él  hecha  en  80  de  Ju- 
nio de  1886  del  cargo  de  Director  gerente  de  la  Sociedad  d^bia  conside» 
Tsrae  como  inexistente^  por  no  estar  efectnada  con  las  formalidades  lega- 
les»  y  en  su  consecuencia,  que  era  el  único  y  verdadero  IHrector  gerente; 
y  (aso  de ro estimarse  asi,  se  declarara  nula  y  de  ningún  valor  ni  efecto 
legal  la  renuncia  hecha  de  dicho  cargo,  y  nulo,  por  lo  tanto,  cnanto  se  ha- 
hiera  ejecutado  en  la  Sociedad  desde  el  80  de  Junio  de  1886,  fecha  deade 
la  cual  él  no  ejercía  de  hecho  el  referido  cargo;  condenando  al  deman- 
dado D.  Francisco  de  Flores  á  que  le  entregara  toda  la  docnmentaciún, 
eieetos  y  demás  que  perteneciera  á  la  Sociedad,  y  á  que  se  abstuviera  de 
ejecutar  en  ella  acto  alguno  con  el  carácter  de  tal  Director  gerente,  expo- 
niendo en  apoyo  de  estas  pretensiones,  después  de  consignar  lo  estable- 
cido en  laa  condiciones  8>,  4>  y  5.ft  déla  escritura  de  11  de  Mayo  de 
1888,  que  por  virtud  de  las  facultades  q\ie  le  concedían,  nombró  Subdireo- 
*  tor  general  al  D.  Francisco  en  81  de  Mayo  de  1886,  y  en  80  de  Junio  ai- 
guíente,  hallándoee  él  enfermo  de  gravedad,  y  no  podiendo  dedicane  á- 
mm  negocios  particulares,  y,  por  lo  tanto,  á  la  gestión  de  los  de  la  Socie- 
dad, pasó  oficio  á  aquél,  á  la  sazón  Subdirector  gerente,  renunciando  el 
cargo  de  Director  gerente,  para  que  como  tal  Subdirector,  y  en  vir- 
tnd  de  lo  ordenado  en  la  citada  condición  4.»  de  la  escritura  social,  en- 
trara á  desempefiar  en  propiedad  el  mencionado  cargo  de  Director;  y  que 
en  la  Jnnta  general  de  17  de  abril  de  1887  hizo  presente  su  renuncia  y 
dio  cuenta  de  sn  gestión  en  el  tiempo  que  había  sido  Director,  aprobán- 
dosele hasta  ia  fecha  de  la  renuncia;  pero  que  este  acto  no  podía  convali- 
dar lo  que  era  nulo  en  derecho,  por  no  estar  ejecutado  con  las  solenmida- 
des  legales;  demanda  á  que  contestó  el  D.  Francisco  á  los  siete  dias,  pi- 
diendo se  le  absolviera  de  ella  y  se  declarara  que  era  legitimo  repreaen- 
tante  de  la  Sociedad  como  Director  gerente  de  la  misma,  y  válido  y  legal 
cnanto  bajo  su  representación  se  haMa  ejercitado,  alegando  para  ello  aoa- 
tancialmente  los  mismos  fechos  de  la  demanda,  aceptando  loa  documen- 
toe  presentados  por  D.  Antonio  de  Flores  y  presentando  para  que  se  testi- 
moniaran la  escritura  social,  el  oficio  nombrándole  Subdirector  y  el  de  re- 
nuncia de  aquél  de  la  Dirección;  y  liabiendo  además  manifestado  el  ac- 
tor en  la  réplica,  como  adición  á  los  hechos  de  la  demanda,  que  aun  cuando^ 
ya  por  sí,  ya  por  medio  de  representante,  había  concurrido  i  todas  la» 
jontaa  celebradas  por  la  Sociedad,  lo  había  hecho  con  el  propósito  de  evi- 
tar que  se  tomaran  acuerdos  perjudiciales  á  los  intereses  de  la  misma,  y 
por  más  que  hubiera  contribuido  con  su  voto  á  la  adopción  de  tales  acoev- 
doa,  estos  actos  no  convalidaban  el  de  la  renuncia,  que  era  nulo;  confor- 
mándose á  su  vez  con  los  hechos  consignados  por  el  demandante  en  en 
eacrito  de  contestación,  y  reconociendo  la  legitimidad  de  los  documento» 
presentados  por  el  mismo;  y  evacuado  por  éste  sin  novedad  el  traalado  de 
replica  y  renunciada  por  ambas  partes  la  prueba,  el  Juzgado  de  prioMra 
Instancia  de  Jaén  dictó  en  22  del  signiente  mes  de  Abril  sentencia  defini- 
tiva, que  consentida,  se  hizo  firme,  y  en  la  cual,  por  laa  consideraciones 
legales  que  estimó  pertinentes,  absolvió  á  D.  Francisco  de  Flores  de  la^ 
demanda  contra  él  deducida  por  su  hermano  D.  Antonio,  sin  hacer  ex- 
presa condenación  de  costas: 

Resaltando  que  en  22  de  Enero  de  1892,  D.  Juan  Antonio  de  MigneV 
<<|onde  de  Miguel,  y  sus  hermanas  Dofia  Ana  Joaquina  y  Dofia  Doiovea». 
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-dedojeron  contra  la  Sodedad  Hada  protechra  de  ía  buena  fe  y  D.  Anto- 
súo  de  Florea  Boazo  la  demanda  del  pleito  en  qne  se  ha  aaacitado  el  ae* 
toal  incidente,  con  la  aolicitnd  de  qne  deapnéa  de  loa  emplasamientoa  j 
trámitea  legalea  ae  reaol^fera:  qne  lae  160  mediaa  accioneB)  que  formabaa 
76  acoionea  de  la  mina  Nuestra  Señora  de  las  Angustias,  ahora  Virtud  de 
San  Joséy  que  con  dicha  demanda  preaentaban,  oorretpondian  en  plena 
propiedad  á  loa  trea  demandantea  proporcionaimente,  ó  fuese  26  á  cada 
nno;  que  loa  demandadoa,  ó  cada  cual  de  elloB,  tenían  obligación  de  otor- 
gar el  documento  público  procedente  para  inacribir  en  el  Registro  la  pro- 
piedad representada  por  dichoa  valores;  que  las  16  condiciones  de  la  ea- 
critnrade  11  de  Mayo  de  1883  sólo  podían  regir  como  estatutos  de  la  8o- 
4áedád  hasta  qne  la  Jonta  general  de  accionistas  redactara  el  reglamento 
paia  el  régimen  de  la  misma;  que  D.  Antonio  Florea  Soazo,  en  virtud  de 
la  aentMicia  ejecutoria,  debia  convocar  en  Madrid  la  Junta  general  de  ae- 
cionistas  para  reformar  los  eatatutoa  provisionales  y  hacer*nn  reglamento 
«egún  la  Sociedad  determinara;  que  si  por  cualquier  pretexto  dejara  de 
•r^íunir  la  Junta  general  ó  excluyera  á  cualquiera'  de  loa  trea  demandantea, 
6  tratara  de  cercenarlea  alguna  de  sus  76  acciones, sería  inválido  é  írrito  el 
acto,  debiendo  entoncea  el  Juzgado  cumplir  la  ejecutoria  aludida;  que  era 
nulo  cuanto  la  Sociedad  ó  D.  Antonio  Florea  Suaxo,  como  aa  Director,  hu- 
biera hecho  ó  ejecutara  fuera  de  Madrid  antes  de  veriflcarae  la  preaciita 
Junta  general  en  esta  corte;  que  por  esto  carecía  de  toda  fuerza  el  nom- 
bramiento de  otro  Director  gerente;  el  conciliábulo  de  Jaén,  que  se  había 
4|oerído  hacer  pasar  por  Junta  general  legítima,  la  total  aprobación  de  loa 
actos  de  D.  Antonio  Flores,  la  emisión  del  dividendo  pasivo,  el  anuncio  6 
anuncioe  publicadoa  en  el  Boletin  ofioial  deja  provincia  de  Jaén^  la  decdar 
radón  de  caducidad  de  laa  acciones  correspondientes  á  los  que  no  paga- 
ron el  dividendo  y  la  publicación  de  la  caducidad  en  la  Gaceta  de  MadHd; 
para  todo  lo  que  proponían  y  ejercitaban  contra  la  mencionada  Sociedad 
y  D.  Antonio  de  Flores  Snazo  la  acción  real,  que  nada  del  derecho  de 
propiedad,  y  la  personal,  qne  brotaba  de  loa  actoa  de  aquel  Director  ge- 
rente condenado  en  sentenda  firme;  refiriendo,  en  apoyo  de  estas  preten- 
alones,  loa  hechos  que  por  laa  mismaa  ae  infieren,  y  alegando  además  ba 
«onsideracionea  y  dtaa  legales  que  creyeron  aplicablea: 

Reaultando  que  el  Juzgado  acordó  no  proveer  á  eata  demanda  haata 
<|ne  se  uniera  á  ella  oertificadón  relativa  al  aato  condliatorio,  preaenkán- 
doae  más  tarde  una  del  verificado  ain  avenenda  en  10  de  Febrero  aigaien- 
te,  y  de  la  que  aparece  qne  el  Procurador  D.  Manuel  Martín  Vefia,  como 
apcÑierado  de  loa  hermanos  de  Miguel,. demandó  la  conciliación  al  Direc- 
tor gerente  de  la  Sodedad  Hada  protectora  de' la  buena  fe  y  á  D.  Antonia 
Fiores  Soaso,  formulando  las  solicitudes  antes  expresadas;  que  el  D.  An- 
tonio contestó,  á  más  de  otraa  cosas,  que  él  no  era  el  Director  gerente  m 
el  representante  legítimo  de  la  Sodedad,  y  por  lo  tanto,  'en  los  aanntoa 
qne  á  la  misma  se  referían  no  podía  representarla  en  juido  ni  conteatar 
coaa  alguna  en  nombre  de  ella;  con  cuya  contestación  no  se  conformó  t»l 
demandante,  que  indstió  en  su  demanda;  y  conaígnándoae,  por  último,  en 
dicha  oertificadón,  que  no  había  podido  ser  citado  el  Director  gerente  de 
la  Sociedad  por  ignorarse  au  domicilio;  á  consecuencia  de  lo  cual,  los  acto- 
rea' pidieron  y  el  Juzgado  mandó  dtar  y  emplazar  en  la  forma  ordinaria  á 
D.  Antonio  Flores  Suazo,  y  por  edictoa,  que  ae  inaertaran  en  el  Boletín 
c^fieial  de  la  provincia,  I>iario  de  Avisos  y  Qneeta  de  Madrid,  al  Director 
gerente  de  la  Sociedad;  y  publicadoa  que  fueron,  ae  peraonó  en  loa  aatoa». 
en  23  de  Marzo,  el  Procurador  D.  Manuel  de  Diego  y  Lara,  á  nombre  d* 
D.  Frandsco  Florea  Soaao,  como  Director  gerente  de  la  Sociedad  Hada 
jfroteotora  dt  la  buena  /e,  presentando  al  efecto  copia  de  poder,  en  el  qna 
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se  teitiinonUbui  el  ofielo  de  81  de  Meya  de  1886  nombreedio  Babdiredor 
gerente  al  D.  Franoisoo;  el  de .30  de  Junio  del  miemo  efie,  en  que  el  Doa 
Antonio  le  oomunicabe  le  rennnde  del  cargo  de  Difector,  j  nn  acta  nota- 
nal  de  Janta  general  de  aocionistaa  de  la  repetida  Sociedad,  verificada  en 
Jaén  el  dia  21  de  Febrero  de  1802,  á  la  qne  concnrrieron  el  D.  Franeiaca 
Flores  6aaso,  por  sn  propio  derecho,  como  Director  gerente  y  como  apo* 
derado  de  sus  coatro  hermanas  Dofia  Beatriz,  Dofia  Isabel,  Dofia  Andrea, 
y  Dofia  María,  y  D.  Manuel  Alcásar  Legones,  D.  Gabriel  Panoorbo  Ruis  y 
D.  Antonio  Romero  Martines,  todos  los  cuales  representaban,  eegán  el 
acta,  76  acciones  de  las  101  de  que  actualmente  se  componía  dicha  Socie- 
dad;  y  en  cuya  Junta,  dada  cuenta  por  el  D.  Francisco  de  que  como  tal 
Director  gerente  se  había  mostrado  parte  en  el  pleito^  promovido  por  Don 
Emilio  Cánovas  del  Castillo,  D.  Manuel  Sanz  y  los  oausshabienies  de  Don. 
Pedro  Antonio  de  Alarcón  con  pretensiones  análogas  á  las  del  presente,  y 
que,  según  tus  noticias,  se  iba  á  promover  este  mismo,  se  acordó  aprobiff 
lo  que  en  aquél  había  hecho  y  autorizarle  para  que  se  personara  en  éste  4 
nombre  de  la  Sociedad,  nO  obstante  no  serle  necesaria  la  aotorisación, 
por  correeponderle  tal  áicoltad  á  virtnd  de  la  condicién  8 >  de  la  eecritnra. 
•ocial;  y  en  providencia  de  26  de  Marzo  se  tuvo  por  parte  al  Procurador 
de  Diego  y  ¿Ara  en  la  representación  qae  ostentaba,  y  se  mandó  qoe  loe 
demandados  contestaran  la  demanda  en  el  término  de  la  ley,  haciéndola 
bajo  nna  misma  dirección  si  fuesen  nnas  mismas  las  ezcepcioneB  de  que 
habían  de  hacer  neo: 

Resultando  qne  en  escrito  presentado  en  81  de  Marzo,  D.  Antonio  Flo- 
res Suazo  promovió  artículo  de  previo  pronunciamiento  para  que  se  de> 
clarara  sn  falta  de  personalidad  como  demandado,  por  no  tener  ni  el  ca- 
rácter de  Director  gerente  de  lá  Sociedad  ni  la  representación  legítima 
para  responder  en  nombre  de  la  misma  á  las  pretensioaee  de  la  demanda; 
y  D.  Francisco  de  Flores,  como  Director  gerente  de  la  repetida  Sociedad^ 
presentó  también  en  el  mismo  día  31  de  Marzo  otro  escrito  promoviendo 
otro  artículo  de  inoontestación  por  incompetencia  de  jurisdicción  en  el 
Juzgado,  por  estar  aquélla  domiciliada  en  Jaén,  proponiendo  además  por 
nn  otrosí  de  dicho  escrito,  para  qne  se  tramitara  unido  á  ese  incidente^ 
otro  sobre  acumulación  indebida  de  acciones  en  la  demanda,  acordándose 
la  tramitación  de  los* dos  primeros  y  siendo  repelido  de  oficio  el  teroeror 

Resultando  que  á  so  ves. los  demandantes,  en  escrito  de  2  de  Abril, 
promovieron  el  artículo  de  previo  pronunciamiento,  en  qne  se  ha  deducido 
el  presente  recorso,  solicitando  se  dejara  sin  efecto  la  providencia  de  2^ 
de  Marzo,  en  qne  se  mandaba  tener  por  parte  en  el  jnicio  al  Procniador 
D.  Manuel  de  Diego,  en  nombre  de  D.  Francisco  de  Flores,  como  Director 
gerente  de  la  Sociedad  Hada  protectora  de  la  buena  /«,  exponiendo  como 
fundamentos  de  so  preteneión,  qne  aun  cuando  esa  provUleDcia  parecía 
ser  de  mera  tramitación,  tenía  inmensa  gravedad,  que  era  preciso  poner  de- 
realce al  Juzgado,  que  todavía  no  conocía  todos  los  antecedentes  del 
asunto,  ni  adonde  llegaba  en  los  Flores  Suazo  el  empefio  de  confundir^ 
promover  incidentes  ó  dilaciones  y  desentenderse  de  lo  decidido  en  sen- 
tencias ejecutorias,  para  qne  no  se  intentara,  atribuyendo  al  D.  Francisco 
una  representación  qne  le  faltaba,  decidir  de  plano  á  sn  favor  la  demanda; 
qne  en  virtud  de  la  sentencia  confirmatoria  de  la  Audiencia  de  16  de  Fe- 
brero de  1890,  cuya  casación  por  quebrantamiento  de  forma  y  por  in- 
fracción de  ley  se  había  denegado,  era  nula  la  traslación  'á  Jaén  del 
domicilio  de  la  Sociedad  y  nnlo  el  nombramiento  de  Director  gerente  que 
de  su  hermano  D.  Francisco,  domiciliado  en  Jaén,  hizo  D.  Antonio  «le 
Flores,  á  quien  se  le  impnso  la  obligación  de  celebraren  Madrid  dentro  da 
veinte  días  la  Junta  general  de  socios,  arbitrariamente  snspendida  por  él; 
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qp^AnQ  cuando  babíA  intaüUdo  dcapojane  del  carécter  de  Dinietor  ge- 
venté,  la  citada  ejeQatoria<  declaraba  qae  eeguia  Bióndolo;  y  si  biea  la  cota. 
Iierteoeeía  al  BÚmero  de  las  que  se  ven,  se  tocan  y  se  palpan,  pero  sin  em- 
bargo no  se  creen,  lejos  de  someterse  á  esos  fallos,  continuaba  empefiado». 
da  acuerdo  con  su  hermano  D.  Francisco,  de  qae  se  otorgara  á  ^to  nna 
representación  qne  no  podía  tener,  porqne  de  lo  que  tratrba  únicamente 
•na  de  obstrair,  embrollar  y  perder  tiempo  para  seguir  beneficiando  la 
mma,  de  qne  pasaran  meses  y  afios  sin  devolver  la  riquísima  propiedad 
qoe  detentaban;  que  irritaba  grandemente  ver  que  con  menosprecio  de  las 
leyes  y  atacando  la  santidad  de  la  cosa  juzgada,  se  continuara  atribuyendo 
valor  á  los  oficios  de  nombramiento  para  el  cargo  de  Subdirector  gerente 
7  de  renuncia  del  de  Director  gerente,  presentados  por  el  D.  Francisco,  y 
qoe  eran  completamente  nulos,  así  como  el  acta  de  la  Juntado  acidonistaa 
qne  se  decía  celebrada  en  Jaén  el  d^  31  del  mes  anterior,  y  á  la  cual  acu- 
dieron  varias  perionas  conocidaa  en  su  casa,  mientras  no  tuvieron  de  ello 
la  menor  noticia  los  demanduites,  poseedores  de  76  acciones  de  las  200,, 
únicas  de  que  eonstaba  la  Sociedad,  ni  D.  Emilio  Cánovas  del  Castillo  y 
los  demás  que  resultaban  dueños  de  otras  48;  siendo  visto  por  esto  lo  que 
80  debía  pensar  de  D.  Francisco  Flores  Suaso,  qne  jie  presentaba  con  la 
repreaentación  de  la  mayoría  de  los  accionistas,  porqne  en  otro  conciliá- 
bulo de  Jaén  se  habían  declarado  caducadas  aquellas  acciones,  sin  em- 
tiargo  de  saber  que  las  referidas  ejecutorias  anulaban  esa  declaración  de 
caducidad,  como  no  podría  menos  de  decirlo  terminante  el  Juzgado  al 
fallar  sobre  la  actual  demanda,  y  sobre  otra  semejante  deducida  por  algu- 
nos copropietarios  de  la  mina;  y  qne  por  consiguiente  era  preciso  dejar 
«in  efecto  la  providencia  del  día  26,  pues  de  lo  contrario  no  era  difícil  pre- 
decir las  consecuencias  quede  ella  procurarían  sacar,  cuando  ya  se  habían 
iniciado  las  excepciones  de  incompetencia  de  jurisdicción  y  de  falta  de- 
personalidad  del  D.  Antonio  Florea,  que  éste  había  promovido  hacía  afios, 
alendo  desestimadas  por  el  Juzgado  del  Este  en  Octubre  de  1886  y  por  la 
Audiencia  en  Marzo  de  1887;  que  según  noticias  de  los  demandantes,  en 
el  pleito  semejante  á  éste  incoado  por  D.  Emilio  Cánovas  del  .Castillo  y 
otros  poseedores  de  acciones,  D.  Frandseo  Flores  se  había  pretendido 
apoyar  en  una  sentencia  luciente  del  Juagado  de  Jaén,  donde  resultaba 
vencedor  de  su  hermano,  pleito  extrafio  sostenido  sin  duda  porque  te- 
niendo contra  elloa  las  referidas  ejecutorias,  querían  tener  también  á  sa 
favor  una  de  la  que  por  ahora  los  alegantes  nada  más  decían;  que  también 
había  manifestado  en  aquel  juicio  el  D.  Franciaco  que  no  fué  parte  en  el 
primer  pleito  seguido  contra  D.  Antonio  por  D.  Emilio  Cánovas  y  otros, 
desconociendo  así  que  fué  parte  el  Director  gerente  de  la  Sociedad,  ó  sea 
la  única  personalidad  con  que  pretende  intervenir  en  este  pleito;  na 
podiendo  decir  que  nada  se  resolvió  en  la  parte  dispositiva  de  las  mencio- 
nadas sentencias  sobre  la  validea  ó  nulidad  de  la  renuncia  del  cargo  de 
Director^  porque  estaba  virtualmente  declarado  en  ellas  que  fué  ilegal  é- 
indebida,  por  más  qne  ahora  se  pidieran  al  Juzgado  declaraciones  termi- 
naoles  ó  explícitas,  con  la  esperanza  de  eerrar  enteramente  las  callejuelas 
por  donde  procuraban  escapar  para  eludir  hasta  los  falloa  de  este  Tribunal 
Supremo: 

Resultando  que  D.  Franciseo  Florei  Soazo  contestó  pidiendo  que,  eos 
arreglo  al  art.  748  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  rechazara  el  ar- 
tículo, ó  en  otro  caso  se  declarara  improcedente  la  pretensión  que  lo  mo- 
tivaba, con  imposición  de  costas  á  los  que  lo  habían  promovido;  y  al  efecto 
alegó,  entre  otras  cosas,  que  la  providencia  de  26  de  Marzo  no  sólo  parecía 
de  mera  tramitación,  como  decían  los  demandantes,  sino  que  en  efecto  lo 
ara,  puesto  que  tal  carácter  tenían  las  qne  mandaban  cumplir  un  tramito 
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iiel  }QÍoio,  y  esto  era  dempre  la  eomniiieación  át  los  satos  á  tma  psile  puf 
«ontestsr  á  prstensián  de  otrs,  y  contra  esas  proTidendss  no  antorisaba  I» 
ley  más  incidente  ni  más  reonrso  que  el  de  leforma,  y  éste  era,  por  oqbsí- 
S^iente,  el  único  qne  los  contrarios  habían  podido  utiliaar  y  no  ningún  otro; 
qne  par^  que  no  se  admitiera  sa  representadán  oomo  Director  gerente  á» 
lá  Sociedad,  se  pret^idia  invocar  unas  sentencias  recaídas  en  pleito  en  que 
no  habían  sido  parte  ni  él  ni  los  que  trataban  de  aprovecharlas,  siendo 
axioma  Jurídico  qne  las  sentencias  sólo  favorecen  ó  perjudican  á  los  qoe 
han  sido  parte  en  el  litigio  ó  á  sus  herederos;  que  además  nadie  habla  de- 
clarado la  rescisión  ni  la  nulidad  de  la  renuncia  que  del  cargo  de  Direotor 
gerente  de  la  Sociedad  hizo  en  80  de  Junio  de  1886  D.  Antonio  de  Floran, 
y  lejos  de  declararse  tal  cosa,  éste  había  demostruvdo  en  otro  incidente 
igual  suscitado  en  otro  pleito  pendiente  en  el  mismo  Juagado,  que  en  esas 
'sentencias  se  reconoció  de  una  manera  clara  y  explícita  que  D.  Franeiseo 
de  Flores  era  el  Director  gerente  de  la  Sociedad,  y  que,  por  lo  tanto,  no  po- 
día resolverse  en  aquel  pleito,  en  que  no  era  parte,  las  reclamaciones  qne 
los  demandantes  hiciesen  contra  los  actos  del  mismo  como  tal  Director 
gerente;  que  era  un  hecho  juzsado,  sin  que  diera  lugar  á  ningún  género  de 
duda,  y  por  sentencia  firme,  contra  la  cual  ya  no  cabía  recurso  alguno,  el 
de  ser  el  D.  Francisco  Director  gerente  de  la  Sociedad,  y  su  único,  verda- 
dero y  legítimo  representante,  pues  así  se  había  declarado  por  sentencia 
dictada  en  22  de  Abril  de  1891  por  el  Juzgado  de  primera  instsneia  de 
Jaén,  en  pleito  que,  sobre  si  la  renuncia  hecha  por  D.  Antonio  del  cargo 
de  Director  gerente  en  30  de  Junio  de  1880  estaba  ó  no  hecha  con  las  for- 
malidades legales,  y  sobre  si  era  válida  ó  nula  esa  renuncia,-  se  había  se* 
guido  por  las  dos  partes  qne  intervinieron  en  dicha  renuncia;  y  sí  era  va 
hecho  juzgado  que  el  D.  Francisco  era  el  Director  gerente  y  representaot« 
legítimo  de  la  Sociedad  desde  80  de  Junio  de  1886,  y  ei  pleito  á  que  loa 
demandantes  aludían  había  empezado  por  demanda  de  8  de  Julio  signien- 
te,  y  eñ  ese  pleito  no  había  sido  emplazado  ni  oído  el  D.  Francisco,  únieo 
qne  con  arreglo  al  art.  2.0  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  podía  compare- 
cer en  tal  juicio  en  nombre  de  la  Sociedad,  era  claro  que  las  sentencias  alli 
dictadas  no  podían  afectar  en  nada  ni  para  nada  á  dicha  Sociedad;  siendo, 
por  lo  tanto,  el  de  ser  el  Director  gerente  él  un  hecho  definitivamente  jua- 
gado, así  por  la  sentencia  de  Jaén  como  por  la  que  en  ese  pleito,  en  que  no 
había  sido  parte,  había  dictado  la  Audiencia  de  esta  corte,  y  de  la  qne^  á 
pesar  de  eso,  no  admitía  ni  podía  admitir  cosa  alguna,  porque  estaba  dada 
ain  su  audiencia;  ostentando  como  títulos  indiscutibleB  para  desempefiar 
el  cargo  de  Director  gerente  de  la  Sociedad  y  tener  su  legítima  representa- 
ción: primero,  titulo  legal,  como  era  el  de  nombramiento  de  Subdirector 
hecho  por  quien  tenía  facultad  y  poder  para  ello,  y  la  renuncia  á  su  f svcMr 
hecha  del  cargo  de  Director;  segundo,  posesión  continuada  y  de  buena  fe 
por  tiempo  máa  que  suficiente  para  prescribir  toda  aodón  de  rescisión  ó 
de  nulidad  que  contra  esos  títulos  se  quisiera  deducir;  y  ternero,  ana 
sentencia  en  que  los  Tribunales  le  reconocían  y  declaraban  tal  derecho: 

Resultando  que  D.  Antonio  de  Florea  Suazo  contestó  también,  expo* 
siendo,  entre  otras  cosas,  lo  mismo  qne  el  anterior,  en  cuento  á  ser  la  pro- 
videncia de  26  de  Marzo  de  mera  tramitación  y  no  darse  contra  ella  más 
recutso  qne  el  de  reforma,  y  además,  que  en  las  mismas  sentencias  invo- 
cadas por  los  demandantes  se  había  reconocido  que  él  no  tenía  personali- 
dad para  contestar  al  pleito  que  los  demandantes  han  incoado,  pues  sa 
^las  se  le  condenaba  en  el  concepto  en  que  había  sido  demandsdo,  y  ha- 
biendo él  entendido  por  la  naturaleza  de  las  cuestiones  idlí  planteadas  que 
sólo  se  le  demandaba  como  Director  gerente,  propuso  la  excepción  do 
ialta  de  personalidad  por  no  tener  tai  carácter,  pero  los  demandante» 
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en  aquel  pleito,  al  contestar  á  esa  e:rcepción,  manifestaron  qne  ellos  no 
liabían  dicho  qae  demandaran  á  D.  Antonio  de  Flores  como  tal  Director 
gerente,  y  annqne  se  hubiera  despojado  de  ese  cargo,  mientras  signiera 
aiéndolp  D.  Antonio  de  Flores,  no  podía  rehuir  el  contestar  á  la  demanda, 
y  como  por  la  ley  compete'  al  demandante  fijar  la  persona»  contra  quien 
pide,  qnedó  así  determinado  por  aquellos  demandantes  el  carácter  con  que 
él  litigó;  y  como  no  se  podía  admitir  que  la  8ala  primera  de  la  Audiencia 
de  esta  corte  en  su  citada  sentencia  se  pusiera  en  contradicción  consigo 
misma,  y  en  ella  declaró  la  falta  de  personalidad  del  D.  Antonio  para  con- 
testar á  las  mismas  acciones  que  ahora  deducían  los  demandantes  en  este 
pleito  y  que  fueron  deducidas  también  en  aquél  por  D.  £n;kilio  Cánovas  y 
consortes,  se  seguía  de  ello  que  dicha  sentencia  reconoció  que  sólo  Don 
'Francisco,  como  Director  gerente  de  la  Sociedad,  era  quien  podía  respon- 
der con  tal  carácter  á  esas  acciones: 

Besultando  que  recibido  el  articulo  á  prueba,  se  practicaron  de  álret 
•as  clases  á  propuesta  de  los  deo^andantes  y  ae  ambos  demandados,  y 
previos  los  demás  trámites  de  dos  instancias,  la  Sala  primera  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  esta  corte  dictó  en  21  de  Febrero  del  corriente  afio 
«entencia  confirmatoria  con  las  costas  de  la  apelación,  declarando  que 
D.  Francisco  Flores  Suazo  no  tenía  la  personalidad  que  se  atribuyó  al 
comparecer  como  Director  gerente  de  la  Sociedad  Rada  protectora  de 
la  buena  /e,  por  haberse  dejado  nula  y  sin  efecto  en  la  sentencia 
firme  de  la  misma  Audiencia  de  16  de  Febrero  de  1890  la  renuncia  del 
expresado  cargo  que  en  favor  de  aquél  hizo  D.  Antonio  de  Flores  Suazo; 
y  por  consiguiente,  se  debía  dejar,  como  se  dejaba,  sin  efecto  la  providen- 
cia en  que  se  tuvo  por  parte  en  estos  autos  al  mismo  D.  Francisco,  en  el 
supuesto  de  ser  tal  Director  gerente  de  la  repetida  Sociedad;  sin  hacer  ex- 
presa condena  de  costas  de  primera  instancia  y  con  otro  pronunciamiento 
que  no  tiene  relación  con  este  recurso: 

iResultando  que,  con  el  depósito  de  600  pesetas  y  protestando  formali< 
car  en  su  caso  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  le- 
^1,  D.  Francisco  Flores  Suazo  interpuso  el  de  quebrantamiento  de  forma, 
diciendo  fundarse  en  el  núm.  2.o  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
€dvil,  por  los  motivos  siguientes: 

Primero.  En  cuanto  la  sentencia  recurrida  declara  que  el  D.  Francisco 
no  tiene  la  personalidad  que  se  atribuyó  al  comparecer  en  estos  autos 
como  Director  gerente  de  la  Sociedad  Hada  protectora  de  la  buena  fe,  por 
haberse  dejado  nula  y  sin  efecto  en  la  sentencia  ejecutoria  dictada  en  el 
pleito  seguido  por  D.  Emilio  Cánovas  y  otros  contra  D.  Antonio  de  Flo- 
res, atribuyendo  y  aplicando  así  al  recurrente  los  efectos  legales  de  una 
sentencia  recaída  en  pleito  en  que  no  loé  emplazado,  citado,  oído  ni  ven- 
cido, infringe  el  principio  inconcuso  de  derecho  procesal,  según  el  que 
tiadie  puede  ser  condenado  sin  ser  antes  citadp  y  oído  en  juicio,  toda  ves 
•que  el  recurrente,  al  aceptar  los  poderes  que  de  la  Sociedad  mencionada 
le  confiriera  esta  misma,  no  los  recibió  de  D.*  Antonio  de  Flores,  puesta 
que  éste  no  tenía  ningún  derecho  propio  que  transmitir,  y  todos  los  actos 
que  ejecutaba  como  gerente  mandatario  de  )a  Sociedad  los  ejecutaba  en 
nombre  de  ésta  y  no  en  el  suyo  propio;  y  por  lo  tanto,  el  D.  Francisco  no 
«s,  como  en  la  sentencia  recsrrida  se  pretende,  causahabiente  de  su  her- 
mano D.  Antonio  en  cnanto  al  poder  que  hoy  tiene  de  la  citada  Sociedad, 
porque  el  apoderado  no  es  nunca  causahabiente  del  que  le  precede  en  el 
uso  del  poder,  toda  vez  que  éste  lo  recibe  el  que  lo  ejercita  del  poderdante 
y  no  del  anterior  apoderado;  no  pudiéndo  tapipoco  los  demandantes,  ahora 
recurridos,  invocar  en  favor  suyo  esa  sentencia  dictada  en  pleito  en  que 
dios  no  fueron  parte: 
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Segando.  La  sentencia  recarrída  infringe  el  art.  2.o  de  la  ley  de  Eojat- 
eiamiento  civil,  aegún  el  cnal  las  Corporaciones,  Sociedades  y  demás  enti- 
dades jQridicas  sólo  pueden  comparecer  en  juicio  por  medio  de  sns  repre- 
sentantes legítimos,  en  cnanto  niega  á  D.  Francisco  Flores  la  facaltAd  de 
representar  en  este  juicio  á  la  Sociedad  Hada  protectora  de  la  humafe^ 
siendo  el  apoflerado  legal  de  li^  misma;  porque  el  art.  1732  del  Código  cítU 
establece  los  modos  por  los  que  se  acaba  el  mandato  y  entre  ellos  se  en- 
cuentra la  renuncia  del  mandatario;  la  condición  4.^  de  la  escritura  social, 
en  observancia  de  lo  que  ordena  el  art.  161  del  Código  de  Comercio»  dis- 
pone que  cuando  por  muerte  ó  renuncia  del  Director  gerente  quedare  va- 
cante este  cargo,  entrará  á  desempeñarlo  en  propiedad  el  Subdirector  ge- 
rente; e)  art.  1710  del  Código  civil  declara  que  el  mandato  puede  ser  ex- 
preso ó  tácito,  pndiendo  darse  el  expreso  por  instrumento  público  ó  pri- 
vado y  aun  de  palabra,  y  pndiendo  ¡a  aceptación  ser  también  expresa  6 
tácita  y  deducirse  esta  última  de  los  actos  del  mandatario;  y  en  estos  sa- 
tos está  demostrado  por  prueba  indiscutible  que  D.  Antonio  de  Flores  hin> 
rennncia  del  cargo  de  Director  gerente  de  la  Sociedad,  y  D.  Francisco,  que . 
era  el  Subdirector  gerente,  entró  en  80  de  Junio  de  1886  en  posesión  del 
referido  cargo  de  Director  gerente,  mandatario  de  la  Sociedad,  y  como  tal 
y  para  llevar  á  ejecución  y  cumplimiento  acuerdos  de  la  Junta  general  de 
accionistas  de  la  misma,  se  ejecutarpn  los  actos  contra  los  cuales  se  ha 
promovido  el  presente  pleito,  probando  la  sentencia  dictada  por  el  Juaga- 
do de  Jaén  que  el  D.  Francisco  venía  ejerciendo  el  cargo  de  gerente 
mandatario  de  la  Sociedad,  y  los  acuerdos  de  la  Junta  general  de  asocia- 
dps,  facultándole  para  seguir  este  pleito  y  defender  en  él  los  intereses  so- 
ciales, que  tiene  aceptado  el  poder  que  la  Sociedad  le  confiriera  para  re- 
presentarla judicial  y  extrajudicialmente: 

Y  tercero.  ^  Infringe  además  la  sentencia  el  art.  632  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  el  cual  dispone  que  si  el  demaudado  propusiere  alguna 
excepción  dilatoria,  no  estará  obligado  á  contestar  la  demanda;  contán- 
dose entre  las  excepciones  dilatorias,  que  el  art.  633  de  la  propia  ley  enu- 
mera, la  de  falta  de  personalidad  en  el  demandado,  por  lo  cual,  aólo  los 
demandados  tienen  facultad  para  proponer  esta  excepción  y  nunca  los 
demandantes,  á  quienes  la  ley  concede  como  medios  hábiles  para  ejerci- 
tar en  juicio  sus  derechos  el  uso  y  ejercicio  de  las  acciones;  y  á  hw  de- 
mandados, las  excepciones,  ya  perentorias,  ya  dilatorias,  siendo  claro  que 
el  demandante  en  todo  juicio  carece  de  facultad  para  proponer  la  excep- 
ción de  falta  de  personalidad  en  el  demandado  por  el  Lecho  de  que  el  ar- 
tículo 624  de  la  propia  ley  de  Enjuiciamiento  civil  obliga  al  demandante 
á  fijar  en  su  demanda  con  precisión  y  claridad  la  persona  del  demandado» 
hasta  tal  punto,  que,  si  así  no  lo  hiciere,  la  demanda  tendría  defecto  legal 
en  el  modo  de  proponerla,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  la  sexta  de  las  ex- 
cepciones enumeradas  en  el  633,  y  si  el  Juez  hubiese  tenido  por  parte  en 
el  juicio  á  persona  que  no  hubiera  sido  demandada,  contra  esta  providen- 
cia, como  de  mera  tramitación,  sólo  concede  el  art.  876  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  el  recurso  de  reforma,  pero  nunca  artículo  de  previo  y 
especial  pronunciamiento  para  que  se  declare  la  falta  de  personalidad  del 
que  en  concepto  de  demandado  hubiere  comparecido  en  el  juicio. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Montero  de  Espinosa: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  las 
formas  esenciales  del  juicio  sólo  puede  tener  lugar  en  los  casos  que  seflala 
el  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  ninguno  de  los  que  se 
halla  comprendido  el  interpuesto  por  D.  Francisco  Flores,  porque  dísca- 
tido  en  el  incidente  que  lo  ha  motivado  su  carácter  de  Gerente  de  Ja  Socie- 
dad Eada  proieetfíTü  de  la  ^Msita/e,  ninguna  forma  esencial  del  Joicio  ha 
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quebrantado  la  sentencia  al  negarle  tal  coalidad  en  definiti^,  é  ina|»lioa- 
Ules,  pdr  lo  tanto,  las  disponiciones  que  sopone  infriogi^toe,  puesto  «toe 
dentro  del  incidente  ha  lititcado  con  hi  personalidad  qne  ereía  asistirjiei  7 
la  josticia  óinJQsticia  del  fallo  podrá  discutirse  y  resolverse  en  nn  reevr- 
so  de  casación  en  el  fondo; 

Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no  baber^agar  al  reeor- 
so  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  D.  Fran- 
cisco Flores  Suazo,  contra  la  sentencia  oue  en  21  de  Febrero  del  corriente 
afio  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  el  que 
condenamos  al  pago  de  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  que  ba  cons- 
tituido, que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y.proeédase  á  la  sustancia* 
don  del  recurso  preparado  en  el  fondo.— (Sentencia  publicada  el  3  de  Di- 
ciembre de  1893,  é  inserta  en  las  Qacetas  de  13  y  14  de  Enero  de  l$Oi.) 
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Bbtubso  dk  casación  (d  de  Diciembre  de  1893).  —  Sala  de  lo' civil*  ~ 
Snñodón  de  albaceas.^l^o  ba  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  DoA' 
Matías  Mir  en  autos  con  D.  Leoooldo  Llauradó  y  Dofia  Concepción  Mbr 
(Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Que  no  procede  la  admiiión  de  los  recursoé  de  caaaeién  cuando  deja  de 
acompañarse  el  documento  en  que  se  justifique  haberse  hedió  el  depósito  preve- 
nido en  el  art,  1698  de  la  ley  de  Ef'juiciamiento  civil,  si  son  conjormes  de  Uh 
da  conformidad  U¡ls  sentencias  de  primera  y  segunda  instaneia* 

Besultando  que  los  consortes  D.  Leopoldo  Llauradó  y  Doña  Concepción 
Jlir  dedujeron  demanda  en  Barcelona  en  3  de  Septiembre  de  1891  contra 
D.  Matías  Mir  y  Sampere,  con  diferentes  pretensiones,  entre  ellas  la  de  que 
4¡oho  demandado  fuera  removido  del  cargo  de  albacea  de  D.  Juan  Medir  7 
Bivera;  y  sustanciado  el  juicio  por  los  trámites  correspondientes,  dictó  s«^ 
lenda  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  en  12  de  No- 
viembre de  1892,  resolviendo  que  sin  dar  lugar  á  que  se  reconociera  que 
D.  Matías  Mir  y  Sampere  no  podía  ser  único  administrador  del  caudal  be- 
reditario  dejado  por  D.  Juan  Medir  y  llivera,  y  por  ello  que  fueran  nulos 
los  actos  de  administración  que  endicbo  Caudal  hubiera. practicado,  con- 
denaba al  propio  D.  Matías  Mir  y  Sampere  á  qne  en  sn  carácter  de  tal  alba- 
cea rindiera  cuentas  dentro  de  diez  días  de  la  administración  del  expresado 
caudal  y  de  éste  mismo,  exhibiendo  dentro  de  igual  término  los  cuerpos 
integrantes  de  aquél,  explicando  y  justiñcando  la  inversión*  que  hubiese 
dado  á  los  capitales  hereditarios  que  percibió;  á  que  pagase  á  los  deman- 
dantes lá  parte  de  rentas  de  dicho  caudal  que  les  correspondieran  y  hu- 
biera dejado  de  abonarles,  con  los  intereses  legides,  y  á  que  les  indemnice 
«n  la  parte  que  les  afecten  los  dafios  y  perjuicios  que  baya  irrogado  al  can» 
dal  hereditario  con  sus  actos  ú  omisiones,  que  no  se  conlormen  con  la  t^ 
lontad  testamentaria  de  D.  Juan  Medir  y  con  las  leyes,  determinándose 
Ules  dafios  y  perjuicios  en  sn  entidad  é  importancia  por  las  pruebas  que 
se  practiquen ;  y  que  no  había  lugar  á  la  remoción  de  D,  Matías  Mir  de  sa 
indicado  cargo  de  albacea: 

Resultando  que  apelada  esta  sentencia  por  D.  Matías  Mir  y  Sampere  j 
■Qstanciada  la  segunda  instancia,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audkor 
da  de  dicha  ciudad  dictó  sentencia  en  21  de  Abril  próximo  pasado  decla- 
rando %ue,  sin  dar  lugar  por  ahora  á  la  remoción  del  cargo  de  albacea  de 
D«  Matías  Mir,  se  confirmaba  la  sentencia  apelada,  con  imposición  al  misme 
de  las  costas  de  la  alzada:  < 
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Resoltando  qae  O.  Matífts  Mlr  y  Sampere,  en  el  concepto  de  albaeea 
Utttasmentário  de  D.  Juan  Medir,  interpoBO  rocnrso  de  casación  por  infrac- 
eiátt  de  ley,  manifeatando,  después  de  sefialar  los  motivoa  en  qae  lo  f o»- 
daba,  que  no  debía  aoempaflar  documento  qce  jostiñeam  el  depósito  pm- 
▼enido  en  la  1^,  porqne  no  eran  conformes  de  toda  conformidad  las  senten- 
olae  de  primera  y  segonda  instancia,  supuesto  que,  así  como  en  la  primera 
no  se  daba  logar  á  la  remoción  del  cargo  de  albacea,  en  la  segunda  se  ha- 
eta  depender  el  dar  ó  no  lagar  á  esa  remoción  de  lo  que  multara  de  las 
iettdntas  que  se  presentaran  y  conducta  que  en  su  gestíón  como  albacea 
apareciera  que  hubiera  observado  el  recarrente,  por  lo  cual,  en  la  parte 
dispositiva  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  se  decía  sin  dar  lugar  per 
ahora  á  dicha  remocián;  habiéndose  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  la  admi- 
•idb  de  este  recorso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Aldeooa: 

Considerando  que  no  procede  la  admisión  de  los  recursos  de  casación 
cuando  deja  de  acompañarse  el  documento  en  que  se  Justifique  haber  he- 
cho el  depósito  preyenido  en  el  art.  1698  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil, 
siempre  que  íaerá  necesario,  ó  sea  cuando  sean  conformes  de  toda  confor- 
midad las  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia: 

Oonsiderando  que  en  el  caso  del  presente  recurso  no  pueden  menos  de 
estimarse  conformes  de  toda  conformidad  las  sentencias  del  Jaez  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  del  Hospital  de  Barcelona  y  la  de  la  Audiencia, 
porque  la  frase  empleada  por  ésta,  al  confirmar  la  sentencia  apelada,  de 
§ik  iar  lugar  por  ahora  á  la  remoción  del  cargo  de  albacea  de  D.  Mafias  Mir, 
no  altera  en  nada  ni  el  concepto  ni  la  transcendencia  del  fallo  del  Jusgadci, 
que  declaró  no  haber  lugar  á  la  remoción  de  dicha  parte  del  expresado 
cargo,  por  lo  que  debió  hacerse  el  depósito  prevenido  en  el  art  169S  y  pre- 
ientar  con  el  escrito  el  justificante  del  mismo,  cuya  omisión  es  causa  de 
tttadmisión  del  recurso,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  núm.  2.o  del  art.  It^K 
en  relación  con  el  1728,  en  su  núm.  l.o,  visto  lo  dispuesto  además  en  el 
17«6; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
Interpuesto  por  D.  Matías  Mir  y  Sampere,  á  quien  se  condena  en  las  costai^ 
Ifiyrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspondiente,  coa 
devolución  del  apuntamiento,  y  publíquese  este  auto  en  la  forma  prevenida 
éh  la  ley.— (Auto  fecha  4  de  Diciembre  de  1893,  é  inserto  en  la  Gaceta  de 
14  d^  Enero  de  1894.) 
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RB0ÜS80  Ds  CASÁOióK  (4  do  Diciembre  de  189S).— 8kla  de  lo  civil.— 
FMieión  de  ^«ncto.— No  ha  Idgar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  Dofta 
Atfgela  Carrasco  en  autos  con  D.  Pascual  Alixandre  (Audiencia  de  Talen* 
da),  y  se  resuelve! 

Que  loe  reeureoe  de  tíaeación  por  infracción  de  ley  eóló  proceden  confra 
Iss  reeoluoionee  táxaHvamente  detet^inadae  en  loe  articules  1689  y  ÍS90  de 
la  ley  de  E/^uiciamiento  civil,  en  ninguno  de  los  cuales  se  comprende  la  que 
ttsuelveun  recurso  de  queja  por  def(ega($ón  de  una  apdaeión  fundada  em 
im  haberse  i$Uerpue$to  Antes  el  de  r^orma  ó  reposición. 

Resultando  que  celebrada  en  los  autos  de  testamentaría  de  D.  Páacual 
Joan  Silvestre,  radicados  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ootenienta, 
la  Junta  prevenida  en  el  art.  1086  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cfvil,  dictó' 
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«nto  dicho  Juagado  en  18  de  Mayo  prdximo  puado,  acordando  llevajr  á 
efecto  lo  coQTeDido  por  los  interesados  en  la  Junta  celebrada  el  día  an- 
terior; y  como  consecaencia  de  dicho  acuerdo  y  de  conformidad  con  lo 
establecido  en  la  declaración  3.^  contenida  en  las  operacjones  divisorias 
presentadas  al  Juagado,  aprobó  éstas,  con  obligación  de  entregar  en  me- 
tálico el  heredero  D.  Pascual  Aiixandre  á  Dofia  Angela  Cartaseo,  spIn^ 
lo  consignado  en  las  repetidas  operaciones  divisorias,  las  9.368  pesetas 
reclamadas  por  la  misma  en  concepto  de  dote  y  600  pesetfts  annalea  te* 
sustitución  de  las  arras  y  por  vía  de  gananciales:  . 

Resultando  que  Dofia  Angela  Carrasco  apeló  de  este  auto,  y  el  Juagado 
negó  la  admisión  de  la  alzada  por  no  haberse  ntilisado  previamente  el  «n- 
curso  de  reforma;  y  desestimada  asimismo  la  reposición  que  la  misma 
parte  solicitó  de  dicho  proveído,  acudió  on  queja  ante  la  Audiencia  de  Va- 
lencia, y  por  auto  de  la  Sala  de  lo  civil  de  8  de  Agosto  se  declaró  no  haber 
lugar  á  la  queja,  con  los  pronunciamientos  consiguientes: 

Resultando  que  Dofia  Angela  Carrasco  interpuso  recurso  de  casaoión 
por  infracción  de  ley,  á  cuya  admisión  se  opuso  el  Ministerio  fiscal,  y  en 
su  virtud  se  trajeron  los  autos  ala  vista  con  las  citaciones  correspon- 
dientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Aldeooai 

Considerando  que  los  recnraos  de  casación  por  infracción  4o  ley  sólkl 
proceden  contra  las  resoluciones  taxativamente  determinadas  en  los  ar- 
tículos 1689  y  1690  de  la  ley  de  Kaluicíamiento  civil,  y  que  en  ningooa 
de  ellas  se  comprende  la  que  ha  sido  objeto  del  presente  recurso,  limitada 
á  discutir  la  queja  por  denegación  de  una  apelación,  denegación  fundada 
•n  no  haber  interpuesto  previamente  el  recurso  de  reforma  ó  reposición 
contra  el  auto  apelado; 

Ko  ha  logar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Defii^ 
Angela  Carrasco,  á  quien  se  condena  en  las  costas;  líbrese  á  la  Attdiencjl|k 
de  Valencia  la  certificación  correspondiente,  y  publiquese  este  auto  en  la 
forma  prevenida  en  la  ley.— (Auto  fecha  4  de  Diciembre  de  1898,  é  inserto 
en  la  Óaeeta  de  U  de  Enero  de  1894.) 
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CovPKTXNOiA  (4  de  Diciembre  de  1898).-  Sala  de  lo  cMh'^Beniiciéf^ 
de  cuentai  de  una  euratela.—Se  decide  en  favor  del  Juagado  de  primeria 
instancia  del  distrito  del  Centro  de  Madrid  la  sostenida  con  el  d»  igual 
clase  de  Jerez  de  los  Caballeros,  en  autos  promovidq^  ante  el  primero  por 
D.  Enrique  y  D.  Rogelio  Terrón  de  la  Gándara  eontrf  Dofia  María  T^f ró^ 
y  Meléndez  y  otros,  y  se  resuelve: 

Que  es  Juee  competente  para  oonor^  de  las  demandas  en, que  $e  fjerei(ef 
mecionee  relativas  á  la  gestión  de  la  tutela  ó  cúratela,  el  del  lugar  en^  9<«Cf^ 
kMese  administrado  la  guardaduria  en  su  parte  principal,  ó  el  del  domidÍMi 
del  menQTy  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  qtso.  19  del  arU  69de  laleí^  4p  ^^ 
jmíciamiento  civU:  ^  .^ 

Que  la  acción  ejercitada  para  pretender  la  rendición  de  cuentas  que  d^Uó» 
formalizar  un  curador  y  la  entrega  de  los  bienes  gue  hubiere  administrado 
por  rofán  dn  su  cargo,  a  personal  y  relativa  al  ^erdcio  de  la  tutela  y  qma^ 

.  JBa  Ia  villa  y  corte  de  >iadrid,  i  4  de  Diciembre  4a  1893,,eu  la  come- 
toncía  entablada  entre  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  asi 
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Centro  de  está  capital  y  el  de  i^al  olaee  de  Jerez  de  lo«  GábalTeroi,  por 
re^iuerimiento  de'  inhibición  de  este  últímo  al  primero  en  él  conocimiesto 
dé  anos  autoe  en  aqnél  inéoadoe,  á  virtnd  de  demanda  de  D.  Enrique  f 
D.  'Bog^io  Terrón  de  la  Gándara,  de  esta  vecindad,  Profesor  de  inetme- 
oit^n  primaría  el  D.  Enrique  y  periodista  el  D,  Rogelio,  contra  Dofia  María^ 
Dofia  Pilar  y  D.  Antonio  Terrón  y  Meléndea,  el  último  Médico  Oirojiino  j 
TOéitto  de  Jerea  de  los  Oaballeros,  j  las  otras  dos  dd  pneblo  de  Barca- 
rrota,  sin  qte  eónste  ejerzan  profesión  ni  oficio,  eñ  concepto  de  lierederoa 
de  sn  hermano  D.  Aniceto  Terrón  y  Meléndez,  tntor  y  curador  qae  foé  de 
los  expresados  demandantes,  y  sn  hermana  Dofia  Andrea  Terrón  de  la 
Gándara,  sobre  entrega  de  ciertos  bienes  por  consecnencla  de  la  ennn- 
oiada  tntela  y  cúratela,  habiendo  coníiparecido  únicamente  en  este  TrtbiF 
nal  Supremo  los  prenombrados  demandantes,  representados  por  el  Frocn- 
rador  D.  Ildefonso  Gutiérrez  lÜana  y  defendidos  por  el  Licenciado  l>on 
Tíctor  Luis  Hernández: 

Resultando  que  fallecidos  abintestato  Dofia  María  Asnndón  de  la  Gán- 
dara y  su  mando  D.  Enrique  Terrón  y  Meléndez,  Abogado  del  Colegio  d* 
esta  corte,  la  primera  el  38  de  Enero  de  1866  y  el  segundo  en  19  de  Ov*ta- 
hn  del  68,  de  cuyo  matrimonio  quedaron  tres  hijos  en  edad  pupifar,  lla- 
mados Dofia  Apdrea  Avelina,  D.  Enrique  Manuel  y  D.  Rogelio  Saturnino 
Tsfrrón  y  de  fa  Gándara;  eomo  quiera  que  la  abuela  paterna  de  los  mismos, 
poriMr  octogenaria,  renunciase  á  la  tutela  legítima  de  aquéllos,  se  instra- 
yeron  diligencias  á  instancia  de  D.  Aniceto  Terrón  y  Meléndez,  hermano 
do  D.  Enrique,  en  el  Juzgado  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  capital,  en 
las  que,  entre  otras  actuaciones,  declararon  algunos  testigos  carecer  loa 
mencionados  menores  de  toda  clase  de  bienes;  y  en  24  de  Mayo  de  18tO 
fué  nombrado  tntor  y  curador  de  aquéllos  dicho  D.  Aniceto,  mandándose 
al  9T  de  Junio  siguiente  que  se  le  discerniera  el  cargo  con  relevación  de 
fianza,  entendiéndose  sn  desempefio  frutos  por  pensión,  si  bien  con  I» 
obligación  de  dar  cuenta  al  Juzgado  de  los  bienes  que  en  lo  sucesivo  ad- 
quiriesen los  pupilos,  cuyo  discernimiento  se  verificó  el  28  del  expresado 
mes  de  Junio  de  1870  en  la  forma  ordenada: 

Resultando  que  dicho  D.  Aniceto  Terrón  y  Meléndez.  con  el  carácter 
expresado,  acudió  nuevamente  al  mismo  Juzgado  del  distrito  de  la  La- 
tina, por  medio  de  escrito  de  10  de.  Noviembre  de  1871,  con  la  solicitud 
de  que  se  le  admitiera  información  ad  perpetuatn  sobre  el  hecho  de  ser  lo» 
tres  citados  menores  los  únicos  descendientes  que  sobrevivieron  á  sus  pa- 
dres D.  Enjrique  Terrón  y  Dofia  María  Asunción  de  la  Gándara,  y  practi- 
cada, se  protocolizara,  expidiéndole  el  oportuno  testimonio  á  loa  finec 
coiivenfentes,  todo  lo  cual  tuvo  efecto,  oyéndose  sobre  la  información  af 
Ministerio  fiscal,  y  da  conformidad  con  su  dictamen,  faé  aprobada,  reivin* 
dioftndo  posteriormente  el  propio  D;  Aniceto,  como  de  la  pertenencia  de 
los  sasodichos  menores,  pqr  corresponder  á  su  madre  y  detentarla  un  pa- 
riente de  ésta,  una  casa  sita  en  Jaén,  calle  de  la  Puentezuela  de  San  Ilde- 
fonso, núm.  10  moderno,  para  cuya  venta  solicitó  autorización  igualmente 
ante  el  Juzgado  del  distrito  de  la  Latina,  etí  escrito  de  16  de  Marzo 
de^878,  alegahdb  la  necesidad  de  tal  enajenación  y  su  utilidad  para  loa 
menores,  por  exigir  el  estado  de  aquella  finca  reparacioneé  considerablea, 
no  poder  atender  sus  propietarios  á  la  conveniente  administración  de  la 
misma,  mediante  hallarse  domiciliado,  como  el  D.  Aniceto,  en  esta  corte, 
y  aer  las  catifts  lo  que  menos  tenta  producía,  pudiéndose  obtener  quiz^  ^ 
doble  con  el  empleo  del  pisquefio  capital  que  produjese  la  enajenación  eú 
papel  del  Estado  ó  en  algún  seguro  establecimiento  de  crédito:  extremos 
respecto  á  los  que  practicó  información»  en  la  cual  se  oyó  también  al  Mi- 
nisterio fiEscal,  siéndole  otorgada  la  autorización  pedida  ^  auto  de  T  de 
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Jlayo  del  expresado  afio  78,  con  la  precisa  obligadón  de  qae  la  indicada 
venta  babíá  de  realizarse  en  pública  subasta,  previo  avalúo  por  el  perito  ó 
peritos  que  eligiese  el  Jaez  del  punto  en  que  radicaba  la  finca,  al  qué  se 
libraría  el  correspondiente  exhorto;  y  D.  Aniceto  Terrón  había  de  poner 
inmediatamente  en  conocimiento  de  aquel  Juzgado  el  precio  que  se  obtu- 
-viera  de  la  venta,  para  acordar,  oído  nuevamente  el  Ministerio  fiscal,  la 
inversión  más  beneficiosa  á  los  intereses  de  los  menores  que  había  de  dár- 
sela; y  en  su  virtud^  librado  el  exhorto  al  Juzgado  de  Jaén,  se  instruyeron 
ante  él  las  diligencias  para  la  enunciada  venta,  realizándose  ésta  en  re- 
mate público  el  14  de  Junio  del  mencionado  afio  1873,  por  la  cantidad 
de  4.060  pesetas  60  céntimos,  á  D.  Fernando  de  la  Casa,  á  quien  otorgó  la 
oportuna  escritura  D.  Pablo  Ángel  Alcázar  por  poder  del  D.  Aniceto  Te- 
rrón, quedando  del  indicado  precio,  deducidos  los  gastos  que  hubo  nece- 
sidad de  satisfacer,  la  suma  de  16.400  reales,  ó  sean  8.860  pesetas,  que 
fueron  giradas  á  esta  corte  por  el  D.  Pablo  en  letra  contra  D.  Francisco 
de  P.  Jiménez  y  Gompafiía: 

Resultando  que,  transcurridos  varios  afios  y  ocurrida  la  defunción  del 
D.  Aniceto,  formularon  en  esta  corte  D.  Enrique  y  D.  Rogelio  Terrón  de 
la  Gándara  escrito  de  fecha  11  de  Octubre  de  1888,  que  fué  repartido  al 
Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro,  exponiendo  necesi- 
taba entablar  demanda  contra  los  herederos  de  aquél  por  falta  de  rendi- 
ción de  cuentas  de  la  tutela  y  cúratela  que  había  desempeñado,  para  lo 
que  suplicaron  se  les  permitiese,  mediante  su  carencia  de  recursos,  litigar 
conforme  á  las  disposiciones  del  art.  179  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil;  escrito  en  que  se  ratificaron,  y  luego  formalizaron  la  de- 
manda sobre  declaración  de  pobreza  para  seguir  el  litigio  al  expresado 
objeto  con  Dofia  María  Terrón  y  Meléndez,  vecina  de  Barcarrota,  como  tal 
heredera  del  D.  Aniceto,  la  que  fué  emplazada,  por  medio  de  exhorto,  al 
Juez  de  Jerez  de  los  Caballeros,  sin  que  compareciese  en  el  incidente,  que^ 
•e  sustanció  sólo,  en  su  consecuencia,  con  la  representación  del  Estado,  y 
terminó  en  sentencia  de  6  de  Febrero  de  1890,  dictada  por  el  predicho 
Juxgado  del  Centro,  estimando  haber  lugar  á  la  defensa  en  concepto  de 
pobre  pedida: 

Resultando  que  terminado,  como  dicho  queda,  el  Incidente  de  pobreza 
aludido,  produjeron  los  D.  Enrique  y  D.  Rogelio  Terrón  de  Gándara  la 
demanda  para  que  habían  solicitado  aquel  beneficio,  fachada  en  27  de 
Agosto  de  1890,  con  la  pretensión  de  que  teniéndose  por  incoado  juicio 
declarativo  de  mayor  cuantía  dando  traslado  y  emplazando  en  forma  á 
D.  Antonio,  Dofia  Pilar  y  Dofia  María  Terrón  y  Meléndez,  habitante  el  pri- 
mero en  Jerez  de  los  Caballeros  y  las  últimas  en  el  pueblo  de  Barcarrota. 
correspondiente  al  mismo  partido  judicial,  como  presuntos  herederos  del 
D.  Aniceto  Terrón  y  Meléndez,  quien  falleció  en  el  expresado  pueblo  de 
Barcarrota,  donde  accidentalmente  se  encontraba,  el  día  19  de  Abril  de 
1884,  hasta  cuya  fecha  vino  ejerciendo  el  cargo  de  tutor  y  curador  de  los 
demandantes  y  su  hermana  Dofia  Andrea,  para  que  entregasen  los  bienea 
que  por  dicho  concepto  tenía  el  D.  Aniceto,  como  aparecía  más  detallada- 
mente en  los  hechos  expuestos  en  la  propia  demanda,  quedando  como  ta- 
les herederos  á  las  resultas  de  los  cargos  que  contra  aquél  pudieran  exis- 
tir, y  para  que  procediesen  á  su  vez  como  interesados  asimismo  á  la  divi- 
aiób  y  adjudicación  de  los  bienes  (quedados  al  fallecimiento  de  Dofia  Ma- 
ría del  Suceso  Meléndez,  ya  como  usufructuaria  de  los  de  D.  Agustín  Vi- 
cente de  Toro^  ya  por  correspondería  en  cualquier  concepto,  y  á  los  que 
en  virtud  de  la  terníinación  del  usufructo  por  la  misma  causa  de  D.  Agus- 
tín de  la  Rosa  y  Adame  hubieran  venido  á  completar  los  que  á  su  muerte 
dejara  el  D.  Agustín  Vicente  de  Toro;  peticiones  que  apoyaron,  entre  va- 
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riai  alegaciones  mifl^  en  los  antecedentes  con  4mterioridad  indioadoe;  eik 
que  D.  Aniceto  debió  recibir  loa  16.400  reales,  producto  de  la  Tente  Á  \m 
cafa  Bita  en  Jaén,  dedocidos  gaatos,  y  no  cnmplió  la  obligación  de  dar  co- 
ncdmiento  de  ello  al  Juzgado  para  qpe  con  audiencia  del  Promotor  fiscal 
se  acordara  la  inversión  más  beneficiosa  de  dicba  suma,  parte  del  caudal 
perteneciente  á  los  menores,  pues  sí  bien  de  las  diligencias  instruidas  par& 
el  nombramiento  de  tutor  y  curador  de  los  mismos  aparecía  no  esistiaíi 
más  bienes,  era  de  presumir,  fijándose  en  haber  ejercido  su  padre  D.  £n> 
rique  la  profesión  de  Abogado  en  esta  corte  por  espacio  de  dieciocho 
años,  quedaría  algún  metálico,  efectos  públicos^  créditos  pendientes  de 
honorarios  devengados  y  no  satisfechos,  alhajas  y  muebles  de  casa,  bie- 
nes todos  que  habían  desaparecido,  cuando  debieron  tenerse  presente» 
para  incluirlos  en  el  inventurio  que  debió  formarse,  y  entrar  el  valor  que 
representaran  á  constituir  el  patrimonio  de  los  menores;  y  en  que  éstos^ 
no  sólo  tenían  derecho  á  recuperar  los  bienes  que  como  legítimos  suceso- 
res de  su  madre  Doña  Asunción  de  la  Gándara  les  pudieran  corresponder 
y  su  guardador  reivindicó,  sino  también  y  por  los  mismos  títulos  los  que 
hubieran  por  fallecimiento  de  su  padre,  pues  el  tutor  y  curador  de  aqué- 
llos no  debía  ignorar  que  desde  el  6  de  Octubre  de  1874,  con  motivo  del 
falleciniiento  de  su  abuela  paterna  Doña  María  del  Suceso  Meléndes  y  ' 
Toro,  había  cesado  el  usufructo  que  ésta  tenía  en  bienes  quedados  al  óbito 
ds  su  tío  carnal  D.  Agustín  Vicente  de  Toro,  adquiriendo  la  plena  propie- 
dad de  los  mismos  los  hijos  y  herederos  forzosos  de  aquélla  y  su  marido 
D.  Bianuel  Terrón  y  Amaya,  según  el  testamento  del  D.  Vicente  de  Toro 
aoom panado  á  la  demanda,  y  desde  el  afio  1882,  fecha  de  la  defunción  de 
D.  Agustín  de  la  Rosa  y  Gutiérrez,  usufructuario  de  otros  bienes  del  Pon 
Agustín  Vicente,  como  aparecía  de  la  Memoria  del  mismo,  igualmente 
«oompafiada,  que  correspondieron  también  á  los  indicados  hereideros  for- 
zosos de  la  abuela  paterna  de  los  demandantes,  cuyo  patrimonio  se  bu» 
biera  por  tanto  aumentado  si  la  persona  encargada  de  suplir  su  incapaci- 
dad hubiese  realizado  al  efecto  las  correspondientes  gestiones: 

Resultando  que  emplazados  con  la  últimamente  enunciada  demanda 
D.  Antonio,  Doña  María  y  Doña  Pilar  Terrón  y  Meléndez  en  sus  respecti- 
vos domicilios  de  Jerejt  de  los  Caballeros  y  ^^rcarrota,  acudió  el  D.  Anto- 
nio al  Juzgado  de  aquel  partido  para  que  requiriera  de  inhibición  en  el 
conocimiento  de  ella  al  del  distrito  del  Centró  de  Madrid,  según  así  16  ea- 
timó,  de  conformidad  con  el  dictamen  fiscal,  dirigiendo  dicho  requeri- 
miento^ é  impugnada  la  inhibición  por  los  demandantes,  con  cuyas  solici- 
tudes  en  el  particular  estuvo  conforme  la  representación  fiscsd  en  el  ex- 
presado Juzgado  del  Centro  de  esta  corte,  éste,  por  auto  de  30  de  Diciem- 
bre del  reiteradamente  citado  afio  1890,  accedió  á  ella  bajo  los  conceptos 
de  ejercitarse  en  la  demanda  dos  acciones  separadas  é  independientes,  de 
carácter  personal  ambas,  pues  se  referían  al  cumplimiento  de  distintaa 
obligaciones,  nacida  la  primera  del  cuasi  contrato  de  aceptación  de  heren- 
cia, en  cnanto  se  demandaba  á  los  presuntos  herederos  del  que  fué  tutor 
y  curador  de  los  actores,  para  que  con  tal  calidad  respondieran  de  la  guar- 
daduría  de  los  bienes  de  los  mismos  cuando  eran  menores,  y  referente  la 
segunda  á  que,  como  interesados  en  la  sucesión  de  Doña  María  del  Suceso 
Meléndez,  conjuntamente  con  dichos  actores,  procediesen  de  común  acuer- 
do á  la  división  y  adjudicación  de  su  caudal  en  sus  distintas  proceden- 
cia; de  que,  conforme  al  art.  62,  regla  1>,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, es  Juez  competente  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  perso- 
nales el  del  lugar  del  cumpliiñiento  de  la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  el 
del  domicilio  del  demandado,  que  lo  era  en  el  caso  de  autos  el  de  Jeres. 
de  los  Caballeros;  y  de  que,  seigúu  jurisprudencia  de  est^  Tribunal  Supre- 
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mo,  GiiAod*  86  haeen  á  la  vez  yariM  recIamacione«  qne  pudieran  haberse 
Tétttiládo  aisladamente  en  distintos  Jazgados,  basta  se  halle  comprebdída 
«na  dé  ellas  en  la  citada  regla  1.»  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjaiciamiento, 
fwia  no  privar  de  sn  fuero  al  demandado,  no  mediando  sumisión  expresa 
ni  tádta  por  parte  de  éste  ni  existiendo  lugar  del  contrato  en  que  haya 
podido  hacerse  el  emplazamiento;  de  cuyo  auto  interpusieron  dichos  de- 
mandantes apelación,  que  se  sustanció  ante  la  8ala  segunda  de  lo  civil  de^ 
la  Audiencia  de  ésta  corte,  la  cual  se  confirmó,  aceptando  sus  fnndamen- 
to«y  en  SO  de  Marzo  de  1881»  y  en  su  virtud,  fueron  remitidas  las  actuacio- 
nes de  sn  referencia  al  Juzgado  de  Jerez  de  los  Caballeros  el  23  de  Mayo 
siguiente,  previo  emplazamiento  del  Procurador  de  D.  Enrique  y  D.  Roge- 
lio Terrón,  para  su  comparecencia  ante  aauél  á  usar  de  su  derecho: 

Besultando  que  no  comparecieron  los  tantas  veces  dichos  D.  Enrique' 
7  D.  Rogelio  Terrón  ante  el  Juzgado  de  Jerez  de  los  Caballeros,  y  formu-' 
laron  en  12  de  Junio  de  1891  en  esta  corte  nueva  pretensión  de  pobreza,. 
1|iie;  cual  la  anterior,  fué  repartida  al  del  distrito  del  Centro,  para  recia-' 
mar  contra  Doña  María,  Dofia  Pilar  y  D.  Antonio  Terrón  y  Meléhdez^' 
eomo  herederos  de  su  hermano  D.  Aniceto,  sobre  el  ejercicio  del  cargo  de 
tutor  y  curador  que  éste  desempeñó,  sustanciándose  con  la  representación 
del  Estado,  pues  emplazados  los  demandados  en  Barcarrota,  no  acudieron 
á  contestar  dicha  nueva  demanda  de  pobreza,  que  fué  estimada  por  sen- 
tenda  de  primera  instancia  el  81  de  Diciembre  siguiente,  contra  la  cual 
no  se  interpuso  apdación:' 

Resultando  que  obtenida  esta  última  declaradón  de  pobreza,  formaliza- 
ron los  dos  hermanos  Terrón  con  fecha  8  de  Mayo  de  1892  la  demanda  quo 
ba  dado  motivo  á  la  actual  cuestión  de  competencia,  expresando  hacer  uso 
de  la  acdón  personal  que  les  competía,  á  reserva  de  cualquiera  otra  mejor 
que  á  los  miamos  pudiera  convenir,  y  solicitando  se  tuviese  por  incoado' 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  dando  traslado  v  emplazamiento  á 
Dolía  María,  Dofia  Pilar  y  D.  Antonio  Terrón  y  Meléndez,  habitante  el  úl- 
timo en  Jerez  de  los  Caballeros  y  en  Barcarrota  las  dos  primeras,  como 
presuntos  herederos  de  sn  difunto  hermano  el  Presbítero  I).  Aniceto,  que 
failedó  en  dicho  pueblo  de  Barcarrota  el  19  de  Abril  de  1884,  hasta  cuya 
fecha  ejerció  el  cargo  de  tutor  y  curador  dé  los  menores  Dofia  Andrea, 
D.  Enrique  y  D.  Rogelio  Terrón  de  la  Gándara,  para  que  entregasen  loa 
bienes  que  por  tal  concepto  tenía  aquél,  detallados  en  los  hechos  de  la 
propia  demanda;  quedando  como  tales  herederos  á  las  resultas  de  los  car- 
gos qué  contra  el  mismo  pudieran  existir,  á  cuyos  propósitos  hicieron 
mérito  de  los  antecedentes  relativos  á  la  defnndón  abintestato  de  los  pa- 
drea de  los  demandantes  cuando  éstos  se  encontraban  en  edad  pu  pilar; 
renuncia  de  su  abuela  paterna  á  la  tutela  y  córatela  legítima;  nombra* 
miento  de  D.  Aniceto  Terrón  y  Meléndez  para  desempefiarla;  autorización 
para  la  venta  de  la  casa  sita  en  Jaén,  calle  de  la  Pnentezuela  de  San  Ilde- 
fonso, núm.  10  moderno,  propia  de  los  menores;  realización  de  dicha  veíita;. 
importe  liquido  que  quedó  de  su  precio,  y  no  haber  dado  el  tutor  y  cura- 
dor conocimiento  del  redbo  de  aquella  suma  al  Juzgado  del  distrito  de  la 
Latina  de  esta  capital,  á  fin  de  que  se  empleara  de  la  manera  más  favora- 
ble á  los  intereses  de  los  enunciados  menores;  y  consignaron  dlferentea 
ítmdamentoB  de  derecho,  entre  los  que  se  halla  la  dta-de  la  regla  19  del 
art  63  de  la  ley  de  Eniuiciam lento  dvil,  que  establece  la  competenda  del 
Jues  del  lugar  donde  se  hubiese  administrado  la  guardadnría  en  su  parte 
prindpal,  ó  del  domicilio  del  menor,  para  conocer  de  las  demanda!  en 
qne  se  ejerdtaren  acdcmes  relativas  á  la  gestión  de  la  tutela  y  cúratela: 

Resultando  que  tampoco  acudieron  los  referidos  demandados  á  contes- 
tar  eata  última  demanda,  con  la  qne  se  les  emplazó  igualmente  en  Barca- 
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rrolft»  Aigníóodofle  «I  cuno  del  procedimiento  en  ta  rebeldía,  aoonda  que 
lee  fué  hasta  llegar  al  periodo  de  íormularae  los  escritos  de  conelusipnea, 
en  cuyo  estado  quedó  en  suspenso  con  motivo  de  la  cuestión  jorisdiccio- 
nal  hoy  pendiente,  que  promovió  ante  el  Juzgado,  de  Jeres  de  los  Caba- 
lleros, en  los  autos  que  al  mismo  habían  sido  remitidos,  según  ya  se 
expresó,  D.  Antonio  Terrón  y  Meléndez  en  escrito  de  30  de  Septiembre 
de  1892,  pidiendo  requiriese  de  inhibición  al  de  Madrid,  pues  se  trataba 
de  una  competencia  resuelta  ejecutoriamente,  y  era  vana  prettmaión  ín< 
tentar  siquiera  la  aplicación  de  la  regla  19  del  art  63  fie  la  ley  procesal 
civil  á  un  caso  como  el  presente,  en  que  hacia  afíoa  falleció  el  tutor  7 
curador  D.  Antonio  Terrón  y  Meléndes,  en  cuyo  sentido  se  consignan  en 
el  escrito  solicitando  la  inhibición  varias  alegaciones  con  referencia  de 
antecedentes: 

Resultando  que  oído  el  Ministerio  fiscal,  que  emitió  dictamen  soste- 
niendo procedía  acordar  el  requerimiento  pretendido,  aal  lo  estimó  el  Jaea* 
de  primera  instancia  de  Jerez  de  los  Caballeros  por  auto  de  22  de  Diciem- 
bre del  propio  afio  16»2.  considerando  para  ello  que,  según  la  regla  4>  del 
ait.  62  de  la  citada  ley  ae  Enjuiciamiento,  en  los  juicios  en  que  se  ejerci- 
ten acciones  mixtas  será  competente  el  Juez  del  lugar  en  que  se  hallen  laa 
cosas  ó  el  del  domicilio  del  demandado,  á  elección  del  demandante,  7  qne 
ejercitándose  en  este  caso  una  acción  mixta,  teniendo  el  demandado  mi 
domicilio  en  aquella  ciudad,  y  hallándose  además  los  bienes  sobre  qoe 
versaba  la  demanda  sitos  en  el  término  jurisdiccional  de  aquel  Juagado, 
era  evidente,  conforme  á  la  enunciada  regla,  su  cpmpetencia  para  conocer 
del  asunto: 

Besultando  qae  los  demandantes,  al  evacuar  la  oportuna  comunicación 
que  el  Juzgado  del  distrito  del  Centro  les  confirió,  impugnaron  el  requerí- 
ijaiento  inhibitorio,  sosteniendo,  en  resumen,  tratarse  de  una  acción. perso- 
nal para  el  cumplimiento  de  una  obligación  que  habla  de  tenerlo  en  eata 
corte,  por  proceder  de  un  cuasi  contrato  que  en  la  misma  tuvo  origen, 
siendo  aplicables  los  artículos  62,  regla  1.&,  7  63,  en  la  19  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil;  implicar  sumisión  los  actos  que  D.  Aniceto  Terrón  7 
Meléndez  ejecutó,  de  los  cuales  era  sólo  D»  Antonio  un  continuador  qne 
no  podía  alterarlos,  á  más  de  que  estando  citado  y  emplazado  con  arreglo 
al  art.  626,  habiéndole  acosado  la  rebeldía  en  la  forma  establecida  por 
el  281,  parecía  fuera  de  término  la  Inhibitoria  propuesta,  pues  el  silencio 
de  dicho  D.  Antonio  dorante  el  tiempo  fijado  en  la  ley  para  personarse  en 
autos  indicaba  sumisión,  y  referirse  los  fundamentos  en  que  el  Juzgado 
de  Jerez  de  los  Caballeros  apoyaba  la  inhibición  á  otros  autos  distintps» 
puesto  qoe  en  los  presentes  no  se  ejercitaba  ninguna  acción  mixta,  ni  se 
pedífi  la  entrega  de  bienes  que  estuvieran  sitos  en  el  término  jurisdiccio- 
nal de  dicho  Juzgado: 

Eesqltando  que  por  la  representación  del  Ministerio  fiscal  ae  sostnvo 
también  la  competencia  del  Juez  del  distrito  del  Centro,  que  estimó  U 
inhibición  por  análogos  fundamentos  á  los  consignados  al  accederá e 
igualmente  á  la  relativa  á  la  anterior  demanda,  y  los  de  que  la  acción 
ejercitada  era  en  su  esencia  la  miama,  con  igual  objeto  y  entre  las  mismas 
personas,  y  legalmente  no  se  reconoce  sumisión  tácita  sino  en  los  pasos 
determinados  par  el  art.  68  de  la  repetida  ley  de  Enjuiciamiento;  pero  á 
virtud  de  apelación,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial 
de  eata  corte  mandó  al  Juzgado  del  Centro,  en  auto  de  6  de  Julio  del  co- 
rriente afio,  que  sostuviese  su  jurisdicción  en  el  pleito,  por  consideran 
que  para  resolver  acerca  de  la  procedencia  ó  improcedencia  del  requerí- 
miento  de  inhibición  dirigido  á  aqoél,  es  necesario  tener  presentes  loa 
términos  concretos  de  la  demanda  de  D.  Enrique  y  0.  Rogelio  Terrón  y 
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•de  la  Gándara,  en  la  caal  solicitan  lea  entreguen  Pofia  Haría,  Dofia  Piíar 
7  D.  Aqtonio  Terrón  y  Meléndes,  como  herederos  de  D.  Apíceto,  loa  blenea 
que  éste  tenía  en  concepto  de  tutor  y  curador  que  fué  de  loa  demandante^ 
no  pudiéndose  dudar  de  que  en  la  demanda  ae  ejercita  una  acción  relativa 
á  la  geatión  de  la  tutela  y  curaduría,  puea  aunque  no  qe  reñere  á  la  con^ 
docta  del  tutor  y  curador,  ni  á  au  buena  ó  mala  administración,  ea  una 
conaecoencia  preciaa  del  ejercicio  del  cargo  el  deber  del  guardador  de  en- 
tregar loa  bienea  á  loa  menorea,  ó  que  lo  han  aido,  al  terminar  en  cargo;  j 
no  habiendo  cumplido  eate  deber  D.  Aniceto  Terrón,  tienen  la  misma 
obligación  ana  herederos  que  han  aceptado  la  herencia;  que  conforme  á  lo 
preyenido  en  el  art  68,  regla  19,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ea  Jnes 
4K>mpetenle,  en  laa  accionea  relaüyaa  á  la  geatión  de  la  tutela  ó  curaduría, 
di  del  .lugar'  donde  aa  hubiese  administrado  la  guardaduría  en  au  part« 
principal^  ó  el  del  domicilio  del  menor,  alendo  un  hecho*  demoatrado  eo 
antea  y  reconocido  por  laa  partea,  que  la  tutela  fué  deaempefiada  en 
Madrid,  y  en  eata  corte  tuvieron  au  domicilio  los  menorea,  por  cuya  razón 
ea  Jues  competente  el  del  Centro,  al  que  ae  repartieron  loa  autoa;  que  A 
mayor  abundamiento,  el  Juzgado  de  la  Latina  autorizó  al  tutor  y  curador 
D.  Aniceto,  por  auto  de  7  de  Mayo  de  1873,  para  vender  una  caaa  propia 
de  loa  menores,  sita  en  la  ciudad  de  Jaén,  imponiéndole  la  obligación  de 
poner  eM  conocimiento  del  misúio  Juzeado  el  precio  obtenido  para  acordar  • 
•n  inveraión,  cuya  obligación  no  cumplió  el  tutor;  y  que  en  la  demanda 
anterior,  una  de  laa  accionea  entabladaa  ae  dirigía  á.  obtener  la  diviaión 
del  caudal  de  Dofia  María  del  Suceao  Meléndez,  anteceaora  de  loa  deman- 
daj^tea  y  de  loa  demandados,  y  por  conaiguiente,  en  nada  se  refería  ai 
ejercicio  de  la  tutela,  al  que  ea  exclusivamente  relativa  la  nueva: 

Besultando  que  en  cumplimiento  de  lo  acordado  en  el  auto  de  que  ae 
acaba  de  hacer  mérito,  el  Juez  del  distrito  del  Centro  dirigió  los  oportunos 
ofició  y  testimonio  al  de  Jerez  de  loa  Caballeroa,  y  como  haya  éate  inaiati- 
do  en  la  inhibitoria,  amboa  han  remitido  á  eate  Tríbunfil  Supremo  laa  ac- 
toacionea  de  au  referencii^,  á  laa  que  ae  ha  dado  la  ulterior  tramitación  co- 
rreapondiente,  emitiendo  dictamen  el  Ministerio  fiacal  en  el  aentido  de 
«[ue  procede  decidir  la  competencia  en  favor  del  Juzgado  del  diatrito  del 
Centro. 

Viaio,  alendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Diego  Montero  de  Eapinota: 

Conaiderando  qué  ea  Juez  competente  para  conocer  de  laa  demandas 
en  que  ae  ejerciten  accionea  relativaa  á  la  geatión  de  la  tutela  ó  curaduría, 
el  del  lugar  en, que  ae  hubieaei  administrado  la  guardaduría  en  au  parte  pAÍn> 
«ipal,  ó  el  del  domicilio  del  menor,  conforme  á  lo  diapueato  en  el  caao  19 
del  art.  68  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Conaiderando  que  limitada  la  demanda  interpueata  ante  el  Juzgado  del 
Centro  por  D.  Enrique  y  D.  Rogelio  Terrón  á  pretender  la  rendición  de 
cuentaa  que  debió  formalizar  au  curador  y  entrega  de  loa  bienea  que  déla 
propiedad  de  loa  demandantea  había  adminiatrado  por  razón  de  au  cargo^ 
la  acción  que  ejercitan,  ea  peraonal,  relativa  al  ejercicio  dala  tutela  y  ónra- 
duríá,  cuya  o'bligación,  que  peaaba  aobre  el  guardador,  ae  ha  transmitido 
ék  sua  herederoa  como  cpntinuadorea  de  au  peraonalidad: 

Conaiderando  que  aienplo  un  hecho  cierto,  que  revelan  laa  actuaciones, 
de  que  en  Madrid  tuvo  lugar  el  nqmbramiento  de  guardador,  que  éate  era 
eu  domicilio  y  el  de  loa  menorea,  y  que  en  eata  capital  ae  adminiatró  la 
guardaduría,  es  indiacutible,  por  Ua  razonea  antea  expueataa,  la  competen- 
cia del  Juzgadq  del  Centro  de  esta  corte  para  conocer  de  la  demanda  in- 
terpueata;      ... 

fallamos  que  debemoa  declarar  y  declaramoa  correaponder  el  conocí- 
miento  de  loa  autoa  motivo  de  la  preaente  cueatión  de  competencia  al  Jna> 
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gado  de  primera  instanci»  del  distrito  del  Ceotrode eeta  corte, al  qoe nuui' 
dAmOfl  se  remitan  con  la  oportana  certifioadóD,  para  los  efectos  de  derecho, 
éodas  las  actoaciones  elevadas  á  este  Tribanal  Supremo,  poniéndose  esta 
molación  en  conocimiento  del  Jnsgado  de  Jerea  de  los  Caballeros;  y  no 
hacemos  especial  condena  en  costas,  las  qne  serán  de  cuenta  respectiva  de 
las  partes.— (Sentencia  pablicada  el  4  de  Diciembre  de  1893,  é  inserta  ep  la 
Gaceta  de  14  de  En^ro  de  1894.) 


100 

Hboubso  db  dA8AnÓK  (4  de  Diciembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.— 
lÁquidaeián  de  una  comunidad  de  ¡nenes.— ^o  há  logar  |il  interpuesto  por 
B.  Francisco  Salvat  en  antos  con  D.  José  de  Braudia  y  de  Fortuny  y  otroa 
(Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Que  retultan  inaplieables  la$  doctrinas  y  reglas  de  Interpretación  eaofui^ 
90IH  claros  y  sin  ninguna  duda  los  términos  de  las  convenciones: 

Que  al  desestimar  la  indemnización  de  perjuicios  solicitada  en  una  de- 
manda, resudve  la  Sala  Sentenciadora  una  cuestión  de  hecho  que  es  de  su  ex- 
duMha  ecmpetenciay  según  tiene  dicho  con  rq>etición  el  ^Mbunal  Supremo. 

En  la  vilfa  y  corte  de  Madrid  á  4  de  Diciembre  de  1893,  en  los  auto» 
de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Hospital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
AndfencifH  de  Barcelona,  entre  partes,  de  la  una  D.  Francisco  Salvat  y  Ba- 
len ys,  propietario,  vecino  de  aquella  ciudad;  de  la  otra  D.  José  de  Braudia 
y  de  Fortuny.  Médico,  vecino  de  Oamprodón^  como  padre  de  la  menor 
Dofia  Bernarda  de  Braudia  y  de  Fortuny;  D.  Jofté  Blauxart  y  Gran,  Abo- 
gado, propietario,  avecindado  en  Berga,  en  representación  de  su  hija  Dofia 
Humfoelina  Blauxart  y  Fortuny,  y  como  curador  ad  litem  de  D.  Juan  Puig 
y  de  Abaría,  también  menor  de  edad,  marido  de  Dofia  Francisca  de  Ad* 
metller  y  d^  Fortuny,  á  la  qne  primeramente  representó  su  abuela  Dofia 
Antonia  Aldaya  y  López,  igualmente  en  concepto  de  curadora  de  la  mis^a^ 
y  de  la  otra  P.  Epifanio  de  Fortuny  y  de  Gaspi,  propietario  y  Abogado» 
vecino  de  dicha  ciudad  de  Barcelona;  Dofia  BemAda  de  Caspi  y  Beiard^ 
qoe  ha  fallecido,  hiendo  sus  herederos  D.  Epifanio  y  Dofia  María  FrancÍB- 
ct,  D.  José,  D.  Teótimo  y  D.  Ricardo  de  Fortuny  y  de  Caspi,  propiet^a  la 
lK>fia  Haría  Francisca,  del  comercio  el  D.  José,  artista  él  D.  Teótimo  y  Mé- 
oico  el  D.  Ricardo,  todos  vecinos  también  de  Barcelona;  sobre  liquidación 
de  cierta  comunidad  de  bienes  y  otros  extremos;  cuyos  adtos  penden  anta 
Kos  por  recurso  de  casación  que  ha  interpuesto  dicho  D.  Francisco  Salvat 
y  Barenys,  reptesentado  por  el  Procurador  D.  Pablo  Soler  y  defendido  por 
el  Letrado  D.  José  Vilaseca  y  Moya;  habiendo  comparecido  también  en 
esté  Tribunal  Supremo  D.  Epifanio  de  Fortuny,  y  siendo  su  Procurador  y 
Letrado  defensor  respectivamente  D.  Luis  de  Figuerola  y  D.  Pedro  Garda 
áe  Qaramendi: 

Resultando  qne  en  documento  privado  de  31  de  Diciembre  de  1881» 
B.  Epifanio,  D.  Ernesto,  p.  José  y  Dofia  Francisca  de  Fortuny  y  dé  Gaspi 
y  D.  Francisco  Salvat  y  Baranvs,  consignaron  poseer  los^ cuatro  últimos  en 
fá  ensanche  de  Barcelona  algunos  terreno^  edificables,  que  se '  propo- 
nían enajenar,  ya  en  las  condiciones  en  que  se  encontraban,  ó  ya  con  laa 
casas  que  en  ellos  peiisaban  edificar;  y  a  ñn  de  íaclliUr  tal  propósito  y 
obtener  el  mayor  lucro  posible,  habían  acorda4o  unirse  todos  con  los  de- 
xechos  y  obligaciones  expreáados  en  el  propio  documento  y  pactos  én  el 
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mismo  contenidos,  entre  ellos,  ser  los  terrenos  indicados  afectos  á  aquel 
convenio;  nn  solar  propio  de  D.  Ernesto  en  la  calle  de  Bruch^  valaado  df 
común  acuerdo  en  100.000  pesetas;  otro  de  P.  José,  en  la  citada  calle  de 
Dinria,  en  60.000/y  otro  perteneciente  á  Salvat,  igaalmente  en  la  caUe  de 
Lanria,  en  112.680  con  73  céntimos,  ó  sea  nn  total  valor  por  los  indicados 
terrenos  de  312.680  pesetas  73  céntimos,  aportando,  además,  en  metálicQ 
ó  valores  otras  cantidades  los  D.  Epifanio  y  Doña  Francisca  de  Fortauy  jf 
D.  Francisco  Salvat,  basta  la  suma  de  600.000  pesetas,  y  habiendo  de  da- 
rar  aqne!  convenio  cuatro  afios,  contados  desde  fiquella  fecha,  á  menoe  de 
acordarse  Sn  prórroga  en  la  forma  que  se  indica;  que  en  el  caso  de  íalleoei 
— 6.<>-dnrante  dicho  plaso  ó  sus  prórrogas,  si  las  hubiese,  alguno  de  Iúb 
firmantes,  quedaría  subsistente  el  convenio  con  sus  herederos  ó. sucesores^ 
los  cuales  deberían  acatarlo  en  todas  sus  partes,  quedando  sujetos  á  las 
mismas  obligaciones,  y  disfrutarían  de  iguales  der^hos  que  su  eausantAp 
y  si  tales  herederos  ó  sucesores  fuesen  dos  ó  más  mayores  de  edad,  deba- 
ría  elegirse  entre  ellos  un  representante,  y  si  fuesen  menores  de  edad, 
sus  legítimos  representantes  nombrarían  una  persona  mayor  de  edad  psura 
que  representase  á  aquéllos  en  toiio  lo  referente  al  mismo  contrato;  que* 
dar— 6.0— facultado  cada  uno  de  los  firmantes  para  retirar,  siempre  que  lo 
tuviesen  por  conveniente,  el  todo  ó  parte  del  capital  aportado,  ya  en  terre- 
nos, ya  en  efectivo,  ya  en  pagarés,  en  cuyo  caso  se  le  entregaría  su  apor- 
tación y  el  interés  del  6  por  100  en  los  términos  y  condiciones  que  se  de- 
tallan;  si  en  Uno  ó  más  de  los  solares— 7,°— indicados  acordasen  los  fir- 
mantes levantar  nna  ó  más  casas,  solicitaría  el  permiso  correspondiente 
y  firmaría  los  demás  documentos  necesarios  el  propietario  del  terreno» 
quedando  en  ausencia  de  éste  autorizado  para  verificar  con  D.  Epifanio  úm 
Fortnny,  y  pagándose  del  fondo  común  los  gastos  que  se  ocasionaran; 
también  se  pagarían  del  mismo  fondo— 8.o— las  obras  de  construcción  d« 
la  casa  ó  casas  que  se  acordase  levan|fir,  perteneciendo  el  edificio  ó  edifi- 
-dos  así  construidos  á  todos  los  otorgantes  que  no  hubiesen  retirado  del 
negocio  su  capital  á  proporción  del  que  cada  uno*tuviese  interesado;  que 
é  fin— 9.0— de  facilitar  el  negocio  proyectado,  todos  y  cada  uno  de  lo* 
otorgantes  buscarían  comprador  para  el  total  ó  parte  de  los  terrenos  antes 
descritos^  ó  de  las  casas  con  su  solar  edificadas,  tomando  como  base  par» 
determinar  el  precio  mínimo  de  las  futuras  enajenaciones  el  valor  dado  A 
terreno  y  el  coste  de  la  casa  ó  casas  eñ  el  construidas,  con  más  el  12  poK 
100  de  dichos  valores  del  terreno  y  casa  en  venta,  é  inmediatamente  qns 
se  enóbntrase  comprador,  se  pondría  en  conocimiento  de  los  demás  com- 
pañeros^  los  cuales  tendrían  derecho  á  mejorar  el  precio  dentro  de  los  cin- 
cuenta días  siguientes,  presentando  comprador  que  diera  mayor  cantidad 
por  el  solar  ó  casa  que  se  tratase  de  vender,  todo  con  el  objeto  de  conse- 
guir el  mayor  lucro  posible;  y  quedar  facultados— 10— B.  Epifanio  de  iPor- 
tuny  y  D.  Francisco  Salvat  para  disponer,  ordenar  y  ejecutar  todo  aqaello 
qué  Juzgasen  provechoso  al  interés  común,  oyendo  siem.pre  á  los  denlas 
compañeros,  y  dándoles  cuenta  previamente  de  las  construcciones  que 
l^royectasen  y  de  todas  aquellas  operaciones  que  por  sh  índolOi  importan- 
cia ó  transcendencia  podrían  comprometer  el  capital  común;  quedando 
particularmente  encargado  T>,  Francisco  Salvat  de  la  construcción  de  las 
casas  que  se  acordase  levantar,  y  á  cargo  del  mismo  correría  todo  lo  con- 
serniente  al  particular  de  que  se  hace  detallado  mérito,  así  como  el  pajee 
del  frotó  común  de  tales  obras,  y  percibiría  en  remuneración  de  ello  el  ft 
por  100  del  beneficio  líquido  que  se  obtuviese  e^  la  venta  de  solares,  y  «d 
10  por  ido  del  que  resultase  en  k  de  cualquifer  solar  edificado;  sin  peijul 
cío  éé\  que  le  correspondiera  por  el  capital  que  interesaba  en  el  negocio^ 
licitado  el  caso— 14— dé  liquidación,  se  procedería  al  reparto  del  metálico^ 
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terreno*,  caeai  y  demás  qae  entonces  lormasen  el  acervo  común  entre  to- 
dos los  otorgantes  á  prorrata  de  sa  capital  respectivo  en  aqaella  fecha»  y 
•i  dos  ó  más  pretendiesen  ana  misma  cosa,  se  procedería  á  subastarla  en- 
tre los  mismos;  pudiéndose  también  distribnir  el  haber  común  en  lotea, 
eosAeándotos  entre  los  interesados,  pero  para  ello  seria  necesario  el  consen- 
timiento de  todos;  la  administración — 19— de  las  casas  qae  se  levantasen 
en  los  terrenos  aportados  correría  á  cargo  de  O.  Epifanio  de  Fortany  haa- 
t«  conseguir  sa  venta,  y  por  consígaiente,  aquél  cuidaría  del  cobro  de  al- 
qnileres  y  pago  de  contríbaciones,  distribuyéndose  el  remanente  éntrelo» 
otorgantes  á  prorrata  de  sa  respectivo  capital,  sin  'ser  acnmalable  á  éste; 
j— 20— él  capital  efectivo  existente  en  aqaelia  fecha  y  sus  documentos  ee 
depositarían  en  el  Crédito  Mercantil  de  aquella  ciadad,  á  nombre  de  Dos 
Epifanio  de  Fortany  y  D.  Franciscq  Salvat: 

Resultando  que  losmismos  D.  'Epifanio.  D.  Ernesto,  D.  José  y  Dofia 
María  Francisca  de  Tortany  y  D.  Francisco  Salvat,  adicionaron  tam- 
bién por  documento  privado  de  25  de  Octubre  de  1883  el  procedente 
contrato  con  varios  párticolares,  relativos  algunos  de  ellos  á  que  por  ea- 
critara  de  la  misma  fecha  el  D.  Epifanio  había  vendido  á  los  cuatro  últi- 
mos en  común,  pero  en  la  proporción  en  la  escritura  expresada^un  terreno- 
que  daba  frente  al  de  la  propiedad  de  aquél,  situado  en  la  calle  d^  Oaspe^ 
por  precio  de  163.106  pesetas  40  céntimos,  satisfecho  del  fondo  de  la  So- 
ciedad; y  en  su  consecuencia,  la  compra  del  antedicho  solar  debía  enten> 
derse  verificado  á  nombre  y  ntilidad  de  todos,  incluso  el  D.  Epifanio,  aun- 
que no  figurase  como  adqnirente,  estando  sujeto  á  los  pactos  y  condicio- 
nes del  convenio  de  31  de  Diciembre  del  81;  y  qae  como  el  D.  Epifanio  no 
tenía  garantía  real  en  la  sociedad,  pues  su  participación  consistía  en  pa- 
dres firmados  por  los  demás  consocios  y  en  metálico,  cuya  mayor  parte 
había  servido  para  la  compra  al  mismo  del  terreno  de  que  se  acaba  de  ha- 
cer mérito,  los  últimos  convenían  en  que,  cuando  se  realizara  ana  compra 
que  tenía  concertada  con  los  herederos  de  D.  Eusebio  Pascual  y  Casas,  de 
otros  terrenos  contiguos  al  vendido  por  el  D.  Epifanio,  se  hacía  la  adqui- 
sición á  nombre  de  éste,  al  menos  por  lá  cantidad  de  126.539  pesetas  64 
céntimos,  añadiendo  que  el  cpnvenio  ya  citado  y  aquella  adición  subsis- 
tían por  espacio  de  dos  afios,  contados  desde  la  fecha  en  que  se  firmara  1« 
escritura  de  adquisición  proyectada  con  los  herederos  del  D.  Eusebio  Paa> 
cual  y  Casas,  ó  desde  la  en  que,  á  falta  de  avenencia  de  ambas  partes  con- 
tratantes, se  diese  por  disaelto  el  contrato  con  los  enunciados  herederos^ 
de  modo  que  para  el  terreno  nuevamente  adquirido  no  regiría  el  plazo  de 
cuatro  años  antes  estipulado,  del  cual  había  transcurrido  ya  ana  buena 
parte;  y  el  9  de  Marzo  de  1885  fué  adicionado  de  nuevo  el  con  repetición 
citado  convenio;  haciéndose  mérito,  á  más  de  Otros  extremos,  de  la  ya  in- 
dicada compra  de  terreno  que  próximamente  se  había  de  verificar  á  la 
viuda  y  heredera  de  D.  Eusebio  Pascual  y  Casas,  y  de  que  el  plazo  social 
en  lo  respectivo  á  dicho  terreno  que  se  iba  á  adquirir  serían  dos  afios 
desde  la  fecha  de  la  firma  de  la  escritura  «on  la  vendedora^  que  hubo  de 
tener  lugar  en  11  del  expresado  mes  de  Marzo  de  1886,  y  por  consiguienia 
terminó  la  sociedad  en  igual  día  del  87: 

Resultando  que  con  anterioridad  á  la  última  fecha  citada,  falleció  abin- 
testato  D.  Ernesto  de  Fortuny  y  de  Caspi,  por  cuya  defunción,  ocurrida  en 
21  de  Marzo  de  1886,  fueron  declarados  herederos  del  mismo  en  auto  de 
10  de  8t>ptiembr6  inmediato,  su  madre  Doña  Bernarda  de  Caspi,  sus  her- 
manos D.  Epifanio,  D.  José  Calasanz,  D.  Teótimo,  D.  Ricardo  y  Doña  Fran- 
cisca de  Fortuny  y  de  Caspi,  y  sus  sobrinas  menores  de  edad  Doña  Ber- 
narda de  Braudia  y  de  Fortany,  Doña  Humbelina  de  Blauxart  y  de  For* 
tuny  y  Do^a  Francisca  de  Adm'etller  y  de  Fortany;  estas  últimas  en  re- 
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preientaclón  de  bus  reapectivas  madres  Dofia  Sabina,  Dofia  María  Teresa 
y  Dofia  Bernarda  de  Fortnny  y  de  Gaapi;  firmando  el  inventario  de  bienes 
de  aquéllas  Dofia  Bernarda  y  Dofia  Francisca,  en  nnión  del  D.  Epifanio, 
en  10  de  Enero  de  1887,  y  el  18  de  Jos  propios  mes  y  afio,  los  represen- 
tantes de  las  menores  de  edad,  adhiriéndose  en  9  de  Febrero  siguiente 
D.  José  de  Galasanz,  D.  Teótimo  y  D.  Ricardo  de  Fortnny  á  dicho  inven- 
tario, qne  íné  presentado  el  11  de  Marzo  á  la  liquidación  para  el  pago  de 
los  derechos  de  sucesión  i  la  Hacienda  y  al  Registro  de  la  propiedad,  que- 
dando despachado  en  20  de  Junio  próximo  posterior: 

Resultando  que  por  convenio  privado  de  27  dé  Julio  de  1886  se  obli- 
garon D.  Epifanio  de  Fortnny  y  D.  Francisco  Salvát  á'  formalizar  á  favor 
de  D.  Ildefonso  de  Gasanovas,  que  les  entregó  en  concepto  de  arras  del 
contrato  6.000  pesetas,  la  venta  del  solar  núm.  4  de  la  calle  de  Gaspe,  fiján- 
dose por  la  cláusula  6>  del  indicado  convenio  como  plazo  máximo  para 
la  firma  de  la  escritura  definitiva  de  tal  venta  él  que  mediaba  hasta  el  80 
de  Diciembre  entonces  siguiente;  á  cuyo  efecto  deberían  los  deudores  en- 
tregar al  comprador  con  la  necesaria  anticipación  ios  títulos  de  la  finca 
pai'a  su  examen;  y  si  por  culpa  de  alguna  de  las  partes  ó  por  causa  que  le» 
fuese  imputable  no  pudiera  firmarse  la  predicba  escritura  el  día  sefií^lado,, 
habría  lugar  á  la  indemnización  de  pierjuicios;  pero  no  se  entendería  impu* 
table  al  comprador  ni  á  los  vendedores  la  dilación  proveniente  de  algún 
defecto  en  la  titulación,  ni  tampoco  álos  últimos  la  que  procediese  de  no 
estar  terminadas  las  diligencias  judiciales  incoadas  respecto  al  abintestato 
de  D.  Ernesto  de  Fortnny  y  á  la  división  y  adjudicación  de  su  herencia,  á 
menos  de  ser  debido  el  retraso  á  negligencia  notoria  en  instar  aquéllas; 
MÍ  como  igualmente  en  el  mes  de  Septiembre  del  mismo  afio  86  suscribió 
también  Salvat  otro  compromiso  de  venta  de  un  solar  de  la  sociedad  á  fa- 
vor de  D.  José  Bastra,  en  representación  éste  de  las  Monjas  de  Jesús  y 
María  de  San  Andrés: 

Resultando  que  con  motivo  del  mencionado  compromiso  de  venta  al 
D.  Bdefonso  de  Gasanovas  del  solar  núm.  4  de  la  calle  de  Gaspe,  D.  Fran- 
cisco Salvat  requirió  por  medio  de  acta  notarial  de  la  ya  citada  fecha 
de  80  dé  Diciembre  de  1886,  notificada  el  11  de  Enero  del  87,  á  D.  José 
Glanxart,  y  el  14  de  igual  mes  y  afio  á  D.  José  Braudia,  representantes  res- 
pectivamente de  los  menores  Dofia  Humbelina  Blauxart  y  Dofia  Ber- 
narda de.Braudia,  declaradas  cual  dicho  queda  herederas  abintestato  de 
D.  Ernesto  de  Fortnny,  en  unión  de  los  demás  de  que  también  se  ha  he- 
cho mérito,  recordándoles  lo  consignado  en  el  pacto  6fi  del  contrato  de 
comunidad  del  afio  81  para  el  caso  de  fallecimiento  de  alguno  de  los  socios, 
y  afiadiendo'no  haberse  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  los  bienes 
ae  D.  Ernesto  de  Fortnny  á  nombre  de  sus  herederos,  á  fin  de  qne  inden^ 
Bisasen  al  requirente  los  dafios,  perjuicios  y  costas  seguidos  y  que  se  si^ 
gnieran  al  mismo  por  tal  falta  de  inscripción  y  de  cumplimiento  del  citado 
pacto  6.0;  á  su  ves  Gasanovas,  igualmente  en  requerimiento  por  medio  de 
notario  verificado  á  Salvat  el  11  de  Enero  de  1887,  en  virtud  de  acta  de  5 
de  aquellos  mes  y  afio,  reclamó  se  firmase  inmediatamente  la  escritura  de 
venta  del  mencionado  solar  de  la  calle  de  Gaspe,  contestando  Salvat  re- 
diazaba  tal  requerimiento  ppr  no  tener  culpa  ninguna  en  que  no  se  cum- 
pliera el  contrato  de  su  referencia,  y  se  reservaba  el  derecho  de  reclamar 
contra  quien  correspondiese  los  dafios  y  perjuicios  qne  había  sufrido  por 
el  no  percibo  de  la  parte  de  precio  que  hubiese  satisfecho  Gasanovas  si  se 
hubiera  firmado  oportunamente  la  escritura;  después  de  todo  lo  cual,  el 
tan  repetidamente  nombrado  D.  Ildefonso  de  Gasanovas,  en  acto  de  con- 
ciliación que  tuvo  lugar  el  26  de  Mayo  del  precitado  afio  87,  demapdó  á 
D.  Francisco  Salvat  y  D.  Epifanio  de  Fortnny  para  que  cumpliesen  el 
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contrato  de  venta  del  solar  de  la  calle  de  Caspe  7  I0  indemniaaran  de  lo» 
perjuicios  ocasionados  al  demandante  por  tener  improdactivo  parte  d«l 
capital  destinado  á  edificar  en  aquél,  y  las  6.000  pesetas  entregadas  coa 
motiva  de  tal  contrato  y  por  otros  conceptos  qae  indicó;  contestando  Sai- 
vat  ser  improcedentes  tales  peticiones  respecto  al  mismo,  pues  no  podía 
importárseles  el  retardo  en  el  asunto,  por  lo  cual  se  oponía  A  la  demanda^ 
con  reserva  de  todos  sus  derechos  y  acciones  por  los  dafios  y  perjuicio* 
que  se  le  habían  originado  y  originaran  en  razón  del  propio  asunto: 

Resultando  que  igualmente  por  medio  de  acta  notarial  de  20  de  Enero 
de  1887,  D.  Francisco  Sal  vat,  utilizando  el  derecho  que  le  concedía  el  ar- 
tículo 9.^  de  la  escritura  social,  hizo  saber  á  sus  consocios,  á  fin  do  qo9 
éstos  pudieran  á  su  vez  usar  de  igual  derecho  en  el  término  de  cincuenta 
días,  señalado  en  el  indicado  artículo,  haberse  presentado  comprsdor  é 
los  solares  disponibles,  que  ofrecían  por  palmo  superficial  los  siguiente* 
precios:  36  reales,  por  el  de  la  calle  del  Bruch,  inscrito  i  nombre  de  Don 
Ernesto;  86,  por  el  de  la  misma  calle,  inscrito  á  nombre  de  Fortuny;  40,  por 
cada  uno  de  los  solares  de  la  de  Lauria«  inscritos  respectivamente  á  nom- 
bre de  SalviAt  y  de  DoíSa  Francisca  de  Fortuny;  40,  asimismo  por  los  sola- 
res de  la  calle  de  Caspe,  indicados  en  un  plano  que  expresó  dejaba  en  po- 
der del  Notario  autorizante;  42,  por  el  núm.  1  de  los  solares  de  dicha  odie 
de  Caspe,  indicados  en  el  plano  que  también  dijo  dejar  en  poder  del  No- 
tario autorizante;  y  83,  por  los  números  2  y  8  de  la  citada  calle^  volviendo 
Salvat  ¿  dirigir  requerimientos  i  los  mismos  consocios,  que  fueron  notir 
ficados  por  Notario  en  11  de  Marzo  del  con  repetición  dicho  afio  87,ála« 
diez  y  cuarto  de  la  mafiana,  á  D.  Epifanio  y  Doña  Francisca  de  Fortonj 
y  Dofla  Bernarda  de  Caspi;  á  las  once  menos  cuarto,  á  D.  José  de  Foitony; 
á  las  once  y  cuarto,  á  D.  l?eótimo;  á  las  once  y  media^  á  D.  Bicardo,  7  á 
las  doce,  á  Doña  Antonia  Aldaya,  abuela  y  curadora  á  la  sazón  de  Dofia 
Francisca  de  'Admetller  y  de  Fortuny,  relativos  á  qne  se  habían  preMn- 
tado  otros  compradores  ofreciendo  por  el  solar  de  D.  José  30  reai«s  ei 
palmo;  38  por  el  de  D.  Ernesto;  32  por  el  de  la  calle  de  Caspe,  y  40  por  el 
núm.  4  de  la  propia  calle;  y  el  mismo  día  11  de  Marzo  de  1887,  D.  Epifa- 
nio y  Doña  Francisca  de  Fortuny  y  de  Caspi  dirigieron  f>or  su  parte  t€h 
qnerimientos  notariales  á  los  demás  interesados  en  la  comunidad  de  bie- 
nes de  que  se  trata,  para  hacerles  saber  el  D.  Epifanio  que  presentaba 
comprador  para  el  solar  de  la  calle  de  Lauria,  inscrito  á  nombre  de  Don 
Francisco  Sal  vat,  á  10  pesetas  y  2  céntimos  el  palmo  superficial;  paia  el 
núm.  1  de  la  de  Caspe,  á  10,62  céntimos;  para  el  núm.  2  do  la  propia  calle^ 
á  7,65,  y  para  el  núm.  8  de  igual  calle,  á  8,18  céntimos;  y  la  segunda,  pre- 
sentar también  comprador  para  el  solar  de  la  calle  de  Lauria,  inscrito  i  sq 
nombre,  por  el  precio  de  41  reales  y  2  céntimos  el  palmo  superficial;  para 
el  de  la  calle  de  Bruch,  inscrito  á  nombre  de  D.  Ernesto,  á  38,26  céntimos; 
y  para  el  otro  de  la  misma  calle,  inscrito  á  nombre  de  D.  José,  A  86  rea- 
les 6  céntimos,  cuyos  requerimientos  se  verificaron  por  Notario  el  expre- 
sado día  11  de  Marzo  de  1887,  á  las  Once  y  cuarenta  y  dos  minutos  de  Ja 
mañana,  á  J>.  Francisco  Sal  vat;  quien  contestó  en  el  acto  presentar  en  oso 
de  su  derecho  comprador  para  el  aólar  de  la  calle  de  L«auria,  á  41  reales  A 
palmo  superficial;  para  el  de  D.  Ernesto,  en  la  del  Bruch,  á  38  y  35  cénti 
mos;  para  el  núm.  1  de  la  de  Caspe,  á  43  reales,  y  para  á)  núm.  S  de  esta 
última  calle,  á  8  pesetas  16  céntimos: 

Resultando  qne,  en  tai  estado  las  cosas,  Dofia  Antonia  de  Aldaya, 
como  abuela  materna  y  caradora  de  Admetller  y  de  Fortuny;  D.  José 
Braudia,  como  padre  de  la  xnenor  Doña  Bernarda  de  Brandia  y  Fortuny, 
y  D.  José  Blauxart,  á  su  vez  en  el  concepto  de  padre  de  Doña  Humbelina 
Blauxart  y  de  Fortuny,  fortnalizaron  el  8  de  Julio  del  en  repetición  ala- 
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dido  afio  188t  demanda,  que  faé  repartida  al  Juzgado  de  primera  instan-  "* 
tanda  del  dtatrito  del  Pino,  loego  del  Hospital  de  Barcelona,  en  la  cnal, 
refiriendo  antecedentes,  entre  ellos  los  relatif  os  á  la  deínnción  de  Don 
£mesto,  declaración  de  lierederosdel  mismo  y  terminación  de  la  Sociedad 
en  qae  como  tales  heredero/i  tenían*  parte  los  menores  demandantes,  ex- 
-pasieron  ejercitaban  sn  derecho  para  que  se  liquidase  aquélla  y  dividiera 
el  baber  común,  y  pesar  sobre  D.  Epifanio  de  Fortany  y  D.  Francisco  Sál- 
vate por  consecnencia  de  las  facnltades  á  ellos  conferidas  en  el  contrato 
de  81  de  Diciembre  de  1881,  que  les  habian  constituido  administradores 
de  los  bienes  comunes,  la  obligación  de  rendir  cuentas  de  tal  adminis-  - 
tiación  y  dividir  sus  productos;  por  lo  que,  é  invocando  fundamentos  le- 
gales, solicitaron  se  declarase  procedente  la  enunciada  liquidación  y  la  di- 
visión de  la  que  formó  el  objeto  del  referido  contrato  en  la  proporción  del 
derecho  de  cada  participe,  condenando  á  D.  Epifanio  de  Fortuny  y  á  Don 
Francisco  Salvat,  en  el  concepto  de  administradores  de  la  comunidad,  A 
que  rindiesen  cuentas  de  su  administracióa  y  dividieran  proporcional- 
mente  entre  los  interesados  cuanto  se  hubiese  adquirido  correspondiente 
á  la  comunidad,  indemnisándoles  de  los  perjuicios  irrogados,  con  todas 
las  costas  á  aquel  de  ios  convenidos  que  se  opusiera  á  la  demanda,  á  la 
que  se  allanaron  en  absoluto  Doña  Bernarda  de  Oaspi  y  de  Berard  y  sus 
hijos  D.  José,  D.  Teótimo,  D.  Ricardo  y  Dofia  Francisca  de  Fortuny  y  de 
Oaspy: 

Resultando  que  D.  Epifanio  de  Fortuny  y  de  Caspi  contestó  prestando 
conformidad  á  la  liquidación  y  división  pretendida,  y  afirmando  respecto 
á  la  rendición  de  cumitas  no  haber  sido  administrador  de  lo  perteneciente 
á  la  Sociedad;  pues  en  cuanto  á  las  facultades  conferidas  en  general  por  el 
contrato  en  que  aquélla  se  constituyó  al  D.  Epifanio  y  D.  Francisco  Sal* 
vat,  éste  las  había  desempefiado  exclusivamente,  y  en  lo  relativo  á  lo  de 
las  casas  que  se  construyeran,  cometidol  en  especial  á  D.  Epifanio»  no 
llegó  á  tener  efecto  por  no  haberse  construido  ninguna,  en  cuya  atención, 
y  por  las  demás  alegaciones  que  estimó  conducentes,  dedujo  la  solicitud 
de  que  se  le  tuviera  por  allanado  á  la  demanda paraque  se  declarase  proce- 
dente la  liquidación  de  la  comunidad  de  bienes  constituida  en  el  contrato 
de  31  de  Diciembre  de  1881  y  división  de  las  cosas  que  formaron  el  ob- 
jeto de  dicha  comunidad,  en  la  proporción  del  derecho  de  cada  interesu 
do,  y  se  le  absoiriera  de  la  petición  de  que  en  concepto  de  uno  de  los  ad- 
ministradores rindiese  cuenta  de  la  administración,  dividiera  proporcio- 
nálmente  lo  adquirido  que  correspondía  á  ia  ccmiucidad,  é  iodemuizara 
dafios  y  perjuicios,  condenándose  á  todo  esto  al  único  y  exclusivo  admi- 
nistrador  D.  Francisco  Salvat,  con  imposición  de  costas  á  quien  se  opa 
sieri^  á  tales  peticiones: 

Resultando  que»  por  su  parte,  Salvat  contestó  también  la  demanda 
mencionada  y  formuló  reconvención,  pretendiendo  se  le  absolviera  de 
aquélla  en  los  términos  en  que  venia  propuesta,  con  imposición  de  costas 
á  los  actores,  á  quienes  se  condenara  á  firmar  las  escritoras  de  venta  de 
los  solares  de  que  se  hace  relación  en  ef  escrito,  contestando,  previa  exhi- 
bición de  títulos  corrientes,  y  á  practicar  cuanto  fuese  menester  hasta  po- 
ner á  los  compradores  en  posesión  de  dichos  solares;  á  liquidar  la  Sode 
dad  ó  comtmidad  conforma  -á  lo  pactado  en  las  escrituras  de  81  de  Di- 
ciembre de  1881  y  adicionales  de  26  de  Octubre  de  1888  y  9  de  Marso  de 
1888,  formando  á  cada  interesado  la  minuta  ó  hijuela  de  lo  que  le  corres- 
pondiera perdbir  ó  abonar,  y  á  indemniaar  á  Salvat  los  dafios  y  perjaieios 
que  los  actores  le  habian  cansado  por  los  diferentes  conceptos  que  se  jus 
Mearían,  liquidación  reservada,  oon  imposición  de  costas;  en  apoyo  de 
cayas  pretendoaes  alegó  extensamente,  relacionando  antecedentes  ea  el 
TOMO  74  M 
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•entido  de  qne,  8i  bien  llegado  el  término  de  la  Sociedad,  tfe  eetabm 
ceso  de  practicar  la  liquidación  y  diviaión  de  lo  perteneciente  á  la  ] 
era  neceaarlo  cumplir  antea  laa  obligaciones  por  ello  contraídas,  otor- 
gando las  escrituras  de  venta  de  los  solares  á  los  compradores  que  ofre- 
cían mayor  precio,  lo  cual  no  había  podido  efectuarse  por  incnmplimioito 
de  parte  de  los  menores  de  lo  pactado  en  el  contrato,  estableciendo  la  co- 
munión de  bienes,  mediante  baber  dilatado  aquéllos  la  inscripción  en  el 
Begistro  de  la  propiedad  de  su  título  de  herederos  y  dejado  dedesignaxse 
persona  que  les  representara,  conforme  á  lo  establecido  en  el  pacto  6.^  de 
•  la  escritura,  cansando  con  ello  é  Salvat  perjuicios  consistentes  en  no  ha- 
ber  percibido  la  porción  que  le  pertenecía  de  la  oantidad  de  1.890.31S 
pesetas  69  céntimos,  importe  del  precio  total  de  la  venta  de  dichos  sola- 
res, y  perdido  por  razón  de  intereses  de  aquella  porción  76  pesetas  dia- 
rias; y  de  que  no  habiendo  llegado  el  caso  de  acordarse  la  ediñcación  de 
ninguna  casa,  las  facultades  concedidas  á  Salvat  en  el  convenio  de  la  So- 
ciedad quedaron  reducidas  acero,  por  lo  que  no  tenía  que  rendir  cuentas, 
pues  las  de  los  pequeños  gastos  por  él  realizados  de  los  fondos  de  la  co- 
munidad le  estaban  aprobadas,  como  16  justiñcaban  los  documentos  acom- 
pafiados  á  aquel  escrito: 

Kesultando  que  los  actores  replicaron,  con  la  pretensión  de  que  se  les 
absolviera  de  la  reconvención  formulada  por  Salvat  y  en  definitiva  se  de- 
clarara que  no  podía  otorgarse  venta  alguna 'de  los  bienes  inmuebles  en 
que  estaban  interesados  los  menores  demandantes  en  forma  distinta  de  la 
establecida  en  la  ley  de  £DJuiciamiento  civil;  y  que  procedía  la  liquidación 
de  la  comunidad  de  bienes  de  que  se  trataba  y  la  división  de  las  cosas  co- 
munes en  la  proporción  del  derecho  de  cada  partícipe;  condenando  á  los 
administradores  á  la  rendición  de  cuentas  é  indemnización  de  los  perjuicios 
que  hubieren  ocasionado,  y  se  concediera,  en  cuanto  fuese  necesario  á  los 
mismos  actores,  licencia  judicial  para  proceder  al  otorgamiento  de  las  ven- 
tas de  los  solares  de  la  comunidad  á  favor  de  los  compradores  presentados 
por  los  comuneros  en  las  condiciones  establecidas  en  la  escritura  de  1881; 
á  cuyos  fines  negaron  hubiesen  dejado  de  cumplir  lo  convenido,  dilatando 
la  inscripción  en  el  Begistro  de  la  propiedad,  del  título  de  herederos  de 
D.  Ernesto  de  Fortuny,  pues  por  su  parte  se  practicó  lo  conducente  y  la 
dilación  que  hubiera  fué  consecuencia  de  las  diligencias  cuya  práctica  era 
precisa;  afirmaron  no  haber  existido  precisión  de  que  designasen  persona 
que  les  representara,  dado  no  hubo  de  tomarse  ningún  acuerdo  que  exi- 
giera tal  designación,  y  los  requerimientos  relativos  á  la  presentación  de 
compradores  demostraban  no  ser  aquélla  necesaria  al  efecto;  y  afiadieron 
que  el  haber  venido  á  ser  interesados  en  la  comunidad  menores  de  edad, 
impedía  les  obligasen  los  pactos  particulares  del  convenio,  por  prohibirles 
las  leyes  vender  bienes  sin  autorización  judicial,  á  pesar  de  lo  que  estaban 
dispuestos  á  otorgar  las  ventas  si  el  Juzgado  les  autorizaba;  siendo,  por 
todo  ello,  improcedente  la  solicitud  de  Salvat  de  indemnización  de  perjui- 
cios, é  irresponsables  los  menores  del  retardo  en  el  particular;  que  en  su 
poder  no  obraba  ninguno  de  los  títulos  de  los  terrenos  y  si  en  el  de  Salvat, 
según  tenían  entendido;  y  que  en  cuanto  á  la  responsabilidad  de  éste  era 
indispensable  imponérsela,  las  operaciones  que  debió  llevar  á  efecto,  obli- 
gaciones que  cumplir,  como  la  rendición  de  cuentas  é  indemnización  de  d»- 
fios,  si  se  habían  causado,  sin  lo  cual  no  sería  posible  conocer  el  estado  de 
la  Sociedad  ni  su  liquidación,  porque  aquel  estado  debía  sacarse  de  loe  li- 
bros que  Salvat  hubo  de  llevar;  y  en  lo  referente  A  la  responsabilidad  de 
D.  Epifanio  de  Fortuny,  la  prueba  diaria  á  que  habían  de  atenerse  todos; 
alegaciones  que  impugnó  Salvat  al  duplicar,  sosteniendo  la  que  tenia 
producida  y  petición  por  el  mismo  lormaiada,  como  igualmente 
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blén,  duplicando,  inaiitió  D.  Epifanio  de  Fortnny  en  lo  que  había  pre- 
tendido: 

Resultando  que,  pendientes  loa  antoa  i  que  se  refiere  lo  anteriormente 
expuesto,  formuló  D.  FrancÍBOO  Salvat  demanda  de  28  de  Septiembre  de  1887 
contra  Dofia  Bernarda  de  Caspi  y  D.  Epifanio,  O.  José,  D.  Teótimo,  Don 
Bicardo  y  Dofia  Frandaea  de  Fortnny,  con  idénticas  pretensiones  á  las  con- 
tenidas en  la  reeonvención  en  su  lusar  expresada,  y  además  ia  de  qoe  se 
eondenara  especialmente  á  Dofia  Bernarda  de  Carpí  y  D.  Epifanio  de  For- 
tnny á  indemnizarle  de  los  dafios  y  perjoicios  que  particularmente  le  ha- 
bían cansado;  peticiones  á  que  dichos  demandados  opusieron  la  de  que  se 
lea  absolviese  de  aquella  demanda  en  la  forma  en  que  reñía  propuesta,  y  á 
Dofia  Bernarda  de  Caspi  y  D.  Epifanio  de  Fortnny  de  ]a  solicitud  especial 
formulada  contra  los  mismos,  y  por  vía  de  reconvención  se  condenara  á 
Balvat  á  que,  en  mérito  de  la  liquidación  y  división  de  bienes  de  la  comu- 
nidad, rindiera  cuentas  en  concepto  de  administrador  de  la  misma,  é  in- 
demnisase  los  perjuicios  que  como  tal  administrador  y  comunero  hubiese 
Irrogado;  reconvención  de  que  el  último  pretendió  al  replicar  se  le  absol- 
viera, insistiendo  en  la  por  él  deducida,  como  á  su  vez  insistieron  los  de- 
mandados en  lo  pedido: 

Resultando  que  cada  una  de  las  enunciadas  partes  vino  en  lo  sustan- 
cial á  reproducir  lo  alegado  en  el  pleito  sobre  la  demanda  de  los  menores 
mencionados;  y  en  cuanto  á  la  petición  de  la  de  Salvat,  especial  respecto  á 
Dofia  Bernarda  de  Caspi  y  D.  Epifanio  de  Fortnny,  la  fundó  en  oue  un  solar 
vendido  á  aquél  por  los  segundos  como  libre  se  hallaba  gravado  y  sin  Ja 
títalación  corriente,  impidiendo  ésta  el  que  fuera  nuevamente  enajenado  y 
Salvat  obtuviese  el  interés  de  la  cantidad  que  del  mismo  le  correspondía; 
á  lo  cual  contestaron  que  el  gravamen  que  pesaba  sobre  la  indicada  finca 
no  impedía  su  venta,  á  más  de  que  cuando  aquélla  pudo  efectuarse  por  la 
presentación  de  comprador,  D.  Ernesto  de  Fortnny  constituyó  garantía 
f>ara  la  liberación  de  tal  gravamen,  y  nunca  el  producto  de  la  indicada 
▼enta  pudo  rendir  interés,  porque  no  estando  disuelta  la  comunidad,  había 
de  depositarse,  según  lo  convenido,  sin  devengarlos  en  la  Sociedad  titulada 
Crédito  Mercantil: 

Resultando  que,  acumulados  ambos  pleitos,  continuó  la  oportuna  tra- 
mitación, practicando  prueba  documental  todas  las  partes,  y  de  posiciones 
y  testigos  D.  Francisco  Salvat  y  D.  Epifanio  de  Fortnny,  testimoniándose, 
eomo  uno  de  los  extremos  de  la  de  éste,  cierta  escritura  otorgada  en  9  de 
Julio  de  1886  por  el  D.  Francisco  Salvat,  en  la  que  vendió  á  D.  Fernando 
Jíiró  un  solar  edificable,  sito  én  la  calle  de  Lanria,  cuyos  linderos  se  deta- 
llan, que  Salvat  había  adquirido  por  compra  á  Dofia  Bernard^  de  Caspi  y 
D.  Epifanio  de  Fortnny,  realizándose  la  enajenación  á  Miró  libre  de  grava- 
men, pufís  en  virtud  de  la  hipoteca  que  sobre  el  enunciado  solar  pesaba, 
concurrió  al  acto  el  antedicho  Epifanio  y  constituyó  otra  en  garantía  de 
aquélla: 

Resultando  que  evacuados  los  traslados  de  conclusiones,  dictó  el  Juez ' 
de  primera  instancia  sentencia,  de  que  apeló  Salvat,  sustanciándose  el  re- 
corso  de  alzada  ante  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barce- 
lona, que  en  21  de  Mayo  de  1892  pronunció  la  que  en  su  parte  dispositiva 
dice:  cFallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  á  D.  Francisco  Sal- 
vat y  Barenys,  Dofia  Bernarda  de  Caspi  y  de  Berard,  D.  Epifanio,  D.  José, 
D.  Teótimo  y  D.  Ricardo  de  Fortnny  y  de  Caspi,  Dofia  Bernarda  de  Bran- 
día  y  de  Fortnny,  Dofia  Humbelina  Blanxart  y  de  Fortnny,  y  Dofia  Fran- 
cisca de  Admeller  y  de  Fortnny,  á  que  practiquen  la  liquidación  y  divi- 
sión de  los  bienes  de  la  Sociedad  que  los  tinió  y  quedó  disnelta  en  11 
é^  Marso  de  1887,  sujetándose  para  ello  estrictamente  á  lo  establecido 
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en  ia  clioaala  14  del  contrato  de  31  de  Diciembre  de  1881,  realinndo 
previamente  las  ventas  concertadas  con  D.  Ildefonso  Casanovas  j  Dos 
José  Baria,  para  lo  caal  se  concede  á  los  interesados  menores  la  aaiori- 
sación  necesaria;  debiendo  D.  Joan  Poig  y  de  Alaria  depositar  en  el  Banco 
de  Espafia  las  cantidades  que  perciba  pertenecientes  á  sa  esposa  basta  qa» 
pueda  invertirlas  convenientemente,  y  D.  José  Blanxart  y  Gran  y  D.  José 
Braudia  y  de  Fortony  dar  cuenta  al  Juez  de  estos  autos  de  la  inversióo  de 
los  que  perciban  en  representación  de  sus  bijas  respectivas;  debiendo  di- 
cbo  Juez  cuidar,  bajo  su  responsabilidad  más  estricta,  de  que  á  dichas  can- 
tidades se  dé  en  un  plazo  prudencial  una  aplicación  segura  y  productiva; 
debemos  también  condenar  y  condenamos  á  D.  Epifanio  de  Fortuny  y  Don 
Francisco  Salvat  á  que  rindan  cuantas  de  su  administración  á  sos  oonao* 
oíos;  en  cuyos  términos  quedan  resueltas  todas  las  cuestiones  que  se  han 
debatido  en  el  litigio,  entendiéndose  absueltos  los  litigantes  de  todas  las 
reclamaciones  del  pleito  respecto  á  las  cuales  no  se  hace  especial  pronun- 
ciamiento en  esta  sentencia;  en  lo  que  con  ésta  sea  conforme  la  apelada; 
la  confirmamos,  revocándola  en  lo  demás»,  sin  hacer  expresa  ooodeoa  de 
costas  en  ninguna  de  las  dos  instancias: 

Resultando  que  D.  Francisco  Salvat  y  Barenys  ha  interpuesto  reeur»» 
de  casación  por  los  liguientes  motivos: 

Primero.  La  infracción— núm.  l.o  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil— por  la  sentencia  recurrida:—^.  Del  pacto  O.o  de  la  escritora 
de  SI  de  Diciembre  de  1881,  ley  del  contrato,  en  cuanto  la  Sala  absuelve 
á  los  condueños  de  la  demanda  de  Salvat,  que  pidió  se  les  condenase  4 
firmar  las  escrituras  de  venta  á  favor  de  los  compradores  que  ofreciercMi 
mayor  precio,  no  obstante  que  dicho  Salvat,  en  requerimiento  de  xO  de 
Enero  de  1887,  puso  en  conocimiento  de  los  demás  conduefioa  haber  en.- 
centrado  comprador,  para  los  solares  vendibles  de  la'comnnidad  á  los  pre- 
cios expresados  en  el  indicado  requerimiento,  á  fin  de  tjne  aquéllos  otíli- 
saran  el  derecho  de  mejorar  tales  precios  presentando  comprador  que 
diera  mayor  cantidad  por  los  solares  que  se  había  ofrecido  comprar;  dere- 
cho de  que  hicieron  uso  el  requirente  Salvat  y  D.  Epifanio  y  Dofia  Fran- 
cisca de  Fórtuny,  presentando  nuevos  compradores. — B,  Del  mismo 
pacto  9.0,  bajo  el  supuesto  de  que  pudiese  interpretarse  en  el  sentido  de 
que  por  virtud  del  reouerimiento  de  on  condueño,  poniendo  en  conoci- 
miento de  los  demás  haber  encontrado  comprador,  sólo  pudiera  utilizarse 
el  derecho  de  mejorar  el  precio  presentando  otro  comprador,  con  expíe- 
sión  del  oombre  de  éste;  pues  en  tal  caso,  si  bien  las  mejoras  de  precio* 
hechas  por  Salvat  y  los  hermanos  Fortuny  n*o  Tendrían  propuestas  en  de* 
bida  regla,  c^uedarian  siempre  subsistentes  las  proposiciones  de  los  pri- 
meros compradores  que  Salvat  manifestó  en  su  requerimiento  de  20  de 
Enero  habérsele  presentado,  no  obstante  lo  cual,  la  Saia  había  dejado  de 
condenar  á  los  condueños  á  firmar  las  escrituras  á  favor  de  tales  compra- 
dores.— C.  De  la  doctrina  que  resulta  de  las  sentencias  de  este  Tribunal 
Supremo  de  21  de  Febrero  de  1868,  18  de  Septiembre,  33  de  Noviembre 
y  28  y  80  de  Diciembre  del  64;  11  de  Abril  y  19  de  Junio,  y  11  de  Diciem 
bre  del  66  y  16  de  Octubre  del  66;  según  las  cuales,  cuando  on  contrato  ee 
claro,  demostrando  evidentemente  el  verdadero  intento  dé  los  contratan- 
tes, es  innecesario  interpretarlo;  las  de  26  de  Mayo  y  17  de  Septiembre 
de  1866,  que  establecen  como  regla  de  interpretación  atender  más  bien 
que  á  las  palabras  al  fin  que  se  propusieron  los  contratantes  al  celebrare! 
contrato,  cuyo  fin  en  el  presente  caso  fué  obtener  el  mayor  locro  posible, 
eomo  expresa  el  mismo  pacto  9.<>;  las  leyes  84,  tít.  17,  libro  60,  y  8.^,  tit  1.^, 
libro  12  del  Digesto  De  regulUjurig  y  Derebua  creditis^  y  las  sentencias 
de  6  de  Julio  de  1868  y  7  de  Junio  del  83,  acordes  en  disponer  que  coande 
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le  ofreican  dadas  aeerca  de  la  extenaidn,  objeto,  condiciones  y  límites 
de  las  obligaciones,  deben  resolverse,  ó  nada  paede  explicarlas  mejor  qae 
los  actos  inmediatos  y  posteriores  de  los  mismos  otorgantes  referentes  á 
lo  convenido;  actos  qne  en  este  caso  constan  por  los  requerimientos  de 
D;  Frandsoo  Salvat  y  por  los  de  los  hermanos  Fortnny,  en  qne  no  con- 
signaron el  nombre  de  los  compradores,  por  entender  todos  no  exigía  so 
expresión  el  pacto  9.<>,  á  pesar  de  lo  cnal,  la  Sala  sentenciadora  ha  inter- 
pretado dicho  pacto;  y  resuelto  en  nn  sentido  totalmente  distinto  del  ma- 
nifestado por  las  partes.— i>.  De  las  leyes  62  y  120,  tlt.  17,  libro  60  De 
dwertU  regulü  juris;  y  26  proemio,  tit.  7.o,  libro  44,  De  obligatianibuB  et 
ñetUmibuB,  también  del  Digesto,  que  definen  la  herencia  como  el  conjunto 
de  derechos  y  obigaciones  que  tenía  el  difunto,  sin  que  el  heredero  tenga 
más  que  aquél,  quedando  obligados  por  los  contratos  de  su  causante;  y  la 
doctrina  que  se  deduce  de  las  sentencias  de  24  de  Septiembre  de  1866, 13 
y  21  de  Diciembre  del  67  y  otras,  según  las  que,  el  heredero  sucede  en  Iss 
cargas  y  obligaciones  y  en  los  derechos  de  su  causante,  á  tenor  de  cnyoa 
preceptos,  los  herederos  de  D.  Ernesto  de  Fortuny,  por  más  qne  fuesen 
menores,  debían  ser  condenados  á  firmar  las  ventas  y  no  autorizados  me- 
ramente para  suscribirlas,  como  lo  ha  hecho  la  sentencia  recurrida,  y  los 
pactos  6.0  y  9.o  de  la  escritura  de  81  de  Diciembre  de  1881,  ley  del  con- 
trato, en  cuanto  habiéndose  acordado  en  el  6.o,  que  m  durante  el  plazo  del 
tonvenio  falleciera  algmno  de  loe  firmantes,  quedaría  el  mismo  subsistente  con 
sms  herederos  y  éuoesores,  los  cuales  deberían  acatarlo  en  todas  sus  partes,  y 
quedarían  sujetos  á  las  miamos  obligaciones  y  disfrutarían  de  iguales  aere- 
ehos  que  sus  causantes;  pues  estando  obligados  por  tanto  los  menores  he- 
rederos de  D.  £rnesto,  segdn  el  pacto  9.o,  á  firmar  las  ventas  concertadas 
en  conformidad  al  mismo,  que  fueron  en  el  supuesto  de  la  Sala  sentencia- 
dora los  á  favor  de  Gasanova  y  Baria,  en  ves  de  condenarles  sencillamente 
á  firmar  didias  ventas,  se  les  concede  autorización  para  otorgarlas,  cual 
•i  no  existiendo  obligación  ó  vinculo  jurídico,  se  tratase  en  el  expediente 
de  jurisdicción  voluntaria  del  interés  económico  ó  de  la  conveniencia  de 
tales  menores.— £.  De  las  leyes  72  y  112,  párrafo  primero,  tít.  l.^,  li- 
bro 46, .De  verborum  obligaiionUms;  24,  tít.  l.<>,  libro  86,  De  conditUmibus  et 
ée$no^ratiombus,  y  2.o,  párrafo  actavo,  tít.  4.^,  libro  18,  De  eo  quod  cesto 
l0co,  asimismo  del  Digesto,  según  las  cuales,  el  que  no  cumple  la  obliga- 
ción de  hacer,  á  cuya  clase  pertenecen  las  de  los  pactos  6.o  y  9.o,  que  obll^ 
gaa  á  los  herederos  de  D.  Ernesto  de  Fortuny,  queda  sujeto  á  la  indemni< 
acción  de  dafios  y  perjuicios  causados  también  por  dichos  herederos  por 
no  haber  inscrito  su  titulo  de  tales,  cual  estabui  obligados  como  vende- 
dores, en  el  Registro  de  la  propiedad;  falta  de  inscripción  por  lo  que  no 
pudieron  firmarse  las  ventas  á  D.  Ildefonso  de  Gasanova  y  á'D.  José  Baria 
ó  las  Religiosas  de  Jesús  y  María  de  San  Andrés,  á  pesar  de  lo  cual,  la 
Sala  no  les  ha  condenado  á  dicha  indemnización.— jP.  De  las  leyes  2.^  pá- 
mfo  undécimo,  tít.  8.o,  libro  48,  Ne  quid  in  loco  publico,  y  18  proemio,  tí- 
tolo  8.**^  libro  46,  Batam  rem  haberi  del  citado  Digesto,  conforme  á  lo  qué 
ec  dafio  la  pérdida  de  lo  que  antee  se  tenía,  y  perjuicio  lo  que  se  puede  la- 
crar; en  cuanto  por  no  haber  nombrado  representantes  los  herederos  de 
Fortany,  hubo  D.  Francisco  Salvat  de  entenderse  con  todos  ellos  para  tra- 
tar de  los  asuntos  de  la  comunidad,  dirigirles  requerimientos  y  ocuparse 
del  cumplimiento  de  loe  contratos  de  Gasanova  y  Baria  ó'Monjas  de  Jesús 
j  Haría  de  San  Andrés,  ocasionándole  esto  molestias  y  más  gastos,  siendo 
además  dicha  faltad  origen  del  pleito;  y  en  cuanto  no  habiéndose  firmado 
por  su  culpa  é  negligencia  las  ventase  favor  de  los  compradores,  aun 
cnando  no  f cera  más  que  las  de  Gassnova  y  Baria,  admitidas  por  la  Sakk 
ao  cobró  D.  Francisco  Salvat  la  parte  de  precio  que  le  correspondía,  ni 
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podo  utilisar  dicha  iuma,  y  tin  embargo,  le  sentencia  no  admite  ezietaa 
perjáicioa  safridos  por  aqaól: 

Segando.  Hallarse  además  comprendido  el  recareo  en  el  párrafo  ter- 
cero del  predicho  art  1692,  en  cnanto  en  la  ennnciada  sentencia  se  con- 
dena á  los  conduefios  á  realizar  la  venta  concertada  con  D.  Ildefonso  Ca- 
sanoTa,  no  obstante  que  ninguno  de  los  litigantes  pidió  se  les  obligara,  j 
menos  á  Salvat,  á  firmar  tal  venta,  por  lo  que  el  fallo  otorga  más  de  lo 
pedido,  y  además  no  contiene  declaración  alguna  sobre  la  demanda  del 
propio  Salvat  dirigida  contra  Dofia  María  Francisca  de  Fortuny  y  de  Gaspi, 
á  quien  no  se  absuelve  ni  condena,  aun  cnando  fué  demandada  por  aquél, 
sin  que  quepa  admitir  qne  la  extraordinaria  ó  inusitada  declaración  del 
enunciado  fallo,  absolviendo  por  la  tácita  á  cualquiera  de  las  partes  de 
todo  aquello  de  que  el  Tribunal  que  le  dictó  no  haya  tenido  á  bien  hacerse 
cargo,  pueda  amparar  esa  omisión,  que  constituye,  por  el  contrario,  nna 
infracción  del  art  859  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento  y  de  la  doctrina 
contenida  en  la  sentencia  de  25  de  Junio  de  188S,  que  declara  la  casación 
de  los  fallos  en  que  no  se  resuelva  sobre  todos  los  puntos  propuestos  j 
discutidos,  lo  mismo  en  la  demanda  que  en  la  reconvención: 

Tercero.  Hallarse  igualmente  comprendido  el  recurso  en  el  nóm.  4.* 
del  propio  art.  1692,  supuesto  contiene  el  fallo  la  disposición  de  firmar  las 
escrituras  á  favor  de  Gasanotra  y  Baria,  en  contradicción  con  la  absolndán 
de  los  demandados  de  indemnizar  dafios  y  perjuicios; 

T  cuarto.  Estando,  por  último,  en  los  números  6.o  y  7.o  ñxk  repetid*- 
mente  invocado  articulo,  por  existir  en  el  precitado  fallo  exceso  en  el  ejer- 
cicio de  la  jurisdicción  y  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas 
al  concederse  autorización  á  los  menores  de  edad  para  realizar  las  ventas 
á  Gasanova  y  Baria,  cuando,  según  los  artículos  58,  2011,  2012,  201S  y  4M 
de  la  misma  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  autorización  judicial  para  ven- 
der bienes  de  un  menor  de  edad  debe  solicitarse  en  expediente  de  jnrís- 
dicción  voluntaria,  con  las  formalidades  prescritas  en  el  enunciado  ar- 
tículo 2012  y  demás  concordantes,  y  justificarse  por  medio  de  testigos  la 
necesidad  ó  utilidad  económica  de  la  enajenación,  ó  sea  la  conveni«icift 
para  el  menor  de  la  venta;  habiendo  la  Sala  incurrido  en  el  error  de  dere- 
cho de  admitir  como  petición  de  autorización  una  depaanda  contenciosa  y 
estimar  como  necesidad  ó  utilidad  el  vínculo  de  derecho  creado  por  el 
causante  de  los  menores;  errores  que  han  llevado  á  dicha  Sala  á  condenar 
á  los  indicados  menores  al  cumplimiento  de  una  obligación,  expresando 
se  les  daba  autorización,  cosas  incompatibles;  bajo  cuyo  aspecto  el  fallo  es 
también  contradictorio  y  se  halla  comprendido  en  Á  párrafo  cuarto  d^ 
tantas  veces  dicho  art.  1692;  porque  si  los  menores  estaban  obligados  4 
firmar  las  ventas,  debía  condenárseles,  y  si  no  lo  estaban,  necesitando 
autorización,  debió  absolvérseles  y  dejarles  libertad  para  pedirla  en  expe- 
diente de  jurisdicción  voluntaria;  y  respetarse,  además  de  los  principios  y 
doctrinas  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  que  se  habían  dtado,  sustantivos 
por  su  naturaleza,  el  art.  164  del  Gódigo  civil,  que  resuHa  también  infrin- 
gido, el  cual  exige  aquella  autorización  en  audiencia  del  Ministerio  fiscal; 
aplicable  al  caso  por  ser  precepto  que  ampara  el  derecho  de  los  menores 
desde  la  publicación  de  aquel  cuerpo  legal,  vigente  en  Oatalnfia,  puesto 
que  es  la  modificación  del  2015  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  que  regnlabs 
tal  materia  en  aquellas  provincias,  como  en  todo  el  pais,.de  lo  que  ha  pres- 
cindido la  Sala  sentenciadora,  incurriendo  además  en  error  de  hecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba  que  resulta  de  documento  demostrativo  de  Is 
equivocación  evidente  del  juzgador;  nna  vez  se  afirma  en  la  sentencia  y  de- 
clara en  el  fallo  no  hM>er  sido  eficaces  los  requerimientos  de  D.  Francisco 
Salvat,  porque  no  presentaba  comprador  determinado,  designándolo  eoa 
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«Q  nombre  y  apellido,  eomo  te  dice  lo  exige  en  9ti  letra  el  convenio  de  81 
•de  Diciembre  de  1881;  qne  no  contiene  tal  exigencia  y  no  lo  había  de  la 
preaentación  de  comprador,  annqoe  no  ae  expreae  en  nombre,  ni  ae  deter- 
mine aa  peraonalidad  en  el  reqnerimiento. 

Viato,  aiendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaé  de  Garnica: 

Oonsideíando  qne  el  pacto  9.o  del  referido  convenio  de  31  de  Diciem- 
bre de  1881  eatablece  claramente  que  todoa  y  cada  ano  de  loa  otorgantes 
bnacaráq  compradorea  para  laa  cosas  puestas  en  coman,  regulando  el  pra- 
do según  allí  ae  determina,  y  qne,  cuando  lo  encuentren,  lo  pondrán  en 
conocimiento  de  loa  demás  compañeros,  los  cuales,  dentro  del  término  de 
cincuenta  días,  tendrán  derecho  á  mejorar  el  precio,  presentando  compra- 
dor qne  dé  mayor  cantidad,  lo  cual  ea  diverso  de  permitir  á  los  compafie* 
ros  hacer  postura  para  sí  ó  sin  manifestar  el  comprador;  y  que,  al  enten- 
derlo así  la  Sala  sentenciadora  y  negar,  en  consecuencia,  valor  á  loa  re- 
-querímientoa  qne  mutuamente  se  hicieron  Salvat  y  los  hermanos  Fortuny, 
ennnciando  diversas  proposiciones  de  compra  sin  determinar  el  compra- 
dor ni  laa  condicionea  del  contrato,  no  incorre  en  error  de  hecho  que  se  . 
demuestre  por  el  documento  mismo,  como  se  pretende  en  la  última  parte 
del  motivo  cuarto,  ae  ajusta  á  lo  pactado,  á  peaar  de  lo  que  ae  alega  en  los 
párrafos  primero  y  aegundo  del  motivo  primero,  y  no  infringe  las  doctri- 
nas y  reglas  dé  interpretación  citadas  en  el  párrafo  tercero  de  dicho  mo- 
tivo primero,  inaplicables  en  el  caso  actual,  por  ser  claros  ain  duda  algnna 
los  términos  de  la  convención: 

Oonsiderando  que  la  aentencia,  al  condenar  á  todos  los  litigantes,  y 
entre  ellos  á  los  menores,  á  qne  liquiden  y  dividan  los  bienes  de  la  Socie- 
dad con  arreglo  á  la  cláusula  14.»  del  contrato,  y  á  realisar  previamente 
las  yentaa  concertadas  con  Caaanova  y  Baria,  para  lo  cual  concede  á  di- 
choa  menores  la  autorización  necesaria,  lejos  de  infringir  las  leyes  citadaa 
en  el  párrafo  cuarto  del  motivo  primero,  que  sancionan  el  principio  de  que 
el  heredero  aucede  en  las  obligaciones  de  su  causante;  y  el  pacto  6. o  del 
eonvenio  de  31  de  Diciembre,  en  cuanto  determina  que  en  el  caso  de  fa- 
llecer alguno  de  los  otorgantea,  sus  herederos  y  sucesores  deberán  aca- 
tarlo, y  quedarán  sujetos  á  las  mismas  obligaciones  y  disfrutarán  iguales 
derechos  que  sn  cansante,  se  ajusta  rigurosamente  á  dichas  leyes  y  pacto, 
siendo  la  autoriaación  concedida  no  auténtica  de  la  condena,  como  ae 
afirma  en  el  motivo  cuarto,  sino  complementaria  y  formal,  por  cuya  raxón. 
tampoco  hay  el  exceso  de  jurisdicción  ni  los  errores  de  derecho  que  en  el 
mismo  motivo  coarto  se  atriboyen  al  fallo  en  este  concepto. 

Oonsiderando  que  al  desestimar  la  indemnización  de  perjuicios  solici- 
tada por  Salvat,  por  no  haberse  justificado  su  existencia,  la  Sala  senten- 
eiadora  resuelve  una  coestión  de  hecho  que  es  de  sn  exclusiva  competen- 
•oiai  según  tiene  con  repetición  dicho  este  Tribunal,  siendo,  por  consi- 
guiente, inaplicables  las  leves  citadas  en  los  párrafos  quinto  y  sexto  del 
motivo  primero,  relativas  á  que  la  falta  de  cumplimiento  de  una  obliga- 
ción de  hacer  se  convierta  en  obligación  de  indemnizar,  y  á  la  definición 
del  dafio  y  del  perjuicio,  siéndolo  también  porque  se  invocan  en  el  su- 
pnesto  ya  desechado  de  la  eficacia  de  los  requerimientos  hechos  por  Sal- 
TSt  á  sns  compañeros  sobre  los  precios  de  loe  solares,  y  en  el  supuesto  no 
Jnstíflcado  de  que  los  herederos  de  D.  Ernesto  de  Fortnny  pudieran  ins- 
cribir anteriormente  en  el  Registro  de  la  propiedad  los  bienes  hereditarios, 
y  habilitar  representante  en  U  Sociedad  conforme  al  pacto  6.o  de  la  misma, 
y  de  que  por  no  haberlo  hecho  ha  tenido  perjuicios  Salvat: 

Oonsiderando  que  el  pronnnciamiento  de  la  sentencia  reapecto  de  laa 
Tsntas  concertadas  con  Oasanovas  y  Baria,  ordenando  que  se  realicen 
l^reviamente  á  la  liqoidacióa,  es  una  base- de  la  liquidación  misma;  y  hv 


Digitized  by  VjOOQ IC 


i9 


.4M  jxjKuamsBKSíatA  cxvil 

hiendo  «ido  pedida  por  todoa  loa  litígantea  la  liqnidadóii,  aaiuiíie  ooa  bu- 
•M  diverMa,  y  ano  de  loa  puntee  debatídoa  en  el  convenio  de  laa  veniaa  4 
Caaaiioyae  y  Baria,  ea  manifieato  qoe  k  reaol ación  aoerca  de  dicfaa  vaat»^ 
entra  en  lo  pedido: 

Gonaiderando  que  tampoco  incurre  la  aentencia  en  defecto  de  leaola- 
dÓD  de  ana  pretensión  evidentemente  material  del  nombre  de  Dofia  liaría 
Frandeca  de  Fortuny  en  la  condenación,  porque  conaiatiendo  óeta  en  uwl 
actto  indivieible  y  tranacendental  á  todoa  loa  litígantea,  coal  ea  la  liqui- 
dación de  la  Sodedad  que  los  unió,  con  arreglo  á  laa  baaea  que  parm  1a. 
miama  ae  fijan,  no  ea  necesario  emplear  la  fórmula  de  ana  condenación 
nominal,  y  bastaba  hacer  la  declaración  del  estsdo  de  liquidación  y  da  mvm 
báaoa  para  que  quedase  resuelta  para  todos  elloa  la  coeatión  prmdpal  del 
pleito: 

Considerando  que  no  hay  en  la  sentencia  la  contradicdón  que  ae  alega^ 
entre  disponer  que  se  otorguen  laa  rentaa  á  Oasanovaa  y  á  Baria  y  1* 
abaolación  de  la  indemnización  de  perjuicios  pedida  por  Salvat,  porque  la 
rsfón  de  ser  de  lo  primero  ea  la  determinación  de  haber  aocial  liquidable» 
teniendo  presentes  para  fijarlo  laa  obligaciones  legítimamente  contraídas 
á  favor  de  peraonaa  extrañas  á  la  Sociedad,  y  la  de  la  indemnizado»  de 
perjuicios  debería  ser  la  omisión  imputable,  especialmente  á  loa  dañan- 
dados,  y  á  la  realidad  de  loa  perjuidoa  sufridos  en  au  cooáecuencia  paral 
«iemandante  Salvat,  lo  cual  es  evidentemente  de  otro  orden; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramoa  no  haber  lugar  al  raonsao^ 
de  caaación  interpuesto  por  D.  Francisco  Salvat  y  BarenySy  á  quien  con- 
denamos en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barodona  la  certifioa- 
don  correspondiente,  acompañada  del  apuntamiento  que  ha  ramitido. — 

Sentencia  publicada  el  4  de  Diciembre  de  1898,  é  inaerta  en  laa  Ottcstea- 
14  y  17  de  Enero  de  1894.) 
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RacuBSo  DB  CA8ACIÓK  (4  de  Didembre  de  1898).-*  Sala  de  lo  dvil^ — 
Fago  de  cantidad, — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Dofia  Garmen  Belvar 
en  autos  con  D.  Julián  Fernandos  García  (Audiencia  de  Madrid),  y  ae  ae- 
eoelve: 

Que  según  dispane  el  art  840  de  la  ley  de  Etijuieiamiento  civü  y  Ueme 
repdidamente  declarado  el  Tribunal  Supremo,  no  se  da  recurso  uUerior  al- 
ffuno  contra  el  auto  que  declara  desierta  una  apelacióny  cuando  el  agpektíUe  no- 
comparece  dentro  del  término  del  empUuamiento,  siendo,  por  lo  tanto,  impro- 
oedente  ¿inadmisible,  conforme  al  núm,  3fi  del  art.  1729  de  la  tmcma  ky>  €1 
recurso  de  casación  que  se  interpusiere  contra  dicha  resolucián. 

Resultando  que  remitidos  á  la  Audiencia  de  esta  corte,  por  apelados 
que  interpuso  D.  Higinio  Lopes  Antón  contra  la  sentencia  dictada  por  ^ 
Juesde  primera  instancia  del  distrito  del  Centro,  los  antoa  seguido*  foon 
D.  JuUán  Fernández  García,  aobre  pago  de  neaetaa,  por  falledmiento  de 
D.  Higinio  Lopes  Antón,  se  hizo  saber  á  au  viada  Dofia  Carmen  Bdver 
y  Gkircia,  por  sí  y  ea  nombre  de  sus  hijos  menores,  que  en  el  término  de 
odio  días  se  personara  por  medio  de  Procurador  á  hacer  nao  de  aa  daré 
cho,  bajo  aperdbimicnto  que  de  no  verificarlo  le  pararía  el  parjaido  qne 
hubiera  lugar: 

Heanltando  qoe  por  no  haber  comparecido  ae  la  concedió  por  doa  Te 
cea  el  término  de  seis  días,  bajo  apercibimiento  de  qne  de  no  varífiourle 
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te  declararía  desierta  la  apelación,  y  qae  por  anto  de  la  Sala  primera  de 
locivil  de  dicha  Audiencia,  de  18  de  Mayo  del  corriente  afio,  no  habiendo 
jBomparecido,  te  declaró  desierta  con  las  costas  la  apelación  interpuesta 
por  D..  Higinio  Lopes  Antón,  mediante  la  no  comparecencia  de  sn  viuda, 
por  si  V  en  nombre  de  sos  hijoi  menores: 

Besultando  que  en  el  siguiente. día  19  compareció  Dofia  Carmen  Bel- 
ver  deduciendo  demanda  de  pobreza  y  solicitando  que  se  recibiera  el  in- 
cidente á  pmeba;  que  desestimada  esta  pretensión,  mandándose- estar  á  lo 
acordado  en  el  auto  del  día  anterior,  que  le  fué  notificado,  utilizó  el  re- 
curso de  súplica,  que  fué  imp;ugnado  de  contrario,  y  que  por  auto  de  la 
referida  Sala  de  5  de  Junio,  se  declaró  no  haber  lugar  á  suplir  ni  enmen- 
dar el  de  18  de  Mayo  anterior; 

Y  resultando  que  Dofia  Carmen  Belver  y  García,  por  sí  y  en  represen- 
tación de  sus  hijos  menores,  ha  interpuesto  contra  el  referido  auto  de  5 
de  Junio  recurso  de  casación,  citando  las  leyes  que  á  su  juicio  han  sido 
infringidas. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Estanislao  Bebollar  y  Yi- 
Uarejo: 

Oonsiderando  que  conforme  al  núm.  3.o  del  art  1729  de  la  ley  de  En- 
jiáeiamiento  civil,  es  improcedente  é  inadmisible  el  presente  recurso,  toda' 
ves  que,  según  dispone  el  art.  840  y  tiene  con  rep¿ición  declarado  este 
Tribunal  Supremo,  no  se  da  recurso  ulterior  contra  el  auto  que  declara 
desierta  la  apelación  cuando  el  apelante  no  comparece  dentro  del  término 
del  emplszamiento,  que  es  lo  que  resolvió  el  de  18  de  Mayo  último; 

Y  considerando  que  el  recurso,  según  todos  los  motivos  que  se  expo- 
nen, se  dirige,  no  contra  el  auto  de  6  de  Junio,  y  sí  contra  el  de  18  de 
Mayo,  respecto  al  que  no  cabe  recurso  alguno; 

^o  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Bolla  Carmen  Belver  y  García,  por  si  y  en  representación  de  sus  hijoa 
menores,  contra  el  anto  que  eh  6  de  Junio  ultimo  dictó  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  á  la  que  se  comunique  esta  reso- 
ladón;  no  haciéndose  declaración  de  costas  por  no  haberse  personado  la 
otra  parte,  y  pnblíquese  este  auto  en  la  forma  prevenida  por  la  ley.— 
(Aoto  fecha  4  de  Diciembre  de  1893,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  17  de  £ne« 
ro  de  1894.) 
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BaouBso  Ds  OASAODíÓN  (6  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de  lo  civil.— 
DefmtmL  por  pobre.-^Ho^  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Federico  Lastrilla 
en  autos  con  la  Empresa  del  tranvía  de  vapor  de  Barcelona  y  el  Ayunta- 
miento de  Badalona  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Que  el  recurao  de  caeación  es  esencialmente  concreto  y  no  puede  fundarse 
en  la  in/raceióm  de  enunciados  ó  principios,  cualquiera  que  sea  su  exacti- 
tud, sisMSÓlo  en  la  de  leyes  y  doctrinas  que  merezcan  el  concepto  de  le- 
ales, que  son  las  comprendidas  en  las  ley  es  i  ó  las  declaradas  por  el  Tribunal 
Supremo  álmterpretar  y  aplicar  éstaSy  s^ún  sonotona  el  arU  Í729  de  la  ley 
de  E^uieiameintú  &vü,  en  su  wüm,  10: 

(¡US  pedida  em  la  demanda  la  ooneesián  del  hemficio  de  pobreza  para  UH- 
gar  con  cierta  inditfidualidad  y  negado  dicho  beneficio  por  la  sentencia,  esta 
resolueién  es  de  perfecta  y  evidente  congruencia  con  lo  pedido,  y  por  lo  tanto,, 
procede  no  a/dmtÁr  hs  m^sos  del  recurso  que  contra  ella  se  interpusiere^ 
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-  Resultando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia' de  Bar 
lona,  por  aentencia  confirmatoria  de  19  de  Jonio  del  corriente  afio  1899, 
denegó  á  D.  Federico  Latrilla  y  Safiéa  el  beneficio  de  litigar  como  pobro 
con  la  Empreea  del  tranvia  de  vapor  de  Barcelona  y  el  litoral  y  el  Ayc 
tamiento  de  Badalona: 

Resaltando  qae  D.  Federico  Laatrilla  ha  interpnetto  recarao  de  ( 
ción,  fondado  en  tres  cansas  ó  motivos,  alegando  en  el  primero  qne  con- 
tiene la  sentencia  error  de  hecho,  en  cuanto  se  íanda  en  simples  dichoa, 
cnando  obran  como  pmeba  docnmentos  públicos  redargflidos  de  falsea,  j 
contiene  también  error  de  derecho  en  cnanto  á  la  faena  probatoria  que 
tienen  los  documentos  públicos  en  virtud  de  las  leyes  qae  se  citas,  infrin- 
giéndose la  doctrina  legal  que  declara  haber  lagar  al  recurso  de  casaci<)ia 
de  la  sentencia  que  deniega  la  defensa  por  pobre  al  que  por  la  ley  le  co- 
rresponde, y  apoyando  el  motivo  segando  en  el  caso  3.o  del  art  169S, 
paes  la  sentencia  recurrida  no  aparece  congraente  ni  contiene  declaración 
expresa  sobre  la  prueba  pedida  con  motivo  de  la  oposición  del  Abogado 
del  Estado  á  la  de  documentos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Gamica: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  es  esencialmente  concreto  y 
no  puede  fundarse  en  la  infracción  de  enunciados  ó  principios  alegadosi 
por  las  partes,  cualquiera  que  sea  su  exactitud  jurídica,  y  sólo  en  la  de  le- 
yes ó  doctrinas  que  merescan  el  concepto  de  legales,  que  no  son  otras  qne 
ias  comprendidas  en  las  leyes  mismas  ó  las  declaradas  por  este  Tríbonal 
ai  interpretarlas  y  aplicarlas,  según  sanciona  el  art.  17S9,  ntüm.  10,*  de  bt 
de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  consistiendo  la  petición  de  Latrilla  á  que  pone  fin 
la  sentencia  recurrida  en  la  concesión  del  beneficio  de  pobreza  para  iiiicar 
con  la  Compafiía  de  tranvías  de  Barcelona  y  litoral  y  el  Ayuntamiento  de 
Badalona,  y  la  sentencia  en  denegar  tal  b¿ieflcio,  esta  resolución  e«  de 
perfecta  y  evidente  congruencia  con  la  demanda,  y  procede,  por  lo  tanto, 
con  arreglo  al  art.  1729,  núm.  8.o,  de  dicha  ley,  no  admitir  el  motivo  b^ 
gundo  del  recurso,  que  se  funda  en  supuesta  incongruencia  del  fallo  com 
la  demanda; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpaeato  por  I>oia 
Federico  Latrilla  y  Safiés,  en  cuanto  á  la  cita  que  se  hace  en  la  últimm 
parte  del  primer  motivo  de  la  doctrina  llamada  legal,  de  haber  lugar  el 
recurso  de  casación  de  la  sentencia  que  deniega  la  defensa  por  pobre,  acf 
como  respecto  al  segundo  del  mismo  se  admite  dicho  recurso  en  cnanto  4 
las  demás  citas  que  en  él  se  comprenden;  y  libradas  que  sean  las  copias 
necesarias  para  que  esta  resolución  se  publique  en  la  forma  prevenida  por 
la  ley,  entregúense  los  autos  á  las  partes  por  su  orden  para  instmeción 
por  término  de  diez  días  á  cada  una. «-(Auto  fecha  6  de  Didembre  de  169 1, 
é  inserto  en  la  Oactía  de  17  de  Enero  de  1894.) 
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Recübso  dk  oasaciók  (7  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de  lo  eiriL>- 
De/enta  por  pobre. — No  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  Don 
Tomás  de  la  Fuente  Iglesias  en  autos  con  Tf.  José  Gomales  y  otros 
(Audiencia  de  Oviedo),  y  se  resuelve: 

Que  en  el  caeo  de  haberm  entregado  á  ¡a  parte  recurrente  la  eertífiooiMik 
4e  la  sentencia,  ^  término  para  interponer  él  reonreo  por  infraeeián  do  ieff  eo 
el  de  cuarenta  dio»  en  loe  pleitee  proeedentes  do  la  Fenineula^  eontado»  doeáo 
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el 9ígmente tíldela  entrega, según  lo  dispiíeeto  en  lo$  arHculoB  1716 y  170t . 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Resaltando  que  dictada  sentencia  definitiva  por  la  Sala  de  lo  dnl  de 
la  AndieAeia  de  Oviedo  en  el  incidente  de  pobreza  seguido  ante  el  Jugado 
de  primera  instancia  de  Laviana  por  D.  Tomás  de  la  Fuente  Iglesias  para 
litigar  con  D.  José  Gonsiiez  y  González  y  otros,  la  representación  del  Don 
Tomás  solicitó  la  certificación  correspondiente  para  interponer  recnrso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  y  mandada  expedir,  le  íné  entregada  á 
dicha  representación  en  13  de  Jnnio  próximo  pasado,  y  en  el  mismo  día 
-tte  remitió  á  este  Tribanal  Supremo  el  apnntamiento  de  los  antos  y  la  cer- 
tíficación  relativa  á  votos  reservados: 

Resultando  que  recibido  por  el  correo  y  sin  comunicación  en  la  Seere- 
iaría  de  gobierno  de  este  Tribunal  Supremo  el  testimonio  de  sentencia 
entregado  al  Procurador  del  recurrente,  se  procedió  al  nombramiento  de 
Abogado  y  Procurador  de  oficio,  y  después  de  devueltos  los  autos  por  los 
dos  primeros  Letrados,  que  estimaron  improcedente  la  interposición  del 
Tecurso  preparado,  lo  formalizó  el  tercer  Letrado,  presentándolo  el  día  4 
de  Noviembre,  y  comunicado  al  Ministerio  fiscal,  se  opuso  á  su  admisión 
por  haber  sido  interpuesto  fuera  del  término  legal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gallón: 

Considerando  que  el  término  para  interponer  el  recurso  de  casación 
•por  infracción  de  ley,  en  el  caso  de  haber  sido  entregada  á  la  parte  reeo- 
Tiéntenla  certífioación  de  la  sentencia,  es  el  de  cuarenta  días  en  los  pleitos 
-procedentes  de  ía  Península,  contados  desde  el  siguiente  al  de  la  entrega 
de  dicha  certificación,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1716  y  1701  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

T  considerando  que  el  recnrso  de  que  se  trata  ha  sido  presentad» 
después  de  transcurrido  con  notable  exceso  el  indicado  término  de  coar 
renta  días,  hallándose  por  tanto  comprendido  en  el  caso  1.^  del  art.  1729; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Tomás  de  la  Fuente  Iglesias,  á  quien  se  condena  en  las  costar,  líbrese  á 
ia  Audiencia  de  Oviedo  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
^el  apnntamiento,  y  publíquese  este  auto  en  la  forma  prevenida  en  la  ley. 
— (Auto  fecha  7  de  Diciembre  de  1893,  é  inserto  en  la  Qcuieta  de  17  de 
Bnero  de  1894.) 
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BscuBSo  DV  OASAOióir  (7  de  Diciembre  de  1898).-- Sala  de  lo  civil. — 
Fago  de  oantidad.'-No  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  D.  Luie 
Bastrollo  en  antos  con  su^  hermano  D.  Miguel  (Audiencia  de  Oáceres),  y 
«eresnelve: 

Que  apreciadoe  loe  hee^ioepor  la  Sala  eentenciadora  por  el  conjunto  deloB 
pruebas  praetieadas,  hay  que  partir  de  dicha  apreciación  mientrae  no  u  re- 
curra en  forma  contra  eüa. 

Resaltando  que  entablada  demanda  por  D.  Luis  Rastrollo  Blanco  con- 
tra so  hermano  D.  Miguel,  como  heredero  único  de  sn  padre  D.  Antonie 
Uutrollo,  para  el  pago  de  20,000  pesetas  y  réditos  legales  procedentes  de 
na  obli^ieión  extendida  en  dooomento  privado,  por  la  qne  su  padre  se 
»bligó  á  satisfacer  al  D.  Luis  la  citada  cantidad  que  le  era  en  deber;  la 
Isla  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Gác^res  dictó  en  22  de  Mayo  del  eo- 
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nieoie  «fio  sentenda  revocatoria  abBolviendo.al  demandado  de  la  dettMi- 
^  porqae  apreciando  en  conjanto  laa  prnebaa  practícadaa,  eatina  qoe  el 
contrato  en  qne  aqaélla  le  fonda  ea  aimalado,  y  por  lo  tanto,  ni  ee  yálidA 
la  obligación  ni  poede  producir  efecto  algono: 

Keaaltando  qae  D.  Lnia  Raatrollo  Blanco  ha  interpoeeto  reenno  d«  es- 
nción,  por  haberae  infringido  á  so  juicio: 

Primero.  La  ley  21,  tit.  9.o  de  la  Partida  8.a,  qoe  con  eqaÍToeaci6ii  •• 
cita  en  la  aentoncia,  por  aplicación  indebida,  y  aon  aiendo  apUoable,  por 
declarar  qae  era  imaginaria  la  caoaa  de  la  obligación: 

8egnodo.  La  ley  7.S  Üt.  IH  de  la  Partida  3.»  citada  Umbión  en  la  aan- 
tencia,  por  reanltar  qae  el  deador  no  habla  ezpreaado  qne  no  qoiaiera  p*- 
gar  á  en  hijo  la  cantidad  reclamada: 

Tercero.  Laa  leyea  13  y  20,  tit.  11  de  la  Partida  6.»,  con  arreglo  á  ímm 
eaalea  la  obligación  contraída  en  el  documento  en  cuestión  era  perfecte- 
uento  válida  y  ezigible:    * 

Cuarto.  La  ley  del  contrato  y  la  l.\  tit.  l.o,  libro  10  de  la  NovfaSmm 
Beoopilación,  por  no  caber  en  buena  lógica  calificarlo  de  vago,  y  no  re#- 
p<$tar  el  precepto  de  la  ley  que  declara  obligado  al  que  apareica  de  etud* 
quter  modo  qae  quiso  obligarae: 

Quinto.  Las  leyea  114  y  119,  tit  18  de  la  Partida  8.^,  relativas  al  valor 
de  los  documentos  qne  no  f aeron  hechos  por  mano  de  Escribano  públioo;- 

Y  sexto.  La  doctrina  sentada  por  esto  Tribunal  Supremo  en  las  aen- 
tenciaa,  entre  otras,  de  2  de  Marzo  de  1868  y  2  de  Octobre  de  1878,  ácsijo 
tenor,  y  de  conformidad  con  las  leyes  citadaa,  el  documento  privadb,  reco- 
nocido por  los  testigos  que  lo  suscriben,  sin  que  haya  sido  redargflido  ci- 
vil ni  criminalmente  de  falso,  hace  entera  fe  en  juicio,  aunque  el  obligado 
no  SCI  hubiese  ratificado  en  él  por  haber  fallecido. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Enrique  Laasua: 
Considerando  que  si  bien  la  Audiencia  de  Gácerea  invoca  la  ley  21,  tí- 
talo  9.0  de  la  Partida  6.»  (debe  ser  6.»),  y  la  1,\  tit.  13  de  la  Partida  S.«^ 
que  como  infringidos  se  citan  en  los  motivos  primero  y  segundo  del  i«- 
corso,  no  deriva  de  ellas  precisa  y  únicamente  el  CMicepto  de  que  el  «ni- 
trato en  que  se  baaa  la  demanda  es  simulado,  sino  del  conjunto  de  laa 
praebaa  practicadas;  y  cómo  esto  es  un  punto  de  hecho  del  que  es  lonoao 
partir  por  no  haberse  recurrido  en  forma  debida  contra  semejante  vpr^ 
dación^  cualquiera  que  sea  la  exactitud  mayor  ó  menor  de  la  interpreta- 
ción dada  á  dichas  leyes  y  á  laa  demás  que  se  citan  en  los  otros  cuatro 
del  recurso  y  doctrina  á  que  ae  refiere  el  sexto,  resulte  notoriamente  inad- 
mlaible  en  su  totalidad,  porque  el  sapuesto  de  teles  leyes  y  doctrina  ea 
contradictorio  del  qae  la  sentencia  oonsigoa  que  hubiera  debido  impugnar 
el  recurrente  para  discutir  con  éxito  la  eficacia  de  aquéllaa; 

No  ha  lagar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Luis  Raatrollo  Blanco,  á  quien  se  condena  en  laa  costas;  líbrese  á  la  kn- 
diencia  de  Gácerea  la  certífioadón  correspondiente,  con  devolución  del 
apqntemiento  remitido;  y  publiqaese  este  auto  en  la  forma  prevenida  por 
la  ley.— (Auto  fecha  7  de  Didembre  de  1898,  é  inserto  en  la  Qaeeta  de  it 
4e  Enero  de  1894.) 
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Rkcurso  os  casación  xn  la  forma  (7  de  Didembre  de  1898).— 8a!a 
de  lo  dvil.— Jierceriade  dwmnioj^'Sío  ha  lugar  al  interpuesto  por  la  Du- 
quesa viada  de  Santofta  con  la  Marquesa  deManaanedo  y  D.  Agustín  Gar- 
cía Benitea  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Q^/t  carece  defmndawMnio  el  reeureo  mterpmeto  en  d  styweito  de  i 
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de  penonalidad  d  Froeurador  por  habei^  comparecido  éste  en  awtoa  «n  virtud 
de  una  copia  de  poder  Hmple,  autorizada  por  ¿I  y  sin  acompañarse  copia  fe- 
haciente dd  mismo,  »i  en  los  autos  aparece  después  testimonio  enferma  de 
la  escritura  del  poder  que  acreditara  bu  representacián. 

En  Ift  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Diciembre  de  1898,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recorso  de  casación  por  qnebrantamiento 
de  forma,  seguido  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Pa< 
lacio  de  esta  capital  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la 
misma  por  Dofia  Josefa  Manzanedoé  Intentas,  Marquesa  de  Manzanedo^ 
propietaria,  de  esta  vecindad,  representada  por  el  Procurador  D.  Luis  de 
Figuerola  y  defendida  por  el  Letrado  D.  Mario  Monsalve,  con  D.  Agustín 
Giurda  Benitea,  propietario,  de  la  misma  vecindad,  que  no  ha  compare 
cido  en  este  Supremo  Tribunal,  y  con  Dofia  María  del  Carmen  Hernándea 
Espino«ft|  Duquesa  viuda  de  Santoña,  también  propietaria  y  vecina  dcr 
esta  corte,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Constantino  Rodero,  sobre 
tercería  de  dominio: 

Besultando  que  Dofia  María  del  Carmen  Hernández,  consorte  de  Don 
Juan  Manuel  Manzanedo,  con  licencia  de  éste  compró,  por  escritura  de  3ft 
de  Mayo  de  1879,  á  D.  José  María  Baus  la  dehesa  denominada  de  las  Mi- 
guwas,  sita  en  la  Villa  del  Prado,  en  precio  de  76.000  pesetas;  y  por  ea^ 
critnra  que  otorgaron  los  propios  consortes  en  80  de  Julio  del  propio  aff  o, 
reconoció  .el  Duque  de  Santofia,  en  la  cláusula  4r>  de  la  misma,  el  dominio 
de  veinte  y  tantas  fincas,  entre  ellas  la  indicada  dehesa,  como  adquiridas 
por  la  misma  con  los  productos  de  los  bienes  dótales  de  que  se  le  hábia 
hecho  completo  abandono  desde  que  se  celebró  su  matrimonio: 

Resultando  que,  ocurrido  en  19  de  Agosto  de  1882  el  fallecimiento  def 
Duque  de  Santoña,  se  incoó  el  juicio  voluntario  de  su  testamentaria,  y  - 
promovido,  entre  otros  pleitos,  por  la  Marquesa  de  Manzanedo,  hiía  de 
aquél  y  esposa  de  D.  Francisco  de  Paula  Mitjans,  el  de  que  se  declarase 
inoficiosa  la  donación  de  arrae  formalizada  por  el  Duque  á  favor  de  la  Du- 
quesa, y  nula  además  la  cláusula  4>  de  la  mencionada  escritura,  se  decla- 
ró por  ejecutoria  la  nulidad  de  dicha  cláusula,  en  coíanto  por  ella  se  ha- 
cían del  escolnsivo  dominio  de  la  Duquesa  los  bienes  en  la  misma  descrí  - 
crítos,  y  que  pertenecían,  en  su  consecuencia,  al  caudal  testamentario,  de- 
biendo dividirse  con  arreglo  á  derecho: 

Resultando  que  la  Duquesa  viuda  de  Santofia  y  la  Marquesa  de  Mae* 
aanedo,  únicas  interesadas  en  la  testamentaria  de  su  respectivo  marido  y 
padre,  otorgaron  escritura  en  25  de  Rnero  de  1890,  éom prometiendo  cas 
diferencias  en  arbitros,  arbitradores  y  amigables  componedores,  los  e  na- 
les practicaron  las  operaciones  partioionales  del  caudal  relicto,  é  incluye- 
ren la  dehesa  las  Migueras  en  la  hijuela  de  la  Marquesa  de  Manzaneda 
eomo  pagadora  de  deudas: 

Resultando  que  D.  Agustín  García  y  Benitos  dedujo,  en  4  de  Octubre 
de  1889,  demanda  ordinaria  en  juicio  de  menor  cuantía  contra  la  Duquesa 
viuda  de  ítentofia  para  pago  de  2.012  pesetas,  importe  de  una  letra  de 
cambio;  82  pesetas  66  céntimos  por  gastos  !de  protesto  y  cuenta  de  resrxea 
é  intereses  legales  desde  31  de  Diciembre  de  1886,  y  condenada  á  su  pago 
por  sentencia  del  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  costas 
en  26  de  Noviembre  de  1890  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audien^^ia 
de  esta  corte,  para  llevarla  á  efecto  se  embargó  la  dehesa  titulada  Las  Mi- 
gueras, sita  en  término  de  la  Villa  del  Prado,  embargo  que  se  anotó  pre> 
ventiyamente  en  el  Registro  de  la  propiedad,  habiéndose  sefialado  el  día 
14  de  Noviembre  de  1891  para  la  subasta  de  dicha  finca: 

Besojitando  que  en  tal  estado,  el  Procurador  D.  Luis  de  Figuerola,,  á 
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nombre  de  Dofie  Joiefá  Mansasedo,  Marquesa  de  Mansanedo,  dedujo,  c» 
24  de  Octubre  de  dicho  afio,  la  demanda  objeto  de  eatoa  autoe,  en  la  que» 
conaigsando  loa  hecboa  que  quedan  referidoa,  y  alentando  en  TiHud  de 
«lloB  que  mientraa  ae  poseía  en  común  una  herencia  no  podían  enajenarre 
ni  gravarse  los  bienea  de  la  mismS)  y  que,  por  tanto,  era  inaoatenible  ei 
embargo  practicado  en  la  dehesa,  porque  cuando  tovo  lugar  pertenecía  á 
la  testamentarla  del  Duque  de  Santofia,  pidió  que,  con  suspensión  de  ks- 
diligencias  de  apremio  respecto  á  dicha  finca,  se  declarase  en  «n  día  qse 
pertenecía  en  propiedad  y  posesión  ala  demandante,  mandando,  en  sa 
consecuencia,  que  se  alzara  el  embargo  y  se  dejase  á  an  libre  disposiciás: 

Resultando  que,  entre  otros  documentos,  acompañó  con  su  demandáis 
tercera  copia  de  un  poder  librada  por  el  Notario  autorizante,  que  foé  tes- 
timoniada en  autoB,  otorgado  en  90  de  Mayo  de  1889  por  Dofia  Josefa 
Manzanéelo  é  Inteutaa,  Marquesa  de  Manzanedo,  autorizada  por  su  ma- 
rido, como  heredera  de  su  difunto  padre  el  Duque  de  Santoüa,  á  íaTor  del 
Procurador  D.  Lula  de  Figuerola,  para  que  la  representaae  en  toda  clase 
de  juicios,  insertándose  en  él  la  autorización  y  licencia  marital  que  por 
escritura  de  28  de  Mayo  de  dicho  afio  otorgó  D.  Franciaco  Mitjans  á  fa- 
vor de  su  esposa  Dofia  Joaefa  Manzanedo,  Marquesa  de  Manaanedo,  pata 
<ine  compareciese  en  juicio  y  defendiera  sus  derechos  como  heredera  de 
•u  finado  padre  el  Duque  de  Santofia,  asi  en  el  juicio  de  testamentaría 
pendiente  como  en  cualesquiera  otros  de  cualquiera  clase  que  en  adelante 
se  promovieran;  para  que  administrara  los  bienes  de  la  teatamentaría,  ce- 
lebrase contratos  inherentes  á  la  administración,  nombrara  Procoradorss 
y  Abogados,  y  para  todo  lo  demáa  que  de  ello  fuera  dependiente,  incidente 
y  accesorio,  aunque  no  fuera  expresado; 

Resultando  que  admitida  la  demanda  después  de  un  incidente  sobre  is 
admiaión,  la  contestó  D.  Agustín  García  Benitez«  alegando,  entre  otras  co- 
sas, que  al  Procurador  D.  Luis  de  Figuerola  y  Ferretti  le  había  sido  con- 
ferido poder  por  la  Marquesa  de  Manzanedo  en  30  de  Mayo  de  1889,  de 
que  no  se  había  acompafiado  copia  fehaciente,  aino  simple,  autorizada  por 
él,  lo  cual  no  era  admisible;  pero  á  mayor  abundamiento,  y  ain  que  por 
ello  se  reconociera  la  eficacia  de  dicha  copia  simple,  que  constítnía  una 
Terdadera  infracción  de  las  reglas  de  procedimiento,  ese  poder,  según  de 
tal  copia  si 09 pie  aparecía,  sólo  fué  dado  para  litigar  y  defender  los  dere- 
chos hereditarios  que  la  correspondieran  de  su  padre,  y  como  quiera  que 
en  esta  tercería  no  estaban  incluidos  ni  derechos  ni  bienes  hereditarios 
del  Duque  de  Santofia,  existía  la  falta  de  personalidad  en  dicho  Procura- 
dor y  en  su  poderdante  la  Marquesa  de  Manzanedo;  que  alegaba  en  ambos 
sentidoa,  ó  sea  en  el  de  que  no  había  sido  presentcido  el  poder  con  la  de- 
manda, y  en  el  de  no  contener  facultades  bastantes  para  representar  á  1* 
Marquesa  de  Manzanedo,  en  que  no  se  trataba  de  derechoa  ni  bienes  he- 
reditarios del  finado  Duque  de  Santofia,  sino  de  un  dominio  que  aparecía 
á  iavor  de  la  Duquesa  viuda,  diaputado  ai  se  admitiera  la  relación  de  he- 
chos que  contenía  la  demanda  y  no  concedido;  pues  en  el  laudo  arbitral 
ae  decía  que  para  pago  de  deudaa  y  gastos  de  testamentaría  era  para  io 
que  se  adjudicaba  la  dehesa  Lss  Migueras,  que  no  ae  describía  y  determi* 
naba,  lo  cual  entendía  no  constituía  herencia;  y  oponiendo  las  excepcio- 
nes 2>  y  8.»  del  art  633  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  de  falta  de 
acción  por  la  falta  de  preaentación  de  documentos  que  debían  aoomp*- 
fiarse  á  la  demanda,  suplicó  se  declarase  no  haber  lugar  á  admitir  la  d^ 
manda  con  laa  costas  é  indemnización  de  los  dafios  y  perjuicios  ocaAona- 
dos  por  la  paralización  del  procedimiento  de  aprendo: 

Resultando  que  declarada  en  rebeldía  la  Duquesa  de  Santofia,  dándote 
«n  lo  referente  á  ella  por  contestada  la  demanda,  se  recibió  el  pleito  i 
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prueba,  y  practicada  la  qae  el  demandante  propaso,  dictó  sentencia  el 
Jaes  de  primera  instancia  absolviendo  á  los  demandólos  de  la  demanda, 
condenando  á  la  tercerista  en  costas  é  indemnización  á  aquéllos  de  daños 
y  perjolcios: 

Resaltando  qae  remitidos  los  aatos  á  la  Audiencia  de  esta  corte  por 
-virtad  de  la  apelación  qae  la  Marquesa  de  Manzauedo  interpuso,  sostan- 
ciada  la  sefl;anda  instancia,  la  Sala  primera  de  lo  cítU  de  la  Audiencia  de 
€sta  corte  dictó  sentencia  en  9  de  Mayo  del  corriente  afio,  revocando  la 
apelada,  declarando  que  la  dehesa  Las  Migueras  no  era  de  la  propiedad 
4e  la  Duquesa  viuda  de  Cantona  al  trabar  sobre  ella  el  embargo  despa- 
chado, sino  de  la  testamentarla,  siendo  hoy  del  exclusivo  dominio  de  la 
Marquesa  de  Manzanedo,  acordándose  en  su  virtud  la  ineficacia  y  cance- 
lación de  la  anotación  de  embargo  practicado  sobre  la  citada  finca  en  1 1 
de  Marzo  de  1891,  á  instancia  de  D.  Agustín  Garda  B^iítez,  sin  imposi- 
ción de  costas: 

Resultando  que  la  Duquesa  viuda  de  Santofia,  protestando  deducir  en 
ao  easo  y  lugar  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  lo  interpuso 
por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en  el  núm.  2.<>  del  art.  1693  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  sea  por  existir  la  falta  de  personalidad  ale- 
gada en  el  escrito  de  contestación  á  ia  demanda  de  la  Marquesa  de  Man- 
zanedo y  de  su  Px'ocurador;  insistiendo  en  su  escrito  en  que  no  se  había 
presentado  más  que  copia  simple  de  un  poder,  habiéndose  tramitado  los 
autos  sin  que  el  Procurador  hubiera  acreditado  su  personalidad  de  la  ma- 
nera inevitable  que  prescribían  los  artículos  8.<>  y  603  de  la  ley  de  Eojui: 
ciamiento  civil,  por  la  cual  se  reservaba  el  recurao  extraordinario  de  nuli- 
dad del  procedimiento,  por  haberse  suscitado  contra  lo  que  la  misma  ley 
prescribía. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D,  Enrique  Lassns:       * 

Considerando  que  carece  de  todo  fundamento  el  recurso  interpuesto 
por  quebrantamiento  de  forma,  suponiendo  que  la  tercerista  Marquesa  de 
Manzanedo  ejercitó  su  acción  por  medio  de  una  copia  simple  del  poder 
que  otorgó  á  su  Procurador,  y  que  éste  careció  por  consiguiente  de  perso- 
nalidad para  comparecer  en  juicio,  toda  vez  que  al  folio  284  de  los  autos 
aparece  el  testimonio  de  la  escritura  de  poder  que  con  la  correspondiente 
licencia  marital  para  gestionar  judicial  y  extrajudicialmente  respecto  á  los 
bienes  que  han  sido  objeto  de  su  reclamación  otorgó  á  favor  del  Procura- 
dor que  la  ha  presentado,  no  apareciendo  por  lo  tanto  que  se  haya  infrin* 
gido  lo  dispuesto  en  los  artículos  S.o  y  603  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, ni  incurrido  en  el  defecto  de  forma  que  da  lugar  *á  la  casación,  con- 
forme al  núm.  2.o  del  art.  1693  de  la  misma  ley; 

Fallamoa  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  la  Duquesa 
viuda  de  Santofia,  á  quien  condenamos,  por  razón  de  depósito,  al  pago 
de  la  cantidad  de  600  pesetas,  que  satis&urá  si  viniere  á  mejor  f ortana  ó 
no  obtuviere  la  declaración  de  pobreza,  distribuyéndose  entonces  con 
arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  precédase  á  lo  que  eorresponda  respecto 
del  recarso  de  casación  preparado  por  infracción  de  ley.— (Sentencia  pu- 
blicada el  7  de  Diciembre  de  1893,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  17  de  Enero 
de  1894.) 
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.  Rbcubbo  db  casación  (9  de  Diciembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.— 
Reivindicación  de  bienesj^HA  lugar  á  la  admisión  por  anos  motivos,  y  por 
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Otro  no,  del  interpaetto  por  D.  Ignacio  Borras  y  oferov,  en  atitos  oon  Don 
Joaqnín  Ortiz  y  otroe  (Audiencia  de  Barcelona),  y  ee  reBuelve: 

i¿ue  no  eofiste  incongruencia  cuando  la  ientencia  retuelve  un  punto  earü' 
nal  del  debate,  decisiw  de  la  acción  y  de  ka  excepciones  deducida», 

Reiültando  que  María  Angela  Miralda,  en  ra  teetamento  de  10  de 
Agosto  de  1798,  en  so  nombre  y  cómo  heredera  de  confiansa  de  so  di- 
funto marido  Pedro  Kadal,  legó  á  an  hijo  Pablo  Nadal  y  á  aas  deseen- 
dientes,  á  qnienes  llamó  de  grado  en  grado,  observando  orden  de  primo- 
genitora,  diferentes  bienes  de  que  hizo  mérito,  prohibiéndole  y  á  sus  he- 
rederos, hasta  la  cuarta  generación,  la  facultad  de  vender  ú  obligar  las  co- 
sas legadaa: 

Resultando  qne  promovido  pleito  contra  Pedro  Nadal  y  G&baldá,  nieto 
de  la  testadora,  para  pago  de  ciertas  cantidades,  se  promovió  ejecoekki 
contra  los  bienes  del  fideicomiso,  que  se  limitó  al  secuestro  de  sus  rentas, 
siendo  también  objeto  de  cuestión  las  fincas  que  debían  comprenderse  en 
el  secuestro:  * 

Resultando  que  Ignacia  Nadal  y  Juan  Nadal  dedujeron  demanda  recla- 
mando respectivamente  los  citados  bienes,  siendo  parte  también  en  el  jai- 
do  Ana  Nadal  y  Gabaldá;  que  en  19  de  Agosto  de  1862  otorgaron  escri- 
tura eom prometiendo  sus  diferencias  en  arbitros,  quienes  dictaron  senten- 
cia en  28  de  dicho  mes,  y  que  tenido  el  pleito  por  transigido,  por  auto  de  9 
de  Octubre  de  1857  solevantó  el  secuestro,  se  adjudicaron  á  Juan  Nadal é 
Ignacia  Nadal,  por  mitad,  los  bienes  dejados  por  María  Angela  Nadal,  con 
la  obligación  de  hacer  ciertos  pagos  con  so  producto  en  venta  qne  había 
de  realisar  el  Abogado  D.  José  Caila,  en  nombre  de  los  hermanos  citados, 
cobrando  el  precio  para  repartirlo,  según  lo  convenido:  • 

Resultando  que  por  escrituras  de  7  de  Septiembre  y  S  de  Octubre 
de  1862,  se  vendieron  parte  de  los  citados  bienes  á  D.  Olegario  Borras,  I>on 
Salvador  Balaguer,  D.  Pedro  Sampere,  D.  Mauricio  Rivas  y  D.  Juan  Pon»: 

Resultando  qne  D.  Joaquín  Ortiz  y  Nadal  dedujo  demanda  en  17  de 
Abril  de  1886,  en  la  qne  sosteniendo  que  por  fallecimiento  de  sa  madre, 
era  el  sucesor  y  heredero  primogénito  y  único  en  cuarta  generación  lla- 
mado por  María  Angela  Miralda,  en  el  fideicomiso  que  instituyó,  soücitd 
se  declarase  que  los  bienes  del  mismo  le  correspondían  y  que  se  condensse 
á  D.  Ignacio  Borras,  D.  Salvador  Balaguer,  D.  Mauricio  Rivas,  D.  Jaime 
Miralles,  D.  Valentín  Tatger  y  D.  Luis  Güila  á  dimitir  á  favor  del  deman- 
dante los  bienes  que  detentaban  como  integrantes  de  dicho  fideicomiso, 
con  los  frutos  desde  el  día  que  correspondiera: 

Resultando  que  D.  Luis  Onllá  impugnó  la  demanda,  alegando  que  Mar 
ría  Angela  Miralda  no  justificaba  la  calidad  de  heredera  de  confiansa  de 
su  marido,  su  testamento  no  aparecía  registrado  en  hipotecas,  y  no  cons- 
taba qne  e!  fideicomiso  se  constituyera  con  los  requisitos  qne  exigían  b» 
leyes,  y  que  no  acreditaba  su  personalidad,  oponiendo  las  excepciones  de 
cosa  juzgada  y  de  falta  de  acción  y  de  personalidad: 

Resultando  que  D.  Valentín  Tatger  alegó  hechos  análogos;  sosteniendo 
la  validez  de  las  ventas  y  oponiendo  las  excepciones  dé  nulidad  del  fid«i 
comiso,  prescripción  y  transacción,  y  demás  procedentes  qne  opusieron 
asimismo  los  demás  demandados: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barce- 
lona dictó,  en  18  de  Marzo  del  corriente  afio,  sentencia  revocatoria,  decla- 
rando nula  la  escritura  de  19  de  Agosto  de  1862^  sobre  nombramiento  de 
arbitradores  y  amigables  componedores,  así  como  el  laudo  arbitral  de  t% 
del  mismo  mes  y  las  escritoras  de  venta  otorgadas  en  7  de  Septíembre  y 
32  de  Octubre  de  1862,  condenando  á  los  demandados  á  entregar  al  demaii- 
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-dflñte  las  flncaí  objeto  de  las  mismafl  con  loi  fnitoa  desde  Is  interposiciÓB 
de  la  demanda: 

Resaltando  qae  D.  Ignacio  Borras,  D.  Salvador  Balagner  y  D.  Jaim» 
Miralles  han  interpuesto  recurso  de  casación,  fundado  en  once  moÜTOS,  ci- 
tando en  el  noveno  como  infringido  el  art  869  de  la  ley  de  Enjuiciamjlea- 
to  civil,  y  la  doctrina  de  esto  Tribunal  Supremo,  conforme  con  el  mismo, 
consignada  en  varias  sentencias  que  se  citan,  según  las  cuales  las  sen- 
tencias deben  ser  congruentes  con  las  demandas  y  con  las  demás  peticio- 
nes deducidas  oportunamente  en  el  pleito,  pues  el  fallo  recurrido  no  gaar> 
daba  congruencia  con  la  demanda,  porque  á  pesar  de  que  en  ésta  no  se  pe- 
dia ninguna  declaración  de  nulidad,  en  aquél  se  declaraba  nulo  el  lando 
jurbitral  precitado  y  los  contratos  que  expresaba. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Garnica: 

Oonsiderando  que  habiendo  consistido  la  sustancia  del  litigio  en  rei- 
vindicar D.  Joaquín  Ortíz  las  fincas  poseídas  por  los  demandados,  fun- 
dándose en  ser  ellas  parte  integrante  de  un  fideicomiso,  y  abusivos  los  se- 
tos en  cuya  virtad  pasaron  á  poder  de  dichos  demandados,  y  en  contestar 
éitos,  alegando,  entre  otras  razones,  la  legitimidad  de  su  posesión,  por  snr 
válidas  las  enajenaciones  realizadas  por  los  sucesores  de  Dofia  María  An- 
gela Miralda  á  consecuencia  de  la  transacción  ó  laudo  arbitral  de  1852,  es 
notoria  la  congruencia  del  pronunciamiento iu;erca  de  la  nulidad  de  dicho 
laudo  y  de  las  escrituras  de  venta  y  subsiguientes,  porque  resuelve  nn 
punto  cardinal  del  debato,  decisivo  de  la  acción  y  de  las  excepciones  pro- 
dacidas. 

Vistos  los  artículos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  1692,  núm.  2.®,  y 
1729,  núm.  8.0; 

Se  admite  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ignado  Borras  y 
consortes,  respecto  de  los  motivos  primero  al  octevo,  diez  y  once,  que  com- 
prende; no  ha  lugar  á  su  admisión  en  cuanto  al  motivo  noveno;  publique- 
se  ésta  resolución  en  la  forma  prevenida  por  la  ley;  y  libradas  para  ello 
las  copias  necesarias,  entrégaense  loa  autos  á  las  partes  por  su  orden  para 
instrucción  por  término  de  diez  días  á  cada  una.— (Sentencia  publicada  el 
9  de  Diciembre  de  1893,  é  inserta  en  la  Qaeeta  de  17  de  Enero  de  1894.) 
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RsoüBSO  DS  OASA<Jióxr  Ks  ASTTNTO  DB  ÜLTRAHAB  (9  de  Dldembre 
de  1893).— Sala  de  lo  civil. — Nulidad  y  reseiMn  de  una  venta.  —Ha  Ingar, 
en  parte;  al  interpuesto  por  D.  Pedro  y  D.  Francisco  Javier  Femándes 
Ohoperenaen  autos  con  Dofia  Antonia  Otemendi  (Audiencia  de  la  Ha^ 
baña),  y  se  resuelve: 

Que  las  leyes  60,  tU.  18  de  la  Partida  3.\  y  18,  tU.  16  de  la  BartOa  6.\ 
tttán  derogadas  por  la  de  Enjuiciamiento  citñí: 

Que  no  puede  legalmente  declararse  si  se  infringe  ano  la  ley  56,  Ht.  5.* 
de  la  Partida  5.^,  al  no  acordar  la  rescisión  de  una  venta,  cuando  en  la  sen- 
tencia no  se  hace  declaración  alguna  sobre  ello,  bajo  el  supuesto  de  no  haber 
sido  solicitada  dicha  rescisión  en  la  demanda  ni  en  la  réplica: 

Que  fundada  una  demanda,  no  sólo  en  la  nuUdad  de  una  venta,  sino  tam- 
bién eti  la  lesión  enormísima  causada  en  d  justiprecio,  y  habiéndiose  praM- 
cado  en  justificación  de  este  extremo  la  prueba  que  los  actores  tuvieran  por 
conveniente  aducir,  no  cabe  duda  de  que  se  haüan  aportados  al  juicio  los  de- 
mentas necesarios  para  la  resolución  integra  de  la  cuestión  litigiosa,  tal  coma 
TOMO  74  80 
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96  plantea  en  la  demanda,  debiendo  haeene  la$  declaraeioneafroeedentei  tam- 
bién iobre  la  rescisión,  sin  que  á  ello  se  oponga  el  haberse  empleado  Ufar- 
me de  pedir  en  términos  más  ó  menos  técnicos  la  nuliSad,  puesto  q%te  en  eUa 
se  comprende  la  rescisión,  y  ambas  pretemiones  se  dirigen  á  que  la  venta  se 
deje  sin  efecto,  no  guardando,  por  lo  tanto,  la  Sala  sentenciadora  la  debida 
congruencia  en  el  caso  de  abstenerse  por  eUo  de  resolver  en  cuanto  á  la  res- 
anan. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Diciembre  de  1898,  eo  el  pleito 
promovido  en  el  Jazgado  de  primera  instancia  de  Trinidad  y  aegoido  en 
el  del  distrito  de  Monserr^te,  laego  del  Oeste,  de  la  Habana,  y  en  ia  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquel  territorio  por  D.  Antonio  Chopereoa 
y  Matanzas,  como  curador  ad  Utem  de  los  menores  D.  Pedro  José  y  Don 
Francisco  Javier  Fernández  Choperena,  continaado  Inego  por  D.  Pedro 
Obregón  y  Flores  con  dicbo  carácter,  y  últimamente  por  los  mismos  Don 
Pedro  José  y  D.  Francisco  Javier,  ya  mayores  de  edad,  el  primero  vedno 
de  Córdoba  en  la  República  Argentina,  y  el  segundo  comerciante,  vecino 
de  Gienínegos,  con  Doña  Antonia  Otamendi,  viuda,  de  Lusafiona,  propie- 
taria, vecina  de  la  Habana,  y  por  su  fallecimiento  con  los  estrados  corres- 
pondientes, sobre  nulidad  y  rescisión  de  la  venta  de  los  ingenios  Sacn 
Familia  ó  Mayaguará  y  San  José  de  las  Lajas;  pendiente  ante  Nos  en  vir- 
tud de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  los  de- 
mandantes, dirigidos  por  el  Licenciado  D.  Rafael  María  de  Labra  y  repre- 
sentados por  el  Procurador  D.  Antonio  Bendicho,  no  habiendo  compare- 
cido ante  este  Tribunal  Supremo  la  parte  recurrida: 

Resultando  que  en  las  operaciones  divisorias  de  los  bienes  relictos  por 
D.  Melitón  Fernández  y  Matanzas,  aprobadas  en  26  de  Noviembre  de  1873 
por  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Trinidad,  tres  pericos  nombrados 
por  dicho  Juzgado  apreciaron  en  8  de  Enero  de  aquel  año  los  ingenios 
Sacra  Familia  ó  Mayaguará  y  San  José  de  las  Lajas,  de  los  qae  una  sép- 
tima parte  pertenecía  al  D.  Melitón,  en  449.080  pesos  y  48  centavos  el  pri- 
mero, y  198.401  pesos  65  centavos  el  segundo,  ó  sea  en  junto  en  647.482 
8  centavos  oro;  apareciendo  del  pormenor  de  la  tasación  del  Sacra  Fami- 
lia evaluados  en  pesos  137.600  los  esclavos  en  él  existentes;  á  razón  de 
100  pesos  cada  una  de  160  yuntas  de  bueyes,  y  á  1.200  pesos  cada  cntl 
de  las  40  caballerías  en  él  sembradas  de  cafia;  y  de  la  del  San  José  de  las 
Lajas,  valorados  en  87.140  pesos  los  esclavos,  y  á  razón  de  1.000  pesos 
26  caballerías  de  cafia  que  contenía;  adjudicándose  los  02.069  pesos  74 
y  4  séptimos  de  centavo  oro,  valor  de  dicha  séptima  parte,  propia  de  Don 
Melitón,'  á  sus  cinco  hijos  menores  de  edad  D.  Melitón,  D.  Pedro  José, 
D.  Francisco  Javier,  bautizados  respectivamente  en  16  de  Abril  de  1B63, 
12  de  £Dero  de  1866  y  22  de  Mayo  de  1866,  Dofia  Honoría  y  D.  Juan  Fer- 
«ández  Choperena,  correspondiendo  al  D.  Pedro  José,  en  pago  de  sn  hsr 
ber,  ascendente,  como  el  de  sus  hermanos,  á  34.846  pesos  19  centavos 
y  33/70  avos  de  centavo,  una  participación  de  12.746  pesos  y  4/70  aros  de 
centavo  en  el  valor  del  primero  de  los  mencionados  Ingenios,  y  otra  de 
6.668  pesos  62  centavos  y  28/70  avos  de  centavo  en  el  del  segundo;  é 
iguales  participaciones  á  su  hermano  D.  Francisco  Javier: 

Besultando  que  por  auto  de  12  de  Octubre  de  1876,  dictado  por  el  Jaes 
accidental  de  primera  instancia  de  Trinidad,  con  la  consulta  del  Licen- 
ciado D.  Sebastián  Palacios,  se  discernió,  en  el  concepto  de  frutos  por  pen- 
sión y  con  relevación  de  fianza,  á  reserva  de  que  la  prestara  cuando  entra- 
sen cantidades  en  su  poder,  el  cargo  de  tntora  y  curadora  de  ios  expresa- 
dos menores  sus  hijos,  á  Dofia  Josefa  Choperena,  la  cual,  en  19  de  Jonio 
de  1878»  otorgó  poder  por  d,  y  como  tal  tntora  y  caradora»  á  D.  Tomás  J. 
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iTernándes  y  Mataniai,  qaien  también,  como  apoderado  especia]  para  I« 
Teata  de  bienea  de  las  menorea  Doña  María  de  la  Parificación  y  Dofia  Ma- 
fia de  laa  Mercedes  Pía  y  Fernández,  dueñas  de  otra  séptima  parte  de  loa 
repetidos  ingenios,  presentó  al  mismo  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Trinidad,  en  29  de  Julio  siguiente,  escrito,  ñrmado  sólo  por  él,  promo- 
Tiendo  expediente  de  Jarisdicción  voluntaria  para  ^ne  se  le  autorizara  á 
▼eoder  las  dos  séptimas  partes,  correspondientes  á  todos  los  antedichos 
menores  en  los  ingenios,  demás  potreros,  dotaciones  y  anexidades,  y  en 
una  finca  urbana;  exponiendo  al  efecto  que  las  cinco  partes  restantes  per- 
tenecían á  mayores  de  edad,  y  por  lo  difícil  y  costoso  de  la  administra- 
ción, debido  á  las  circunstancias  especiales  por  que  atravesaba  el  país  y  á 
residir  en  la  Penínaula  caai  todos  los  interesados,  estimaron  éstos,  y  con 
ellos  el  curador  de  las  menores  Doña  Pía  y  Doña  Josefa  Ghoperena,  ser 
no  sólo  de  utilidad  beneficiosa,  sino  de  liecesidad  el  procurar  la  enajena- 
ción para  poder  adquirir  con  sus  valores  bienes  más  fáciles  de  adminis- 
trar y  de  mejores  y  más  seguros  productos;  necesidad  tanto  mayor,  cnanto 
que  vendiendo  sus  participaciones  los  mayores  de  edad,  como  tenían  con- 
certado, las  fincas  pasarían  á  ser  administradas  por  extraños  á  la  familia, 
y  no  convendría  á  los  menores  llevar  aociedad  con  personas  desconocidas, 
ni  correr  las  eventualidades  de  una  administración  más  ó  menos  acertada, 
máxime  hallándose  proindi  viso  las  fincas,  en  que  los  menores  representa- 
ban un  capital  desconocido,  expuesto  á  las  fluctuaciones  que  en  aquellas 
circunstancias  afectaban  esencialmente  á  la  propiedad  y  en  especial  á  sus 
productos,  caai  siempre  inseguros;  y  recibida  información  de  testigos,  que 
declararon  de  conformidad  con  lo  alegado,  y  oído  el  Promotor  fiscal  del 
Juzgado,  que  opinó  se  debía  aprobar  el  expediente  y  conceder  la  autoriza- 
ción, el  Juzgado,  en  auto  de  7  de  Agosto  siguiente,  la  concedió,  en  efecto, 
para  que  el  apoderado  de  los  curadores  de  los  menores  procediera  á  la 
enajenación  pretendida,  previos  los  requisitos  determinados  en  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil:  * 

Besnltando  que  D.  Jerónimo  Elizondo,  apoderado  general  de  D.  Tomás 
J.  Fernández  y  Matanzas,  á  nombre  de  éste  y  de  los  curadores  de  los  me- 
nores interesados  en  la  enajenación,  solicitó  el  avalúo  de  los  bienes,  para 
el  cual  nombró  el  Juzgado  cuatro  peritos  que  aceptaron  el  cargo  y  aprecia- 
ron ambos  ingenios  en  211.876  pesos  y  6  centavos,  apareciendo  del  por- 
menor de  la  tasación  que  valuaron  á  200  peaoa  cada  una  de  las  111  caba- 
llerías de  que  se  componían  las  dos  fincas,  en  1.000  pesos  200  yuntas  de 
bueyes,  en  mal  estado,  y  tres  vacas  en  100  pesos ;  y  anunciada  la  subasta, 
que  ae  suspendió  por  oponerse  á  ella,  manifestando  estimarla  perjudicial 
á  loa  menores  y  tener  que  hacer  objeciones,  D.  Antonio  Ghoperena,  apo- 
derado de  Dofla  Josefa,  á  nueva  instancia  de  D.  Tomás  J.  Fernández,  que 
acompañó  otro  poder  de  aquélla,  revocando  el  conferido  al  D.  Antonio,  se 
señaló  el  día  26  de  Octubre  de  dicho  año  1878  para  el  remate,  que,  anun- 
ciado en  forma,  se  celebró  en  ese  día,  presentándose  como  único  postor  y 
ofreciendo  el  precio  íntegro  de  la  tasación  de  las  dos  séptimas  partes  de 
los  ingenios,  60.898  pesos  15  i  centavos  en  oro  al  contado ,  con  deducción 
de  cargos  perpetuos  y  derechos  fiscales  y  de  escrituras,  D.  Juan  Samaniego, 
para  ceder  á  Doña  Antonia  Otamendi;  y  ratificada  por  ésta  la  proposición, 
por  auto  de  21  de  Noviembre  siguiente  se  aprobó  el  remate  y  se  mandó  que 
por  ante  el  Notario  D.  Manuel  N.  Aparicio,  que  actuaba  como  Escribano 
en  el  expediente,  se  otorgara  por  la  representación  de  los  menores  la  co- 
rrespondiente escritura  á  favor  de  la  rematadora,  y  qne  se  tuviera  presente 
lo  prevenido  en  el  art.  1409  de  la  ley  de  Eojuidamiento  civil;  practicán- 
dose, en  consecuencia,  la  liquidación  del  precio  del  remate,  que  quedó  lí- 
quido en  67.604  peaos,  y  otorgándose  en  23  del  mismo  mes  la  escritora, 
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por  Ift  que  D.  Jerónimo  ElizoDdo,  como  apodendo  de  D.  Tomáe  J.  Fémás- 
dec  y  Matanzae,  Tendió  al  D.  Joan  Samaniego,  como  apoderado  de  la  Dofia  • 
Antonia  Otamendi,  las  dos  séptimas  partes  que  los  menores  Dolía  Marfá 
de  la  Parifícación  y  Dofia  María  de  las  Mercedes  Pía  y  Fernández,  y  Don 
Melitón,  D.  Pedro  José,  D!  Francisco  Javier,  Dofia  Honoria  y  D.  Joan  Fer- 
nándec  y  Ciioperena  tenían  en  la  propiedad  de  los  ingenios  Sacra  Familia 
y  San  José  de  las  Lajas,  en  precio  de  67.604  pesos  y  8  i  centavos,  qae  ex- 
presó el  Elizondo  haber  sido  entregados  por  el  Samaniego: 

Besoltando  que  presentadas  por  D.  Tomás  J.  Fernández  la  cuenta  de  di- 
visión y  partición  del  precio  del  remate,  y  las  qae  demostraban  qae  Dofia 
Josefa  Ghoperena  tenía  recibida  la  parte  correspondiente  á  los  menons 
sos  hijos,  compareció  ante  el  Jazgado  la  expresada  Dofia  Josefa  y  ratifica 
la  conformidad  que  antes  había  prestado  á  dichas  cuentas,  las  cuales  fue- 
ron aprobadas  por  auto  de  14  de  Marzo  de  1879,  en  el  que,  teniéndose  ade- 
más por  cumplido  el  precepto  del  art.  1410  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
.civil,  se  dio  por  terminado  el  expediente  y  se  mandó  archivarlo: 

Besultando  que  por  auto  de  8  de  Enero  de  1883  se  discernió  el  cargo  de 
carador  ad  Htem  de  los  menores  D.  Pedro  José  y  D.  Francisco  Javier  Fer- 
nández y  Ghoperena  á  D.  Antonio  Ghoperena  y  Matanzas,  qoien  en  24  de 
Julio  de  1886  dedujo  con  tal  carácter  en  el  mismo  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Trinidad,  demanda,  de  la  que  luego  se  declaró  competía  cono- 
cer al  de  Monserrate  de  la  Habana,  promoviendo  juicio  declarativo  de  mm- 
yor  cuantía  contra  Dofia  Antonia  Otamendi,  viuda  de  Durafiana,  para  que 
se  anulara  y  rescindiera  el  contrato  de  compraventa  de  los  ingenios  Sacra 
Familia  ó  Mayaguará  y  San  José  de  las  Lajas  en  ana  séptima  parte,  de  los 
cuales  tenían  condominio  los  menores  demandantes,  y  se  condénala  á  la 
demandada  al  pago  de  las  costas  y  á  todo  lo  demás  que  procediera;  ale> 
gando  para  ello,  á  más  de  lo  antes  relacionado,  que  dichos  ingenios  fueren 
valorados  en  la  partición  de  bienes  relictos  por  D.  Melitón  Femándes  y 
Matanzas,  padre  de  los  menorea,  en  la  cantidad  de  647.482  pesos  12  centa- 
vos oro,  y  por  tanto,  en  92.069  pesos  74  centavos  y  4  séptimas  la  séptima 
parte  perteneciente  á  los  menores,  cuya  tasación  se  hizo  cuando  el  piüts  era 
víctima  de  los  estragos  de  la  guerra  que  estaba  en  todo  sn  apogeo,  y  por 
consiguiente,  cuando  menos  valor  alcanzaban  las  fincas  rústicas;  qne  pos- 
teriormente, queriendo  D.  Tomás  J.  Fernández  y  Matanzas,  y  los  demás 
conduefios  residentes  en  la  Península,  liquidar  todo  lo  que  poseían  ea  la 
isla,  propusieron  (a  venta  de  los  ingenios  á  Dofia  Antonia  Otamendi,  y  ain 
duda  para  obviar  el  obstáculo  que  detenía  en  sus  propósitos  á  la  compra- 
dora, de  que  los  menores  demandantes  y  sus  hermanos  quedaran  come 
conduefios  por  la  séptima  parte,  el  D.  Tomás  indujo  á  la  madre  de  éstoa  á 
vender  la  parte  de  los  mismos,  y  al  efecto,  se  promovió  el  expediente  in- 
formativo de  utilidad  y  necesidad  por  ellos  y  por  las  otras  menores  Pia  y 
Fernández,  también  conduefias  en  otra  séptima  parte;  expediente  en  el  qos 
Ineron  de  nuevo  valuados,  en  12  de  Agosto  de  1878,  ambos  ingenios  ea 
211.376  pesos  6  centavos,  y  la  séptima  parte  en  H0.196  pesos  57  }  centams^ 
ó  fuese  en  menos  de  la  tercera  parte  que  en  9  de  Noviembre  de  1872;  no- 
table diferencia  que  era  muy  de  extrafiar,  pues  no  habiendo  estado  aban- 
donadas las  fincas,  sino  por  el  contrario,  muy  bien  atendidas,  y  el  país  ea 
completa  tranquilidad  por  haberse  ya  celebrado  la  paz,  parecía  natural  qae 
la  tasación  última  debiera  haber  excedido,  ó  por  lo  menos  igualado,  á  la  an- 
terior, dado  el  mayor  valor  que  los  terrenos  obtuvieron  por  el  entusiasmo 
con  que  se  empreAdió  en  todo  el  país  la  reconstrucción  de  los  predios  rúa- 
ticos;  que  el  precio  de  la  ^nta  fué  el  de  112.600  pesos,  y  para  que  las  tasa- 
ciones arrojaran  una  suma  equivalente,  fué  preciso  que  se  valoraran  laa 
60  caballeiías  de  cafia  en  10.000  pesos,  ó  fuese  á  200  pesos  cada  nnsí  al 
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igaal  ^e  las  de  pastos  natnrales;  así  como  también  qae  202  yantas  de 
baeyes  se  apreciaran  en  1.000  pesos,  ó  fiíese  á  6  pesos  cada  yanta,  caando 
á  renglón  segaido  figuraban  tres  vacas  tasadas  en  100  pesos,  ó  lo  qae  era 
lo  mismo,  á  88  pesos  y  88  centavos  cada  nna,  y  todo  lo  demás;  qae  al  pro- 
mover el  expediente  se  expresó  qae  el  objeto  á  qae  se  aplicaría  la  parte 
ááí  precio  correspondiente  á  los  menores,  sería  la  adquisición  de  otros 
bienes  de  más  fácil  administración  y  de  mayores  y  más  seguros  productos, 
lo  caal  se  había  cumplido,  pues  hecha  la  venta,  esa  parte  del  precio  se  ha- 
bía aplicado  al  pago  de  la  cuenta  obrante  en  el  mismo  expediente,  por  don- 
de resultaba  que  los  menores  nada  habían  recibido  de  dicho  precio;  que  el' 
discernimiento  de  la  guardad uría  de  la  demandante  y  sus  hermanos,  hecho 
á  sa  madre  por  on  Jaez  lego  y  á  frutos  por  pensión,  era  nulo  y  nulos  tam- 
bién los  actos  verificados  por  ésta,  incluso  el  de  la  venta,  para  la  que  tam- 
poco existió  motivo  legal,  pues  no  se  estaba  en  ninguno  de  los  casos  con- 
signados en  la  ley  18,  tit  10,  Partida  6>;  y  que  en  los  casos  de  lesión  enor- 
me, y  mucho  más  cuando  es  enormísima,  procede  la  rescisión  y  nulidad 
de  la  venta,  según  las  leyes  3>,  tít  l.o,  libro  10,  y  6.»,  tít.  8  o,  libro  11  de 
la  Novísima  Recopilación,  confirmadas  por  varias  sentencias  de  este  Tri- 
bunal Supremo,  entre  ellas  la  de  81  de  Marzo  de  1868: 

Resaltando  que  Dofia  Antonia  de  Otamendi  contestó  la  demanda,  ex- 
poniendo, á  más  de  otras  cosas,  que  las  fincas  habían  sido  tasadas  por 
cuatro  peritornombrados  en  forma  legal, ascendiendo  el  avalúo  de  las  dos 
séptimas  partes  á  60.893  pesos  16  y  medio  centavos  oro,  y  anunciada  la 
primera  subasta  no  hubo  postores,  adjudicándosele  á  ella  por  el  precio  ín- 
tegro en  la  segunda,  en  ^ue  también  fué  única  postora,  y  si  hubiera  sido 
baja  la  tasación  habrían  menudeado  las  posturas;  que  se  habían  llenado  las 
formalidades  legales  para  la  venta,  dada  la  autorización  del  Juzgado,  con- 
cedida previa  la  correspondiente  información,  con  citación  del  Ministerio 
público,  representante  nato  de  la  observancia  de  la  ley;  que  la  propiedad 
toda  había  ido  disminuyendo  de  valor  de  dia  en  día  desde  la  insurrec- 
eión,  y  habían  transcurrido  nada  menos  que  seis  afios  entre  la  adjudi 
cadón  de  las  fincas  á  los  menores  en  la  partición  de  bienes  de  su  padre  y 
1a  fecha  en  que  por  mandato  judicial  habían  sido  tasadas  aquéllas  por 
cuatro  peritos,  y  no  podía  ser  motivo  de  extrafieza  que  fueran  valoradas 
en  tal  ó  cual  precio  en  1872  y  en  1878  valieran  menos,  ni  podía  im- 
portar nada  aquella  tasación  á  la  rematante,  cuando  no  intervino  en  ella 
ni  estaba  obligada  á  aceptarla,  y  cuando  los  bienes  allí  tasados  no  fueran 
exactamente  los  mismos;  que  al  contrato  de  venta  habían  precedido  los 
trámites  prevenidos  en  el  tít.  18  de  la  segunda  parte  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  habiendo  expresado  el  motivo  de  ella  el  guardador  en  el 
escrito  en  que  pidió  ta  autorización,  contra  el  cual  no  cabía  el  recurso  de 
nulidad  que,  como  extraordinario,  solamente  lo  franqueaba  la  ley  cuando 
ee  habían  agotado  los  ordinarios;  que  la  venta  de  bienes  de  menores  se 
podía  hacer  por  las  causas  expresamente  sefialadas  en  la  ley  18,  tít.  16. 
Partida  6.*,  y  además,  según  la  misma,  por  otra  razón  derecha,  y  como  tal 
ee  contaba  la  utilidad  del  menor,  y  además,  cualquier  precepto  de  las 
Partidas  en  contrario,  estaba  derogado  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
en  sa  título  antes  citado,  conforme  al  cual,  bastaba  que  se  acreditara  la 
ntílidad  ó  necesidad,  que  el  Juez  era  llamado  á  apreciar;  que  si  bien  la 
leacisión  de  una  venta  procedía  cuando  había  lesión  enormísima,  era  pre- 
nso que  ésta  existiera  por  fundamentos  feales  y  comprobados,  y  no  por 
indaociones  apasionadas,  siendo  incompatible  en  este  caso,  con  arreglo  á 
lo  establecido  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo,  la  acción  de  nu- 
lidad con  la  rescisoria  de  restitución,  que  se  pretendía  hacer  valer;  y  qae, 
por  otra  parte,  la  nulidad  de  la  venta  se  solicitaba  presuponiendo  la  del 
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auto  otorgándola,  y  la  del  discernimento  del  cargo  de  goardador,  ain  qne 
sobre  esto  se  hubiera  dictado  ejecutoria  previamente  y  con  citación  de  laa 
partea: 

ReBultando  que  al  replicar  la  parte  actora  adicionó  á  los  íandajn«ito« 
de  la  demanda  que  no  había  existido  motivo  legal  ni  racional  para  la 
Tenta,  pues  no  se  habla  estado  en  ninguno  de  los  casos  de  la  ley  18,  títu- 
lo 16,  Partida  6.*,  y  laa  enajenaciones  de  bienes  inmuebles  de  menores 
aran  nnlas  de  derecho  cuando  no  concurrían  ias  causas  y  solemnidades 
determinadas  en  esa  ley,  y  en  la  60,  tít.  18,  Partida  8.*;  y  la  demandada,  á 
ss  vez,  agregó  que  después  de  la  publicación  de  la  ley  Moret  los  esclavos 
quedaron  reducidos  á  patronato  y  fueron  liberándose  en  la  forma  da  to- 
dos conocida;  que  de  los  siete  menores  interesados  solamente  los  dos  da- 
mandantes  habían  reclamado  la  nulidad,  la  cual  confandían  lastimosa- 
mente con  la  reRcisión;  y  que  al  ejercitar  la  acción  correspondiente  para  . 
esta  última,  reconocían  la  validez  del  contrato  ^  con  ésta  la  improoedeii- 
oia  de  la  rescisión,  puesto  que  no  existía  lesión: 

Resultando  que  seguido  el  plt^ito  por  los  demás  trámites  legales  de  las 
dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó  sen- 
teñciji  confirmatoria  en  12  de  Octubre  de  1891  absolviendo  de  la  demanda 
á  Doña  Antonia  Otamendi,  con  imposición  á  los  actores  de  laa  coates  da 
ambas  instancias: 

Resultando  que  D.  Pedro  y  D.  Francisco  Javier  Femándea  Choperena 
interpusieron  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  le- 
gal, fundado  en  los  números  l.o,  2  ^  y  l.o  del  art.  1690  de  la  ley  de  Enjai- 
ciamiento  civil  vigente  en  Cuba,  por  los  motivos  siguientes: 

Primero.  Por  infracción  de  las  leyes  60,  tít.  18,  Partida  3.%  y  18,  líta- 
lo 16,  Partida  6>,  que  preceptúan  no  se  pueden  vender  las  cosas  raíces 
de  los  huérfanos  sino  mediante  alguna  de  las  causas  designadas  en  la  se- 
gunda de  estas  leyes,  ó  por  deuda  ó  ^an  pro  de  los  menores,  en  reladós 
con  la  doctrina  legal  sentada  por  el  Tribunal  Supremo,  entre  otros  fallos, 
en  los  de  19  de  Octubre  de  1865  y  8  de  Abril  de  1868;  porque  la  Sala  sen- 
tenciadora declara  válida  la  compra  hecha  por  Dofia  Antonia  Otamendi 
de  la  parte  que  los  recurrentes  representaban  en  el  valor  de  los  ingenios 
Sacra  Familia  y  San  José  de  las  Lajas^  sin  que  existiera  ninguna  de  las 
cansas  que  enumeran  dichas  leyes,  falta  que  anulaba  de  derecho  la  ven- 
ta, según  la  doctrina  legal  citada: 

Segundo.  Por  infracción  también  de  la  ley  56,  tít.  5.®,  Partidr  5.a,  qoe 
establece  la  rescisión  de  las  ventas  cuando  se  han  hecho  por  la  mitad  del 
valor;  puesto  que  la  sentencia  absolvía  de  la  demanda  á  Dofia  Antonia 
Otamendi  y  no  daba  lugar  á  la  rescisión  de  la  compra  que  hiso  de  los 
bienes  de  los  recurrentes,  cuando  en  uno  de  sus  fundamentos  se  consig- 
naba que  se  dio  por  dicha  señora  un  bajo  precio: 

Tercero.  Por  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  cometido 
por  la  Sala  sentenciadora  al  .sostener,  como  sostenía  en  una  de  sus  con- 
sideraciones fundamentales,  que  no  se  había  solicitado  por  los  demandan- 
tes la  rescisión,  siendo  así  que  del  apuntamiento  aparecía  que  los  recurren 
tes  sostuvieron  conjuntamente  la  procedencia  de  la  nulidad  y  de  la  res- 
-  cisión: 

Cuarto.  Por  infracción  del  art.  S3S  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
de  1855,  que  determina  la  forma  en  que  se  han  de  dictar  las  sentencias 
para  que  sean  congruentes  con  las  demandas,  toda  ves  que  la  Sala  sen- 
tenciadora se  había  abstenido  de  resolver  sobre  la  rescisión  alegada  por 
los  demandantes: 

Y  quinto.  Por  Infracción  asimismo  de  la  doctrina  legal  consignada  en 
diferentes  fallos  de  este  Tribonal  Supremo,  entre  otros,  en  la  sentencia  ds 
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^9  ^e  Eoero  de  1874,  según  la  cual,  cenando  nna  enajenación  de  bienes  de 
menores  se  hace  sin  los  reqoieitoa  legales,  se  debe  annlar  en  la  parte  refe- 
rente á  los  menores,  dejándola  subsistenie  en  cnanto  á  los  demás  qne  han 
intervenido  en  ella»,  pnesto  qne  la  Andiencia  no  daba  lagar  á  la  demanda 
por  no  haberse  presentado  contra  todos  los  qne  intervinieron  en  l&  venta 
de  los  ingenios,  y  no  poderse  declarar  la  nnlidad  de  la  misma  á  espaldas  j 
sin  oir  á  los  otros  interesados;  sieúdo  así  qne  con  arreglo  á  la  doctrina  ci- 
tada, lo  procedente  era  declarar  la  nnlidad  de  la  venta  en  cuanto  se  referís 
á  los  menores,  dejándola  subsistente  en  cnanto  á  los  demás,  qne  era  lo  qne 
interesaba  y  habían  solicitado  los  recurrentes. 

Visto,  siendo  Ponente,  el  Magistrado  D.  Diego  Montero  de  Espinosa: 

Ck>n8Íderando  qne  no  se  infringe  en  la  sentencia  reclamada  las  leyes  60» 
tít.  18,  Partida  8.a,  y  18,  tit.  16,  Partida  6>,  como  se  supone  en  el  primer 
motivo  del  recurso,  porque  tanto  la  primera  de  dichas  leyes  que  ordena 
como  ae  ha  de  facer  la  carta  de  la  alzada,  como  la  segunda,  qne  dispone  los 
«asos  en  que  se  pueden  enajenar  bienes  raices  de  menores,  están  derogadas 
por  la  de  Enjuiciamiento  civil,  qne  sanciona  estas  ventas  cuando  se  verifi- 
can con  las  formalidades  y  requisitos  que  la  misma  ley  establece,  á  cuyos 
preceptos  se  ajusta  la  venta  de  los  ingenios  Sacra  Familia  y  San  José  de  las 
Lajas,  hecha  en  pública  snbasta  por  el  Juez  de  Trinidad,  *pre vio  el  oportu- 
no expediente,  donde  en  debida  forma  se  justificó  la  necesidad  y  utilidad 
•qne  á  los  menores  recurrentes  y  demás  en  ella  interesados  reportaba  la 
enajenación,  y  ann  cuando  fuese  cierto,  pues  no  aparece  justificado  qne  al 
precio  de  ella  no  se  le  haya  dado  el  destino  conveniente,  esto  sería  objeto 
de  otras  acciones,  pero  nunca  podría  utilizarse  con  éxito  para  declarar  la 
nulidad  de  la  venta  hecha  con  todos  los  requisitos  y  formalidades  estable- 
•cidos  por  la  ley;  sin  que  tampoco  haya  infringido  la  sentencia  la  doctrina 
establecida  en  las  de  10  de  Octubre  de  1865  y  3  de  Abril  de  1868,  porque 
•ana  y  otra  se  refieren  al  caso  en  qne  no  se  haga  la  venta  con  los  requisitos 
legales: 

Considerando  qne  no  habiéndose  hecho  declaración  en  la  sentencia 
acerca  de  la  rescisión  de  la  venta  bajo  el  supuesto  de  no  haberse  solicitado 
en  la  demanda  ni  en  la  réplica,  es  legalmente  imposible  declarar  si  se  ha 
infringido  ó  no  la  ley  que  en  apoyo  del  segundo  motivo  alegado  se  cita: 

Considerando  en  orden  al  tercero  y  cuarto  de  los  motivos  del  recurso, 
<ine  la  deipanda  origen  de  este  pleito  no  sólo  se  funda  en  la  nulidad  de  la 
Tenta,  sino  también  en  la  lesión  enormísima  que  supone  haber  mediado 
en  el  justiprecio  de  los  ingenios,  y  habiéndose  practicado  en  justificación 
•de  este  extremo  la  prueba  que  los  actores  tuvieron  por  conveniente  aducir, 
no  cabe  duda  que  se  han  aportado  á  los  aptos  los  elementos  necesarios 
para  la  resolución  integra  de  la  cuestión  litigiosa,  tal  y  como  se  plantea  en 
la  demanda,  sin  que  á  ello  se  oponga  la  fórmula  empleada  al  pedir  en  tér- 
minos más  ó  menos  técnicos  la  nnlidad  de  la  venta,  puesto  que  también  se 
^somprendd  la  rescisión,  y  ambas  en  el  presente  caso  se  dirigen  á  que  la 
Tenta  quede  sin  efecto,  y  al  abstenerse  la  Sala  sentenciadora  de  resolver  en 
•cuanto  á  ia  rescisión,  no  guarda  el  fallo  la  debida  congruencia  con  lo  pedi- 
do en  la  demanda,  é  incurrido  por  ello  en  el  error  de  derecho  que  sefiala 
el  número  2.o  del  art.  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  Cuba  y  Puer- 
to Rico: 

Considerando  que  la  sentencia  objeto  de  este  recurso  no  se  funda  para 
desestimar  la  nulidad  de  la  venta  solicitada  por  los  demandantes  en  no 
haber  sido  también  demandados  con  el  comprador  todos  los  demás  intere- 
eados  en  ia  enajenación,  sino  que  se  apoya  el  fallo  en  haberse  realisado 
^ta  con  todos  los  requisitos  que  Ja  ley  previene,  y  en  este  concepto  no  tíe- 
ne  apUoación  al  caso  la  doctrina  legal  establecida  en  sentencia  de  29  de 


Digitized  by  VjOOQIC 


4711  JVVSKtMWMXCtA  CITIL 

Enero  de  1874,  qae  se  supone  infringida  en  el  qninto  y  último  de  loi  oto- 
tíYoe  «iegadoe; 
.  Fallamoe  qae  debemos  declarad  y  declaramoe  haber  logar  al  recareo  de 
casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Pedro  y  D.  Francisco  Ja- 
TÍer  Femíndes  Ghoperena,  en  cnanto  al  tercero  y  cuarto  motivos  en  que 
■e  funda,  y  no  haber  lugar  á  los  demás,  y  en  su  consecuencia,  casamos  y 
ansiamos  la  sentencia  que  en  12  de  Octubre  de  1891  dictó  la  Sala  de  le 
civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  únicamente  en  cuanto  no  hace  declara- 
ttÓD  algona  respecto  á  la  rescisión.— (Sentencia  publicada  el  9  de  Dlciem> 
bre  de  1893,  é  inserta  en  las  Oaeetas  de  17  y  19  de  Enero  de  1894.) 
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Bkoubso  db  casación  (9  de  Diciembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil. — 
Nulidad  de  una  patente  de  invención.'-No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Do» 
Silvestre  Pujos,  en  autos  con  la  rasón  social  Pedro  Bevenga  y  Compaüia 
(Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Q^e  no  $on  de  estimar  lo$  motivos  de  un  recurso  dirigido  eonira  la  apre^ 
ciaeián  de  la  prueba  hecha  por  la  Sala  sentenciadora,  si  por  dicha  apreciación 
no  se  comete  error  de  derecho  6  de  hecho  resultante  de  documentos  auténticoB, 
que  no  estén  en  abierta  contradicción  con  otros  de  igual  origen  y  que  demues- 
tren una  evi^mte  equivocación,  y  cuando  él  Tribunal  a  quo  por  el  conjunta 
de  todas  las  pruebas,  con  racional  criterio,  forma  el  juicio  en  que  basa  s» 
fallo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Diciembre  de  1898,  en  los  antoa 
seguidos  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Universidad 
de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquel  te- 
rritorio, por  la  rasón  social  Pedro  Bevenga  y  Compañía,  domiciliada  en 
Elche,  con  D.  Silvestre  Pujos  y  Bamos,  comerciante,  vecino  de  dicha  ció* . 
dad  de  Barcelona,  y  el  Ministerio  fiscal,  sobre  nulidad  de  una  patente  de 
invención;  autos  pendiente  ante  Nos,  á  virtud  de  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  el  D.  Silvestre  Pujos  y  en  su  nombre  el  Procnrsdor  D.  Fer- 
nando Flores  Medina,  siendo  su  Abogado  defensor  el  Licenciado  D.  Mo- 
desto Lloróos,  representando  y  defendiendo  á  la  expresada  razón  social 
los  igualmente  Procurador  y  Letrado  D.  Manuel  Martín  Yefia  y  D.  José 
Canalejas  y  Méndes: 

Resultando  que  en  Beal  ord.en  de  20  de  Noviembre  de  1884  se  conce- 
dió á  D.  Silvestre  Pujos  patente  de  invención  del  nuevo  producto  indoa- 
trial  trenza  plana  de  cáfiamo,  yute,  etc.,  fabricado  mecánicamente  expi- 
diéndose, en  27  de  Julio  de  1886,  por  el  Ministerio  de  Fomento,  certificado 
de  adición  á  la  enunciada  patente  respecto  á  un  nuevo  producto  industrial 
trenza  plana  para  confección  de  alpargatas,  fabricada  mecánicamente  con 
el  ramio;  por  usurpación  de  cuya  patente  entabló  Pujos  querella  criminal 
contra  D.  Juan  011er,  quien  á  su  vez  dedujo  demanda  para  que  se  decla- 
rase la  nulidad  de  aquélla,  fundándose  en  ser  ya  conocido  el  producto  á 
qae  se  refería  antes  de  la  conceGrión  de  la  misma  en  España  y  en  el  ez- 
traojero;  y  seguidos  los  autos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis- 
trito de  San  Beltrán  de  Barcelona,  practicándose,  entre  otras  prnebac,  la 
pericial  y  reconocimiento  judicial,  recayó  el  29  de  Julio  de  1887  sentencia, 
que  quedó  consentida,  por  la  que  se  declaró  no  haber  lugar  á  la  nulidad 
de  la  indicada  patente,  y  absolvió  de  la  demanda  á  D.  Silvestrs  Pujos: 

Besultando  qae  también  por  usarpadón  de  la  indicada  patente  entabla 
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D.  8ilT«stre  Pojói  querella  contra  D.  Juan  Jordá  y  D.  Lata  Angléa,  en  la 
qae  recayó  aentencia  de  )a  Sala  de  lo  criminal  de  la  Aadiencia  de  Barce- 
lona, dictada  el  18  de  Mayo  de  1889^  absolviendo  á  los  procesados,  sin 
petjaicio  de  las  acciones  civiles  qae  pudieran  asistir  á  las  partes,  man* 
dáiMlose  devolver  las  máquinas  y  géneros  ocupados  á  consecuencia  de 
aquella  cansa;  siendo  uno  de  los  fundamentos  4e  tal  fallo  haber  Quedado 
demostrado  que  la  fabricación  mecánica  de  la  trenza  plana  de  cáfiamo, 
3mte,  etc.,  era  conocida  y  practicada  con  anterioridad  á  la  concesión  de  la 
patente  en  Espafia  y  en  el  extranjero,  y  por  ello  no  podían  calificarse  coma 
oooatitutivos  de  delito  los  actos  practicados  por  los  procesados,  ó  inter- 
puesto recurso  de  casación  por  el  querellante,  declaró  este  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  á  él  en  18  de  Noviembre  del  citado  año  1889: 

Besultando  que  la  querella  últimamente  indicada  dio  motivo  á  una  de- 
manda del  D,  Luis  Anglas  contra  el  D.  Silvestre  Pujos,  pidiendo  la  decla- 
ración de  nulidad  de  la  mencionada  patente,  bajo  el  ya  expresado  con- 
cepto de  ser  antes  de  su  concesión  conocido  en  Espafia  y  en  el  extranjero 
el  producto  industrial  de  su  referencia,  demanda  que  se  sustanció  en  el 
Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Parque  de  dicha  ciudad  de 
Barcelona,  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquel  terri- 
torio, la  cual,  en  aentencia  dé  19  de  Diciembre  de  1889,  confirmando  la  de 
primera  instancia,  declaró  no  haber  lugar  á  la  nulidad  de  la  repetida  pa- 
tente de  invención  concedida  á  Pujos  en  Beal  orden  de  20  de  Noviembre 
de  1884,  y  absolvió  á  este  último  de  la  demanda,  apareciendo  entre  las  prue- 
bas practicadas  en  dichos  autos  un  dictamen  de  tres  Ingenieros  industria- 
les, designados  como  peritos  por  las  partes  de  común  acuerdo,  los  cuales, 
á  asar  de  otras  manifestacionea,  expresan  que  si  bien  conocían  las  má- 
quinas para  fabricar  trenzas  y  cordones,  no  tenían  noticia  se  hubiesen 
aplicado  antes  de  1884  á  la  fabricación  de  trenza  plana  destinada  á  prepa- 
rar suela  de  alpargatas,  desconociendo  también  existiera  esta  aplicación 
«n  Espafia  y  el  extranjero;  y  que  en  los  centros  fabriles  é  industriales  á  que 
concurrían  no  habían  oído  hablar  de  la  existencia  de  fábricas  de  trenza 
plana  para  alpargatas  hasta  tenerse  conocimiento  de  la  elaborada  mecá^ 
nieamente  por  Pujos;  considerando,  en  su  consecuencia,  haber  él  mismo 
eatablecido  esta  nueva  industria  en  el  país;  habiéndose  llevado  á  di¿ho 
juicio  en>  la  segunda  instancia  del  miamo  certificaciones  de*  la  sentencia 
absolutoria  dictada  en  la  indicada  causa  contra  D.  Juan  Jordi  y  D.  Luis 
Aagléa,  y  de  un  acto  de  sobreseimiento  en  otra  causa  contra  la  Sociedad 
Pedro  Revenga  y  Compafiia,  de  que  Inegp  ae  hará  mérito,  y  respecto  á  ello 
«sonaideró  la  enunciada  Sala  que  no  podían  tales  documentos  hacer  variar 
el  juicio  formado  en  la  primera  instancia,  por  tratarse  de  sentencias  que 
no  tenían  otro  objeto  sino  declarar  la  culpabilidad  ó  inculpabilidad  de  loa 
procesados,  dejando  á  salvo  laa  acciones  civiles,  y  porque  la  prueba  peri- 
cial, que  tuvo  en  cuenta  la  Sala  de  lo  criminal  de  aquella  Audiencia,  pug- 
naba abiertamente  con  la  realizada  en  el  pleito: 

Beaultando  que  según  ya  ha  habido  oportunidad  de  indicar,  también 
formuló  D.  Silveatre  Pujos  querella  por  usurpación  de  la  susodicha  pa- 
tente contra  la  Sociedad  Pedro  Revenga  y  Compafiia,  domiciliada  en  El- 
che, entendiendo  en  el  procedimiento  la  Audiencia  de  lo  criminal  de  Ali- 
cante, y  ae  declaró  procesados  á  los  socios  de  la  citada  Compafiia,  instru- 
yéndose el  sumario  y  pidiendo  la  parte  actora  la  apertura  del  juicio  oral, 
que  fué  denegada,  pronunciando  la  citada  Audiencia  de  lo  criminal,  en  12^ 
de  Mayo  de  1888,  auto  de  sobreseimiento  libre,  con  declaración  de  las  cos- 
taa  de  oficio  y  de  que  no  parase  perjuicio  aquel  procedimiento  á  la  Socie- 
dad mencionada,  á  la  que  se  devolvieran  las  máquinas  y  productos  ocu- 
j^oa,  para  que  de  todo  ello  pudiera  usar  libremente,  con  reaerva  del  de> 
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recho  qne  pudiera  asistirla  contM  el  querellante)  y  se  conwUgnó  entre  los- 
fondamentos  de  tal  auto  aparecer  acreditado  que  antes  de  obtener  dicho 
-querellante  la  patente  de  que  se  trataba,  se  venían  construyendo  máqui- 
nas trenzaderas  de  cáfiamo,  ynte  ú  otra  materia  textil  por  la  fábrica  ém 
Hanchester  que  se  designa,  y  existían  funcionando  en  Espafia  cnatro  des- 
tinadas á  la  fabricación  del  producto  industrial  de  trenca  plana,  exadar 
mente  igual  al  que  fué  objeto  de  la  propia  patente  y  del  certificado  de  máh- 
ción  á  ella,  contra  cuyo  auto  preparó  Pujos  recurso  de  casación,  pero  fué 
declarado  firme  por  no  haber  comparecido  aquél  á  sostener  dicho  re 
curso  ante  este  Tribunal  Supremo;  y  entablada  por  Revenga  y  Compafifa 
demanda  en  reclamación  de  los  perjuicios  irrogados  con  tal  procedimiento, 
la  ya  mencionada  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelmia 
absolvió  de  aquélla  á  D.  Silvestre  Pujos,  declarando  este  Tribunal  Supre- 
mo, en  26  de  Enero  de  1892,  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto contra  el  últimamente  indicado  fallo  por  la  Compafiia  demandante 
en  aquellos  autos: 

Resultando  que  pendientes  varios  de  los  procedimientos  criminales  y 
civiles  de  que  queda  hecho  indicación,  dedujo  la  prenombrada  Sociedad 
Pedro  Revenga  y  Ck)mpafiía  la  demanda  de  que  hoy  se  trata,  feché  21  de 
Noviembre  de  1888,  con  la  solicitud  de  que  se  declarase  la  nulidad  de  la 
patente  de  invención  del  nuevo  resultado  industrial  trenaa  plana  de  cá- 
fiamo, yute,  etc.,  fabricada  mecánicamente,  que  por  Real  orden  de  20  de 
Noviembre  de  1884  fué  otorgada  á  D.  Silvestre  Pujos,  y  del  certificado  de 
adición  á  la  misma  patente,  otorgado  también  á  favor  de  Pujos  en  27  de 
Julio  de  1886,  por  un  nuevo  resultado  industrial,  trenza  plana  para  con- 
fección de  alpargatas,  fabricada  mecánicamente  con  el  ramio,  y  se  diepn- 
eiera  que  una  vez  ejecutoria  la  sentencia,  se  comunicase  al  Oonservatorio 
de  Artes  para  la  toma  de  nota  de  ella,  á  los  efectos  del  art.  68  de  la  ley 
de  30  de  Julio  de  1878,  condenando  al  demandado  en  las  costas  del  jolcio; 
pretensiones  que  apoyó  la  Gompafiía  demandante  en  quedar  demostrado 
y  probado  en  la  causa  contra  aquélla  seguida,  en  la  cual  recayó  el  ya  men- 
cionado auto  de  sobreseimiento,  de  que  se  transcriben  en  la  demanda  al- 
gunos de  sus  fundamentos,  y  se  confirmaría  más  ampliamente  aquella 
prueba  en  los  autos  que  se  incoaban;  qué  los  resultados  industríales,  ob- 
jeto de  la  patente  y  certificado  de  adición  aludidos,  no  eran'  n«evos  al 
tiempo  de  la  concesión,  sino  conocidos  y  practicados,  lo  mismo  en  los  do- 
minios españoles  que  en  el  extranjero,  no  obteniéndose  por  medios  nos* 
vos,  ni  viniendo  su  explotación  ^  establecer  un  ramo  de  industria  en  Es- 
pafia, y  la  Sociedad  Revenga  y  Compañía,  propietaria  de  varias  máquinas 
trenzaderas,  tenía  interés  en  utilizarlas  con  plena  seguridad  de  sa  dero- 
cho,  deseando  por  ello,  y  por  proceder  así  en  justicia,  se  declarase  Is  nn- 
lidad  de  las  concesiones  que  había  obtenido  D.  Silvestre  Pujos: 

Resultando  que  el  referido  demandado  pidió  por  su  parte  que  se  le  ab* 
solviera  de  la  demanda,  exponiendo  al  efecto:  haberse  dedicado  desde  as 
juventud  á  trabajos  de  maquinaria,  y  desde  principios  de  1884  á  efectaar 
experimentos  para  obtener,  por  medio  de  máquinas,  la  folMricación  de 
trenza  plana  de  cáfiamo,  ynte  ú  otra  materia  textil,  que  servía  principal- 
mente en  el  comercio  para  suelas  de  alpargatas,  habiéndose  haata  enton- 
ces elaborado  á  mano;  resultado  industriiü  que  logró  al  fin,  después  ds 
trabajos  y  cuantiosos  gastos,  y  acogiéndose  á  la  ley,  que  favorece  los  inven- 
tos industriales,  consiguió  la  patente  de  que  se  trataba  y  estableció  la 
nueva  industria  á  que  la  misma  se  refería;  pero  como  el  producto  de  ella 
no  era  conocido,  tardó  en  abrirse  paso  en  el  mercado,  experimentando 
Pujos  en  nn  principio  graves  perjuicios  por  falta  de  consumo;  qne  en  tal 
período  no  hubo  quien  tratase  de  usurparle  su  privilegio;  mas  ooando  ya 
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«npesó  á  obtener  g^aancias,  varios  procararon  consegairlo,  dando  laga  i 
á  qae  hubieae  de  entablar  qnerellas,  una  de  ellas  contra  D.  Juan  011er  j 
<itra  contra  D.  Luis  Anglés,  quienes  respectivamente  promovieron  de- 
manda sobre  nulidad  de  la  patente,  desestimadas  ambas  en  sentencias  dic- 
tadas en  primera  instancia,  de  las  que  había  quedado  consentida  la  refe- 
rente á  los  autos  incoados  por  Oiler,  y  estaba  apelada  la  de  los  seguid  os 
con  Anglas;  que  no  podía  negarse  ser  las  indicadas  sentencias,  de  que 
acompañó  copia,  pronunciadas  en  juicio  contradictorio,  después  de  amplias 
pmebas,  especialmente  la^de  peritos  Ingenieros  industriales,  en  ambos 
juicios  practicadas;  que  había  venido  á  formar  como  un  jurado  industrial 
un  antecedente  de  importancia,  por  más  que  no  llegase  á  la  categoría  de 
cosa  juzgada  para  Pedro  Revenga  y  Compañía;  y  tal  importancia  crecía 
cuando  aquellos  juicios  solemnes  concordaban  completamente  con  el  de  la 
opinión  pública  sobre  la  patente  emitida  por  un  jurado  tan  irrecusable  como 
la  Bociedad  Barcelonesa  Económica  de  Amigos  del  País,  que  en  sesión  pre- 
sidida por  la  Beina  Begente  el  18  de  Mayo  de  1888,  concedió  á  Pajós  un  pre- 
mio de  honor  y  mérito  por  el  mismo  invento  que  Pedro  Bevenga  y  Gom- 
pafifa  intentaba  anular,  invocando,  como  los  anteriores  demandantes  Oller 
y  Anglés,  no  ser  nuevos  al  tiempo  de  la  concesión  de  aquélla  los  resulta- 
dos industriales  sobre  que  recayó,  lo  cual  negaban  Pujos  y  la  opinión  pú- 
blica; y  que  á  un  conjunto  de  tanta  importancia  oponía  la  parte  deman- 
dante el  auto  de  sobreseimiento  dictado  por  la  Audiencia  de  Alicante, 
•que  no  tenía  el  valor  legal  que  se  trataba  de  darle,  ni  podía  en  manera 
alguna  ser  obstáculo  á  la  validez  de  la  patente,  pues  no  fué  pronunciado 
«en  juicio  contradictorio,  practicadas  las  pruebas  á  que  todo  acusador  pri- 
rado  ó  perjudicado  tiene  derecho,  á  pesar  de  haberlas  pedido  Pajós,  que* 
dando  limitados  sus  efectos  á  la  terminación  de  la  causa  de  su  referencia, 
mx  que  pudiera  servir  de  fundamento  á  la  demanda  de  nulidad  deducida: 

Besnltando  que  emplazado  también  en  la  demanda  el  Ministerio  fiscal, 
pidió  se  recibieran  los  autos  á  prueba  para  emitir  dictamen  con  vista  de 
•ellos;  y  recibidos  á  tal  trámite,  se  adicionó  por  Bevenga  y  Compañía  á 
aquélla  el  hecho  de  haber  recaído  en  la  causa  contra  D.  Jaan  Jordi  y  Don 
Luis  Anglés  la  sentencia  de  que  se  ha  hecho  antes  indicación,  varios  de 
ios  fundamentos  de  la  cual  se  transcriben  en  el  escrito  ampliando  la  de- 
manda, del  que  se  confirió  traslado,  y  evacuándolo  D.  Silvestre  Pajós,  adi- 
cionó por  BU  parte  el  hecho  de  que,  si  bien  era  cierto  haber  recaído  diciía 
sentencia,  también  lo  era  que  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  aquel 
territorio  había  pronunciado,  en  pleito  promovido  por  el  D.  Luis  Anglés, 
la  confirmatoria  de  la  del  Juzgado  que  se  transcribe  en  el  mismo  escrito, 
4  igualmente  queda  indicado  más  arriba: 

Besnltando  que  en  el  enunciado  trámite  de  prueba  las  practicaron  Be- 
renga y  Compañía  y  Pajós,  de  posiciones,  testigos  y  documentos,  forman- 
«do  parte  de  éstos  certificaciones  expedidas  por  el  Secretario  de  la  Socie- 
dad Barcelonesa  de  Amigos  del  País,  relativas  al  premio  concedido  á  Pa- 
jós, según  las  cuales,  entre  los  ofrecidos,  eran  los  tercero  y  cuarto  respecti- 
Tamente  para  el  industrial  que,  durante  el  quinquenio  de  1881  á  86,  hu- 
biese introducido  y  planteado  alguna  nueva  industria  en  España,  y  para 
la  persona  que  presentara  un  trabajo  ó  adelanto  científico  ó  industrial  de 
notable  mérito;  á  uno  de  cuyos  dos  premios  optó  Pujos,  por  haber  plan- 
teado en  España  la  confección,  por  medio  de  máquinas,  de  trenzas  para 
alpargatas,  ntilisando  el  filamento  del  yute,  cuando  antes  se  hacía  á  mana 
y  eon  cáñamo;  concediéndosele,  previo  dictamen  de  una  Comisión,  apro- 
bado primero  por  la  Junta  de  Gobierno  y  luego  por  la  Corporación  ea 
pleno,  diploma  de  honor  y  permiso  de  usar  el  escudo  de  la  Sociedad  por 
^  adelanto  industrial;  premio  que  recibió  el  interesado  de  manos  de  8.  M. 
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la  Btjina  Regente  en  sesión  «olemne  celebrada  el  18  de  Mayo  de  1888,  liir 
qne  al  concederse  á  Pojós  aqnél  se  hiciera  menoión  de  haberle  otorgado 
el  Gobierno  patente  por  tal  invento,  viniendo  también  á  los  autos  certí- 
ficaciones  ó  testimonios  de  partícalarea  de  los  otros  jnicioa  civiles  y  cri- 
minaJee  orí gi nados  por  la  misma  patente,  haciéndose  constar  en  una  de 
aquéllas  hallarse  pendiente  recorso  de  casación  respecto  á  la  sentencia  so- 
bre la  demanda  de  nulidad  entablada  por  Anglés;  y  asimismo  se  practicó 
ptraeba  pericial,  prestando  tres  Ingenieros  industriales,  designados  por 
medio  de  insaculación,  declaración  en  que  contestaron  á  extremos  formu- 
lados por  las  respectivas  representaciones  de  Revenga  y  Compafifa  y  Pu- 
jos, expresando,  al  absolver  uno  de  ellos,  que  como  no  les  constaba  ofidat 
ni  oficiosamente  se  fabricara  con  anterioridad  al  mes  de  Noviembre  de 
1864  en  aquella  región,  ni  fuera  de  ella,  trenza  plana  obtenida  mecánica- 
mente con  destino  á  la  elaboración  de  suela  de  alpargata,  é  igual  á  la  que' 
venia  fabricando  dicho  Pujos,  creían  en  su  deber  afirmar  fué  el  inventor 
de  la  mencionada  trenza,  y  por  tal  se  le  tenía  en  los  centros  fabriles  y  pro- 
ieaionales,  pudieodo  tan  sólo  negarlo  cuando  se  probase  la  identidad  en- 
tre dicha  trenza  y  las  fabricadas  antes  del  citado  mes  de  Noviembre  do 
1884  y  quedara  plenamente  demostrado  la  fecha  de  elaboración  de  las  . 
trenzas  que  se  comparasen: 

Resultando  que  continuados  los  autos  por  los  demás  trámites,  el  Jos- 
gado,  en  su  sentencia,  declaró  la  nulidad  de  la  patente  de  invención  y  del 
certificado  de  adición  á  la  misma,  según  lo  pretendido  en  la  demanda; 
mandando  que  tan  luego  como  fuera  ejecutorio  aquel  fallo  se  comaniease 
«1  Conservatorio  de  Artes'  para  que  se  6>mara  nota  de  él  á  los  efectos  del 
art.  68  de  la  ley  de  80  de  Julio  de  1878,  sin  hacer  especial  condena  de  cos- 
tes; é  interpuesta  apelación  por  parte  de  Pujos,  se  sustanció  la  segunda 
instancia,  en  la  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  se  confirmase  el  fallo  apela- 
do, y  el  apelante  presentó  certificación  de  la  sentencia  de  este  Tribunal 
Supremo,  en  el  recurso  relativo  al  pleito  por  la  demanda  también  contra 
Pujos,  de  Revenga  y  Compañía,  sobre  indemnización  de  perjuicios  de  que 
ya  se  ha  hecho  referencia,  pronunciando  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Barcelona  la  de  19  de  Octubre  de  1892,  en  que  se  confirma 
la  antes  dicha  del  Juzgado: 

Resultando  queD.  Silvestre  Pujos  ha  interpuesto  con  depósito  de  1.000 
pesetas  recurso  de  casación,  como  comprendido  en  los  números  1.^  y  7.^ 
del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  varios  motivos,  estando 
admitido  respecto  á  los  dos  siguientes: 

Primero.  La  infracción~2.o  del  recurso— de  la  ley  18,  tít.  14,  Par- 
tida S.*,  que  declara  existen  contiendas  ó  pleitos  entre  los  hombres,  que 
son  de  tal  naturaleza,  que  no  se  pueden  resolver  por  prueba  de  testigos, 
de  carta  ó  de  sospecha,  siendo  indispensable  que  el  juzgador  vea  primera- 
mente la  cosa  sobre  que  es  la  contienda  ó  el  pleito;  bajo  el  concepto  de 
contener  error  de  derecho  la  sentencia  recurrida  al  apreciar  la  prueba,  en 
cuanto  admite  como  probado  que  el  producto  industrial  de  que  se  trata 
no  era  nuevo,  y  sí  conocido  en  el  mismo  modo  y  forma  antes  de  la  pa- 
tente, cuyo  error  nace  de  que  el  juzgador  no  ha  visto  el  producto  que  su- 
pone existía  ya  en  la  misma  forma  y  modo  antes  de  la  patente,  como  era 
necesario  lo  viese,  según  la  citada  ley,  cual  era  fácil  realizarlo,  para  esta- 
blecer la  mencionada  afirmación  que  de  consiguiente  no  pudo  sentar,  ni,. 
por  tanto,  declarar  la  nulidad  de  dicha  patente,  mucho  más  si  se  observa 
no  haberse  presentado  cuenta,  libro,  factura  ni  pedido  que  indique  la 
sxistencia  de  tal  producto  antes  de  la  enunciada  patente  de  Pujos,  facili- 
simo  de  presentar  en  el  supuesto  de  haber  existido; 
Y  segundo.    Error  de  hecho— 8.o  del  recurso  admitido  en  parte— en  Is 
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;aprecUción  de  las  pniebu  que  resalta  de  doeamentos  anténtieos  qae  de- 
maestran  la  equivocación  evidente  del  juzgador;  paes  la  cuestión  de  autos 
versa  sobre  la  existencia  de  un  hecho,  esto  es,  si  al  concederse  á  D.  &iN 
vestre  Pujos  la  patente  de  invención  de  20  de  Noviembre  de  1884,  ék  pro- 
ducto  sobre  que  recae  era  nuevo,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  si  era  ó  no  conoci- 
do, ó  se  hallaba  ó  no  establecido  ó  puesto  en  práctica  en  Espafia  ó  en  et 
extranjero,  en  el  mismo  modo  y  forma  que  lo  describió  aquél  en  sa  soe- 
moría,  apreciando  la  sentencia  recurrida  que  no  era  nuevo;  apreciación 
«rrónea,  según  resulta,  no  sólo  del  hecho  de  haberse  sostenido  la  patenta 
desde  el  afio  1884,  á  pesar  de  ser  combatida,  sino  también  de  las  senten- 
cias firmes  traídas  al»  pleito,  que  declaran  la  validez  de  la  propia  patente» 
por  ser  nuevo  el  producto,  y  desestiman  la  nulidad  pretendida  por  otro» 
contrincantes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Mateo  de  Alcocen 
Considerando  que  no  son  de  estimar  ninguno  de  los  dos  únicos  moti- 
vos del  recurso  interpuesto  por  la  representación  legal  de  D.  Silvestre  Pu- 
jos y  Ramos,  porque  en  la  sentencia  reclamada  al  apreciar  la  prueba  no  se 
comete  error  de  hecho  que  resulte  de  documentos  auténticos  que  no  estén 
en  abierta  contradicción  con  otros  de  igual  origen  y  que  demuestre  un» 
evidente  equivocación,  y  porque  ofreciendo  este  pleito,  sdemás  de  los  in- 
dicados documentos,  declaraciones  periciales  y  testificales,  el  Tribunal  a 
quOy  del  conjunto  de  todas  estas  pruebas,  con  racional  criterio,  ha  formada 
e!  juicio  en  que  ha  basado  su  fallo,  declarando  que  no  era  nueva  en  Espalla 
ni  en  el  extranjero  la  industria  oor  la  que  se  concedió  á  dicho  Pujos  U  pa- 
tente de  invención  cuya  nulidad  se  pide;  y  al  acordar  ésta,  no  se  infringre, 
como  sin  razón  se  sostiene,  la  ley  18,  tít.  14,  Partida  8>,  porque  si  no  s» 
halla  derogada,  no  es  el  caso  actual  de  aquellos  que  cita,  en  que  por  so  Ín- 
dole y  naturaleza  exige  precisa  y  necesariamente  para  una  decisión  acer- 
tada el  reconocimiento  judicial; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Silvestre  Pujos  y  fiamos,  á  quien  condena 
mos  al  pago  de  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  constituido,  á  cayo 
importe  se  dará  la  aplicación  que  previene  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia 
de  Barcelona  la  certificación  correspondiente,  acompañada  del  apunta- 
miento que  remitió.— (Sentencia  publicada  el  9  de  Diciembre  de  1893,  é 
inserta  en  la  Oaceia  de  19  de  Enero  de  1894.) 
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Rbcubso  ds  oasaoiók  (11  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de  lo  civil. — 
Drfensa  por  pobre,— ^o  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  Doña 
Agustina  Alvares  en  autos  sobre  declaración  de  pobreza  para  Utigar  en 
el  abintestato  de  D.  José  Alvares  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  conforme  al  núm,  6.o  del  art  1729,  en  relación  con  la  reala  i.*  del 
art,  1728,  ambos  de  la  Uy  de  Enjuiciamiento  civü,  no  mm  admiitble»  Um  rt^ 
mrMoa  de  oasadán  por  i^raceián  de  ley  cuando  se  alegue  como  infrwffida 
mna  que  contenga  varias  disposicianes  y  no  se  cite  concretamente  laqueses$§- 
jponga  infringida, 

Besultando  que  denegado  á  Dofia  Agustina  Alvares  Grande,  po|[  sen- 
tencia confirmatoria  que  en  Id  de  Junio  del  corriente  afio  dictó  la  Bala 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  el  beneficio  de  liti- 
gar como  pobre  en  el  juicio  de  abintestato  de  D.  José  Alvares  Santiago^ 
ba  interpuesto  recurso  de  casación,  fundado  en  haberse  infringido  1a  Uj 
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de  Eojaiciamiento  civil,  en  sai  ártica  los  18  7  16,  relativos  á  Ift  defe 
por  pobre,  en  el  concepto  de  qne  asa  jnicio  la  cantidad  aefialada  como 
aUmentofl  no  debe  computarse  como  renta,  á  los  efectos  de  dichos  *r- 
ticnlos. 

Viato,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Mateo  de  Alcocer. 

Considerando  qae  conforme  al  núm.  6.0  del  art  1729,  en  relación  con 
la  regla  1/  del  art.  1728  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  los  recurvo» 
por  infracción  de  ley  no  serán  admitidos  cuando  se  alegue  como  infringi- 
da una  ley  que  contenga  varias  disposiciones,  y  no  se  cite  concretamento 
la  que  se  suponga  infringida:  » 

Considerando  que  •de  este  defecto  adolece  el  recurso  deducido  por 
I>ofia  Agustina  Alvares  Grande»  haciéndole  inadmisible,  ya  que  se  funda- 
ba en  la  supuesta  infracción  del  art.  16  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil, 
que  contiene  cinco  disposiciones  distintas,  y  no  se  cita  concretamente  I* 
que  se  supone  infringida; 

No  ha  lagar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  do 
ley  interpuesto  por  Dofia  Agustina  Alvares  y  Grande  contra  la  seoteneii^ 
que  en  12  de  Junio  del  corriente  año  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  do 
hi  Audiencia  de  esta  corte;  se  condena  á  la  recurrente  en  las  costas,  j  lí- 
brese á  dicha  Audiencia  la  certificación  correspondiente,  con  devolueióxi 
del  apuntamiento  remitido,  publicándose  este  auto  en  la  forma  prevenida 
por  Ja  ley.— (Auto  fecha  11  de  Diciembre  de  1898,  é  inserto  en  la  Qaeetm 
de  19  de  Enero  de  1894.) 
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Bbcubso  db  casación  bn  asunto  de  Ultbamab  (U  de  Diciembr^ie 
1898).— Sala  de  lo  cWú.— Nulidad  de  un  te$tamento,^^o  ha  lugar  al  inter- 
puesto por  Dofia  Francisca  Cairo  en  autos  con  Dofia  Olalla  Cacho  Negrete 
(Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Que  la  legislación  ultramarina  no  ha  autorizado  ni  autoriza  para  rtpU' 
tar  ciudadano  español  á  ningún  extranjero  por  el  mero  hecho  de  que  se  haya 
puesto  en  condiciones  de  obtener  carta  de  naturaleza,  sino  que  ha  requerido  la 
realización  de  algún  acto  más  ó  menos  solemne  expresivo  de  su  manifiesta  vo- 
luntad, cual  U)  demuestra  la  Real  cédula  de  1817,  especialmente  en  su  primera 
adición,  á  cuyos  preceptos  se  han  referido  reiteradamente  disposiciones  post^ 
riorés,  no  hallándose  derogada  por  la  ley  de  Extranjería  de  Julio  de  1870, 
ni  por  la  ley  del  Registro  civil,  ni  por  el  Códiao  civil,  que  exigen  también  adim 
determinados  y  expresivos  de  la  voluntad  del  extranjero  de  cambiar  de  nah^ 
raleza: 

Oue  las  leyes  que  rigen  en  la  Península,  así  como  las  doctrinas  referente» 
á  las  mismas,  sólo  pueden  ser  aplicables  en  Ultramar  cuando  en  su  legiBUh 
ción  no  exista  disposición  especial  que  resuelva  la  cuestión  litigiosa: 

Que  por  el  hecho  de  figurar  en  las  listas  de  electores  y  elegibles  en  álgúm 
punto  de  Ultramar^  un  extranjero  no  pierde  su  cualidad  de  tal,  porque  esta 
circunstancia  no  implica  el  consenti$niento  del  interesado  para  perder  dicha 
condición,  ni  la  ley  autoriza  en  UUtramar  ese  modo  de  ganar  la  eiudadania^ 

£|i  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  11  de  Diciembre  de  1893,  en  loa  autos 
de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  segaidos  en  el  Juagado  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Centro  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
AÍñ  la  Habana,  entre  partes,  de  la  una  Dofia  Francisca  Cairo  y  Ascua,  ve- 
cina de  dicha  ciudad  de  la  Habana,  dedicada  á  las  ocupaciones  domósti- 
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cfts,  como  madre  del  menor  D.  Nicolás  Serapío  Gómez  Cairo,  y  de  otra 
Pofia  Olalla  Cacho  Negrete,  de  la  miaína  vecindad,  también  dedicada  á  las 
ocupaciones  domésticas,  en  concepto  de  viada  y  albacea  de  D.  Nicolás  Jobo 
€tómez  y  Seguí,  sobre  nulidad  del  testamento  otorgado  por  este  último  'en 
14  de  Diciembre  de  1889  y  entrega  de  legitima;  aatos  pendientes  ante  Kos 
á  virtad  de  recurso  de  casación  qae  ha  interpuesto  el  Procurador  D.  Ilde- 
deíonso  Gutierres  Illana,  á  nombre  de  la  Dofia  Francisca  Cairo,  siendo  su 
Abogado  defensor  el  Licenciado  D.  Enrique  Horstmann;  y  hallándose  re- 
presentada y  defendida  á  sa  vez  Dofia  Olalla  Cacho  por  los  igualmente 
Procurador  y  Letrado  D.  Celestino  Armifián  y  D.  Rafael  María  de  Labra: 

Resultando  qne  en  6  de  Diciembr^  del  afio  1807  nació  en  San  Agustín 
de  la  Florida,  correspondiente  entonces  al  territorio  de  España,  D.  Nicolás 
José  Gómez  y  Següi,  quien  después  de  cedidas  las  Floridas  á  los  Estados 
Unidos,  hizo  en  la  mencionada  ciudad  da  San  Agustín,  Florida  Oriental, 
el  29  de  Mayo  de  ISaO,  ante  nn  Juez  del  Tribunal  Superior  de  los  mismos, 
declaración  de  ciudadanía,  expresando  tener  veintidós  afios  de  edad,  poco 
más  ó  menos,  y  sin  otras  circunstancias,  y  juró  solemnemente  era  ciuda- 
dano de  los  Estados  Unidos  de  América,  con  residencia  en  dicha  Florida 
Oriental  desde  su  traspaso  á  aquellos  Estados;  en  virtud  de  lo  cual  el  Juez 
le  declaró  tal  ciudadano  de  los  mismos,  con  todos  los  derechos,  privile- 
gios é  inmunidades  correspondientes: 

Resultando  que  D.  Nicolás  José  Gómez  contrajo  matrimonio  en  la  Ha- 
l>ana  con  Dofia  Olalla  Cacho  Negrete  el  12  de  Febrero  de  1841,  habiéndose 
instruido  previamente  á  instancia  de  aquél  en  el  Tribunal  eclesiástico  de 
la  misma  ciudad  las  oportunas  diligencias,  en  las  cuales  y  solicitud  en  que 
las  promovió,  expuso  ser  natural  de  San  Agustín  de  las  Floridas,  yecino 
de  la  enunciada  ciudad  de  la  Habana,  en  la  que  manifestó  luego,  al  pres- 
tar declaración,  se  hallaba  hacía  diez  ú  once  afios;  siendo  hijos  de  dichos 
P.  Nicolás  y  Dofia  Olalla,  D.  Antonio,  Dofia  Adelaida,  Dofia  Blanca  y  Don 
l^icolás  Venancio,  primogénito  el  últimamente  mencionado,  que  á  su  ves 
contrajo  matrimonio  el  13  de  Enero  de  1881  con  la  hoy  demandante  Dofia 
francisca  Cairo,  de  la  cual  hubo  un  hijo,  nacido  el  14.  de  Noviembre  de 
1883  y  bautizado  con  los  nombres  de  Nicolás  Serapio;  falleciendo  el  Dob 
lí  ico  las  Venancio  en  19  de  Mayo  de  1885  sin  dejar  más  descendencia: 

Resultando  que  los  expresados  cónyuges  D.  Nicolás  José  Gómez  y 
Dofia  Olalla  Cacho  Negrete  otorgaron  en  la  Habana  el  16  de  Mayo  de  188& 
ante  el  Notario  D.  José  Salustiano  Barrera  testamento  mancomunado,  en 
el  que  se  consignó  era  natural  el  primero  de  San  Agustín  de  la  Florida, 
Estados  Unidos  de  la  América;  ambos  propietarios,  de  aquella  vecindad, 
en  la  Calzada  del  Cerro,  núm.  617,  y  que  presentaron  sus  cédulas  persona- 
les, expedidas  por  la  Alcaldía  del  barrio  de  Villanueva,  en  30  de  Julio  de 
1886— así  dice— dando  fe  el  enunciado  Notario  del  conocimiento,  posi- 
ción social  y  vecindad  de  los  otorgantes;  pero  el  D.  Nicolás  José  Gómez 
volvió  á  formalizar  testamento,  también  en  la  Habana,  el  14  de  Diciembre 
de  1889,  ante  el  igualmente  Notario  D.  Miguel  Nufio  y  Santa  María,  ex- 
presando ser  natural  de  Saint-Agustín,  Condado  de  Faint  Foliu,  Estado 
de  Florida,  en  los  Estados  Unidos  de  América  del  Norte;  de  ochenta  y 
dos  afios  de  edad,  casado,  propietario  y  vecino  de  la  Calzada  del  Cerro, 
núm.  517,  con  cédula  personal,  expedida  en  19  de  Marzo  próximo  ante- 
rior por  el  Alcalde  del  barrio  de  Villanueva,  en  la  que  se  hacía  constar  ser 
el  v*om  pareciente  ciudadano  americano,  como  así  lo  declaró  también  en  la 
cláusula  1.a  del  mismo  testamento,  que  procedía  á  otorgar  como  tal  ciuda- 
dano de  los  Estados  Unidos  de  la  América  del  Norte,  con  arreglo  á  las  fa- 
cultades y  derechos  que  le  otorgaba  el  art  10  del  Código  civil  espsfiol,  en 
oso  de  cuyas  facultades,  en  lo  referente  al  orden  de  saceder— clánsola 
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e>— cnaniía  de  derechoa  necesarios  y  validez  intrínseca  de  sos  disporieio- 
nes  para  regalarse  por  la  ley  nacional  del  otorgante,  conforme  al  art  S0€^ 
Sección  primera  de  las  de  la  Florida  y  á  las  generales  de  los  Estados  Uni* 
dos,  institQÍa  y  nombraba  herederos  á  sns  tres  hijos,  nieto  y  consorte  Dos 
Antonio  del  Pilar,  Doña  Adelaida  Modesta  y  Doña  Blanca  Jnana  Pasenafa 
Gomes  y  Gacho  Negrete,  D.  Nicolás  Serapio  Gómez  y  Cairo  y  Dofia  Oliúim 
Joaquina  Cacho  Negrete  y  A  y  ala,  en  la  cantidad  de  100  pesos  cada  nno 
de  los  cnatro  primeramente  expresados,  y  á  la  últimamente  dicha  en  %i 
resto  de  todos  los  bienes,  derechos  y  acciones  del  testador,  qae  sólo  á  ella 
deseaba  fuesen  transmitidos,  recompensándola  de  este  modo  por  ans  a£a» 
nes,  desvelos,  solicitud  y  carifio;  nombró  albacea,  con  relevación  de  fianca« 
á  la  misma  Dofia  Olalla  Cacho  Negrete,  su  esposa,  y  revocó  las  diaposido- 
nes  testamentarias  que  con  anterioridad  hubiese  otorgado:  ' 

Resaltando  qae  bajo  el  testamento  de  que  se  acaba  de  hacer  mérito 
falleció',  en  la  con  repetición  citada  ciudad  de  la  Habana,  el  otorgante 
del  mismo  D.  Nicolás  José  Gómez,  en  27  de  Diciembre  de  1890,  y  á  oon- 
secuencia  de  ello  promovió  Doña  Francisca  Cairo,  como  representante  de 
«u  hilo  D.  Nicolás  Serapio,  diligencias  preparatorias  de  juicio  declarativo 
de  mejor  cuantía,  formulando  posteriormente  en  el  Juzgado  de  prímers 
instancia  del  distrito  del  Centro  demanda  de  22  de  Abril  de  189 >,  á  la  qne 
acompafió  dichas  diligencias,  de  las  que  formaban  parte,  á  más  de  otroe 
documentos,  cuyos  méritos  ya  se  han  referido  en  lo  conducente,  nna 
certificación  del  Secretario  del  Gobierno  civil  de  la  Habana,  relativa  4  no 
aparecer  de  los  antecedentes  que  existían  en  aquel  Gobierno,  inscrito 
como  extranjero  D.  Nicolás  Josa  Gómez;  otra  expedida  por  el  Secretexio 
del  Gobierno  general,  expresando  que  examinado  el  libro  de  extranjerne 
no  aparecía  inscrito  como  tal  dicho  D.  Nicolás  José  Gómez;  pero  pedido 
informe  al  Cónsul  general  de  los  Estados  Unidos  de  América,  manitetaba 
estarlo  aquél  en  el  Registro  del  Consulado,  con  el  núm.  1072  «e  el 
afio  1874,  como  natural  de  los  expresados  Estados  Unidos,  domiciliado  en 
la  Calzada  del  Cerro,  núm.  617,  y  que  en  aquella  oficina  obraba  ardii- 
vado  un  «pasaporte,  de  que  luego  se  hará  más  detallada  mención;  oirá  del 
Secretario  del  Ayuntamiento,  según  la  cual  examinados  los  censos  electo- 
rales para  Concejales  y  Diputados  provinciales,  desde  1878  hasta  18M, 
venía  figurando  como  elector  y  elegible  D.  Nicolás  José  Gómez,  en  el  ba- 
rrio de  Villanueva,  con  residencia  en  la  Calzada  del  Cerro,  núm.  617»  en 
eoncepto  de  contribuyente  por  territorial;  otra  librada  por  el  Jefe  del 
Archivo  general,  en  la  que  se  transcribe  una  Real  orden  remitiendo  varios 
títulos,  uno  de  ellos  á  favor  de  D.  Nicolás  José  Gómez,  de  Cónsul  coarto 
sustituto  del  Tribunal  de  Comercio  de  la  Habana,  y  otra  de  la  Inspección 
de  buques  del  puerto  de  la  Habana,  de  que  aparece  que  desde  1869  hasta 
el  76  sólo  se  halló  que  en  12  de  Octubre  de  este  último  afio  salió  pera 
New  Orleans  D.  Nicolás  J.  Gómez,  natural  de  los.  Estados  Unidos,  cons- 
tando sa  regreso  el  20  de  Noviembre  del  mismo  afio,  formando  también 
parte  de  tales  documentos  un  acta  notarial,  por  la  que  se  acredita,  eon 
referencia  á  las  Guías  de  Forasteros  de  la  isla  de  Cuba,  existentee  en  la 
Biblioteca  de  la  Sociedad  Económica,  aparecer  D.  Nicolás  José  Gomes  en 
la  del  afio  1864  como  sustituto  tercero  del  Tribunal  de  Comercio,  y  en 
las  de  1865,  68  y  63,  respectivamente,  como  Cónsul  sastitoto  primero, 
cnarto  y  segundo  del  propio  Tribunal: 

Resultando  que  en  la  citada  demanda  de  autos,  deducida  por  Dofia 
Francisca  Cairo  contra  Dofia  Olalla  Cacho  Negrete,  viuda  de  Gómez,  en 
su  calidad  de  albacea  del  que  fué  su  marido,  se  suplicó  que,  de  no  alia* 
narse  á  ello  espontáneamente  la  demandada,  se  declarara  no  podo  Don 
Nicolás  J.  Gómez,  en  su  condición  de  espafiol,  testar  con  arreglo  á  la 
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excepción  del  art  10  del  Código  dyil,  y  en  bvl  consecnenciá  nulo  el 
mentó  otorgado  por  aqaól  en  14  de  Diciembre  de  1889,  dieponiéndose 
qne  no  sólo  ha  de  ser  reintegrado  el  hijo  de  la  actora  en  la  totalidad  de  aii 
legítíma,  sino  que  han  de  abonársele  también  los  productos  de  ésta,  per- 
cibidos por  la  albacea  desde  el  fallecimiento  de  su  consorte,  y  los  réditos 
de  estos  productos,  con  las  costas;  para  lo  caal  sostavo  qae  en  el  testa- 
mento cnya  nnlidad  se  pedía  se  snpaso  Gómez  ciadadano  americano,  sin 
embargo  de  ser  subdito  espafiol,  por  el  nacimiento,  por  la  vecindad  y  por 
haber  desempefiado  distintas  veces  cargos  públicos  de  Beal  nombra- 
miento, como  lo  eran  los  de  Consol  del  extinguido  Tribunal  de  Comerlo 
en  los  afios  de  1864,  66,  68  y  69,  después  de  lo  qne  en  1874  se  inscribió  en 
el  Consulado,  suponiendo  hallarse  simplemente  domiciliado  en  la  Habana, 
con  ocultación  de  la  fecha  en  que  por  primera  veái  fué  á  la  isla,  cuando 
realmente  era  vecino  de  dicha  ciudad,  según  sus  propias  manifestaciones 
en  documentos  públicos,  entre  éstos  la  instancia  promoviendo  el  expe- 
diente de  soltería  en  1841  y  el  testamento  del  89,  del  propio  modo  qne  los 
qne  anteriormente  había  otorgado,  figurando  en  las  listas  electorales  bajo 
los  conceptos  de  contribuyente  y  vecino,  sin  hallarse  inscrito  como 
extranjero  en  el  Registro  del  Gobierno  superior  civil  de  la  provincia,  é 
invocó  los  artículos  l.o  y  15  de  la  Constitución;  3.%  7.Q,  9.0  y  81  de  la  ley 
de  Extranjería;  17,  678  y  818  del  Código  civil;  1186  y  1189  del  de  Comer- 
cio; la  Real  orden  de  28  de  Diciembre  de  1861  y  las  sentencias  de  este 
Tribunal  Supremo  de  18  de  Mayo,  l.o  de  Agosto,  16  de  Noviembre  y  10 
y  14  de  Diciembre  de  1869  y  16  de  Julio  del  60,  aparte  de  otras  alegacio- 
nes y  citas  no  referentes  á  lo  que  es  materia  del  actual  recurfao: 

Resultando  que  Dofia. Olalla  Cacho  Negrete  contestói  la  demanda  pre- 
sentando también  diferentes  documentos,  y  entre  ellos,  á  más  de  una 
cédula  de  vecindad  expedida  por  el  Alcalde  del  barrio  de  Villanneva 
de  la  Habana  en  4  de  Enero  de  1890  á  favor  de.D.  Nicolás  J.  Gómez,  ciada- 
daño  americano,  natural  de  los  Estados  Unidos,  Estado  de  la  Florida» 
de  82  afios,  casado,  propietario  y  habitante  en  la  Calzada  del  Cerro,  nú- 
mero 617,  las  siguientes  certificaciones:  del  Secretario  del  Gobierno  dvU 
de  la  Habana,  consignando  que  en  el  Archivo  del  mismo  Gobierno  sólo 
apar^ía  una  cédula  de  vecindad  de  extranjeros,  expedida  en  18  de  Mano 
de  1876  con  el  núm.  1212  y  83  del  libro  de  Registros,  á  favor  de  Don 
Nicolás  J.  Gómez,  natural  de  los  Estados  Unidos,  domiciliado  en  la 
Habana,  calle  del  Cerro,  617;  del  mismo  Secretario,  referente  á  que  con 
fecha  6  de  Octubre  de  1876  y  núm.  88,  le  fué  expedido  á  D.  Nicolás  Jocé 
Gómez,  por  la  Secretaria  del  Gobierno  general,  pasaporte  para  los  Estados 
Unidos,  como  ciudadano  de  los  mismos;  del  Secretario  del  Ayuntamiento 
de  la  Habana,  en  que  se  inserta  un  informe  de  la  Contaduría  con  referen- 
cia á  los  dos  expedientes  instruidos  para  la  contribución  de  los  extranje- 
ros, en  los  qne  obraban  los  certificados  de  nacionalidad,  á  fin  de  formar 
los  padrones  del  22  y  medio  con  que  habían  de  contribuir,  encontrándose 
entre  ellos  uno  del  Consulado  general  de  los  Estados  Unidos,  fecha  80  de 
Junio  de  1877,  según,  el  que  D.  Nicolás  J.  Gómez,  poseedor  de  bienes  en 
aquella  isla,  era  ciudadano  de  dichos  Estados,  y  como  tal  se  hallaba  sa 
nombre  inscrito  en  el  Registro  del  Consulado  y  en  la  Secretaría  del  Go- 
bierno genera],  debiendo  gozar  de  los  mismos  derechos  y  consideraciones 
qne  los  demás  extranjeros  'respecto  á  las  contribuciones;  certificándoss 
además,  fué  incluido  el  D.  Nicolás  en  el  padrón  de  extranjeros  y  se  le 
expidieron  los  recibos  referentes  á*  sus  propiedades  por  el  22  por  100  es 
lugar  del  80  que  correspondía  á  las  de  no  extranjeros;  del  mismo  Secre- 
tario, acreditando  que,  según  las  actas  de  su  razón,  D.  Nicolás  J.  Gomes 
no  aparece  tomara  parte  en  las  eleeciones  para  Concejales,  Diputados  Pro- 
TOMO  74  81 
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vincialea  y  Diputados  á  Cortes  desde  1879  hasta  1891;  del  Alcalde  de 
barrio  de  Villanneva,  expresando  se  expidió  al  referido  Gómez  cédala 
por  primera  vez  en  6  de  Junio  de  1881,  y  después  continuaron  expidién- 
dosele como  domiciliado  en  la  Calzada  del  Cerro,  617,  con  ei  carácter  de 
ciudadano  americano,  y  del  Secretario  de  la  Alcaldía  de  la  Habana,  en 
que  se  consigna  fué  nombrado  el  repetidamente  dicho  Gómez,  Alcalde 
del  barrio  de  Villanneva  para  el  bienio  de  1879  á  1881,  cargo  que  no  pudo 
aceptar  ni  desempeñar  por  ser  extranjero;  siendo  igualmente  acempafia- 
dos  al  escrito  de  contestación,  un  documento  expedido  por  la  Secretaría 
de  Estado  de  la  reiteradamente  mencionada  República  Norte  Americana, 
que  se  contrae  á  solicitud  presentada  por  D.  Nicolás  J.  Gómez  para  que  se 
le  expidiera  pasaporte  á  fin  de  trasladarse  á  la  isla  de  Cuba,  á  cuyo  efecto 
prestó  juramento  en  19  de  Octubre  de  1878— debe  ser  76— ratificado  por 
dos  testigos,  de  haber  nacido  en  la  ciudad  de  San  Agustín  de  la  Florida 
el  6  de  Diciembre  de  1807,  ser  ciudadano  natural  y  leal  de  los  Estados 
Unidos  y  estar  próximo  á  emprender  dicho  viaje,  é  igualmente  juró  fideli- 
dad y  sumisión  á  aquel  Gobierno  y  á  la  Constitución  de  la  precitada  Be- 
pública;  y  seis  recibos  de  contribución  del  22  y  medio  por  100  á  los  ex- 
tranjeros, expedidos  á  favor  del  Gómez,  correspondientes  á  los  afios  187T 
y  78,  por  fincas  urbanas,  así  como  también  se  unió  á  los  autos,  antes  de 
Stír  evacuado  el  traslado  de  la  demanda,  un  oficio  al  Jnzflrado  de  la  Secre- 
taría del  Gobierno  general,  transcribiendo,  de  orden  del  Gobernador,  otn> 
de  fecha  27  de  Junio  de  aquel  año  1891,  dirigido  al  expresado  Gobernador 
general  por  el  .Cónsul  de  los  Estados  Unidos  de  América,  manifestándole, 
como  ampliación  al  anterior  inserto  en  la  certificación  de  su  referencia  ya 
relacionada,  que  además  de  la  inscripción  en  aquella  enumerada  se  había 
encontrado  una  nota  de  otra  anterior,  hecha  el  19  de  Diciembre  de  1868,  y 
constaba  en  el  Registro  haberse  expedido  á  Gómez  por  la  Secretaría  del 
antedicho  Gobierno  general  cédula  de  extranjero  domiciliado  con  el  nú- 
mero 1617,  su  fecha  26  de  Febrero  de  1874;  y  que  al  regresar  el  propio 
Grómez  de  los  Estados  Unidos,  con  pasaporte  expedido  por  el  Secretario 
de  Eetado  de  aquella  nación,  núm.  151.421,  en  23  de  Octubre  de  1866,  se 
le  proveyó  de  nueva  cédula  por  el  repetido  Gobierno  general,  con  el  nú- 
mero 6442,  en  29  de  Noviembre  asimismo  de  1876: 

Resultando  que  en  su  escrito  de  contestación  suplicó  Doña  Olalla  Ca- 
cho se  desestimase  la  demanda  é  hicieran  los  signientefi  pronunciamJen- 
tos:  primero,  que  demostrado  no  era  D.  Nicolás  J.  Gómez  subdito  español » 
se  declarase  el  Juzgado  incompetente  para  conocer  y  fallar  sobre  la  sa- 
puesta  pérdida  de  tal  ciudadanía,  por  carecer  de  jurisdicción  sobre  ella; 
segundo,  declarar  válida,  subsistente  y  eficaz  la  última  voluntad  del  Don 
Nicolás,  consignada  en  el  testamento  que  otorgó  como  ciudadano  ameri- 
cano, con  arreglo  á  las  leyes  de  sus  país  y  al  párrafo  segundo  del  art  10^ 
del  Código  civil  español,  por  ser  improcedentes  las  causas  de  nulidad  en 
que  fundaba  la  actora  su  demanda;  y  tercero,  imponer  las  costas  á  Dofia 
Francisca  Cairo;  á  cuyos  efectos,  refiriendo  cuanto  aparecía  en  los  doca- 
mentos  que  acompañaba,  ya  indicados,  opuso  Doña  Olalla  Cacho  á  la  pre- 
citada demanda,  que  estipulada  en  el  art.  6.o  del  tratado  de  22  de  Febrero 
de  1819,  en  el  cual  España  cedió  la  Florida  á  los  Estados  Unidos,  la  incor- 
poración á  los  mismos  de  los  habitantes  á  los  territorios  cedidos,  Gómez, 
sin  usar  de  la  facultad  otorgada  á  los  propios  habitantes  en  el  art  5.^  de 
aquel  tratado,  optó  por  la  nacional ic^ad  americana,  demostrándolo  así, 
no  sólo  su  posterior  permanencia  en  la  Florida  por  espacio  de  más  de 
once  afios,  sino  también  la  declaración  que,  llegado  á  la  mayor  edad, 
consignó  sobre  el  particular;  y  aunque  luego  se  trasladó  á  la  Habana,  de- 
dicándose al  comercio,  cuyo  ejercicio  se  permitía  á  los  extranjeros  por  el 
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srt.  19  del  Código  de  1829^  no  renunció  en  nacionalidad;  y  ti  en  alganot 
alloa  deeempefió  el  cargo  dé  Cónaul  aastituto  del  Tribunal  de  Comercio, 
fué  por  obligar  á  ello  á  loa  comerciantes  el  art  1194  del  nüsmo  Código,  qtíe 
no  comprendía  entre  las  exeuaaa  que  autorizaba  la  de  ser  extranjero;  y  si 
bien  el  art.  1186  del  propio  Código  probibía  á  éatoa  el  desempeño  de  tal 
cargo,  no  determinaba  adquiriera  el  que  lo  ejerciese  la  nacionalidad  espa- 
fiola;  que  igualmente  comprobaba  conservó  D.  Nicolás  José  Gómez  la  ciu- 
dadanía de  los  Estados  Unidos  el  que  no  cumplió  ninguno  de  los  requisi- 
tos exigidos  para  obtener  la  naturalización  espafiola  en  la  Real  Cédula  de 
colonización  de  1817  y  en  las  leyes  de  la  Kovisima,  y  obtuvo  cédulas  oue 
acreditaban  bailarse  inscrito  en  el  Registro  correspondiente,  y  pasaportes 
como  tal  extranjero;  en  cuyo  concepto  se  le  calificó  para  el  pago  de  la  con- 
tribución, sin  que  al  promover  el  expediente  de  soltería  hiciese  más  que 
cumplir  con  el  deber  impuesto  á  los  extranjeros  por  el  Real  decreto  de  28 
de  Febrero  de  1828,  usando  del  título  de  vecino  de  la  Habana  como  sinó- 
nimo de  domiciliado,  según  se  empleaba  basta  en  los  mismos  preceptos  le- 
gales, para  designar  su  residencia;  que  en  nada  podía  afectarle  el  habér- 
sele incluido  en  las  listas  electorales,  hecho  independiente  de  su  voluntad, 
constando  no  tomó  parte  en  ninguna  elección,  y  se  excusó  por  no  ser  es- 
pafiol  del  desempeño  del  cargo  de  Alcalde  del  barrio  de  Villanueva;  que 
con  arreglo  al  art.  2.*  de  la  ley  de  Extranjería,  para  ser  tenido  un  extran- 
jero como  español  es  necesario  esté  naturalizado  ó  haya  ganado  vecindad; 
disponiendo  la  del  Registro  civil  que  ha  de  inscribirse  la  opción  de  vecin- 
dad con  renuncia  en  el  acto  de  la  naóionalidad  antes  ostentada;  precep- 
tuando el  art.  79  del  Reglamento  de  la  misma  ley  no  producirá  efecto  la 
nataralización  ú  opción  de  vecindad  mientras  no  se  realice  aquella  inscrip- 
ción, cual  lo  preceptúan  igualmente  los  artículos  26  y  880  del  Código  ci- 
Til  y  base  9>  de  éste;  que  las  Constituciones  anteriores  á  la  vigente,  el 
Beal  decreto  sobre  extranjeros  de  1862,  la  ley  de  Extranjería  del  70,  la 
Constitución  del  76  y  el  Código  civil,  ó  no  se  promulgaron  en  la  isla  de 
Cuba,  ó  eran  posteriores  al  año  1868;  no  pudiendo,  por  tanto,  aplicarse  á 
hechos  acaecidos  ya  en  esta  última  fecba;  y  que  aun  suponiendo  pudiesen 
determinar  cambio  de  nacionalidad  los  hechos  anteriores  al  año  1876  ale- 
gados por  la  parte  actora,  quedaban  desvanecidos  ante  el  juramento  pres- 
tado el  mismo  año  por  D.  Nicolás  J.  Gómez  en  los  Estados  Unidos  para 
obtener  pasaporte,  documento  que  acredita  la  identidad  del  extranjero, 
según  el  art.  4.^  de  la  ley  de  Extranjería,  cuya  expedición  á  favor  de  Go- 
mes en  aqael  año  obliga  á  declaritr  que  éste,  al  otorgar  su  testamento,  era 
ciudadano  americano,  cualesquiera  que  fuesen  los  actos  realizados  por  él 
con  anterioridad: 

Resultando  que  renunciada  la  réplica,  se  abrió  el  período  de  prueba, 
•practicándola  ambas  partes  testifical  y  de  documentos,  viniendo  á  los  au- 
tos, entre  la  interesada  por  la  demandante:  un  informe  del  Cónsul  de  loe 
Estados  Unidos,  expresivo  de  no  requerirse  para  la  validez  de  la  inscrip- 
ción en  el  Registro  civil  de  aquella  oficina  que  se  hiciera  dos  veces;  pero 
bahía  sucedido  ausentarse  un  ciudadano,  y  al  volver,  inscribirle  nueva- 
meqte,  como  ocurrió  en  el  caso  de  D.  Nicolás  José  Gómez,  quien  se  hallaba 
inscrito  en  el  año  1874  con  el  núm.  1.027,  sin  existir  diferencia  entre  di- 
cha inscripción  y  la  nota  encontrada  últimamente,  que  aparecía  con  el  nú- 
mero 18;  que  la  inscripción  preventiva  comenzó  en  1869,  y  despaés,  con 
motivo  de  la  Real  orden  de  Julio  de  1 890,  empleó  la  formal  de  los  extranje- 
ros en  sus  respectivos  Consulados,  expidiéndoles  por  la  Secretaría  del  Go« 
bierno  general  una  cédula  de  vecindad  de  extranjero,  en  virtud  de  la  certifi- 
cación consular,  y  que  en  la  primera  inscripción  de  Gómez  había  la  siguien* 
te  nota  en  inglés:  cBajo  el  tratado  en  España  y  los  Estados  Unidos  á  la  oe< 
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■ion  de  la  Florida,  y  caaado,  con  doa  hijas  y  dos  Lijoi»;  on  tettimonio  re- 
lativo 4  varioa  particulares  de  las  diligencias  instruidas  á  virtad  de  cierta 
reclamación  sobre  que  se  excluyera  del  censo  electoral  á  D.  Nicolia  José  Gó< 
mez,  á  quien  se  citó  y  emplazó  en  aquéllas;  dos  oficios  de  la  Dirección  ge- 
neral de  Administración  civil,  expresando  que  en  el  libro  de  Extranjeros  del 
Registro  obrante  en  aquella  oficina,  y  los  números  1.017  y  6.46S  figuraban 
inscritos  respectivamente  Dofia  María  Dnrruty  y  Dofia  María  de  loe  An- 
geles Du  Defaln,  naturales  de  Francia;  y  que  examinados  los  expedientsa 
de  cartas  de  domicilio  de  los  afios  1824  á^86,  procedentes  del  Gobierno  so- 
perior  civil  y  la  documentación  de  extranjería,  no  existia  la  de  D.  Nicolás 
Qómes;  certificación  expedida  por  uno  de  los  Escribanos  de  Cámara  de  Je 
Audiencia  de  la  Habana,  en  que  se  insertan  virios  particulares  de  la  quie- 
bra de  D.  Serapio  Hernández,  segiín  los  cuales  en  26  de  Agosto  de  1888 
dictó  auto  el  Tribunal  de  Comercio,  firmado  por  el  tan  repetido  Gomes, 
denegando  el  desembargo  de  ciertos  bienes  y  mandando  eitar  por  edietoe 
al  quebrado,  bajo  apercibimiento  de  juzgarle  en  rebeldía,  caso  de  no  oom- 
parecencia;  el  mismo  Gómez  inscribió  un  oficio,  fecha  14  de  dicho  mes  y 
año,  dirigido  á  la  Comisión  militar  que  había  requerido  de  inhibición  á 
aquel  Tribunal,  denegando  la  inhibición,  así  como  también  suscribió  un 
informe  relativo  á  la  misma  quiebra,  y  otro  auto,  igualmente  de  14  de 
Agosto  de  1868,  en  que  se  ordenaba  la  prisión  del  Hernández;  y  con  rela- 
ción á  la  quiebra  de  D.  Manuel  Delgado,  qae  en  auto  de  9  de  Junio  de  188S 
se  nombró  Juez  Comisario  de  la  misma  al  Cónsul  sustituto  D.  Nicolás  J. 
Gómez,  y  testimonio  de  un  Notario,  con  vista  de  los  libros  donde  se  anota- 
ban las  inscripciones  de  extranjeros,  de  no  aparecer  en  ellas  como  tal  €4 
D.  Nicolás;  habiendo  examinado  especialmente  los  afios  1868  y  74,  hallen- 
do  qoe  el  mayor  número  de  inscripciones  era  de  asiáticos  domiclliadoe: 

Resultando  que  por  lo  que  hace  á  la  prueba  de  la  demandada  Cacho» 
entre  sus  diferentes  extremos,  se  hallan:  el  de  haber  contestado  Gómez  á 
un  interrogatorio  que  se  le  dirigió  por  el  Fiscal  general  de  los  Estados  Uni- 
dos, á  virtud  de  reclamación  de  aquél,  referente  á  daños  sufridos  por  loe 
corsarios  confederados,  ser  residente  en  la  Habana,  nacido  en  San  Agus- 
tín, Estado  de  la  Florida,  donde  yivió  hasta  Julio  de  1832,  que  no«  había 
sido  naturalizado  en  la  isla  de  Cuba  ni  en  ninguna  parte,  teniendo  dere 
cho  á  la  protección  de  los  predichos  Estados  Unidos,  por  mantenerles  ver- 
dadera fidelidad;  el  de  no  haberse  podido  cotejar  la  cédula  á  favor  de  Don 
Nicolás  J.  Gómez  de  13  de  Marzo  de  1876,  núm.  1.212,  ya  referida,  entre 
los  documentos  acompañados  á  la  demanda  con  el  talón  de  su  referencia, 
por  no  existir  el  talonario,  informandp  la  Secretaría  del  Gobierno  general 
parecer  aquélla  igual  á  las  despachadas  en  la  época  de  su  expedición,  y  la 
firma  y  sello,  éste  del  mismo  Gobierno,  y  la  primera  del  que  desempeñaba 
á  la  sazón  el  cargo  de  Secretario;  comunicando  además  la  Dirección  gene- 
ral de  Administración  al  Juzgado  de  primera  instancia  en  el  oficio  en  que 
participaba  tal  informe,  no  figurar  Gómez  en  los  libros  de  Extranjeros  del 
Begistro  civil  de  aquella  Dirección,  y  sí  al  folio  280  del  de  inscripciones, 
con  el  núm.  1.212,  H.  Lnly  en  26  de  Enero  de  1881;  el  de  unirse  á  los  autos 
un  pasaporte  en  idioma  inglés  con  su  traducción  al  castellano,  expedido 
con  el  núm.  61.421  en  Washington  el  23  de  Octubre  de  1876  por  el  Secre. 
tario  de  Estado,  qqe  visó  el  Cónsul  de  España  en  Cayo  Hueso  en  4  de 
Noviembre  del  mismo  año,  dándosele  entrada  por  la  Inspección  de  buques 
del  puerto  en  21  de  los  propios  mes  y  sño  á  favor  de  D.  N.  J.  Gomes, 
como  ciudadano  americano;  un  informe  de  la  ya  mencionada  Dirección 
general  de  Administración  civil,  expresando  no  figurar  el  D.  Nicolás  ins- 
srito  como  español  en  el  Registro  civil,  ni  aparecer  hubiese  promovide 
expediente  de  naturalización  ó  vecindad;  certificaciones  de  los  Jueceema- 
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nicipales  de  loa  diatritos  del  Pilar  y  Cerro,  legún  las  qne  Gómez  no  cons- 
taba inserito  en  los  respectivos  Registros  civiles  como  oiadadano,  por  ha- 
l>er8e  naturalizado  ó  hecho  opción  de  vecindad;  y  qne,  según  testimonio 
.  del  repetido  Notario,  él  tantas  veces  nombrado  Gómez  otorgó  el  afio  1380 
tres  escrituras  y  un  poder,  constando  en  todos  estos  documentos  compa- 
recio  con  cédula  de  extranjero,  núm.  6.468,  ju  fecha  2  de  Enero  de  aquel 
ttfio;  otorgando  en  el  83  tres  escrituras  más,  en  las  que  se  consignó  era  ciu- 
dadano americano;  asi  como  también  con^  por  otro  testimonio  que  en 
un  acto  de  conciliación  que  tuvo  lugar  en  el  mes  de  Enero  de  1881,  exhi- 
bió su  cédula  de  vecindad,  expedida  por  el  Gobierno  general  de  la  isla 
en  29  de  Noviembre  de  1876,  núm.  6.642,  y  refrendada  al  dorso  en  1881: 

Resultando  que  dentro  del  indicado  período  de  prueba  se  recibió  y 
nnió  á  los  autos  un  oficio  en  que,  como  ampliación  á  la  certificación  e:k- 
pedida  por  la  Secretaría  de  Gobierno  civil  -respecto  á  la  inscripción  de 
D.  Nicolás  José  Gómez  en  el  Registro  de  extranjeros,  manifestaba  el  GK>- 
bemador  civil  encontrarse  dicho  Gómez  inscrito  como  tal  extranjero,  do- 
miciliado en  el  libro  correspondiente  al  núm.  9^  con  fecha  18  de  Octubre 
de  1889,  acerca  de  cuya  comunicación,  de  que  se  dló  vista  á  las  partes, 
negó  la  actora  tuviese  fuerza  probatoria  alguna  por  no  haberse  expedido 
á  solicitud  de  ninguna  de  ellas,  ni  á  consecuencia  de  r^lamación  del  Jua- 
gado; y  corridos  los  traslados  de  conclusiones,  recayó  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  de  la  cual  apeló  la  demandante;  sustanciándose  el  recurso 
de  alzada,  al  que  se  adhirió  la  parte  contraria,  en  cuanto  no  había  sido  esti- 
mada su  excepción  de  incompetencia  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  en  la  que  ambos  litigantes  produjeron  nuevos  documen- 
tos; consistiendo  el  que  presentó  la  actora  en  una  certificación  del  Oficial 
segundo  Jefe  del  Archivo  general  de  la  isla,  expresiva  de  haberse  expe- 
dido pasaporte  á  D.  Nicolás  José  Gómez  y  familia,  con  el  carácter  de  ciu- 
dadano español,  para  dirigirse  á  Nueva  York  en  28  de  Mayo  de  1866;  y 
imo  de  los  de  la  demandada  en  cierta  relación  remitida  por  el  Vicecónsul 
de  los  Estados  Unidos  al  Gobierno  superior  político  de  la  isla  de  Cuba, 
en  la  que  se  expresan  I9S  ciudadanos  inscritos  en  aquel  Consulado- el  11 
de  Marzo  de  1869,  figurando  como  ano  de  ellos,  con  el  núm.  87,  D.  Nico- 
lás José  Gómez: 

Resaltando  que  la  enunciada  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana en  su  sentencia  de  11  de  Noviembre  de  1892  confirmó  la  apelada^ 
por  la  cual  el  Juzgado  falló:  primero,  que  debía  declarar  y  declaraba  sin 
lagar  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  alegada  por  la  demandada 
Dofia  Olalla  Cacho  Negrete;  y  segundo,  no  haber  logar  á  declarar  la  nuli- 
dad del  testamento  otorgado  por  D.  Nicolás  J.  Grómez  en  14  de  Diciembre 
de  1889;  y  en  su  consecuencia,  se  absolvía  á  la  Dofia  Olalla  Cacho  Negrete 
de  la  demanda  contra  la  misma  propuesta  por  Dofia  Francisca  Cairo,  con 
el  carácter  en  que  comparecía;  entendiéndose  de  cargo  de  cada  una  de  las 
partes  las  costas  causadas  á  su  instancia  y  las  comunes  por  mitad: 

Resultando  que  Dofia  Francisca  Cairo  y  Arena,  en  concepto  de  madre 
del  menor  D.  Nicolás  Serapio  Gómez  y  C&iro,  ha  interpuesto  recurso  de 
easación,  como  autorizado  por  el  núm.  l.<>  del  art.  1690  y  sus  concordantes 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  las  islas  de  Cuba  y  Poferto  Rico;  ale- 
gando infringir  la  sentencia  que  motiva  el  mismo,  en  cuanto  falla,  por  el 
segando  de  los  pronnndamientes  contenidos  en  so  parte  dispositiva,  no 
haber  logar  á  la  declaración  de  nulidad  del  testamento  otorgado  por  Don 
Nicolás  J.  Gómez  en  14  de  Diciembre  de  1889,  y  en  su  consecuencia,  ab- 
saelve  de  la  demanda  á  Dofia  Olalla  Cacho  Negrete: 

Primero.    La  ley  16,  tít  14  de  la  Partida  8.«  vigente  en  Cuba  hasta  que 
por  Real  decreto  de  80  de  Junio  de  1889  se  aplicó  á  dicha  isla  el  Código 
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civil,  7  con  TigOT,  por  tanto,  en  l.o  de  Enero  de  1885,— lecha  en  qoe  eo- 
menzó  i  regir  la  especial  de  Registro  civil  y  sn  Reglamento— según  la 
cnal  <el  tiempo  en  que  son  comenzadas  et  íedias  las  cosas,  debe  siempre 
ser  catado,  maguer  se  faga  demanda  en  jnicio  en  otro  tiempo  sobre  ellov»; 
la  doctrina  admitida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  8  de 
Enero  de  1869,  22  de  igual  mes  del  64, 18  de  Abril  del  63  y  28  de  Octubre 
del  79,  de  que  las  leyes  nunca  pueden  tener  efecto  retroactivo;  la  consig- 
nada en  sentencia  de  l.^  de  Diciembre  de  1886,  respecto  á  que  cías  leyes 
no  pueden  aplicarse  á  los  actos  anteriores  á  la  fecha  en  que  fueron  pro- 
mulgadas»; el  art.  8.o  del  Código  civil,  que  preceptúa  no  tendrán  efecto  re- 
troactivo las  leyes,  si  no  dispusieren  lo  contrario;  el  párrafo  precedente  á 
las  disposiciones  transitorias^  que  dice:  das  variaciones  introducidas  por 
este  Código,  que  perjudiquen  derechos  adquiridos,  según  la  legislaciún  d- 
vil  anterior,  no  tendrán  efecto  retroactivo»;  infracciones  consistentes  en 
fundarse  el  enunciado  pronunciamiento  de  la  sentencia  recorrida  en  ser 
Gómez  extranjero,  aunque  vecino  de  la  Habana,  por  no  haber  hecha 
constar  en  el  Registro  civil,  á  tenor  del  art.  79  del  Reftlamento  de  6  de 
Noviembre  de  1884,  por  que  se  rige  el  mismo,  y  del  25  del  citado  Código, 
los  hechos  en  cuya  virtud  se  gana  vecindad,  y  su  renuncia  á  la  nacionali- 
dad extranjera;  siendo  asi  que  dichos  Reglamentos  y  Código  no  pueden 
tener  efecto  retroactivo  ni  aplicarse,  de  consiguiente,  á  los  hechos  ante- 
riores á  su  promulgación,  constitutivos  de  la  vecindad  ostentada  espontá- 
nea y  Ubérrimamente  por  el  testador  desde  el  3  de  Febrero  de  1841,  mi 
promover  diligencias  matrimoniales,  hasta  el  momento  de  sn  moerle, 
pues  en  su  testamento  se  llama  vecino  de  «la  Habana;  ni  tampoco  pueden 
aplicarse  retroactivamente  los  enunciados  Reglamentos  y  Código,  habide 
cuenta  á  que  con  anterioridad  á  la  promulgación  de  los  mismos  el  goce  de 
la  nacionalidad  espafioia  era  un  derecho  adquirido  por  Gómez,  al  comí  no 
podía  renunciar,  con  arreglo  al  art.  4.o  del  propio  Código  civil,  por  ser  Im 
renuncia  en  perjuicio  del  adquirido  por  sus  hijos  y  nietos  á  hacer  valer 
aquella  nacionalidad  de  su  respectivo  padre  y  abuelo,  y  considerarse  ante 
los  Tribunales  y  en  todas  las  esferas  de  la  vida^  social  eotno  hi^os  y  niel» 
de  ciudadano  español- 
Segundo,    Las  leyes  y  doctrinas  citadas  en  el  número  anterior  en  reía* 
ción  con  la  8.*,  tít.  11,  libro  6.o  de  la  Novísima,  que  dispone  cdebe  cond- 
dorarse  por  vecino  cnalquier  extranjero  que  obtiene  privilegio  de  na- 
turaleza; el  que  nace  en  estos  reinos;  el  que  en  ellos  se  convierta  á  noes- 
tra  santa  fe  católica;  el  que,  viviendo  sobre  sí,  establece  su  domicilio;  él 
que  pide  y  obtiene  vecindad  en  algún  pueblo;  el  que  se  casa  con  mu* 
jer  natural  de  estos  reinos  y  habita  domiciliado  en  ellos;  el  que  se  arrai- 
ga, comprando  y  adquiriendo  bienes  raíces  y  posesiones;  él  que  tíene 
cargos  de  cualquier  género,  que  sólo  pueden  usar  los  naintrales;  el  qne 
mora  diez  afios  con  casa  poblada  en  estos  reinos...,  siendo  todos  éstos 
legítimamente  naturales;  y  estando  obligados  á  contribuir  con  ellom,  de- 
biendo declararse  por  comprendidos  todos  aquellos  en  quienes  concurra 
caalquiera  de  las  circunstancias  qne  quedan  expresadas»;  el  art  1.^,  in- 
ciso 4.0  de  las  Constituciones  de  1837,  46  y  69,  según  onyo  tenor,  «son  es- 
pafioles  los  extranjeros  que  han  ganado  vecindad  en  cualquier  pueblo  del 
territorio  español»;  los  artículos  2.o  y  8.o  del  Real  decreto  de  17  de  No- 
viembre de  1852,  conforme  á  los  cuales  eran  espafioles  los  extranjeros  qne 
ganaban  vecindad;  las  leyes  1.*  y  a.a,  tít.  l.o,  libro  3.o  de  la  Recopilación 
de  los  Reinos  de  Indias,  vigentes  en  Cuba  antes  y  despnós  de  publicado 
el  Código  civil,  qne  previenen  se  guarden  en  las  Indias  las  de  Castilla 
por  el  orden  de  prelación  de  la  1.*  de  Toro,  y  que  dede  proveerse  con  su- 
jeción á  éñism  en  todos  los  ea$os  en  que  por  las  leyes  es¡peekue$  de  Inüoinis  es- 
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tutfieie  declarado  ni  decidido  lo  que  9e  debe  proveer;  la  6.*,  tít.  10,  libro  4.^ 
-de  la  misma  Recopilacióa,  en  vigor  en  Cuba  basta  que  el  21  de  Jalio  de 
1878  se  aplicó  á  aquella  isla  Ja  orgánica  Municipal  de  la  Península,  cnya 
ley  regulaba  en  Indias  la  elección  de  cargos  concejiles,  y  disponía  que  el 
que  tuviese  casa  poblada  se  entienda  ser  vecino;  el  principio  de  que  «la  ig- 
norancia de  las  leyes  no  sirve  de  excusa»,  consignado  en  la  2.%  tit.  2.*', 
libro  ZS*  de  la  Novísima,  y  sentencia  de  9  de  Mayo  de  1867,  en  el  concepto 
de  que  D.  Nicolás  José  Gómez,  que  otorgó  testamento  como  extranjero, 
era  español  con  arreglo  á  las  citadas  leyes,  únicas  y  aplicables  á  Cuba 
desde  la  llegada  á  ella  de  Gómez  en  1831  basta  la  promulgación  de  la  de 
4  de  Julio  del  70,  por  concurrir  en  él  las  circunstancias  de  baber  ganado 

'  vecindad  desde  1841;  baber  vivido  sobre  si,  estableciendo  en  el  país  defi> 
nitivamente  su  domicilio,  que  tuvo  basta  el  momento  de  su  muerte,  resi- 
diendo en  casa  poblada  por  espacio  de  cincuenta  y  nueve  años;  baberse 
casado  con  mujer  natural  de  estos  reinos;  estar  inscrito  en  las  listas  elec- 
torales, desde  1878  al  90,  en  calidad  de  propietario  y  vecino  de  la  Habana; 
estar  arraigado;  baber  ejercido  jurisdicción  desde  1863  al  69  inclusive^ 
•desempeñando  el  cargo  de  Cónsul  del  Tribunal  de  Comercio  de  la  Haba- 
na, que  era  de  nombramiento  real,  exigiéndose  para  él  ser  natural  de  es- 
tos reinos  por  el  art.  1186  del  Código  de  Comercio  de  1829,  precepto  qne 
oo  le  era  lícito  ignorar;  y,  por  tanto,  era  la  nacionalidad  española  un  de- 
recbo  adquirido  por  Gómez  antes  de  1870,  no  renunciable  por  la  sola  vo- 
luntad del  interesado,  existiendo  consiguientemente,  desde  antes  de  tal 
fecba,  el  de  los  bijos  y  deseen di«:i tes  para  bacer  valer  ante  los  Tribunales 
la  condición  de  español  de  su  padre  y  abuelo;  y  la  sentencia,  á  pesar  de 
todo  esto,  le  reputa  extranjero,  dando  para  ello  efecto  retroactivo,  con  per- 
juicio de  derecbos  adquiridos,  A  la  legislación  posterior  de  l.o  de  Enero  de 
1881: 

Tercero.  Las  leyes  y  doctrinas  del  primer  motivo,  en  relación  con  las 
doctrinaa  citadas  en  el  segundo  y  las  consignadas  en  sentencias  de  20  de 
Agosto  de  1861, 17  de  Diciembre  del  63,  3  y  23  de  Julio  y  27  de  Noviem- 
bre del  68,  26  de  Junio  y  16  de  Julio  del  60  y  14  de  Noviembre  del  69,  se- 
^ün  las  cuales,  «aunque  un  extranjero  esté  inscrito  en  la  Embajada  y  en 
el  Gobierno  civil,  debe  reputársele  como  vecino,  á  tenor  de  la  ley  8>,  tí- ' 
tulo  11,  libro  6.0  de  la  Novísima,  que  enumera  entre  los  que  deben  serte- 
nidos  por  extranjeros  avecindados^  á  los  que,  viviendo  sobre  sí,  establecen 
su  domicilio  en  el  país,  circunstancia  que  está  probada  con  los  becbos  de 
baber  obtenido  vecindad  y  titularse  vecino  en  un  poder :»;  «el  extranjero 
que  se  titula  vecino  y  que  está  arraigado  en  el  país  no  goza  del  fuero  de 
extranjería:»;  «el  español  que  se  expatria  y  vuelve  á  España  con  pasaporte 
de  la  Legación  de  los  Estados  Unidos,  que  está  inscrito  como  ciudadano 
de  esta  Nación  en  el  Consulado  y  en  el  Gobierno  civil  correspondientes, 
pero  que  desde  su  vuelta  á  España  comparece  en»  juicio  y  otorga  docn- 
mentos  públicos,  titulándose  simplemente  vecino  de  Muros,  que  ba  sido 
incluido  en  la  lista  electoral  sin  haber  becbo  reclamación  alguna  contra 
esta  calificación  de  sus  derecbos  políticos  como  español  y  vecino,  no  está 

.  comprendido  en  ninguno  de  los  cinco  casos  de  extranjería  que  establece 
el  Real  decreto  de  17  de  Noviembre  de  1852»;  «optan  por  la  nacionalidad 
española  los  que  sirven  cargos  públicos:»;  «son  circunstancias  mÓLS  que  su- 

Jkientes  para  que  un  extranjero  baya  perdido  el  fuero  las  siguientes:  vivir 
sobre  sí  por  más  de  veinte  años;  estar  casado  con  española;  nombrarse  ve- 
cino y  estar  como  tal  inscrito  en  las  listas  electorales»;  «el  domicilio  de 
•origen  no  se  pierde  por  la  ausencia  temporal,  ni  por  la  simple  residencia 
en  punto  diferente,  y  para  entenderse  trasladado  ó  cambiado  legalmente 
es  indispensable  el  establecimiento  definitivo  del  individuo  en  el  pueblo  á  ■ 
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qae  se  traslade,  con  ánimo  de  permanecer  en  él,  demoatrando  este  ánimo, 
bien  por  medio  de  ona  declaración  legal  ante  el  Alcalde  del  mismo  pue- 
blo, bien  per  su  residencia  en  él,  con  casa  abierta  por  más  de  nn  afio»;  cy 
68  extranjero  avecindado  el  qae  vive  en  Espafia  sobre  veinte  «fioe,  está 
empadronado  como  vecino  de  Madrid,  se  arraiga  comprando  bienes  rai- 
ces, pertenece  á  la  Milicia  Nacional,  figura  como  elector  y  se  llama  vecino 
en  docamentos  públicos»;  doctrina  que  quebranta  la  sentencia  recurrida 
en  su  referido  pronunciamiento,  dadas  las  asimismo  dichas  circunstancias 
que  concurrían  en  D.  Nicolás  José  Gómez:  i 

Cuarto.  Las  leyes  y  doctrinas  del  primer  motivo,  en  el  supuesto  de  qne 
no  sean  aplicables  á  Cuba  como  legislación  supletoria  las  citadas  en  los 
segundo  y  tercero,  relacionadas  con  las  siguientes:  el  art.  2.o  de  la  ley 
de  4  de  Julio  de  1870  sobre  extranjeros  en  Ultramar,  preceptivo  de  que 
aquellos  «que  con  arreglo  á  las  leyes  obtengan  carta  de  naturaleza  ó  ganen 
vecindad  en  cualquier  pueblo  de  las  provincias  de  Ultramar,  8<m  temdo9 
por  espafioles»;  el  i.o,  inciso  4.o  de  la  Constitución  de  1876,  aplicable  4 
Coba  en  1881,  que  dispone  lo  mismo;  la  ley  6.a,  tit.  10,  libro  4.*  de  la  Re- 
copilación de  Indias,  vigente  en  Cuba  baste  que  en  1878  se  aplicó  á  aque- 
lla isla  la  Municipal  de  2  de  Octubre  del  77,  cuya  ley  de  Indias  previene 
qne  quien  tenga  casa  poblada  sea  vecino;  el  art.  12  de  dicha  ley  Municipal, 
según  el  que  es  vecino  todo  espafiol  emancipado  que  reside  babitnalmente 
dentro  del  término  municipal;  y  la  doctrina  consignada  en  sentencias 
de  30  de  Enero  de  1861,  8  de  Noviembre  del  67  y  otras,  referentes  á  que 
Im  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal  debe  servir  de  norma  á  los 
Jaeces  en  casos  análogos,  doctrina  que  se  cita  en  relación  con  las  senten- 
cias mencionadas  en  el  tercer  motivo,  aplicables  al  caso  del  pleito,  por 
eoanto  el  fallo  recurrido  declara  válido  el  testemento  otorgado  por  Gomes» 
en  concepto  de  extranjero,  con  arreglo  al  art.  10  del  Código  civil,  sin  em- 
bargo de  que  aquél  no  pudo  tester  en  tal  concepto  sino  como  espafiol,  me- 
diante á  haber  ganado  vecindad  en  la  Habana,  según  las  leyes  civiles  y 
administrativas  vigentes  en  Cuba,  hecho  que  se  acepte  en  la  sentencia,  y 
porque  los  extranjeros  avecindados  son  tenidos  por  españoles  en  virtud  de 
Iss  invocadas  en  este  motivo,  y  de  la  doctrina  aplicable  por  analogía  é  iden- 
tidad á  la  cuestión  de  autos: 

Quinto.  £1  art.  6.o  del  Tratado  de  22  de  Febrero  de  1810  entre  Espafia 
7  los  Estedos  Unidos  sobre  cesión  de  las  dos  Floridas,  según  el  cdal,  á  to- 
dos los  que  quisieren  trarli^darse  á  los  dominios  españoles,  se  les  permi- 
tirá la  vente  ó  extracción  de  sus  efectos  en  cualquiera  tiempo,  sin  que  pu- 
diera exigírseles  derecho  alguno;  los  artículos  S.o,  24  y  I.o  adicional  de  la 
Real  cédula  de  21  de  Octubre  de  1817,  que  concedían  á  los  extranjeros 
residentes  en  la  isla  de  Cuba,  á  los  cinco  años  de  vivir  en  ella,  el  derecho 
de  reclamar  la  naturalización  española,  que  se  les  otorgaba  mediante  auto 
gubernativo  declarativo  de  la  vecindad;  los  S.o  y  26  de  la  misma  Real  cé- 
dula; que  reconocían  únicamente  á  los  extranjeros  naturalizados  los  dere- 
chos y  privilegios  de  españoles,  y  como  uno  de  ellos  el  desempeño  de  los 
empleos  de  república  y  milicia;  el  6.o  de  la  Constitución  de  1846,  el  27  del 
Real  decreto  de  17  de  Noviembre  de  1862,  ambos  como  liquidación  suple- 
toria, y  el  32  de  la  ley  de  4  de  Julio  de  1870,  prohibitivos  del  ejercicio  de 
cargos  con  jurisdicción  aneja  por  los  extranjeros;  los  1186,  1189,  1190 
y  1192  del  Código  de  Comercio  de  SO  de  Mayo  de  1829,  aplicado  á  Cnba 
por  Real  cédula  de  I.o  de  Febrero  de  1832,  según  cuyos  artículos,  para  ejer- 
cer de  Cónsul  del  Tribunal  de  Comercio,  se  exige  ser  natural  de  estos  rei- 
nos, comerciante  avecindado,  obtener  nombramiento  Real  y  préster  jura- 
mento de  servir  bien  y  lealmente  el  cargo;  la  doctrina  contenida  en  sen- 
tencia de  16  de  Jallo  de  1860,  de  que  sólo  los  españoles  pneden  servir  car- 
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gO«  pübUooa/y  por  tanto  opta  por  la  nacionalidad  espafiola  el  extranjero 
qae  acepta  tales  cargos  sin  haber  reclamado  aquélla;  j  las  leyes  y  doc- 
trinas citadas  anteriormente  acerca  de  qae  á  nadie  sirve  de  exeaaa  la  Ig- 
Boranda  del  dereclüo,  y  la  jaríspmdencia  de  este  Tribanal  Supremo  debe 
servir  de  regla  en  casos  análogos,  toda  ves  qae  la  sentencia  de  qae  se 
trata  declara  válido  el  testamento  de  Gomes,  no  obstante  ser  nolo,  pnes 
aqnól  era  espafiol,  por  haber  trasladado  sa  domicilio  á  Gaba  y  optado  por  . 
esta  nacionalidad  á  qae  tenía  derecho,  desempefiando  cargos  públicos  de 
qae  estaban  excluidos  los  extranjeros,  opoión  eficas  sin  necesidad  de  reda- 
maeián  expresa;  requisito  qae  no  se  compiló  en  el  caso  resuelto  por  la 
sentencia  de  16  de  Julio  de  1860: 

Sexto.  Los  números  8.<>  y  8.o  del  art.  l.o  del  Real  decreto  de  17  de  No- 
viembre de  1863  como  ley  supletoria,  y  los  mismos  números  del  art.  1.^  de 
la  ley  de  4  de  Julio  de  1870,  que  dan  el  derecho  de  reclamar  la  nacionali- 
dad espafiola  al  nacido  en  el  extranjero  de  madre  espafiola  y  al  nacido  en 
Espafia  de  padres  extranjeros;  la  doíctrina  admitida  en  sentencia  de  28  de 
Febrero  de  1888  y  otras,  de  que  en  lo  expreso  y  terminante  de  una  ley  se 
contiene  implícitamente  lo  que  con  mayoría  de  rasón  está  dentro  del  mis- 
mo orden;  y  la  sentada  en  sentencia  de  16  de  Julio  de  1860,  según  la  cual» 
son  españoles  los  que  teniendo  derecho  á  reclamar  la  nacionalidad  espa- 
fiola ejersan  cargos  públicos  en  Espafia  sin  haber  hecho  la  reclamación  de 
Qn  modo  expreso;  por  cuanto  Gómei,  al  otorgar  como  extranjero  su  repe- 
tidamente aludido  testamento,  era  espafiol  con  arreglo  á  dichas  leyes  y 
doctrinas,  en  razón  á  haber  sido  Cónsul  del  Tribanal  de  Comercio  y  á  ha- 
ber nacido  en  territorio  de  Espafia  de  padres  espafioles,  que  perdieron 
laego  esta  condición;  dado  que  si  el  nacido  en  el  extranjero  de  madre  es- 
pafiola y  el  hijo  de  padres  extranjeros  que  nacen  en  Espafia  pueden  recla- 
mar la  condición  de  espafioles,  con  más  motivo  debía  tener  en  si  ese  dere- 
cho, contenido  implícitamente  en  las  leyes  citadas,  hasta  el  punto  de  reco- 
nocerlo ya  el  Código  civil  de  un  modo  expreso  y  en  los  mismos  términos 
en  que  se  reconoce  al  nacido  en  Espafia  de  padres  extranjeros: 

Séptimo.  La  disposición  primera  adicional  de  la  Real  cédula  de  21  de 
Octabre  de  1817,  que  difería  la  nacionalidad  espafiola  por  medio  de  auto 
gobernativo  declaratorio  de  la  vecindad,  dictado  por  el  Gobernador  de 
cada  provincia  de  la  isla;  y  la  doctrina  expuesta  en  el  anterior  motivo  de 
la  sentencia  de  28  de  Febrero  de  1888,  pues  la  vecindad  de  Gómez  fué  re- 
conocida por  Real  orden,  qae  como  providencia  gubernativa,  tiene  másefí- 
eacia  que  la  de  un  Gobernador  de  provincia,  y  en  su  consecuencia  aquél 
era  espafiol  por  haber  cumplido  esencialmente  con  la  citada  disposición 
adicional: 

Octavo.  El  art.  7.^  de  la  ley  de  Extranjería  de  4  de  Junio  de  1870,  con- 
cordante con  la  legislación  de  la  Península,  el  cual  previene  qae  todo  ex- 
tranjero residente  en  las  provincias  de  Ultramar,  para  ser  consignado  coma 
tal^  con  arreglo  á  dicha  ley,  deberá  estar  inscrito  en  el  registro  de  extran- 
jeros, que  al  efecto  se  llevará  por  los  Oobemadoreg  superiores  eivües  y  en 
el  del  Consulado  de  su  nación;  el  art.  9.^,  que  dice:  cEl  Registro  de  loa 
Consulados  no  jiurtirá  efectos  legales  si  no  está  conforme  con  el  del  Oo- 
biemo  superior  citnl»,  y  la  doctrina  deducida  de  la  ley  de  la  Penínsola, 
donde  la  inscripción  se  exige  en  el  Gobierno  dvil  de  provincia^  y  no  como 
en  Cuba  en  el  QMemo  superior  general,  aplicable  á  dicha  isla  por  anaUh 
gia,  á  virtud  de  jurisprudencia  anteriormente  citada,  según  la  cual,  no 
pueden  ser  considerados  como  extranjeros,  en  ningún  concepto  Ugal^  los 
que  no  se  hallen  inscritos  en  clase  de  transeontes  ó  domiciliados  en  las 
jnatrícolas  de  los  Gobiernos  de  provincia  y  de  los  Consulados  respectivor,, 
ju>  bastando  la  doble  inscripción  coando  es  posterior  al  momento  en  que 
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«e  pretende  la  calidad  de  extraDJero— ■entenciaa  de  9  y  38'  de  Knero  y  t 
de  Mayo  de  1864, 18  de  Mayo,  l.o  de  Agoato  y  10  de  Diciembre  de  1869, 
16  de  Noviembre  de  1860  y  24  de  Marso  de  1868»'-'en  atención  á  qae  Gó- 
mez DO  podia  ser  considerado  como  extranjero  ante  los  Tribunalee  ni  oaar 
de  la  facultad  del  art  10  del  Código  civil,  testando  en  tal  concepto,  por  no 
hallarse  inscrito  en  el  Begistro  del  Gobierno  snperior  general,  único  qoe 
produce  efectos  legales  respecto  al  estado  civil  de  los  extranjeros,  no  ins- 
cripción plenamente  confirmada  en  el  resaltando  segando  de  la  sentencia, 
en  que  se  habla  de  una  de  1874  en  el  Consulado,  que  por  ser  única  tam- 
poco  surte  efecto  legal  alguno: 

Noveno.  £1  art  4.**  del  Código  civil,  con  arreglo  al  que  los  derecluM 
concedidos  por  las  leyes  no  son  renunciables  cuando  la  renuncia  es  contra 
el  interés  ó  el  orden  público  ó  en  perjuicio  de  tercero;  infracción  en  qoe 
incurre  el  fallo  recurrido  al  reconocer  validez  al  tantas  veces  dicho  tes- 
•tamento  otorgado  por  Gómez  como  extranjero,  siendo  español  y  no  po- 
diendo renunciar  tal  ciudadanía  en  perjuicio  de  sus  hijos  y  descen- 
dientes: 

Y  décimo.  £1  art.  10  del  mismo  Código  civil,  en  relación  con  los  67S 
y  813,  bajo  el  concepto  de  que  Gómez,  como  espafiol,  no  pudo  testar  oos 
arreglo  á  las  leyes  distintas  de  las  de  Espafia,  y  por  tanto,  el  fallo  recu- 
rrido viola  dicho  artículo,  que  únicamente  permite  á  los  extranjeros  tes- 
tar según  leyes  diferentes  á  las  de  £apafia,  y  los  otros  dos  también  cita- 
dos, al  no  anular  una  disposición  testamentaria  fraudulenta,  cuyo  fin  es 
privar  de  legítima  á  los  herederos  forzosos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Aldecoa: 

Considerando,  en  primer  término,  que  el  Tribunal  sentenciador  no  ha 
dado  eíectp  retroactivo  á  disposiciones  inaplicables  por  razón  de  la  época 
en  que  se  realizaron  los  actos  y  condiciones  determinantes  de  la  naciooft^ 
Hdad  atribuida  á  D.  Nicolás  José  Gómez,  puesto  que  la  Audiencia  de  la 
Habana  no  se  funda  precisamente  en  la  ley  de  Extranjería  de  Julio  de 
1870,  ni  en  la  ley  y  reglamento  del  Kegistro  civil,  ni  en  el  Código  civil,  sino 
en  que  antes  de  que  rigieran  los  preceptos  de  estas  leyes,  ó  sea  por  la  le- 
gislación anterior,  no  bastaba  la  simple  circunstancia  de  la  residencia  ó 
vecindad  para  que  un  extranjero  fuese  reputado  como  espafiol,  porque  era 
preciso  el  concurso  de  otros  requisitos  esenciales^  y  no  se  había  justificado 
que  D.  Nicolás  José  Gómez  los  hubiese  cumplido,  por  cuya  razón  no  soa 
de  estimar  las  infracciones  del  primer  motivo  del  recorso: 

Considerando  que  antes  de  salir  de  la  Florida  D.  Nicolás  José  Gomes 
para  trasladarse  á  la  Habana  en  los  afios  de  1880  al  32,  lo  hizo  indudable- 
mente con  el  carácter  de  ciudadano  de  los  £stados  Unidos,  como  resalta 
de  la  certificación  expedida  por  el  Secretario  del  Tribunal  del  distrito  del 
Norte  de  la  Florida,  según  la  que,  el  expresado  Gómez,  de  veintidós  afios 
de  edad,  juró  solemnemente  que  era  tal  ciudadano  de  los  Estados  Unidos 
desde  la  incorporación  á  ellos  de  aquel  territorio  hasta  el  día  de  la  decla- 
ración, cuya  terminante  manifestación,  confirmada  y  ratificada  en  el  mis- 
mo acto  por  su  padre  D.  Ensebio  Gómez,  excluye  en  absoluto  el  supnesto 
de  que,  al  entrar  en  la  Habana,  lo  hiciera  con  el  fin  de  conaervar  el- carác- 
ter de  ciudadano  espafiol,  en  virtad  de  la  facultad  concedida  á  los  natura- 
les de  la  Florida  por  el  art  6.o  del  Tratado  de  22  de  Febrero  de  1819,  que 
no  ha  sido  consiguientemente  infringido,  como  se  supone  en  el  quinto  mo- 
tivo del  recurso: 

Considerando  que  la  legislación  ultramarina  no  ha  antorisado  ni  aoto- 
ríza  para  reputar  ciudadano  espafiol  á  ningún  extranjero  por  el  mero  he- 
cho de  que  se  haya  puesto  en  condiciones  de  obtener  carta  de  naturaleza, 
sino  qae  ha  requerido  la  realización  de  algún  acto,  más  ó  menos  solsnms^ 
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«zpremvo  do  sa  masiflesia  Tolnntad,  cnal  lo  demaestra  la  Real  cédala  de 
1817,  eapecialmente  en  en  primera  adición,  á  cuyos  preceptos  se  han  refe- 
rido reiteradamente  disposiciones  may  posteriores  del  Gobierno  de  la  me- 
ftrópoli.  hasta  qne  en  Julio  de  1870  se  publicó  la  ley  de  Extranjería;  y  que 
«1  art.  ^6  de  ésta  no  sólo  deroga  las  leyes  y  disposiciones  anteriores  en 
cnanto  se  opongan  á  sus  prescripciones,  entre  las  qne  no  bay  ninguna 
que  se  refiera  á  la  contenida  en  la  prhnera  adición  de  la  expresada  Real 
cédula,  sin  que  posteriormente  aparezca  tampoco  derogada  hasta  que  se 
publicó  primero  la  ley  del  Registro  civil  y  luego  el  Código,  que  exigen 
también  actos  determinados  y  expresivos  de  la  voluntad  del  extranjero 
de  cambiar  de  naturaleza,  no  habiéndose  cometido,  por  lo  tanto,  la  inérac- 
ción  alegada' en  el  motivo  cuarto: 

Considerando  que  esto  supuesto  por  la  legislación  vigente  en  Ultra- 
mar, ha  tenido  que  resolver  la  Audiencia  de  la  Habana  el  caso  del  pre- 
sente recurso,  y  no  han  podido  ser  infringidas  las  leyes  que  han  regido  en 
la  Península,  así  como  la  doctrina  á  las  mismas  referente  que  se  citan  en 
loe  motivos  segundo,  tercero,  quinto  y  sexto,  porque  sólo  podrían  ser  éstoe 
«plicables  coando  en  Ultramar  no  existiese  disposición  especial  que  regn- 
iñe  dicho  caso: 

Considerando  que  del  mero  hecho  de  haber  desempeñado  D.  Nicolás 
José  Gómez,  cargos  en  el  Tribunal  de  Comercio  de  la  Habana,  para  los  que 
«e  hallaba  incapacitado  por  razón  de  su  cualidad  de  extranjero,  no  se 
pnede  derivar  la  consecuencia  de  que  haya  perdido  dicha  cualidad,  cuando^ 
eegún  queda  expuesto,  la  legislacióa  aplicable  establece  el  procedimiento 
especial  que  hay  que  seguir  para  obtener  carta  de  naturaleza  como  espe- 
llol,  y  mucho  menos  cuando  otros  actos,  como  la  obtención  de  pasaporte 
extranjero  en  Espafia  y  fuera  de  Espafia,  de  cédula  de  vecindad,  en  la  que 
ce  expresaba  que  el  D.  Nicolás  Gómez  era  ciudadano  americano,  el  ha- 
liarse  inscrito  como  extranjera  en  el  Consulado  respectivo,  el  habérsele 
expedido  cédula  de  extranjero  por  el  Gobierno  general  de  la  isla  y  el  ha- 
ber obtenido  exención  como  tal  para  el  pago,  de  ciertos  recargos  en  la  con- 
tribución, revelan  á  la  par  la  voluntad  del  interesado  y  el  reconocimiento 
de  las  Autoridades  de  la  cualidad  de  extranjero  que  concurría  en  D.  Nico- 
lás José  Gómez;  sin  que  baste,  para  desvirtuar  la  significación  de  este 
conjunto  de  actos,  el  que  también  haya  figurado  en  las  listas  de  electores 
7  elegibles,  porque  ni  esta  circunstancia  implica  el  consentimiento  del  in- 
teresado, ni  la  ley  autoriza  en  Ultramar  este  modo  de  ganar  la  ciudadanía; 
todo  lo  cual  obsta  á  la  estimación  de  las  infracciones  alegadas  en  el 
quinto  motivo  con  relación  al  punto  concreto  de  esto  considerando: 

Considerando  que  la  Real  orden  por  virtud  de  la  cual  fué  nombrado 
D.  Nicolás  José  Gómez  Cónsul  sustituto  del  Tribunal  de  Comercio  de  la 
Habana,  no  equivale  al  auto  gubernativo  á  que  se  refiere  la  primera  adi- 
ción de  la  Real  cédula  de  21  de  Octabre  de  1817,  porque  además  de  toner 
como  tienen  objetos  distintos,  aquélla  no  implica,  como  el  auto  guberna- 
tivo que  termina  el  expediente  de  que  trata  la  adición,  el  curso  necesaria 
y  concierto  de  voluntades  para  otorgar  de  conformidad  con  lo  pedido  en 
la  carta  de  nataraleza  solicitada,  y  no  ha  sido  consiguientemente  cometida 
la  infracción  alegada  en  el  séptimo,  motivo: 

Considerando  qne  tampoco  se  ha  cometido  la  del  motivo  octavo,  por- 
gue la  falta  de  doble  inscripción  en  el  Registro  del  Consulado  y  del  Gkh 
biemo  superior  de  una  persona  como  extranjero,  no-revela  siempre  qne  el 
intoresffdo  sea  ciudadano  espafiol,  pues  dicho  Registro  se  halla  principal- 
mente establecido  para  garantía  de  loa  derechos  reconocidos  á  loe  extran- 
jeros inscritos,  de  la  que  carecen  los  demás,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  va- 
rios artículos  de  la  misma  ley  de  4  de  Julio  de  1870,  y  en  el  caso  del  pee- 
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■ente  recnrto  aparece  á  mayor  abandamiento  qae  á  D.  Nicolás  José  Gomes 
la  fué  expedida  cédala  de  extranjero  por  el  Gobierno  roperior  de  la  ialm, 
«n  «o  nionaDcia  con  aa  iDacripción  en  el  Consulado  de  los  Estados  Unidos: 

O  onsiderando,  finalmente,  que  supuesta  la  cualidad  de  extranjero,  le- 
galm  ente  reconocida  á  D.  l^icolás  José  Gomes,  no  se  ban  eometído  nin- 
guna de  las  infracciones  del  Código  civil  que  se  citan  en  los  motivos  no- 
TOno  7  décimo  del  recurso,  fundados  en  el  supuesto  contrarío; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  no  haber  lugar  al  recnxsa 
de  casación  interpueato  por  Dofia  Francisca  Cairo  7  Ascua,  como  madre 
del  m  enor  D.  Nicolás  Serapio  Gomes  7  Cair^,  á  quien  condenamos  al  pago 
de  las  costss,  7  si  viniese  á  mejor  fortuna,  al  de  la  cantidad^  por  ratón  d» 
depósito,  de  2.600  pesetas;  á  cuya  suma  se  dará  en  su  caso  la  aplicación  que 
previene  la  ley;  7  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  co- 
rrespondiente, acompañada  del  apuntamiento  que  remitió. — (Sentencis  po- 
blicada  el  11  de  Diciembre  de  1898,  é  inserta  en  las  Gacetai  de  19  7  20  de 
£nero  de  1694.) 
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BxcüBSO  DB  CASACIÓN  (12  de  Diciembre  de  1898).>-Sala  de  lo  dvil.— 
Faenan  de  &Í0n«s.— No  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  D.  Ma- 
nuel Chaves  7  Ortis  en  autos  con  D.  Francisco  Pefia  (Audiencia  de  Se- 
villa), 7  se  resuelTO: 

Qme  $ólo  se  da  recuno  de  casación  contra  hu  sentencias  pronunetadoB  em 
autos  de  jurisdicción  voluntaria  en  los  casos  establecidos  por  la  ley,  no  hallán- 
dose en  ninguno  de  ellos  comprendido  el  auto  por  el  que  se  dedctra  eonieñ- 
cioso  un  expediente  posesorio  á  virtud  de  oposición  departe,  y  se  reserva  á  I09 
interesados  su  derecho,  porque  sujetándose  las  actuaciones  á'los  trámites  esta- 
blecidos para  el  juicio  correspondiente,  ejerciten  las  acciones  que  entenüerm^^ 
eorresponderles. 

Resultando  que  inseríta  en  el  Registro  de  la  propiedad,  previa  infor^ 
madón,  á  nombre  de  D.  Manuel  Chaves  una  suerte  de  tierra  en  termine 
de  la  villa  de  Doa  Hermanas,  solicitó  7  obtuvo  por  auto  del  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Utrera,  de  1.®  de  Octubre  de  1892,  la  posesión  de  la 
misma: 

Resultando  que  D.  Francisco  Pefia,  por  sí,  acudió  al  Juagado,  solici- 
tando ae  declararan  en  suspenso  las  actuaciones  en  el  ser  7  estado  que  te- 
nían al  incoarse,  condenando  á  las  partes  á  que  usaran  de  su  derecho  ea» 
U  vía  7  forma  procedente;  7  que  denegada  esta  pretenaión  é  interpuesta 
spelación,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  revocó,  en  26  de 
Junio  último,  el  auto  apelado,  declarando  contencioso  el  expediente,  7  sin 
alterar  la  situación  que  respectivamente  tenían  D.  Manuel  Chaves  7  Don 
Francisco  Pefia,  les  reserva  sus  derechos,  para  que  sujetándose  las  actua- 
ciones á  los  trámites  establecidos  para  el  juicio  correspondiente,  ejerciten 
las  acciones  que  entendieron  eorresponderles: 

Resultando  que  D.  Manuel  Chaves  7  Ortis  ha  interpuesto  recurso  de 
casación,  citando  las  Ie7es  que  á  su  juicio  han  sido  infringidas. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  ^tanislao  R.  Villarejo: 

Considerando  que  aólo  se  da  recurao  de  casación  contra  las  Sentencias 
pronunciadas  en  los  autos  de  jurisdicción  voluntaria,  en  los  caaos  estable- 
cidos por  la  le7,  en  ninguno  de  los  que  se  halla  comprendido  el  auto  reeu- 
nido,  que  no  es  sentencia  definitiva  ni  tiene  el  concepto  de  tal,  posa  que 


Digitized  by  VjOOQIC 


BioiHWdfl  T  ooiframcoAa  4M 

no  pone  fin  al  pleito  haciendo  imposible  en  oonünnaciónf  y  lejoa  de  ello, 
«on  la  reserva  de  derechos  que  en  dicho  auto  se  hace  á  las  partes,  fáciüte 
^ne puedan  promoverse  las  acdones  que  sean  procedentes;  por  lo  cual,  f 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1690,  números  l.o  y  é.^';  1604, 
núm.  8.0;  1729,  núm.  S.o,  y  1817  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  inad- 
misible el  presente  recurso;  ^ 
No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  poi;  Don 
Manuel  Chaves  y  Ortiz  contra  el  auto  que  en  36  de  Junio  del  corriente 
afio  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  á  la  que  .se  coma- 
aique  esta  resolución  con  devolución  del  apuntamiento  remitido;  no  hsr 
«iéndose  declaración  sobre  costas  por  no  haberse  personado  la  otra  parte; 
y  publíquese  este  auto  en  la  forma  prevenida  por  la  ley. — (Auto  fecba  12 
de  Dicieipbre  de  1893,  ó  inserto  en  la  Gaceta  de  20  de  £nero  de  1894.) 
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BSCVBSO  DB  CASAOIÓir  BN  LA  FOElCA  WX  AaVMTO  DB  ÜLTRAMAB  (12  de 

Diciembre  de  1898).~-Sala  de  lo  civil. — Oponcián  á  una  ^ecHeión,-'Jio  luí 
lugar  al  interpuesto  por  D.  José  Claro  y  Arquisa  en  autos  con  D.  Matías 
Oonaáles  (Audiencia  de  Manila),  y  se  resuelve: 

Que  8i  bien  la  persona  que  demanda  ejercüando  una  acción  eualqtderm 
debe  acreditar  su  personalidad  6  repretentadón  con  que  lo  hace^  cuando  dkkñ 
personalidad  ó  representación  no  son  dudosas  por  haber  sido  reconocidas  par 
ia  parte  demandada^  no  se  comete  infracción  euguna  aunque  no  se  haya  lleiaAo 
ú  tos  autos  prueba  especial  acerca  de  circunstancia  tan  esencial,  según  Uena 
dedarado  á  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  10  de  Junio  de  187$,  con  rs- 
JettfMyya  á  anteriores  y  repetidas  resoluciones. 

En  la  Villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Diciembre  de  1893,  en  el  jaiolo 
ejecutivo  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  (^iapo 
de  Manila,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquel  territorio  por 
D.  Matías  González  y  Somero,  comerciante,  vecino  de  dicha  ciudad,  como 
Oerente  de  la  Sociedad  González  y  Cordón,  domiciliado  en  la  misnxa  ciu- 
dad, con  Dofla  Valeriana  Raimundo  y  Ordoviza,  propietaria,  representad* 
por  su  marido  D.  José  Claro  y  Arquiza,  Procurador,  vecinos  de  Santa  Cros, 
sobre  pago  de  cantidad;  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  etüssk- 
ción  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  la  parte  ejecutada,  di- 
rigida y  representada  por  el  Doctor  D.  Pedro  de  Gobantes  y  el  Procurador 
D.  José  de  Castro  y  Qaesada,  no  habiendo  comparecido  en  este  Tribunal 
Supremo  la  otra  parte: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Venancio  Buiz  presentó  al  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  Quiapo  de  Manila,  en  12  de  Mayo  de 
1887,  escrito  á  nombre  de  la  Sociedad  mercantil  González  y  Cordón,  soli- 
eitando  se  ordenara  el  reconocimiento  por  Dofia  Valeriana  Raimundo  de 
la  firma  con  que  estaba  suscrito  á  favor  de  aquella  Sociedad  un  pagaré  que 
acom*pafió,  así  como  la  copia  de  un  poder  otorgado  á  dicho  Procunídor  por 
D.  Matías  González  y  Romero,  como  Gerente  de  ia  expresada  razón  social, 
para  que  lo  representara  en  el  concepto  mencionado,  lo  que  repetía  en  otras 
frases,  sin  que  en  esa  copia  se  insertara  ni  aun  se*  indicara  documente  al- 
guno que  acreditase  tal  carácter: 

Resultando  que  tenido  por  parte  el  Procurador  Ruiz  en  la  represente- 

don  que  ostentaba,  y  acordado  el  reconocimiento  que  pretendía,  dedaré 

Doña  Valeriana  Raimundo  que  era  suya  la  firma;  mas  como  su  marido 

'D.  José  Claro  y  Arquiza  manifestara  en  el  acto  que  en  la  fecha  del  pagaré 
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7»  estaban  casados,  7  ain  embargo,  no  había  tenido  oonocimiento  del  pa- 
garé ni  concedido  el  consentimiento  para  oue  se  otorgara,  el  Procarador 
Bala  presentó  otro  escrito  formulando  preguntas  para  la  Dolía  Valeriana, 
que  contestó,  entre  otras  cosas,  ser  cierto  que  se  presentó  en  la  casa  G<m- 
zalea  y  Cordón  á  liquidar  sus  cuentas,  conviniéndose  entre  ambas  partes 
qfe  se  extendería  el  resultado  en  un  pagaré: 

Resultando  que  despachada  ejecución  á  instancia  de  Gonsáles  7  €k>rdóift 
contra  Doña  Valeriana  Raimundo,  formalizó  oposición  á  su  nombre  su  ma- 
rido, pretendiendo  que  se  declarara  la  nulidad  de  aquélla  7  de  las  diligen- 
cias que  la  habían  precedido;  ó,  en  otro  caso,  se  declarara  que  no  había 
habido  méritos  para  despacharla,  ambas  cosas  con  imposición  á  quien  co- 
rrespondiera de  las  costas  7  de  los  daños  7  perjuicios  causados  á  la  ejecu- 
tada; 7  cuando  tampoco  se  estimara  á  éstoa  procedentes,  se  denegara  !& 
sentencia  de  remate,  condenando  en  las  costas  á  la  ejecutante;  paralo  coal^ 
á  más  de  otras  alegaciones,  expuso  que  la  personalidad  ó  representadói» 
del  ejecutante  no  estaba  acreditada  en  los  autos,  como  era  debido,  con 
arreglo  á  las  leyes  l.^  j  proemio  del  tít.  8.0,  Partida  8>,  y  2.^  7  3>  del  tí- 
tulo 3.0,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  por  cuanto  para  ella  el  Pro- 
curador Ruiz  había  presentado  una  copia  de  poder  conferido  por  D.  Matías 
González  y  Romero,  como  Gerente  de  la  Sociedad  González  7  Cordón,, 
para  que  lo  representara  en  el  concepto  mencionado,  lo  que  reiteraba  en 
otras  frases;  y  esto  quería  decir  que  al  representarle  en  virtud  de  tal  poder 
litigaba  en  nombre  de  aquella  Sociedad,  representación  que  no  justíficaba, 
puesto  que  no  se  había  insertado  en  la  escritura  de  mandato,  ni  en  ella  se 
decía  que  se  hubiese  exhibido  al  Escribano  autorizante  para  que  la  inser- 
tara, ó  á  menos  diese  fe  de  habérsele  exhibido  la  escritura  social  ó  el  do- 
cumento que  justiñcara  dicha  representación,  ni  tampoco  el  Procarador 
Ruiz  lo  hubiera  presentado  al  Juzgado  con  su  primer  escrito,  ni  basta 
aquella  fecha;  siendo,  por  tanto,  nulo  todo  lo  estimado,  7  consiguiente* 
mente  la  ejecución  despachada;  refiriendo  al  final  de  su  escrito  el  D.  José 
Claro  7  Arqniza  que  la  Doña  Valeriana,  á  los  pocos  días  de  la  muerta  de 
su  primer  marido,  había  ido  á  Manila,  y  encontrándola  un  día  D.  Matía» 
González,  le  manifestó  que  aquél  debía  á  la  casa  González  Cordón  7  Com* 
pañía,  de  la  que  él  era  Gerenta,  1.200  pesos  por  razón  de  Sociedad  en  las 
gallaras  de  la  provincia  de  la  Laguna,  consiguiendo  persuadirla  á  que  fir- 
mara dos  pagarés  sin  haber  hecho  previamente  liquidación  de  cuentas; 
.  siendo  este  el  origen  de  la  obligación  contraída: 

Resultando  que  la  parte  de  González  y  Cordón  contestó  que  D.  José  Claro 
7  Arquiza  confesaba  con  eso  de  un  modo  explícito  7  terminante  que  Dofia. 
Valeriana  se  entendió  con  el  mismo  D.  Matías,  como  Gerente  de  la  casa 
González  7  Cordón,  para  el  arreglo  de  las  cuentas  con  ésta,  7  este  acto  im- 
plicaba el  reconocimiento  fuera  del  juicio  de  la  personalidad  del  D.  Matíaa 
como  tal  Gerente,  carácter  además  acreditado  por  el  hecho  de  figurar  sa 
apellido  en  primer  término  en  la  razón  social;  por  lo  que  aun  suponienda 
que  esa  personalidad  no  estuviera  acreditada,  Dofia  Valeriana  carecería  de 
derecho  para  negarla,  como  tenía  consignado  este  Tribunal  Supremp  en 
diferentes  sentencias,  7  entre  ellas  la  de  10  de  Junio  de  1876;  pero  además 
no  había  inconveniente  en  que  se  trajera  á  los  autos  testimonio  de  la  es^ 
entura  social,  como  desd^  luego*  lo  hacía  de  uno  sacado  precisamente  del 
que  obraba  en  otros  autos  ejecutivos  que  contra  la  misma  Dofia  Valeriana 
seguían  González  y  Cordón  en  el  Juzgado  de  Tondo,  7  que  7a  habían  sido 
sentenciados  de  remate;  con  lo  que  quedaba  destruida  la  excepción  opuesta^ 
por  la  ejecutada;  7  por  otrosí  pidió  que  con  citación  contraria  se  dirigiera 
oficio  á  dicho  Juzgado  para  que  remitiera  testimonio  de  la  aludida  escritura  . 
de  constitución  de  la  Sociedad  González  7  Cordón: 
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Beenltando  ooe  ooocedido  esto  por  el  JnjtgtAOy  Is  Audiencia  leyocó  el 
•eoerdo,  por  connderar  qae  la  excepción  de  falta  de  personalidad  en  el 
ejecutante  ó  en  aa  Procarador  podía  ser  combatida  y  deatroida  en  ei 
periodo  de  praeba,  pero  no  pidiendo  qoe  ae  trajera  á  loa  aatoa  ei  docu- 
2nento  en  qae  oe  enbsanaba  el  defecto  ó  vicio  de  nulidad  alegado  en 
el  concepto  de  insabsanable,  sin  invocar  para  ello  otro  fundamMito  legai 
que  el  nacido  del  concepto  de  dicho  documento,  en  cuanto  afectaba  6  no 
■u  personalidad;  y  devue^os  los  autos  al  Juzgado,  la  parte  ejecutante  pre- 
sentó escrito  acompañando  la  misma  escritura  de  constitución  de  la  Socie- 
dad González  y  Cordón,  pidiendo  se  tuviera  por  presentada,  porque  lo  re- 
aoelto  por  la  Audiencia  era  que  no  se  trajese  á  los  autos  con  citación  con- 
traria, lo  cual  no  impedia  que  se  admitiera  cuando  lo  presentaba  la  misma 
parte,  como  lo  hacía,  aunque  no  por  creer  que  fuese  absolutamente  indis- 
pensable, pues  su  personalidad  estaba  ya  reconocida  por  la  ejecutada;  y 
«1  Juzgado,  en  atención  al  estado  de  los  autos  y  á  lo  resuelto  por  la  Au- 
diencia, declaró  no  haber  lugar  á  admitir  dicho  documento,  dictando  luego, 
en  21  de  Marzo  de  1882,  sentencia  de  remate,  que  la  Audiencia  confirmó 
por  la  suya  de  6  de  Agosto  del  mismo  afio: . 

Resultando  que  con  el  depósito  de  270  pesetas  interpuso  D.  José  Claro 
Arquiza,  en  representación  de  su  esposa  Dofia  Valeriana  fiaimundo,  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en  la  causa  2> 
de  las  sefialadas  en  el  art.  1776  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente 
en  Filipinas;  porque  litigando  el  ejecutante  D.  Matías  González,  no  en  su 
nombre  y  por  derecho  propio,  sino  en  nombre  y  representación  de  la  ra- 
son  social:  González  y  Cordón,  como  su  Gerente  y  por  derecho  propio  de 
ésta,  no  había  acreditado  en  los  autos,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  las 
leyes  1>  y  proemio  del  tít.  8.o^  Partida  8.^  y  en  las  2.»  y  8.^  del  tít  3.o, 
libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  esa  representación  ó  carácter  de  Ge- 
rente de  dicha  Sociedad  que  ostentaba  y  en  cuya  concepto  había  otorgado 
el  poder  á  favor  del  Procurador,  pues  ni  se  había  insertado  en  dicho  poder 
la  escritura  social  ó  el  documento  que  acreditara  aquella  representación^ 
ni  lo  había  presentado  al  Juzgado  con  su  primer  escrito,  en  que  pidió  el 
reconocimiento  del  pagaré,  ni  con  su  escrito  de  demanda,  ni  después  que 
lo  había  pretendido  y  le  había  sido  denegado. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Aldecoa: 

Considerando  que  si  bien  la  persona  que  demanda  ejercitando  una  ac^ 
cfón  cualquiera  debe  acreditar  su  personalidad  ó  representación  con  que 
lo  hace,  según  las  leyes  que  se  citan  en  el  recurso,  cuando  dicha  persona- 
lidad ó  representación  no  son  dudosas,  por  haber  sido  reconocidas  por 
la  parte  demandada,  no  se  infringen  las  expresadas  leyes,  aun  cuando 
acerca  de  circunstancia  tan  esencial  no  se  haya  traído  prueba  especial  á 
los  autos,  según  tiene  declarado  esta  Sala  en  sentencia  de  10  de  Junio 
de  1876,  con  referencia  á  anteriores  y  repetidas  resoluciones;  y  en  el  caso  • 
del  presente  recurso,  el  hecho  de  haberse  extendido  los  pagarés  reconoci- 
dos por  Dofia  Valeriana  Raimundo  á  favor  de  la  razón  social  González 
Cordón,  en  relación  con  el  que  se  afirma  en  el  escrito  de  14  de  Julio  de 
1889  por  D.  José  Claro  Arquiza,  representante  legal  de  la  Dofia  Valeriana, 
referente  á  haberse  entendido  ésta  con  D.  Matías  Gtonzález,  como  Gerente 
de  la  Sociedad,  para  la  extensión  de  los  pagarés,  implica  el  reconoci- 
miento de  su  personalidad  como  tal  Gerente,  y  la  sinrazón  con  que 
ahora  se  impugna,  por  el  único  fundamento  de  no  haberse  acompafiado 
eon  la  demanda  un  testimonio  de  la  escritura  social  que,  según  parece, 
obraba  ya  en  otros  autos  ejecutivos  seguidos  contra  la  misma  Dofia  Va> 
leriana; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
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de  casación  por  qnebrantamiento  de  forma  interpueaio  por  D.  Joaó  Olsro 
Arquiza,  como  marido  de  Dofia  Valeriana  Raimando,  á  quien  condenamos 
en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  qne  lia  constitaido,  qne  se  distri- 
boirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  ^^niia  la  certifica- 
ción correspondiente. — (Sentencia  publicada  el  19  de  Diciembre  de  1893» 
•  é  inserta  en  la  OoMta  de  20  de  Enero  de  1894.) 

U3 

Rbcübso  db  OÁSAcrÓN  (12  de  Diciembre  de  1899).— Sala  de  lo  dviL — 
Tercería  de  dominio.— No  lia  lugar  al  interpuesto  por  D.  José  Mauri  y  Dofia 
Paulina  Poal  en  autos  con  Dofia  María  Angela  Travessa  y  otros  (Audiea* 
sis  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Que  con  arreglo  á  lo$  articuloi  ;^.^  4  o,  106  ¡f  108  de  la  ley  Expateearia, 
MÓlú  pueden  ser  hipotecados  los  bienes  inmuebles  y  derechos  reales,  y  de  nsn^ú» 
modo  la»  cosas  muebles,  euvo  concepto  legal  tienen  los  oficios  enajenados  de  Im 
Corona^  las  inscripciones  ak  la  Deuda  pública  y  las  acciones  de  Bancos  y 
Compaliias  mercantiles^  aunque  sean  nominativas: 

Que  según  la  ley  $38,  párrafo  2, o,  iít.  16,  libro  50  del  Digesto,  y  d  pá- 
rrafo 4.^,  tit,  14,  Ubro  3fi  de  las  Instituciones,  es  indispensable^  en  d  os»- 
trato  de  prenda^  q'ue  ésta,  salvo  pacto  en  contrario,  se  entregue  al  acreedor  gwe 
queda  obligado  á  devolverla  á  su  tiempo  al  deudor: 

Que  conforme  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  la  ley  i.»,  tÜ.  1.^,  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Becopilación  no  puede  invocarse  con  éxito  cuando  parm . 
la  eficacia  de  las  obligaciones  contraidas  se  exigen  por  otra»  leyes  requititos  y 
»olemnidades  especiales. 

En  la  villa  y  corto  de  Madrid,  á  12  de  Diciembre  de  189S,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  jde  la  Univer- 
sidad de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  da 
aquella  ciudad,  por  los  consortes  D.  Jbsó  Mauri  y  Galí  y  Dofia  Paulina 
Poal  y  Goret,  propietarios,  vecinos  de  Tarrasa,  representados  por  eA  Pro- 
curador D.  Antonio  Bendicho  y  defendidos  por  el  Letrado  D.  José  María 
Planas  y  Casáis,  con  Dofia  María  Angela  Travessa  y  Sagrera,  viuda  de 
D.  Gabriel  Boada,  y  con  sus  hijas  Dofia  Enriquete  y  Dofia  Oonstansa 
Boada  y  Travesea,  y  hoy,  además  éstas  como  herederas  de  su  madre,  que 
falleció  durante  la  segunda  instancia,  y  en  nombre  de  la  última,  única  que 
ha  comparecido  en  esto  Supremo  Tribunal,  el  Procurador  D.  Pablo  Soler 
y  Soler,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  José  Guillen  Sol,  y  con  D.  An- 
drós  y  D.  Fidel  Poal,  que  no  han  comparecido  en  el  juicio,  sobre  tercería 
de  dominio: 

Resnltendo  que  TX  Migqel  Poal  y  Llobet,  en  escritura  otorgada  en  la 
ciudad  de  Tarrasa,  á  18  de  Mayo  de  1867,  confesó  ser  en  deber  á  D.  Oa- 
briel  Boada  y  Sort  la  cantidad  de  17.000  duros,  qse  prometió  pagarle  den- 
tro*de  diez  afios,  á  contar  desde  aquella  fecha,  y  abonarle  el  interée  de  8 
por  100  al  afio,  hipotecando  en  garantía,  entre  otras  cosas,  siete  acciones 
d^  1.000  duros  cada  una  de  las  ocho  que  á  la  sacón  tenía  disho  Poal  ea  la 
Sociedad  llamada  José  Mauri  y  Compafiia,  creada  por  escritura  de  15  de 
Febrero  de  1866  y  reorganizada  después  bajo  la  razón  social  de  Lazar* 
Ullés  y  Compafiia,  por  escritura  de  18  de  Abril  de  1868: 

Resultando  que  ocurrido  el  fallecimiento  de  D.  Miguel  Poal  y  Llobe^ 
sin  haber  satisfecho  dicho  crédito,  sus  hijos  D.  Fidel  y  D.  Andrés  Poal  y 
Jofresa,  en  escritura  de  •  de  Octubre  de  1883,  aprolMuido,  confirmando  j 
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ratificando  el  mencionado  debitorio,  reconocieron  en  cnanto  faese  necesa- 
rio deber  á  D.  Gabriel  Boada  las  86.000  pesetas,  obligándose  jan  tos  y  á 
solas  á  pagarlas  por  trimestres  el  18  de  Mayo  de  1888,  con  más  6.800  pe- 
setas an  nales  como  réditos,  en  snstitnción  del  8  por  100  pactado  en  el  pri- 
mitivo debitorio,  y  dejando  subsistentes  y  en  todo  sa  vigor  las  demás  obli- 
gaciones contraíalas  y  estipuladas  en  el  mismo,  con  renuncia  al  beneficio 
de  división  y  de  todo  otro  que  pudiera  oponerse  á  la  obligación  solidaria 
que  contraían: 

Resultando  que  D.  Gabriel  Boada  falleció  en  8  de  Marzo  de  1870,  bajo 
testamento  qne  fué  protocolizado  en  29  del  mismo  mes,  en  el  que  legó  á 
su  esposa  Doña  María  Angela  Travessa  el  nsnfructo  de  todos  sus  bienes,  é 
instituyó  herederos  universales  por  partes  iguales  á  sus  hijos  Dofia  Leo- 
nor, D.  Gabriel,  Dofia  Enriqueta,  Dofia  Emilia  y  Dofia  Constanza;  y  qne 
la  madre  ó  hijas  Dofia  María  Angela  Travessa  y>  Dofia  Enriqueta  y  Dofia 
Emilia  Boada  renunciaron  y  cedieron  por  escritura  de  14  de  Diciembre 
de  1878  á  su  hijo  y  hermano  respectivo  D.  Gabriel:  la  primera,  el  osn- 
fmcto  de  la  mitad  y  un  cincuenta  y  un  avo  de  la  propiedad,  y  las  últimas 
doce  cincuenta  avos  de  la  misma  propiedad  que  les  correspondía  en  el  edi- 
ficio y  fábrica  de  productos  químicos,  núm.  14  de  la  calle  de  Ñapóles,  de 
Gracia,  siendo  el  precio  de  tal  cesión  16.800  pesetas,  en  pago  de  las  qne 
D.  Gabriel  Boada  cedió  á  sus  mencionadas  madre  y  hermanaa  las  tres 
cuartas  partes  de  20.400  pesetas  qua  le  correspondían  en  el  crédito  hipote- 
cario de  88.000  pesetas  que  con  su  madre  y  hermanas  tenía  contra  D.  BÜ- 
guel  Poal  y  Llobet,  según  escritura  de  18  de  Mayo  de  1878,  en  que  el  dea- 
dor hipotecó  siete  acciones  de  1.000  duros  cada  una  de  las  ocho  qu«  'e 
restaban  en  la  Sociedad  antiguamente  llamada  José  Mauri  y  Compafii% 
habiendo  hecho  igual  renuncia  Dofia  Constanza  Boada  en  14  de  Julio 
de  1882  á  su  hermano  D.  Gabriel  por  la  cantidad  de  6.100  pesetas,  en  pago 
de  las  que  le  cedió  la  cuarta  parte  de  20.400  pesetas  que  le  correspondían 
M  mismo  en  el  crédito  ya  mencionado: 

Resultando  que  la  Sociedad  comanditaría  Lázaro  Ullés  y  Compafiía, 
bajo  cuya  razón  social  se  reorganizó  la  llamada  José  Mauri  y  Compafiía, 
se  transformó  por  escritura  de  27  de  Abril  de  1881  en  Sociedad  anónima, 
con  el  nombre  de  La  Auxiliar  .Tarrasense,  estableciendo  en  sus  estatal oa 
qne  los  poseedores  de  acciones  podían  enajenarlas  libremente  con  suje* 
ción  á  las  prescripciones  legales,  pero  la  Sociedad  no  reconocía  traspaso 
alguno  qne  no  se  hubiera  registrado  en  sus  libros: 

Resultando  que  por  escritura  de  capitulación  otorgada  en  27  de  Ceta* 
bre  de  1882  con  motivo  del  matrimonio  convenido  de  Dofia  Paulina  Poal 
y  Core  con  D.  José  Mauri  y  Galí,  el  padre  de  aquélla,  D.  Fidel  Poal  y  Jo- 
fresa,  le  hizo  donación,  pura,  perfecta,  simple  é  irrevocable,  llamada  en- 
tre vivos,  de  vanos  bienes,  y  entre  ellos  de  cinco  títulos  ó  acciones  de  va- 
lor nominal,  cada  uno  de  ellos  de  6.000  pesetas,  de  la  Sociedad  denomi- 
nada Auxiliar  Tarrasense,  que  se  hallaba  establecida  en  Tarrasa,  y  cuyos 
títulos  estaban  señalados  con  los  números  25,  2<$,  27,  28  y  29,  donación 
qne  aceptó  con  demostración  de  gracias  Dofia  Paulina  Poal;  y  con  consen- 
timiento de  su  padre  constituyó  en  dote  á  su  futuro  marido  D.  José  Maari 
los  referidos  cinco  títulos  ó  acciones,  además  de  otros  objetos: 

Resultando  que  en  el  libro  de  traspasos  de  acciones  de  la  Sociedad  so 
hizo  un  asiento  con  fecha  81  de  Diciembre  de  1882,  exponiendo  que  en 
virtud  de  la  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales  otorgada  por  Don 
José  Mauri  y  Galí  y  Dofia  Paulina  Poal,  pasaban  las  acciones  números  26^ 
26,  27,  28  y  29  á  favor  de  dicha  Dofia  Paulina,  cedidas  por  su  padre  Don 
Fidel  Poal,  con  el  gravamen  de  restitución  para  el  caso  de  no  dejar  hijos, 
apareciendo  de  los  mismos  libros  de  la  Sociedad  que  desde  dicha  fecha 
TOMO  74  82 
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había  venido  percibiendo  la  mencionada  Doña  Paulina  todos  loa  beneficio» 
que  se  hablan  repartido;  conteniendo  los  lítalos  de  dichas  acciones  á  so 
dorso  la  cesión  de  D.  Fidel  Poal  á  sa  hija  Dofia  Paallna  con  las  condicio- 
nes establecidas  en  la  escritura  de  capitulaciones;  con  la  nota  de  refren- 
dado por  la  Auxiliar  Tarrasense  y  la  firma  del  Director  gerente  D.  José 
Mauri  y  Galí: 

Resultando  que  los  hermanos  D.  Fidel  y  D.  Andrés  Poal  y  Jofresa,  por 
escritura  de  6  de  Octubre  de  1883,  aprobaron  de  nuevo,  confirmaron  y  ra- 
tificaron el  debitorio  de  85.000  pesetas,  otorgado  por  D..  Miguel  Poal  y 
Llobet  á  D.  Gabriel  Boada,  reconociendo  en  cuanto  fuera  menester  ser  en 
deber  á  los  madre  é  hijos  de  Doña  María  Angela  Travessa  y  Dofta  Leonor, 
D.  Gabriel,  Doña  Enriqueta,  Dofia  Emilia  y  Dofia  Constanza  Boada  y  Tra- 
vessa, en  calidad  de  usufructuaria  y  heredera  de  D.  Gabriel  Boada  y  6ort, 
las  expresadas  86.000  pesetas,  prometiendo  devolverlas  y  pagarlas  dentro 
de  cinco  años  á  contar  desde  18  de  Marzo  de  1888: 

Resultando  que  por  auto  de  7  de  Marzo  de  1889  se  despachó  ejecución 
contra  los  bienes  de  los  hermanos  D.  Fidel  y  D.  Andrés  Poal  y  Jofresa  por 
la  cantidad  de  2.849  pesetas  20  céntimos,  importe  de  los  intereses  del  ca- 
pital de  85.000  pesetas  desde  2  de  Octubre  de  1888  á  30  de  Abril  siguiente, 
correspondiente  á  Dofta  María  Angela  Travessa,  como  usufructuaría  de 
los  bienes  de  su  marido  D.  Gabriel  Boada  y  Sort;  8.600  pesetas  por  la  parte 
correspondiente  de  dicho  capital  á  la  menor  Dofia  María  Angela,  como 
coheredera  de  su  hija  Dofia  Paulina,  cesionaria  de  su  hijo  D.  Gabriel; 
por  26.600  correspondiente  en  el  propio  capital  á  Dofia  Enriqueta  Boada, 
como  heredera  de  su  padre  D.  Gabriel  y  de  su  hermana  Dofia  Leonor  y 
cesionaria  de  su  hermano  D.  Gabriel;  y  por  26.600  pesetas  que  .del  mismo 
capital  correspondían  á  Dofia  Constanza  Boada  por  iguales  conceptos  que 
la  anterior;  y  que  por  resultado  de  dicha  ejecución  se  procedió  al  embargo 
de  siete  acciones  de  1.000  duros  cada  una  de  la  referida  Sociedad,  requi- 
riéndose  á  D.  José  Mauri,  como  legítimo  representante  de  su  esposa  Dofia 
Paulina  Poal,  para  que  retuviera  y  conservase  á  disposición  del  Juzgado 
y  á  las  resultas  del  juicio  las  cinco  acciones  cedidas  en  dote  á  la  misma,  y 
para  que,  como  Gerente  de  la  Sociedad  mencionada,  no  permitiese  traspaso, 
enajenación  ni  operación  alguna  en  las  mismas  ni  que  á  ellas  afectase: 

Resultando  que  en  su  virtud  los  referidos  consortes  D.  José  Mauri  y 
Dofia  Paulina  Poal,  dedujeron  en  14  de  Enero  de  1890  la  demanda  objeto 
de  estos  autos,  en  la  que  consignando  como  hechos  los  antecedentes  que 
quedan  referidos,  expusieron:  que  desde  luego  las  referidas  cinco  acciones 
habían  sido  donadas  á  la  demandante  y  endosadas  con  los  requisitos  esta- 
blecidos por  la  Sociedad;  habían  venido  cobrando  quieta  y  pacíficamente, 
sin  oposición  alguna,  los  dividendos  actiyos  repartidos  á  dichas  acciones, 
creyendo  indispensable  su  dominio  é  indiscutible  su  derecho;  que  por  ello 
se  habían  visto  sorprendidos  cuando  por  resultado  del  juicio  ejecutivo 
antes  mencionado  se  les  había  re<]uerido  para  que  conservasen,  bajo  sa 
responsabilidad,  las  referidas  acciones  á  disposición  del  Juzgado,  siendo 
mayor  su  sorpresa  al  enterarse  de  que  habían  sido  embargadas  con  per- 
fecto conocimiento  de  la  cesión  que  de  ellas  había  hecho  D.  Fidel  á  su  ci- 
tada hija  en  la  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales,  y  ejercitando  la 
acción  reivindicatoría  y  cualquiera  otra  que  pudiera  competirles,  pidieron 
se  declarase  que  las  referidas  cinco  acciones  eran  de  la  exclusiva  propie- 
dad y  dominio  de  los  demandantes,  mandando  alzar  el  embargo  de  las 
mismas,  así  como  la  prohibición  de  enajenarlas,  con  imposición  de  silencio 
y  callamiento  perpetuo  y  pago  de  costas  á  los  ejecutantes  ó  ejecutados  que 
se  opusiesen  á  aquella  demanda: 

Resultando  que  las  ejecutantes  las  impugnaron,  y  refiriendo  los  térmi- 
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1108  de  It  etcritura  de  debitorío  y  las  de  qne  como  confirmación  de  la  mia- 
ma  otorgaron  los  hermanos  D.  Fidel  y  D.  Andrés  Poal,  exponiendo:  qne 
no  sólo  se  colocaron  aqaéllos  en  el  lugar  y  derecho  de  sa  padre  y  causan- 
te, sino  que  contrajeron  espontáneamente  una  obligación  en  virtud  de  la 
eoal-  hubieran  podido  ser  directamente  compelidos,  y  como  consecuencia 
continuaban  respondiendo  del  capital  prestado  lo  mismo  las  fincas  que  las 
siete  acciones  sobre  qne  versaba  la  demanda  de  tercería;  que  al  otorgarse 
la  escritura  de  capitalaciones  matrimoniales,  no  solamente  constaba  á  Don 
Fidel  QQO  los  cinco  títulos  ó  acciones  que  donaba  estaban  afectas  y  servían 
de  garantía  al  crédito  de  los  ejecutantes,  sino  que  posteriormente,  en  Oc- 
tubre de  1888,  reconoció  en  documento  público  y  solemne  que  dichos  tí- 
tulos continuaban  con  la  misma  carga  y  gravamen  que  les  había  impuesto 
sa  referido  padre,  siendo  por  ello  evidente  que  la  donataria  no  pudo  legí- 
timamente adquirir  el  dominio  que  á  su  favor  invocaba,  procediendo  por 
ello  que  se  les  absolviese  de  la  demanda,  declarando  subsistente  el  em- 
bargo sobre  las  cinco  aeciones  en  cuestión,  mandando  seguir  adelante  el 
procedimiento,  con  imposición  de  costas  á  los  terceristas,  y  pidiendo  ade- 
más por  vía  de  reconvención,  qne  se  declarase  nula  y  sin  ningún  valor  ni 
efecto  la  donación  en  las  cinco  acciones  de  la  Sociedad  Auxiliar  Tarra- 
sense  hecha  por  D.  Fidel  Poal  y  Jofresa  á  favor  de  su  hija  Doña  Paulina 
Poal  en  la  escritura  de  27  de  Octubre  de  1882,  por  serlo  en  perjuicio  de 
tercero  y  objeto  de  dicha  donación  unas  acciones  respecto  de  las  cuales 
no  podía  D.  Fidel  Poal  válidamente  contratar: 

Resultando  que  declarada  contestada  la  demanda  por  los  ejecutados  y 
que  continuara  el  juicio  en  su  rebeldía,  los  demandantes  D.  José  Mauri  y 
Doña  Paulina  Poal  replicaron  reproduciendo  su  demanda,  y  alegando  ade- 
más, qne  cualesquiera  qne  fuesen  los  términos  del  debitorio  de  D.  Miguel 
Poal  á  D.  Gabriel  Boada,  las  siete  acciones  de  1.000  duros  de  la  Sociedad 
comanditaria  José  Mauri  y  Gompafiía,  y  hoy  anónima  La  Auxiliar  Tarra- 
sense,  qne  se  pretendía  se  dieron  en  garantía,  no  lo  fueron  en  forma  de 
prenda,  porque  para  ello  era  necesario  que  hubiesen  pasado  á  poder  del 
acreedor  y  retenídolas  éste  en  su  mano  para  pago  del  crédito;  y  tanto  Poal 
no  pudo  entregar  en  prenda  á  Boada  las  cinco  acciones  en  cuanto  perma- 
necieron constantemente  en  poder  de  aquél  hasta  que  las  entregó  á  su 
hija  que  las  conservaba;  y  que  tampoco  se  pudieron  dar  en  hipoteca,  por- 
que no  representaban  una  participación  sobre  inmuebles,  sino  que  eran 
títulos  representativos  de  una  parte  del  capital  socia^  de  la  citada  Gompa- 
fiía, y  las  acciones  de  Gompafiías  de  cualquiera  clase  que  fueran  no  eran 
susceptibles  de  hipoteca;  así  era  que  hi  la  escritura  de  1867  ni  las  demás 
citadas  en  la  contestación,  habían  sido  inscritas  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad por  rasón  de  la  supuesta  hipoteca  de  las  acciones  en  los  asientos 
referentes  á  la  finca  perteneciente  á  la  Sociedad  La  Auxiliar  Tarrasense; 
ocupándose  de  la  reconvención  sostuvieron  qne  la  donación  de  las  cinco 
acciones  fué  hecha  por  su  legítimo  dueño  D.  Fidel  Poal,  que  podía  válida- 
mente contar  sobre  ellas,  y  las  traspasase  libremente  á  su  hija,  registrán- 
dose el  traspaso  en  los  libros  de  la  Sociedad,  sin  que  en  eljos  figurase  ano- 
tación alguna  qne  impidiera  verificar  aquél;  que  dichas  acciones  no  estaban 
gravadas  en  garantía  del  crédito  de  las  hermanas  Boada  bajo  ninguna  de 
las  dos  formas  que  autorisaba  el  derecho,  ó  sean  la- prenda  y  la  hipoteca, 
según  quedaba  demostrado,  pidiendo  por  todo  ello  que  se  les  absolviera 
de  la  reconvención,  con  imposición  de  ^silencio  perpetuo  sobre  la  misma, 
y  pago  de  costas  á  Dofia  Angela  Travessa  y  Dofia  Enriqueta  y  Dofia  Gobs- 
tansa  Boada: 

.  Resultando  que  las  ejecutantes  duplicaron  reproduciendo  los  funda- 
mentos de  su  contestación  y  afiadiendo  que  D.  Fidel  Poal  no  podía  dispo- 
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ner  libremente  de  Ua  cinco  acciones  que  donó  á  ra  hija  Paalina  porque  le 
constaba  que  estaban  afectas  al  crédito  de  las  ejecutantes;  y  q  ue  samin»- 
trada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  ha- 
biendo ocurrido  durante  la  segunda  el  fallecimiento  de  Dofia  Angela  Tea- 
vessa,  y  compareciendo  sus  bijas  Dofia  Oonstanaa  y  Dofla  Enriqueta,  7 
además  del  carácter  con  que  litigaban  con  el  de  sus  berederas,  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelonli,  dictó,  en  9  de  Julio  de  1891, 
sentencia  revocatoria,  declarando  que  las  cinco  acciones  de  la  Sociedad  La 
Auxiliar  Tarrasense,  de  valor  nominal  6.000  pesetas  cada  una,  que  fueron 
embargadas  en  mérito  de  los  autos  ejecutivos  que  Dofia  Angela  Traveasa 
y  las  bermanas  Dofia  Enriqueta  y  Dofia  Constanza  Boada  ban  seguido 
contra  los  hermanos  D.  Andrés  y  D.  Fidel  Poal,  sobre  cuyos  títulos  ae 
mandó  seguir  adelante  el  procedimiento  de  apremio,  son  y  pertenecen  en 
propiedad  á  los  consortes  Dofia  Paulina  Poal  y  Goret  y  D.  José  Mauri  j 
Qalí;  que  no  procede  la  reconvención  formulada  por  aquéllos  en  solicitad 
de  que  se  declare  nula  la  donación  de  dicbas  acciones  que  á  Dofia  Paulina 
Poal  le  hizo  su  padre  D.  Fidel  en  la  escritura  de  27  de  Octobre  de  1883, 
absolviendo  por  tanto  á  los  terceristas  de  dieha  reconvención;  pero  qvm 
estendo  aqaellas  acciones  sujetas  por  virtud  délas  escrituras  de  18 da 
Hayo  de  1867  y^  6  de  Octubre  de  1883  á  la  reaponsabilidad  de  dicha  deuda, 
sú  declara  que  la  propiedad  que  por  aquella  sentencia  se  reconocía  á  loa 
antes  citados  consortes  Mapri  se  entendía  limitada  por  dicha  responsabi- 
lidad, y  en  su  consecuencia,  que  no  procedía  la  última  de  sus  pretensio- 
nes, ó  sea  el  alzamiento  del  embargo  y  prohibición  de  enajenar  aqnelloa 
valores,  que  subsistirían  afectos  al  pago  del  crédito  de  los  ejecutantes,  en 
cuanto  fuese  preciso  para  hacerlo  efectivo,  ain  perjuicio  de  los  derecíio» 
que  Dofia  Paulina  Poal  y  su  esposo  D.  José  Mauri  pudieran  tener  contsa 
el  demandante  D.  Fidel  Poal  por  virtud  de  esta  limitación,  sin  hacer  ex- 
presa condenación  de  costas  en  ninguna  de  las  instancias: 

Eesultando  que  los  consortes  D.  José  Mauri  y  Galí  y  Dofia  Paulina 
Poal  y  Coret,  han  interpuesto  recurso  de  casación,  alegando: 

Primero.  Qae  en  cuanto  la  sentencia  recurrida,  á  pesar  de  reconocer 
que  no  existe  hipoteca  sobre  las  cinco  acciones  objeto  de  controverain» 
las  declara,  sin  embargo,  afectas  á  una  responsabilidad  real,  infringe  el 
principio  fundamental  de  dicha  ley,  contenido  en  au  art.  2.*,  de  que  Im 
miama  sólo  es  aplicable  á  loa  inmuebles  y  derechos  reales,  quedando 
totalmente  excluidos  los  mismos;  el  art.  i.^  de  la  propia  ley,  segón  el  que 
se  consideran  múeblA  las  acciones  de  Bancos  y  Gompafiías  mercantilea, 
aunque  aean  nominativas;  el  106,  según  el  que,  sólo  se  pueden  hipoteeas 
los  bienes  inmuebles  y  los  derechos  impuestos  en  los  mismos;  y  por  fin, 
el  núm«  4.o  del  art.  108,  según  el  cual,  no  son  hipotecables  las  obligacio- 
nes de  acciones  del  Banco,  Empresas  y  Gompafiías  de  cualquiera  eapeeie: 
Segundo.  Que  en  cuanto  la  propia  sentencia,  á  pesar  de  reconoces 
también  que  las  acciones,  materia  del  debate,  no  fueron  objeto  de  prenda, 
venía  sin  embargo  á  sujetarlas  en  favor  de  los  acreedores  á  una  responsn- 
bilidad  real,  que  tratandose  de  cosas  muebles  no  podía  ser  provenieiite 
más  que  de  la  prenda  misma,  infringe  la  ley  238,  párrafo  aegundo,  tít.  16, 
libro  50  del  Digesto,  según  la  cual,  para  que  exista  la  prenda  propia  da  lae 
cosas  muebles,  es  condición  indispensable  que  éstas  sean  materialmente 
entregadas  al  acreedor,  lo  cual  estaba  conforme  con  la  idea  y  noción  del 
contrato  de  prenda  contenida  en  el  párrafo  cuarto  del  tít  15  del  libro  S.* 
de  las  Instituciones  de  Justiniano,  que  resultaba  también  infringido,  y 
según  el  cual,  en  tanto  es  de  esencia  la  entrega  de  la  cosa  pignorada  al 
acreedor,  en  cuanto  éste  tenía  como  obligación  fundamental  por  an  par|e 
la  de  devolverla  al  deudor,  una  vez  que  hubiera  éste  ps|;ado  aa  deoda: 
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l^ereero.  Qae  infringe  asimismo  la  aentencia  el  principio  de  derecho 
proclamado  por  laa  leyes  y  la  jarispradencia  en  varias  ientencias,  de  que 
reg  Ínter  aUoB  acia  vel  jtuUeata  alus  non  noeet  nee  prode^t;  toda  yes  qae 
hacía  sentir  i  los  recurrentes  las  eonseenencias  de  an  contrato  en  qae  no 
fueron  parte,  y  les  obligaba  á  qae  fueran  ellos  los  que  sufrieran  el  perjui- 
cio que  debían  sufrir  los  acreedores  por  no  haber  cuidado,  ni  su  causante 
ni  ellos,  como  era  de  su  deber,  de  legalisar  la  prenda  de  las  acciones  que 
dió  en  garantía  D.  Miguel  Poal;  resultando  con  tal  procedimiento  infrin- 
gidas también  las  leyes  del  tít.  17,  libro  60  del  Digesto;  la  74,  que  dice: 
nadie  puede  hacer  peor  la  condición  de  otro;  la  155,  que  á  cada  uno  le  debe 
IMrjndicar  su  propio  hecho  y  no  á  la  parte  contraria;  y  la  803,  que  el  dafio 
que  uno  padece  por  su  culpa,  no  se  entienda  que  lo  sufre: 

Cuarto.  Que  se  infringe  igualmente  la  doctrina  de  que  los  contratos, 
produciendo  una  acción  meramente  personal,  sólo  son  obligatorios  para 
los  contratantes  y  los  que  de  ellos  traen  causa,  sin  que  puedan  invocarse 
en  contra  de  un  tercero  que  no  tomó  parte  en  la  estipulación^  doctrina 
oontenida  en  varias  leyef  y  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal,  entre 
ellas,  las  de  18  de  Marso  de  1862,  22  de  Octubre  de  1868, 19  de  Marco  y  29 
de  Octubre  de  1872  y  14  de  Octubre  dé  1881;  doctrina  que  tenía  sólo  su 
excepción  en  los  contratos  en  que  se  constituían  derechos  reales,  pues 
entonces  obligaban  á  los  poseedores  de  los  bienes  respectivamente  grava- 
dos, caso  que  no  era  el  de  autos,  y  á  quien  el  contrato,  objeto  de  ellos,  no 
se  constituyó  como  declaraba  la  sentencia  y  quedaba  probado  en  los  ante- 
riores motivos,  hipoteca  ni  prenda  de  ninguna  especie: 

Quinto.  Y  por  último,  y  en  cuanto  se  intentara  hacer  valer  en  contra 
de  los  recuNrentes  la  escritura  de  ratificación  de  préstamo  oue  en  1883 
otorgaron  D.  Fidel  y  D.  Andrés  Poal  á  favor  de  los  ejecutantes  y  en  la 
que  confirmaron  y  ratificaron  las  garantías  dadas  en  la  anterior  escritura, 
infringe  el  fallo'recurrido  el  principio  de  derecho  copteñido  en  varias 
leyes,  y  en  la  sentencia  de  27  de  Noviembre  de  1866  y  otras,  de  que  nadie 
puede  transmitir  á  otro  más  derechos  que  los  que  él  tiene;  bajo  cuyo  con- 
cepto, estando  legítimamente  traspasadas  á  un  tercero  las  cinco  acciones 
de  La  Auxiliar  Tarrasense,  no  podía  el  deudor  perjudicar  sus  derechos  ni 
transmitir  á  los  acreedores  los  que  él  ya  había  perdido. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

Considerando  que  si  bien  en  la  escritura  de  18  de  Mayo  de  1867  con- 
fesó D.  Miguel  Boal  que  adeudaba  á  D.  Gabriel  Boada  la  cantidad  de 
85  000  pesetas,  que  se  obligó  á  pagarle  en  el  término  de  dies  afios  con  el 
interés  de  8  por  100  cada  uno  de  ellos,  expresando  que  en  garantía  del 
crédito  hipotecaba ,  además  de  las  fincas  que  se  determinaban ,  siete 
aedones  de  las  ocho  que  le  pertenecían  en  la  razón  social  José  Maurí  y 
Compafiía,  hoy  Auxiliar  Tarrasense,  no  se  ha  probado  en  manera  alguna 
que  ni  entonces  ni  después  se  entregasen  al  acreedor  dichas  siete  accio- 
nes, las  cuales,  por  el  contrario,  han  estado  siempre  sin  contradicción  de 
nadie  en  poder  del  deudor  ó  de  sus  causahabientes,  que  han  percibido  los 
dividendos  repartidos,  y  no  apareciendo  tampoco  en  el  Registro  de  la  pro* 
piedad,  ni  en  los  libros  de  la  mencionada  Sociedad,  la  menor  indicación 
relativa  á  la  responsabilidad  de  aquelloe  valores: 

Considerando  que  por  la  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales  de 
97  de  Octubre  de  1882;  que  reúne  las  debidas  solemnidades,  transmitió  efi* 
easmente  D.  Fiddí  Peal,  como  heredero  de  su  padre,  el  dominio  de  cinco 
acciones  á  favor  de  su  liija  Dofia  Paulina  Poal,  que  hiso  registrar  la  ce- 
sión en  los  libros  de  )a  Compafiía  anónima  y  que  no  había  interesado  en 
la  escritura  de  18  de  Mayo  de  1867,  ni  consta  que  estuviese  enterada  de 
lo  pactado  en  ella;  por  todo  lo  cual  la  Dofia  Paulina  es  en  la  actualidad 
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ción de  ningaaa  dase: 

Considerando  qué,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  los  artículos  X^, 
4.0, 106  y  108  de  la  ley  Hipotecaria,  sólo  pneden  hipotecarse  los  bienes 
inmuebles  y  derechos  reales,  y  de  ningana  manera  las  cosas  mnebleo, 
concepto  legal  qoe  tienen  los  oficios  enajenados  de  la  Corona,  las  inscrip- 
ciones de  la  Deuda  pública  y  las  acciones  de  Bancos  y  Compafilas  mer- 
cantiles, aunque  sean  nominativas: 

Considerando  que  según  la  ley  288,  párrafo  segundo,  tít  16,  libro  60 
del  Digesto,  y  según  el  párrafo  cuarto,  tít.  14,  libro  S.o  de  las  Instítucio. 
nes,  es  indispensable,  en  el  contrato  real  de  prenda,  que  ésta,  salro  pacta 
en  contrario,  se  entregue  al  acreedor,  que  queda  obligado  á  devolverla  á 
su  tiempo  al  deudor: 

Considerando  que  no  habiendo  podido  hipotecarse  ni  dado  en  prenda 
las  cinco  acciones,  no  han  debido  ser  embargadas  en  el  juicio  ejecutivo, 
mediante  no  hallarse  sujetas  á  ningún  gravamen  legal  efectivo,  porque, 
tratándose  de  bienes  muebles,  no  cabe  aplicar  por  analogía,  como  lo  hace 
la  Sala  sentenciadora,  las  prescripciones  de  la  ley  Hipotecaría,  porque  U 
escritura  de  6  de  Octubre  de  1883,  en  la  qoe  D.  Fidel  Poal  ratificó  la  deuda, 
y  que  se  otorgó  un  afio  después  de  la  de  donación  á  favor  de  su  hija,  no 
tíene  el  alcance  que  se  la  atribuye;  y  finalmente,  porque,  conforme  ha  de- 
clarado este  Tribunal  Supremo,  la  ley  1.^  tít.  l.o,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación  no  puede  invocarse  con  éxito  coando,  como  sucede  en  el 
presente  caso,  para  la  eficacia  de  las  obligaciones  contraídas  se  exigen 
por  otras  leyes  requisitos  y  solemnidades  especiales: 

Considerando  que,  por  lo  que  se  deja  expuesto,  la  sentencia  recorrida, 
al  declarar  que  por  estar  sujetas  las  acciones  á  la  responsabilidad  de)  cré- 
dito de  Boada,  no  procede  el  alzamiento  del  embargo  y  de  la  prohlbicióa 
de  enajenar  dichos  valores  que  subsistirán  afectos  al  pago  de  aquel  eré* 
dito,  infringe  las  disposiciones  legales  y  doctrina  citadas  en  los  tres  pri- 
meros motivos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recursa 
de  casación  interpuesto  por  los  consortes  D.  José  Mauri  y  Dofia  Paulino 
Poal,  y  en  su  consecuencia,  casamos  y  anulamos  la  Sentencia  que  en  9  de 
Julio  de  1892  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barce- 
lona, en  cnanto  al  extremo  en  que  declara  que  la  propiedad  que  reconoce 
á  los  citados  consortes  de  las  cinco  acciones  de  la  Sociedad  La  Auxiliar 
Tarrasense,  se  entiende  limitada  por  la  responsabilidad  contraída  en  las 
escrituras  de  18  de  Mayo  de  1867  y  6  de  Octubre  de  188S,  no  procediendo 
en  su  consecuencia  el  alzamiento  del  embargo  y  de  la  prohibición  de  ena- 
jenar  aquellos  valores,  que  subsistirán  afectos  al  pago  del  crédito  de  loa 
ejecutantes.— (Sentencia  publicada  el  12  de  Diciembre  de  1898,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  20  de  Enero  de  1894.) 

114 

Recubso  dk  oasactón  (12  de  Diciembre  de  189S).— Sala  de  lo  clviU— 
Entrega  de  ¿iene«.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José  T^les  en  aotoa. 
con  D.  Fabríciano  Morencos  y  otros  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  nombrado  curador  ejemplar  á  un  incapacitado  y  hallándoie  pen- 
diente de  constituirse  d^nÜivametite  la  cúratela  al  publicarse  el  Código  d- 
«r<¿,  es  notorio  que  dicha  constitución  debe  verificarse  con  arreglo  a  la  legMi- 
don  anterior^  según  lo  preceptuado  en  las  disposiciones  transitorias  8.^  f  P> 
de  dicho  Código: 
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Que  digeemido  el  cargo  de  curador  con  tujeción  á  los  orHculos  1868  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civü,  es  consecuencia  indeclinable,  conforme  al  ar- 
ticulo 1870,  ordenar  y  hacer  entrega  al  curador  ejemplar  de  los  bienes  del 
ineapacUado,  porque  tales  actos  de  discernimiento  y  entrega  de  bienes  están 
e$trecha  y  directamente  ligados  entresi,  completándose  uno  á  otro,  y  constitu- 
yen definitivamente  la  cúratela: 

(¿ue  esto  en  nada  se  opone  á  que  en  el  ejercicio  de  la  cúratela  se  sujete  el 
curador  á  las  prescripciones  del  Código  y  disposición  transitoria  8.^  del  mis- 
mo, ni  tampoco  á  que  el  consejo  de  familia  pueda  hacer  uso  y  use  de  las  fa- 
cultades, derechos  y  funciones  que  le  están  atribuidas. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Diciembre  de  1893,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtad  de  recnrao  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Oeste  de 
«ata  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  misma 
por  D.  Fabríoiano  Morencos  y  Aráue,  Abogado  y  vecino  de  esta  corte, 
como  curador  ejemplar  del  incapacitado  D.  Matías  Aráuz  é  Izquierdo,  re-  . 
presentado  por  el  Procurador  D.  Francisco  Egea  y  defendido  por  el  Li- 
cenciado D.  Pedro  Apalátegui,  con  D.  José  Téllez  y  Aráuz,  Ingeniero  civil, 
de  la  misma  vecindad,  como  presidente  interino  del  consejo  de  familia  de 
dicho  incapacitado,  y  D.  Julián  Gasildo  Arribas  y  Aráuz,  propietario  y 
▼ecino  de  Tragacete,  en  concepto  de  administrador  judicial  de  los  bienes 
pertenecientes  al  abintestato  de  Dofia  Prisca  Aráuz  é  Izquierdo,  y  en  nom- 
bse  de  uno  y  otro  el  Procurador  D.  Felipe  Gano  y  García,  bajo  la  direc- 
ción del  Letrado  D.  Ag«stín  de  Soto,  y  con  el  Ministerio  fiscal,  sobre  en- 
trega de  bienes: 

Kesultando  que  por  sentencia  que  en  16  de  Mayo  de  1888  dictó  el  Juee 
de  primera  instancia  del  distrito  del  Oeste  de  esta  capital,  y  que  confirmó 
con  las  costas  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  misma,  en 
26  de  Septiembre  del  propio  afio,  se  declaró  apto  y  capaz  á  D.  Fabríciano 
Morencos  para  ejercer  la  cúratela  ejemplar  de  su  tío  el  incapacitado  Don 
Matías  Arápz  é  Izquierdea,  confirmando  definitivamente  el  nombramiento 
provisional  que  para  dicho  cargo  le  estaba  hecho  y  tenía  aceptado: 

Besultando  que  aprobabas  por  auto  del  Juez  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Gen  tro  de  26  de  Febrero  de  1890  las  operaciones  de  testamen- 
taria necesaria  de  Dofia  Prisca  Aráuz  ó  Izquierdo,  seguidas  en  aquel  Jnz- 
gado,  dirigió  oficio  al  del  distrito  del  Oeste  para  que,  con  referencia  al  ex 
pediente  que  en  él  se  tramitaba,  se  le  manifestara  quién  era  el  curador 
«Jemplar  definitivo  del  incapacitado  D.  Matías  Aráuz,  uno  de  los  declara- 
dos herederos  de  Dofia  Prisca  Aráuz,  á  ñn,  de  que  se  hiciera  car^o  de  lo 
que  se  le  había  adjudicado,  que  obraba  en  poder  del  depositario  y  admi- 
nistrador judicial  D.  Julián  Gasildo  Arribas;  y  contestado  por  el  Juez  del 
Oeste,  que  ordenara  se  pusieran  á  su  disposición  los  bienes  adjudicados 
á  dicho  incapacitado,  le  remitió  el  Juez  del  Gentro  testimonio  de  la  adja- 
dicación  ó  hijuela  y  relación  de  los  bienes  de  la  exclusiva  pertenencia  de 
D.  Matías,  hallados  en«l  domicilio  de  su  hermana,  que  era  su  curadora 
«jemplar,  manifestando  que  había  acordado  dejar  á  disposición  del  Jua- 
gado del  Oeste  todos  los  referidos  bienes,  haciéndolo  saber  á  D.  Julián 
Oasildo  Arribas,  como  depositario  y  administrador  judicial  que  era  de 
^los: 

Besultando  que  oído  el  Ministerio  fiscal,  y  de  conformidad  con  sn 
dictamen,  se  acordó,  en  tuto  de  l.^  de  Julio  de  1890,  que  para  poder  dis- 
cernir á  dicho  curador  el  cargo,  prestase  fianza  de  26.000  pesetas,  sefia- 
lándose  7.600  pesetas  anuales  para  alimentos  y  demás  gastos  que  ocurrie- 
ran al  incapacitado,  cantidad  que  percibiría  D.  Fabríciano  de  las  rentaa 
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de  lo0  bienes  de  aqaél,  con  obligación  derendir  cuenta  annal»  sefialándoa» 
por  administración  de  aquéllos  el  6  por  100  anual: 

Resultando  que,  constituida  fianza  hipotecaria  y  aprobada  el  acta  de 
Sil  constitución,  que  se  inscribió  en  el  Begistio  de  la  propiedad  correspon- 
diente, prestada  por  D.  Fabriciano  Morencos,  con  obligación  de  cumplir 
los  deberes  de  su  cargo  conforme  á  las  leyes,  en  4  de  Diciembre  de  189> 
le  fué  discernido  el  cargo  de  curador  ejemplar  del  incapacitado  D^  Matías 
Aráuz  Izquierdo,  señalándosele  para  alimentos  la  indicada  cantidad,  con U 
obligación  de  rendir  cuentas  cada  anualidad,  según  lo  dispuesto  en  el  auto 
de  l.o  de  Jalio  de  1890,  con  las  facultades  necesarias  nara  la  representa- 
ción del  incapacitado,  cuidando,  en  primer  término,  de  su  persona,  procu- 
rando su  comodidad,  conservándole  en  la  esfera  social  que  le  proporcio- 
nase los  recursos  de  que  disponía,  y  para  qu^,  en  segundo  término,  admi- 
nistrase sus  bienes: 

Resultando  que  por  a^to  de  7  del  mismo  mes  de  Diciembre,  habién- 
dose ya  discernido  á  D.  Fabriciano  Morencos  el  cargo  de  curador  ejmnplar 
del  incapacitado,  se  mandó  hacerle  entrega  por  inyentario  y  bajo  la  fe  del 
actuario,  de  todos  los  bienes  pertenecientes  á  dicho  incapacitado,  y  he<}ba 
saber  el  acta  de  discernimiento  á  D.  José  Téllez,  Presidente  interino  que 
dijo  ser  del  consejo  de  familia  de  aquél,  y  requerido  D.  Julián  Casildo  Arri- 
bas á  los  fines  ordenados,  manifestó  que,  respetando  la  autoridad  del  Juz- 
gado, no  podía  reconocer  su  competencia,  porque  el  consejo  de  familia  ha- 
bla acordado  que  le  correspondería  conocer  de  lo  relativo  al  ejercicio  de  la 
cúratela,  y  no  estimaba  conveniente,  y  antes  bien  consideraba  peligroso,  en- 
tregar desde  luego  á  D.  Fabriciano  Morencos  los  bienes  del  incapacitado, 
porque  la  fianza  era  insuficiente,  había  que  separar  los  bienes  del  incapa- 
citado englobados'  con  los  de  su  anterior  curador,  y  reclamar  de  D.  Ramón 
y  D.  Fabriciano  Morencos  lo  que  eran  en  deber  á  aquél: 

Resultando  que  el  Jaez,  por  auto  de  22  del  repetido  mes  de  Diciembre, 
fundado  en  que  la  entrega  de  bienes  era  consecuencia  precisa  del  discer- 
nimiento del  curador,  sin  cuyo  requisito  no  podía  ejercerse  el  cargo,  que 
se  habían  practicado  cuantas  diligencias  prescribían  las  leyes  para  garan- 
tizar su  buen  desempeño,  sin  que  fuera  posible  volver  sobre  resoluciones 
ejecutorias  por  virtud  de  los  acuerdos  del  consejo,  el  cual  podría,  dentro 
de  las  atribuciones  que  el  nuevo  Código  le  concedíia,  exigir  cuantas  medi- 
das de  precaución  juzgase  oportunas  para  garantir  el  buen  desempeño  del 
cargo  de  curador,  pero  no  impedir  que  el  nombrado  por  el  Juzgado  ejer- 
ciera sus  funciones  mientras  su  remoción  no  estuviese  fundada  en  alguno 
de  los  motivos  que  indicaba  la  ley,  declaró  no  haber  lugar  á  tener  por 
cumplido  á  D.  Julián  Casildo  Arribas  con  el  acuerdo  del  Juzgado,  y  que 
se  le  hiciera  saber  que,  sin  excusa  ni  pretexto  alguno,  cumpliera  con  lo  que 
se  le  tenía  prevenido  en  la  providencia  del  día  7: 

Resultando  que  hecho  el  requerimiento  en  el  30,  en  2  de  Enero  pre- 
tendió D.  Fabriciano  Morencos  que  se  requiriese  por  tercera  ves  á  D.  Ju- 
lián, y  por  uu  otrosí  y  para  el  caso  de  que  no  verifícase  la  entrega,  que  se 
le  diera  á  reconocer  como  curador  y  administrador  de  los  bienes  del  inca- 
pacitado-, que  acordado  en  auto  de  4  de  Enero  hacer  el  requerimiento,, 
bajo  apercibimiento  de  proceder  á  lo  que  hubiera  lugar,  en  el  mismo  día 
se  personó  el  Procurador  D.  Felipe  Cano,  á  nombre  y  con  poder  de  Dea 
José  Téllez  y  Aráuz,  como  Presidente  interino  del  consejo  de  familia  de 
D.  Matías  Aráuz  y  de  D.  Julián  Casildo  Arribas,  como  administrador  de 
loa  bienes  del  abintestato  de  Dofia  Prisca  Aráuz,  solicitando  que  se  le  tu- 
viera como  parte  legítima  y  que  se  reformaran  loa  proveídos  de  7  y  SO  d» 
Diciembre  y  4  de  Enero,  declarándolos  sin  valor  ni  efecto,  y  dejando  el 
asunto  al  conocimiento  del  consejo  dé  familia,  á  quien  competía  ezclosi- 
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TAinente,  0ODÍónD6  á  las  dispoiiciones  transitorias  8>  y  9>,  y  «1  cap.  9.o» 
tít.  9.0,  libro  l.o  del  Código  civil  vigente,  y  en  el  caso  de  do  acceder  á  ea' 
tas  pretensiones,  se  tn viera  por  formulado  el  correspondiente  incidente 
de  nnlidad  de  las  referidas  providencias  y  actuaciones  consiguientes,  y 
snataneiándole  en  forman  y  con  suspensión  del  procedimiento,  declararlas 
en  sn  día  nulas  de  ningún  valor  ni  efecto,  dejando  en  todo  caso  el  asunto 
ai  conocimiento  del  consejo  de  familia  de  D.  Matías  Aráuz,  con  las  costas» 
con  protesta  de  reserva  de  cuantas  acciones,  derechos  y  recursos  pudieran 
eorresponderle? 

fiesultando  que  el  Juea,  por  auto  de  14  de  Enero  de  1892,  sin  que  fuera 
visto  tener  por  parte  en  los  autos  al  Procurador  Cano,  en  nombre  de  quien 
había  comparecido,  modificó  los  indicados  proveídos  de  7  y  80  de  Diciem- 
bre último  y  4  de  aquel  mes,  en  el  sentido  de  que  el  consejo  de  familia 
poaiera  en  posesión- al  curador  D.  Fabriciano  Morencos,  haciéndole  entre- 
ga inmediatamente  por  inventario  de  los  bienes  pertenecientes  al  incapa- 
citado, en  la  forma  que  dichos  preceptos  legales  establecían,  á  cuyo  fin  se 
hiciera  saber  esta  resolución  al  Presidente  de  dicho  consejo: 

Besultando  que  el  Procurador  D.  Francisco  Egea,  á  nombre  de  D.  Fa- 
briciano Morencos,  solicitó  en  escrito  de  20  de  dicho  mes,  que  de  plano  y 
sin  audiencia,  puesto  que  no  había  parte  adversa,  se  reformara  por  con- 
trarío imperio,  ó  como  más  hubiera  lugar,  el  auto  del  14,  dejándole  sin 
efecto  y  reponiendo  en  su  vigor  la  providencia  de  7  de  Diciembre,  auto 
de  22  del  mismo  y  providencia  de  4  de  Enero,  y  en  otro  caso,  admitir  de 
nvevo  en  un  sólo  efecto  por  interés  del  incapacitado  la  apelación  que  in- 
terponía, alegando  en  sn  apoyo:  que  el  auto  de  4  de  Enero  infringía  las 
disposiciones  transitorias  8.^  y  9>  del  Código  civil,  por  cuanto  confun- 
diendo los  dos  conceptos  de  constitución  y  ejercicio  de  la  cúratela,  supo»  ^ 
nía  propio  del  ejercicio  la  posesión  del  tutor,  que  correspondía  á  la  cons- 
titnciÓD,  á  tenor  de  la*  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente,  para  efectuar 
dicha  constitución,  el  art.  1870  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por 
cuanto  se  le  dejaba  de  aplicar  con  notorio  error  el  principio  de  la  no  re- 
troactividad  de  las  leyes,  por  cuanto  se  trataba  de  aplicar  el  art.  261  del 
Código  civil,  dictado  y  aplicable  para  tutelas  constituidas  después  -áe  la 
promulgación  del  Código  civil,  siendo  así  que  en  el  caso  de  autos  el  pro- 
cedente era  el  art.  1870  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  el  principio 
racional  de  derecho  de  que  el  ejercicio  de  un  cargo  no  comienza  mientras 
no  se  confiere  la  posesión  de  dicho  cargo,  por  cnanto  se  reputaba  la  mate- 
ria del  ejercicio  el  acto  de  la  posesión,  confundiendo  en  la  significación 
errónea  de  un  término  técnico  dos  conceptos,  gramatical  y  lógicamente 
distínios: 

Besultando  que  por  auto  de  26  de  Enero  se  declaró  no  haber  lugar  á 
la  reforma  solicitada,  mandándose  estar  á  lo  acordado  en  el  auto  del  día 
14,  y  habiendo  insistido  el  Procurador  Egea  en  la  apelación  del  mismo, 
intúponiéndola  también  del  de  26,  fué  admitida  én  un  sólo  efecto,  librán- 
dose para  ello  testimonio  de  los  particulares  que  se  sefialaron: 

Resultando  que  sustanciada  la  segunda  instancia,  en  la  que  se  promo- 
vió un  incidente,  que  fué  desestimado,  de  falta  de  personalidad  de  D.  José 
Télles  Aráus  y  D.  Julián  Casildo  Arribas,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Andiencia  de  esta  corte,  en  auto  de  8  de  Mayo  del  corriente  afio  1898,  re- 
vocó el  apelado  de  14  de  Enero  del  propio  afio,  en  cnanto  por  él  se  dis- 
puso que  fuera  el  consejo  de  familia  del  incapacitado  D.  Matías  Aráua 
Isqnierdo  el  que  pusiera  en  posesión  al  curador  de  éste  D.  Fabriciano 
Morencos,  haciéndole  entrega  por  inventario  de  los  bienes  de  dicho  in- 
eapaeitado;  y  declaró,  restableciendo  en  todo  su  vigor  las  providencias  y 
moto  del  Juagado  de  7  y  22  de  Diciembre  de  1891  y  4  de  Enero  de  1892^ 
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•qae  el  admiaittrador  de  loe  bienes  de  la  hereneia  de  Dofia  Priaea  Aráiii# 
J>.  Julián  Oasildo  Arribas,  debe  hacer  inmediatamente  entrega  de  loe  bie- 
nes del  incapacitado  D.  Matías  Aránx  al  carador  ejemplar  de  éste  'D.Fm- 
briciano  Moren  eos,  por  inventario  y  bajo  la  fe  del  actuario  de  primera 
instancia,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas  en  ninguna  de  las  dost 
Resaltando  que  D.  José  Téllea  y  Ardas,  como  Presidente  interino  del 
consejo  de  familia  del  incapacitado  D.  Matías  Aráui  Izauierdo,  y  D.  Julián 
-Oasildo  Arribas,  como  administrador  de  los  bienes  del  abintestato  de  Dofia 
Frisca  Aráuz,  han  interpuesto  recurso  de  casación,  por  haberse  infringido 
á  su  jaicio: 

Primero.  £1  art  8.0  de  la  ley  de  Bases  de  10  de  Mayo  de  1S8S,  el  Real 
decreto  de  11  de  Enero  de  1889  y  el  art.  l.o  del  Código  civil  vigente,  según 
el  cual,  las  leyes  obligan  á  los  veinte  días  de  su  promulgación,  si  en  ^)«« 
no  se  dispusiere  otra  cosa,  con  arreglo  á  cuyas  disposiciones  la  sentencia 
debía  haber  aplicado  al  caso  de  autos  lisa  y  llanamente,  y  en  toda  su  ex- 
tensión, los  preceptos  del  Oódigo  civil  referentes  á  la  transición  de  nues- 
tro antiguo  derecho  al  vigente  en  materia  de  tutelas  y  al  ejercicio  de  las 
mismas: 

Segando.  La  disposición  transitoria  8>  de  dicho  Oódigo,  según  la  cnal, 
los  tutores  ó  curadores  nombrados  bajo  el  régimen  de  la  legislación  ante- 
rior, y  con  sujeción  á  ella,  conservarán  su  cargo,  pero  sometiéndose  en 
cuanto  á  su  ejercicio  á  las  disposiciones  del  Código;  pues  nombrado  Mo- 
rencos  curador  ejemplar  de  D.  Matías  Aráui  bajo  la  legislación  anterior 
y  con  sujeción  á  ella,  su  único  derecho  consistía  en  conservar  su  cargo,  pero 
todo  lo  demás  referente  á  su  ejercicio  era  preciso  que  se  sometiese  4  1<m 
disposiciones  del  Oódigo,  y  por  tanto,  á  todas  las  del  capitulo  9.o,  tít  8.0, 
libro  1.0  del  Oódigo  civil,  que  trata  literalmente  del  ejercicio  de  la  tntela^ 
y  en  primer  término  de  la  posesión  que  el  consejo  ha  de  dar  á  los  tutoraa, 
y  de  la  entrega  de  los  bienes: 

Tercero.  La  disposición  transitoria  9.^  del  mismo  Oódigo,  según  la  cual, 
las  tutelas  y  cúratelas  cuya  constitución  definitiva  esté  pendiente  de  la  re- 
solución de  los  Tribunales  al  empezar  á  regir  el  Oódigo,  se  constituirán  con 
arreglo  á  la  legislación  anterior,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  la  regí* 
<}ae  precede,  y  los  artículos  261  y  1262  del  mismo  Oódigo,  pues  habién- 
dose constituido  definitivamente  lá  cúratela  de  D.  Matías  Aráns  mediante 
el  discernimiento  del  cargo  hecho  al  curador  D.  Fabriciano  Morenoos,  con 
arreglo  en  un  todo  á  la  legislación  anterior,  era  evidente  que  en  todo  lo 
demás,  ó  sea  en  cnanto  á  su  ejercicio,  quedó  sometido  á  las  disposicionee 
del  Código,  ó  sea  á  la  jurisdición  y  vigilancia  del  consejo  de  familia  y  del 
protutor,  como  así  se  consignó  en  el  acta  de  discernimiento  de  4  de  Di* 
ciembre  de  1891,  que  D.  Fabriciano  Morencos  consintió,  quedando,  por 
consiguiente,  firme  y  ejecutoria: 

Cuarto.  El  art.  26 1  del  Código  civil  vigente,  según  el  cual,  el  consejo  de 
familia  pondrá  en  posesión  á  los  tutores  y  á  los  protutores,  y  el  art.  S5t 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pues  habiendo  respetado  el  consejo  de 
familia,  no  sólo  el  nombramiento  de  curador  hecho  en  favor  de  D.  Fabri- 
ciano, que  era  en  rigor  lo  único  que  debía  respetar,  por  ser  el  único  dere- 
cho adquirido  por  él  y  respetado  en  el  Oódigo,  sino  también  todo  lo  demás 
hecho  por  el  Juzgado,  como  el  señalamiento  de  cantidad  para  gastos  ordi- 
narios y  extraordinarios,  la  fiama,  etc.,  lo  menos  que  podía  hacer  fué  lo 
que  hizo  y  sancionó  el  Jusgado,  ó  sea  esperar  á  que  éste  hiciese  el  discer- 
nimiento del  cargo,  para  que  el  consejo  entrase,  como  entró,  en  el  ejerci- 
cio de  todas  sus  funciones,  sometiéndosele  por  lo  menos  á  su  conocimien- 
to todo  lo  referente  al  ejercicio  del  cargo  de  la  tutela,  siendo  el  ponto 
cardinal  de  la  cuestión  el  relativo  á  la  competencia,  atribaoiones  y  faeol- 


Digitized  by  VjOOQIC 


BBOüBSOfl  T  OOMPSmCKÁS  60^ 

iades  del  consejo  de  familia,  po<Mto  qae  en  primer  término  propnao  eetk 
parte,  y  acerca  del  cnal  la  eentencia  no  hacía  declaración  directa  y  ex  * 
presa,  incurriendo  en  notorioe  motivos  de  casación,  toda  ves  qae  el  fallo 
no  era  ccmgmente  con  las  pretensiones  de  las  partes,  ni  contenía  sobr« 
todas  ellas  la  oportuna  declaración,  existiendo  errores  de  hecho  y  de  d  e> 
cecho  qne  no  podían  menos  de  ser  rectificados: 

Quinto.  £1  art  201  del  citado  Código,  según  el  cual,  la  totela  se  ejerce- 
tá  por  un  solo  tator  bajo  la  rigilancia  del  protator  y  del  consejo  de  familia, 
7  el  art.  l.o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  toda  ves  que  nombrado  ca- 
rador D.  Fabriciano  Morencos  y  más  después  de  haberle  discernido  el  car- 
go, ni  por  un  solo  instante  podría  estar  fuera  de  la  vigilancia  y  de  la  com- 
petonda  ó  jurisdicción  del  consejo  de  fandlia,  de  suerte  qne  no  podía  haber 
solución  de  continuidad  entre  la  existencia  del  cargo  en  D.  Fabriciano  y 
«n  sumisión  al  consejo  de  familia,  ante  el  cual  debía  comparecer,  por  ser 
«1  único  competente  para  gestionar  todo  lo  relativo  á  la  tutela,  ó  sea  á  la 
persona  y  bienes  del  incapacitado,  según  venía  practicándolo  respecto  de 
la  pensión  alimenticia  y  otros  asuntos; 

T  sexto.  Los  artículos  204  y  266  del  repetido  Código,  según  los  coales 
«s  atribución  expresa  del  consejo  de  familia  sefialar  ^1  término  dentro  del 
cual  ha  de  hacerse  el  inventario  de  los  bienes  á  que  se  extienda  la  tutela 
7  elegir  los  dos  testigos  qne  con  la  intervención  del  protutor  asistan  al 
inventario,  diciendo  además,  según  la  importancia  del  caudal,  si  deberá 
«atorisar  el  acto  algún  Notario,  todo  lo  cual  pugna  abiertamente  con  la 
«entenda  que  sin  rasón  alguna  dispone  todo  lo  contrario,  siendo  lo  más 
notable  que  en  ello  no  tiene  derecho  ni  interés  ninguno  el  curador  nom- 
brado y  hoy  ya  removido  D.  Fabriciano  Morencos. 

Visto;  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Estanislao  BeboUar  y  Villa- 
f^o: 

'  Considerando  que  habiendo  sido  nombrado  en  1886  D.  Fabridano  Mo- 
rencos curador  ejemplar  de  su  tío  el  incapacitado  D.  Matías  Aráus,  y  ha- 
llándose pendiente  de  constituirse  definitivamente  la  cúratela  al  publicarse 
el  Código  civil  vigente,  es  notorio  que  dicha  constitudón  ha  de  verificar- 
se, según  lo  terminantemente  preceptuado  en  las  disposiciones  transito- 
'das  8 >  y  9>  del  Código,  con  arreglo  á  la  legisladón  anterior: 

Considerando  que  discernido  á  Morencos  el  cargo  de  curador  con  estric- 
ta sujedón  á  lo  prescrito  en  el  art.  1868  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil, 
era  y  es  consecueneia  indedinable,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1870, 
ordenar  y  hacer  entrega  de  los  bienes  del  incapadtado  al  curador  ejemplar, 
puesto  que  tales  actos  de  discernimiento  y  entrega  de  bienes,  comprendi- 
dos en  los  dos  artículos  dtados,  están  directa  y  estrechamente  ligados  entre 
sí,  se  complementa  uno  á  otro,  significan  y  entrafian  la  verdadera  y  efec- 
tiva posedón  del  cargo,  y  son,  en  suma,  los  qne  por  sí,  sin  necesidad  de  nin- 
gún otro  acto,  constituyen  definitivamente  la  cúratela,  con  arreglo  á  la  le- 
gisladón anterior,  que  es  lo  que  para  casos  como  el  actual  estatuye  de  un 
modo  absoluto  é  imperativo  qne  no  da  lugar  á  duda  la  expresada  dUspo- 
sidón  trandtoria  9/: 

Condderando  qne  en  nada  se  opone  lo  expuesto  á  que  en  el  ejerddo  de 
\m  ruratela  se  sujete  D.  Fabriciano  Morencos  á  las  prescripdones  del  Códi- 
go y  trandtoria  8.^,  ni  tampoco  á  qne  el  consto  de  familia  pueda  hacer  oso 
7  use  de  las  facnltades,  derechos  y  fundones  qne  por  aquéllas  se  le  atribs- 
7ett  y  confieren: 

Condderando,  en  su  virtud,  oue  el  auto  recurrido  de  S  de  Mayo  último 
b1  revoear  el  apdado  de  14  de  Enero  anterior,  qne  dispuso  que  el  consejo  do 
familia  del  incapadtado  D.  Matías  Aráus  pudera  en  posesión  al  curador 
de  éste^  hadendo  la  entrega  de  bienes,  y  al  declarar  que  el  administrador 
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de  loB  bienes  de  la  herencift  de  DofiA  Frisca  Arana,  D.  Jaliáti  Gadldo  Ani- 
baa,  debe  hacer  inmediatamente  entrega  de  loe  bienes  del  incapaótado 
D.  Matías  Arana  al  curador  ejemplar  de  éste  D.  Fabrídano  Morencoa,  por 
Inventario  y  bajo  la  fe  del  actnario  de  primera  instancia,  n^flka  con  el  de- 
bido acierto  las  transitorias  8.*  7  9>  se  atiene  estrictamete  á  lo  establecsido 
en  los  artícnlos  1868  y  1870  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil^  y  no  inMn- 
ge^  por  tanto,  ninguna  de  las  disposiciones  legales  citadas  en  el  reeano; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recama 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  Tólles  y  Aránz,  como  Presidente  inte- 
rino del  consejo  de  familia  del  incapacitado  D.  Matías  Aráua  laqui^do,  7 
D.  Julián  Gasildo  Arribas,  como  administrador  de  los  bienes  del  abintevte- 
to-de  Dofia  Frisca  Aráus,  á  quienes  condenamos  en  las  costaa;  y  líbrese  é 
la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  cpn^devcrfaciéii 
del  apuntamiento  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el' 12  deDídeni- 
hre  de  1893,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  20  de  Enero  de  1894.) 
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BsouBSO  DS  CASACIÓN  SK  LA  voBHA  (14  de  Diciembre  de  1893).— M» 
de  lo  cMl— Devolución  de  muebles  y  pago  de  alquüerea.-^Vo  ha  lugar  al  in> 
terpuesto  por  Dofia  Consuelo  Gaatambide  en  autos  con  Dofia  Luisa  Qansia 
Bamos  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  se  ineurre  en  el  quebrantamiento  deforma  señalado  en  el  ftúm,  3.^  del 
tart  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  por  la  faUa  de  recilnminUo  á 
prueba  cuando  procede  con  arreglo  á  derecho: 

Que  no  e$  aplicable  el  núm,  5.o  del  art.  1693  citado,  cuando  la  negativa  dei 
Juzaado  á  practicar  una  prueba  obedece  á  haberlo  pedido  cuando  el  término 
probatorio  se  hallaba  terminado,  sin  que  se  hubiera  podido  hacer  durante  él 
for  culpa  ó  negligencia  imputable  al  recurrente. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  14  de  Diciembre  de  1893,  en  el  juicio 
de  menor  cuantía  seguido  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  dfstriia 
de  Buenavista  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
territorial  de  esta  corte  por  Dofia  Luisa  García  Bamos,  vecina  de  Valdeto- 
nrea,  con  Dofia  Consuelo  Gaztambide  y  Aguador,  de  esta  vecindad,  sobre 
devolución  de  muebles,  pago  de  alqnilerea  y  otros  extremos;  pendiente 
ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  form* 
interpuesto  por  la  demandada,  y  en  su  defensa  y  representación  el  Letrado- 
D.  Ángel  de  la  Guardia  y  el  Procurador  D.  Armando  Bancos;  nó  habiendo 
comparecido  en  eate  Tribunal  Supremo  la  parte  recurrida: 

Beaultando  que  promovido  por  Dofia  Luisa  García  Bamoaen  demanda 
*  de  38  de  Mayo  de  1892  juicio  de  menor  cuantía  contra  Dofia  Consoek> 
Oastambide  para  que  se  condenara  á  ésta  á  la  devolución  de  unos  muebles, 
pago  de  cierta  cantidad  y  de  intereses  posteriores,  y  costas;  contestada  qoe 
fué  la  demanda  se  recibieron  los  autos  á  prueba  por  auto  de  18  de  JaMo 
de  1892,  en  que  se  mandó  á  las  partes  proponerla  en  término  de  sexto  día, 
aefialándose  por  providencia  del  22  para  la  práctica  el  de  quince^  que  pro- 
rrogado luego  hasta  los  veinte  de  la  ley  por  otra  proyideneia  de  11  de 
Agosto,  venció  en  18  de  dicho  mes: 

Beaultando  que  la  demandada  Dofia  Consuelo  propuso  su  prueba  en 
escrito  de  21  de  Julio,  solicitando,  á  más  de  la  confesión  judicial  de  la  de- 
mandante, la  documental,  conaistente  en  que  se  libraran  mandamiento» 
IMira  que  por  las  Escribanías  de  actuaciones  del  Juagado  del  Bar,  de  T 
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l>«r  y  Gonxáiei  Bernabé,  «e  expidi6ran  testimonios  de  las  diligenciaa,  qae 
ú  BQ  tiempo  sefialaria,  de  los  autos  seguidos  entre  Dofia  Jaana  Vigliettí  y 
p.  Eagenio  Amos  y  entre  la  misma  y  Dofia  Paula  Valladolid;  j  al  Juagado 
del  Centro  para  que  por  pa  actuario  D.  Ramón  Aguado  se  expidiera  otro 
testimonio,  de  lo  que  igualmente  sefialaría  de  otros  autos  entre  la  misma 
Dofia  Juana  Viglietti  y  IX  Eugenio  Amos  y  Dofia  Emilia  Palacios,  respee- 
tiramente;  y  la  testifical,  para  que  declararan,  á  tenor  del  interrogatorio 
^ae  acompafiaba,  los  testigos  comprendidos  en  la  lista  que  presentaría: 

Resultando  que  admitida  como  pertinente  y  mandada  practicar  con  1a 
debida  citación  la  indicada  prueba  documental,  se  dirigieron  los  correa- 
pondientes  oficios  á  los  Juagados  de  primera  instancia  del  Sur  y  del  Oea> 
tro  de  esta  corte,  informando  el  primero  con  fecha  27  del  mismo  mea  de 
Jalio,  que  en  la  Escribanía  de  González  Bernabé  no  radicaban  autos  de  la 
Tigliettí  con  la  Valladolid,  y  en  la  de  Escobar  sólo  pendían  unos  á  instan- 
d*  de  la  Valladolid  contra  la  Viglietti,  los  cuales,  en  l.o  de  Abril,  habían 
cido  remitido»  á  la  Audiencia;  de  lo  que  en  providencia  del  siguiente  día 
"SS  de  Julio,  notificada  en  el  mismo,  se  mandó  inatruir  al  Procurador  de  la 
Dofia  Oonsuelo;  y  el  Juagado  del  Oentro,  en  providencia  también  de  igual 
día  28,  ordenó  poüer  de  manifiesto  al  Procurador  de  aquélla  los  autos  qa« 
se  interesaban,  sefialando  el  12  de  Agosto  para  la  designación  de  particu- 
lares y  expedición  de  testimonio,  y  pasado  ese  día  y  también  los  demás  de 
los  quince  porque  decía  en  el  oficio  estar  recibido  á  prueba  el  pleito, 
acordó  la  devolución  al  Juzgado  de  Buena  vista  del  expresado  oficio,  qo* 
fué  en  efecto  devuelto  con  escrito  de  19  del  citado  Agosto  por  el  Procura- 
dor de  la  Dofia  Consuelo,  quien  en  otro  escrito,  fechado  en  18  del  miamo 
mea,  pero  presentado  el  23,  pidió  se  dirigiera  nuevo  oficio  al  Juzgado  del 
Centro  para  que  se  pusiera  testimonio  de  las  escrituras  y  declaraciones 
testificales  existentes  en  dichos  autos;  á  lo  que  no  se  dio  lugar  en  provi- 
dencia delaigñiente  día  24,  de  la  que  solicitó  reforma  el  mismo  Procura- 
dor, é  impugnado  el  recurso  por  la  otra  parte,  el  Juagado,  en  auto  de  6  de 
Septiembre,  declaró  no  haber  lugar  á  él  por  considerar  que  la  ley  dispone 
que  las  pruebas  se  practiquen  dentro  del  término  fijado  para  ello,  y  que  no 
tengan  valor  las  que  se  practiquen  deapués;  y  que  á  la  Doíla  Oonsuelo  in- 
cumbía gestionar  lo  conducente  á  que  el  testimonio  que  interesaba  ae  hu- 
biese librado  dentro  de  aquél  plazo,  y  no  habiéndolo  hecho,  no  quedaba 
en  aquella  instancia  medio  hábil  de  aoplirlo;  de  cuya  resolución  apeló  ia 
mencionada  Dofia  Oonsuelo;  y  en  providencia  de  13  del  citado  mes  setnvo 
por  interpuesta  para  en  su  tiempo  la  apelación,  y  se  mandó  convocar  á  laa 
partes  para  la  comparecencia  prescrita  por  la  ley: 

Resultando  que  admitida  también  la  prueba  testifical,  el  Procurador  de 
la  Dofia  Consuelo  presentó  escrito  con  fecha  a  de  Abril  en  lo  principal,  del 
eual  insertó  la  lista  de  sus  testigos,  de  los  que  el  tercero  era  D.  Miguel 
Jiménez  Aquino,  domiciliado  en  la  calle  del  Desengafio,  núm.  19,  y  pidió 
ae  diapusiera  cnanto  en  justicia  fuera  procedente  para  el  examen  de  dicboe 
testigos;  y  por  otrosí,  para  el  caao  de  que  alguno  de  aquéllos  no  se  encon- 
trara en  Madrid  en  la  temporada  especial  que  corría,  suplicó  se  expidiera 
el  oportuno  exhorto;  para  lo  que,  una  vez  sabido,  haría  las  aclaraciones 
necesarias;  á  cuyo  escrito  y  á  otro  de  presentación  con  que  los  acompafió, 
proveyó  el  Juagado  en  el  miamo  día  4,  mandando  examinar  con  citación 
contraria  á  los  testigos  contenidos  en  la  lista,  á  tenor  del  interrogatorio  dt» 
la  misma  parte,  aefialando  al  efecto  el  día  10,  llegado  el  cual,  y  no  com- 
parecidos aquéllos,  el  mencionado  Procurador  de  la  Dofia  Oonsuelo  pidi6 
ae  sefialara  nuevo  día  para  so  examen,  y  al  efecto  se  les  citara  judicial 
menté,  acordándose  aaí  en  providencia  del  11,  en  que  ae  sefialó  el  1%  y 
axpedida  en  el  mismo  día  11  la  correspondiente  cédula  de  citación,  el  al- 
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gamcil  «e  constitayó  en  la  calle  del  Desengafio,  núm.  19,  donde,  por  la  pa- 
trena  Dofia  Carolina  Bernabé,  se  le  manifestó  qae  dicho  aefior  (no  ae  ck- 
preaa  el  nombre)  estaba  en  Almería  y  no  volverla  hasta  Octubre,  y  el  Ja% 
gado  mandó  nnir  esta  cédala  á  la  pieza  de  pmeba  correspondiente  en  pro- 
videncia del  18,  notificada  en  el  mismo  día;  en  el  caal,  y  ínndándoae  e» 
no  haber  comparecido  algunos  de  los  testigos  citados,  el  repetido  Procu- 
rador pidió  nueva  suspensión  y  señalamiento  de  día,  á  lo  que  accedió  e} 
Juagado,  designando  el  18,  previa  citación  de  las  partes  v  de  los  testigos^ 
los  que,  sin  que  aparezca  en  los  autos  haber  sido  citados  otra  ves,  compa- 
recieron en  el  día  marcado,  y  declararon,  á  excepdón  del  D.  Miguel  Jimé- 
nes  Aquino: 

Resultando  que  en  escrito  del  mismo  día  18,  presentado  fuera  de  Isa 
horas  de  audiencia,  pidió  el  repetido  Procurador  de  la  demandada,  que, 
eomo  lo  tenia  solicitado,  se  exhortara  al  Juagado  de  primera  inatanda  de 
Almería,  residencia  accidental  del  testigo  D.  Miguel  Jiménes,  para  que 
éste  prestara  la  declaración  acordada;  y  dada  cuenta  de  eate  escrito  en 
el  siguiente  día  19,  el  Juzgado  denegó  lo  pedido,  por  haber  espirado  el 
^la  anterior  el  término  sefialado  para  la  práctica  de  las  pruebas;  de  caya 
providencia  pidió  reforma  el  expresado  Procurador  de  la  demandada,  y  ha- 
bido por  interpuesto  el  recurso  é  impugnado  por  la  demandante,  el  Jua- 
gado, por  auto  de  30  de  Agosto,  declaró  no  haber  lugar  á  reformar  dicb* 
providencia  del  19: 

lUsuitando  que  verificada  en  17  de  Septiembre  la  comparecencia  pre- 
venida por  la  ley,  reproduciendo  en  ella  la  parte  actora  la  súplica  de  la  de> 
manda,  y  pidiendo  la  demandada  que  en  méritos  á  lo  alegado  y  probadO' 
se  la  absolviera  de  la  demanda,  el  Juzgado  dictó  sentencia  en  19  del  miamo 
mes,  condenando  á  la  Dofia  Consuelo  Gaztambide,  de  conformidad  con  lo 
pedido  en  la  demanda  por  Doña  Luisa  García  Ramoa,  aunque  sin  hac^ 
expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  la  Dofia  Consuelo,  y  admi- 
tida libremente,  se  remitieron  los  autoa  á  la  Audiencia,  y  por  la  8ala  se- 
gunda de  ésta  se  dictó  en  8  de  Febrero  del  corriente  afio  sentencia  confir- 
mando la  del  Juzgado,  menos  en  un  extremo  que  no  guarda  relación  con 
la  cuestión  actual: 

Resultando  que  notificado  este  fallo  á  las  partes  por  la  Dofia  Conauelo 
Gaztambide,  se  presentó  en  tiempo  escrito  interponiendo  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en  los  casos  8.^  y  6.*  del 
art  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  sea  por  haber  habido  falta 
de  recibimiento  á  prueba  y  denegación  de  una  de  sus  diligencias,  puesto 
que  en  tiempo  solicitó,  entre  otras,  que  se  aportara  al  pleito  testimonios 
de  los  seguidos  entre  Dofia  Juana  Viglietti  y  D.  Eugenio  Amos  y  aquélla 
y  Dofia  Paula  Valladolid,  y  la  misma  VigHetti  con  el  Amos  y  Dofia  Juana 
Palacios,  así  como  que  se  recibiera  declaración  á  D.  Miguel  Jiménez  Aquino, 
para  lo  cual  se  había  de  librar  exhorto  al  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Almería,  residencia  accidental  de  aquél;  diligencias  que  las  anas  no  ae 
han  practicado,  y  la  otra  se  denegó  sin  deber  hacerlo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Montero  de  Espinosa: 

Considerando  que  se  incurre  en  el  quebrantamiento  de  las  formas  del 
juicio  que  sefiala  el  núm.  8.o  del  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, por  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  cuando  procede  con  arreglo  á 
derecho;  pero  como  de  los  autos  resolta  que  el  pleito  á  que  ha  dado  orí- 
gen  el  presente  recurso,  fué  recibido  á  prueba  y  admitido  por  el  Juzgado 
eon  señalamiento  de  día  para  practicar  )a  articulada  por  laa  partea,  no 
tiene  aplicación  al  caso  el  núm.  8.o  del  referido  articulo  que  ae  invoca  en 
apoyo  del  recurso: 
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Considerasdo  que  tampoco  es  de  aplicar  el  ntm,  6.0,  como  se  pretende, 
porque  la  negativa  del  Juagado  á  practicarla  en  alguno  de  sus  extremos, 
obedeció  á  haberlo  pedido  cuando  el  término  probatorio  había  concluido 
sin  que  se  hubiera  podido  hacer  durante  él  por  culpa  ó  negligencia  impu- 
table al  recurrente;   * 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Dofia  Con- 
suelp  Qaztambide,  á  la  que  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  al  de  la 
cantidad  que  por  rasón  de  depósito  debió  constituir,  que  se  distribuirá  en 
sn  caso  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certi- 
ficación correspondiente,  con  devolución  de  los  autos  remitidos.— (Senten- 
tencia  publicada  el  14  de  Diciembre  de  1898,  é  inserta  en  la  Qaceta  de  20 
de  Enero  ^e  1894.) 


116 

CoKPSTXNCiA  (16  de  Diciembre  de  1898).^Sala  de  lo  dvil.— Pa^o  de 
honorarios.^  Se  decide  en  favpr  del  Jues  de  primera  instancia  del  distrito 
del  Hospicio  de  Madrid  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Bilbao,  eu 
.  autos  promovidos  ante  el  primero  por  D.  José  Alonso  Colmenares  contra 
D.  Archer  Davisón  Lammín,  y  se  resuelve: 

Que  según  jurisprudencia  constante  del  Tribunal  Supremo,  el  abono  apago 
de  servicios  debe  verificarse  en  el  lugar  donde  se  han  prestado,  siendo  compe- 
tente el  Juez  del  mismo  para  conocer  de  la  demanda  que  para  ello  se  deduzca. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Diciembre  de  1893,  en  la  compe- 
tencia ante  Nos  promovida  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Bilbao  al 
de  igual  clase  del  distrito  del  Hopicio  de  esta  corte,  sobre  conocimiento  de 
}a  demanda  entablada  ante  éste  por  D.  José  Alonso  Colmenares,  vecino  de 
esta  corte,  representado  en  este  Supremo  Tribunal  por  el  Procurador  Don 
José  María  Cordón  y  defendido  por  el  Letrado  D.  José  Canalejas  y  Mén- 
dez, contra  D.  Archer  Davisón  Lammín,  vecino  de  Bilbao,  y  en  su  nombre 
el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  En- 
rique Heorstman,  sobre  pago  de  honorarios: 

Kesultando  que  D.  Archer  Davisón  Lammín  Davisón,  apoderado  de  la 
Compañía  C.  de  Murrieta  y  Compañía  Limited,  domiciliada  en  Londres,  por 
escritura  otorgada  en  Bilbao  á  11  de  Abril  del  corriente  año,  revocó  á  Don 
José  Alonso  Colmenares  las  sustituciones  que  de  los  poderes  que  al  misma 
Davisón  tenía  conferidos  dicha  Compañía  le  había  otorgado  en  aquella. 
Tilla  á  16  de  Noviembre  de  1892  y  21  de  Enero  de  1898;  y  autorizado  Don 
Antonio  López  Alvares,  vecino  de  esta  corte,  en  concepto  de  mandatario 
de  D.  Archer  Davisón,  para  que  notificara  personalmente  á  D.  José  Alonso 
Colmenares  la  revocación  hecha  por  aquél  de  las  sustituciones  menciona^ 
das,  y  á  la  vez  le  requiriera  para  la  entrega  á  Davisón  de  todos  cuantos 
documentos  le  habían  facilitado  el  mismo  ó  sus  poderdantes  para  la  ejeca- 
ción  de  sus  mandatos  y  de  cuantos  hubiera  obtenido  por  virtud  de  sus 
gestiones;  hecho  el  requerimiento  en  esta  corte  por  medio  de  Notario  en  5 
de  Mayo,  quedó  enterado  de  la  revocación,  manifestando,  con  respecto  al 
querimiento,  que  cuando  Se  le  pagaran  las  17.000  pesetas  próximamente 
calculadas  que  en  total  le  adeudaba  el  *Sr.  Lammín  por  honorarios  y  de- 
yéngos  de  las  referidas  gestiones  y  representaciones,  le  devolvería,  ó  á 
quien  correspondiera,  aquellos  documentos  y  papeles  que  conservase  y  que 
no  le  fueran  precisos  para  defender  ante  los  Tribunales  los  derechos  y 
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«ccionefl  de  los  Sres.  de  Marrieta,  de  qaienes,  independientomeate  de  la 
interyénción  de  Lammin,  era  representante  y  Abogado  para  iodo*  sos 
asantos  en  España: 

Resultando  qne  D.  José  Alonso  Oolmenares  dednjo  demanda  en  esta 
corte  con  fecha  16  de  Mayo  del  corriente  afio,  que  correspondió  en  tniao 
al  Juagado  del  distrito  del  Hospicio,  para  que  se  condenara  á  D.  Arehsr 
Davisón  Lammin  Davisón  al  pago  de  la  cantidad  de  16.976  pesetas  qae  le 
era  en  deber  por  servicios  profesionales  prestados  al  mismo,  y  además  el 
interés  legal  por  vía  de  demora  con  indemnisación  de  dafios  y  perjafeios  é 
imposición  de  costas;  y  acompafió  á  su  demanda,  además  del  acta  de  revo- 
cación de  poderes  que  se  ha  referido,  la  cnenta  de  honorarios  importante 
dicha  suma,  devengados  por  el  demandante  contra  Davisón  como  apode- 
'rado  y  representante  de  la  liquidación  de  la  casa  G.  da  Murrieta  y  Gompa- 
fiia  Limited,  de  Londres,  en  los  asuntos  litigiosos,  estudios  y  gestiones 
practicadas  en  los  asuntos  encomendados  al  mismo;  siendo  la  primara 
partida  de  4.426  pesetas,  importe  de  la  cuenta  comprensiva  hasta  SI  de 
Diciembre  de  1892,  remitida  á  Lammín;  la  segunda  y  tercera  en  joato 
1.000  pesetas  de  lo  devengado  en  dos  pleitos  seguidos  en  Bilbao,  y  las 
restantes  hasta  el  total  de  la  cnenta,  de  lo  devengado  por  correspondencia, 
consultas  escritas  y  orales,  conferencias,  examen  de  cuentas  de  administns- 
ción  y  manejo  de  intereses  y  gestiones  relativas  á  la  situación  legal  de  la 
construcción  de  un  ferrocarril  y  concesión  de  prórroga  para  las  obras  de 
una  dársena  y  cargaderos: 

Resultando  que  en  la  demanda  expuso,  entre  otros  hechos:  qne  el  sefior 
Lammín  sabía  que  el  demandante  residía  en  Madrid,  adonde  había  reñido 
para  requerirle  notarialmente  en  la  forma  qne  constituía  el  acta  qne  aoosiL- 
pafiaba,  y  que  en  Madrid  y  desde  Madrid  se  habían  practicado  todos  loa 
servicios  y  gestiones  que  comprendía  la  referida  cuenta,  no  pndiendo  ale- 
gar, por  consiguiente,  ignorancia  alguna  acerca  de  qne  en  Madrid  era  donde 
debían  cumplirse  las  obligaciones  que  se  reclamaban  en  este  juicio;  citando 
entre  los  fundamentos  de  derecho,  los  preceptos  que  regulan  las  obligado* 
nes  de  pago  comprendidas  en  el  libro  4.o  del  Código  civil  y  complementa- 
dos por  la  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  que  declara  qns 
cuando  se  reclama  el  pago  de  servicios,  es  Juez  competente  el  del  lugar 
donde  se  prestaron,  si  no  existe  sumisión  ni  se  designó  en  el  contrato  la- 
gar donde  hubiera  de  cumplirse  la  obligación;  no  habiéndolo  hecho  así  en 
las  relaciones  jurídicas  establecidas  entre  Lammín  y  el  demandante,  y  Iw- 
hiendo  éste  prestado  todos  sus  servicios  en  Madrid  y  existiendo  además  la 
sumisión  tácita  que  representaba  por  parte  del  demandado,  además  da 
otros  muchos  actos,  el  de  haber  conferido  poder  para  qne  en  Madrid,  donde 
residía  D.  José  Alonso  Oolmenares  y  donde  ejercía  su  profesión,  se  notifi- 
cara á  éste  la  revocación  de  los  mandatos  conferidos  y  se  le  requiriese  para 
la  entrega  de  papeles  y  documentos  que  á  consecuencia  de  los  mismos 
obrasen  en  su  poder,  era  incuestionable  que  en  Madrid  debía  cnmplirM  la 
obligación  que  se  reclamaba: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Archer  DaTiaón 
LammÍD,  y  emplazado  en  la  villa  de  Bilbao,  acudió  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  la  misma  solicitando  se  requiriera  de  inhibición  al  de  esta  corte 
por  corresponder  al  de  aquella  villa  el  conocimiento  de  la  demanda,  toda 
vez  que  se  trataba  de  un  contrato  de  arrendamiento  de  servicios  que  de- 
bían pagarse  donde  se  rendían;  y  tratándose  délos  de  nn  Letrado  por 
asuntos  judiciales  con  todo  lo  anejó  á  los  mismos,  los  servicios  se  rendían 
en  el  mismo  lugar  donde  los  pleitos  radicaban  y  se  seguían  y  donde  Ver- 
daderamente eran  recibidos  y  utilizados  por  el  cliente,  importando  mny 
poco  para  el  caso  el  Ingar  donde  el  Letrado  hnbiera  realisado  sn  tralM^o 
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intelectual  antes  de  ponerlo  al  servicio  del  mismo  cliente,  acompafiando  á 
«u  escrito  copia  de  nna  cuenta  fechada  en  Madrid  á  31  de  Diciembre  de 
1892,  importante  4.425  pesetas  por  los  honorarios  devengados  por  D.  José 
Alonso  Colmenares  contra  la  casa  O.  de  Marrieta  y  Compañía  Limited, 
en  los  asnntos  judiciales  encomendados  á  su  dirección,  que  se  expresan 
en  ella,  constituyendo  dicha  cuenta  seis  partidas,  que  se  refieren  á  un  jai- 
eio  ejecutivo  de  D.  Laureano  Gómez  Santa  María;  á  reclamación  de  cuen- 
tas y  documentos  á  D.  Pedro  Galindez;  á  gastos  de  viaje,  conferencias  y 
consultas  orales,  y  á  correspondencia  y  consultas  por  escrito: 

Besultando  que  oído  el  represéntente  del  Ministerio  fiscal,  que  estimó 
procedente  el  requerimiento  de  inhibición  solicitada,  el  Juez  de  Bilbao  lo 
acordó  en  auto  de  14  de  Junio  último,  fundado  en  que,  según  el  núm.  l.o 
del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  los  juicios  en  que  se  ejer- 
citen acciones  personales,  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba 
cumplirse  la  obligación,  y  siendo  en  esto  caso  conocido  el  lugar  donde  de* 
bía  cumplirse,  no  sólo  porque  los  hechos  lo  evidenciaban,  sino  que  la  pro- 
pia manifesteción  de  D.  José  Alonso  Colmenares  reconocía  que  los  servi- 
cios judiciales  que  en  concepto  de  Abogado  prestó  fueron  en  Bilbao,  y  ¿ 
mayor  abundamiento,  lo  especificaba  en  los  nú-neros  I.*',  2.o,  3.o,  4.o,  6.oy 
7«o  de  la  cuente  de  honorarios  que  acompañaba  con  su  escrito,  por  lo  que 
no  podía  admitirse  otra  razón  más  para  sostener  la  competencia  de  aquel 
Juzgado  que  esa  propia-  manifestación,  y  además  la  misma  relación  qae 
con  ese  ejercicio  se  había  derivado  de  los  actos  y  hechos  consiguientes  á 
la  revocación  del  poder  sustituido  por  Lammín  desde  el  momento  de  can- 
sar la  paralización  de  los  asuntos  judiciales,  que  como  Abogado  de  los 
8res.  C.  Murriete  y  Compañía  Limited  gestionaba  Alonso  Colmenares  en 
en  el  Juzgado  de  aquella  villa;  que  cuando  de  un  modo  fehaciente  cons- 
taba, como  en  este  caso,  que  los  servicios  se  habían  rendido  en  el  mismo 
lugar  donde  los  pleitos  radicaban,  era  indudable  que  el  lugar  donde  existía 
la  obligación  de  retribuirlos  era  en  el  sitio  mismo  donde  se  prestaron  esos 
servicios;  que  aparte  de  lo  que  anteriormente  quedaba  expuesto,  era  sabido 
que  el  requerimiento  noteríal  sobre  revocación  de  poderes  no  justificaba  su- 
misión á  Tribunal  alguno,  pues  la  ley  procesal  exigía  en  términos  que  no  ad- 
mitían duda  al  hablar  de  sumisión  expresa  ó  tácita  su  referencia  á  un  Jnes 
ó  Tribunal  determinado,  por  consiguiente  ajeno  era  á  toda  regla  de  com- 
petencia el  hecho  de  habérsele  notificado  á  D.  José  Alonso  Colmenares 
en  Madrid,  por  medio  de  acte  noterial,  la  revocación  de  los  poderes  que  le 
fueron  sustituidos  en  aquella  villa,  porque  ninguna  gestión  judicial  había 
tenido  que  preceder  para  ese  requisito,  ni  toles  actos,  por  su  extraña  índo> 
le,  podía  suponerse  fueran  una  sumisión  á  Juez  ó  Tribunal  de  Madrid, 
cuando  no  constaba  que  á  él  se  acudiera  para  notificar  á  Colmenares  eí 
cese  de  sus  gestiones;  que  toda  persona  que  realizara  gestiones  como  man- 
datario, y  que  por  su  condición  de  Abogado  se  presumía  existía  obliga' 
ción  de  retribuirlas,  y  tel  mandato  en  virtud  de  poder  sustituido  por  el 
mandante  en  su  propia  residencia,  obraba  también  el  mandatorio  en  vir- 
tud de  un  contrato  ó  cuasicontrato  de  mandato,  cuyas  cuentes,  así  como 
«as  gestiones,  debía  rendirlas  donde  se  establecieran  teles  obligaciones, 
em  decir,  en  el  propio  lugar  donde  había  de  ser  retribuido  si  no  hubiera 
mediado  pacto  en  contrario;  que  de  los  precedentes  como  los  actos  reali- 
sados,  así  como  la  propia  cuente  de  honorarios  y  la  relación  ordenada  de 
los  hechos  que  explicaba  D.  José  Alonso  Colmenares  en  su  razonado  es- 
crito, se  deducía  que  la  intervención  de  Alonso  Colmenares  no  obedecía  á 
otras  causas  que  á  los  asuntos  judiciales  que  venía  gestionando  sobre  co- 
sas y  bienes  radicantes  en  Vizcaya  y  en  aquel  Juzgado  de  primera  instan- 
cia, debiendo  ser  en  consecaencia  aquella  villa  el  lugar  donde  debía  ata 
TOMO  74  8S 
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cutíDta  de  sas  operaciones  como  mandatario  y  aerle  retribuido  aquello  qno 
debía  serlo,  según  la  índole  propio  del  asunto,  su  Identidad  7  relación  ea- 
tre  loa  pleitos  que  sostenía,  á  nombre  de  la  casa  O.  Murrieta  y  Compañía 
Limited,  en  aquella  villa: 

Besultando  que  comunicado  al  demandante  el  requerimiento  de  inhi- 
bición, lo  impugnó  sosteniendo  que  ejercitándose  una  acción  personal 
para  exigir  el  pago  de  servicios  prestados  en  su  mayor  parte  en  Madrid 
por  un  Letrado  establecido  en  esta  capital,  en  ella  debía  cumplirse,  por  la 
persona  á  quien  correspondiera  verificarlo,  la  obligación  de  satisfacerlos, 
y  acompañó  á  su  escrito  tres  cartas  dirigidas  por  D.  Archer  Davisón  desde 
Bilbao,  á  D.  José  Alonso  Colmenares,  de  Madrid,  suplicándole  tuviera  la 
bondad  de  encargarse  de  la  representación  legal  de  C.  de  Murriet*  y  Com- 
pañía para  velar  por  sus  intereses,  y  contestando  á  las  instrucciones  é  in- 
dicaciones dadas  por  Colmenares  para  la  dirección  de  los  negocios  que 
aquél  le  consultaba,  y  un  telegrama  del  mismo  Lammín  á  Colmenares 
para  que  procediera  en  seguida  á  obtener  prolongación,  tiempo  para  con- 
cesión de  dársena  y  cargaderos: 

Resultando  que  oído  el  Fiscal  municipal,  que  opinó  que  debía  aceederae 
al  requerimiento  de  inhibición  solicitada  por  el  Juez  de  Bilbao,  el  de  eata 
corte,  por  auto  de  26  de  Agosto,  se  negó  á  ella  manteniendo  su  competen- 
cia, por  considerar:  que  si  bien  era  cierto,  y  el  demandante  no  negaba,  que 
alguno  de  los  servicios  cuyo  abono  se  reclamaba  fueron  prestados  por 
aquél  en  asuntos  profesionales  que  se  sustanciaron  ante  los  Tribunales  de 
Bilbao,  en  los  cuales  intervino  como  Abogado,  no  lo  era  menos  que  lo« 
más  importantes  que  constituían  el  mayor  importe  de  la  cuenta,  eran  ser- 
vicios prestados  en  Madrid,  donde  forzosamente  tenían  que  utilizarse  por 
ser  el  lugar  donde  los  asuntos  radicaban,  siendo  evidente  que  teniendo  sn 
domicilio  el  demandante  en  esta  corte,  donde  los  servicios  le  fueron  soli- 
citados y  donde  ejercía  su  profesión,  dichos  servicios  debían  ser  conside- 
rados, como  en  efecto  lo  eran,  prestados  en  Madrid,  sin  que  hubiera  de 
tenerse  en  cuenta  que  para  realizar  algunos  de  ellos  hubiera  sido  preciso 
que  dicho  demandante  se  incorporase  como  Abogado  del  Colegio  de  Bil- 
bao, porque  esto  no  sería  en  ningún  caso  más  que  un  medio  accidental  y 
preciso  para  llevar  á  cabo  los  cometidos  que  voluntariamente  le  fueron 
ofrecidos,  y  que  el  demandante  aceptó;  que  si  por  el  hecho  de  haberse  pro- 
ducido después  algunos  devengos  de  honorarios  en  asuntos  judiciales  que 
se  tramitaban  en  Bilbao,  se  hubiera  de  imponer  al  demandante  la  obliga- 
ción de  reclamar  en  dicho  punto  el  importe  de  los  demás,  superiores  y  más 
importantes,  que  no  fueron  prestados  allí,  no  había  razón  que  justifícase 
no  hacer  k)  contrario,  que  de  igual  manera  y  por  idéntico  motivo  quedaría 
autorizado;  y  que  de  ajustar  la  estimación  de  estos  principios  á  moldes  tan 
estrechos,  sólo  se  conseguiría,  en  este  caso,  duplicar  sin  necesidad  las  ac- 
ciones ejercitadas,  dividiendo  la  continencia  de  la  causa  y  obligando  á  los 
litigantes  innecesariamente  y  con  perjuicio  á  sostener  dos  pleitos,  ano 
para  cada  clase  de  servicio,  lo  cual  no  era  equitativo  ni  debía  sostenerse; 
que  la  facultad  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  concede  á  los  Letrados 
para  reclamar  dentro  de  los  asuntos  judiciales  en  que  intervienen,  y  por 
procedimientos  sumarios  el  importe  de  sus  honorarios,  es  renunciaJ3le  por 
aquel  á  quien  favorece,  pudiendo,  si  razones  de  consideración  lo  aconse- 
jan, seguir  otro  procedimiento  legal  que  mejor  garantice  sus  derechos  6 
que  responda  con  mayor  precisión  á  la  extensión  de  la  cuenta  reclamada 
ó  á  los  conceptos  y  naturaleza  de  su  razón;  que  la  regla  l,^  del  art.  62  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  establece  con  verdadera  claridad  que  en  los 
juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  será  Juez  competente  el 
del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección 
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del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  con- 
trato, cuya  regla  no  puede  interpretarse  en  el  caao  actnal  de  otra  manera 
más  que  manteniendo  la  jurisdicción  de  aquel  Juzgado  para  conocer  del 
asunto  que  motivaba  esta  cuestión  previa,  porque  la  obligación  en  estos 
casos  debía  cumplirse  doivde  el  servicio  se  había  solicitado  7  obtenido  7 
no  en  otro  lugar  cualquiera;  7  que  en  este  mismo  sentido  había  estimado 
•iempre  la  referida  regla  1>  del  art.  62  de  la  107  de  Enjuiciamiento  civil 
este  Supremo  Tribunal,  cu7a  jurisprudencia  numerosa  7  constante  no  de- 
jaba lugar  á  duda  en  cuanto  á  mantener  la  jurisdicción  competente  para 
conocer  del  caso  que  motivaba  la  presente  contienda  de  jurisdicción; 

Y  resaltando  que  el  Juez  de  Bilbao  insistió  en  la  inhibición. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Considerando  que,  según  jurisprudencia  constante  de  este  Supremo 

Tribunal,  el  abono  ó  pago  de  servicios  debe  verificarse  en  el  lugar  donde 
se  han  prestado,  siendo,  por  tanto,  el  Juez  del  mismo  el  competente  para 
conocer  de  la  demanda  que  para  ello  se  deduzca; 

Y  considerando  que  si  bien  una  parte  de  los  que  se  reclaman  por  Don 
José  Alonso  Colmenares  tuvieron  lugar  en  Bilbao,  en  su  mayoría,  y  los 
de  más  importancia  se  han  prestado  en  esta  corte,  de  donde  es  vecino  el 
demandante; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  que  el  conoclmento  de 
estos  autos  corresponde  ai  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hos- 
picio, de  esta  corte,  al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones  para  los  efec- 
tos de  derecho,  siendo  de  cuenta- respectira  de  las  partes  las  costas  oca- 
Bionadas  en  este  Supremo  Tribunal;  7  póngase  esta  resolución  en  conoci- 
miento del  Juez  de  primera  instancia  de  Bilbao.— (Sentencia  publicada 
el  16  de  Diciembre  de  1893,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  6  de  Enero  de  1894.) 
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Rbcurso  db  casación  (15  de  Diciembre  de  1893.~-Sala  de  lo  civil.— 
Declaración  de  quiebra.— 'Ño  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por 
D.  Vicente  Chapa  en  autos  con  D.  Juan  Vicente  Pardo  7  otros  (Audiencia 
de  Valencia),  7  se  resuelve: 

Que  no  tiene  el  concepto  de  sentencia  definitiva  para  loe  rfectos  de  la  casa- 
ción, exigido  por  el  art.  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  razón  á  no 
poner  término  al  juicio  ni  Juicer  imposible  su  continuación,  el  auto  que  declara 
inadmisible  Una  demanda  incidental  ie  nulidad  de  una  declaración  de  quie- 
bra^  reservando  de  modo  expreso  al  reclamante  su  derecho  para  oponerse  á.la 
declaración  de  quiebra  en  el  tiempo  y  en  la  forma  que  la  ley  previene. 

Resultando  que  declarado  en  quiebra  D.  Vicente  Chapa  7  Olmos,  á  pe- 
tición de  D.  Juan  Vicente  Fardo  7  Pérez  7  D.  Joaquín  Martín  Roger,  por 
auto  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Vicente,  de  Va- 
lencia, de  6  de  Noviembre  de  1886,  que  solicitó  Chapase  dejara  sin  efecto» 
como  así  lo  estimó  dicho  Juzgado,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
aquel  territorio,  el  28  de  Diciembre  de  1889,  á  virtud  de  apelación  de  los 
mencionados  Pardo  7  Martínez  Roger,  acordó  quedara  en  su  fuerza  7  vigor 
el  indicado  auto  de  declaración  de  quiebra,  sin  perjuicio  del  derecho  del 
J>,  Vicente  Chapa  7  Olmos,  declarado  por  el  art.  1826  de  la  107  de  Enjui- 
ciamiento civil;  resolución  contra  la  cual  utilizó,  sin  éxito,  el  repetido  Cha- 
pa recurso  de  casación: 

Resultando  que  devuelto  al  Juzgado  originario  las  actuaciones  de  su 
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referencia  el  mismo  D.  Vicente  Chapa  y  Olmo»,  «o.'?"!*  *"  ^^^^.f^^^llS^ 
bre  de  1891  demanda  incidental  de  previo  y  especial  pronnnciamient^  «^ 
licitando  que  con  snspenaión  del  curso  de  aquélla,  «declarase  la  nulidad 
de  precitado  auto  de  5  de  igual  mes  de  1886  y  d.^^das  »a"  ~n«e«nen«M 
hasta  aquella  fecha,  fundándose  al  efecto  sustancialmente  en  no  tab«- «do 
ni  ser  comerciante  y  haberse  declarado  su  estado  de  quiebra,  em  que  cens- 
ura II  Juzgado  ni  lo.  que  solicitaron  tal  declaración  justificasen  tenía  di- 
cha  cualidad,  y  bajo  el  infundado  supuesto  de  que  las  garantía,  no  cubrftt 
los  créditos  declamados;  demanda  incidental  que  dio  moUvo  á  otea  «peto- 
ción  en  la  qne  la  expresada  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia, 
por  auto  revocatorio  de  12  de  Mayo  del  corriente  afio,  repelió  «qnélla,  «n 
5eíjuieio  del  derecho  de  Chapa  P"a  oponerse  á  su  dedajjwión  de  qn.eb» 
«n  el  modo  y  forma  consignados  en  la  resoluciÓTi  firme  de  la  mwma  Sale 
•"SeritandoqueelD.  Wnte  Chapa  y  Olmo,  hf  »««5P°?«^«JfJJ!» 
de  casación  fundado  en  la  infracción  de  ley  á  q»e  'Inde  el  art.  1.691  de  1» 
Procesal  civil,  cansa  primera,  y  el  .Iguiente  1«92.  P*^|f  P""«~„"^ 
la  propia  ley,  consistente  dicha  infracción  legal  en  haberse  decretado  ta 
qufebra  del  recurrente,  desde  luego  sin  llenar  y  cumplir  los  previo,  y  i»- 
cesarios  requisitos  exigidos  en  la  enunciada  ley  Procesal  y  demá.dispo«- 
dones  aplicables  al  caso  del  Código  de  Comercio  ha*ta  el  extremo  de  no 
haberse  justificado  para  acordar  tan  grave  resolución  circnnstencias  tan 
esenciales  como  )a  de  su  cualidad  de  comerciante,  y  que  aun  siéndolo  h«- 
biese  sobreseído  en  el  pago  corriente  de  su.  obhgacione.,  » '«rewerad. 
bienes  suficientes  para  cubrirlas;  viciando  todo  ello  en  su  origen  el  proce- 

"RMul'tendo  que  el  Ministerio  fiscal  se  ha  opuesto  á  qué  sea  »dmitido  el 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D  Enrique  Lassus: 
Considerando  que  la  demanda  incidental  de  nulidad  prerontad»  por 
D  Vicente  Chapa  no  se  funda  en  defectos  que  invaliden  determinada 
actuación  ó  resolución  judicial,  sino  que  tiende  únicamente  á  combatir 
los  fundamentos  del  auto  de  declaración  de  quiebra,  al  cual  puede  ojk). 
nerse  en  incidente  establecido  al  efecto  por  la  ley;  y  que  el  auto  recurrido 
Que  declara  por  tal  motivo  inadmisible  la  expresada  demanda,  reservando 
de  modo  expreso  su  derecho  al  reclamante  para  oponerse  i,  la  declaración 
de  quiebra  en  el  tiempo  y  en  la  forma  que  la  ley  previene  f.^h!S?An 
necesario  concepto  de  sentencia  definitiva  para  los  efectos  de  la  casación, 
exigido  por  el  art.  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  qne  no 
pone  término  al  juicio  ni  hace  imposible  su  continuación;  V5^«f* 

No  ha  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Vicente 
Chapa  y  Olmos;  no  se  hace  declaración  en  cuanto  á  costas,  por  haber  com- 
parecido únicamente  en  este  Tribunal  Supremo  dicha  parte  recurrente; 
líbrese  á  la  Audiencia  de  Valencia  la  certificación  oportuna,  acompañad» 
del  apuntamiento  que  ha  remitido,  y  publíquese  este  auto  en  la  forma  pre- 
venida por  la  ley. -(Auto  fecha  16  de  Diciembre  de  1893,  ó  inserto  en  U 
baceta  de  20  de  Enero  de  1894.) 
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Recurso  dk  casacióií  (16  de  Diciembre  de  1803).-Sala  de  lo  dvü,-- 
Indemnización  de  daños  y  perjuictoa.-No  ha  lujar,  «°  cuanto  á  algunos 
motivos,  á  la  admisión  del  interpuesto  por  D.  Manuel  Chacón  y  D  Cán- 
dido Lara  en  autos  con  Doña  Juana  Alonso  (Audiencia  de  Madrid),  y  «e 
resuelve: 
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Que  según  tiene  repetidamente  declarado  el  Tribunal  Supremo,  son  con- 
gruentes con  las  demandas  las  sentencias  que  condenan  al  demandado  á  pagar 
una  cantidad  menor  de  la  pedida,  pero  por  el  mismo  concepto  de  la  demanda: 

Que  la  reserva  de  dereclws  ájavor  de  un  tercero  que  no  ha  litigado,  nada 
decide,  ni  puede,  por  consiguiente^  estimarse  en  casación,  en  el  sentido  de  in- 
congruencia^  ni  en  otro  alguno, 

Bemltando  que  D.  Ealog^o  Santa  María,  casado  en  segundas  nupcias 
con  Dofia  Juana  Alonso,  de  cuyo  matrimonio  tenía  una  hija  IJamada  Doña 
Teodora;  habiéndole  quedado  del  primero  otro  hijo  denominado  D.  Anas- 
tasio,  falleció  á  consecuencia  de  haberse  caído  el  día  5  de  Octubre  de  1891 
desde  el  muro  de  fachada  del  frontón  titulado  Jai-Alai,  sito  en  la  calle  de 
Alfonso  XII,  de  esta  corte,  al  ir  á  colocar  unos  banderines,  según  lo  veri- 
ficaba antes  de  empezar  los  partidos  de  pelota  que  allí  tienen  lugar;  y  con 
motivo  de  este  suceso,  la  Dofia  Juana  Alonso,  por  sí  y  como  representante 
.legal  de  su  expresada  hija  Dofia  Teodora,  formuló  demanda  el  8  de  Abril 
de  189S,  que  correspondió  por  repartimiento  al  Juzgado  del  entonces  dis- 
trito del  Centro,  solicitando  se  declarara  que  D.  Cándido  Lara  y  D.  Ma- 
nuel Chacón,  dueños  ó  empresarios  del  predicho  frontón,  estaban  obliga- 
dos á  entregar  á  la  demandante,  en  los  conceptos  de  que  se  ha  hecho  mé- 
rito, como  indemnización,  la  cantidad  de  21.425  pesetas,  condenándoles  á 
•a  pago,  con  las  costas  del  pleito:  . 

R^ultando  'que  opuestos  á  las  enunciadas  pretensiones  los  referidos 
demandados,  quienes  dedujeron  la  de  que  se  les  absolviese  de  la  demanda 
é  impusieran  á  la  parte  actora  las  codtas  del  litigio,  se  tramitó  éste  hasta 
el  g^ado  de  apelación,  en  el  que  recayó  sentencia  dictada  por  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  esta  capital  el  4  de  Julio  del  corriente  año,  con- 
denando á  D.  Cándido  Lara  y  D.  Manuel  Chacón,  como  dueños  del  preci- 
tado frontón,  á  que  entreguen  á  la  demandante,  única  que  lo  ha  recla- 
mado, por  sí  y  en  representación  de  su  hija  menor  Doña  Teodora  Santa 
María  Alonso,  en  término  de  quince  días,  la  suma  de  6.000  pesetas,  como 
indemnización  de  la  muerte  de  D.  Eulogio  Banta  María,  ocurrida  en  el  edi- 
ficio de  los  demandados;  confirmando  en  estos  términos  la  sentencia  ape- 
lada, sin  hacer  expresa  condena  de  costas,  y  reservando  al  otro  hijo  del 
D.  Eulogio,  que  no  ha  sido  parte  en  los  autos,  el  derecho  que  le  asistiera 
para  pedir  también  indemnización: 

Besultando  que  D.  Manuel  Chacón  y  D.  Cándido  Lara  han  interpuesto 
recurso  de  casación,  alegando  varias  infracciones,  y  entre  ellas: 

Primera.  £1  núm.  2P  del  art  1692,  infringido  juntameníe  con  el  859  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  ser  el  fallo  incongruente  con  la  preten- 
idón  de  la  parte  actora,  que  solicitó  21.425  pesetas,  en  concepto  de  indem- 
nización, concediéndola  la  Sala  5.000,  sin  haber  justificado  ni  intentado 
probar  dicha  parte  la  razón  de  ninguna  de  tales  cifras;  motivo  suficiente 
para  absolver  de  la  demanda  á  Chacón  y  Lara,  porque  el  fallo  debió  ajus- 
tarse á  lo  pedido  en  la  súplica  de  la  misma  y  á  lo  probado  por  el  actor; 

Y  segunda.  Los  números  2.o  y  8.o  del  citado  art.  1692,  asimismo  infrin- 
gidos, juntamente  con  el  también  mencionado  869  de  la  predicha  ley  de 
Enjuiciamiento,  en  el  propio  concepto  de  ser  el  fallo  incongruente  y  otor- 
gar más  de  lo  pedido  en  la  demanda,  puesto  que  el  litigio  fué  promovido 
por  Dofia  Juana  Alonso,  por  sí  y  como  representante  legal  de  su  hija  Dofia 
Teodora  Santa  María,  contra  Lara  y  Chacón,  quienes  ya  en  la  conteatar 
dón  hicieron  constar  tenía  D.  Eulogio  Santa  María  otros  herederos,  y  qua 
en  favor  de  todos  ellos  debiera  acordarse  en  sn  caso  la  indemnización,  si 
íaera  procedente,  por  cuyo  razonamiento,  sin  duda,  el  Juzgado  concedió 
aomo  importe  de  aquélla,  para  los  herederos  del  finado,  la  cantidad  de 
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5.000  pesetas;  y  la  Sala  de  la  Audiencia,  sin  embargo  de  aceptar  los  ftuí' 
dameotos  del  inferior,  considerando  que  era  an  hecho  convenido  por  las 
partes  el  que  Santa  María  dejó  nn  hijo,  el  cnal  no  ha  comparecido  en  lofl 
autos,  condenó  á  loa  recurrentes  á  pagar  á  la  Alonso,  única  reclamante, 
5.000  pesetas  de  indemnización,  sin  perjuicio  de  la  reserva  de  ese  derecho 
al  indicado  hijo  del  Santa  María  para  pedir  otra;  de  lo  que  resulta  una  in- 
congruencia con  la  demanda  y  la  contestación  y  la  concesión  de  más  de  lo 
pedido  en  aquélla  fuera  de  la  misma,  pues  no  sólo  se  otorga  la  indemni- 
xación  al  demandante,  sino  á  un  tercero  que  no  ha  sido  parte  en  el  jui- 
cio, á  pesar  de  no  ser  lícito  á  un  Tribunal  sentenciador  decidir  sobre  punto 
que  no  ha  sido  objeto  de  la  demanda  ni  aun  de  discusión,  ni  tampoco  hA- 
cer  declaraciones  sobre  personas  extrañas  i^  litigio: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  ha  opuesto  á  la  admisión  del  re- 
curso, y  en  todo  caso  á  la  de  los  dos  relacionados  motivos  del  mismo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Garnica: 

Considerando  que,  según  tiene  repetidamente  declarado  este  Tribunal, 
son  congruentes  con  la  demanda  las  sentencias  que,  como  la  del  pleito 
actual,  condenan  al  demandado  á  pagar  una  cantidad  menor  de  la  pedida, 
pero  por  el  mismo  concepto  de  la  demanda: 

•  Considerando  que  la  reserva  de  derechos  á  favor  de  un  tercero  que  no 
ha  litigado,  nada  decide,  ni  puede,  por  consiguiente,  estimarse  en  casa- 
ción, en  el  sentido  de  incongruencia  ni  en  otro  alsruno; 

No  ha  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel 
Chacón  y  D.  Cándido  Lara,  en  cuanto  á  los  dos  primeros  motivos  alega- 
dos; se  admite  dicho  recurso  respectó  de  los  demás;  pnblíquese  este  auto 
en  la  forma  que  previene  la  ley,  y  libradas  que  sean  á  tal  efecto  las  copias 
necesarias,  dése  cuenta. — (Auto  fecha  16  de  Diciembre  de  1898,  é  inserto 
en  las  Gacetas  de  20  y  22  de  Enero  de  1894.) 
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Recübso  de  casación  (16  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de  lo  civil.— 
Aprovechamiento  de  aguas.—B.A  lugar  al  interpuesto  por  la  Marquesa  viuda 
de  Forrera  y  otro,  y  en  parte  al  deducido  también  por  el  Ayuntamiento 
de  Aviles  (Audiencia  de  Oviedo),  y  se  resuelve: 

Que  se  infringe  por  incongruencia  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamimio 
civil,  la  ley  16,  tit  22  de  la  Partida  3.%  y  la  doctrina  legal  acerca  de  la  con- 
gruencia de  las  sentencias,  cíiando  en  ellas  se  resuelve  una  cueatián  distinia 
de  la  planteada  y  discutida  en  el  juicio: 

Que  en  el  caso  de  hallarse  limitados  los  derechos  de  un  Ayuntamiento  para 
la  concesión  de  aguas  de  los  sobrantes  de  un  manantial  por  la  facultad 
establecida  á  favor  de  un  particular  para  intervenir  y  prestar  su  consenti- 
miento en  dichas  concesiones,  evidente  es  que  las  que  se  hubieren  otorgado  sin 
ese  esencial  requisito  son  nulas  y  no  pueden  crear  ningún  derecho  que  lesione 
el  del  particular  indicado: 

Que  el  art.  42  del  Código  civil  deja  á  salvo,  como  excepción  de  las  disposi- 
dones  contenidas  en  el  capitulo  IS^,  tit,  4P,  libro  2.^  del  mismo,  los  derechoe 
adquiridos  con  anterioridad  á  su  publicación,  y  exceptúa  también  el  dominiú 
privado  que  tienen  los  propietarios  de  aguas,  fuetites  ó  manantiales,  en  virtud 
del  cual  las  aprovechan  y  disponen  de  ellas  libremente  y  como  propiedad  par- 
ticular: 

Que  el  derecho  que  á  los  pueblos  concede  el  art.  13  de  la  ley  de  Aguas  en 
las  sobrantes  de  las  fuentes,  chacas  ó  establecimientos  público»  es  sinperjuieis 
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del  que  sobre  e$io8  mismas  sobrante»  puedan  tener  legitimamente  adquiridos  los 
particulares;  y  que  lafaouUad  que  atribuye  á  los  Ayuntamientos  el  art  171 
de  la  citada  Uy  para  formar  los  reglamentos  para  el  régimen  y  distribución 
de  las  aguas  en  las  poblaciones,  es  también  sin  perjuicio  de  los  derechos  pri- 
vados. 

Eq  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Diciembre  de  1893,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Aviles  y  en  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  por  Doña  María  Ramona  Sanche» 
Arjona,  Marquesa  viuda  de  Ferrera,  y  D.  Nicolás  Saárez  Inclán  y  Liemos^ 
como  tutor  y  curador  de  loa  menores  D.  Antonio  y  Dofia  Concepción 
Santa  Cruz  Navia  Osorio,  vecinos  de  Aviles,  representados  por  el  Procu- 
rador D.  Maximino  Elvira,  y  defendidos  por  el  Letrado  D.  Francisco  Síl- 
Yela,  con  el  Ayuntamiento  de  la  referida  villa  de  Aviles,  y  en  su  nombre 
«1  Procurador  D.  Armando  Bauces,  bajo  la  dirección  del  Letrado  Don 
Manuel  Pedregal,  sobre  aprovechamiento  de  aguas  y  nulidad  de  unoa 
acuerdos: 

Resultando  que  seguido  pleito  por  la  justicia  y  regimiento  de  la  villa 
de  Aviles,  con  D.  Juan  Alonso  Navia  y  Arango,  Marqués  de  Ferrera,  sobre 
nso  y  aprovechamiento  de  las  aguas  de  Valparaíso,  dictaron  sentencia  en 

6  de  Noviembre  de  1725  el  Regente  y  Alcaldes  Mayores  de  la  Real  Au- 
diencia del  Principado  de  Asturias,  que  residía  en  la  ciudad  de  Oviedo, 
é  interpuesta  apelación  por  dicha  justicia  y  regimiento  de  Aviles,  la 
Audiencia  y  Chancillería  de  Valladolid,  por  sentencia  de  23  de  Noviem- 
bre de  1729  la  revocó,  dándola  por  ninguna  y  de  ningún  valor  y  efecto;  y 
haciendo  justicia  reservó  su  derecho  á  salvo  al  dicho  D.  Juan  Alonso  de 
Navia,  Marqués  de  Ferrera,  para  que  en  juicio  competente  usara  de  éi 
como  viere  le  convenía,  no  haciendo  condenación  de  co8t.as: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  la  villa  de  Aviles,  en  acuerdo  de 

7  de  Julio  de  1752,  trató  de  conceder  á  D.  José  Peón  una  paja  de  agua 
para  au  casa,  del  manantial  llamado  de  Valparaíso,  y  habiendo  recurrido 
contra  el  acuerdo  el  Marqués  de  Ferrera  como  dueño  que  era  de  los  so- 
brantes de  dicho  manantial,  como  el  Municipio  no  accediese  á  esta  preten- 
'«ion,  se  promovió  un  pleito  que  terminó  por  sentencia  dictada  por  la 
Audiencia  de  Oviedo  en  10  de  Septiembre  de  1753,  revocando  el  acuerdo 
tomado  por  el  Ayuntamiento  de  Aviles  en  31  de  Julio  de  1752: 

Resultando  que  en  sesión  de  7  de  Agosto  de  1787  acordó  dicho  Ayan- 
tamiento  otorgar  una  paja  de  agua  del  manantial  llamado  de  Valparaíso 
al  Abad  de  Gurullés,  y  á  D.  Pedro  Valdés  por  mitad,  siempre  que  obtu- 
vieran los  interesados  la  conformidad  del  Marqués  de  Ferrera,  por  el  dere- 
cho que  le  asistía  para  impedir  semejantes  concesiones: 

Resultando  que  por  escritura  de  2  de  Marzo  de  1797,  D.  Marcos 
Arango  Sierra,  Diputado  del  común  de  la  villa  de  Aviles,  obtuvo  permiso 
-del  Marqués  de  Ferrera  para  colocar  una  fuente  en  la  encrucijada  de  los 
•caminos  que  dirigían  á  los  lugares  de  Heros  y  Gajín,  pegante  á  la  quinta 
^ne  allí  tenía  D.  Alonso;  y  por  otra  de  9  de  Mayo  de  1798  obtuvo  igual 
autorización  del  expresado  Marqués  el  convento  de  Nuestra  Señora  de  la 
Merced  del  inmediato  lugar  de  Labugo,  para  hacerse  con  un  caño  de  agua, 
procedente,  como  el  anterior,  del  manantial  de  Valparaíso: 

Resultando  que  por  haberse  experimentado  escasez  de  aguas  en  el 
afio  de  1817  en  los  cafios  públicos  de  la  villa  de  Aviles,  acordó  el  Ayunta- 
miento que  se  practicara  un  reconocimiento,  que  dio  por  resultado  que  el 
manantial  había  mermado  una  pulgada,  y  bien  por  esto  ó  bien  porque  la 
cafiería  no  estaba  con  la  debida  solidez,  filtrándose  parte  del  agua  que  re- 
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cibfa  el  acaeducto  del  arca  motriz,  como  para  atender  á  esta  primefa 
ceceeidad  hubiera  sido  preciso  aprovechar  y  absorber  dentro  del  acné* 
diicto  público  todas  las  aguas  que  daba  de  sí  el  manantial,  tuvieron  por 
precisión  los  comisionados  y  fontanero  hacer  esta  abrrogación,  con  lo  cual 
hubiera  quedado  privado  de  moler  el  molino  harinero  que  tenía  propio  el 
Jdaiqués  de  Ferrera  en  el  termino  de  San  Martín  inmediato  á  dicha  fuente, 
en  cuya  rej^alía  de  moler  con  las  aguas  sobrantes  del  manantial  estaba  en 
uso,  posesión  y  aprovechamiento  de  inmemorial  tiempo,  y  por  cayo 
acaecimiento,  que  se  hizo  preventivamente  hasta  reparar  la  cañería  de  la» 
quiebras  más  precisas,  el  citado  Marqués  se  consideró  despojado  de  la 
propiedad,  posesión  y  regalía  que  tenía  á  las  dichas  aguas  sobrantes; 
aunque  el  Ayuntamiento  no  lo  hizo  con  este  objeto,  y  sí  por  la  necesidad 
referida,  se  puso  demanda  en  la  Audiencia  por  el  citado  Marqués  contra 
el  Ayuntamiento,  y  hallándose  el  pleito  en  estado  de  prueba,  en  atención 
á  que  la  cañería  se  encontraba  separada  y  continuaba  separándose,  y  que 
por  esta  razón  siempre  sobraba  porción  de  aguas  del  manantial,  que  salían 
por  el  agujero  ó  conducto  del  arca  principal  con  dirección  al  citado  molino, 
tomando  las  que  necesitaba  el  otro  conducto  que  embocaba  al  acueducto 
de  la  cañería  que  estaba  contigua  á  aquél  en  la  misma  reguera  nrincipal; 
bien  reflexionado  por  el  Ayuntamiento  y  el  Marqués  de  que  con  seguir 
nn  pleito  de  esta  naturaleza  no  lograrían  más  que  ocasionar  gastos,  y  qae 
al  fin  ni  el  Ayuntamiento  podría  privar  al  Marqués  de  su  regalía,  ni  éste 
ai  Ayuntamiento  de  las  aguas  que  necesitaba  el  público  en  sus  cafios, 
conminó  la  Corporación  al  Procurador  general  y  al  Personero  del  común 
para  que  tratasen  con  el  Marqués  la  forma  de  terminar  el  pleito,  y  habieo- 
do  puesto  un  papel  de  condiciones,  que  aprobó  la  Corporación,  acordando 
al  mismo  tiempo  el  nombramiento  de  nueva  Comisión  para  otorgamiento 
de  la  escritura  de  transacción,  la  otorgaron  en  efecto  en  2  de  Noviembre 
de  1819  el  Procurador  general  y  el  Síndico  personero  del  Ayuntamiento,  y 
el  Administrador  de  los  bienes  y  rentas  del  Marqués  de  Ferrera,  debida- 
mente autorizado  al  efecto,  en  la  que  consignando  los  hechos  que  quedan 
referidos,  dijeron:  que  daban  por  concluso  y  acabado  el  citado  pleito  bajo 
las  capitulaciones,  entre  otras,  las  siguientes:  primera,  que  el  Ayuntamiento 
reconocía,  y  de  nuevo  ratificaba  la  regalía,  uso  y  aprovechamiento  que  el 
Marqués  tenía  y  conservaba  de  las  aguas  sobrantes  de  la  fuente  de  Yaipa* 
raíso  y  habían  tenido  sus  predecesores  sin  oposición  alguna;  y  quinta, 
que  en  atención  á  haberse  cometido  por  algunos  particulares  del  pueblo 
varios  abusos  en  las  concesiones  que  el  Ayuntamiento  y  el  Marqués  lea 
habían  dado,  permitiéndoles  ciertas  cantidades  de  agua  para  sus  caaas, 
y  ellos  habían  tomado  más  de  la  concedida,  y  otros  usurpándola  sin  con- 
sentimiento del  Ayuntamiento  ni  del  Marqués,  quedaba  este  asunto  al 
cuidado  del  propio  Ayuntamiento  y  de  dicho  Marqués  ó  su  apoderada 
para  que  por  los  medios  legales  y  con  arreglo  á  las  escrituras  de  concesión, 
se  les  limitase  á  la  mayor  brevedad  el  agua  estipulada,  y  á  los  que  la 
hubieran  usurpado,  se  les  despojase  de  ella  y  volviera  á  su  origen,  con  im- 
posición de  las  penas  que  se  juzgasen  convenientes  si  reincidiesen  en  se- 
mejantes excesos: 

Resultando  que  en  escritura  que  otorgaron  en  24  de  Noviembre  de  1826, 
el  Ayuntamiento  de  Aviles  y  D.  Cayetano  Navia  Osorio,  Marqués  de  Fe- 
rrera, se  declaró  que  el  Municipio  tenía  dispuesto  construir  dos  fuentes 
para  el  servicio  público,  una  en  la  calle  de  Galiana  y  otra  en  la  del  Rivero; 
que  para  la  del  Rivero  se  había  de  tomar  el  agua  á  la  inmediación  de  la 
arqueta,  donde  la  recibía  el  Marqués;  que  al  efecto  se  contó  desde  un  prin- 
cipio con  la  intervención  de  éste  como  dueño  de  las  aguaa  sobrantes  del 
manantial  y  de  la  facultad  de  disponer  de  ellas  en  anión  con  el  AyonUir 
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miento.  eD  los  casos  de  concesiones  á  favor  de  particnlares;  j  que  la  cafie- 
lüi  de  la  referida  fuente  del  Rivero  había  de  pasar  por  los  prados  del  ex- 
presado Marqués,  estipulando  para  ello,  entre  otras  condiciones,  las  cua- 
tro primeras,  que  dicen:  primera,  se  colocará^  como  está  dispuesto,  una 
fuente  á  la  parte  del  sitio  comprendido  entre  la  puerta  del  prado  del  ci- 
tado Marqués  y  callejón  que  divide  la  cerca  de  dicho  prado  y  la  casa  que 
fné  de  Olarría,  hoy  de  los  Arias,  de  manera  que  el  frontis  de  dicha  fuente 
deberé  ser  colocado  entre  la  cerca  del  citado  prado,  y  la  fuente  tendrá  los 
mismos  dos  caíSos  ú  otro  de  igual  calibre,  que  correrrán  á  boca  llena,  que 
hoy  tiene  la  del  Caballedo,  colocados  á  igual  altura  sobre  el  pavimento  de 
la  alberca;  segunda,  estas  aguas,  después  de  llenar  la  citada  alberca  hasta 
la  altura  de  un  cuarto  de  pie  menos  de  la  superficie  superior,  se  introdu- 
cirá por  un  orificio  construido  en  la  parte  del  frontis  más  proporcionada, 
para  que  marchándose  por  él  las  reciba  el  depósito  que  del  otro  lado  de 
cerca  haga  construir  dicho  Marqués,  á  fin  de  que  como  dueño  de  ellas 
desde  aquel  momento,  haga  el  uso  que  más  le  acomode,  en  cuyo  aprove- 
chamiento no  será  jamás  interrumpido;  tercera,  como  duefío  de  las  aguas 
sobrantes  de  la  fuente  de  Valparaíso,  no  sufrirá  pérdida  de  parte  de  al* 
Kona  de  ellas  actualmente  con  motivo  de  esa  construcción  de  fuentes,  ni 
de  cualesquiera  otras  que  la  villa  considere  oportuno  hacer  ó  dejar,  sin  que 
cea  visto  se  perjudiquen  los  derechos  de  ella  por  este  tratado  ni  los  de  la 
casa  de  Ferrera,  entiéndase  lo  mismo  que  la  condición  anteriof  respecto 
no  sufrir  el  nominado  Marqués  ninguna  cercenación  en  las  aguas  que 
toma  en  la  cañería  al  tiempo  ni  después  de  hacer  la  separación  de  las  que 
de  dicha  cañería  principal  se  dirijan  á  la  nueva  fuente  del  Rivero,  para  lo 
que  deberá  señalarse  en  presencia  de  un  comisionado  por  la  villa  la  altura 
del  agua  sobre  el  orificio  de  la  arqueta  que  dicho  señor  tenía  inmediata  á 
la  del  público,  y  por  la  que  se  dirigen  las  aguas  á  las  fuentes  de  su  casa; 
coarta,  siendo  una  de  las  facultades  anejas  á  la  casa  de  Ferrera  intervenir, 
eo  anión  con  la  villa,  á  cualquiera  enajenación  de  agua  que  se  haga  á 
cualquiera  de  los  particnlares  ó  cualesquiera  corporaciones,  tanto  por  esta 
nsón  como  por  la  del  convenio  que  directamente  se  hace  coi)  el  referido 
Marqués,  será  facultado  para  poner  por  su  parte  persona  que  asista  á  la 
distribución  de  aguas  y  construcción  de  esta  obra  hasta  su  total  construc- 
ción, para  evitar  de  este  modo  quiebras  continuas  en  lo  sucesivo,  y  de  con- 
aigoiente  no  se  ande  roturando  en  su  posesión  más  que  en  los  casos  pre- 
cisos, después  de  bien  fabricada  la  obra: 

Besultando  que  el  Ayuntamiento  de  Aviles  y  D.  Cayetano  Navia  Oso- 
rio,  Marqués  de  Ferrera,  éste  por  el  derecho  que  le  asistía  al  aprovecha- 
miento de  las  aguas  sobrantes  del  manantial  de  Valparaíso  y  de  interve- 
nir-en  todas  las  concesiones  que  de  las  mismas  se  hicieren,  concedieron 
por  escritura  de  21  de  Agosto  de  1825  una  paja  de  agua  al  brigadier  Don 
José  Trelles: 

Besultando  que  por  fallecimiento  de  D.  Cayetano  Navia  Oaorio,  Mar- 
qués de  Ferrera,  sucedió  en  todos  sus  títulos,  bienes,  acciones  y  derechos 
aa  hermano  B.  Alfonso  Kavia  Osorio,  expidiéndosele  en  80  de  Julio  de 
1848  carta  de  posesión  y  confirmación  del  citado  titulo;  que  por  su  falleci- 
miento, ocurrido  en  9  de  Mayo  de  1861,  se  practicó  la  división  de  su  heren- 
cia, otorgándose  escritura  de  partición  en  l.o  de  Junio  de  1871,  en  la  que 
ae  adjudicó  á  la  Marquesa  viuda  de  Ferrera,  Doña  María  Ramona  Sánchez. 
Arjona,  por  el  concepto  dé  legado  que  le  hizo  su  difunto  esposo,  el  usu- 
Imcto  vitalicio  de  la  casa  palacio,  sita  en  la  parte  principal  de  Aviles,  con 
sus  fuentes  de  piedra  y  demás  dependencias,  edificios  y  propiedades,  con 
inclusión  del  derecho  de  aprovechar  las  aguas  sobrantes  del  manantial  de 
Valparaíso  qne  no  se  necesitasen  para  el  surtido  de  las  f  «entes  de  la  villa^ 
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y  del  qne  el  Ayuntamiento,  no  padiera  conceder  agna  á  fmrticnlares  ni  eor- 
poracionea  sin  permiso  del  dueño  de  dicba  posesión,  habiéndose  inscrito 
el  citado  usufructo,  posesión  y  derechos  referentes  al  agua  en  el  Registro 
de  la  propiedad;  que  adjudicada  en  la  citada  división  de  la  herencia  de! 
Marqués  de  Perrera,  D.  Alvaro  de  Navia  Osorio,  á  su  hija  Dofia  María  de 
los  Remedios  la  nuda  propiedad  de  los  indicados  bienes,  que  también  faé 
inscrita  en  el  Registro  por  fallecimiento  de  dicha  Dofia  María  de  los  Re- 
medios en  12  de  Junio  de  1881,  fueron  declarados  herederos  de  la  misma 
sus  tres  hijos  D.  Alvaro,  Doña  Concepción  y  D.  Antonio  Santa  Groa  y  Na- 
via  Osorio,  y  habiendo  fallecido  igualmente  en  16  de  Septiembre  de  1887 
D.  Alvaro  Santa  Cruz,  fué  declarada  heredera  abintei^to  del  mismo  nt 
«huela  Doña  María  Sánchea  Arjona: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  Aviles,  por  acuerdo  de  11  de 
Enero  de  1888,  concedió  tres  pajaa  de  agua  á  D.  Cayetano  Prada  en  com- 
pensación y  pago  de  los  derechos  que  á  juicio  del  Ayantamiento  le  co* 
rrespondía  en  los  sobrantes  del  expresado  manantial;  y  en  7  de  Febrero 
de  1888,  Doña  María  EUmona  Sánchez  Arjona  pidió  se  suspendiese  ó  se 
dejase  sin  efecto  dicho  acuerdo,  fundada  en  la  falta  de  personalidad  de  la 
Corporación,  por  ser  indispensable  en  todo  caso  la  aprobación  del  Go- 
bierno, y  muy  particularmente  el  consentimiento  de  la  recurrente,  acor- 
dando la  Corporación  dar  comisión  al  Alcalde  Presidente,  Regidor  Sín- 
dico y  un  Concejal  para  que  emitiesen  dictamen: 

Resultando  que  en  acuerdo  de  9  de  Mayo  del  mismo  año  concedió  á 
D.  Enrique  Gutiérrez  las  aguas  sucias  y  sobrantes  que  salían  de  la  fuente 
del  ángulo  Norte  de  la  plaza  de  las  Haceñas;  en  6  de  Junio  siguiente,  á 
D.  Ramón  Rodríguez  Villamiel  las  aguas  sucias  y  sobrantes  de  la  fnenre 
de  vecindad  situada  en  el  camino  de  la  Magdalena;  en  14  de  Mayo  de  1890 
ratificó  y  aprobó  el  convenio  celebrado  con  D.  Cayetano  de  Prada  en  11 
Enero  de  1888,  referente  á  la  cesión  de  las  tres  pajas  de  agua  á  cambio 
de  los  derechos  de  que  se  le  creyera  asistido  para  utilizar  loa  sohrantea 
del  manantial  de  Valparaíso;  y  por  último,  concedió  á  la  Empresa  del 
ferrocarril  del  Korte  50  metros  cúbicos  diarios  de  agua  para  los  depósitos 
inmediatos  á  la  estación  del  ferrocarril  de  Villabona,  qne  halóla  de  tomar 
de  una  arqueta  que  se  constrniría  junto  al  paseo  de  Bonbé: 

Resultando  que  Doña  María  Ramona  Sánchez  Arjona  solicito  de  naero 
que  se  dejasen  sin  efecto  estos  acuerdos  por  las  razones  que  tenia  adoci- 
das,  y  habiendo  exigido  el  Ayuntamiento,  en  resolución  de  30  de  Janio 
de  1890,  que  acreditase  previamente  ser  la  verdadera  dueña  de  los  dere- 
chos invocados,  y  habiendo  presentado  una  certificación  del  Registrador 
de  la  propiedad  de  tener  inscrito  á  su  favor  el  usufructo  vitalicio  de  la 
casa  palacio  con  los  indicados  derechos  del  aprovechamiento  de  las  agaas^ 
dicto  nueva  providencia  la  Corporación  en  l.^'  de  Agosto  desestimando  la 
suspensión  de  los  acuerdos,  por  no  lastimarse  con  ellos,  como  se  snpoDÍa, 
los  derechos  de  la  Marquesa  de  Forrera: 

Resultando  que,  en  sü  virtud,  en  18  del  mismo  mes  de  Agosto  de  ISf^O, 
Doña  María  Ramona  Sánchez  Arjona,  Marquesa  viuda  de  Forrera,  por  sí» 
y  D.  Nicolás  Suárez  Inclán  y  Llanos,  en  concepto  de  cnrador  de  los  meno- 
res D.  Antonio  y  Doña  Concepción  Santa  Cruz  y  Navia  Osorio,  dedujeroa 
la  demanda  objeto  de  estos  autos,  exponiendo:  que  en  el  término  de  Val- 
paraíso, á  corta  distancia  de  aquella  villa  de  Avila,  y  en  terrenos  que  per- 
tenecieron al  Marqués  de  Forrera,  existían  abundantes  manantiatee  de 
agua  potable  que,  reunidos  en  una  arqueta  matriz,  se  utilizaban  para  el 
abastecimiento  de  la  villa;  qne  de  dicha  agua  se  venían  surtiendo  desde 
tiempo  inmemorial  las  diferentes  faentes  qne  los  demandantes  tenían  en 
en  casa  palacio,  sita  en  la  plaisa  principal  de  aquella  villa,  y  la  poseaióa 
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iM>ntígaa,  conocida  con  el  liombre  de  la  posesión  de  la  casa  de  Ferr<>ra; 
•qne  parte  de  las  aguas  de  dicho  manantial  discarrían  por  el  arroyo  de- 
nominado Río  San  Martin,  y  las  aprovechaban  los  demandantes  por  medio 
de  los  colonos  qne  tenían  en  las  caserías  atravesadas  en  parte  por  dicha 
arroyo,  y  limítrofes  á  él  en  el  resto,  ya  cogiendo  las  qne  necesitaban  para 
el  consumo  de  las  casas,  ya  para  riego  de  plantas,  ya  también  para  abre- 
Tar  ganados  y  lavado  de  ropas;  qne  habiéndose  creído  el  Marqaés  de  Pe- 
rrera, antecesor  de  los  demandantes  á  principios  de  este  siglo,  despojado 
de  la  propiedad  y  posesión  en  qne  venía  de  las  aguas  sobrantes  del  ma- 
nantial de  Valparaíso  y  del  derecho  de  intervenir  en  toda  clase  de  conce- 
siones que  de  las  mismas  se  hacía,  demandó  al  Ayuntamiento,  y  después' 
de  suministrar  ambas  partes  pruebas,  transigieron  sus  diferencias  por  es- 
critora de  2  de  Noviembre  de  1819,  de  cuyas  cláusulas  hicieron  mérito, 
asi  como  de  las  de  la  de  24  de  Noviembre  de  1826,  que  confirmaban  y  co- 
rroboraban, en  unión  del  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  7  de  Agosto  de 
1787  y  las  escrituras  de  2  de  Marzo  de  1797  y  9  de  Mayo  de  1798,  el  per- 
íectísimo  derecho  de  la  casa  del  Marqués  de  Ferrara  para  intervenir  en 
toda  clase  de  concesiones  de  las  aguas  del  manantial  de  Valparaíso;  hicie- 
ron mérito  después  de  la  particii^n  de  bienes  verificada  con  motivo  del 
fallecimiento  de  D.  Alvaro  de  NaVia  y  Osorio  y  de  la  adjudicación  hecha 
en  ella,  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad,  de  aprovechar  las  aguas 
sobrantes  del  manantial  de  Valparaíso  que  no  se  necesitasen  para  el  sur- 
tido de  las  fuentes  de  la  villa,  y  de  que  el  Ayuntamiento  no  pudiera  con- 
ceder agua  á  particulares  ni  porporaciones  sin  permiso  del  duefio  de 
dicha  posesión;  y  después  de  hacer  mérito  de  las  resoluciones  y  acuerdos 
del  Ayuntamiento,  y  reclamaciones  hechas  contra  él  sin  resultado,  con- 
Teneidos  de  que  nadie  podía  ser  parte  y  Juez  en  un  asunto,  habían  deter- 
minado acudir  á  los  Tribunales  para  que  les  amparasen  en  sus  legítimos 
derechos;  y  ejercitando  al  efecto  las  acciones  correspondientes,  termina- 
ron suplicando  se  declarase:  primero,  que  los  demandantes  eran  duefios 
del  agua  que,  procedente  del  manantial  de  Valparaíso,  desde  tiempo  in- 
memorial venía  alimentando  las  diferentes  fuentes  establecidas  en  la  casa 
palacio  y  posesión  contigua  de  la  propiedad  de  aquéllos;  segundo,  que  los 
demandantes  eran  igualmente  duefios  del  derecho  de  aprovechar  las  aguas 
•sobrantes  del  expresado  manantial  que  no  fueran  necesarias  para  el  servi- 
cio de  las  fuentes  públicas  de  la  villa;  tercero,  que  del  propio  modo  les 
pertenecía  el  derecho  de  impedir  que  el  Ayuntamiento  pudiera  hacer  sin 
^consentimiento  de  los  mismos  concesiones  de  las  referidas  aguas  del  ma- 
nantial de  Valparaíso  á  favor  de  particulares  ó  Oorporaciones;  cuarto,  que 
se  dejasen  sin  efecto  ni  valor  alguno  los  acuerdos  tomados  por  el  Muni- 
<;ipio  de  aquella  villa  de  11  de  Enero,  9  de  Mayo  y  6  de  Junio  de  1890  en 
lo  referente  á  las  concesiones  de  agua  que  por  ellos  se  hacían  á  D.  Gaye> 
taño  Prada,  D.  Enrique  Gutiérrez  y  D.  Ramón  Rodríguez  Villamiel,  y  á 
favor  de  la  Empresa  del  ferrocarril  del  Norte;  quinto,  que  en  su  conse- 
cuencia, se  repusieran  las  cosas,  en  lo  tocante  al  agua  del  manantial  de 
Valparaíso,  al  ser  y  estado  que  tenían  en  11  de  Enero  de  1888,  haciendo 
desaparecer  las  arquetas  y  tuberías  que  con  motivo  de  las  mencionadas 
concesiones  se  hubieran  colocado,  todo  por  cuenta  del  Ayuntamiento  de 
aquella  villa;  sexto,  y  finalmente,  condenar  á  éste  al  pago  de  todas  las 
costas: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  Aviles  contestó  á  la  demanda  ne- 
gando los  hechos  de  la  misma,  menos  el  segundo,  referente  á  las  aguas  qne 
del  manantial  de  Valparaíso  surtían  la  posesión  de  la  casa  Perrera,  y  alegan- 
do: que  ya  desde  el  afio  1678  venía  disponiendo  y  siendo  duefio  el  Ayunta-* 
miento  de  Aviles  del  manantial  de  Valparaíso,  habiéndose  hecho  por 
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aquella  época  y  afio  de  1603  las  obras  nece^arías  en  dicho  panto  con  ob- 
jeto de  reunir  las  aguas  del  mismo  y  conducirlas  á  la  villa  para  su  abaste- 
cimiento, y  desde  entonces  existían  muchas  de  las  fuentes  que  aun  hoy 
corrían  en  las  plazas  y  calles;  que  en  distintas  épocas  posteriores  biso  el 
Ayuntamiento  las  reformas  y  obras  que  en  la  cañería  y  depósito  de  Val- 
paraíso juzgó  convenientes;  que  en  1724  se  promovió  pleito  por  el  Marqué» 
de  Ferrera  al  Ayuntamiento  sobre  las  aguas  de  Valparaíso  y  aprovechar 
miento  y  uso  de  las  mismas,  pretendiendo  impedir  é  intervenir  en  obraa 
del  arca  matriz  de  los  manantiales,  pleito  que  resolvió  en  definitiva  á  fa- 
vor de  la  justicia  y  regimiento  de  aquella  villa  la  Chancillería  de  Vallado- 
lid  en  28  de  Noviembre  de  1729;  que  la  cañería  que  conducía  las  aguas  de 
Valparaíso  á  la  villa  había  sido  colocada  por  el  Ayuntamiento,  mejorán- 
dola en  diferentes  ocasiones,  y  adquiriendo  por  virtud  de  estas  mejoras» 
garantías  más  eficaces,  el  derecho  que  la  casa  de  Ferrera  tenía  á  las  agua» 
que  disfrutaba  en  su  casa-palacio  y  posesión  contigua  de  Aviles;  que  en 
primero  de  Marzo  de  1884  acordó  el  Ayuntamiento  tomar  en  calidad  de 
préstamo  274.803  reales  60  céntimos  para  construir  una  nueva  cafteria^ 
consignando  anualmente  para  su  amortización  y  pago  de  principal  ó  inte- 
leses  26.000  reales,  y  aplicando  al  mismo  objeto  exclusivamente  las  canti- 
dades que  produjeran  la  venta  de  pajas  de  agua  sobrantes  después  de  eje- 
cutada la  obra,  acuerdo  qne  fué  aprobado  por  la  Superioridad;  que  en  lo» 
afios  de  1866  y  1866  se  practicó  en  aquel  Juzgado  una  información  teatífi- 
cal  sobre  la  desaparición  del  molino  llamado  de  San  Martín,  que  loa  de- 
mandantes ó  sus  antecesores  tenían  en  el  río  del  mismo  nombre,  molino 
que  hacía  más  de  treinta  afíos  había  dejado  de  aprovechar  las  aguas  so- 
brantes del  manantial  de  Valparaíso;  y  deduciendo  sobre  este  particular  la 
reconvención  oportuna,  terminó  suplicando  que  se  absolviese  al  Ayunta- 
miento de  la  demanda,  y  estimando  aquélla  se  declarase  la  extinción  del 
derecho  de  los  demandantes  como  sucesores  del  Marqués  de  Ferrera  al 
aprovechamiento  de  las  aguas  sobrantes  del  manantial  de  Valparaíso  pan 
el  servicio  del  molino  de  San  Martín,  por  haber  desaparecido  y  no  haber 
hecbo  uso  de  las  aguas  desde  1866,  y  cancelar  la  inscripción  de  las  hijuelas 
formadas  á  Doña  María  Ramona  Sánchez  Arjona  y  á  Doña  María  de  los 
Bemedios  Santa  Qruz  Navia  Osorio,  en  cuanto  por  ellas  se  hacía  constar 
en  el  Registro  de  la  propiedad  el  derecho  al  aprovechamiento  de  las  aguas 
sobrantes  del  manantial  de  Valparaíso  que  no  se  necesitasen  para  el  aorti- 
do  de  las  fuentes  públicas,  y  el  de  impedir  que  el  Ayuntamiento  hideca 
concesiones  sin  permiso  del  dueño  de  la  posesión,  con  expresa  condenación 
de  costas  á  los  demandantes: 

Resultando  que  con  su  escrito  acompañó  unas  certificaciones  expedidas 
por  el  Secretario  de  dicho  Ayuntamiento,  para  hacer  constar  que  en  los 
afíos  de  1673  y  1693  se  hicieron  obras  por  cuenta  del  Municipio  en  el  msr 
nantial  de  Valparaíso,  con  objeto  de  reunir  las  aguas  del  mismo  y  oondn- 
cirlas  á  la  villa  para  su  abastecimiento;  y  que  en  1884  se  acordó  tomar  ana 
cantidad  á  préstamo  para  construir  una  nueva  cañería,  aplicando  para  so 
amortización  y  pago  lo  que  produjera  la  venta  de  pajas  de  agua  sobrantes 
después  de  ejecutada  la  obra; 

Resultando  que  los  demandantes  replicaron  alegando  como  ampliación 
de  los  hechos  de  su  demanda:  que  desde  hacía  unos  cinco  años,  las  aguas 
que  desde  inmemorial  venían  surtiendo  las  fuentes  de  la  casa-palacio  y 
posesión  contigua  escasearon  en  términos  que  algunas  de  aquéllas  no  co- 
rrían; que  la  construida  por  el  Ayuntamiento  en  1826  en  la  calle  de  Qa* 
liana^ique  fué  reedificada  por  el  propio  Municipio  en  1887,  no  tenía  actual- 
«mente  más  que  un  caño  de  pequeñísimas  dimensiones,  y  aun  éste  no  corda 
é  boca  llena;  y  por  consiguiente,  teniendo  la  fuente  citada  dos  cafios  de 
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Ignal  calibre  que  los  de  la  del  Oabayedo^  corriendo  como  éstos  á  boca 
llena,  y  correspondiendo  á  perpetuidad  las  agaas  sobrantes  á  los  deman- 
dantes, era  indudable  qne  hablan  sido  privados  por  la  Corporacióu  en  más 
de  las  siete  octavas  partes  de  aqnellas  agaas  desde  hacia  anos  caatro  afíoa; 
qoe  si  el  Aynntamiento  recogiese  como  proyectaba  todas  las  aguas  de  di- 
cho manantial  en  la  cañería  qne  las  conducía  al  paeblo,  era  evidente  que 
durante  el  estío,  las  caserías  de  los  demandantes,  sitas  en  término  de  San 
Martín,  se  verían  privadas  totalmente  de  los  servicios  que  les  prestiibao. 
Hicieron  mérito  de  la  sentencia  de  10  de  Septiembre  de  1763,  qae  revocó 
el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  81  de  Julio  de  1752,  relativo  á  la  conce- 
flión  de  una  paja  de  agua  á  D.  José  Peón,  jurando  no  haber  tenido  hasta 
entonces  conocimiento  de  aquel  hecho,  y  asimismo  de  la  escritura  de  21 
áe  Agosto  de  1825,  de  qne  tampoco  había  tenido  conocimiento,  y  refirien- 
do, por  último,  qne  una  Oomisión  del  Ayuntamiento  se  había  avistado  oon 
loa  demandantes  para  ver  la  mejor  manera  de  armonizar  los  derechos  que 
lea  correspondían  sobre  las  aeuas,  habiéndoles  ofrecido  para  compensarloe 
ana  cantidad  en  metálico;  terminaron  suplicando  que  se  desestimase  la  re- 
convención ejercitada  por  el  Ayuntamiento,  y  se  declarase:  primero,  qne  los 
demandantes  eran  duefios  del  agua  que,  procedente  del  manantial  de  Val- 
paraíso, venía  desde  tiempo  inmemorial  hasta  hacía  unos  cinco  afios  que 
«e  empezó  á  notar  su  disminución,  alimentando  las  diferentes  fuentes  ea> 
tablecidas  en  la  casa-palacio  y  posesión  contigua  de  la  propiedad  de  loa 
demandantes;  segundo,  qne  éstos  eran  igualmente  dueños  á  perpetuidad  de 
las  aguas  sobrantes  de  la  fuente  á  qne  se  refería  la  primera  condición  de 
la  escritura  de  2 á  de  Noviembre  de  1826,  qne  habían  venido  utilizando  en 
dicha  posesión  hasta  hacía  unos  cuatro  afios  que  se  les  pri?ó  en  su  mayor 
parte;  tercero,  que  los  demandantes  eran  igualmente  dueños  del  derecho 
de  aprovechar  las  demáa  aguas  sobrantes  del  expresado  manantial  que  no 
fneran  necesarias  para  el  surtido  de  las  fuentes  públicas  de  la  villa;  cuarto, 
4iue  igualmente  les  pertenecía  el  derecho  de  impedir  que  el  Ayuntamiento 
pudiera  hacer,  sin  consentimiento  de  los  mismos,  concesiones  de  las  referi- 
das aguas  á  favor  de  Corporaciones  y  particulares;  quinto,  qne  se  dejaran 
ein  efecto  ni  valor  alguno  los  acuerdos  tomados  por  el  Municipio  en  11  de 
Enero,  9  de  Mayo  y  «  de  Junio  de  1888  y  14  de  Mayo  de  1890,  en  lo  refe- 
rente á  las  concesiones  de  aguas  que  por  ellos  se  hicieron;  sexto,  que  en 
00  consecuencia,  se  repusieran  las  cosas,  en  lo  tocante  al  agua  del  manan- 
tial de  Valparaíso,  al  ser  y  estado  que  tenían  en  11  de  Enero  de  1888,  ha- 
ciendo desaparecer  las  arquetas  y  tuberías  que  con  motivo  de  las  mencio- 
nadas concesiones  se  hubieran  colocado,  todo  por  cuenta  del  Municipio  de 
aquella  villa;  séptimo,  que  igualmente  se  restituyera  ó  diera  desde  luego  á 
los  demandantes  la  misma  cantidad  de  agua  que  hasta  hacía  unos  cinco 
afios  vinieron  siempre  alimentando  las  diferentes  fuentes  de  su  referida 
éasa  palacio  y  posesión,  y  se  repusieran  en  la  fuente  de  Galiana,  estable- 
cida por  la  escritura  de  24  de  Noviembre  de  1826,  los  dos  cafios  que  tenía 
del  mismo  calibre  que  los  de  la  fuente  del  Cabayedo,  y  los  cuales  deberían 
correr  á  boca  llena  como  lo  hacían  antes  y  de  conformidad  á  lo  convenido; 
octavo,  y  finalmente,  se  condenara  al  Ayuntamiento  de  Aviles  al  pago  de 
todas  las  costas: 

Resultando  que  el  Aynntamiento  se  opuso  al  duplicar  á  la  ampliación 
hecha  en  el  escrito  de  réplica  por  alterarse  con  ellas  las  pretensiones  ob- 
jeto principal  del  litigio,  sosteniendo  qne  en  las  diferentes  épocas  qne  citó 
se  habían  hecho  obras  sobre  aguas  sin  intervención  alguna  del  Marqués 
de  Ferrera;  y  también  sin  ella  se  habían  enajenado  á  diferentes  personas, 
insistiendo,  por  tanto,  en  qne  se  le  absolviera  de  la  demanda  y  se  estimara 
la  reconvención,  declarando  no  haber  lugar  á  fallar  sobre  la  variación  que 


Digitized  by  VjOOQ IC 


526  J17BI0PK17DSHOIA  CaTII. 

«8  notaba  en  los  números  2.o  y  7.o,  así  como  en  el  l.o  de  los  que  sontenia 
la  súplica  del  escrito  de  réplica,  y  caso  contrario,  absolver  igualmente  s! 
Ayuntamiento: 

Besaltando  qne  recibido  el  jnicio  á  prueba  y  practicadli  la  que  las  par- 
tes articalaroD,  se  mandó,  para  mejor  proveer,  verificar  un  reconocimiento 
pericial  en  los  restos  de  la  antigua  cañería  y  arqueta  de  la  que  antes  tomaba 
el  agua  la  tubería  de  plomo  que  en  su  casa- palacio  y  posesión  contigua  te- 
nía la  Marquesa  de  Ferrera,  con  objeto  de  precisar  la  cantidad  de  agua  qu» 
hasta  hacía  unos  cinco  años  entraba,  y  la  que  lo  hacía  en  la  actualidad;  y 
el  perito  nombrado  manifestó  que,  desconociendo  por  completo  la  que  en- 
traba antes  de  la  reforma  de  la  tubería,  no  cabía  comparación  con  la  que 
corría  por  la  cañería  de  hierro;  que  la  cañería  de  toma  para  el  servicio  de 
la  ñnca  era  de  plomo  y  de  6  centímetros  de  diámetro  interior,  y  la  que  po- 
nía en  comanicación  las  arquetas,  antigua  y  moderna,  de  hierro,  de  5  cen- 
tímetros de  diámetro;  que  esta  diferencia  podía  indudablemente  inñuir  en 
la  disminución  de  agua,  puesto  que  la  altura  entre  ambas  arquetas  era  in- 
aignifícante  ó  igual  aproximadamente  de  altura  ó  presión,  la  diferencia  de 
diámetro  de  los  tubos  era  apreciable,  por  todo  lo  cual  consideraba  que  ya. 
que  se  cambió  de  arqueta  de  distribución,  y  la  primitiva  existía  como  an- 
teriormente, el  tubo  que  las  ponía  en  comunicación  debía  tener  igual  diá- 
metro del  de  plomo,  única  manera  de  poder  rebatir  (así  dice)  de  que  en  la 
actualidad  la  finca  tenía  menor  cantidad  de  agua  que  antes  de  efectuarse 
la  reforma  de  la  cañería: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  condenando 
al  Ayuntamiento  de  Aviles  á  restituir  desde  luego  á  los  demandanteá  la 
misma  cantidad  de  agua  que  hasta  hacía  cinco  años  venía  alimentando  las 
diferentes  fuentes  que  tenía  en  su  casa-palacio  y  en  la  posesión  contigua,  y 
á  que  repusiera  en  la  fuente  de  Galiana  los  dos  caños  qne  tenía  del  mismo 
calibre  que  los  de  la  fuente  del  Cabayedo,  los  cuales  deberían  correr  á  boca 
llena  como  lo  hacían  antes;  revoca  los  acuerdos  tomados  por  dicha  Ck>rpo- 
ración  municipal  en  11  de  Enero  de  1888  y  14  de  Mayo  de  1890,  en  cuanto 
por  ellos  se  determinaba  que  el  Municipio  podía  disponer  de  todas  las 
aguas  de  Valparaíso,  tanto  para  el  servicio  público  como  para  el  privado; 
absolviendo  al  referido  Ayuntamiento  de  todas  las  demás  pretensiones 
deducidas  contra  el  mismo  por  los  demandantes;  y  estimando  procedente 
la  reconvenoión  formulada  por  el  Ayuntamiento,  se  cancelase  la  inscripción 
de  las  hijuelas  formadas  á  Doña  María  Ramona  Sánchez  Arjona  y  á  Doña 
María  de  los  Remedios  Navia  Osorio  y  Sánchez  Arjona,  en  cuanto  por  ellas 
se  bacía  constar  en  el  Registro  de  la  propiedad  derecho  al  aprovechamiento 
de  las  aguas  sobrantes  del  manantial  de  Valparaíso  qne  no  se  necesitasen 
para  el  surtido  de  las  fuentes  públicas,  y  el  de  impedir  que  el  Ayuntamiento 
hiciera  concesiones  sin  permiso  del  dueño  de  la  posesión: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  una  y  otra  parte,  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo  dictó  sentencia  en  28  de  ,Junio  de  1892,  de- 
clarando que  las  aguas  del  manantial  de  Valparaíso  que  salen  de  la  arqueta 
matriz  y  son  conducidas  por  una  cañería  general  basta  bifurcar  por  otras 
parciales  para  surtir  las  fuentes  de  la  villa  de  Aviles  y  las  del  palacio  y  po- 
sesión contigua  de  la  casa  de  Ferrera,  pertenecen  comunalmente,  ó  en  condo- 
minio á  la  referida  casa,  hoy  á  los  demandantes  y  al  Ayuntamiento,  en  la 
proporción  que  se  hallan  distribuidas  por  las  respectivas  cañerías;  que  como 
consecuencia  de  su  condominio  y  el  reconocimiento  expreso  del  Ayunta- 
miento, corresponde  á  los  demandantes  el  derecho  de  conceder  ó  negar  sa 
consentimiento  previo  á  toda  concesión  de  aprovechamiento  de  aguas  que 
hiciera  el  Municipio  á  particulares  ó  Corporaciones,  hasta  que  después  de 
au  aforo  y  división  de  las  aguas  salgan  del  manantial  separada  ó  indepen- 
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dienteaiente  por  cañerías  diatintaa  las  de  cada  partícipe;  no  habiendo  lugar 
por  ahora  á  alterar  el  eatado  posesorio  de  las  aguas  sobrantes  del  manan- 
tial que  ingresen  en  el  Arroyo  de  San  Martín,  ni  tampoco  á  dejar  sin  efecto 
las  concesionet  de  agna  hechas  por  el  Ayuntamiento  en  los  años  de  188& 
y  1890  á  D.  Cayetano  Prada,  D.  Enrique  Gutiérrez,  D.  Ramón  Rodríguez  y 
la  Empresa  de  los  ferrocarriles  del  Norte,  sin  perjuicio  de  los  derechos  que 
msistieran  á  la  casa  de  Ferrera,  ó  sean  los  hoy  demandantes,  contra  los  con- 
cesionarios ó  actuales  poseedores,  y  de  las  indemnizaciones  que  puedan 
reclamar  al  Ayuntamiento  por  dafios  qne  acrediten  sufridos  á  causa  de  no 
haber  obtenido  su  previo  consentimiento  para  las  tales  conceoiones ;  con- 
denando al  Ayuntamiento  de  Aviles  á  reponer  los  caños  de  la  fuente  de 
Galiana  al  8er*y  estado  convenido  con  la  casa  de  Ferrera  en  la  escritura 
publica  de  24  de  Noviembre  de  1826;  condenando  así  bien  al  mismo  Ayun- 
tamiento demandado  á  reintegrar  desde  luego  á  los  demandantes  en  la  can- 
tidad de  agua  que  corría  por  la  cañería  antigua,  surtiendo  las  fuentes  del 
palacio  y  posesión  contigua  antes  de  sustituir  Ja  cañería  de  empalme  por 
La  que  existía  de  menor  calibre;  absolviendo  de  la  reconvención  Á  la  parte 
actora,  por  lo  que  se  refería  á  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad 
de  las  hijuelas  formadas  á  Doña  Ramona  Sánchez  Arjona  y  Doña  María  de 
los  Remedios  Navia  y  Osorio,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  qne  la  Marquesa  viuda  de  Ferrera,  y.  el  jtutor  y  curador  de 
los  menores  D.  Antonio  y  Doña  Concepción  Santa  Cruz  y  Navia  Osorio, 
han  interpuesto  recurso  de  casación,  alegando: 

Primero.  Que  al  declarar  la  sentencia  que  las  aguas  mencionadas  per- 
tenecen en  condominio  al  Ayuntamiento  ae  Aviles  y  á  los  demaneantes, 
hacía  una  declaración  que  no  había  sido  solicitada  por  nadie,  pues  los  de- 
mandados no  la  habían  pedido  y  los  herederos  del  Marqués  de  Ferrera  se 
habían  limitado  á  solicitar  qne  se  les  considerase  dueños  del  agua  que  sur- 
tían las  fuentes  de  su  casa-palacio  y  de  la  sobrante  del  manantial  que  co- 
rría por  el  arroyo  denominado  Río  de  San  Martín,  infringiendo,  por  tanto, 
el  art.  369  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  doctrina  establecida  en 
armonía  con  él  por  este  Tribunal  Supremo  en  las  sentencias,  entre  otras, 
de  16  de  Octubre  de  1863  y  23  de  Febrero  de  1867;  el  art.  61  de  la  ley  an- 
tigua que  contiene  el  mismo  precepto,  y  la  ley  16,  tít.  28  de  la  Partida  8.% 
y  las  sentencias  de  11  de  Marzo  de  1884,  que  con  otras  muchas  reitera 
las  mismas  declaraciones,  preceptos  legales  que  contenían  el  principio 
fundamental  de  que  las  sentencias  han  de  ajuatarse  á  las  pretensiones  de 
las  partes,  guardando  con  ellas  perfecta  congruencia  y  no  resolviendo  ni 
declarando  otros  derechos  ni  acciones  que  aquellos  pedidos  oportunamente 
en  el  pleito: 

Segundo.  Que  se  han  infringido  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  Oviedo 
de  10  de  Noviembre  de  1753,  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Aviles  de  7 
de  Aeosto  de  1787,  la  escritura  de  transacción  de  2  de  Noviembre  de  1819,. 
entre  el  Marqués  y  el  Ayuntamiento,  y  las  escrituras  de  25  de  Agosta 
de  1825  y  24  de  Noviembre  de  1826,  pues  si  bien  en  la  sentencia  recurrida 
se  reconocía  el  derecho  de  los  Marqueses  á  que  no  se  hicieran  concesio- 
nes á  particulares  sin  su  acuerdo,  no  se  hacía  partir  en  derecho  de  esas  es- 
crituras y  reconocimiento,  sino  de  un  condominio  con  el  Ayuntamiento, 
desconociendo  y  violando  el  sentido  de  todos  esos  documentos  y  expo- 
niendo al  Ayuntamiento  y  á  la  casa  á  graves  consecuencias  y  notorios  per- 
juicios: 

Tercero.  Qne  asimismo  se  ha  infringido  el  art.  462  del  Código  civil, 
qne  establece  que  la  posesión  de  los  derechos  reales  no  se  entiende  per- 
dida sino  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  la  ley  Hipotecaria,  y  el  art.  77  de 
esta  última,  según  el  cual  sólo  se  extinguen  las  inscripciones  en  cnanto 
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á  tercero  por  sn  cancelación  ó  por  la  transferencia  del  derecho  real  Íim» 
crito  á  favor  de  otra  persona;  toda  vez  qne  la  sentencia,  después  de  haber 
reconocido  el  derecho  del  Marqués  de  Perrera  á  intervenir  en  las  conee- 
siones  que  hiciera  el  Ayantamiento,  dejaba  sabsistentes  las  qae  ésta  hiao 
en  1888,  1889  y  1890  sin  sa  anuencia;  pues  aunque  el  fallo  se  f andaba  eo 
qne  ee  había  creado  un  estado  posesorio  á  favor  de  los  Goncesionarioa,  del 
que  no  podían  ser  despojados  sin  habérseles  oído  en  juicio,  esto  no  era 
exacto,  puesto  que  ni  los  herederos  del  Marqués  dejaron  por  el  momento  de . 
protestar  contra  los  acuerdos  del  Municipio,  entablando  todos  los  recarsoe 
legales,  ni  podía  adquirirse  tal  estado  posesorio  cuando  en  el  Registro  de 
la  propiedad  inmueble  se  hallaba  inscrito  el  derecho  á  intervenir  en  lee 
concesiones  los  herederos  de  la  casa  de  Perrera: 

Cuarto.  Que  la  sentencia  incurre  en  error  de  hecho  al  afirmar  qne  el 
Ayuntamiento  es  mayor  porcionista  en  el  condominio  de  las  aguas,  j  le- 
aolver,  en  armonía  con  esta  afirmación,  que  le  corresponde  el  dominio  en 
la  proporción  en  que  se  hallan  distribuidas  en  las  respectivas  cafierfae, 
puesto  que  el  úaico  dato  que  podía  apreciarse  para  ello  era  la  dimensióo 
de  las  cañerías  antiguas  al  bifurcarse,  siendo  menor  la  que  tomaba  las 
aguas  qne  directamente  recibía  la  posesión  de  los  Marqueses,  y  ni  se  ha- 
bía practicado  prueba  alguna  de  la  carga  de  agua  que  cada  cañería  con- 
ducía, ni  cabía  hacer  deducción  alguna  de  aquella  circunstancia,  ana  vea 
qne  resultaba  en  el  pleito  que  por  la  cañería  más  gruesa  discurrían  no 
sólo  las  aguas  que  utilizaba  la  villa,  sino  las  que  volvían  á  la  casa  de  Pe- 
rrera y  las  aprovechaban  varios  particulares  con  autorización  de  los  Mar- 
queses, y  no  contaba  ni  lo  había  apreciado  la  Sala  cuál  fuera  el  diámetro 
de  las  cañerías  de  estos  particulares,  que  sería  preciso  restar  del  diámetro 
de  la  cañería  del  Ayuntamiento,  aun  admitiendo  el  absurdo  de  que  pam 
saber  el  agua  que  conduce  una  cañería,  baste  saber  sus  dimensiones,  aun- 
que se  ignore  su  inclinación  y  sn  carga;  y  porque  además  constaba  dedo> 
cumentos  auténticos  citados  en  las  anteriores  infracciones,  que  el  derecho 
del  Ayuntamiento,  en  cuanto  al  disfrute,  era  variable  y  condicionado  úni- 
camente, no  por  el  tamaño  de  su  cañería,  sino  por  las  necesidades  de  ca- 
rácter público  de  la  villa;  infringiendo  asimismo  la  sentencia  los  documen- 
tos citados  en  la  infracción  segunda,  ó  sean  los  títulos  que  acreditan  los 
respectivos  derechos  de  la  casa  de  Perrera  y  del  Ayuntamiento,  en 
cuanto  declaraba  que  no  había  lugar  á  dejar  sin  efecto  las  concesiones  de 
aguas  hechas  por  el  Ayuntamiento  en  los  años  1898,  1889  y  1890,  toda  ves 
que  la  razón  de  nulidad  emanaba  de  esos  pactos  y  se  refería  al  cumi^- 
miento  ú  omisión  de  una  solemnidad,  por  la  que  se  regía  la  concesión  de 
aguas  en  Aviles,  de  todo  punto  análoga  á  cualquier  formalidad  adminis- 
trativa que  se  hubiese  omitido  en  una  concesión  de  esa  índole;  y  como 
quiera  que  el  Ayuntamiento  era  el  que  había  incurrido  en  la  omisión,  y 
que  sólo  entre  el  Ayuntamiento  y  el  Marqués  existía  el  vínculo  de  dere- 
cho quebrantado,  era  evidente  qne  sólo  entre  ellos  debía  litigarse  la  vali- 
dez ó  nulidad  de  la  concesión,  reservando  los  derechos  que  por  indemni- 
zación, daños  ú  otro  concepto  pudieran  ejercitar  los  que  obtuvieron  las 
concesiones,  y  que  toda  otra  interpretación  de  los  documentos  referidos 
violaba  su  letra  y  espíritu: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  Aviles  ha  interpuesto  también  re- 
curso de  casación,  alegando  en  su  apoyo: 

Primero.  Que  se  infringe  la  ley  19,  tít.  22,  Partida  8>,  que  trata  drt 
juicio  afinado,  la  cual  está  conforme  con  lo  dispuesto  en  el  art  1261  del 
Código  civil,  que  dice:  qne  contra  la  presunción  de  la  cosa  juzgada  es  ver* 
dad,  sólo  será  eficaz  la  sentencia  ganada  en  juicio  de  revisión,  toda  vea 
que  la  eficacia  de  la  cosa  juzgada  estaba  contradicha  por  la  sentencia  re- 
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earrida,  pnes  rapoofa,  contra  lo  resaelto  en  la  ejecutoria  de  1829,  que  desde 
tiempo  inmemorial  venían  la  casa  de  Ferrera  y  el  Ayuntamiento  disíra- 
tandOy  en  el  concepto  de  condnefioa,  qnleta  y  pacíficamente  las  agnaa  del 
manantial  de  Valparaíso,  y  como  la  declaración  de  qne  eran  condnefios 
desde  tiempo  inmemorial  el  Ayuntamiento  y  la  casa  de  Ferrera  era  con- 
traria á  la  presunción  de  que  la  cosa  juzgada  en  1829  era  verdad,  la  in- 
fracción de  las  leyes  citadas  era  manifiesta: 

Segundo.  Que  era  además  contradictoria  en  sus  fundamentos  la  sen- 
tencia recurrida,  por  cuanto  á  la  ves  afirmaba  que  la  casa  de  Ferrera  desde 
tiempo  inmemorial  tenia  dominio  en  las  aguas  del  manantial  de  Valpa- 
raíso, y  qne  su  derecho  al  aprovechamiento  de  las  aguas  sobrantes  de  la 
fuente  de  Galiana,  qae  era  una  derivación  del  manantial  de  Valparaito, 
nacía  del  contrato  celebrado  en  24  de  Noviembre  de  1826,  y  sobre  ser  con- 
tradictoria en  sus  términos,  estaba  en  oposición  con  el  hecho  resultante 
de  la  escritura  referida  y  transacción  de  fecha  anterior,  en  cuyo  docu- 
mento se  reconoció  tan  sólo  el  derecho  del  Marqués  á  las  aguas  sobrantes 
del  manantial  de  Valparaíso  y  la  facultad  de  disponer  de  ellas  en  unión 
con  el  Ayuntamiento  de  Aviles  en  los  casos  de  concesiones  á  favor  de  par- 
ticulares, reconocimiento  qne  excluía  la  suposición  del  condominio  doBde 
tiempo  inmemorial,  no  refiriéndose,  por  otra  parte,  la  escritura  de  24  de 
Noviembre  de  1826  á  las  aguas  sobrantes  de  la  fuente  de  Galiana,  sino  á 
las  aguas  sobrantes  de  la  fuente  de  Rocío,  existiendo,  por  tanto,  en  la  apre- 
ciación de  las  pruebas  error  de  derecho,  por  cuanto  se  suponía  qne  el  rece- 
nocimiento  del  uso  y  aprovechamiento  de  las  aguas  sobrantes  de  la  fuente 
de  Valparaíso  se  comprueba  con  el  supuesto  de  ser  conduefio  de  las  aguas 
el  Ayuntamiento  y  la  casa  de  Ferrera,  siendo  de  suma  transcendencia  este 
error  de  derecho,  y  el  de  hecho  de  que  las  aguas  sobrantes  concedidas  al 
Marqués  en  la  escritura  de  1826  eran  las  de  la  fuente  de  Galiana,  cuando 
del  documento  resultaba  que  eran  las  de  la  fuente  del  Rocío: 

Tercero.  Que  infringe  la  sentencia  la  ley  9.%  tít.  28  de  la  Partida  %.\ 
por  cuanto  declara  á  los  demandantes  dueños  en  mancomunidad  con  el 
Ayuntamiento  de  Aviles  de  las  aguas  del  manantial  de  Valparaíso  que 
alimentan  las  fuentes  públicas  de  la  villa  de  Aviles,  fuentes,  como  dice  la 
ley  citada,  establecidas  para  procomunal,  son  aprovechamiento  del  común 
de  cada  una  ciadad  ó  villa,  no  podía  la  casa  de  Febrera,  ni  por  el  trans- 
curso del  tiempo,  ni  por  virtud  de  contrato  privado  con  la  Corporación 
municipal,  adquirir  los  derechos  que  se  atribuía  sobre  las  aguas  destina- 
das al  uso  y  aprovechamiento  de  los  moradores  de  Aviles: 

Cuarto.  Que  el  Marqués  de  Ferrera  podía  adquirir  derecho  al  uso  de 
las  aguas  sobrantes,  y  esto  era  lo  que  se  le  otorgó  en  la  escritura  de  24  de 
Noviembre  de  1826,  pero  ese  aprovechamiento  no  era  constitutivo  de  ver- 
dadero dominio,  infringiendo  la  ley  6.»,  tít.  81,  Partida  8.»,  al  considerar 
á  los  demandantes  como  duefios  de  todas  las  aguas  sobrantes  del  manan- 
tial de  Valparaíso,  sin  atender  á  la  naturaleza  de  la  servidumbre  estable^ 
cida  sobre  las  aguas  destinadas  al  abastecimiento  de  la  villa  de  Aviles,  si 
después  de  alimentar  las  fuentes  de  la  posesión  y  casa  de  Ferrera,  queda- 
ran, como  quedaban  todavía,  aguas  para  otros  aprovechamientos,  sin  em- 
pecer la  servidumbre  establecida  en  beneficio  de  predios  superiores  para 
cualesquiera  otros  aprovechamientos  que  fuera  posible  otorgar  para  ben<»- 
ficio  de  otros  predios  inferiores: 

Quinto.  Que  la  declaración  de  dominio  en  términos  tan  absolutos  á 
favor  de  los  demandantes,  infringe  el  art.  407,  caso  9.o  del  Código  civil, 
porque  los  sobrantes  de  las  fuentes  son  del  dominio  público,  y  únicamente 
es  dable  adquirir  derechos  para  usos  determinados  sobre  los  expresados 
sobrantes  de  aguas: 
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Sexto.  Qne  w  infringe  igualmente  el  art  18  de  U  ley  de  Ago-  de  » 
de  Janii  de  1879,  por  cnanto  en  la  aentencU  >e  aefiaU  k  canUdad  fija  de 
l«^nas  del  maiantUl  de  Valparalao  para  alimentar  la«  fuentea  y  caaa 
Splrrí?.  deterSünando  e«i  cantídad  por  el  calibre  qne  tente  !•  «nt.ga* 
«feriad' empalme  con  la  cafierla  principal  de  la  villa  de  Avilé.;  y  la» 
^t^aobranteaeatabansabordinadaaálaaalteracione»  que  expenmen. 
SS^^lm^^tíalT^^  ^^^  abaatedmíentodeAv». 

ÍÍS  dia^^i^dbelartiaque  cnando  temporalmente  deje  de  haber  ao- 
taintS^or  aaaa  de  mayor  con.amo,  aequía  ú  obraa,  no  tendrían  derecho 
S^r  tod'^mnizadoa  lo.  nanfractnarioa.  aon  cnando  lo  f ae.en  •" Ji'*«d  de 
oon^írioneB,  ain  que  por  eato  perdieren  «a  derecho  alo.  .obrante,  cnando 
^^¿  Muella.  causas;  y  por  con.igniente  era  at«nUtono  al  derecho  de  la 
Xde  Avlti;  ?a^ecla«ción  de  que  lo.  demandóte.  *  «t-l-^e  do^ 
hablan  de  disfrutar  aiempre  para  .u  caaa  y  powsaión  la  canUdad  de  agoa 
ane  conducía  la  antigua  cafierla  de  empalme:  ,     •      j_ 

^  létómo  Queaetofringeelart.  171  de  la  ley  de  AgoM  y  la  ley  do 
A^ntom?ent«i  de  2  de  Octubre  de  1877  en  aa.  articulo.  77  y  137  regU» 
fr^^a^S  cuanto  en  la  «»ntencia  m>  limitoba  al  Ay«nt«m'ento  de  AvU 
lia  el  Doder  que  le  correapondla  para  el  régimen  y  distribución  de  laa 
SiiK  interior  de  la  jíoblación,  y  aiendo  eato  de  1.  excluaiva  comps- 
ÍS  del  Ayuntamiento,  no  era  posible  que  contra  el  derecho  P'iWico  vi- 
ente «reconociera  á  loi  demandante,  derecho  para  intervenir  de  ningto 
«odo  "el  régimen  y  di.tribución  de  agua.,  que  adema,  eran. propia,  dei 
Municipio  y  que  estivieron  iriempre  dctinada.  al  abaatecuniento  de  la 

'^o'ctavo.  Que  también  se  infringe  el  art  148  de  la  ley  de  Agua,  decta. 
randoqu¿  no  ha  lugar  por  ahora  á  alterar  el  eatado  poseerlo  de  la. 
3S„  sobrantea  del  manantial  que  ingreaawn  en  el  arroyo  de  Sm.  M«. 
tíTr  puea  refiriéndoae  esta  declaración  á  la  «srvidnmbre  V»^'^^^^^ 
tobiecido  en  favor  del  molino  do  San  Martín,  que  «'«.'f™'*» '"  f»^ 
M  publicó  la  ley  de  6  de  Agoeto  de  1866,  en  connderación  á  lo  «nfl T  P« 
K  ««invención  ae  wücitó  la  declaración  de  que  m  í»*^^  « ^ílf  «f « 
el  derecho  de  los  demandante»,  como  .nce«)re.  del  Marqnéa  de  Forrera 
si  aprovechamiento  de  la.  aguaa  sobrantea  del  manantial  <*«  .Y^j^íao 
¿ara  el  aervicio  del  molino  de  San  Martín,  m  invocó  la  exacUtud  del  he- 
dió, y  en  la  sentencia  se  consignaba  qne  era  cierto,  poy  ««y»  »«^°' ^  ~" 
•rre/lo  al  citado  art.  148,  párrafo  Mgnndo,  caducó  todo  derecho  ^ 
"prov^har  las  agua,  «.brknte.  del  manantial  de  Valparalw,  «corpo«ta- 
doae  al  arroyo  de  San  Martín,  ae  aplicaban  como  fuerza  motria  del  molmo 
areste  Sombre;  que  lo  que  se  «liciuba  y  procedía  dedarar  era  que^ 
extínKuió  el  derecho  al  aprovechamiento  de  laa  agua,  .obrantea  de  Valpa- 
Swc^mo  fuerza  motriz'del  molino  de  San  Martín,  que  en  18«6  «no 
exiatía,  y  habiendo  resuelto  que  no  había  lugar  á  la  declaración  aohcltada, 

■e  infringía  el  citado  art.  148:  «  „   j    i.  i 

Novenr  Y  que,  por  último,  ae  infringe  el  art.  79,  ca»  2.o,  de  U  ley 
Hipotecaria,  por  cuanto  M  absuelve  á  lo»  demwidantea  de  ^'««""J»- 
dónenla  parte  relativa  ala  inscripción  en  el  Reg«tro  de  la  propiedtó 
de  laa  hiiuelaa  formada,  á  Dofia  Ramona  Sánchea  Arjona  y  Doña  María 
de  loa  Remedios  Navia  Osorio,  pues  d  derecho  que  tuyo  la  caaa  de  í^erre- 
la  al  aprovechamiento  de  laa  aguaa  obrante,  dd  manantial  do  Valparaí- 
so como  fuerza  motria  dd  molino  de  San  Martín,  w  extinguió  por  oom- 
pl¿to,  y  ae  debía  ordenar  la  cancelación  de  la  i«»«»;P«*.'»  «°  «"Jí  J^ 
y  en  iuanto  d  supuesto  derecho  para  intervenir  en  el  régimen  y  dirtnbu- 
dón  de  la.  agua,  destinadaa  d  abaatotímiento  do  Avilée,  como  opneato 
al  derecho  púbUco  monidpd,  era  inaoatenible  y  procedía  que  m  canoeu- 
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■e  también  la  inicripción  de  un  derecho  que  legalmente  no  podía  ezietlr. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Garijo  Lara: 

Considerando,  en  orden  al  recurso  de  los  herederos  del  Marqués  de 
Ferrera,  qne  limitada  sastancialmente  la  petición  de  la  demanda  y  réplica 
á  qne  se  declaren  ciertos  derechos  qne  los  actores  dicen  tener  en  los  so- 
brantes del  manantial  de  Valparaíso,  y  se  tengan  por  nulos  algunos 
Acnf  rdoa  del  Ayuntamiento  de  Aviles  sobre  concesión  de  aguas,  en  cuan- 
to lesionan  aquellos  derechos;  y.  consistiendo  las  excepciones  opuestas 
por  el  Ayuntamiento  demandado  en  la  extinción  de  algunos  de  loe  dere- 
chos reclamados  y  «i  la  negación  de  los  hechos  de  que  deriva  su  derecho 
la  parte  actora,  alegando  otros  que  sirven  de  fundamento,  al  declarar  la 
aentencia  qne  las  aguaq  del  expresado  manantial  corresponden  comunal- 
mente ó  en  condominio  á  los  demandantes  y  al  Ayuntamiento  demanda- 
do, resuelve  una  cuestión  distinta  de  la  planteada  y  discutida  en  estos  au- 
tos, é  infringe  por  incongruencia  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
eivil,  y  la  doctrina  que  en  relación  con  el  mismo  se  citase  en  el  primer 
motivo: 

Considerando  que  al  derivar  la  sentencia  del  supuesto  condominio  el 
derecho  de  los  demandantes  á  qne  no  se  hagan  por  el  Ayuntamiento  de 
Aviles  concesiones  á  particulares  de  las  aguas  sobrantes  del  manantial  de 
Valparaíso  sin  el  acuerdo  de  los  actores,  y  no  de  los  documentos  que 
obran  en  autos  y  qne  son:  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  Oviedo  de  No- 
viembre de  1768,  acuerdo  de  dicho  Ayuntamiento  de  1787,  escritura  de 
transacción  de  1819  y  escrituras  de  Agosto  de  1826  y  de  Noviembre  de 
1826,  incurre  en  error  de  derecho  nagido  de  la  incongruencia,  por  cuanto 
saca  consecuencias  legales  de  un  condominio  que,  por  no  haberse  disen- 
tido, no  se  ha  podido  declarar  ni  menos  desestimar  si  en  ese  condominio 
tiene  el  Ayuntamiento  mayor  participación;  y  á  la  vez  error  de  hecho  en 
la  apreciación  de  las  pruebas,  que  resulta  de  los  citados  documentos  au- 
ténticos que  demuestran  la  equivocación  evidente  déla  Sala  sentenciadora, 
alendo  en  este  concepto  procedentes  los  motivos  segundo  y  cuarto  del  re- 
eorso  de  los  herederos  del  Marqués  de  Ferrera: 

Considerando  que  limitadas,  como  están,  las  atribuciones  del  Ayunta- 
miento de  Aviles  para  conceder  aguas  de  los  sobrantes  del  manantial  de 
Valparaíso  á  particnlares  ó  Corporaciones  por  el  derecho  qne  tienen  loa 
herederos  del  Marqués  de  Ferrera  ,á  intervenir  y  prestar  su  consenti- 
miento en  tales  concesiones,  según  resulta  de  los  documentos  de  qne  se 
ha  hecho  mérito,  cuyo  derecho  se  halla  inscrito  en  legal  forma,  es  evi- 
dente que  las  concesiones  que  haya  hecho  e  1  Ayuntamiento  de  aquellos 
«obrantes  sin  este  esencial  requisito  son  nulas  y  consiguientemente  no 
han  podido  crear  ningún  derecho  que  lesione  el  de  los  herederos  del 
Marqués  de  Ferrera;  y  al  reconocerlo  así  la  sentencia,  dejando  no  obstante 
aabeistentes  las  que  se  encuentran  en  las  expresadas  condiciones,  incurre 
en  notoria  contradicción  y  en  las  infracciones  estimadas  en  los  preceden- 
tes considerandos: 

Considerando  que  si  bien  es  exacta  la  doctrina  que  como  infringida  se 
alega  en  el* tercer  motivo,  sólo  puede  ser  estimada  su  infracción  en  cuanto 
no  se  ha  declarado  la  nulidad  de  las  concesiones  indebidamente  hechas; 
pero  no  tiene  aquí  la  extensión  que  pretenden  los  herederos  del  Marqués 
en  la  demanda  y  el  recurso,  porque  el  hecho  de  no  haber  sido  parte  en  este 
pleito  los  concesionarios,  que  es  uno  de  los  fundamentos  de  la  sentencia, 
ea  independiente  de  la  aplicación  de  dicha  doctrina: 

Considerando,  en  cuanto  al  recurso  del  Ayuntamiento  de  Aviles,  qne 
la  sentencia  no  inñínge  la  ley  qne  se  cita  en  el  primer  motivo,  porque  la 
ejecutoria  de  1729  no  declara  ningún  derecho,  limitándose  única  y  exdn- 


Digitized  by  VjOOQIC  ^^ 


ili 


jtmtiiMUPmciA  emL 


"Ttéi  dd  F^rfCi*  iHBñt 


e  4  reeervar  y  dejar  á  wlvo  el  sayo  r ' 

i>  rotrtíWmfc  uíí  de  él  cmno  vkre  i  •  .^^^^^^ 

'     C.  -  I*-»  q«©  eo  coanto  el  eegnndo  y  i-m  tiv.  motivoí  ee  rtti«I« 

(in  In  n  que  hace  la  «entenda  de  que  el  condomlolo  de  Im  i«im 

ae  Feriem.  el  fullo  ea  ÍQcongrtieDt6  con  U>  alegudo  y  ped.do  «^ f  U»  PW^ 
..  ^    -r^  -:  .  atación,  cnmo  ya  ie  ha  dicho,  nor  mkn  qn«  no  biys 

;.  tP  ae  declare  que  d«  tiempo  in  i  correepoiideal 

r  .  .^M..a  el  aprovechamiento  de  loas-  to  Im  aetia» di 

^  )  y  le  correapoDdan  también  loa  eobrantea  de  la  fuer 

ILuí. .     ^  virtud  de  la  escritura  de  24  de  Noviembre  de  182«   «v  . 

nfPude  también  la  creación  de  la  fuente  del  Rivero^  á  loi  Bobr,,  la 

de  GaliHua  ae  ha  referido  en  eate  eiítremo  del  pleito  lo  alegado  j 

por  las  partea,  no  habiendo,  por  tanto,  el  error  de  hecho  ni  ^^^^^^^ 
Sue  en  la  apreciación  de  las  pruebas  se  alega  en  el  motivo  w^ftdo.  f 

PteDira  tampoco  aplicación  por  no  tratarse  aquí  de  bienea  c 

%üladeAvi!és/Uley9.\tlt.28delaPartida3^quese^ 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  aentencia  la  ley  ^>'-,  '•;^;;•^;^. 
tida  3  ^  ni  el  art.  407,  caso  %P  del  Código  civil,  que  se  citan  en  loa  tnotí. 
voa  cuarto  y  quinto,  porque  lo  que  pretenden  los  representa -t.^.  -1^1  Wb> 
ané»  de  Fcrrera  v  le  reconwe  la  aentencia,  es  que  ae  les  '  JTl 

cho  que  por  virtad  á  lo  estipuíado  en  la  r^- ^.  n-.r^nr  .^  .  ™J 

de  182r>  tienen  á  los  aobrantes  de  la  fuente  ^o  *  ewí^ 

las  mismas  condiciones  convenidas  en  aque.  u    .-.,  —      ,  '^.  «  '«  c™ 

no  sólo  no  se  opone  la  citada  ley  de  Partida,  srno  qoo  antea  bien  ^ 

derecho  de  los  actores;  ni  tampoco  infringe  la  sentencia  el  art.^i  ^  ^^ 
Z  dril  porque  aquí  no  se  discute  ei  uso  y  aprovechamietito  de  loa  »o4>rtii- 
teadel:Jm.s\ue  tengan  ios  representantes  del  M^^^^^«  ^,^«í^^t>  lí  ¿í 
éitas  en  su  finca  la  aplicación  que  á  bien  ten^n,  smo  el  dereclio  qn*  üé- 
T^.A  r.rW^ri^j,  BU  finca  los  sobrantes  de  la  fuente  pública  de  <l^^^ 
9  tener  presente  qne  el  art.  43  del  Código  de)a  &  talJO^ 

1    ^  ie  las  disposiciones  contenidas  en  el  capítulo  I  ft,tlt,4>, 

I  libro  2  ^  d¿l  mismo»  los  derechos  adquiridos  con  antrri     :  ^    ^\  tu  p^blic» 
tídn.  y  *:xceptáa  también  el  dominio  privado  que  ti-  r>|í>I>í*^»n« 

de  aguas,  fuentes  ó  manantiales,  en  virtud  del  cual  tas  aprovechan  y  di«^ 
noiJen  de  ellas  libremente  y  como  propiedad  particular: 


(V  ndo  que  la  senlencia  no  infringe  t: 

la  k  ,  uis,  ni  el  77  y  137,  reglas  1  •  y  2,»  > 

tos  dií  \i  üti  Octubre  de  1877  que  se  citan  en  los   ^.-  ''  '*  '' 

el  derecho  que  otorga  el  citado  art  13  á  los  pueblos  < 
de  las  íuentes,  cloacas  ó  esUblecimientospóblicnfi  « 
■obre  estos  sobrantes  mismos  puedan  tener  le^^ 
particulares,  y  en  este  caso  ae  encuentran  los  B'- 
de  Valparaíso  y  lo»  de  la  fuente  de  Galiana;  y  el  171  de  ia  v- 
j^„^«^  ,.,..i  ofrOuiví.  A  lo*  Aviititnmientoa  la  facultad  de  foru^ 
jjj^^  ,Q  de  tas  mismas  en  las 

^  ^^  _  ^     ^^  ho8  privados;  siendo  dr 

ioaplicables  á  las  cuestiones  discutidas  y  falladas  en  esti 
loa  77  y  137  de  la  citada  ley  de  Ayuntamientos  de  2  de  ' 
que  tratan  de  las  penaa  que  por  infracción  dejas  O'  ^ 
loa  impongan  los  Ayuntamientos,  y  de  los  arbit/loe 
les  «obre  determinados  servicios»  obras  é  industriat 
de  derecho  pdblíco,  y  aquí  lo  que  ae  discute  son  de; 

Considerando,  por  último,  que  asimismo  son  de  ú^t^^* 


art.  lí  y  171  dt 
de  Ayunlamiío 

f*  u  V  7  o    rv^trqnO 


'r.i 

de 


■srAcn- 

•    r    t  STT, I 

y  regíamen- 

t  >•  muñid  p«- 

^  '5et««de 

ioe  molí- 


Toa  ocUvo  y  noveno,  porque  los  lobrantee  qne  se  aacan  al  arroyo  «o  gmb 
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Martín  no  estaban  destinados  sólo  á  serrir  de  faersa  motriz  al  molino  del 
mismo  nombre,  sino  también  á  otros  usos  y  aprovechamientos,  según  es- 
tima la  Sala  sentenciadora;  y  en  este  concepto,  ni  tiene  aplicación  el  ar- 
tículo 171  de  la  ley  de  Agnas,  ni  se  infringe  el  79  de  la  ley  Hipotecaria, 
porgne  ni  el  Ayuntamiento  puede  alterar  los  derechos  reales  qae  de  anti- 
guo tienen  los  Marqueses  de  Perrera  en  dichas  aguas  y  que  se  hallan  ins- 
critos en  el  Registro  de  la  propiedad,  ni  puede  pedirse  ni  decretarse  la 
«ancelación  bajo  el  equivocado  supuesto  de  estar  extinguido  el  derecho 
inscrito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  ha  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  la  Marquesa  viuda  de  Forrera  y  el  tutor  y  cu- 
rador de  los  menores  D.  Antonio  y  Dofia  Concepción  Santa  Oruz  y  Navia; 
j  que  ha  lugar  asimismo  al  interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de  Aviles, 
únicamente  en  el  extremo  á  que  se  refieren  los  motivos  segundo  j  tercero 
expresados;  y  en  su  consecuencia,  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en 
S8  de  Junio  de  1892  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo.— 
(Sentencia  publicada  el  16  de  Diciembre  de  1898,  é  inserta  en  la  Oaeeia 
de  22  de  Enero  de  1894.) 
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BiicuBSO  DB  OASAOióN  BK  ABüKTO  Ds  XJltbamab  (19  de  Diciembre 
de  1893).— Sala  de  lo  civil. — ZZiti/nicto.— Nó  ha  lugar  al  interpuesto  por 
D.  Federico  y  Dofia  Antonio  Artigas  en  autos  con  D.  Benito  Conde  Va- 
lentín (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve:  % 

Que  según  las  dispasici&nes  del  Código  civil,  no  procede  la  caución  que  debe 
dar  el  imrfruchuurio  á  quien  se  hubiese  conferido  el  usufructo  por  testamento 
si  el  testador  le  relevó  de  prestar  fianza: 

Que  esto  no  obstante,  conforme  al  art  520  de  dicho  Código,  procede  la  en- 
trega al  propietario  de  la  cosa  ustrfructuada  cuando  el  mal  proceder  del  usu- 
fructuario le  infiriese  considerable  perjuicio,  no  siendo  aplicable  en  dicho 
caso  d  art.  617,  que  se  refiere  tan  sólo  al  edificio  (^  por  cualquier  accidente 
llegase  á  desaparecer» ' 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  Diciembre  de  1898,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Jaruco  y  en  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  por  D.  Benito  Conde  y  Valentía,  Pres- 
bítero, Bector  y  Administrador  del  Colegio  de  ñiflas  educandas  de  San 
Francisco  de  Sídes  de  aquella  ciudad,  de  la  que  es  vecino,  con  D.  Antonio 
7  D.  Federico  Artigas  y  Erice,  propietarios,  vecinos  de  Casiguas,  sobre  ce- 
'  «ación  en  el  usufructo  de  una  finca,  prestación  de  fianza  para  continuar 
usufructuándolo  ó  entrega  de  su  administración;  pendiente  ante  Nos  en 
virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  los 
demandados,  dirigidos  y  representados  por  el  Letrado  D.  José  María  Fe- 
finetas  y  el  Procurador  D.  Francisco  Egea,  habiéndolo  estado  el  deman- 
dante y  recorrido  por  el  Licenciado  D.  Marcelo  Cervifio  y  el  Procurador 
D.  Fidel  Serrano: 

Besultando  que  de  los  autos  de  concurso  del  Brigadier  D.  Martín  de 
Arvitegui,  seguidos  desde  antes  de  1849,  aparece  que  en  dicho  afio  de  las 
f&bricas  existentes  en  el  demolido  ingenio  Santa  Teresa  ó  Don  Martín, 
sólo  se  encontraba  habitable  Ift  casa  de  vivienda,  pues  la  de  purga  estaba 
•n  sus  paredes  destechada  la  mayor  parte,  hallándose  totalmente  desba- 
ratadas las  casas  de  ingenio  y  calderas,  de  las  que  se  habían  extraído  sus 
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materiales  y  maderas,  ascendiendo  á  2.106  pesos  4  y  i  realea  el  prodado 
de  la  venta  de  los  efectos  procedentes  de  dicha  casa  de  purga,  á  8.48G  pe- 
sos 5  reales  lo  obtenido  de  los  efectos  sacados  de  la  demolición  de  la  casa 
de  alambique,  y  á  401  pesos  3  reales  el  precio  de  otros  útiles  y  maderas: 

Resultando  que  rematado  en  1856  dicho  ingenio  en  precio  liquido  de 
29.362  pesos  y  3  y  i  reales  por  D.  Andrés  Erice,  lo  compró  á  van  herede- 
ros D.  Francisco  San  Juan  de  Santa  Cruz,  quien  falleció  bajo  testamento 
otorgado  en  31  de  Agosto  de  dicho  año,  y  en  el  cual  declaró  poseer  dicho 
ingenio  y  tres  más,  y  por  la  cláusula  43  ordenó  que  loe  herederos  usafnic- 
t^arios  que  instituía  entraran  en  posesión  de  las  fincas  desde  su  faXied- 
miento,  sin  necesidad  de  fianza  ni  otro  requisito  previo;  por  la  47  insti- 
tuyó herederos  meramente  usufructuarios  á  sus  sobrinos  Dofia  Carlota, 
Doña  Antonia  y  D.  Federico  Artigas  y  Erice;  y  por  la  48  dispuso  que  por 
muerte  del  último  de  éstos  pasaran  las  fincas  en  propiedad  al  Colegio  de 
San  Francisco  de  Sales'  de  la  Habana,  observándose  todas  las  condidonea 
impuestas  en  otras  cláusulas;  siendo,  según  acuerdo  celebrado  entre  loa 
mencionados  herederos  usufructuarios  y  el  Rector  del  expresado  Colegio 
en  los  autos  de  testamentaría  del  D.  Francisco  San  Juan  de  Santa  Cras, 
y  que  aprobó  el  Juzgado  en  auto  de  31  de  Enero  de  1873,  el  potrero  Las 
Cuevas  y  el  demolido  ingenio  Santa  Teresa,  con  excepción  de  la  parte  de 
terreno  de  éste  que  ocupaba  cierto  potrero  legado,  las  únicas  fincas  que 
venían  á  corresponder  á  los  citados  herederos,  y  por  su  muerte  habían  de 
pasar  en  pleno  dominio  al  Colegio,  al  que  según  otras  cláusulas  del  refe- 
rido  testamento  hizo  el  D.  Francisco  otros  legados  para  la  fundación  que 
determinaba: 

Resultando  que  en  20  de  Enero  de  1890  D.  Federico  Artigas  dijo  en 
carta  á  D.  Miguel  de  la  Portilla,  que  amenazando  ruina,  según  informes  y 
xeconociiniento  practicado  con  inteligentes,  algunas  dependencias  de  ía 
casa  de  la  finca,  y  manifestándosele  que  su  reparación  era  muy  costosa, 
había  resuelto  desbaratarla  con  el  fin  de  evitar  una  desgracia,  y  como  ca- 
recía de  recursos  para  llevarla  á  efecto,  le  agradecería  le  prestase  suayuda, 
y  en  20  de  Febrero  inmediato,  por  denuncia  del  Rector  y  Administrador 
del  Colegio  de  San  Francisco  de  Sales  de  la  Habana,  D.  Benito  Conde,  de 
que  Doña  Antonia  y  D.  Federico  Artigas  y  D.  Miguel  6^  la  Portilla  hablan 
destruido  y  se  proponían  seguir  destruyendo  algunas  fábricas  del  repe- 
tido ingenio  Santa  Teresa,  enajenando  sus  materiales,  el  Juzgado  de  Ja- 
ruco  instruyó  causa,  en  la  que  por  el  Juzgado  municipal  de  Casigoas  se 
practicó  diligencia  de  inspección,  según  la  cual,  en  una  casa  de  mampos- 
tería  y  tejas,  dividida  en  su  centro  de  Este  á  Oeste  por  una  mampostería 
.que  llegaba  el  caballete,  á  la  parte  del  Sur,  donde  formaba  el  antiguo  ba- 
rracón, dividido  en  ocho  habitaciones  coh  sus  puertas  y  cuatro  hueeos  de 
ventana  en  dos  de  ellas,  faltaban  todas  las  maderas  y  tejas,  así  como  puer- 
tas  y  ventanas,  á  excepción  de  dos  viguetas  y  100  tejas  que  se  encontra- 
ron, tasándose  por  dos  peritos  en  3.050  pesetas  el  daño;  declarando  Don 
Federico  Artigas  que  mandó  desbaratar  «1  barracón  porque  amenazaba 
ruina,  y  por  no  poder  sufragar  los  gastos  regaló  los  materiales  á  Portilla, 
á  excepción  de  300  tejas  que  dio  para  la  obra  de  la  iglesia  de  Casignas, 
afirmando  también  Doña  Antonia  Artigas  la  misma  causa  de  la  destruc- 
ción hecha  también  por  su  orden,  corroborándolo  Portilla,  que  dijo  estar  el 
maderamen  y  las  tejas  en  Jaruco,  á  disposición  de  Artigas,  y  tres  testigos 
que  la  fábrica  cuando  se  demolió  estaba  en  muy  mal  estado,  amenazando 
ruina  por  tener  algunas  viguetas  rotas,  y  por  consiguiente,  huecos  en  el 
tejado,  por  los  que  se  mojaban  las  maderas: 

Resaltondo  que  celebrado  por  el  precitado  Rector  y  Administrador  del 
Colegio  de  San  Francisco  de  Sales,  D.  Benito  Conde,  acto  conciliatorio  sia 
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«leeto  eon  D.  Migael  de  la  Portilla,  para  que  restitayera  los  materiales  áéí 
ingenio,  yolyiendo  laa  coeaa  al  ser  y  estado  que  tenían  antes  de  la  demo- 
lición, exhibió  aqnél  la  carta  ya  transcrita,  y  habiendo  intentado  sin  efecto 
dicho  Rector  otro  acto  conciliatorio  con  Dofia  Antonia  y  D.  Federico  Ar- 
tigas y  Erice,  qne  no  eoncarrieron,  dednjo  en  23  de  Octubre  del  mismo 
afio  demanda  solicitando  se  condenara  á  éstos:  primero,  á  qne  cesando  en 
éí  deterioro  y  enajenaeión  de  lo  qne  formaba  parte  de  las  fincas  usofme- 
toadas,  prestaran  fianza  á  satisfacción  del  heredero  propietario,  Golegio 
4e  San  Francisco  de  Sales,  por  exigirlo  asi  el  abaso  que  con  las  mismas 
realizaban,  á  fin  de  qne  no  se  destruyeran  por  completo;  segando,  á  qne 
mientras  "no  se  diera  dicha  fianza,  se  constituyeran  las  referidas  fincas  en 
administración,  encargándose  ésta  al  heredero  propietario,  con  la  obligar 
«ion  de  entregar  á  los  usnfructnarios  los  productos  líquidos  deducidos  loa 
gastos  que  dicha  administración  ocaaionafa,  así  como  al  premio  que  por 
«lia  se  asignara,  el  cual  debía  fijarse  en  un  10  por  100  de  los  productos  y 
en  las  costas  del  juicio,  reservándose  por  otrosí  reclamar  dafios  y  perjui- 
cios; para  lo  que  hizo  relación  del  testamento  de  D.  Francisco  San  Juan 
de  Sanja  Oruls,  de  lo  qne  de  la  causa  criminal  y  de  los  actos  conciliatorios 
Ta  dic¿o,  y  de  que  Dofia  Carlota  Artigas  había  fallecido;  alegó  también 
«ntre  otras  cosas:  que  los  usufructuarios  estaban  obligados  á  conservar 
para  el  propietario  la  cosa  usufructuada,  siendo  responsables  del  daflo 
causado  en  ella  por  su  culpa  y  á  dar  caución  de  que  no  se  perdería  por 
«u  culpa  y  codicia,  y  la  restitución  íntegra  al  concluir  el  usufructo;  que 
éste  no  se  extinguía  por  el  mal  uso  de  la  cosa,  pero  si  el  abuso  infiriese 
considerable  perjuicio  al  propietario,  podría  éste,  según  el  art  620  del 
Código  civil,  pedir  que  se  le  entregara  la  cosa,  obligándose  á  pagar 
anualmente  al  usufructuario  el  producto  líquido  de  la  misma  después  de 
deducir  ios  gastos  y  el  premio  que  se  le  asignara  por  la  administración;  y 
que  los  preceptos  del  Código  civil,  que  imponían  penalidad  civil  ó  priva 
don  de  derechos  á  los  actos  ú  omisiones  que  carecían  de  esta  sanción  en 
las  leyes  anteriores,  eran  aplicables  á  los  actos  ejecutados  d  omisiones  co- 
metidas estando  ya  vigente  dicho  Código:  • 

Besnltando  que  los  demandados  contestaron  la  demanda  pidiendo  que 
se  les  absolviera  de  ella,  con  imposición  de  costas,  exponiendo,  al  efecto, 
entre  otras  cosas  ya  referidas,  que  D.  Francisco  San  Joan  de  Santa  Cruz 
los  instituyó  herederos  usufructuarios  con  relevación  de  fianza  y  de  cual- 
-qnier  otro  requisito  previo,  y  en  tal  flbncepte  poseían  el  ingenio  Santa  Te> 
resa,  del  qne  no  habían  destruido  nada  útil  ni  causado  deterioro  algano 
«n  la  demolición  de  lo  que  amenazaba  ruina,  que  constituía  un  verdadero 
peligro,  ni  habían  cometido  abuso  en  la  administración  y  disfrute  del  de- 
molido ingenio,  repartido  en  sitios  de  la  labranza;  y,  ñor  el  contrario,  ha- 
bían hecho  en  la  fábrica,  como  en  el  resto  de  la  finca,  obras  de  mejora 
qne  importaban  algunos  miles  de  pesos,  bastantes  para  enjugar  los  4M 
-en  que  sin  su  citación  habían  sido  tasados  en  la  causa  por  los  peritos  ios 
materiales,  por  lo  que  no  estaban  obligados  á  prestar  fianza  para  la  admi- 
nistración de  la  repetida  finca,  la  cual,  según  la  voluntad  del  testador,  pa- 
saría al  heredero  propietario  á  la  muerte  del  último  de  los  usufructuarios: 

Besnltando  que  el  demandante  replicó  que  el  estar  demolido  el  inge- 
nio no  autorizaba  los  actos  ejecutados  por  los  demandados,  por  no  ser 
cierto  que  todos  los  edificios  estuvieran  en  estado  de  ruina,  por  la  qoe 
fuese  necesaria  y  lícita  su  demolición,  sino  que,  por  el  contrario,  aquéUos 
los  habían  destruido  para  aprovechaise  de  los  materiales,  en  vez  de  repa- 
rar los  desperfectos  originados  por  el  tiempo;  y  los  demandados  á  su  ves 
eontrarreplicaron  que  habían  hecho  por  su  cuenta  hasta  aquella  fecha  to- 
das las  reparaciones  eztraordinariM  qne  la  finca  había  necesitado,  y  qoe 
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il  oBttfraclo^rln  f»«i  ^1  udmSoJstrftdor  lisgal  de  ia  cota  «■ofrtictaftda^  toiro* 
Isrmtt  oate  t  '  nsufructo  ó  no  te  máere  coo  bui  ftcU»  p«ijai< ' 

cúmaiderabirj  ,    ^     i^áeturio: 

Be«a) tundo  que  durüQ te  éi  período  do  p 
|liM«t*fl  por  ka  part€ij  informó  á  instaucia  ún^ 
j  MmeslTO  D.  Salvador  Pujol^  que  el  edificio  ej:tL 
formando  utja  galería  con  yaríaa  poi«BÍonefy  un  c 

cW  madera  dura^  cubierto  éste  y  aquéllas  por  un  coig^iiií;>o  de  lejos  áe  da 
vettíent^s»  catando  destinido  el  edificio  en  an  mayor  y  prin<Mp«I  pmie^i 
eaircpción  del  frente  del  Norte,  y  no  estaba  r         -  mahil 

m  destrucción  iraando  ésta  se  bl»0,  no  faculr  m^í 

qii«)  fuera  u  '<Mla  el  poco  cuidado  qne  ei.^  pueo  cq   jh  niismu;  qiift' 

adrmdla  la  i  -  parte  destruida  para  los  nsoe  á  que  se  la  destinabA 

ara  cousideruiMe  y  iij    "  híi  en  LÜ66  pesos  oro;  y  que  "■   7  --~'  ~i 

catado  de  todos  los  ^''  j  era  bueno,  por  no  atenderJt^  % 

y  con  esmero»  y  el  ujíchíií  |>t-iiLo  designado  por  ambaa   -  "•  r 

informe  acerca  de  los  ei iremos  que  los  deniandadoi  pi 
mostrar  las  mejoras  por  ellos  hecbaa  en  la  anca,  qne  tu  ^ 

de  la  destrncnón  de  ta  cuartería  que  existía  al  Ge»! 
TÍ#dda,  y  <jue  do  habían  cometido  abuso  que  causara  •  ^^^      . 
cío  al  propietario,  apreció  unas  mejoras  en  234  pesos  7 'i  centavos 
Sf)  pesos  VU  centavos  oro  otras,  habiendo  además  otras  que  no  • 
01  prestaban  ventaja  á  la  tínca;  que  valía  3.000  pesos  oro  In 
ido  destruida,  no  por  obra  natural  del  tiempo,  siendo  iudu 
htibieran  reparado  los  pequeüof  desperfectos  ocurridos^  se »  1 

#D  boen  estado,  por  lo  cual  la  destrucción  era  imputable  á  ^^  i 

que  habían  tenido  á  su  cargo  su  disfrute  y  conservacidnt  y  que  i^tiai-uiía 
en  600  pesos  oro  tos  materiales  que  habían  aacado: 

Reaultando  que  continuado  el  pleito  por  los  demás  !  *       '       'j 

dos  instancias,  la  Sala  da  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  i 
discordia,  dictó  en  16  de  Octubre  de  1802  sentencia,  en   parii-  < 
ría  y  en  parte  revocatoria,  declarando  no  haber  lii^at  á  la  prest.i  i 

fianza  que  se  pedia  en  la  demanda,  y  haber  luj^ar  á  ésta  en  lo  rtruMn^^j  >•• 
otro  extremo  que  contenia,  y  en  su  consecuencia,  que  la  adminiatnaciáu 
del  ingenio  Hanta  Teresa  pasara  al  Colegio  do  Kan  Francisco  de  Balea,  cim 
l»blij^ariun  de  eotre^ar  á  Dofía  Antonia  y  D.  Federico  Artij^aa,  comO  tiail^ 
froctuarios  de  di(  lia  finca,  los  prod artos  líquidos  il*^  ni  nríHHift.  t-on  dedoo*, 
ei^n  de  los  gastos  que  dicha  administración  oc:s  )0 

un  10  por  100  de  los  productos  que  por  tai  adi^ 

al  referido  Colegio^  sÍo  hacer  especial  condena  de  costas  de  ningana  da 
laa  dos  instancias: 

Resultando  que  D.  Federico  y  Doña  Antonia  Artií:as  y  Erice  in 
aieron  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  docttina  legal, 
cieodo  fundarlo  en  los  números  1.°,  3,o  y  Z.^  del  art  16Ú0  de  la  reio: 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  Cuba,  y  citando  corno  infrínífid 


Primera.  I>a  voluntad 
lamento  y  por  indebida  ; 
faülo  se  fun'  ^^  I 

atvo^  y  por 
tuada,  no  c^míu 
Aiiamo  Código, 

^ue  pr 
en  el  I' 


idor  expresada  en  la  chíun 
el  art.  1^20  del  Códi^^o 


necesidad  en  que  estaba  el  ui 

1.0  .» ,^;.,...  ..j  y  de  prestar  ñanza,  cir-nr 
u  que  con  antelación  al  abuso  y  perjuit 
sentarlo  el  estado  y  condiciones  del  íx^^^l 


fecaia  el  uautructo,  y  no  existiendo  dicho  lu ventano  en  el  caao  áctaai,  nc» 
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■e  habla  podido  calificar  acertadamente  el  dafio  inferido  por  el  acto  aba- 
síto  obrado,  porque  no  pndo  ser  objeto  de  justa  demoatración  y  aprecia- 
ción por  ser  desconocido  el  verdadero  estado  de  la  finca  antes  de  comen- 
aar  á  usufructuarse,  y  porque  no  constaba,  por  virtud  de  la  disposición 
del  testador  que  relevó  de  fianza  y  de  toda  otra  formali^^d  á  los  usufruc- 
tuarios por  él  instituidos,  facultándoles  para  entrar  en  el  disfrute  de  su 
derecho  inmediatamente  después  de  ocurrido  el  fallecimiento: 

Segundo.  £1  precepto  absoluto  del  art.  617  del  propio  Código  eivil,  al 
no  aplicarlo  en  la  sentencia,  en  ves  del  520  que  se  había  aplicado,  toda  ves 
que  estando  constituido  el  usufructo  sobre  la  totalidad  del  ingenio  Santa 
l?eresa,  del  cual  formaba  parte  el  colgadizo  destruido,  cualquiera  que  fuese 
Ia  causa  ó  el  modo  de  que  hubiese  perecido,  según  explícitamente  consig- 
naba dicho  art.  617,  en  vez  de  privar  á  los  recurrentes  de  la  cosa  usufruc- 
tuada, como  se  hacia,  se  habla  debido  declarar  su  derecho  á  continuar  dis- 
frutando del  suelo  ó  terrenos,  y  de  aprovechar  los  materiales  procedentes 
6  provenientes  de  la  demolición,  y  desestimar  en  su  virtud  la  demanda: 

Tercero.  £1  testamento  de  D.  Francisco  de  San  Juan  Santa  Oruz,  titulo 
constitutivo  del  usufructo  y  ley  suprema,  contra  el  que  iba  abiertamente 
la  sentencia,  porque  habiendo  sido  la  voluntad  del  testador  que  el  ingenio 
que  dejó  dividido  en  muchos  sitios  de  labor  arrendados  á  distintas  perso- 
nas así  debía  continuar,  debía  respetarse  por  los  usufructuarios,  y  eir  tal 
ooncepto,  ni  éstos  ni  el  heredero  propietario  podían,  ínterin  durara  el  usu- 
fructo, explotar  por  su  propia  cuenta  los  terrenos  que  lo  constituían,  de- 
biendo limitarse  á  arrendarlos  y  percibir  las  rentas,  y  como  la  Sala  sen- 
tenciadora, bajo  el  supuesto  del  perjuicio  inferido,  mandaba  que  entrara 
en  la  administración  del  inmueble  el  propietario,  contradecía  la  voluntad 
del  testador,  que  expresa  y  privativamente,  en  todo  caso  y  sin  excepción^ 
confirió  dicha  administración  á  los  usufructuarios,  con  la  observancia  de 
aquellas  privaciones;  y  desatendida  la  facultad  por  el  mismo  testador,  pu- 
ramente y  sin  restricción  otorgada  á  aquéllos  mientras  vivieran,  de  arren- 
dar los  sitio9  de  labor  y  cobrar  las  rentas: 

Cuarto.  La  ley  16,  tlt.  22,  Partida  8.^;  el  art  868  de  la  reformada  de 
Enjuiciamiento  civil  vigente  en  Cuba,  y  \&  jurisprudencia  constante  á  te- 
nor de  aquélla  establecida,  según  las  cuales,  la  sentencia  que  deja  de  re- 
solver lo  que  le  fué  terminantemente  sometido;  la  que  no  se  encierra  en 
loe  términos  de  las  pretensiones  de  su  demanda  y  no  se  halla  en  armonía 
eoD  ellas,  infringe  de  lleno  dichas  prescripciones  y  doctrinas;  y  en  el  caso 
actual,  el  actor  habla  pedido  en  la  súplica  de  su  demanda  que  se  conde- 
nara á  los  hoy  recurrentes:  primero,  á  que  cesando  en  el  deterioro  y  enaje- 
nación de  lo  que  |orma  parte  de  las  fincas  usufructuadas,  presten  fianza  á 
fawr  del  heredero  prc^fario,  ó  sea  el  Colegio  de  San  Prancisco  de  Sales, 
por  exigirlo  así  el  abuso  que  c<m  las  mismas  se  realiza,  á  fin  de  que 'no  se 
destruyan  por  completo;  segundo,  que  mientraa  no  se  dé  dicha  fiama  se 
eonstitayan  las  referidas  fincas  en  administración,  encargándose  ésta  al 
heredero  propietario,  con  la  obligación  de  entregar  á  los  usufructuarios 
los  productos  líquidos,  deducidos  los  gastos  que  dicha  administración  oca- 
sione, así  como  el  premio  que  á  ésta  se  asigne,  que  debe  fijarse  en  un  10 
por  100  de  los  productos;  y  en  la  sentencia  se  había  declarado  no  haber  lu- 
gar á  la  demanda  en  cuanto  á  la  pr estación  de  la  fianza,  y  si  con  respecto  á 
ia  administración  del  inmueble;  declaración  que  se  separaba  por  completo 
de  lo  pedido,  que  fué,  en  primer  término,  que  prestasen  fianza  los  recu- 
rrente e,  y  sólo  que  cesaran  en  la  referida  administración  mientras  dicha 
Jianta  se  e<msiituyera;  y  la  sentencia  concedía  la  administración  de  un  modo 
jdi>solato  y  definitivo,  sin  limitaciones  ni  reservas,  desatendiendo  de  tal 
smertei  que  ambas  pretensiones  debían  coexistir  íntimamente  enlazadas. 
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qne  eran  doB  términos  dependientes  el  ano  del  otro,  pnesto  qne  á  Jaída 
del  actor,  y  en  su  interés,  la  prestación  de  fiansa  exclaía  el  cese  en  la  ad* 
mioistración;  y  la  sentencia,  ana  Tes  desestimado  por  ella  aqael  extremo 
primero  del  afianzamiento,  había  debido,  procediendo  lógica  y  jastamentci» 
desestimar  el  segundo,  como  forzosa  consecoencia,  por  la  evidente  conexióo 
y  dependencia  entre  ambos; 

Y  quinto.  La  misma  ley  16,  tít  22,  Partida  3.a  y  la  jarispradenefa  iii- 
concasa  consignada  en  las  decisiones  de  este  Supremo  Tribunal  de  18  y  16 
de  Diciembre  de  1884, 18  de  Noviembre  y  31  de  Diciembre  de  1885,  según 
las  cuales,  la  sentencia  que  no  se  halla  en  consonancia  con  lo  que  se  pre- 
tendió en  el  primer  período  del  juicio,  que  concede  más  de  lo  pedido  en 
la  demanda,  adolece  de  incongruencia  notoria,  vicio  legal  en  que  incnnía 
el  fallo  reclamado,  por  los  dos  conceptos,  de  haber  otorgado  la  administra- 
ción al  heredero  propietario,  privando  de  ella  á  los  asufructaaríos,  cnando 
tan  sólo  se  pidió  por  aquél  que  dicha  administración  se  le  concediera  en  el 
caso  de  no  darse  la  fianza  mientras  ésta  no  eeprestepor  aqtUUoB,  y  por  otra 
parte,  concediendo  esa  administración  al  actor,  con  desconocimiento  y  ol- 
vido del  derecho  de  conservarla  los  usufructuarios  mediante  la  fiansa  exi- 
gida por  aquél,  según  lo  interesó  en  la  demanda;  por  todo  lo  cual  era  visto 
que  se  había  otorgado  al  demandante  más  de  lo  pedido  por  el  mismo,  qmb 
no  tenía  el  alcance  y  extensión  de  lo  concedido,  que  agravaba  la  condiciúv 
de  los  demandados,  haciéndola  peor  de  lo  que  pretendió  la  demanda,  pnes- 
to  que,  con  arreglo  á  ella,  cabía  á  los  recurrentes  continoar  en  la  adminis- 
tración de  las  fincas  prestando  fianza,  ahorrándose  así  el  10  por  100  del 
premio  de  administración,  cuyo  beneficio  y  facultad,  reconocidos  por  el 
demandante,  se  los  negaba  el  fallo;  otorgándose  en  cambio  al  actor  excesi- 
vamente mucho  más  de  lo  que  fué  objeto  de'  sa  pretensión,  que  fué  limita- 
da y  con  reservas,  y  la  sentencia  recurrida  resolvía  en  términos  absolntos 
no  pretendidos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 
Considerando  que  la  sentencia  no  incurre  en  el  defecto  de  inoongraen- 
cia  que  se  supone  en  los  motivos  cuarto  y  quinto  del  recarso,  toda  ves  qae 
estando  les  usufructuarios  revelados  por  el  testador  de  prestar  fiansa,  soli- 
citándose en  la  demanda  del  heredero  propietario  que  la  saministrasen  á 
flu  satisfacción,  y  que  mientras  que  no  lo  verificaran  se  les  confiriese  la  ad- 
ministración de  la  finca;  impugnadas  en  absoluto  estas  pretensiones  por  los 
demandados,  hoy  recurrentes,  que  excepcionaron  la  necesidad  del  di^ribo 
para  evitar  peligros  inminentes  y  la  compensación  de  los  perjaicios  ocamo- 
nados  con  las  mejoras  realizadas  en  el  inmueble,  sin  que  en  el  cnrso  del 
pleito  se  allanasen  á  dar  la  caución,  y  no  procediendo  ésta,  en  el  caso  de 
que  se  trata,  conforme  á  las  disposiciones  del  Código  civil,  por  las  coales 
«stán  de  acuerdo  las  partes  en  que  debe  decidirse  la  contienda  suscitada, 
es  indudable  que  la  cuestión  litigiosa,  atendidos  los  términos  exk  que  faé 
planteada  y  ha  sido  discutida,  no  podía  legalmente  resolverse  de  otro  modo 
que  como  lo  hace  el  fallo  recurrido: 

Considerando  que  igualmente  son  de  desestimarse  los  motivos  primero, 
segundo  y  tercero,  porque  la  cláasala  43  del  testamento  de  D.  Frandsoo  de 
San  Juan  Santa  Cruz  se  cumple  no  exigiendo  fianza  á  los  osafroctoarios, 
porque  el  testador  no  previo  el  caso  de  que  dichos  asufractaarios  eometls- 
een  los  graves  abusos  que  han  cometido,  según  la  apreciación  de  las  proe- 
bas  que  hace  la  Sala  sentenciadora,  ni  prohibió  que  por  consecuencia  de  los 
mismos  se  privase  á  aquéllos  de  la  administración  del  predio,  porque  la 
formación  de  inventarío,  cuya  falta  invocan  ahora  los  reenrrentes,  no  eim 
necesaria  con  arreglo  á  la  cláusula  mencionada,  y  porque  el  art.  520  del 
Oódigo  civil,  en  que  se  funda  la  sentencia,  y  que  preceptúa  la  entrega  de  Ift 
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i  al  propietario  cuando  el  mal  proeeder  del  asafrnctaario  te  infiríeee 
conaiderable  perjaido,  es  el'qae  tiene  verdadera  aplicación  á  la  cneatión 
del  pleito,  y  no  el  617,  qne  ae  refiere  al  edifido  qne^por  cnalqnier  acdden- 
te  qae  aea,  llegaae  á  perecer; 

Fallamofl  qne  debemoi  declarar  y  declaramos  no  haber  Ingar  al  reenrao 
de  oaaaddn  interpuesto  por  D.  Federico  y  Dolía  Antonia  Artigas  y  Brice, 
por  infracción  de  ley,  á  los  qae  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la 
Aadienda  de  la  Habana  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
del  apuntamiento  que  ha  remitido.~(8entenda  publicada  el  19  de  Diciem- 
bre de  1898,  ó  inserta  en  las  QacetoM  de  22  y  24  de  Enero  de  1894.) 
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AcuMUULeiÓK  (20  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de  lo  dvlL— Jai^tto- 
^ión  de  heredero,—B6  manda  que  se  acumulen  á  los  pendientes  eu  el  Jas- 
gado  de  primera  instancia^  de  Falset  por  Dofia  Lucía  y  Dofia  María  Tereaa 
Alerany  con  D.  Manuel  Estove,  los  seguidos  en  el  de  igual  clase  del  dis- 
trito de  la  Latina  de  Madrid  entre  éste  y  Dofia  María  Concepción  Balido» 
y  se  resuelve: 

{¡me  cuando  loa  pleitos  cuya  aeumúlacián  se  pretende  tienen  la  misma  eau  - 
Myel  mismo  objeto,  no  sólo  se  ditfide  la*eontineneia  de  la  eoMsa  en  el  caso  d  e 
seguirse  separadamente  diehos pleitos,  según  la  definición  de  los  números  5.^ 
y  5.0  del  art,  1€2  de  la  ley  de  Er^'mdamiento  eimly  sino  que  podrian  recaer 
res^hieiones  contradictorias  que^  llevadas  oportunamente  de  tmos  á  otros ^  pro- 
duesrian  excepdán  de  cosa  juzgada: 

Qae  tiet^  procedente  la  acumulaeión  de  autos^  corresponde  él  oonocímien- 
■io  uUerior  al  Juez  propio  de  los  más  antiguos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Diciembre  de  1898,  en  el  ind- 
deate  de  acamulacióh  jiendiente  ante  Nos,  promovido  por  el  Jues  de  pri- 
mera instanda  de  Falset,  que  conoce  de  la  demanda  dedudda  por  Dofia 
liuda  y  Dofia  María  Teresa  Alerany  y  Nevot,  qae  no  han  compareddo  en 
este  Supremo  Tribunal,  contra  D.  Manuel  Estove  Alerany,  á  cuyo  nombre 
ae  ha  personado  el  Procurador  D.  Antonio  Bendicho,  bajo  la  dirección  del 
Letrado  D.  Miguel  Gastelló,  sobre  ineficada  de  una  institución  de  heredero, 
para  que  se  acumule  á  dicho  juido  el  pendiente  en  el  Jazgado  de  primera 
inatanda  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  corte,  promovido  por  D.  Manuel 
Estove  y  Alerany,  como  albacea  y  heredero  de  confianza  de  D.  José  de  Ale- 
rany y  Kevot,  contra  Dofia  María  Oonoepdón  Salido,  que  ha  comparecido, 
representada  por  el  Procurador  D.  Pablo  Soler  y  defendida  por  el  Letrado 
D.  Ramón  Viñador,  sobre  entrega  de  efectos  y  cantidades: 

Besoltando  que  D.  José  Alerany  y  Nevot  falledó  en  esta  corte  el  día  15 
de  Octubre  de  1884,  con  testamento  otorgado  en  ella  á  6  de  Febrero  de 
1809,  en  el  que  después  de  declarar  que  era  soltero  y  qae  no  tenía  ascen> 
dientes  ni  descendientes  que  pudieran  heredarle,  instituyó  herederos  de 
confianza  ó  fiddcomisarios  de  todos  sus  bienes  á  D.  Antonio  Aparici  y  Gui- 
jarro. D.  Federico  de  Salido  y  Baldes  y  D.  Manuel  Estove  y  Alerany,  para 
que  dispusieraa  de  ellos  con  arreglo  á  su  condenda  y  á  las  institudonea 
verbales  que  les  tuviera  dadas  ó  por  escrito  les  pudiera  dejar,  prohibiendo 
la  intervendón  de  toda  persona  ó  Autoridad  que  pudiera  exigirles  caen- . 
taa  ó  esplicadones;  facultando,  si  alguno  falleciese,  al  que  ó  los  qne  sobre* 
vivierali  para  cumplir  su  voluntad,  y  nombrándoles  al  mismo  tiempo  aU 
baeeas  testamentarios,  contadores  y  partidores: 
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EeBQltando  qae  D.  Antonio  Aparici  y  Goijarro,  ano  de  dichos  faerade- 
TOB  de  confíansa,  falleció  en  eeta  corte  el  día*  5  de  Noviembre  de  1882,  j 
D.  Federico  Salido  j  Baides,  otro  de  dichoi  herederos,  en  l.o  de  Ifftyo 
de  1890;  habiendo  declarado  ante  Notario  el  heredero  D.  Mannel  Estove  y 
Alerany,  que  D.  José  Alerany  y  Nevot  no  le  habla  comaniCado  instmoeión 
alguna  de  palabra  ni  por  escrito  de  sn  última  yolontod,  por  más  qne  siein- 
pre  ie  había  oído  que  todo  seria  para  sus  hermanos: 

Resaltando  que  fundadas  Doña  Lucia  y  Dofia  Teresa  Alerany  y  Nevot, 
hermanas  de  D.  José  Alerany  y  Nevot,  en  que  no  habiéndose  hecho  la  de- 
claración de  la  voluntad  de  su  citado  hermano,  era  ineficaz  y  sin  efectos 
legales  la  institución  ó  nombramiento  de  herederos  de  confianza  hecho  en 
su  teetamento  por  el  mismo  á  favor  de  D.  Manuel  Bsteve  y  Alerany  y  de 
los  difuntos  D.  Antonio  Aparici  Guijarro  y.D.  Francisco  Salido  y  Baides, 
dedujeron  demanda  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Falset  en  8  de 
Jíiayo  de  1891,  que  dirigieron  contra  D.  Manuel  Estove  y  Alerany,  para 
qne,  haciéndose  aquella  declaración,  se  declarase  asimismo  abierta  la  su- 
cesión abintestato  del  nombrado  D.  José  Alerany  y  Nev(^  y  qne  las  de^ 
mandantes,  en  unión  con  sus  otros  dos  hermanos  D.  Ensebio  y  D.  Mannel, 
eran  herederos  legítimos  de  D.  José  Alerany  y  Nevot,  condenando  á  Don 
Manuel  Esteve  Alerany  á  entregar  y  restituir  á  cada  una  de  las  demandan- 
tes la  cuarta  parte  de  bienes  de  la  herencia  intestada  de  P.  José  Aleíany 
7  Nevot,  con  los  frutos  percibidos  v  podidos  percibir  desde  que  se  abrióla 
ancesión  legítima,  imponiéndole  todas  las  costas  si  se  epasieae  á  aquella 
pretensión: 

Resultando  que  D.  Manuel  Esteve  estuvo  conforme  Gon  los  hechos  de 
la  demanda,  que  impugnó  sin  embargo,  porque  mientras  las  demandantes 
no  fueran  declaradas  herederas  abintestatode  su  difunto  hermano,  caredan 
de  titulo  para  reclamar  la  entrega  de  los  bienes  qne  oonstitu/an  su  heren- 
cia, pidiendo  que  en  el  caso  que  lo  demostrasen,  el  Juzgado  resolviese  sobre 
dichos  bienes  lo  que  estimare  conveniente: 

Resultando  que  conferido  traslado  para  réplica  en  providencia  de  31 
de  Noviembre  de  1892,  quedaron  en  tal  estado  paralizados  los  autos  hasta 
que  se  produjo  el  incidente  de  acumulación  pendiente  de  resolución  de 
este  Supremo  Tribunal: 

Resaltando  que* el  mencionado  D.  Manael  Esteve  y  Aleruiy,  en  eon- 
cepto  de  albacea  y  heredero  de  confianza  de  D.  José  Alerany  y  Nevot|  de- 
dujo demanda  en  20  de  Enero  del  corriente  afio  1893,  que  correspondió 
por  repartimiento  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latinado 
«ata  corte,  en  la  que  haciendo  mérito  de  las  disposiciones  de  dicho  testa- 
dor de  que  el  heredero  de  confianza  D.  Federico  Salido  y  Budes  había 
formado  inventario  de  los  bienes  del  difunto^  consistentes  en  iñueblea,  li- 
bros, ropas  y  créditos  y  seis  acciones  del  Banco-de  España,  habiendo  he- 
cho efectivo  alguno  de  aquéllos,  y  que  dicho  D.  Federico  había  fallecido, 
alendo  su  heredera  su  bermana  Doña  Concepción  Salido  y  Baides,  que  re- 
tenía los  objetos  y  cantidades  que  de  la  herencia  de  D.  José  Alerany  y 
Nevot  obraban  en  poder  de  su  citado  hermano,  pidió  se  condenara  á  dicha 
Doña  Concepción  Salido  á  entregar  al  demandante  todos  los  muebles,  eró- 
ditos  y  cantidades  cobradas  por  sa  citado  hermano,  con  sus  intereses  le- 
gales é  imposición  de  costas: 

Resultando  que  al  contestar  Dofia  Concepción  Salido  á  esta  demanda» 
acompañó,  entre  otros  documentos,  nn  pliego  con  la  firma  de  D.  Federico 
Salido,  que  contiene  las  instrucciones  recibidas  de  D.  José  Alerany  para 
'  cumplir  su  voluntad,  y  que  en  descargo  de  sn  conciencia  consignaba  para 
que  fueran  conocidas  y  cumplidas  en  caso  de  su  fallecimianto;  otro  pliego 
•4e  fecha  posterior  al  anterior,  relativas  al  nüsmo  objeto,  declarando  qne 
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tenia  dadas  instraccionefl  roeeryadas  á  an  heredera  Dofia  Concepción  Sa- 
lido y  á  las  demás  qne  pudieran  heredarle,  acerca  de  lo  qne  habían  de  ha^ 
cer  con  lo  qne  le  coneapondiera  percibir,  y  otro  docnmento  privado,  fir- 
mada en  11  de  Agosto  de  1889,  que  contiene  la  declaración  de  la  inversión 
dada  á  cierta  cantidad  sobrante  después  de  satisfacer  los  créditos  y  gastos 
de  qne  hizo  mención: 

Resaltando  qne,  fundada  en  estos  documentos,  impugnó  Dofia  Concep- 
ción Salido  la  demanda,  que  calificó  de  injusta  y  temeraria,  como  con- 
traída á  los  preceptos  del  testamento,  toda  vez  que  habiendQ  manifestado 
el  demandante  que  el  testador  no  le  había  dejado  instrucción  ni  encargo 
alguno,  resultaba  que  los  que  se  debían  cumplir  eran  los  dejados  á  D.  ^- 
derioo  Salido,  y  por  tanto,  el  deber  de  Esieve,  lejos  de  pedir  cuentas  y  acá 
dir  á^los  Tribunales,  debía  set  tratar  de  que  fueran  cumplidas  las  inst mo- 
ciones que*  su  pariente  D.  José  Alerany  dejó  al  amigo  D.  Federico  Salido; 
y  manifestando  que  estaba  dispuesta  á  entregar  los  objetos  que  dijo  estar 
en  «su  poder,*  aun  cuando  para  que' se  los  diera  el  destino  encargado  por 
D.  Joaé  Alerany,  suplicó  que  se  la  absolviera  de  la  demanda,  y  que,  por  vía 
de  reconvención,  se  condenara  á  D.  Manuel  Este  ve,  como  único  sobrevi- 
viente de  D.  José  Alerany,  á  que  elevando,  si  fuese  necesario,  á  escrituran 
públicas  las  instrucciones  recibidas  del  mismo  por  D.  Federico  Salido,  la 
cumplían  en  la  parte  que  se  referían  á  la  demandada  por  sí  y  como  here- 
dera de  su  hermano  D.  Federico: 

Resultando  que  el  demandante  práfeientó  en  26  de  Abril  el  escrito  da 
réplica,  reproduciendo  la  pretensión  de  su  demanda  y  oponiendo  á  la  re- 
convención la  excepción  de  litis  pendencia,  para  lo  cual  presentó  testimo- 
nio de  la  existencia,  pretensión  y  estado  del  pleito  pendiente  en  enjua- 
gado de  Falset: 

Resultando  que  en  dichos  autos  que,  como  se  ha  indicado,  quedaron  en 
estado  de  réplica,  había  presentado  escrito  D.  Manuel  Eateve  en  10  del 
propio  mes  4o  Abril,  solicitando  que  se  acumulase  á  aquel  juicio  el  pen- 
diente en  ét  Juzgado  de  la  Latina,  de  que  hizo  mérito,  porque  en  él  se  re- 
clamaba por  el  propio  D.  Manuel,  como  heredero  de  confianza  de  D.  José 
Alerany,  la  entrega  de  los  bienes  pertenecientes  á  éste,  que  detentab|i  Dofia 
Concepción  Salido,  como  heredera  del  otro  albacea  y  heredero  de  confianza 
D.  Federico  Salido,  la  cual  había  formulado  reconvención,  fundada  en  la 
existencia  de  un  documento  privado,  declarando  la  confianza  á>  dicho  Don 
Federico,  y  destituyendo  los  bienes  de  Alerany: 

Resultando  que  entregada  la  copia  de  este  escrito  á  las  hermanas  de- 
mandantes Dofia  Lucía  y  Dofia  Teresa  Alerany,  no  hicieron  uso  de  la  comu- 
nicación que  seles  confirió;  y  el  Juez  de  primera  instancia,  por  auto  de  17 
de  dicho  mes  de  Abril,  fundado  en  que,  de  ser  ciertas  las  observaciones 
hechas  por  D.  Manuel  Estove  Alerany,  era  indudable  que  la  sentencia  que.- 
ee  dictara  en  este  pleito  podría  producir  excepción  de  cosa  juzgada  en  el 
juicio  que  se  seguía  en  el  Juzgado  de  Madrid;  que  en  estos  dos  pleitos  era 
ono  mismo  el  objeto,  puesto  que  en  ambos  se  reclamaba  4a  herencia  de 
D.  José  Alerany,  y  sí  discutía  sobre  la  validez  y  eficacia  de  la  institución 
heciía  por  éste,  teniendo  esto  lugar  cuando  menos  después  da  la  reconven- 
ción formulada  por  Dofia  Concepción  Salido;  y  por  último,  que  de  seguirse 
separadamente  los  dos  pleitos,  se  dividiría  la  continencia  de  la  causa,  por 
haber  identidad  de  acciones  y  cosas,  y  provenir  las  acciones  de  upa  misma 
causa,  decretó  la  acumulación  de  este  juicio  del  promovido  por  D.  Manuel 
Estove  Alerany  contra  Dofia  Concepción  Salido  y  Baldes,  que  pendía  en  ék 
Juzgado  de  primera  instancia  «del  distrito  de  la  Latina  de  Madrid,  á  cu  jo 
Juzgado  se  reclamarían  los  autos: 

Resultando  que  el  Juez  de  esta  corte,  con  suspensión  de  la  snatanoisK 
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ción  de  los  aatos,  dio  vista  á  la  representadóii  de  D.  Manuel  EMevB,  qne^ 
eatavo  conforme  con  la  acumulación  pretendida,  y  qoe  eefoida  la  comimi> 
eación  para  Dofia  Concepción  Salido  y  Baldee,  la  ¿npagnó  por  no  haber 
identidad  de  personas  ni  de  causas  del  pleito,  y  porque,  reconocida  por 
D.  Manuel  Esteve  la  competencia  del  Juez  de  Madrid  para  ejercitar  la 
acción  personal  contra  Dofia  Concepción  Salido,  á  quien  no  se  podía  obli- 
gar á  ir' á  litigar  á  otro  Juzgado  con  el  pretexto  del  pleito  simulado  inter> 
puesto  en  1881  por  las  hermanas  Alerany: 

Besultando  que  el  Juez  del  distrito  de  la  Latina  de  Madrid,  por  auto 
de  6  de  Junio  último,  considerando  que  la  acumulación  no  se  halla  auto- 
rizada por  la  causa  primera  del  art.  161  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  eñvil, 
porque  ni  la  sentencia  que  haya  de  dictarse  en  los  autos  que  se  signen 
ante  el  Juzgado  de  Falset  produce  excepción  de. cosa  juzgada  en  los  se- 
guidos en  aquel  Juzgado,  y  viceversa,  puesto  que  en  nada  obsta  que  la  he- 
rencia de  José  Alerany  resulte  testada  ó  intestada  para  que  el  represen- 
tante de  ella  pueda  recoger  parte  de  la  misma  del  que  tenga  obligación  de- 
entregarla,  de  dpnde  resulta  que  mientras  no  se  anule  la  instrucción  he- 
cha por  Alerany,  el  albacea  de  D.  Manuel  Esteve  tiene  personalidad  y 
derecho  perfecto  para  reclamar  bienes  de  la  herencia  de  aquél,  así  como 
en  el  caso  de  declararse  intestada  esta  herencia,  lejos  de  producir  excep- 
ción de  cosa  juzgada  en  este  juicio  la  sentencia  que  hiciera  tal  declaración, 
sería  ba«6  de  la  penalidad  y  derecho  de  los  que  fueran  herederos  abintes- 
tato  para  seguir  estas  mismas  reclaiñaciones,  sin  que  por  esta  variación  de 
representantes  legales  quedase  viciado  y  sin  efecto  este  procedimiento» 
instado  por  la  entidad  herencia  del  difunto  Alerany,  á  favor  de  cuya  he- 
rencia resultaría  el  fallo  que  condenase  á  entregar,  y  á  cuya  herencia  se 
privaría  también  de  los  bienes  reclamados  si  la  sentencia  fuese  absoluto- 
ria; que  respecto  de  la  segunda,  tercera  y  cuarta  causa  del  art.  161  de  la 
citada  ley  de  Enjuiciamiento*  civil,  no  son  tampoco  aplicables,  porque  ni 
hay  pendiente,  ningún  pleito  sobre  lo  mismo  que  era  objeto  de  éste,  ni  se 
trataba  de  acumularle  á  ningún  concurso,  quiebra  testamentaria  ni  abin- 
testato;  que  de  seguirse  separadamente  el  pleito  de  que  conocía  el  Juzgado 
de  Falset  y  el  de  aquel  Juzgado  cuya  acumulación  se  pedía,  no  se  deci- 
dió la  continencia  de  la  causa  en  ninguno  de  los  dos  conceptos  que  expre- 
saban los  números  l.o,  2.o  y  30  del  art.  162  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  puesto  que  no  existía  la  identidad  de  personas  que  dibhos  tres  nú- 
meros exige;  que  tampoco  se  divide  la  continencia  de  la  causa  en  los  con- 
ceptos de  los  números  4.^,  6.0  y  6.0  del  citado  art.  162,  porque  ni  la  acción 
que  se  utilizó  ante  el  Juzgado  de  Falset,  ni  la  que  se  ejercitó  ante  aquél, 
eran  idénticas,  ni  siquiera  provenían  de  una  misma  causa,  pues  que  la  de 
Falset  era  la  que  creían  los  parientes  del  difunto  que  les  asistía  para  que 
llegase  á  ellos  la  herencia,  por  no  existir  la  base  del  fideicomiso,  mientras 
que  la  ejercitada  ante  aquel  Juzgado  era  la  que  competía  á  la  herencia 
misma  para  completarse  con  todo  lo  que  perteneciera  al  difunto  en  él  mo- 
mento de  su  muerte;  que  la  circunstancia  de  ser  el  pleito  de  Falset  más 
antiguo  que  el  de  aquel  Juzgado^  y  estar  en  él  siendo  demandado  D.  Ma- 
nuel Esteve  cuando  vino  á  promover  el  juicio  que  ahora  pretendía  acumu- 
lar á  los  autos  de  Falset,  sería  bastante  para  desestimar  la  pretensión  anó- 
mala é  inexplicable  de  dicho  Esteve,  pues  que  éste  implícitamente  renun- 
ció, caso  de  haberlo  tenido,  el  derecho  que  hoy  invocaba,  y  se  sometió  á 
la  jurisdicción  que  ahora  negaba;  y  vistos,  además  de  los  citados  artículos, 
el  166  y  el  178  de  la  misma  ley,  denegó  la  acumulación  reclamada  por  el 
Juez  de  primera  instancia  de  Falset,  y  que  hai>iendo  insistido  éste  en  ella» 
han  elevado  ano  y  otro  las  actuaciones  para  la  decisión  de  este  Supremo 
Tribunal. 
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Tiflto,  9Íendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Gtomica:. 

Conaiderando  qne  el  pleito  promoyido  por  Dofia  Lacia  y  Doña  Aresa 
Alerany  en  el  Juzgado  de  Falaet,  y  el  instado  en  el  de  la  Latina  de  esta 
eorte,  respectivamente^  por  D.  Manuel  Esteve  y  por  Dofia  Concepción 
Salido,  tienen  la  misma  causa,  que  es  el  fallecimiento  de  D.  José  Alerany 
y  Neyot,  ó  igual  objeto,  d  sea  la  adquisición  del  todo  ó  parte  de  los  bienes 
bereditarios,  que  el  primero  funda  en  haber  quedado  ineficaz  la  disposi- 
ción testamentaria  de  Alerany  y  deberse  abrir  la  sucesión  abintestato;  el 
•egundo,  en  la  instítnción  de  heredero  de  confianza  hecha  á  su  favor,  y  la 
tercera,  en  la  declaración  de'D.  f*ederico  Salido  de  la  última  voluntad  de 
Alerany;  y  por  lo  tanto,  que  siguiendo  dichos  pleitos  separadamente,  no 
•ólo  se  divide  la  continencia  de  la  causa,  según  la  definición  de  los  núme- 
ros 6.0  y  6.0  del  art.  162  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sino  que  podrían 
recaer  resoluciones  contradictorias,  que  llevadas  oportunamente  de  unos 
•utos  á  otros,  producirían  excepción  de  cosa  juzgada: 

Considerando  que  siendo  procedente  la  acumulación,  corresponde  el 
conocimiento  ulterior  al  Juez  propio  de  los  autos  más  antiguos,  que  en  el 
casó  actual  es  el  de  Falset  ó  el  que  le  haya  sustituido  en  virtud  de  la  de- 
marcación judicial  vigente: 

Vistos  el  artículo  citado,  los  161,  causa  1.^,  y  171  de  la  misma  ley; 

Fallamos  que  debemos  mandar  y  mandamos  que  los  autos  de  que  co- 
noce el  Juzgado  de  iHimera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  corte 
fle  acumulen  á  los  pendientes  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Fal- 
set, al  cual,  ó  al  que  en  virtud  de  la  demarcación  judicial  vigente  le  haya 
•ustitnído,  se  remitan  unos  y  otros  para  que  se  sustancien  y  determinen 
en  un  solo  juicio;  poniéndose  esta  resolución  en  conocimiento  del  Juzgado 
de  esta  corte,  y  siendo  de  cuMita  respectiva  de  \&b  partes  las  costas  oca- 
monadas.~(Sentencia  publicada  el  20  de  Diciembre  de  1893,  é  inserta  en 
Ja  Gaceta  de  18  de  Enero  de  1894.) 
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Rbcubso  db  casación  bn  la  fobma  (20  de  Diciembre  de  1898).— Sala 
de  lo  civiL—Peticián  de  herencia.--J>io  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José 
Pérez  López  y  otros,  en  autos  con  D.  Manuel  Cruzáns  Domingo  (Audiencia 
de  Valencia),  y  se  resuelve: 

Que  para  haber  lugar  al  recurso  de  ooMción  en  la  forma  par  falta  de  re-, 
eibimiento  aprueba  en  alguna  de  las  instancias  ó  por  denegación  de  prueba,  es 
necesario  que  sea  procedente  c(m  arreglo  á  dereclio  el  expresado  trámite,  ó  que 
¡aprueba  denegada  fuere  admimbU  según  las  leyes,  pudiendo  9U  fallo  produ- 
cir indefensián, 

Eñ  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Diciembre  de  1893,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Segorbe  y  en  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  por  D.  Jáannel  Cruzáns  Domingo,  labra- 
dor, vecino  de  Castelnovo,  con  D.  José,  D.  Manuel  y  Dofia  Leonor  Pérez 
López,  representada  esta  última  por  su  marido  D.  Francisco  Clemente  Orts; 
Dofia  Catalina  Pérez  López,  y  por  su  fallecimiento  su  marido  D.  Bamón  Gil 
Sánchez,  por  sí  y  en  representación  de  su  hijo  menor  D.  Antonio  Gil  Pérez; 
D.  José,  D.  Manuel  y  Dofia  María  Rosa  Gil  Pérez,  representada  ésta  por  su 
marido  D.  Vicente  Ordufia,  y  los  estrados  correspondientes  en  ausencia  y 
rebeldía  del  Presbítero  D.  Pascual  Pérez  López,  vecino  de  la  Puebla  de  San 
Miguel,  siendo  los  otros  demandados  labradores  y  vecinos  de  Castelnovo^ 
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0obre  petición  de  herencia;  pendiente  ante  Nos  en  viiind  de  rocnno  de  e«- 
aación  por  qaebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  loa  demandados  j 
Bostenido  en  sn  defensa  y  representación  por  el  Letrado  D.  Jnan  Alvarado 
y  el  Procarador  D.  Francisco  Egea,  habiéndolo  estado  la  parte  recnrrída 
por  el  Letrado  D.  Diego  de  Bahamonde  y  el  Procurador  D.  Manuel  Martín 
Vefia: 

Resaltando  que  con  diferentes  docnmentos,  y  después  de  haber  obte- 
nido el  beneficio  de  pobrez%  para  litigar,  entabló  D.  Manuel  Cnuáns  I>o- 
mingo,  en  el  Jazgado  de  primera  instanqia  de  Segorbe,  la  demanda  de  este 
pleito,  diciendo:  jque  Dofia  Rosa  Pére¿  y  Lóp'ez  falleció  bajo  testamento 
otorgado  en  9  de  Julio  de  1868,  en  que  instituyó  por  sus  únicos  y  nniver- 
versaies  herederos  á  D.  Manuel  Pérez  Ordufia,  D.  José  Peres  Picó,  Dofia 
Josefa  Pérez  Picó,  y  el  demandante;  ordenando,  en  la  cláusula  18,  que  la 
parte  que  debían  percibir  Pérez  Ordufia  y  el  demandante  la  poseyeran  de 
libre  disposición;  la  que  debía  percibir  D.  José  Pérez  Picó,  la  llevarla  ea 
usufructo,  y  pasaría  después  en  libre  disposición  á  sua  hijos  togítimoa,  pa- 
diendo  disponer  también  el  mismo  usafructuario  de  la  mitad  de  su  parta 
«n  el  caso  de  que  hubiese  acabado  con  sus  bienes:  y  la  correspondiente  á 
Dofia  Josefa  Pérez  Picó  la  poseería  del  mismo  modo  y  forma  que  el  Don 
José  Pérez  Picó;  y  disponiendo  en  la  cláusula  9>  que  á  la  Dofia  Josefa  y 
D.  José  Pérez  Picó  sustituirían  la  herencia  y  en  el  sentido  expresado  Don 
Manuel  Pérez  Orduña,  y  caso  de  fallecimiento  de  éste,  sus  hijos  ó  legíti- 
mos sucesores;  que  D.  Manuel  Pérez  Orduña  premnrió  á  la  testadora,  j 
practicada  la  división  de  los  bienes  entre  los  otros  tres  herederos,  que  fué 
aprobada  y  elevada  á  escritura  pública  en  6  de  Diciembre  de  1876,  oe  le 
adjudicaron  á  Dofia  Josefa  Pérez  Picó  los  bienes  que  enumeraba  en  pago 
de  las  4.792  pesetas  y  céntimos  que  le  correspondieron  en  la  herencia;  y 
que  Dofia  Josefa  Pérez  Picó  entró  en  posesión  de  los  bienes  de  su  hijuela 
en  calidad  de  usufructuaria,  según  la  disposición  terminante  de  la  testa- 
dora, y  falleció  sin  sucesión  el  día  4  de  Noviembre  de  1888,  cesando,  en  aa 
consecuencia,  el  derecho  que  se  le  concedió  en  virtud  del  testamento  citado 
de  Doña  Rosa  Pérez  López,  y  debiendo  dividirse  los  bienes  habidos  de 
esta  última  entre  los  dos  únicos  herederos  de  la  misma,  D.  José  Pérez  Picó 
y  el  demandante,  puesto  que  la  cláusula  19  del  testamento  había  quedado 
completamente  nula  desde  el  momento  en  que  la  Dofia  Josefa  Peres  Picó 
aceptó  la  herencia  y  entró  de  lleno  á  gozar  de  los  beneficios  de  la  misma; 
é  invocando  después  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  oportunos, 
entre  ellos,  que  se  verifica  la  sustitución,  nombrando  un  segundo  ó  ulterior 
heredero  para  el  caso  de  que  el  nombrado  en  grado  anterior  no  quiera  ó 
no  pueda  aceptar  la  herencia,  y  que  si  el  primer  nombrado  recibe  ó  acepta 
la  herencia,  cesa  la  sustitución,  terminó  solicitando  se  declarara  en  defini- 
tiva que  el  demandante  era  heredero  de  Dofia  Rosa  Pérez  y  Lopes,  en  vir- 
tud del  testamento  de  la  misma,  y  se  condenara  á  los  demandados  á  qne  le 
restituyeran  la  herencia  habida  por  Dofia  Josefa  Pérez  Picó  de  Dofia  Jtoea 
Pérez  y  López,  que  estaban  poseyendo  con  sus  frutos  y  accesionee: 

Resultando  que  D.  José,  D.  Manuel  y  Dofia  Leonor  Pérez  López;  Don 
Ramón  Gil  Sánchez,  por  sí  y  como  padre  del  menor  D.  Antonio  Gil  Pérez, 
y  D.  José,  D.  Manuel  y  Dofia  María  Rosa  Gil  y  Pérez,  contra  quienes  ee  di- 
rigió dicha  demanda,  además  de  D.  Pascual  Pérez  López,  que  fué  declarado 
rebelde,  la  contestaron  alegando  sustancialmente  para  que  se  desestimara, 
que  al  disponer  Dofia  Rosa  Pérez  López  en  su  testamento  qne  Dofia  Josefa 
Pérez  Picó  poseyera  los  bienes  en  usufructo,  y  si  tuviese  hijos  de  legítimo 
matrimonio  pasara  á  éstos  de  libre  disposición,  puso  naturalmente  nna 
condición  á  la  herencia;  y  como  podía  darse  el  caso  de  que  dicha  heredera 
falleciese  sin  sucesión  legítima,  lo  previo  la  testadora,  dictando  al  efecto  la 
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«elátMala  19,  en  1»  qne  d!jo  qne  susiituyeran,  e»  decir,  que  sacedieran  á  la 
Dofia  Josefa  y  D.  Joaó  Peres  Pico  en  la  herencia  y  en  el  sentido  expresado» 
D.  Manuel  Pérez  Ordofia  y  sos  hijos  y  legítimos  sucesores;  qne  esta  dispo- 
4iición  era  tan  clara,  qne  resultaba  verdaderamente  peregrina  la  pretensión 
del  demandante,  de  qne  la  aceptación  de- la  herencia  por  í)ofia  Josefa  Pé- 
rez Picó  hubiera  destruido  la  cláusula  19  del  testamento,  pues  tratándose 
de  una  herencia  condicional,  el  qne  la  cláusula  citada  produjera  ó  no  sus 
«íectoB  dependía,  no  de  la  aceptación  del  heredero  nombrado,  sino  del  cum- 
plimiento de  la  condición  impuesta,  es  decir,  que.adquiría  verdaderamente 
fuerza  y  vigor  desde  el  momento  en  que  la  Doña  Josefa  Pérez  falleció  sin 
sucesión  legítima;  y  que  )$.  palñbn  sustituirán,  usada  en  la  citada  cláusula  19, 
áébÍB.  tomarse,  en  su  sentido  gramatical,  como  sinónima  de  sucederán,  y  no 
en  su  acepción  jurídica,  puesto  qne  por  el  sentido  de  toda  la  cláusula,  ar- 
monizado con  el  de  la  precedente,  se  veía  claro  que  la  testadora  quiso  qne 
«loe  bienes  qne  de  ella  tuviesen  D.  José  y  Doña  Josefa  Pérez  Picó,  los  adqui- 
rieran de  libre  disposición  los  hijos  que  á  su  fallecimiento  tu7ie8en,  y  caso 
de  fallecer  sin  sncesión,  loS  percibieran  D.  Manuel  Pérez  Ordufia  y  sus  hi- 
jos ó  sucesores  legítimos: 

Resultando  que  en  lo^s  siguientes  escritos  de  réplica  y  dóplica  insis- 
tieron ambas  partes  en  iras  anteriores  alegaciones,  observando  los  de- 
mandados, al  fijar  los  hechos  en  dicho  escrito  de  duplica,  que  reproda- 
ducían  los  de  la  contestación  á  la  demanda,  contra  los  que  la  réplica  no 
había  hecho  observación  alguna,  ya  que  en  realidad  en  este  pleito  se 
trataba  sólo  de  dilucidar  una  cuestión  de  derecho,  y  no  había  divergen- 
cia entre  las  partes  acerca  de  los  hechos  cardinales  del  debate,  aunque  la 
hubiera  sobre  las  apreciaciones  qne  cada  una  hacía  de  los  mismos;  y  r» 
cibido  el  pleito  á  prueba  y  sustanciado  por  todos  sus  trámites,  dictó  sen- 
tencia el  Juez  de  primera  instancia  de  Segorbe  en  16  de  Enero  de  1892, 
declarando  á  D.  Manuel  Gruzáns  y  Domingo  heredero  de  Dofia  Rosa  Pé- 
rez y  López,-  en  virtud  del  testamento  otorgado  poV  ésta,  y  condenando  á 
los  demandados  á  restituir  á  aquél  la  mitad  de  la  herencia  habida  por 
Dofia  Josefa  Pérez  y  Picó,  de  Dofia  Rosa  Pérez  y  López,  qne  los  mismos 
poseían  con  sus  frutos  y  accesiones: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  Valencia  por 
virtud  de  apelación  qne  dedujeron  todos  los  demandados,  personados  en 
autos,  evacuaron  á  su  tiempo  el  trámite  de  instrnccióa,  y  por  un  otrosí,  y 
á  nombre  tan  sólo  de  algunos  de  ellos,  solicitó  su  representación  en  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  art.  868  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  qu« 
ae  dtara  al  demandante  para  el  reconocimiento  del  docnmeníio  privado 
que  se  acompañaba,  y  para  que  absolviera,  bajo  juramento  indecisoriOy 
las  posiciones  que  en  pliego  cerrado  se  presentaban,  previa  la  debida  de- 
claración de  pertinencia;  y  que  se  uniera  á  los  autos  dicho  documento 
privado,  de  cuyo  reconocimiento  juraba  que  sus  representados  no  habíaa 
tenido  noticia  hasta  hacía  poco  tiempo  y  después  de  dictada  la  sentencia 
apelativa,  haciendo  presente  por  lo  que  se  refería  á  la  autenticidad  y  fuer- 
za probatoria  de  dicho  documento  privado  y  á  los  efectos  del  art.  122T 
del  Código  civil,  que  el  testigo  D.  Esteban  de  la  Hoz,  qne  la  suscribía, 
liabia  fallecido  en  aquella  capital  el  día  25  de  Septiembre  de  1887,  como 
se  Justificaría  con  la  oportuna  certificación  del  Registro  civil,  que  debería 
■er  reciaipada  de  oficio  del  Juzgado  municipal  del  distrito  del  Mar,  dentro 
de  cuyo  término  ocurrió  su  fallecimiento,  siendo  asimismo  procedente  al 
efecto  de  que  quedara  acreditada  la  firma  y  rúbrica  de  dicho  testigo;  en 
el  caso  de  qne  el  demandante  no  aceptara'  el  documento  como  legítimo, 
que  se  cotejara  con  otras  indubitadas  que  debían  existir  en  las  oficinas 
'41116  deade  laego  sefialaba;  y  por  un  segando  otrosí,  y  para  el  caso  de  qa« 
TOMO  74  86 
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el  demandante  Crazáns  no  reconociera  la  antenticidad  del  repetido  doov- 
mentó  privado  ó  negara  todas  ó  algnnas  de  las  posiciones  f<Mrmaladas,  pi- 
dió también  se  recibiera  el  pleito  á  pmeba: 

Resultando  que  D.  Manuel  Crnaáns  Domingo  evacuó  á  su  vez  el  trá- 
mite de  instrucción  é  impugnó  el  recibimiento  á  prueba  solicitado  y  la 
admisión  del  documento  privado  presentado  por  los  apelantes,  aleando 
al  efecto:  que  éstos  tenían  única  y  exclusivamente  derecho  á  pedir  qne  se 
exigiera  por  una  sola  vez  la  confesión  judicial  sobre  hechos  que  no  hubie- 
ran sido  objeto  de  posiciones  en  la  primera  instancia;  pero  si  e^ta  confe- 
aión  no  daba  el  resultado  que  perseguían,  no  podían,  bajo  ningún  concep- 
to, intentar  nueva  prueba  como  temerariamente  pretendían;  que  en  el  caso 
concreto  de  autos  no  podían  tener  los  apelantes  otro  derecho  que  el  ex- 
presado, porque  el  documento  privado  que  habían  presentado,  ni  era  de 
influencia  notoria  en  la  resolución  del  pleito,  ni  podía  aceptarse  en  serlo 
la  afirmación  ó  el  juramento  de  que  no  habían  tenido  noticia  de  su  esáa- 
fcencia  hasta  hacía  poco  tiempo  los  apelantes  á  cuyo  nombre  se  había  pre- 
sentado, porque  era  pretender  desconocer  la  vida  de  relación  de  nn  pue- 
blo de  200  vecinos,  donde  no  se  pueden  ocultar  ni  aan  las  escenas  más 
intimas  de  familia,  sobre  todo  cuando  el  documento  se  refería  á  nn  hecho 
que  afectaba  por  igual  á  todos  los  demandados',  que  por  sn  comunidad  de 
intereses,  estaban  representados  y  dirigidos  por  nn  mismo  Procarador  y 
Abogado;  y  que  de  todas  maneras  la  prueba  solicitada,  aun  en  el  caso  deque 
pudiera  recibirse  el  pleito  á  prueba,  sería  impertinente  á  todas  luces,  por- 
que el  documento  en  cuestión  se  refería  á  la  venta  de  una  casa,  j  tal  veo- 
ta,  ni  guardaba  relación  alguna  con  el  hecho  de  autos,  ni  pedía  afectar 
bajo  ningún  concepto  al  derecho  que  asistía  al  alegante  para  reclamar  la 
parte  de  herencia  que  le  correspondía,  ni  resolvía  la  interpretación  que 
debía  darse  á  la  palabra  sustituirán,  empleada  en  el  testamento  de  J>ofia 
Bosa  Pérez  López,  que  era  el  punto  debatido  en  el  pleito: 

Resultando  que  después  de  informado  por  el  Magistrado  ponente  que 
era  inadmisible  el  documento  presentado  por  los  apelantes,  impertinentes 
las  posiciones  formuladas  por  los  mismos  ó  improcedente  el  recibimiento 
á  prueba,  dictó  auto  la  Sala  de  lo  civil  en  8  de  Octubre  de  1893,  denegan- 
do la  admisión  del  documento  privado  susodicho,  que  se  desglosaría  y  en- 
tregaría al  Procurador  que  lo  había  presentado,  declarando  impertinentes 
las  posiciones  por  el  mismo  formuladas,  que  igualmente  se  le  devolvería^ 
y  resolviendo  que  no  había  lugar  al  recibimiento  á  prueba  pedido  por  la 
misma  parte: 

Resultando  que  suplicado  este  auto  por  los  apelantes,  fué  confirmado 
por  sus  mismos  fundamentos  en  otro  de  1^  de)  mismo  mes  de  Octabre;  y 
terminada  la  sustanciación  de  la  instancia,  dictó  sentencia  la  Sala  susodi- 
cha en  10  de  Enero  del  corriente  afio,  declarando  que  no  había  lugar  á 
pronunciar  la  de  heredero  de  Dofia  Rosa  Peres  López  que  solicitaba  el 
demandante  D.  Manuel  Grnzans  Domingo,  á  quien  se  reservaba  su  derecho 
para  que  lo  utilizara  en  forma  si  viere  convenirle,  sobre  cuyo  particolar  se 
absolvía  de  la  demanda  á  los  demandados,  y  condenando  á  éetos  á  resti- 
tuir á  la  testamentaría  de  Dofia  Rosa  Pérez  López  los  bienes  que  de  sn 
herencia  se  adjudicaran  en  usufructo  á  Dofia  Josefa  Pérez  Picó,  y  que  de 
ésta  á  su  vez  heredaron  y  poseían  en  la  actualidad  y  eran  objeto  del  pre- 
sente pleito,  reservando  también  sn  derecho  á  los  dos  y  cada  ano,  de  dichos 
demandados,  que  usarían  en  forma  si  les  conviniese,  sin  hacer  expresa 
condenación  de  costas  de  ninguna  de  ambas  instancias;  cuya  sentencia,  á 
petición  de  los  demandados,  fué  aclarada  en  auto  de  14  del  mismo  mes  de 
Enero  en  el  sentido  de  que  se  entendiera  expresado  en  ella  que  se  conde- 
naba á  los  demandados  á  que  restitayeran  á  la  testamentaría  de  Dofia 
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Bota  Pérez  Lopes,  en  concepto  de  snceeión  intestada  para  todo  efecto, 
loe  bienes  que  de  sn  herencia  se  adjudicaron  en  usufructo  á  Doña  Josefa 
Pérez  Picó,  y  que  de  ésta  á  su  vez  heredaron  y  poseían  en  la  actualidad  y 
eran  objeto  de  este  litigio: 

Resultando  que  D.  José,  D.  Manuel  y  Dofia  Leonor  Pérez  y  López  y 
demás  con  ellos  demandados,  excepción  hecha  del  constituido  en  rebeldía 
D.  Pascual  Pérez  López,  interpusieron  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  fundado  en  los  casos  3.o  y  5.^  del  art.  1693  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  por  no  haberles  sido  admitido  el  documento  privado 
qae  presentaron  en  la  segunda  instancia  con  el  juramento  de  nueva  noti- 
cia, que  por  su  contexto  y  fuerza  probatoria  influía  de  una  manera  decisíTa 
en  la  solución  del  pleito,  y  haberles  sido  igualmente  rechazada  la  prueba 
de  posiciones  y  demás  que  al  mismo  tiempo  dedujeron,  habiendo  consig- 
nado por  un  otrosí  de  este  escrito  la  protesta  oportuna  para  interponer  en 
jra  caso  y  lugar  el  recurso  fundado  en  infracción  de  ley. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Garijo  Lara: 

Considerando  que  para  que  se  dé  lugar  al  recurso  de  casación  en  la 
forma  por  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  instancias  ó  por 
denegación  de  prueba,  según  los  números  3.o  y  6.0  del  art  1693  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  en  que  se  funda  el  presente  recurso,  es  necesario 
que  sea  procedente  con  arreglo  á  derecho  expresado  recibimiento  á  prueba 
ó  que  la  denegada  sea  admisible  según  las  leyes,  y  su  falta  haya  podido 
producir  indefensión: 

Considerando  que  con  arreglo  á  derecho  era  improcedente  el  recibi- 
miento á  prueba  que  los  recurrentes  solicitaron  en  segunda  instancia, 
porque  el  hecho  á  que  se  refiere  el  documento  presentado,  según  afirma- 
ción de  la  Sala  sentenciadora^  confirmada  por  la  resultancia  de  los  autos, 
carece  de  influencia  en  el  pleito,  siendo  también  improcedente  la  absolu- 
ción de  posiciones  por  estar  relacionadas  exclusivamente  con  el  contenido 
del  documento  presentado;  , 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  José  Pérez 
López,  y  consortes,  á  los  que  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  al  de  la 
cantidad  que  por  razón  de  depósito  debieron  constituir,  que  se  distribuirá, 
si  vinieren  á  mejor  fortuna,  con  arreglo  á  la  ley;  y  precédase  á  lo  que 
corresponda  respecto  á  los  recursos  preparados  por  infracción  de  ley. — 
(Sentencia  publicada  el  20  de  Diciembre  de  1893,  é  inserta  en  la  Quceta  de 
24  de  Enero  de  1894.) 
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Bboubso  db  oasacióx  sn  la  FOBBiA  (21  de  Diciembre  de  1898).— Sala 
de  lo  civil.— -Pa^o  de  canüdad,—^o  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José 
Arandez  en  autos  con  D.  Francisco  Güell  y  Güell  (Audiencia  de  Barcelo- 
na), y  se  resuelve: 

Qite  según  time  declarado  él  Tribunal  Supremo,  de  conformidad  con  los 
artictilos  1462  y  1463  de  ¡a  leu  de  Enjuiciamiento  civU,  el  art,  767  es  inapli- 
cable á  los  juictos  ejectUivos,  porque  en  ellos  no  puede  haber  otra  prueba  que 
la  propuesta  al  formalizar  la  oposición  dentro  de  término  improrrogable. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Diciembre  de  1893,  en  los  antoi 
ejecutivos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tarragona  y 
en  la  Sala  primera  délo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Fran- 
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cisco  Güell  y  Güell,  Presbítero,  vecÍDO  de  dicha  ciudad  de  Bareeloiia, 
contra  D.  José  Arandez  y  Fábreg:aa,  de  la  misma  vecindad,  dependiente 
de  comercio,  sobre  pago  de  pesetas;  autos  pendientes  ante  Nos,  á  virtud 
de  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  que  ha  interpuesto 
el  D.  José  Arandez,  representándole  el  Procurador  D.  José  Agniltuiiedo, 
y  ha  sido  su  Letrado  defensor  el  Licenciado  D.  Tomás  Martínez  Aguado, 
ein  c^e  haya  comparecido  en  este  Tribunal  Supremo  la  parte  recurrida; 
Resultando  que  D.  Francisco  Güell  entabló  ante  el  Juzgado  de  Tarra- 
gona, en  mérito  de  la  primera  copia,  que  produjo  de  cierta  escritura  pá- 
blica,  demanda,  pidiendo  se  despachase  ejecución  contra  D.  José  Aran- 
dez, por  la  cantidad  de  4.615  pesetas,  intereses  y  costas,  como  así  tuvo 
•  lugar,  siendo  requerido  de  pago,  que  no  efectuó,  el  mencionado  Araades, 
á  quien  se  citó  de  remate,  y  no  habiendo  comparecido,  se  le  declaró  en 
rebeldía,  pasado  que  fué  el  término  oportuno,  llamándose  los  autos  á  la 
vista,  con  citación  sólo  de  la  parte  ejecutante,  para  sentencia  que  pronan- 
ció  el  predicho  Juzgado,  mandando  seguir  adelante  la  ejecución: 

Resultando  que  notificada  al  D.  José  Arandez  la  indicada  aentencia, 
interpuso  apelación  de  la  misma,  pidiendo  la  defensa,  en  concepto  de  po- 
bre,  solicitud,  respecto  de  la  cual  se  mandó  formar  pieza  separada,  admi- 
tiéndole la  alzada,  y  sustanciada  ésta  ante  la  Sala  primera  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Barcelona,  al  evacuar  el  apelante  el  traslado  para  ins- 
trucción, pretendió  por  un  primer  otrosí  del  escrito  que  formuló  al  e£eo> 
to,  invocando  los  artículos  893  y  584  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, que  se  citara  á  Güell  á  comparecencia  para  absolver  poaicionee,  hm 
cuales  presentaría  aquella  parte  en  el  acto  de  dicha  comparencia,  y  en  se- 
gundo otrosí,  apoyándose  en  el  art.  767  de  la  mencionada  ley,  solicitó  el 
recibimiento  á  prueba  para  justificar  hechos  que  desvirtuaban  y  hasta 
anulaban  los  méritos  de  la  ejecución: 

Resultando  que  el  ejecutante  impugnó  las  enunciadas  pretenaionea, 
sosteniendo  no  tener  aplicación  el  art.  767  de  la  expresada  ley  de  Enjui- 
ciamiento á  la  rebeldía  eU  los  juicios  ejecutivos,  en  los  que  no  ha  lugar  á 
prueba  cuando  el  demandado  no  formula  la  oposición,  ezcepcionando  en 
forma,  según  los  artículos  1462  y  1463  de  la  propia  ley  y  lo  declarado  pcv 
este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  l.o  de  Octubre  de  1884,  en  un 
caso  idéntico  al  de  autos,  y  aun  cuando  esto  bastaba  también  para  pegar 
toda  probanza,  y  de  consiguiente  la  citación  del  actor  á  fin  de  que  absol- 
viese posiciones^  existía  además  en  el  particular  jurisprudencia  asimismo 
de  este  Tribunal  Supremo,  que  por  sentencia  de  21  de  Octubre  de  1869 
declaró  inadmisible  dicha  prueba  de  posiciones  en  la  segunda  instancia 
de  los  iuicios  ejecutivos: 

Resultando  que  en  atención  á  todo  ello  dictó  la  mencionada  Sala  auto 
de  17  de  Marzo  de  1892,  declarando  no  haber  lugar  al  recibimiento  á 
prueba  pretendido,  y  en  cuanto  á  la  solicitud  de  confesión  judicial,  pre- 
sentándose  el  interrogatorio  de  posiciones,  se  proveería  lo  que  proce- 
diera: 

Resultando  que  suplicado  el  precedente  auto  por  Arandez,  en  cnanto 
negaba  el  recibimiento  á  prueba,  pidiendo  se  otorgara  ésta,  para  lo  cual 
insistió  en  ser  aplicable  al  caso  el  citado  art.  767  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, lamparte  apelada  impugnó  también  la  súplica,  que  fué  desestimada 
por  nuevo  auto  de  8  de  Abril  del  mismo  año  1892,'en  que  se  mandó  ade- 
más volvieran  los  de  su  refencia  al  Magistrado  ponente,  cual  así  se  efec- 
tuó, y  llamados  á  la  vista  en  providencia  de  19  del  propio  mea  de  Abril, 
volvió  á  utilizar,  con  motivo  de  ésta,  Arandez  el  recurso  de  súplica  para 
que  se  le  concediera  un  plazo  prudencial,  á  fin  de  presentar  las  posicio- 
ftes  que  de  contrario  habían  de  ser  absueltas;  súplica  qne  la  Sala  declaró 
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no  haber  lugar  á  admitir  ni  tramitar,  en  atención  á  ser  dicha  providencia 
de  mero  trámite,  y  á  lo  dispuesto  en  el  art.  401  de  la  repetida  ley  de  En- 
juiciamiento, dictando  posteriormente,  previa  la  oportuna  vista,  en  10  de 
Junio,  asimismo  de  1892,  sentencia  confirmatoria  de  la  apelada: 

Resultando  que  D.  José  Arandez  y  Fábregas  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  form.a,  fundado  en  las  causas  8.»  y 
5.*  del  art.  1698  de  la  reiteradao^ente  dicha  ley  de  Enjuiciamiento,  ó  sea 
en  no  haberse  otorgado  el  recibimiento  á  prueba,  siendo  procedente,  y  en 
la  denegación  de  una  diligencia  igualmente  de  prueba,  admisible  según  la 
ley,  y  cuya  falta  haya  podido  producir  indefensión. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Gramica. 

Considerando  que,  según  tiene  declarado  este  Tribunal,  de  oonformi- 
dad  con  los  artículos  1462  y  1463  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  ar- 
ticulo 767  es  inaplicable  á  los  juicios  ejecutivos,  porque  en  ellos  no  puede 
haber  otra  prueba  que  la  propuesta  al  formalizar  la  oposición  dentro  de 
término  improrrogable,  y,  por  lo  tantoy  que  el  recibimiento  á  prueba,  so- 
licitado por  el  recurrente,  no  procede  con  arreglo  á  derecha 

Considerando  que  la  Sala,  al  llamar  á  la  vista  los  autos  cuando  tuvie- 
ron estado,  les  dio  la  tramitación  debida,  y  no  denegó  con  ellos  la  abso- 
lución de  posiciones  ni  causó  la  indefensión  del  recurrente,  puesto  que 
éste  no  llegó  á  formular  dichas  posiciones  en  los  muchos  días  transcurri- 
dos desde  que  se  le  facultó  para  ello,  y  que  el  derecho  que  el  art.  868  con- 
cede de  exigir  confesión  judicial  desde  oue  se  entregan  los  autos  para 
instrucción  hasta  la  citación  para  sentencia,  lejos  de  implicar  la  suspen- 
sión del  procedimiento,  se  subordina  á  su  marcha; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  José- 
Arandez  y  Fábregas,  al  que  condenamos  al  pago,  por  razón  de  depósito,  de 
la  cantidad  de  600  pesetas,  que  satisfará  si  se  le  hubiese  negado  ó  negase 
en  el  incidente  de  su  referencia  la  defensa  en  concepto  de  pobre,  ó  si 
otorgada  ésta,  viniere  á  mejor  fortunk,  dándose  á  dicha  suma  la  aplica- 
ción que  previene  la  ley;  no  hacemos  declaración  en  cuanto  á  costas,  me- 
diante no  haber  comparecido  en  este  Tribunal  Supremo  la  parte  recurri- 
da; y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  correspondiente  certificación, 
con  devolución  de  los  autos.— (Sentencia  publicada  el  21  de  Diciembre  de 
1898,  éfnserta  en  la  Gaceta  de  24  de  Enero  de  1894.) 
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Bboubso  de  casación  (21  de  Diciembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.— 
Ik/ensa  par  jpo5rf.— No  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  Dofia 
Carmen  Masó  en  autos  con  D.  José  Romero  Pedret  (Audiencia  de  Barce- 
lona), y  se  resuelve: 

Que  las  sentencias  en  que  se  otorgue  la  defensa  por  pobre  w)  tienen  el  con- 
eepto  de  definitivas,  para  los  efectos  de  la  casación,  puesto  que  no  ponen  t^- 
mino  al  pleito  en  que  ha  de  utÜizarse  tal  beneficio,  ni  hacen  imposQ>le  la  con- 
ünuación  del  mismo, 

Resultando  que  seguido  incidente  ante  el  Juzgado  de  primera  instan- 
cia del  distrito  de  la  Universidad  de  Barcelona  y  la  Sala  primera  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  aquel  territorio,  por  sentencia  de  la  enunciada  Sala, 
dictada  en  8  de  Mayo  del  corriente  afio,  se  declaró  á  D.  José  Romero  y 
Pedret  pobre  para  litigar  con  Dofia  Carmen  Masó  y  Cardona: 
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Resaltando  qne  la  Dofia  Carmen  Maaó  ha  interpneato  recareo  de  cssa- 
ción,como  comprendido  en  los  números  l.o  y  7.^ del  art  1692  déla  iej  de 
Enjaiciamiento  civil,  alegando  en  su  apoyo  diferentes  motivos,  y  el  Minis- 
terio fiscal  se  opone  á  la  admisión  de  dicho  recareo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D,  Ricardo  Gallón: 

Considerando  qne  las  sentencias  en  qae  se  otorgae  la  defensa  por  po- 
bre no  tienen  el  concepto  de  definitivas,  para  los  efectos  del  recareo  de  ca- 
sación, puesto  qae  no  ponen  término  al  pleito  en  qae  ha  de  atÜiaarae  tal 
beiieficio,  ni  hacen  imposible  la  continaación  del  mismo: 

Visto  el  núm.  S.o  del  art.  1729  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil; 

No  ha  lugar  á  admitir  el  recarao  de  casación  interpuesto  pot  DofU 
Carmen  Masó  y  Cardona,  á  la  que  se  condena  al  pago  de  las  eostas;  líbrese 
á  la  Aadiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspondiente,  aoompafiads 
del  apuntamiento  que  ha  remitido,  y  publíqnese  este  auto  según  previene 
la  ley.— (Auto  fecha  21  de  Diciembre  de  189S,  ó  inserto  en  la  Otteeta  de  24 
de  Enero  de  1894.) 
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RscxTBSO  DE  0A8A0ióM.(21  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de  lo  civil.— 
Nulidad  de  actuaciones,—!!^ o  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpnesto  por 
D.  Pedro  Celador  en  autos  con  Doña  Dionisia  Mata  Martín  (Audienda  de 
Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  con  arreglo  á  loa  números  terceros  de  los  arts.  169á  y  1729  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civü,  no  procede  el  recurso  de  casación  por  infraedSn-de  ley 
ó  de  doctrina  legal  en  los  juicios  en  gtie,  después  de  terminados^  puede  promo- 
verse otro  sobre  el  mismo  objeto,  excepto  los  casos  comprendidos  en  los  núms.  3.* 
y  4P  del  art  1690  de  dicha  ley. 

Resultando  qae  prevenido  á  solicitud  de  D.  Pedro  Celador,  como  tnCor 
de  la  menor  Dofía  Manuela  Mata,  juicio  de  testamentaría  de  Dofia  Manuela 
Martín  Bautista,  se  formuló  por  Dofia  Dionisia  Mata  y  Martín  demanda 
incidental  sobre  que  se  declarara  sobreseído,  así  como  también  la  nulidad 
de  lo  actuado  en  lo  principal  del  mismo  y  sus  incidentes,  y  tramitaéa  ante 
el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Congreso  de  esta  corte  y 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio,  esta  últíma,  en 
sentencia  de  17  de  Janio  del  corriente  afio,  declaró  nulo  cuanto  se  había 
obrado,  reservando  á  la  Dofia  Manuela  Mata  el  derecho  de  que  se  creyera 
asistida  para  reclamar  en  juicio  ordinario  lo  que  estimase  procedente  res- 
pecto á  dicha  herencia: 

Resultando  que  el  D.  Pedro  Celador,  en  su  mencionado  concepto  da 
tutor  de  la  repetidamente  nombrada  Dofia  Manaela  Mata,  ha  Interpaeoto 
recurae  de  casación,  como  comprendido  en  el  caso  l.o  del  art.  1692  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  en  su  apoyo  varios  motivos: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  estima  no  procede  la  admiaión  del 
expresado  recurso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  ordenado  en  los  números  teroeroa 
de  los  artículos  1694  y  1729  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil,  no  procede 
el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal  en  los  jai- 
cioB  en  que,  después  de  terminados,  pueda  promoverse  otro  sobre  el  mismo 
objeto,  excepto  los  casos  comprendidos  en  los  números  S.o  y  4.<^  del  ax^ 
tícalo  1690: 
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Oonsidenuado  qae  Ib  sentencia  contra  Ja  caal  ae  recorre,  ai  bien  tiene 
el  carácter  de  definitiva,  no  puede  ser  impugnada  en  tasación,  puesto  que» 
lejos  de  impedir  que  se  entable  otro  juicio  sobre  el  propio  objeto,  reserva 
expresamente  sa  derecho  á  Dofia  Manuela  Mata  para  que  en  el  juicio  or- 
dinario correspondiente,  único  en  que  puede  hacerlo,  formule  sus  reclama- 
ciones contra  ^  herencia  de  su  abuela  materna  Dofia  Manuela  Martín: 

No  ha  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro 
Celador,  como  tutor  de  la  menor  Dofia  Manuela  Mata  y  Martínez;  no  se 
hace  declaración  respecto  á  costas,  por  haber  comparecido  sólo  en  este 
Tribunal  Supremo  dicha  parte  recurrente;  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta 
corte  la  oportuna  certificación,  acompafiada  del  apuntamiento  que  ha  re- 
mitido, 7  publíquese.este  auto  según  previene  la  ley.— -(Auto  fecba  21  de 
Diciembre  de  1893,  ó  inserto  en  la  Qaceta  de  24  de  Enero  de  1894.) 
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•  RicuBSO  DS  CASACIÓN  (21  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de  lo  civil.— 
Nulidíid  de  un  pagaré.— No  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  Don 
José  Castro  Sarasqueta  en  autos  con  Dofia  Ascensión  Barrón  (Audiencia 
de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  conforme  á  la  dispoiieión  1,^  del  art.  1728  de  la  ley  de  Enjuicia' 
miento  dvü,  en  relación  con  el  núm,  P.o  del  art.  1729  de  la  misma,  loe  recur- 
S09  de  eaaacián  por  ir^raedán  de  ley  ó  de  doctrina  legal  boH  inadmiHblee 
€uando  se  refieren  á  la  apreciación  de  las  pruebas  y  no  se  hayan  comprendi- 
dos en  el  núm,  7,^  del  oH,  1692  de  la  mencionada  ley. 

Resultando  que  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
corte,por  sentencia  de  7  de  Junio  del  corriente  afio,  revocatoria  de  la  del 
Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de  esta  capital,  ab- 
solvió á  Dofia  Ascensión  Barrón  y  Obnedo  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  José  Castro  sobre  nulidad  de  un  pagaré,  por  no  haberse  justificado  que 
su  importe  procediera  de  operaciones  simuladas  de  Bolsa,  como  el  de- 
mandante suponía: 

Resultando  que  D.  José  de  Castro  y  Sarasqueta  ha  interpuesto  recurso 
de  casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Primero.  Las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  21  de  Mano  de 
1884  y  16  de  Mayo  de  1888,  según  las  que,  los  actos  bursátiles  que  consis- 
ten en  operaciones  de  compra  y  venta  de  valores  por  encargo  de  un  ter- 
cerOy  y  que  se  saldan  por  diferencias,  son  una  especulación  de  juego  y 
azar,  y  no  tienen  fuerza  civil  de  obligar; 

Y  segundo.  Los  artículos  27,  29  y  31  de  la  ley  orgánica  provisional  de 
Bolsa  de  8  de  Febrero  de  1864,  y  el  art.  4.o  del  Real  decreto-ley,  ampl  lau- 
dóla, de  12  de  Mayo  de  1876,  y  las  citadas  sentencias  de  este  Tribunal  Su 
premo  de  21  de  Marzo  de  1884  y  16  de  Mayo  de  1888,  y  la  de  10  de  Ceta- 
bre  de  1889,  según  las  cuales,  cuando  en  las  operaciones  á  plaza  de  com- 
praventa de  efectos  públicos  se  prescinde  en  absoluto  de  los  requisitos 
legales,  no  sólo  merecen  la  calificación  de  fraudulentas  y  nulas,  sino  que 
el  pagaré  expedido  en  su  consecuencia  es  también  nulo,  por  ser  una  deri- 
vación directa  de  ellas. 

Visto»  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Mateo  de  Alcocer. 

Considerando  que  oonfoi^ne  á  la  disposición  1.^  del  art  1728,  en  rela- 
ción con  el  núm.  9.o  del  art.  1729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  los 
recursos  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal  son  inadmi- 
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wblea  cuando  se  refieren  á  la  apreciación  de  iaa  pmebaí  y  no  se  halhii' 
comprendidos  en  el  fiüm.  7.o  del  art  1692  de  la  mencionada  ley: 

Considerando  que  todo  el  razonamiento  en  que  se  apoya  el  recurso  de 
casación  por  ioíracción  de  ley  y  de  doctrina  legal  interpuesto  por  D.  José- 
Castro  y  Sarasqaeta,  parte  del  supuesto  de  que  el  pagaré  origen  del  litigio 
nace  de  operaciones  bursátiles,  lo  cual  no  está  probado  á  juicio  de  la  Sata 
sentenciadora,  y  sin  embargo  de  combatir  este  extremo,  que  es  el  fonda- 
mentó  del  fallo,  dicho  recurso  se  apoya  con  notoria  incongntenda  en  el 
núra.  1.0  del  citado  art  1692; 

No  ba  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
José  Castro  y  Sarasqoeta  contra  la  sentencia  que  en  7  de  Junio  del  co- 
rriente afio  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte, 
coDdenándose  al  recurrente  en  las  costas;  líbrese  á  dicha  Audiencia  la 
certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  remitido^ 
y  pablíquese  esta  reeolución  en  la  forma  prevenida  por  la  ley  .—(Auto 
fecha  21  de  Diciembre  de  1893,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  24  de  Enero* 
de  1894.) 
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RaouBSO  DB  OASACiÓN^N  LA  FORMA  (22  de  Diciembre  de  1898).--Sa]a. 
de  lo  civil.— Pajiro  de  cantidad.— l^o  ha  lugar  al  interpuesto  por  el  Ayunta- 
miento de  Madrid  en  autos  con  D.  Anastasio  Gutiérrez  Benito  (Audiencia 
de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  la  falta  de  personalidad  del  litigante  qne  eonitituye  vicio  e$mcial  del 
procedimiento  y  da  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  consiste  en  la  incapacidad  absoluta  para  litigar,  den  no  acreditar  el 
carácter  ó  representación  que  ostente  cuando  no  accionó  por  su  propio  <íe- 
recho: 

Q^e  el  art  1696  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dnü  exige^  para  que  pueda 
ser  admitido  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  deforma^  que  se  haya 
pedido  la  subsanación  de  la  falta  en  la  instancia  en  que  se  cometió,  y  que  si 
hubiese  ocurrido  en  la  primera,  se  haya  reproducido  la  petición  en  la  segund» 
en  la  forma  especialmente  prevenida  en  él  art.  859. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  22  de  Diciembre  de  1893,  en  el  p1eilo> 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Boenavista  de  esta  corte  y 
en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Anas- 
tasio Gutiérrez  y  Benito,  comerciante,'  de  esta  vecindad,  con  el  Ayunta* 
miento  de  Madrid,  sobre  pago  de  4.125  pesetas;  pendiente  ante  Nos  en 
virtud  de  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto- 
por  el  Ayuntamiento,  dirigido  por  el  Licenciado  D.  Ignacio  Buárez  Garcia 
y  representado  por  el  Procurador  D.  Francisco  Morales;  habiéndolo  es* 
tado  el  recurrido  por  el  Licenciado  D.  Lorenzo  Fernández  Vázquez  y  el 
Procurador  D.  Ildefonso  Gutiérrez  Illana: 

Resultando  que  con  fecha  16  de  Abril  de  1884,  el  Teniente  de  Alcalde^ 
del  distrito  de  Palacio  de  esta  villa,  como  Presidente  de  la  Gaaa  de  So- 
corro de  dicho  distrito,  y  D.  Anastasio  Gutiérrez  y  Benito,  en  concepto  d» 
Apoderado  del  Marqués  de  Bendafia,  dueño  de  la  casa  núm.  5  de  la  calle- 
de  los  Dos  Amigos,  suscribieron  un  contrato,  que  el  Ayuntamiento  aprobó- 
«n  sesión  del  21  del  mismo  mes,  de  arrendanoiento  del  piso  prindpai,  va- 
rias habitaciones  y  otras  dependencias  de  la  citada  cass^  para  instalar  \at. 
«de  Socorro  del  distrito,  pactándose,  entre  otras  condiciones^  que  la  i 
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«ed  fleria  de  4.600  petetM  amules,  pagaderas  por  trimestres  anticipados; 
que  el  tiempo  del  arrendamiento  sería  el  de  tres  afios  fonosamente,  y  á  ]a 
terminación  de  éstos  se  entendería  prorrogado  de  tres  en  tres  meses  inde- 
finidamente; y  en  el  caso  de  qne  á  ana  de  las  partes  le  conviniere  darlo 
por  terminado,  avisaría  á  la  otra  con  un  trimestre  de  anticipación;  y  qae 
por  la  falta  de  pago  anticipado  de  an  trimestre,  podía  el  duefio  proceder 
al  desahneio  y  reclamar  del  Ayuntamiento  8.000  pesetas,  por  los  perjuicio» 
eaosados  con  la  obra  qne  para  la  instalación  de  dicha  Oasa  de  Socorro  ha- 
bía tenido  que  hacer: 

Resultando  que  á  consecuencia  de  haber  sido  demolida  la  casa  nú- 
mero 7  de  la  mencionada  calle  de  los  Dos  Amigos,  vino  á  estado  de  ruina 
inminente  la  pared  medianera  de  la  derecha  de  la  núm.  6,  objeto  del  refe- 
rido contrato,  y  denunciada  que  fué,  y  previo  informe  del  Arqaitecto  mu- 
nicipal de  la  primera  Sección,  el  Teniehte  de  Alcalde  ordenó  en  8  de  Ju- 
nio de  1888  que  por  el  Secretario  de  la  Tenencia  de  Alcaldía  se  requiriera 
al  duefio  ó  administrador  de  la  expresada  casa,  para  que  en  el  término  de 
cuarenta  y  ocho  horas,  y  bajo  la  dirección  de  Facultativo  autorizado,  pro- 
cediera al  apeo  de  dicha  medianería,  y  que  se  notificara  á  los  vecinos  con^ 
ella  colindantes  para  qne  en  término  de  veinticuatro  horas  desalojaran 
sus  habitaciones;  efectuándose  en  el  mismo  día  estas  diligencias,  en  la  pri- 
mera de  las  cuales  se  consignó  haberse  entendido  la  misma  con  D.  Anasta- 
sio Gutierres,  duefio  de  la  finca  de  referencia;  acordándose,  en  11  del  pro- 
pio mes  de  Junio,  por  el  Alcalde  de  Madrid,  á  petición  del  Presidente  de 
la  Oasa  de  Socorro,  la  traslación  de  varios  efectos  innecesarios  para  el  ser- 
vicio al  Almacén  general  de  la  villa,  y  la  remisión  por  éste  de  ana  ca- . 
milla  nueva;  desalojando  más  tarde  la  habitación  que  ocupaba  el  Jefe  ad- 

3inistrativo  de  la  Casa  de  Socorro,  y  abandonando  ésta  por  completo  el 
lifido  en  los  primeros  días  de  Julio  siguiente;  habiendo  participado  an- 
tes, en  10  de  Junio,  al  Teniente  de  Alcalde  del  distrito  el  Maestro  de 
obras  Q.  Federico  Solé,  que  se  iba  á  proceder  á  la  reconstrucción  de  la 
medianería  de  dicha  casa  núm.  6  de  la  calle  de  los  Dos  Amigos,  de  la  pro- 
piedad de  D.  Anastasio  Gutierres,  y  á  las  demás  obras  necesarias  para  la 
seguridad  de  la  finca;  en  18  también  de  Junio,  el  Arquitecto  D.  Francisco 
de  Urquisa  participó  igualmente  que  se  hacía  cargo  de  la  dirección  de  las 
obras,  habiéodose  ejecutado  ya  los  apeos  interiores,  y  se  procedería,  una 
vea  se  concediera  la  licencia  pedida,  al  apuntalamiento  del  ángulo  de  fa- 
chada, y  á  la  ves  á  cuantas  obras  se  consideraran  necesarias  para  la  segu- 
ridad de  la  finca,  que  á  la  sasón  no  presentaba  sefiales  que  indicaran  falta 
de  estabilidad,  ni  peligro  alguno  para  sus  inquilinos;  informando  en  20  de 
igual  mes  de  Junio  el  Arquitecto  municipal  de  laiSeceióu  que  no  había  in- ' 
conveniente  en  que  continuaran  las  obras,  cuya  terminación  participó  el 
precitado  Arquitecto  ürquisa  en  20  de  Octubre  del  mismo  afio  al  Teniente 
de  Alcalde,  quien  en  10  de  Noviembre  siguiente,  de  acuerdo  con  lo  infor- 
mado por  el  Arquitecto  municipal,  autorisó  el  arriendo  de  la  repetida 
casa,  mandando  dar  conocimiento  de  este  acuerdo  al  daefio  de  ella;  ha- 
biéndose entendido  igaalmente  el  cumplimiento  con  D.  Atanasio  Qntié- 
rres,  que  suscribió  el  enterado: 

Resultando  que  de  una  relación  de  alquileres  de  los  locales  que  ocupa- 
ban las  Oasas  de  Socorro,  formada  por  la  Contaduría  del  Ayuntamiento,. 
y  de  un  asiento  del  libro  Diario  de  su  Intervención  de  ingresos,  aparece 
que  se  acreditaron  á  D.  Anastasio  Gutierres,  como  daefio  de  la  casa  nú- 
mero  6  de  la  calle  de  los  Dos  Amigos,  187  pesetas  60. céntimos  por  los  al- 
quileres correspondientes  á  la  primera  quincena  de  Julio  de  1888: 

Resultando  que  el  D.  Anatasio  Gutierres  presentó  al  Alcalde  Presidente 
del  Ayuntamiento^  en  18  de  Septiembre  del  miamo  afio  de  1888,  una  ms- 
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tancia  reclamando  el  pago  de  loa  alquileres  deade  el  día  en  que  ae  iraal&dd 
la  Gaaa  de  Socorro  haata  el  vencimiento  del  trimeetre,  máa  laa  8.000  pe«^- 
tH8  pactadas  por  los  perjuicios  cansados  por  las  obraa  para  la  instalación  de 
aquélla,  tramitándose  esta  instancia  en  la  Comisión  segunda  del  AyuníM- 
miento,  con  audiencia  del  Presidente  de  la  Casa  de  Socorro  y  de  los  Leirm- 
dos  consistoriales,  de  conformidad  con  los  cuales  informó  aquélla,  propo- 
niendo, entre  otras  conclusiones  aceptadas  todas  por  el  Alcalde  en  %%  de 
Mayo  de  1889,  que  D.  Anastasio  Gutiérrez,  duefio  de  Ja  casanúm.  6  de  le 
calle  de  los  Dos  Amigos,  no  tenia  derecho  á  lo  que  pedia;  de  cuyo  acuerdo, 
como  tal  dueño  de  dicha  casa,  se  alzó  el  D.  Atanasio  ante  el  Gobemedor 
civil  de  la  provincia,  interponiendo  luego  recurso  contencioso  administra- 
tivo ante  el  Tribunal  provincial  de  esa  jurisdicción,  j  formalizado  qne 
hubo  la  demanda  y  conferido  traslado  de  ella  al  Letrado  del  Ayuntamiento, 
propuso  éste  en  tiempo  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  juris- 
dicción, así  por  razón  de  la  materia  como  por  estar  interpneato  el  recnreo 
fuera  del  término  legal,  siendo  estimada  por  ambas  causas  la  excepóón, 
y  declarándose,  en  consecuencia,  sin  curso  la  demanda  en  auto  que  el  ex- 
presado Tribunal  provincial  dictó  en  17  de  Julio  de  1890: 

Resultando  que  en  l.o  de  Marzo  de  1892  dedujo  D.  Anastasio  Gutierres 
ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Buena  vista  demanda  promovioido 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  para  que  se  condenara  al  Aynnie- 
miento  de  Madrid  á  pagarle  las  4.126  pesetas,  1.125  por  alquileres  corres- 
pondientes á  un  trimestre  del  arrendamiento,  y  3.000  por  los  perjuicios 
causados,  con  más  las  costas;  para  lo  cual  expuso  parte  de  los  hechos  que 
van  relacionados,  y  además  de  otros  sin  importancia  para  la  cuestión  de 
este  recurso,  que  la  casa  nóm.  6  de  la  calle  de  los  Dos  Amigos  había  pa- 
gado á  ser  de  su  propiedad  por  escritura  de  compraventa  de  8  de  Febrero 
de  1886,  según  se  hizo  saber  al  Ayuntamiento  como  parte  contratante  in- 
teresada, alegando  las  consideraciones  legales  que  estimó'  pertinentes: 

Resultando  que  al  contestar  el  Ayuntamiento  pidió  se  le  absolviera  de 
la  demanda,  condenando  en  costas  al  actor;  alegando  al  efecto,  juntamente 
con  otras  muchas  cosas  que  en  nada  se  refieren  á  la  cuestión  del  día,  qne, 
pues  el  demandante  expresaba  que  la  casa  calle  de  los  Dos  Amigos  había 
pasado  á  ser  de  su  propiedad  por  escritura  de  compraventa  de  8  de  Fe- 
brero de  1866,  que  se  había  hecho  saber  al  Ayuntamiento,  resultaba  por 
estos  hechos  su  falta  de  personalidad  y  derecho,  porque,  conforme  al  nú- 
mero 2.0  del  art.  503  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á  toda  demanda 
debe  acompañarse  necesariamente  el  documento  nue  acredite  el  carácter 
con  que  el  litigante  se  presente  en  juicio,  cuando  el  derecho  qne  redams 
provenga  de  habérselo  transmitido  otro  por  cualquier  título,  y  por  tanto» 
D.  Anastasio  Gutiérrez,  que  arrendó  las  habitaciones  de  la  caaa  en  concepto 
de  apoderado  del  Marqués  de  Bendaüa,  su  duefio,  y  que  no  presentaba  do- 
cumento que  acreditara  su  carácter  de  propietario  de  aquélla,  carecía  ds 
personalidad,  con  arreglo  al  núm.  2.^  del  art.  633  de  la  citada  ley  y  á  la 
doctrina  del  Tribunal  Supremo  de  2  de  Marzo  de  1867: 

Resultando  que  Gutiérrez  replicó  que  en  su  día  había  presentado  la 
escritura  de  compraventa  de  la  casa  al  Ayuntamiento  de  Madrid,  quien 
tomó  nota  de  ella,  y  durante  mucho  tiempo  le  había  reconocido  ese  carác- 
tei,  que  no  le  había  sido  negado  ni  desconocido  en  ninguna  de  sos  recla- 
maciones administrativas,  ni  en  la  qne  propuso  ante  el  Tribunal  provin- 
cial de  lo  Contencioso,  y  que,  por  lo  tanto,  holgaba  hoy  is  falU  de  perso- 
nalidad que  se  le  imputaba;  y  el  Ayuntamiento,  al  duplicar,  opuso  á  esto, 
que  aun  cuando  fuese  cierta  la  presentación  de  la  esoriturá  de  compra  de 
la  finca,  lo  cual  no  constaba  en  el  expediente  y  por  eso  lo  negaba,  el  de- 
mandante no  había  podido  dispensarse  de  cumplir  el  preeepto  de  la  ley» 
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qne  le  impoi^ía  la  obligación  de  acreditar  el  carácter  con  qae  comparecía 
en  eete  jálelo  y  formnlaba  sa  demanda: 

Beenltando  qne,  recibidos  Iob  antoa  á  prueba  j  nnidai  á  ellos  las  prac 
tícadas,  al  evacuar  el  traslado  para  concluir  haciendo  el  resumen  de  elias» 
expuso  el  demandante,  acerca  de  la  excepción  de  su  falta  de  personalidad 
y  de  derecho,  que  éstos  estaban  reconocidos  desde  hacía  largo  tiempo  por 
el  mismo  Ayuntamiento,  y  asi  lo  demostraban  el  requerimiento  de  8  de 
Junio  de  1888  á  Gutiérrez,  como  dueño  de  la  finca;  los  oficios  de  10  y  18 
del  mismo  mes,  en  que  se  le  daba  y  reconocía  tal  carácter;  la  liquidación 
de  alquileres  en  el  primer  mes  del  primer  trimestre  del  afio  económico  de 
1888  á  89,  hecha  por  la  Contaduría  de  la  Corporación  demandada;  y  en  la 
vía  eontensiosa,  el  auto  del  Tribunal  provincial  recaído  en  actuaciones 
motivadas  por  reclamación  igual  á  la  deducida  en  este  pleito,  y  en  la  que 
la  personalidad  y  derecho  del  demandante  habían  sido  reconocidos  por  el 
demandado,  y  éste,  evacuando  luego  él  mismo  traslado,  expuso:  que  aun 
cuando  en  el  oficio  de  10  de  Junio,  el  Maestro  de  obras  Solé  dijera  ser  de 
propiedad  de  Gutiérrez  la  casa  núm.  6  de  la  calle  de  los  Dos  Amigos,  cuya 
medianería  había  reconocido,  no  era  la  prueba  tasada  que  la  ley  exigía, 
iii*esa  aseveración  documento  suficiente  para  justificar  el  hecho;  que  en 
enante  al  oficio  de  18  del  dtado  mes  de  Junio,  que  suscribía  el  Arquitecto 
ürqnisa,  ni  aun  contenía  aquella  indicación,  y  no  había  motivo  para  qne 
lo  invocara  el  actor;  que  aun  cuando  en  la  liquidación  de  alquileres  por  la 
primera  quincena  de  Julio  de  1888  se  atribuyera  al  demandante  el  carác- 
ter de  dueño,  se  debía  á  qne,  á  nombre  suyo,  se  habían  extendido  todos 
los  libramientos  desde  1884,  en  que  se  celebró  el  contrato;  y  por  último, 
<que  no  era  cierto  que  en  las  actuaciones  ante  el  Tribunal  provincial  de  lo 
Contencioso  se  le  reconociera  su  personalidad  y  derecho,  pues  se  había 
opueato  á  la  demanda  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción,  y 
«lólo  en  el  segundo  resultando  de  la  sentencia  se  había  referido  como  an- 
tecedente que  Gutierres  había  acudido  en  concepto  de  duefto,  pidiendo  al 
Alcalde  lo  mismo  que  albora  reclama: 

Besnltando  que  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  Ja  Audiencia  de  esta 
corte,  dictó,  en  24  de  Mayo  del  corriente  afio,  sentencia,  en  la  qne  revo- 
cando la  del  Juzgado  solamente  en  cuanto  á  la  imposición  de  las  coataa 
de  la  primera  instancia,  condenó  al  Ayuntamiento  de  Madrid  á  que  dentro 
del  término  de  quinto  día,  luego  que  esta  sentencia  fuese  firme,  pagara 
en  efectivo  á  D.  Anastasio  Gutiérrez  Benito  las  cantidades  reclamadas  de 
1.125  pesetas  por  el  trimestre  qne  empezó  á  correr  en  l.o  de  Julio  de  1888, 
que  debía  habérsela  anticipado  y  no  lo  verificó,  por  la  casa  arrendada;  y 
las  3.000  pesetas  más  por  la  indemnización  de  perjuicios  determinada 
para  dicho  caso;  sin  hacer  especial  condenación  de  costas  de  ninguna  de 
las  dos  instancias: 

Resultando  qne  con  el  depósito  de  500  pesetas  interpuso  el  Ayunta  ^ 
miento  de  Madrid  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  di* 
ciando  fundarlo  en  el  núm.  2.o  del  art.  1693  de  la  ley  de  £  ajuiciamiento 
civil,  por  la  falta  de  personalidad  en  el  demandante  D.  Anastasio  Gutiérrez 
Benito,  que  había  sido  excepcionada  desde  la  contestación  á  la  demanda, 
y  reclamada  también  en  la  segunda  instancia;  y  por  un  otrosí  hizo  la  pro- 
testa de  formalizar  en  su  caso  el  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magiat  rado  D.  José  de  Gamica: 

Considerando  qne  |a  falta  de  personalidad  del  litigante,  que  constitoye 
vicio  esencial  del  procedimiento,  y  que  da  lugar  á  recurso  de  casacióa  por 
quebrantamiento  de  forma,  consiste  en  la  incapacidad  absoluta  para  liti- 
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gar  ó  en  no  acreditar  el  carácter  ó  representación  qne  oatenté,  cuando  no 
accionó  por  sn  propio  derecho: 

€k>oBÍderaDdo  qae  en  el  caso  actaal,  no  habiéndose  presentado  ]>oii 
Anastfoio  Gutiérrez  con  otro  carácter  qne  con  el  de  sn  personalidad  nata- 
ral,  y  ejercitando  los  derechos  que  le  puedan  corresponder  por  ser  duefSo 
de  la  finca  arrendada,  y  no  habiéndose  impugnado  siquiera  sn  capacidad 
general  para  estar  en  juicio,  carece  de  todo  fundamento  la  alegación  de  la 
llamada  falta  de  personalidad,  que  si  se  demostrase  en  el  sentido  en  que 
•e  ha  atilisado  durante  el  pleito,  sería  falta  de  acción  ó  de  derecho: 

Considerando  qne  el  art  1696  exige,  para  que  pueda  ser  admitido  ék 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  qne  se  haya  pedido  la 
subsanación  de  la  falta  en  la  instancia  en  qne  se  cometió,  y  qne  si  há- 
blese ocnrrido  en  la  primera,  se  haya  reproducido  la  petición  en  la  se- 
gunda en  la  forma  especialmente  prevenida  en  el  859;  y  que  el  recurrente 
no  cumplió  estos  requisitos  y  se  limitó  á  oponer  á  la  demanda,  entre  otras 
cosas,  medios  de  defensa,  lo  que  ahora  llama  falta  de  personalidad,  y  ape- 
lar de  la  sentencia  en  el  fondo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurva 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  el  Ayunte* 
miento  de  Madrid,  al  que  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del 
depósito  que  ha  constituido,  qne  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  pro- 
cédase  á  la  snstanciación  del  recurso  anunciado  en  el  fondo. — (Sentenda 
4>nblicada  el  22  de  Diciembre  de  1893,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  24  de 
Enero  de  1894.)  * 
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RiEccmso  DB  0A8ACIÓN  (23  de  Diciembre  de  1893).'-8ala  de  lo  civil.— 
IMidad  de  una  escritura.—No  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por 
D.  Antonio  Gómee  Gigio  en  autos  con  D.  Pedro  Jnan  Alvareda  (Aadien- 
cia  de  Sevilla),  y  se  resuelve: 

Que  e$  inadmisible  el  recurso  de  casacián  que  parte  del  supuesto  de  que 
la  Sala  sentenciadora  ha  desconocido  la  eficacia  de  las  pntebas  praetieadi» 
en  el  juicio,  prescindiendo  de  la  facultad  de  dicha  Salapara  apreciar  la 
prueba  eon  libertad  de  criterio,  y  aun  efi  el  caso  de  haberse  cometido  error  de 
hecho  ó  de  derecho  en  dicha  apreciación,  sólo  podria  discutirse  tal  "^remo^ 
Mediante  la  cita  en  el  recurso  del  tiútn.  7.o  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjm- 
ciamiento  civil,  como  fundamento  ó  apoyo  del  mismo. 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  dictó  en^ 
24  de  Marzo  del  corriente  afio  sentencia  revocatoria,  declarando  que  caie 
ce  de  eficacia  y  no  tiene  valor  legal  la  escritura  de  13  de  Octubre  de  1887^ 
otorgada  en  la  ciudad  de  Cádiz,  en  cuanto  por  ella  reconoció  el  deman- 
dante D.  Pedro  Juan  Alvareda  estar  gravada  la  casa  de  su  propiedad, 
site  en  la  plaza  de  las  Descalzas,  hoy  Topete,  núm.  4  moderno  de  dicha 
dudad,  con  los  cuatro  capitales  de  censo  que  en  ella  se  mencionan,  man- 
dando cancelar  la  inscripción  que  de  ellas  se  hubiese  hecho  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad,  y  condenando  al  demandado  D.  Antonio  Gómez  Gano 
á  devolver  al  demandante  las  cantidades  que  en  concepto  de  réditos  tenia 
percibidas,  así  como  el  importe  de  las  costas  de  los  cuatro  juicios  en  que 
se  acordó  el  abono  de  aquéllos;  fundándose  este  fallo  en  no  ester  probada 
Ja  existencia  de  dichos  censos,  ni  á  favor  de  quién  se  hallaban  constitui- 
dos, y  qne  aun  cuando  aqnélla  estuviese  demostrada,  habrían  quedado- 
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pretéritas  y  eztiogaidM  las  acciones  para  reclamar,  no  sólo  las  pendonsB 
de  los  mismos,  sino  también  el  reconocimiento  de  so  capital: 

Resaltando  que  invocando  el  núm.  l.o  del  art.  1692  de  la  ley  de  Kn- 
joiciamiento  civil,  ha  interpuesto  D.  Antonio  Gómea  Gano  recnrso  de  ca- 
sación, alegando: 

Primero.  Qae  al  ordenarse  la  cancelación  de  los  grayájnenes  en  el 
Registro  de  la  propiedad,  por  estimar  qae  no  se  hallan  debidamente  jos- 
tificados,  se  comete  nn  error  y  se  infringen  las  doctrinas  legales  estable- 
cidas por  este  Supremo  Tribanal  en  diferentes  sentencias  qae  se  citan, 
poes  si  b;en  las  lejes  de  Partida  eligían  el  otorgamiento  de  escritura  pú- 
'blica  para  la  constitución  de  los  censos,  nada  preceptuaban  acerca  del 
modo  de  probar  su  existencia,  que  podía  hacerse  por  otros  medios,  como 
en  este  pleito  se  había  realizado,  supliendo  la  omisión  de  aqu¿  docu- 
mento: 

Segqndo.    Qae  se  ha  infringido  el  art.  696,  núm.  l.o,  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  en  que  se  declaran  documento  público  y  solemne  la» 
ejecutorias  y  actuaciones  judiciales  de  toda  especie,  sin  embargo  de  lo 
cual  se  estimaba  como  referencia  insuficiente  para  evidenciar  la  existen 
cía  de  los  censos  el  mandamiento  judicial  en  virtud  del  cual  se  inserí 
bieron; 

Y  tercero.  Que  no  es  exacta  la  prescripción  que  se  aduce,  oontravi- 
nióndose  al  afirmarla  el  art  1948  del  Código  civil,  que  dispone  que  cual* 
<auier  reconocimiento  expreso  ó  tácito  que  el  poseedor  hiciera  del  derecho 
del  dueño  interrumpe  la  prescripción. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Montero: 
Considerando  que  las  infracciones  de  ley  alegadas  con  relación  al  ni!b- 
mero  l.^'  del  art.  1692,  que  se  invoca  para  autorizar  el  recurso,  no  tíene 
por  objeto,  según  los  razonamientos  en  él  empleados,  demostrar  la  viola- 
•ción,  interpretación  errónea  ó  aplicación  indebida  de  leyes  ó  doctrina  le- 
gal aplicables  al  caso  del  pleito,  sino  que  parten  del  supuesto  de  que  1» 
Bala  sentenciadora  ha  desconocido  la  eficacia  de  las  pruebas  practicadas 
en  el  mismo,  y  como  semejante  propósito  es  contrario  á  la  ley  en  cuanta 
desconoce  la  facultad  del  Tribunal  sentenciador  para  apreciar  la  prueba 
oon  libertad  de  criterio,  á  menos  que  en  dicha  apreciación  cometa  error 
de  derecho  ó  de  hecho,  y  en  este  caso  sólo  podría  discutirse  mediante  la 
cita  en  el  recurso  del  núm.  7.o  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjaidamiento 
civil,  en  cuya  disposición  legal  no  se  apoya  el  interpuesto  por  la  represen- 
tación de  Gomes  Cano,  por  lo  que  nO  es  admisible  con  arreglo  á  la  ley 
citada; 

Se  declara  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de.  casación  por 
Infracción  de  ley,  interpuesto  por  D.  Antonio  Gómez  Cano,  contra  la  sen- 
tencia que  en  24  de  Marzo  del  corriente  año  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Sevilla,  y  se  condena  al  recurrente  en  las  costas;  y  líbrese  A 
dicha  Audiencia  la  certificapión  correspondiente,  con  devolución  del 
apuntamiento  remitido,  pubUcándose  este  auto  en  la  forma  prevenida  por 
la  ley.— (Auto  fecha  28  de  Diciembre  de  1893,  é  inserto  en  la  Gaceta  de 
24  de  Enero  de  1894.) 
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Bioupso  DK  OASAOióir  (26  de  Diciembre  de  1893). — Sala  de  lo  civil.— ^ 
Defensapor  pohre,^^o  ha  lugar  al  interpuesto  por  Dofia  Francisca  Ferrer 
del  Coll  en  autos  con  D.  José  Alimón  y  otros  (Audiencia  de  Barcelona.)» 
j  se  resuelve: 
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Que  no  itifrifige  los  artículos  13  y  15  de  la  ley  de  Enjuiciofniento  civU, 
y  se  ajusta  por  el  contrario  eutrictamente  á  lo  prevenido  por  la  misma,  la  wen- 
tencia  que  deniega  el  beneficio  de  pobreza  á  un  litigante,  que  después  de  ha- 
berse defendido  como  rico,  solicita  dicho  beneficio  en  incidencia  de  la  ^ecu-  ' 
ción  de  sentencia,  si  la  Sala  sentenciadora  estima  que  no  se  ha  probado  en  los 
términos  que  previene  el  art,  24  el  hecho  de  haber  venido  á  pobreza  después 
de  entablado  el  pleito. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Diciembre  de  1893,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos,  en  virtad  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Igualada  y  en  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  Doña  Francisca  Fe- 
rrc-r  del  Coll  y  Vidal,  vecina  de  Fiera,  sin  profesión  especial,  representada 
por  el  Procurador  D.  Luis  de  Figuerola  y  defendida  por  el  Licenciado  Don 
Pedro  García  de  Garamendi,  con  D.  José  Arimón  y  Vidal,  del  comercio, 
vecino  de  Sabadell,  y  D.  Pedro  Miramunt  y  Serra,  labrador,  vecino  de 
Fiera,  que  no  han  comparecido  en  este  Supremo  Tribunal,  y  con  D.  Vi- 
cente Soteras  y  Vidal,  labrador,  vecino  de  Fiera,  y  en  su  nombre  el  Pro- 
curador D.  Antonio  Bendicho,  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  Francisco 
Lastres,  y  la  representación  del  Estado,  sobre  defensa  por  pobre: 

Resultando  que  Doña  Francisca  Ferrer  del  Coll  promovió  contra  su 
marido  D.  Vicente  Soteras  el  juicio  de  divorcio,  que  fué  estimado  en  tres  j 

instancias,  y  al  propio  tiempo  el  de  depósito  y  alimentos,  que  le  fueron  | 

concedidos  provisionalmente  en  cantidad  de  8  pesetas  diarias,  que  fueron 
reducidas  después  á  3: 

Resultando  que,  habiéndose  procedido  contra  los  bienes  de  D.  Vicente 
Soteras  para  el  pago  de  las  costas  y  demás  responsabilidades  por  resul- 
tado de  dichos  juicios,  le  fueron  embargados  diferentes  bienes  y  los  íra- 
tos  y  rentas  que  produjesen,  nombrándose  un  administrador  judicial,  en' 
cnyo  estado  se  suspendió  el  procedimiento  de  apremio,  por  haberse  pro- 
movido una  tercería  de  dominio  por  D.  José  Arimón  y  D.  Pedro  Miramunt 
y  Serra;  y  personada  la  demandada  Doña  Francisca  Ferrer  del  Coll,  ha- 
biendo manifestado  por  un  otrosí  de  su  escrito  de  8  de  Agosto  de  1889 
que  por  su  estado  de  pobreza  debía  acogerse  al  beneficio  que  concedía  la 
ley,  se  le  señaló  el  término  de  quince  días  para  formular  la  correapon- 
diente  demanda: 

Resultando  que  en  l.o  de  Octubre  siguiente  la  dedujo,  en  efecto,  ale- 
gando que  carecía  de  bienes,  rentas  y  profesión;  que  desde  Julio  de  IHST 
no  le  habla  satisfecho  su  marido  los  alimentos  que  la  había  prometido  en 
juicio,  no  contando  para  vivir  más  que  con  los  alimentos  eventuales  ó  in- 
dispensables que  la  prestaba  su  padre  D.  Juan  Ferrer,  teniendo  en  sa 
compañía  una  hija  menor,  que  también  carecía  de  bienes,  y  viviendo  am- 
bas en  la  casa  en  despoblado,  sita  en  término  de  Fiera,  sin  pagar  alquiler 
alguno,  por  gracia  que  le  hacía  su  padre,  no  teniendo  el  usufructo  ni  x>ar- 
ticipando  de  los  bienes  del  marido  por  estar  divorciada: 

Resultando  que  D.  José  Arimón  y  D.  Pedro  Miramunt  impugnaron  esta 
demanda,  alegando  que  Doña  Francisca  Ferrer  promovió  en  forma  de  rica 
el  juicio  de  divorcio  y  el  de  depósito  de  alimentos  provisionales,  en  cuyo 
concepto  continuó  uno  y  otro  en  todas  las  instancias;  que  la  demanda  se 
fundaba  en  la  demora  de  Soteras  en  pagar  Jos  alimentos  á  la  demandante, 
pero  olvidaba  que  en  1887  se  había  decretado  el  divorcio  sin  percibir 
aquélla  pensión  alguna,  y  á  pesar  de  ello  continuó  litigando  como  rica 
ante  el  Juzgado,  la  Audiencia  y  el  Tribunal  Supremo,  y  aun  en  las  dili- 
gencias de  cumplimiento  para  el  pago  de  costas  promovido  por  la  misma; 
y  que  sn  estado  civil  quedó  determinado  con  la  ejecutoria  dictada  por  la 
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jariedicoión  ededáatica^  j  á  pesar  de  ello  continuó  litigando  como  rica 
haau  1889: 

Besnltando  qae  D.  Vicente  Boteras  no  compareció  á  contestar  la  de- 
manda, y  la  representación  del  Estado  se  opnso  á  ella  mientras  no  se  jus- 
tificase la  pobreza: 

j^esaltando  qae  recibido  el  incidente  á  prneba,  D.  Vicente  Soteras  de- 
claró)  absolviendo  posiciones,  que  no  podía  precisar  la  fecha  en  que  había 
dejado  de  pagar  los  alimentos,  pero  recordaba  que  en  un  principio  satiafa- 
cia  8  pesetas  diarias,  y  que  aun  cuando  por  la  Audiencia  del  territorio  se 
le  señalaron  8  pesetas,  las  entregaba  al  Jnes  municipal  de  Fiera,  según 
costumbre,  resistiéndose  á  cobrarlas  su  esposa  y  quedando  sobre  la  mesa 
del  Juzgado,  no  siendo  cierto  que  por  no  satisfacer  los  alimentos  se  hi- 
ciera cada  día  máa  precaria  su  situación,  pues  yivía  muy  desahogada- 
mente, vistiendo  con  lujo: 

Besultando  que,  á  instancia  de  los  terceristas,  se  puso  testimonio  de 
que  ni  en  los  autos  de  depósito  ni  en  los  de  alimentos  provisionales,  ni 
en  las  diligencias  de  apremio,  había  utilizado  Dofia  Francisca  Ferrer  el 
beneficio  de  pobreza,  habiendo  usado  también  el  papel  de  rico  el  adminis- 
trador judicial  nombrado: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  dictó,  en  12  de  Noviembre  de 
1892,  sentencia  confirmatoria  con  las  costas,  denegando  á  Dofia  Francisca 
Ferrer  del  Goll  y  Vidal  el  beneficio  de  pobreza  pretendido: 

Resultando  que  Dofia  Francisca  Ferrer  del  Goll  y  Vidal  ha  interpuesto 
recurso  de  casación,  alegando: 

Primero.  Que  la  sentencia  infringe  los  artículos  Í3  y  16  de  la  ley  do 
Enjuiciamiento  civil;  en  cuanto  el  primero  establece  que  la  justicia  se  ad- 
ministrará gratuitamente  á  los  pobres  que  por  los  Tribunales  y  Juzgados 
sean  declarados  con  derecho  á  este  beneficio;  y  el  segundo,  indica  los  que 
pueden  ser  declarados  pobres,  en  cuyo  número  había  de  contarse,  al  te- 
nor de  las  pruebas  practicadas  en  el  incidente,  á  la  recurrente,  por  haber 
justificado  plenamente  que  carecía  de  bienes  y  rentas,  no  ejercía  industria 
ni  comercio,  ni,  por  consiguiente,  pagaba  contribución  alguna,  por  más 
que  le  asistía  el  derecho  de  percibir  una  pensión  alimenticia,  que  desde 
mediados  del  afio  1887  no  había  logrado  hacer  efectiva; 

Y  segundo.  Que  al  calificar  la  sentencia  á  la  recurrente  de  actora  de  la 
tercería  de  dominio  instada  por  Arimón  y  Miramunt,  por  haber  sido 
actora  en  los  juicios  de  que  se  originaban  las  diligencias  de  ejecución  de 
sentencia,  en  cuyos  méritos  la  tercería  fué  promovida,  infringe  la  senten- 
cia el  concepto  jurídico  de  actor  ó  demandante,  que,  derivándose  de  1& 
acción,  por  ser  actor  aquel  á  quien  la  acción  compete,  prescinde  de  que 
la  acción  es  el  derecho  de  perseguir  en  juicio  lo  que  se  nos  debe,  y  e» 
actor  el  que  tiene  ese  derecho  en  conformidad  con  lo  que  determinan  el 
proemio  de  la  Instituta,  tít.  6.o,  libro  AJ°  De  ncticnibua,  y  la  ley  51,  Dig.,  li- 
bro 44  De  ohUgatúmibua  et  acHonibuBy  que  así  resultaban  infringidas  por  el 
íallo;  infringiéndose  también  en  este  concepto  el  art.  1534  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  y  el  1539,  que  atribuyen  el  carácter  de  demandante  al 
tercerista,  y  de  demandados  al  ejecutante  y  al  ejecutado;  y  al  calificar  la 
aentencia  de  cuestión  incidental  la  tercería  para  equipararla  á  los  inceden- 
tes,  desde  el  punto  de  vista  que  adoptaba  para  su  resolución,  que  era  el  (ie 
considerar  actor  ó  demandante,  no  id  que  promueve  la  demanda  inciden- 
tal en  una  cuestión  de  esta  clase  que  surgiera  en  los  juicios,  sino  al  que 
era  actor  en  éstos,  atribuye  una  extensión  indebida  á  la  palabra  cuestión 
incidental^  conforme  lo  justificaba  el  mismo  procedimiento  que  debía  se- 
guirse en  la  tercería,  distinto  en  absoluto  del  de  los  incidentes,  iníriiv-. 
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gieodo  así  los  articalos  747  y  749,  760  y  1634  de  U  ley  de  EajaiciamieiiCo 
civil,  qae  fijan  los  mencionados  procedimientos,  y  establecen  la  Hoea 
divisoria  insalvable  entre  los  verdaderos  incidentes  y  las  tercerías,  que 
sólo  se  llaman  caestjones  incidentales,  de  los  juicios  ejeentivos,  porque  se 
promaeven  en  sut  méritos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Gonsiderando  qae  promovida  la  declaración  de  pobreaa  por  Dolía  Fran- 
cisca Ferrer  del  Coll  despnés  de  terminado  el  juicio  de  divordo  en  el  que 
intervino  como  rica,  ó  igualmente  en  la  diligencia  de  depósito,  alimeotos 
provisionales  y  apremio  para  la  ejecución  de  la  sentencia  recaída  en  el  pri- 
mero, al  pretender  que  se  le  otorguen  los  beneficios  de  pobre  en. la  terce- 
ría nacida  en  méritos  de  dicha  ejecución  de  sentencia,  y  denegados  en  el 
iailo  recurrido,  por  estimar  que  no  lo  ha  probado  en  los  términos  que  pre- 
viene el  art.  24  de  la  iey  de  Enjuiciamiento  civil,  lejos  de  ser  infringidas 
las  disposiciones  citadas  «n  el  primer  motivo  del  recurso,  se  ajusta  estric- 
tamente á  lo  prevenido  por  la  ley: 

Considerando  que,  ya  sea  actor  ó  bien  demandado,  le  es  aplicable  lo 
dispuesto  en  el  repetido  art  24,  lo  cual  hace  ineficax  el  contenido  del  se- 
gundo motivo  de  casación,  y  más  aún  no  citándose  el  mismo  como  infrin- 
gido, y  sí  se  invocan  otras  disposiciones  legales  qne  no  lo  han  sido; ' 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  hab^  lugar  al  recarao 
de  casación  interpuesto  por  Dofia  Francisca  Ferrer  del  OoU  y  Vidal,  á 
quien  condenamos,  por  razón  de  depósito,  al  pago  de  la  cantidad  de  1.000 
pesetas,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  libresca 
la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspondiente,  con  devolndón 
del  apuntamiento  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  86  de  Diciem- 
bre de  1898,  é  inserta  en  la  Qaeeta  de  24  de  Enero  de  1894.) 
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Bbcubso  dx  casación  (27  de  Diciembre  de  1893).-«8ala  de  lo  civil. — 
Fago  de  cantidad,--^o  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  D.  In  • 
dalecio  Eucinas  Vera  en  autos  con  D.  Santiago  de  Ángulo  Ortix  (Audien- 
cia de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  es  inadmiHble  el  recuno  de  ea$(»ción  par  infraeeián  de  ley,  en  que  m 
combate  la  apreciacián  de  la  prueba  hecha  por  la  Sala  sentenciadora  si»  que 
para  ello  se  ajuste  el  recurrente  á  lo  presento  en  el  núm,  7.^  del  art.  169$  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  no  citarse  concretamente  los  doeumeníoe  ó 
actos  auténticos  que  demuestren  el  error  de  derecho  ó  de  hecho oomeHdo,  y  fifi 
que  se  invoque  la  ley  vigente  sobre  el  valor  y  eficacia  de  hsprudfos  en  juicio 
que  hubiere  sido  infringida: 

Que  el  hecho  de  no  hacer  la  sentencia  declaración  alguna  sobre  lapretem- 
sián  deducida  en  él  curso  del  juicio  de  que  se  expidiera  tanto  de  culpa  por  una 
supuesta  fals^acián,  no  da  lugar  al  recurso,  porque  no  eonstituve  la  mate- 
ria del  pleito,  ni  puede  serlo  de  casación  en  lo  civil,  no  teniendo  además  dicha 
resolución  carácter  de  definitiva,  toda  ves  que  la  parte  puede  ^ercitar  s»  ac- 
ción para  perseguirla  en  la/orma  y  el  tiempo  gfte  la  le¡f  tiene  prescrito  para 
tUo: 

Que  los  artículos  514  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  d  114  de  ¡a  de 
Enjuiciamiento  criminal,  no  pueden  ser  invocados  en  un  reeurso  de  easaeiám 
civil  en  el  fondo,  por  ser  la  primera  de  dichas  disposiciones  de  mero  prooeái' 
miento,y  la  segunda  de  natwralesa  criminal. 
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Refoltando  qae  D.  ladaleeio  Encina  y  Vera  dednjo  demanda  contra 
J>,  Santiago  de  Angnk)  y  Ortiz  para  el  pago  de  20.089  pesetas,  saldo  qne 
Teanitaba  á  sa  favor  de  las  cuentas  de  la  administración  de  varias  fincas 
«que  había  desempefiado  de  la  propiedad  del  demandado: 

Resoltando  que  impugnada  la  demanda  por  Ángulo,  y  sustanciado  el 
juicio  en  doa  instancias,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
corte  dictó,  en  l.o  de  Marzo  del  corriente  afio,  sentencia  confirmatoria  con 
las  costas,  absolviendo  á  D.  Santiago  de  Ángulo  de  la  demanda: 

Resultando  que  D.  Indalecio  Encina  ha  interpuesto  recurso  de  easación, 
con  arreglo  á  lo  disimesto  en  los  números  l.o,  3.o  y  7.o  del  art.  1692  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando: 

Primero.  Qne  se  ha  ipíringido  el  principio  de  derecho  actore  tu>n  pro- 
'hante  rcM  ett  absolveniua,  invocado  inoportunamente  en  el  fallo,  por  par- 
tir del  supuesto  de  qne  el  demandante  no  habla  probado  su  demanda,  lo 
cual  resultaba  en  contradicción  con  lo  que  constaba  en  los  autos: 

Segundo.  Qne  resulta  infringida  la  ley  1>,  t(t.  14,  Partida  8  a,  por 
incurrirse  en  el  error  de  hecho  de  suponer  que  por  esta  parte  no  se  ha- 
bían justificado  los  fundamentos  de  su  demanda,  error  de  hecho  y  aplica- 
ción indebida  de  derecho  que  resultaba  de  documentos  y  actos  auténticos 
unidos  al  pleito,  no  redargüidos  de  falsos  bajo  concepto  alguno  por  la 
parte  demandada,  que  se  había  concretado  á  hacer  apreciaciones  contra- 
rias á  su  resultancia,  apareciendo  asimismo  infringidas  las  leyes  114  y  119, 
tít  18,  y  8.%  tít.  14,  Partida  3>,  que  determinan  que  cuando  la  Sala  sen- 
tenciadora incurre  en  errores  de  hecho  qne  aparezcan  de  documentos  an- 
ténticos,  sus  fallos  no  pueden  prevalecer,  y  esto  era  precisamente  lo  que 
ocurría  en  este  caso: 

Tercero.  Que  en  el  escrito  de  conclusiones  se  habían  hecho  por  esta' 
parte  pretensiones  para  el  tanto  de  culpa  por  la  falsificación  de  documen- 
tos privados,  y  la  sentencia  recurrida  no  contenía  declaración  alguna  qne 
se  refiriera  á  este  extremo: 

Ouarto.  Que  ha  incurrido  la  sentencia  en  error  de  hecho  al  apreciar  las 
pruebas,  por  no  haber  tenido  en  cuenta  las  solicitudes  deducidas  sobre 
falsedades  cometidas  en  documentos  de  infiuencia  notoria  en  el  pleito, 
procediendo,  como  conseeaenda  de  esto,  el  recurso  que  interpone  confor- 
me á  la  jurisprudencia  establecida  en  diferentes  sentencias  de  este  Su- 
premo Tribunal  que  cita,  y  en  que  se  determina  que  aquellos  fallos  no  po- 
drán prevalece  cuando  al  apreciar  la  prueba  incurre  la  Sala  sentenciadora 
en  error  de  derecho  ó  en  error  de  hecho,  que  era  el  caso  de  aplicación  á 
este  recurso,  por  cuanto  los  documentos  presentados  por  la  parte  deman- 
dada eran  falsos,  estaban  redargüidos  en  este  sentido,  y  criminalmente 
por  esta  parte  y  su  querella  le  estaba  admitida  por  el  Juzgado,  como  cons- 
taba á  este  Supremo  Tribunal  pof  el  incidente  que  había  promoviiio 
ante  él; 

Quinto.  Y  que,  por  último,  consideraba  de  aplicación  alegar,  como  fun- 
damento del  recurso,  lo  dispuesto  en  el  art.  614  de  la  ley  Procesal  civil,  y 
114  de  la  criminal,  invocando  para  ello  todo  lo  qne  constaba  en  el  inci- 
dente de  que  hacía  expresión  en  el  anterior  motivo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Considerando  que  en  los  motivos  primero,  segundo  y  cuarto  del  recurso 
se  combate  la  apreciación  de  prueba  hecha  por  la  Sala  sentenciadora,  sin 
<7ue  para  ello  se  ajuste  el  recurrente  á  lo  prescrito  en  el  art.  1692,  núm.  T.e, 
de  la  ley  Procesal,  citando  concretamente  los  documentos  ó  actos  auténti- 
cos que  demuestren  el  error  de  derecho  ó  de  hecho  cometido  en  aquélla, 
antes  Dien  se  hace  de  una  manera  vaga,  sin  que  tampoco  se  invoque  la  ley 
vigente  sobre  el  valor  y  eficacia  de  las  pruebas  en  juicio  que  haya  sido  in* 

TOMO  74  86 


Digitized  by  VjOOQ IC 


662  JUUBPXUDKNOIA  OITIL 

íriDgidfl,  ni  el  núm.  2.o  del  «rt.  1692,  en  cnanto  á  la  inoongrneneia  qne  m 
inyo  lacra  en  el  cnarto  motivo: 

Gonfliderando  qoe  la  pretenaión  referente  ai  tanto  de  cnlpa  por  ra- 
pneata  íalsificacióD,  dedacida  en  el  eacrito  de  conclnaSonee  y  qne  coosti- 
laye  el  tercer  motivo  del  recurso,  no  ea  la  materia  del  pleito  ni  puede 
serlo  de  caaación  en  lo  civil  porqne  dejara  de  hacerse  declaración  sobre 
ella  en  la  sentencia,  ya  qne  tampoco  tendría  el  carácter  de  definitiva,  pa- 
diendo,  como  puede  la  parte,  deducirla  en  la  forma  y  tiempo  qoe  la  ley 
tiene  piyra  ello  prescrito: 

Considerando,  en  cuanto  al  quinto  motivo,  que  sobre  no  poderse  invo- 
vocar  para  casación  las  dos  disposiciones  que  se  citan,  la  primera  de  mero 
procedimiento  dvil,  y  la  segunda  de  naturaleza  criminal,  se  refieren  á  un 
punto  resuelto  irrevocablemente  por  la  Sala  sentenciadora,  lo  cual  hace 
inadmisible  este  motivo,  como  lo  son  los  anteriores,  con  arreglo  á  los  nú- 
meros 3.0,  4.0,  8.®  y  9.0  del  art.  1729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

No  ha  lagar  á  la  admisión  del  recurso  de  caaación  interpneato  por  Don 
Indalecio  Encinas  y  Vera  contra  la  sentencia  que  en  l.o  de  Marao  del  oo- 
rriente  afio  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  eata  corte, 
condenándose  al  recurrente  en  las  costas;  líbrese  á  dicha  Audiencia  la  cer- 
tificación correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  remitido,  y 
publíquese  este  auto  en  la  forma  prevenida  por  la  ley.— (Auto  fecha  27  de 
Diciembre  de  1898,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  24  de  E^^ero  de  1894.) 
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« 

Rboubso  di  oasación  (27  de  Diciembre  de  1898).~Sala  de  lo  civil.— 
Depósito  de  bienes  embargados.— l^o  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto 
por  D.  José  María  Narváez  en  autos  con  los  herederos  de  D.  Garios  Mar* 
fon,  sobre  constitución  del  patronato  del  Asilo  de  San  Ramón  de  la  ciudad 
de  Loja  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que,  según  el  núm.  d.o  del  art  1729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  eivíZ,  no 
prodde  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  kp  cuando  la  sentencia  recu- 
rrida no  tenga  el  concepto  de  definitiva,  no  teniendo  dicho  carácter  la  que 
versa  sobre  determinación  de  las  atribuciones  de  un  depositario  de  bienes  em- 
bargados^ porque  el  que  éstas  sean  mayores  ó  menores  no  pone  térméno  al 
seguimiento  de  los  autos  ni  hace  imposible  su  continuación: 

Que  no  tratándose  de  un  incidente  sobre  aprobación  de  cuentas  de  admi- 
nistradores de  abintestatos  y  testamentarias  ó  de  síndicos  de  los  concursos, 
no  puede  tener  aplicación  el  núm.  i.»  del  art.  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamienio 
ciml. 

Resultando  qne  D.  José  María  Narváez,  Duque  de  Valencia,  como  pa- 
tro  no  del  Aailo  de  Pobres  de  San  Ramón  de  la  ciudad  de  Loja,  con  el  pro- 
pósito  de  reclamar  la  dotación  de  aquél,  de  la  sucesión  de  D.  Garlos  Mar- 
fori,  pidió  el  embargo  preventivo  de  los  bienes  inmuebles  pertenecientes 
á  1  a  misma,  el  que  se  acordó  y  fné  practicado,  ordenándoae  después,  á  solí- 
citnd  de  la  propia  parte,  en  providencia  de  26  de  Octubre  de  1892,  el  em- 
ha  rgo  de  las  rentaa  de  los  indicados  bienes  qne  estaban  arrendados  y  de 
los  frutos  de  todas  clases  de  laa  fincaa  que  no  se  hallaban  dadas  en  arren- 
da miento,  conatituyéndose  al  efecto  una  administración  judicial,  la  que  se 
confiara  á  D.  Antonio  Garaón  y  Pérez,  al  que  se  le  haría  saber  para  su 
aceptación  y  obligación;  y  una  vez  aceptado,  se  le  pondría  en  posesión  del 
cargo  por  el  Juzgado  en  cuyo  término  radicasen  dichas  fincas,  y  se  le 
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átsiiñ  á  oónooer  á  los  colonos  y  peraonas  que  designara  para  que  le  recono- 
ciesen por  tal,  haciéndole  entrega  de  todo,  algnacil  asistido  de  actaaríe, 
asi  como  se  le  haría  saber  quedaba  en  la  obligación  de  rendir  cuenta  tri- 
mestralmente, para  lo  cual  se  libraría  el  oportuno  ezhorto: 

Besnltando  que  dado  cumplimittnto  á  la  citada  providencia  de  26  de 
Octubre,  al  devolver  D.  José  María  Narváes  al  Juzgado  de  primera  instan- 
cia del  distrito  del  Centro  de  esta  corte,  que  lo  había  dictado,  las  diligen- 
cias de  su  rasón,  pidió  en  nuevo  escrito  de  30  de  Noviembre  del  enunciado 
afio  se  acordara:  primero,  que  con  el  exhorto  cumplimentado  y  dicho  es- 
crito se  formase  un  ramo  separado,  que  se  llamaría  de  administración  de 
los  bienes  embargados;  segundo,  que  en  el  indicado  ramo  se  ordenase  con 
urgencia  que  el  administrador  judicial,  con  los  frutos,  rentas,  y  semovien- 
tes del  caudal  administrado,  atendiera  en  primer  término  al  sostenimiento 
del  Asilo  de  Pobres  de  la  ciudad  de  Leja,  entregando  el  día  l.o  de  cada 
mes  la  cantidad  de  8.000  reales,  y  en  segundo  término  al  sostenimiento 
y  necesidades  de  la  labor  de  los  cortijos  Beilar  y  Gasa  Blanca,  aatorizán- 
dole  para  vender  á  los  precios  corrientes  en  Loja  é  lilora,  sin  necesidad  de 
subasta,  los  frutos,  rentas  y  enseres  que  fuese  necesario  á  los  indicados 
objetos,  rindiendo  de  todo  la  correspondiente  cuenta,  según  estaba  man- 
dado; tercero,  que  se  señalase  al  administrador  judicial  el  10  por  100  de 
administración,  abonándosele  los  gastos  hechos  para  ir  al  pueblo  y  Juzgado 
de  Montefrio,  y  los  viajes  también  realizados  y  que  tuviera  necesidad  de 
verificar  á  las  fincas  Beilar  y  Casa  Blanca  y  otras;  cuarto,  que  se  requiriese 
á  D.  Nicasio  Ortiz,  vecino  de  Loja,  encargado  ó  apoderado  que  fué  de  Don 
Garlos  Marfori,  para  la  entrega  inmediata  al  predicho  administrador  judi- 
cial de  los  contratos  de  arrendamiento  de  las  fincas  embargadas  obrantes 
en  su  poder,  y  de  los  libros  y  antecedentes  relativos  al  Asilo  que  el  men- 
cionado Ortiz  había  llevado  por  orden  de  Marfori;  quinto,  que  se  expidiera 
por  el  actuario  testimonio  del  nombramiento  de  administrador  judicial  en 
favor  de  D.  Antonio  Garzón,  declarando  expresamente  que  tenía  facultad 
para  reclamar  jadicial  y.  extrajndicial mente,  no  sólo  las  rentas  que  vencie- 
ran de  los  bienes  embargados,  sino  también  las  vencidas  y  no  satisfechas; 
y  sexto,  que  para  todo  lo  necesario  se  dirigiese  exhorto  al  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Loja: 

Resultando  que  al  escrito  últimamente  mencionado  recayó  providencia 
de  9  de  Diciembre  del  mismo  afío  1892,  mandando  se  formara  ramo  separa- 
do, que  se  llamaría  de  administración  de  los  bienes  embargados,  como  se 
solicitaba  en  el  núm.  1.**  de  la  referida  súplica,  j  denegando  por  entonces 
lo  demás  pretendido;  providencia  de  que  pidió  reforma  la  repetidamente 
mencionada  parte,  en  cuanto  no  se  había  accedido  á  todas  sus  solicitudes, 
cuya  reforma  fué  desestimada  por  auto  de  26  de  Enero  del  corriente  afio, 
habiéndola  impugnado  Dofia  María  de  la  Gloria  Castellañiy  Marfori, Mar- 
quesa de  San  Fernando,  personada  ya  á  consecuencia  del  emplazamiento 
hecho  en  virtud  de  la  demanda  producida: 

Besultando  que  el  Duqae  de  Valencia  interpuso  apelación  del  expre- 
sado auto,  en  cuanto  negaba  que  el  administrador  atendiese  á  las  necesi- 
dades de  la  labor  de  Beilar  y  Casa  Blanca,  vendiendo  para  ello  los  frutos 
necesarios,  y  lo  demás  solicitado  en  los  números  S.**  al  6.®  de  la  súplica  del 
escrito  de  db  de  Noviembre;  y  sustanciada  dicha  apelación,  la  Sala  segnn- 
da  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dictó  también  autoMe  4  de  Jo  lio 
próximo  pasado,  por  el  cual  se  declara  qae  el  nombramiento  de  D.  Antonio 
Garzón  Pérez  debe  entenderse  en  concepto  de  depositario,  con  las  consi- 
icuientes  responsabilidades,  y  la  pieza  separada  mandada  formar  debe  ser- 
lo sobre  depósito  de  los  frutos,  rentas  y  semovientes  embargados,  de  cuyo 
cargo  se  dúría  el  oportuno  testimonio,  sin  haber  lugar  al  abono  del  10  por 
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100  de  administracióii,  ni  á  la  entrega  de  loa  documentoa  relativos  á  los 
arrenáamiantoa  de  bienee;  ezpidiéndoae  el  exhorto  aolicitado  conforme  á 
lo  reanelto  en  el  propio  auto,  qoe  ae  baria  aaber  á  todaa  laa  peíaonaa  á 
qaiBDei  se  dio  conocimiento  del  nombramiento  de  adminiatradon 

Resaltando  que  D.  José  María  Narváes,  Daqne  de  Valencia,  en  el  ya 
expresado  concepto,  ha  interpuesto  recurso  de  casación,  como  comprendi- 
do en  los  artículos  1691,  nüm.  l.o,  y  1692,  números  2.»  y  6.o,  y  autorísado 
por  los  1689,  núm.  1.»  y  partea  1 .«  y  2.»  del  mismo  de  la  ley  de  Enjuida- 
miento  civil: 

Resultando  que  el  Miniaterio  fiscal  estima  improcedente  la  admiaita 
de  dicho  recurso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Garijo  Lanu 

Considerando  que  no  procede  el  recurso  de  casación  por  infracción  da 
ley,  según  el  núm.  8.*  del  art.  1729,  cuando,  como  en  este  caso,  la  aentenda 
00  tiene  el  concepto,  de  definitiva,  porque  las  mayorea  ó  menores  atribu- 
ciones del  depositario  de  los  bienes  embargados  preventivamente  en  loa 
autos  sobre  constitución  del  patronato  del  Asilo  de  San  Ramón  de  la  du- 
dad  de  Loja,  fundado  por  D.  Ramón  María  Narváez,  primer  Duque  de  Va- 
lencia, ni  pone  término  al  seguimiento  de  aquellos  autos,  ni  hace  imposible 
BU  continuación: 

Considerando  que  no  tratándose  aquí  de  un  incidente  sobre  aprobación 
de  cuentas  de  administradores  de  abintestatos,  testamentarías  y  de  los  sín- 
dicos de  los  concursos,  no  puede  tener  aplicación  el  núm.  l.o  del  art.  1690 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  invoca  el  recurrente; 

No  ha  lugar  con  las  costas  á  admitir  el  recurso  de  casación  interpneslo 
por  D.  José  María  Narváez,  Duque  de  Valencia,  como  patrono  del  Asilo  ds 
Pobres  de  San  Ramón  de  Loja;  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  oo- 
rreapondiente  certificación,  acompafiada  del  apuntamiento  remitido,  y  pu- 
blíqueae  este  auto  aegún  previene  la  ley.— (Auto  fecha  27  de  Diciembre  de 
1698,  é  inserto  en  la  Oaoeta  de  2  de  Febrero  de  1894.) 
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AcüMULáciÓK  (28  de  Diciembre  de  1898).~Sala  de  lo  civil— JWtcio  ^#- 
o«<tvo.— No  ha  lugar  á  la  reclamada  por  el  Juzgado  de  primera  inatanda 
de  Palencia  al  de  igual  dase  del  distrito  del  Hospicio  de  Madrid,  en  autos 
seguidos  á  instancia  de  D.  Antonio  Herrero  y  Vázquez  contra  D.  Paacoal 
Herrero  y  Bnx,  y  se  resuelve: 

Que,  según  el  núm,  4P  del  art.  1003  de  la  ley  de  EnjuiciamiefUú  eivU,  mm 
aemnulables  á  los  juicios  de  abintestato  y  testamentaría  los  ^eemtivos  que  se 
produzcan  contra  los  herederos  del  difunto  ó  sus  bienes,  exceptuándose,  ds 
acuerdo  con  el  art.  166  de  la  propia  ley,  aquellos  en  que  se  persiguen  bienes 
hipotecados. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Diciembre  de  1898,  en  el  ind- 
dente  que  ante  Nos  pende  sobre  acumulación,  acordada  por  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Palencia,  y  denegada  por  el  de  iirual  dase  del  distrito 
del  Hospicio  de  esta  capital,  de  los  autoa  ejecutivoa  de  que  conoce  el  se- 
gundo, por  demanda  de  D.  Antonio  Herrero  y  Vázquez,  banquero,  de  eata 
vecindad,  contra  bienea  de  D.  Pascual  Herrero  y  Bux,  á  loa  de  sbin téstalo 
de  este  último,  que  radican  en  el  primero  de  dichos  Juzgados,  habiendo 
comparecido  en  este  Tribunal  Supremo  el  D.  Antonio  Herrero  y  D.  Ángel 
Velarde  y  Alonso,  eomerciantesy  vecino  aquél  de  la  mendonada  dudad  de 


Digitized  by  CjOOQ IC 


UKmnofl  T  ctaanoKBmAñ  Hd 

Pttlencia,  como  administrador  deporitario  judicial  nombrado  en  el  precitado 
abÍBteatatO|  y  en  ra  respectiva  representación  los  Frocoradores  D.  Ricardo 
Garda  Vicente  y  D.  Lncio  Alvares,  siendo  sus  Letrados  defensores  los  Li- 
eenciados  D.  Baimnndo  Fernandos  Villayerde  y  D.  Gregorio  Gampasano: 

Beanltando  que  D.  Pascual  Herrero  y  Bux  y  D.  Eduardo  Rodrigues 
Tavares,  por  escritura  otorgada  en  Palenda  á  31  de  Diciembre  de  1885, 
dijeron:  que  deseando  el  D.  Eduardo  retirarse  de  la  vida  activa  de  los  ne* 
godos,  dejaba  de  pertenecer  desde  aquel  día,  con  el  carácter  de  Gerente,  á 
la  Sociedad  mercantil  que  tenían  establecida  en  dicha  ciudad,  bajo  la  ra> 
aón  de  P.  Herrero  y  Rodrigues,  según  otra  escritura  de  4  de  Marzo  de  1881; 
pero  proponiéndote  continuar  ambos  los  mismos  negocios  que  hasta  en- 
toneea,  lo  harían  en  lo  sucesivo  con  la  denominación  de  P.  Herrero  y  Com- 
pallía,  quedando  D.  Pascual  con  el  uso  de  la  firma  social,  como  único  so- 
cio Gerente,  y  D.  Eduardo  con  el  simple  carácter  de  comanditario: 

Resultando  que  el  D.  Pascual  Herrero  y  Bux,  asimismo  por  escritura 
otorgada  igualmente  en  Palencia  el  29  de  Noviembre  de  1888,  confesó  ha- 
ber racibido  con  anterioridad  de  D.  Antonio  Herrero  y  Vázquez,  en  con* 
eepto  de  préstamo  y  diferentes  partidas,  200.000  pesetas,  siendo  la  dura- 
ción de  dicho  préstamo  desde  aquel  día  hasta  el  26  de  Abril  de  1893,  bajo 
el  interés  anual  de  6  por  100,  que  satisfaría  el  D.  Pascual  al  D.  Antonio 
en  an  domicilio  en  esta  corte^  verificando  en  el  mismo  la  devolución  de  la 
expresada  soma;  y  para  seguridad  de  ello  hipotecó,  por  las  respectivas 
cantidades  que  á  csda  una  se  asignan  en  la  misma  escritura,  la  participa- 
ción de  un  83  y  16  céntimos  por  100  que  tenía  á  virtud  de  compra  con 
pacto  de  retro  aun  pendiente,  en  unión  de  Dofia  Emilia  Toca,  á  D.  Eloy 
liscanda  en  dos  casas  sitas  en  Valladolid,  calle  del  Obispo,  núms.  18  y  20, 
7  en  un  terreno  ó  coto  redondo  correspondiente  á  la  jurisdicción  de  la  villa 
de  Pefiaflel,  titulado  Vega  de  Vaibuena,  cuyas  fincas  se  describieron  y  des- 
lindaron en  la  propia  escritura,  que  además  contiene,  entre  otras  cláusulas, 
niia  señalando  esta  villa  de  Madrid  para  todos  los  efectos  del  contrato  de 
■a  referencia,  con  renuncia  por  parte  del  D.  Pascual  de  su  fuero  propio  y 
•omisión  expresa  á  los  Tribunales  de  la  misma: 

Resultando  que  dicho  D.  Pascual  Herrero  y  Bux  acudió  por  medio  de 
Procurador  al  Jusgadode  primera  instancia  de  Palencia,  en  escrito  de  8  de 
Octobre  de  1892,  exponiendo,  como  socio  Gerente  de  la  razón  mercantil 
P.  Herrero  y  Oompafiía,  hallarse  padeciendo  una  grave  enfermedad  que 
le  imposibilitaba  por  entonces  atender  á  sus  ocupaciones  mercantiles,  á 
consecuencia  de  lo  cual  y  de  la  crisis  que  sufría  el  comercio,  no  le  era  po- 
sible realizar  los  créditos  á  su  favor  para  satisfacer  á  su  vencimiento  las 
obligadone»  que  tenía  contraídas,,  sin  embargo  de  poseer  bienes  suficien- 
te*, ao  sólo  para  cubrir  todas  sus  deudas,  sino  para  que  le  quedara  un  ex- 
ceso de  oonsideíación,  conforme  aparecía  de  sus  libros:  por  lo  que  se  ha- 
llaba en  el  caso  de  presentarse  en  estado  de  suspensión  de  pagos,  según  y 
á  los  efectos  determinados  en  los  artículos  870,  872  y  demás  aplicables  del 
Código  de  Comercio,  y  suplicó  se  declarase  en  tal  estado  á  la  Compaflia 
ée  que  era  sodo  Gf^ente,  quedando  obligado  á  presentar  dentro  del  tér- 
milio  legal  el  balance  del  activo  y  pasivo  de  la  Sociedad,  con  expresión  de 
los  acreedores  y  naa  proposición  de  convenio  para  que  en  la  correspon- 
diente Junta  se  discutiera  y  votase,  escrito  á  que  proveyó  el  Juzgado  en 
10  de  les  citados  mes  y  afio,  estimando  la  declaraeión  solicitada;  y  consti- 
tuido seguidamente  en  el  escritorio  de  la  prédicha  Sociedad,  consignó  en 
el  libro  IHario  la  correspondiente  nota: 

Resuhando  que  después  de  lo  indicado,  de  presentarse  por  parte  de 
D.  Pascaal  Herrero  y  Buz  el  balance  del  activo  y  pasivo,  con  la  proposi- 
ción de  convanio,  pidiendo  á  la  vez  ae  le  concediera  prórroga  para  haoerlo 
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de  las  oportanaa  eopiacr,  á  cnjo  efecto  se  eefialó  el  de  dies  díM,  y  denegnee 
k  reforma  de  la  providencia  declarando  la  enapeneión  de  pagoe  qne  eoli- 
citó  an  acreedor,  ocnrríó  el  26  del  miamo  mea  de  Octubre  de  1892  la  de- 
función de  aqnél  bajo  testamento  otorgado  el  día  anterior,  en  el  eaal  ina- 
titoyó  heredero,  mediante  no  tenerlos  forzoaos,  á  D.  Antonio  Herrero 
Váaqoez,  lo  qne  dio  logar  á  la  snspensión  del  término  sefialado  para  pre- 
sentar las  copias,  ínterin  comparecía,  dentro  del  placo  legal  la  persona 
que  hubiese  de  representar  á  la  sucesión  del  difunto;  habiendo  acordado 
antes  el  Juagado,  con  noticia  de  la  expresada  defunción,  constituirse  en  el 
domicilio  del  P.  Herrero  y  Compafiía,  al  efecto  de  practicar  las  medidas 
necesarias  y  cumplir  el  precepto  del  art  969  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  como  se  constituyó  en  dicho  domicilio,  siéndole  presentado  el  testa- 
mento ya  indicado;  y  renunciada  la  herencia  por  D.  Antonio  Herrero  Vis- 
quea,  así  como  igualmente  el  cargo  de  testamentario  por  los  que  había 
designado  Herrero  Buz,  recayó  nueva  providencia  de  2  de  Noviembre  del 
repetido  afio  1892,  nombrando  depositario  administrador  de  los  bienes  y 
efectos  que  se  ocuparan  á  D.  Ángel  Velarde  Alonao,  y  acordando  se  for- 
mara pieza  separada  de  inventario  y  administración;  nombramiento  que 
se  ratificó  por  auto  de  6  del  propio  mes,  teniéndose  en  otro  del  26  por  pre- 
venido de  oficio  el  juicio  de  abintestato: 

Resultando  que,  con  posterioridad  á  lo  referido,  el  12  de^Jonio  del 
eorriente  afio  1898  formuló  en  esta  corte  D.  Antonio  Herrero  y  yáaquea 
demanda,  acompañada  con  la  primera  copia  de  la  escritura  (^K>rtunament8 
mencionada,  fecha  29  de  Noviembre  de  1888,  relativa  al  préstamo  oon 
hipoteca  á  D.  Pascual  Herrero  Bux,  solicitando  se  despachase  manda- 
miento de  ejecución  contra  los  bienes  de  éste,  y  en  primer  término,  contra 
la  participación  de  83  y  16  céntimos  por  100  que  le  pertenecía  en  las 
casas  números  18  y  20  de  la  calle  del  Obispo  de  la  ciudad  de  Yalladolid  y 
en  el  terreno  ó  coto  redondo  sito  en  la  villa  de  P^ñafiel,  titulado  Vega  de 
Yalbuena,  á  orilla  del  Duero,  fincas  descritas  y  deslindadas  en  dicha 
escritura  de  hipoteca,  por  la  cantidad  de  200.000  pesetas,  distribuidas: 
20.000  sobre  la  casa  núm,  18  de  la  citada  calle,  16.000  sobre  la  núm.  20  de 
la  misma  y  166.000  sobre  el  coto  redondo  de  Pefiafiel;  así  como  por  la 
suma  que  prudencialmente  fijara  el  Juagado  para  pago  de  intereses,  al 
respecto  del  6  por  100  anual,  desde  29  de  Noviembre  de  1888,  y  de  cos- 
tas en  proporción  de  las  citadas  cantidades  parciales,  librando,  el  oportuno 
exhorto  al  Juea  de  primera  instancia  de  Palencia,  para  que  el  requeri- 
miento al  pago  y  la  citación  de  remate  se  dirigieran  á  D.  Ángel  Veiarde, 
Administrador  del  abintestato  del  deudor;  solicitudes  que  el  demandante 
fundó  en  laa  alegaciones  de  hecho  y  de  derecho  que  estimó  oportunas^ 
entre  ellas,  que  según  lo  dispuesto  por  el  art.  1447  de  la  ley  de  Enjuida- 
miento  civil,  habiendo  bienes  dados  en  prenda  ó  hipoteca,  se  procede 
contra  ellos  en  primer  lugar;  que  con  arreglo  al  precepto  fundamental  del 
art  188  de  la  ley  Hipotecaria,  al  vencimiento  del  plazo  para  el  nago  de  la 
deuda  el  acreedor  puede  pedir  se  despache  mandamiento  de  ejecución 
contra  todoa  los  bienes  hipotecados,  estén  ó  no  en  poder  de  uno  ó  varioa 
terceroa  poseedores,  si  bien  éstos  no  pueden  ser  requeridos  al  pago  oino 
después  de  haberlo  sido  el  deudor  principal  ó  su  cansahabiente  y  no 
realizarlo;  y  que  á  tenor  del  art.  66  de  la  mencionada  ley  de  £n}oicíar 
miento,  es  Juez  competente  para  conocer  de  toda  clase  de  accionea  aquél 
á  quien  los  litigantes  se  hubieren  sometido: 

Resultando  que  repartida  la  demanda  al  Juzgado  del  distrito  del  Hos- 
picio, mandó  despachar  la  ejecución  contra  los  bienes  y  rentas  de  Don 
Pascual  Herrero  Bux,  suficientes  á  cubrir  la  suma  de  200.000  pesetas  de 
principal  reclamada  por  D.  Antonio  Herrero  Vázquez,  los  intereses  de 
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mU  mifDft,  á  rasón  del  6  por  100  annal  desde  el  día  29  de  Noviembre 
de  1888  y  las  ocataa;  y  toda  vez  aparecía  haber  fallecido  el  deudor,  ee 
entendieran  las  diligencias  de  requerimiento  de  pago,  embargo  en  sa  caso 
y  citación  de  remate  con  D.  Ángel  Velarde,  que  se  decía  ser  administrador 
del  abintestato,  haciéndose  la  traba  en  primer  término,  en  sa  caso,  en  la 
participación  de  88  y  16  céntimos  por  100,  pertenecientes  al  cansante  en 
las  casas  números  18  y  20  de  la  calle  del  Obispo  de  Yalladolid  y  en  el 
terreno  ó  coto  redondo  sito  en  Pefiafiel,  titulado  Vega  de  Valbuena, 
expidiéndose  para  ello  el  oportuno  exhorto,  como  asi  se  verificó,  é  igual- 
mente el  requerimiento  al  pago  á  Velarde,  quien  contestó  no  reaiisarlo» 
porque  siendo  D.  Pascual  Herrero  Bux,— ya  difunto,^el  único  socio 
gerente  de  la  Sodedad  mercantil  P.  Herrero  y  Compallía,  y  por  tanto  el 
único  responsable,  y  liabiendo  sido  declarada  la  suspensión  de  pagos  de 
dicha  Sociedad,  todos  los  bienes  del  finado  respondían  á  las  resultas  da 
ella,  creyendo  el  que  decía  improcedente  la  ejecución,  y  porque  no  tenía 
autorización  ni  dinero  del  abintestato  para  pagar;  y  en  mérito  á  esta  con-/ 
testación,  se  procedió  á  practicar  el  embargo  en  los  términos  en  que  se 
había  ordenado,  el  cual  posteriormente,  á  solicitud  del  actor,  se  amplió  á 
4.000  cántaros  de  vino,  pendiente  de  exprimir  de  las  cosechas  de  la  finca 
Vega  de  Valbuena,  y  otros  18.000  cántaros  que  se  calculó  producirían 
aproximadamente  las  vifias  pendientes  de  vendimia;  mandándose  más 
adelante  hacerle  extensivo  al  vino  existente  en  aquella  finca,  á  todos  los 
frutos  y  rentas  percibidos  después  del  vencimiento  de  la  obligación,  á  loa 
enseres  y  objetos  muebles  colocados  permanentemente  en  la  propia  finca 
y  sus  edificios,  á  las  rentas  vencidas  y  no  pagadas,  á  las  qne  venciesen 
hasta  ser  satisfecho  por  completo  el  acreedor,  y  á  las  indemnizaciones  por 
seguros  de  siniestros  posteriores  á  la  constitución  de  la  hipoteca  ó  por 
expropiación  en  virtud  de  causa  de  utilidad  pública: . 

ÍEtesultando  que  citado  de  remate  Velarde  y  personado  en  juicio  en  el 
ejecutivo,  formuló  oposición,  deduciendo  varias  excepciones:  una  de  ellas, 
la  de  incompetencia  del  Juzgado  del  distrito  del  Hospicio,  apoyado  en  que 
por  el  fallecimiento  de  D.  Pascual  Herrero  y  Bux  y  la  no  aceptación  del 
heredero  sustituido  pendía  juicio  universal  de  abintestato,  y  además,  sien- 
do aquél  socio  gestor  y  colectivo  de  la  razón  mercantil  comanditaria  que 
giraba  en  Palencia  bajo  el  título  P.  Herrero  y  Compañía,  presentó  ésta 
pocos  días  antes  del  enunciado  fallecimiento  en  suspensión  de  pagos,  y 
luego  fué  declarada  en  estado  de  quiebra,  á  la  cual  se  hallaba  sometido 
con  arreglo  á  la  ley  el  caudal  de  D,  Pascual  Herrero;  y  de  conformidad  á 
los  artículos  161, 166  y  1003  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  eran  acumula- 
bles  á  los  juicios  universales  de  abintestato  y  quiebra  los  ejecutivos  en 
que,  como  sucedía  en  el  promovido  por  D.  Antonio  Herrero  y  Vázquez, 
no  se  perseguían  sólo  los  bienes  especialmente  hipotecados  por  el  deudor; 
excepciones  que  impugnó  el  ejecutante,  negando,  entre  otras  alegaciones, 
hubiese  sido  declarada  en  quiebra  la  Sociedad  P.  Herrero  y  Gompafiía,  y 
que  la  ejecución  se  hubiera  dirigido  contra  más  bienes  que  los  especial- 
mente hipotecados  en  la  escritura  título  de  ella,  que  contenía  sumisión 
expresa  á  los  Juzgados  y  Tribunales  de  Ifadrid,  por  lo  cual,  según  la 
regla  1.^  del  art.  62  y  el  166  de  la  predicha  ley  de  Enjuiciamiento,  en  el 
distrito  del  Hospicio  radicaba  la  competencia  para  conocer  de  los  autos 
eJecutivoB,  cuya  tramitación  continuó  hasta  el  estado  de  mandarse  unir 
á  ellos  las  pruebas  practicadas  por  cada  una  de  las  partes  y  ponerlos  de 
manifiesto  para  instrucción,  en  el  que  se  suspendió  con  motivo  de  la  acá- 
moladón  hoy  pendiente: 

Besnltando  que  dicha  acumulación  la  promovió  D.  Ángel  Velarde  y 
Alonso,  como  Administrador  judicial  del  abintestato  y  suspensión  de 
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pm^eos  de  D.  Pascual  Herrero  Box,  único  gerente  de  la  Sodedad  mercantil 
P.  Herrero  y  Compañía,  en  eacrito  de  19  de  Agosto  próximo  pasado,  ante- 
el  Joxgado  de  Paleo cia,  pidiendo  se  declarase  acamolable  al  indicado  jni- 
ció  aniversal  de  abintestato,  pendiente  en  aquel  Juzgado,  el  ejecutivo  in- 
coado por  D.  Antonio  Herrero  Vásques  ante  el  del  distrito  del  Hospicio 
de  esta  corte,  para  lo  que  alegó  antecedentes,  asi  como  también  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  161  y  164  de  la  repetidamente  mencionada  ley  de 
Enjuiciamiento,  relativos  á  la  acumulación  á  los  juicios  de  testamentaría. 
ó  abintestato  de  las  acciones  contra  el  caudal  sujeto  á  ellos  declaradas 
acumnlables  por  el  último  de  los  citados  artículos,  cual  sucedía  respecto 
á  la  de  que  se  trataba,  sin  ser  obstáculo  á  la  acumnlaci<ki  el  precepto  166 
de  la  propia  ley,  toda  vez  no  perseguirse  exclusivamente  los  bienes  hipo- 
tecados en  el  juicio  ejecutivo  de  su  referencia,  sino  que  se  solicitó  y  obtuvo 
contra  todos  los  del  abintestato;  ó  invocó  el  principio  inconcuso  de  dere- 
cho de  que  los  juicios  universales  deben  atraer  siempre  á  los  particulares^ 
sancionado  por  el  párrafo  tercero  del  art.  171  de  la  propia  ley  de  Enjui- 
ciamiento, y  la  constante  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  con 
especialidad  en  sentencias  de  6  de  Septiembre  de  1864  y  20  de  Agosto 
del  68: 

Resoltando  que  estimada  procedente  la  acumulación  por  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Patencia,  en  auto  de  7  de  Septiembre  mandó  librar  y  li- 
bró oficio,  acompañado  del  oportuno  testimonio,  al  del  distrito  del  Hospi- 
cio de  esta  corte,  para  que  se  abstuviera  de  conocer  del  juicio  ejecutivo 
mencionado,  y  le  remitiese  los  autos;  de  cuyo  oficio  y  testimonio  dio  vista 
el  último  á  la  parte  ejecutante,  que  se  opuso  á  la  acumulación,  sosteniendo 
no  ser  aplicables  al  caso  los  artículos  161, 1^4  y  171  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  ni  la  jurisprudencia  invocada  por  parte  del  Administrado^ 
judicial,  y  sí  el  166,  comprensivo  del  de  excepción  en  que  se  estaba,  pues 
en  el  juicio  ejecutivo  se  persegaían  sólo  los  bienes  hipotecados,  sin  haberse 
hecho  extensivo  á  ningunos  otros  el  embargo  en  el  curso  de  los  autos,  á 
lo  que  añadió  la  cita  de  las  sentencias  de  este  Tríbnnal  Supremo  de  19 
de  Diciembre  de  1874  y  6  de  Septiembre  del  77,  que,  como  otras  muchas, 
declaran  ser  precisa  para  proceder  la  acomulación  de  autos  la  existencia 
de  un  concurso  al  que  se  hallen  sujetos  los  bienes  contra  que  se  dirigen  los 
otros  juicios;  y  la  acción  ejecutiva  sobre  bienes  hipotecados  no  es  acumu- 
lable,  fundamento  que  sustanclalmente  aceptó  el  Jozgado  del  distrito  del 
Hospicio  al  denegar  la  acumulación,  en  la  cual  insistió  el  de  Patencia,  oída 
nuevamente  la  parte  que  la  había  pedido,  y  continuó  sustentando  ser  pro- 
cedente, habiendo  por  ello  elevado  uno  y  otro  las  respectivas  actuaciones  á 
este  Tribunal  Supremo,  en  el  que  se  ha  dado  al  incidente  la  oportuna  tra- 
mitación. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Garijo  Lara: 
Considerando  que,  según  disoone  el  núm.  4.o  del  art.  1003  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  son  acumulables  á  los  juicios  de  abintestato  y  testa- 
tflthientaría  los  ejecutivos  que  se  produzcan  contra  los  herederos  del  difunto 
ó  sus  bienes,  exceptuándose,  de  acuerdo  con  el  art.  166  de  la  propia  ley, 
aquellos  en  que  sólo  se  persigan  los  bienes  hipotecados: 

Considerando  que  si  bien  el  Juzgado  del  Hospicio  acordó  en  32  de  Ju- 
nio último,  accediendo  á  lo  solicitado  por  D.  Antonio  Herrero  Vázquez, 
que  se  despachara  mandamiento  de  ejecución  contra  los  bienes  de  D.  Pas- 
cual Herrero  Bux,  haciéndose  la  traba  en  primer  lugar  en  los  bienes  espe- 
cialmente hipotecados,  aunque  en  la  petición  y  en  el  auto  se  usara  la  fór- 
mula de  contra  todos  los  bienes  del  deudor,  lo  cierto  es  que  hoy  sólo  han 
sido  embargados  y  son  materia  del  juicio  los  bienes  especialmente  hipote- 
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eadesy  y  tiene,  por  tanto,  aplicación  el  art  166,  en  roladón  con  el  1008  en 
an  núm.  4.0; 

Fallamoa  qne  debemoa  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  á  la  acá- 
maladón  de  antoa  reclamada  por  el  Juzgado  de  primera  inatancia  de  Fa- 
lencia al  de  ignal  claae  del  diatrito  del  Hoepicio  de  eata  corte;  y  deynél* 
Tanae  á  cada  nno  de  ellos,  con  la  oportuna  certificación,  las  actnacione» 
qne  han  remitido,  alendo  de  cuenta  reapectiva  de  las  partes  las  costas  origi- 
nadas.—(Sentencia  publicada  el  28  de  Diciembre  de  1898,  ó  inserta  en  la 
Qaotta  de  18  de  £nero  de  1894.) 
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curso  voluntario  de  aoreedores.^^  decreta  la  acumulación  al 
juicio  de  quiebra  de  D.  Guillermo  Martínez,  pendiente  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Segovia,  del  de  concaiso 
del  mismo  promovido  en  el  del  distrito   de  Santo  Domingo 

de  Málaga.  97 

17  CoMPBTBNCiA  (18  do  Agosto  de  189S).— Sala  tercera. — Com- 
prapenta,Se  decide  en  favor  del  Juez  de  primera  instancia 
de  Bilbao  la  sostenida  con  el  de  igual  dase  de  Marida,  en 
sotos  promovidos  ante  aquél  por  D.  Juan  Luis  SchmedliBg 
contra  la  razón  social  Hijos  de  Pedro  Macías.  102 

18  GoMPBTBNOiA  (7  ds  Septiembre  de  1893).— Sala  de  lo  dviL 
— Fago  de  cantidad.— B¡b  decide  en  favor  del  Joez  munieipál 
del  distrito  de  la  Universidad, de  Madrid,  la  sostenida  con  .él 
de  igual  clase  del  Cubo  de  la  Solana,  en  satos  promovidos 
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ante  aquél  por  D.  Satornino  Gato  Fernándei  contra  D.  Desi- 
derio Martínez  Peres.  105 

19  Rboubso  db  oasaoión  (22  de  Septiembre  de  1893).~Sala  de 
lo  (ÁYÍl,—8mpen9tón  de  j?a^09.— No  ha  lagar  á  la  admisión 
del  interpuesto  por  D.  Pelegrín  Pomés  (Audiencia  de  Baroe- 
lona).  107 

^0  fiBCUBSo  DB  CASACIÓN  (26  de  Septiembre  de  1898).— Sala  de 
lo  cíyíI.— Tercfria  de  dEomtnio.— No  ha  lagar  al  interpuesto 
por  Dofia  Julia  de  Vargas,  en  autos  con  Doña  Inés  León  Bo- 
nilla y  otros  (Audiencia  de  Oáceres).  108 

"SI  Bboubso  db  casación  bn  asunto  db  Ultbabcab  (26  de  Sep- 
tiembre, de  1893).— Sala  de  lo  civil.— Desahucio.— No  ha  la- 
gar á  la  admisión  del  interpuesto  por  D.  Manuel  Martines 
Filiberto,  en  autos  con  Dofia  Concepción  Jdartinea  (Audien- 
cia de  Manila).  117 

22  CoMPBTBNCiA  <26  de  Septiembre  de  1893).— Sala  de  lo  civiL 
^Defenga  por  pobre.-^Se  decide  en  favor  del  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Pinar  del  Río  la  sostenida  con  el  de 
igual  clase  de  Torrelavega,  en  autos'  seguidos  ante  éste  por 
Dofia  Antonia  Sánchea  Obregón  con  la  Sociedad  J.  Blanco  j 
Oompafiia,  de  la  Habana,  j  «>tro.  1 IS 

28  Rboubso  db  casación  en  la  fobma  (26  de  Septiembre  de 
1898).— Sala  de  lo  civil.— Po^o  de  canHdad.—lío  ha  lugar  al 
interpuesto  por  D.  Ramón  Noguera  en  autos  con  D.  Femando 
de  León  Huerta  (Audiencia  de  Madrid).  120 

24  Rboubso  db  casación  bn  asunto  db  ültbamab  (26  de  Sep- 
tiembre de  1893).— Sala  de  lo  cíyU.— Exhibición  de  libros  é 
indemnización  de  perjuicios, — No  ha  logar  al  interpuesto  por 
D.  Francisco  Oicero  en  autos  con  la  Sociedad  Balcells  y  Com- 
pafiía  (Audiencia  de  la  Habana).  126 

26  Bbcubso  db  casación  (26  de  Septiembre  de  1893).--Sala  de 
lo  cíyíL-^ Nulidad  de  un  juicio  de  quiebra, — No  ha  lugar  á  la 
admisión  del  interpuesto  por  D.  Julián  Gomes  Amores  en 
aatos  con  la  Viuda  é  Hijos  de  Ginestal  (Audiencia  de  Ma- 
drid). 12» 

26  Rbgubso  db  casación  (27  de  Septiembre  de  1893). — Sala  de 
lo  iáYiU^Terceria  de  m^or  derecho,^Hñ.  lugar  al  interpuesto 
por  Dofia  Manuela  Ostolaza  en  autos  con  l5ofia  Josefa  Pala 
cios  y  otros  (Audiencia  de  Madrid).  130 

87  Rbqubso  db  casación  (28  de  Septiembre  de  1893).— Sala  de 
lo  civil. — Beclamación  de  un  crédito.  -  Ha  logar  al  interpues- 
to por  la  razón  social  Oabanellas  Hermanos  en  autos  con  la 
Sociedad  Le  Orédit  Lyonnais  (Audiencia  de  Madrid).  136 

28  OoMPBTBNCiA  (28  de  Septiembre  de  18'j8).— Sala  de  lo  civil. 
— -iVbmdmfi|iento  de  curador  ejemplar. — Se  declara  no  haber 
lugar  á  resolver  como  competencia  la  suscitada  entre  los 
Juzgados  de  la  Barceloneta  y  Calatayud,  en  autos  seguidos 
en  el  último  de  dichos  Juzgados  por  Dofia  Dolores  y  Dofia 
Carmen  Pojadas  y  Bada.  140 

29  Rboubso  de  casación  (29  de  Septiembre  de  1893).— Sala  de 
lo  cxviL^Defensa  por  pobre, — ^No  ha  lugar  á  la  admisión  del 
interpuesto  por  D.  Santiago  Martínez  Palacios  en  autos  con 

D.  Ramón  Lorite  (Andienoia  de  Madrid).  14€ 
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30     RaOUBSO  DB  OABAOIÓir  XN  LA  VOSKA  XK  ASUSTO  DS  ULTSA- 

MAB  ^29  de  Septiembre  de  1898).— Sala  de  lo  dyil.— Po^o  de 
eanHaad. — No  ha  lagar  al  interpaeato  por  D.  Migael  Ohiap- 
pero  en  aatos  con  D.  Joan  Pedro  Dihigo  (Audiencia  de  la 
Habana).  147 

SI      BbCUBBO  DB  0A8ACIÓN  XN  LA  FOBKA  BN  AflüXTO  DB  UlTBA- 

MAX  (2  de  Octabre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.— jPo^o  de  emb- 
udad,— No  ha  lagar  al  interpaeato  por  D.  Ramón  Torrea  Al* 
yarado,  en  antoa  con  D.  Pedro  Simón  Battiatini  (Andienda 
dePaertoRico).  14» 

32  Rbcubso  dx  oasaoión  XX  LA  FOBMA  (2  de  Octubre  de  1893). 
—Sala  de  lo  civil.— i)MaAueio.— No  ha  logar  al  interpoeato 
por  D.  Jaan  Antonio  Benitos  en  antoa  con  D..Manael  Goniá- 

leí  (Jugado;  de  primera  inatancia  de  San  Femando).  164 

33  Rboubso  db  casaciók  (2  de  Octabre  de  1898).— Sala  de  lo 
civil.- />0/enMi>or  jN)5r«.— No  halagará  la  admisión  del  in- 
terpaeato por  D.  Ramón  Altarriba  en  antoa  con  D.  Antonio 
Villalba  (Andienciá  de  Madrid).  15^ 

34  Rboubso  db  casación  bn  la  fobha  (2  de  Octabre  de  1893). 
— Sala  de  lo  civil.— .fi«(2N0ci<^fi  de  aJtmentoa.— No  ha  lagar  al 
interpaeato  por  D.  Francisco  Sevillano  en  autoa  con  Dofia 
Inés  Sana  de  Diego  (Audiencia  de  Madrid).  167 

86  OoMPBTBXCLA.  (8  de  Octabre  de  1898).— Sala  de  lo  ctvlL— 
Indemnitcusián  de  daños  y  perjuicioi. — Se  decide  en  favor  del 
Juagado  de  primera  instancia  de  Cádiz,  la  aostenida  con  el  de 
igual  clase  de  la  Barceloneta,  en  autoa  seguidos  en  el  tUtimo 
de  dichos  Jasgados  por  D.  Ángel  Montea  con  la  razón  aodal 
Abarzuza  y  GompafSía.  168 

36  Rbcubso  db  casación  (8  de  Octabre  de  1893).— Sala  de  lo 
éivil.-^Entrega  de  un  legado.—^o  ha  lugar  al  interpuesto  por 
Dofia  María  Águeda  Gosé  en  autos  con  D.  Antonio  Manii 
(Audiencia  de  Barcelona).  162 

37  Rboubso  db  casación  (4  de  Octubre  de  1898). — Sala  de  lo  d- 
-wü.—Beclamación  de  bienea.^No  ha  lugar  al  interpueato  por 
Dofia  Francisca  Roldan  en  autos  con  D.  Francisco  Veratón 
(Audiencia  de  Zaragoza).  |  167 

38  Rboubso  db  casación  bn  la  fobma  xn  asunto  dx  Ultxa* 
MAB  (4  de  Octabre  de  1898).— Sala  de  lo  íÁviLf—Fago  de 
cantidad.^'Ño  ha  lagar  al  interpuesto  por  D.  Joaquín  Bado 

en  autos  con  D.  Joaquín  Tuero  (Audiencia  de  la  Habana).        176 

39  Rboubso  db  qasación  (4  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo 
civil.— Pa^o  de  p6?MÍ<Jn.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  F. 

G.  L.  en  autoa  con  Don  J.  G.  F.  (Audiencia  de  ...).  178 

40  Rbcubso  db  casación  (6  de  Octubre  de  1898).— Sala  de  lo 
civil. — Pago  de  canHdad. — ^No  ha  lugar  al  interpuesto  por 

D.  ManQel  Guinea  Bastamente  en  autos  con  D.  Andrés  Jinié- 
nez  y  otros  (Audiencia  de  Madrid).  183 

41  Rbcubso  db  casación  (6  de  Octubre  de  1898).— Sala  de  lo 
civil.— Tercena  de  dominio  y  m^or  dereeho.^HA  lugar  al  in- 
terpuesto  por  D.  Luis  Fardo  y  otros,  en  autos  con  Dofia 
Juana,  Dofia  Matilde  y  Dofia  Dolorea  Madoz,  y  la  Sindicatura 

del  concurso  La  Peninsular  (Audiencia  de  Madrid).  189 

42  CoMPXTXNOiA  (7  de  Octabre  de  1893).— Sala  de  lo  civiL— 


Digitized  by  VjOOQ IC 


lirDICaí  OKOKOLÓOIOO  576 

V^mn—,  PágiiiM. 


lÁqmdaeión  de  tociedad,^&e  decide  en  favor  del  Juzgado  de     ' 
primera  instancia  de  Yalmaaeda  la  sostenida  con  el  de  igual 
clase  de  Atienza,  en  autos  promovidos  en  el  primero  de  di- 
chos Jozgados  por  D.  Felipe  Esparta  contra  D.  Julián  de 
Ugaldea.  195 

43  CoMPXTKNOiA  (7  de  Octubre  de  1898).— Sala  de  lo  civil — 
Fugo  de  eafUidad,—&B  decide  en  favor  del  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  del  Hospital  de  Barcelona  la  sos- 
tenida con  el  de  igual  clase  del  Salvador  de  Granada,  en  au- 
tos seguidos  en  aquél  por  la  Sociedad  mercantil  J.  y  J.  Ber- 
trand  contra  la  titulada  A.  Gil  de  Tejada  y  Compañía.  198 

44  Bkoübso  db  oasaoión  (7  de  Octubre  de  1803).— Sala  de  lo 
civil.— jPreoenoidn  de  ahinte$tato.-^^o  ha  lugar  á  la  admi- 
sión del  interpuesto  por  Dofia  Agui^na  Gebríán  en  autos 

con  Dofia  Josefa  Segovia  (Audiencia  de  Madrid).  20S 

45  RiCDBSO  DS  CASACIÓN  (7  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo 
éÍYiL—Beclatnacián  de  cantidad.-^No  ha  lugar  á  la  admisión 
del  interpuesto  por  D.  Julián  Muñoz  en  autos  con  D.  Julián 
Pelegrin  y  Dofia  María  del  Carmen  Lozano  (Audiencia  de 
Madrid).  204 

46  Rbcübso  ds  CASACióir  (7  de  Octubre  de  (1893).— Sala  de  lo 
cíyíI,— Defensa  par  pobre,— lío  ha  lugar  á  la  admisión  del  in- 
terpuesto por  D.  Vicente  Llopis  en  autos  con  D.  Vicente  Mi- 
ralles  (Audiencia  de  Valencia).  205 

47  Rbcuqso  db  CASACIÓN  (10  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo 
civil. — Nulidad  de  un  testamento, — No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  Doña  Carlota  Gutiérrez  en  autos  con  Doña  María  Avalle 
Delgado  (Audiencia  de  Cáceres).  206 

48  Rboubso  db  casación  (11  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo 
dvil.— Po^o  de  cantidad,-^TSo  ha  lugar  á  la  admisión  del  in- 
terpuesto por  Doña  Gertrudis  López  en  autos  con  D.  Felipe 
Cuba  (Audiencia  de  Sevilla).  211 

49  RxouBSO  DX  CASACIÓN  (11  do  Octubro  de  1893).- Sala  de  lo 
civil. — Bendición  de  cuentas.'—^o  ha  lugar  al  interpuesto  por 
D.  Luis  García  Gómez  en  autos  con  D.  Juan  García  del  Hco 
(Audiencia  de  ValladoUd).  212 

50  Rbcübso  db  casación  (12  de  Octubre  de  1898).— Sala  de  lo 
.  civil.— jD^nto  de  jp^rsono^.— No  ha  lugar  á  la  admisión  del 

interpuesto  por  Dofia  Maria  .  Martel  en  autos  con  D.  Felipe 
Salas  (Audiencia  de  Sevilla).  216 

51  Rbcubso  db  casación  (16  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo 
civil— Desvinculacián. — Se  admiten,  en  parte,  los  interpues- 
tos por  D.  Pedro  Ribosa  y  D.  Esteban  Lorenzo  Herranz  en 
autos  con  Dofia  Teresa  Deldón  (Audiencia  de  Madrid).  217 

52  Rbcübso  db  casación  (17  de  Octubre  de  1898).— Sala  de  lo 
civil— Mejor  derecho  á  ciertos  vinculos.—lío  ha  lugar  á  la 
admisión  del  interpuesto  por  Dofia  Sinforosa  Alonso  en  au- 
tos con  D.  Francisco  Javier  Isasi  (Audiencia  de  Burgos).         219 

58  Rbcübso  db  casación  bn  asunto  db  Ultbamab  (17  de  Oc- 
tubre de  1898).— Sala  de  lo  civil.— TVrcma  de  dominio.—'Ño 
ha  lugar.á  la  admisión  del  interpuesto  por  D.  Manuel  López 
Armesto  en  autos  con  Dofia  Cristina  Cajigal  y  otros  (Audien- 
cia de  la  Habana).  220 
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64  BsOüBflO  DX  0A8ACIÓV  (17  de  Ootabre  éd  1899).>-Sal«  de  lo 
civil. — Juicio  de  te$tammtar{a,'-No  h^  logar  al  interpuesto 
por  D.  Antonio  Amiama  en  autos  con  D.  José  Leoncio  y  Don 
Francisco  Znbillaga  y  otro  (Audiencia  de  Pamplona).  221 

«6  CoMPJTTKKCiA  (18  de  Octubre  de  1898).— Sala  de  lo  civil.— 
Fago  de  eanHdad. — Se  decide  á  favor  del  Jues  municipal  de 
Desa  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Cervera  de  la  Ca- 
fiada,  en  juicio  verbal  promovido  ante  éste  por  D.  Manuel 
Carrera  Alonso  contra  D.  Pedro  Alverdi.  217 

4S6  Rkoubso  db  casación  (19  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo 
civil. — Nulidad  de  cierta»  o5%adon6i.— Ha  lugar  al  inter- 
puesto por  Dofia  Carolina  Juncosa  en  autos  con  Dofia  Car- 
men Petit  (Audiencia  de  Barcelona).  228 

^7  Rboubso  db  casación  (20  de  Octubre  de  1893). — Sala  de  lo 
civil.— Po^o  de  canüdad,— Ha  lagar  al  interpuesto  por  Don 
Felipe  de  Vilches  en  autos  con  D.  Juan  María  Lópeí  Sinches 
(Audiencia  de  Granada).  234 

6B  RxcDBSO  DB  casación  (20  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo 
civil. — Su^ensión  de  pa^os.— Se  admite  el  interpuesto  por 
D.  Pedro  Herrero  en  autos  con  la  razón  social  cKesler,  La- 
viada  y  Compañía»,  en  cuanto  á  unos  motivos,  y  no  ha  lugar 
á  la  admisión  respecto  de  otros  (Audiencia  de  Oviedo).  243 

69  Bboxtxsp  db  casación  xn  la  fobma  (20  de  Octubre  de  1893). 
— Sala  de  lo  civil. — Tercería  de  dominio  y  de  m^or  derecho, — 
No  ha  lugar  al  interpuesto  por  la  representación  del  Estado 
en  autos  con  D.  Saturnino  Fernandos  y  D.  Manuel  Varona 
(Audiencia  de  Burgos).  243 

tO  Rbcübso  db  casación  (23  de  Octubre  de  1893).— Sala  de 
lo  cÍYÍ\,'^Nulidad  de  una  adjudicación, — No  ha  lugar  al  inter- 
puesto por  D.  Luis  Orellana  en  autos  con  D.  Joaquüi  Feno- 
Uosa  (Audiencia  de  Valencia).  24C 

61  CoMFBTBNCiA  (24  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo  dvil.«— 
Pago  de  cantidad,— Se  decide  en  favor  del  Jusgado  de  pri- 
mera instancia  de  Daroca  la  sostenida  con  el  de  igual  clsse 
del  distrito  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  en  autos  de  me- 
nor cuantía  promovidos  ante  aquél  por  D.  Manuel  Ostaló 
contra  D.  Juan  Valero  de  Tornos.  264 

62  RxoüBSO  DX  CASACIÓN  (26  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo 
civil, —Liquidaciánlde  Sociedad  y  otroe  extremoo^J^o  ha  lugar  , 
al  interpuesto  por  Dofia  Leonor  Albert  en  autos  con  D.  Pe- 
dro Casciaro  Lobato  (Audiencia  de  Madrid).  267 

63  Rboubso  db  casación  (26  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo 
iAvil.-— Rescisión  de  contrato  de  o&r<».-- No  ha  lugar  á  la  ^mi- 
sión del  interpuesto  por  D.  Joaquín  QonsAlea  y  Gutíérres  en 
autos  con  la  Compafiía  del  íerrocvril  de  Mérida  á  Sevilla 
(Audiencia  de  Sevilla).  266 

64  Rboubso  db  casación  bn  la  forma  xn  asunto  db  Uliba- 
mab  (26  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.— Pd^j^o  ás 
cantidad.'^No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Vicente  Pedrei- 
ra,  en  autos  con  D.  Sebastián  Remires  (Audiencia  de  la  Ha- 
bana). 266 

66  Rboubso  db  casación  (28  de  Octubre  de  1893).— Sala  de  lo 
^viL-^  Fago  de  cantidad.— ^o  ha  lugar  al  interpuesto  por 
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D.  Emilio  Cadenas,  en  pleito  con  la  Duquesa  de  Sanlúcar  y 
otros  (Audiencia  de  Madrid).  270 

66  Bboübso  db  oabaoión  bn  asunto  db  Ultbamab  (2  de  No- 
Tiembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil.— Jtfteio  de  concurso.— 
No  lia  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  D.  Jaan  de 
Dios  Ordófiez  en  autos  con  Dofia  Cristina  del  Junco  (Audien- 
cia de  la  Habana).  286 

67  OoMPBTBNciA  (8  de  Noviembre  de  1898).— Sala  de  lo  civil. 
—Fago  de  cantidad,— Be  decide  en  favor  del  Juez  municipal 
de  Alicante  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  del  distrito  de 
la  Universidad  de  Madrid,  en  juicio  verbal,  deducido  ante 
aquél  por  la  razón  social  A.  Carratalá  y  Dessio,  contra  D.  Ibo 
Esparza.  287 

68  Bkoübso  db  CASACIÓN  BN  LA  POBicA  TS  de  Novicmbro  de 
1893).— Sala  de  lo  ciril^Nulidad  de  actuaciones.— No  ha  lu- 
gar  al  interpuesto  por  la  representación  del  Estado  en  autos 

con  Doña  Dolores  Burgos  (Audiencia  de  Sevilla).  289 

69  Bbotjbso  db  casación  (4  de  Noviembre  de  1898).— Sala  de 
lo  civil.— Pa^o  de  cantidad.— l^o  ha  lugar  á  la  admisión  del 
interpuesto  por  la  Compafiía  de  los  ferrocarriles  de  Madrid 
á  Zaragoza  y  Alicante  en  autos  con  D.  Saturnino  Martínez 
(Audiencia  de  Sevilla).  296 

70  BBCUBsa  DB  casación  bn  la  fobma  (4  de  Noviembre  de 
1893).— Sala  de  lo  civil. — Alimentos.— No  ha  lugar  al  inter- 
puesto  por  Doña  C.  S.  y  M.,  en  autos  con  Doña  M.  T.  y  B. 
(Audiencia  de ...).  297 

71  CoMPBTBNCLA.  (4  de  Noviembre  de  1898).— Sala  de  lo  dvil. 
—Pago  de  cantidad.— 8e  decide  en  favor  del  Juzgado  muni- 
dpal  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla,  la  sostenida 
con  el  de  igual  clase  de  Cáceres,  en  juicio  verbal  deducido 
ante  aquél  por  D.  Alejandro  Vallejo  contra  D.  Alejandro  Lá- 
zaro y  D.  Antonio  Gaicano.  800 

72  Bbctoso  db  casación  (8  de  Noviembre  de  1898).— Sala  de 
lo  (ÁYjl.'^Impugnaciái^  de  operaciones  testamentarias.— IELsl  lu- 
gar  al  interpuesto  por  D.  B.  y  D.  C.  en  autos  con  D.  A  y 
otros  (Audiencia  de...).  30 1 

78  CoMPBTENdA  (9  de  Noviembre  de  1898).— Sala  de  lo  civil. 
—Liquidación  de  cuentas.— Qe  decide  en  favor  del  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de  Madrid,  la 
sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Jaca,  en  autos  promovi- 
dos ante  éste  por  D.  Juan  Sánchez  Gastón  contra  D.  Juan 
Alarcón  y  Villanueva.  321 

74  Bbcübso  DB  CASACIÓN  (9  de  Noviembre  de  1893).- Sala  de 
lo  civih-Dtfensa  por  pobre.— No  ha  lugar  á  la  admisión  del 
interpuesto  por  D.  Mateo  Lasheras  y  Campos  (Audiencia  de 
Zaragoza).  826 

76  Bbcubso  db  CASACIÓN  (9  de  Noviembre  de  1893).— Sala  de 
lo  civil.— Iteivindicación  de  Mmés.-^Ha  lugar,  en  parte,  al 
interpuesto  por  D.  Gumersindo  González  y  Domínguez  en 
autos  con  D.  Diego  Lorenzo  Martínez  (Audiencia  de  la  Co- 
rufia).  327 

76  Bbcubso  db  casación  (18  de  Noviembre  de  1898).— Sala  de 
lo.civil.— Defo^Mcto.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Don 
TOKe  74  87 
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Joaqafn  Bibó  en  aatop  con  Dofia  Eulalia  Ribo  (Aadienda  de 
Barcelona).  ^       ^.x     «  ,    j      ^^ 

77  Rkoübso  db  oasaciók  (18  de  Noviembre  de  1898).— Bala  de 
lo  cMl-^Declaración  de  paternidad. ^I^o  ha  lagar  á  laadml 
sión  del  interpuesto  por  Dofia  Juana  Moracho  en  autos  con 

D.  FranciBCO  Alonso  Pulido  (Audiencia  de  Madrid).  889 

78  Beoubso  db  casación  (14  de  Noviembre  de  1898).— Sala  de 
lo  Cijil—Defen9a  por  pobre.'-^o  ha  lugar  á  la  admisión  del 
interpuesto  por  D.  Baltasar  Marqués  y  D.  Francisco  Santo», 
en  autos  con  D.  Jesé  de  Mata  Rodrigues  (Audiencia  de  Valla- 
doUd).  5^ 

79  Rbgubbo  de  casación  kn  asunto  db  ültbamab  (14  de  No- 
viembre de  1893).— Sala  de  lo  civil.— ^i)crfura  de  testamento. 
—No  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  D.  Manuel 
Freto  Morales  en  autos  sobre  exhibición  y  apertura  de  un 
testamento  (Audiencia  de  la  Habana).  341 

80  Reoubso  de  casación  (16  de  Noviembre  de  1893). — Sala  de 
lo  civil.— P«^  de  o6ras.— No  ha  lugar  á  la  admisión  del  inter- 
puesto por  D.  Pascual  Colmenero  en  autos  con  D.  León  y 

D.  Eugenio  Roesset  (Audiencia  de  Madrid).  842 

81  Becueso  de  casación  (15  de  Noviembre  de  1898).— Sala  de 
lo  civil.— 22«idtcidn  de  ctt«ntof.— No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  D.  José  Mariano  Nocetty  en  autos  con  Dofia  Rafaela  de 

la  Torre  y  Mecía  (Audiencia  de  Sevilla).  84e 

82  Bbcubso  de  casación  (16  de  Noviembre  de  1898).— Sala  de 
lo  civil.— Po^o  de  can^íiod.— No  ha  lugar  al  interpuesto  pof 
Dofia  Antonia  Tenorio  en  autos  con  D.  Ángel  de  las  Posas 

y  otros  (Audiencia  de  Madrid).  851 

88    Becubso  de  casación  (16  de  Noviembre  de  1893).— Sala  de 
lo  civil— Oumplimientú  de  un  cen^rato.— No  ha  lugar  al  inter- 
puesto por  D.  Diego  de  Bahamonde  en  autos  con  Dofia  An-  "^ 
toftia  Gabafias  (Audiencia  de  Madrid).  868 

84  Becubso  de  casación  (16  de  Noviembre  de  1893).— Sala  de 
lo  iáyil^Fropiedad  minara.— Ha  lugar  al  interpuesto  por  U 
Sociedad  especial  minera  La  Concordia,  en  autos  con  D.  Pe- 
dro Alcázar  y  D.  Enrique  González  Zurbano  (Audiencia  de 
Madrid).  «71 

85  Becubso  db  casación  (17  de  Noviembre  de  1898).— Sala  de 
lo  civil.— reit;6ria  de  dominio.— ^o  ha  lugar  á  los  interpues- 
tos por  Dofia  Matilde  Benavides  y  Dofia  Consuelo  Sierra  en 
autos  con  D.  Antonio  García  Francés  (Audiencia  de  Ma- 
drid). •  898 

86  Competencia  (18  de  Noviembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil. 
— Fago  de  cantidad.Se  decide  en  favor  del  Juez  municipal 
del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla,  la  sostenida  con  el 
de  igual  clase  de  Antequera,  en  juicio  verbal  deducido  en 
el  primero  de  dichos  Juzgados  por  los  Sres.  Entrambasaguas 

y  Compafiía  contra  D.  José  Aviles  López.  897 

87  Becubso  de  casación  (18  de  Noviembre  de  1898V — Sala  de 
lo  civil.— JD^cnsa  por pohre.—No  ha  lugar  á  la  admisión  del 
interpuesto  por  D.  Pedro  Herrero  Frutos,  en  autos  con  la  So- 
ciedad Kester  Laviada  y  Compafiía  (Audiencia  de  Oviedo).    89t 

88  Becubso  de  casación  (18  de  Noviembre  de  1898).— Sala  de 
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lo  civil. — Defensa  por  pcbre.^So  ha  lagar  á  la  admisión  del 
interpuesto  por  Dofia  Vicenta  Sabata  (Audiencia  de  Barce 
lona).  400 

89  Recurso  de  casación  (18  de  Noviembre  de  1893).— Sala  de 
lo  cÍYiL—Beclamación  de  bienes.— lHo  ha  lugar  al  interpuesto 
por  Dofia  Dolores  Oodol  en  autos  con  D.  Francisco  Javier 

de  Travy  y  otros  (Audiencia  de  Barcelona).  401 

90  Recubso  de  casación  (20  de  Noviembre  de  189S). — Sala  de 
lo  dvil.-- Terceria  de  dominio.—No  ha  lugar  á  la  admisión  del 
interpuesto  por  D.  Andrés  Perelló  en  autos  seguidos  con 
D.  Sebastián  Carreras  y  D.  Mauricio  Vilumara  (Audiencia 

de  Barcelona).  409 

91  Beoubso  de  casación  (21  de  Noviembre  de  1898).— Sala  de 
lo  civil. — Desahucio,— No  ha  lugar  á  la  admisión  del  inter* 
puesto  por  D.  Enrique  Zamalloa  en  autos  con  la  Condesa  de 
Bornes  (Audiencia  de  Madrid).  410 

92  Recttbso  de  casación  (23  de  Noviembre  de  1893).— Sala  de 
lo  civil. — Defensa  por  pobre.^l^o  ha  lugar  al  interpuesto  por 
D.  Ildefonso  Gutiérrez  Illana,  como  sindico  del  concurso  de 
D.  Jesús  Gracia,  en  autos  con  Dofia  Eloísa  Minuesa  (Audien- 
cia de  Madrid).  411 

93  Recübso  de  casación  en  asunto  de  Ultbamab  (23  de  No- 
viembre de  1893).— Sala  de  lo  civil.— Papo  de  cantidad,— Jíí o 
ha  lugar  al  interpuesto  por  la  Sociedad  Calixto  López  y  Com- 
pafiía  en  autos  con  D.  Antonio  Rodríguez  Lorenzo  (Audien- 
cia de  la  Habana).  413 

94  Recubso  de  casación  en  la  fobha  (23  de  Noviembre  de 
1893).— Sala  de  lo  cMl.— Pago  de  pesetas. — No  ha  lugar  al 
interpuesto  por  Dofia  Carmen  Lozano  Martín  en  aulos  con 

D.  Manuel  Martín  de  Oliva  (Audiencia  de  Madrid).  417 

95  Recubso  de  casación  en  la  fobbca  en  asunto  de  Ultba- 
mab 2  de  Diciembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil— Oposición  á 
una  ejecución. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Juan  Mazón 

en  autos  con  D.  José  Docio  (Audiencia  de  la  Habana).  ^420 

96  Recubso  de  casación  en  la  fobma  (2  de  Diciembre  de 
1893).  —  Sala  de  lo  civil.- J^a¿¿a  de personaHdad.'-líío  ha  lu- 
gar al  interpuesto  por  D.  Francisco  Flores  Suazo,  en  autos 
con  D.  Juan  Antonio  de  Miguel  y  otros  (Audiencia  de  Ma- 
drid). 422 

97  Recubso  de  casación  (4  de  Diciembre  de  1893).  —  Sala  de 
lo  ci^il.  — Remoción  de  albaceas.—No  ha  lugar  á  la  admisión 
del  interpuesto  por  D.  Matías  Mir  en  autos  con  D.  LeoDoldo 
Llauradó  y  Dofia  Concepción  Mir  (Audiencia  de  Barcelona).     435 

98  Recubso  de  casación  (4  de  Diciembre  dQ  1893).— Sala  de 
lo  civil.— Partición  de  herencia. — No  ha  lugar  á  la  admisión 
del  interpuesto  por  Dofia  Angela  Carrasco  en  autos  con  Don 
Pascual  Alizandre  (Audiencia  de  Valencia).  485 

99  Competencia  (4  de  Diciembre  de  1893).— Sata  de  lo  civil. — 
Bendición  de  cuentas  de  una  cúratela.  —  Se  decide  en  favor 
del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro 
de  Madrid  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Jerez  de  los 
Caballeros,  en  autos  promovidos  ante  el  primero  por  D.  En- 


Digitized  by  VjOOQIC 


iSO  JÜBISPBÜDXirGLl  COVIL 


rique  y  D.  Rogelio  Terrón  de  la  Gándara  contra  Dofia  María 
Terrón  y  Meléndes  y  otros.  487 

100  Recurso  db  casación  (4  de  Diciembre  de  1803).— Sala  de 
lo  cíyíL— 'Liquidación  de  una  comunidad  de  bienei. — No  ha 
lagar  al  interpuesto  por  D.  Francisco  Salvat  en  aatos  con 
D.  José  de  Brandia  y  de  Fortuoy  y  otros  (Aadiencia  de  Bar- 
celona). 444 

101  RxcuBSo  DI  CASACIÓN  (4  de  Diciembre  de  1898).^8ala  de 
lo  civil. — Pago  de  cantidad. — No  ha  lagar  al  interpnesto  por 
Dofia  Carmen  Belver  en  antos  con  D.  Jnlián  Fernándes  Gar- 
cía (Aadiencia  de  Madrid).  456 

102  Rbcubso  de  CASACIÓN  ^6  do  Diciembre  de  1898).— Sala  de 
lo  civil. — Defensa  por  pobre.— "Ño  ha  lagar  al  interpuesto  por 
D.  Federico  Lastrilla  en  antos  con  la  Empresa  del  tranvía 
de  vapor  de  Barcelona  y  el  Ayuntamiento  de  Badalona  (Aa- 
diencia de  Barcelona).  467 

108  Recubso  de  casación  (7  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de 
lo  civil.—iV^^fua  por  pobre. — No  ha  lugar  á  la  aamiaión  del 
interpuesto  por  D.  Tomás  de  la  Fuente  Iglesias  en  autos 
con  D.  José  González  y  otros  (Aadiencia  de  Oviedo),  458 

104  Recurso  de  casación  (7  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de 
lo  civil. — Pago  de  cantidad,— No  ha  lugar  á  la  admisión  del 
interpuesto  por  D.  Luis  Rastrollo  en  autos  con  su  hermano 

D.  Miguel  (Audiencia  de  Gáceres).  459 

105  Rbcubso  de  casación  en  la  fobma  (7  de  Diciembre  de 
1893).— Sala -de  lo  cíyíI— Tercería  de  <iominú>.— No  ha  lugar 
al  interpuesto  por  la  Duquesa  viuda  de  Santofia  con  la  Mar- 
quesa de  Manzanedo  y  D.  Agustín  García  Benítez  (Audiencia 

de  Madrid).  460 

106  Recubso  de  casación  (9  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de 
lo  civih—Beivindicaeión  de  bienes. — Ha  lugar  á  la  admisión 
por  unos  motivos,  y  por  otro  no,  del  interpuesto  por  D.  Igna- 
cio Borras  y  otros^  en  autos  con  D.  Joaquín  Ortiz  y  otros 
(Aadiencia  de  Barcelona).  468 

107  Recubso  de  casación  bn  asunto  [db  Ultbamab  (9  de  Di- 
ciembre de  1893).— Sala  de  lo  cMh— Nulidad  y  resdsián  de 
una  venia.  —Ha  lugar,  en  parte,  al  interpuesto  por  D.  Pedro 
y  D.  Francisco  Javier  Fernández  Ghoperena  en  autos  con 
Dofia  Antonia  Otamendi  (Aadiencia  de  la  Habana).  465 

108  Recubso  de  casación  (9  de  {[Diciembre  de  1898).— Sala  de 
lo  civil. — Nulidad  de  una  patente  de  inveneián.-^lSío  ha  lugar 
al  interpnesto  por  D.  Silvestre  Pujos,  en  aatos  con  la  n^n 
social  Pedro  Revenga  y  Gompafiía  (Audiencia  de  Barcelona).    478 

109  Rbcubso  de  casación  (11  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de 
lo  ciyíL—Drfema  por  pobre.-^No  ha  lugar  á  la  admisión  de} 
interpuesto  por  Dofia  Agustina  Alvares  en  autos  sobre  de- 
claración da  pobreza  para  litigar  en  el  abintestato  de  D.  José 
Alvarez  (Audiencia  de  Madrid).  477 

110  Rbcubso  de  casaoión  en  asunto  db  ultbamab  (11  de  Di- 
ciembre de  1898).— Sala  de  lo  cLyú.— Nulidad  de  un  testamen- 
to.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Dofia  Francisca  Oairo  en 
autos  con  Dofia  Glalla  (Mho  Negrete  (Aadiencia  de  la  Ha- 
bana). 478 
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111  Reoübso  db  casación  (12  de  Diciembre  de  1893).— Sala  de 
lo  dYÜ.—Fotesión  de  biene». — ^No  ha  lugar  á  la  admisión  del 
interpuesto  por  D.  Manael  Chaves  j  Ortiz  en  antos  con  Don 
Francisco  Pefia  (Audiencia  de  Sevilla).  492 

112  Rkcubso  dx  casación  bn  la  fobbka  bn  asttnto  db  ültba- 
MAB  (12  de  Diciembre  de  1893).— Sala  de  lo  civü,— Oposición 
auna  ejecución.— 1^0  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José 
Olaro  y  Arquisa  en  antos  con  D.  Matías  González  (Audien- 

eia  de  Manila).  498 

118  Bbcübso  db  casación  (12  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de 
lo  civil.— Tercería  de  dominio.-- No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  D.  José  Mauri  y  Dofia  Paulina  Poal  en  autos  con  Dofia 
María  Angela  Travessa  y  otros  (Audiencia  de  Barcelona).  496 

114  Bbcubso  db  casación  (12  de  Diciembre  de  1893).— Sala  de 
lo  civil. — Entrega  de  bienes, —'Ño  ha  lugar  al  interpuesto  por 
D.  José  Téllez  en  autos  con  D.  Fabriciano  Morencoa  y  otros 
(Audiencia  de  Madrid).  502 

115  Bbcubso  db  casación  bn  la  fobha  (14  de  Diciembre  de 
1898).— Sala  de  lo  civil.— i>ew¿ucidn  de  muehlea  y  pago  de  al- 
quileres,— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Dofia  Consuelo  Gaz- 
tambide  en  autos  con  Dofia  Luisa  García  Ramos  (Audiencia  "* 

de  Madrid).  508 

116  CoifFBTBNCiA  (15  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de  lo  civil. 
—Bago  de  honorarios, — Se  decide  en  favor  del  Juez  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Hospicio  de  Madrid  la  sostenida 
con  el  de  igual  clase  de  Bilbao,  en  antos  promovidos  ante  el 
primero  por  D. .  José  Alonso  Colmenares  contra  D.  Archer 
Davisón  Lammín.  511 

117  Rbcxtbso  db  casación  (15  de  Diciembre  de  1898.— Sala  de 
lo  civil.'-^i>ecjar(xeúfn  de  quiebra,— l^o  ha  lugar  á  la  admisión 
del  interpuesto  por  D.  Vicente  Chapa  en  autos  con  D.  Juan 
Vicente  Pardo  y  otros  (Audiencia  de  Valencia).  615 

118  Rbcubso  dr  casación  (16  de  Diciembre  de  1893).— Sala  de 
lo  (ÁYÜ.'^Indemnisación  de  daños  y  perjuicios,— l^o  ha  lugar, 
en  cuanto  á  algunos  motivos,  á  la  admisión  del  interpuesto 
por  D.  Manuel  Chacón  y  D.  Cándido  Xara  en  autos  con  Dofia 
Juana  Alonso  (Audiencia  de  Madrid).  516 

119  Bbcitbso  db  OASAdóN  (16  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de 
lo  dYÍl,— Aprovechamiento  de  aguas,— Hsk  lugar  al  interpuesto 
por  la  Marquesa  viuda  de  Forrera  y  otro,  y  en  parte  al  dedu- 
cido también  por  el  Ayuntamiento  de  Aviles  (Audiencia  de 
Oviedo).  518 

120  Rbcubso  db  casación  bn  asunto  db  Ultbamab  (19  de  Di- 
ciembre de  1898).— Sala  de  lo  civil. —  í7jri*/n«íío.— ]S[o  ha  lu- 
gar al  interpuesto  por  D.  |Federico  y¡  Dofia  Antonia  Artigas 
en  autos  con  D.  Benito  Conde  Valentín  (Audiencia  de  la  Ha- 
bana). 588 

121  Acumulación  (20  de  Diciembre  de  1893).— Sala  de  lo  civil. 
—Inslitueión  de  heredero,-— Be  manda  que  se  acumulen  á  los 
pendientes  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Falset 
por  Dofia  Lueía  y  Dofia  María  Teresa  Alerany  con  D.  Manuel 
Esteve,  los  seguidos  en  el  de  igual  clase  del  distrito  de  la 
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Latina  de  Madrid  entre  éate  y  Dofia  María  Concepción  Sa- 
lido. 539 

12S  Rbcubso  de  CASAoióir  XK  UL  FORMA  (20  de  Diciembre  de 
1898). — Sala  de  lo  iAvih—Fetieián  de  herencia.'-Vo  ha  logar 
al'  interpneeto  por  D.  José  Pórea  López  y  otros,  en  antes  con 
D.  Manuel  Cruzána  Domingo  (Audiencia  de  Valencia).  543 

128  Bboubso  de  casación  en  la  forma  (21  de  Diciembre  de 
1898).— Sala  de  lo  civil.— Piflf^o  de  cantidad,— "Ño  ha  lugar  al 
interpuesto  por  D.  José  Arandez  en  autos  con  D.  Francisco 
Gaell  y  Güell  (Audiencia  de  Barcelona).  647 

124  Recurso  de  casación  (21  de  Diciembre  de  1893).— Sala  de 
lo  civil— 'Dtfenaa  por pobre.—'íío  ha  lugar  á  la  admisión  del 
interpuesto  por  Dofia  Carmen  Masó  en  autos  con  D.  José 
Romero  Pedret  (Audiencia  de  Barcelona).  549 

125  Recurso  de  casación  (21  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de 
lo  oíyíI.— -Nulidad  de  actuaciones,— l^o  ha  lugar  á  la  admi- 
sión del  interpuesto  por  D.  Pedro  Celador  en  autos  con  Dofia 
Dionisia  Mata  Martin  (Audiencia  de  Madrid).  550 

126  Recurso  de  casación  (21  de  Diciembre  de  1898).~SaIa  de 
lo  civil,— NuHdad  de  un  pagaré.— No  ha  lugar  á  la  admisión 
del  interpuesto  por  D.  José  Castro  Sarasqueta  en  autos  con 
Dofia  Ascensión  Barrón  (Audiencia  de  Madrid).  551 

127  Recurso  de  casación  en  la  forma  (22  de  Diciembre  de 
1898).— Sala  de  lo  civil— Pago  de  eanHaad.—JHo  ha  lugar  al 
interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de  Madrid   en  autos  con 

D.  Anastasio  Gutiérrez  Benito  (Audiencia  de  Madrid).  552 

128  Recurso  de  casación  (28  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de 
lo  civil— Nulidad  de  una  ^scrt(Nra.-^No  ha  lugar  á  la  admi- 
sión del  interpuesto  por  D.  Antonio  Gomes  Cano  en  avtos 

con  D.  Pedro  Juan  Alvareda  (Audiencia  de  Sevilla).  556 

129  Recurso  de  casación  (26  de  Diciembre  de  1893).---Sala  de 
lo  civil. — Defensa  por  pobre.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
Dofia  Francisca  Ferrer  del  Coll  en  autos  con  D.  José  Arimón 

y  otros  (Audiencia  de  Barcelona).  557 

180  Re(}urso  de  casación  ^27  de  Diciembre  de  1898).-r-Sala  de 
lo  civil. —Po^o  de  cantidad,— No  ha  lugar  á  la  admisión  del 
interpuesto ;por  D.  Indalecio  Encinas  Vera  en  autos  con  Don 
Santiago  de  Ángulo  Ortiz  (Audiencia  de  Madrid).  560 

181  Recurso  de  casación  (37  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de 
lo  civil— Depósito  de  bienes  embargados. — No  ha  lugar  A  la 
admisión  del  interpuesto  por  D.  José  María  Narváes  en  autos 
con  los  herederos  de  D.  Carlos  Marión,  sobre  constitución 
del  patronato  del  Asilo  de  San  Ramón  de  la  ciudad  de  Loja 
(Audiencia  de  Madrid).  662 

132  Acumulación  (28  de  Diciembre  de  1898).— Sala  de  lo  civil. 
— Juicio  ^ecuHvo, — No  ha  lugar  A  la  reclamada  por  el  Juaga- 
do de  primera  instancia  de  Falencia  al  de  igual  clase  del 
distrito  del  Hospicio  de  Madrid,  en  autos  seguidos  A  instan- 
cia de  D.  Antonio  Henero  y  VAsquea  contra  D.  Pascual  He- 
rrero y  Buz.  564 
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REPERTORIO  ALFABÉTICO 

EM   LAS 

CUESTIONES  Y   PUNTOS   DE    DERECHO 

BBSUELTOS  POR  EL  TBIBUNAL  8VPBKH0 
KN  LA8  8KKTKK0IAS  CONTENIDAS  EN  EST^  TOMO  (1). 


Abintestato.—V  Administradores  de  abintestatos  y  testamentarias, 
y  Beeurso  de  casacián, 

▲bogados  del  Estado.— V.  Costas, 

Acción.— No  86  infringe  la  doctrina  legal  sastentada  en  sentencia 
de  27  de  Majo  de  1867,  referente  á  que  no  pueden  prevalecer  en 
juicio  acciones  que  no  se  hayan  ejercitado  en  la  forma  correspon- 
diente, cuando  la  acción  intentada  se  funda  en  los  hechos  ex- 
puestos en  la  demanda  y  consignados  en  el  fallo  como  resultado 
de  las  pruehas  practicadas  (O.,  núm.  40.— -6  de  Octubre  de  1898).    183 

Aiición  personal.  —  La  acción  ejercitada  para  pretender  la  rendi- 
ción de  cuentas  que  debió  formalisar  un  curador  y  la  entrega  de 
los  bienes  que  hubiere  administrado  por  razón  de  su  cargo,  es 
personal  y  relativa  al  ejercicio  de  la  tutela  y  curaduría  (Oomp., 
núm.  09.— 4  de  Diciembre  de  1898).  487 

V.  Juez  competente  (accién  personal), 

.Acción  réivindioatoria. — ^La  acción  reivindicatoría  del  dominio 
de  una  cosa  sólo  puede  prosperar  acreditándose  cumplidamente 
dicho  dominio,  y  no  es  valedera  para  hacer  efectivos  otros  dere- 
chos de  naturaleaa  distinta  (O.,  núm.  84.— 18  de  Noviembre  de 
1893).  876 


(1)     Bxplioaci6n  de  las  abraviataMbB  de  este  Repertorio.  —  F.,  quiere  decir  Vea- 

-  m;  Oomp.f  sentencia  dictada  en  decisión  sobre  aompeteneia;  C,  en  recurso  de  ouuaeión; 

€f.  de  U.,  en  recurso  de  emaoión  en  asunto  de  ÜUrctmar, — A  continuación  de  la  cues- 

tUn  ó  punto  de  derecho  que  se  resuelve,   se  ponen  el  número  que  la  sentencia 

lleva  en  el  tomo,  la  fecha  de  la  resolución  y  la  página  donde  te  encuentra. 
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Acciones  de  Banco.— Los  BobreprecioB  ó  primaa  de  lae  acdonee 
de  Banco  aportadas  al  matrimonio  y  los  beneficios  por  ellas  obte- 
nidos, 0on  prodnctos  y  ganancias  realizados  por  la  sociedad  con- 
yugal qae  á  la  misma  corresponden,  no  podiendo  ser  considera- 
dos como  incremento  ó  accesión  de  las  acciones  antiguas,  sino 
que  pertenecen  á  la  clase  de  gananciales,  según  terminantemente 
se  halla  declarado  por  el  Tribunal  Supremo  (O.,  nám.  72.—^  de 
Noviembre  de  1898).  301 

Accionista.— y.  8ociedade$, 

Acto  auténtico.— V.  Recurso  de  catación  (apreciaeión  deprudM), 

Actor.— y.  Obligación  de  probar. 

Actos  de  Jurisdicción  volontaria.— y.  Recurso  de  casación  (ac- 
tos de  jurisdicción  voluntaria). 

Actos  de  los  cansantes. — Los  cansahabientes  no  pueden  impug- 
nar los  actos  de  las  personas  ó  persona  de  quien  proviene  su  de- 
recho, cuyos  actos  son  obligatorios  para  ellos  (C,  núm.  37. — i  de 
Octubre  de  1898).  137 

Acomnlación  de  autos. — Si  bien,  según  el  art.  161  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  una  de  las  causas  porque  debe  decretarse  la 
acumulación,  es  cuando  en  Juzgado  competente  penda  pleito  so- 
bre lo  mismo  que  fuere  objeto  del  promovido  después,  proce- 
diendo igualmente  la  acumulación,  si  de  seguirse  separadamente 
se  divide  la  continencia  de  la  causa,  no  sucede  lo  mismo  cuando 
en  uno  de  los  pleitos  se  extiende  la  reclamación  á  algo  más  de  lo 
pedido  en  el  otro,  no  existiendo,  por  lo  tanto,  entre  ellos  identi- 
dad de  personas  y  de  cosas  (Acum.,  núm.  10.— 7  de  Julio  de  1893).      83. 

Al  prescribir  el  art.  171  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 

que  cuando  proceda  la  acumulación  de  autos  corresponderá  el  co- 
nocimiento al  Jues  ó  Tribunal  en  que  radique  el  pleito  más  anti- 
guo, no  establece  que  la  antigüedad  se  cuente  ó  comience  desde 
fecha  determinada  ó  por  las  resoluciones  dictadas  en  los  autos 
respectivos,  sino  que  se  refiere  á  la  de  la  incoación,  sin  contraerse 
á  resolución  alguna  determinada,  con  cuya  doctrina  está  conforme 
la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  17  de  M^nl  de  1889  (Acum., 
núm.  16.— 18  de  Agosto  de  1893).  97 

Cuando  los  pleitos  cuya  acumulación  se  pretende  tienen  la 

misma  causa  y  el  mismo  objeto,  no  sólo  se  divide  la  continencia 
de  la  causa  en  el  caso  de  seguirse  separadamente  dichos  pleitos, 
según  la  definición  de  los  números  6.o  y  6.o  del  art.  162  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  sino  que  podrían  recaer  resoluciones  con- 
tradictorias que,  llevadas  oportunamente  de  unos  á  otros,  produ- 
cirían excepción  de  cosa  juagada. 

Siendo  procedente  la  acumulación  de  autos,  corresponde  el  co- 
nocimiento al  Jues  propio  de  los  más  antiguos  (Acum.,  núm.  121. 
— 20  de  Diciembre  de  1898).  689 

Según  el  núm.  4.^  del  art.  1003  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 

civil,  son  acumulables  á  los  juicios  de  abintestato  y  testamentaría 
los  ejecutivos  que  se  produzcan  contra  los  herederos  dd  difunto 
ó  sus  bienes,  exceptuándose,  de  acuerdo  con  el  art.  166  de  la  pro- 
pia ley,  aquellos  en  que  se  persiguen  bienes  hipotecados  (Acum., 
núm.  132.-28  de  Diciembre  de  1893}.  664 

~-  y.  Recurso  de  casación  (sentencia  no  d^nitiva). 
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Administrador  de  abintestatos  y  testamentarias. — V.  Pre- 
¡adán  de  créditoi  y  Becurao  de  easaetán  (sentencia  d^nUiva). 

Acunas.— Ea  el  caao  de  haHaise  limitados  los  derechos  de  un 
Ayuntamiento  para  la  eonoesión  de  agnas  de  los  sobrantes  de  un 
manantial  por  la  íacoltad  establecida  á  favor  de  nn  particnlar 
para  intervenir  y  prestar  su  consentimiento  en  dichas  concesio- 
nes, evidente  es  que  las  que  se  hubieren  otorgado  sin  ese  esencial 
requisito  son  nulas  y  no  pueden  orear  ningún  derecho  que  lesione 
el  del  particular  indicado. 

El  art  42  del  Código  civil  deja  á  salvo,  como  excepción  de  las 
disposiciones  contenidas  en  el  capitulo  1.^^  tlt  4.o.  libro  2.o  del 
mismo,  los  derechos  adquiridqs  con  anterioridad  á  su  publica- 
ción, y  exceptúa  también  el  dominio  privado  que  tienen  los  pro 
pietarios  de  aguas,  fuentes  ó  manantiales,  en  virtud  del  cual  las 
aprovechan  y  disponen  de  ellas  libremente  y  como  propiedad 
particular. 

El  derecho  que  á  los  pueblos  concede  el  art.  13  de  la  ley  de 
Aguas  en  las  sobrantes  de  las  fuentes,  cloacas  ó  establecimientos 
públicos,  es  sin  perjuicio  del  que  sobre  estos  mismos  sobrantes 
puedan  tener  legítimamente  adquiridos  los  particulares;  y  la 
facultad  que  atribuye  á  ios  Ayuntamientos  el  art.  171  de  la  ci- 
tada ley  para  formar  los  reglamentos  para  el  régimen  y  distribu- 
ción de  las  aguas  en  las  poblaciones,  es  también  sin  perjuicio  de 
los  derechos  privados  (O.,  núm.  119.— 16  de  Diciembre  de  1893).    51& 

Albacea.— y.  Juicio  de  testamentaria  y  BeGwno  de  casación  (alba 
cea»). 

Alimentos. — Según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencia de  7  de  Julio  de  1892,  el  usufructo  establecido  por  la  ley  á 
favor  de  los  padres  en  virtud  de  la  patria  potestad  que  ejercen 
sobre  sus  hijos  se  halla  por  su  naturalesa  primordialmente  afecto 
al  cumplimiento  del  deber  de  crianza,  alimentación  y  educación 
de  éstos,  constituvendo  tal  obligación  nn  titulo  de  los  hijos  A  ser 
atendidos  con  el  miportede  dicho  usufructo  de  mejor  derecho  so- 
bre el  de  cualquier  acreedor  ordinario  por  raaón  de  deudas  que 
la  sociedad  le¿áí  ó  los  padres  hubieren  podido  contraer. 

Si  bien  esto  no  obsta  para  que  el  usufructo  legal  se  halle  tam 
bien  afecto  á  las  expresadas  deudas,  cuando  después  de  cubier- 
tas las  obligaciones  que  tienen  con  los  hijos  el  padre  ó  la  madre, 
se  beneficiim  de  parte  de  él,  mientras  no  conste  la  existencia  de 
tales  beneficios,  se  infringhrlan,  no  sólo  las  leyes  que  regulan  y 
determinan  el  concepto  del  expresado  usufructo,  apreciadas  por  el 
Tribunal  Supremo  en  la  sentencia  de  7  de  Julio  de  1892,  sino 
también  las  citadas  especialmente  por  el  recurrente,  si  no  se  de- 
clarase el  mejor  derecho  de  los  hijos  á  ser  atendidos  según  sos 
legítimas  neMidades  y  posición  social  con  el  importe  del  usu- 
fructo antes  que  los  demás  acreedores  de  sus  padres,  aunque  no  . 
resulte  previamente  fijada  la  extensión  y  euanlia  de  la  obligación 
(O.,  núm.  26.-27  de  Septiembre  de  1893).  130 

AaotaolAn  preventiTa.— Adquirida  por  un  tercero  una  finca  con 
una  carga  preventivamente  anotada,  A  éste  alcanzan  las  respon- 
sabilidades del  jaldo  seguido  con  el  vendedor,  del  cual  es  en  esto 
eoncepto  sucesor  (O.,  núm.  39.-4  de  Octubre  de  1898).  178 
y.  IneeHpdin  en  él  Begietro  de  kt  propiedad. 
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Apelación.— Según  dispone  el  art.  840  de  la  ley  de  Bnjaieiamiento 
civil  y  tiene  repetidamente  declarado  el  Tribunal  8apremo,  no  «e 
da  recnrao  ulterior  alguno  contra  el  auto  que  declara  desierta  una 
apelación,  cuando  el  apelante  no  comparece  dentro  del  término 
del  emplazamiento,  siendo,  por  lo  tanto,  improcedente  é  inadmisi- 
ble, conforme  al  núm.  S.o  del  art  1739  de  la  misma  ley,  el  recnrao 
de  casación  que  se  interpusiere  contra  dicha  resolución  (O.,  nú- 
mero 101.— 4  de  Diciembre  de  1898).  456 

y.  Recurso  de  coBadón  (dmegacián  de  apelación  j  §efUeHeia 

no  definitiva). 

Apreciación  de  pruebas.— V.  BeeurM  de  eaaadón  (apredaeión 
de  pruebas), 

Apnesta.-* Aplica  rectamente  los  artículos  1267^  en  su  párrafo  1  .•, 
1790  y  1801  del  Oódigo,  la  sentencia  que,  dando  valor  y  eficacia 
A  una  apuesta  habida  entre  dos  personas,  obliga  á  que  se  cumpla 
la  promesa  y  estipulación  nacida  de  aquel  contrato,  y  expresa- 
mente aceptada,  de  invertir  el  importe  de  la  misma  en  un  billete 
de  la  lotería  en  beneficio  de  los  presentes,  dando  A  todos  opción 
y  derecho,  en  la  parte  convenida,  al  premio  obtenido  por  dicho 
billete  y  condenando  al  pago  de  la  misma  (O.,  núm.  40. — 6  de  Oc- 
tubre de  1898).  16S 

Arrendamiento  de  serricios.  — Y .  Juez  competente  (arrenda- 
miento de  servidos). 

Auto  definitivo. —Y.  Curador  ejemplar  y  CuetHón  de  competencia. 

Aato  no  definitivo— Y.  Depásito  de  mí^jer  catada. 

Ayuntamientos.— Y.  AguoB. 


B 

Banco  de  IBspafia*— Y.  Acciones  de  Banco. 
Beneficio  de  pobresa.— Y.  Dtf  enea  por  pobre. 
Bienes  desano^ortizados.— >Y.  Desamortizadán, 
Bienes  dótales  — Y.  Dote, 
Bienes  gananciales.— Y.  iieeion^  de  Banco. 
Bienes  hereditarios.— Y.  Inscripcián  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad. 
Bienes  lanehleB.— Sociedad  minera. 
Bienes  de  la  mujer.- Y.  Dote  y  Mujer  casada. 
Buena  fe.— Y.  Poseedor  de  buena  fe. 


Cargas. — Y.  Anotadón  preventiva, 

€ausahabientes.— Y.  Actos  de  los  causantes. 

Citación  de  remate.— Y.  Juicio  ejecutivo. 

Código  de  Comercio.— Y.  Libros  de  comercio. 

Código  civiL— Y.  Aguas,  Curador  ejemplar  .Heredero,  Herencia^ 

Hijos  legitimados.  Juicio  de  testamentaria  y  Usufructuario. 
CSomisión  mercantil.— Y.  Juez  competente  (eamidán  mercantil). 
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Compaflla.— V.  Sociedades. 

Competencia.— V.  Acnmuheión  de  autos.  Cuestiones  de  competen- 
cia y  Juez  competente, 

Compraveiita.— y .  Jues  competente  (compraventa). 

Concurso.— V.  Defensa  por  pobre, 

ConernenclSL.'-Y,  Incongruencia,  Sentencia  congruente  y  Senten- 
cia incongruente. 

Contratos  (efíoagia).— No  se  infringe  la  ley  1>,  tit.  l.o,  libro  10 
de  la  Novísima  Recopilación,  ni  la  doctrina  establecida  de  acuerdo 
con  ella,  referente  á  la  valides  de  las  obligaciones,  cualquiera  que 
sea  la  forma  en  que  se  celebren,  así  como  el  núm.  l.<>  del  art.  9.o 
de  la  ley  Hipotecaria,  cuando  la  sentencia  no  niega  la  eficacia  de 
lo  convenido  por  los  litigantes,  ni  desconoce  ó  prescinde  de  lo 
preceptuado  en  dicha  última  disposición,  ni  estos  extremos  cons- 
tituyen la  cuestión  del  pleito  (0.,aiúm.  83.-16  de  Noviembre 
de  189S).  36S 
-^ —  V.  Novísima  Becopüaeián  j  Prenda, 
(iktbspbbtaoión).— Si  bien  en  la  inteligencia  de  los  con- 
tratos hay  que  atenerse  al  sentido  literal  de  las  clAusnlas  de  los 
mismos,  cuando  son  claros  y  no  dejan  duda  sobre  la  intención 
de  los  contratantes;  por  el  contrario,  si  ésta  ofrece  alguna,  debe 
atenderse  principalmente  para  aclararla  ó  desvanecerla  á  los  ac- 
tos de  los  mismos  interesados,  anteriores,  coetáneos  ó  posteriores 
al  cumplimiento  (C,  núuL  6.-6  de  Julio  de  1898).  38 
Según  doctrina  constantemente  sancionada  por  el  Tribu- 
nal Supremo,  el  contrato  es  ley  para  los  contratantes,  y  sus  cláu- 
sulas deben  entenderse  lisa  y  llanamente  cuando  sus  palabras 
son  claras  y  terminantes  (O.,  núm.  66.^19  de  Octubre  de  1898).  228 
— —  No  se  infringe  la  ley  2.%  tit.  33  de  la  Partida  7.»,  ni  la  doc- 
trina relativa  á  la  interpretación  de  los  contratos,  cuando  al  ha- 
cerlo la  Sala  sentenciadora,  lejos  de  infringir  lo  pactado,  se  atiene 
á  la  intención  de  los  contratantes,  revolica  por  sus  actos  coetá- 
neos y  posteriores  (O.,  núm.  88.— 16  de  Noviembre  de  1898).  963 
Resultan  inaplicables  Iss  doctrinas  y  reglas  de  interpreta- 
ción cuando  son  claros  y  sin  ninguna  duda  los  ténninos  de  las 
convenciones  (C,  núm.  100.-4  de  Diciembre  de  1893).                    444 

Costas.— La  intervención  de  los  Abogados  del  Estado  en  los  expe- 
dientes sobre  exacción  de -costas  es  una  intervención  de  carácter 
fiscal,  puesto  que  no  defienden  en  ellos  propiamente>l  Estado 
como  persona  jurídica,  demandante  ó  demandada,  y  por  lo  tanto, 
no  se  comete  infracción  por  falta  de  personalidad,  entendién- 
dose las  actuaciones  con  los  liquidadores  del  impuesto  de  dere- 
chos reales  en  representación  de  la  Hacienda,  porque  la  delega- 
ción hecha  en  éstos  para  defender  á  la  misma  debe  estimarse 
permanente  en  esta  clase  de  asuntos,  según  circular  de  la  Direc- 
ción de  lo  Contencioso  de  5  de  Junio  de  1891. 

Por  razón  de  la  índole  especial  de  la  intervención  de  los  Abo- 
gadas del  Estado  en  esta  clase  de  expedientes,  tampoco  puede 
estimarse  que  la  Hacienda  sea  directamente  demandante  ó  de- 
mandada, para  los  efectos  de  la  obligación  impuesta  á  sus  repre- 
sentantes de  consultar  previamente  con  la  Dirección,  como  requi- 
sito esencial  de  la  citación  y  ^mplasamiento  que  se  les  haga  (O., 
núm.  69.— 20  de  Octubre  de  1898).  343 
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La  imposición  de  las  costas  por  consecnencis  de  1a  Tnallria 

ó  temeridad  de  un  litigante,  corresponde  A  las  faeoltadea  ezchi- 
aivas  de  la  Sala  sentenciadora,  según  se  ha  declarado  rmtenÓB- 
mente  (O.,  núm.  88.-16  de  Noyiembre  de  1893).  368 

Crédito  preferente.— V.  P^-eladón  de  crédiii». 

Cuentas.— Dictada  sentencia  firme  condenando  A  lasj^artes  A  prac- 
ticar ana  liquidación  general  de  cuentas  con  arreglo  al  resultado 
de  las  pruebas,  no  infringe  dicha  ejecutoria  la  sentencia  dictada 
en  ejecución  de  la  misma,  aprobando  la  cuenta  presentada  por  el 
demandante  con  arreglo  A  los  hechos  establecidos  por  el  mismo, 
si  el  demandado  no  probó  los  consignados  en  oposición  A  ellos 
por  vía  de  reconvención,  ni  impugnó  el  contenido  de  dicha 
cuenta  (C,  núm.  1.  -l.o  de  Julio  de  1898).  ^ 
V.  Acción  personal  y  Becítrso  de  caíaeión  (albaeea$). 

Cuestión  de  competencias.- Con  arreglo  al  art.  76  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  no  pueden  moverse  ni  proponerse  cuestio- 
nes de  incompetencia  en  los  asuntos  judiciales  terminados  por 
auto  ó  sentencia  firme  (O.,  núm.  28.-28  de  Septiembre  de  1893).    140 
y.  Recurso  de  casación  (sentencia  en  cuestión  de  competencia) , 

Curador  ejemplar.— Tiene  el  carácter  de  auto  definitivo  el  en 
que  86  acuerda  el  nombramiento  de  curador  ejemplar  y  discer- 
nimiento del  cargo,  y  promovida,  por  lo  tanto,  con  posterioridad 
una  inhibitoria,  falta  la  materia  para  el  conflicto  de  jurisdicción 
(Comp.,  núm.  28.-28  de  Septiembre  de  1893).  140 
Nombrando  curador  ejemplar  A  un  incapacitado  y  hallándo- 
se pendiente  de  constituirse  definilSvamente  la  cúratela  al  pu- 
blicarse el  Código  civil,  es  notorio  que  dicha  constitución  debe 
verificarse  con  arreglo  A  la  legislación  anterior,  según  lo  precep- 
tuado  en  las  disposiciones  transitorias  8.^  y  9.*  de  dieho  Código. 
Discernido  el  cargo  de  carador  con  sujeción  lü  art  1868 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvU,  es  consecuencia  indeclina- 
ble, conforme  al  art.  1870,  ordMiar  y  hacer  entrega  al  carador 
ejemplar  de  los  bienes  del  incapacitado,  porque  tales  actos  de 
discernimiento  y  entrega  de  bienes  estAn  estrecha  y  directamen- 
te ligados  entre  sí,  completAndose  uno  A  otro,  y  constituyen  defi- 
nitivamente la  cúratela. 

Esto  en  nada  se  opone  A  que  en  el  ejercicio  de  la  cúratela  se 
sujete  el  curador  A  las  prescripciones  del  Código  y  disposicióa 
transitoria  8.^  del  mismo,  ni  tampoco  A  que  el  consejo  de  familia 
pueda  hacer  uso  y  ose  de  las  facultades,  derechos  y  funciones 
que  le  estAn  atribuidos  (O.,  núm.  114.-12  de  Diciembre  de  1893).      602 

Cúratela.— y.  Acdón  personal. 


D 

Daños  y  perjuicios.- y.  Indemnigadón  de  daños  y  perjuiciüS. 

Defensa  por  pobre. — Se  invocan  inoportunamente  como  infrin- 
gidos los  artículos  13, 14  y  16  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
cuando  el  fundamento  del  fallo  en  la  sentencia  qae  deniega  el  be- 
neficio de  pobresa  al  síndico  de  na  concurso,  no  es  qae  se  haya 
probado  ó  no  la  cualidad  de  pobresa  del  síndico  ó  del  concurso, 
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sino  el  qae  solieitándose  tal  beneficio  por  aquél  en  la  personali- 
dad de  ¿índico,  ha  debido  demoatrarse  para  que  pudiera  prospe- 
rar el  incidente  que  son  pobres  en  conceptp  legal  todos  y  cada 
nno  de  los  acreedores,  en  cuyo  interés  y  representación  obra  la 
sindicatura  (O.,  nám.  92.-23  de  Noviembre  de  1893).  411 
No  infringe  los  artículos  18  y  15  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  y  se  ajusta  por  el  contrario  estrictamente  á  lo  prevenido 
por  la  misma,  la  sentencia  que  deniega  el  beneficio  de  pobreza  á 
un  litigante,  que  después  de  haberse  defendido  como  rico,  soli 
cita  dicho  beneficio  en  incidencia  de  la  ejecución  de  sentencia, 
■i  la  Sala  sentenciadora  estima  que  no  se  ha  probado  en  los  tér- 
minos que  previene  el  art  24  el  hecho  de  haber  venido  á  pobre- 
za después  de  entablado  el  pleito  (O.,  núm.  129.— 26  de  Diciem 
brede  1898).  667 

V.  Juez  eampetmte  (Drfema  por  pobre)  y  Becurso  de  casa- 

dan  (admmán,  apreciación  de  pruebas  y  defensa  por  pobre). 

Demajida.— y.  Inscripción  en  el  Beaistro  de  ¡a  propiedad. 

Denefiración  de  prueba. — Y.  Prueba  y  B^surso  de  casación  (dene- 
gación de  prueba). 

Depositario.— V.  Recurso  de  casación  (sentencia  no  definitiva). 

Depósito.— V.  Rectos  públicos. 

Depósito  de  m^Jer  casada.--  La  resolución  que  en  el  depósito  de 
mujer  casada  se  dicte  sobre  la  convivencia  de  los  hijos  con  uno 
ú  otro  cónyuge,  es,  según  el  art.  1887  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil»  interina  lúuita  que  se  decida  en  el  juicio  correspondien  • 
te  lo  que  proceda  (G^  núm.  50.— Í2  de  Octubre  de  1898).  216 

Derecho  foral.— V.  Legislación  f oral. 

Desahucio. — V.  Juicio  de  desahucio. 

Desamortisación.- y.  Sacramental  de  Santa  Oruz. 

Dendor.— y.  Sociedad. 

Doctrina  lesal.— y.  Becurso  de  casación  (fundamentos). 

Docamento  aatóntico.— y.  Becurso  de  casación  (apreciación  de 
pruebas). 

Dote.— Fundándose  la  sentencia  recurrida  en  la  aplicación  que  al 
caso  que  se  discute  tienen  las  disposiciones  de  la  ley  Hipoteca- 
ria relativas  al  nuevo  sistema  ó  régimen  dotal,  y  de  ningún  modo 
en  los  privilegios  de  la  antigua  legislación,  carece  de  infiuencia 
para  decidir  la  cuestión  del  pleito,  el  que  la  dote  se  repute  como 
entregada  ó  confesada,  y  no  son  de  estimar  los  motivos  del  re- 
curso que  tiendan  á  demostrar  la  equivocación  en  que  hubiera 
podido  incurrir  la  Sala  sentenciadora  con  motivo  de  dicha  califi- 
eación. 

No  infringe  las  leyes  28  y  88,  tít.  18  de  la  Partida  6.*,  y  17,  tí 
tnlo  11  de  la  Partida  4.*,  la  sentencia  que  no  niega  ni  desconoce 

«  la  hipoteca  general  tácita  que,  según  dicha  legislación,  corres- 
pondía á  la  mujer  por  rasón  de  sn  dote,  sino  que  fundándose  en 
la  enajenación  de  los  inmuebles  y  sn  sustitución  por  otros,  ri- 
giendo ya  la  ley  Hipotecaria,  y  en  los  actos  ejecutados  por  la 
mujer,  entiende  que  sólo  podía  d^ar  ésta  garantido  su  derecho 
por  los  medios  y  en  la  forma  que  la  mendonada  ley  establece 
(C,  núm.  20.— 26  de  Sentiembre  de  1898).  108 
Si  bien  el  art  896  de  la  ley  Hipotecaria  y  el  117  del  Regla- 
mento provisional  de  81  de  Diciembre  de  1881  para  la  adminis- 
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tración  y  recan  dación  del  impueBto  de  derechos  reales^  prohiben 
la  admisión  en  los  Jaegados,  Tribunales,  Consejos  y  oficinas  del 
Gobierno  de  documentos  ó  escrituras  de  que  no  se  haya  tomado 
razón  en  el  Registro,  siendo  de  los  sujetos  á  inscripción,  ni  de 
los  que,  debiendo  pagar  el  expresado  impuesto,  no  conste  ha- 
berlo satisfecho,  procede,  sin  embargo,  admitir  y  debe  surtir  to- 
dos sus  efectos  en  juicio,  aunque  no  se  halle  inscrito  en  el  Re- 
gistro ni  se  haya  pagado  el  impuesto  de  derechos  reales,  un  tes- 
tamento de  que  traiga  causa  el  demandante,  y  que  se  presente 
para  pedir  la  nulidad  de  una  inscripción  de  bienes  legados  por 
el  mismo,  que  impida  verificar  la  de  dicho  documento,  puesto 
que  este  caso  se  halla  exceptuado  en  el  párrafo  tercero  del  ar- 
ticulo 396  del  precepto  general  contenido  en  dicho  artículo,  sin 
que  sea  obstáculo  la  falta  del  referido  pago,  porque  haciéndose 
litigiosa  la  cuestión,  han  de  considerarse  en  suspenso,  conforme 
«1  art  64  del  Reglamento  provisional,  todos  los  plazos  estableci- 
dos en  el  mismo  (C,  núm.  36.-8  de  Octubre  de  1899).  16» 

V.  Mujer  casada, 

• 

E 

Efectos  públicos.— Los  artículos  16  y  18  de  la  ley  de  8  de  Fe- 
brero de  1854  sobre  contratación  de  efectos  públicos,  no  se  opo- 
nen á  que  dichos  valores  puedan  ser  objeto  del  contrato  civil  pri- 
vado de  depósito  (C,  núm.  66.-28  de  Octubre  de  1893).  270 

Ejecución  de  sentencia.— V.  Becurío  de  casación  (Recudan  de 
sentencia). 

Error  de  derecho. — V.  Recurso  de  casación  ({predación  de  prue- 
bas y  error  de  hecho  y  de  derecho). 

Error  de  hecho.— Y.  Recurso  de  casación  (apreciación  de  pruebas, 
error  de  hecho  é  Ídem  de  hecho  y  de  derecho). 

Excepción  de  cosa  juzgada. — Para  poder  estimarse  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada,  se  requiere  que  en  el  pleito  fenecido,  y  en 
el  que  después  se  promueva,  exista  identidad  de  personas,  cosas 
y  acciones  (C,  núm.  6.— -5  de  Julio  de  1898).  9S 

Bjctranjero.— Por  el  hecho  de  figurar  en  las  listas  de  electores  y 
elegibles  en  algún-punto  de  Ultramar,  un  extranjero  no  pierde 
su  cualidad  de  tal,  porque  esta  circunstancia  no  implica  el  con- 
sentimiento del  interesado  para  perder  dicha  condición,  ni  la  ley 
autoriza  en  Ultramar  >ese  modo  de  ganar  la  ciudadanía. 

La  legislación  ultramarina  no  ha  autorisado  ni  antorisa  para 
reputar  ciudadano  espafiol  á  ningún  extranjero  por  el  mero  he- 
cho de  que  se  haya  puesto  en  condiciones  de  obtener  carta  de 
naturaleza,  sino  que  ha  requerido  la  realisaoión  de  algún  acto 
más  ó  menos  solemne  expresivo  de  su  manifiesta  voluntad,  cual 
lo  demuestra  la  Real  cédula  de  1817,  especialmente  en  su  prime- 
ra adición,  á  cuyos  preceptos  se  han  referido  reiteradamente  dis* 
posiciones  posteriores,  no  hallándose  derogada  por  la  ley  de  Ex- 
tranjería de  Julio  de  1870,  ni  por  la  ley  del  Registro  civil,  ni  por 
el  Código  civil,  que  exigen  también  actos  determinados  y  expre- 
sivos de  la  voluntad  del  extranjero  de  cambiar  de  nataralesa  (O., 
de  U.,  núm.  110.— 11  de  Diciembre  de  1898).  47$ 
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Faltas  en  el  procedimiento.— V.  Recurso  de  casadán  (Fer$<h 

nalidad). 
Frutos.— V.  Poseedor  de  ¡mena  fe, 

G 

Oraduaeldn  de  créditos.— V.  PrelaéUn  de  eriditog. 

H 

Hacienda  pública.— «V.  Costas, 

Hechos  de  la  sentencia.— V.  Becurso  de  casacidn  (oprectocttfn 
de  ^uehas). 

Heredero.— Tanto  la  legislación  anterior  al  Código  civil,  como 
éste,  establecen  el  principio  rignroso  de  qne  el  heredero  desig- 
nado en  testamento  debe  ser  persona  cierta,  dedaciéndose  de  las 
leyes  6.ft,  11 7  18  del  tít.  S.o  de  la  Partida  6.*  qne  persona  cierta 
quiere  decir  tanto  como  persona  expresamente  señalada  por  el 
testador,  aunque  no  lo  haga  por  su  nombre. 

Por  la  ley  11  del  título  y  Partida  citados  se  prohibe  que  se  au- 
torice á  tercero  para  hacer  la  designación  de  heredero,  y  á  esto 
equivale  el  nombrar  el  testador  por  tal  á  las  personas  á  cuyo  fa- 
vor testara  un  tercero,  pues  aun  cuando  aquél  pudiera  saber  á 
quiénes  pensaba  éste  nombrar  heredero,  ese  pensamiento  está 
de  toda  suerte  expuesto  á  una  mutación  de  voluntad  (C,  núme- 
ro 6.^6  de  Julio  de  1893).  29 
V.  Herencia  y  Juicio  de  testamentaria. 

Herencia.— Guando  se  reclama  una  herenciacontra^quien  la  posee 
por  raión  de  un  testamento,  cuya  nulidad  se  pretende  en  todo  ó 
en  parte,  son  notoriamente  inaplicables  las  disposiciones  del  ti- 
tulo 9.0,  libro  2.0  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  dicho 
título  presupone  el  caso  de  una  herencia  yacente  sin  herederos 
conocidos,  y  sólo  tiene  el  doble  objeto  de  asegurar  los  bienes  é 
inquirir  la  persona  con  quien  hayan  de  ventilarse  las  cuestiones 
pMidientes  ó  que  se  promuevan,  previa  la  declaración  de  herede- 
ros, y  fuera  de  este  caso,  sólo  puede  ejercitarse  en  juicio  ordina- 
rio la  acción  para  que  se  reconozca  la  cualidad  de  heredero  con 
los  consiguientes  derechos  (C,  núm.  6.-5  de  Julio  de  1898).  29 

Hijos.  —  V.  Alimentos^  Depósito  ae  mt^'er  casada  y  M%i¿er  casada. 

Hijos  leepitimado8.--Según  las  leyes  4.&  y  9.^  tít.  16  de  la  Par- 
tida 4.A,  los  hijos  legitimados  por  autorisación  ó  rescripto  real  ad- 
quieren la  plenitud  de  los  derechos  de  la  legitimación,  y  entre 
ellos,  el  de  gosar  en  la  sucesión  de  sus  padres  cuando  no  concu- 
rrieren con  otros  descendientes  legítimos  de  los  mismos  derechos 
de  éstos,  cual  si  hubiesen  sido  habidos  de  legítimo  matrimonio. 
Para  el  ejerdcio  de  estos  derechos  no  obsta,  en  el  caso  de  ha- 
berse abierto  la  sucesión  bajo  el  régimen  legal  establecido  por  el 


Digitized  by  VjOOQIC 


592  JUBIBPft9I>XirOIA.  GPrXL 


Gódigo  eivil,  lo  dispaesto  en  los  artlcnlos  844  y  887  d^  expreas- 
do  Código,  según  los  que  están  equiparados  á  los  hijos  natura- 
les,  en  cnanto  á  sn  legítima,  los  legitimados  por  aatoriíación 
real,  sefialándose  al  cónyuge  viudo,  en  concnrrencia  con  ellos, 
ana  cuota  usafructnaria  de  la  anidad  de  la  herencia,  si  la  legiti- 
mación se  llevó  á  efecto  antes  de  la  publicación  de'  dicho  Códi- 
go, porqne  la  aplicación  de  esas  prescripciones  derogatorias  de 
la  antigua  legislación  respecto  al  derecho  hereditario  de  tales 
hijos,  implicaría  el  desconocimiento  de  la  condidcióny  capacidad 
jaridica  que  le  correspondería  con  arreglo  á  las  leyes  de  Partida 
antes  citadas,  y  no  pueden  tener  virtualidad  y  efecto  retroactivo, 
conforme  á  las  reglas  l.<^  y  4>  de  las  disposiciones  transitorias  del 
Gódigo,  toda  vez  que  el  hecho  generador  del  derecho  se  realisa 
con  la  legitimación,  y,  por  lo  tanto,  su  derecho  A  la  condición 
de  hijos  legítimos  arranca  en  el  caso  citado  de  la  legislación  pre- 
cedente al  Código,  y  los  que  éste  declara  por  primera  vea  á  favor 
del  cónyuge  superviviente  en  concurrencia  con  los  hijos  natura- 
les, legitimados  ó  legítimos,  sólo  son  estimables  en  cnanto  no 
perjudiquen  otro  derecho  legítimamente  adquirido  por  leyes  an- 
teriores (C,  núm.  72.-8  de  Noviembre  de  1893).  30t 

Hijos  naturales.— y.  HijoB  legiümadae. 

Hipoteca.— y.  Oficios  enajenadas  y  Mt^er  casada. 


Incidente.— y.  Beatrso  de  casacián  (incidente  y  sentencia  définiü- 
va,  id.no  definitiva)  y  Sentencia  definiUwi. 

Incidente  de  pobreza.— V.  Defensa  por  pobre. 

Incompetencia  de  Jnrisdicclón. — y.  (hutiión  de  competencia. 

Incongraencia.— No  eziete  incongruencia,  en  el  sentido  de  no  ha- 
berse decidido  sobre  todas  las  cuestiones  objeto  del  pleito,  cuando 
la  sentencia  resuelve  acerca  de  algunos  extremos  de  la  demanda, 
y  declara  que  se  absuelve  en  otra  forma  A  los  litigantes,  poes  con 
dichos  términos  desestima  los  demAs  de  la  demanda  y  reconven- 
ción que  se  hubiere  formulado  (C,  núm.  2.>-S  de  Julio  de  1808).  9 
La  sentencia  que  condena  al  demandado  A  menos  de  lo  pe- 
dido por  el  actor  y  le  absuelve  de  los  demAs  extremos  qne  la  de- 
manda contiene,  no  incurre  en  el  defecto  de  incongraencia  (C, 
núm.  62.-25  de  Octubre  de  1893).  257 

No  se  infringe  la  ley  16,  tlt  22  de  la  Partida  3.^,  caando  la 

sentencia  no  otorga  ni  el  demandante  redbe  mAs  de  lo  pedido  (O., 
núm.  76.-9  de  Noviembre  de  1898).  327 

No  existe  incongraencia  caando  la  sentencia  leaaelve  un 

panto  cardinal  del  debate,  decisivo  de  la  acción  y  de  las  excep- 
ciones deducidas  (O.,  núm.  106.— 9  de  Diciembre  de  1899).  463 

No  puede  legalmente  declararse  si  se  infringe  ó  no  la  ley  66, 

tít.  5.*  de  la  Partida  6.*,  al  no  acordar  la  rescisión  de  una  venti^ 
caando  en  la  sentencia  no  se  hace  declaración  algana  sobre  ello, 
bajo  el  supuesto  de  no  htfber  sido  solicitada  dicha  rescisión  en  la 
demanda  ni  en  la  réplica  (C.  de  U.,  núm.  107. — 9  de  Diciembre 
de  1893).  465 
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Fundada  una  demanda,  no  Bólo  en  la  nulidad  de  nna  venta, 

•'«ino  también  en  la  lesión  enormísima  cansada  en  el  jnstipreciOy 
7  habiéndose  practicado  en  jnstifícación  de  este  extremo  la  prue- 
ba que  los  actores  tuvieran  por  conveniente  aducir,  no  cabe  duda 
de  que  se  hallan  aportados  al  jaicio  los  elementos  necesarios 
para  la  resolución  integra  de  la  cuestión  litigiosa,  tal  como  se 
plantea  en  la  demanda,  debiendo  hacerse  las  declaraciones  pro 

•  cedentes  también  sobre  la  rescisión,  sin  que  á  ello  se  oponga  el 
haberse  empleado  la  fórmula  de  pedir  en  términos  mis  ó  menos 
técnicos  la  nulidad,  puesto  que  en  ella  se  comprende  la  rescisión, 
7  ambas  pretensiones  se  dirigen  á  que  la  venta  se  deje  sin  efecto, 
no  guardando,  por  lo  tanto,  la  Sala  sentenciadora  la  debida  con- 
gruencia en  el  caso  de  abstenerse  por  ello  de  resolver  en  cuanto 
á  la  rescisión  (O.  de  U.,  núm.  107.— 9  de  Diciembre  de  1898).  406 

Se  infringe  por  incongruencia  el  art.  859  de  la  107  de  En- 

jniciamiento  civil,  la  107  16,  tit.  22  de  la  Partida  8.^^  7  la  doc- 
trina legal  acerca  de  la  congruencia  de  las  sentencias,  cuando  en 
ellas  se  resuelve  ana  cuestión  distinta  de  la  planteada  7  discu- 
tida en  el  jaicio  (C,  núm.  119.— '16  de  Diciembre  de  1898).  518 
V.  Sentencia  congruente  7  Sentencia  incongruente. 

Indemnisación  de  dafios  y  perjuicios.— Al  desestimar  la  in- 
demnización de  dafios  7  perjuicios  solicitada  en  una  demanda, 
resuelve  la  Sala  sentenciadora  una  cuestión  de  hecho  qne  es  de 
su  exclasiva  competencia,  según  tiene  dicho  con  repetición  el  Tri- 
bunal Supremo  (C,  núm.  100.— 4  de  Diciembre  de  1898).  444 

inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad.— La  limitación 
que  pone  el  art.  23  de  la  107  Hipotecaria  en  su  párrafo  segundo, 
i  los  efectos  de  la  inscripción  de  bienes  hereditarios,  es  sólo 
con  relación  á  los  que  puedan  alegar  algún  derecho  anterior  so- 
bre los  mismos. 

No  infringe  los  artículos  70  7  71  de  la  107  Hipotecaria  la  sen- 
tencia qne  manda  convertir  en  inscripción  definitiva  la  anotación 
preventiva  de  una  demanda  sobre  pago  de  pensión,  á  ca7a  se* 
gnridad  se  hallaba  afectada  una  finca  determinada,  dando,  por 
lo  tanto,  efecto  á  la  inscripción  desde  la  fecha  de  la  anotación, 
toda  vez  que  la  demanda  en  dicho  caso  tiene  por  objeto  hacer 
efectivo  el  derecho  real  impuesto  sobre  dicha  finca  en  beneficio 
de  la  parte  demandante  (O.,  núm.  89.-4  de  Octubre  de  1893).  178 
V.  Anotacián  preventiva  7  Sociedad  minera. 

Institución  de  heredero.— Y.  Heredero  7  Testamento, 

Intereses  legales.— En  virtud  del  art.  8.®  de  la  le7  de  14  de  Marzo 
de  1856,  todo  deudor  de  cantidad  determinada  está  obligado  á 
satisfacer  intereses,  aunque  no  se  ha7an  pactado*  desde  qae  se 
constituyó  en  mora,  en  cuya  situación  se  coloca  el  que  no  defiere 
á  la  interpelación  jadicial  de  pago,  según  reiterada  jurispruden- 
cia dei  Tribunal  Supremo  (C,  núm.  6.-5  de  Jalio  de  1893).  88* 

Intereses  de  mora. — ^V.  Intereses  legales. 
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Jues  competente  —Oonforme  á  lo  dispoeeto  en  loa  artículos  66 
7  67  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil  y  á  lo  declarado  con  repe- 
tición por  el  Tribonal  Supremo,  es  Jnes  competente  para  cono- 
cer de  los  pleitos  A  qae  diere  origen  el  ejercicio  de  las  aedones 
de  todas  clases,  aquel  á  quien  los  litigantes  se  hubieren  sometido 
expresa  ó  Ucitamente  (Comp.,  núm.  78.-9  de  Noviembre 
de  1893).  MI 

(aoción  pbbsokal).— Según  lo  dispuesto  en  el  árt  63  de  la 

ley  de  Enjuiciamiento  civil,  fuera  de  los  casos  de  sumisión  ex- 
presa ó  tácita,  es  Juei  competente  para  conocer  de  los  juicios  en 
que  se  ejerciten  acciones  personales,  el  del  lugar  en  que  deba  cum- 
plirse la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  A  elección  del  demandante, 
el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  ha- 
llándose en  él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el  empla- 
zamiento (Gomp..  núm.  85.-8  de  Octubre  de  1898).  168 
Conforme  a  la  regla  1.»  del  aii.  62  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  para  conocer  de  los  juicios  en  que  se  ejerciten  accio- 
nes personales,  cuando  no  existe  sumisión  expresa  ó  tácita  de  las 
partes,  tiene  preferente  competencia  el  Jues  del  lugar  en  que  deba 
cumplirse  la  obligación  al  del  domicilio  del  demandado  (Oomp., 
núm.  42.-7  de  Octubre  de  1898).                                                       196 
ídem  id.  id.  (Gomp.,  núm.  55.— 18  ídem  id.  id).                                  227 
ídem  id.  id.  (Gomp.,  núm.  71.— 4  de  Noviembre  de  id).                    800 
ídem  id.  id.  (Gomp.,  núm.  86.— 18  ídem  id.  id).                                897 

Guando  es  conocido  el  lugar  en  que  un  contrato  debe  tener 

ó  haya  tenido  efecto  para  alguna  de  las  obligaciones  que  entrafia^ 
hay  que  presumir  legalmente  que  dicho  lugar  es  propio  para  exi- 
gir el  cumplimiento  de  las  en  que  no  esté  expresamente  determi- 
nado dónde  se  deba  satisfacer  (Gomp.,  núm.  66.— 18  de  Octubre 
de  1898).  227 

Es  Juez  competente,  en  primer  término,  para  conocer  de  los 

juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  el  del  lugar  en  que 
deba  cumplirse  la  obligación,  según  la  regla  1.^  del  art  62  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  conforme  tiene  declarado  repetida- 
mente el  Tribunal  Supremo,  los  actos  realisados  por  las  partes 
pueden  demostrar,  á  falta  de  consignación  expresa,  cuál  haya  sido 
su  voluntad  é  intención  respecto  de  dicho  extremo  (Gomp.,  nú- 
mero 61.— 24  de  Octubre  de  1898).  254 
Gonforme  á  lo  dispuesto  en  el  art  62  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  el  lugar  donde  debe  cumplirse  la  obligación  deter- 
mina preferentemente  la  competencia  del  Jues  en  los  juicios  en 
que  se  ejerciten  acciones  personales  (Gomp.,  núm.  67. — 8  de  No- 
viembre de  1898).  287 

(arrendamiento  de   sebvioios). — Según  jurisprudencia 

constante  del  Tribunal  Supremo,  el  abono  ó  pago  de  servidos 
debe  veriflcarse  en  el  lugar  donde  se  han  prestado,  siendo  com- 
petente el  Juez  del  mismo  para  conocer  de  la  demanda  que  para 
ello  se  deduzca  (Gomp.,  núm.  116.— 16  de  Diciembre  de  1898).  611 
(comisión  mercantil).- En  el  caso  de  reclamarse  el  rein- 
tegro de  los  gastos  ocasionados  con  motivo  de  ana  comisión  mer- 
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cantil,  á  lacnal,  por  0a  analogía  con  al  mandato,  0on  aplicablea 
loa  principios  qne  rigen  acerca  del  mismo,  y  habiéndose  declarado 
con  repetición  por  el  Tribanal  Supremo  qne  los  servicios  perso- 
nales deben  ser  retribuidos  en  el  logar  en  que  se  prestan,  es  evi- 
dente la  competencia  del  Juagado  en  que  se  llevó  á  efecto  dicha  • 
comisión  para  conocer  de  la  reclamación  en  el  citado  caso,  sin 
que  obsto  á  ello  el  hecho  de  que  en  otras  ocasiones  para  cobrar 
lo  adeudado  por  igual  concepto  el  comisionista  hubiese  librado 
letras  de  cambio  (Gomp.,  núm.  67.-*  8  de  Noviembre  de  1898).         287 

(compbaybkta). — Según  tiene  declarado  repetidamento  el 

Tribunal  Supremo,  en  los  contratos  de  compraventa  el  lugar  en 
que  debe  pagarse  la  cosa  ó  géneros  vendidos  es  aquel  en  que  és- 
tos se  reciben,  por  suponerse  de  derecho  simultánea  la  entrega 
de  efectos  7  el  precio  de  la  misma,  á  no  mediar  pacto  en  contra- 
rio (Oomp.,  núm.  17.— 18  de  Agosto  de  1898).  102 

Tratándose  de  reclamar  el  precio  de  géneros  vendidos  en  un 

establecimiento  mercantil,  en  éste  debe  pagarse  dicho  precio  y 
cumplirse  la  obligación  del  comprador,  á  no  existir  pacto  expreso 
en  contrario,  no  bastando  á  determinar  la  existencia  de  ésto  el 
hecho  de  haber  librado  el  vendedor  al  comprador  una  letra  de 
cambio,  porque  tel  operación  se  dirige  únicamente  á  facilitar  el 
pago  y  recibir  el  primero  el  precio  de  la  venta  (Comp.,  núm.  71. 
—4  de  Noviembre  de  1898).  800 
(defsnsa  pob  pobse). — Según  el  art.  21  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  para  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Bico  y  lo  acorda- 
do reiteradamento  por  el  Tribunal  Supremo,  la  declaración  de  po- 
breza ha  de  soliciterse  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  qne  conozca  ó 
sea  competente  para  conocer  del  pleito  ó  negocio  en  qne  se  trate 
de  utilizar  dicho  beneficio,  y  será  considerada  como  un  incidente 
del  asunto  principal  TComp.,  núm.  22.-26  de  Septiembre  de  1898).    118 

Oonforme  al  núm.  l.o  del  ari.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 

civil,  es  Juez  competente  para  conocer  de  los  juicios  en  que  se 
ejerciten  acciones  personales  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse 
la  obligación,  entendiéndose  como  tal  en  los  contratos  de  com- 
praventa, según  tiene  declarado  con  repetición  el  Tribunal  Su- 
premo, aquel  en  que  se  contrajo  la  obligación  y  principió  á  cum- 
plirse mediante  la  entrega  de  la  cosa  vendida. 

A  los  preceptos  generales  citados  no  obste  el  qne  el  demandado 
se  halle  en  suspensión  de  pagos,  porque  este  estado  no  tiene  el 
carácter  de  juicio  nniTersal  que  otorga  la  ley  al  de  concurso  y 
quiebra  para  avocar  el  conocimiento  de  todas  las  reclamaciones 
pendientes  contra  el  quebrado  y  concursado  (Oomp.,  núm.  48.— 
7  de  Octubre  de  1898).  198 

(soodedad).— Entablada  una  demanda  para  el  cumplimiento 

de  ana  obligación  emanada  de  un  contrato  de  sociedad,  es  compe- 
tente para  conocer  de  ella  el  del  lugar  en  que  se  celebró  dicho 
isontrato  y  se  cumpliereis  los  fines  sociales  que  loa  contrayentes  se 
propusieron  realizar  (Oomp.,  núm.  42.-7  de  Octubre  de  1898).         195 

(tutbla  y  oübatbla).— Según  la  regla  19  del  art.  63  de  la 

ley  de  EDJaíciamiento  civil,  es  Juez  competente  para  conocer  de 
las  demandas  en  que  se  ejerciten  acciones  relativas  á  la  gestión 
de  la  tutela  y  cúratela,  el  del  lugar  en  que  se  hubiere  administra- 


Digitized  by  VjOOQIC 


IÍ96  JUBXBFBVBSNCIA  CIYU. 


do  la  gaardadoría  en  sn  parte  principal  ó  el  del  domicilio  del  me- 
nor (Comp.,  núm.  15.— 18  de  Agosto  de  1898).  (Mí 

Es  Jaez  competente  para  conocer  de  laa  demandas  en  que 

se  ejercitan  acciones  relativas  á  la  gestión  de  la  tutela  ó  córatela, 
el  del  lugar  en  que  se  hubiese  admiuUtrado  la  guardaduria  en  sa 
parte  principal,  ó  el  del  domicilio  del  menor,  conforme  á  lo  dis> 
pneffto  en  el  caso  19  del  art.  69  de  la  ley  de  Enjuiciamionto  civU 
(Gomp.,  núm.  99.>-4  de  Diciembre  de  1893).  437 
V.  Acumulación  de  aiUoa. 

Jaldo  de  desahucio. — Justificado  en  el  jnicio  de  desahucio,  con 
el  poder  presentado  por  el  demandante,  ser  éste  administrador  de 
los  bienes  objeto  del  desahucio,  está  su  personalidad  ajustada  á 
los  términos  del  núm.  2.o  del  art.  4.o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  siendo  impertinente  el  recibimiento  á  prueba  referente  al 
extremo  de  la  personalidad  del  mismo  á  instancia  del  demandado, 
7  al  denegarse  la  concesión  del  término  extraordinario  solicitada 
con  tal  motivo,  no  se  infringe  por  dicha  determinación  la  forma 
del  juicio  citada  por  el  recurrente  (G:,  núm.  82. — 2  de  Octabie 
de  1898).  154 
Existiendo  falta  de  cumplimiento  de  las  condiciones  estipu- 
ladas en  un  contrato  de  subarriendo,  el  juicio  de  desahucio  y  la 
sentencia  que  declara  haber  lugar  á  él  se  ajustan  perfectamente 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  1690,  en  relación  con  los  1662  y  1563  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (C,  núm.  76.— í 3  de  Noviembre 
de  1898).                                                                                               SSf 

Jaicio  de  quiebra. — ^V.  Quid>ra, 

Juicio  de  testamentarla. —La  prohibición  impuesta  por  el  tes- 
tador para  la  promoción  del  juicio  voluntario  de  testamentaría, 
únicamente  alcanza  á  los  herederos  voluntarios  y  á  los  legatarios 
de  parte  alícuota,  no  pndiendo  de  ningún  modo  ser  extensiya  á 
los  forzosos,  como  son  los  hijos  por  razón  de  su  legítima,  en  la 
cual  suceden  con  y  sin  la  voluntad  de  los  padres,  y  la  tienen  que 
percibir  libremente  sin  ningún  gravamen,  según  el  art  813  del 
Oódigo  civil,  lo  cual  no  acontecería  si  se  limitase  por  el  testa- 
dor el  ejercicio  legítimo  que  la  ley  concede  á  los  herederos  forzo- 
sos para  promover  dicho  juicio. 

No  tienen  aplicación  las  citas  de  los  artículos  901, 910  y  911  del 
Código  civil,  cuando  lo  discutido  y  resuelto  en  el  litigio  se  reda- 
ce  únicamente  á  si  las  facultades  conferidas  al  albacea  para  liqui- 
dar y  dividir  el  caudal  yacente  sin  intervención  de  la  Autoridad 
judicial,  y  prohibiendo  la  promoción  del  juicio  de  testamentaría, 
impiden  ó  no  á  los  herederos  legítimos  el  ejercicio  del  derecho 
que  les  concede  el  art.  1038  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin 
discutirse  ni  negarse  las  demás  facultades  de  los  albaceas,  ni  las 
causas  porque  termina  el  albaceazgo,  ni  quién  haya  de  cumplir  en 
este  caso  la  voluntad  del  testador,  que  es  la  materia  de  que  tra- 
tan los  citados  artículos. 

El  derecho  que  otorga  en  general  á  los  testfidores  el  art  1057 
del  Código  civil  para  encomendar  la  simple  facultad  de  hacer  la 
partición  á  cualquiera  persona  que  no  sea  uno  de  los  coherederos, 
en  nada  altera  ni  modifica  el.  derecho  de  los  herederos  legítimos 
para  promover  el  jnicio  voluntario  de  testamentaría,  sin  que  pue- 
da sostenerse  que  dicho  artículo  haya  venido  á  perjudicar  los  de- 
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reehOB  legitimarioa,  ni  á  derogar  el  precepto  de  nuestro  antigno 
derecho,  qae  ha  servido  de  fundamento  á  la  constante  jurispru- 
dencia de  que  los  herederos  forzosos  han  de  recibir  su  legítima 
libre  de  todo  gravamen  y  condición  (C,  núm.  64.-— 17  de  Octu- 
bre de  1898).  2!21 

Jaldo  ejecutivo. — ^Fandada  la  oposición  á  una  ejecución  en  la 
lalta  de  personalidad  del  ejecutante,  derivada  de  la  nulidad  de  los 
•títulos  que  sirvieron  de  base  á  la  ejecución,  sería  precisó  para  que 
pudiera  examinarse  esta  cuestión  que  se  hubiera  reclamado  j  re- 
suelto dicha  nulidad  en  el  correspondiente  juicio;  y  aun  así,  esa 
Bvlidad^  una  ves  declarada,  sólo  implicaría  la  falta  de  acción  en 
el  actor  y  no  la  de  su  personalidad. 

La  circunstancia  exigida  por  el  art.  1467  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  de  que  la  citación  de  remato  se  practique  en  el  do- 
micilio del  demandado,  queda  cumplida  llevando  á  efecto  dicha 
diligencia  en  una  finca  de  la  propiedad  de  éste,  donde  tuviere  su 
habitual  residencia. 

Aun  cuando  la  citación  de  remate  contuviere  algún  vicio  esen- 
cial de  forma,  la  presentación  por  virtud  de  ella  del  demandado 
en  el  juicio  interponiendo  las  excepciones  que  creyera  asistirle,  y 
defendiendo  por  tal  modo  su  derecho,  convalida  dicha  diligencia, 
siendo  improcedente  el  recurso  fundado  en  tal  motivo,  según 
constante  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  (O.  de  U.,  núme- 
ro 81.— 2  de  Octubre  de  1893).  149 

Según  Üene  declarado  el  Tribunal  Snpremo,*de  conformidad 

con  los  artículos  1462  y  1483  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el 
mrt.  767  es  inaplicable  á  los  juicios  ejecutivos,  porque  en  ellos  no 
]puede  haber  otra  prueba  que  la  propuesto  al  formalizar  la  oposi- 
ción dentro  de  termino  improrrogable  (O.,  núm.  123.-21  de  Di- 
ciembre de  1898). 
-*—  y.  Acumulación  de  autos  y  Quiebra. 

Jurisdicción  ordinaria.— Siendo  competente  la  jurisdicción  or- 
dinaria para  conocer  de  las  reclamaciones  que  tengan  por  objeto 
exigir  el  cumplimiento  de  una  obligación,  no  invade  jurisdicción 
alguna,  sino  que  ejerce  la  propia  al  resolver  lo  que  en  justicia  pro- 
ceda acerca  de  ello  (O.  de  U.,  núm.  88.-4  de  Octubre  de  1893).    176 


l^aglalación  de  Ultramar.— Las  leyes  que  rigen  en  la  Península, 
asi  como  las  doctrinas  referentes  á  las  mismas,  sólo  pueden  ser 
aplicables  en  Ultramar  cuando  en  su  legislación  no  exista  dispo- 
■ieión  especial  que  resuelva  la  cuestión  litigiosa  (O.  de  U.,  núme- 
ro llO.-ll  de  Diciembre  de  1898).  478 
V.  Extranjero  y  lAbroB  de  comercio. 

X«eslslación  foral.— V.  Reeureo  de  ca$aei6n  (tegidaciánforal). 

X«ey  át  Bojuiciamiento  civil.— V.  leye$  de  Partida  y  Becwno  de 
eoMaeián  (eitaa  legales^  y  Leyee  de  Enjuiciamiento). 

X«ey  de  Enjuiciamiento  criminal.— Y.  Beeur$o  de  easacián  (le- 
yee  de  Et^uieiamicnto). 
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X«6jr  Hipotecarla.^ V.  Gmtratoi^  Dote,  Interipción  en  el  SegUtro 
de  la  propiedad  y  Mujer  ea$ada. 

Leyes  de  la  Novísima  Recopilación. — V.  Novieima  Beeopi- 
laeiáñ, 

Leyes  de  Partida.— Las  leyes  60,  tít  18  de  la  Partida  8.*,  j  18, 
títalo  16  de  la  Partida  6.»,  están  derogadas  por  la  de  Eojnida- 
miento  civil  (O.  de  ü.,  núm.  107.— 9  de  Diciembre  de  1898).  46S 

—  V.  Contratoe,  Dotéj  Sentencia  congruente. 

Libros  de  Comercio.— Según  el  art  47  del  Oódigo  de  Oomereio 
rigente  en  la  isla  de  Gaba,  faera  de  los  caaos  prefijados  en  el  an- 
terior, sólo  puede  decretarse  la  exhibición  de  libros  j  documen- 
tos de  los  comerciantes  á  instancia  de  parte  ó  de  oficio  caando  la 
persona  á  quien  pertenezcan  tenga  interés  ó  responsabilidad  en  el 
asunto  en  que  proceda  la  exhibición. 

81  bien  el  art.  602  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  Cuba  es- 
tablece que  no  se  obligará  á  los  que  no  litiguen  á  la  exhibición  de 
documentos  privados  de  su  propiedad  exclusiva,  salvo  el  derecho 
que  asista  al  que  los  necesitare,  del  que  podrá  usar  en  el  juido  co- 
rrespondiente, dicho  artículo  no  desliga  de  la  obligación  ineludi- 
ble de  justificar  el  derecho  con  que  se  pida  la  exhibidón,  y  no  se 
Infringe  al  no  decretar  dicha  exhibición  cuando  no  existe  en  el 
pleito  la  justificación  indicada  (O.  de  U.,  núm.  24.-36  de  ¡Sep- 
tiembre de  1893).  12S 

Liquidación  de  sociedad. — Y.  Sociedad. 

Llqoldadores  del  impuesto  de  derechos  reales.— Y.  CottoB. 

Litigante  temerario. — Y.  Costas. 

Lagar  del  cumplimiento  de  las  obligaciones.— Y.  Jueg  com- 
petente (acción  personal,  comisián  mercantil  y  compraventa). 


M 

ICandatarlo.— Y.  Mandato  y  Sociedad  anónima. 

Mandato.— Y.  Juez  competente  (arrendamiento  de  servieioe  y  comt- 
sián  mercantil). 

Minas.— Y.  Sociedad  nUnera. 

Mora.— Y.  Intereses  legales. 

Mqjer  casada.— Si  bien  el  art.  364  de  la  ley  Hipotecaria  ordena 
que  las  mujeres  casadas  y  otras  personas  que  disfruten  alguna  de 
las  hipotecas  generales  establecidas  en  la  anterior  legislación,  no 
podrán  exigir  la  constitución  é  inscripción  de  hipoteca  especial, 
el  articulo  siguiente,  reformado  por  la  ley  de  17  de  Julio  de  1877, 
exceptúa  de  esta  prohibición,  entre  otros  casos,  el  de  que  por  vo- 
luntad de  las  partes  ó  del  obligado  se  sustituyan  las  hipotecas 
tácitas  por  otras  especiales,  y  el  de  que,  siendo  mayor  de  edad  la 
mujer  casada  ó  los  hijos,  presten  su  eonsentimiento  para  que  la 
hipoteca  legal  se  extinga,  redusca,  subrrogue  ó  posponga,  en  cu- 
yos casos,  no  pudiendo  coexistir  por  una  misma  obligación  las 
dos  hipotecas  general  y  especial,  deja  de  existir  la  primera,  á  la 
cnal  no  pueden  acogerse  los  favoreddos  por  ellas  sin  contrariar 
los  actos  ejecutados  por  los  mismos. 
Para  tener  la  mujer  casada  la  preferencia  concedida  por  las  an- 
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tigoM  leyes,  por  1m  aportaciones  de  bienea  muebles,  ropaa  j 
^ectoi,  es  necesario,  con  arreglo  á  la  jarisprüdencia  establecida 
y  en  atención  á  la  natnralesa  de  dichos  bienes,  qne  el  Notario  die- 
re íe  de  que  se  entregaron  y  pasaron  á  poder  del  marido  (O.,  nú- 
mero 20.— SO  de  Septiembre  de  1898).  .  108 


N 

37oTislma  Recopilación. — Conforme  tiene  declarado  el  Tribnnal 
Sapremo,  la  ley  1.»,  tít.  l.o,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación^ 
no  pnede  invocarse  con  éxito  cuando  para  la  eficacia  de  las  obli- 
gaciones contraídas  se  exigen  por  otras  leyes  requisitos  y  solem- 
nidades especiales  (C,  núm.  113.-12  de  Diciembre  de  1898).         496 

^TnUdad.— V.  Quübra. 


O 

«Obligación.— V.  Coniratoi  y  Novitima  BeeapilaeióH. 

Obligación  de  probar.— Al  actor  en  una  reconvención  correspon- 
de probar  el  hecho  ó  los  hechos  en  que  la  misma  se  funde  (O., 
núm.  1.0— 1«  de  Julio  de  1898).  6 

Oficios  enajenados  de  la  Corona.— Oon  arreglo á  los  artículos  2.*, 
4.0, 106  y  108  de  la  ley  Hipotecaria,  sólo  pueden  ser  hipotecados 
los  bienes  inmuebles  y  derechos  reales,  de  ningún  modo  las  co- 
sas muebles,  cuyo  concepto  legal  tienen  los  oficios  enajenados  de 
la  Ck>rona,  las  inscripciones  de  la  Deuda  pública  y  las  acciones  de 
Bancos  y  Oompaíiías  mercantiles,  aunque  sean  nominativas  (O., 
núm.  118.-12  de  Diciembre  de  1898).  490 


:Pa80.— y.  Jueg  competente  (eomiiián  mercantil  y  compraventa). 

Pago  de  serricios. — V.  Jmcz  competente  (arrendatniento  de  fer- 
ífieios). 

Partición. — Y.  Juicio  de  teetameniaria. 

Partidas.— V.  Leye»  de  Fartidae. 

Patronatos.— V.  Mecuno  de  caaacián  (citae  legales). 

Perjuicios.— y.  Indemmzadán  de  dañoe  y  per^uidoe: 

Personalidad.— y.  Juicio  de  deeahttcio,  Id,  tQccntivo  y  Becurto  de 
casacián  (pertonalidad). 

Pertenencia  minera.— Y.  Sociedad  minera. 

Pobreaa.— y.  Defensa  por  pobre. 

Poder.— y.  Beenreo  de  caeaMn  (penonalidad). 

Poseedor  de  bnena  fe.-*£i  poseedor  de  buena  íe  hace  suyos  los 
fralos  percibidos  hasta  la  contestación  á  la  demanda,  y  tiene  tal 
cualidad  el  que  posee  en  virtud  de  Justo  título  emanado  de  auto- 
ridad iodicial,  infringiéndose  la  ley  89,  tít  28  de  la  Partida  8.a.  al 
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condenarle  al  pago  de  los  fnitoa  prodacidos  6  debidos  prodocir 
al  que  en  dichas  circanatancias  ae  hallare  (C,  núm.  76. — ^0  de  No- 
viembre de  1893).  S27. 

Precio. — y.  Juez  competente  (compraoeiUa), 

Prelación  de  créditos.-— £1  adminiatrador  jndicial  de  nna  testa- 
mentaria ó  abinteatato  ee  un  mandatario,  cuyos  créditos,  proce- 
dentes de  so  gestión  sobre  loa  bienes  administrados,  tienen  pre- 
ferencia por  BU  naturaleza,  como  los  demás  gastos  jndidales,  en 
concnrrencia  con  otros  acreedores  particalares,  según  se  halla  re- 
conocido por  el  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de.  11  de  Mayo 
de  1868  y  81  de  Marzo  de  1886,  de  acuerdo  con  preceptos  de  las 
leyes  20  y  25,  tit.  12,  Partida  6>,  y  los  artículos  1019, 1230  y  1268 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (O.,  núm.  41.— 6  de  Ootnbre 
de  1893).  189' 
V.  Mujer  ca$ada. 

Prenda.— Según  la  ley  288,  párrafo  2.o,  tíf.  16,  libro  60  del  Digesto, 
y  el  párrafo  4. o,  tít.  14,  libro  8.o  de  las  Instituciones,  es  indispen- 
sable, en  el  contrato  de  prenda,  que  ésta,  salvo  pacto  en  contra- 
rio, se  entregue  al  acreedor  que  queda  obligado  á  devolverla  á  su 
tiempo  al  deudor  (C,  núm.  113.--12  de  Diciembre  de  1893).  496-' 

Prlacipio  de  derecho.— £s  un  principio  legal  inconcuso  qne 
nadie  puede  ser  condenado  sin  haber  aido  oído  en  el  juido  opor- 
tuno ó  citado  al  menos  con  arreiglo  á  derecho;  y  rectamente  en- 
tendido dicho  principio,  no  puede  menos  de  reconocerse  derecho 
incontrovertible  para  entablar  la  acción  de  nulidad  del  juido  al 
ejecutado  que,  no  habiendo  sido  citado  debidamente,  compared6 
en  el  juicio  cuando,  por  estar  ya  en  la  vía  de  apremio,  éste  no  po- 
día oponerse  al  mismo,  y  al  comparecer  en  dicho  catado  protesté 
entablar  y  hacer  uso  de  las  acciones  que  le  correspondienm  (O. 
de  U.,  núm.  8.-6  de  Julio  de  1898).  68¿ 
y.  Recurso  de  casación  (funáamento), 

Prcmiesa. — V.  Apuesta, 

Propiedad  minera. — V.  Sociedad  minera. 

Prueba.  -  (ap&kciación)— No  ea  dado  prescindir  de  la  apredadóa 
de  los  hechos  llevados  á  efecto  por  la  Sala  sentenciadora,  en  uso 
de  su  exclusiva  competencia,  si  no  se  impugna  dicha  apreciadón 
en  la  forma  especial  que  exige  el  núm.  7.o  del  art  1692  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  (O.,  núm.  72.-8  de  Noviembre  de  1808).  801» 
Apreciados  los  hechos  por  la  Sala  sentenciadora  por  el  con- 
junto de  las  pruebas  practicadas,  hay  que  partir  de  dicha  apreda- 
ción  mientras  no  se  recurra  en  forma  contra  ella  (C,  núm.  104.— 
7  de  Diciembre  de  1893).  469> 
(becibimibnto).— Según  el  art.  862  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  sólo  podrá  otorgarse  el  recibimiento  á  prueba  en  la 
segunda  instancia  en  los  casos  qae  taxativamente  determina  (O., 
núm.  28.-26  de  Septiembre  de  1898).  120^ 
Con  arreglo  al  caso  2.o  del  art.  862  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  sólo  procede  y  puede  otorgarse  el  recibimiento  á 
prueba  en  segunda  instancia  cuando  por  cansas  no  imputables  al 
que  la  solicita,  no  hubiera  podido  hacerse  en  la  primera  toda  é 
ptirte  de  la  prueba  propuesta,  no  procediendo  dicho  redbimiento 
á  pmeba,  ni  quebrantándose  por  so  negativa  las  formas  esencia- 
les del  joido,  si  la  cansa  de  no  haberse  praeticado  es  impotabla 
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al  que  solicita  dicho  trámite  por  no  haber  prestado  la  necesaria 
diligencia  en  primera  instancia  para  qne  oportanamente  se  hu- 
biere llevado  á  efecto  el  particular  de  prueba  que  solicita  (O.,  nú- 
mero 94.-28  de  Noviembre  de  1898).  ^  407  . 

V.  Juicio  ejecutivo.  Obligado»  de  jprobar  y  Bwuno  de  easa- 

eián  (denegacián  de  pruebas  y  prueba  y  iuspemión  del  término  pro- 
hatorio). 


Q 

Qil^brado. — ^V.  Quiebra, 

Quiebra.— A  tenor  del  art  1380  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
el  término  para  impugnar  el  reconocimiento  de  créditos  en  las 
quiebras  es  de  treinta  días  improrrogables,  siendo  firmes  después 
de  él  las  resoluciones  de  la  Junta  de  acreedores,  ó  del  Jues  en  su 
caso,  según  el  art.  1881  en  relación  con  el  1262,  cuyos  artículos 
son  disposiciciones  verdaderamente  sustantivas,  porque  determi- 
nan la  luerza  y  valor  de  las  resoluciones  judiciales  á  que  se  re- 
fieren (O.,  núm.  27.-28  de  Septiembre  de  1893).  .  136- 
Los  actos  dejados  sin  efecto  se  consideran  como  si  no  se  hu- 
bieran realizado,  y  en  su  virtud,  no  procede  la  nulidad  de  un  jui- 
cio ejecutivo,  fundada  en  estar  declarado  en  quiebra  el  deudor, 
si  cuando  se  despachó  la  ejecución  contra  éste  ya  se  había  dejado 
sin  efecto  el  auto  de  declaración  de  quiebra  por  desistimiento  del 
acreedor  y  la  conformidad  de  los  síndicos,  y  tenido  por  termi- 
nado dicho  juicio  y  sus  incidencias  (C.  de  U.,  núm.  96. — 2  de  Di- 
ciembre de  1893).  420 
— -  V.  Becurso  de  easaeián  (sentencia  no  d^nüiva). 


E 

Reconvención.— V.  Obligación  de  probar. 

Recarao  de  easaeión.— Procede  el  recurso  de  casación  contra 
sentencias  definitivas  y  contra  aquellas  á  que  se  refiere  el  núm.  l.o 
del  art  168B  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  Cuba  y  Puerto 
Rico  (O.  de  U.,  núm.  66.-2  de  Noviembre  de  1898).  '  286^ 

Con  arreglo  á  los  números  terceros  de  los  artículos  1694  y 

1729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  procede  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal  en  los  juicios 
en  que,  después  de  terminados,  puede  promoverse  otro  sobre  el 
mismo  objeto,  excepto  los  casos  comprendidos  en  los  números  8.o 
y  4.0  del  art  1690  de  dicha  ley  (C,  núm.  125.-21  de  Diciembre 
de  1898).  b6(y 
£1  heeho  de  no  hacer  la  sentencia  declaración  alguna  so- 
bre la  pretensión  deducida  en  el  curso  del  juicio  de  qne  se  expi- 
diera tanto  de  culpa  por  una  supuesta  falaificación,  no  da  lugar 
al  feearso»  porque  no  constituye  la  materia  del  pleito,  ni  puede 
serlo  de  casación  en  lo  civil,  no  teniendo  además  dicha  resolu- 
ción earáetar  de  deflnitiya}  toda  ves  que  la  parte  puede  ejercitar 
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sa  acción  para  peraegairla  en  la  forma  7  el  tiempo  qne  la  ley  tie- 
ne prescrito  para  ello  (O.,  núm.  180.— 37  de  Diciembre  de  189S).    660 

No  tratándote  de  un  incidente  sobre  aprobación  de  cuentas 

de  administradores  de  abintestatos  y  testamentaria  ó  de  síndi- 
cos de  los  concnrsos,  no  puede  tener  aplicación  el  núm.  l.o  del 
art.  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dyil  (C,  núm.  181.-37  de 
Diciembre  de  1898).  60 

V.  Sentencia»  conforme»  y  Sentencia  eontradidoria. 

(aotos  de  jüBiSDiocióir  yoLUNTABiA).^La  regla  general 

establecida  en  el  art.  1831  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de 
Cuba  y  Puerto  Rico,  al  disponer  que  procede  el  recurso  de  case- 
dón  contra  las  sentencias  dictadas  en  actos  de  jurisdicdón  to- 
luntaria,  está  limitada  por  el  núm.  4.o  del  1688  á  los  casos  en  que 
la  ley  lo  determine  (C.  de  U.,  núm.  79.— 14  de  Noviembre  de 
1898).  641 
Sólo  se  da  recurso  de  casación  contra  las  sentendas  pro- 
nunciadas en  autos  de  jurisdicdón  voluntaría  en  los  casos  esta- 
bleddos  por  la  ley,  no  hallándose  en  ninguno  de  ellos  compren- 
dido el  auto  por  el  que  se  declara  contencioso  un  expediente  po- 
sesorio á  virtud  de  oposición  de  parte,  y  se  reserva  á  los  intere- 
sados su  derecho,  porque  sujetándose  las  actuadones  á  loa  trámi- 
tes establecidos  para  el  juicio  correspondiente,  ejerciten  las  ac- 
ciones que  entendieren  corresponderles  (C,  núm.  111. — 13  de  Di- 
ciembre de  1893).  493 

(admisión).— El  recurso  de  casadón  sólo  procede  contra  lae 

resoluciones  judiciales  que  taxativamente  sefiala  el  art.  1690  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  siendo  admisible,  con  arreglo 
al  núm.  8.«  del  art.  1729,  el  que  se  interponga  contra  las  que  no 
tengan  el  concepto  de  definitivas  (O.,  núm.  48.— -11  de  Octubre 
de  1898).  311 

No  cononrríendo  todas  las  circunstancias  expresadas  en  el 

art.  1762  de  dicha  ley,  la  Sala  sentenciadora  ha  de  dictar  auto  de- 
clarando,  según  el  art  1764,  no  haber  lugar  á  la  admidón  del  re- 
curso, y  que  se  entregue  copia  certificada  del  escrito  y  del  auto  á . 
.  la  parte  que  se  suponga  agraviada,  si  lo  pidiere  (C,  núm.  68.-8 
de  Noviembre  de  1898).  88» 

V.  Becuno  de  ca»acián  (apreciaeián  de  prueba,  citas  legak» 

y  depMlo). 

(albaceas).— No  se  infringen  las  disposiciones  y  doctrinas 

dtadas  por  el  recurrente  al  condenar  la  Sala  sentenciadora  á  an 
albacea  administrador  á  rendir  cuentas  de  su  cargo  á  loe  herede- 
ros, cuando  en  el  testamento  no  hay  dispodción  ninguna  que  im- 
pida á  loa  mismos  el  derecho  de  pedirlas,  no  bastando  para  ello 
que  el  testador  hubiere  prohibido  toda  intervención  judicial  en  sa 
testamento,  pues  no  tratándose  de  promover  un  juicio  voluntario 
de  testamentaría,  no  puede  tener  aplicación  dicha  prohibldón 
<C.,  núm.  81.— 16  de  Noviembre  de  1898).  346 

(apbkgiaoión  db  pbuebas).-^No  infringe  la  Sala  sentenda- 

dora  las  leyes  relativas  al  valor  de  la  prueba  documental,  ni  inca- 

rre  en  error  de  derecho  y  hecho,  cuando,  en  vez  de  desconocer  el 

valor  que  puede  alcansar  los  títulos  presentados  en  el  pldto,  les 

analiaa  y  concuerda  con  los  demás  aportados  por  ambas  partee  i 

y  con  las  demás  pruebas  practicadas,  formando  su  jaldo  por  la  ¡ 
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<iomiMu«cióii  y  oonjonta  de  todo  ello  (O.,  núm.  9.-7  de  Jolio 

de  1893).'  70 

ídem  id.  id.  (O.,  de  ü.,  núm.  98.^2S  de  Noviembre  de  1898).  41S 

Según  lo  dispuesto  en  el  núm.  9.o  del  art.  1720  de  la  ley  de 

JSnjaiciamiento  civil,  no  procede  el  recorso  de  casación  en  el 
fondo  cuando  se  refiere  á  la  apreciación  de  las  pruebas,  á  no  estar 
comprendido  en  el  núm.  7.o  del  art.  1692  de  dicha  ley,  no  están- 
dolo,  aunque  se  funde  en  error  de  hecho,  si  no  se  dta  documento 
ó  acto  auténtico  que  demuestre  evidente  equivocación  del  jna- 
gador. 
No  merece  tal  concepto  la  prueba  de  testigos,  que  es  de  libre 

apreciación  de  la  Sala  (C,  núm.  11 8  de  Julio  de  1898).  86 

— —  No  hay  términos  hábiles  para  admitir  el  recurso  de  casación 
por  error  en  la  apreciación  de  la  prueba  contra  la  sentencia  que 
deniega  el  beneficio  de  pobreza,  en  uso  de  la  facultad  discrecio- 
nal otorgada  en  el  art  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  jos-* 
gando  y  resolviendo  el  particular  por  los  signos  exteriores  (O. 
de  U.,  núm.  14.— 18  de  Julio  de  1893).  9S 

Es  inadmisible  el  recurso  en  que  se  combate  la  apreciación 

de  prueba  hecha  por  la  Sala  sentenciadora  y  no  se  cita  ley  ni  doc- 
trina legal  relativa  al  valor  de  las  pruebas  en  juicio  que  haya 
sido  infringida,  ni  documento  ó  actos  auténticos  que  demuestren 
equivocación  evidente  del  juxgador,  como  exige  el  núm.  7.®  del 
art.  1694  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  Filipinas  (O.  de  U., 
núm.  21.— 26  de  Septiembre  de  1898).  117 
ídem  id.  id.  (O.  de  U.,  núm.  62.-17  de  Octubre  de  1893).                219 
ídem  id.  id.  (O.  de  U.,  núm.  77.— 18  de  Noviembre  de  1898).            889 
ídem  id.  id.  (G.  de  U.,  núm.  87.— 18  de  Noviembre  de  1898).            899 
ídem  id.  id.  (O.  de  U.,  núm.  180.— 27  de  Diciembre  de  1893).           660 
En  la  decisión  de  los  recursos  hay  que  partir  de  la  aprecia- 
ción de  las  pruebas  hecha  por  la  Sala  sentenciadora  coando  de 
dicha  apreciación  no  se  ha  reclamado  (C,  núm.  47.— 10  de  Oetn- 
Im  de  1893).                                                                                           200 

Es  inadmisible  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 

coando  se  refiere,  aunque  indirectamente,  á  combatir  la  apreda- 
dón  de  las  pruebas,  hecha  por  la  Sala  sentenciadora  en  uso  de  su 
oxdusiva  oompetenda^  á  no  ser  en  el  caso  previsto  en  el  nú- 
mero 7.0  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (O.,  nú- 
mero 74.-9  de  Noviembre  de  1898).  820 
ídem  id.  id.  (O.,  núm.  78.— 14  de  Noviembre  de  1898).  840 
ídem  id.  id.  (O.,  núm.  126.— 21  de  Didembre  de  1893).                     661 

No  son  de  estimar  los  motivos  de  un  recurso  dirigido  contra 

la  apredadón  de  la  prueba  hecha  por  la  Sala  sentenciadora,  si 
por  dicha  apredadón  no  se  comete  error  de  derecho  ó  de  hecho , 
resultante  de  documentos  auténticos,  que  no  estén  en  abierta  con- 
«ontradicdón  con  otros  de  igual  origen  y  que  demuestren  una 
evidente  equivocadón,  y  cuando  el  Tribunal  a  quo  por  el  conjunto 
de  todas  las  pruebas,  con  radonal  criterio,  forma  el  jnido  ^n  que 
basa  so  fallo  (O.,  núm.  108.-9  de  Didembre  de  1893).  471 

-—  Es  inadmidble  el  recurso  de  casadón  que  parte  del  supuesto 
de  que  la  Sala  sentenciadora  ha  deaconoddo  la  eficacia  de  las 
pruebas  practicadas  en  el  juido,  prescindiendo  de  la  facultad  de 
dicha  Sala  para  apredar  la  prueba  con  libertad  de  criterio,  y  aun 
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en  el  cum>  de  haberse  cometido  error  de  heeho  ó  de  derecho  en 
dicha  apreciación,  sólo  podría  diacntírM  tal  extremo  mediairte  la 
cita  en  el  recoreo  del  núm.  7. o  del  art  1692  de  la  ley  de  Enjoieia- 
miento  civil,  como  fundamento  6  apoyo  del  miamo  (O.,  núm.  1S8. 
—28  de  Diciembre  de  189S). 

y.  Recurso  de  ca$ación  (defema  por  pobre,  error  de  hechOj  id, 

de  hecho  y  de  derecho), 

(oiTAs  LBOALBs).— Las  diflposlcionee  qae  regalan  el  ejer- 
cicio del  protectorado  qne  á  la  Adminietraeión  activa  incumbe 
■obre  laa  fandacionea  de  patronato  particalar,  no  paeden  invo- 
oarae  útilmente  en  caeación,  porqae  dicha  materia  ea  ajena  á  la 
competencia  de  los  Tribonalea  de  joatioia  (O.,  núm.  i.— 6  de  Julio 
de  1898).  1& 

Ea  improcedente  el  recarao  ai  la  doctrina  legal  ó  diapoaidón 

en  él  alegada  como  infringida  no  afecta  á  lo  reaaelto  en  la  aenten- 
cia,'y  ésta  aubsiate  por  otro  fundamento  contenido  y  alegado  en 
la  ™iama. 

Ea  imorocedente  el  recargo  caando  la  dispoaidún  legal  citada 
como  infringida,  aun  en  el  caao  de  ref erirae  á  lo  qae  el  recurrente 
expone,  no  puede  ser  invocada  ain  hacer  aupueato  de  la  cueatión 
(C,  núm.  49.— 11  de  Octubre  de  1893).  212^ 

Conforme  al  art  1720  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el 

recurso  de  casación  en  el  fondo  necesita  que  en  el  escrito  interpo- 
niéndolo se  exprese,  además  de  la  ley  ó  doctrina  legal  que  se  su- 
ponga infringida,  el  concepto  porque  lo  hubiere  sido,  porque  de 
otra  manera  no  se  pueden  fijar  los  términos  del  debate  y  concretar 
la  reaolución  al  punto  discutido,  concediendo  tanta  importancia  á 
este  requisito  la  ley  Procesal,  que  le  establece  como  causa  de  in- 
admisión en  el  núm.  6.o  del  art  1729  (C,  núm.  61.— 16  de  Octubre 
de  1898).  217 

—  Son  inaplicables  Ua  citaa  hechas  por  el  recurrente,  cuando 
no  se  refieren  á  la  cuestión  objeco  del  litigio  ni  á  loa  motivoa  ea 

que  se  funde  la  aentencia  (C,  núm.  60.-28  de  Octubre  de  1898).    246 

Son  inadmisibles  los  recursos  de  casación  por  infracción  de 

ley  ó  de  doctrina  legal,  cuando,  faltando  á  lo  prescrito  en  el  nú- 
mero 4.0  del  art  1729,  en  relación  con  el  1720  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  no  se  citan  con  predaión  y  claridad  las  leyes  que 
se  supongan  infringidas  y  el  concepto  en  que  lo  hayan  aido  (C, 
núm.  80.— 16  de  Noviembre  de  1898).  842 
No  puede  prosperar  un  recurso  por  infracción  de  ley  coan- 
do la  Sala  sentenciadora  no  comete  ninguna  de  laa  infracdonea 
dtadaa  como  fundamento  del  miamo  (C.,  núm.  82.— 16  de  No- 
viembre de  1 898).  861 

Es  improcedente  el  recurso  de  casación  en  qae  se  dtan 

como  infringidas  disposiciones  legales  inaplicables  al  caao  (C, 
núm.  86.— 17  de  Noviembre  de  1898).  39S 

Es  improcedente  el  recurso  por  infracción  de  ley  en  que  no 

ae  concreta  el  número  del  art  1692  en  que  estuviere  comprendida 
la  cuestión  propuesU,  ni  se  dta  la  ley  ó  doctrina  legal  infringi- 
das, por  ser  estas  condiciones  esenciales  para  la  admidón  del 
mismo  (O.,  núm.  91.— 21  de  Noviembre  de  1898).  4ia 
Conforme  al  núm.  6.^  dd  art  1720,  en  relación  con  la  re- 
gla 1.*  del  art  1728,  ambos  de  la  ley  de  Enjuidanáento  dvil,  no 
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«on  «dmifliblefl  los  rocaraos  de  catación  por  infracción  de  ley 
cuando  ae  alegue  como  infrin^da  ana  qne  coatenga  varias  día* 
poddonee  y  no  se  cite  concretamente  la  qae  ae  suponga  infrin- 
gida (C,  núm  109.— 11  de  Diciembre  de  1898).  477 

(defensa,  por  POBBB)é— Según  tiene  declarado  el  Tribunal 

tSnpremo,  no  cabe  reclamar  contra  la  apreciación  que  ha  hecho  la 
Sala  sentenciadora  de  la  prueba  en  los  incidentes  de  pobreza,  sin 
desconocer  las  facultades  que  le  atribuye  el  art.  17  de  la  ley  de 
Ikijuiciamiento  civil  (C,  núm.  29.— 20  de  Septiembre  de  1893).        146 

Subordinado  el  art  16  de  dicha  ley  á  lo  prevenido  en  el  17, 

y  fundándose  la  Sala  sentenciadora  para  denegar  el  benefldo  de 
pobresa  en  la  facultad  discrecional,  y  no  tasada,  que  le  atribuye 
este  artículo,  sobre  cuyo  ejercicio  no  se  da  recurro  de  casación, 
según  la  constante  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  es  de 
todo  punto  inadmisible  el  que  contra  dicha  sentencia  se  interpu- 
siera (O.,  núm.  74.-9  de  Noviembre  de  1893).  S2€ 
-^ —  Las  sentencias  en  que  se  otorgue  la  defensa  por  pobre  no 
tienen  el  concepto  de  definitivas,  para  los  efectos  de  la  casación, 
puesto  que  no  ponen  término  al  pleito  en  que  ha  de  utilizarse  tal 
beneficio,  ni  hacen  imposible  la  continuación  del  mismo  (C,  nú- 
mero 124.— 21  de  Diciembre  de  1893).  649 

V.  Becur$o  de  casación  (afredación  de  prueba,  interponción, 

■eewteneia  eongruepUe  y  sentencia  no  definitiva), 

(dbnboación  db  apelación).— Los  recursos  de  casación 

por  infracción  de  ley  sólo  proceden  contra  las  resoluciones  taxa- 
tivamente determinadas  en  los  artículos  1689  y  1690  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  en  ninguno  de  los  cuales  se  comprende  la 
que  resuelve  un  recurso  de  queja  por  denegación  de  una  apela- 
ción fundada  en  no  haberse  interpuesto  antes  el  de  reforma  ó 
reposición  (O.,  núm.  98.-4  de  Diciembre  de  1898).  436 

V.  Bectirso  de  easaeián  (sentencia  no  definitiva). 

(dbneoaoiók  db  pbubba).— Es  improcedente  el  recurso 

fundado  en  haberse  denegado  una  diligencia  de  pruebaadmiei^ 
ble,  cuando  dicha  diligencia  es  de  todo  punto  impertinente  (C, 
núm.  34.-2  de  Octubre  de  1893).  167 

Según  el  núm.  3.o  del  art  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 

civil,  ha  logar  al  recurso  de  casación  por  quebramiento  de  forma, 
si  se  deniega  el  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  instan- 
cias, cuando  proceda  con  arreglo  á  derecho,  y  conforme  á  igual 
número  del  art  862,  procede  dicho  recibimiento  en  la  segunda 
instancia  cuando  hubiere  ocurrido  algún  hecho  nuevo  de  inflaen- 
oia  en  la  decisión  del  pleito,  con  posterioridad  al  término  conce- 
dido para  proponer  la  prueba  en  primera  instancia  (C,  núm.  70. 
—4  de  Noviembre  de  1893).  297 

No  es  aplicable  el  núm.  6.®  del  art.  1693  citado,  cuando  la 

negativa  del  Juzgado  á  practicar  una  prueba  obedece  á  haberlo 
pedido  cuando  el  término  probatorio  se  hallaba  terminado,  sin 
qne  se  hubiera  podido  hacer  durante  él  por  culpa  ó  negligencia 
imputable  al  recurrente  (C,  núm.  116.— 14  de  Diciembre  de 
1898).  «» 

Y.  Recurso  de  casación  (prueba). 

(depósito).— Según  dispone  el  art  1698  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  el  que  intente  interponer  recurso  de  casación. 
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debe  acreditar,  ai  no  eataviere  dedarado  pobre,  haber  oonatitiiído 
el  depósito  de  1.000  peaetaa,  cuando  faeaen  coníormee  de  toda 
ooníormidad  laa  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia,  ein 
coyo  requisito  no  se  admitirá  el  recurso,  conforme  ordenan  los 
artículos  1718,  en  su  núm.  8.o,  y  1729,  en  el  núm.  S.o  (C^  núme- 
lo  12.— 11  de  Jnliode  1898).  87 

Para  interponer  recurso  de  casación,  cuando  son  de  entera 

conformidad  las  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia,  se 
requiere  constituir  el  depósito  ordenado  en  el  art  1696  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  de  Cuba  y  Puerto  Rico,  y  acompafiar  el 
lesguardo  correspondiente,  según  el  núm.  S.o  del  art.  1716,  y  en 
el  caso  de  no  hacerlo  asi,  procede  la  declaración  de  no  haber  lo- 
gar á  la  admisión,  con  arreglo  á  los  artículos  1726  y  1727  (C, 
de  U.,  núm.  68.— 17  de  Octubre  de  1898).  220 

No  procede  la  admisión  de  los  recursos  de  casación  cuando 

deja  de  acompañarse  el  documento  en  que  se  justifique  haberse 
hecho  el  depósito  prevenido  en  el  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  si  son  conformes  de  toda  conformidad  las  aentendaa 
de  primera  y  segunda  instancia  (O.,  núm.  97. — i  de  Diciembre 
de  1898).  48S 

V.  SentencioB  eonformei. 

(bjbcución  de  sbntkbtoia). — Según  tiene  declarado  repeti- 
damente el  Tribunal  Supremo,  es  improcedente  el  recurso  de  ca- 
sación contra  las  providencias  dictadas  en  diligencias  para  el 
cumplimiento  de  una  ejecutoria,  á  no  ser  que  ésta  se  contraríe 
por  el  nuevo  fallo  ó  se  resuelva  alguna  cuestión  distinta  á  la  de- 
cidida en  aquélla  (O.,  núm.  91.— 21  de  Noviembre  de  1898).  410 
(ebbob  de  hbcho).— Incurre  en  error  de  hecho  la  Sala  sen- 
tenciadora al  no  reconocer  la  cualidad  de  parientes  á  los  aspiran- 
tes á  una  herencia  cuando  éstos  han  demostrado  suficientemente 
el  parentesco  por  el  resultado  de  las  partidas  de  nacimiento  y  las 
de  matrimonio  de  sus  antecesores,  debidamente  cotejadas,  aun- 
que se  noten  diferencias  en  alguna  de  ellas  al  expresar  el  apelli- 
do de  alguno  de  los  ascendientes,  si  de  las  mismas  partidas  apa- 
teoen  fuera  de  duda  que  descendían  de  la  línea  de  que  proceden 
los  derechos  alegados  (C,  núm.  5.-6  de  Julio  de  1898).  29 
— —  No  puede  prosperar  el  recurso  fundado  en  error  de  hecho 
padecido  por  la  Sala  sentenciadora,  cuando  ésta  forma  su  juicio, 
apreciando  todos  los  elementos  de  prueba  utilisados  por  las  par- 
tes en  el  pleito,  y  los  documentos  citados  por  los  recurrentes  en 
apoyo  de  su  tesis  no  demuestran  del  modo  evidente  requerido 
por  el  núm.  7.''  del  art  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
que  dicha  Sala  haya  padecido  equivocación  (O.,  núm.  6.-5  de 
Julio  de  1898).                                                                                       38 

V.  Becurso  de  eoMción  (apreciaeián  de  pruebas), 

(ebbob  de  hecho  y  de  DSBEOHo).— No  se  incurre  en  error 

de  hecho  ó  de  derecho  que  autorice  el  recurso,  cuando  la  equivo- 
cación padecida  es  puramente  material  (O.,  núm.  87.-4  de  Octu- 
bre de  1898).  167 
Onando  las  partes  estimen  que  en  la  apreciación  de  las  prue- 
bas se  ha  cometido  error  de  derecho  ó  de  hecho,  resultante  eate 
último  de  documentos  ó  actos  auténticos  que  demuestren  la  eqni- 
▼ocación  del  juzgador,  pueden  interponer  recurso  de  casación 
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por  infrftcción  de  ley;  pero  mientras  no  alegaen  dicho  motivo  de 
estación,  es  íorsoso  partir  de  los  hechos  declarados  probados  en 
la  sentencia  para  sostener  Iss  snpaestas  violaciones,  interpreta- 
dones  erróneas  ó  aplicación  indebida  de  las  leyes  ó  doctrinas 
aplicables  al  caso  del  pleito  (C,  núm.  68.— 20  de  Octubre 
de  1898).  242 

—~  (fundamento).— Si  bien  el  recurso  de  casación  sólo  proce- 
de contra  la  parte  dispositiva  de  las  sentencias,  esta  doctrina  no 
■e  opone  á  que  las  resoluciones  judiciales  se  expliquen  y  justifi- 
qoen  por  los  fundamentos  en  que  se  apoyan  (C  núm.  87.-4  de 
Octubre  de  1893).  167 

Cuando  se  da  lugar  á  la  casación  por  alguno  ó  algunos  de 

los  motivos  del  recurso,  es  innecesario  ocuparse  de  los  demás  ex- 
presados en  el  mismo  (C,  núm.  41. — 6  de  Octubre  de  1898).  189 
Son  improcedentes  los  motivos  de  un  recurso  que  se  diri- 
gen contra  alguno  de  los  fundamentos  de  la  sentencia  recurrida 
y  no  contra  la  parte  dispositiva  (O.,  núm.  83.— 16  de  Noviembre 
de  1893).  868 
El  recurso  de  casación  es  esencialmente  concreto  y  no  pue- 
de fundarse  en  la  infracción  de  enunciados  ó  principios,  cual- 
quiera que  sea  su  exactitud,  sino  sólo  en  la  de  leyes  y  doctrinas 
que  merezcan  el  concepto  de  legales,  que  son  las  comprendidas 
en  las  leyes,  ó  las  declaradas  por  el  Tribunal  Supremo  al  inter- 
pretar y  aplicar  éstas,  según  sanciona  el  art  1729  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  en  su  núm.  10  (O.,  núm.  102.-6  de  Diciem- 
bre de  1898).  467 
(iNciDKNTB).— Según  el  art.  1690  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  para  que  pueda  admitirse  el  recurso  de  casación 
contra  sentencia  que  recaiga  en  incidente  ó  artículo,  es  preciso 
que  ponida  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación 
(C,  núm.  63.-26  de  Octubre  de  1898).                                                265 

V.  Becur90  de  casación  (ientencia  d^nitiva  é  id,  fio  defi- 

müva), 

(intbbposición). — El  procedimiento  para  la  interposición, 

admisión  ó  sustanciación  del  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  es  el  establecido  taxativamente  en  la  sección  6.<^, 
tit  21  del  libro  2.o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (C,  núm.  68. 
—3  de  Noviembre  de  1893.)  289 
El  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  debe  interpo- 
nerse, según  el  art.  1713  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuando 
se  hubiere  nombrado  Abogado  y  Procurador  al  recurrente,  den- 
tro del  término  de  veinte  días,  contados  desde  el  siguiente  al  de 
la  notificación  de  la  providencia  en  que  se  le  manden  entregar 
los  autos. 

Este  plaso  no  se  interrumpe,  según  el  art.  1714  de  dicha  ley, 
cuando  el  Letrado  queda  obligado  á  interponerle  por  haberle  ma- 
nifestado, después  de  transcurridos  tres  días,  que  no  considera 
procedente  el  recurso. 

En  el  caso  de  haberse  entregado  á  la  parte  recurrente  la  certi- 
ficación de  la  sentencia,  el  término  para  interponer  el  recurso 
por  infracción  de  ley  es  el  de  cuarenta  días  en  los  pleitos  proce- 
dentes de  la  Península^  contados  desde  el  siguiente  al  de  la  en- 
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trega,  según  lo  dispuesto  en  los  artícnlos  1716  7  1701  de  la  ley 

de  Enjuiciamiento  ciyii  (O.,  núm.  103.— 7  de  Diciembre  de  1893).    4M 

(LEGISLACIÓN  pobal).  —  Es  ínútíl  plantear  en  el  recarao 

cuestiones  de  derecho,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  legislación  fo- 
ral,  cuando  en  la  sentencia  recurrida  se  afirma  que  la  legislación 
únicamente  aplicable  es  la  de  Castilla,  y  contra  dicha  apreciación 
no  se  interpone  recurso  alguno  (C,  núm.  6. — 5  de  Julio  de  1893).  M 
(LKYK8  DE  ENJUICIAMIENTO).— La  infracción  de  los  articu- 
les 281  y  283  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  la  isla  de  Ouba 
no  puede  servir  de  fundamento  á  un  recurso,  por  no  constituir 
dichas  faltas  el  quebrantamiento  de  ninguna  de  las  formas  esen- 
ciales del  juicio,  taxativamente  determinadas  en  el  art  1691 
(O.  de  U.,  núm.  64.-26  de  Octubre  de  1893).  SM 

Los  artículos  614  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  el  114 

de  la  de  Enjuiciamiento  criminal,  no  pueden  ser  invocados  en  un 
recurso  de  casación  civil  en  el  fondo,  por  ser  la  primera  de  dichas 
disposiciones  de  mero  procedimiento,  y  la  segunda  de  natnralesa 
criminal  (C,  núm.  130.— 27  de  Diciembre  de  1893).  560 

(peksonahdad).— No  existe  el  quebrantamiento  de  foima, 

señalado  en  e)  núm.  2.o  del  art  1691  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  cuando  la  cuestión  resuelta  por  la  sentencia  no  se  refiere 
á  la  falta  de  personalidad  por  carecer  el  demandante  de  aptitud 
legal  para  demandar  en  el  concepto  en  que  lo  hace,  sino  á  sa 
falta  de  acción  para  pedir  lo  que  es  objeto  de  la  demanda  (C,  nú- 
mero 38.-4  de  Octubre  de  1893).  176 

Carece  de  fundamento  el  recurso  interpuesto  en  el  snpnea- 

to  de  carecer  de  personalidad  el  Procurador  por  haber  compare- 
cido éste  en  autos  en  virtud  de  una  copia  de  poder  simple,  auto- 
rizada por  él  y  sin  acompafiarse  copia  fehaciente  del  mismo,  ai 
en  los  autos  aparece  después  testimonio  en  forma  de  la  escritura 
del  poder  que  acreditara  su  representación  (C,  núm.  105. — 7  de 
Diciembre  de  1893).  460 

Si  bien  la  persona  que  demanda  ejercitando  una  acción 

cualquiera  debe  acreditar  su  personalidad  ó  representación  con 
que  lo  hace,  cuando  dicha  personalidad  ó  representación  no  son 
dudosas  por  haber  sido  reconocidas  por  la  parte  demandada,  no 
«e  comete  infracción  alguna  aunque  no  se  haya  llevado  *á  los 
autos  prueba  especial  acerca  de  circunstancia  tan  esencial,  según 
tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  10  Junio  de 
1876,  con  referencia  á  anteriores  y  repetidas  resoluciones  (O.,  de 
ü.,  núm.  112.— 12  de  Diciembre  de  1893).  49S 

La  falta  de  personalidad  del  litigante,  que  constituye  vido 

esencial  del  procedimiento  y  da  lugar  al  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  consiste  en  la  incapacidad  absoluta 
para  litigar,  ó  en  no  acreditar  el  carácter  ó  representación  que 
ostente  cuando  no  accionó  por  su  propio  derecho  (O.,  núm.  127. 
—22  de  Diciembre  de  1893).  ftSS 
(pbükba).— Se  incurre  en  el  quebrantamiento  de  forma  se- 
ñalado en  el  núm.  3.^  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  por  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  cuando  procede  con 
arreglo  á  derecho  (C,  núm.  116.-14  de  Diciembre  de  1898).            603 

Para  haber  lugar  al  recurso  de  casación  en  la  forma  por 

falta  de  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  instancias  ó  por 
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denegación  de  praeba,  es  necesario  qne  sea  procedente  con  arre- 
glo á  derecho  el  expresado  trámite,  ó  qne  la  prneba  denegada 
fuere  admisible  según  las  leyes,  pudiendo  sn  fallo  producir  in- 
defensión (C,  nám.  122.-~20  de  Diciembre  de  1893).  648 

V.  Becurso  de  casación  (denegación  de  prueba  y  suspensión 

del  término  probatorio), 

(QUEBRANTAMIENTO  DE  fobma}.— El  rocurso  ds  cssación 

por  quebrantamiento  de  las  formas  esenciales  del  juicio,  sólo 
puede  tener  lugar  en  los  casos  señalados  en  el  art.  1693  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  (C,  núm.  96.-2  de  Diciembre  de  1898).    422 

El  art.  1696  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  exige,  para 

que  pueda  ser  admitido  el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  que  se  haya  pedido  la  subsanación  de  la  falta 
en  la  instancia  en  que  se  cometió,  y  que  si  hubiese  ocurrido  eñ 
la  primera,  se  haya  reproducido  la  petición  en  la  segunda  en  la 
forma  especialmente  prevenida  en  el  art.  869  (C,  núm.  127.— 22 
de  Diciembre  de  1898).  662 

V.  Recurso  de  casación  (personalidad  y  sentencia  en  cuestión 

de  competencia). 

* (SENTENCIA  congbuente).— Pedida  en  la  demanda  la  con- 
cesión del  beneficio  de  pobreza  para  litigar  con  cierta  individua- 
lidad y  negado  dicho  beneficio  por  la  sentencia,  esta  resolución 
es  de  perfecta  y  evidente  congruencia  con  lo  pedido,  y  por  lo 
tanto,  procede  no  admitir  los  motivos  del  recurso  que  contra  ella 
se  interpusiere,  fundados  en  supuesta  incongruencia  de  la  misma 
(C,  núm.  102.— 6  de  Diciembre  de  1893).  467 
V.  Congruencia^  Incongruencia^  Sentencia  congruente  y  Sen- 
tencia incongruente. 

(SENTENCXA    EN   CUESTIÓN    DE    COMPETENCIA).  —  Según    el 

art.  106  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sólo  puede  darse  lugar 
al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  contra  las 
sentencias  dictadas  en  las  cuestiones  de  competencia,  en  cuyo 
caso  se  encuentra  la  que  va  envuelta  en  la  acumulación,  después 
de  fallado  el  pleito  en  definitiva  (C,  núm.  13.  — 12  de  Julio 
de  1893).  88 

fsENTENCiA  DEFINITIVA). — Sogúu  el  uúm.  1.0  del  art.  1690 

de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  tienen  el  concepto  de  definiti- 
vas, para  los  efectos  de  la  casación,  las  sentencias  que,  recayendo 
sobre  un  incidente  ó  artículo,  pongan  término  al  pleito  haciendo 
inposible  su  continuación  (O.,  núm.  19. — 22  de  Septiembre 
de  1893).  .  107 

(ídem  núm.  69.-4  de  Noviembre  de  1893).  296 

Según  el  núm.  1.^  del  art.  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 

civil,  sólo  tienen  el  concepto  de  definitivas  para  los  efectos  de  la 
casación  las  sentencias  qne  recaigan  en  un  incidente  ó  artículo 
cuando  pongan  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continua- 
ción, y  las  que  resuelvan  los  incidentes  sobre  aprobación  de  cuen- 
tas de  los  administradores  de  abintestatos,  testamentarías  y  de 
los  síndicos  de  los  concursos,  en  el  caso  del  art  1246  de  dicha  ley 
(O.,  núm.  26.-26  de  Septiembre  de  1893).    »  129 

Según  los  artículos  1689  y  1690  de  la  ley  de  Eajuiciamlento 

civil,  el  recurso  de  casación  sólo  procede  contra  las  sentencias 

definitivas,  cuyo  concepto  tienen  las  que^  recayendo  sobre  nn  in- 
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cidente  ó  artículo,  ponen  término  al  pleito,  haciendo  impocible 

•a  continaación  (O.,  núm.  44.-7  de  Octabre  de  1893).  203 

V.  Sentencia  definitiva, 

—  (sentencia  no  definitiva).— No  tiene  el  carácter  de  defini- 
tiva, para  loi  efectoi  de  la  casación,  la  sentencia  que  se  limita  á 
decretar  la  acnmnlación  de  unos  autos  ejecutivos  á  los  universa- 
les de  un  concurso  de  acreedores,  sin  adoptar  resolución  alguna 
que  ponga  término  á  ninguno  de  los  pleitos  pendientes  (O.,  nú- 
mero 18.— 12  de  Julio  de  1893).  88 

La  sentencia  que  declara  la  pobreza  de  un  litigante  no  es 

definitiva,  ni  tiene  carácter  de  tal,  con  arreglo  al  núm.  l/>  del  ar* 
tículo  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  no  termina 
el  Juicio  principal  ni  impide  la  continuación  del  mismo  (C,  nú- 
mero 83.-2  de  Octubre  de  1893).  158 

No  tiene  carácter  de  definitiva  la  resolución  que  deniega  la 

petición  deducida  en  la  prevención  de  un  abintestato,  en  solici- 
tud de  que  queden  sujetos  al  mismo  determinados  bienes,  porque 
no  pone  dicha  resolución  término  al  juicio,  el  cual  continúa 
aolerto,  y  no  impide  se  ejercite  la  acción  correspondiente  para  que 
se  incluyan  en  el  inventario  los  bienes  indicados  ó  para  impug- 
nar 1a  enajenación  que  de  ellos  se  hubiere  hecho  (C,  núm.  44. — 
7  de  Octubre  de  1893)..  SOS 

No  tiene  el  concepto  de  sentencia  definitiva  la  resolución 

que  decide  tener  por  parte  á  un  litigante  y  no  haber  lugar  á  de- 
clarar desierta  una  apelación  interpuesta  por  la  misma,  porque 
no  pone  término,  haciendo  imposible  su  continuación,  sino  que, 
por  el  contrario,  deja  expeditos  los  derechos  de  los  interesados 
para  que  sigan  ejercitándolos  en  el  mismo  (C,  núm.  46.-7  de 
Octubre  de  1898).  S04 

No  son  propiamente  definitivas  las  sentencias  concediendo 

ó  negando  la  defensa  por  pobre,  porpue  en  cualquier  estado  del 
pleito  pueden  las  partes  promover  nuevo  incidente  para  la  revi- 
sión y  revocación,  según  preceptúa  el  art.  33  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  y  que  aquellas  que  otorgan  dicha  defensa  no  ha- 
cen imposible  la  continuación  del  pleito  principal,  no  pudiendo 
ser  tenidas,  por  lo  tanto,  como  definitivas  bajo  este  concepto  (C, 
núm.  46.-7  de  Octubre  de  1893).  206 
Conforme  á  los  artículos  1689  y  1690  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  es  improcedente  el  recurso  de  casación  contra  las 
resoluciones  que  no  sean  definitivas,  ó  sea  contra  aquellas  que 
no  pongan  término  al  juicio  y  después  de  las  cuales  pueda  pro- 
moverse otro  juicio  sobre  lo  mÍ0mo  (C,  núm.  60. — 12  de  Octubre 
de  1893).  216 
^—  No  puede  tener  el  concepto  de  sentencia  definitiva,  para 
los  efectos  del  re  curso  de  casación,  conforme  al  núm.  l.o  del  ar- 
tículo 1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  resolución  qué  se 
limita  á  admitir  una  demanda  de  tercería  sin  prejuzgar  cuestión 
alguna  ni  lastimar  ningún  derecho  (C,  núm.  90.— 20  de  Noviem- 
bre de  1893).  409 
No  tiene  el  concepto  de  sentencia  definitiva,  para  los  efec- 
tos de  la  casación,  exigido  por  el  art.  1690  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  en  razón  á  no  poner  término  al  juicio  ni  hacer  im- 
posible su  continuación,  el  auto  que  declara  inadmisible  una  de- 
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manda  incidental  de  nulidad  de  nna  declaración  de  quiebra,  re- 
servando de  modo  expreso  al  reclamante  su  derecho  para  opo- 
nerse á  la  declaración  de  qaiebra  en  el  tiempo  y  en  la  forma  qae 
la  ley  previene  (O.,  núm.  117.— 16  de  Diciembre  de  1893).  616 

Según  el  núm.  3.o  del  art.  1729  de  la  ley  de  Enjaiciamiento 

civil,  no  procede  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
cuando  la  sentencia  recurrida  no  tenga  el  concepto  de  definitiva, 
no  teniendo  dicho  carácter  la  que  versa  sobre  determinación  de 
las  atribuciones  de  un  depositario  de  bienes  embargados,  porque 
el  que  éstas  sean  mayores  ó  menores  no  pone  término  al  segui< 
miento  de  los  autos  ni  hace  imposible  su  continuación  (C,  núme- 
ro 181.— 27  de  Diciembre  de  1898).  663 
V.  Setitencia  no  definitiva. 

Registro  de  la  propiedad.— Y.  Anotación  preventiva  é  Inserip' 
ctán  en  el  Begietro  de  la  propiedad. 

Rendición  de  cuentas.— Y.  Acción  personal  y  Secureo  de  casación 
(albaceas). 

Rescisión. — Y.  Sentencia  congruente, 

Aeserva  de  dereclios.— Y.  Sentencia  incongruente. 

Riegos.— Y.  Aguas, 


s 


Sacramental  de  Santa  Cruz.— Si  bien  la  Beal  orden  de  16  de 
Mayo  de  1848  exceptuó  de  la  desamortización  los  bienes  de  la 
Sacramental  de  Santa  Cruz,  no  sucede  lo  mismo  con  aquellos 
con  que  estuvieren  dotadas  las  fundaciones  particulares  sujetas 
á  su  patronato,  sin  que  obste  á  esto  el  que  al  amparo  de  la  mis- 
ma disposición  se  haya  obtenido  alguna  declaración  en  contrario 
en  expediente  de  jurisdicción  voluntaria,  porque  las  resoluciones 
de  esta  índole  no  causan  ejecutoria  (C,  núm.  4.-6  de  Julio  de 
1898).  18 

Sentencia  congruente.— La  sentencia  que  guarda  conformidad 
con  lo  pedido  y  discutido  en  el  pleito,  no  puede  decirse  que  falta 
á  la  congruencia  que  preceptúan  el  art.  859  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  y  la  ley  16,  tit.  22  de  la  Partida  3.^  aunque  no  sé 
ajuste  literalmente  á  los  términos  de  la  súplica  de  la  demanda, 
lo  cual  ni  en  su  letra  ni  en  su  espíritu  exigen  las  citadas  leyes 
(O.,  núm.  66.-28  de  Octubre  de  1898).  270 

Según  tiene  repetidamente  declarado  el  Tribunal  Supremo, 

son  congruentes  con  las  demandas  las  sentencias  que  condenan 
al  demandado  á  pagar  una  cantidad  menor  de  la  pedida,  pero  por 
el  mismo  concepto  de  la  demanda  (O.,  núm.  118.>-16  de  Diciembre 
de  1898).  616 

Sentencia  contradictoria.— Cuando  una  demanda  comprende 
diversas  peticiones  y  la  sentencia  absuelve  de  algunas  al  deman- 
dado, y  respecto  de  otras  manda  que  se  tengan  presentes  en^  li- 
quidación que  haya  de  practicarse  en. ejecución  de  sentencia  cier- 
tas partidas  de  descargo  discutidas  en  el  pleito,  no  puede  soste- 
nerse que  el  fallo  contenga  disposiciones  contradictorias  que  le 
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tnnlen,  y  ei  improcedente  el  recureo  qne  se  fande  únicamente  ea 

esa  anpneita  contradicción  (C,  núm.  3. — 4  de  Julio  de  1898).  lo 

Sentencia  definitiva.— V.  Cuestión  de  competencia  y  Becurto  de 
caeación  (sentencia  definitiva). 

Sentencia  incongruente. — No  ea  incongruente  la  aentenda  qne 
defiere  á  parte  de  laa  pretensiones  de  la  demanda,  que  estima  jus- 
tas, y  rechasa\laa  que  considera  improcedentes  (O.,  núm.  6.-6  de 
Julio  de  1893).  t8 
La  reserva  de  derechos  á  favor  de  un  tercero  que  no  ha  li- 
tigado, nada  decide,  ni  puede,  por  consiguiente,  estimarse  en  ca- 
sación, en  el  sentido  de  incongruencia,  ni  en  otro  alguno  (C,  nú- 
mero 118.-16  de  Diciembre  de  1893).                                                616 

Sentencia  no  definitiva.— V.  D^ensapor  pobre  j  Mecurso  de  ca- 
sación (defensa  por  pobre  y  sentencia  no  definitiva). 

Sentencias  oonfgrmes.—Se  entienden  conformes  de  toda  confof  • 
midad  las  sentencias,  cuando  no  varíen  más  qne  en  lo  relativo  á 
la  condenación  de  costas  (O.  de  U.,  núm.  68.— 17  de  Octubre  de 
1898).  230 
V.  Beeurso  de  casación  (depósito), 

SeAorio8.»8egún  tiene  declarado  con  repetición  el  Tribonal  Sa- 
premo,  interpretando  las  leyes  del  Sefiorío,  el  no  haberse  promo- 
vido el  expediente  instructivo  establecido  por  dichas  leyes  para 
que  justificasen  los  que  los  disfrutaban  el  carácter  territorial  ó  so- 
lariego de  los  que  poseían  en  el  término  de  dos  meses,  fijado  al 
efecto  en  el  art.  6.o  de  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1837,  de  ningún 
modo  lleva  consigo  la  pérdida  del  derecho  de  hacerlo  más  ade- 
lante y  mientras  no  se  haya  promovido  el  juicio  de  incorporación 
ó  reversión  (O.,  núm.  9.-7  de  Julio  de  1893).  70 

Síndicos.— y.  Recurso  de  casación,  é  Id.  (defensa  por  pobre). 

Sociedad.— Estimando  la  Sala  disuelta  una  Sociedad  y  mandando 
proceder  á  la  liquidación  general  de  la  misma,  dichos  términos  no 
dejan  la  menor  duda  de  que  la  liquidación  ha  de  comprender  to- 
das las  operaciones  sociales,  practicándose  por  los  socios,  y  no  se- 
ñalándose trámite  ni  recia  alguna  contraria  á  lo  convenido  por  los 
mismos  á  lo  dispuesto  por  la  ley,  no  puede  estimarse  infringidos 
los  artículos  del  Código  de  Comercio  citados  por  el  recurrente, 

Ko  se  halla  prohibido  á  los  socios  de  una  Compafiía  apoderar 
en  forma  á  otras  personas  para  qne  les  representen  en  la  liquida- 
ción de  la  misma. 

Disuelta  una  Sociedad,  la  entrega  ó  pago  de  cualquiera  suma 
por  alguno  de  los  ex  socios  á  otro,  nada  prejuzga,  toda  vez  que 
dicho  acto  se  halla  subordinado  ó  depende  de  la  liquidación  ge- 
neral que  debe  realizarse  (C,  núm.  2.-8  de  Julio  de  1898).  9 
En  el  contrato  de  Sociedad,  cada  uno  de  los  socios  es  deu- 
dor á  ésta  de  lo  que  prometió  aportar,  y  en  el  caso  de  no  satisfa- 
cerse su  importe  en  el  tiempo  y  forma  establecidos  en  el  contrato, 
es  exigible  dicha  obligación  (C,  núm.  57.— 20  de  Octubre  de 
1898).  284 
V.  Jufz  competente  (sociedad). 

Sociedad  anónima.— En  las  Sociedades  anónimas,  los  individuos 
de  la  junta  directiva  han  de  ser  considerados  como  mandatarios 
de  la  Compafiía,  y  en  este  concepto,  y  mientras  obran  dentro  de 
las  condiciones  del  mandato,  no  están  sujetos  á  responsabilidad 
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algana.  teníéndols  sólo  d,  por  actoi  contrarios  á  la  ley  ó  al  pacto 
■ocial,  irrogasen  perjaicioa  (O.,  núm.  67.— 20  de  Octabre  de  1893).  234 
Sociedad  conyugal.— Y.  Aociones  de  Banco. 
Sociedad  minera.— Según  tiene  declarado  el  Tribanal  Supremo 
en  sentencia  de  22  de  Marzo  de  1877,  la  personalidad  jurídica 
que  se  crea  al  constituirse  una  Sociedad  minera  anónima  es  per- 
fectamente distinta  de  la  de  cada  uno  de  los  socios,  loa  cuales 
tienen  la  representación  j  título  de  su  derecho  en  las  acciones 
qae  se  les  adjudican,  con  perfecta  independencia  unas  de  otras, 
de  manera  que  la  propiedad  de  la  mina  sólo  á  aquélla  pertenece 
y  en  su  favor  puede  inscribirse,  mientras  que  los  socios  tienen  la 
de  sus  acciones,  representativas  de  la  parte  que  les  corresponde 
en  las  ganancias,  pérdidas  j  gastos,  y  sobre  las  que  únicamente 
pueden  contratar  con  el  carácter  de  bienes  muebles  no  inscribi- 
bles en  el  Begistro,  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  ifi  y  nú- 
mero 4.*  del  108  de  la  ley  Hipotecaria,  según  el  concepto  legal  de 
esta  clase  de  sociedades  y  el  especial  de  la  propiedad  minera, 
que  por  rasón  de  su  indivisibilidad  sólo  creando  las  sociedades 
por  acciones  pueden  partirse  así  las  responsabilidades  como  las 
ganancias  (O.,  núm.  84.— 16  de  Noviembre  de  1808).  876 

Saoeaión  testada.— Y.  Testamento  y  Voluntad  del  testador, 
SaapeíAsión  de  pagos. — Y.  Juez  competente  y  Juicio  ejecutivo. 
Suspensión  del  término  de  prueba.— Es  improcedente  el  re- 
curso, fundado  en  no  haberse  accedido  á  la  suspensión  del  tér- 
mino probatorio,  puesto  que  este  motivo  no  está  comprendido  en 
el  art.  1691  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  Ouba  y  Puerto 
Bico  (C.  de  ü.,  núm.  30.— 29  de  Septiembre  de  1893).  147 

T 

Temeridad.— Y.  Costas. 

Tercería.— Y.  Becurso  de  casación  (sentencia  no  definititfa). 

Término  probatorio. — Y.  Recurso  de  casación  (suspensión  del  tér- 
mino probatorio).  • 

Testador.— Y.  Juicio  de  testamentaria,  Testamento  y  Voluntad  del 
testador. 

Testamento.— En  conformidad  á  lo  dispuesto  en  la  ley  5.»,  tít.  33 
de  la  Partida  7.^,  las  palabras  del  testamento  deben  ser  entendi- 
das llanamente  y  como  suenan,  á  no  ser  que  conste  ciertamente 
que  la  voluntad  fuese  otra  distinta  de  como  suenan  las  palabras 
que  estuvieren  escritas. 

Los  términos  de  una  cláusula  en  que  el  testador  dipone  que, 
después  de  cumplidas  todas  sus  mandas,  y  si  sobrase  algún  di- 
nero, repártase  en  todos  sus  sobrinos,  hijos  de  sus  hermanos, 
para  que  lo  gocen  en  pas  y  con  la  bendición  de  Dios  y  la  suya, 
rectamente  entendidos  y  aplicados,  no  tienen  ni  pueden  tener 
otro  alcance  que  reconocer  derecho  en  los  nombrados  á  obtener 
el  dinero  mandado  ó  lojgado,  puesto  que  la  claridad  de  su  redac- 
ción no  autoriaa  ni  permite  suponer  fuera  otra  la  intención,  y  la 
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palabra  dinero^  en  mx  acepción  gramatícal  y  iarídica,  signiflcft 
nsaalmente  moneda  corriente  y  nunca  un  conjunto  ó  univemli- 
dad  de  bienes,  á  menos  que  se  jastifique  que  en  el  país  en  que 
se  otorgó  y  ha  de  cumplirse  el  testamento  tenga  tal  sentido  ó  ¿g- 
nificación  (O.,  núm.  7.-6  de  Julio  de  1893).  56 

— <^  La  virtud,  eficacia  j  validez  de  los  testamentos  nuncnpati- 
ti  vos  consisten  esencialmen  tente  en  la  clara,  explícita  ó  induda- 
ble manifestación  de  la  voluntad  del  testador  ante  competente 
número  de  testigos  y  del  Escribano,  cuando  asiste,  dando  fe  de 
conocer  al  testador. 

Preceptuándose  en  el  art.  29  de  la  ley  del  Notariado  de  28  de 
Mayo  de  1862,  que  no  es  aplicable  á  las  disposiciones  moriii 
cau$a  lo  dispuesto  en  los  artículos  precedentes  respecto  de  It 
forma  de  los  instrumentos,  número  y  cualidades  de  los  testigos  y 

.  capacidad  de  adquirir  lo  mandado  ó  dejado  por  el  testador,  y  qne 
dichas  disposiciones  se  regirán  por  la  ley  ó  leyes  especiales  del 
caso,  se  deduce  sin  género  de  duda  de  dicho  precepto  que  las 
leyes  especiales  á  que  se  refiere  no  pueden  ser  otras  qne  las 
de  la  Novísima  Recopilación,  vigentes  en  la  materia  hasta  la  pro> 
mulgación  del  nuevo  Código  civil  (O.,  núm.  47.— 10  de  Octobro 
de  1893).  SM 

Cualquiera  que  sea  el  concepto  jurídico  que  merezcan  los 

llamamientos  de  herederos  y  sustitutos  hechos  en  un  testamento, 
no  se  incurre  en  error  de  derecho  al  absolver  á  los  demandados 
de  una  demanda  fundada  en  el  hecho  de  tener  preferente  derecho 
á  los  bienes  de  la  sucesión  el  caasahabiente  de  la  parte  deman- 
dante por  su  cualidad  de  varón  y  primogénito,  aun  cuando  se  su- 
pongan que  los  bienes  de  la  misma  fueren  de  naturaleza  vincular 
por  razón  de  los  llamamientos  hechos,  si  no  existe  cláusula  al- 
guna que  establezca  tal  orden  de  preferencia,  y  sí,  por  el  contra- 
rio, se  dispone  que,  premuertos  los  instituidos,  hereden  sus  hijos 
y  descendientes,  ó  aquel  ó  aquellos  que  éstos  hubiesen  instituido 
herederos,  lo  cual  excluye  en  absoluto  el  supuesto  de  la  preferen- 
cia de  los  varones  primogénitos  (C,  núm.  89.— 18  de  Noviembre 
de  1893).  401 
V.  Heredero  y  Herencia. 

Testigos.— V.  Recurso  de  casación  (apreciación  de  pruebas)» 

Tatela.~V.  Acción  personal  y  Juez  competente. 


u 

Usttfiructo.— V.  Usufructuario, 

Usufructo  del  padre. — Y.  Alimentos, 

Usufructuario.— Según  las  disposiciones  del  Código  civil,  no 
procede  la  caución  que  debe  dar  el  usufructuario  á  quien  se  hu- 
biese conferido  el  usufructo  por  testamento  si  el  testador  le  re- 
levó de  prestar  fianza. 

Esto  no  obstante,  conforme  al  art.  520  de  dicho  Código,  procede 
la  entrega  al  propietario  de  la  cosa  usufructuada  cuando  el  mal 
proceder  del  usufructuario  le  infiriese  considerable  perjuicio,  no 
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siendo  aplicable  en  dicho  caso  el  art.  617,  que  se  refiere  tan  sólo 
al  edificio  que  por  cualquier  accidente  llegase  á  desaparecer  (G. 
de  U.,  núm.  120.--19  de  Diciembre  de  1893).  638 


Venta.— V.  Compraventa  y  Juez  competente  (compraventa). 
Voluntad  del  testador.— No  se  infringe  la  ley  6.^,  tit.  88,  Par* 
tida  7.%  ni  el  principio  de  derecho  standum  eat  chartes,  ni  la  Ja* 
rispmdencla  relativa  á  la  fuerza  que  tiene  la  voluntad  del  testa- 
dor, j  cómo  deben  entenderse  sus  palabras,  cuando  la  Sala  sen* 
tendadora  entiende  lisa  j  llanamente  las  palabras  del  testamento, 
de  modo  que  no  quede  la  menor  duda  de  la  voluntad  del  testador 
(O.,  núm.  87.-4  de  Octubre  de  1898).  167 
V.  Teitamento. 


FIN  DIL  BBPXBTORIO  ALFABÍTíOO. 
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